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CONSULTA    JURÍDICA 


Brota  así,  la  necesidad  de  definir  bien  la  posición  jurí- 
dica en  que  la  institución  va  á  encontrarse  en  sus  relacio- 
nes comerciales  y  de  derecho,  y  se  solicitó,  para  estable- 
cerla con  seguridad,  el  consejo  autorizado  de  monsieur 
Poincaré,  monsieur  Millerand  y  monsieur  George  De- 
vine que,  conjuntamente  con  el  doctor  Carlos  Pellegri- 
ni,  auspiciaron  la  creación  originaria  de  la  sociedad. 

He  leído  atentamente  los  informes  que,  con  ese  mo- 
tivo, fueron  por  dichos  señores  presentados.  Claro  y 
preciso  el  primero,  señala  los  antecedentes  legislativos 
franceses  y  argentinos  que  se  relacionan  con  el  asunto, 
los  artículos  3i8,  286,  286  y  287,  así  como  la  ley  de  3o 
de  septiembre  de  1897  de  nuestro  país  y  la  de  3o  de  mayo 
de  1867  que  rige  á  las  sociedades  anónimas  en  Francia. 
Después  de  transcribir  las  opiniones  de  monsieur  Des- 
jardins,  las  convenciones  diplomáticas  y  el  tratado  franco- 
argentino  de  1893,  llega  ala  conclusión  de  que  la  Argén- 
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tina  ha  acordado  favores  é  inmunidades  á  las  sociedades 
extranjeras,  en  la  derogación  del  artículo  287  del  Código 
de  comercio;  agrega  que,  desde  el  momento  que  el  go- 
bierno francés  les  ha  acordado  á  sociedades  anónimas  de 
ciertas  naciones  el  derecho  de  actuar  en  justicia  en  Fran- 
cia, el  tratado  de  1898  acuerda  ese  mismo  derecho  a  las 
sociedades  anónimas  de  la  República  Argentina,  concre- 
tando su  opinión,  al  final,  en  la  siguiente  forma  :  «  A  mi 
juicio,  si  la  cuestión  fuera  llevada  ante  los  tribunales, 
ellos  deberían,  conforme  á  la  sentencia  de  casación  del 
1^  de  mayo  de  1895,  decidir  que  no  se  necesita  ningún 
decreto  para  que  las  sociedades  argentinas  legalmente 
constituidas,  puedan  actuar  ante  la  justicia  de  Francia. 
Si  el  gobierno  argentino  solicita  del  gobierno  francés  un 
decreto  de  autorización,  en  virtud  del  artículo  segundo  de 
la  ley  de  185",  esa  precaución  suplementaria,  si  se  obtu- 
viera, produciría  el  efecto  de  suprimir  toda  posibilidad 
de  contestación,  á  pesar  de  que  no  lo  creo  indispensa- 
ble para  que  el  banco,  si  el  caso  llega,  se  presente  ante  los 
tribunales  franceses.  » 

Monsieur  Millerand,  en  una  exposición  más  detallada, 
llega,  á  su  vez,  á  la  conclusión  de  que  «  á  falta  de  un  de- 
creto, el  Banco  Español  del  Río  de  la  Plata,  á  condición 
de  estar  constituido  legalmente  en  relación  con  la  ley  ar- 
gentina 1  virtud  de  la  convención  adicional  de  1898 
V  de  la  cláusula  de  nación  más  favorecida,  capaz  de  ejer- 
i  Vancia  lodos  sus  derechos  y  acciones  y  de  actuar 
(MI  justicia.  Ninguna  disposición  de  la  legislación  argen- 
obstáculo  i\  la  reciprocidad  ni  se  opone,  en  conse- 


CONSULTA  JURÍDICA  7 

cuencia,  ala  obtención,  por  otra  parte  superflua,  ele  un 
decreto». 

Coinciden,  pues,  estas  dos  opiniones,  tanto  lademon- 
sieur  Poincare  como  la  de  monsieur  Millerand,  en  creer 
que  el  Banco  Español  del  Río  ele  la  Plata  podrá  actuar  an- 
te la  justicia  francesa  y  que,  para  ello,  no  será  necesario 
un  decreto  de  reconocimiento  por  parte  del  gobierno. 

Reputando,  pues,  el  primero,  que  ese  decreto  sería 
<(  suplementario  ))  y  el  segundo  que  sería  «  superfino  » , 
llegan  ambos  á  reconocer  la  conveniencia  de  una  gestión 
diplomática,  á  pesar  de  no  reputarla  necesaria.  El  opti- 
mismo que  su  resultado  les  inspira  ,  se  funda  en  la  razón 
ele  reciprocidad  que  encuentran  y  en  la  interpretación  de 
la  cláusula  de  nación  más  favorecida  ejue  consta  en  nues- 
tros acuerdos  comerciales  con  Francia.  Determinadas  es- 
tas opiniones,  surge  la  cuestión  diplomática  que  promue- 
ve el  ministro  argentino  don  Carlos  Calvo  á  petición  de 
la  dirección  del  banco,  según  nota  de  7  de  agosto  de  1908 
y  como  consta  en  las  informaciones  de  la  legación  argen- 
tina de  enero  21  de  190/i. 

El  señor  ministro  Delcassé,  al  contestar  la  gestión  ini- 
ciada por  el  gobierno  argentino,  manifiesta  que  para  con- 
ceder la  personería  jurídico  al  Banco  Español  del  Río  de 
la  Plata  con  el  efecto  que  la  ley  determina  de  hacer  exten- 
siva esta  autorización  á  todas  las  sociedades  anónimas  de 
nuestro  país,  se  necesita  una  verdadera  reciprocidad,  es 
decir,  que  no  se  imponga  la  autorización  previa  y  demás 
requisitos  actuales,  á  las  sociedades  francesas  que  vayan 
á  actuar  en  la  República  Argentina  y  que,  esa  exención, 


8  ANALES  DE  LA  FACULTAD  DE  DERECHO 

sea  consagrada  por  un  decreto  con  efectos  generales  :  las 
gestiones  se  renuevan  en  febrero  12  de  igOii  y  el  minis- 
tro Delcassé  reitera  que  no  existe  la  reciprocidad  y  que 
las  sociedades  francesas  no  se  encontrarían  en  analogía 
de  condiciones  en  la  República  Argentina,  concluyendo 
que  está  dispuesto  á  reanudar  sin  tardanza  las  gestiones, 
siempre  que  se  le  haga  saber  la  respuesta  del  gobierno 
argentino  sobre  las  siguientes  seguridades  :  «  1°  de  que 
reconocerá  todas  las  sociedades  francesas  indistintamen- 
te, con  tal  de  que  estén  regularmente  constituidas,  en 
virtud  de  las  precitadas  leyes,  para  el  goce  en  su  territo- 
rio del  mismo  trato  que  sea  concedido  en  Francia  á  las 
sociedades  argentinas  por  aquel  gobierno  ;  2°  que  la  for- 
ma en  que  esta  autorización  ha  de  concederse  consistirá 
igualmente  á  Ja  que  se  otorgue  en  Francia  á  las  socieda- 
des argentinas,  en  esa  medida  general  que  beneficia  á  to- 
das las  sociedades  francesas  ». 

Según  nota  de  18  de  abril  de  190/i,  del  señor  ministro 
Calvo,  dirigida  al  gobierno  argentino,  se  contestó  al  señor 
ministro  Delcassé  que  el  Código  de  comercio  argentino 
era  categórico  y  liberal  en  el  sentido  de  satisfacer  los 
deseos  que  expresaba,  manifestando  esperanza  por  el 
resultado  de  la  gestión:  posteriormente,  en  junio  7  de 
1904,  el  mismo  ministro  manifiesta  no  haber  recibido 
respuesta,  diciendo  que  detiene  su  demanda  ante  el  mi- 
nisterio francés,  en  virtud  de  un  proyecto  de  ley  que  tien- 
de á  modificar  la  legislación  vigente  en  Francia,  proyecto 
cuyo  espíritu  no  cree  favorable  á  la  gestión  iniciada,  y, 
en  nueva  nota  de  junio  17  de  190/1,  manifiesta  haber  re- 
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cibido  una  reiteración  del  ministerio  francés  avisándole 
la  imposibilidad  de  acordar  personería  jurídica  al  Banco 
Español  del  Río  de  la  Plata  sin  completa  reciprocidad.  El 
señor  Calvo  manifiesta  á  su  gobierno  que  :  «  el  punto  de 
vista  en  que  se  coloca  el  gobierno  francés,  es  demasiado 
absoluto  para  abrir  la  polémica  con  probabilidad  de  éxi- 
to, aunque  sea  fácilmente  refutable  ;  así  lo  hubiera  inten- 
tado, agrega,  á  no  surgir  un  incidente  que  pone  término, 
al  menos  por  lo  pronto,  á  esta  negociación.  Casi  simul- 
táneamente á  la  referida  nota  llega  á  mi  poder  una  carta 
del  señor  gerente  del  Banco  Español  del  Río  de  la  Plata 
haciéndome  saber  que  la  buscada  personería  jurídica  en 
beneficio  de  la  sucursal  en  París  de  aquel  establecimiento 
estaba  favorablemente  resuelta,  como  resultado  del  infor- 
me que  sobre  el  asunto  ha  emitido  el  abogado  Poincaré  y 
que,  por  lo  tanto,  las  gestiones  anteriormente  entabladas 
no  eran  ya  necesarias». 

Establecidos  estos  antecedentes  de  la  cuestión  promovi- 
da, debo  dar  con  sinceridad  mi  opinión  sobre  las  dos  ges- 
tiones á  que  ellos  se  refieren,  es  decir,  primero,  sobre  la 
gestión  para  la  fundación  de  la  sucursal  del  Banco  Español 
en  París  y,  segundo,  sobre  la  gestión  diplomática  realiza- 
da por  el  señor  ministro  Calvo  respecto  de  este  mismo 
asunto.  En  lo  que  atañe  á  otros  aspectos  de  la  cuestión 
que  se  derivan  de  estos  antecedentes,  los  trataré  más  ade- 
lante. 

La  gestión  diplomática,  entiendo,  no  ha  afrontado  el 
caso  con  la  decisión  y  la  persistencia  que  su  importancia 
requería.    Cuando    el    señor  ministro  Delcassé  se   ma- 
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infestaba  dispueslo  a  roaiiudar  las  negociaciones  inine- 
dialainenle  que  se  le  contestara  si  el  gobierno  argentino 
estaba  dispuesto  á  facilitar  en  forma  la  reciprocidad  efec- 
tiva, pudo  y  debió  estudiarse  el  régimen  existente  en 
nuestro  país  para  las  sociedades  anónimas  extranjeras, 
demostrando  su  liberalidad  y  comprobando  que  la  reci- 
procidad de  tratamiento  para  las  sociedades  de  uno  y  otro 
país  existía  :  y  á  la  segunda  cuestión  que,  desde  que  se 
trataba  de  un  régimen  creado  por  la  ley  argentina,  él  be- 
neficiaba á  todas  las  sociedades  francesas  que  actuaran  en 
nuestro  país.  La  nota  del  ministro  Delcassé,  en  la  que  no 
se  cita  siquiera  la  ley  argentina,  parece  ignorar  el  espíritu 
real  que  en  la  práctica  presentaba  nuestro  régimen.  La 
legación  pudo  y  debió  explicarlo,  en  la  esperanza  de  que 
el  gobierno  francés  pudiera  llegar  con  su  mayor  estudio  á 
la  conclusión  á  que  llega  en  su  informe  monsieur  Poinca- 
ré,  esto  es,  á  que  después  de  la  reforma  del  97  la  reci- 
procidad existía. 

Fracasada  esa  fase  de  la  negociación,  el  ministro  argen- 
tino, me  permito  creer,  pudo  y  debió  negociar  un  proto- 
colo complementario  del  tratado  del  98  que  estableciese 
el  régimen  de  la  reciprocidad,  proponiendo  á  nuestro  go- 
bierno proceder  á  la  manera  del  acuerdo  belga-francés 
que  dio  origen  á  la  ley  del  Sy  que  rige  actualmente  las 
sociedades  extranjeras  en  Francia.  En  lugar  de  eso,  el 
ministro  señor  Calvo,  á  pesar  de  declarar  en  una  de  sus 
notas  fácilmente  refutable  el  punto  de  vista  del  gobierno 
francés,  no  hace  ante  él  la  demostración  necesaria;  cons- 
la,  sólo,  una  gestión  verbal  de  su  secretario,  y  ya  casi  de- 
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sistido  de  su  negociación  ante  un  proyecto  de  ley  presen- 
tado por  el  gobierno  francés  á  las  cámaras  en  que  vislum- 
bra una  opinión  desfavorable,  desiste  en  absoluto,  ante 
la  manifestación  del  señor  gerente  que  le  envía  la  consul- 
ta hecha  á  monsieur  Poincaré,  y  le  expresa  que  ha  cesado 
su  interés  en  esa  gestión  misma.  Me  permito  pensar  que 
el  señor  ministro  Calvo  cometió  un  error  en  dar  por  ter- 
minada toda  negociación  en  aquella  oportunidad,  que 
habría  sido  quizá  la  más  propicia  para  llegar  á  un  arreglo 
definitivo.  No  se  trataba  únicamente  del  caso  de  la  sucur- 
sal, del  Banco  Español  del  Río  de  la  Plata  en  París,  sino 
de  la  situación  de  las  sociedades  anónimas  argentinas  en 
el  territorio  de  Francia.  El  desistimiento  del  Banco  Espa- 
ñol del  Río  de  la  Plata  no  importaba  ni  obligaba  al  brusco 
desistimiento  del  e^obierno  aro:entino;  el  señor  ministro 
Calvo  no  había  actuado  como  abogado  de  aquella  institu- 
ción, sino  como  representante  de  su  país  en  una  cuestión 
de  derecho  internacional  privado  que  afectaba  para  el  pre- 
sente y  para  el  futuro  á  múltiples  intereses,  y  ya,  que  co- 
mo he  de  demostrar,  hay  en  toda  esta  cuestión  un  grave 
interés  nacional  comprometido  arriba  del  interés  de  una 
institución  bancaria  determinada,  insisto  en  la  crítica  que 
dejo  hecha  á  ese  desistimiento  prematuro. 

Bajo  el  punto  de  vista  de  la  gestión  particular  realiza- 
da por  la  institución  para  obtener  su  propio  reconoci- 
miento, no  trepido  en  reconocer  habría  malogrado  los 
propósitos  y  las  actividades  de  su  iniciador,  si  hubiera 
permanecido  pendiente  de  la  tramitación  diplomática  ó  á 
la  espera  de  una  solución  jurídica.  Pudo  y  debió  consti- 
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tuirse  en  situación  de  hecho,  tal  cual  se  lo  aconsejaban 
sus  asesores  particulares;  no  le  correspondía  velar  por  el 
triunfo  de  un  principio  jurídico  argentino,  antes  bien, 
creo  que  prestaba  á  la  consagración  definitiva  de  la  doc- 
trina deseada  el  mejor  servicio,  manteniendo  á  través 
de  las  lentitudes  de  la  gestión  de  la  cancillería,  el  caso 
vivo  y  actual,  que  era  difícil  que  otra  sociedad  argentina 
viniera  á  plantear  en  el  seno  de  la  capital  francesa.  Sólo 
así,  el  impulso  vigoroso  de  aquella  iniciación,  el  esfuerzo 
puesto  á  su  servicio  éntrelos  riesgos  de  una  situación  in- 
determinada y  bajo  la  influencia  y  el  espíritu  que  le  ha 
dado  tan  potente  desarrollo,  venciendo  las  dificultades  y 
la  debilidad  de  su  propia  inestabilidad  legal,  la  sucursal 
del  Banco  Español  del  Río  de  la  Plata,  radicada  de  hecho 
y  mantenida  como  tal  en  París,  ha  sustentado  en  su  ex- 
pansión y  en  su  notoriedad,  el  casas  jar is  que  tendrían 
que  considerar  el  legislador  y  el  gobierno  argentino. 

Considerándolo  bajo  el  punto  de  vista  del  interés  pri- 
vado y  atribuyendo  al  acto  de  la  fundación  de  esta  su- 
cursal el  valor  moral  y  práctico  que  tiene,  me  he  de  per- 
mitir, con  la  misma  franqueza  que  he  opinado  respecto 
de  la  gestión  diplomática  en  este  asunto  del  respetable 
ministro  Carlos  Calvo,  manifestar  mi  disconformidad  con 
la  índole  de  la  opinión  no  menos  respetable  délos  señores 
Poincaré  y  Millerand,  á  cuyos  prestigios  me  será  per- 
donado no  doblegar,  en  una  consulta  como  la  que  contes- 
to, la  autonomía  de  mi  propio  raciocinio. 

Con  prudentes  motivos  el  señor  ministro  Calvo  en  su 
nota  de  fecha  17  de  junio  de  kjo/j,  dirigida  al  ministro  de 
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relaciones  exteriores  y  culto  de  la  República  Argentina, 
decía,  juzgando  la  opinión  del  letrado  Poincare  cuya  co- 
pia le  había  sido  remitida :  «me  permitiré  expresará  V.  E. 
las  reflexiones  que  el  estudio  del  razonado  trabajo  del  se- 
ñor Poincare  me  sugieren.  Considerando  desde  el  punto 
de  vista  académico  la  teoría  que  honra  al  talento  de  su  au- 
tor, puede  prevalecer  ante  los  tribunales,  pero  ajuicio  del 
mismo  abogado,  la  vida  legal  de  la  sociedad  de  que  nos 
ocupamos  no  está  al  abrigo  de  una  contestación,  y  me 
asalta  el  temor  de  unincidente  cualquiera  que  lleve  el  Ban- 
co Español  á  demandar  en  justicia  y  que  tenga  que  basar- 
se en  esa  doctrina  no  sancionada  aún,  pero  que  es  la  sola 
que  asegura  su  existencia  legal » .  En  efecto,  estudiando  las 
opiniones  de  los  señores  Poincare  y  Millerand,  llama  la 
atención  que  reconozcan  ambos  la  incertidumbre  de  la  si- 
tuación legal,  la  falta  de  una  jurisprudencia  uniforme  que 
pueda  amparar  á  la  institución  que  abría  sus  puertas,  res- 
pecto de  cuya  existencia  legal  podían  en  su  opinión  perso- 
nal creer  que  no  fuera  necesario  la  consagración  de  un  de- 
creto, pero  sobre  la  que  sabían  al  mismo  tiempo  que  no 
había  jurisprudencia  firme  ni  uniforme,  y  como  no  se  tra- 
taba sólo  de  opiniones  jurídicas,  sorprende  que,  además 
de  aconsejar  la  constitución  de  hecho,  no  aconsejaran 
también,  por  vía  de  precaución,  activar  toda  gestión  di- 
plomática ó  directa,  para  obtener  una  convención  ó  un 
decreto  que  acordara  la  reciprocidad.  Insisto  en  miextra- 
ñeza  de  que  calificara  el  señor  Poincare  á  ese  decreto  como 
una  medida  supletoria,  cuya  utihdad  para  afianzar  defini- 
tivamente la  situación  de  la  institución  no  indica  en  nin- 
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guna  parte  de  su  informe,  lo  mismo  que  el  señor  Mille- 
rand,  para  quien  esas  medidas  que  la  más  elemental  pru- 
dencia aconsejaba,  parecían  ((superíluas». 

Derívase,  pues,  de  ahí,  la  nota  con  que  fundándose  ex- 
plicablemente en  esas  opiniones,  el  representante  de  la  ins- 
titución se  dirige  al  señor  ministro  argentino  acompañan- 
do la  opinión  del  señor  Poincaré  para  fundar  su  desisti- 
miento, ante  la  cual  el  señor  ministro  argentino,  á  su  vez, 
desiste  también  de  una  gestión  diplomática  que  he  indi- 
cado ya,  que  no  debió  ser  abandonada  y  pudo  tener  éxito. 

Consecuencia  de  ello  fué  que  la  situación  de  inestabili- 
dad legal  de  la  institución  se  ha  prolongado  hasta  el  mo- 
mento presente  y  que  su  vigoroso  desarrollo,  su  respeta- 
ble incremento  y  los  positivos  servicios  que  ha  prestado  á 
intereses  argentinos  de  orden  particular  ó  de  orden  colec- 
tivo, no  basten  para  ponerla  á  cubierto  de  una  medida 
inesperada  que  imponga  su  transformación  inmediata  ó 
su  desaparición.  No  me  referiré  á  los  riesgos  que  á  pesar 
de  la  sagacidad  de  su  dirección  y  de  su  prudencia  notoria, 
pudieran  llevarla  en  un  momento  dado  ante  los  tribunales 
por  la  acción  de  un  deudor  litigante  que  opusiera  á  un  jui- 
cio iniciado  por  ella,  la  excepción  de  previo  y  especial  pro- 
nunciamiento con  que  le  desconociera  su  personería  legal. 
Son  fácilmente  perceptibles  los  reatos  y  sensibles  limita- 
ciones con  que  tiene  que  tropezar  no  obstante  su  vigor  ex- 
traordinario, el  progreso  de  la  institución,  y  esos  incon- 
venientes de  orden  privado,  son  pequeños  sin  duda,  en 
relación  á  la  amenaza  que  pende  sobre  la  institución  por 
razones  de  orden  público. 
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Si  Francia,  como  puede  vislumbrarse  en  las  orientacio- 
nes ele  su  política  comercial  y  de  su  jurisprudencia,  tien- 
de cada  vez  más  á  excluir  la  acción  de  las  sociedades  ex- 
tranjeras en  su  propio  territorio,  es  de  elemental  previ- 
sión creer  que  en  cualquier  momento  dado  puede  surgir 
en  las  cámaras  un  proyecto  de  ley  que  afiance  con  la  san- 
ción de  una  fuerte  penalidad,  la  prohibición  de  actuar  sin 
autorización  legal  á  las  sociedades  nacionalizadas  en  el  ex- 
tranjero. Con  fundados  motivos,  pues,  el  señor  ministro 
Calvo  se  alarmaba  en  su  nota  de  7  de  junio  de  1904  ante 
un  proyecto  de  ley  enviado  por  el  poder  ejecutivo  en  que 
se  proyectaban  las  sanciones  recordadas,  y  si  fuéramos  á 
estudiar  esas  probabilidades  ante  el  criterio  de   autores 
respetables  cuyas  opiniones  tienen  su  acción  directa  sobre 
el  consejo  citado  y  sobre  el  ministerio,  me  bastaría  refe- 
rirme á  las  manifestadas  por  André  Weiss  en  su  Manual 
de  derecho  internacional  privado,   edición  de  191 1;  sos- 
tiene enérgicamente  la  necesidad  de  la  autorización  que  el 
Estado  impone,  en  virtud  de  una  especie  de  policía   pre- 
ventiva, que  debe  afianzarse  con  una  sanción  contra  socle 
dades  á  las  que  niega  toda  existencia  y  toda  personalidad, 
no  admitiendo,  pues,  su  presencia  de  facto. 

He  de  tener  oportunidad  de  insistir  en  las  orientacio- 
nes que  creo  percibir  en  la  jurisprudencia  francesa  á  este 
respecto,  pero  sin  llegar  aún  á  ello,  me  bastará  referirme 
á  los  rumbos  bien  conocidos  de  su  política  comercial  y  al 
criterio  de  reciprocidad  que,  en  formas  bien  extravagan- 
tes, funda  á  veces  sus  resoluciones.  En  efecto,  puede  re- 
cordarse que  en   1908,  con  motivo  déla  adquisición  de- 
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armamentos  que  nuestro  gobierno  creyó  conveniente  no 
hacer  en  las  oficinas  del  Creusot,  se  produjo  la  amenaza 
del  gobierno  francés  de  no  permitir  la  cotización  de  los  tí- 
tulos de  un  empréstito  argentino  en  la  bolsa  de  Francia, 
usando  de  las  facultades  del  decreto  de  8  de  febrero  de 
1880  y  olvidando,  en  esa  amenaza  tan  infundada,  que 
felizmente  no  influyó  ni  en  el  espíritu  de  nuestro  gobierno 
ni  en  los  círculos  financieros  de  Francia,  que  esa  facultad 
de  prohibir  las  cotizaciones  de  títulos  de  compañías  priva- 
das, se  explica  como  una  protección  acordada  á  los  subs- 
criptores, que  no  tendría  razón  de  ser  tratándose  de  títulos 
oficiales  que  están  garantidos  por  el  Estado  que  los  emite 
y  cuya  prohibición  habría  sido  un  acto  de  hostilidad  arbi- 
traria. 

Si  quisiera  demostrar  la  correlación  que  el  interés 
privado  tiene,  en  mi  opinión,  en  todo  este  asunto  con  se- 
rios intereses  públicos,  me  bastaría  referirme  á  los  moti- 
vos muy  especiales  que  auguran  un  progreso  cada  vez  ma- 
yor para  la  agencia  del  Banco  Río  de  Ja  Plata  establecido 
en  la  capital  francesa. 

La  ausencia  de  una  agencia  financiera  de  la  nación  ra- 
dicada en  Europa,  en  los  grandes  mercados  del  capital  y 
el  empréstito,  la  anomalía  única  y  singular  de  tener  nues- 
tro país  transformada  su  legación  en  Londres  en  su  propia 
representación  financiera,  la  ausencia  de  sucursales  que 
•exterioricen  la  acción  de  nuestro  banco  oficial  de  la  nación 
en  las  grandes  ciudades  extranjeras,  y  la  falta  de  cumpli- 
miento de  las  leyes  orgánicas  que  crearon  la  junta  de  cré- 
■diio  público  nacional,  encargado  por  disposiciones  espe- 
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cíales  de  la  ley,  del  servicio  de  la  deuda  interna,  cuyos  ser- 
vicios no  realiza  sino  respecto  de  la  primera,  como  tuve 
oportunidad  de  estudiarlo  ampliamente  en  mi  carácter  de 
miembro  de  esa  junta  de  crédito  público  nacional,  en  una 
memoria  dirigida  al  ministro  de  hacienda  de  nuestro  país ; 
una  serie  de  factores  concurrentes,  en  ñn,  circunstancias 
de  orden  público  y  privado  auguran,  un  desarrollo  cada  vez 
mayor  para  la  agencia  del  Banco  Español  del  Río  de  la 
Plata,  destinada  á  recibir  el  afluente  continuo  de  los  argen- 
tinos que  viajan  tan  frecuentemente  á  Europa  y  que  la  ha- 
cen en  las  relaciones  comerciales  y  financieras  de  su  propio 
país,  su  agente  permanente:  todo,  desde  las  formas  de  ope- 
rar bancariamente  siguiendo  el  procedimiento  primitivo  y 
la  orientación  de  bancos  habilitadores  á  base  de  crédito  per- 
sonal que  han  creado  una  especie  de  tipo  argentino  por 
imposición  de  las  circunstancias  y  del  medio,  rompiendo 
ol  molde  europeo,  desde  la  creación  del  primitivo  Banco 
de  Descuentos  en  1826;  la  acción  de  colocación  de  em- 
préstitos también  iniciada  recientemente  creando  saluda- 
bles competencias,  que  con  cincunstancias  financieras  más 
favorables  permitirán  desarrollar  esa  acción  en  la  coloca- 
ción de  los  futuros  empréstitos  argentinos;  un  caudal,  en 
fin,  de  motivos,  de  causales  y  de  antecedentes  me  impul- 
san á  afirmar  que  esta  institución,  á  la  que  sólo  falta  la  ca- 
lificación definitiva  de  una  denominación  que  afirme  su 
carácter  esencialmente  argentino,  no  puede  permanecer 
más  tiempo  en  el  extranjero  actuando  como  una  entidad 
de  facto  expuesta  á  las  contingencias,  á  los  peligros  y  á 
las  hostilidades  muy  probables  á  que  he  hecho  referencia. 

AHAL.     FAC.     DE     DER.     T.     III    (a*    p.)  3 
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Su  misma  dirección  creo  que  debe  afrontar  con  energía 
la  cuestión,  apreciándola  dentro  del  radio  de  sus  intereses 
privados,  que  es  el  punto  de  vista  que  le  corresponde  para 
dar  al  problema  una  solución  definitiva,  so  pena  de  malo- 
grar sus  propios  esfuerzos,  tropezando  con  una  limitación 
que  quite  el  estímulo  y  detenga  la  fuerza  de  su  mismo 
desarrollo. 

La  vinculación  de  intereses  públicos  y  privados  que,, 
como  he  dicho,  este  asunto  comporta,  marca  dos  concep- 
tos diversos  y  el  ángulo  visual  distinto  con  que  se  le  debe 
apreciar,  según  que  su  percepción  se  realice  desde  el  go- 
bierno y  la  representación  diplomática  de  nuestro  país  6 
de  la  sociedad  comercial  bancaria  constituida.  Si  una  lar- 
ga tramitación,  mejor  dicho,  una  larga  expectativa  existe,, 
ya  que  nuestra  gestión  diplomática  ha  sufrido  en  este 
asunto  la  prolongada  interrupción  que  he  comentado,  es- 
el  caso  de  preguntarse  si  es  posible  permanecer  muchos 
años  más  en  la  situación  indicada,  sobre  todo  cuando  no- 
hay  esperanzas  de  llegar  á  circunstancias  más  favorables,, 
cuando  se  está  expuesto  á  los  peligros  que  he  insinuado,, 
cuando  se  trata  de  ampliar  una  construcción  edificada  so- 
bre bases  inestables.  Si  es  fundada  la  opinión  de  que  en 
esta  cuestión  se  vincula  el  interés  particular  de  una  em- 
presa bancaria  á  intereses  generales  apreciables,  sería  pue& 
el  caso  de  esperar  que  se  reconociera  la  oportunidad  y  el 
momento  para  hacer  una  campaña  definitiva  que  acentua- 
ra una  voz  más  la  razón  de  nuestras  gestiones  diplomá- 
ticas. 

Si  ella  no  obtuviera  éxito,  entiendo  que  se  debería 
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resolver  definitivamente  la  situación,  transformando  esa 
institución  bancaria  en  una  sociedad  francesa. 

Creo,  como  lo  demostraré,  que  no  existe  motivo  serio 
para  esperar  circunstancias  más  favorables  ni  situación  más 
propicia  que  la  actual,  para  que  pueda  darse  una  solución 
diplomática  á  este  problema.  Si  ella  no  es  posible  ahora, 
quedarían  sólo  los  inconvenientes  de  la  inestabilidad  le- 
gal en  que  se  encuentra,  y  pesando  el  pro  y  el  contra,  pien- 
so que  son  mayores  aquéllos  que  los  que  le  causarían  la 
transformación  de  la  institución  misma. 

He  estudiado  las  formas  en  que  esa  transformación  de- 
bería hacerse  y  que,  en  realidad,  llevadas  á  la  práctica,  im- 
portarían un  trastorno  mucho  menor  del  que  apriori  pu- 
diera preverse :  todo  se  reduciría  á  la  confección  de  los  es- 
tatutos por  los  cuales  se  debería  regir  el  nuevo  banco,  asus- 
tando sus  prescripciones  á  las  leyes  francesas  y  variando  en 
lo  menos  que  sea  posible  los  que  rijan  su  casa  matriz.  El 
capital  se  fijaría  en  relación  á  las  formas  de  los  impues- 
tos, cuyos  gravámenes  son  para  mí  la  cuestión  más  inte- 
resante que  deberá  apreciarse;  el  crédito  del  nuevo  es- 
tablecimiento no  dudo  que  sería  exactamente  el  mis- 
mo, y  una  gestión  confidencial  que  se  hiciera  á  su  res- 
pecto, serviría  para  mantener  la  totalidad  de  sus  vincula- 
ciones con  las  otras  instituciones  bancarias  francesas  :  sus 
relaciones  con  la  casa  matriz  se  mantendrían  en  idénticas 
condiciones,  con  tal  de  que  el  directorio  central  de  Bue- 
nos Aires  se  declarara  solidariamente  responsable  de  todas 
las  operaciones  de  la  casa  de  París,  á  la  que  deberá  consi- 
derar como  filial,  obrando  así  de  acuerdo  con  sus  intere- 
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ses  y  en  virtud  de  las  facultades  que  le  están  conferidas  por 
los  actuales  estatutos.  La  legalización  de  esa  declaración 
hecha  en  las  legaciones  europeas  iría  á  producir  su  efecto 
sobre  los  bancos  y  banqueros  con  los  cuales  mantiene  rela- 
ciones: no  faltan  los  antecedentes  para  imitar  en  la  transi- 
ción, como  el  del  Crédit  Lyonnais,  cuando  tuvo  que  cam- 
biar de  nombre  la  sucursal  que  tenía  establecida  en  Lisboa. 
No  insistiré  en  los  otros  trámites  por  llenar,  como  son  la 
fijación  del  capital  para  cumplir  la  ley,  con  sus  acciones 
integradas,  el  número  de  accionistas  de  siete  á  diez,  la 
constitución  del  directorio  compuesto  de  tres  miembros 
cuya  designación  quedaría  á  voluntad  del  banco,  en  cuyo 
poder  estarían  todas  las  acciones.  Quizá,  en  definitiva,  el 
cambio  se  reduciría,  á  una  variación  en  el  timbre  de  los 
cheques  y  membretes,  pues  podría  utilizar  hasta  los  libros 
de  su  mismo  establecimiento,  haciendo  el  balance  general 
y  abriéndolos  con  los  asientos  y  manifestaciones  que  á  la 
nueva  situación  corresponde. 

He  indicado  que  una  de  las  cuestiones  fundamenta- 
les, es  la  que  se  refiere  á  la  acción  impositiva  que  se 
ejerce  sobre  las  sociedades  francesas  y  extranjeras,  pa- 
ra juzgar  con  el  criterio  de  los  impuestos  que  corres- 
pondan, el  grado  de  conveniencia  que  pueda  ofrecerla  la 
transición  propuesta.  Creo  que  ese  estudio  no  podrá 
llevar  sino  á  la  conclusión  de  que  es  para  los  intereses 
de  la  sociedad  extranjera,  tanto  más  si  se  trata  de  una  so- 
ciedad de  hecho  como  la  que  constituyen  en  París.  Para 
probarlo,  me  bastaría  referirme  á  la  jurisprudencia  sur- 
gida en  torno  del  caso  de  la  Banque  Russe  pour  le  Com- 
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merce  Étranger,  que  promovió  el  pago  del  impuesto 
anual  de  patente  por  las  sociedades  de  crédito  respecto  de 
la  tasa  sobre  el  capital  subscripto  de  la  institución,  esté  ó 
no  pagado,  jurisprudencia  que  estableció  la  necesidad  de 
someterá  este  criterio  todas  las  instituciones  extranje- 
ras, demostrando  la  tendencia  de  la  legislación  francesa  á 
gravar  esos  bancos  en  una  proporción  cada  vez  mayor, 
acentuando  su  diferencia  con  los  nacionales.  Que  la  esta- 
bilidad de  su  situación  bajo  el  punto  de  vista  de  la  acción 
impositiva  á  que  tiene  que  estar  sujeto  no  ofrece  mayo- 
res perspectivas  que  las  que  en  otros  conceptos  he  se- 
ñalado, me  sería  muy  fácil  probarlo.  Refiriéndome  á  lo 
que  afirman  Gh.  Lyon-Caen  y  L.  Renault  en  su  Traite  de 
droit  commercial,  edición  de  este  mismo  año,  cuando  di- 
cen, número  1 1 5o,  textualmente:  «La  diferencia  ó  dis- 
tinción entre  las  sociedades  extranjeras  ó  francesas  tiene 
un  interés  práctico  precisamente  en  materia  de  impuestos, 
agregando,  por  más  que  pudiera  justificarse  una  idea  de 
igualdad  en  la  acción  impositiva  sobre  unas  y  otras,  jamás 
una  asimilación  completa  sería  posible.  Los  impuestos  so- 
bre las  acciones  y  sobre  las  obligaciones  de  las  sociedades 
francesas  están  vinculados  al  sólo  hecho  de  la  existencia 
de  esas  acciones  y  de  esas  obligaciones,  y  no  podría  serlo 
mismo  para  las  acciones  y  obligaciones  de  las  sociedades 
extranjeras,  porque  ellas  tienen  acciones  y  obhgaciones 
cuya  emisión  se  hace  en  relación  á  hechos  que  no  se  pro- 
ducen en  Francia.  Es  necesario,  pues,  que  para  los  valo- 
res de  las  sociedades  extranjeras  el  legislador  determine 
los  hechos  especiales  generadores  délos  impuestos,  es  de- 
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cir,  los  hechos  que  deben  ser  producidos  sobre  el  territo- 
rio francés  para  que  estos  impuestos  sean  debidos,  y  hay 
dificultades  tan  grandes  bajo  el  punto  de  vista  legislativo 
para  determinar  estos  hechos,  que  hay  siempre  el  temor 
que  las  acciones  ú  obligaciones  de  las  sociedades  extranjeras 
escapen  á  esos  impuestos.  Es  por  estas  dificultades  y  por  los  es- 
fuerzos hechos  para  evitar  esas  evasiones  de  impuestos,  que  se 
explican  las  modificaciones  tan  frecuentes  sufridas  por  las  leyes 
que  rigen  esta  materia.  La  legislación  francesa  marcha  sin  ce- 
sar á  una  extensión  cada  vez  más  grande  de  los  impuestos  so- 
bre las  acciones  y  obligaciones  de  las  sociedades  extranje- 
ras )) . 

Al  llegar  en  mi  exposición  al  juicio  preciso  que  dejo 
formulado  sobre  la  situación  legal  de  la  institución  ban- 
caria  de  que  trato,  se  levanta  en  mi  espíritu  el  recuer- 
do de  la  alta  autoridad  de  los  abogados  bajo  cuyos 
auspicios  se  constituyó :  monsieur  Millerand,  monsieur 
Devine,  principalmente  monsieur  Raymond  Poincaré, 
presidente  del  consejo  de  ministros  en  el  momento  en 
que  escribo  estas  líneas  y  cuyo  juicio  definitivo  se  con- 
creta en  la  última  parte  de  su  informe  diciendo:  «que 
no  cree  indispensable  el  decreto  de  autorización  para 
que  el  Banco  Español  del  Río  de  la  Plata  pueda,  si  el 
caso  llega,  presentarse  ante  los  tribunales  franceses».  Se 
me  ha  de  consentir  que  insista  ante  ese  juicio  en  mi  diver- 
gencia ;  han  transcurrido  desde  que  el  señor  Poincaré 
manifestó  su  opinión,  ocho  años  y,  aunque  la  ha  ratifica- 
do más  recientemente,  puedo  decir  que  esa  opinión  no  ha 
prevalecido  ni  en  la  jurisprudencia  francesa  ni  en  los  más 
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respetables  autores,  y  si  en  apoyo  de  mi  afirmación,  qui- 
siera rodearla  de  la  autoridad  necesaria  ó  si  se  quisiera  la 
más  amplia  información  á  su  respecto,  podría  convocarse 
un  verdadero  congreso  de  jurisconsultos  contemporá- 
neos, en  la  seguridad  de  que  seguramente  estarían  por 
mi  tesis.  En  efecto,  rehusan  toda  existencia  legal,  y  por 
consiguiente  todo  derecho  á  las  sociedades  extranjeras  no 
autorizadas  en  Francia,  los  siguientes  autores:  Aubry  y 
Rau,  r.  i,y5/i,  pág.  188,  notes  28  et  26;  Gerbault,  pág. 
216;  Koeller,  note  sous  Cass.,  i/i  mai  1895,  D.  96,  i, 
2/Í9;  Lyon-Caen  et  Renault,  t.  2,  núm.  11 82;  Pie, 
Faill.  des,  soc,  pág.  222;  Pont,  t.  2,  núm.  1870.  Contra 
Alauzet,  t.  I,  núm.  681  et  686;  Maillard,  Ann.  propr. 
ind.,  pág.  281,  1 89 1. 

La  evolución  de  la  jurisprudencia  no  ha  sido,  pues,  fa- 
vorable á  la  opinión  del  señor  Poincaré,  y  en  estos  nueve 
años  transcurridos  es  poco  lo  que,  hasta  el  momento  pre- 
sente, ha  avanzado  la  doctrina  ;  hoy  se  establece  como  ju- 
risprudencia uniforme  que  las  sociedades  extranjeras  no 
autorizadas  en  Francia,  no  pueden  actuar  como  deman- 
dantes ante  los  tribunales  y  solo  sí,  cuando  actúan  como 
demandadas,  defendiéndose  en  tanto  como  sociedades  de 
hecho.  Se  ha  admitido  este  principio,  porque,  como  dice 
Rodolphe  Rousseau,  adoptar  otra  solución  tendría  por 
resultado  descargar  estas  sociedades  de  las  obligaciones 
que  ellas  puedan  haber  contratado  en  Francia.  Se  discute 
únicamente  si  podrán  formular  demandas  reconvenciona- 
les en  el  sentido  de  que  sólo  es  una  defensa  de  la  deman- 
da principal  y  en  los  casos  de  garantía,  pero  la  opinión 
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ofeneral  es   desfavorable    á  esa  tesis.    Interesa  también 

o 

saber  que  va  quedando  consagrado  en  la  jurisprudencia 
el  principio  de  que  el  demandante  que  ejercita  una  ac- 
ción contra  una  sociedad  extranjera  no  autorizada,  le  bas- 
ta hacerlo  contra  los  administradores.  De  todos  modos, 
repito  que  la  evolución  predominante  en  la  jurispruden- 
cia y  los  autores  es  la  que,  como  dejo  indicado,  sólo  ad- 
mite que  las  sociedades  constituidas  en  la  forma  que  lo 
está  la  que  usted  representa,  sólo  pueden  defenderse  de 
una  demanda,  pero  no  iniciarla,  y  que  ello  se  le  consien- 
te, como  he  dicho,  para  que  no  quede  libre  de  la  respon- 
sabilidad de  los  actos  que  ejecuta.  Se  podrá  verificar 
la  rigurosa  exactitud  de  mi  información  en:  Cass.,  ic) 
mai  1 863,  6,  63,  i353,  et  les  conclusions  de  M.  Du- 
pin,  i/|  nov.  i85A.  8,  65,  i,  i36;  Amiens,  2  mars 
i865,  8,  65,  2,  2io:  Trib.  Seine,  ii  mars  i88o.  J.  dr. 
íntern.  pr.,  i88o,  i85;  Civ.  Seine,  23  juill.,  iQio,  Gaz. 
trib. y  2/i  juill.,  1910;  Lyon-Caen,  pág.  121  ;  Lyon-Caen 
et  Renault,  núm.  ii35;  Buchere,  J.  dr.  intern.  pr.,  pág. 
5iets.,  1882:  Weiss,  pág.  [\^o  et  461;  Clamageran, 
Et.  crit.y  t.  3,  57,  pág.  /126.  Queda  demostrado  de  que 
el  Banco  no  puede  actuar  en  justicia  como  demandante 
sino  como  demandado,  y  si  deseara  comprobarlas  opinio- 
nes en  que  establezco  mi  juicio  sin  recurrir  á  las  sentencias 
y  libros  citados,  la  dejaría  apoyada  en  una  obra  de  este 
mismo  año  de  191 2,  Des  sociéiés  commerciales  frangaises  et 
étrangéres,  por  Bodolphe  Rousseau,  lomo  2",  página  3()6, 
número  338o. 

En  el  desarrollo  de  esta  exposición  he  hecho  referencia 
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en  distintas  oportunidades  á  la  relación  que  la  cuestión 
tiene  con  graves  intereses  públicos. 

Satisfecho  el  consejo  práctico  que  debía  derivar  de 
la  consulta,  pasare  á  contemplarla  desde  ese  punto  de 
vista  que  satisface  más  las  tendencias  de  mi  espíritu.  La 
elevare,  pues,  á  ese  nivel  en  que  la  cuestión  material 
se  transforma  en  la  alta  región  jurídica  y  en  que  la  vi- 
da del  derecho  busca  la  conjunción  de  los  intereses  ge- 
nerales con  la  conveniencia  siempre  respetable  de  un  in- 
terés concreto.  Su  apreciación,  no  la  haré  sin  embargo, 
en  una  abstracción  ordinaria,  sino,  por  el  contrario,  to- 
mándola á  la  cuestión  jurídica,  como  la  envoltura  de  una 
situación  real  cuyo  planteamiento  debe  hacerse  ante  todo 
en  el  dominio  de  la  realidad  misma. 

Nuestra  situación  económica,  financiera,  industrial,  de 
país  nuevo,  según  la  clasificación  que  nos  dan  los  auto- 
res italianos  como  Fanno  ó  Loria,  nos  coloca  respec- 
to del  mundo  europeo  en  una  situación  especial,  de- 
rivada, ante  todo,  de  la  necesidad  imprescindible  en 
que  nos  encontramos  y  nos  encontraremos  durante  un 
largo  ciclo,  de  incorporar  á  nuestro  país  en  su  econo- 
mía interna,  el  brazo  y  el  capital  extranjero;  la  mano  de 
obra  generalmente  italiana  y  el  capital  proveniente  antes 
de  Inglaterra,  ahora  quizá  predominantemente  de  Fran- 
cia. 

Sábese  que  Ja  importación  de  capitales  y  de  hom- 
bres es  una  aspiración  profunda  que  sale  del  fondo  mis- 
mo de  nuestra  economía,  queá  su  s'atisfacción  adaptamos 
en  su  hora  la  amplitud  atrayente  de  nuestro  régimen  cons- 
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titucional  y  la  conveniencia  de  la  propaganda  en  el  ex- 
tranjero. Toda  nuestra  legislación  nacional,  toda  nues- 
tra orientación  de  gobierno,  debe  responder  á  ese  objeti- 
vo y  á  desenvolver  dentro  del  plano  geográfico  que  mar- 
ca con  esos  grandes  países  las  líneas  de  nuestra  vida  de 
relación,  propendiendo  á  trazar  el  cauce  por  el  que  ven- 
gan á  insidir  sobre  nosotros  por  su  más  fácil  declive,  co- 
rrientes caudalosas  de  hombres  y  de  capitales,  cuyo  pun- 
to de  derivación  para  unos  y  otros  respectivamente,  está 
en  Francia  é  Italia.  Nace  de  ahí  una  singular  similitud 
entre  las  relaciones  que  la  emigración  de  hombres  sus- 
cita con  Italia  y  la  que  se  ha  de  exteriorizar  cada  vez  más 
en  nuestras  relaciones  con  Francia  por  la  emigración  de 
capitales.  Será  también  necesario  establecer  la  distin- 
ción, casi  podría  decirse  la  contradicción  en  que,  en  cier- 
to modo,  los  intereses  de  una  y  otra  nación  vienen  á  ha- 
llarse á  este  respecto  con  los  nuestros. 

Italia  ha  reconocido  ya  en  las  últimas  leyes  que  rigen 
su  emigración,  no  sólo  el  carácter  inevitable  de  este  fenó- 
meno sino  también  su  naturaleza  conveniente.  El  princi- 
pio de  Jas  sanguinis  se  adapta  admirablemente  al  ideal  de 
su  política,  como  para  nuestro  país  es  ineludible  el  Ju5 
soli,  desde  que  estamos  interesados  en  vincular  y  nacio- 
nalizar todo  lo  que  sea  posible  los  hombres  que  nos  lle- 
gan. Francia,  á  su  vez,  está  interesada  en  la  emigración  de 
sus  capitales  que  vienen  á  América  á  buscar  aplicaciones 
proficuas  ;  la  acción  del  Estado  vela,  pues,  por  dirigirlos 
tutelarlos  como  lo  hace  en  su  política  comercial,  y  en  una 
dirección  interesada  y  definida.  Lo  revela  en  esa  cuestión 
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suscitada,  el  empeño  de  facilitar  sin  trabas  ni  autorizacio- 
nes la  expansión  de  las  poderosas  sociedades  que  disemi- 
nan en  nuestro  país  sus  capitales  enormes.  Nuestro  inte- 
rés está,  sin  duda  en  facilitar  su  advenimiento,  en  borrar 
las  dificultades  que  puedan  detenerlos,  contribuyendo, 
aunque  sea  accesoriamente,  á  nacionalizarlos,  tratando 
de  que  se  incorporen  en  desdoblamientos  sucesivos  y 
fecundos  á  todas  las  formas  de  la  economía  nacional. 
Buscaríamos  así  algo  que  nacionalice  también  los  capita- 
les, evitando  que  seamos  tributarios  de  los  mercados  euro- 
peos y  simples  campos  de  aplicación  para  la  percepción  de 
sus  rentas.  He  dicho,  que  esto  sólo  puede  ser  un  propósito 
accesorio,  porque  el  fin  fundamental  debe  ser  facilitar  su 
advenimiento  á  cualquier  costa.  Todo  lo  que  lo  trabe, 
pues,  y  le  ponga  obstáculos,  á  ese  fin  es  sencillamente 
contrario  al  interés  del  país. 

Ello  no  importa  que  ambas  corrientes  deban,  en  mi 
sentir,  dejarse  á  su  deslizamiento  ciego,  creo  por  lo  con- 
trario que  la  obra  de  la  cultura  y  el  concepto  superior  de 
gobierno  debe  ser  facilitarlas,  estimulando  su  misma  mar- 
cha con  un  régimen  previsor  y  preestablecido.  Si  la  con- 
tradicción de  los  intereses  de  nuestro  país  con  aquéllos 
existe,  la  obra  superior  de  la  legislación  debe  tender  á  evitar 
incidencias  y  conflictos.  He  sostenido  respecto  de  Italia, 
la  conveniencia  de  regir  las  relaciones  emigratorias  con 
tratados  de  inmigración  que,  como  lo  aconsejó  el  Institu- 
to Internacional  en  su  reunión  de  Copenhague,  debían 
organizarse  como  normas  previsoras.  Tengo  análogo  pen- 
samiento sobre  la  emigración  de  capitales  de  Francia  y 
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creo  que  sería  oportuna  la  celebración  de  un  acuerdo  in- 
ternacional que  lo  facilitara  en  este  caso  de  las  sociedades 
anónimas.  Mi  tesis,  pues,  podría  concretarse  en  la  nece- 
sidad de  establecer  una  coordinación  que  contribuyera 
ante  todo  y  sobre  todo  á  esas  corrientes  y  que,  acceso- 
riamente, derivara  de  ellas  la  mayor  utilidad  posible  bajo 
ciertos  aspectos. 

No  dudo  en  que  se  convendrá  que  necesitamos  facilitar 
á  toda  costa  el  advenimiento  de  los  capitales  extranjeros  ; 
el  desarrollo  pasado  de  nuestro  país  ha  sido  constituido 
por  las  poderosas  emigraciones  del  capital  inglés  que, 
en  la  época  de  sus  dos  grandes  crisis,  primero  :  la  de 
la  industria  lanera,  y  segundo  :  la  ocasionada  por  la 
crisis  de  Berlín,  no  encontrando  en  su  propio  dominio 
aplicaciones  proficuas,  irrumpió  en  fuertes  corrientes 
sobre  los  países  nuevos,  fomentando  la  valorización  y 
la  transformación  en  naciones  de  condición  exportadora, 
después  del  desarrollo  de  la  especulación  en  Australia, 
Canadá,  Nueva  Gales  del  Sur  y  la  República  Argentina. 
Es  este  un  hecho  elemental  de  la  historia  económica. 
Que  la  obra  está  recién  comenzada  y  necesitamos  buscar 
afanosamente  la  incorporación  del  capital  extranjero, 
cuyo  principal  mercado  está  representado  por  Francia, 
no  necesitaría  demostrarlo,  como  no  necesito  tampoco 
fundar  mi  opinión,  desde  que,  como  se  recordará,  soy 
el  sostenedor  en  el  congreso  de  la  colonización  capitalista 
que  propende  á  fomentar  la  vida  agrícola  del  país,  facili- 
tándola con  la  acción  de  los  capitales  extranjeros.  Para  con- 
cluir, la  doctrina  económica  que  dejo  expuesta,  me  basta- 
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rá  insinuar  la  convicción  de  que  no  somos  ni  seremos  á 
través  de  un  largo  tiempo,  país  exportador  de  capitales. 
Este  caso  en  París,  es  sin  duda  una  raraavis  que  poco  ha 
de  reproducirse.  Ahora  bien,  adaptando  la  demostración  al 
caso  concreto,  convengamos  en  que  la  compensación  que 
nos  pide  el  gobierno  francés  para  la  celebración  de  un  con- 
venio no  existe  en  la  realidad  ni  en  el  hecho.  Sería  para  mí 
un  ilusionismo  pueril  creer  que  pueda  ser  un  propósito  pri- 
mordial de  nuestro  gobierno  velar  por  las  futuras  expan- 
siones del  capital  argentino  en  el  territorio  francés ;  la  com- 
pensación ó  la  reciprocidad,  empleando  el  término  jurí- 
dico, existirá,  es  necesario  reconocerlo,  en  la  doctrina  ó 
en  el  derecho,  pero  no  en  la  realidad  práctica.    Derivo  de 
ahí  el  principio  fundamental  en  que  debe  inspirarse,  en 
mi  sentir,  el  criterio  con  que  se  resuelve  este  asunto:  el 
de  la  reciprocidad,  siempre  que  no  se  sacrifique  á  un  in- 
terés apreciable,  pero  aislado,  los  intereses  generales  del 
país  que  exigen  la  incorporación  fácil  de  capitales,  propen- 
diendo en  lo  que  fuera  posible  á  su  nacionalización.  Den- 
tro de  este  modo  de  apreciar  el  asunto,  omito  decir  que  no 
estoy  de  acuerdo  con  ninguna  medida  de  coerción  que 
para  obtener  una  reciprocidad  casi  ilusoria,  perjudique  ó 
dificulte  el  interés  fundamental  del  país,  de  facilitar  la  in- 
corporación de  capitales  extranjeros. 

Los  antecedentes  del  acuerdo  belga-francés  que  dio 
origen  á  la  ley  de  iSSy,  explican  bien  las  condiciones  en 
que  pudo  establecerse  la  reciprocidad  entre  Francia  y  Bél- 
gica, y  basta  recordar  estos  mismos  antecedentes,  para 
comprender  la  diferencia  que  existe  entre  la  situación  eco- 
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nómica  de  aquellos  dos  países  y  las  relaciones  á  ese  res- 
pecto que  pueden  tener  Francia  y  la  República  Argen- 
tina. 

La  proximidad  misma  de  aquellas  naciones,  su  común 
antigüedad,  la  condición  de  grandes  mercados  del  capi- 
tal que  ambas  representan,  interesaba  recíprocamente  á 
Bélgica  en  obtener  la  fácil  expansión  de  sus  capitales  en 
Francia,  y  á  Francia  en  obtener  la  fácil  acción  de  sus 
capitales  en  Bélgica.  Se  comprende,  pues,  la  sensación 
que  tuvo  que  producir  en  el  intercambio  inmediato  de 
ambos  países,  la  resolución  de  la  Corte  de  casación  belga, 
en  su  fallo  de  8  de  febrero  de  iS^g,  cuando  sostuvo  que 
solamente  el  poder  público  de  Bélgica  tiene  capacidad 
para  apreciar  si  una  sociedad  anónima  es  útil  ó  peligrosa 
respecto  del  orden  público  y  de  los  intereses  belgas.  Ese 
fallo  de  la  Corte  de  casación  que  impedía  que  las  socieda- 
des francesas  ejercieran  su  acción  en  Bélgica,  dio  ori- 
gen á  reclamaciones  formuladas  por  los  comerciantes  de 
aquel  país,  á  las  que  siguieron  las  de  los  comerciantes 
belgas  que  temían  en  Francia  ser  víctimas  de  represa- 
lias. 

Respondiendo  á  ellas  fué  que  el  gobierno  belga  se  obligó 
en  un  protocolo  anexo  al  tratado  de  comercio  de  27  de 
febrero  de  i84/l  á  proponer  á  las  cámaras  un  proyecto  de 
ley  con  el  objeto  de  autorizar  á  las  sociedades  anónimas 
legalmente  constituidas  á  ejercer  sus  derechos  en  Bélgica 
y  á  asegurar  en  Francia  un  tratamiento  recíproco  para 
las  sociedades  belgas.  Así  surgió  la  ley  de  reciprocidad 
internacional  en  materia  de  sociedades  anónimas  de  fecha 
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1 4  de  mayo  de  1 855,  promulgada  el  3o  de  mayo  de  1857, 
cuyo  artículo  2°  permite  aplicar  á  todos  los  otros  países 
el  beneficio  del  artículo  anterior. 

Es  claramente  perceptible,  pues,  que  la  reciprocidad 
consagrada  por  el  tratado  existe  entre  los  dos  países,  como 
que  existe  á  través  de  su  frontera  tan  inmediata  el  inter- 
cambio de  los  capitales  belgas  que  van  á  actuar  en  Fran- 
cia y  de  los  capitales  franceses  que  van  á  actuar  en  Bél- 
gica. Pero  esa  reciprocidad  es  evidente  que  no  existe  en 
idéntica  forma  entre  Francia  y  la  República  Argentina, 
porque  si  hay  capitales  franceses  que  van  á  aplicarse  en 
la  Argentina  por  la  acción  de  múltiples  sociedades,  no 
podemos  hacernos  la  ilusión  de  creer  que  existan  capitales 
argentinos  que  vengan  á  aplicarse  en  Francia  en  una 
forma  de  reciprocidad,  siquiera  aproximada. 

Y  es  por  ello  que  considero  un  error  pretender  adaptar 
al  criterio  de  las  relaciones  franco-argentinas  el  criterio 
de  las  relaciones  franco-belgas  ;  por  ello  también  consi- 
dero discutible  la  conveniencia  de  tomar  medidas  ó  pro- 
mulgar leyes  que,  imaginando  una  reciprocidad  que  no 
existe,  creen  obstáculos  á  la  incorporación  primero  y  á  la 
nacionalización  después,  del  capital  extranjero  en  la  Re- 
pública Argentina. 

La  ley  de  3o  de  enero  de  1902  dice  textualmente  : 

Art.  1°.  —  Las  sociedades  anónimas  á  que  se  refiere 
el  artículo  287  del  Código  de  comercio  funcionarán  en 
la  nación  sin  necesidad  de  autorización  previa  del  poder 
ejecutivo,  á  condición  de  que  comprueben  ante  los  jueces 
competentes,  que  se  han  constituido  de  acuerdo  con  las 
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leyes  de  sus  países  respectivos,  é  jnscriban  sus  estatutos 
y  documentos  habilitantes  en  el  registro  público  de  co- 
mercio. 

Art.  2".  —  La  disposición  del  artículo  que  antecede 
regirá  desde  la  promulgación  de  esta  ley  para  las  socie- 
dades cuyo  país  de  origen  admita  la  reciprocidad. 

Esa  ley  ofrece  una  facilidad  á  las  sociedades  extranjeras 
que  tengan  la  suerte  de  haberse  constituido  en  un  país 
cuyo  gobierno  acuerde  al  nuestro  la  facultad  de  actuar  4 
las  sociedades  argentinas,  pero,  si  como  ocurre  con  fre- 
cuencia, el  interés  de  la  masa  no  tiene  su  expresión  inme- 
diata en  el  criterio  ó  en  el  acto  gubernativo,  si  al  ofrecer 
esa  ventaja  no  se  acompaña  el  acto  legislativo  con  una 
gestión  diplomática  inmediata  para  derivar  sus  conse- 
cuencias en  una  resolución  del  otro  gobierno,  sise  espera, 
digo,  que  la  repercusión  del  interés  del  capital  vaya  á  pro- 
ducir su  efecto  en  una  resolución  gubernativa,  puede 
ocurrir  que  transcurra  un  largo  tiempo  en  que  los  países 
que  no  nos  acuerden  la  reciprocidad  tengan  que  someter 
los  capitales  que  nos  envíen  á  una  restricción  que  para 
otros  no  exista. 

La  medida  que  tiende  á  eliminar  la  autorización  legis- 
lativa para  la  acción  de  las  sociedades  extranjeras  en  nues- 
tro país,  es,  sin  duda,  laudable,  en  cuanto  facilita  su  adve- 
nimiento con  la  sola  comprobación  de  que  están  consti- 
tuidas de  acuerdo  con  las  leyes  del  país  originario. 

Nuestra  legislación  puede,  sin  duda,  perfeccionarse  á 
ese  respecto,  pero  tendrá  que  modiiicarse  en  una  forma 
general,  es  decir,  no  sólo  eliminando  lá  necesidad  déla 
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autorización  para  las  sociedades  anónimas  extranjeras, 
sino  para  todas  las  sociedades,  siguiendo  la  corriente  mo- 
derna de  la  legislación  á  este  respecto. 

Participo,  sobre  este  punto,  de  las  opiniones  emitidas 
por  el  procurador  general  de  la  corte  de  nuestro  país, 
cuando  en  su  vista  del  i6  de  abril  de  191 2  dice  textual- 
mente :  ((  Comparto  la  opinión  del  doctor  Obarrio  cuando 
en  su  obra  de  derecho  comercial,  tomo  primero,  página 
3 1 4»  plantea  la  pregunta  si  las  sociedades  anónimas  cons- 
tituidas en  el  extranjero  estarán  sujetas  á  la  formalidad 
de  la  autorización  gubernativa  para  funcionar  en  el  país, 
y  arriba  á  la  conclusión  de  que  la  necesidad  de  la  autori- 
zación es  evidente,  porque  de  otra  manera  habría  venido 
á  establecerse  un  privilegio  en  favor  de  las  sociedades  ex- 
tranjeras, del  cual  no  gozarían  las  constituidas  en  la  re- 
pública ;  existiendo,  además,  el  peligro  de  que  esas  so- 
ciedades fundadas  bajo  el  imperio  de  diversas  leyes  pu- 
dieran contrariar  alguna  disposición  de  orden  público  de 
nuestra  legislación.  » 

Más  adelante  dice  el  doctor  Botet :  «  El  principio  ge- 
neral que  domina  nuestra  legislación  es  el  consagrado  por 
el  artículo  /i5  del  Código  civil,  que  consigna  la  existencia 
de  la  autorización  previa  del  gobierno  para  el  funciona- 
miento de  las  personas  jurídicas,  entre  las  que  se  hallan 
las  sociedades  anónimas  extranjeras,  en  virtud  de  lo  dis- 
puesto por  el  artículo  35  del  mismo  código  y  que,  por 
consiguiente,  es  requisito  indispensable  para  que  las  so- 
ciedades extranjeras  tengan  existencia  en  la  república,  que 
se  verifique  su  reconocimiento  en  la  forma  prevista  por 
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dicho  código.  Como  excepción  al  principio  mencionado ^ 
la  Jey  8867  exonera  del  requisito  déla  autorización  previa 
á  las  sociedades  extranjeras  que  se  hallan  comprendidas 
dentro  de  sus  cláusulas  y  que,  para  que  dichas  sociedades 
puedan  acogerse  al  beneficio  prescripto  por  la  ley  citada^ 
deben  justificar  que  se  encuentran  en  las  condiciones  pre- 
vistas en  la  misma.  Esta  ley,  por  consiguiente,  establece 
un  privilegio  en  favor  de  las  sociedades  extranjeras  que 
quieran  acogerse  á  sus  beneficios  y  del  que  podrán  hacer 
uso  mediante  la  presentación  de  los  justificativos  exigidos 
por  la  misma  ley.  » 

En  nuestro  país  es  verdad  que  el  régimen  de  las  socie- 
dades anónimas  admite  quizás  una  modificación  defini- 
tiva en  el  sentido  de  su  mayor  libertad,  siguiendo  el 
movimiento  universal  que  lleva,  según  dice  Weiss,  á  las 
legislaciones  comerciales  de  Europa  hacia  la  libertad  de 
«anonimato»,  modificando  profundamente  todas  ellas^ 
el  régimen  interno  délas  sociedades  anónimas. 

Nosotros  tenemos  todavía  en  la  legislación  positiva  un 
sistema  que,  á  pesar  de  que  la  jurisprudencia  tiende  á 
modificarlo,  tiene  que  ser  alterado  en  el  texto  de  la  legis- 
lación misma. 

Se  ha  criticado  que  entre  nosotros  la  inspección  de  las 
sociedades  anónimas  que  algunos  países  más  adelantados 
han  eliminado  de  su  derecho  administrativo  aun  existe. 
Fué  organizada  en  iSgS  con  el  objeto  de  conocer  la  ma- 
nera cómo  las  sociedades  á  quienes  se  habían  otorgado 
numerosas  concesiones  y  en  cuyo  favor  se  habían  consti- 
tuido privilegios,  cumph'an  las  leyes  nacionales  y  sus  res- 
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pectivos  estatutos,  así  como  la  forma  en  que  llenaban  las 
condiciones  de  la  concesión. 

La  derogación  de  la  autorización  previa  por  el  gobierno 
y  de  la  inspección  por  funcionarios  ejecutivos  para  las 
sociedades  extranjeras  anónimas  y  del  orden  común  de 
la  legislación  iniciada  en  Inglaterra  y  seguida  por  Francia, 
España,  Portugal,  Alemania,  Italia,  Bélgica,  Suiza  y 
Hungría,  dice  el  doctor  Zeballos  en  sus  anotaciones  á  la 
traducción  del  Manual  de  derecho  internacional  privado ,  de 
Weiss,  corresponde  á  una  doctrina  cuyo  espíritu  está  in- 
corporado á  los  textos  fundamentales  de  la  constitución 
argentina.  Pero,  á  pesar  de  que  la  constitución  de  las  so- 
ciedades extranjeras  para  funcionar  en  nuestro  país  en  lo 
que  atañe  á  su  autorización,  ha  ido  evolucionando  desde 
el  principio  de  la  autorización  hasta  el  de  la  libertad, 

según  la  autorizada  opinión  del  doctor  Zeballos,  la  verdad 
* 

es  que,  actualmente,  sólo  se  substenta  en  la  jurispruden- 
cia, y  convendría  afianzarlo  para  todas  las  sociedades  ex- 
tranjeras, sin  excepciones,  en  la  legislación. 

El  desarrollo  de  esa  doctrina  ha  sido  explicado  por  el 
autor  argentino  recordado,  que  ha  sido  su  ilustrado  soste- 
nedor. Según  su  opinión,  el  artículo  /i 5  del  Código  civil 
dispone  que  la  existencia  de  las  personas  jurídicas  co- 
mienza desde  el  día  que  han  sido  autorizadas  por  la  ley 
ó  por  el  gobierno  con  la  aprobación  de  sus  estatutos. 
Según  el  artículo  46,  las  sociedades  no  autorizadas  con- 
servan el  carácter  de  simples  sociedades  civiles,  comer- 
ciales ó  religiosas,  de  acuerdo  con  los  fines  de  su  institu- 
ción. Estas  disposiciones  tienen  un  alcance  local  al  exigir 
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la  autorización  gubernativa   para  las  sociedades  consti- 
tuidas en  la  república.  El  artículo  3l\  del  Código  civil  es- 
tablece también  que  las  sociedades  organizadas  en  país 
extranjero  son  consideradas  como  personas  jurídicas  si 
tienen  los  caracteres  requeridos  por  el  artículo  33  para 
las  personas  jurídicas  constituidas  en  el  país.   Por  consi- 
guiente, interpretando  el  artículo  34  con  el  criterio  que 
nos  ofrece  el  artículo  45  del  mismo  código,  la  existencia 
válida  de  estas  sociedades  comienza  en  el  extranjero  desde 
eJ  día  en  que  los  respectivos  gobiernos  las  autorizan.  Para 
el  juez  argentino,  pues,  la  cuestión  de  la  existencia  de  la 
persona  jurídica  bajo  la  forma  de  sociedad  comercial  es 
de  hecho,  y  depende  del  examen  de  sus  documentos  or- 
gánicos.  Si  la  sociedad  comercial  no  tuviera  en  éstos  el 
carácter  de  persona  jurídica,  la  responsabilidad  de  sus 
mandatarios  no  sería  menor,  pues  según  el  artículo  288 
del  Código  de  comercio,  los  representantes  de  las  socie- 
dades mal  constituidas  ó  que  no  funcionen  de  acuerdo 
con  las  disposiciones  del  mismo  código,  son  responsa- 
bles personalmente  por  los  actos  ejecutados  de  una  ma- 
nera solidaria  é  ilimitada.  El  perjuicio  que  podría  resultar 
de  la  falta  de  personalidad  jurídica  de  la  sociedad  comer- 
cial, sería  para  los  accionistas  y  no  para  los  terceros. 
Quedarían  entonces  perjudicadas  las  relaciones  contraí- 
das en  Europa  al  constituir  la  sociedad  ;   pero  sus  efectos 
en  la  república  estarían  siempre  garantizados,  de  acuerdo 
con  el  artículo  288,  Tampoco  se  objetará  que  los  terceros 
pueden  ser  perjudicados  por  los  mandatarios  en  virtud 
de  su  limitada  responsabilidad  material  con  relación  al 
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negocio,  pues  el  comercio  tiene  los  medios  y  el  deber  de 
informarse  sobre  las  responsabilidades  de  las  personas  y 
de  las  sociedades  con  quienes  trata,  así  como  los  litigantes 
pueden  exigirles  la  cantío  judicatum  solví. 

Varias  sociedades  organizadas  en  Europa  para  explotar 
negocios  en  República  Argentina  han  presentado  en  los 
últimos  años  sus  estatutos  al  gobierno,  solicitando  pre- 
viamente el  carácter  de  personas  jurídicas.  Otras  se  pre- 
sentaron directamente  á  los  tribunales  pidiendo  la  ins- 
cripción de  sus  documentos  constitutivos  en  el  registro 
público  de  comercio,  á  fin  de  abrir  agencias  ó  sucursales 
en  la  república.  Las  decisiones  del  gobierno  han  sido  con- 
tradictorias y  causó  sorpresa  en  algunos  casos  el  rechazo 
de  las  Solicitudes,  sin  tener  en  cuenta  la  validez  de  la  cons- 
titución de  las  sociedades  en  el  extranjero,  como  corres- 
pondía tratándose  de  una  cuestión  de  derecho  interna- 
cional privado.  En  el  primer  período  los  tribunales  fue- 
ron radicales,  rehusándose  también  á  inscribir  los  esta- 
tutos autorizados  por  leyes  ó  por  gobiernos  extranjeros. 
Consideraban  á  las  sociedades  como  no  existentes,  ale- 
gando que  estas  sociedades  tenían  su  principal  comercio 
en  la  república  y  que,  por  lo  tanto,  debían  estar  consti- 
tuidas con  arreglo  á  la  ley  argentina  ;  se  exigía,  en  el<ecto, 
implícitamente,  que  los  accionistas  extranjeros  deposi- 
taran sus  cuotas,  celebraran  sus  asambleas,  constituyeran 
su  administración  general  en  la  República,  etc.  En  otros 
términos,  sería  menester  que  estas  sociedades  transpor- 
tasen á  nuestro  suelo  las  personas  y  todo  su  movimiento 
financiero  y  comercial.   El  error  era  tan  grave  que  perju- 
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dicaba  al  país,  alejando  capitales  e  iniciaiivas.  En  1892 
empecé  á  demostrar  en  la  Facultad  de  derecho  de  Bue- 
nos Aires  los  efectos  perjudiciales  de  esta  hostilidad  á 
las  sociedades  comerciales  constituidas  en  el  extranje- 
ro. )) 

La  doctrina,  en  efecto  ha  evolucionado,  de  entonces  á 
acá,  y  su  consagración  en  la  jurisprudencia  puede  encon- 
trarse en  los  fallos  de  la  Cámara  de  lo  comercial  y  lo 
criminal  de  la  capital,  tomo  87,  página  87 5,  y  tomo  97, 
página  2 1 4,  en  los  que  se  ha  ordenado  la  inscripción  de 
estatutos  de  sociedades  anónimas  extranjeras  en  el  regis- 
tro de  comercio,  sin  que  se  hubiera  llenado  la  exigencia 
de  la  autorización  del  gobierno  para  funcionar  como  tales 
en  el  territorio  de  la  República.  El  criterio  de  la  mayoría 
del  tribunal  en  dicho  fallo  como  en  otros  que  trataron  la 
misma  cuestión,  tomo  67,  página  43  y  tomo  71,  página 
80,  ha  sido  el  siguiente:  Determinada  la  comisión  legal 
de  las  sociedades  extranjeras  por  los  artículos  286,  286  y 
287  del  Código  de  comercio,  las  que  se  encuentran  en  el 
caso  previsto  por  el  último  con  la  modificación  introduci- 
da por  la  ley  3528,  pueden  inscribir  sus  estatutos  en  el 
registro  de  comercio  sin  necesidad  de  someterlos  á  la 
aprobación  legislativa.  (Véase  Journal  dedroit  International 
privé.  Paris,  190G.) 

La  jurisprudencia  argentina  ha  marcado,  pues,  el  con- 
cepto general  de  estímulo  y  facilidad  que  corresponde  dar 
cada  vez  más  á  las  proficuas  aplicaciones  del  capital  ex- 
tranjero y  á  la  incorporación  para  nosotros  siempre  fecun- 
da del  mayor  número  de  sociedades  posibles  que  vengan 
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á  incorporarlo  á  nuestra  economía.  El  criterio  que  deriva 
de  esos  fallos  es  uniforme,  no  hace  distinciones  ni  busca 
normas  de  reciprocidad.  Reducirlo  á  los  casos  en  que  la 
reciprocidad  exista,  parecería  limitar  ó  restringir  el  reco- 
nocimiento de  esa  utilidad  uniforme  y  que  en  todos  los 
casos  existe.  Desde  que  en  nuestro  país  no  se  hallan  los 
capitales  suficientes  para  que  puedan  ir  á  emigrar  en  con- 
diciones apreciables  á  aplicarse  en  el  extranjero,  podría 
discutir  si  es  oportuno  restringir  ó  limitar  las  facilidades 
que  el  interés  nacional  aconseja  darles  siempre  á  los  casos 
en  que  exista  la  reciprocidad.  La  consideración,  sin  duda, 
muy  respetable,  de  la  situación  de  ese  banco  ha  inspirado 
sin  embargo  la  opinión  de  que  su  sola  presencia  importaba 
una  compensación  de  suficiente  magnitud  para  crear  un 
régimen  que  ejerciera  cierta  coacción  sobre  el  gobierno 
francés,  estimulándolo  á  contener  la  liberación  de  todo 
requisito  de  reconocimiento  ó  de  autorización  previa  del 
estado  á  las  sociedades  francesas  en  la  República  Argenti- 
na, si  el  gobierno  francés  reconocía  análogo  derecho,  recí- 
procamente en  compensación  á  las  sociedades  anóni- 
mas argentinas  que  querían  radicar  su  representación  en 
París. 

El  señor  doctor  Zeballos  en  sus  anotaciones  á  la  traduc- 
ción del  Manual  de  derecho  internacional  de  Andrés  Weiss, 
publicado  recientemente,  considera  el  caso  preciso  de  ese 
banco  en  la  página  4^5,  historiando  el  conflicto  que  dice 
existe  desde  igoS  entre  la  República  Argentina  y  la  Fran- 
cia, para  aconsejar  ((  que  el  congreso  argentino  sancione 
una  ley  que  establezca  : 
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((  i"  Que  no  se  concederá  la  personalidad  jurídica  en  la 
República  Argentina  á  las  sociedades  anónimas  constitui- 
das en  el  extranjero,  mientras  las  sociedades  ó  sucursales 
de  sociedades  anónimas  constituidas  en  el  extranjero  no 
sean  reconocidas  en  el  carácter  de  persona  legal  en  los 
paises  originarios  de  las  primeras. 

«  9"  Que  las  sociedades  anónimas  constituidas  en  el 
extranjero,  establecidas  ó  con  sucursales  en  la  República 
Argentina  quedarán  sujetas  al  mismo  régimen  tributario 
que  en  sus  respectivos  paises  de  origen  se  aplique  alas  so- 
ciedades anónimas  constituidas  en  la  República  Argen- 
tina )). 

Quiere  decir,  pues,  que  el  señor  doctor  Zeballos,  sos- 
tenedor de  la  tendencia  de  la  liberación  de  todo  requisito 
de  autorización  previa  para  la  incorporación  de  las  socie- 
dades extranjeras  en  nuestro  pais  é  iniciador  de  la  evolu- 
ción recordada,  cuya  culminación  se  ba  producido  en  los 
fallos  de  los  tribunales  argentinos  que  dejo  mencionados, 
á  pesar  de  conocer  la  desproporción  que  existe  entre  el 
capital  francés  que  se  puede  incorporar  en  la  República 
Argentina  y  el  argentino  que  pueda  ir  á  Francia,  á  pesar 
de  apreciare!  diverso  interés  que  la  incorporación  de  esos 
capitales  presenta  para  laeconomia  respectiva  de  cada  pais, 
no  trepida  en  afirmar  que  se  debe  negar  la  personería 
jurídica  á  las  sociedades  francesas;  dificultar  en  conse- 
cuencia ó  excluir  su  incorporación,  si  Francia  no  fa- 
cilita en  idéntica  fórmala  incorporación  del  capital  argen- 
tino que  pueda  ir  á  actuar  en  ella,  como  lo  ha  hecho  ese 
banco. 
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No  puede  hacerse,  pues,  un  reconocimiento  mayor  de 
la  importancia  que  la  institución  de  que  me  ocupo  tiene 
para  la  República  Argentina,  y  la  ley  del  Congreso  nacio- 
nal número  8867,  ha  consagrado  el  principio,  estable- 
ciendo en  sus  artículos  i"  y  2"  la  liberación  de  la  inspección 
del  estado  á  las  sociedades  anónimas  de  los  países  que  nos 
ofrezcan  la  reciprocidad. 

Para  obtener  la  reciprocidad  se  ha  dictado  la  ley  8867 
que  establece  un  régimen  de  privilegio  para  las  sociedades 
extranjeras  que  nos  acuerdan  la  reciprocidad,  como  lo 
califica  nuestro  respetable  jurisconsulto  doctor  Manuel 
Obarrio  y  como  lo  denomina  el  procurador  general  de  la 
nación  doctor  Julio  Botet,  en  su  vista  del  16  de  abril 
de  1912. 

Todo  este  esfuerzo  que  ha  llegado  hasta  la  derogación 
del  principio  común  de  nuestra  legislación  de  sociedades 
anónimas  que  ha  creado  para  las  sociedades  extranjeras 
un  verdadero  privilegio,  tiende  á  un  resultado  que  es 
la  reciprocidad  que  nos  acuerden  para  las  sociedades 
argentinas  que  en  ella  quieran  radicarse,  y  cuyo  caso  úni- 
co está  representado  por  el  momento  en  este  de  que  me 
ocupo. 

Importa,  pues,  una  serie  de  antecedentes  desenvueltos 
en  el  transcurso  de  una  gestión  que  abarca  un  lapso  de 
tiempo  de  cerca  de  diez  años,  y  en  la  que  el  interés  privado 
de  una  empresa  ha  agitado  una  cuestión  que  presupone  é 
implica,  como  ya  he  dicho,  un  interés  púbUco. 

Pudo,  sin  duda,  prescindirse  en  el  momento,  déla  pri- 
mitiva constitución  de  la  sociedad,  de  los  obstáculos  que 
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á  ella  se  presentaban,  dando  á  esa  sociedad  misma  el  ca- 
rácter de  una  sociedad  francesa. 

El  hecho  de  no  haberlo  reahzado  atestigua  que  en  la 
realidad  misma  se  trata  de  una  entidad  vinculada  estre- 
chamente á  la  economía  argentina,  de  una  proyección  ó 
expansión  hacia  el  exterior  de  una  institución  vigorosa- 
mente desarrollada  en  el  seno  de  nuestra  misma  tierra  y 
que,  al  crecer,  en  su  desarrollo  lógico,  se  sintió  impulsada 
á  llenar  el  hueco  que  dejaba  la  falta  para  la  gestión  finan- 
ciera ^  económica  en  el  exterior,  de  un  órgano  creado 
especialmente  para  ese  objetivo,  ya  que  el  banco  oficial 
de  nuestro  país  no  había  creado  esas  agencias  que  Ja  ins- 
titución recién  formada  se  sentía  impulsada  á  establecer 
y  ya  que  una  masa  de  intereses  privados  y  púbhcos 
estaban  exigiendo  desde  el  exterior  un  vehículo  de  co- 
municación y  de  contacto  con  el  propio  país  desde  el  ex- 
tranjero. 

La  lógica  más  elemental  parece  aconsejar,  pues,  que 
para  llegar  al  propósito  perseguido  se  desenvuelva  una 
gestión  diplomática  correlativa  lógica  y  natural  con  los 
antecedentes  recordados.  ^í  Se  puede  creer,  acaso,  que  la 
ley  argentina  tendrá  suficiente  notoriedad  para  imponerse 
por  sí  sola  á  la  meditación  del  gobierno  de  la  república 
francesa?  ^:0  se  confía  para  llegar  á  la  resolución  defini- 
tiva de  este  asunto,  en  la  lente  repercusión  que  derive  de 
la  presenciade  una  sociedad  extranjera  que  venga  á  incor- 
porarse en  nuestro  país,  la  percepción  que  obtenga  de  la 
ventaja  que  le  representaría  la  reciprocidad  acordada  por 
el  gobierno  de  Francia  para  obtener  ella  la  exclusión  de  la 
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necesidad  de  ser  autorizada  por  el  estado  argentino  y  se 
espera  que  el  interés  de  esa  compañía  vaya  á  estimular  ó 
avivar  la  preocupación  de  su  gobierno,  que  para  am- 
pararla y  favorecerla  nos  ofrezca  espontáneamente  la 
reciprocidad?  No,  lo  lógico  y  lo  elemental  es  creer  que 
se  hará  valer  por  una  gestión  el  privilegio  acordado  y 
el  esfuerzo  hecho  para  obtener  el  resultado  que  se  desea. 
Por  lo  demás,  no  se  trata  de  iniciar  una  gestión  diplo- 
mática, sino  de  coronar  y  consumar  después  de  diez  años 
el  resultado  de  una  vieja  gestión  intempestivamente  sus- 
pendida. 

^íQué  es  en  efecto  lo  que  pedía  en  el  año  190/i  el  minis- 
tro Delcassé,  cuando  propuso  la  reciprocidad  si  se  le  ase- 
guraba facilitar  la  incorporación  de  las  sociedades  france- 
sas en  la  República  Argentina?  Era,  sin  duda,  mucho 
menos  de  lo  que  ahora  se  le  puede  ofrecer.  El  gobierno 
argentino  pudo  entonces  y  debió  demostrarlo  que  la  reci- 
procidad existía  si  se  hubiera  penetrado  del  espíritu  de 
nuestro  régimen  legal,  que  en  virtud  del  artículo  287  del 
Código  de  comercio,  reducía  la  intervención  gubernativa 
argentina  á  determinar  si  la  sociedad  extranjera  tiene  un 
fin  lícito,  si  está  debidamente  organizada  y  si  los  poderes 
conferidos  al  representante  son  suficientes  para  el  ejer- 
cicio del  nnandato,  vale  decir,  á  precauciones  elementales, 
que  no  superan  á  las  que  en  la  legislación  francesa  se 
exigen. 

Hoy,  sin  embargo,  la  argumentación  puede  ser  mu- 
cho mayor.  Hoy,  puede  decirse  :  para  obtener  esa  reci- 
procidad hemos  creado  un  régimen  de  excepción,  ofrece- 
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mos  á  las  sociedades  extranjeras  no  sólo  las  condiciones 
de  igualdad  que  nos  eran  solicitadas,  sino  una  situación 
de  privilegio  en  nuestra  legislación,  como  la  califica  uno 
de  nuestros  mejores  juristas  y  como  lo  demuestra  el  pro- 
curador general  de  la  república.  El  progreso  de  nuestro 
país  depende  de  la  incorporación  de  capitales  extranjeros ; 
nos  exponemos,  sin  embargo,  á  dificultar  en  algunos  ca- 
sos esa  incorporación,  si  proviene  de  países  que  no  nos 
acuerden  la  reciprocidad.  El  interés  argentino  está  sin  du- 
da en  nacionalizar  lo  más  pronto  posible  los  capitales  que 
incorpora  á  su  economía,  y  esa  conveniencia  tan  funda- 
mental como  la  nacionalización  de  los  extranjeros,  nos  ex- 
ponemos á  retardarla  al  crear  una  situación  de  privilegio 
paralas  sociedades  extranjeras,  lo  que  no  es  sin  duda  la 
forma  de  estimularlas  ala  nacionalización.  Nadie  mejor 
que  Francia  puede  apreciar  el  valor  de  estos  sacrificios,  ya 
que  toda  su  legislación  en  la  materia,  determina  un  es- 
fuerzo por  incorporar,  casi  podría  decirse  por  forzar,  el 
capital  extranjero  á  la  nacionalización. 

Q  Y  todo  esto  con  qué  compensación  lo  damos  ?  Con  la 
de  que  Francia  reconozca  igualdad  de  condiciones  á  las 
sociedades  argentinas  que  vayan  á  establecerse  á  ella.  ¿  Pe- 
ro cuál  es  la  situación  de  nuestra  economía  respectiva,  qué 
grado  de  aplicación  puede  haber  en  uno  y  otro  caso,  qué 
proporción,  qué  equivalencia  ? 

He  indicado  ya  cómo  nuestro  país  es  un  vasto  mercado 
para  la  aplicación  proficua  del  capital  francés  ;  como  nos- 
otros no  tenemos  capital  propio,  necesitamos  del  capital 
extraño.  Sólo  por  excepción  un  esfuerzo  individual,  un 
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excepcional  empeño  puede  crear  un  caso  como  el  de  ese 
banco,  que  ha  fomentado  circunstancias  singularísimas. 
Pero  la  equivalencia  no  es  esta,  la  proporción  es  de  unoá 
diez.  Ofrecemos  todas  las  facilidades,  hasta  una  situación 
de  privilegio  á  diez,  ácien,  á  mil  sociedades  capitalistas 
francesas,  y,  en  compensación,  pedimos  una  autorización 
general  que  sólo  podemos  aprovechar  en  un  solo  caso 
concreto. 

Tal  es  nuestra  verdadera  situación. 

En  presencia  de  estos  antecedentes,  no  creo  que  sea  ad- 
misible el  criterio  que  aconsejará  nnantenerse  en  una  sim- 
ple expectativa  y  á  la  espera  de  la  resolución  que  espon- 
táneamente quisiera  tomar  el  gobierno  francés.  Si  hay  un 
interés  público  argentino  estrechamente  vinculado  á  este 
asunto,  si  hay  una  larga  y  persistente  gestión  hecha  coil 
respetables  esfuerzos  por  una  institución  privada,  si  hay 
un  resultado  que  se  reconoce  que  sería  de  pública  utili- 
dad, lo  lógico  es  proceder  en  forma  de  obtener  ese  resul- 
tado eficazmente.  La  forma  de  proceder  sería,  en  mi  opi- 
nión ,  una  inmediata  gestión  diplomática  que  entiendo  que 
es  el  momento  más  propicio  para  realizar  cuya  oportuni- 
dad habrá  desaparecido  dentro  de  un  tiempo  y  que  cir- 
€unstancias  especiales  revisten  de  mayores  probabilidades 
de  éxito  en  la  actualidad. 

Que  manteniéndonos  en  la  pasividad  no  es  sensato 
creer  en  la  posibilidad  de  una  solución  espontánea  fran- 
cesa, lo  prueban  muchas  de  las  reflexiones  realizadas  :  La 
incertidumbre  de  la  jurisprudencia,  la  movilidad  y  la  con- 
tradicción de  las  sentencias,  el  devenir  de  una  evolución 
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profunda  en  los  principios  jurídicos  de  la  materia  cuya 
orientación  puede  vislumbrarse  en  un  sentido  que  se  acen- 
tuará con  caracteres  cada  vez  más  hostiles  á  la  radicación 
de  las  sociedades  extranjeras,  como  lo  prueba  la  mutación 
de  las  leyes  impositivas  que  las  gravan,  la  propaganda 
por  el  aumento  de  esos  gravámenes  mismos  y  el  objetivo 
de  la  nacionalización  de  los  capitales  que  se  radican  en 
Francia,  ya  que  el  país  tiene  superabundancia  de  medios 
y  no  necesita  del  capital  extranjero. 

Creer  dentro  de  estos  conceptos  que  el  solo  hecho  de 
haber  liberado  las  sociedades  extranjeras  francesas  del  re- 
quisito de  la  autorización  del  Estado  por  una  ley  en  la  Re- 
pública Argentina  dictada  recientemente  por  su  congreso 
va  á  traerla  consecuencia  de  una  reciprocidad  espontánea 
á  las  sociedades  argentinas  en  Francia,  sería,  en  mi  opi- 
nión, una  ingenuidad.  Sólo  una  gestión  diplomática  que 
haga  valer  este  hecho  enérgicamente,  renovando  la  ges- 
tión en  el  punto  en  que  la  dejó  la  propuesta  del  ministro 
Delcassé,  podría  darnos  esperanza  de  llegar  á  ese  resul- 
tado. 

No  puede  decirse,  en  efecto,  en  Francia,  que  la  libera- 
ción de  la  autorización  de  los  gobiernos  extranjeros  para 
las  sociedades  francesas  que  vayan  á  radicarse  en  ellos, 
satisface  una  tendencia  tan  neta  que  los  lleve  espontánea- 
mente á  ofrecer  la  reciprocidad. 

Que  la  tendencia  no  es  definida  en  esta  movilidad  y 
evolución  déla  jurisprudencia  francesa  á  que  he  hecho  re- 
ferencia, podría  probarlo  con  las  cuestiones  surgidas  en 
lomo  de  la  interpretación  de  la  ley  de  1857  respecto  de 
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las  sociedades  por  acciones  constituidas  en  países  cuyas 
leyes  no  exigen  más  la  autorización  gubernamental  ó  que 
han  dejado  de  exigirla. 

Ha  sido  una  opinión  sostenida  por  muchos  autores  y 
adoptada  durante  mucho  tiempo  por  la  jurisprudencia,  la 
de  que  estas  sociedades  sobre  las  que  había  dejado  de  exi- 
girse la  autorización  gubernativa,  no  debían  ser  reconoci- 
das en  Francia,  y  esta  opinión  fué  sostenida  á  raíz  de  la 
ley  belga  del  18  de  mayo  de  1 883  que,  procediendo  del 
mismo  modo  que  acaba  de  proceder  la  ley  8867,  agregó 
la  necesidad  de  la  autorización  del  gobierno.  Que  á  pesar 
de  ello  no  podían  prevalecerse  de  la  ley  del  3o  de  maya 
de  1867  para  actuar  en  Francia,  fué  sostenido  por:  Les- 
coeur,  pág.  i58;  Taller,  J.  Soc.  pág.  3i  i  ;  WeisR.  f[b2  ; 
Coste,  Loi  des  9  et  1 1  juin  1887  ;  Comp.  Cass.  Turin,  7 
mars  188/I,  J.  dr.  Ínter,  pr.,  i885,  /I71;  Cásale,  eod. 
1 885,  pág.  /Í72.  Colmar,  1 1  déc.  1881  et  Leipzig,  i/iavr. 
1882,  eod.  1882,  i/i5et3i8.  Es  cierto  que  la  jurispru- 
dencia algo  ha  cambiado,  pero  sólo  en  el  sentido  de  qufr 
las  sociedades  anónimas  legalmente  constituidas  en  un 
país  extranjero  que  no  exigen  ya  el  requisito  de  la  autori- 
zación gubernativa,  pueden  actuar  en  Francia,  pero  siem- 
pre con  el  requisito  de  ser  autorizadas  por  un  decreto  gu-^ 
bernativo.  Esto  está  bien  netamente  establecido  en  los  au- 
tores y  en  la  jurisprudencia  que  sostienen  la  necesidad 
imprescindible  del  decreto:  Paris,  juillet  1881,  S.  81.2. 
179:  i5  déc.  1882.  J.  dr.  intern.  pr.,  1882,  212;  22: 
déc.  1892,0.  93  2.  167:  i'^juill.  1893,  sous  Cass.^ 
i4  mai   1895,  S.   96.2. 161,  D.   96.1.2/19:  Rouen,  22: 
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juill.  1896,  S.  97.2.ii5,D.o3.i.i233  et  note  Fie;  Sic: 
Arthuys,  R.  crit.  d.  légisL,  1889,  pág.  689  el.  s.  ;  Hois- 
tel,  n.  3o3;  Buchhre y  J.  dr.  intern.  pr. ,  1882,  p.  l\3ets.: 
Despagnet,  Précis  de  dr.  intern.  pr. ,  n.  69;  Démangeat, 
sur  l^ravard-Veyrieres,  1.  i,  pág.  26/i.  :  Lescoeur,  Législ. 
dessoc.  comm. ,  n.  1/46-  i5/i  et  i58  ;  Lyon-Caen,  Conc.  lég. 
dessoc.  étr.,  n.  25;  Lyon-Caen,  note  sous  París,  8  julll. 
1881,  S.  81.2. 169,  P.  81.937;  Lyon-Caen  et  Renault, 
t.  2,  n.  1 18/1 ;  Font,  t.  2,  n.  1867;  Pie,  FailL  dessoc. 
■comm.,  pág.  211  ;  Vavasseur,  t.  2,  n.  23o;  Weiss,  pág. 
j58  et  s. 

Un  razonamiento  simplista  podría  suponer  resuelto  na- 
turalmente este  asunto  desde  que  el  gobierno  argentino 
ha  concedido  más  liberalidad  aún  á  las  sociedades  france- 
sas en  el  régimen  argentino  que  la  que  fué  solicitada  por 
el  mismo  gobierno  en  el  momento  en  que  se  interrumpió 
la  antisrua  neo^ociaclón.  Un  razonamiento  vigroroso.  sin 
embargo,  como  el  que  hace  el  profesor  Weiss  en  una  obra 
reciente,  podría  servir  más  bien  para  fundar  una  presun- 
ción contraria,  cuando  juzgando  la  evolución  que  lleva  á 
las  legislaciones  comerciales  de  Europa  hacia  la  libertad 
de  las  sociedades  anónimas  modificando  profundamente 
su  reglamentación  interna,  se  pregunta,  qué  influencia 
ejerce  ese  movimiento  legislativo  sobre  la  aplicación  déla 
ley  francesa  de  1867,  y  después  de  analizar  el  caso  consi- 
derado por  el  tribunal  de  comercio  del  Sena  sobre  la  com- 
pañía Etoile,  fundada  en  Bruselas  en  1873.  y  la  revoca- 
<íión  que  hizo  de  su  jurisprudencia  el  mismo  tribunal  en 
el  caso  de  la  sociedad  anónima  Crédito  de  la  industria  mi- 
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ñera,  fundada  en  Madrid  en  1878,  dice  textualmente; 
«Preferimos  el  sistema  anteriormente  admitido  por  los 
jueces  de  primera  instancia  á  esta  nueva  jurisprudencia, 
porque  se  ajusta  más  á  la  letra  y  al  espíritu  de  la  ley  de 
I  Soy.  En  efecto,  la  ley  no  ha  pretendido  habilitar  de  una 
manera  general  á  las  sociedades  anónimas  extranjeras, 
fuesen  cuales  fuesen,  pues,  solamente  reserva  á  las  socie- 
dades autorizadas  por  el  gobierno  de  su  origen  el  beneficio 
del  reconocimiento  legal.  Esta  autorización  extranjera, 
que  supone  una  investigación  administrativa,  un  examen 
previo  de  los  estatutos  sociales,  constituye  una  garantía 
seria  para  el  gobierno  y  para  el  público  de  Francia  ;  pero 
desde  que  la  autorización  deje  de  ser  exigida,  la  garantía 
desaparece  y  la  sociedad  libremente  formada  en  país  ex- 
tranjero no  podría  venir  á  reclamar  en  nuestro  territorio 
las  ventajas  de  un  reconocimiento  general  que  no  ha  sido 
acordado  sino  bajo  la  fe  de  la  autorización  especial  á  la 
-cual  estaba  subordinada  su  existencia  más  allá,  de  las 
fronteras.  La  ley  de  1857  es  formal.  Ella  se  refiere  única- 
mente á  las  sociedades  anónimas  que  están  sometidas  á  la 
autorización  de  un  gobierno  extranjero  y  que  la  han  obte- 
nido. )) 

¿Cuáles  de  estas  ideas  que  he  entresacado  de  los  reper- 
torios más  modernos  de  la  jurisprudencia  prevalecerá  en 
la  evolución  continua  que  revelan  los  principios  jurídicos  ? 
He  manifestado  ya  que  creo  que  se  encontrará  en  el  por- 
venir, condiciones  cada  vez  más  desfavorables  para  el  éxito 
de  la  gestión  que  se  persigue.  Ella  puede  y  debe  pros- 
perar, reitero  nuevamente,  iniciándose  ahora  por  nuestra 
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cancillería,  haciendo  valer  la  ley  del  privilegio  que  hemos 
acordado  para  beneficio  casi  exclusivamente  de  las  socie- 
dades francesas,  y  en  atención  á  la  falta  de  reciprocidad 
que  nuestra  diversa  situación  económica  implica,  recor- 
dando que  casi  el  único  beneficio  material  que  obtendría 
el  capital  argentino  es  el  que  se  refiere  á  la  sociedad  que 
usted  representa :  elevar  la  cuestión  al  dominio  de  las  doc- 
trinas jurídicas  que  la  república  tiene  derecho  á  exigir  le 
sea  reconocida  en  la  comunidad  internacional,  con  un  cri- 
terio de  reciprocidad  en  relación  á  franquicias  que  ella 
acuerda  y  que  puede,  en  consecuencia,  solicitar  con  tanta 
más  autoridad  moral  y  tanto  más  energía  cuanto  que  la 
desproporción  malerial  entre  la  utilidad  de  las  ventajas 
que  acuerda  y  de  las  que  pide,  reviste  á  la  gestión  de  la 
dignidad  de  un  mero  requerimiento  de  derecho  abstracto 
de  muy  escasa  aplicación  para  los  intereses  de  nuestra 
país,  pero  que  es  una  derivación  de  nuestra  personalidad 
internacional  y  de  la  igualdad  jurídica. 

Pocas  perturbaciones  y  poca  competencia  han  de  venir 
á  causar  los  capitales  argentinos  en  la  vasta  concurrencia 
francesa.  No  nos  permite  esperarlo  en  largos  años  las  con- 
diciones de  nuestra  economía,  y  sólo  por  excepción  haa 
de  llegar  á  actuar  en  esta  tierra  sociedades  argentinas,  so- 
licitadas por  los  incentivos  del  propio  país  originario.  En 
cambio,  ^  cuánto  damos  y  ofrecemos  á  las  sociedades  fran- 
cesas al  abrirles  todas  las  puertas,  acordarles  franquicias 
y  otorgarles  hasta  el  privilegio? 

En  las  condiciones  de  esta  desproporción,  realmen- 
te puede  afirmarse  que  una  negativa  del  gobierno  fran- 
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ees  para  la  gestión   argentina,  sería  realmente  irritante. 

Afectaría  dolorosamente  el  sentimiento  nacional  cuan- 
do acabamos  en  virtud  de  la  Jey  y  del  acuerdo  sobre  la 
propiedad  literaria  gestionada  en  nuestro  país  por  el  señor 
senador  Clémenceau,  de  prescindir  de  la  misma  despro- 
porción en  el  intercambio  de  la  producción  literaria,  para 
acordarles  todo  genero  de  franquicias,  cuando  respetamos 
y  sufrimos  el  daño  de  las  exigencias  de  su  política  comer- 
cial que  restringe  la  importación  de  nuestros  trigos  y  de 
nuestras  carnes. 

Hay,  pues,  el  derecho  á  una  exigencia  eíicaz  e  inteligen- 
te. Su  oportunidad  es  propicia,  preside  su  ministerio  el 
abogado  respetable  bajo  cuyos  auspicios  se  formó  precisa- 
mente la  sociedad  de  que  se  trata,  constituye  uno  de  sus 
miembros  más  importantes  otro  de  los  abogados  cuya 
opinión  consta  en  su  expediente  con  un  concepto  favora- 
ble, y  subsiste  por  último  en  el  gobierno  francés  el  ex  mi- 
nistro de  relaciones  exteriores  con  el  cual  quedó  en  sus- 
penso la  gestión  diplomática  iniciada  en  190/i.  Subsisten 
también  otras  circunstancias  coadyuvantes  y  en  el  envío 
de  un  embajador  argentino  que  llegará  próximamente  pa- 
ra retribuir  las  visitas  de  nuestro  centenario,  habrá  una 
ocasión  propicia  para  derivar  de  la  efusión  diplomática  y 
amistosa  el  éxito  de  nuestra  modesta  aspiración  para  el 
reconocimiento  de  una  reciprocidad  jurídica  que  la  repú- 
blica francesa  ha  acordado  y  sigue  acordando,  aun  sin  re- 
ciprocidad, á  innumerables  estados  extranjeros,  de  modo 
tal,  que  su  negativa  para  con  nuestro  país  sería  una  excep- 
ción tan  incomprensible  como  injusta. 
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La  urgencia  y  la  utilidad  de  dar  una  solución  á  este 
asunto  entiendo  que  queda  ampliamente  fundada.  He  in- 
dicado que  creo  que  debe  darse  estabilidad  á  la  situación 
legal  del  Banco  y  que  si  no  se  obtiene  que  el  gobierno  de 
nuestro  país,  penetrándose  del  interés  público  que  la 
cuestión  comporta  se  resuelva  á  ejercer  una  acción  eficaz 
y  decisiva,  conviene  más á  sus  intereses  particulares  con- 
vertirse en  sociedad  francesa. 

Tal  resolución  importaría,  sin  embargo,  alejar  la  me- 
jor oportunidad  de  afrontar  y  resolver  con  fundadas  razo- 
nes la  reciprocidad  que  tenemos  derecho  á  exigir  en  ma- 
teria de  sociedades  anónimas.  Desapercibido  el  caso  de  ese 
banco,  desaparecerá  para  nuestro  país,  por  largos  años, 
la  oportunidad  concreta  que  le  permite  llegará  la  solución 
de  este  interesante  problema,  y  seguramente,  por  su  res- 
petable significación,  por  el  impulso  singular  con  que  ha 
sido  creado,  por  la  obstinación  patriótica  con  que  el  deba- 
te se  ha  sostenido,  el  caso  no  ha  de  reproducirse. 

El  decreto  que  lo  definirá  no  resolvería,  por  lo  demás, 
un  caso  aislado,  sino  que  dejaría  resuelto  el  caso  general 
de  todas  las  sociedades  anónimas  argentinas  en  la  repú- 
blica francesa,  ya  que  como  escriben  Lyon-Gaen  y  Re- 
nault, tomo  II,  número  1098:  «la  autorización  guber- 
namental tiene  por  objeto  no  asegurar  si  una  sociedad 
extranjera  determinada  es  seria,  sino  si  la  sociedad  es 
de  un  país  extranjero,  tal  como  ellas  son  reglamentadas 
por  las  leyes  de  su  país,  ofrecen  garantías  más  ó  me- 
nos equivalentes  á  las  que  son  establecidas  por  las  leyes 
francesas.  De  ello  resulta  que  esta  autorización  no  es  una 
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autorización  individnal  á  tal  ó  cual  sociedad  anónima  ex- 
tranjera, sino  una  autorización  colectiva  para  todas  las  so- 
ciedades anónimas  de  un  país». 

Precisamente  al  observar  la  tendencia  cada  vez  más  li- 
beral de  la  legislación  sobre  sociedades  anónimas  que 
mueve  las  legislaciones  del  mundo,  la  exclusión  gradual 
de  un  concepto  de  nacionalidad  restringido  que  van  des- 
alojando la  cultura  y  la  expansión  económica  de  nuestro 
tiempo,  se  impone  en  el  espíritu  la  forma  realmente  pre- 
cursora con  que  los  principios  hoy  día  más  adelantados 
fueron  sustentados  por  la  República  Argentina  con  las  ins- 
piraciones de  uno  de  sus  mejores  estadistas  en  tiempos  ya 
muy  remotos. 

Fué,  en  efecto,  el  doctor  Bernardo  de  Irigoyen  el  que 
combatió  con  argumentos  que  hoy  día  podrían  repro- 
ducirse, el  criterio  estrecho  de  la  nacionalidad  de  las  so- 
ciedades extranjeras  en  el  derecho  internacional  pri- 
vado. 

Fué,  en  el  año  1876  que  el  gobierno  británico,  planteó 
la  cuestión  ante  el  gobierno  argentino,  á  consecuencia  de 
una  controversia  surgida  precisamente  también  respecto  de 
una  sucursal  del  Banco  de  Londres  y  Río  de  la  Plata,  esta- 
blecida en  la  ciudad  del  Rosario.  El  representante  de  S.  M. 
B.  calificó  á  dicha  sucursal  de  banco,  de  subdito  inglés.  El 
ministro  de  relaciones  exteriores,  doctor  Bernardo  de  Iri- 
goyen contestó  en  las  notas  de  28  de  junio  y  2 1  de  agosto, 
sosteniendo  las  conclusiones  siguientes  que  prevalecieron 
como  doctrina  argentina  definitiva :  «El  Banco  de  Lon- 
dres es  una  sociedad  anónima  que  sólo  existe  con  fines  de- 
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terminados.  Las  personas  jurídicas  deben  su  existencia 
exclusivamente  á  la  ley  del  país  que  las  autoriza,  y,  por 
consiguiente,  no  hay  en  ellas  nacionales  ni  extranjeras: 
no  hay  individuos  de  existencia  natural  con  derecho  á  pro- 
tección diplomática.  La  sociedad  anónima  es  una  persona 
moral,  enteramente  distinta  de  los  individuos  que  contri- 
buyeron á  formarla  y,  aunque  sea  formada  exclusivamen- 
te por  ciudadanos  extranjeros,  no  tiene  derecho  á  protec- 
ción diplomática,  porque  no  son  las  personas  las  que  se 
ligan.  Asócianse  simplemente  los  capitales  bajo  forma 
anónima,  lo  que  importa,  como  la  palabra  lo  indica,  no 
haber  nombre,  nacionalidad,  ni  responsabilidad  indivi- 
dual comprometida.  El  hecho  de  que  las  acciones  hayan  si- 
do subscriptas  por  individuos  de  una  nacionalidad  es  even- 
tual y  no  puede  desnaturahzar  la  esencia  de  la  sociedad. 
Esas  acciones  se  transfieren,  y  lasque  hoy  están  en  poder 
de  ingleses,  pueden  pasar  fácilmente  á  manos  de  ciudada- 
nos de  otra  nación.  Si,  pues,  la  cu'cunstancia  de  pertene- 
cer los  accionistas  á  un  país  imprimiere  á  la  sociedad  anó- 
nima el  carácter  nacional  que  le  asiste,  tendríamos  una 
entidad  que  podría  variar  diariamente  de  nacionalidad,  y 
revestir  también,  en  algún  caso  una  multiplicidad  de  na- 
cionalidades, lo  que  originaría  serias  compUcaciones  á  la 
vez  que  envolvería  el  desconocimiento  de  las  leyes  loca- 
les que  dan  origen  á  esas  sociedades.  ((  (Gf.  Memoria 
de  relaciones  exteriores  de  la  República  Arcjentina,  1877, 
pág.  338.) 

Estas  ideas  sostenidas  por  nuestra  cancillería  hace  36 
años  podrían  ser  renovadas  como  una  de  las  bases  de  la 
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doctrina  jurídica  en  que  fundamentamos  la  necesidad  del 
reconocimiento  de  las  personas  morales  que  se  forman  en 
nuestro  país.  León  Michoud  en  este  mismo  año,  en  su  li- 
bro La  théorie  de  la  personnalité  morale  el  son  application  au 
droit  frangais,  sustenta  este  concepto  de  la  exclusión  de  to 
da  idea  mezquina  de  nacionalidad,  y  preconiza  la  libre  ad- 
misión de  las  fortnadas  en  un  país  que  solicitan  su  reco- 
nocimiento en  el  otro,  diciendo :  «  que  el  verdadero  carác- 
ter de  la  idea  de  la  nacionalidad  aplicado  á  las  personas 
morales,  se  reduce,  simplemente,  al  de  un  concepto  de 
dependencia  con  que  deben  someterse  á  la  autoridad  que 
gobierna  tal  ó  cual  país.  ((  Al  reclamar,  pues,  el  reconoci- 
miento y  la  libre  acción  de  las  personas  morales  ó  jurídi- 
cas constituidas  de  acuerdo  con  nuestras  leyes  en  la  mis- 
ma forma  en  que  nosotros  acordamos  el  reconocimiento 
de  las  extranjeras,  no  hacemos  más  que  continuar  la  vieja 
ruta  de  los  principios  jurídicos  que  hemos  levantado  y 
sostenido  desde  las  horas  iniciales  de  nuestra  nacionali- 
dad. Debemos  y  podemos  exigir  su  reconocimiento  obsti- 
nadamente no  solo  porque  esta  es  la  cuestión  fundamental 
que  se  levanta  muy  arriba  de  los  intereses  que  se  mueven 
en  este  asunto,  sino  porque  el  derecho  que  debemos  exi- 
gir se  nos  admita,  acordándonos  la  reciprocidad,  está  vin- 
culado á  nuestra  soberanía,  es  una  proyección  del  respeto 
que  á  ella  misma  se  debe  en  las  relaciones  exteriores,  y 
debemos  ser  tanto  más  irreductibles  en  su  exigencia  y 
en  su  afirmación,  cuanto  que  hemos  procedido,  en  todos 
los  casos,  con  esa  norma,, en  las  cuestiones  de  índole  inter- 
nacional, en  que  los   países  europeos  suelen  olvidar  en 
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SUS  relaciones  con  las  naciones  sudamericanas,  los  debe- 
res que  comportan  la  comunidad  internacional  y  la  reci- 
procidad é  igualdad  en  que  se  basa. 

Definida  mi  opinión  respecto  de  la  gestión  diplomática 
por  realizarse,  sólo  me  resta  llevar  mi  apreciación  á  las  for- 
mas y  á  los  conceptos  en  que  debe  basarse,  ya  que  estoy 
dando  los  fundamentos  de  mi  juicio  con  la  ausencia  de 
reatos  que  le  debo,  al  aceptar  esta  consulta  privada. 

He  insinuado  ya  en  otra  parte  de  esta  exposición  que, 
en  mi  concepto,  la  gestión  diplomática  debía  desenvol- 
verse apareciendo  como  una  reanudación  de  la  anterior- 
mente realizada.  Tomaría  así  la  apreciación  del  asunto  en 
el  punto  para  nosotros  favorable,  en  que  la  dejó  el  señor 
ministro  Delcassé,  cuando  ofrecía  reanudar  inmediata- 
mente las  negociaciones,  si  se  le  demostraba  que  la  reci- 
procidad existía  en  las  formas  del  régimen  francés  y  de  la 
República  Argentina. 

La  reciprocidad  aparece,  en  efecto,  como  la  norma  á 
que  debe  sujetarse  la  solución  de  este  asunto,  según  el 
criterio  de  la  ley  francesa  de  1867  y  según  el  criterio  de 
la  ley  argentina  de  1 9 1 2 . 

I.  La  primera  cuestión  á  plantearse  debe  ser,  pues,  la  de 
reclamar  una  solución  por  parte  del  gobierno  francés, 
levantando  esta  gestión  sobre  el  criterio  de  la  reciprocidad 
que  las  dos  leyes  mencionadas  establecen,  porque  es  el 
que  consagran  las  leyes  referidas,  porque  es  el  que  ha 
fundado  en  Francia  los  acuerdos  internacionales  hechos  á 
este  respecto,  porque,  en  general,  y  salvo  excepciones,  ha 
sido  el  criterio  en  que  se  han  inspirado  los  decretos  de 
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autorización  dados  á  las  sociedades  extranjeras,  y  el  que 
nuestra  última  ley  impone  á  nuestras  relaciones  con  Fran- 
cia ;  pero,  á  la  vez  que  se  den  esas  bases  á  la  negociación, 
entiendo  se  debe  hacer  notar  que  admitimos  una  recipro- 
cidad en  el  concepto  jurídico  que  en  realidad  no  existe, 
porque,  como  es  muy  fácil  demostrar,  la  equivalencia 
está  destruida  por  el  hecho  de  que,  bajo  cualquier  punto 
de  vista,  damos  á  Francia,  en  la  solución  de  esta  materia, 
más  de  lo  que  recibimos,  y  es  innegable  la  existencia  de 
una  desproporción  en  que  ella  sale  excepcionalmente  be- 
neficiada. 

Para  comprobarlo,  no  me  referiré  á  la  falta  de  equiva- 
lencia de  que  se  ha  hablado  y  que  crea  el  hecho  de  ser 
nuestro  país  un  magnífico  mercado  para  la  aplicación  de 
los  capitales  franceses,  y  no  tener  la  República  Argentina 
formados  capitales  que  le  permitan  ir  á  actuar  en  Francia 
en  condiciones  que  no  sean  excepcionales.  Me  refiero  á 
que  la  reciprocidad  no  existe,  porque,  á  pesar  de  haber 
sido  planteada  en  otros  términos  la  cuestión  por  el  gobier- 
no francés,  es  fácil  probar  que  el  régimen  legal  argentino 
para  las  sociedades  anónimas  extranjeras,  ofrece  muchas 
más  facihdades  que  las  que  se  conceden  en  Francia  á  las 
sociedades  anónimas  extranjeras.  Es  fácil  probar  que, 
como  reiteradamente  he  dicho,  las  sociedades  francesas 
en  la  República  Argentina  tienen  una  situación  de  privile- 
gio respecto  de  las  demás,  que  gozan  de  ventajas  que  no 
podrán  ser  á  nuestras  sociedades  concedidas  sino  en  caso 
de  excepción,  y  que  el  régimen  legal  que  critica  el  gobier- 
no francés,  no  sólo  es  superior  al  de  ese  país  mismo,  sino 
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que  representa  una  forma  á  que  tendrá  que  llegar  en  su 
evolución  futura  y  en  su  perfeccionamiento,  es  decir,  que 
como  las  más  modernas  publicaciones  lo  demuestran,  el 
régimen  preventivo  argentino  tendrá  que  reemplazar  al 
régimen  de  las  nulidades  déla  legislación  francesa  actual. 

Me  permito  creer  que  ha  habido,  en  efecto,  una  confu- 
sión en  el  gobierno  francés  en  la  interpretación  del  régi- 
men legal  argentino  respecto  á  las  sociedades  anónimas 
extranjeras.  Es  un  error  disculpable,  por  estar  regida  en 
nuestro  país  la  cuestión  por  diversos  artículos  del  derecho 
comercial,  que  han  ido  abriendo  paso  á  una  evolución  de 
perfeccionamiento  á  través  de  modificaciones  en  las  leyes 
y  de  resoluciones  de  jurisprudencia  que,  es  compren- 
sible escapen  á  la  percepción  de  un  gobierno  extranjero. 

Creo  se  podrá  aclarar  esa  confusión  restableciendo  sólo 
el  exacto  concepto  que  corresponde. 

Para  hacer  esa  demostración  tendría  simplemente, 
que  recurrirse  á  pruebas  que  constan  en  documentos  ofi- 
ciales. Se  ha  hablado,  por  ejemplo,  de  la  inspección  de 
sociedades  anónimas  que  existen  en  nuestro  país  y  se  ha 
atribuido  á  esa  inspección  un  carácter  y  una  acción  com- 
pletamente diversa  de  la  que  tiene. 

La  inspección  de  sociedades  anónimas  importa  un  régi- 
men administrativo  establecido  por  la  república  en  salva- 
guardia de  sus  intereses  y  usando  de  una  elemental 
previsión  á  que  todos  los  países  han  respondido.  Si  se 
consulta  nuestra  situación  de  país  esencialmente  importa- 
dor de  capitales  extranjeros  no  puede  razonablemente 
desconocerse  el  derecho  y  la  utilidad  de  una  organización 
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administrativa  ó  de  una  repartición  que  responda  al  crite- 
terio  de  defensa  social  que  impera  en  las  legislaciones  de 
todo  el  mundo  y  en  los  respectivos  regímenes  administra- 
tivos. No  cabe,  pues,  una  objeción  contra  el.  No  puede 
tampoco  ser  discutido  porque  corresponde  á  la  adminis- 
tración interna  de  un  país  amparada  por  su  soberanía. 

Son  diversos  decretos  administrativos  los  que  le  han 
dado  origen.  Fué  organizado  por  resoluciones  federales 
de  22  de  julio  y  27  de  noviembre  de  1898  con  el  objeto 
de  conocer  la  manera  cómo  las  sociedades  á  quienes  se 
habían  otorgado  numerosas  concesiones  y  en  cuyo  favor 
se  cumplían  privilegios,  respondían  á  las  leyes  nacionales 
y  á  sus  respectivos  estatutos,  especialmente  en  lo  que  se 
refiere  á  las  condiciones  de  su  concesión  ó  de  los  privile- 
gios estipulados  en  favor  del  público. 

Desconocer  la  prudencia  y  la  razón  en  que  esas  medi- 
das administrativas  se  inspiran,  sería  desconocer  las 
circunstancias  de  nuestro  país  respecto  del  capital  extran- 
jero. Lo  justifica  los  abusos,  los  delitos  y  la  verdadera 
crisis  de  transgresiones  que  se  manifestaron  durante  mu- 
chos años  en  la  organización  de  las  sociedades  anónimas. 
De  1892  en  adelante,  más  de  doscientas  sociedades  fueron 
liquidadas,  judicial  ó  extrajudicialmente,  descubriéndose 
las  más  graves  irregularidades  en  su  administración,  no 
solamente  de  orden  comercial  ó  financiero,  sino  también 
criminal.  No  obstante  los  hechos  recordados  que  justifican 
pues  la  acción  de  esa  organización  administrativa,  es  ne- 
cesario mencionar  que  ella  ha  ido  evolucionando  á  formas 
cada  vez  más  benignas  y  que,  es  posible  que  en  su  apre- 
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ciación  realizada  desde  el  extranjero,  no  se  perciba  toda 
la  moderación  con  que  actualmente  actúa. 

Los  decretos  de  1 1  de  febrero  de  1892  j  22  de  julio  y 
22  de  diciembre  de  1898  Fueron  modificados  posterior- 
mente en  2  5  de  septiembre  de  1894,  27  de  agosto  de  1896 
y  20  de  abril  de  1892,  habiendo  quedado  reducida  la 
oficina  á  velar  por  intereses  que  es  un  deber  elemental  de 
los  gobiernos  proteger  prudentemente.  Las  sociedades 
anónimas  extranjeras  honestas  y  correctas  en  su  funcio- 
namiento no  tienen  nada  que  temer  de  la  inspección  de 
iusticia.  La  posibilidad  de  revocar  la  personería  jurídica 
en  los  casos  de  fraude  manifiesto  y  de  alteración  en  los 
objetos  lícitos  de  una  institución  consagrada  por  la  ley  y 
amparada  por  ella,  es  un  derecho  perfectamente  legítimo 
que  Francia  misma  se  atribuye,  desde  que  establece  que 
el  decreto  de  autorización  dado  en  virtud  de  la  ley  de 
1857,  puede  ser  revocado,  lo  mismo  que  la  autorización 
del  artículo  27  del  Código  de  comercio,  lo  dice  Lyon-Caen 
y  Renault  en  su  libro  de  derecho  comercial,  número 
1 100,  página  5 1 8,  autorizando  ese  acto  de  revocación  por 
un  simple  cambio  en  la  legislación  de  un  país  extranjero  y 
hasta  como  una  medida  de  retorsión. 

El  gobierno  francés  no  puede  pretender,  pues,  que  el 
argentino  no  tenga  la  facultad  de  retirar  su  personería 
jurídica  en  la  forma  en  que  él  mismo  puede  hacerlo,  ni 
aspirará  á  ponernos  en  el  caso  de  contemplar  el  fraude 
hecho  al  amparo  de  nuestras  leyes  y  al  de  las  mismas  leyes 
extranjeras,  sin  defender  el  interés  social  y  el  público  subs- 
criptor en  un  país  en  que  el  advenimiento  de  nuevas  socie- 
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dades  es  incesante.  Admitido,  pues,  el  hecho  de  esas 
facultades,  mejor  dicho,  de  esos  deberes  que  el  Estado 
tiene,  hay  que  admitir  en  consecuencia  la  facultad  de 
contralorear  la  vida  y  la  acción  de  esas  sociedades.  Reco- 
nocida la  facultad  en  su  legitimidad  y  la  necesidad  á  que 
responde,  está  reconocida  implícitamente  la  inspección 
en  su  justo  funcionamiento. 

Pero  insisto  en  que,  al  apreciar  sus  efectos  desde  un 
país  extranjero,  es  muy  fácil  incurrir  en  un  error,  cuando 
se  trata  de  un  régimen  que  ha  ido  evolucionando  hacia 
una  mayor  liberalidad  á  través  de  una  evolución  de  la 
jurisprudencia  y  de  derogaciones  de  decretos,  además  de 
que  nuestro  régimen  abarca  diversos  tipos  de  sociedades, 
las  indígenas,  las  extranjeras,  que  se  equipara  á  ellas  en 
absoluto,  y  las  que  constituidas  en  el  extranjero  quieren 
fundar  solamente  en  nuestro  país  una  sucursal.  Estas 
últimas  tienen,  como  he  dicho,  una  situación  privile- 
giada. La  inspección  de  sociedades  anónimas  podrá  ser 
en  su  legítimo  control  no  tan  cómoda  como  ellas  desea- 
rían para  las  de  la  primera  clase,  pero  es  un  error  creer 
que  gravan  en  forma  perjudicial  á  las  sociedades  extran- 
jeras del  tipo  de  las  que  nos  estamos  ocupando. 

Para  llevar  al  gobierno  francés  la  más  auténtica  é  indis- 
cutible expresión  de  la  verdad  en  las  distinciones  que 
deben  hacerse  al  respecto,  bastará  transcribir  parte  del 
informe  oficial  de  abril  i6  de  191 2,  cuya  verdad  garan- 
tiza la  alta  autoridad  del  procurador  de  la  repúbhca 
cuando  dice :  (( No  cabe  dudar  después  de  lo  dicho,  que  el 
poder  ejecutivo  ha  estado  en  el  terreno  de  la  ley  al  consi- 
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derar  ¡nvariableinente  que  para  el  funcionamiento  de  las 
sociedades  anónimas  dentro  de  la  república,  es  necesaria 
la  autorización  gubernativa  como  formalidad  indispensa- 
ble para  tener  existencia  en  el  país.  No  podrá  argumen- 
tarse que  esa  formalidad  producirá  el  efecto  de  impedir 
la  radicación  de  sociedades  extranjeras,  ante  la  amenaza 
de  ver  sometidos  al  control  del  gobierno  su  organización 
social  y  la  forma  de  su  administración,  porque  ello  no 
puede  ocurrir  en  atención  á  los  límites  que  fija  el  artículo 
287  del  Código  de  comercio  á  la  intervención  gubernativa, 
circunscripta  á  determinar  si  la  sociedad  tiene  un  fin 
lícito,  si  está  debidamente  organizada  y  si  los  poderes 
conferidos  al  representante  son  suficientes  para  el  ejerci- 
cio del  mandato.  Esta  intervención  difiere  radicalmente 
de  la  que  el  gobierno  ejerce  cuando  se  trata  de  sociedades 
nacionales  ó  de  sociedades  extranjeras  equiparadas  á  las 
nacionales  (art.  286,  cód.  cit.),  porque  en  este  caso  el  po- 
der ejecutivo  debe  examinar  si  la  fundación,  organización 
y  estatutos  de  la  sociedad  están  conformes  con  las  disposi- 
ciones del  código  (art.  3 1 8).  Cuando  se  trata  de  sociedades 
extranjeras,  la  función  del  gobierno  es  meramente  de  de- 
fensa social,  y  tiene  por  objeto  impedir  una  violación  á 
sus  leyes,  pero  no  entra  á  observar  las  reglas  de  su  cons- 
titución social  porque  ello  está  librado  á  la  legislación 
del  país  donde  fué  creada  que  es  la  que  rige  su  forma  en 
cualquier  lugar  en  que  se  establezca  (art.  17,  Cód.  civ.). 
Reputo,  por  otra  parte,  que  este  criterio  consulta  las 
verdaderas  conveniencias  de  nuestro  comercio,  porque 
f)ermit¡rá  vigilar  la  introducción  de  sociedades  exlranje-^ 
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ras  que  por  su  organización  y  propósitos  fuesen  nianifies- 
tamente  perjudiciales  al  interés  público.  Esta  vigilancia 
debe  ejercerse  con  más  cuidado  en  países  como  el  nuestro- 
donde  el  capital  tiene  una  fácil  colocación  que  atrae  las 
sociedades  extranjeras  deseosas  de  dar  mayor  amplitud  á 
sus  operaciones,  y  es  mayor  el  peligro  de  abusos  quepue-^ 
den  cometerse  contra  las  leyes  del  país,  sin  que  el  Estado- 
tenga  la  oportunidad  de  controlar  los  propósitos  y  fmes 
que  persiguen  estas  sociedades.  No  debe  olvidarse  que  si 
nuestra  ley  admite  el  funcionamiento  de  sociedades  orga- 
nizadas con  arreglo  á  las  leyes  extranjeras,  estas  leyes 
no  son  de  aplicación  en  la  república  cuando  se  opongan  á 
la  tolerancia  de  cultos,  á  la  moral  y  á  las  buenas  costum- 
bres, cuando  fuesen  incompatibles  con  el  espiritu  de  nues- 
tra legislación,  ó  cuando  sean  de  mero  privilegio  (art.  i/i, 
Código  civil),  lo  cual  obliga  á  un  examen  de  los  estatutos 
que  rigen  las  sociedades  extranjeras,  que  incumbe  exclu- 
sivamente al  poder  ejecutivo. 

Agregúese  á  que  la  acción  de  ese  régimen  que  según 
esta  manifestación  autorizada  y  oficial  se  reducíaá  deter- 
minar si  la  sociedad  tiene  un  íin  lícito,  si  está  debida- 
mente organizada  y  si  los  poderes  conferidos  al  represen- 
tante son  suficientes,  se  ha  modificado  todavía  en  un  sen- 
tido más  favorable  por  la  evolución  de  la  jurisprudencia, 
como  podrá  probarse  por  los  fallos  de  la  cámara  de  lo 
comercial  y  criminal  de  la  capital  (t.  87,  pág.  876  : 
t,  97,  pág.  2 1  A),  que  se  deberían  poner  en  manos  del 
gobierno  francés  :  consta  en  ellos  que  se  ordena  la  ins- 
cripción de  una  sociedad  extranjera  actualmente  sin  el 
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requisito  de  la  aprobación  previa  del  gobierno,  y,  que  to- 
da la  formalidad  contra  la  cual  se  protesta  está  reducida, 
en  virtud  de  esa  resolución  de  la  cámara  comercial,  á  que 
una  sociedad  pueda  ejercer  su  capacidad  en  la  misma  sin 
someterse  á  otras  obligaciones  que  Jas  impuestas  en  el  ar- 
tículo 287  del  Código  de  comercio,  es  decir,  obligaciones 
de  publicidad. 

Prescindamos  por  un  momento  de  que  la  ley  8867 
dictada  este  año  ha  ido  todavía  más  allá  en  cuanto  ha 
creado  derechos  de  privilegio  sobre  estas  sociedades  ex- 
tranjeras con  preferencia  á  cualquier  otra  del  país,  dete- 
niéndonos sólo  ante  este  requisito  de  la  publicidad,  es  el 
caso  de  preguntarse,  ^se  podría  pretender  que  renunciá- 
semos también  á  esta  regla  primaria  de  prudencia? 

La  cuestión  no  es  siquiera  discutida,  y  me  bastará  sim- 
plemente hacer  notar  que  la  práctica  argentina  si  no  fun- 
dara suficientemente  la  exigencia  de  nuestra  situación  lo- 
cal, la  prestigiarían  muy  autorizadas  opiniones.  El  con- 
greso de  París,  por  ejemplo,  de  1900  (art.  22  del  pro- 
yecto) y  el  instituto  de  derecho  internacional,  en  su  sesión 
de  Hamburgo  en  1891,  se  pronunciaron  en  favor  de  la 
opinión  que  impone  á  las  sociedades  extranjeras  la  for- 
malidad de  la  publicidad  prescripta  por  las  leyes  del  país 
en  que  ellas  existen.  El  instituto  de  derecho  internacional, 
dice  León  Michoud,  en  su  obra  La  théorie  de  la  personnalité 
morale  et  son  application  au  droií  frangais,  número  332, 
agregó  que  la  falta  de  cumplimiento  de  esta  formalidad 
en  caso  de  emisión  haría  responsable  personalmente  á  los 
administradores  y  representantes. 
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Creeríase,  al  estudiar  este  asunto,  dada  la  forma  con 
que  ha  sido  planteado  por  el  gobierno  francés  en  las  res- 
puestas dadas  hasta  ahora  á  nuestra  gestión  diplomática, 
que  realmente  pudiera  sostenerse  que  no  podemos  ofre- 
cer la  reciprocidad,  porque  el  régimen  francés  ofrece  con- 
diciones más  liberales  que  las  nuestras. 

Esa  opinión  no  subsiste,  sin  embargo,  después  de  un 
estudio  serio. 

Veamos,  en  efecto,  cuál  es  el  régimen  francés.  He  apre- 
ciado el  espíritu  de  la  ley  del  67,  las  opiniones  de  los  tra- 
tadistas y  las  evoluciones  de  la  jurisprudencia  que,  en  su 
orientación  actual,  como  lo  prueba  su  acción  impositiva, 
va  en  un  rumbo  cada  vez  más  hostil  á  la  admisión  del  ca- 
pital extranjero.  Compruébalo,  la  obra  de  León  Michoud 
tan  moderna  y  que  he  citado  varias  veces,  en  el  capítulo 
undécimo,  sobre  lo  que  denomina  el  control  del  estado 
sobre  la  vida  de  las  personas  morales. 

Comienza  por  recordar,  página  29/i,  número  3o3,  que 
el  estado  que  interviene  en  el  nacimiento  y  en  la  supre- 
sión de  las  personas  morales,  debe  tener  durante  la  exis- 
tencia de  ellas  un  control  indiscutible,  clasificándolo  tal 
cual  el  régimen  francés  lo  establece,  según  que  se  trate  de 
personas  del  derecho  público  privado  en  el  control  de  la 
legalidad,  control  de  oportunidad,  control  administrati- 
vo y  control  judiciario.  Desdoblada,  pues,  esta  tutela  del 
estado  que  Tocqueville,  en  su  libro  Anden  régime  et  révo- 
lution,  tomo  2°,  capítulo  2\  afirma  que  es  una  insolencia 
(palabras  textuales),  página  298,  segundo  tomo  de  Mi- 
choud, pueda  pretenderse  no  se  ejercite  ese  control  sobre 
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las  personas  morales.  Y  llega  por  último  en  el  número 
3o3,  á  estudiar  la  situación  de  las  personas  morales  del 
derecho  privado.  Que  ese  control  puede  reducirse,  al  de- 
recho que  tiene  el  estado  á  ejercer  cierta  relación  que  lo 
ponga  en  condiciones  de  su  control  de  una  manera  eíicaz, 
relaciones  que  son  más  ó  menos  extensas  según  que  la 
categoría  de  las  personas  morales  de  que  se  trata  sean  más^ 
ó  menos  libres  en  su  iniciativa.  En  la  ley  de  1901,  por 
ejemplo,  se  encuentra  la  obligación  impuesta  á  las  asocia- 
ciones declaradas,  de  consignar  un  registro  que  será  pre- 
sentado á  las  autoridades  administrativas  y  judiciales, 
cada  vez  que  ellas  lo  pidan,  con  : 

1°  Modificaciones  en  Jos  estatutos: 

2"  Los  cambios  producidos  en  la  administración  y  di- 
rección (ley  de  1"  de  junio  de  1901,  art.  5",  decreto  de  i5 
de  agosto  de  1901,  art.  5o). 

Respecto  de  las  asociaciones  reconocidas  de  utilidad 
pública  podrá  la  acción  del  estado  aparecer  en  la  ley  poco^ 
perceptible,  pero  la  autoridad  encargada  de  cada  recono- 
cimiento puede  someterlas  á  un  control  cada  vez  más  ex- 
tenso, como  lo  hace  ampliamente.  Los  estatutos  controla- 
dos por  el  ministerio  del  interior,  artículos  19  y  20,  le  im- 
pone comunicar  sin  retardo  al  prefecto  ó  á  su  delegado,  los 
registros  y  las  piezas  de  contabilidad,  cada  vez  que  le  sean 
pedidas;  la  obligación  de  enviar  á  los  prefectos  y  á  los 
ministros  competentes  una  memoria  anual,  se  vincula  al 
derecho  que  tiene  el  ministro  de  hacer  visitar  por  sus  de- 
legados los  establecimientos  fundados  por  la  asociación 
y  hacerse  dar  cuenta  de  su  funcionamiento.   El  articula 
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1 5  de  la  ley  de  1901  establece  la  obligación  de  hacer  un 
estado  desús  rentas  y  de  sus  gastos,  de  dar  cada  año  la 
cuenta  de  los  años  anteriores  y  el  estado  inventariado  do 
sus  bienes  muebles  é  inmuebles,  de  tener  en  el  asiento  de 
la  asociación  la  lista  de  sus  miembros  con  requisitos  que 
permitan  determinar  su  individualidad  y  comunicar  esos 
estados  y  listas  á  toda  requisición  del  prefecto. 

Existe,  además,  el  derecho  por  el  estado  de  hacer  pro- 
nunciar judicialmente  ciertas  penalidades  contra  los  ad- 
ministradores, y,  en  ciertos  casos,  la  disolución  de  las 
personas  morales,  cuando  alguna  de  las  observaciones 
impuestas  no  ha  sido  observada.  (Ley  de  1° julio  de  1901, 
art.  7,  8,  i5y  18.  Ley  de  21  marzo  de  i88/i,  artículo 
90.  Ley  de  1°  abril  de  1898,  art.  10,  29,  y  3o.)  Tiene 
también  el  derecho  por  el  ministerio  público  de  pro- 
vocar la  nulidad  de  los  actos  de  la  persona  moral  que  ul- 
trapase la  capacidad  que  le  ha  sido  conferida,  y  por  últi- 
mo, aunque  en  una  forma  excepcional,  el  estado  se  re- 
serva, para  las  personas  morales  del  derecho  privado,  la 
facultad  de  autorizar  ciertos  actos;  paralosestablecimien- 
tos  de  utilidad  pública  la  aceptación  de  donaciones  y  le- 
gados (art.  II  de  la  ley  de  1901).  El  empleo  y  la  enaje- 
nación de  los  fondos  de  reserva  (art.  10,  12,  i3,  etc.). 
El  control  del  estado,  pues,  se  reduce  á  una  acción  repre- 
siva y  preventiva  á  la  vez  sobre  las  personas  morales  con- 
sideradas en  una  forma  genérica.  Veamoslas  cuando  son 
caracteres  específicos  que  se  refieren  á  las  extranjeras. 

Véase  como  resume  Lyon-Caen  y  Renault,  en  su  trata- 
do de  derecho  comercial,  obra,  — como  se  sabe,  laureada 
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por  el  instituto,  tomo  2",  página  SyS,  número  1 133,  — el 
régimen  especial  á  que  están  sometidas  las  sociedades  ex- 
tranjeras cuya  situación  se  diversifica  en  Francia  en  un 
sentido  no  ciertamente  favorable  á  la  liberalidad.  Dice  el 
autor  señalando  esas  diferencias  : 

a)  La  ley  de  2/i  de  julio  de  1887  no  rige  sino  para  las 
sociedades  francesas ; 

h)  La  admisión  á  la  cotización  oficial  en  las  bolsas  fran- 
cesas de  valores  mobiliarios  se  rige,  respecto  de  las  socie- 
dades extranjeras,  por  reglas  muy  especiales  y  bien  res- 
trictivas, como  lo  indicaré  después  ; 

c)  Los  impuestos  á  los  cuales  están  sometidas  las  accio- 
nes y  las  obligaciones  de  las  sociedades  extranjeras  suje- 
tas á  una  mobilidad  en  su  régimen  legal  cada  vez  más 
progresivo,  no  se  percibe  por  las  mismas  reglas  que  los 
impuestos  similares  establecidos  sobre  los  títulos  de  las 
sociedades  francesas  por  acciones ; 

d)  La  emisión  pública,  la  exposición,  la  venta,  la  intro- 
ducción de  los  títulos  de  una  sociedad  extranjera  están  so- 
metidos en  Francia  á  formalidades  especiales  determina- 
das por  la  ley  de  3o  de  enero  de  1907  (art.  3")  ; 

e)  Las  sociedades  extranjeras  deben,  en  principio,  cuan- 
do actúan  como  demandantes  contra  franceses,  dar  la 
caución  judicatas  solví ; 

f)  Las  sociedades  extranjeras  pueden  ser  citadas  por  los 
franceses  ante  los  tribunales  de  Francia  aunque  no  tengan 
agencia  ó  sucursal  en  su  territorio  (art.  i4  del  Código 
civil); 

g)  Las  sociedades  francesas  con  exclusión  de  las  socie- 
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dades  extranjeras  pueden  invocar  el  beneficio  del  artículo 
1 4  del  Código  civil; 

h)  Los  directores  de  las  sociedades  anónimas  francesas 
son  únicamente  electores  ó  elegibles  en  Francia  en  las  cá- 
maras ó  tribunales  de  comercio.  (Ley  de  8  de  diciembre 
de  1 883,  art.  i°  y  8°.  Ley  19  de  febrero  de  1908). 

El  mismo  autor  dice  en  el  número  1 107  que,  cuando 
las  sociedades  francesas  son  admitidas  en  Francia  por  la 
ley  del  3o  de  mayo  de  1867,  parece  que  están  autoriza- 
das según  los  términos  de  la  ley,  á  ejercer  todos  sus  de- 
rechos, pero,  en  realidad,  sufren  positivas  restricciones, 
comprendidas  en  la  diversidad  de  legislación  que  dejo 
recordada,  y  una  de  cuyas  más  resaltantes  singularidades, 
es  la  de  que  la  autorización  acordada  á  estas  sociedades 
extranjeras,  no  permite  que  sus  acciones  y  obligaciones 
sean  negociables  ante  las  bolsas  francesas.  La  negociación 
de  valores  y  títulos  extranjeros  está  sometida  á  reglas  es- 
peciales, en  efecto,  en  las  bolsas  de  Francia,  y  el  concep- 
to de  la  previsión  y  defensa  del  interés  social  que  entre 
nosotros  parece  que  no  podría  justificarse,  ante  el  concepto 
francés  el  limitado  control  que  ejerce  por  medio  de  la 
inspección  de  justicia,  los  ha  llevado  sin  embargo,  á  ellos, 
—  en  virtud  del  decreto  del  8  de  febrero  de  1880,  que  ha 
coordinado  todo  un  sistema  anterior,  —  á  conceder  al  mi- 
nistro de  hacienda  la  facultad  de  prohibir  la  negociación 
de  valores  extranjeros  en  Francia,  es  decir,  de  valores  re- 
presentativos de  estas  mismas  sociedades.  La  acción  de 
ellas,  está  autorizada  por  el  gobierno  de  Francia  acordan- 
do también  á  las  cámaras  sindicales  de  los  corredores  de 
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cambio  de  París  y  de  los  departamentos,  el  derecho  de 
dar,  negar,  suspender  ó  prohibir  las  negociaciones  en  sus 
respectivas  bolsas,  de  las  acciones  ú  obligaciones  y  títulos 
de  empréstito,  cualquiera  sea  su  denominación,  emana- 
dos de  sociedades,  compañías,  empresas,  corporaciones, 
ciudades,  provincias  extranjeras  y  otros  establecimien- 
tos públicos  (art.  i"),  determinando  las  comprobaciones 
que  deben  ser  presentadas  al  efecto  por  el  establecimiento 
extranjero. 

Creo  que  bastaría  sólo  detenerse  á  estudiarla  singulari- 
dad y  la  magnitud  de  esta  restricción  para  preguntar  si 
ella  puede  ser  comparada  á  la  acción  administrativa  ar- 
gentina y  legal  sobre  las  sociedades  anónimas  extranjeras, 
para  sostener  que  existe  una  posible  reciprocidad. 

Si  se  quiere  juzgar  más  en  sus  detalles  el  régimen  ad- 
ministrativo francés  de  control  sobre  las  sociedades  anóni- 
mas extranjeras  para  realizar  la  comparación  con  el  nues- 
tro tal  cual  ha  sido  solicitado,  bastaría  estudiar  en  una 
publicación  reciente  de  Rodolphe  Rousseau,  Sociedades 
comerciales  francesas  y  extranjeras.  Tratado  teórico  y  prác- 
tico, 191 2.  entre  los  documentos  administrativos  de  su 
apéndice,  una  nota  de  la  administración  concerniente  á 
las  obligaciones  de  las  sociedades,  compañías  y  empresas 
extranjeras  respecto  de  la  administración  y  el  registro  de 
los  dominios  y  timbres,  página  5i3,  en  la  que  se  determi- 
na la  forma  de  la  acción  impositiva,  el  criterio  legislativo 
que  fija  la  cantidad  imponible,  determina  los  deberes  de 
los  representantes  y  especializa  sus  responsabilidades.  En 
la  página  627  de  la  misma  obra  aparece  una  nota  de  la 
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dirección  general  del  registro,  en  la  que  se  especializa  los 
gravámenes  á  que  están  sujetas  y  las  formalidades  que 
deben  cumplir  respecto  del  ministro  de  íinanzas.  La  obli- 
gación en  que  las  sociedades  se  encuentran  de  hacer  acep- 
tar por  el  ministro  de  finanzas  ó  en  virtud  de  la  delegación 
de  éste  por  el  director  general  del  registro,  un  represen- 
tante francés  personalmente  responsable  del  pago  de  estos 
derechos.  (Decreto  de  17  de  julio  de  1857,  art.  10,  de 
24  de  mayo  de  1872:  art.  4°  d^  10  de  agosto  de  i8o3. 
Ley  de  i3  de  abril  de  1898,  art.  12.)  Agrega  dicha  nota 
en  su  número  tercero  que,  mientras  ese  representante 
responsable  no  haya  sido  admitido  y  su  caucionamiento 
constituido  regularmente,  es  prohibido  en  Francia  á  toda 
persona,  sin  excepción  alguna,  de  proceder  auna  emisión, 
proponerá  una  exposición,  subscripción  ó  venta,  introdu- 
cir en  el  mercado  títulos  de  acciones  ú  obligaciones  extran- 
jeras, y  aun  anunciar  en  público  sus  operaciones  ó  hacer 
el  servicio  financiero  de  esos  mismos  títulos,  sea  reembol- 
sándolos, transmitiéndolos  ó  pagando  los  cupones.  (Ley 
de  1 3  de  abril  de  1898,  art.  12.)  El  número  6  de  la  mis- 
ma nota  establece  que  todas  las  sociedades,  compañías  ó 
empresas  extranjeras,  sin  distinción  ni  excepción,  que  se 
propongan  adquirir  bienes  en  Francia  ó  hacer  operacio- 
nes, deben  depositar  previamente  á  su  establecimiento, 
en  la  oficina  del  registro,  un  ejemplar  certificado  del 
acta  de  su  constitución.  (Ley  de  18  de  abril  de  1898.) 
Respecto  de  la  fijación  de  la  cantidad  disponible,  di- 
ce el  número  [7  de  la  misma  nota  de  la  administración, 
que  ella  será  fijada  para  cada  sociedad  por  el  ministro  de 


72  ANALES  DE  LA  FACULTAD  DE  DERECHO 

finanzas,  previa  información  de  la  comisión  de  valores 
mobiliarios,  instituida  por  el  artículo  i"  del  decreto  de  24 
de  mayo  de  1872.  Para  las  sociedades  determinadas  pre- 
viamente, se  establece  según  el  número  de  títulos  que  se 
presume  circularán  en  Francia,  la  cantidad,  y  ella  no  po- 
drá ser  inferior,  para  las  acciones,  á  un  diez  por  ciento,  y 
para  las  obligaciones,  á  un  doce  por  ciento  del  capital.  (De- 
creto de  24  de  mayo  de  1872,  art.  2".)  Para  las  sociedades 
que  poseen  bienes  y  hacen  operaciones  en  Francia  ella  se 
determina,  en  virtud  del  artículo  7**  del  decreto  de  6  de 
diciembre  de  1872,  por  medio  de  una  proporción  entre 
el  valor  de  los  bienes  franceses  y  el  valor  del  activo  total  de 
la  sociedad.  En  el  número  décimo,  las  sociedades  deberán 
remitir  con  relación  al  acta  que  anteriormente  se  refiere, 
los  siguientes  documentos:  primero,  un  ejemplar  en  pa- 
pel simple  de  sus  estatutos  en  lengua  francesa ;  segun- 
do, un  extracto  en  papel  sellado  de  la  deliberación  es- 
pecial del  consejo  de  administración,  certificado  de  con- 
formidad con  los  estatutos;  tercero,  todos  los  demás  docu- 
mentos que,  según  los  estatutos,  sean  necesarios  para  jus- 
tificar la  regularidad  del  compromiso.  Todas  las  firmas 
deberán  ser  legalizadas,  en  Francia  por  el  maire,  en  París 
por  los  comisarios  de  policía  de  las  secciones,  y  las  que 
sean  dadas  en  el  extranjero,  por  los  agentes  diplomáticos 
consulares  franceses.  Los  representantes  responsables, 
según  el  número  1 1  de  la  nota,  deberán  contraer  un  com- 
promiso análogo  al  de  la  sociedad  misma.  Deben  justificar 
su  calidad  de  franceses  y  su  solvencia.  Sus  firmas  deben 
estar  igualmente  legalizadas. 
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Las  sociedades  y  otras  colectividades  extranjeras  podrán 
librarse  de  la  obligación  de  hacer  aceptar  un  representante 
responsable,  depositando  una  caución  en  numerario,  de 
acuerdo  con  la  ley  de  i3  de  abi-il  de  1898,  artículo  i",  la 
solicitud  pidiendo  la  constitución  de  la  caución  deberá  ser 
dirigida  en  papel  sellado  y  acompañada  de  un  ejemplar 
en  papel  simple  de  los  estatutos  de  la  sociedad,  en  lengua 
francesa.  El  monto  de  la  caución  será,  según  el  artículo 
1 3  de  la  nota,  fijado  por  el  ministro  de  finanzas,  ó  en 
virtud  de  delegación  de  éste,  por  el  director  general  del 
registro.  No  podrá  ser  inferior  á  la  suma  que  represente 
aproximadamente  el  total  de  las  tasas  anuales  exigibles 
por  un  período  de  tres  años  y  calculado  á  razón  de  cin- 
co décimos  de  título  para  los  cuales  se  haya  pedido  el  pa- 
go (art.  2°  del  decreto  precitado). 

El  depósito  de  la  caución  será  efectuado  en  la  caja  de 
depósitos  y  consignaciones,  y  acompañado:  i"  de  una 
copia  de  la  decisión  del  ministro  ó  del  director  general  del 
registro  que  fija  su  monto;  2°  de  una  declaración  visa- 
da por  la  administración  del  registro  indicando  la  afecta- 
ción especial  de  la  suma  determinada.  Los  artículos  res- 
tantes, i5,  16,  17  y  18,  legislan  respectivamente  la 
constitución  definitiva  de  la  caución,  la  substitución  del 
numerario  por  el  representante  ó  viceversa  y  la  forma 
del  reembolso  de  la  caución,  determinando  en  el  número 
19  las  penalidades.  En  la  misma  nota  aparecen,  número 
22,  las  reglas  respecto  de  los  impuestos  exigibles  délas 
sociedades  extranjeras,  que  operan  en  Francia,  que  sean 
objeto  de  anuncios,  publicaciones  y  de  un  servicio  finan- 
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€Íero.  De  acuerdo  con  la  ley  de  29  de  junio  de  1872, 
artículo  4%  dice,  que  los  títulos  de  las  sociedades  extranje- 
ras, á  diferencia  de  los  títulos  franceses:  i°en  sus  tres 
tasas,  en  lugar  de  ser  percibidos  sobre  todos  los  títulos  de 
la  sociedad,  serán  exigidos  según  la  cantidad  fijada  por  el 
ministro:  2"  el  derecho  de  timbre  de  ser  percibido  en  una 
forma  especial,  de  acuerdo  con  el  decreto  de  17  de  julio 
de  1867,  artículos  11  y  3°;  el  derecho  de  transmisión  es 
anual  y  obligatorio,  sin  distinción  entre  los  títulos  nomi- 
nativos y  los  títulos  al  portador.  (Decreto  de  17  de  julio 
de  1857,  art.  10.) 

Pudiera  afirmarse  que  en  estas  disposiciones  en  lasque 
os  perceptible  la  acción  administrativa,  sea  realizada  direc- 
tamente por  el  ministro,  ó,  en  caso  de  delegación,  por  el 
jefe  de  la  oficina  del  registro,  marca  la  última  de  las  sin- 
gularidades con  que  el  régimen  legal  francés  diversifica  y 
lestringe  los  derechos  de  las  sociedades  anónimas  extran- 
jeras en  relación  á  las  sociedades  anónimas  francesas ;  pero 
no  es  sin  embargo,  así,  porque  dentro  de  esta  restricción 
V  diferenciación  de  derechos,  el  régrimen  francés  crea  to- 
davía  otra  restricción  más,  creando  un  régimen  más  espe- 
cializado y  reducido  para  cierta  especie  de  sociedades 
anónimas  extranjeras,  como  son,  por  ejemplo,  las  socie- 
dades extranjeras  de  seguros  contra  los  accidentes  del  tra- 
bajo, regidas  por  las  leyes  de  9  de  abril  de  1898,  de  12 
de  abril  de  1 906  y  de  1 8  de  julio  de  1 907 . 

No  dudo  que  la  idea  de  la  equivalencia,  de  la  recipro- 
cidad ó  de  la  comparación  siquiera  entre  el  régimen  fran- 
cés y  argentino  para  con  las  sociedades  extranjeras  habrá 
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quedado  un  poco  remoto  en  la  exposición,  pero  es  el  caso 
que  aún  se  puede  prolongar  el  parangón,  desde  que 
esta  legislación  francesa  que  se  pretendía  ofrecer  faci- 
lidades á  las  sociedades  extranjeras  no  comparables  á  las 
que  ofrece  el  régimen  de  la  República  Argentina,  esta  le- 
gislación francesa,  decía,  que  ha  creado  un  régimen  res- 
tringido y  lleno  de  control  para  sus  sociedades,  que  ha 
aumentado  extraordinariamente  ese  control  y  esa  reduc- 
ción en  lo  que  se  reñere  á  sociedades  extranjeras,  hace  una 
división  específica,  abarca  algunas  de  las  formas  más 
fecundas  y  productivas  para  el  capital  francés,  como  es  la  de 
las  sociedades  de  seguros  sobre  la  vida,  en  los  que  Francia 
tiene  invertidos  cómodamente  tantos  millones  en  la  Repú- 
blica Argentina  y  reduce  á  formas  aun  más  estrechas  esos 
tres  tipos  de  sociedades  extranjeras  que  he  indicado. 

En  la  clásica  obra  de  Lyon-Caen  y  Renault,  página  52 1 , 
número  1 1 18,  encontraráse  expuestos  los  cuatro  prin- 
cipios que  rigen  las  excepciones  nuevas  y  que  son,  res- 
pecto de  los  tres  tipos  de  sociedades  indicadas,  los  si- 
guientes :  i"  las  sociedades  de  que  se  trata  no  tienen  exis- 
tencia legal  que  les  permita  hacer  operaciones  en  Francia 
á  pesar  del  decreto,  la  ley  ó  el  tratado  que  da  una  autori- 
zación especial  á  las  sociedades  de  su  país,  si  ellas  no  se 
someten  á  las  reglas  especiales  establecidas  por  las  leyes 
francesas,  en  razón  del  objeto  de  estas  sociedades  ;  2"  sin 
embargo,  la  autorización  general  les  permite  actuar  en 
justicia  :  3"  aun  en  ausencia  de  toda  autorización  especial 
acordada  á  las  sociedades  de  su  país,  las  sociedades  de 
seguros  sobre  la  vida  de  capitalización  y  de  seguros  con- 
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tra  accidentes,  tienen  una  existencia  legal  reconocida,  si 
ellas  se  someten  á  las  condiciones  prescriptas  por  esas 
leyes  especiales  ;  li"  las  disposiciones  de  esas  leyes  no  se 
aplican  solamente  á  las  sociedades  anónimas,  sino  tam- 
bién á  las  sociedades  extranjeras  de  toda  especie,  aun  de 
empresas  extranjeras  que  tengan  por  objeto  operaciones 
fundadas  sobre  la  duración  de  la  vida  humana,  aun- 
que esas  empresas  no  se  organicen  bajo  forma  de  socie- 
dades. 

•  Entrando  en  el  estudio  de  alguno  de  los  caracteres  con 
que  ese  régimen  especial  se  presenta,  es  necesario  recordar 
que  hasta  la  ley  de  17  de  marzo  de  igoS  las  sociedades 
anónimas  extranjeras  sobre  la  vida,  podían  hacer  opera- 
ciones en  Francia  y  establecer  sucursales,  en  virtud  del 
decreto  general  de  autorización  aplicable  á  todas  las  so- 
ciedades del  país  á  que  ellas  pertenecían.  Como  las  socie- 
dades francesas  con  el  mismo  objeto  no  podían  consti- 
tuirse sin  la  autorización  previa  del  gobierno  francés,  se 
dijo  que  aquellas  otras  tenían  sobre  éstas  una  situación 
de  privilegio.  Las  francesas  debían  colocar  sus  fondos  en 
valores  limitativamente  determinados  y  con  una  tarifa  de 
primas  algunas  veces  muy  elevadas,  fundadas  sobre  tablas 
de  mortalidad  determinadas.  Por  el  contrario,  las  socie- 
dades extranjeras  de  seguros  operaban  en  Francia  gozando 
á  este  respecto  de  la  libertad  que  les  dejaba  la  ley  nacio- 
nal. Bastó  con  probar  el  hecho  para  que  surgieran  mul- 
titud de  preceptos  de  ley  tendientes  á  borrar  esa  diferencia 
que  se  caliíicó  de  irregularidad  chocante.  La  ley  de  17  de 
marzo  de  igoS  obliga  á  las  empresas  extranjeras  deque 
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se  trata  á  inscribirse  en  el  ministerio  de  trabajo  y  de  pre- 
visión social,  como  las  empresas  francesas  similares.  El 
registro  está  sometido  para  ambas  á  las  mismas  reglas. 
Las  empresas  extranjeras  deben  en  Francia  limitar  sus 
operaciones  á  una  ó  varias  de  aquellas  que  son  el  objeto 
de  la  ley  de  17  de  marzo  de  igoS,  pero  fuera  del  terri- 
torio francés  nada  impide  que  ellas  realicen  las  operacio- 
nes que  quieran. 

Las  reglas  especiales  relativas  á  los  gastos  de  estable- 
cimiento y  de  amortización  á  que  se  refiere  el  artículo 
noveno  y  tercero  de  la  ley  de  enero  de  1 906,  no  concierne 
á  las  empresas  extranjeras.  Ocurre  lo  mismo  con  las  dis- 
posiciones concernientes  al  capital  mínimum  y  á  la  diso- 
lución obligatoria  en  caso  de  pérdida  de  la  mitad  del 
capital  (art.  3°  y  4"  de  la  misma  ley).  Por  lo  contrario,  la 
constitución,  sea  de  reservas  matemáticas,  sea  de  una 
reserva  de  garantía,  es  exigida  por  las  empresas  extran- 
jeras para  la  restricción  de  limitarlas  á  los  contratos  subs- 
criptos ó  ejecutados  en  Francia  y  en  Argelia  (art.  5°  y  6" 
de  22  de  junio  de  1906). 

Respecto  del  control  de  las  empresas  extranjeras  en  re- 
lación á  las  operaciones  que  ellas  hagan  en  Francia,  como 
hemos  visto  en  la  nota  administrativa  recordada,  se  crea 
una  forma  especial  en  la  acción  administrativa,  y,  según 
la  ley  de  marzo  de  igoS,  se  exige  hasta  un  asiento  v  una 
contabilidad  especial  para  todos  los  contratos  subscriptos 
y  ejecutados  en  Francia  y  en  Argelia.  He  hablado  ya  del 
agente  que  deben  acreditar  ante  el  ministerio  del  trabajo 
y  de  previsión  social  para  la  dirección  de  sus  operaciones. 
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El  debe  estar  acreditado  en  Francia  representa  á  la  em- 
presa ante  el  ministro  en  los  contratos  subscriptos  en 
Francia  y  Argelia  y  delante  los  tribunales.  Debe  justificar 
tener  los  poderes  suficientes  para  la  gestión  de  la  empresa 
en  Francia  y  en  Argelia  y  para  todas  las  operaciones  co- 
rrespondientes (art.  12),  es  decir,  se  exige  la  misma  de- 
mostración de  estar  habilitados  los  mandatarios  que  con- 
juntamente con  el  carácter  lícito  del  objeto  que  se  pro- 
ponen y  el  cumplimiento  de  sus  estatutos,  es  todo  lo  que 
en  nuestro  país  reclama  la  moderada  acción  de  la  admi- 
nistración argentina.  En  el  sistema  administrativo  francés 
es  directo  é  inmediato  el  control  de  los  ministros  de  finan- 
zas ó  de  trabajo  y  de  previsión  social,  ejerciéndose  su  fun- 
ción en  los  límites  que  pueden  estudiarse  en  Jas  leyes  res- 
pectivas establecidos  en  lo  que  se  refiere  á  las  empresas 
extranjeras  de  capitalización,  por  la  ley  de  19  de  diciem- 
bre de  1907  (art.  1°,  3°,  [x,  7",  II,  12,  1 3,  i/i,  18,  19 

y  23). 

En  lo  que  atañe  á  las  sociedades  de  seguros  sobre  acci- 
dentes del  trabajo,  regidas  por  las  leyes  de  9  de  abril  de 
1898,  de  12  de  abril  de  1906  y  de  18  de  julio  de  1907, 
están  también  sometidas  al  control  del  estado  con  dife- 
rencias restrictivas  sobre  las  sociedades  francesas  como 
las  que  se  refieren  al  máximum  y  mínimum  déla  caución, 
que  es  siempre  más  elevada  para  las  sociedades  extran- 
jeras. (Véase  el  artículo  [\"  del  decreto  ministerial  de  29 
de  marzo  de  1899.) 

II.  El  criterio  de  la  legislación  francesa,  dejo  establecido 
que  no  admite  la  existencia  de  una  diferencia  en  el  régi- 
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men  legal  entre  las  sociedades  francesas  y  las  extranje- 
ras, sobre  todo,  cuando  la  diferencia  se  traduce  en  una  in- 
ferioridad para  las  sociedades  indígenas  ó  del  propio  país. 
Las  leyes  relativas  á  las  sociedades  de  seguros  sobre  la  vi- 
da, de  capitalización  y  de  accidentes  del  trabajo,  sugieren 
precisamente,  con  el  objeto  de  hacer  desaparecer  una  di- 
ferencia que  reputaban  inadmisible  y,  aunque  después  la 
ley  llegó  á  crear  distinciones  que  hacían  más  desfavorable 
la  situación  de  las  sociedades  extranjeras,  fué  el  motivo 
recordado,  el  que  primeramente  se  dio  á  la  presentación 
de  los  proyectos  de  ley. 

Conviene  recordar  este  antecedente  para  hacer  resaltar 
la  generosa  amplitud  del  régimen  argentino  y  su  pro- 
funda diferencia  con  el  francés.  Mientras  ellos  no  per- 
miten subsista  una  diferencia  que  pueda  ser  desfavora- 
ble en  algo  á  sus  propias  sociedades,  é  inmediatamente 
crean  un  régimen  que  les  da  superioridad  sobre  aquéllas, 
nosotros  acabamos  de  dictar  en  el  año  191 2  la  ley  8867 
que  crea  un  verdadero  privilegio  en  favor  de  Jas  socie- 
dades extranjeras  sobre  todas  las  demás  sociedades  argen- 
tinas, es  decir,  un  verdadero  régimen  de  excepción  que 
aumenta  respecto  de  ellas  las  franquicias  y  facilidades  y 
las  coloca  en  una  situación  excepcional. 

Ninguna  de  las  afirmaciones  que  dejo  hechas  podrá  ser 
comprobada  con  documentos  más  fehacientes  y  de  actua- 
hdad. 

La  vista,  en  efecto,  del  señor  procurador  general  de  la 
nación  es  del  año  corriente  y  considera  precisamente  la. 
ley88G7. 
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Su  propio  texto  importa  un  estudio  de  la  situación  y 
del  régimen  argentino  hecho  por  ese  elevado  funcionario : 
■en  el  cuerpo  de  su  doctrina  no  sólo  se  citan  á  nuestros 
mejores  tratadistas,  sino  que,  á  la  vez  que  se  hace  un  es- 
tudio comparativo  del  régimen  pasado  y  del  presente,  se 
explica  y  se  funda  la  razón  preventiva  y  las  exigencias  del 
medio  económico  y  social  por  las  que  existe  la  actual  ins- 
pección de  justicia. 

La  palabra  privilegio  se  determina,  pues,  por  esa  alta 
autoridad  judicial  después  de  un  fundado  raciocinio. 

Este  punto  de  vista  es  otro  de  los  que,  en  mi  sentir, 
puede  servir  de  apoyo  y  de  sólido  fundamento  á  la  gestión 
argentina.  En  efecto,  será  fácil  demostrar  que  nuestro  ré- 
gimen legal  no  sólo  ofrece  mucho  más  facilidades  que  las 
que  representa  el  régimen  francés  que,  lejos  de  no  existir 
la  reciprocidad  como  por  desconocimiento  del  real  espí- 
ritu de  nuestra  legislación,  había  sido  sostenido  por  la 
-cancillería  francesa,  espero  haber  comprobado  que  es  una 
suma  incuestionablemente  mucho  mayor  de  facilidades  la 
<|ue  ofrece  el  régimen  argentino.  De  ahí  podrá  partirse 
para  acentuar  más  la  distinción,  y  con  el  estudio  de  la 
ley  número  8867,  probar  que,  como  lo  sostiene  el  pro- 
curador general  de  la  república,  como  lo  afirman  algu- 
nos de  nuestros  principales  juristas  y  como  resulta  déla 
simple  lectura  de  los  textos,  esa  ley  importa  un  verdade- 
ro privilegio  que  podrán  obtener  las  sociedades  extran- 
jeras en  la  República  Argentina. 

Quiere  decir,  pues,  que  ofrecemos  á  las  sociedades 
francesas  en  la  República  Argentina,  una  situación  de  pri- 
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vilegio,  si  su  gobierno  se  digna  darnos  en  compensación 
el  decreto  de  autorización  que  permita  actuar  en  París  an- 
te la  justicia  á  la  única  sociedad  argentina  que  tenemos  en 
esta  ciudad  constituida. 

Resulta  así  que  ni  el  criterio  de  la  más  elemental  equidad 
puede  dejar  de  reconocer  la  justicia  y  el  fundamento  de  la 
gestión  argentina;  más  aun,  que  esa  gestión  podrá  y  deberá 
ser  hecha  altivamente,  haciendo  constar  la  generosa  am- 
pHtud  de  nuestra  actitud,  la  ausencia  de  un  interés  mate- 
rial y  la  aspiración  de  igualdad  jurídica  que  nos  mueve. 
Para  destacarlo  bien  claramente  no  habría  más  que  repe- 
tir el  parangón  que  he  esbozado  entre  las  legislaciones  de 
los  dos  países  :  la  restricción  de  la  legislación  francesa 
contra  las  sociedades  extranjeras.  La  tendencia  cada  vez 
más  limitativa  de  su  jurisprudencia  y  el  desarrollo  progre- 
sivo de  la  acción  fiscal  é  impositiva  siempre  creciente.  En 
oposición  á  ello  los  motivos  emanados  de  nuestra  situa- 
ción económica,  que  podría  decirse  que  revisten  á  la  ley 
8867  del  carácter  de  un  verdadero  sacrificio  en  relación 
;al  propósito  perseguido  por  legítimas  preocupaciones  ar- 
gentinas, ya  que  como  tenemos  nuestra  vida  económica 
<lependiente  de  la  incorporación  de  los  capitales  extranje- 
ros, no  siendo  un  país  exportador  de  ellos  sino  simple- 
mente importador,  es  grave  toda  medida  en  la  que,  ofre- 
fciendo  la  reciprocidad  á  una  nación  como  la  Francia,  crea- 
imos  para  ella  ventajas  y  preferencias  de  que  no  gozarían 
otras  sociedades. 

III.  Se  deberá  insistir  en  la  ya  reiterada  diferencia  de 
la  economía  de  relación  franco-argentina. 

ASAL.     r.VC.     DE     DEB.     T.      III     (a*     p.)  6 
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Es,  en  efecto,  desde  ese  punto  de  vista,  que  esta  gestión 
adquiere  caracteres  singulares.  ¿Cuánto  representa  el  ca- 
pital argentino  que  puede  venir  á  Francia  y  cuánto  repre- 
senta el  capital  francés  que  se  incorpora  en  la  República 
Argentina?  Investigue  el  ministerio  de  comercio  cuantos 
millones  del  capital  francés  se  han  aplicado  ya  y  se  irán 
aplicando  en  lo  sucesivo  en  empresas,  en  compañías,  en 
asociaciones,  en  el  enorme  mercado  que  nuestro  país  re- 
presenta, (s  Cuáles  son  los  rendimientos  de  ese  capital  en 
la  República  Argentina  y  haciendo  el  parangón  con  los 
otros  mercados  extranjeros,  cuanta  succión  de  renta  y  de 
riqueza  saca  el  capital  francés  de  nuestro  pujante  desarro- 
llo? Ala  inversa  ¿podría  informar  ese  mismo  ministerio- 
de  comercio  á  su  colega  de  relaciones  exteriores,  para  defi- 
nir bien  el  carácter  altruista,  casi  platónico  de  la  gestiónj 
hace  tantos  años  iniciada,  qué  posibilidad  existe  de  que- 
fuera  del  caso  del  Raneo  puedan  haber  otras  sociedades- 
argentinas  que  vengan  á  pedir  su  reconocimiento  ea 
Francia  ? 

IV.  Y  es  bajo  esta  fase  del  problema  que  me  permito^ 
pensar  que  esa  gestión  podría  revestirse  de  cierta  energía. 

Si  la  sohcitación  de  una  reciprocidad  jurídica,  mas- 
que real  y  práctica,  nos  fuera  negada  todavía;  si,  esa  re- 
ciprocidad que  Francia  ha  acordado  á  veinte  estados  ex- 
tranjeros muchos  de  los  cuales  no  representan  ni  la  milé- 
sima parte  de  lo  que  nuestro  país  implica  para  la  utilización^ 
que  de  él  hacen  los  capitales  franceses,  sería  el  caso  de  ha- 
cer sentir  que  tan  obstinada  negativa  afecta,  en  cierto- 
modo,    nuestra  dignidad  de  persona  internacional.    He 
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demostrado  la  confusión  sensible  en  que  ha  incurrido 
la  cancillería  francesa  sobre  nuestro  régimen  legal  inter- 
no. Hecha  la  demostración,  sería  el  caso  de  recordar  que 
las  formas  de  nuestra  organización  administrativa,  en  lo 
que  atañe  al  régimen  de  la  inspección  de  justicia,  no  nos 
pueden  ser  insinuadas  desde  el  extranjero,  porque  están 
identificadas  con  nuestra  propia  autonomía.  El  texto  mis- 
mo de  la  ley  8867,  con  su  carácter  bien  explicado  y  defi- 
nido, debería  ser  transmitido  como  la  última  palabra  do 
nuestro  país  en  el  asunto.  Esa  ley,  en  efecto,  implica  que 
Francia,  es  decir,  el  país  á  que  es  principalmente  adapta- 
ble, queda  enterado  de  que,  si  se  niega  á  esa  institución 
argentina  el  reconocimiento,  que  solicita  las  sociedades  y 
compañías  que  el  capital  francés  vaya  á  constituir  en  el  fu- 
turo en  nuestro  país,  se  verán  privadas  de  las  ventajas  y  el 
privilegio  que  la  ley  8867  les  ofrece. 

Quizá  sólo  la  presión  del  interés  herido  pueda  fficilitar 
la  comprensión  al  gobierno  francés  de  su  innegable  con- 
veniencia en  este  asunto.  Si  retarda  demasiado  su  reco- 
nocimiento, puede  ocurrir  que  cuando  él  se  realice,  la  ley 
8867  no  exista,  si  la  institución  del  Banco,  oyendo 
los  consejos  de  su  interés  particular,  se  haya  transformado 
en  una  sociedad  francesa,  de  modo  tal  que,  desaparecida 
la  oportunidad,  terminaría  quizá  la  razón  de  ser  de  una 
ley  que  deroga  principios  de  nuestra  legislación  común, 
crea  privilegios  para  las  sociedades  extranjeras  y  se  rela- 
ciona con  tan  graves  intereses  nacionales  que  hace  que  su 
texto  sea  materia  de  fundadas  preocupaciones  y  legítima 
meditación. 
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V.  Francia  no  ha  obtenido  mayores  facilidades  que  las 
que  le  ofrece  la  legislación  argentina  en  las  otras  legisla- 
ciones extranjeras. 

El  sistema  de  la  ley  de  3o  de  mayo  de   1867  sobre  la 
condición  de  las  sociedades  francesas  por  acciones  no  es 
admitido  generalmente  en  los  países  extranjeros,  fuera  de 
Grecia,  ley  del  19  de  agosto  de  1861,  y  del  gran  ducado 
-de  Luxemburgo,  de  17  de  noviembre  de  1860.  La  ley  de 
3o  de  mayo  de  1867,  según  Thaller  en  su  obra  Les  Com- 
pagnies  frangaises  d' assurances  et  le  gouvernement  d' Alsace- 
Loraine,  ha  quedado  en  vigor  en  los  antiguos  departa- 
mentos que  forman  la  Alsacia-Lorena,  y  fué  esa  ley  la 
que  aplicó  Alemania  en  1881  para  prohibir  á  las  socieda- 
des de  seguros  francesas  tener  sucursales  en  Alsacia-Lo- 
rena. El  sistema  de  la  ley  de  3o  de  mayo  de  1867  ha  sido 
abandonado  en  Italia  y  en  Bélgica,  y  sería  fácil  probar  que 
Francia,  tan  exigente  en  su  gestión  en  este  asunto,  no  ha 
sabido  obtener  condiciones  mucho  más  favorables  que  en 
las  que  en  nuestro  país  se  le  otorgan,  y  en  relaciónala 
situación  respectiva  de  cada  legislación,  es  evidente  que 
si  aUuna  de  las  dos  formas  en  debate  debiera  modificarse, 
es  sin  duda  la  francesa,  que  representa  un  sistema  aislado 
en  Europa,  al  negar  sin  especial  autorización  á  las  socie- 
dades extranjeras  el  derecho  de  actuar  en  justicia. 

En  los  estados  de  Alemania,  en  efecto,  la  existencia 
legal  de  las  sociedades  extranjeras  por  acciones,  constitui- 
das regularmente  en  su  país  de  origen  es  reconocido,  aun- 
que ese  criterio  de  gobierno  no  se  apoye  en  un  texto  pre- 
ciso. Las  sociedades  pueden,  pues,  sin  ninguna  autoriza- 
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ción  actuaren  justicia.  La  cuestión  de  saber  si  las  socie- 
dades por  acciones  extranjeras  pueden  hacer  operaciones 
sobre  el  territorio  alennán  se  considera  como  una  cuestión 
de  policía,  cuya  solución  pertenece  á  las  leyes  de  cada  es- 
tado particular. 

El  artículo  1 2  de  la  ley  alemana  sobre  las  industrias, 
decide  que  las  leyes  de  cada  estado  se  aplican  al  ejercicio 
de  las  personas  jurídicas  extranjeras  ;  en  cada  caso,  pues, 
en  Alemania  se  hace  necesario  saber  si  una  sociedad  ex- 
tranjera puede  hacer  operaciones  en  un  estado  alemán  se- 
gún las  leyes  especiales  de  ese  estado,  y  deberán  verse, 
por  ejemplo:  Loi  de  Bréme,  du  6juin  i86/i,  art.  23  á  25; 
Loi  d'Hambourg  du  22  décembre  i865,  art.  28  ;  Loi  de 
Wurtemberg,  du  i3  aoút  i865,  art.  38. 

Las  sociedades  por  acciones  extranjeras  que  quieran 
establecer  una  sucursal  en  un  estado  alemán,  están  obliga- 
das á  la  formalidad  de  la  publicidad  prescripta  por  el  Có- 
digo de  comercio  para  las  sociedades  nacionales  (art.  179^ 
párrafo  3"). 

En  los  Estados  Unidos,  la  cuestión  de  las  sociedades 
extranjeras  entra  en  el  poder  legislativo  y  administrativo 
de  cada  estado,  pero  se  acentúa  una  tendencia  en  la  juris- 
prudencia de  las  cortes  de  la  unión  en  el  sentido  de  admi- 
tir toda  sociedad  constituida  regularmente  en  un  estado, 
á  operar  en  otro.  Mease  Journal  de  droit  international  privé, 
1890.  En  el  estado  de  Nueva  York,  por  ejemplo,  la  ley 
de  18  de  mayo  de  1892  sóbrelas  sociedades  por  acciones, 
regla  principalmente  los  principios  de  administración  y 
de  las  sociedades  comerciales. 
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En  Austria,  las  sociedades  por  acciones  extranjeras  que 
quieren  operar  deben  ser  sometidas  á  una  autorización 
especial.  Las  condiciones  de  esa  autorización  son  regidas 
por  una  ordenanza  de  29  de  noviembre  de  i865,  de  una 
ley  especial  de  27  de  junio  de  1878,  exige  que  las  socie- 
dades sean  registradas  en  cada  lugar  de  la  monarquía  en 
que  hagan  operaciones  y  que  se  nombre  un  representante 
domiciliado  en  él  para  que  sea  el  representante  de  la  su- 
cursal que  se  establezca. 

En  Italia,  las  sociedades  comerciales  son  regidas  por  los 
artículos  75  a  2/Í9  de  Código  de  comercio  de  i863,  y  las 
sociedades  extranjeras  están  regidas  por  el  artículo  280. 
Ellas  se  deben  conformar  á  las  leyes  que  rigen  á  las  socie- 
dades italianas  (art.  91)  para  sus  sucursales  y  estable- 
cimientos secundarios. 

En  Rumania,  las  sociedades  extranjeras  regidas  por  el 
artículo  2  5o  del  Código  de  comercio,  han  sido  reconoci- 
das, por  una  sentencia  de  la  corte  de  Casación  y  por  un 
decreto  de  8  de  julio  de  1892,  la  facultad  de  actuar  ante 
los  tribunales,  pero  con  la  radicación  de  un  apodera- 
do, etc. 

Esta  es  la  situación  que  tienen  las  sociedades  francesas, 
en  general,  en  los  principales  países  con  los  que  mantiene 
relaciones,  además  de  las  leyes  ya  mencionadas  con  otros 
ya  mencionados  ó  que  mencionaré  después. 

Su  actitud,  sin  embargo,  respecto  de  la  mayoría  de 
ellos,  ha  sido  la  de  acordarles  generalmente  con  amplitud 
el  decreto  de  autorización  que  á  nosotros  se  nos  niega  y 
que  ha  sido  concedido  á  : 
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Turquía  y  Egipto,  decretos  de  9  y  18  de  mayo  de  iSSg. 

Cerdena,  decreto  de  8  de  septiembre  de  1860. 

Portugal,  decreto  de  27  de  febrero  de  1861. 

Luxemburgo,  decreto  de  27  de  febrero  de  1861. 

Suiza,  decreto  de  11  de  mayo  de  1891. 

España,  decreto  de  5  de  agosto  de  1861. 

Grecia,  decreto  de  9  de  noviembre  de  1861. 

Estados  Rumanos,  decreto  de  7  de  febrero  de  1862. 

Países  Bajos,  decreto  de  22  de  julio  de  i863. 

Rusia,  decreto  de  25  de  febrero  de  i865. 

Prusia,  decreto  de  19  de  diciembre  de  1866. 

Sajonia,  decreto  de  28  de  mayo  de  1868. 

Austria,  decreto  de  20  de  junio  de  1872. 

Suecia  y  Noruega,  decreto  de  i/J  de  junio  de  1872. 

Estados  Unidos,  decreto  de  6  de  agosto  de  1882. 

Rumania,  decreto  de  18  de  diciembre  de  1908. 

VI.  La  gestión  diplomática  que  corresponde,  no  só- 
lo podría  hacerse  en  la  forma  de  una  negociación  que  pu- 
diera traducirse  en  el  decreto  del  gobierno  francés  á  que 
aspiramos,  sino  que  podría  llegar  á  un  acuerdo  di- 
plomático bajo  la  forma  de  un  protocolo  adicional  á  un 
tratado  ya  existente  ó  de  un  convenio  expreso,  si  no  exis- 
tiera el  antecedente  de  una  convención  anterior. 

La  realización  de  la  negociación  deque  se  trata  y  la  gestión 
á  que  me  refiero  requiere ,  la  previa  determinación  del  víncu- 
lo convencional  que  ya  existe  entre  Francia  y  la  República 
Argentina,  para  determinar  con  conocimiento  de  él  si  pue 
de  servir  de  fundamento  y  de  base  en  la  acción  diplomática. 

VIL  Bajo  este  punto  de  vista  tanprincipal,  son  felizmente 
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para  la  tesis  que  conviene  á  la  República  Argentina,  muy 
decididas  las  opiniones  de  los  eminentes  abogados  fran- 
ceses consultados. 

Nuestro  país  está,  como  se  sabe,  vinculado  á  la  repú- 
bbca  francesa  por  el  tratado  de  19  de  julio  de  i853,  ratifi- 
cado en  la  convención  adicional  de  i"  de  febrero  de  191 3, 
cuyo  artículo  1°  dice  textualmente :  «ningún  favor  ó  inmu- 
nidad cualquiera  de  acuerdo  con  los  términos  del  tratado 
del  19  de  julio  de  i853,  será  acordado  á  la  República  Ar- 
gentina, al  pabellón  ó  al  comercio  de  otra  nación,  sin  que 
ella  lo  sea  igualmente  al  pabellón  ó  al  comercio  francés: 
todc  favor  ó  inmunidad  acordado  en  Francia  al  pabellón 
ó  al  comercio  de  otra  nación,  será  igualmente  extendido 
al  comercio  ó  al  pabellón  argentino.  Se  entiende  que,  por 
aplicación  de  esta  disposición  y  de  la  del  artículo  8°  del 
tratado  de  i853,  los  nacionales,  los  productos  y  los  na- 
vios de  cada  uno  de  ambos  países,  tendrán  derecho  en  el 
otro,  sin  restricción,  al  tratamiento  de  la  nación  más  favo- 
recida, sobre  todo  en  materia  de  tarifa». 

Considerándolo,  el  señor  George  Devine  dice:  «que  el 
tratamiento  de  nación  más  favorecida  no  puede  estar  limi- 
tado á  las  relaciones  marítimas,  al  pabellón  y  á  las  tarifas 
que  les  ha  acordado  sin  duda  á  todas  las  materias  del  co- 
mercio argentino  y  de  los  nacionales  sin  restricción,  para 
colocar  en  esas  condiciones  satisfactorias  las  relaciones 
comerciales  de  esta  república  con  Francia». 

Agrega  á  continuación,  definiendo  su  opinión  precisa 
concorde  con  la  de  monsieur  Poincaré  y  la  de  monsieur 
Mi  llera  nd : 
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«De  tales  expresiones  puede  decirse  que  implican  ne- 
cesarianiente  para  las  sociedades  comerciales  de  naciona- 
lidad argentina,  la  personalidad  y  el  derecho  de  actuar, 
resultando  aún  de  toda  evidencia  que  sin  ello  el  comercio 
argentino  no  se  encontraría  en  Francia  en  condiciones  sa- 
tisfactorias. )) 

Afirma  el  mismo  abogado  también,  que  esta  interpreta- 
ción es  la  que  por  una  disposición  análoga  á  la  del  artícu- 
lo 1 1  del  tratado  de  Francfort,  de  lo  de  mayo  de  187 1, 
se  dio  por  la  corte  de  Casación,  y  por  la  sentencia  de  la 
cámara  civil  de  i/i  de  mayo  de  1896,  Banco  de  Alsacia- 
Lorena,  1898. 

Analizada  esta  clausula  en  las  opiniones  de  los  aboga- 
dos favorables  á  la  gestión  argentina,  resulta  terminante. 
Así  se  dice  en  una  de  ellas  :  «  Según  los  que  la  sostienen,  es 
necesario  partir  de  que  en  Francia  la  capacidad  jurídica 
de  las  sociedades  extranjeras,  puede  resultar,  no  solamen- 
te de  un  tratado  especial  relativo  á  las  sociedades  de  co- 
mercio sino  de  un  tratado  en  que  se  encuentre  inserta  la 
cláusula  de  la  nación  más  favorecida,  á  condición,  bien 
entendido,  que  esa  cláusula  esté  redactada  de  una  mane- 
ra comprensiva. 

«Loque  hay  que  sostener  por  la  cláusula  de  la  nación 
más  favorecida.  Se  encuentra  en  la  siguiente  definición  en 
la  obra  del  señor  Calvo,  ministro  plenipotenciario  de  la 
República  Argentina,  El  derecho  internacional  teórico  y 
práctico  : 

«Los  tratados  de  comercio  y  de  navegación  contienen, 
de  ordinario,  una  cláusula  por  la  cual  las  partes  contratan- 
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tes  se  confieren  mutuamente  el  régimen  de  la  nación  más 
favorecida,  es  decir,  participación  a  las  ventajas  más  consi- 
derables que  ellas  ya  han  ó  llegarían  á  acordar  como  conse- 
cuencia a  una  tercera  potencia.  Esta  estipulación,  según  los 
términos  en  que  está  redactada  es  tan  pronto  gratuita,  tan 
pronto  condicional  y  subordinada  á  condiciones  iguales  ó 
equivalentes  á  aquellas  que  se  han  hecho  por  el  país  del  cual 
ella  generaliza  la  situación  privilegiada. 

«Esta  definición  muestra  claramente  que  la  cláusula  de 
la  nación  más  favorecida  no  es,  como  se  cree  algunas  ve- 
ces equivocadamente,  restringida  á  las  cuestiones  aduane- 
ras (importación,  exportación,  tránsito,  trasbordo  y  depó- 
sitode  las  mercaderías,  tarifas,  etc.).  Ella  tiene  un  alcance 
general  y  se  aplica  á  las  relaciones  comerciales  internacio- 
nales, comprendidas  en  el  más  amplio  sentido. 

((  La  fórmula  de  esta  cláusula  puede  variar  sin  duda,  se- 
gún los  tratados,  pero  entonces  se  trata  de  interpretarla  y 
es  cierto  que  no  hay  ninguna  razón  a priori  para  interpre- 
tarla restrictivamente. 

(( Ya  en  1 886  la  cámara  des  Requétes  de  la  Corte  de  casa- 
ción había  estatuido  en  este  sentido,  en  un  decreto,  á  pro- 
pósito del  tratado  franco-brasileño  de  8  de  enero  de  1826. 

((A  los  términos  de  este  tratado  (D.  87,  i  ,22^,  22  de 
julio  de  1886,  Ch.  Requétes).  Los  sujetos  de  cada  una  de 
las  altas  partes  contratantes,  al  quedar  sometidos  á  las  le- 
yes del  país,  disfrutan  en  su  persona  en  toda  la  extensión 
de  los  territorios  de  la  otra,  de  los  mismos  derechos,  pri- 
vilegios, favores,  excepciones  que  son  ó  serán  acordados 
á  los  sujetos  de  la  nación  más  favorecida. 
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((Se  ha  concluido  la  aplicación  para  los  sujetos  brasile- 
ños de  los  principios  presentados  por  el  artículo  2°  del  tra- 
tado franco-suizo  de  i5  de  julio  de  18 19,  dando  la  com- 
petencia á  los  tribunales  franceses,  en  las  diferencias  en- 
tre suizos  domiciliados  en  Francia. 

((Las  decisiones  dadas  á  propósito  de  la  interpretación 
del  tratado  de  Francfort  han  reconocido  que  la  cláusula 
estableciendo  en  provecho  de  los  sujetos  de  una  nación, 
el  régimen  de  la  nación  más  favorecida,  debe  apHcarse  al 
libre  ejercicio  de  los  derechos  de  las  sociedades  comercia- 
les, sin  que  pueda  servir  de  argumento  la  palabra  ((suje- 
tos», empleada  por  el  tratado  de  Francfort  (art.  11),  pa- 
ra restringir  el  alcance  á  las  personas  físicas  con  exclusión 
de  las  personas  morales,  tales  como  las  sociedades  anóni- 
mas alemanas.  » 

Lyon,  1 3 de  diciembre,  Prop.  indastr.  deBerne,  91,  pá- 
gina I  o  4. 

Trlb.  civ.  Seine,  18  février  1893(92.  2.  iBy). 

Pouillet,  Prop.  industr.  deBerne,  91,  página  102. 

Weis,  Traite  de  droit  ínternational privée,  página  i63. 

Es  cierto  que,  sobre  el  alcance  de  la  palabra  ((  sujetos  » 
se  podría  ((  citar  en  sentido  contrario,  particularmente  en 
una  decisión  de  la  corte  de  Casación  de  i"  de  agosto  de 
1860  (Sirey,  60,  1,  870)  y  de  la  corte  de  Orléans.  (D.  60, 
2,  226.)  Quedaba,  pues,  permitido,  considerar  la  juris- 
prudencia como  dividida:  pero  en  favor  de  la  primera  so- 
lución han  hecho  valer  argumentos  decisivos  diversos  au- 
tores )) . 

Se  dirá  en  vano  que,  el  tratado  de  Francfort,  habla  de 
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los  Sujetos  de  las  dos  naciones  y  no  de  las  sociedades  anó- 
nimas, que  el  tribunal  de  Colmar  ha  rehusado  el  recono- 
cimiento de  las  sociedades  de  seguros  francesas  decisión 
de  12  de  diciembre  1881  (D.  82,  2,  9)  y  que  hay  que 
hacer  uso  de  represalia.  Los  tratados  de  comercio  deben 
interpretarse  de  buena  fe.  Cuando  en  el  tratado  de  Franc- 
fort se  ha  estipulado  que  :  (( el  gobierno  francés  y  el  go- 
bierno alemán  tomarán  como  base  de  sus  relaciones  co- 
merciales el  régimen  del  tratamiento  recíproco  sobre  el 
pie  de  la  nación  más  favorecida  »  es  una  disposición  lo 
más  amplia  posible,  que  no  hace  distinción  entre  las  per- 
sonas naturales  y  las  personas  morales;  y,  cuando  más 
adelante  se  trata  de  los  sujetos  de  las  dos  naciones,  no  se 
puede  sinceramente,  pretender  que  la  palabra  se  toma  en 
un  sentido  restrictivo )).  (Eug.  Pouillet,  La  propriété  in- 
dasirielle  de  Berne ,  pág .  i  o  3 . ) 

Para  algunos,  pues,  debe  considerarse  la  controversia 
como  deíinitivamente  concluida  por  la  sentencia  de  la 
Corte  de  casación  de  i/i  de  mayo  de  1895.  En  esta  sen- 
tencia, la  corte  vuelve  de  nuevo  á  su  jurisprudencia  ante- 
rior y  estatuye  en  los  términos  reproducidos  en  la  consulta 
Poincaré  (pág.  4,  in  fine  y  copias ;  Dalloz,   9G,  1242). 

La  corte  estatuyendo  sobre  el  tercer  medio  de  apela- 
ción.  Visto  el  artículo  1 1  del  tratado  de  Francfort  de  la 
de  mayo  de  187 1 ,  concebido  en  estos  términos  :  «  el  go- 
bierno francés  y  el  gobierno  alemán  tomarán  como  base 
de  sus  relaciones  comerciales,  el  régimen  de  tratamiento 
recíproco  sobre  el  pie  de  ia  nación  más  favorecida.  Enas- 
ta regla  están  comprendidos  los  derechos  de  entrada  y 
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salida;  el  tránsito,  las  formalidades  aduaneras,  la  admi- 
sión y  el  trato  de  los  sujetos  de  las  dos  naciones,  lo  mis- 
mo que  sus  agentes. 

«Visto  que  el  derecho  acordado  por  esta  disposición  á 
los  sujetos  alemanes  de  ser  admitidos  y  tratados  en  Fran- 
cia como  los  franceces  en  Alemania,  y  de  disfrutar  de  to- 
das las  ventajas  aseguradas  á  la  nación  más  favorecida  no 
comporta  ninguna  distinción,  ni  tiene  cuenta  de  las  per- 
sonas que  pueden  ser  personas  morales  lo  mismo  que 
personas  físicas,  ni  tiene  en  cuenta  todo  lo  que  hace  el 
objeto  del  tratado,  de  loque  resulta  que  todo  sujeto  ale- 
mán está  admitido  para  ejercer  sus  derechos  de  justicia 
ante  los  tribunales  franceses,  sea  para  intentar  una  acción, 
sea  para  defender,  considerando  que  la  autorización  exi- 
gida á  las  sociedades  extranjeras  por  la  ley  francesa,  pue- 
de resultar  lo  mismo  de  un  tratado  que  de  un  decreto, 
etc.  )) 

Existe,  entre  Francia  y  la  República  Argentina,  una 
convención  que  contiene  una  cláusula  absolutamente  aná- 
loga. Es  la  convención  adicional  al  tratado  de  lo  de  julio 
de  1 853,  la  que  ha  sido  ratificada  por  la  ley  de  3o  de 
enero  y  i"  de  febrero  de  1893. 

El  artículo  i"  se  expresa  de  la  siguiente  manera  : 

«No  debiendo  ningún  favor  ó  inmunidad  cualquiera, 
según  los  términos  del  tratado  de  10  de  julio  de  i853, 
ser  acordado  en  la  República  Argentina  al  pabellón  ó  al 
comercio  de  otra  nación,  siempre  que  elía  no  lo  sea  igual- 
mente al  pabellón  ó  al  comercio  francés,  todo  favor  ó  in- 
munidad acordado  en  Francia  al  pabellón  ó  comercio  de 
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otra  nación,  será  igualmente  extendido  al  comercio  y  al 
pabellón  argentino.  Queda  entendido  que  por  la  aplica- 
ción de  esta  disposición  y  la  del  artículo  8  del  tratado 
de  1 853,  los  nacionales,  los  productos  y  los  navios  de 
cada  uno  délos  dos  países  tendrán  derecho  en  el  otro, 
sin  restricción,  al  trato  de  nación  más  favorecida,  espe- 
cialmente en  materia  de  tarifas.  » 

Sería  absurdo,  desde  que  la  Corte  de  casación  da  á  la 
palabra  (( sujeto  »  contenida  en  el  artículo  2"  del  tratado 
de  Francfort  la  interpretación  amplia  y  liberal  que  es  co- 
nocida, dar  un  sentido  más  restringido  á  la  palabra  «  na- 
cionales ))  contenida  en  la  convención  de  1893.  La  auto- 
ridad de  la  resolución  de  la  Corte  de  casación  es  absolu- 
tamente decisiva.  Sin  embargo,  es  necesario  hacer  notar 
que  la  corte  de  Rouen  ha  confirmado  la  misma  opinión, 
por  una  resolución  del  22  de  julio  de  1896,  para  que  no 
pueda  caber  duda  sobre  el  vigor  de  esta  doctrina.  (Corte 
de  Rouen,  22  de  julio  de  1896,  S.  97,  2,  1 15.  Banco  de 
Alsacia-Lorena).  ((  Teniendo  en  cuenta  que  para  reivindi- 
car el  derecho  de  actuar  en  justicia  en  Francia  el  Banco 
de  Alsacia-Lorena  invoca  el  artículo  2"  del  tratado  de 
Francfort  de  1 1  de  mayo  de  1881,  combinado  con  el  ar- 
tículo 10  de  la  convención  adicional  de  16  de  diciembre 
siguiente,  teniendo  en  cuenta  que,  en  lo  que  concierne  al 
tratado  de  Francfort,  á  estar  á  los  términos  del  artículo 
1 1  de  este  tratado,  el  régimen  de  la  nación  más  favoreci- 
da es  proclamado  como  la  base  de  las  relaciones  comer- 
ciales entre  los  dos  países;  que  esta  disposición  funda- 
mental ha  sido  concebida  sin  restricción  ni  reserva,  y  que 
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ella  no  debe  aplicar  necesariamente  al  régimen  de  las  so- 
ciedades anónimas,  que  son  el  instrumento  más  poderoso- 
de  las  relaciones  comerciales,  que  si  alguna  duda  se  pue- 
de levantar  contra  esa  interpretación,  quedarla  disipada 
por  el  desenvolvimiento  que  las  altas  partes  contratantes- 
han  dado  al  principio  general,  en  el  sentido  de  creer  com- 
prendidas en  esta  regla  la  apreciación  de  los  sujetos  de  las 
dos  naciones,  así  cerno  sus  agentes;  no  puede  dudarse 
que  esas  expresiones  abarcan  manifiestamente,  en  su  ge- 
neralidad, las  personas  físicas  y  las  personas  morales.  » 

En  el  mismo  orden  de  ideas,  es  decir,  sosteniendo  el 
derecho  y  la  razón  que  puede  invocarla  República  Argenti- 
na al  sostenerla  resolución  de  este  asunto,  como  compren- 
dido en  la  cláusula  de  la  nación  más  favorecida  que  deter- 
mina el  tratado  del  gS,  se  expresa  monsieur  Mlllerand  al 
evacuar  la  consulta,  coincidiendo  con  las  opiniones  de 
monsieur  Poincare,  pero  fundándola  más  ampliamente. 

No  podría  tener  la  gestión  argentina  apoyo  más  presti- 
gioso que  el  juicio  de  los  juristas  recordados  que,  como- 
es  notorio,  forman  parte  actualmente  del  gabinete  franj- 
ees. Por  mi  parte,  al  apreciar  la  cuestión  á  la  luz  de  la  ju- 
risprudencia actual,  y  después  del  tiempo  transcurrido- 
desde  que  esas  opiniones  se  emitieron,  debo,  como  lo  hi- 
ce anteriormente,  al  considerar  otra  fase  de  ellas  mismas, 
expresar  el  grado  de  aceptación  que  actualmente  tiene, 
para  derivar  de  este  hecho  el  grado  de  probabilidad  que- 
presente  la  gestión,  para  poder  sustentarse  en  principio&^ 
definitivos. 

Inútil,  aunque  Fácil  tarea,  sería  la  de  entrar  á  exponer- 
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las  razones  personales  por  las  cuales  me  inclino  á  aceptar, 
el  valor  jurídico,  intrínseco,  por  decirlo  así,  de  la  doctri- 
na sustentada  por  monsieur  Millerand. 

Fluye,  naturalmente,  el  juicio  que  corresponde  de  la 
sentencia  magistral  de  la  corte  de  Rouen,  sin  necesidad 
de  entrar  en  una  distinción  metafísica  para  rechazar  el 
sentido  comprensivo  que  ella  da  á  la  cláusula  mencionada 
y  que  es  de  perfecta  adaptación  al  tratado  de  iSgB. 

Que  no  existe,  sin  embargo,  una  congregación  definitiva 
en  el  campo  siempre  movible  de  la  doctrina  jurídica,  po- 
dría probarse  con  el  tratado  de  Lyon-Caen  y  Renault  que 
he  de  citar  reiteradamente,  porque  me  merece  el  mayor 
respeto  en  su  reciente  información  y  en  su  severa  preci- 
sión jurídica. 

Escribiendo  en  nuestros  mismos  días  sobre  la  cuestión 
•de  la  cláusula  de  nación  más  fovorecida,  respecto  de  las 
sociedades  anónimas  extranjeras,  da  su  opinión,  página 
52  1,  tomo  2",  en  una  forma  neta  y  definida:  dice: 
«Siento  no  poder  aceptar  esa  doctrina:  creo,  por  lo 
contrario,  que  la  cláusula  de  nación  más  favorecida,  no 
puede  habilitar  las  sociedades  extranjeras  á  actuar  en 
Francia.  Se  trata  en  ella  de  personas  civiles,  y  no  es  posi- 
ble extender  á  esas  personas  una  cláusula  que  de  ordina- 
rio abarca  el  sujeto  de  los  propios  estados  contratantes, 
para  hacerles  reconocer  el  derecho  de  ejercer  libremente 
^1  comercio.  Las  cuestiones  relativas  á  las  personas  civi- 
les es  generalmente  reglada  á  parte.  Es  así  que  á  pesar  de 
los  tratados  concluidos  entre  Francia  y  Suiza,  las  socie- 
dades anónimas  suizas  siguen  siendo  consideradas  como 
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que  no  tienen  derecho  de  actuar  en  Francia  antes  que 
el  decreto  de  1 1  dé  mayo  de  1861 ,  dado  en  ejecución  del 
artículo  2"  de  la  ley  de  3o  de  mayo  de  1857,  se  lo  haya 
conferido.  Por  lo  demás,  Ja  cláusula  de  nación  más  favo- 
recida no  tiene  una  significación  absoluta,  y  es  así  que 
para  nosotros  no  entraña  ella,  entre  los  sujetos  respecti- 
vos, la  dispensa  de  la  caución  judicaíus  solvís  ó  la  aplica- 
ción del  artículo  i4  del  Código  civil.  Ella  implica  en  rea- 
lidad el  derecho,  para  esos  sujetos,  de  realizar  el  comercio 
libremente,  sin  estar  sometido  á  ningún  gravamen  espe- 
cial, en  razón  de  su  carácter  extranjero.  Así  ellas  pueden 
actuar  aisladamente  ó  formar  sociedades  de  comercio  en 
los  países  contratantes  á  que  no  pertenecen,  pero  hacer 
en  su  propio  país  sociedades  anónimas  con  la  actitud  de 
actuar  en  los  países  contratantes,  es  una  cuestión  comple- 
tamente diferente.  » 

Esta  opinión  es  tanto  más  digna  de  notar  cuanto  que 
aparta  uno  de  los  puntos  de  vista  en  que  sustentaba  su  te- 
sis monsieur  Millerand,  para  basarla  sólidamente  en  un 
análisis  contrario  á  los  textos  y  los  antecedentes  del  tra- 
tado de  Francfort. 

Agrega  en  efecto,  en  las  notas  de  la  página  recordada  : 
((el  argumento  derivado  del  sentido  estrecho  de  la  pala- 
bra ((  sujeto»  no  tiene,  es  necesario  reconocerlo,  un  valor 
absoluto,  y  hay  en  verdad  tratados  internacionales  en  los 
cuales  la  palabra  sujeto  es  considerada  sin  dificultad  como 
comprendiendo  las  sociedades.  (Véase  Convención  interna- 
cional de  París,  de  20  de  marzo  i883,  sobre  la  protección 
-de  la  propiedad  industrial,  art.  2°.) 

ANAL.     FAC.     DE     DER.     r.     lil     (2*    p.)  7 
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Podría,  pues,  la  tesis  argentina  defenderse  de  la  propia 
opinión  de  Lyon-Caen  y  Renault,  sosteniendo  la  simili- 
tud del  artículo  i"  de  nuestro  tratado  con  el  artículo  i^ 
de  la  convención  recordada,  si  más  adelante  el  misma 
autor  analizando  el  caso  de  Alsacia-Lorena  y  el  tratado  de 
Francfort  no  apoyara  la  interpretación  restrictiva  de  la 
cláusula  de  la  nación  más  favorecida,  en  la  siguiente 
forma : 

((  Relativamente  á  las  sociedades  anónimas  autorizadas^ 
por  tratado  se  ha  presentado  una  grave  cuestión,  que 
se  refiere  á  las  convenciones  diversas  realizadas  entre 
Francia  y  los  estados  extranjeros  para  estipular  el  trata- 
miento de  nación  más  favorecida.  Esta  cláusula  entraña 
para  los  estados  extranjeros  á  los  cuales  se  aplica,  el  de- 
recho de  actuar  en  Francia,  por  lo  mismo  que  ese  dere- 
cho pertenece  á  un  cierto  número  de  estados.  »  Esta 
cuestión  se  presenta  en  las  relaciones  de  los  estados  que 
no  pueden  invocar  un  decreto  dado  en  virtud  de  la  ejecu- 
ción de  la  ley  del  3o  de  mayo  de  1857. 

Agrega  más  abajo  que  esta  cuestión  se  plantea  princi- 
palmente á  propósito  de  las  sociedades  de  Alsacia-Lorena, 
en  lo  que  se  refiere  á  las  sociedades  francesas,  y  en  lo  que 
atañe  á  la  interpretación  del  artículo  11  del  tratado  de 
PVancfort  que  contiene  la  cláusula  de  nación  más  favo- 
recida. 

Antes  de  dar  su  opinión  en  la  solución  discutida  que 
expresa  en  dos  argumentos,  plantea  la  referencia  de  algu- 
nos casos  de  jurisprudencia,  como  ser :  Lyon  (i'^cl.),  i3 
(lee.  1889,   La  propr.  ind.  (de  Berne),    1801,  pág.  lo^.. 


CONSULTA  JURÍDICA 


99 


Cass.,  i6  mai  iSgo,  S.  et  J.  pal.,  1896,  1.161 ;  D.  1896, 
1.  1/Í9  (  conclusiones  de  M.  Desjardins);  Rouen,  22  juin 
1896,  S.  etJ.pal.,  1897,  2.  ii5;  Cass.  nov.  1899.; 
Weiss,  Trait.  élém.  droHpriv.,  p.  i63á  166:  Trait.  droii 
int.  prív.  ;  y  después  dice  : 

a)  ((  Parece  resultar  del  texto  mismo  del  artículo  1 1 
del  tratado  de  Francfort,  que  la  cláusula  de  la  nación  más 
favorecida  que  él  contiene  no  se  aplica  á  todo  sino  que 
tiene  en  cuenta,  especialmente,  las  disposiciones  concer- 
nientes á  las  relaciones  aduaneras  entre  los  dos  estados 
contratantes.  Este  artículo  11,  es  en  efecto,  concebido 
así :  Los  tratados  de  comercio  con  los  diferentes  estados  ha- 
biendo sido  anulados  por  la  guerra,  el  gobierno  francés  y  el 
gobierno  alemán  tomarán  como  base  para  sus  relaciones,  el 
régimen  de  tratamiento  recíproco  en  la  forma  de  la  nación 
más  favorecida.  Quedan  comprendidos  en  esta  regla  los  dere- 
chos de  entrada  y  salida,  tránsito,  las  formalidades  aduaneras, 
la  administración  y  el  tratamiento  de  los  sujetos  de  las  dos 
naciones,  lo  mismo  que  sus  agentes  ; 

b)  Un  incidente  producido  en  la  sesión  de  las  confe- 
rencias de  Francfort  del  4  de  noviembre  de  1871,  mues- 
tra que  los  plenipotenciarios  franceses  y  alemanes  no 
dieron  á  la  cláusula  la  extensión  que  se  le  quiere  atribuir. 
Véase,  en  efecto,  lo  que  se  lee  en  el  protocolo  de  esta 
sesión  :  «Antes  de  concluir  la  sesión  los  plenipotenciarios- 
franceses  piden  á  sus  colegas  si  han  recibido  del  gobierno 
imperial  una  respuesta  al  proyecto  de  declaración  sobre 
la  situación  recíproca,  en  Alsacia-Lorena  y  en  Francia,  de 
las  sociedades  anónimas  industriales  y  financieras,  lo  inis- 
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mo  que  sobre  el  libre  funcionamiento  en  los  territorios 
cedidos,  de  las  agencias  de  las  coinjjañías  de  seguros 
sobre  la  vida  y  contra  incendios.  Los  plenipotenciarios 
alemanes  responden  que  no  han  creído  deber  transmitir 
á  su  gobierno  la  declaración  protocólica  de  que  se  trata. 
Según  ellos,  la  garantía  reclamada  en  favor  de  las  compa- 
ñías de  seguros  hoy  día   existentes  en   x\lsacia-Lorena, 
implicaría  una  inmiscuición  en  la  administración  interior 
del  país,  que  el  tenor  general  de  sus  instrucciones  les 
obliga  á  rechazar.  En  cuanto  á  la  situación  legal  de  las 
sociedades  anónimas  de  Alsacia,  que  el  primer  aparte  del 
mismo  proyecto  de  declaración  vendría  á  colocar  en  la 
misma   línea    que  las    sociedades   prusianas,    ellos   han 
pensado  que  este  punto  debía  reservarse  para  una  inteli- 
gencia por  la  vía  diplomática.  Los  plenipotenciarios  fran- 
ceses replican  que  si  el  gobierno  imperial  confirma  esta 
manera  de  ver  el  asunto,   no  insistirán  de  otro  modo 
sobre  el  mantenimiento  de  la  fórmula  que  habían  recibi- 
do orden  de  proponer  á  sus  colegas.  » 

Es  evidente,  pues,  que,  como  decía  anteriormente,  no 
ha  evolucionado  la  jurisprudencia  ni  la  opinión  de  los 
autores  como  para  que  pueda  citarle  una  doctrina  defini- 
tiva sobre  la  cual  puede  desenvolverse  con  absoluta  cer- 
teza esa  fase  de  la  gestión  argentina.  Éntrelos  que  sostie- 
nen el  pro  y  el  contra  de  la  tesis  sobre  si  la  autorización  re- 
sulta implícitamente  de  los  tratados,  en  virtud  de  la  cláu- 
sula de  la  nación  más  favorecida,  se  discute  vivamente,  y 
en  el  momento  en  que  escribo  podría  citarle  por  la  afirma- 
tiva: Cass.,  i4  mal  1895,  précité,  et  sur  renvoi,  Rouen, 
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22  juill.  1896,  précité;  Lyon,  i3  déc.  i8S^,  Lapropr.  in- 
diistrielle  de  Berne,  1891.  loli.  Adde:  Despagnet,n.  66; 
Kaufinann,  T.  dr.  intern.  pi\,  1882,  p.  129  et  s.  260  et 
s. :  Koeller,  note  sous  Cass.,  i/i  mai  1898,  D.  96.  i. 
25o-25i;  Pouillet,  La  propr.  indastr.  de  Berne,  1891, 
p.  102  et  s.  ;  Thaller,  loe.  cit.  ;  Weiss,  p.  i63  et  s.  Por 
la  negativa:  Cass.,  i'' aoút  1860,  S.  68.  1.865,  D.  60. 
i./i/i/i;  Orléans,  10  mars  et  19  mai  1860,  S.  Ibid.,  cid 
noiam.  D.  60.  2.  126:  París,  22  dec.  1892,  précité; 
1*^"  juiU.  1893,  sous  Cass.,  1 4  mai  1896,  précité  ; 
Tril).  d'appel  de  Colmar,  12  déc.  1881,  précité.  Adde: 
Lyon-Caen  et  Renault,  t.  2,  n.  1 102 ;  Lyon-Caen,  note 
sous  Cas.,  1/5  mai  i8o5,  s.  96.  i.  161  :  Surville,  i?,  cr//., 
1898,  p.  232. 

Sino  fuera  mi  propósito  reducir  en  lo  posible  los  lími- 
tes de  este  estudio,  me  sería  fácil  desenvolver  mi  propia 
doctrina  favorable  al  reconocimiento  de  la  comprensión 
implícita  en  la  cláusula  de  nación  más  favorecida  deltratado 
franco-argentino  del  96,  pero  lo  que  interesa  es  la  solución 
práctica  del  caso,  y,  en  ese  sentido,  es  necesario  insistir 
una  vez  más  en  la  versatilidad  que  caracteriza  la  política 
francesa  en  este  género  de  asuntos,  movida  siempre  por 
una  sugestión  que  suele  ser  una  conveniencia  eventual 
ó  una  razón  ocasional  y  transitoria. 

Consecuencia  de  todo  ello  debería  ser,  en  mi  opinión, 
la  moderada  pero  persistente  energía  con  que  esta  gestióo 
debería  desenvolverse.  Inútil  sería  sumergir  el  espíritu  en 
el  análisis  de  las  múltiples  y  encontradas  interpretaciones- 
de  la  cláusula  de  la  nación  más  favorecida,  que  hacién- 
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dola  inútil  para  los  fines  de  la  política  económica  contem- 
poránea, la  va  desalojando  del  derecho  convencional  de 
los  estados,  ya  que  el  concepto  moderno  tiende  á  imponer 
en  todas  partes  los  acuerdos  comerciales  á  base  de  reci- 
procidad. Si  la  gestión  diplomática  sobre  este  asunto  no 
obtuviera  el  éxito  que  merece,  sería  el  caso  de  meditai* 
sobre  la  denuncia  de  nuestro  viejo  tratado  con  Francia, 
haciendo  saber  esos  propósitos  á  la  cancillería  francesa, 
aunque  fuera  sin  la  esperanza  de  ejercer  así  una  legítima 
coacción  en  este  asunto. 

Si ,  en  general ,  de  nuestros  tratados  de  comercio  he  sos- 
tenido ya  alguna  vez  la  conveniencia  de  preparar  su  de- 
nuncia para  hacerla  después  de  una  enquéfe  que  precise 
los  rumbos  de  nuestra  política  comercial,  procediendo 
como  lo  hizo  Italia  al  iniciar  en  1 910  la  denuncia  general 
de  todos  sus  viejos  tratados  de  comercio,  podría  tener  ese 
propósito,  de  que  soy  un  decidido  partidario,  su  comien- 
zo de  ejecución  en  este  asunto.  Recuerdo  perfectamente 
el  carácter  especial  de  todos  aquellos  tratados  del  53  como 
el  franco-argentino,  que  no  tienen  cláusula  de  denuncia 
pero  creo  como  lo  he  sostenido  públicamente  que  la  con- 
dición déla  denuncia,  está  implícita  en  todo  tratado  aun- 
que fuera  á  perpetuidad. 

En  general,  todos  nuestros  tratados  de  comercio 
antiofuos  como  este  franco- argentino  del  53,  son  deri- 
vaciones  de  una  época  en  que  nuestra  debilidad  orgá- 
nica de  país  apenas  constitm'do  y  las  exigencias  abruma- 
doras del  momento,  nos  obligaron  á  concertar  con 
caracteres  hoy  día  Inadmisibles.  Fueron,  sin  duda,  esos 
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acuerdos  internacionales,  hechos  ante  todo  con  el  objeto 
de  acentuar  nuestra  personalidad  y  exteriorizar  nuestra 
civilización  y  cultura.  Se  explica  así,  con  aquel  concepto 
con  que  lo  fundara  Alberdi,  que  tengan  en  su  texto  decla- 
raciones, garantías  y  seguridades  á  las  personas,  á  los 
bienes,  á  los  derechos  y  prerrogativas  de  los  extranjeros, 
que  sorprende  ver  repetidos  en  un  tratado  internacional, 
cuando  están  tan  ampliamente  consagrados  y  generosa- 
mente ofrecidos  en  las  amplitudes  de  nuestra  constitución 
federal. 

Pero  es  en  relación  á  nuestra  condición  de  país  expor- 
tador en  las  proporciones  de  la  grande  magnitud,  conque 
concurrimos  á  los  mercados  europeos,  el  concepto  ante  el 
cual  resulta  inadmisible  el  tipo  de  los  tratados  comerciales 
del  53.  (I De  que  sirven,  en  efecto,  esas  cláusulas  de  nación 
más  favorecida  que  resultan  irrisorias  ante  la  inutilidad 
de  las  gestiones  que  á  su  amparo  se  hagan?  Sirven  sólo 
para  dificultarla  gestión  de  nuestros  ramos  de  exportación 
en  el  extranjero,  haciéndolos  fracasar,  como  sucedió  en  al- 
gunas gestiones  diplomáticas  en  Alemania  para  buscar 
convenios  que,  á  base  de  reciprocidad  permitieran  gober- 
nar y  proteger  en  su  marcha  á  través  de  los  grandes  mer- 
cados del  mundo,  á  los  productos  de  la  exportación  argen- 
tina. Si  nosotros  estamos  desarmados  con  una  interpre- 
tación leal  de  esa  cláusula,  para  graduar  condiciones  de 
reciprocidad  que  en  virtud  de  ella  misma  nos  vemos  obli- 
gados á  generalizar  á  otros  países,  de  que  sirve,  decía,  si 
cuando  la  invocamos  en  casos  como  en  el  de  las  relaciones 
franco- argentinas,  obtenemos  el  éxito  que  hemos  con  se- 
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guido  en  la  exportación  de  nuestras  carnes,  de  nuestros 
trigos,  y  en  esta  reiterada  é  inútil  gestión,  para  el  recono- 
cimiento de  nuestras  sociedades  anónimas. 

Si  el  gobierno  francés  persistiera,  pues,  en  negarnos 
un  derecho  que  ha  acordado  á  casi  todos  los  países  del 
mundo,  á  pesar  de  las  excepcionales  ventajas  en  que  he 
probado  puede  hacerlo,  sería  el  caso  de  recordar  que  la 
república  no  pasa  por  las  zozobras  y  las  incertidumbres 
de  las  horas  iniciales  del  53.  Solo  Dinamarca,  Bulgaria, 
el  Montenegro  y  la  Servia,  son  los  únicos  países  del  mun- 
do que  no  pueden  invocar  en  Francia  el  derecho  de  un 
acuerdo  internacional  ó  de  un  decreto  á  favor  de  sus  so- 
ciedades por  acciones. 

Si  el  gobierno  francés,  nos  niega  esa  reciprocidad  que 
puede  acordar  en  la  forma  tan  ventajosa  que  he  demos- 
trado, sostengo  con  convicción  que  para  utilizar  el  con- 
cepto práctico  y  utilitario  que  lo  inspira  generalmente  en 
estas  materias,  debería  enterársele  del  texto  preciso  de  la 
ley  argentina  8867  y  de  sus  efectos  sobre  las  sociedades 
francesas  en  nuestro  país,  á  la  vez  que  del  propósito 
de  denunciar  nuestro  tratado  de  comercio  con  Francia, 
cuyas  viejas  cláusulas  son  tan  ineficaces,  como  esta  cues- 
tión lo  prueba.  Quizás  planteada  en  esa  forma  la  gestión 
pudiera  tener  más  probabilidades  de  éxito. 

En  el  curso  de  esta  ya  larga  exposición,  he  fijado  los 
puntos  principales  de  la  materia  estudiada.  La  forma,  en 
que  planteo  mi  opinión  aconsejando  esperar  el  resultado 
de  la  gestión  diplomática,  y,  mi  opinión  si  ella  no  tuviera 
éxito,  de  transformarse  en  una  sociedad  francesa,  me  im- 
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pulsa  á  volver  á  meditar  sobre  la  situación  en  que  se  en- 
cuentra la  sociedad  de  hecho,  cuyos  peligros  e  inestabili- 
dad legal  creo  haber  explicado.  Temería,  fuera  demasia- 
do pesimista  respecto  de  esa  situación  actual  en  el  inte- 
rés y  en  la  preocupación  que  ella  inspira ;  quería  sugerir 
el  concepto  de  que  la  sucursal  del  Banco,  con  los  vastos 
capitales  que  mueve,  con  la  útil  gestión  que  desempeña 
á  los  intereses  argentinos  y  su  intervención  directa  en 
nuestros  más  recientes  empréstitos  exteriores,  pudiera 
ser  dispersada  y  destruida  por  el  golpe  brusco  de  una  reso- 
lución arbitraria  é  inmeditada  del  gobierno  francés.  No, 
la  situación  de  la  sociedad  indicada  no  se  halla  en  una 
inestabilidad  tan  extrema.  Ella  se  encuentra  en  pie  al  am- 
paro de  la  cultura  jurídica  en  un  país  y  en  un  centro 
donde  puede  creerse  que  la  conciencia  del  derecho  excluye 
una  brusca  arbitrariedad. 

No  quiero  concluir,  pues,  mi  anáhsis,  sin  dar  amplia- 
mente mi  opinión  sobre  este  punto,  para  que  se  sepa 
que  sobre  la  base  de  los  principios  jurídicos  y  de  los 
conceptos  de  derecho  sobre  los  cuales  la  sociedad  se  ha 
levantado  está  en  una  situación  que  debe  ser  legalizada, 
pero  que  no  es  irregular  ni  es  arbitraria. 

Las  sociedades  de  hecho  presentan  matices  y  diferen- 
cias que  dividen  en  distintas  especies  la  amplia  concepción 
genérica,  pero  su  existencia  en  el  derecho  francés  no  es 
puramente  de  facto,  porque  hay  atrás  de  ellas  un  concepto 
jurídico,  un  conjunto  de  principios  y  de  doctrinas  que  las 
sustenta  y  que  ha  formado  la  jurisprudencia. 

Para  determinarlo,  es  necesario  recordar  el  concepto 


io6  ANALES  DE  LA  FACULTAD  DE  DERECHO 

general  que  lia  inspirado  la  constitución  de  las  sociedades 
en  el  derecho  francés,  cuja  sanción  casi  uniforme  es  la  de 
la  nulidad.  Ella,  en  efecto,  aparece  como  la  sanción  tradi- 
cional consagrada  por  la  ordenanza  de  iGyS,  por  el  Códi- 
go de  comercio  de  1807,  por  la  ley  de  18 56,  por  la  ley 
de  1 863,  y  por  la  del  2^  de  julio  de  1867,  artículo  70,  l[i 
y  56.  La  nulidad  no  es  la  sola  sanción  legal  de  la  inobser- 
vancia de  las  formalidades  de  la  constitución  de  las  socie- 
dades y  la  ley  agrega  en  materia  de  sociedades  por  accio- 
nes la  responsabilidad  de  los  fundadores  y  administra- 
dores y  sanciones  penales,  pero  la  nulidad  es  siempre  la 
sanción  esencial  característica  del  derecho  francés  de  las 
sociedades.  Ella  se  levanta,  como  dice  un  autor,  por  todas 
partes,  amenazante  y  rigurosa,  y  como  la  ley  ha  impuesto 
á  estas  sociedades  una  reglamentación  tan  minuciosa  que 
exige  una  tensión  continua,  para  evitar  omisiones  é  irre- 
gularidades. Si  las  causas  de  nulidad  son  copiosas,  si  la 
nulidad  de  las  sociedades  es  frecuente,  si  el  régimen  para 
con  las  anónimas  es  tan  severo  que,  según  la  opinión  de 
un  escritor  autorizado,  parece  sólo  inspirarse  en  su  contra, 
resulta  necesario  definir  bien  el  grado  de  confianza  con 
que  puede  actuar  para  demostrar  cómo  los  capitales, 
las  obligaciones  á  las  que  se  ha  vinculado  el  crédito 
de  la  República  Argentina,  en  los  empréstitos  hechos 
por  su  intermedio,  no  pueden  ser  fulminados  por  una 
nulidad  que  disperse  y  extinga  en  absoluto  su  existencia- 
con  efectos  de  retroactividad. 

Es  indudable  que  habrían  sido  de  todo  punto  inadmisi- 
bles las  consecuencias  de  un  sistema  rígido  de  nulidades 
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que  hubieran  podido  operar  retroactivamente  en  todos 
los  casos,  como  los  demostraron  Demolombe  y  Aubry  y 
Rau  en  sus  comentarios  al  código  francés.  Que  se  admita 
la  retroactividad  de  la  nulidad  declarada,  cuando  una  so- 
ciedad no  ha  empezado  sus  operaciones,  pero  ¿cómo  olvi- 
dar la  gravedad  de  sus  resultados,  desde  que  se  trata  de 
una  sociedad  que  funciona? 

Podrá  decirse  en  la  lógica  jurídica  rigurosa  que  una 
sociedad  nula  ab  inilio  no  ha  tenido  ninguna  existencia, 
no  ha  producido  ningún  efecto  jurídico,  porque  ella  no 
ha  creado  sino  una  situación  contraria  al  derecho.  No  ha 
sido,  dice  Henard,  sino  un  \ano  fantasma,  la  apariencia  ba 
producido  la  ilusión,  pero  ella  se  debe  disipar  una  vez  que 
la  declaración  de  nulidad  se  produzca.  Todos  los  efectos 
normales  del  funcionamiento  de  las  sociedades  desapare- 
cerían en  ese  concepto  riguroso,  las  relaciones  de  los  aso- 
ciados entre  sí  y  respecto  de  terceros,  el  pacto  social 
quedaría  sin  valor,  la  sociedad  no  habría  tenido  un  patri- 
monio independiente,  el  contrato  de  la  sociedad  y  la  per- 
sonalidad moral  de  la  sociedad  misma  desaparecería  para 
<A  pasado  como  para  el  porvenir.  Nada,  pues,  de  créditos 
ni  de  deudas  sociales,  las  operaciones  habrían  sido  reali- 
2:adas  en  nombre  de  un  mandato  inexistente;  nadie  estarla 
obhgado,  ni  los  asociados  ni  los  terceros.  Así,  pues,  los 
resultados  lóo^icos  de  la  nulidad  v  de  la  retroactividad 
llevarían  á  un  estado  supremo  la  anarquía,  y  se  habría 
justificado,  agrega  el  mismo  autor,  la  expresión  de  Solón  : 
((Las  nulidades  son  odiosas».  El  jurista  dogmático  podría 
haber  deducido  esos  conceptos  de  sus  principios  a  priori. 
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pero  puede  estar  tranquilo  y  seguro  de  que  la  jurispru- 
dencia no  los  hubiera  admitido. 

La  sociedad  de  hecho  ha  funcionado,  la  retroactividad 
de  una  medida  que  tomase  el  gobierno,  ó  de  una  nubdad 
que  fuese  declarada,  no  habría  podido  destruir  el  hecho 
de  que  la  sociedad  existe  y  había  existido.  Habrá  habido 
ó  no  en  su  formación,  la  falta  de  requisitos  que  pudieran 
perturbar  su  existencia,  pero  ello  no  excluye  que  esa  exis- 
tencia misma  es  y  haya  sido  bien  real.  Ella  vive  y  ha  vivi- 
do como  si  hubiera  sido  constituida,  aplicado  su  propio 
contrato  de  sociedad,  actuado  como  una  persona  moral 
con  una  representación  propia,  con  un  patrimonio  sepa- 
rado. Es  la  proyección  en  el  exterior,  de  una  entidad  per- 
fectamente constituida  en  el  extranjero  y  al  amparo  de 
unas  leyes  de  una  soberanía  independiente  que  la  garanta 
y  la  auspicia ;  afirmado  exteriormente  su  existencia  por  su 
pública  denominación,  por  sus  circulares,  por  sus  factu- 
ras, por  su  correspondencia,  por  su  razón  social,  por  su 
asiento  social,  por  su  instalación  local,  oficinas  y  depen- 
dencias. Ella  realiza  sus  inventarios,  sus  balances,  las 
operaciones  en  que  sirve  el  interés  propio  y  el  de  terceros, 
el  movimiento  continuo  de  su  giro  y  de  sus  negocios, 
afianzando  su  condición  de  titular  de  derechos  y  de  obli- 
gaciones, de  acreedora  y  de  deudora,  pagando  impuestos, 
reembolsando  obligaciones,  amortizando  acciones,  pro- 
cediendo, en  fin,  en  actos  vinculados  á  la  soberanía  del 
país  en  que  está  constituida,  como  los  empréstitos  á  que 
rae  he  referido. 

Todo  ello,   pues,   constituye    un    pasado  que  puede 
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estarse  seguro  que  no  podría  borrar  jamás  una  resolu- 
ción gubernativa.  Me  complazco  simplemente  en  plan- 
tear la  hipótesis,  para  fijar  los  principios  en  la  región 
más  elevada  del  derecho,  pero  del  derecho  abstracto,  im- 
buido de  ficciones,  basado  sobre  el  puro  razonamiento 
que  !a  jurisprudencia  francesa  tenía  que  modificar  inevi- 
tablemente. En  efecto,  la  existencia  jurídica  de  las  socie- 
dades de  hecho  y  su  reconocimiento  de  tales  ha  sido  crea- 
do por  la  jurisprudencia. 

Poco  á  poco  fué  surgiendo  la  consagración  de  ese  prin- 
cipio desde  época  bien  remota,  cuando  la  Corte  de  casa- 
ción de  1817  reconocía  que,  á  pesar  de  no  cumplirse  las 
formahdades  exigidas  por  el  artículo  42  del  Código  de 
comercio,  no  era  posible  olvidar  la  existencia  de  una  so- 
ciedad actuante,  principio  que  ha  afianzado  por  sentencia 
de  la  corte  de  Tolosa  de  1826,  de  la  corte  de  Caen  en 
1844,  se  va  afianzando  gradualmente  hasta  quedar  uni- 
formemente reconocido  en  los  tiempos  modernos,  corre- 
lativamente á  un  desarrollo  de  ideas  análogas  en  la  doc- 
trina, expresado  vigorosamente  por  Troplong,  al  decir 
que  no  era  posible  hacer  de  las  sociedades  de  hecho,  al 
anularlas  ó  prohibirlas  ((una  especie  de  estado  salvaje, 
sin  justicia  ni  protección  ».  Hoy  día  es  un  concepto  con- 
sagrado el  que  reconoce  al  estado  de  hecho  de  una  so- 
ciedad un  valor  jurídico,  apreciando  como  un  estado  de 
derecho  por  la  obra  de  la  juriprudencia. 

Es  uno  de  los  puntos  interesantes  que  abarca  la  mate- 
ria que  estoy  estudiando  y  á  cuya  seducción  debo  resistir- 
me, el  que  permite  seguir  la  lenta  elaboración  de  la  teoría 
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(le  las  sociedades  de  hecho,  como  una  reacción  de  la 
vida  contra  los  rigores  del  derecho  positivo,  en  la  tierra 
precisamente  de  las  nulidades  clásicas.  En  su  magnífico 
movimiento,  la  jurisprudencia,  parte  de  la  nulidad  abso- 
luta de  las  sociedades  irregularmente  constituidas  con  to- 
das las  consecuencias  que  se  derivan  de  la  retroactividad, 
para  admitir  la  noción  de  la  sociedad  de  hecho;  no  acer- 
tándola al  principio  sino  como  un  temperamento  para 
evitarlos  resultados  desastrosos  de  la  nulidad  estricta- 
mente aplicada,  hasta  llegar  á  reconocer  la  sociedad  de 
hecho  como  una  institución  que  se  implanta  poco  á  poco 
y  produce  efectos  cada  vez  más  extensos.  La  evolución,  sin 
duda,  continuará  borrándolas  diferencias  que  separan  un 
tipo  de  otro,  pero  la  institución  y  el  concepto  de  la  socie- 
dad de  hecho,  está  absolutamente  consagrado  en  la  prác- 
tica, en  Francia  como  en  Bélgica,  en  Alemania,  en  los 
Estados  Unidos  y  en  Itaha. 

He  dicho  que  las  sociedades  de  hecho  importan  una 
determinación  genérica,  cuya  variedad  específica,  es  ne- 
cesario determinar,  para  establecer  el  sitio  que  corres- 
ponde entre  las  diversas  sociedades  de  hecho  al  tipo  de  la 
que  estudiamos,  para  precisar  así  su  verdadera  situa- 
ción jurídica  respecto  de  sus  atribuciones  y  facultades. 
Anticiparé  que,  en  la  clasificación  la  sociedad  de  hecho 
constituida  en  Francia  con  el  carácter  de  una  sucursal  le- 
galmente  formada  en  el  extranjero,  ocupa  en  esa  jerarquía 
un  lugar  culminante  y  que,  si  todas  las  otras  tienen  fa- 
cultades y  una  situación  jurídica  reconocida,  el  tipo  de 
las  que  estamos  tratando  tiene  que  tener  respecto  de  las 
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otras,  una  situación  más  vigorosa  y  superiormente  defi- 
nida. 

Hémard,  profesor  de  la  facultad  de  derecho  de  Di- 
ion,  en  su  obra  de  1912  sobre  esta  materia,  cuyas  opinio- 
nes dejo  transcriptas,  hace  la  distinción  entre  lo  que  so 
llama  en  el  derecho  italiano  sociedades  irregulares  y  lo 
que  se  llama  en  el  derecho  francés,  sociedades  de  hecho, 
y  dentro  de  esta  última  categoría  especifica  la  distinción 
entre  la  nuhdad  de  sociedades  derivadas  de  vicios  relati- 
vos á  la  constitución  legal,  sea  por  ausencia  de  bases  es- 
critas, de  falta  de  publicidad  ó  de  inobservancia  de  for- 
malidades especiales,  además  de  las  nulidades  que  resul- 
tan de  vicios  inherentes  al  contrato  de  sociedad  y  que 
atañen  al  objeto  de  la  explotación,  según  su  carácter  líci- 
to ó  ilícito,  á  los  vicios  del  consentimiento,  etc. 

Dentro  del  tipo  de  sociedades  viciadas  por  la  falta  de 
cumphmiento  de  formahdades  especiales,  se  comprenden 
las  sociedades  por  acciones,  las  sociedades  de  seguros  y 
las  sociedades  extranjeras.  Estas  últimas  no  pueden  su- 
frir la  aplicación  de  la  teoría  de  las  sociedades  de  hecho 
integralmente,  porque  el  concepto  de  la  ley  no  puede 
prescindir  de  la  superioridad  de  validez  y  de  importancia 
que  respecto  de  cualquier  otra  significa,  el  hecho  de  tra- 
tarse de  sociedades  extranjeras  cuya  nulidad  no  es  admi- 
sible, desde  que  sólo  les  falta  la  autorización  para  actuar 
en  Francia.  Si  fuéramos,  en  efecto,  dice  el  mismo  autor, 
á  apreciar  en  relación  á  los  justos  principios,  la  situación 
de  estas  sociedades,  sería  necesario  establecer  que,  coma 
lo  determinó  el  congreso  de  sociedades  por  acciones  de 
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1889,  en  SU  resolución  23,  y  el  congreso  de  sociedades 
por  acciones  de  1900,  en  su  resolución  22,  cuando  se  tra- 
ía de  sociedades  extranjeras  regularmente  constituidas  en 
su  país  de  origen,  deberían  ser  reconocidas  en  todo  otro 
país  sin  que  ninguna  autorización  general  ó  especial  les 
sea  necesaria,  reconociéndoseles  el  derecho  de  establecer 
agencias,  sucursales,  hacer  operaciones  y  dirigirse  á  los 
tribunales  para  reclamar  la  ejecución  de  las  obligaciones. 

El  mismo  Hémard,  en  la  obra  recordada,  dice  que,  se- 
gún la  doctrina  y  la  jurisprudencia,  esas  sociedades  ex- 
tranjeras por  acciones,  tienen  una  existencia  de  hecho, 
representan  una  situación  jurídica  reconocida  en  su  ca- 
rácter de  tales,  que  sus  operaciones  no  serán  anuladas  y 
subsistirán  necesariamente  en  su  innegable  validez,  pero 
que  si  bien  pueden  ejercer  su  acción  ante  la  justicia  para 
defenderse,  no  pueden  ejercerla  para  demandar,  consis- 
tiendo la  sanción  que  corresponde  á  esa  falta  de  autoriza- 
«ción,  en  esa  incapacidad  en  que  se  las  deja  iniciar  una 
acción  ante  la  justicia. 

Quiere  decir,  pues,  como  dice  Lyon-Gaen  en  su  traba- 
jo Soc.  étrang.  par  actions  non  autorisées  en  France,  3.  D. , 
I.,  páginas  i885  y  268,  la  verdadera  sanción  que  se  esta- 
blece respecto  de  la  falta  de  autorización  para  las  socieda- 
<les  extranjeras,  consiste  en  esta  capacidad  pasiva  de  ac- 
tuar en  justicia  en  Francia,  pero  no  activa,  ya  que  si  exis- 
te teóricamente  el  derecho  de  expulsión  de  la  sociedad  no 
autorizada,  consistcmte  en  la  insinuación  del  gobierno 
para  cerrar  sus  puertas,  es  en  realidad  sumamente  tole- 
rante y  no  ejerce,  á  este  respecto,  sus  poderes  de  policía. 
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Repitiéndola  crítica  de  Rossi,  el  profesor  italiano,  á 
esta  capacidad  distinta  para  estar  en  justicia  en  un  sentido 
activo  ó  pasivo,  el  mismo  autor  hace,  á  su  vez,  oposición 
absoluta  á  esta  distinción  de  la  ley  francesa,  que  incurre 
en  el  error  de  no  reconocer  que  si  tiene  capacidad  para 
ser  demandada,  debe  tenerla  para  ser  demandante. 

Haciendo  la  separación  entre  las  sociedades  extranjeras 
irregularmente  constituidas  en  su  propio  país  y  las  que 
están  en  absoluto  de  acuerdo  con  s-us  leyes,  resulta  evi- 
dentemente que,  la  mayor  amplitud  de  derechos  que  la 
jurisprudencia  francesa  acuerda  á  las  sociedades  de  hecho, 
corresponderá  en  su  forma  más  plena  á  la  que  estudia- 
mos puesto  que,  como  he  dicho  anteriormente,  mar- 
ca entre  las  diversas  especies  de  sociedades  de  hecho,  el 
tipo  más  perfeccionado  en  relación  á  los  requisitos  suce- 
sivos que  pueden  exigirse  para  su  reconocimiento  legal, 
faltándole  sólo  la  autorización  del  reconocimiento  del  go- 
bierno extranjero. 

Toda  la  doctrina  y  la  teoría  elaborada  como  fundamen- 
to de  las  sociedades  de  hecho,  se  puede  invocar  en  sus 
formas  más  amplias,  para  sustentar  la  existencia  de  la 
sucursal  del  Banco  Español  del  Río  de  la  Plata,  y,  si  to- 
mamos cualquiera  de  los  tres  sistemas  en  que  se  apoya, 
para  sostenerque  produce  todos  sus  efectos,  seacomocon- 
ti-ato  ó  como  persona  moral,  puede  ser  afirmada  para  esa 
institución  la  plenitud  de  atribuciones  que  la  jurispruden- 
-cia  francesa  asegura  á  las  sociedades  de  hecho  en  general, 
durante  su  funcionamiento.  Con  la  sola  restricción  de  la 
acción  como  demandante  ante  la  justicia,  puede  decirse 
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que  el  principio  general  es  ((  que  la  sociedad  de  hecho 
mientras  funciona  ejerce  su  actividad  como  una  sociedad 
regular,  en  tanto  que  la  nulidad  ó  la  irregularidad  no  ha 
sido  invocada».  Este  principio  rige  para  todas  las  rela- 
ciones de  orden  interior,  por  así  decirlo,  entre  los  asocia- 
dos, y  los  contratos  respectivos  que  hagan,  para  la  acción 
de  la  sociedad  de  hecho,  contratando,  contrayendo  deu- 
das ó  asumiendo  obligaciones,  para  constituir  garantían 
reales  de  prenda  ó  de  hipoteca,  para  conferir  sobre  los  in- 
muebles sociales  hipotecas,  aunque  se  haya  discutido  la 
vahdez  de  las  hipotecas  constituidas  sobre  el  fondo  social. 
Tenemos  así  casos  como  el  de  la  sentencia  del  20  de  no- 
viembre de  1901,  discutidos  ampliamente  por  Thaller  y 
Houpin  (J.  S.,  pág.  69),  pero  en  el  ampho  radio  de  ac- 
ción en  que  una  institución  de  hecho  puede  actuar  en 
Francia,  hay  límites  precisos  y  bien  definidos,  cuyo  rigor 
se  extiende  hasta  los  actos  externos  de  una  sociedad  de 
hecho  que  más  le  pudieran  interesar,  como  es,  por  ejem- 
plo, la  vahdez  de  la  negociación  de  las  acciones,  que  es  re- 
conocida por  graves  razones  económicas  y  por  motivos  ju- 
rídicos. En  el  primer  sentido,  según  las  conclusiones  del 
abogado  general  Desjardins  (rapportées au  S.  85.1.26o 
col.  3,  sous  Civ.,  3  juin  i885),  admitir  que  la  anulación, 
de  la  sociedad  entraña  la  de  la  negociación  de  las  accio- 
nes, es  quitar  toda  seguridad  á  esas  negociaciones,  y  es 
para  ligar  el  esfuerzo  de  las  sociedades  comerciales,  por- 
que es  alejar  de  ellas  los  capitales.  Las  sociedades  más  se- 
rias en  apariencia  están  expuestas  á  la  nuhdad  y  si  esa 
produjera  su  efecto  sobre  la  negociación  de  los  títulos^ 
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surgiría  una  gran  incertidumbre.  Siguiendo  el  juicio  del 
tribunal  de  comercio  de  Lyon  de  i3  de  mayo  de  1882. 
((  Hoy  día  que  la  fortuna  mobiliaria  se  ha  democratizado, 
admitir  otro  principio,  sería  exponer  á  ser  víctimas  de  el, 
á  los  pequeños  capitalistas  y  portadores  de  títulos  hones- 
tos, mientras  que  escaparían  siempre  á  el  la  gente  de  ma- 
la fe.  ))  Bajo  el  punto  de  vista  jurídico  la  nulidad  no  pue- 
de tener  efecto  retroactivo  como  ya  he  dicho.  (Comp. 
París,  28  avril  1887,  sous  Civ.,  28  décembre  1889),  la 
sociedad  ha  existido  y  existe,  tiene  créditos,  deudas,  ope- 
raciones por  liquidar,  un  activo  por  dividir,  si  el  pasivo  no 
lo  absorbe .  La  acción  es  el  título  que  confiere  derechos  á  ese 
activo  y  compone  obligaciones  en  cuanto  al  pasivo.  Pu- 
diera ocurrir  que  la  liquidación  sea  superior  al  monto  de 
los  créditos ;  las  negociaciones  de  la  acción  de  una  socie- 
dad no  se  distinguen  por  el  carácter  más  ó  menos  regular 
de  ésta;  la  acción  no  es  un  crédito  contra  la  sociedad,  es 
una  parte  indivisa  del  fondo  social,  desde  que  el  fondo  so- 
cial se  ha  formado  y  hasta  que  se  liquide,  las  acciones 
existen  como  porciones  de  ese  fondo. 

En  resumen ,  las  acciones  de  una  sociedad  de  hecho  pue- 
den ser  negociadas,  establece  la  jurisprudencia  y  la  doc- 
trina respecto  de  las  sociedades  de  hecho  en  general.  Si 
esa  facultad  culminante  la  tienen  todas  en  su  forma  gené- 
rica, es  fácil  derivar  el  reconocimiento  como  entidad  ju- 
rídica de  la  sociedad  que  consideramos  y  de  la  seguri- 
dad bajo  el  punto  de  vista  de  la  vahdez  de  sus  operaciones 
con  que  puede  funcionar.  El  caudal  de  información  que 
apoya  esta  tesis  es  vastísimo,  y  lo  daré  en  síntesis  enun- 
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ciativa  para  dar  autoridad  á  mi  opinión  :  (i.  Trib.  comm. 

Lyon,  i3mai  1882,  J.  S.   i883,  pág.   817  ;  Trib.  comm. 

Saint-Etienne,   26  juilL    1882,  J.    S.,   i883,  pág.  323; 

Trib.  comm.  Lyon  22  aouti882,  J.  S.,   i883,  pág.  I23: 

Lyon,  8  mai  i883,  J.  S.,  i885,  pág.  6i5;  Lyon,  23  jan- 

vier  188/i  et  8  mai  i884précités  ;  Civ.,  3  juin  i885  ,pré- 

cité  ;  Trib.  comm.  Seine,  1 1  juin  i885,J.  S.,  1890,  pág. 

499;  Civ.,  29juin  i885,  D.  86. 1.245,  S.  86,  1. 17  ;  Lyon, 

22  juill.  i885,  J.  S.,  1890,  pág.  489,  P.  S.,  1886,  pág. 

i55:  Lyon  3i  juill.  i885,  J.  S.,  1890,  pág.  488,  P.  S., 

1886,  pág.  1 55;  Trib.  comm.  Seine,  21  et  27  mai  1886, 

J.  S  ,  1890,  pág.  li^Sei  45o,  J.  L  G. ,  1887,  pág.  239;  Id., 

20  juill.  1887,  J.  S.,  1888,  pág.  436,  J.  L  C,  1889,  pág. 

i48,  Rec.  périod.  des.  assur.,  1887,  pág.  610;  Paris,  29 

avril  1887,  sous  Civ.,  23déc.  1889,  D.  90. 1. 169,  S.  91. 

1 .322,  J.  S.,  1890,  pág.  433 ;  Douai,  28  nov.  1888,  R. 

S.,  1889,  Orléans,  24  juill.  1890,  précit;  Paris,  10  juin 

1890,  S.  90.2.372.  J.  S.,  1890, .pág.  44i,  R.  S.,  1890, 

pág.  373;  París,  2  aout  (2  arréts),  J.  S.,   i89i,pág.  367 

et  390,  R.  S.,  1890,  pág.  56i ;  Civ.,  9 nov.  1892,  preci- 

lé  et  i5  nov.   1892,  D.  93.i.i3,  S.  93.1.364,  J.  S., 

1894,  pág.  355,  B.  S.,  1893,  pág.  612;  Civ.,  20  juin 

1893,  D.  93.1.13,  S.  93.) 

Todas  esas  opiniones  que  dan  fundamento  jurídico  al 
funcionamiento  de  la  sociedad,  no  garanten  su  estabili- 
dad, como  es  natural,  para  el  futuro,  de  modo  que  defi- 
nida la  acción  que  pudiera  ir  á  perturbarlo  en  los  efectos 
de  derecho  que  pudiera  producir  sobre  esa  sucursal,  man- 
tengo en  toda  su   integridad  la  opinión  anteriormente 
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enunciada  de  que  debe  buscar  su  estabilidad  definitiva, 
pues  la  irrevocabilidad  de  su  acción  no  excluye  la  inesta- 
bilidad de  su  situación.  Debemos  fijarnos  en  que  no  hay 
contradicción,  pues  la  inestabilidad  es  una  cosa  y  la  resca- 
tabilidad  es  otra. 

A  esta  .altura  de  mi  estudio  y  al  analizar  las  formas 
y  los  caracteres  del  régimen  francés,  reaparece  inevita- 
blemente en  el  espíritu  el  recuerdo  de  Ja  insistente  argu- 
mentación con  que  el  gobierno  francés  se  ha  negado  á  la 
reciprocidad  pedida,  insistiendo  en  la  superioridad  de  su 
régimen  legal  propio  sobre  el  régimen  argentino.  Recor- 
dando esa  insistencia  con  que  ha  manifestado  su  opinión, 
sus  insinuaciones  sobre  la  acción  de  la  inspección  de  jus- 
ticia en  la  República  Argentina,  respecto  de  las  sociedades 
anónimas,  y  teniendo  en  cuenta  que,  como  he  probado, 
las  formas  últimas  de  ésta  se  reducían  á  la  simple  exigencia 
de  la  publicidad  que  la  jurisprudencia  de  nuestra  cámara 
de  lo  comercial  ha  establecido,  no  es  posible  dejar  de  pre- 
guntarse con  qué  erróneo  criterio  se  ha  hecho  el  referido 
parangón  y  se  han  olvidado  los  defectos  de  este  sistema 
para  interpretar  las  condiciones  del  nuestro. 

La  necesidad  de  la  pubhcidad  exigida  por  la  ley  fran- 
cesa es  la  misma  que  la  que  se  exige  en  la  República  Ar- 
gentina ;  en  efecto,  habrá  podido  durante  mucho  tiempo 
la  doctrina  y  la  jurisprudencia  negar  que  las  sociedades 
extranjeras  que  fundan  sucursales  en  Francia,  están  obli- 
gadas á  efectuar  las  publicaciones  exigidas  por  las  autori- 
dades para  las  sociedades  francesas,  dice  Hémard  en  su 
tratado  teórico  y  práctico,  pero  hoy  día  es  una  exigencia 
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reconocida  primero  por  el  Congreso  de  las  sociedades 
por  acciones,  en  su  reunión  de  París  en  1900,  que  lo  mis- 
mo que  el  Congreso  de  sociedades  por  acciones  de  1889 
y  el  Instituto  de  derecho  internacional,  en  su  sesión  de 
Hamburgo  de  1801  determinaron  «que  las  sociedades 
por  acciones  que  establezcan  sucursales  ó  agencias  en  un 
país  extranjero  deben  cumplir  las  formalidades  de  publi- 
cidad prescriptas  por  las  leyes  de  ese  país  »,  y  segundo, 
por  el  proyecto  de  ley  francesa  de  1908  que  establece  la 
exigencia  de  la  publicidad  para  la  implantación  de  las  su- 
cursales en  Francia.  Esta  es  también  la  resolución  de  la 
jurisprudencia  consagrada  en  una  notable  sentencia  de  la 
corte  de  Rouen  del  2  5  de  enero  de  1905,  y  afirmada  por 
múltiple  autores.  (Colendy  y  Darras,  Código  de  comercio 
anotado,  ley  de  3o  de  mayo  de  1857,  n°  78;  Inaller 
y  Pie,  n"  260).  Tal  es  la  solución  de  la  ley  belga. 
El  artículo  1 3o  de  la  ley  de  1878-1886,  exige  de  las  so- 
ciedades extranjeras  que  establecen  una  sucursal  en  Bél- 
gica las  mismas  formalidades  de  publicidad  que  para  las 
sociedades  belgas,  y  la  sanción  de  esta  obligación  es  la 
misma  que  para  las  sociedades  indígenas.  (X...,  Delapu- 
blication  en  Belgique  des  sociélés  constiiaées  sans  acte  écril  en 
pays  étranger .  Revue prat.,  189 1,  pág.  190;  J.  Corbiau, 
Da  régime  jaridique  des  sociétés  en  droit  internaiional  en 
regard  da  droit  positif  belge.  Revueprat.,  1905,  pág.  27/^ 
et  276,  Bruxelles,  ^[\  avril  1908:  Revae  prat.,  1909, 
pág.  7;  id.,  20  novembre  1908,  Joar.  droit  ínt.  pr., 
1909,  pág.  54;  Rev.pral.,  1909,  pág.  5.  v.  pourledroil 
italien,  infra,  n"  855  ;  d.,  pour  le  droit  anglais,  art.  27/i, 
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God.  com.  a.  de  1908  et poar  lesaatres  législations  étran- 
geres,  Ann.  dr.,  com.,  iQOi,  pág.  iii  etsuiv.) 

El  régimen  francés  va,  pues,  en  su  progreso  á  las  for- 
mas de  publicidad  para  las  sociedades  extranjeras  que  con- 
sagra el  régimen  argentino.  Donde  está,  pues,  podría  pre- 
guntarse á  este  respecto  la  superioridad  de  este  sistema 
sobre  el  nuestro.  Esa  superioridad  tampoco  se  encuentra 
si  se  pone  en  paragón  el  sistema  de  las  nulidades  consa- 
grado por  el  régimen  francés  y  el  sistema  déla  inspección 
de  justicia  preventiva  que  existe  en  nuestro  país.  Causa  en 
realidad  sorpresa  que  al  negársenos  la  reciprocidad  se  pre- 
tenda darnos  como  modelo  el  régimen  represivo  que  exis- 
te sobre  el  régimen  preventivo,  que  es  el  de  nuestro  país. 
Para  el  que  tenga  la  fortuna  de  mantener  en  una  elevada 
controversia  las  aspiraciones  y  Jas  causales  que  fundan  la 
gestión  argentina  en  este  asunto  fficil  será  mostrar  hasta 
la  evidencia  el  error  absoluto  en  que  reposa  la  actitud  del 
gobierno  francés  sustentando  orguUosamente,  aunque 
sin  estudio  suficiente,  la  superioridad  de  su  sistema. 

Nuestra  cancillería  podrá  en  efecto  comprobar  este  pun- 
to muy  fácilmente  con  la  opinión  délos  mismos  presiden- 
tes del  tribunal  de  comercio  de  París  y  de  Lyon  de  1882 
á  1889,  señalando  los  peligros  de  la  nulidad  de  las  socie- 
dades y  pidiendo  la  reforma  de  las  sanciones  que  las  re- 
glan. El  legislador  mismo  parece  darse  cuenta  de  los  in- 
convenientes del  sistema  con  el  proyecto  presentado  al  se- 
nado el  6  de  diciembre  de  i883,  que  trata  de  aminorar  los 
efectos  de  la  sanciófi  de  nulidad,  haciéndola  prescriptible 
en  un  plazo  de  tres  años.   Es  monsieur  Thaller  el  que  en 
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1884  decía  :  «todos  los  hombres  versados  en  negocios  es- 
tán de  acuerdo  en  decir  que  la  nulidad  de  las  sociedades 
agrava  las  liquidaciones  financieras  en  lugar  de  facilitar- 
las». En  el  congreso  de  las  sociedades  por  acciones  de 
1889  se  presentó  la  cuestión,  y  el  jurisconsulto  belga 
Eyssens  propuso  el  sistema  preventivo,  votando,  por  úl- 
timo el  congreso  una  resolución  en  la  cual  se  determinaba 
que  la  nulidad  no  podía  ser  el  sistema  de  sanción  para  la 
violación  de  las  reglas  de  la  constitución  de  la  sociedad. 
En  Italia,  el  sistema  francés  ha  sido  abandonado  por  el 
Código  de  comercio  de  1882,  porque  comprometía  los 
intereses  que  quería  proteger,  y,  entre  los  autores  que  lo 
critican,  puede  citarse  la  opinión  penetrante  y  sagaz  de 
Bonelli  en  su  Etude  sur  la  Ihéorie  des  sociétés  irréguliéres,  en 
la  que  fustiga  lo  que  llama  «  las  aberraciones  de  la  teoría 
francesa.  En  Alemania  la  exposición  que  motivó  el  proyec- 
to de  ley  de  i883,  transformado  en  ley  de  18  de  julio  de 
1884,  dice,  refiriéndose  al  sistema  francés,  «que  él  en- 
vuelve vicios  que  no  lo  hacen  digno  de  imitación»,  y  en 
Bélgica,  en  los  fundamentos  de  la  ley  del  22  de  mayo  de 
1886,  reaparece  como  un  leitmotiv  i^l  juicio  de  que  «es 
un  mal  remedio  la  inobservación  de  las  prescripciones  le- 
gales, el  consagrar  la  nulidad  de  una  sociedad».  Creo, 
pues,  que  puede  permitirse  afirmar  la  gestión  argentina, 
que  el  sistema  francés  actual  no  es  tan  prestigioso  como 
para  presentárnoslo  de  ejemplo  y  que  sería  de  desear  fue- 
ra materia  de  una  actuación  que  Jo  reemplazara  por  un 
método  preventivo  organizado  precisamente  con  alguna 
oficina  de  control  análogo  á  nuestra  inspección  de  justicia . 
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El  sistema  preventivo  dice  la  autorizada  opinión  de  Hé- 
mar  CUYOS  juicios  vengo  transcribiendo  y  que  puede  de- 
cirse que  constituyen  la  última  palabra  en  la  materia,  en 
el  año  1 91 9,  el  sistema  preventivo,  es  el  sistema  del 
porvenir.  Es  ese  sistema  preventivo  el  que  ha  sido  es- 
tablecido en  la  ley  de  17  de  marzo  de  1906  para  el  con- 
trol de  las  sociedades  de  seguros  sobre  la  vida,  lo  mismo 
que  por  la  ley  de  1 7  de  diciembre  de  1  907  para  las  socie- 
dades de  capitalización,  habiendo  analizado  ya  en  otra  par- 
te de  este  estudio,  el  régimen  de  registro  en  el  ministerio 
de  trabajo  y  de  previsión  social  que  establecen  dichas  le- 
yes comparándolas  con  el  sistema  argentino. 

La  comisión  parlamentaria  en  su  proyecto  de  28  de  fe- 
brero de  1907,  ha  introducido  disposiciones  que  son  la 
base  del  sistema  preventivo,  dando  la  misión  á  los  esta- 
blecimientos en  que  se  depositan  los  fondos,  de  verificar 
la  constitución  regular  de  la  sociedad.  La  institución  de 
inspectores  para  verificar  el  valor  atribuido  á  los  aportes, 
es  reclamada  desde  189/1  por  monsieur  Thaller,  en  la  Re- 
vue poUtique  et parlementaíre,  tomo  XXXV,  página  108.  Un 
sistema  preventivo,  según  monsieur  Maurice  Colin,  pue- 
de ser  organizado  dando  á  los  notarios  la  misión  de  veri- 
ficar la  constitución  de  las  sociedades  por  acciones. 

A  una  función  especializada  debe  corresponder,  dice 
Hémard,  un  órgano  propio.  La  introducción  de  ese  sis- 
tema preventivo  podría  hacerse,  sea  por  la  creación  de 
una  oficina  de  sociedades  que  controlara  las  sociedades 
por  acciones,  ó  sea  preferentemente  por  el  establecimiento 
de  un  registro  de  comercio  para  todas  las  sociedades  de 
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personas,  como  para  las  sociedades  por  acciones.  (Rappr. 
P.  Loiibers,  Faiit-il  admettre  le  registre  da  commer ce.  Ann. 
dedr.  comm,,  1910,  pág.  i8/i,  et  s. ).  Alas  sociedades  por 
acciones  ese  sistema,  se  agrega,  no  necesitaría  una  orga- 
nización ni  complicada  ni  costosa,  ya  que  en  Inglaterra 
tres  oficinas  de  registrar  bastan  para  asegurar  el  servicio  de 
una  especie  de  oficina  de  sociedades.  La  introducción  del 
registro  de  comercio,  concluye  el  mismo  autor,  podría 
ser  aun  más  completa,  porque  su  utilidad  traspasa  el  lí- 
mite de  la  constitución  de  las  sociedades  y  de  su  control. 

La  última  palabra  pues  de  la  experiencia  y  del  de- 
recho francés  mueve  su  legislación  hacia  el  sistema  del 
registro  preventivo  que  existe  organizado  en  la  República 
Argentina  y  que,  la  nota  del  gobierno  francés,  insinúa 
eliminar. 

Mis  conclusiones  están,,  como  ya  anteriormente  lo  he 
insinuado,  en  la  conveniencia  de  esperar  el  resultado  de 
una  gestión  diplomática  que  debe  inspirarla  mayor  fe, 
por  la  competencia  y  la  distinción  notorias  de  las  perso- 
nas que  deberán  realizarla.  Por  mi  parte,  con  la  mayor 
confianza  en  ellas  y  en  la  naturaleza  de  la  cuestión  que  se 
debate,  creo  que  esa  gestión  podrá  muy  fácilmenle  pros- 
perar, fundada  : 

i"  En  la  comparación  del  régimen  legal  de  las  socieda- 
des extranjeras  en  nuestro  país  y  délas  sociedades  extran- 
jeras en  Francia,  probando  que  nuestro  régimen  es  más 
ventajoso  y  adelantado  que  el  francés: 

2**  Atestiguando  que  la  ley  8867  dictada  recientemente 
por  nuestro  congreso  otorga  á  las  sociedades  francesas  en 
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la  República  Argentina,  además  de  las  ventajas  ya  recor- 
dadas, un  privilegio  excepcional ; 

3°  Que  la  diversidad  de  nuestra  situación  económica  y 
la  imposibilidad  de  ser  un  país  exportador  de  capitales  que 
traiga  numerosas  sucursales  de  sus  sociedades  á  Francia, 
altera  la  reciprocidad  de  una  forma  extraordinariamente 
ventajosa  para  Francia : 

4"  Que  el  concepto  de  la  ley  8867  notifica  al  gobierno 
francés  de  que  depende,  el  tratamiento  que  corresponde  á 
las  múltiples  sociedades  francesas  que  vayan  á  constituir- 
se en  la  Argentina,  del  tratamiento  que  otorgue  en  este 
caso  á  la  autorización  de  la  sucursal  de  una  sociedad  ar- 
gentina; 

5°  Que  se  trata  de  un  derecho  recíproco  que  no  se  nos 
puede  negar  porque  emana  de  la  igualdad  en  la  comuni- 
dad jurídica  y  que  reclama  la  aplicación  del  tratado  fran- 
co-argentino en  la  cláusula  de  nación  más  favorecida,  in- 
sinuando la  denuncia  de  ese  mismo  tratado,  que  si  no 
ampara  nuestra  gestión  en  este  caso,  no  tiene  razón  de 
subsistir. 

Si  la  gestión  diplomática  no  prosperara,  no  obstante 
la  irrevocabilidad  Con  que  el  concepto  jurídico  ampara  la 
validez  de  los  actos  de  la  sociedad  de  hecho  ya  consti- 
tuida, aconsejaría  transformar  á  ésta  en  una  sociedad  fran- 
cesa en  el  concepto  y  en  la  forma  anteriormente  expli- 
cada. 

Carlos  Saavedra  Lamas. 


APUNTES  SOBRE  LA  LEY  DE  DEBENTURES 


La  nueva  ley  8876,  llamada  de  detentares,  que  ha  mo- 
dificado los  artículos  relativos  á  emisión  de  obligaciones, 
de  nuestro  Código  de  comercio,  ha  venido  á  llenar  una 
necesidad  sentida  y  á  faciHtar  á  las  sociedades  anónimas, 
constituidas  en  la  República,  la  obtención  de  capitales, 
dentro  ó  Fuera  del  país,  por  las  garantías  que  establece  á 
favor  de  los  mismos. 

Tal  vez  pudiera  criticarse,  en  ese  sentido,  la  situación 
favorable  en  que  queda  el  acreedor  extranjero  ;  pero  dada 
la  necesidad  de  introducir  capitales  para  el  fomento  de 
nuestras  nacientes  industrias,  tal  crítica  pierde  su  eficacia. 

Nuestra  ley  se  ha  basado  en  la  legislación  inglesa  y  ha 
tenido  especialmente  en  vista  al  capital  y  á  las  sociedades 
inglesas,  al  establecer  sus  disposiciones,  lo  que  hasta 
cierto  punto  ha  sido  práctico,  ya  que  es  ese  capital,  el  que 
afluye  en  mayor  cantidad  á  nuestra  plaza:  pero  el  olvido  de 
otras  legislaciones  extranjeras,  dará  seguramente  motivo  á 
ciertas  dificutades  de  interpretación,  que  corresponderá  á 
la  justicia  decidir. 

Entretanto,  lodo  estudio  que  tienda  á  analizar  los  con- 
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flictos  de  legislación  que  puedan  suscitarse,  creemos  que 
tendrán  cierto  interés  como  elemento  de  interpretación. 

En  estas  pocas  líneas  trataremos,  pues,  de  analizar  bre- 
vemente la  situación  de  las  sociedades  hipotecarias  france- 
sas, constituidas  de  acuerdo  con  nuestras  leyes  8876  y 
8867,  dentro  del  mecanismo  de  la  nueva  legislación  sobre 
debentures. 

Veamos  primeramente  las  condiciones  en  que  emiten 
obligaciones,  debentures,  dichas  sociedades,  de  acuerdo 
con  la  ley  francesa,  para  luego  aplicarlas  disposiciones  na- 
cionales, según  sea  el  carácter  de  la  emisión  efectuada  en 
Francia. 

Según  el  Código  de  comercio  francés  y  las  leyes  com- 
plementarias de  1867,  1873  y  1909,  la  emisión  de  obli- 
gaciones puede  hacerse  en  Francia,  bajo  dos  formas: 
a)  sin  garantía;  b)  con  garantía  hipotecaria  especial.  Esta 
segunda  forma  importa  gravar  con  hipoteca  ciertos  y  de- 
terminados bienes  inmuebles,  que  deben  ser  inscriptos  en 
el  registro  y  que  responden  como  garantía  de  los  bonos  ú 
obligaciones  emitidas. 

Es  indudable  que  las  sociedades  hipotecarias  no  emiten 
sus  obligaciones  con  esa  garantía,  pues  la  leyenda  de  sus 
títulos  no  lo  indica  y  no  siendo  así,  es  forzoso  concluir 
que  son  obligaciones  sin  garantía,  ó  sea  simples  derechos 
de  crédito,  que  serían  pagados  en  caso  de  insolvencia  so- 
cial, con  el  capital  de  la  sociedad  y  con  los  créditos  hipo- 
tecarios existentes,  que  no  son  en  realidad  otra  cosa,  sino 
el  mismo  capital  social,  colocado  en  una  operación  segura 
y  ventajosa. 
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Por  las  leyes  francesas,  los  tomadores  de  obligaciones, 
ya  sean  ellos  sin  garantía,  ó  con  garantía  hipotecaria  espe- 
cial, no  tienen  representación  forzosa.  Si  la  desean  pue- 
den formar  un  sindicato  ó  asociación:  pero,  aun  cuando 
la  jurisprudencia  es  dudosa,  parece  que  no  se  les  ha  reco- 
nocido personería  jurídica.  Tratándose  de  tenedores  de 
obligaciones  hipotecarias,  la  ley  de  1907  les  reconoce  per- 
sonería propia,  ó  como  mandatarios,  ó  como  jestores  de 
negocios,  para  solicitar  las  inscripciones  hipotecarias  y 
aun  reconoce  ese  mandato  por  parte  de  los  mismos  admi- 
nistradores de  la  sociedad  emisora. 

Es  posible  que  la  ley  haya  considerado  suficiente  garan- 
tía de  buena  administración,  tanto  para  los  accionistas, 
como  para  los  tomadores  de  obligaciones,  el  nombra- 
miento de  los  comisarios,  que  representan  un  papel  aná- 
logo, aunque  más  extenso  que  el  de  nuestros  síndicos. 

Tal  es  en  pocas  palabras  el  régimen  de  la  ley  francesa. 
Veamos  ahora  el  mecanismo  de  nuestra  ley : 

En  materia  de  obligaciones  ha  sido  substituido  nuestro 
Código  de  comercio  por  una  ley  de  191 1,  la  8876,  que  se 
titula  de  debentures  y  que  es  en  realidad  una  adaptación 
de  la  legislación  inglesa. 

Dicha  ley  establece  tres  clases  de  detentares,  á  saber : 
a)  sin  garantía;  b)  con  garantía  hipotecaria  especial;  cjcon 
garantía  flotante. 

Quiere  decir,  que  la  diferencia  principal  entre  nuestra 
ley  y  la  francesa,  consiste  en  la  garantía  flotante. 

La  garantía  flotante  viene  á  ser  una  excepción  dentro 
de  nuestro  régimen  hipotecario;  porque  establece  una 
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especie  de  hipoteca  legal,  que  nuestro  Código  civil  no- 
admitía  y  constituye  otra  excepción,  respecto  ala  prenda^ 
puesto  que  permite  que  quede  en  poder  del  deudor.  AsiV 
pues,  la  garantía  flotante  afecta  para  seguridad  de  las  obli- 
gaciones emitidas,  todos  los  bienes  muebles  é  inmuebles 
de  una  sociedad  ó  compañía,  por  la  simple  inscripción  en 
el  registro  público  de  comercio,  sin  necesidad  de  llenar 
los  requisitos  que  exige  la  ley  para  la  constitución  de  la 
prenda  y  la  hipoteca. 

Ya  hemos  dicho  que  las  obligaciones  de  las  sociedades 
hipotecarias  no  están  sujetos  ni  aquí  ni  en  Francia,  á  una 
garantía  especial,  pues  es  notorio  que  no  han  inscripto 
en  el  registro  de  hipotecas  ningún  inmueble  determinado 
para  responder  á  esa  garantía. 

Se  trata,  pues,  de  investigar  si  dichas  obhgaciones  den- 
tro de  nuestra  ley  tienen  alguna  garantía  flotante,  ó  si  se 
han  emitido  sin  garantía,  como  dice  impropiamente  la^ 
misma  ley,  pues  garantía  existe  en  todos  los  casos, 
aunque  en  unos  sea  hipotecaria,  y  en  el  otro  simple- 
mente pecuniaria. 

Sobre  esta  materia,  como  la  lej  es  de  fecha  reciente,, 
debemos  hacer  presente  que  no  existe  jurisprudencia  ni 
comentarios. 

Nuestra  opinión  es  que  las  obligaciones  de  que  trata- 
mos no  tienen  garantía  flotante  y  la  basamos  brevemente 
en  estas  consideraciones : 

Para  que  haya  garantía  flotante  es  indispensable  que 
la  sociedad  tenga  y  afecte  bienes,  susceptibles  de  consti- 
tuir sobre  ellos  derechos  reales  y  tan  es  así,  que  la  ley 
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8875,  dice  textualmente  en  su  artículo  10:  «El  privilegio 
de  la  garantía  flotante  será  el  que  corresponda  ala  prenda, 
hipoteca  ó  anticresis,  según  el  caso.»  Quiere  decir,  pues, 
que  si  no  hay  bienes  sobre  los  cuales  se  haya  constituido 
uno  de  esos  tres  derechos  reales,  no  hay  garantía  flotante 
y  ese  es  el  caso  de  las  sociedades  que  estudiamos,  que 
como  sabemos  no  poseen  bienes,  muebles  ni  inmuebles, 
que  afectar  como  garantía. 

El  artículo  1 3  de  la  ley  dice  textualmente  que  «toda 
•emisión  de  detentares  con  garantía,  que  no  se  limite  á  la 
garantía  de  bienes  invauehles  determinados,  se  consideran 
•emitidos  con  garantía  flotante». 

Como  se  ve,  en  este  artículo  la  ley  considera  como 
garantía  el  derecho  real  y  diferencia  la  garantía  flotante 
de  la  especial,  en  que  la  primera  no  se  limita  á  un  inmueble 
determinado,  quiere  decir,  pues,  que  el  derecho  real  siem- 
pre es  necesario  y  que  su  limitación  y  determinación,  es  lo 
•que  constituye  la  diferencia  entre  una  y  otra  garantía. 

Ahora  bien,  repetimos  que  los  Bancos  hipotecarios  no 
iienen  por  regla  general  bienes  afectables  á  derecho 
real. 

El  capital  de  dichos  bancos  es  sólo  pecuniario,  subs- 
cripto en  el  extranjero  y  bajo  la  legislación  francesa  que 
es  la  que  los  rige.  Sus  obligaciones  son  emitidas  en  Fran- 
cia, sin  garantía  según  la  ley  francesa,  luego  se  trata  bajo 
todos  conceptos  de  simples  derechos  personales  ó  de  cré- 
dito, garantizados,  es  cierto,  sólidamente,  por  el  fuerte 
capital  social;  pero  siempre  de  una  manera  pecuniaria, 
pues  es  sólo  dinero  loque  constituye  el  capital  social,  y 
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es  por  eso  que  deiilro  de  la  impropia  denominación  de 
nuestra  ley,  tendríamos  que  clasificarlos  de  obligaciones 
sin  garantía  (real,  debería  haber  agregado  la  ley). 

El  hecho  de  decir  generalmente  la  leyenda  de  las  obli- 
gaciones que  responden  á  su  pago :  « No  sólo  el  capi- 
tal social  sino  también  los  créditos  hipotecarios  que  tiene 
colocados  la  sociedad»,  no  les  quita  en  nada  su  carácter 
de  derechos  personales  ó  creditorios,  puesto  que  no  sien- 
<io  dichos  bancos  propietarios  de  bienes  inmuebles,  nopue- 
-den  de  ningún  modo  hipotecarlos  (art.  3i53,  Cód.  civ.), 
y  porque  además  el  simple  crédito  hipotecario,  no  es 
tampoco  susceptible  de  hipoteca  (art.  3i54,  Cód.  civ.). 
Así,  pues,  el  tenedor  do  obligaciones  sabe  y  sabía  al  to- 
marlos, que  las  garantías  ofrecidas,  eran  simplemente 
pecuniarias.  Tales  son  las  razones  por  las  que  sostengo 
•que  las  obligaciones  de  las  sociedades  hipotecarias  son  de 
las  llamadas  sin  garantía. 

Podría  quizás  argumentarse  que  existe  para  la  obliga- 
ción ó  debentare  hipotecarlo  la  garantía  prendaria  de  la 
misma  hipoteca  constituida  por  las  mencionadas  socie- 
dades ;  pero  á  nuestro  entender  ese  argumento  es  más  apa- 
rente que  real. 

En  efecto  nuestra  ley  de  debentures  (art.  4")  sólo  obli- 
ga á  la  inscripción  á  las  sociedades  constituidas  en  el  ex- 
tranjero cuando  «afectan  bienes  situados  en  la  república » . 

No  creo  que  pueda  comprenderse  en  la  palabra  bienes 
(usada  en  forma  poco  jurídica  por  la  ley),  los  derechos 
exclusivamente,  porque  al  decir  la  ley  :5Í¿aado5,  claramente 
«deja  entender  que  se  refiere  a  cosas,  en  el  sentido  jurídico 
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deesa  palabra  (Cód.  civ. ,  art.  1 345).  Confirman  esa  inter- 
pretación los  artículos  22  y  i3  de  la  ley  de  deheniures,  al 
al  decir  el  primero  :  ^realizar  los  bienes  que  constituyen  la 
garantía  »  y  el  segundo :  (( bienes  inmuebles  determinados  » . 
Cuando  la  ley  ha  querido  ampliar  el  concepto  para  encua- 
drarlo dentro  del  tecnicismo  jurídico  de  bienes,  ha  dicho 
como  en  el  artículo  5%  «.derechos,  bienes  muebles  ó  raí- 
ces», etc.  Justamente  en  este  artículo  se  nota  la  diferente 
terminología  de  la  ley  para  distinguir  los  bienes  corpora- 
les é  incorporales. 

Son  pues,  á  nuestro  modo  de  ver,  indispensables  cosas^ 
susceptibles  de  derechos  reales  para  que  procedan  las 
garantías  especial  ó  flotante,  sin  perjuicio  que  en  esta 
última  puedan  existir  también  bienes  incorporales,  pero 
debiendo  ser  la  base  las  corporales. 

Para  la  garantía  especial  la  ley  es  clara  en  su  exigencia  : 
((deben  afectarse  bienes  inmuebles  determinados»  (art.  5°), 
luego  no  existe  garantía  especial pr^nc/aria  sino  hipotecaria 
y  aun  suponiendo  susceptible  de  una  prenda  general  y  de 
carácter  muy  especial,  á  los  créditos  hipotecarios,  nunca 
caerían  bajo  las  disposiciones  del  artículo  5o  de  la  ley. 

Tampoco  creemos  que  la  ley  de  deheniures  derogue  en 
absoluto  al  Código  civil,  en  lo  relativo  á  garantías  espe- 
ciales, ya  que  reconoce,  en  su  artículo  6%  como  única 
excepción,  la  duración  de  la  inscripción  por  [\o  años,  en. 
vez  de  los  10,  que  fija  nuestro  código,  para  la  hipoteca. 
Lo  mismo  ocurriría  si  hubiera  garantía  especial  de  prenda, 
que  no  existe,  pues  tendrían  que  aplicársele  los  principios 
srenerales  sobre  transmisión,  endoso  ó  notificaciones  se- 
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gún  los  casos;  pero,  como  hemos  dicho,  no  existe  garan- 
tía especial  prendaria.  Quedaría,  pues,  sólo  por  resolver 
si  es  posible  una  garantía  flotante  con  base  exclusiva  de 
bienes  incorporales. 

Creemos  que  no. 

La  garantía  flotante  la  constituye  una  universalidad 
jurídica:  bienes  corporales  é  incorporales,  pero  bajo  la 
base  de  los  primeros,  sin  ellos  no  existe  tal  garantía,  pues 
ella  afecta,  como  dice  la  ley,  «todos  los  derechos,  bienes 
muebles  y  raíces,  presentes  y  futuros  ó  una  parte  de 
ellos»  (art.  5°)  y  se  comprende  que  así  sea  porque  su 
objeto  es  facilitar  el  empréstito,  con  las  garantías  reales, 
de  las  grandes  empresas,  especialmente  las  ferroviarias, 
que  comprenden;  vías,  estaciones,  terrenos,  edificios, 
locomotoras,  etc.,  y  además  el  capital  pecuniario  ó  cre- 
ditorio  de  cualquier  naturaleza  que  sea. 

Por  otra  parte,  en  Francia  no  existe,  que  sepamos,  la 
garantía  sobre  el  crédito  hipotecario,  ni  lo  establece  tam- 
poco un  contrato  de  empréstito  que  las  sociedades  hipo- 
tecarias no  realizan.  No  vemos,  pues,  cómo  podría  apli- 
carse una  ley,  si  la  hubiera,  que  á  nuestra  juicio  no  la  hay, 
para  una  cosa  inexistente. 

Finalmente,  ¿qué  ganarían  los  tenedores  de  obligacio- 
nes con  esa  garantía  prendaria,  si  pudiera  existir?  Nos 
parece  que  absolutamente  nada. 

Si  hubiese  un  caso  de  conflicto  judicial  sólo  versaría 
entre  la  acción  y  la  obligación,  pues  en  esas  instituciones 
no  existen  deudas  de  otro  género  y  bien  sabemos  que  por 
la  ley  francesa  y  la  nuestra,  la  obligación  prevalece  sobre 
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la  acción,  en  cuanto  al  pago  desús  intereses  y  amorti- 
zaciones. 

Aceptada  la  conclusión  á  que  arribamos,  de  que  las 
sociedades  hipotecarias  emiten  debentures  sin  garantía,  de 
acuerdo  con  nuestra  ley,  fluye  un  corolario  evidente,  á 
saber:  que  la  ley  no  obliga  á  cumplir  con  sus  disposicio- 
nes á  las  sociedades  hipotecarias,  ni  por  sus  anteriores 
emisiones  ni  por  sus  futuras,  emitidas  en  el  extranjero. 

La  ley  es  clara  á  ese  respecto,  una  vez  clasificada  la 
obligación ,  en  una  de  las  tres  categorías  que  ella  establece : 
sin  garantia,  con  garantía  especial  ó  con  garantía  flo- 
tante. 

Nuestra  ley  sólo  trata  en  su  artículo  3o  de:  (das  socie- 
dades constituidas  en  el  extranjero,  que  emitan  debentu- 
res, ya  sea  con  garantía  especial  ó  flotante»  ,  luego  no  se 
refiere  á  las  simples  obligaciones  sin  garantía,  quesería 
el  caso  que  analizamos. 

La  disposición  de  la  ley  es  lógica,  puesto  que  la  garan- 
tía del  estado  debe  sólo  obligar  á  formalidades  especiales, 
cuando  se  afecten  bienes  que  estén  en  su  territorio  y  con  el 
fin  de  salvaguardar  el  interés  de  los  acreedores,  que  con- 
fiando en  la  prelación  de  su  crédito,  podrían  ser  defrau- 
dados, si  el  estado  no  obligara  á  la  inscripción. 

No  comprendiendo  el  mencionado  artículo  la  emisión 
de  obhgaciones  de  sociedades  hipotecarias,  por  ser  ellos 
sin  garantía,  es  evidente  que  no  están  obligadas  á  inscri- 
bir su  contrato,  ni  á  nombrar  fideicomisarios. 

En  cuanto  á  la  inscripción  de  anteriores  emisiones, 
creemos  asimismo  que  no  es  necesaria,  porque  los  tres 
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artículos  de  la  ley  que  reglamentan  la  materia  no  las  com- 
prenden. 

En  efecto,  los  artículos  87  y  Sg  se  refieren  exclusiva- 
mente á  las  sociedades  constituidas  en  la  república  y  trata- 
mos de  sociedades  constituidas  en  Francia  y  el  artículo  [\o 
sólo  obliga  á  la  inscripción  y  demás  formalidades  á  las 
sociedades  extranjeras,  en  el  caso  de  «emisiones  garanti- 
zadas con  bienes  situados  en  la  república )) ,  por  las  razones 
que  ya  hemos  indicado  y  bien  sabemos  que  esa  disposi- 
ción tampoco  las  afecta,  porque  ningún  bien  situado  en 
la  república  garantizó  sus  emisiones. 

Rafael  Herrera  Vegas. 
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CONFERENCIA   PRONUNCIADA  EN   LA   UNIVERSIDAD    DE    MADRID 


Señor  rector  de  la  Universidad, 
Señores  profesores, 
Señores  estudiantes, 
Señoras,  señores. 

Es  mi  propósito  disertaren  esta  conferencia  sobre  Orien- 
taciones argentinas  de  derecho  internacional  privado.  El  te- 
ma, tan  interesante  como  amplio,  estudiado  en  sus  múl- 
tiples fases,  no  cabría  en  el  estrecho  marco  de  una  hora  de 
exposición.  En  mi  cátedra  le  dedico  habituabnente  tres  ó 
cuatro  conferencias.  Para  conciliar  entonces  la  amplitud 
del  tema  con  la  brevedad  del  tiempo,  —  ya  que  no  entra 
en  mis  designios  molestaros  una  vez  más  —  me  concreta- 
ré á  desarrollarlo  en  sus  líneas  generales  y  á  tratarlo  en 
uno  solo  de  sus  aspectos. 

Así  también  satisfaré  escrúpulos  de  conciencia,  quead- 


DERECHO  INTERNAClOiNAL  PRIVADO  i35 

vierten  en  la  exquisita  benevolencia  con  que  os  disponéis 
á  escucharme  un  límite  amable  á  la  molestia  que  me  dis- 
pongo á  ocasionaros,  y  que  os  promete  respetar  mi  dis- 
creción. 

Pero  antes  de  entrar  en  materia,  me  permitiréis  que, 
al  ocupar  esta  elevada  y  honrosa  cátedra,  exprese  mi  gra- 
titud respetuosa  por  la  gentileza  con  que  las  ilustres  au- 
toridades de  ese  alto  instituto  me  han  permitido  llegar 
hasta  ella,  no  sabría  yo  decir  si  quebrantando  el  hábito 
que  la  mantenía  reservada  á  la  voz  y  pensamiento  de  los 
insignes  docentes  propios,  ó  iniciando  uno  nuevo  inspi- 
rado en  el  fecundo  propósito  de  fomentar  la  acción  de  sa- 
ludable solidaridad  intelectual  y  de  intercambio  científico 
de  nuestras  respectivas  universidades,  ampHando  su  ho- 
rizonte y  su  eficacia  en  homenaje  á  su  alta  y  noble  misión 
de  civilización  y  cultura. 

Si  lo  segundo,  bienvenida  sea  Ja  iniciativa,  señores,  y 
ojalá  no  se  malogre  ! 

La  Universidad  debe  ser  el  centro  permanente  que  vin- 
cule el  alma  de  los  pueblos,  determinando  y  estrechando 
relaciones  en  una  esfera  superior  de  la  vida  intelectual  hu- 
mana ;  hoy  sobre  todo,  en  que  los  intereses  económicos 
determinan  y  orientan  principal  y  fundamentalmente  las 
relaciones  constitutivas  de  la  vida  internacional  contem- 
poránea. Cultivar  y  fomentar  aquéllas  es  hacer  á  éstas  más 
estrechas,  más  seguras,  más  benéficas.  Los  intereses  ma- 
teriales de  la  vida  universal  se  hallarán  tanto  más  sólida- 
mente protegidos  cuanto  más  empeñosamente  las  custo- 
dien principios  claros,  permanentes,  universales,  espe- 
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cialmenle  suministrados  por  la  ciencia  del  derecho,  en 
una  de  sus  más  augustas  ramas,  propendiendo  á  la  nor- 
malización de  la  vida  humana  desarrollada  en  el  vasto  es- 
cenario del  mundo. 

Toca  á  los  sabios  y  maestros  del  derecho  tan  noble  mi- 
sión ;  toca  á  la  Universidad  ser  el  laboratorio  fecundo  que 
recoja  y  difunda  la  acción  de  tan  alto  apostolado  humani- 
tario. Ello  os  explicará  el  regocijo  y  el  orgullo  que  siento 
al  ocupar  esta  tribuna  altísima. 

Bienvenida  sea  la  iniciativa,  señores,  que  me  permite 
traeros  hoy  el  eco  de  la  conciencia  jurídica  argentina  en 
una  de  las  más  transcendentales,  y  augustas  disciplinas  del 
derecho  :  la  que  protege  al  hombre  sobre  el  planeta,  y  que 
nos  permitirá  mañana  acercar  el  pensamiento  y  el  esfuer- 
zo de  las  nacientes  naciones  americanas,  de  las  modernas 
sociabiUdades  democráticas,  jóvenes,  pujantes  y  enérgi- 
cas, al  esfuerzo  y  al  pensamiento  de  estas  seculares  na- 
ciones continentales,  sabias,  eruditas,  ricas,  poderosas  y 
predominantes,  en  aras  de  un  hondo  anhelo  de  redención 
humana  y  al  calor  de  un  amplio  y  generoso  sentimiento 
de  solidaridad  universal  ;  naciones  jóvenes  y  naciones  se- 
culares que  se  necesitan  recíprocamente,  que  se  comple- 
mentan; que  por  la  fuerza  irresistible  de  hechos  irrevo- 
cables y  por  exigencias  de  intereses  que  son  vitales,  de- 
bieran hallarse  orientados  por  principios  jurídicos  comu- 
nes, y  que,  sin  embargo,  viven  separados  al  influjo  de  un 
secular  antagonismo  estéril  é  injustiíicable. 

Permitidme  también  agradecer,  con  profunda  emoción, 
los  conceptos  elogiosos  que  acabáis  de  escuchar  de  labios 
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de  vuestro  ilustre  rector,  profesor  Conde  y  Luque,  tan 
honrosos  para  mi  país  y  para  las  universidades  argentinas, 
tan  excesivos  y  desproporcionados  á  mis  modestos  méri- 
tos, que  mucho  temo,  señores,  no  me  alcance  el  esfuerzo 
para  corresponder  á  ellos  dignamente. 

Sea  esta  conferencia  en  fin,  un  homenaje  á  la  comuni- 
dad intelectual  hispano-argentina  tributado  en  este  tem- 
plo de  la  ciencia,  y  sed  depositarios  de  la  ofrenda  modes- 
ta y  cara,  vosotros  estudiantes  españoles  de  derecho  inter- 
nacional privado,  á  quienes  tanto  quiero  como  por  estu- 
diantes como  por  españoles,  y  que  tenéis  múltiples  moti- 
vos para  interesaros  por  los  principios,  doctrinas  y  ten- 
dencias que  las  leyes  argentinas  han  consagrado  en  la 
ciencia  mencionada. 

Agrego  así  un  nuevo  eslabón  á  la  ya  larga  cadena  de 
afectos  y  emociones  queme  ligan  á  la  juventud  estudiosa, 
forjada  en  el  yunque  de  la  noble  labor  proficua,  al  cálido 
influjo  de  los  ideales  inagotables  que  fortifican  la  tarea  le- 
gítima é  intensamente  seductora  y  fecunda  de  la  enseñan- 
za universitaria,  á  la  que  llevo  consagradas  las  más  gene- 
rosas energías  de  diez  años  de  mi  vida. 

Señores : 

La  evolución  científica  de  la  enseñanza  del  derecho  in- 
ternacional privado  se  ha  realizado  en  la  República  Argen- 
tina á  través  de  medio  siglo,  desde  i863,  cuando  apenas 
bocetaba  vagamente  sus  perfiles  la  augusta  disciplina, 
hasta  1912,  en  que  se  la  ha  enseñado  sobre  la  pauta  de 
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un  programa  que  haría  honor  á  cualquiera  universidad 
del  mundo. 

Hasta  1878,  el  derecho  internacional  privado  era  ob- 
jeto de  una  enseñanza  incidental.  Correspondió  al  notable 
y  malogrado  jurisconsulto  argentino  don  Federico  Pinedo 
el  período  de  ensayo,  indeciso  y  vacilante,  en  que  esa  ra- 
ma jurídica  no  había  alcanzado  aún  el  rango  á  que  por  su 
importancia  y  su  objetivo  era  acreedora  en  el  plan  de  es- 
tudios del  alto  instituto.  Su  enseñanza  era  un  detalle  del 
curso  de  derecho  internacional,  en  el  que  se  estudiaban 
ambas  ramas  del  derecho,  público  y  privado.  Así,  la  en- 
señanza del  doctor  Pinedo,  completa  y  metódica,  pero  h- 
mitada  y  sucinta,  clara  sin  duda,  pero  en  cierdo  modo 
mecánica,  debió  necesariamente  presentar  su  substancia 
sabia  y  erudita  circunscripta  por  aquellas  circunstancias  de 
tiempo  y  oportunidad. 

En  1878  fue  llamado  á  dictar  el  curso  de  derecho  in- 
ternacional el  también  eminente  y  malogrado  jurista  doc- 
tor Amancio  Alcorta,  y  nuestra  asignatura  adquirió  en- 
tonces la  independencia  y  el  nivel  científico  que  realmente 
merecía.  Separada  del  derecho  internacional  público,  pa- 
só á  ocupar  un  puesto  en  el  último  año  de  estudios  facul- 
tativos, corrigiéndose  así  también  el  grave  error  didáctico 
que  por  tantos  años  perdurara. 

El  doctor  Pinedo  había  echado  la  piedra  fundamental 
delediücio  :  el  doctor  Alcorta  lo  construyó  el  solo.  Y  no 
creáis  que  fueran  estrechas  las  dimensiones,  arcaico  el  es- 
tilo, mezquina  la  concepción  :  el  sabio,  arquitecto  se  ade- 
lantó á  su  época;  y  podréis  apreciar  toda  la  importancia 
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(le  SU  obra  recorriendo  las  páginas  de  su  libro,  que  si  bien 
no  alcanza  hoy  á  satisfacer  las  exigencias  modernas  de  la 
enseñanza  de  la  materia,  que  aun  se  halla  en  plena  evolu- 
ción, no  puede  despojársele  del  alto  mérito  de  ser  uno  de 
los  libros  más  honrosos  de  la  bibliografía  argentina  y  ame- 
ricana. 

Comprenderéis  toda  la  verdad  de  mi  afirmación  de  que 
el  doctor  Alcorta  se  adelantó  á  su  época,  si  recordáis  el 
estado  de  la  enseñanza  del  derecho  internacional  privado 
entonces  y  en  las  más  adelantadas  naciones  europeas  y 
americanas  ;  si  recordáis  que  Inglaterra  y  los  Estados  Uni- 
dos de  América  no  tenían  una  enseñanza  especial  de  esta 
rama  jurídica;  que  Holanda,  cuna  de  la  gloriosa  escuela 
de  los  post-glosadores  que  conocéis,  recién  la  fundó  en 
1876  ;  que  en  Alemania,  todavía  hace  veintitrés  años,  el 
derecho  internacional  se  enseñaba  por  semestres  de  un  mo- 
do general  y  sólo  existía  en  Berlín  una  cátedra  especial  de 
derecho  internacional  privado  á  cargo  del  eminente  juris- 
consulio  Goldschmidt:  que  en  Bélgica,  podía  aun  en  1879 
decir  el  profundo  y  elocuente  jurista  Laurent:  «  ...Y  me 
apena  agregar  que  Francia  y  Bélgica  se  han  dejado  ade- 
lantar por  Italia,  Alemania  y  Holanda,  porque  no  tienen 
todavía  una  cátedra  de  derecho  internacional  privado  y  la 
enseñanza  del  derecho  de  gentes  es  en  ella  casi  nominal»  ; 
que  en  Francia  recién  en  1880  se  estableció  la  enseñanza 
separada  de  esta  asignatura  ;  que  en  vuestro  país,  cuando 
1886  vuestro  ilustre  profesor,  el  marqués  de  Olivart,  pu- 
blicó su  importante  resumen  crítico  del  estado  de  la  cien- 
cia en  Europa,  la  materia  no  había  aun  atraído  serlamen- 
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te  la  atención  de  las  universidades  y  de  los  hombres  de 
ciencia,  y  él  se  creía  autorizado  á  decirnos  que  la  pobreza 
de  la  literatura  jurídica  sobre  el  derecho  internacional  era 
una  real  miseria  :  si  recordáis,  en  fin,  en  cuanto  á  la  Amé- 
rica se  refiere,  que  en  Colombia  hasta  1886  la  enseñanza 
estaba  limitada  al  derecho  internacional  público,  y  que  en 
Chile  y  Brasil  recién  en  1 90T  el  derecho  internacional  pri- 
vado comenzó  á  ser  enseñado  como  una  disciplina  especial. 

En  1892  púsose  al  frente  de  la  cátedra  en  el  curso  déla 
facultad  de  derecho  de  Buenos  Aires  el  eminente  jurista 
y  hombre  público  argentino,  orador  y  publicista,  doctor 
Estanislao  S.  Zeballos,  mi  ilustre  maestro,  á  quien  desde 
esta  cátedra  en  que  me  estoy  honrando  quiero  hacer  y 
hago,  con  patriótico  orgullo,  el  homenaje  de  mi  más  ca- 
riñoso recuerdo. 

Bajo  la  alta  dirección  didáctica  de  Zeballos,  cuyo  nom- 
bre conocéis  ó  debéis  conocer,  porque  es  una  honra  del 
derecho  internacional  privado  americano,  la  enseñanza 
de  esta  ciencia  alcanzó  el  mayor  grado  de  desarrollo  y 
esplendor  científicos,  colmando  de  un  modo  brillante  y 
fecundo  la  última  etapa  del  proceso  de  su  evolución  de 
medio  siglo. . 

Su  reputación,  hoy  universal,  me  evita  detenerme  ásu 
respecto:  pero,  no  dejaré  de  hacer  presente  que  él  ha 
podido  reclamar,  como  ha  reclamado,  para  sí  el  honor  de 
haber  inaugurado  en  la  facultad  de  Buenos  Aires,  desde 
1892,  la  expHcación  del  derecho  internacional  privado 
del  punto  de  vista  de  las  formas  de  gobierno,  presentando 
á  sus  discípulos  el  paralelo  entre  las  tendencias  y  solucio- 
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nes  del  derecho  autocrático  y  monárquico  y  las  soluciones 
admitidas  por  el  derecho  democrático,  en  que  el  hombre 
predomina  sobre  el  individuo  y  sobre  las  formas  de  go- 
bierno. 

Señores  : 

Los  principios  y  soluciones  del  derecho  internacional 
privado  han  reflejado  siempre  y  rellejan  el  espíritu  y  la 
tendencia  de  las  altas  concepciones  políticas  y  filosóficas, 
constitucionales  é  institucionales  en  el  tiempo  y  en  el  es- 
pacio; por  eso,  la  acción  de  aquellos  principios  y  de 
aquellas  soluciones  en  la  vida  nacional  tiene  como  ante- 
cedente indispensable  que  la  orienta,  la  amengua  ó  la  in- 
tensifica, las  leyes  políticas  ó  constitucionales  de  cada 
país,  más  ó  menos  liberales  ó  humanitarias,  más  ó  menos 
autocrá ticas  ó  feudales. 

Las  leyes  privadas,  que  al  determinar  las  relaciones  del 
derecho  personal  en  sí  mismo  y  en  relación  á  los  contra- 
tos, á  las  obligaciones  y  á  los  bienes,  organizan  la  condi- 
ción jurídica,  política  y  social  del  extranjero,  no  hacen 
sino  orientar  la  elaboración  del  derecho  privado  en  el 
camino  marcado  por  las  leyes  fundamentales  de  organi- 
zación política,  por  eso  la  codificación  del  derecho  inter- 
nacional privado  en  la  República  Argentina  ofrece  los 
caracteres  más  hberales  y  humanitarios  que  pueda  pre- 
sentar en  nación  alguna  civilizada  de  la  tierra. 

La  vida  constitucional  argentina,  con  relación  al  ex- 
tranjero, se  desenvuelve  sobre  la  base  inconmovible  de  la 
realización  solemne  y  definitiva  de  los  más  hondos  anhe- 
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los  perseguidos  por  nuestra  ciencia  desde  siglos  atrás  y 
que  no  han  alcanzado  á  ver  aun  nuestros  deseos  satisfe- 
chos otros  países  de  civilización  más  avanzada. 

Aunque  la  conciencia  jurídica  moderna,  ha  dicho  el 
muy  distinguido  profesor  Trías,  se  basa  en  el  principio 
cristiano  de  la  igualdad  substancial  de  naturaleza,  del  que 
brota  una  igualdad  substancial  de  derecho  éntrelos  hom- 
bres, prácticamente  existen  notables  desigualdades,  y  es 
una  de  éstas  la  distinción  que  el  interés  nacional  establece 
entre  el  regnícola  y  el  extranjero,  en  virtud  de  la  cual  no 
disfruta  éste  la  plenitud  de  derechos  que  aquél. 

La  aplicación  de  las  leyes  extranjeras,  ha  dicho  vuestro 
ilustre  profesor  y  rector,  debe  fundarse  en  que  el  concep- 
to de  la  soberanía  no  consiste  en  considerarla  como  con- 
junto de  derechos,  sino  como  suma  de  altísimos  deberes, 
consistentes  en  procurarla  felicidad  del  hombre,  la  cual 
no  se  encierra  ciertamente  en  los  límites  de  un  estado  y, 
cuyo  fundamento  está  en  atribuirle  sus  derechos  legíti- 
mos, sea  cualquiera  su  origen  y  fundamento. 

Vuestro  no  menos  ilustre  marqués  de  Olivart  ha  sinte- 
tizado uno  de  sus  anhelos  científicos  de  más  fecunda  rea- 
lización diciendo  que  la  forma  social  debe  fundarse  en  la 
moral,  en  el  sincero  respeto  al  derecho  ajeno,  en  consi- 
derar los  intereses  materiales  como  medio,  no  como  fin 
de  la  vida,  subordinándolos  á  los  más  nobles  del  espíritu, 
y  en  que,  en  fin,  penetre  en  la  conciencia  de  los  que  per- 
sonifican el  derecho  de  gentes  la  verdad  de  que  deben 
procurar,  más  que  el  poderío  de  los  estados,  la  feHcidad 
de  los  individuos. 
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He  querido  recordar  estas  sanas  y  profundas  reflexio- 
nes, que  implican  aspiraciones  cuya  satisfacción  supone 
y  exige  como  base  indispensable  nuestra  ciencia,  para 
decir  y  demostrar  ahora  que  la  organización  institucional 
y  constitucional  de  la  República  Argentina  las  realiza  de 
la  manera  más  amplia,  brillante  y  definitiva,  formando 
con  ella  la  sólida  base  fundamental  de  las  leyes  y  de  los 
códigos  que  vigilan,  reconocen  y  garantizan  el  derecho- 
privado  de  los  hombres  en  el  seno  de  la  vida  social. 

Tales  aspiraciones,  traducidas  en  preceptos,  consagran 
las  siguientes  conclusiones  : 

I*  Igualdad  absoluta  entre  nacionales  y  extranjeros  en 
cuanto  al  goce  de  los  derechos  civiles,  habiéndose  elimi- 
nado el  concepto  romano  de  la  distinción  entre  los  dere- 
chos civiles  y  los  derechos  naturales,  que  aun  hoy  impera 
en  naciones  civilizadas  de  la  Europa ; 

2*  Libertad  completa  de  radicarse  y  establecerse  en  los 
límites  y  condiciones  que  determine  la  simple  voluntad 
individual ; 

3*  La  inmigración  como  un  factor  de  vida  y  progreso,, 
á  la  cual  se  atrae  sin  artificio,  se  ampara  sin  reservas  y  se 
asimila  sin  esfuerzos  á  la  economía  nacional ; 

l\^  La  conservación  de  la  nacionalidad  por  parte  de  los 
extranjeros,  se  hallen  ó  no  domiciliados  en  el  país  ; 

5*  La  concepción  del  estado  como  un  órgano  del  bien- 
estar y  de  la  felicidad  del  individuo,  cuya  actividad  jurí- 
dica y  social  sólo  encuentra  un  límite  en  el  respeto  y  la 
conservación  del  estado. 

Ved  ahora  cómo  estas  conclusiones,  que  encierran,. 
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«egún  habéis  podido  advertirlo,  la  síntesis  fidelísima  del  p^ 
pensamiento  de  vuestros   más  eminentes  maestros,    se 
hallan  autorizadas  por  los  preceptos  de  nuestras  leyes 
fundamentales  de  organización  política. 

Ni  es  menester,  señores,  buscar  esta  comprobación  en 
!la  actual  constitución  argentina. 

Fruto  evolucionado  de  medio  siglo  de  vida  institucio- 
nal, accidentada,  pero  siempre  uniformemente  sustentada 
por  principios  en  los  órdenes  de  la  actividad  jurídica, 
social  y  política,  la  constitución  argentina,  que  no  nació 
■espontánea  y  caprichosamente  del  cerebro  de  los  modes- 
tos constituyentes  á  quienes  el  ex  presidente  Avellaneda 
llamara  curas  de  aldea,  es  síntesis  y  resumen  de  los  anhe- 
los y  de  las  necesidades  de  un  pueblo  joven  por  su  edad, 
por  sus  aspiraciones  y  por  su  formación,  producto  del 
instinto  natural  de  conservación  y  de  perfeccionamiento. 
De  ahí  que  las  declaraciones  y  principios  que  ella  consa- 
gró, eran  ya  del  ambiente  constitucional  argentino  viejos 
conocidos. 

Dos  años  después  del  pronunciamiento  revolucionario 
de  mayo,  la  constitución  de  1812  inició  la  declaración  de 
principios  que  repetidos  actos  posteriores  reprodujeron  ó 
ampliaron,  como  el  estatuto  provisional  de  181 5,  el  re- 
glamento provisorio  de  1817,  la  constitución  de  1819,1a 
la  constitución  de  1826. 

Ya  el  proyecto  de  constitución  de  181  2  contenía  una 
<l¡sposición  que  es,  sin  duda,  el  germen  de  la  que  actual- 
mente consagra  en  la  república  la  libertad  de  cultos : 
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Ningiin  habitante  de  la  república,  decía,  puede  ser  perseguido 
ni  molestado  en  su  persona  ó  bienes  por  opiniones  religiosas,  con 
tal  que  no  altere  el  orden  público  y  respete  las  leyes  y  costumbres 
piadosas  del  Estado. 

El  estatuto  de  i8i5,  al  determinar  las  relaciones  recí- 
procas entre  el  individuo  y  el  estado,  problema  básico  y 
llave  de  las  más  transcendentales  dificultades  del  derecho 
internacional  privado,  cuya  solución  mantiene  dividido 
al  mundo  todavía,  estableció  las  siguientes  hermosas  de- 
claraciones : 

Todo  hombre  gozará  de  seis  derechos  en  el  territorio  del  estado, 
sea  americano,  extranjero  ó  ciudadano,  á  saber  :  la  vida,  la  honra, 
la  libertad,  la  igualdad,  la  propiedad  y  la  seguridad  ; 

enumerando  luego  los  deberes  del  hombre  para  con  el 
estado  y  concretando  en  los  siguientes  términos  su  con- 
cepto del  estado,  que  quedaría  bien  en  cualquier  código 
político  moderno : 

Debe  garantir  y  afianzar  el  goce  de  los  derechos  del  hombre  y 
aliviar  la  miseria  y  desgracia  de  los  ciudadanos,  proporcionándoles 
los  medios  de  prosperar  é  instruirse. 

Era,  pues,  el  habitante,  era  el  hombre,  para  aquellos  obs- 
curos organizadores,  que  no  tenían  por  cierto  abundantes 
fuentes  de  información  científica,  el  que  podía  exigir  del 
estado  la  garantía,  la  defensa  y  seguridad  del  goce  de  sus 
derechos  ;  era  el  hombre,  el  habitante,  no  el  nacional  ó  el 
extranjero,  el  que,  por  toda  condición,  debía  respetar  el 
orden  público  y  las  leyes  del  estado. 

AWAL.     FAC.     DE    DER.     T.     III    (a*    p.)  lO 
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En  otras  disposiciones  preceptuaba ; 

Las  acciones  privadas  de  los  hombres  que  no  ofendan  el  orden 
público  ni  perjudiquen  á  tercero  están  sólo  reservadas  á  Dios  y 
exentas  de  la  autoridad  de  los  magistrados  ; 

Ningún  habitante  del  estado  podrá  ser  obligado  á  hacer  lo  que  la 
ley  no  manda,  ni  privado  de  lo  que  ella  no  prohibe  ; 

Ningún  habitante  del  estado  podrá  ser  penado  sin  proceso,  ni 
sentencia  legal. 

Y  en  este  pensamiento  de  profunda  filosofía  política 
perdura  á  través  de  diversos  actos  constitucionales  poste- 
riores, inspirando  una  serie  de  disposiciones  que  se  ha- 
llan reproducidas  especialmente  en  el  reglamento  de  1 8 1 7 
y  en  la  constitución  de  1819. 

En  el  congreso  que  se  discutió  la  constitución  de  1826 
el  doctor  Juan  Antonio  Gorriti  pronunció  estas  hermosas 
palabras  que  pueden  considerarse  como  la  expresión 
exacta  de  los  anhelos  de  todos  nuestros  constituyentes  ; 

Nosotros,  dijo,  debemos  aspirar  á  la  gloria  de  constituir  una 
nación  que  sea  la  patria  de  los  hombres  libres,  el  centro  de  las  vir- 
tudes sociales  y  de  los  inocentes  goces  que  saben  proporcionar  la 
industria  y  el  talento. 

Y  como  para  que  estas  palabras  no  fueran  vanas,  el 
congreso,  llevando  hasta  la  altura  de  ellas  su  liberalidad 
y  su  sentido  práctico,  creó  en  favor  del  extranjero  la  jus- 
ticia de  excepción  bajo  el  nombre  de  justicia  federal,  exis- 
tente hoy  en  la  República  Argentina. 

Y  bien,  si  los  preceptos  constitucionales  que  he  recor- 
dado llevan  el  sello  de  aquellos  anhelos  que  responden  á 
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la  formación  de  un  nuevo  tipo  de  sociedad  política,  la 
constitución  de  i853,  que  actualmente  rige  el  país,  evi- 
dencia que  no  eran  diversas  las  aspiraciones  de  sus  auto- 
res, quienes,  después  de  consagraren  el  preámbulo,  como 
se  ha  dicho,  la  fórmula  más  hermosa  de  derecho  público 
é  internacional  que  hayan  escrito  los  hombres,  las  tradu- 
jeron en  sabias  y  previsoras  disposiciones  que  contienen 
los  principios  más  amplios  de  cuyos  beneficios  sea  dado 
disfrutar  á  la  persona  humana  en  pueblo  alguno  de  la 
tierra . 

Ellos,  representantes  de  la  nación  Argentina,  reunidos 
en  Congreso  general  constituyente,  por  voluntad  y  elec- 
ción de  las  provincias,  en  cumplimientos  de  pactos  pre- 
existentes, ordenaron,  decretaron  y  establecieron  la  cons- 
titución : 

Con  el  objeto  de  constituir  la  unión  nacional,  afianzar  la  justicia, 
consolidar  la  paz  interior,  proveer  á  la  defensa  común  promover  el 
bienestar  general  y  asegurar  los  beneficios  de  la  libertad  para  nos- 
otros, para  nuestra  posteridad  y,  para  todos  los  hombres  del  mun- 
do que  quieran  habitar  en  el  suelo  argentino. 

Savigny,  el  genio  de  la  armonía  jurídica  universal,  el 
gran  reformador  que  dio  al  derecho  internacional  privado 
su  verdadero,  único  y  sólido  fundamento  jurídico  y  cien- 
tífico, no  habría  sin  duda  hallado  en  otro  país  modelo 
más  propicio  al  ideal  que  alienta  su  doctrina,  edificada 
sobre  las  inconmovibles  columnas  de  la  igualdad  de  trata- 
miento para  las  personas,  la  posición  del  hombre  y  el 
equilibrio  científicamente  concebido  entre  el  individuo  y 
el  estado. 
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Ninguna  constitución  de  pueblo  alguno  del  orbe,  con- 
tiene declaración  análoga  á  la  que  encierran  las  palabras 
finales  del  preámbulo  y  su  sola  lectura  rectifica  el  error  tan 
injustificablemente  difundido  de  que  la  constitución  ar- 
gentina es  una  simple  copia  de  la  constitución  americana. 
Observad,  entretanto,  la  profunda  y  substancial  diferen- 
cia, cuya  transcendencia  es  decisiva  del  punto  de  vista  de 
nuestra  rama  científica:  Mientras  los  representantes  délos 
Estados  Unidos  dictaron  la  constitución  para  nosotros  y 
para  nuestra  posteridad,  los  representantes  de  la  nación 
Argentina  la  dictaron  para  nosotros,  para  nuestra  posteridad 
y  para  todos  los  hombres  del  mundo  que  quieran  habitar  su 
suelo. 

Es  que  mientras  en  los  Estados  Unidos  subsistió  la  ins- 
titución déla  esclavatura  hasta  Abraham  Lincoln,  en  la 
República  Argentina  se  había  declarado  desde  1812  la 
completa  igualdad  de  todos  los  habitantes  ante  la  ley;  es 
que,  en  tanto  que  la  constitución  americana  no  considera 
al  extranjero  como  un  factor  en  la  formación  de  la  nueva 
entidad  colectiva,  la  constitución  argentina  es  una  ley  fun- 
damental á  un  mismo  tiempo  organizadora,  protectora, 
igualitaria  y  colonizadora,  que  sirviendo  sabiamente  los 
intereses  vitales  del  país,  de  cuyo  porvenir  y  de  cuyos 
destinos  tuvieron  sus  autores  la  visión  nítida  y  plena, 
abrieron  sus  puertas  sin  vacilaciones,  con  hospitalidad  y 
sin  reservas,  á  la  industria,  al  comercio,  al  capital,  al 
brazo  extranjero. 

Permitidme  ahora  recordaros  sus  principales  disposi- 
ciones constitutivas  de  la  sólida  base  fundamental  de  las 
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leyes  y  de  los  códigos  que  en  mi  país  vigilan,  reconocen  y 
garantizan  el  derecho  privado  de  los  hombres  en  el  seno 
déla  vida  social,  señalando  los  rumbos  orientadores  de  los 
principios  y  soluciones  del  derecho  internacional  privado 
argentino. 

Según  el  artículo  i  /I : 

Todos  los  habitantes  de  la  nación  gozan  de  los  siguientes  derechos 
conforme  á  las  leyes  que  reglamenten  su  ejercicio :  de  trabajar  y 
ejercer  toda  industria  lícita ;  de  navegar  y  comerciar,  de  peticionar 
á  las  autoridades;  de  entrar,  permanecer,  transitar  y  salir  del  terri- 
torio argentino;  de  publicar  sus  ideas  por  la  prensa  sin  censura 
previa ;  de  usar  y  disponer  de  su  propiedad ;  de  asociarse  con  fines 
útiles;  de  enseñar  y  aprender. 

Según  el  artículo  1 6  : 

La  nación  Argentina  no  admite  prerrogativas  de  sangre  ni  de 
nacimiento:  no  hay  en  ella  fueros  personales  ni  títulos  de  nobleza. 
Todos  los  habitantes  son  iguales  ante  la  ley  y  admisibles  en  los 
empleos,  sin  otra  condición  que  la  idoneidad.  La  igualdad  es  al 
base  del  impuesto  y  de  las  cargas  públicas. 

Según  el  artículo  17  : 

La  propiedades  inviolable  y  ningún  habitante  de  la  nación  puede 
ser  privado  de  ella  sino  en  virtiíd  de  sentencia  fundada  en  ley.  La 
expropiación  por  causa  de  utilidad  púbUca  debe  ser  calificada  por 
ley  y  previamente  indemnizada...  Sólo  el  congreso.  Ningún  servi- 
cio personal  es  exigible  sino  en  virtud  de  ley  ó  de  sentencia  fundada 
en  ley.  Todo  autor  ó  inventor  es  propietario  de  su  obra,  invento  ó 
descubrimiento  por  el  término  que  le  acuerde  la  ley.  La  confisca- 
ción, de  bienes  queda  borrada  para  siempre  del  Código  penal 
argentino. 
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Además  de  éstas  disposiciones  que  bastan  por  sí  solas 
para  evidenciar  la  anaplitud  del  criterio  constitucional  ar- 
gentino, todavía  el  artículo  20  cuida  de  decir: 

Los  extranjeros  gozan  en  el  territorio  de  la  nación  de  todos  los 
derechos  civiles  del  ciudadano:  pueden  ejercer  su  industria,  comer- 
cio y  profesión;  poseer  bienes  raíces,  comprarlos  y  enajenarlos; 
navegar  los  ríos  y  costas;  ejercer  libremente  su  culto;  testar  y  ca- 
sarse conforme  á  las  leyes.  No  están  obligados  á  admitir  la  ciuda- 
danía... 

Llegando  en  su  auiplitud  y  liberalidad,  hasta  hacer 
privilegiada  su  situación,  frente  al  nacional,  disponiendo 
en  el  artículo  2 1  : 

Los  ciudadanos  por  naturalización  son  libres  de  prestar  el  servi- 
cio militar  por  el  término  de  diez  años  contados  desde  el  día  que 
obtengan  su  carta  de  ciudadanía... 

Disposición  esta  que  evidencia  los  nobles  anhelos  délos 
constituyentes  y  hace  improcedente  la  protesta  de  quie- 
nes consideran  injusta  la  exención.  El  doctor  Alberdi  los 
eximía,  y  á  mi  juicio  más  de  acuerdo  con  las  verdaderas 
exigencias  y  aspiraciones  nacionales,  por  el  término  de 
3o  años,  que  casi  equivalía  á  eximirlos  para  siempre.  Y  di- 
go más,  de  acuerdo  con  las  aspiraciones  nacionales,  porque 
los  autores  déla  constitución,  libres  ya  de  preocupaciones 
y  de  sentimientos  que  á  veces  lograron  perturbar  un  poco 
las  almas  en  épocas  anteriores,  siquiera  fuera  ello  deriva- 
do de  circunstancias  públicas  del  momento  histórico, 
confundían  á  todos  los  hombres  en  un  solo  abrazo  de  fra- 
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ternidad,  sin  egoísmos  ni  reservas;  y  los  llamaba  á  todos 
á  colaborar  en  la  obra  civilizadora  de  su  programa  amplí- 
simo, pidiéndoles  el  concurso  de  su  brazo,  no  para  asegu- 
rar la  vida  de  las  instituciones  y  cooperar  á  la  defensa  de 
la  soberanía  en  la  acción  nefasta  de  la  guerra,  sino  como 
soldados  pacíficos  del  progreso,  para  la  acción  fecunda 
del  progreso  de  la  paz. 

Como  lo  habéis  oido,  nuestra  constitución  garantiza, 
sin  distingos  y  por  igual,  el  derecho  de  propiedad,  tanto 
al  nacional  como  al  extranjero ;  y  ello  nos  ofrece  nueva 
oportunidad  para  rectificar  otra  vez  la  doctrina  errónea  de 
su  identidad  con  la  constitución  americana. 

La  constitución  y  las  leyes  del  gran  país  del  norte  ame- 
ricano son,  en  efecto,  en  cierto  modo  hostiles  al  extranje- 
ro, á  quien  obligan  de  un  modo  directo  ó  indirecto  á 
naturalizarse  para  poder  gozar  del  derecho  de  ser  propie- 
tario ;  lo  cual,  si  bien  es  criticable  del  punto  de  vista  filo- 
sófico, no  lo  es  del  punto  de  vista  orgánico  americano, 
porque  aquel  pueblo  no  concibe  una  nación  formada  mi- 
tad nacionales  y  mitad  extranjeros.  Nuestra  constitución 
en  cambio,  según  lo  habéis  oído,  no  impone  la  nacionali- 
dad y  su  conservación  por  los  extranjeros,  les  permite  ha- 
llarse sometidos,  en  ciertos  casos,  á  las  leyes  privadas  de 
su  país  de  origen. 

En  la  República  Argentina,  en  fin  : 

Ningún  habitante  será  obligado  á  hacer  lo  que  la  ley  no  manda, 
ni  privado  de  lo  que  ella  no  prohibe  (art.  19). 

Ningún  habitante  puede  ser  penado  sin  juicio  previo  fundado  en 
ley  anterior  al  hecho  del  proceso,  ni  juzgado  por  comisiones  espe- 
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cíales,  ni  sacado  de  los  jueces  designados  por  la  ley  antes  del  hecho 
de  la  causa  (art). 

Nadie  puede  ser  obligado  á  declarar  contra  sí  mismo,  ni  arres- 
tado sino  en  virtud  de  orden  escrita  de  autoridad  competente. 

Para  todos  el  domicilio  es  inviolable,  como  también  la  corres- 
pondencia epistolar  y  los  papeles  privados  (art.  i8). 

La  navegación  de  los  ríos  es  libre  para  todas  las  banderas,  con 
sujeción  á  los  reglamentos  nacionales  (art.  26). 

Y  como  si  esto  no  fuera  suficiente,  para  que  no  pudiera 
quedar  derecho  civil  alguno  excluido  de  esta  amplia  de- 
claración y  huérfana  de  protección  legal,  el  artículo  33 
cierra  la  declaración  preceptuando  que: 

Los  principios,  garantías  y  derechos  reconocidos  en  los  anterio- 
res artículos  no  serán  considerados  como  negación  de  otros  dere- 
chos que  nazcan  de  la  soberanía  del  pueblo  y  de  la  forma  republi- 
cana de  gobierno. 

Señores : 

He  dicho  que  la  Constitución  argentina,  ley  fundamen- 
tal de  un  pueblo  joven  por  su  edad,  por  sus  aspiraciones 
y  por  su  formación,  es  una  constitución  al  mismo  tiempo 
organizadora,  protectora,  igualitaria  y  colonizadora. 

Permitidme  creer  que  he  demostrado  en  gran  parte  mi 
afirmación. 

En  cuanto  al  último  de  los  caracteres  mencionados,  se 
halla  ampliamente  justificado  por  las  disposiciones  trans- 
criptas, que  constituyen  un  estímulo  permanente  á  la  co- 
rriente inmigratoria  y  la  base  del  sistema  natural,  espon- 
táneo y  sencillo,  que  convierte  al  colono  en  colonizador. 
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La  inmigración,  que  llega  á  nuestro  suelo  en  lance  an- 
gustioso de  una  pasada  y  tenazlucha  por  la  vida,  sin  com- 
pensaciones y  sin  éxitos,  se  ha  orientado  hacia  él  á  impul- 
sos de  aspiraciones  eminentemente  humanas,  en  procura 
de  un  bienestar  que  le  apena  no  haber  conocido  sino  de 
nombre,  y  de  cuya  realización,  abundante  y  plena,  le  ha 
llegado,  á  través  de  los  mares,  el  eco  grato  y  sonriente  de 
un  clamoreo  seductor  que  le  ha  regalado  el  oído,  ilumi- 
nado el  cerebro  y  acariciado  el  alma,  hablándole  la  grata 
insinuación  de  un  salvador  ab  occidente  felicitas.,.  Así  va  y 
llega  el  inmigrante  al  país  que  en  la  herencia  española  re- 
cibió la  mejor  parte,  atraída  simplemente  por  el  estímulo 
y  el  consejo  de  los  que  llegaron  primero,  por  la  sola  vir- 
tualidad del  ofrecimiento  hospitalario  del  suelo,  solemne- 
mente brindado  y  reverentemente  custodiado  por  precep- 
tos sagrados  déla  constitución. 

En  tales  condiciones,  sólo  piensa  en  labrarse  la  felici- 
dad que  ha  soñado  y  se  incorpora  resueltamente  al  núcleo 
social  que  le  recibe  sin  hostilidades,  le  encadena  dulce- 
mente y  le  asimila  de  una  manera  definitiva  á  la  economía 
jurídica,  social  y  política.  Forma  su  hogar  y  su  famiüa, 
de  donde  emergen  pródigos  los  lazos  que  le  vinculan  á  la 
vida  nacional;  trabaja  y  ahorra,  y  con  el  fruto  de  su  labor 
tranquila  y  honesta,  se  hace  propietario,  colmando  así  la 
última  etapa  jubilosa  del  proceso  de  su  vida  hacia  el  bie- 
nestar definitivo. 

Se  ha  conservado  extranjero,  porque  las  leyes  no  le  im- 
ponen la  nacionalidad  del  país,  porque  no  ha  necesitado 
cambiarla  para  vivir  y  prosperar  ;  pero  en  el  fondo  del  al- 
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ma,  la  inmensa  gratitud,  intensamente  afectuosa  que  sien- 
te por  el  país  que  puso  en  sus  manos  el  éxito,  sin  exigirle 
el  tributo  de  ningún  sacrificio,  que  le  dio  todo  sin  pedir- 
les nada,  equivale,  —  creedme  —  á  un  nuevo  vínculo  de 
nacionalidad,  que  ellos  no  rechazarían,  pero  que  no  soli- 
citan, porque  sienten  explicables  escrúpulos  á  renegar  de 
su  patria  originaria. 

Señores : 

He  hablado  de  inmigración  :  y  como  no  he  hecho  sino 
exponer  los  caracteres  de  ese  fenómeno  tan  conocido,  me 
asalta  el  temor  de  haber  podido  provocar  una  obser- 
vación que  es,  por  desgracia,  muy  común,  pero  no  por 
común  menos  lapidaria  y  no  por  inexacta  menos  mortifi- 
cante y  perniciosa  ;  observación  que  se  exterioriza  en  estos 
términos  predilectos  :  «  Habló  de  la  inmigración  :  cosas 
que  ya  sabíamos  » . 

Nefasta  observación,  señores,  siá  ella  sola  se  concreta ! 

Es  que  no  basta  conocer  el  fenómeno :  es  menester  ex- 
plicarlo :  y  no  basta  todavía  explicarlo  :  es  menester  apro- 
vecharlo, convertirlo  en  enseñanza  para  la  vida  y,  en  este 
caso,  para  la  vida  internacional,  que  debe  necesariamente 
amoldarse  á  él :  y  como  el  derecho  no  es  una  concepción 
abstracta,  apriorística  y  arbitraria,  fundada  en  meras  es- 
peculaciones metafísicas,  sino  una  norma  natural,  pro- 
ducto inevitable  de  la  evolución  de  la  vida,  es  preciso  to- 
davía, para  convertir  ese  fenómeno  en  enseñanza  fecunda 
y  útil,  extraer  de  él  las  normas  jurídicas  que  deben  regu- 
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lar  las  vidas  de  las  naciones  en  la  esfera  superior  del  dere- 
cho y  de  la  justicia. 

La  Europa  conoce  el  fenómeno  de  la  inmigración  hace 
mucho  tiempo,  como  que  el  vaivén  de  la  ola  humana  de 
una  á  otra  parte  del  planeta  es  tan  antiguo  como  el  mun- 
do ;  hace  mucho  tiempo  que  desgraciadamente  los  estados 
europeos  dicen  :  ((  eso  ya  lo  sabemos  » . . .  Desgraciada- 
mente, porque,  no  obstante  haberlo  explicado  y  penetra- 
do, han  omitido  realizar  la  tarea  más  importante,  la  más 
fecunda,  en  el  proceso  que  acabo  de  señalar :  no  lo  han 
aprovechado  y  no  han  amoldado  su  vida  jurídica  interna- 
cional con  los  países  americanos  á  las  peculiaridades  de 
ese  fenómeno  fatal  é  insuprimible.  ((  Ya  lo  sabemos  »  han 
dicho,  descuidando  sus  propios  intereses,  al  no  apreciar 
debidamente  los  intereses  americanos,  inseparablemente 
vinculados  á  la  influencia  irrevocable  del  fenómeno  inmi- 
gratorio :  y  empeñados  en  contrarrestar  esa  influencia, 
temerosos  acaso  del  perjuicio  que  pueda  irrogarles  esa 
disgregación  de  los  hombres  ;  creyendo  que  sea  para  ello 
conveniente  limitar  derechos  que  son  conquistas  de  la  ci- 
vilización, que  son  la  civilización  misma,  como  el  delibre 
tránsito,  el  de  la  sumisión  voluntaria  al  derecho  extran- 
jero, el  de  cambiar  de  nacionalidad,  han  conservado  en 
sus  legislaciones  principios  que  pugnan  con  exigencias  y 
condiciones  normales  de  la  vida  internacional  moderna  y 
que  los  mantienen  separados  del  resto  del  mundo  sin  con- 
siderar que  esa  disgregación  de  las  fuerzas  humanas  rea- 
liza un  gran  fin  universal  de  civilización  y  de  perfecciona- 
miento individual  y  colectivo,  de  cohesión  y  de  solidari- 
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dad  internacionales  entre  los  pueblos  fundado  en  la  justi- 
cia, la  moral  y  el  derecho. 

Por  eso,  el  resultado  de  las  conferencias  de  La  Haya  es 
deficiente  é  incompleto  :  porque  no  es  universal,  porque  es 
local,  continental;  porque,  en  vez  de  proteger  al  hombre, 
protege  al  europeo,  al  nacional  de  los  países  signatarios ;  por- 
que sus  soluciones  han  desdeñado  conciliarse  con  los  in- 
tereses de  los  países  del  domicilio,  en  cuyos  territorios,  sin 
embargo,  vive  la  mayor  parte  de  la  población  del  mundo. 

Hablar,  pues,  de  inmigración  es  hablar,  si,  de  cosas  que 
ya  sabemos:  pero  es  también  invocar  el  fenómeno  más 
transcendental  déla  vida  internacional  contemporánea,  pa- 
ra aspirar  siquiera  á  una  transacción  entre  loscriterios  an- 
tagónicos imperantes  en  ambos  continentes  en  orden  al 
derecho  personal. 

Veamos  ahora,  señores,  cómo  han  respondido  las  leyes 
civiles  á  las  amplias  soluciones  constitucionales  que  que- 
dan recordadas  y  examinemos  una  fase  de  la  doctrina  ge- 
neral de  derecho  internacional  privado  que  ellas  han  con- 
sagrado. 

El  Códioro  civil  argentino  ha  condensado  toda  la  doctri- 
na  de  derecho  internacional  privado  en  los  artículos  6" á  i  li 
del  titulo  prehminar,  que  tanto  vale  como  haber  conden- 
sado en  nueve  lacónicos  preceptos  diez  siglos  de  luchas  y 
de  vicisitudes  por  la  condición  jurídica  del  extranjero,  so- 
metiendo luego  á  ella  y  resolviendo  en  sus  cuatro  libros 
todas  las  cuestiones  que  se  ofrecen  tratándose  de  las  per- 
sonas, de  las  obligaciones  y  contratos,  del  dominio  y  de 
las  sucesiones. 
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Los  artículos  6",  7"  y  8"  consagran  y  determinan  las  pe- 
culiaridades déla  aplicación  de  la  ley  del  domicilio  alas  re- 
laciones jurídicas  que  vinculan  á  los  hombres  en  el  dere- 
cho privado  personal,  sean  ellas  nacionales  ó  extranjeras, 
trátese  de  actos  realizados  en  el  extranjero  ó  en  la  repú- 
blica, ó  de  bienes  existentes  en  ésta  ó  fuera  del  país. 

Los  artículos  10  y  1 1  legislan  sobre  los  bienes,  adop- 
tando la  lex  reisitae  para  el  régimen  de  los  mismos,  siendo 
inmuebles  ó  muebles  con  situación  permanente,  y  la  lex 
domicilii  para  los  demás. 

El  artículo  I  2  establece,  en  general,  el  principio  que  la 
doctrina  y  la  legislación  han  condensado  en  la  fórmula 
locas  regitactum. 

El  artículo  1 4,  en  Fin,  establece  el  principio  de  la  Hmi- 
taclón  del  orden  público  y  el  verdadero  concepto  de  éste, 
reducido  á  las  exigencias  estrictamente  necesarias  á  la 
conservación  y  al  funcionamiento  del  Estado. 

Prometí  hablaros  sobre  Orientaciones  argentinas  de  dere- 
cho internacional  privado  :  y  si  acaso  os  pareció  antes  un 
tanto  pretencioso  el  nombre  que  di  al  tema,  me  permiti- 
réis pensar  que  lo  habréis  hallado  después  justificado,  ya 
que  no  podéis  haber  dejado  de  asentir  á  lo  que  dije  al 
principio;  «que  las  leyes  que.  al  determinar  las  relacio- 
nes del  derecho  personal  en  sí  mismo  y  en  relación  á  los 
contratos,  á  las  obligaciones  y  los  bienes,  organizan  la 
condición  jurídica,  social  y  política  del  extranjero,  no 
hacen  smo  encarrilar  la  elaboración  del  derecho  privado 
en  la  tendencia  marcada  por  las  leyes  fundamentales  de 
organización  constitucional  y  política»  . 
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Pudieran  ellas,  ante  todo,  llevar  por  lema  las  hermosas 
palabras  de  Cicerón  ;  non  erit  alia  lex  Romae  alia  Ataenis, 
aliapost  hac,  sed  et  apud  omnes  gentes  et  omni  tempore  una 
lex  et  sempiterna  et  inmutabilis  obtinevit;  porque  la  justicia, 
una  y  eterna,  y  el  derecho  en  su  acepción  más  alta  y  sana, 
amparando  al  hombre  sobre  la  tierra,  son  las  bases  so- 
ieminemente  proclamadas  por  las  leyes  argentinas  para  la 
protección  de  los  derechos  privados,  eliminando  de  una 
manera  definitiva  toda  consideración  de  carácter  utilitario. 
Lo  cual  quiere  decir  que  mientras  los  europeos  reconoce- 
rán nuestros  derechos  de  hombres  sólo  á  título  de  recipro- 
dad  y  los  anglo-americanos  reconocerán  también  los  vues- 
tros en  virtud  del  utilitario  principio  de  la  cortesía,  nos- 
otros reconocemos  los  de  unos  y  los  de  otros  como  una 
imposición  del  derecho  y  de  la  justicia,  hberal  y  humani- 
tariamente, sin  egoísmos  ni  reservas  y  sin  más  restriccio- 
nes que  las  impuestas  y  exigidas  por  el  orden  público 
nacional. 

En  las  relaciones  de  orden  personal,  substrayéndose  á 
toda  influencia  de  naturaleza  política,  han  consagrado  el 
principio  del  domicilio,  rechazando  la  doctrina  de  los  que 
hallan  una  vinculación  necesaria  entre  la  nacionalidad  de 
un  individuo  y  el  derecho  privado  que  debe  regirle. 

Y  en  esta  parte,  señores,  la  teoría  adoptada  por  las 
leyes  argentinas  se  funda  en  cuatro  necesidades  funda- 
mentales que  la  ciencia  jurídica  debe  respetar  y  perento- 
riamente satisfacer  y  que  sólo  satisface  el  principio  por 
aquellas  adoptado : 

En  la  necesidad yíiríc/zca  de  buscar  en  el  orden  privado 
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la  ley  reguladora  de  las  relaciones  del  derecho  personal ; 

En  la  necesidad  práctica  de  facilitar  las  vinculaciones 
individuales  por  el  conocimiento  pronto  de  la  ley ; 

En  la  necesidad  económica  de  armonizar  el  sistema  con 
los  intereses  más  importantes  de  las  sociedades  actuales, 
con  las  exigencias  que  más  imperiosamente  dominan  y 
preferentemente  inspiran  la  política  internacional  y  espe- 
cialmente intercontinental  de  nuestros  días; 

En  la  necesidad  constitucional  de  establecer  un  equili- 
brio sano  y  justo  entre  la  existencia  del  estado  y  la  exis- 
tencia del  individuo  entre  las  actividades  y  los  derechos 
del  uno  y  la  acción  y  los  derechos  del  otro,  de  acuerdo 
con  la  noción  del  estado  y  su  verdadera  misión,  y  del 
concepto  del  orden  público  y  su  verdadero  alcance. 

Bien  es  verdad  que  el  principio  del  domicilio  no  es  una 
creación  de  las  leyes  argentinas;  pero  si  es  el  Código  civil 
argentino  el  primero  del  mundo  que  ha  codificado  el  de- 
recho internacional  privado  tomando  á  dicho  principio  de 
base,  inspirándose  en  la  doctrina  del  sabio  jurista  y  filó- 
sofo Savigny ;  si  es  la  República  Argentina  el  país  del 
mundo  en  que  con  más  amplitud  propicia  la  extraterrito- 
rialidad del  derecho  y  más  delimita  y  restringe  el  concep- 
to del  orden  público;  si  puede  decirse  sólo  de  ella  que 
con  más  liberalidad  protege  al  extranjero,  facilitando  la 
elaboración  natural  de  su  derecho  privado  y  haciendo  su 
situación  privilegiada  dentro  de  la  conveniencia  nacional : 
si  es  ella  el  único  país  que  ha  surgido  á  la  vida  internacio- 
nal propiciando  desde  su  nacimiento  las  tendencias  neta- 
mente humanitaristas  que  han  quedado  diseñadas  y  cuya 
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realización  constituye  en  otros,  aun  en  el  actual  momento 
histórico,  verdaderas  aspiraciones  científicas,  que  no  han 
logrado  todavía  hacer  del  derecho  internacional  privado 
un  órgano,  como  lo  es,  de  la  felicidad  y  del  bienestar  del 
hombre,  qué  mucho,  señores,  que  me  permita  llamar 
-argentinas  á  las  orientaciones  que  inspiran  las  soluciones 
de  derecho  internacional  privado  incorporadas  á  las  leyes 
de  mi  país. 

Con  más  autoridad  que  yo,  el  ilustre  profesor  Zeballos, 
en  presencia  de  los  rasgos  característicos  que  dichas  solu- 
ciones ofrecen,  ha  podido  concluir  que  la  razón  de  esa 
extraordinaria  situación  jurídica  legal  argentina  con  res- 
pecto al  extranjero  y  á  la  vida  internacional,  es  simple- 
mente la  orientación  de  las  reglas  de  derecho  internacio- 
nal incorporadas  á  sus  instituciones  ;  es  la  eliminación  del 
interés  y  de  las  exigencias  políticas  en  las  soluciones  del 
derecho  privado;  es  la  doctrina  jurídica  pura  como  fun- 
damento de  la  libertad  civil  del  hombre,  á  menudo  per- 
turbada por  imposiciones  del  orden  político,  que  obstru- 
yen el  desarrollo  natural  del  derecho  privado  y  desconocen 
las  tendencias  fundamentales  de  la  civilización;  es,  en  fin, 
la  teoría  que  él  ha  llamado  argentina  en  honor  de  nuestra 
patria  y  de  la  sabia  combinación  de  sus  leyes,  fecundadas 
por  el  noble  carácter  del  pueblo  y  los  principios  liberales 
de  su  constitución. 

Corren  en  libros  europeos  informaciones  equivocadas, 
atribuyen  al  Código  civil  italiano  el  mérito  de  haber  in- 
corporado el  primero  á  sus  preceptos  enunciados  genera- 
.les,    grandes  principios    constitutivos  de    una   doctrina 


DERECHO  INTERNACIONAL  PRIVADO  i6i 

completa  de  derecho  internacional  privado.  Entretanto, 
séame  permitido  afirmar  que  ese  mérito  corresponde  por 
igual  a  Italia  y  á  la  Argentina.  El  primer  Código  civil 
argentino  fué  redactado  en  i864  é  impreso  en  i865,  para 
ser  entregado  al  estudio,  análisis  y  crítica  de  los  juristas. 
El  Código  civil  italiano,  sancionado  en  i865,  fué  pro- 
mulgado en  1866.  Ambos  se  apoyaron  en  idéntico  funda- 
mento doctrinario,  reconociendo  al  principio  de  la  perso- 
nalidad de  la  ley  el  lugar  predominante  que  la  moderna 
-civilización  le  asiofna  en  el  derecho:  divero^ieron,  sin  em- 
bargo,  en  las  aplicaciones  prácticas,  adoptando  el  italiano 
la  teoría  de  la  nacionalidad  y  el  argentino  la  teoría  del 
domicilio  ;  lo  cual,  no  solamente  se  halla  más  de  acuerdo 
€on  el  pensamiento  del  ilustre  y  sabio  jurista  alemán,  sino 
que  importa  un  rasgo  clarovidente  del  insigne  codificador 
íirgentino,  porque  adoptó  un  principio  que  imponían 
fatalmente  las  condiciones  y  destinos  del  país,  cuyas  exi- 
gencias orgánicas  no  habrían  sido  satisfechas  con  un 
principio  diverso,  como  lo  han  reconocido  ya  eminentes 
maestros  europeos,  entre  los  que  me  honro  en  mencionar 
á  vuestro  ilustre  jurista  y  profesor  Manuel  Torres  Campos. 

Este  sistema  en  el  Código  civil  argentino  no  importa 
una  solución  territorial  como  lo  sostienen  algunos  escri- 
tores europeos;  porque  él  admite  la  aplicación  de  la  leyes 
extranjeras,  aun  dentro  del  criterio  de  la  sumisión  volun- 
taria al  derecho  nacional,  sumisión  que  en  la  Repúbhca 
z\rgentina  se  realiza  de  una  manera  espontánea  y  natural, 
.como  ha  quedado  demostrado. 

La  combinación,  simple  y  clara,  de  sus  principios  pro- 
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duce  la  cohesión  necesaria  en  Ja  entidad  social;  la  cohe- 
sión de  los  elementos  constituyentes  déla  masa  social: 
no  la  cohesión  en  el  sentido  de  la  ciencia  europea,  que 
procura  mantener  constante  el  vinculo  nacional,  consolidar 
la  fuerza  del  seniimienlo  de  la  nacionalidad,  pretendiendo 
conservar  perpetuamente  sometidos  á  las  leyes  de  origen 
en  el  orden  privado  á  los  nacionales  expatriados  y  á  sus 
hijos  nacidos  en  el  extranjero,  que  consideran  naciona- 
les, no  obstante  que,  en  este  terreno  la  jurisprudencia, 
sabiamente  inspirada,  vaya  poco  á  poco  eliminando  di- 
ficultades en  una  tendencia  transaccional  feliz  y  bien- 
hechora. 

Las  orientaciones  argentinas  de  derecho  internacional 
privado  alientan  principios  y  soluciones  que  envuelven  un 
verdadero  complemento  de  equilibrio  y  de  armonía  á  las 
soluciones  y  tendencias  europeas :  y  el  ideal  argentino, 
que  desgraciadamente  no  puede  llamarse  ideal  americana 
y  que  ojalá  llegue  á  ser  un  día  universal,  es  un  inmensa 
ideal  de  redención  humana,  que  la  República  ha  lograda 
realizar  en  medio  siglo  de  ininterrumpida  experimenta- 
ción. Y  sus  leyes  al  dar  forma  positiva  á  las  aspiraciones 
y  anhelos  científicos  de  tantos  y  tantos  ilustres  profesores, 
estudiosos  y  juristas  de  uno  y  otro  continente,  abre,  sin 
duda,  nuevos  horizontes  á  la  ciencia,  insinúa  y  prepara  el 
terreno  para  grandes  y  hermosas  revoluciones  en  sus  no- 
bles dominios  y  estimula  la  mente  de  los  pensadores  y  de 
los  juristas  á  buscar  nuevos  rumbos,  nuevas  fórmulas  y 
principios  nuevos  á  que  iluminen  con  pródigos  resplan- 
dores el  ambiente  aun  obscuro  de  la  augusta  ciencia  pro- 
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lectora  del  Hombre  considerado  como  miembro  de  la  que 
Cicerón  llamara  magna  república  gentium. 

Maestros  españoles,   insignes  maestros  españoles  de 
derecho  internacional  privado : 

Permitidme  el  honor  de  una  insinuación  inspirada  en 
la   más  noble  confraternidad  científica  ;    dirigid  vuestra 
mirada  investigadora  y  dedicad  vuestro  pensamiento  fe- 
cundo á  la  RepúbHca  Argentina;  vosotros  que  no  ignoráis 
lo  que  un  eminente  compatriota  mío  ha  afirmado  y  más 
de  un  compatriota  vuestro  ha  aceptado  como  cierto  :  que 
el  predominio  en  Sud  América  corresponderá  á  la  nación 
más  favorecida   por  la  convergencia  de  cuatro  factores 
naturales:  la   extensión,  el  clima,  la  riqueza  y  la  raza; 
Chile  carece  de  extensión  y  de  riquezas  naturales;  al  Bra- 
sil le  falta  el  clima  y  la  raza ;   vosotros  que  sabéis  que 
debemos  buscar  soluciones  universales  de  carácter  emi- 
nentemente científico ;   vosotros  que  sabéis  que  la  vida 
internacional  moderna,    terminadas  definitivamente  las 
agitaciones  y  las  luchas  por  la  regularización  déla  existen- 
cia nacional  sobre  la  base  de  la  independencia,  se  desen- 
vuelve y  progresa  en  una  tendencia  netamente  comercial, 
siendo  en  la  actualidad  los  intereses  económicos  los  que 
más  importancia  adquieren  y  más  influencia  tienen  en  el 
bienestar  de  las  naciones  y  en  las  condiciones  de  su  con- 
vivencia en  la  sociedad  universal,  y  que  sabéis  también 
que  esta  transcendental  característica  de  la  vida  internacio- 
nal crea  entre  todos  los  países  la  necesidad  de  una  estrecha 
é  intensa  solidaridad,  fomentada  cada  día  más  por  el  en- 
sanche y  la  multiplicación  de  las  comunicaciones  perma- 
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nenies  entre  uno  y  otro  y  especialmente  entre  continente 
y  continente,  recordad  á  la  República  Argentina  con  pre- 
ferencia entre  los  organismos  sociales  modernos,  que 
rectifican  los  conceptos  europeos  y  ansian  nuevas  fórmu- 
las y  principios  nuevos;  recordadla  con  derroche  á  vues- 
tros alumnos,  á  vuestros  jóvenes,  sanos,  amantes  de  lo 
nuevo,  de  lo  vigoroso,  de  lo  enérgico  ;  y  considerándola, 
tal  como  es,  en  sus  perfiles  propios  de  país  apto  como 
ninguno  para  la  experimentación  de  ios  sistemas  de  nues- 
tra ciencia,  extraed  de  sus  condiciones  especiales  de  vida, 
en  todos  los  órdenes,  las  conclusiones  que  su  parangón 
con  estos  seculares  países  os  sugiera,  y  tened  la  persuación 
de  que  esas  conclusiones  serán  fecundas  enseñanzas. 

Estudiantes  españoles  de  Derecho  internacional  pri- 
vado: 

Interesaos  por  mi  país;  vosotros  que  acaso  habéis  co- 
menzado yaá  no  poder  concebir  un  Derecho  internacional 
privado  que  no  sea  universal;  vosotros  que  debéis  haber 
llegado  á  convenceros  de  que  no  es  posible  conocer  el 
<( Derecho  privado  universal  del  hombrey),  en  sus  princi- 
pios científicos  fundamentales  si  sólo  so  anahza  su  actua- 
ción del  punto  de  vista  de  una  parle  del  nunido,  desde- 
ñando examinar  su  funcionamiento  dentro  del  ambiente 
social  y  jurídico  de  la  otra,  interesaos  por  las  institucio- 
nes argentinas  de  orden  político  y  de  orden  privado; 
penetrad  con  pensamiento  ampho  en  la  letra  y  en  el  espí- 
ritu de  sus  leyes;  que  no  llegue  hasta  vosotros  en  el  estu- 
dio de  esta  ciencia,  augusta  como  ninguna,  el  que  alguien 
ha  llamado  buen  gusto  funesto  de  ignorarnos:  que  os 
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invada,  que  os  inunde  el  mal  gusto,  si  queráis,  pero  mal 
ousto  fecundo  de  conocernos;  estudiad  el  ambiente  argen- 
tino,  hermosamente  característico  y  evolutivo  en  los  órde- 
nes jurídico,  social,  económico  y  político,  el  más  intere- 
sante hoy  y  propicio  en  el  mundo  para  la  elaboración 
práctica  de  los  principios  de  nuestra  rama  jurídica ;  sin 
duda  llegaréis  á  creer  en  la  inmensidad  de  su  porvenir  no 
muy  remoto  y  en  el  éxito  de  la  liberalidad  y  humanitaris- 
mo de  sus  doctrinas  jurídicas;  y  si  al  creer  en  ellas  se 
ofrece  á  vuestro  espíritu  la  imagen  de  una  potencia  mun- 
dial equilibradora  de  los  destinos  humanos  de  una  época 
no  muy  futura  universal,  tened  la  persuación  —  y  perdo- 
nadme esta  sincera  explosión  de  saludable  optimismo, — 
tened  la  persuación  de  que  habréis  llegado  á  formaros  un 
conocimiento  exacto  y  profundo  de  la  República  Argen- 
tina. 

ALcmES  Calandrelli. 


LA  SEPARACIÓN  DE  HECHO 

EN  EL  CÓDIGO  CIVIL 


En  un  discurso  universitario  el  doctor  Bidau,  refirién- 
dose á  la  Facultad  de  derecho,  dijo  que  es  y  debe  ser  cen- 
tro de  estudios  superiores,  pero  también  laboratorio  y  ga- 
binete de  investigaciones  científicas. 

Noble  anhelo  pero  difícil  de  verlo  realizado  por  ahora, 
cuando  la  multiplicidad  de  actividades  en  cada  hombre, 
no  puede  fomentar  ni  estimular  la  especialización,  base 
indispensable  para  llegar  al  campo  de  la  verdadera  cien- 
cia y  de  la  especulación  científica. 

Pero  eso  mismo  impune  á  cada  profesor  contribuir  con 
su  esfuerzo  relativo  á  preparar  la  obra  futura  y  no  quede 
nuestro  paso  por  la  casa,  como  viaje  estéril  al  través  de 
tierra  fértil,  teniendo  á  mano  el  recurso  para  dejar,  por  lo 
menos,  el  surco  abierto  á  los  que  aporten  más  tarde  fe- 
cunda semilla. 

El  Código  civil  brinda  una  serie  de  problemas  de  orden 
social  y  jurídico  que  deben  ir  discutiendo  y  resolviéndose 
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ya  sea  con  la  jurisprudencia  ó  por  nuevas  leyes  y  el  que 
va  á  ocupar  mi  atención  en  este  trabajo,  es  sin  duda  délos 
más  graves  é  importantes,  amén  de  su  oportunidad ,  cuan- 
do dos  proyectos  de  divorcio  han  sido  presentados  al  Con- 
greso. Encuentro  que  al  dictarse  la  ley  de  matrimonio  ci- 
vil de  1889  debió  legislarse  sobre  la  separación  de  hecho 
de  los  cónyuges  y  abrogarse  expresamente  al  artículo  3575 
del  código. 

Se  cometió  la  omisión  de  no  ocuparse  de  la  separación 
cjue  se  agravó  con  el  silencio  respecto  al  artículo  citado. 
Comprendo  que  es  difícil  presentar  algo  que  importe  co- 
mo una  revelación  cuando  ni  en  la  cátedra  ni  en  el  foro 
ni  por  los  jueces  se  ha  planteado  el  problema,  pero  una 
investigación  y  una  concordancia  con  los  principios  legis- 
lativos contemporáneos  me  han  llevado  á  adquirir  la  con- 
vicción que  expondré  en  este  pequeño  trabajo. 

De  todos  modos  será  una  contribución  al  estudio  de  la 
ley  de  divorcio,  cuando  se  discuta  en  el  Congreso  el  capí- 
tulo de  la  separación  y  evitará  tal  vez  una  grave  deficien- 
cia en  la  nueva  ley. 

Nuestro  código  redactado  bajo  la  influencia  casi  abso- 
luta del  código  Napoleón,  hasta  por  razones  del  idioma 
más  conocido, — y  en  ambiente  social  religioso,  como 
era  el  nuestro,  sus  disposiciones  sobre  el  matrimonio  re- 
flejan un  espíritu  católico  y  obedecen  casi  en  absoluto  á 
los  principios  del  derecho  canónico,  fuente  también  de  su 
modelo. 

Un  artículo  fundamental  sobre  el  divorcio  en  la  antigua 
ley  establece  que  sólo  consiste  en  la  separación  personal 
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de  los  esposos  y  olro,  que  no  hay  divorcio  por  mutuo  con- 
sentimiento de  los  esposos. 

Este  principio  fue  transplantado  á  la  nueva  ley  de 
1889,  pero  los  medios  de  aplicación  se  modificaron  en 
absoluto. 

En  efecto,  el  artículo  201  del  Código  civil  en  su  primi- 
tiva numeración  imponía  como  jueces  para  el  conocimien- 
to de  los  divorcios  «  únicamente  á  la  autoridad  eclesiásti- 
ca »,  —  y  la  ley  de  matrimonio  civil  de  1889  la  confirió  á 
los  jueces  de  primera  instancia. 

Ahora  bien.  ¿Qué  principios  regían  en  las  autoridades 
eclesiásticas  y  á  que  leyes  obedecían  ? 

Al  derecho  canónico,  — y  por  eso  el  juez  eclesiástico  ó 
dictaba  sentencia  de  divorcio  perpetuo  ó  decretaba  una 
simple  separación  de  hecho.  Dos  situaciones  dentro  del 
concepto  fundamental  de  la  separación  de  cuerpos  que 
acepta  la  iglesia. 

Interpuesta  una  demanda,  si  las  causas  eran  graves,  si 
la  reconciliación  era  imposible  y  después  de  oir  las  prue- 
bas, se  dictaba  sentencia  pasando  los  autos  á  la  justicia 
ordinaria  para  los  efectos  civiles  del  divorcio,  educación 
de  los  hijos,  bienes  conyugales,  alimentos,  etc. 

Si  el  caso  no  era  grave,  si  los  esposos  no  tenían  agra- 
vios fundamentales,  pero  querían  separarse  por  lo  menos, 
el  juez  levantaba  un  acta  en  la  que  ambos  manifestaban 
su  voluntad,  sus  razones  y  decretábala  separación,  evi- 
tando así  las  molestias  y  el  escándalo  de  un  juicio  de  di- 
vorcio. 

La  iglesia  católica  no  acepta  el  divorcio  absoluto,  por- 
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que  no  puede  aceptar  la  disolución  del  vínculo  matrimo- 
nial y  al  aceptar  el  divorcio  restringido  ó  la  simple  sepa- 
ración de  hecho  conciliaba  el  interés  y  la  necesidad  de 
aceptar  situaciones  imposibles  de  continuar  en  un  matri- 
monio. Pero,  exigía  en  ambos  casos,  una  resolución  y  un 
fallo  ó  acta  que  se  labraba  en  la  misma  curia. 

Es  el  concepto  que  explica  cualquier  texto  de  derecho 
canónico  : 

((  Hay  dos  especies  de  separaciones,  en  cuanto  al  hecho 
y  en  cuanto  al  vínculo.  Cualquiera  de  ellas  tiene  que  ha- 
cerse por  sentencia  judicial,  pues  es  nula  toda  separación 
voluntaria  hecha  por  autoridad  propia.  »  (Derecho  canó- 
nico, pág.  loSy,  cita  á  su  vez  Proem,  del  título  20  de  la 
partida  10.) 

C(m  estos  antecedentes  y  en  presencia  de  estas  situa- 
ciones era  evidente,  pues,  que  al  llegar  el  doctor  Velez alas 
sucesiones  planteara  el  problema  de  la  herencia  entre  cón- 
yuges y  resolviese  las  dos  situaciones  legales  creadas  por 
la  autoridad  eclesiástica  en  los  conflictos  del  matrimonio 
al  aplicar  la  disposición  del  Código  civil. 

Así  lo  hizo.  El  artículo  SSy/i  dispone  que  los  cónyu- 
ges divorciados  no  se  heredan. 

Y  el  artículo  Soy 5  dispone  que  los  cónyuges  sepa- 
rados de  hecho,  sin  voluntad  de  unirse,  tampoco  se 
heredan. 

Tan  respondía  en  absoluto  esta  solución  al  principio 
canónico  entonces  vigente,  que  yo  pregunto,  ^  dónde  y  en 
qué  forma  se  establece  en  la  ley  actual  del  matrimonio 
civil  esa  separación  de  hecho  ?  (J  De  qué  parte  del  código 
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puede  arrancarse  su  existencia  para  que  tenga  sanción  en 
el  título  de  las  sucesiones  ? 

En  parte  alguna.  Desapareció  cuando  desapareció  el 
matrimonio  religioso  y  el  imperio  del  derecho  canónico 
en  la  república. 

La  jurisprudencia,  sin  embargo,  ha  continuado  trami- 
tando y  resolviendo  cuestiones  de  separación  de  hecho, 
con  un  criterio  de  buena  justicia  impidiendo  que  cónyu- 
ges que  han  quebrado  en  absoluto  el  vínculo  por  sepa- 
ración definitiva,  abandono  voluntario  y  faltas  recípro- 
cas á  todas  sus  obligaciones  conyugales,  pudieran  here- 
darse. 

Pero  esos  fallos,  á  pesar  de  su  bondad,  no  se  ajustan  á 
la  ley  ni  al  principio  que  rige  el  divorcio  implantado  en  el 
año  1889. 

Para  comprobar  estas  afirmaciones  he  buscado  entre 
las  causas  de  divorcio  anteriores  á  la  ley  de  matrimonio 
resueltas  por  la  curia ,  algunas  referentes  á  divorcios  y  sim- 
ples separaciones  de  hecho  y  me  encuentro  con  casos  no  só- 
loen  ese  sentido  sino  también  con  una  sentencia  de  poste- 
rioridad inmediata  á  la  ley,  dictada  por  la  justicia  ordina- 
ria, que  hace  referencia  á  las  simples  separaciones  volun- 
tarias de  hecho  á  que  se  refiere  el  artículo  SoyS.  De  su 
lectura  se  despréndelo  que,  por  otra  parte,  basta  revisar 
los  libros  de  la  Curia  eclesiástica  sobre  la  materia. 

Para  que  pueda  comprobarse  que  las  separaciones  de 
hecho  debía  consagrarlas  la  curia  y  que  no  eran  lo  mismo 
que  el  (( divorcio  perpetuo  »  voy  á  cilar  un  fallo  de  la  jus- 
ticia ordinaria  confirmado  por  la  excelentísima  cámara  en 


LA  SEPARACIÓN  DE  HECHO  EN  EL  CÓDIGO  CIVIL  171 

el  año  1890,  al  año  siguiente  de  regir  la  ley  de  matri- 
monio del  esposo  se  presenta  al  juez  de  la  instancia  y 
dice  :  «  que  separado  temporalmente  de  su  esposa  con 
intervención  de  la  Curia  eclesiástica  según  consta  en  los 
autos  promovidos  con  ese  motivo,  etc.,  se  ve  obligado 
á  deducir  formal  demanda  de  divorcio  por  requerirlo  su 
honor,  ele. 

Y  el  juez,  bajo  la  impresión  y  la  influencia  todavía  la- 
tente del  derecho  canónico  falla :  «  pronunciando  el  di- 
vorcio perpetuo  de  los  cónyuges  de  conformidad  con  el 
artículo  64  de  la  ley  de  matrimonio  civil.  (Fallos  de  la  Cá- 
mara civil,  año  1890.) 

¿  Por  que  dice  el  juez  ((  divorcio  perpetuo  »  P  Precisa- 
mente porque  hasta  hacía  poco  estaba  en  juego  el  divorcio 
y  la  separación.  Para  los  dos  casos  dispuso  el  doctor  Vélez 
los  artículos  SSyd  y  SByS. 

Bajo  el  imperio  de  la  ley  de  1889  el  divorcio  sólo  puede 
decretarse  por  sentencia  judicial,  cuando  á  juicio  del  juez 
haya  motivos  fundados  y  este  divorcio  sólo  tiene  por  efec- 
to establecerla  separación  personal  de  los  esposos.  «No 
hay  divorcio  por  mutuo  consentimiento  de  los  esposos.  » 
(art.  66  de  la  ley). 

El  código  de  la  República  Oriental  es  más  terminante. 
El  mutuo  consentimiento  de  los  cónyuges  no  es  causa  de 
divorcio,  ni  autoriza  su  voluntaria  separación,  dispone  el 
artículo  1 52. 

Ahora  bien,  si  la  separación  de  hecho  de  los  esposos 
sin  sentencia  ó  autorización  judicial  (como  antes  la  auto- 
rización eclesiástica)  produjera   efectos  tan   irrevocables 
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como  el  divorcio  y  admitiese  la  desheredación  por  simple 
manifestación  de  la  voluntad  de  uno  ó  de  los  dos  cónyu- 
ges, la  disposición  fundamental  de  nuestra  ley  quedaría 
burlada  en  cada  caso.  Sus  efectos  y  consecuencias  se- 
rían más  transcendentales  que  las  del  propio  divorcio 
decretado  por  sentencia  de  juez,  que  no  puede  llegar 
más  allá  que  á  esa  separación  personal  y  á  que  no  se 
heredan. 

El  dilema  es  de  hierro:  Si  no  hay  divorcio  sin  senten- 
cia, si  el  juez  puede  rechazar  una  demanda  por  no  encon- 
trar mérito  para  decretarlo,  es  absurdo  que  por  su  propia 
voluntad  dos  cónyuges  puedan  suplantarse  al  fallo  y 
decretar  de  común  acuerdo  el  divorcio  disfrazado  de  se- 
paración de  hecho  sin  voluntad  de  unirse. 

Sería  necesario  para  esto  que  se  hubiere  incorporado  ó 
se  incorpore  un  artículo  á  la  ley  de  matrimonio  civd,  más 
ó  menos  en  estos  términos,  respetando  el  principio  que 
se  opone  al  divorcio  por  mutuo  consentimiento :  «El  juez 
puede  decretar  una  separación  de  hecho,  enjuicio  verbal  y 
después  de  oirá  las  partes,  levantando  un  acta.  Susefectgs 
se  reduceq  á  lo  dispuesto  en  el  artículo  3570  y  autoriza 
la  inmediata  liquidación  de  la  sociedad  conyugal.  » 

Mientras  esta  disposición  no  se  dicte,  las  sentencias 
sobre  separación  de  hecho  no  se  fundarán  en  la  ley  ar- 
gentina. Es  la  doctrina  que  consagra  el  código  alemán  en 
el  artículo  i  ByB  :  «El  cónyuge  que  tiene  derecho  á  pedir 
el  divorcio,  puede,  si  prefiere,  demandar  simplemente  por 
supresión  de  la  comunidad  de  la  vida  conyugal»  .  La  nota 
del  comité  de  legislación  explicando  el  artículo  dice;  que 
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de  esto  resulta  que  la  supresión  de  la  vida  en  común  no 
puede  decretarse  en  vez  del  divorcio,  si  el  otro  cónyuge 
no  está  conforine  con  la  simple  separación.  (Nota  7,  pá- 
gina /io6,  tomo  3.) 

He  dicho  que  el  doctor  Yélez  se  inspiró  en  el  código 
Napoleón  en  lo  referente  al  divorcio  y  con  sólo  una  mira- 
da sobre  aquella  legislación  nos  daremos  cuenta  que  estoy 
en  lo  cierto. 

El  código  Napoleón  establecía  el  divorcio  y  la  sepa- 
ración, hasta  que  abrogadas  casi  todas  esas  disposiciones 
sólo  quedó  en  pie  el  divorcio  que  actualmente  rige. 

El  artículo  281  de  entonces  disponía  que  los  esposos 
que  querían  divorciarse  se  presentaran  en  persona  delan- 
te del  presidente  del  tribunal  civil  é  hicieran  la  declaración 
de  su  voluntad  en  presencia  de  notarios  llamados  por 
ellos.  Esta  disposición  fue  también  abrogada  por  la  ley 
de  27  de  julio  de  1884. 

Pero  vigente  cuando  se  redactó  nuestro  código  y  re- 
suelto el  doctor  Vélez  en  contra  del  divorcio  por  mutuo 
consentimiento,  dejó  abierta  la  puerta  al  poder  eclesiás- 
tico para  que  aceptara  la  separación  en  la  forma  que  el 
código  francés  establecía  el  divorcio,  al  poner  en  sus  ma- 
nos la  solución  de  esos  conflictos.  El  código  Napoleón 
á  su  vez  se  había  inspirado  en  el  derecho  canónico. 

^jCuál  ha  sido  el  objeto  de  la  abrogación  de  esa  ley  en 
Francia?  Mantener  el  divorcio,  pero  concluir  con  las  sim- 
ples separaciones  que  perturban  el  hogar  sin  definir  si- 
tuación en  perjuicio  de  los  hijos,  de  la  moral,  y  de  la 
seriedad  de  la  institución. 


174  ANALES  DE  LA  FACULTAD  DE  DERECHO 

De  ahí  que  diga  Planiol,  el  más  moderno  de  los  juris- 
consultos franceses  que  «toda  separación  voluntaria, 
consentida  buenamente  entre  los  esposos  es  nula  y  de 
ningún  efecto.  (T.  I.  pág.  /i2  3,  últ.  edic.) 

Ya  que  he  citado  á  Planiol,  voy  á  recordarla  definición 
que  da  de  separación  de  hecho  :  es  el  estado  de  dos  espo- 
sos que  han  sido  dispensados  por  la  justicia  de  la  obligación 
de  vivir  juntos.  Idéntico  concepto  al  del  código  alemán  ya 
citado. 

Agrega  que  la  separación  no  es  otra  cosa  que  el  divor- 
cio antiguo  suavizado  en  sus  efectos  por  el  derecho  canó- 
nico, que  prohibía  á  los  esposos  separados  contraer 
matrimonio,  y  termina  ocupándose  de  la  supresión  en  el 
código  francés  de  muchos  capítulos  de  esta  materia  por 
la  nueva  ley  de  divorcio,  dejando  relegada  la  separación, 
dice,  á  una  institución  subsidiaria  para  uso  de  los  católi- 
cos. (Pág.  /iiQ,  t.  I.). 

Examinemos  el  código  japonés,  monumento  de  legis- 
lación contemporánea,  que  entró  á  regir  en  el  año  1900. 
(i  Qué  dispone  respecto  á  la  separación  de  hecho  y  al  di- 
vorcio? 

Establece  las  dos  situaciones:  Divorcio  por  mutuo 
consentimiento  y  divorcio  judicial. 

Pero  al  consagrar  el  mutuo  consentimiento  exige  por 
el  artículo  811  la  inscripción  en  registro  público  bajo 
determinadas  condiciones.  Y  en  el  artículo  81 2  previendo 
el  caso  de  que  los  esposos  al  separarse  nada  hubieran  dis- 
puesto sobre  los  hijos,  resuelve  los  diversos  casos  que 
pueden  presentarse.    (Traducción  inglesa  de  Loenholm). 
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¿Cómo  legisla  el  código  civil  de  Suiza  la  separación 
de  cuerpos?  Establece  en  el  artículo  i/i3que  la  acción 
puede  referirse  al  divorcio  ó  á  la  separación :  pero  al  fallar, 
el  juez  debe  pronunciar  el  divorcio  ó  la  separación  de 
cuerpos  según  las  circunstancias  y  la  forma  establecida  en 
la  demanda  (art.  i46). 

Esta  separación  la  pronuncia  por  uno  á  tres  años,  ó  por 
tiempo  indeterminado,  pudiendo  las  partes,  una  vez 
transcurridos  tres  años,  pedir  el  divorcio.  La  diferencia 
entre  una  y  otra  situación  está,  como  lo  dice  Curti  Fo- 
rrier,  en  que  el  divorcio  rompe  completamente  el  vínculo 
conyugal ;  por  el  contrario  la  separación  no  rompe  por 
completo  el  vínculo  :  los  esposos  siguen  casados  con  la 
dispensa  de  la  obligación  de  vivir  en  común.  (Comenta- 
rios  al  código  suizo,  pág.  i24,  edic.  1912.) 

No  encontrará  V.  S.  un  solo  código,  una  sola  ley  que 
acepte  ó  establezca  una  situación  legal  como  fruto  de  la 
voluntad  indeterminada  de  los  cónyuges  con  graves  con- 
secuencias para  el  orden  de  la  familia  y  de  la  sociedad. 
Puede  aceptarse  la  separación  de  hecho,  pero  es  necesa- 
ria la  intervención  de  la  autoridad,  la  constancia  en  regis- 
tro público,  la  liquidación  de  la  sociedad  conyugal  y  toda 
lo  referente  al  porvenir  de  los  hijos. 

¿En  qué  situación  queda,  dentro  de  que  situación  ó 
teoría  puede  aceptarse  la  separación  de  hecho  en  nuestro 
Código  civil,  cuando  la  excluye  expresamente  la  ley  de 
matrimonio? 

Si  no  existe  como  institución,  no  puede  lógicamente 
producir  ó  tener  efectos. 
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Sostener  que  los  cónyuges  separados  de  hecho  sin  vo- 
hintad  de  unirse  no  se  heredan,  cuando  no  se  establece 
■en  el  código  cuál  es  esa  situación,  cuándo  se  produce  y 
€Ómo  se  comprueba,  es  sostener  un  absurdo  jurídico, 
porque  las  leyes  sólo  puede  sancionarlas  el  legislador. 

Hace  pocos  meses  ha  presentado  el  diputado  Palacios 
un  proyecto  de  ley  de  divorcio  y  establece  de  acuerdo  con 
las  legislaciones  citadas,  el  divorcio  y  la  separación  per- 
sonal, consagrando  para  esta  última  situación  un  título 
especial  cuyo  artículo  i°  dice:  «Los  cónyuges  pueden  pe- 
dir su  separación  por  las  mismas  causas  determinadas 
para  el  divorcio.  Son  aplicables  á  la  separación  personal 
de  los  esposos,  las  disposiciones  de  esta  ley  relativa  al  di- 
vorcio. )) 

Es  de  lamentar  que  el  doctor  Palacios  haya  incurrido 
en  el  error  de  no  detenerse  á  relacionar  el  proyecto  con  el 
-código,  pues  si  se  convirtiera  en  ley  tendríamos  en  ade- 
lante tres  situaciones  dentro  del  divorcio  con  la  vigencia 
del  artículo  35" 5  que  no  se  abroga  ni  se  menciona  para 
nada  en  su  proyecto. 

Por  otra  parte,  y  séame  permitida  esta  observación 
fuera  del  asunto,  no  debe  nunca  establecerse  que  las 
causas  de  divorcio  sean  las  mismas  que  las  exigidas  para 
la  separación.  Son  dos  situaciones  jurídicas  que  deben 
crearse  para  salvar  los  conflictos  conyugales,  pero  ni  por 
su  naturaleza  ni  por  su  alcance  deben  equipararse  en  sus 
consecuencias  ni  en  los  motivos  para  pedirla.  Ese  es  el 
criterio  que  prima  en  todas  las  legislaciones  contempo- 
ráneas. 
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El  código  de  Suiza  es  sin  duda  el  más  completo  sobre 
esta  materia  y  podría  muy  bien  encaminar  al  criterio  de 
nuestros  legisladores.  Permite  al  juez  pronunciar  la  sepa- 
ración ó  el  divorcio,  no  pudiendo  decretar  esto  último  si 
sólo  la  separación  se  ha  pedido.  El  artículo  1/17  dispone 
que  la  separación  de  cuerpo  se  dicte  por  el  término  de 
tino  á  tres  años  ó  por  un  tiempo  indeterminado.  Cesa  de 
pleno  derecho  á  la  expiración  del  término  fijado,  pero  una 
de  las  partes  puede  pedir  el  divorcio  si  la  reconciliación 
no  ha  tenido  lugar.  Cada  uno  de  los  esposos  tiene  el 
derecho,  cuando  la  separación  de  cuerpos  pronunciada 
por  tiempo  indeterminado  ha  durado  tres  años  y  no  ha 
habido  reconciliación,  de  pedir  el  divorcio  ó  que  cese  la 
separación. 

Veamos  ahora  cuál  es  la  situación  de  la  sociedad  con- 
yugal en  presencia  de  la  separación  de  hecho  tal  como  la 
acepta  nuestra  jurisprudencia. 

Ella  establece  que,  muerto  uno  de  los  esposos,  no  se 
heredan  en  los  bienes  propios,  pero  si  la  sociedad  conyu- 
j^al  no  ha  sido  disuelta,  el  cónyuge  sobreviviente  tiene 
derecho  á  pedir  su  liquidación.  Mantiene,  pues,  unidos  á 
los  cónyuges  por  los  bienes  y  separados  por  el  vínculo 
que  es  la  base  de  la  sociedad  conyugal. 

Y  lógicamente,  en  vigencia  la  ley  actual,  así  debe  ser. 
Mientras  viven  los  cónyuges  y  separados  de  hecho  sin 
noluntad  de  unirse  ¿cómo  se  llegaría  á  la  liquidación  fuera 
del  caso  del  artículo  129/1  del  Código  civil?  No  se  ha 
presentado  sino  un  caso  y  no  ha  podido  resolverse  sino 
rechazando  el  pedido  de  liquidación  por  no  estar  dentro 
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del  título  II,  capítulo  Vil  del  Código  civil.  Se  funda  en 
que  la  ley  de  matrimonio  sólo  se  refiere  al  divorcio  y  en 
el  artículo  7/i  que  dispone  que,  dada  la  sentencia,  los 
cónyuges  pueden  pedir  la  separación  de  los  bienes  del 
matrimonio.  Nada  dice  respecto  á  la  separación. 

Pero  este  mismo  principio  no  es  absoluto  y  la  cámara 
así  lo  resolvió  por  el  voto  del  doctor  Williams.  El  divor- 
cio, por  sí  solo,  no  es  bastante  para  producir  la  separa- 
ción de  bienes  de  la  sociedad  conyugal  y  por  lo  tanto  es 
menester  que  dicha  separación  sea  reclamada  por  aquel  á 
quien  la  ley  autoriza.  (Nov.  191 1,  pág.  i35,  Jurispruden- 
cia de  los  tribunales  nacionales.) 

^  Puede  fundarse  entonces  en  la  separación  de  hecho  de 
los  cónyuges  una  demanda  de  disolución  social  cuando 
no  se  acepta  en  absoluto  con  el  divorcio?  Indudablemente 
no,  y  el  doctor  De  la  Torre  como  juez,  en  fallo  confir- 
mado por  la  cámara  estableció:  Que  no  procediendo  la 
separación  de  bienes  por  mutuo  acuerdo  de  los  esposos 
y  no  pudiendo  celebrar  los  esposos  ningún  contrato  de 
matrimonio  so  pena  de  nulidad,  después  de  la  celebración 
del  matrimonio,  no  se  puede  hacer  lugar  á  la  demanda 
sobre  separación  de  bienes.  (Scpt.  de  igii,  pág.  189, 
Jurisprudencia  de  los  tribunales  nacionales.) 

En  presencia  de  la  situación  en  que  se  coloca  la  ley  y 
la  jurisprudencia  yo  sostengo  con  plena  convicción  que 
es  un  error  dar  vida  á  una  disposición  del  Código  que 
provoca  situaciones  ilegales  y  conflictos  insolubles  dentro^ 
de  la  ley  y  del  orden  social,  cuando  el  buen  sentido  y  una 
científica  interpretación  positiva,  demuestra  que  esa  dis- 
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posición  quedó  abrogada  al  sancionarse  la  ley  del  matri- 
monio civil,  que  dio  jurisdicción  á  los  jueces  de  derecho, 
eliminando  definitivamente  toda  intervención  de  la  curia 
y  del  poder  eclesiástico. 

Es  indispensable  al  sancionar  ó  discutir  la  nueva  ley  de 
divorcio  resolver  el  conflicto. 

Mario  A.  Carranza. 


EL    DERECHO    POSITIVO 

NO  LEGISLADO  (i) 


Señores  estudiantes: 

He  debido  elegir  como  tema  de  esta  clase  inaugural,  un 
asunto  que  involucrara  el  pensamiento  predominante  de 
esta  enseñanza.  Esta  elección  versará  sobre  el  derecho  posi- 
tivo no  legislado. 

La  primera  noción,  debe  ser  de  índole  metodológica, 
que  nos  ilustre  sobre  el  manejo  y  uso  de  ese  poderoso  ins- 
trumento de  trabajo,  para  poder  penetrar  hasta  en  la 
naturaleza  entrañable  de  la  realidad  social  y  descubrir, 
vivo  y  palpitante,  el  fenómeno  jurídico.  Procedimientos 
puramente  racionales,  con  su  desviaciones  metafísicas, 
nos  llevarían  á  buscar  el  origen  y  la  vida  del  derecho  en 
nuestra  razón  ó  en  nuestra  conciencia ;  un  método  de  seve- 
ra disciplina  científica  y  positiva,  nos  pondrá  en  presencia 


(i)  Conferencia  inaugural  del  curso  de  Introducción  general  al  estudio  del  derecho. 
Antes  de  dar  comienzo  á  ia  lectura  de  este  trabajo,  el  profesor  recordó — para  comprome- 
ter su  labor,  su  dedicación  —  la  prestigiosa  tradición  universitaria  de  esta  cátedra. 
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directa  de  los  hechos  jurídicos,  manifestándose  aislados 
primero,  vinculados  luego  en  una  relación  necesaria  y 
determinante  de  causa  á  efecto,  y  solidarizados  después 
con  la  evolución  integral  de  la  sociedad.  La  ciencia  jurí- 
dica, que  estudia  los  fenómenos  específicos  del  derecho, 
pero  en  el  seno  de  la  naturaleza  misma,  es  decir  al  contacto 
de  los  hechos,  es  pues  una  ciencia  natural,  cuya  verdad 
relativa  procuraremos  destacarla. 

La  observación  es  el  punto  de  partida  en  la  investiga- 
ción científica.  Es  preciso  observar  la  naturaleza  social 
circundante,  pero  despojado  el  espíritu  de  anticipaciones 
ideológicas,  de  prenociones,  de  prejuicios  de  raza,  de 
educación  ó  de  patria,  para  acoger,  fresca  y  sensible,  la 
impresión  del  hecho  exterior.  Aislado  el  fenómeno,  es 
preciso  descomponerlo  en  sus  partes,  bisturí  en  mano, 
como  frente  á  un  cuerpo  ó  á  una  cosa,  en  una  labor  pa- 
ciente, sólo  estimulada  por  la  promesa  futura  en  el  ha- 
llazgo. El  hecho  social  más  simple,  es  siempre  complejo, 
y  el  hecho  jurídico,  fenómeno  evolucionado  de  factores  y 
circunstancias  antecedentes,  fenómeno  normativo  y  direc- 
triz, es  complejo.  Definido  un  hecho  jurídico  por  sus  ca- 
racteres exteriores  y  sus  rasgos  típicos,  los  agruparemos 
en  series  ordenadas,  pero  sin  descuidar  su  vinculación 
solidaria  con  los  demás  fenómenos  sociales,  cuyo  total 
informa  la  vida  de  la  sociedad,  para  no  caer  en  el  error  de 
mutilar  nuestras  observaciones  por  eliminación  arbitraria 
de  una  de  sus  fases.  La  verdadera  escuela  del  derecho  está 
en  la  sociedad  misma,  y  os  llamo  la  atención  sobre  estas 
palabras  porque  hemos  de  referirnos  más  adelante  á  este 
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influjo  social  de  la  hora  presente,  que  alimenta  sus  raíces 
en  la  fuente  misma  de  sus  necesidades  y  de  nuevas  aspi- 
raciones, formando  todo  un  derecho  no  escrito,  pero 
visible,  ante  el  cual  las  leyes  comienzan  á  romper  sus  vie- 
jas fórmulas  para  recibir  estas  grandes  corrientes  de  vida. 
Pero  la  observación  no  ha  de  limitarse  fragmentaria- 
mente, en  el  espacio,  á  un  determinado  país,  ni  en  el 
tiempo,  á  una  determinada  época.  Hemos  de  rastrear,  los 
orígenes  del  derecho,  confundido  con  la  plasmación  del 
primer  núcleo  orgánico  social,  de  donde  arranca  indistinta 
la  tradición  económica,  jurídica  y  política.  No  pudiendo 
substraerse  á  las  fuerzas  externas  de  la  naturaleza,  el  hom- 
bre primitivo  ha  debido  sufrirlas  sometiéndose  al  proceso 
de  la  adaptación  para  mantener  el  equilibrio  con  las  fuer- 
zas físicas  de  su  organismo.  Nada  hay  á  este  respecto,  que 
haya  podido  asemejarse  más  á  la  primitiva  sociedad  hu- 
mana, que  una  sociedad  animal.  Para  la  una  como  para 
la  otra,  la  inteligencia  ha  sido  un  medio  puesto  al  servicio 
de  la  protección  de  la  vida  contra  los  cambios  ó  los  rigores 
externos.  La  adaptación  ha  desarrollado  así  modificacio- 
nes físico-psíquicas  que  la  selección  ha  tendido  á  acumular 
en  la  especie,  como  resultados  de  las  primeras  victorias 
en  esta  gran  lucha  secular.  El  momento  en  que  la  adapta- 
ción humana  ha  comenzado  á  diferenciarse  de  la  animal, 
ha  sido  aquel,  en  que  mientras  este  último  ha  desarrolla- 
do elementos  para  la  lucha  pero  formando  parte  inte- 
grante de  su  organismo,  el  hombre  ha  entrado  en  posesión 
de  instrumentos  separados  de  su  cuerpo  y  de  los  cuales  ha 
necesitado  servirse  para  defenderse  y  supervivir.  A  estos 
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antecedentes  es  preciso  retroceder  para  explicar  las  bases 
biológicas  y  económicas  de  la  sociedad  y  del  derecho. 

Dentro  del  primitivo  agregado,  los  instintos  y  tenden- 
cias puramente  individuales  se  rectifican  en  movimientos 
espontáneos  y  necesarios,  para  hacer  posible  la  conviven- 
cia, y  corregidos  estos  modos  de  acción  violentos,  tradú- 
cense  en  manifestaciones  uniformes  para  toda  la  colecti- 
vidad, que  las  consagra  á  manera  de  hábitos,  costumbres 
ó  tradiciones.  De  aquí,  el  origen  social  de  la  moralidad, 
porque  en  el  agregado  primitivo,  las  primeras  ofensas  han 
debido  ser  contra  la  horda  ó  el  clan.  La  traición  ó  la  hechi- 
cería, eran  delitos  que  el  instinto  social  reprimía,  en  una 
época  en  que  la  agresión  de  un  salvaje  contra  sus  camara- 
das  no  era  ni  moral  ni  inmoral,  sino  amoral,  como  en  la 
muerte  de  un  animal  por  otro.  La  moralidad  individual  ha 
venido  después,  como  una  consecuencia  de  la  moralidad 
social,  cuando  los  hombres  han  podido  penetrarse  de  que 
cualquier  acto  del  individuo  transciende  y  tiene  su  reper- 
cusión en  el  agregado. 

Todavía  no  estamos  ante  el  derecho  garantizado  por 
un  poder  político;  pero  estamos  frente  á  relaciones  socia- 
les, de  intereses  recíprocos,  de  necesidades  primarias,  que 
la  propia  naturaleza  ha  impuesto  y  que  la  defensa  de  la 
vida  ha  consagrado.  Es  un  estado  de  simple  moralidad, 
que  Ardigó  llama  bien  derecho  potencial  y  que  Cogliolo 
denomina  nebulosa  moral. 

En  semejante  organización  prepolítica  y  prejurídica,  a 
garantía  de  estas  relaciones,  las  proveen  los  primeros 
órganos  sociales,  la  opinión  por  ejemplo,  que  censura  y 
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que  castiga.  A  este  temor  déla  reprobación  pública,  se 
agrega  el  de  la  expulsión.  Entre  los  australianos,  ciertos 
delitos,  como  el  robo,  se  castigan  con  la  expulsión  de  la 
aldea.  Éntrelos  groelandeses,  que  carecen  de  autoridad 
poh'tica,  nada  contribuye  tanto  á  preservarlos  del  vicio, 
como  el  temor  de  la  deshonra.  Esta  poderosa  influencia 
de  la  opinión  pública  se  revela  sobre  todo  cuando  se  trata 
de  vengar  una  muerte.  Entre  los  propios  australianos  «el 
deber  más  sagrado  de  un  indígena  es  el  de  vengar  la  muerte 
del  hombre  de  quien  es  él,  próximo  pariente.  Hasta  que 
cumple  tal  obligación,  sus  mujeres,  si  es  casado,  no  tar- 
darían en  abandonarlo,  y  si  es  soltero,  ninguna  joven 
querría  dirigirle  la  palabra :  su  madre  no  cesaría  de  lamen- 
tarse de  haber  echado  al  mundo  un  hijo  tan  degenerado». 
Es  el  poder  político  en  su  forma  primitiva,  formado  de 
poderosa  opinión  pública,  que  procede  de  los  antepasados, 
y  que  es  el  sentimiento  acumulado  y  organizado  délo  tra- 
dicional. Dice  Lubbock  que  «ningún  salvaje  es  libre;  la 
vida  del  salvaje  está  regulada  en  todas  partes  por  un  sis- 
tema complicado  de  costumbres,  tan  obligatorias  como 
leyes»  (i). 

Dentro  de  esta  lenta  dirección  evolutiva  viene  después 
la  entidad  Estado,  el  poder  público,  á  asegurar  esos  dere- 
chos anteriores,  que  no  son  pues  una  invención  suya,  sino 
que,  por  el  contrario,  resultante  él  también  de  un  proceso 
que  va  de  la  integración  á  la  diferenciación  política  y  jurí- 
dica, consiste  su  misión  en  reconocerlos.  El  estado  no  crea, 

(i)  Los  orígenes  de  la  civilización,   página   'iia. 
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pues,  el  derecho ;  éste  es  preexistente  á  la  ley  y  no  siempre 
la  ley  es  todo  el  derecho. 

Deseo  recordar  estas  palabras  de  Spencer:  «Cuando  se 
ve  durante  un  tempestad  á  las  olas  destrozar  á  un  buque 
náufrago  ó  arrancar  las  piedras  de  las  escolleras,  nos 
admira  la  enormidad  del  poder  del  océano.  Pero  si  se 
observa  que  sin  los  vientos  no  puede  producirse  nada  de 
todo  esto,  se  llega  á  la  conclusión  de  que  el  mar  no  tiene 
fuerza  por  sí  mismo  y  de  que  la  potencia  que  le  hace  des- 
truir los  barcos  y  las  obras  de  manipostería  procede  de  las 
corrientes  de  aire  que  encrespan  su  superficie.  Si  nos  de- 
tuviéramos aquí  no  llegaríamos  á  conocer  cuál  es  la  fuerza 
que  opera  estos  cambios  sorprendentes.  El  aire  es  en  sí 
mismo,  tan  pasivo  como  el  agua.  No  habría  vientos  sin  los 
efectos  variables  del  calor  solar  sobre  las  diversas  partes 
de  la  superficie  de  la  tierra  »  (i). 

Esta  sencilla  y  penetrante  observación  demuestra  que 
es  ilusión  de  nuestros  sentidos  la  tendencia  que  nos  lleva 
á  atribuir  la  fuerza  al  órgano  visible  que  la  ejerce  y  no  á  la 
fuente  oculta  de  donde  procede  ;  y  del  mismo  modo  que 
el  origen  de  la  fuerza  que  despedaza  los  peñascos  está  en 
la  irradiación  solar,  la  fuerza  de  la  ley,  de  la  norma  coac- 
tiva arranca  su  origen,  no  del  estado,  órgano  visible  que 
la  asegura,  y  es  el  mismo  producto  de  una  evolución  na- 
tural, sino  del  derecho  positivo  que  agita,  se  forma,  se 
organiza  en  la  entraña  viva  de  la  sociedad. 

La  ley  es  ó  debe  ser  la  expresión  del  derecho,  que  el 

(i)      Insliluciones  políticas,  tomo  1,  p;ígina    126. 
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poder  político  impone  como  medio  de  asegurar  la  coexis- 
tencia organizada  de  los  hombres.  Pero  no  es  todo  el 
derecho  porque  hay  numerosas  relaciones  jurídicas,  pro- 
fundamente arraigadas  en  la  sociedad,  á  las  cuales  no 
alcanza  la  acción  del  estado,  y  están  protegidas  por  la 
conciencia  social,  y  porque  el  derecho  es  la  corriente  eter- 
namente mudable  y  renovadora,  que  hace  obra  lenta  pero 
irremovible  e  impone  á  la  ley  nuevas  normas  como  expre- 
sión de  nuevos  estados  jurídicos. 

Cuando  la  ley  no  los  refleja,  es  una  fórmula  muerta, 
vacía  de  sentido,  que  ha  podido  expresar,  cuanto  más, 
una  concepción  que  el  legislador  ha  creado:  pero  el  ver- 
dadero creador  del  derecho  no  es  él ,  sino  el  pueblo  mismo. 
La  ejercitación  de  esos  derechos  la  hace  el  hombre  en  de- 
fensa de  sus  intereses  y  persiguiendo  un  beneficio  real 
perfectamente  práctico,  y  no  en  homenaje  á  la  superiori- 
dad del  estado  ó  á  la  majestad  de  la  ley.  Si  no  lo  hiciera 
así,  funestas  serían  las  consecuencias  para  el  orden  social. 
((Supongamos  que  al  amo  no  reprende  más  á  sus  criados 
—  dice  Ihering  —  que  el  acreedor  no  pretende  molestar 
á  sus  deudores,  que  el  público  no  tiene  en  las  compras  y 
ventas  una  minuciosa  vigilancia  en  las  pesas  y  medidas, 
^* acaso  será  sólo  la  autoridad  de  la  ley  la  dañada.^»  (i). 

Lo  será  la  sociedad  toda,  porque  esas  leyes  defienden 
intereses  por  cuya  salvaguardia  y  respeto  deben  velar  los 
hombres,  ejercitando  sus  derechos.  Esta  conciencia  jurí- 
dica del  agregado  social,  que  existe  en  las  sociedades  pri- 

(i)     La  taclia  por  el  derecho,  página  77. 
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initivas  como  en  las  más  evolucionadas,  y  que  es  anterior 
á  la  ley  misma,  es  la  base  del  orden  y  de  la  convivencia. 
Cuando  falta,  los  males  que  reporta  son  infinitamente 
superiores  á  aquella  otra  sociedad  en  laque  sus  miembros 
infringieran  las  leyes  establecidas.  «No  son  los  que  come- 
ten transgresión  legal  los  que  principalmente  asumen  la 
responsabilidad,  agrega  el  autor  citado,  smo  los  que  no 
tienen  el  valor  de  defenderla.  Si  llegase  el  caso  de  clasifi- 
car, según  la  importancia,  estas  dos  máximas,  no  cometas 
una  injusticia  y  no  sufras  alguna  se  debiera  dar  como  pri- 
mera regla,  no  sufras  ninguna  injusticia  y  como  segunda, 
no  cometas  ninguna. 

Debe  mediar,  pues,  una  relación  directa  entre  la  con- 
ciencia jurídica  que  engendra  el  derecho  positivo  y  la  ley 
que  la  consagra.  Cuando  ese  vínculo  no  existe,  se  ha 
creado  una  ficción  ó  una  abstracción  sin  vida. 

Supóngase — para  establecer  más  clara  esta  relación  — 
que  el  precepto  jui'ídico  según  el  cual  «la  ignorancia  de 
las  leyes  ó  el  error  de  derecho  en  ningún  caso  impedirá 
los  efectos  legales  de  los  actos  lícitos. . .  »  (i)  rigiera  para 
un  pueblo  compuesto  en  su  mayoría  de  analfabetos.  ¿No 
sería  tan  incongruente  semejante  disposición  como  otra 
que  estableciera  «pregonar  las  leyes  en  un  pueblo  de  sor- 
dos ó  fijar  en  las  esquinas  Los  bandos  á  que  debiera  atem- 
perar su  conducta  una  nación  de  ciegos?  (2). 

Roma  ofrece  el  tipo  de  nación,  en  el  que  sus  institucio- 


(i)     Articulo  923,  Código  civiL 

(2)     A.  Calderón  citado  por  Joaquín  Costa,  en  La  ignorancia  del  derecho,  página 
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nes  jurídicas,  como  su  organización  política,  eran  pro- 
ductos espontáneos  de  su  historia.  El  primitivo  derecho 
romano,  escrito  en  la  ley  de  las  doce  tablas,  hecho  para 
un  pueblo  de  labriegos,  fué  modificándose  fundamental- 
mente, á  medida  que  la  primitiva  horda  se  hacia  un  im- 
perio y  los  romanos  pasaron  los  Alpes  y  el  mar. 

Pero  esta  transformación  de  sus  leyes  no  se  operaba 
por  la  virtud  de  nuevas  leyes,  sino  por  la  fuerza  superior 
de  las  nuevas  costumbres,  y  los  pretores,  urbanos  y  de 
los  extranjeros,  realizando  funciones  de  legisladores,  crea- 
ron el  nuevo  derecho,  que  es  el  que  sirvió  después  para 
el  gobierno  de  la  Europa  durante  muchos  siglos  y  que 
aun  inspira  las  legislaciones  modernas. 

El  magistrado  era  un  legislador  que  modificaba  la  ley 
hecha  de  fórmulas  simbólicas  y  de  reglas  violentas,  como 
que  eran  residuos  supersticiosos  de  una  religión  fetiquis- 
ta.  Y  el  pretor  de  los  extranjeros  y  el  propio  pretor  urba- 
no, fueron  echando  en  Roma  las  bases  de  un  nuevo  dere- 
cho, formado  de  prácticas  más  humanas,  inspirado  en 
sentidas  necesidades  sociales,  y  que  fué  lentamente  acu- 
mulándose en  una  fecunda  y  continuada  experiencia.  El 
nuevo  derecho  juzgaba  conforme  á  la  equidad  y  para  dis- 
tinguirlo de  ley  estricta  un  proverbio  romano  decía  :  «  el 
derecho  estricto  es  la  injusticia  suprema  ». 

Vino  después  la  decadencia  moral  de  la  Roma  de  los 
Césares,  anunciando  la  inminente  decadencia  política, 
que  Séneca  en  sus  Cartas  y  Juvenal  en  sus  Sátiras  han 
pintado  con  tan  vivos  colores.  La  concupiscencia  desen- 
frenada de  los  ricos,  el  amor  al  lujo,  la  ligereza  de  las  mu- 
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ieres,  el  negligente  abandono  de  los  cargos  públicos,  fue- 
ron las  primeras  consecuencias  de  aquel  sugerente  fenó- 
meno que  se  produce  en  Roma  después  de  la  conquista 
del  mundo  antiguo. 

Para  conjurar  este  mal,  para  evitar  la  decadencia  y  sa- 
near las  costumbres,  los  gobernantes  echaron  mano  de 
un  remedio  ineficaz  :  dictaron  nuevas  leyes.  Augusto  pro- 
puso la  legislación  social  del  año  i8  antes  de  Cristo,  cu- 
yas reformas  más  importantes  eran  una  ley  suntuaria,  que 
limitaba  el  lujo,  una  lex  de  adulterís  que  penaba  con  el  des- 
tierro perpetuo  y  confiscación  de  la  mitad  de  sus  bienes  á  la 
mujer  infiel  y  al  cómplice,  y  en  fin,  una  lex mariiandis  que 
trataba  de  obligar  á  la  nobleza  á  casarse  y  á  tener  hijos. 

El  mal  no  fué  conjurado,  la  decadencia  política  de  Ro- 
ma sobrevino,  y  ante  este  espectáculo  de  la  ineficacia  de 
las  leyes  para  curar  las  costumbres,  Tácito  escribió  esta 
profunda  sentencia:  «Antes  sufríamos  enfermedades; 
ahora  estamos  enfermos  de  remedios.  » 

La  teoría,  conforme  á  la  cual  el  derecho  es  la  obra  de 
un  legislador,  que  abarca,  en  un  golpe  de  concepción  ge- 
nial todas  las  relaciones  jurídicas  posibles  y  las  resuelve, 
deriva  de  la  revolución  francesa.  La  influencia  poderosa 
de  este  acontecimiento  no  sólo  rompió  bruscamente  con 
el  derecho  público  del  antiguo  régimen,  sino  también  con 
el  derecho  privado.  Es  cierto  que  esto  último  fué  codifi- 
cado recién  en  i8o4  ;  pero  antes  que  la  revolución  hubie- 
ra dictado  ninguna  constitución  política,  formuló  la  ((de- 
claración de  los  derechos  del  hombre  y  del  ciudadano  » 
que  contiene  las  bases  del  derecho  privado. 
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La  reacción  debía  ser  extrema,  para  libertar  al  hombre 
de  las  ligaduras  que  todavía  le  ataban  á  un  régimen  feu- 
dal, y  para  dar  al  pueblo  la  noción  de  una  soberanía  que 
sólo  residía  entonces,  y  por  mandato  de  la  divinidad,  en 
los  monarcas. 

((  La  literatura  del  derecho  público,  dice  Yellinek,  no 
conoció  hasta  ella  más  que  los  derechos  del  jefe  del  Esta- 
do, los  privilegios  de  las  clases,  de  los  particulares  ó  de 
ciertas  corporaciones.  Los  derechos  generales  de  los  sub- 
ditos no  se  presentaban  más  que  como  deberes  del  Estado 
y  no  constituían  para  el  individuo,  títulos  caracterizados 
de  derecho.  Sólo  merced  á  la  declaración  de  derechos  del 
hombre,  es  como  se  ha  formado,  con  toda  amplitud,  la 
noción  de  los  derechos  subjetivos  del  ciudadano  frente  al 
Estado»  (i). 

La  revolución  se  lanzó  á  construir  el  derecho  público 
y  el  privado,  reconociendo  en  la  nueva  legislación  la  vir- 
tud de  considerarla  como  una  fuerza  creadora  del  derecho 
y  como  su  fuente  única.  Así  fué  como  las  constituciones 
políticas  y  los  códigos  se  inspiraron  en  las  altas  concep- 
ciones de  estadistas  y  de  legisladores.  La  constitución  de 
1791,  que  tomó  por  modelo  á  Montesquieu,  después  de 
cien  debates,  en  los  cuales  no  faltó,  ni  la  erudición  ni  la 
elocuencia,  creyó  haber  organizado  políticamente  la  Fran- 
cia, bajo  el  régimen  del  equilibrio  de  los  poderes,  pero  en 
realidad  había  transportado  todos  los  derechos  seculares 
de  la  reyecía  á  la  asamblea,  sin  ponderación  alguna.  Ma- 

(i)  Les  déclaratíons  des  droits  de  l'homme  el  da  ciloyen,  página  3. 
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lograda  esta  constitución,  la  Convención  dictó  otra,  do 
carácter  republicano  y  fueron  sus  autores  los  discípulos 
de  Rousseau;  pero  no  pudo  ponerse  en  vigor  porque  la 
Francia  estaba  en  guerra  con  toda  la  Europa  y  necesitaba 
organizar  un  poder  Fuerte  y  ejecutivo.  La  constitución  del 
ano  tercero,  que  le  siguió,  fué  substituida  por  la  del  año 
octavo,  inspirada  en  Siéyes,  admirable  construcción  teó- 
rica oue  la  fuerza  superior  de  los  hechos  se  encargó  de 
desbaratar,  cuando  el  consulado  evolucionó  rápidamente 
hacia  el  imperio. 

Con  el  mismo  criterio  se  procedió  á  la  codificación  del 
derecho  privado.  La  asamblea  constituyente  había  dicho  : 
((  Se  redactará  un  código  de  leyes  civiles  comunes  á  todo 
el  reino.  »  La  obra  no  se  afrontó  de  inmediato  porque  los 
representantes  del  mediodía  de  Francia  temían  que  se  su- 
primiese el  derecho  romano,  que  practicaban  desde  tiem- 
po inmemorial,  y  que  se  les  sometiera  al  derecho  consue- 
tudinario que  aplicaban  los  estados  del  norte.  Pero  la 
codificación  se  realizó,  no  obstante  la  acentuada  diferen- 
cia entre  unos  y  otros  estados,  y  se  dieron  reglas  comunes 
para  toda  la  Francia. 

Otras  naciones  se  apresuraron  á  adoptar  el  códiga 
Napoleón,  maravilloso  instrumento  que  de  pronto  pare- 
cía dar  á  los  pueblos  la  unidad,  la  igualdad,  la  libertad... 
Así,  Bélgica,  los  Estados  de  la  orilla  izquierda  del  Rhin^ 
Italia... 

La  reación  contra  esta  tendencia,  dogmática  y  racional, 
vino  en  la  forma  de  una  contrarevolución,  como  pudo 
llamarla  bien  Mirabeau.  Desde  la  cámara  de  los  Comu- 
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nes,  en  el  país  donde  la  tradición  y  las  costumbres  acu- 
muladas son  leyes,  Edmundo  Burke,  levantó  su  voz  con- 
tra las  teorías  en  que  se  inspiraba  Francia,  afirmando  que 
las  constituciones  de  los  pueblos  no  deben  ser  creaciones 
arbitrarias  de  la  voluntad,  sino  un  delicado  organismo 
que  gradualmente  se  va  manifestando  en  la  conciencia 
misma  de  la  sociedad  y  adaptándose,  también  gradual- 
mente, á  las  exigencias  de  los  pueblos. 

Si  desde  el  punto  de  vista  político,  Inglaterra  represen- 
ta, en  mérito  á  su  tradición,  la  tendencia  opuesta  á  las 
improvisadas  constituciones  de  Francia,  desde  el  punto 
•de  vista  jurídico  y  del  derecho  privado,  esta  oposición  se 
«ncarnó  en  Alemania,  donde  Federico  Carlos  de  Savigny, 
resistiéndose  á  los  partidarios  de  Thibaut,  que  sostenían 
la  idea  de  una  codificación  universal  que  unificase  los  pue- 
blos germánicos,  afirmó  con  el  historiador  Niebhur,  los 
principios  fundamentales  de  la  escuela  histórica,  y  en  cu- 
ya virtud,  el  derecho  no  es  ya  una  idea  abstracta  sino  (( la 
expresión  de  la  conciencia  jurídica  de  un  pueblo  determi- 
nado, que  se  desarrolla  y  se  perfecciona  al  desenvolverse 
j  perfeccionarse  el  pueblo  mismo  ». 

Son,  pues,  sus  primeros  resultados,  el  de  que  es  una  fic- 
•ción  la  pretendida  omnipotencia  del  legislador,  que  se 
«cree  suficientemente  superior  para  transformar  las  cos- 
tumbres V  cambiar  la  conciencia  jurídica  de  una  sociedad, 
mudando  de  leyes,  y  el  de  que  una  institución  jurídica  de 
un  pueblo  determinado  no  puede  ser  trasladado  á  otro, 
que  posee  una  tradición  y  condiciones  sociales  distintas. 

Las  objeciones  que  pretendió  formular  N.  Th.  Gonner 
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á  la  escuela  histórica,  pudieron  ser  fácilmente  levantados 
por  Savigny.  No  es  que  esta  escuela  haya  exaltado  la  im- 
portancia del  derecho  romano,  cayendo  en  la  necesidad  de 
despreciar  las  experiencias  jurídicas  producidas  después, 
pues  Savigny  exigía  no  sólo  la  investigación  sobre  el  de- 
recho de  la  antigua,  sino  también  sobre  el  primitivo  de- 
recho germánico  y  las  variaciones  que  ambos  habían  ex- 
perimentado en  la  práctica  de  varios  siglos,  sin  detenerse 
á  estimar  su  excelencia,  sino  en  el  sentido  de  que  era  un 
derecho  histórico.  Gonner  trató  de  llamar  la  atención  de 
los  gobiernos  en  contra  del  método  de  la  nueva  escuela, 
afirmando  que  sus  defensores  pretendieron  arrebatarles  el 
derecho  de  legislar  y  ponerlo  en  manos  de  los  juristas, 
•olvidando  que  para  Savigny  el  contenido  del  derecho  se 
forma  y  desenvuelve  en  el  pueblo,  y  de  que  á  un  senado 
de  jurisconsultos  si  existiese  se  le  aphcaría  el  mismo 
principio  que  á  los  soberanos,  es  decir,  que  su  misión 
consiste  en  reconocer  y  promulgar  el  derecho  que  existe 
independientemente  de  ellos.  Y  agregaba  el  maestro  fun- 
dador de  la  escuela  histórica  :  «  el  despotismo  y  la  liber- 
tad consistirá  eternamente  en  que  bajo  aquél,  dispone  el 
soberano  á  su  antojo,  mientras  que  bajo  la  libertad  res- 
peta la  naturaleza  y  la  historia  en  las  fuerzas  vivas  de  la 
nación  ». 

De  entonces  á  nuestros  días,  la  conciencia  jurídica  de 

los  pueblos,  que  dice  la  escuela  histórica,  viene  de  masen 

más  iluminándose.  La  sociedad,  en  su  marcha  incesante, 

opera  mutaciones  graduales,    pero  tanto  más  profundas 

^cuanto  mayor  es  el  calor  popular  que  las  sustenta.    Una 
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suma  concurrente  de  factores,  actuando  con  una  pene- 
trante intensidad,  vienen  marcando  nuevos  rumbos  á  las 
sociedades. 

La  civilización  contemporánea  posee  rasgos  peculiares. 
Los  pueblos  que  antes  desenvolvieron  su  civilización  en 
el  aislamiento  ó  poco  menos,  se  vinculan,  se  solidarizan 
en  un  movimiento  común  y  general  de  progreso,  produ- 
ciendo así  una  civilización  internacionaL  La  ciencia  ba 
llegado  á  ser  el  fecundo  instrumento  que  ba  transformada 
el  fondo  mismo  de  la  vida  :  los  descubrimientos  científi- 
cos ban  sido  aplicados  á  la  industria,  á  la  agricultura,  al 
comercio,  y  es  también  la  base  del  gobierno.  Numerosos 
problemas,  en  estos  tiempos  de  agitación  económica,  mo- 
ral é  intelectual,  nos  ofrece  la  realidad  social  circundante 
y  fuera  preciso  cerrar  los  ojos  á  la  luz  para  substraerse  á  la 
visión  de  estas  cuestiones  que  preocupan  y  trabajan  el  al- 
ma de  las  sociedades  modernas. 

Tomad,  por  ejemplo,  la  institución  del  Estado,  y  se- 
guid la  curva  ascendente  de  su  evolución  desde  la  revolu- 
ción francesa  á  nuestros  días.  ((El  Estado  ha  muerto  en 
la  forma  romana,  jacobina,  napoleónica  »,  ha  podido  de- 
cir un  autor  (i)  porque  no  se  limita  ya,  como  era  su  fun- 
ción inherente  según  la  declaración  de  los  derechos  del 
hombre,  á  garantir  solamente  esos  derechos,  sino  que 
desempeña  funciones  protectoras  y  positivas,  regula  di- 
recta ó  indirectamente  los  actos  de  sus  subditos,  y  hace  lo 
que  el  individuo  ((  no  debe,  no  quiere,  no  puede  hacer  ». 

(i)  León  Dlglit,  La  transformación  del  Estado,  página  aao. 
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Este  crecimiento  en  las  funciones  del  Estado  cambia  la 
posición  del  individuo  en  sus  relaciones  con  él  y  modifica 
el  concepto  individualista  de  la  libertad.  Así,  el  Estado 
moderno  entiende  promover  el  bienestar  general,  por  la 
difusión  de  la  cultura  y  hace  «  obligatoria  »  la  instrucción 
primaria;  asegura  la  salud,  y  sanciona  leyes  como  la  de 
asistencia  médica  (( obligatoria  »  que  en  estos  días  se  ha 
puesto  en  vigor  en  Inglaterra :  prevé  y  evita  la  miseria, 
foco  deL vicio  y  déla  inmoralidad,  y  cuyo  fin  persiguen  las 
leyes  de  jubilación  y  seguros  «  obHgatorios  »  sobre  la  vida . 

La  denominada  cuestión  social  es  un  problema  que  tam- 
bién preocupa  á  todas  las  sociedades,  á  las  de  Europa,  so- 
bre las  que  gravita  el  peso  muerto  de  una  larga  tradición, 
y  á  Jas  jóvenes  naciones  de  América,  en  cuyo  seno,  si  no 
influyen  tendencias  é  influjos  seculares,  se  sienten  traba- 
jadas por  cuestiones  nacidas  las  más  de  las  veces  en  razón 
de  la  urgencia  con  que  la  improvisación  acelera  el  ritmo 
en  el  proceso  que  las  plasma. 

El  problema  social  aparecía  en  los  momentos  del  adve- 
nimiento y  desarrollo  de  la  gran  industria;  se  vio  enton- 
ces solamente  el  aspecto  económico,  sin  considerar  que 
el  problema  social  tiene  también  una  fase  jurídica,  una 
fase  científica,  una  fase  moral...  Como  bien  observa  Az- 
carate,  el  problema  social,  ((  bajo  el  aspecto  económico  es 
el  problema  de  la  miseria,  bajo  el  científico  es  el  de  la  ig- 
norancia, bajo  el  religioso  es  el  de  la  superstición  ó  de  la 
impiedad,  bajo  el  moral  es  el  del  vicio  »  (i). 

(i)  Apéndice  déla  obra  La  república  norteamericana. 
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Y  SI  el  derecho  tiene  por  fin  realizar  la  justicia,  es  de- 
cir, hacer  una  distribución  cuantitativa  del  bienestar  y 
mantener  el  equilibrio  jurídico,  ¿cómo  desconocer  que 
estos  nuevos  elementos  y  que  estos  nuevos  factores  que 
se  agitan  y  mueven  en  el  seno  del  pueblo  mismo  dejen  de 
elaborar  un  nuevo  estado  social?  Cuando  la  ley  de  nume- 
rosos pueblos  modernos  ha  llegado  á  señalar  la  jornada 
máxima  de  ocho  horas  de  trabajo,  no  lo  hace  por  cierto 
en  nombre  de  una  lucha  de  clases,  sino  que  expresa  una 
realidad  sentida  y  una  necesidad  imperiosa,  en  salvaguar- 
dia de  los  intereses  más  permanentes  y  generales  de  la 
sociedad. 

El  movimiento  obrero  contemporáneo  persigue  la  so- 
lución económica  del  problema  social,  que  más  directa- 
mente les  afecta.  «  El  obrero,  escribía  M.  Glasson,  ha  sido 
casi  enteramente  olvidado  en  nuestro  código  civil  >:>  (i). 

Desde  la  cátedra  de  esta  Facultad,  el  ilustrado  profesor 
déla  universidad  de  Burdeos,  M.  Duguit,  negaba  la  exis- 
tencia de  derechos  subjetivos,  si  por  tal  se  entendía  el  re- 
conocimiento, en  una  persona,  de  imponerse  á  otras. 
((  Está  en  vías  de  constituirse,  una  sociedad,  decía,  de  la 
cual  se  excluye  la  concepción  metafísica  del  derecho  sub- 
jetivo para  dar  lugar  á  la  noción  del  derecho  objetivo,  que 
implica  para  cada  cual  la  obligación  social  de  cumplir  una 
cierta  misión  y  el  poder  de  realizar  los  actos  que  exige  el 
cumplimiento  de  esta  misión.  Del  poder  de  hecho  de  im- 
poner á  los  individuos  una  fuerza  mayor,  habían  nacido 

(i)  Citado  por  J.  Gruct,  La  vie  da  droil  el  rimpuissance  des  lois,    página   i43. 
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dos  derechos  subjetivos  :  el  imperium  ó  poder  público, 
cuando  aquel  poder  pertenece  á  la  colectividad  ó  á  sus  re- 
presentantes, y  el  dominium  ó  la  propiedad,  cuando  aquel 
poder  pertenece  á  los  individuos.  »  Para  negar  la  existen- 
cia de  estos  derechos  subjetivos,  el  profesor  citado  afirma 
que  (( los  hombres  están  sometidos  á  una  relación  social 
fundada  sobre  la  interdependencia  que  los  une.  Así  como 
Euclides  fundaba  todo  su  sistema  de  geometría  en  el  pos- 
tulado de  las  paralelas,  así  el  hombre  moderno  puede  fun- 
dar todo  el  sistema  político  y  social  sobre  el  postulado  de 
una  regla  de  conducta  que  se  impone  á  todos  ». 

He  aquí  entonces  cómo  las  sociedades  modernas  vienen 
formando  y  preparando  un  nuevo  derecho,  porque  pro- 
fesan un  nuevo  concepto  de  la  libertad,  que  consiste,  no 
en  poder  hacer  todo  lo  que  no  daña  á  un  tercero,  sino  en 
poder  hacer  todo  lo  que  no  daíla  á  sí  propio  y  á  la  socie- 
dad, porque  de  otro  modo  la  libertad  es  sólo  un  derecho 
de  los  fuertes:  un  nuevo  concepto  de  la  igualdad,  porque 
pone  bajo  el  amparo  de  la  ley  numerosas  relaciones  de 
derecho  que  estaban  substraídas  á  la  tutela  del  estado  y  que 
han  llegado  á  constituir  en  algunos  países  toda  una  copio- 
sa legislación  como  la  del  trabajo;  un  nuevo  concepto  del 
Estado,  que  lo  arranca  de  su  anterior  misión  que  consis- 
tía en  hacer  una  justicia  puramente  negativa,  para  armar- 
lo de  funciones  activas  y  protectoras  dentro  de  la  sociedad ; 
un  nuevo  concepto  del  ((  derecho  »  que  niega  la  existencia 
de  derechos  subjetivos  cuando  estos  pretenden  ser  el  po- 
der del  individuo  de  imponer  su  voluntad  ó  su  personali- 
dad como  tal  á  la  sociedad  y  á  los  demás  individuos,  y 
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afirma  más  bien  con  Ihering  «  que  los  derechos  son  inte- 
reses jurídicamente  protegidos»,  y  que  no  implican  la 
existencia  de  una  voluntad  titular  de  ese  derecho ;  y  en 
fin,  un  nuevo  concepto  de  la  justicia,  que  para  ser  tal, 
ampHa  y  generosa,  se  refiera  y  abrace  á  la  sociedad  toda, 
y  que  haga  su  obra  de  armonía  y  de  organización,  con 
verdaderas  leyes,  que  son  las  que  interpretan  necesidades 
más  permanentes  y  generales.  Nuevos  conceptos  del  de- 
recho de  la  igualdad,  de  la  libertad,  déla  justicia,  que  son 
fuerzas  sociales  cuando  son  hondos  sentimientos  predo- 
minantes ante  los  cuales  las  leyes  abren  sus  fórmulas  ce- 
rradas para  impregnarse  del  espíritu  que  los  animan. 

He  llegado  al  término  de  esta  clase  inaugural.  He  te- 
nido presente  la  necesidad  de  expresaros  este  concepto 
primario  :  el  derecho  en  cuyo  estudio  os  iniciáis,  no  es 
un  código  de  fórmulas  frías  é  imperiosas,  cuya  letra  vais 
á  analizar,  sino  un  organismo  vivo,  que  crece,  se  nutre, 
se  desarrolla  en  el  ambiente  social  que  respira,  y  que  co- 
mo, una  corriente  siempre  agitada,  persigue  este  ideal 
que  las  necesidades  colectivas  alientan  :  la  justicia. 

Sea  la  última  palabra  de  hoy  una  sincera  manifestación 
personal :  espero  de  vosotros  vuestro  estímulo  y  sobre  to- 
do, vuestro  concurso.  Si  llegáramos  al  término  del  año, 
yo  habría  sentido  esta  grata  y  halagadora  emoción  :  he- 
mos llegado  por  el  esfuerzo  combinado  de  vuestra  coope- 
ración y  de  mi  entusiasmo. 

Ricardo  Levene. 

3  de  abril  de  1918. 
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Allá  en  los  hoy  día  casi  desiertos  territorios  que  baña 
el  Eufrates,  se  levantó  en  otro  tiempo  una  brillante  civili- 
zación,—  que  pasó,  cual  pasaron  tañías  otras: — pero  me- 
nos feliz  que  ellas,  la  mano  del  tiempo  y  de  los  hombres, 
borró  hasta  sus  huellas  del  libro  de  la  vida. 

No  parece  sino  que  allí  debió  cumpHrse  en  absoluto  la 
terrible  sentencia  del  profeta  :  ((  Babilonia,  la  gloria  délos 
reinos,  el  orgullo  de  la  Caldea,  será  como  Sodoma  y  Go- 
morra,  no  se  levantará  jamás,  nunca  será  habitada,  nilos 
mismos  árabes  plantarán  allí  sus  tiendas  ni  los  pastores 
pacerán  allí  sus  ganados  »  (i). 

Sólo  algunos  montículos  esparcidos  aquí  y  acullá,  de- 
notaban los  lugares  famosos,  que  fueron  un  día  prez  y  or- 
gullo de  la  raza  caldeo-babilónica  y  elamita. 

La  investigación  científica  contempló  aquellos  montí- 
culos, y  en  vez  de  pasar  indiferente,  cual  lo  habían  efec- 
tuado durante  cientos  de  años  los  viajeros  del  Islam,  se 
detuvo  y  los  escudriñó  con  afán. 

(i)  Isaías. 
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Un  mundo  desconocido  surgió  ante  los  ojos  atónitos  de 
los  investigadores. 

Aquellos  pueblos,  conscientes  quizá  de  su  destino,  ha- 
bían grabado  en  ladrillos  y  en  piedra  su  historia,  sus  co- 
nocimientos, sus  costumbres,  su  religión  y  sus  leyes. 

Entre  los  documentos  que  las  excavaciones  pusieron  al 
descubierto,  ninguno  es  tan  importante  para  nosotros  co- 
mo el  que  se  ha  denominado  Código  de  Hammurabí. 

Según  los  datos  que  han  podido  reconstruirse,  este  mo- 
narca fué  el  sexto  rey  de  una  dinastía  semita,  que  se  co- 
noce con  el  nombre  de  primera  dniastía  babilónica. 

Hammurabí  fué  un  gran  guerrero  y  un  insigne  hombre 
de  Estado. 

A  él  se  debe  la  construcción  del  famoso  ((  canal  real  de 
Babilonia  »,  arteria  principal  y  centro  del  sistema  de  irri- 
gación de  la  alta  Caldea,  restaurado  por  Nabucodonosor 
y  del  que  Heródoto  habla  con  profunda  admiración. 

La  cultura  babilónica  era  anterior  al  ilustre  monarca  y 
mucho  más  antigua  que  la  de  cualquier  otro  pueblo  de  la 
tierra. 

Antes  de  publicarse  el  Código  de  Hammurabí,  existían 
en  Babilonia  disposiciones  legales  de  importancia,  y  en  el 
Museo  Británico  de  Londres  se  conserva  una  tableta  que 
contiene  varias  leyes  escritas  en  idioma  akkadio,  lengua 
que  dejó  de  usarse  hacia  el  año  2000  antes  de  la  era  cris- 
tiana. 

Si  bien  el  Código  de  Hammurabí  no  representa  un  es- 
tado jurídico  superior  al  que  diera  nacimiento  á  esas 
leyes,   indica   un   conato  de  sistematización  muy  apre- 
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ciable  y  nos  es  de  manifiesta  utilidad  para  conocer  las  ins- 
tituciones jurídicas  de  aquellos  pueblos. 

El  ejemplar  del' código  que  ha  llegado  hasta  nosotros, 
está  inscripto  en  un  bloque  de  diorita,  que  mide  ^'"^B 
de  altura  por  i^Qode  base.  Fue  mandado  grabar  para 
el  templo  de  Sippar,  de  donde  lo  llevó  como  trofeo  á  su 
capital,  Susa,  el  rey  de  Elam.  Sutruk-Nakhunta,  que  sa- 
queó diversas  ciudades  babilónicas  hacia  el  año  i  J20  an- 
tes de  la  era  cristiana. 

En  medio  de  los  restos  informes  de  aquella  ciudad, 
permaneció  desconocido,  hasta  que  en  diciembre  de  1901, 
los  obreros  de  la  comisión  dirigida  por  Mr.  J.  de  Morgan, 
tropezaron  en  sus  excavaciones  con  un  gran  trozo  de  dio- 
rita. Otros  dos  trozos  surgieron  días  después  y  unidos  los 
tres,  formaron  el  bloque  de  2'"25  de  altura  por  i^QO 
de  base,  escrito  en  caracteres  cuneiformes,  y  que  al  ser 
traducido  nos  dio  á  conocer  el  mencionado  Código  de 
Hammurabí,  salvo  desde  el  §  65  al  99  inclusive,  en  que 
los  deterioros  sufridos  hacen  degible  la  inscripción. 

El  primero  que  tradujo  y  explicó  el  documento  fue  el 
P.  U.  Scheil,  quien  lo  publicó  en  la  segunda  serie  de  su 
obra  Textes  élomites  sémUíqaes.  Diversos  y  valiosos  tra- 
bajos han  completado  el  meritísimo  del  P.  Scheil  y  hoy 
es  mejor  conocido  el  Código  de  Hammurabí  que  la  ley  de 
las  XII  Tablas. 

Precede  al  texto  del  código  un  extenso  y  pomposo  pró- 
logo, en  que  el  rey  invoca  todos  sus  títulos  y  cita  las  obras 
y  conquistas  que  ha  realizado. 

((  Cuando  Anu,  el  supremo,   el  rey  de  los  espíritus  del 
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cielo,  comienza  diciendo,  y  Bel,  el  señor  del  cielo  v  de  la 
tierra,  que  determina  el  destino  del  universo,  asignaron 
la  multitud  de  los  hombres  á  Merodak,  el  primogénito  de 
Ea,  el  divino  maestro  de  ley,  hiciéronle  grande  entre  los 
dioses  del  cielo,  proclamaron  su  augusto  nombre  en  Ba- 
bilonia, ensalzado  en  las  tierras,  y  en  ella  establecieron 
para  él  un  reino  eterno,  cuyos  fundamentos,  como  el  cielo 
y  la  tierra,  perdurarán. 

(( Entonces  Anu  y  Bel  complacieron  á  la  carne  de  los 
hombres  llamándome  á  mí,  el  renombrado  príncipe,  el 
dios  temido,  Hammurabí,  para  establecer  justicia  en  la 
tierra,  para  destruir  lo  ilegítimo  y  lo  malo  y  para  conte- 
ner al  poderoso  en  su  opresión  al  débil,  para  brillar  como 
Shamash,  sobre  los  hombres  de  negras  cabezas  (habitan- 
tes de  Babilonia)  é  iluminar  la  comarca.  » 

((  Hammurabí,  el  pastor  elegido  por  Bel,  soy  yo,  dis- 
pensador de  riquezas  y  de  abundancia,  el  que  completó 
todas  las  cosas  en  Nippur  y  Duranki. . . 

Sigue  después  adjudicándose  los  títulos  de  rey  héroe, 
ensalzador  de  la  fama  de  Babilonia,  prudente  monarca, 
protector  del  país,  que  ha  congregado  los  dispersos  ciu- 
dadanos de  Isin,  rey  guardián  de  la  ciudad,  hermano  del 
dios  Zamama,  decorador  del  gran  santuario  de  Nana,  toro 
impetuoso  que  derrota  al  enemigo,  luchador  sin  rival, 
sabio  activo,  que  ha  echado  por  tierra  á  los  bandidos,  que 
ha  subyugado  á  los  distritos  del  río  Eufrates,  promulga - 
dor  de  justicia,  guía  del  pueblo,  destructor  de  enemigos, 
elevado  que  se  humilla  el  mismo  ante  los  grandes  dioses, 
poderoso  hijo  de  Sin-Muballit,  soldé  Babilonia,  que  irra- 
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día  luz  sobre  Sumir  y  sobre  Akkad,  favorito  de  Nana  y 
otros  no  menos  altisonantes  —  y  concluye  con  las  siguien- 
tes palabras  : 

((  Cuando  Merodak  ine  instituyó  gobernador  de  los 
hombres  para  guiarles  y  dirigirles  —  yo  establecí  derecho 
y  justicia  en  el  país  para  bien  del  pueblo.  » 

Entrando  al  estudio  del  código  en  sí,  notaremos  que  si 
bien  contiene  numerosas  disposiciones  de  carácter  penal, 
ellas  no  están  separadas,  sino  mezcladas  con  las  de  carác- 
ter civil:  notaremos  también  que  se  castigan  delitos  ima- 
ginarios como  la  brujería  y  que  hechos  que  en  la  actuali- 
dad sólo  dan  lugar  á  indemnización  civil  son  penados 
con  severidad. 

Como  ocurre  en  la  mayoría  de  las  leyes  antiguas,  se 
prodiga  la  pena  de  muerte  en  el  código  que  estudiamos. 

Así  la  establece,  contra  el  que  embrujó  á  otro  hombre 
y  no  ha  probado  su  culpa  ante  la  justicia  ;  contra  el  testi- 
go de  cargo,  que  no  ha  probado  la  afirmación  que  profi- 
rió, si  la  causa  es  de  vida  ó  muerte;  contra  el  que  ha  ro- 
bado el  tesoro  del  dios  ó  del  palacio  y  el  que  haya  recibido 
de  su  mano  el  objeto  robado  ;  contra  el  que  ha  comprado 
ó  recibido  en  depósito,  sin  testigos  ni  contrato,  oro,  pla- 
ta, esclavo,  buey,  carnero,  asno  ó  cualquier  cosa  que  sea, 
de  manos  de  un  hijo  ó  de  un  esclavo  ajeno  ;  contra  el  la- 
drón que  ha  robado  un  buey,  carnero,  asno,  cerdo  ó  una 
embarcación  y  no  tiene  como  abonar  la  pena  pecuniaria 
fijada  para  tales  casos  ;  contra  el  que  vende  objetos  ajenos 
que  se  habían  perdido  y  contra  el  comprador  que  no  prue- 
ba haberlos  adquirido  ante  testigos  ;  contra  el  que  se  pre- 
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tende  dueño  de  un  objeto  y  no  prueba  su  afirmación  ; 
contra  el  que  se  ha  apoderado  mediante  robo  de  un  niño  de 
corta  edad,  hijo  de  otro  hombre;  contra  el  que  ha  hecho 
sahr  fuera  de  las  puertas  á  un  esclavo  de  palacio  ó  de  un 
muchkinu  ;  contra  el  amo  de  la  casa  en  que  se  ha  dado  al- 
bergue á  un  esclavo  ó  esclava  que  huyen  del  palacio  ó  de 
casa  de  un  muchkinu,  si  no  lo  hace  salir  á  la  voz  del  ma- 
yordomo: contra  el  que  guarda  un  esclavo  ajeno  ;  contra 
el  que  ha  perforado  una  pared  ;  contra  el  que  ha  hecho 
profesión  de  bandolero  ;  contra  el  que  yendo  á  apagar  un 
incendio  se  apodera  de  los  bienes  del  amo  de  la  casa  :  con- 
tra el  oficial  ú  hombre  de  armas  que  habiendo  recibido 
orden  de  marchar,  no  ha  marchado,  aun  cuando  haya 
contratado  un  mercenario  que  lo  haya  reemplazado  :  con- 
tra la  comercian ta  en  vinos  que  al  congresarse  rebeldes 
en  su  casa  no  se  apodera  de  ellos  y  los  lleva  á  palacio  : 
contra  la  sacerdotisa  que  ha  abierto  una  taberna  ó  á  en- 
trado en  una  taberna  para  beber;  contra  la  mujer  sor- 
prendida en  adulterio  y  su  cómplice ;  contra  el  que  ha 
violentado  á  la  mujer  de  otro  hombre,  que  no  ha  conoci- 
do aun  al  varón  y  vive  todavía  en  la  casa  paterna,  si  se  le 
sorprende  ;  contra  la  esposa  de  un  hombre,  que  en  con- 
sideración á  otro,  ha  hecho  matar  á  su  marido;  contra  el 
arquitecto  que  ha  construido  una  casa  para  otro,  si  se  ha 
derrumbado  y  ha  muerto  al  dueño  de  la  casa,  etc.,  etc. 

Pero  no  sólo  prodiga  la  pena  capital  contra  el  autor 
del  hecho,  sino  aun  contra  seres  inocentes. 

Así,  si  al  derrumbarse  una  casamata  al  hijo  de  su  due- 
ño, se  matará  al  hijo  del  arquitecto  que  la  construyó. 
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La  forma  de  aplicar  la  pena  varía  también  según  los 
casos. 

Así,  al  que  perforó  un  edificio,  se  le  mata  y  entierra 
frente  á  la  brecha  que  abrió  :  al  que  substrae  los  bienes 
del  amo  de  una  casa  incendiada,  se  le  arroja  al  mismo 
fuego;  á  la  comercianta  en  vinos  que  hace  fraude  en  los 
precios,  se  la  arroja  al  agua;  á  la  sacerdotisa  que  ha  abier- 
to una  taberna  ó  entrado  en  una  para  beber,  se  la  quema ; 
á  la  adúltera  y  su  cómplice  se  les  ata  y  arroja  al  agua  ;  á 
la  mujer  que  ha  hecho  matar  á  su  marido  en  considera- 
ción á  otro  hombre,  se  la  ahorca.  En  muchos  artículos, 
la  ley  no  determina  la  forma  en  que  ha  de  aplicarse  la  pe- 
na, limitándose  á  decir  :  es  merecedor  de  muerte. 

Al  lado  de  la  pena  capital,  figuran  otras  igualmente 
graves. 

Al  hijo  de  favorito  ó  de  mujer  pública  que  dice  á  su  pa- 
dre ó  su  madre  que  lo  ha  educado  :  «  Tu  no  eres  mi  padre, 
tu  no  eres  mi  madre  »,  se  le  corta  la  lengua;  si  los  ha  me- 
nospreciado, se  le  arrancan  los  ojos;  á  la  nodriza,  á  quien 
se  le  muere  el  niño  que  se  le  dio  para  criar,  si  ha  substen- 
tado  otro  sin  permiso  del  padre  y  madre  del  primero,  se 
le  cortan  los  pechos ;  al  hijo  que  ha  golpeado  á  su  padre 
ó  su  madre,  se  le  corlan  las  manos ;  al  que  ha  saltado  un 
ojo,  ó  roto  un  miembro  á  un  hombre  libre,  se  le  salta  un 
ojo  ó  rompe  un  miembro  ;  al  que  ha  hecho  levantar  el 
dedo  contra  una  sacerdotisa  ó  contra  la  mujer  de  otro,  si 
no  prueba  su  culpa  se  la  arroja  ante  el  juez  y  se  la  marca 
en  la  frente  ;  al  que  ha  hecho  caer  los  dientes  de  un  hom- 
bre de  su  misma  condición,  se  le  hacen  caer  los  dientes  ; 
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al  que  ha  golpeado  el  cráneo  de  un  esclavo  de  hombre  li- 
bre, se  le  corta  la  oreja  ;  al  médico  que  ha  tratado  una 
llaga  grave  de  un  hombre  libre  con  el  punzón  de  bronce 
y  lo  ha  hecho  morir  ó  que  en  las  mismas  condiciones  le 
ha  abierto  la  nube  de  un  ojo  y  se  lo  ha  saltado,  se  le  cor- 
lan las  manos:  al  esclavo  que  dice  á  su  amo  :  «  tu  no  eres 
mi  amo  »,  si  se  le  prueba  lo  contrario,  su  amo  le  corta  la 
oreja. 

Si  en  algunos  casos  como  el  del  medico  que  hemos  re- 
cordado, se  muestra  excesivamente  rígido  el  código,  en 
otros  que  para  nosotros  revisten  mayor  gravedad,  es  exce- 
sivamente benigno. 

Al  padre  que  ha  tenido  comercio  carnal  con  su  hija,  se 
le  expulsa  del  lugar  ;  al  hombre  que  ha  golpeado  el  crá- 
neo de  un  hombre  de  su  misma  condición,  se  le  aplica 
una  multa,  sin  fijarse  en  las  consecuencias  de  los  golpes; 
el  que  ha  hecho  abortar  á  golpes  á  una  mujer,  se  le  impo- 
ne igualmente  una  multa,  aun  cuando  la  mujer  muera,  si 
no  es  hija  de  hombre  libre.  En  este  caso  como  en  el  del 
arquitecto  antes  citado,  se  mata  á  la  hija  del  agresor. 

La  condición  social  influye  también  en  la  aplicación  de 
la  penalidad. 

Si  bien  en  general  todos  los  artículos  del  código  comien- 
zan diciendo  :  «Si  un  hombre»...  ha  hecho  esto  ó  aque- 
llo ;  hay  algunos  que  gradúan  la  pena  según  sea  la  con- 
dición social  del  ofendido,  variando  ella  cuando  es  hom- 
bre libre,  muchkinuó  esclavo. 

Y  aquí  hallamos  diferencias,  cuya  razón  no  nos  alcan- 
zamos á  explicar  bien. 
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((  Si  un  hombre  ha  saltado  un  ojo  de  un  hombre  libre, 
se  le  saltará  un  ojo  »,  dice  textualmente  el  artículo  ó  pá- 
rrafo 196. 

((  Si  ha  roto  un  miembro  de  un  hombre  libre,  se  le 
romperá  un  miembro»,  agrega  el  siguiente. 

Es  la  ley  del  talión  en  todo  su  rigor,  pero  sólo  cuando 
la  víctima  es  hombre  libre. 

El  principio  :  «  Sí  memhrum  rupit. . .  talio  esto  » ,  que  con- 
signa en  términos  absolutos  la  ley  délas  XII  Tablas;  tiene 
sus  excepciones  en  la  legislación  penal  de  Hammurabí. 

((  Si  ha  saltado  el  ojo  de  un  muchkina  ó  roto  el  miembro 
de  un  muchkina  pagará  una  mina  de  plata  (§  198). 

((  Si  ha  saltado  el  ojo  de  un  esclavo  de  hombre  libre  6 
roto  el  miembro  de  un  esclavo  de  hombre  libre,  pagará  la 
mitad  de  su  precio»  (§  199). 

Sentada  la  tesis,  su  aplicación  debería  ser  igual  para 
toda  clase  de  muerte  ó  lesiones.  Vida  por  vida :  ojo  por 
ojo  ;  diente  por  diente  ;  pie  por  pie  ;  quemadura  porqué- 
madura;  herida  por  herida  ;  golpe  por  golpe»,  según  la 
enérgica  expresión  del  legislador  hebraico. 

Sin  embargo,  no  ocurre  así. 

((  Si  un  hombre  ha  hecho  caer  los  dientes  de  un  hom- 
bre de  la  misma  condición  que  el,  —  preceptúa  el  artícu- 
lo ó  párrafo  200,  —  se  le  harán  caer  sus  dientes.  » 

Tratándose  de  los  ojos  ó  de  los  miembros,  se  aplicaba 
la  ley  del  talión,  sólo  cuando  la  víctima  era  hombre  libre; 
—  tratándose  de  los  dientes  se  extiende  su  radio  de  acción, 
basta  que  aquélla  pertenezca  á  la  misma  clase  ó  condicióa 
que  el  delincuente. 
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jj  Por  qué  esta  diferencia  que  no  puede  ser  fruto  de 
simple  inadvertencia,  en  disposiciones  colocadas  una  al 
lado  de  otra? 

Por  nuestra  parte,  pensamos  que  se  trata  de  una  limita- 
ción de  la  ley  del  talión,  en  lo  referente  á  los  ojos  y  miem- 
bros principales.  No  era  conveniente  para  el  Estado  au- 
mentar el  número  de  tuertos,  mancos  ó  rengos  ;  y  enton- 
ces imponía  la  pena  del  talión  sólo  en  el  caso  que  juzgaba 
más  grave,  si  la  víctima  era  hombre  libre. 

En  cambio,  siendo  los  dientes  menos  esenciales  para 
llenar  las  funciones  del  ciudadano  ó  del  guerrero,  se  apli- 
caba el  principio  con  mayor  amplitud. 

La  misma  razón  antes  insinuada  ha  de  haber  influido 
para  que  el  legislador  babilónico  se  separase,  en  lo  refe- 
rente á  los  golpes,  por  completo  del  sistema  del  talión. 

((  Si  un  hombre  ha  golpeado  el  cráneo  de  un  hombre 
de  condición  superior  á  la  suya,  —  dice  el  articulo  ó  pa- 
ra fo  202,  —  será  golpeado  en  público  con  sesenta  golpes 
<le  nervio  de  buey.  » 

((  Si  un  hombre  ha  golpeado  el  cráneo  de  un  hombre  de 
su  misma  condición,  pagará  una  mina  de  plata  (§  2o3). 

((  Si  ha  golpeado  el  cráneo  de  un  muchkinu,  pagará 
diez  sidos  de  plata  (§  20/i). 

((  Si  ha  golpeado  el  cráneo  de  un  esclavo  de  hombre  li- 
bre, se  le  cortará  la  oreja  (§  2o5). 

No  sólo  hallamos  aquí  excluido  el  principio  del  talión, 
sino  también  incorporado  un  nuevo  elemento  —  la  con- 
dición superior  de  la  víctima — que  no  se  había  tenido  en 
cuenta  en  los  casos  anteriores. 
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¿  Porqué,  tratándose  de  los  ojos,  délos  dientes  ó  délos 
miembros  rotos,  no  se  tiene  en  cuenta,  como  factor  de 
agravación,  la  condición  superior  de  la  víctima  y  se  la 
computa  en  los  golpes? 

Difícil  es  hallar  una  explicación  satisfactoria. 

Sin  embargo  esa  diferencia  debió  basarse  en  una  sim- 
ple razón  de  oportunidad.  Sería  frecuente  que  los  indivi- 
duos de  las  clases  inferiores  procurasen  golpear  á  los  que 
pertenecían  á  una  superior,  y  entonces  quiso  el  legislador 
establecer  para  este  caso  una  pena  ejemplar,  como  es  la 
de  azotes  en  público  con  nervio  de  buey. 

De  lo  expuesto  resulta  que  el  sistema  del  talión  apare- 
ce bastante  restringido  en  el  Código  de  Hammurabí ;  que 
la  composición  ó  multa  tiene  gran  aplicación,  y  que  se 
nos  ofrecen  algunos  casos  raros,  fruto,  á  no  dudarlo, 
de  aquel  sistema,  como  ser  la  muerte  del  hijo  del  arqui- 
tecto ó  de  la  hija  del  que  causó  un  aborto  que  motivó  la 
muerte  de  la  hija  de  un  hombre  libre,  á  que  antes  nos 
hemos  referido. 

Pero  no  sólo  castigaba  la  ley  penal  babilónica  los  deli- 
tos propiamente  tales,  sino  también  otros  hechos  extraños 
á  su  esfera  de  acción. 

Si  una  mujer  ha  menospreciado  á  su  marido  y  le  ha  di- 
cho :  ((  Tú  no  me  poseerás  »,  si  no  es  buen  ama  de  casa, 
sino  callejera,  si  dilapida  su  casa  y  olvida  á  su  marido,  será 
echada  al  agua»  (§  i[\2  y  i/i3). 

Si  la  esclava  á  la  cual  la  esposa  estéril  ha  permitido  te- 
ner hijos  con  su  marido,  se  enorgullece  y  pretende  rivali- 
zar con  aquella,  será  marcada  »  (§  i/i6). 

A!<AL.     FAC.     DE     DER.     T.     III     (s*    p.)  ^* 
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Con  todo,  no  obstante  todas  las  deíiciencias  de  que 
adolece,  el  Código  de  Hammurabí,  merece  nuestro  res- 
peto, pues  representa  para  su  época,  un  notable  monu- 
mento de  legislación  represiva. 

Enrique  B.  Prack, 

Profesor  suplente  de  derecho  penal. 


LA  CUESTIÓN  DE  LA  CIUDADANÍA 


I.  Ciudadanía  y  nacionalidad  :  El  concepto,  los  antecedentes,  las  conveniencias, 
—  II.  Nacionalidad  natural  :  constitucionalidad  del  derecho  de  optar,  —  III 
Suspensión  de  la  ciudadanía,  pérdida  de  la  nacionalidad. 


I 


Deben  las  leyes  ser  claras  y  de  fácil  entendimiento  y 
sus  disposiciones  sencillamente  escritas.  It  claras  también 
deben  ser  las  palabras  que  en  ellas  se  usaren  porque  no 
den  lugar  á  confusiones  ;  en  tal  manera  que  siendo  la  for- 
ma, exacta  traducción  de  las  ideas,  el  espíritu  de  la  ley 
aparezca  evidente,  así  que  no  se  preste á  ser  mal  entendi- 
do ó  torcidamente  interpretado. 

Falta  de  precisión  en  los  términos,  es  error  peligroso 
que  conviene  prever  y  prevenir,  ó  corregir  cuando  no  fué 
previsto  :  la  falsa  interpretación  que  se  funda  en  el  signi- 
ficado atribuido  á  una  palabra  mal  comprendida  puede 
llevar  á  resultados  muy  distintos  de  los  que  el  legislador 
se  propuso  alcanzar. 

Importa,  pues,  determinar  exactamente  la  acepción  de 
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aquellas  palabras  que  pudiendo  significar  más  de  una  co- 
sa, puedan  por  eso  ser  fuente  de  errores  y  traer  las  conse- 
cuencias sobredichas. 

Tenemos  en  vigencia  una  ley  de  ciudadanía,  se  trata  de 
reformarla  y  con  este  motivo  se  comentan  sus  principios 
fundamentales,  su  constitucionalidad,  etc,  Al  mismo  tiem- 
po se  discute  sobre  cuál  es  el  verdadero  significado  de  la 
palabra  ((ciudadanía». 

Es  decir  que  la  idea  fundamental,  la  base  de  la  ley  en 
este  caso,  no  es  fija,  no  está  determinada,  puede  ser  en- 
tendida de  distintas  maneras  y  puede  dar  lugar  á  las  in- 
terpretaciones contrarias  que  destruyen  esa  unidad  de 
tendencia,  esa  seguridad  de  orientación  que  es  condición 
primordial,  indispensable  para  que  la  aplicación  de  una 
ley  pueda  ser  eficaz  y  regular. 

La  opinión  se  divide  y  defiende  dos  teorías,  según  las 
cuales  :  i**  ciudadanía  y  nacionalidad  en  el  lenguaje  y  la 
técnica  constitucional  son  términos  sinónimos;  2*  ciuda- 
danía es  la  situación  especial  de  ciertos  nacionales  de  un 
país  que  les  confiere  los  derechos  y  les  impone  los  deberes 
inherentes  al  ejercicio  del  poder  político. 

Para  evitar  confusiones,  cuando  en  lo  sucesivo  me  re- 
fiera á  estas  teorías  llamaré  ((  americana  »  á  la  primera  y 
á  la  segunda  ((argentina  ».  Aquella  es,  en  efecto,  la  que 
ha  prevalecido  en  los  Estados  de  la  Unión  y  entre  nos- 
otros la  defienden  los  doctores  Tomás  R.  CuUen  y  Carlos 
F.  Gómez.  La  otra,  cuyos  antecedentes  nacionales  hemos 
de  examinar,  ha  sido  sostenida  por  don  José  Manuel  Es- 
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tradayahora,  por  el  doctor  Manuel  A.  Montes  de  Oca. 

Antigua  es  ya  la  lucha  entre  las  dos  tendencias  y  tardía 
en  llegar  la  solución. 

Los  partidarios  de  las  dos  teorías,  ni  reconocen  razón 
al  adversario  ni  pueden  convencerlo  de  que  está  en  el 
error.  Se  buscan  excelentes  argumentos  para  defender 
ambas  ideas,  pero  no  se  ha  encontrado  el  argumento  ne- 
cesario y  la  discusión  se  sostiene,  se  eterniza... 

Y  es  esta  la  cuestión  de  la  ciudadanía. 

Cuestión  especialísima  de  nuestro  derecho  constitucio- 
nal, que  ni  sospechan  otros  pueblos  para  los  cuales  no  se 
ha  planteado  ni  se  planteará  nunca. 

Ha  sido  discutida  y  estudiada  en  escritos  y  en  discur- 
sos, por  la  prensa,  en  el  congreso  y  en  la  cátedra  ;  sin  em- 
bargo, no  han  llegado  á  fijarse  las  ideas  y  esto  que  pare- 
ciera extraño  tratándose  de  una  cuestión  tan  debatida,  es 
explicable  sin  embargo  y  natural,  dada  la  forma  en  que  se 
realizaron  estudio  y  discusión. 

Se  ha  pretendido  dar  á  la  palabra  (( ciudadanía  »  un 
sentido  invariable,  universal ;  cada  partido  considera  la 
cuestión  de  una  manera  absoluta  :  la  propia  idea  es  ver- 
dadera, luego  la  ajena  es  falsa.  La  intransigencia  :  éste 
ha  sido  el  error. 

El  debate  es  estéril  porque  no  se  ha  encontrado  el  pun- 
to sobre  el  cual  puedan  estar  de  acuerdo  ó  mejor  dicho,  en 
el  cual  puedan  encontrarse  las  tendencias  opuestas. 

En  una  discusión,  las  opiniones  diferentes  son  como 
fuerzas  contrarias  que  se  oponen  :  habrán  de  dar  una  re- 
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saltante,  pero  para  esto  es  necesario  que  se  choquen,  que 
se  encuentren  en  un  punto  para  que  actúen  las  unas  sobre 
las  otras ;  si  cada  una  siguiera  una  dirección  que  no  la  lleve 
á  encontrar  á  las  demás,  habrá  una  serie  de  energías  perdi- 
das y  no  una  sola,  única  fuerza  resultante  de  todas.  O  sea 
si  en  una  discusión,  cada  cual  sigue  la  dirección  de  sus 
ideas,  sin  tener  en  mucha  cuenta  á  las  ajenas,  habrá  una 
serie  de  argumentaciones  que  serán  de  ninguna  utilidad 
para  llegar  al  solo  fin  que  deba  tenerse  en  vista,  la  solu- 
ción, resultante  única  de  las  distintas  opiniones  encon- 
tradas. 

En  defensa  de  una  doctrina.  —  La  acepción  de  las  pala- 
bras no  es  invariable,  su  sentido  lo  fija  la  costumbre  y  és- 
ta cambia  con  las  épocas  y  con  las  sociedades. 

Una  misma  expresión  en  idiomas  distintos  puede  no 
significar  la  misma  cosa,  por  eso,  no  habrá  nunca  de  in- 
ducirse el  significado  de  una  palabra  por  el  que  tenga  su 
equivalente  de  otra  lengua  ó  por  aquel  que  tuvo  en  el  pa- 
sado. 

Los  partidarios  de  la  teoría  americana,  que  dan  á  la  pa- 
labra ciudadanía  la  misma  extensión  amplia  que  tiene  cí7í- 
zenship  en  los  Estados  Unidos,  encuentran  razones  sufi- 
cientes para  probar  la  exactitud  de  lo  que  afirman,  en  la 
constitución,  las  leyes  y  la  jurisprudencia  de  aquel  pue- 
blo. 

Estrada,  de  opiniones  opuestas,  busca  argumentos  para 
apoyar  su  idea  en  el  concepto  de  la  ciudadanía  que  se  tu- 
vo y  se  tiene  en  Romn.  en  I"" rancia. 
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En  ese  trabajo  he  seguido  un  plan  distinto  :  tratándose 
de  una  cuestión  nuestra,  creo  que  ir  á  estudiarla  fuera  de 
nuestro  país,  es  sacarla  del  terreno  en  que  debe  plantear- 
se :  creo  que  siempre  es  fácil  encontrar  argumentos  para 
apoyar  cualquier  idea,  cuando  se  los  busca  en  todas  par- 
tes y  se  les  acepta,  vengan  de  donde  vengan,  siempre  que 
sean  favorables.  Pero  no  es  este  mi  sistema  ;  no  aspiro  á 
que  todos  crean  que  tengo  razón  ni  me  tienta  el  halago 
de  un  éxito  obtenido  con  una  frase  de  efecto. 

He  desechado  los  argumentos  que  hubiera  podido  to- 
mar algunas  veces,  en  el  ejemplo  de  grandes  pueblos  y  en 
la  opinión  de  autores  célebres,  no  hablaré  de  la  Francia  ni 
citaré  á  Lamartine.  He  de  realizar  mii  estudio  dentro  de 
nuestro  idioma  primero,  dentro  de  nuestra  historia,  des- 
pués :  mejor,  si  no  puedo  traer  en  afirmación  de  lo  que 
diga,  las  ideas  predominantes  en  las  grandes  potencias, 
de  ese  modo  no  habrá  peligro  de  que  el  prestigio  de  los 
nombres  cubra  la  desnudez  de  los  errores. 

Profundamente  convencido  de  la  verdad  de  estas  ideas 
que  defiendo,  he  de  exponerlas  sencillamente  con  las  ra- 
zones que  me  llevaron  á  aceptarlas. 

De  dieciséis  estados  hispano-americanos,  cuyas  consti- 
tuciones he  podido  estudiar,  trece  (i)  dan  á  la  ciudadanía 
el  carácter  de  una  situación  especial  dentro  de  la  nacionali- 
dad y  sólo  tres  (2)  adoptan  el  principio  de  la  nacionalidad 

(i)  México,  Colombia,  Perú,  Chile,    Bolivla,  Ecuador,  Uruguay,    Guatemala,  El  Sal- 
vador, Honduras,  Nicaragua,  Costa  Rica  y  Panamá. 
(2)  Cuba,   Paraguay  y  Venezuela. 
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ciudadanía,  tal  como  la  comprenden  los  norteamericanos. 

Así,  por  ejemplo,  la  constitución  de  México  dice  :  «  Art. 
34.  Son  ciudadanos  de  la  república  todos  los  que,  tenien- 
do la  calidad  de  mexicanos ^  reúnan  además  las  siguientes  : 

i"  Haber  cumplido  diez  y  ocho  años  siendo  casados  ó 
veintiuno  si  no  lo  son; 

2"  Tener  un  modo  honesto  de  vivir. 

Y  en  varias  constituciones,  veremos  repetirse  este  mis- 
mo concepto  con  otras  palabras  y  tendremos  que  «  son 
ciudadanos,  los  colombianos,  varones,  mayores  de  21 
años,  etc.  »  (art.  i5),  ó  que  «para  ser  ciudadano  se  re- 
quiere :  i"  ser  boliviano  :  2"  tener  21  años,  etc.  ;  3"  saber 
leer  y  escribir...  »  (art.  33). 

Es  siempre  la  idea  de  la  (( teoría  argentina  ». 

Casi  todas  estas  constituciones  dedican  títulos  ó  capítu- 
los especiales  á  una  y  otra  situación  y  se  dice  :  «  de  los  na- 
cionales», cede  los  ciudadanos»,  ao^reo^andolueo^o  :  «son 
prerrogativas  de  los  ciudadanos  »  y  éstas  son  siempre, 
con  pequeñas  diferencias  en  el  detalle,  el  goce  y  ejercicio 
de  los  derechos  poÜticos. 

La  constitución  chilena  expresa  todo  esto  en  espacio 
más  breve,  diciendo  :  «  Art.  7".  Son  ciudadanos  activos 
con  derecho  de  sufragio,  los  chilenos  que  hubieren  cum- 
plido veintiún  años  de  edad,  que  sepan  leer  y  escribir  y 
estén  inscriptos  en  los  registros  electorales  del  departa- 
mento. » 

Citar  otros  ejemplos,  fuera  inútil,  búsqueseen  las  cons- 
tituciones de  los  estados  que  nombré,  y  en  todas  ellas  ha 
de  encontrarse,  sencilla rn(  nte  expuesto  y  sin  dar  margen 
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á  interpretaciones  arbitrarias,   el  concepto  de  lo  que  es 
ciudadanía. 

En  todas,  menos  en  una,  acaso  :  me  refiero  á  la  del  Uru- 

En  electo,  según  sus  artículos  6°,  7°y  8" :  «  Los  ciudada- 
nos del  Estado  Oriental  del  Uruguay  son  naturales  ó  lega- 
les. Ciudadanos  naturales  son  todos  los  hombres  libres 
nacidos  en  cualquier  punto  del  territorio  del  estado  y 
legales  los  extranjeros. . . ,  etc.  » 

Según  estas  disposiciones,  no  cabe  duda,  que  se  entien- 
de ciudadanía  como  sinónimo  de  nacionalidad. 

Pero   sigamos  más  adelante  y  encontraremos  : 

(( Art.  1 1    La  ciudadanía  se  suspende  : 

((  2"  Por  la  condición  de  sirviente  á  sueldo,  peón  jorna- 
lero, simple  soldado  de  línea,  notoriamente  vago  ó  legal- 
mente  procesado  en  causa  criminal  deque  pueda  resultar 
pena  corporal  ó  infamante; 

((  4"  Por  no  haber  cumplido  veinte  años  deedad...  etc.  ; 

((  5"  Por  no  saber  leer  ni  escribir  »,  etc. ,  etc. 

¿  Podría  pretenderse  que  aquí  ciudadanía  se  ha  tomado 
en  el  mismo  sentido  que  la  vez  anterior  ? 

Con  toda  seguridad,  no.  Porque  en  tal  caso  tanto  val- 
dría decir  «  se  suspende  la  nacionalidad  »  y  esto  es  un  im- 
posible. 

Podrá  quitarse  la  nacionalidad,  como  castigo  al  deser- 
tor ó  al  que  traicione  y  podrá  permitirse  que  le  pierda 
aquél  que  se  nacionaliza  en  otro  estado,  pero  jamás,  ser 
suspendida  por  razones  de  instrucción,  de  condición  ó 
edad. 
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En  cuál  extraña  situación  se  encontrarían  los  menores 
de  20  anos,  los  sirvientes,  los  soldados  :  serían  hombres 
sin  patria,  sin  derechos. 

¡No!  no  es  éslo  lo  que  se  ha  querido  significar.  «Se 
suspende  la  ciudadanía  »  es  lo  mismo  que  «  se  priva  de  la 
facultad  de  ejercer  los  derechos  políticos  »  á  quienes  no 
reúnan  las  condiciones  de  edad,  conciencia,  libertad  que 
son  precisas  para  ejercerlos. 

Siempre,  pues,  que  se  diga  suspensión  délos  derechos 
del  ciudadano  ó  de  la  ciudadanía,  hade  entenderse  que 
esta  palabra  se  toma  en  su  extensión  reducida  al  ejercicio 
del  poder  político. 

Por  estas  razones  he  contado  al  Estado  Oriental  del 
Uruguay  entre  aquéllos  que  aceptan  la  teoría  argentina, 
aun  cuando  reconozca  también  la  americana. 

Dos  constituciones  de  la  república  de  Nueva  Granada 
dictadas  en  iSl\3  y  i853  establecían  la  consabida  diferen- 
cia entre  las  condiciones  de  «granadino»  y  «ciudadano». 

Con  esto  he  terminado  el  estudio  de  las  disposiciones 
constitucionales  extranjeras. 

Vemos  que,  entre  los  pueblos  de  la  América  española, 
la  opinión  es  uniforme,  casi  unánime. 

«  La  ciudadanía  consiste  en  el  derecho  de  elegir  para  los 
puestos  públicos  de  elección  popular  y  en  la  capacidad  pa- 
ra ejercer  cargos  oficiales  con  mando  y  jurisdicción  »  ( i). 

(i)  Constitución  déla  ropúhlioa  de  Panamá  Cai'l-    i^)- 
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No  debe  darse  otro  valor  que  el  que  tienen  á  estos  datos 
que  ahora  he  presentado. 

Valen  conio  explicación  de  lo  que  significa  en  nuestro 
idioma  una  palabra  cuyo  sentido  se  discute  y  ésto  es  ya 
mucho:  pero  lo  que  ella  signifique  para  nosotros,  sólo 
puede  conocerse  estudiando  nuestros  antecedentes  histó- 
ricos, nuestra  constitución  y  las  leyes  que  en  consecuen- 
cia suya  se  han  dictado. 

Buscando  antecedentes  nacionales,  he  leído  aquellos 
decretos  y  reglamentos  dados  en  los  primeros  tiempos  de 
la  revolución. 

Disposiciones  dictadas  en  vista  de  prevenir  los  sucesos 
imucdiatos,  exigidas  por  la  necesidades  del  momento,  su 
conjunto  constituye  una  legislación  de  circunstancias, 
destinada  á  no  durar  más  que  la  situación  que  la  en- 
gendró. 

La  desorganización,  el  desorden  reinantes,  el  peligro 
de  aquellas  horas  de  guerra  no  dan  tiempo  ni  son  propi- 
cias a  la  elaboración  de  leyes  fundamentales  ó  á  la  forma- 
ción de  conceptos  duraderos. 

La  nacionalidad  supone  la  nación  y  ésta  no  existe  mien- 
tras su  vida  depende  del  azar  de  una  derrota,  mientras  pe- 
sa sobre  ella  la  amenaza  de  la  posible  reconquista  por  el 
antiguo  señor. 

Mal  hubiérase  podido  hablar  entonces  de  nacionali- 
dad. 

La  convocación  para  las  elecciones  de  diputados  á  la 
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Asamblea  General  (2 4  de  octubre  de  181 2)  traía  entre 
sus  declaraciones,  la  siguiente  : 

«Todas  las  personas  libres  y  de  conocida  adhesión  á  la 
causa  de  la  América...  podrán  ser  electores  ó  electos  di- 
putados» (i). 

^  Cuál  otra  base  hubiera  podido  tomarse  en  aquel  tiem- 
po para  determinar  quién  era  ciudadano?  aquí  donde 
unos  meses  antes,  sólo  eran  extranjeros  los  que  no  eran 
españoles  y  donde  los  demás  habitantes  del  territorio^ 
fuesen  nacidos  en  él  ó  venidos  desde  Europa,  eran  sujetos 
de  una  misma  corona,  vasallos  del  mismo  rey. 

Pero  aun  cuando  sea  posible  anotar  alguna  observa- 
ción como  ésta,  al  recorrer  los  documentos  anteriores  á 
i8i5,  no  es  en  ellos  sin  duda  donde  podrá  encontrarse  el 
origen  de  ideas  definidas  sobre  ciudadanía  y  nacionalidad. 

El  ((Estatuto  provisional»  de  181 5  trata  de  la  cuestión 
en  los  siguientes  términos  : 

((Capítulo  III,  artículo  2":  Todo  hombre  libre,  siempre 
que  haya  nacido  y  resida  en  el  territorio  del  estado  es  ciu- 
dadano pero  no  entrara  al  ejercicio  de  este  derecho,  hasta  que 
haya  cumplido  2  5  años  ó  sea  emancipado. 

((Capítulo  IV,  artículo  i":  Cada  ciudadano  es  miem- 
bro de  la  soberanía  del  pueblo  ;  artículo  2":  En  esta  virtud 
tiene  voto  pasivo  y  activo  en  los  casos  y  forma  que  designa 
este  Reglamento  provisional.  » 

El  Estatuto  considera. .pues,  que  la  ciudadarna  es  un  de- 

1      I.     \      \  viui.A,  JJisloria  conslilíiciotuil,  tomo  I\,   página   i()3. 
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recho  para  cuyo  ejercicio  se  requieren,  no  sólo  el  hecho  de 
ser  nativo,  sino  además,  determinadas  condiciones  de 
edad  y  residencia. 

Y  el  capítulo  siguiente  viene  á  completarla  disposición 
anterior,  explicando  que  aquel  derecho  de  la  ciudadanía 
no  es  otra  cosa  que  el  ejercicio  de  los  derechos  políticos. 

El  Reglamento  provisorio  de  1817,  reproduce  casi  tex- 
tualmente esas  disposiciones,  y  empieza,  lo  mismo  que  el 
Estatuto,  declarando: 

((Art.  i".  Los  derechos  de  los  habitantes  del  Estado 
son :  la  vida,  la  honra,  la  libertad,  la  igualdad,  la  propie- 
dad y  la  seguridad. 

«Art.  3".  Todo  habitante  del  Estado,  sea  americano  ó 
extranjero,  sea  ciudadano  ó  no,  tendrá  el  goce  de  estos 
derechos. » 

Conviene  detenerse  á  observar  esta  clasificación. 

Recuérdese  que  éste  era  :  «  Reglamento  provisorio  san- 
cionado por  el  Soberano  Congreso  de  las  Provincias  Uni- 
das de  Sud  América  » ,  que  en  consecuencia,  americano  es  el 
término  que  indica  al  nacional  y  que,  pues  en  este  mis- 
mo párrafo  se  usan  las  dos  expresiones,  no  se  entiende 
que  nacional  y  ciudadano  sea  la  misma  cosa. 

(( Sea  americano  ó  extranjero »  indica  la  situación  de 
nacionalidad,  «sea  ciudadano  ó  no»  :  es  la  situación  es- 
pecial y  distinta  del  ciudadano  que  goza  de  los  derechos 
políticos  (cap.  IV)  y  del  nacional  que  tiene  sólo  aquéllos 
que  le  concede  el  artículo  i". 
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La  constitución  dictada  en  1819  paralas  «Provincias 
Unidas  de  Sud  América»   no  trata  de  la  nacionalidad. 

Pero  siete  años  más  tarde  la  que  se  ha  llamado  «cons- 
titución unitaria  del  año  26»  disponía  en  su  sección  II: 
«  Son  ciudadanos  de  la  nación  Argentina,  primero :  Todos 
los  hombres  Ubres  nacidos  en  su  territorio  y  los  hijos  de  és- 
tos donde  quiera  que  nazcan,  etc.,  etc.  » 

Más  adelante,  hablando  de  los  derechos  de  la  ciudada- 
nía, agrega: 

«Art.  6".  Se  suspenden: 

«  1"  Por  no  haber  cumplido  20  años: 

«  2"  Por  no  saber  leer  ni  escribir : 

«7"  Por  el  estado  de  criado  á  sueldo,  peón  jornalero., 
simple  soldado  de  línea,  notoriamente  vago  ó  legalmente 
procesado  en  causa  criminal  en  que  pueda  resultar  pena 
corporal  é  infamante. » 

Vemos  aquí  la  palabra  ciudadanía  empleada  en  sus  dos- 
acepciones,  como  en  la  constitución  del  Estado  Oriental 
del  Uruguay. 

Esta  constitución,  dada  en  1829,  se  ha  inspirado  en  la 
nuestra  y  las  disposiciones  de  ambas,  relativas  á  suspensión 
de  la  ciudadanía,  son  sumamente  semejantes.  No  creo, 
pues,  necesario  repetir  lo  que  ya  he  dicho  en  otra  parte. 

En  estos  ensayos  constitucionales  que  precedieron  á  la 
constitución  de  i853  no  todos  verán  antecedentes  de  las- 
disposiciones  que  nos  rigen  y  acaso  esta  opinión  fuera 
justiíicada  en  cuanto  se  reíiere  al  Estatuto  provisional  y  ai 
Reglamento  provisorio.  Pero  en  esta  materia  que  estudia- 
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mos,  si  bien,  no  como  modelo  para  la  redacción  de  los  ar- 
tículos, todas  las  leyes  anteriores  sirven  siempre  para  la 
formación  de  las  ideas. 

Los  conceptos  no  se  improvisan  :  se  forman  poco  á  po- 
co, se  afirman  y  se  fijan  con  el  andar  del  tiempo  y,  tanto 
más  precisos  cuanto  de  lejos  vengan,  son,  como  árboles, 
tanto  más  seguros  cuanto  más  hondo  arraigan  en  su  tierra. 

Y  así,  la  idea  de  la  ciudadanía  se  ha  ido  formando  len- 
tamente entre  nosotros  ;  la  costumbre  — y  en  este  caso  la 
costumbre  es  la  repetición  de  una  misma  tendencia  á  tra- 
vés de  las  leyes  sucesivas  —  fué  creando  el  concepto  ;  de 
modo  que  no  es  posible  asegurar  cuáles  sean  los  verdade- 
ros antecedentes  de  las  actuales  disposiciones,  si  es  que 
nos  referimos  al  espíritu  de  ellas  y  no  á  la  simple  forma 
que  lo  expresa. 

1 853.  La  decretada  en  aquel  año  constitución  para  la 
nación  Argentina,  sólo  hablaba  de  la  ciudadanía  en  el  in- 
ciso 1  i"  de  su  artículo  6 /i. 

A  otro  capítulo  de  este  trabajo  corresponde  el  estudio 
de  las  consecuencias  que  trajo  la  falta  de  precisión  de  di- 
cho artículo  en  cuanto  á  los  principios  que  debían  regir 
para  la  determinación  de  la  nacionalidad. 

Pero  aquí  estoy  explicando  el  concepto  de  la  ciudada- 
nía :  lo  demás  por  el  momento  no  interesa. 

De  acuerdo  con  la  citada  disposición  constitucional  se 
dio  la  ley  del  año  iSBy,  expresión  típica  de  la  doctrina 
argentina. 

Tomo  de  ella  los  párrafos  siguientes  : 
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((Art.  i".  Los  argentinos,  para  el  goce  y  ejercicio  de 
los  derechos^políticos  se  distinguen  en  argentinos  simple- 
menie  y  ciudadanos. 

((Art.  2".  Son  argentinos:  i"  todas  las  personas  na- 
cidas en  el  territorio  argentino;  2'  los  hijos  de  padre  ó 
madre  argentinos. . .  etc. ;  3"  los  extranjeros  que  obtengan 
carta  de  naturalización  de  conformidad  al  artículo  20  de 
la  constitución. 

((Art.  9".  Son  ciudadanos:  i"  los  argentinos  mayo- 
res de  veintiún  años,  ó  antes  si  fueran  emancipados  ;  2" 
los  extranjeros  que...  »,  etc.,  etc.  (i). 

Volvamos  á  i853. 

El  lector  conoce  los  antecedentes  de  la  época  :  Buenos 
Aires,  separado  de  la  Confederación,  el  gobierno,  la  le- 
gislación se  hacen  distintos  en  una  y  otra  parte :  la  vida 
nacional  en  aquel  tiempo  es  doble. 

Por  eso  ha  sido  necesario  dividir  el  estudio  de  este  pe- 
ríodo en  dos  partes,  y  por  eso  también,  después  de  cono- 
cida la  ley  de  la  Confederación  es  preciso  volver  atrás 
cuatro  años,  para  tomar  desde  su  origen  la  legislación  de 
Buenos  Aires. 

El  estado  dictó  su  constitución  en  i85/i. 

En  ella  se  establecía  el  principio  de  la  nacionalidad  del 
nacimiento. 

Cuando  seis  años  más  tarde,  se  trató  de  la  reorganiza- 
ción nacional,  la  convención  reformadora,  viendo  un  pe- 

(i;  (i(<>/Ai.i./,    /^■v, „;/,,,  ;,',r(  ,/,.  leyes  nacionales,  tomo  I,   página   i.')(). 
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ligro  en  la  admisión  del  principio  del  jus  sangainis,  acep- 
tado poi*  la  ley  de  la  Confederación,  de  1867,  propuso  la 
reforma  del  artículo  constitucional  relativo  á  la  naciona- 
lidad, estableciendo  como  principio  determinante  de  ésta, 
el  mismo  del  Jií5  5o/¿  que  había  reconocido  la  ley  funda- 
mental del  estado  de  Buenos  Aires. 

Así,  pues,  la  reforma  del  artículo  6/i,  inciso  1 1",  impor- 
taba incorporar  á  la  constitución  nacional  el  espíritu  de 
la  constitución  de  la  antigua  provincia  separada. 

Hemos  llegado  aquí  á  la  parte  esencial  de  nuestro  es- 
tudio: al  momento  en  que  debemos  encontrar  cuál  es  el 
verdadero  concepto  argentino  de  la  ciudadanía. 

Voy  á  estudiar  el  espíritu  de  aquella  constitución  del 
54  que  según  los  partidarios  de  la  teoría  americana,  debe 
tomarse  como  antecedente  directo  en  este  caso.  Pero  con 
esto  no  bastaría  :  las  ideas  recién  se  fijaron  en  las  discu- 
siones de  1 863  y  1869  :  estudiaré  también  estos  debates. 

Soy  partidario  de  la  que  he  llamado  doctrina  argentina 
de  la  ciudadanía.  Si  los  antecedentes  de  ella  que  he  citado 
no  bastaran  á  probar  su  exactitud,  véase  en  estas  páginas 
que  siguen  las  razones  que  justifican  mi  opinión. 

((  Lo  que  importan,  como  antes  lo  he  manifestado,  las 
palabras  del  inciso  1 1"  del  artículo  67,  cuando  establecen 
como  base  de  la  ley  de  ciudadanía  el  sistema  de  la  ciuda- 
danía natural,  es  una  definición  de  lo  que  la  constitución 
ha  querido  que  se  entienda  aquí  por  ciudadano. 

((Su  fuente  fué  la  constitución  de  Buenos  Aires  de  1 854, 

AHÁL.     TKC.     DE     DER.     T.     III     (2*    p.)  l5 
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que  declaraba  ciudadanos  á  todos  los  que  nacieran  en  este 
Estado ))  (i). 

Aquí  se  ha  cometido  un  pequeño  error  que  conviene 
corregir. 

La  constitución  de  Buenos  Aires  decía  textualmente  : 
((  Sección  II,  artículo  6" :  Son  ciudadanos  del  Estado  to- 
dos los  nacidos  en  él  y  los  hijos  de  las  demás  provincias 
que  componen  la  República,  siendo  mayores  de  20  años.y> 

Estas  últimas  palabras  modifican  completamente  el  es- 
píritu que  se  atribuía  á  dicho  artículo,  pues  que,  lejos  de 
ser  una  expresión  de  la  teoría  americana,  vendría  á  serlo 
de  la  doctrina  argentina. 

Y  esto  no  es  todo  :  el  artículo  siguiente  viene  á  vigori- 
zar y  aclarar  el  concepto,  cuando  dice  :  «  Tienen,  sin  em- 
bargo, derecho  de  sufragio  los  menores  de  esa  edad  enro- 
lados en  la  guardia  nacional  y  los  mayores  de  i8  años, 
casados.  » 

Es  decir  que  sólo  tienen  derecho  de  sufragio  los  ciuda- 
danos, y  que  para  ser  ciudadano  no  basta  con  el  hecho  del 
nacimiento  :  es  preciso  además  ser  mayor  de  20  años 
—  ésta  es  la  regla  general  contenida  en  el  artículo  6".  Pe- 
ro por  excepción  (sin  embargo  de  no  tener  la  edad)  y  por 
razones  de  conveniencia,  como  sería  propender  al  aumen- 
to de  los  enrolados  en  la  guardia  nacional,  se  extiende  es- 
te derecho  bajo  ciertas  condiciones  indicadas. 

Se  nos  da,  pues,  un  concepto  de  la  ciudadanía  fundado 
en  la  aptitud  para  ejercer  los  derechos  políticos. 

(i)  C.  F.  Góuzz,  Ciudadanía  y  nacionalización,  página  69. 
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Es  éste  indudablemente  el  espíritu  de  los  artículos  cita- 
dos. No  podría  pedirse  una  expresión  más  clara  déla  doc- 
trina argentina. 

Debemos  deducir  que,  si  los  constituyentes  de  Buenos 
Aires  conocieron  y  comprendieron  la  legislación  y  la  ju- 
risprudencia anciericanas,  en  lo  que  á  ciudadanía  se  refie- 
re, se  apartaron  deliberadamente  de  ellas. 

Llegamos  á  la  discusión  en  el  congreso  de  los  proyec- 
tos de  ley  sobre  ciudadanía  y  nacionalización. 

Y  de  aquellos  debates,  en  que  tomaron  parte  los  hom- 
bres más  eminentes  que  haya  tenido  la  República,  vamos 
á  poder  sacar  los  argumentos  necesarios  para  probar  cuál 
es  el  verdadero  significado  de  la  palabra  ciudadanía,  se- 
gún nuestros  antecedentes  nacionales,  únicos  que  en  este 
caso  deban  considerarse  concluyentes. 

...  (( en  la  República  Argentina  son  ciudadanos  todos 
los  que  nacen  en  su  territorio  —  hombres,  mujeres  y  ni- 
ños—  dice  el  actual  diputado  señor  Gómez...  en  una  pa- 
labra, que  la  ciudadanía  natural  y  la  nacionalidad  son, 
para  la  constitución,  la  misma  cosa. 

Así  se  desprende  también  de  las  opiniones  que,  cuando 
se  discutió  la  ley  del  69,  expusieron  en  el  Senado  los  sena- 
dores Granel  y  Aráoz  »  ( i ). 

Aquí  se  ha  cometido  otro  pequeño  error. 

El  senador  Granel,  es  cierto,  fué  el  más  convencido  de- 

(i)  Ob.  cit.,  página  82. 
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fensor  de  la  doctrina  americana,  pero  sus  ideas  estaban 
lejos  de  ser  aceptadas  por  todos  sus  colegas  y  en  cuanto  al 
señor  Aráoz,  voy  á  citar  una  palabra  suya,  que  bastará 
para  mostrar  con  evidencia  cuál  era  su  opinión. 

En  la  sesión  del  1 3  de  julio  de  1869  se  discutía  si  el 
título  I  de  la  ley  debía  decir  :  «  Son  argentinos  »  :  ó 
como  pedía  el  senador  Granel,  «son  ciudadanos  argen- 
tinos )) . 

Señor  Pinero.  —  Señor  presidente  :  otra  ligera  explicación  voy 
á  dar  yo  sobre  la  observación  del  señor  senador  por  Santa  Fe.  Es- 
tas palabras  :  «  son  argentinos  )),  son  palabras  simples  que  están  ex- 
presando el  pensamiento  de  una  persona  que  nace  aquí ;  pero  no  es 
argentino  en  ejercicio  de  la  ciudadanía,  de  los  derechos  políticos. 

El  argentino  está  en  ejercicio  de  los  derechos  políticos,  el  pro- 
yecto lo  dice,  después  de  los  18  años  para  en  adelante  y  ésta 
es  la  razón  de  poner  argentino. 

Señor  Mitre.  —  Por  ejemplo,  el  niño  que  está  mamando. 

Señor  Granel.  —  Pero  no  deja  de  ser  ciudadano  el  que  no  va  á 
votar,  el  niño  que  está  en  la  lactancia.  Esta  disposición  tiene  otra 
razón  porque  necesita  que  se  ponga  una  condición.  Este  ciudadano 
argentino  no  está  en  ejercicio  de  los  derechos  políticos,  pero  si  hu- 
biese sido  perjudicado  por  una  nación  extranjera,  es  muy  probable 
que  requiriese,  como  argentino,  el  ejercicio  pleno  de  sus  dere- 
chos (i).  Véase  como  es  ciudadano  argentino. 

Señor  Aráoz.  —  Observaré  al  señor  senador  que  la  ciudadanía 
es  el  ejercicio  de  los  derechos  políticos,  no  el  simple  nacimien- 
to (2). 

El  inciso  2**  del  artículo  i"  que  se  reconsideraba  en  esa 


(1)  Precisamente  :  como  argentino  puede  invocar  la  protección  de  su  gobierno,  como 
ciudadano  podrá  votar,  ser  elegido...  etc.   (Ñola  del  autor). 

(a)  Véase  Diario  de  sesiones,  pág.  369. 
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misma  sesión,  decía  en  su  forma  primitiva  :  «Los  hijos 
de  ciudano  nativo  que  habiendo  nacido  en  país  extranje- 
ro... »  etc.  Fue  modificado  cambiándose  la  palabra  ciuda- 
dano por  argentinos,  entendiéndose  por  esto  dar  el  mismo 
derecho  al  hijo  de  padre  ó  madre  argentinos. 
Mitre,  autor  del  inciso,  aceptó  la  modificación. 

No  creo  necesario  citar  más  opiniones  de  los  que  toma- 
ron parte  en  el  debate  de  i863y  1869.  Tómense  los  dia- 
rios de  sesiones  de  aquel  tiempo  y  se  verá  continuamente 
hablar  de  «derechos  de  la  ciudadanía  »  ó  «  derechos  del 
ciudadano  »  cuando  se  haga  referencia  á  los  derechos  po- 
liticos. 

Por  otra  parte,  puede  ser  un  dato,  para  conocer  la 
opinión  predominante,  éste,  de  haber  sido  favorable  la 
mayoría  de  la  cámara  á  la  idea  de  mantener  el  título  De 
los  argentinos,  para  comprenderlos  á  todos  desde  su  na- 
cimiento, y  de  haber  cambiado  en  el  inciso  2",  del  artícu- 
lo i",  la  palabra  ciudadano,  que  excluía  á  la  mujer  y  á  los 
menores  de  18  años,  por  la  de  argentinos,  término  gene- 
ral que  abraza  á  todos. 

Y  ahora,  al  fin  de  este  capítulo,  después  de  haber  estu- 
diado las  bases  de  nuestra  ley  actual,  después  de  haber 
buscado  en  las  ideas  del  pasado,  el  fundamento  y  el  ori- 
gen de  las  ideas  del  presente,  venimos  á  ver  cómo,  en 
nuestros  días,  se  expresan  estos  modos  de  pensar,  cómo  se 
van  fijando  y  aclarándolos  conceptos,  en  formas  tales  que 
orienten  la  opinión  de  nuestro  tiempo  y  eviten  la  con- 
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fusión  y  la   falta  de  rumbo  para  Jos  tiempos  porvenir. 

Transcribo  á  continuación  algunos  párrafos  de  un  dic- 
tamen del  fiscal  de  la  Cámara  federal  de  apelaciones  de  la 
Capital,  doctor  Horacio  Rodríguez  Larreta,  en  el  caso  de 
doña  Julieta  Lanteri  de  Renshaw,  solicitando  carta  de  na- 
turalización. 

Buenos  Aires,  mtívo  4  de  191 1. 


La  principal  objeción  que  hace  el  señor  procurador  fiscal  en  su 
dictamen  de  foja  3  vuelta,  para  oponerse  al  otorgamiento  déla  car- 
ta de  naturalización  que  solicita  la  recurrente,  consiste  en  que  la 
mujer  no  puede,  según  el  opinante,  adquirir  la  ciudadanía  argen- 
tina porque  por  nuestras  leyes  le  está  vedado  el  ejercicio  de  los  de- 
rechos políticos.  Este  argumento  de  la  oposición  del  señor  procura- 
dor fiscal  es  inconsistente  y  erróneo,  por  cuanto  parte  de  un  error 
de  concepto,  confundiendo  la  nacionalidad  con  la  ciudadanía. 

Lo  que  la  recurrente  solicita  en  el  presente  caso  no  es  la  ciuda- 
danía argentina  considerada  como  el  conjunto  de  derechos  y  obli- 
gaciones concedidas  ó  impuestas  al  nacional  y  que  supone  el  ejer- 
cicio de  los  derechos  políticos  que  están  reservados  á  un  limitado  y 
determinadonúmerodeindividuosde  la  comunidad  argentina,  según 
hayan  estos  alcanzado  la  edad  y  reúnan  las  condiciones  especiales 
establecidas  en  las  leyes  que  legislan  sobre  la  materia,  sino  la  nacio- 
nalización argentina  considerada  como  el  vínculo  político  que  liga 
una  persona  con  una  nación,  á  la  que  opta  doña  Julieta  L.  de  Ren- 
shaw amparada  en  el  derecho  consagrado  en  el  artículo  20  de  la 
constitución  nacional  y  pide  se  le  reconozca  para  los  ulteriores 
efectos  que  estima  y  puede  convenirle. 

Por  otra  parte,  este  ministerio  considera  extemporánea  y  fuera 
de  lugar,  en  el  caso  ocurrente,  toda  discusión  que  se  suscite  sobre 
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el  derecho  de  la  mujer  para  ejercitar  la  ciudadanía,  si  ha  de  darse 
á  esta  última  palabra  su  verdadera  acepción  técnica...  etc. 

Sólo  sería  oportuno  dilucidar  esta  cuestión  si  la  recurrente,  in- 
vocando su  próxima  nacionalidad  argentina  por  naturalización,  rei- 
vindicara uno  de  los  derechos  inherentes  y  derivativos  de  la  ciuda- 
danía, pretendiendo  por  ejemplo  inscribirse  en  el  registro  cívico 
nacional  con  el  fin  de  adquirir  la  calidad  de  elector  nacional  y  emi- 
tir el  voto  en  los  comicios  electorales. 

....       .       .       .       ......... 

Por  estas  consideraciones...  etc. 

Horacio  Rodríguez  Lar  reta. 

Los  párrafos  anteriores  no  necesitan  comentario,  la 
doctrina  está  más  que  clara,  nítidamente  expuesta,  en  el 
estilo  sencillo  y  serio  que  conviene  á  un  documento  de 
esta  clase. 

La  cámara  c(  en  virtud  de  lo  expuesto  y  de  conformidad 
á  lo  dictaminado  por  el  señor  fiscal  de  Cámara»  confir- 
mó la  resolución,  etc.,  á  19  de  junio  de  191 1. 

Uno  de  los  párrafos  de  esta  sentencia  es  el  siguiente : 


Que  aun  cuando  las  leyes  no  otorguen  actualmente  á  la  mujer  el 
ejercicio  de  los  derechos  políticos  inherentes  á  la  calidad  de  ciuda- 
dano, es  indiscutible  que  ella  puede  solicitar  el  amparo  délas  leyes 
de  la  república  dentro  y  fuera  del  territorio  por  el  ejercicio  de  los 
derechos  civiles  que  le  están  acordados. 


Agustín  Urdinarrain.  —Ángel  Ferreira 
Cortés.  —  Juan  Agustín  García. 
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En  síntesis  el  estudio  que  antece  comprende  cuatro  par- 
tes :  i"  la  palabra  ciudadanía  y  su  significado  en  nuestro 
idioma :  2*  el  concepto  de  la  ciudadanía  en  los  antece- 
dentes directos  de  la  constitución  y  en  leyes  anteriores  á 
ella;  3"  el  espíritu  de  las  disposiciones  constitucionales; 
4*  el  concepto  actual  según  la  ley  y  la  jurisprudencia. 

De  todo  esto  resulta  que  la  teoría  argentina  es  la  que 
tiene  verdaderas  raíces  en  nuestra  tradición,  la  que  está 
íntimamente  vinculada  al  espíritu  de  nuestra  ley. 

Pero  no  hemos  estudiado  el  concepto  americano  de  la 
ciudadanía. 

Si  no  he  querido  hacerlo  no  ha  sido  por  un  ánimo  de 
oposición  á  esas  ideas,  al  contrario,  me  he  puesto  en  el 
caso  más  ventajoso  para  los  partidarios  de  la  doctrina 
americana:  he  aceptado  sin  discusión  y  sin  contralor  sus 
afirmaciones. 

Dígase  que  según  se  desprende  de  las  ideas  de  Taney  y 
Wayte,  según  lo  dice  expresamente  la  enmienda  i/i  de  la 
constitución,  nacionalidad  y  ciudadanía  son  términos 
equivalentes  en  Norte  América,  nunca  habremos  de  po- 
nerlo en  duda.  Pero  si  se  dice  que  ciudadanía  y  naciona- 
lidad son  sinónimos  para  los  argentinos,  porque  lo  son 
para  los  norteamericanos,  diremos:  ¡no!  no  tienen  por 
qué  serlo,  aunque  las  palabras  sean  las  mismas,  la  acep- 
ción muy  bien  puede  ser  otra. 

Hay  diferencia  de  idioma. 

Natíonalily  y  ciiizens/iip  son  términos  generales  que  in- 
dican tanto  el  uno  como  el  otro  el  vínculo  que  une  á  los 
hombres  con  la  nación. 
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Nacionalidad  y  ciudadanía,  no.  El  primero  es  general, 
comprende  siempre  al  segundo  y  éste  indica  una  situación 
especial  que  se  produce  cuando  al  conjunto  de  los  dere- 
chos civiles  de  que  gozan  los  nacionales,  vienen  á  agre- 
garse los  derechos  políticos  que  son  el  privilegio  de  los 
ciudadanos. 

Son  dos  situaciones  distintas,  que  tienen  que  producir- 
se lo  mismo  entre  nosotros  que  en  los  Estados  Unidos. 

Tenemos  dos  palabras  para  designarlas  y  nuestra  cos- 
tumbre ha  dado  distinto  nombre  á  cada  una. 

Los  norteamericanos  dan  un  sentido  general  á  las  dos 
expresiones  y  así  ciudadanía,  entre  ellos,  vale  tanto  como 
nacionalidad,  entre  nosotros;  sin  embargo,  la  condición 
especial  del  ciudadano  existe  allí.  Y  entonces  se  hace  ne- 
cesario decir  «los  ciudadanos  que  votan»  ó  bien  «los  vo- 
tantes» término,  este  último,  impropio  en  castellano, 
porque  indica  el  que  vota,  el  que  realiza  el  acto,  no  el  que 
tiene  el  derecho  de  votar.  Los  nacionales  son  «los  ciuda- 
danos que  no  votan  (i). 

Hay  más  claridad  y  sencillez  en  la  terminología  que 
resulta  de  la  teoría  argentina. 

Sin  embargo  se  dice  que  la  verdadera  acepción  de  la 
palabra  ciudadanía  es  la  de  la  enmienda  i^. 

Repetimos  y  repetiremos  siempre  que  no  hay  verdad 
absoluta  ni  puede  haberla  en  esta  cuestión. 


(i)  The  cilizen  wlio  has  the  righl  lo  volé  is  a  member  of  the  governing  body  of  thestate 
and  nalion,  differing  in  this  résped  from  ihose  citizens  who  cannot  vote,  bul  who  enjoy  Ihe 
same  privileges  and  irnmunilies .  Volers  constilate  a  sepárate  body  in  the  coininvnitY...  (Lincoln, 
Fandamentals  of  american  governmenl,  pág.   3/».) 
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El  USO  fija  el  sentido  de  las  palabras  y  el  nuestro  les^ha 
fijado  uno  distinto  al  de  las  mismas  palabras  en  otras  len- 
guas de  otros  pueblos. 

Tienen  razón  los  que  dicen  que  es  indudable,  evidente, 
indiscutida  y  aceptada  en  Estados  Unidos  la  doctrina 
americana  y  que  por  consiguiente  es  verdadera. 

No  hay  duda:  es  verdadera  allí,  pero  aquí  no,  porque 
aquí  lo  es  la  nuestra. 

Son  dos  verdades  locales  que  triunfan  en  una  parte  ó 
en  otra  según  las  circunstancias,  según  las  conveniencias. 

Esto  es  lo  que  no  se  ha  querido  comprender,  éste  es  el 
punto  sobre  el  cual  deben  caer  de  acuerdo  los  partidarios 
de  las  dos  teorías.  La  cuestión  está  sólo  en  admitir  que 
los  dos  tienen  razón,  pero  que  cada  cual  la  tiene  en  un 
país  distinto.  Ahora,  si  se  quiere  conocer  cuál  es  el  alma 
de  nuestras  disposiciones  y  no  cuál  debe  ser,  de  acuerdo 
con  un  ideal,  muy  discutible,  habrá  de  buscárselos  argu- 
mentos en  pro  y  en  contra  en  nuestros  antecedentes  na- 
cionales, como  he  dicho  ya,  únicos  concluyentes  en  este 
caso. 

Y  toda  esta  gran  discusión,  vieja  ya  de  medio  siglo,  ^á 
qué  se  reduce,  en  último  análisis?  A  reconocer  que  nos- 
otros argentinos,  tenemos  en  nuestro  idioma  una  palabra 
más  que  los  norteamericanos. 

II 

La  constitución  del  año  53  sancionada  en  la  ciudad  de 
Santa  Ee  y  que  regía  en  la  Confederación,   fijaba,  entre 
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otras  atribuciones,  al  congreso,  la  de  dictar  leyes  de  ciu- 
dadanía y  nacionalización,  pero  no  mencionaba  á  la  na- 
cionalidad natural  ni  á  la  de  origen. 

El  congreso  de  la  Confederación  dictó  la  ley  de  1867, 
según  la  cual  se  establecía  que  se  podría  optar  á  la  mayor 
edad  entre  las  nacionalidades  del  nacimiento  y  de  la  san- 
gre y  de  acuerdo  con  este  principio,  se  celebró  el  tratado 
con  España  que  motivó  la  oposición  de  Buenos  Aires  y 
dio  lugar  á  una  de  Jas  enmiendas  introducidas  por  la  con- 
vención examinadora  del  60. 

Buenos  Aires,  en  su  constitución  dictada  en  i85/i,  re- 
conocía el  principio  dejas  soli  y  así  fué  que  antes  de  in- 
corporarse á  la  confederación  exigió  la  reforma  del  artícu- 
lo constitucional  contrario  á  este  principio. 

Dicho  artículo  en  su  forma  definitiva  dispone  que  las 
leyes  sobre  nacionalización  y  ciudadanía  se  dicten  con  su- 
jeción al  principio  de  la  nacionalidad  natural. 

Nuestra  ley,  en  consecuencia  de  ésto,  dice  en  su  artículo 
1°,  inciso  i":    «Son  argentinos: 

((Todos  los  individuos  nacidos  ó  que  nazcan  en  el  terri- 
torio de  la  república,  sea  cual  fuere  la  nacionalidad  de  sus 
padres,  con  excepción  de  los  hijos  de  ministros  extranjeros 
y  miembros  de  las  legaciones,  residentes  en  la  repú- 
blica. )) 

El  inciso  2"  de  este  mismo  artículo  dispone:  ((Los 
hijos  de  argentinos  nativos  que  habiendo  nacido  en  país 
extranjero  optaren  por  la  ciudadanía  de  origen  .  » 

Alguien  ha  visto  eritre  esta  cláusula  y  la  anterior  una 
contradicción    inconveniente,    una  oposición    de   princi- 
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píos  peligrosa,  que  hace  inconslitucional  á  la  ley  que  la 
contiene. 

Como  no  participo  de  este  modo  de  pensar,  trataré  de 
mostrar  en  lo  que  sigue  las  razones  en  que  fundo  mi 
opinión. 

Creo  que  la  ley  de  1869  es  constitucional  porque,  á 
pesar  de  lo  que  disponga  el  inciso  2"  de  su  artículo  i ",  ha 
sido  dictada  acón  sujeción  al  principio  de  la  nacionalidad 
natural». 

Pero  es  evidente,  sin  embargo, — se  dirá  —  que  el 
inciso  2"  consagra  el  principio  del  derecho  de  origen  :  lue- 
go, la  ley  ya  no  responde  á  los  fines  que  debe  tener  según 
la  constitución.  Nos  veremos  obligados  á  reconocer  á  los 
países  extranjeros  idéntico  derecho  y  esto  será  destruir  la 
base  en  que  debe  asentarse  nuestra  legislación,  descono- 
ciendo los  propósitos  que  llevaron  á  sancionar  la  disposi- 
ción constitucional. 

Estos  argumentos  serían  excelentes  si  se  apoyaran  en 
fundamentos  exactos,  pero  es  que,  por  el  contrario,  se 
parte  de  una  base  equivocada. 

¿  Cuáles  fueron  las  razones  que  se  tuvieron  en  cuenta 
para  reformar  el  artículo  64  ? 

El  Redactor  déla  Convención  reformadora  dice  :  «  Que 
la  conveniencia  y  la  necesidad  de  aceptar  este  principio 
era  patente  en  un  país  en  que  la  población  se  aumenta 
por  la  inmigración  y  en  el  que  reconociendo  como  extran- 
jeros á  los  hijos  de  extranjeros  al  cabo  de  algunos  años, 
la  masa  extranjera  puede  preponderar  con  grave  peligro 
de  su  existencia  y  sin  ventaja  para  nadie.  Que  este  peligro 
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no  era  imaginario  sino  inminente,  desde  que  el  Congreso 
de  la  Confederación  había  dictado  esa  ley  parcial  sobre 
ciudadanía  en  oposición  á  la  política  de  Buenos  Aires  so- 
bre el  particular.,  comprometiendo  el  mismo  principio  en 
tratados  celebrados  con  naciones  extranjeras.  Que,  por 
consecuencia,  no  se  podía  abandonar  un  principio  racio- 
nal en  teoría,  sostenido  por  todos  los  publicistas,  profe- 
sado por  una  de  las  primeras  naciones  del  mundo,  con- 
quistado en  la  práctica  y  que,  entre  nosotros,  es  de  mayor 
importancia  que  en  ninguna  otra  parte  por  cuanto  de  él 
depende  nuestra  existencia  futura  como  nación»  (i). 

El  general  Mitre,  senador  en  1869,  decía  en  la  sesión 
del  3  de  julio,  refiriéndose  al  caso  de  los  tratados  con  Es- 
paña :  ((  Con  este  motivo  se  suscitó  una  larga  cuestión  en 
que  por  una  singularidad  inesperada  hasta  un  agente  es- 
pañol que  había  estado  entre  nosotros,  se  hacía  cargo  de 
defender  los  derechos  de  los  argentinos  en  su  propio  te- 
rritorio, precisamente,  por  Ja  consideración  que  ha  ex- 
puesto el  señor  miembro  informante  de  la  comisión  :  por- 
que toda  ley  de  ciudadanía  debe  ser  tendiente  á poblar  y  no 
á  despoblar  al  país ;  pero  á  poblarlo  con  ciudadanos.  » 

Esta  es  la  buena  interpretación,  éste  el  espíritu  del  ar- 
tículo 67  :  evitar  la  despoblación  de  nuestro  territorio 
y  propender,  en  cambio,  á  su  población  con  ciudadanos. 

El  inciso  2%  lejos  de  estar  en  oposición  con  el  primero, 
y  con  la  constitución,  viene  á  completar  á  aquél  para  rea- 
lizar el  propósito  de  éSta. 

{i)  El  Redactor,  número  7. 
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Nuestra  ley  reconoce  una  sola  nacionalidad  obligatoria^ 
la  natural :  la  de  origen  que  en  ciertos  casos  ella  admite^ 
no  es  sino  facultativa  y  esta  es  una  excepción  que,  lejos 
de  oponerse  al  principio  de  nuestra  ley  fundamental,  con- 
sulta aquellos  mismos  intereses  que  nuestros  constituyen- 
tes tuvieron  en  vista  al  sancionarla. 

La  constitución  ha  dicho,  «  con  arreglo  á  la  teoría  del 
jus  solí )) ,  pero  tan  no  ha  querido  decir  que  debía  ser  exclu- 
yentede  cualquier  excepción  que  ella  misma  en  su  artícu- 
lo 76,  cuando  habla  de  las  condiciones  necesarias  para 
ser  presidente,  dice  :  «...  ó  ser  hijo  de  ciudadano  nativo 
habiendo  nacido  en  el  extranjero  » . 

Bien  seque  este  artículo  no  tiene  la  importancia  del  que 
hemos  estudiado  anteriormente  y  que  él  solo  no  bastara 
para  defender  la  constitucionalidad  de  una  ley  en  que  el 
principio  áeljus  sangainis  fuera  la  regla  general,  pero  in- 
dica que  la  constitución  crea  una  situación  de  privilegio 
para  los  hijos  de  argentinos,  los  cuales  en  ningún  caso 
podrán  ser  puestos  en  la  misma  condición  que  los  ex- 
traños. 

Quien  ha  dado  á  dicho  artículo  el  verdadero  valor  que 
tiene,  ha  sido  el  señor  Montes  de  Oca,  cuando  decía  :  «La 
comisión,  pues,  ha  desechado  el  principio  de  la  ciudada- 
nía de  origen.  Pero  como  el  artículo  76  de  la  constitución 
dice  que  para  ser  presidente  ó  vicepresidente  de  la  repú- 
blica, es  decir,  para  adquirir  los  más  altos  puestos  de  la 
administración,  no  se  necesita  que  la  persona  que  sea  lla- 
mada á  esos  puestos  haya  nacido  en  la  República  Argen- 
tina, sino  que  basta  sea  hijo  de  ciudadano  nativo,  aunque 
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sea  nacido  en  país  extranjero,  la  comisión,  en  vista  de  este 
artículo,  que  establece  una  preferencia  respecto  de  los 
hijos  de  ciudadanos  nativos,  ha  creído  que  debía  tener  en 
cuenta  la  ciudadanía  de  origen  y  que  sin  embargo  de  no 
deber  ser  esta  ciudadanía  impuesta,  debía  ser  concedida 
con  grande  facilidad  sin  que  por  eso  se  desvirtuase  el  ar- 
tículo de  la  constitución  que  se  refiere  á  este  punto  (i) )). 

Imposible  mayor  claridad  y  más  exactitud,  pero  como 
las  ideas  nos  parecen  siempre  buenas  y  los  argumentos 
exactísimos  cada  vez  que  están  de  acuerdo  con  nuestro 
modo  de  pensar,  temo  que  en  este  caso  si  me  limito  á  ci- 
tar esta  sola  opinión,  por  respetable  que  ella  sea,  haya 
riesgo  de  que  no  todos  la  acepten  y  quede  sin  demostrarse 
la  constitucionalidad  de  nuestra  ley. 

Que  es  lo  que  me  propongo  al  escribir  este  capítulo. 

Aceptemos  como  exacta  esta  idea:  la  ley  de  1869  es 
inconstitucional,  porque  el  inciso  2",  de  su  artículo  1"  se 
opone  á  las  disposiciones  y  al  espíritu  de  la  constitución. 

Sepamos  quiénes  han  sido  los  que  redactaron  este  in- 
ciso. Sus  autores  son  dos  :  y  casualmente,  dos  muy  gran- 
des hombres  que  por  azar  resultan  ser  constitucionalis- 
tas  y  de  los  más  autorizados. 

En  la  Cámara  de  diputados  fué  don  José  Benjamín  Go- 
rostiaga,  en  el  Senado  don  Bartolomé  Mitre. 

En  el  año  i863,  el  inciso  2"  del  proyecto  presentada 

(i)  Cámara  de  Diputados,  sesión  del   19  de  agosto  de  i8G3. 
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por  la  comisión  de  negocios  constitucionales  disponía  que 
los  hijos  de  padre  ó  madre  argentinos  tendrían  que  mani- 
festar al  juez  federal  del  distrito  que  querían  obtener  y 
obtuvieran  carta  de  ciudadanía. 

El  señor  Gorostiaga  propuso  una  enmienda  que  tendía 
á  reconocer  la  nacionalidad  del  hijo  de  argentino  sin  otra 
condición  que  una  manifestación  de  voluntad.  La  comi- 
sión de  acuerdo  con  estas  ideas,  redactó  un  nuevo  artículo 
y  así  fué  aprobado,  quedando  en  esta  forma  :  «Los  hijos 
de  padre  ó  madre  argentinos  que  habiendo  nacido  en  país 
extranjero  manifiesten  al  juez  nacional  ó  provincial  del 
distrito  en  que  se  halle  su  intención  de  ser  ciudadano.  » 

Las  razones  que  aconsejaron  esa  enmienda  las  había 
dado  su  autor  con  estas  palabras: 

((Yo  deseo  establecer  una  grande  diferencia  entre  la 
nacionalización  de  un  extranjero  y  la  declaración  por  me- 
dio de  ley  de  un  ciudadano  aunque  nacido  fuera  del  país, 
nacido  de  padre  ó  madre  argentinos.  De  suerte  que  yo 
quiero  que  los  extranjeros  que  se  hagan  ciudadanos  por 
naturalización  tengan  que  hacer  esa  manifestación  de  otra 
manera  y  tengan  que  obtener  verdadera  carta  de  ciuda- 
danía. Para  los  ciudadanos  de  origen  quiero  que  la  ley 
declare  á  su  favor  la  ciudadanía  pero  no  se  puede  impo- 
ner tal  ciudadanía  porque  admitimos  por  el  inciso  i"  que 
la  ciudadanía  natural  es  obligatoria.  » 

(( Facilitemos  entonces  la  manifestación  de  esta  volun- 
tad. No  exijamos  que  vengan  á  obtener  carta  de  ciudada- 
.nía  ni  á  dar  grandes  pasos  para  ello.   Busquemos  la  ex- 
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presión  más  simple  y  fácil.  Siempre  que  el  hijo  de  un  ar- 
gentino aunque  haya  nacido  en  el  extranjero  venga  al 
suelo  de  la  patria  y  manifieste  su  deseo  de  ser  ciudadano, 
lo  es.  La  cuestión  se  reduce  á  buscar  la  palabra  que  para 
el  objeto  sirva»  (i). 

Seis  años  más  tarde  en  el  Senado  esta  cuestión  volvió  á 
plantearse  y  así  se  resolvió  : 

((  Teniendo,  pues,  que  conciliar  estos  dos  principios  (2) 
hemos  tenido  una  conferencia  con  la  comisión  de  nego- 
cios constitucionales  y  felizmente  nos  hemos  puesto  de 
acuerdo  sobre  la  base  de  la  constitución  adoptando  este 
principio  de  división,  es  decir,  el  inciso  i"  que  habla  de 
los  nacidos  en  el  territorio  argentino  será  la  base  funda- 
mental obligatoria  para  todos  y  que  el  2°  sea  la  facultad 
dejada  á  cada  uno  para  optar  por  la  ciudadanía.  En  este 
sentido  he  redactado  una  enmienda  de  este  inciso,  valién- 
dome de  las  propias  palabras  de  la  constitución,  y  agre- 
gando la  facultad  de  optar.  De  este  modo  queda  concilia- 
do  todo.  Dictare  al  señor  secretario  :  ((  2"  Los  hijos  de 
ciudadano  nativo  que  habiendo  nacido  en  país  extranjero 
optaren  por  la  ciudadanía  de  origen,  manifestando  al  juez 
seccional  del  distrito  en  que  se  halla  su  deseo  de  ser  ciu- 
dadano. ))  Esta  proposición  del  senador  Mitre,  se  aceptó 
y  es  éste  con  ligeras  modificaciones,  el  actual  inciso  2". 

La  opinión  del  señor  Gorostiaga  es  la  que  yo  respeto 
sobre  todas,  en  materia  de  derecho  constitucional, 

(i)  Sesión  del  24  de  agosto. 

,(2)  Se  refiere  á  las  disposiciones  de  los  artículos  67  y  76. 

AWAL.     TKC.     DE     DER.     T.     III     (a*    p.)  l6 
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El  ha  sido  sin  duda  el  primero  de  los  constituyentes, 
él  fué  de  los  redactores  del  proyecto  y  el  miembro  infor- 
mante que  presentó  al  debate  y  defendió  en  el  Congreso 
general,  la  casi  totalidad  de  los  artículos  propuestos,  vale 
decir,  el  que  sostuvo  el  peso  casi  entero  de  aquella  discu- 
sión. Miembro  de  convenciones  constituyentes  naciona- 
les y  provinciales  y  presidente,  más  tarde,  déla  Suprema 
corte  de  justicia,  era  una  autoridad  indiscutida  y  una  opi- 
nión siempre  escuchada. 

Un  hombre  con  antecedentes  semejantes  había  de  co- 
nocer nuestra  constitución  y  saber  interpretarla.  ¿  Podía  él 
proponer  una  disposición  inconstitucional?  Sus  propias 
palabras  que  he  citado  bastan  para  contestar  la  pregunta. 

Y  Mitre,  el  que  fué  siempre  adversario  de  la  nacionali- 
dad de  origen,  el  hombre  de  Buenos  Aires  que  fué  como 
el  alma  de  Buenos  Aires  hecha  hombre,  que  había  sida 
de  los  reformadores  del  6o  y  era  el  que  declaraba  enfáti- 
camente que  prendería  fuego  al  país  por  sus  cuatro  cos- 
tados antes  que  aceptar  un  principio  de  nacionalidad  con- 
trario al  del  jas  soli,  ¿podía  contradecirse  en  esa  forma 
proponiendo  una  disposición  que  importara  desconocer 
este  principio? 

Pero  se  hace  también  otro  argumento  de  orden  prácti- 
co, diremos,  ó  internacional. 

Se  dice  :  si  aceptamos  que  los  hijos  de  argentinos  naci- 
dos en  el  extranjero  puedan  optar  por  la  nacionalidad  de 
sus  padres  ¿con  qué  derecho  negaremos  esta  misma  facul- 
tad á  los  hijos  de  extranjeros  nacidos  en  nuestro  suelo  ? 
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Con  el  derecho  que  tiene  todo  estado  soberano  de  dic- 
tar las  leyes  que  le  convengan  dentro  del  territorio  sonne- 
tido  á  su  soberanía. 

Es  preciso  no  equivocar  :  la  reciprocidad  es  de  rigor  en 
los  tratados,  por  eso  en  aquellos  negociados  con  España 
por  Alberdi  el  principio  del  jus  sanguinis  era  reconocido 
recíprocamente,  pero  la  facultad  de  legislar  es  inherente 
á  la  soberanía  y  la  ley  ordenada  á  los  pueblos  es  un  acto 
en  que  aparece  el  poder  supremo  del  Estado,  que  si  hu- 
biera de  preocuparse  de  que  ella  armonizara  con  las  de 
todas  las  naciones  de  la  tierra,  ni  podría  legislar,  ni  ten- 
dría libertad,  ni  sería  soberano. 

El  criterio  que  se  debe  tener  al  darse  leyes  de  nacionalización 
es  el  de  las  conveniencias  dentro  de  la  constitucionalidad . 

((  Cada  Estado  soberano  hace  una  ley  sobre  la  naciona- 
lidad concebida  únicamente  en  vista  de  sus  propios  inte- 
reses. ))  Esta  es  una  verdad  indiscutible  porque  es  un  he- 
cho establecido. 

El  caso  de  la  Francia  es  de  los  más  elocuentes. 

Francia  adopta  estos  varios  criterios  según  la  situación. 
En  lo  que  se  refiere  á  sus  nacionales,  la  regla  general  es 
la  siguiente  :  la  validez  de  una  naturalización  obtenida  por 
un  francés  en  el  extranjero  no  es  reconocida  en  Francia 
sino  en  el  caso  de  que  dicho  francés  sea  capaz  según  la  ley 
francesa  de  renunciar  á  su  nacionalidad  de  origen. 

La  jurisprudencia  es  constante  en  este  sentido  (i). 

(i)  Pueden    verse  las    sentencias  de  los  tribunales    franceses  en  el  caso  de   Fréderic- 
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Cuando  se  trata  de  los  extranjeros,  las  ideas  cambian. 

«  De  esta  manera  el  legislador  viola  deliberadamente 
las  reglas  ordinarias  de  la  cajDacidad.  Permite  que  el  repre- 
sentante legal  de  un  menor  extranjero  le  haga  cambiar  de 
nacionalidad  tal  vez  contra  su  voluntad  y  le  da  este  poder 
exhorbitante  aun  si  le  es  negado  por  la  ley  personal  del 
menor.  Los  individuos  á  que  se  refiere  el  artículo  8,  pá- 
rrafo 4%  no  son  franceses  si  no  están  domiciliados  en 
Francia  al  llegar  á  su  mayor  edad,  y  si  no  declinan  esta 
calidad  en  el  curso  de  su  vigésimo  segundo  año;  su  nacio- 
nalidad se  encuentra  realmente  fijada  á  la  edad  de  veinti- 
dós años  cumplidos.  Domiciliados  fuera  de  Francia 
cuando  llegan  á  su  mayor  edad  quedan  extranjeros.  » 

(( Estos  individuos  pueden  tener  interés  en  renunciar 
al  derecho  de  optar  por  la  nacionalidad  extranjera  que  les 
confiere  la  ley  de  1889  y  en  asegurarse  definitivamente  la 
calidad  de  franceses.  Es  lo  que  les  permite  el  artículo   9". 

(( (jEl  extranjero  es  menor?  Su  representante  legal  recla- 
ma para  él  la  calidad  de  francés  y  renuncia  en  su  nombre, 
en  cuanto  sea  necesario,  el  derecho  eventual  de  rechazar  esta 
calidad,  cuando  llegare  á  ser  mayor;  esta  declaración  ase- 
gura desde  el  momento  mismo  (sur-le-champ)  y  de  un  mo- 
do inmutable  la  nacionalidad  francesa  al  menor,  que  no 
dejará  de  ser  francés  aun  cuando  no  esté  domiciliado  en 
Francia  cuando  alcanzara  á  su  mayor  edad  »  (i). 

Basta  con  esto  para  saber  con  qué  criterio  se  legisla  en 

Alexandre  Adara,  nacido  en  i865,  nacionalizado  argentino  en  i885.  (Journal  Je  Dr.  Int. 
Privé,  pág.   117,    1890).   Otro  caso  (Journal  de  Dr.   Int.  Privé,  pág.  838,   190 
(i)  Octave  Steuleb,  Application  pratique  de  la  nouvelle  loi...   etc.,  página  505. 
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otras  partes.  No  nos  dejemos  llevar  por  un  espíritu  dema- 
siado generoso ;  no  pretendamos  alcanzar  á  perfecciones 
teóricas  que  puedan  ser  desastrosas  en  llegando  á  ser  prác- 
ticas y  si  es  siempre  tentador  irse  con  un  impulso  noble  á 
las  regiones  del  desinterés  y  el  altruismo,  estoes  también 
peligroso. 

El  problema  de  la  nacionalidad  se  debe  resolver  con 
espíritu  práctico  de  hombre  de  gobierno.  Las  hermosas 
teorías  suelen  desconocer  la  inevitable  rudeza  de  los  he- 
chos, y  por  eso  aparecen  más  hermosas,  pero  por  eso 
también  son  irreahzables. 

Recuerden  los  legisladores  cuando  la  tentación  les  ven- 
ga de  prescindir  del  mundo  ó  de  ignorarlo,  para  dar  li- 
bertad á  sus  ideas  que  al  escribir  la  ley  que  habrá  de  regir 
á  hombres  no  han  de  inspirarse  en  los  sueños  que  no  ven 
asperezas  del  terreno  ni  ven  la  división  de  las  fronteras. 

Vivamos  de  la  vida  de  esta  tierra,  sigamos  el  camino 
de  los  pueblos  si  queremos  saber  lo  que  es  aquélla  y  lo 
que  estos  necesitan. 

Otra  cuestión  : 

Sólo  se  comprende  que  pueda  negarse  el  derecho  de 
opción  en  los  países  sujetos  á  perpétuelleallégeance. 

Es  evidente.  Si  se  quiere  el  principio  absoluto  no  se 
admita  la  pérdida  de  la  nacionalidad.  El  derecho  de  expa- 
triarse ¿qué  es  sino  un  derecho  de  optar  .^  Hace  cuarenta  y 
cuatro  años  cuando  se  discutía  la  ley  que  nos  rige,  se  ha- 
bló mucho  sobre  la  inconveniencia  y  la  inconstituciona- 
lidad,  por  oponerse  al  principio  de  la  nacionalidad  natu- 
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ral,  de  los  artículos  propuestos  por  Alsina  sobre  pérdida 
de  la  ciudadanía.  No  voy  á  recordar  estos  debates  que  ven- 
drían á  alargar  sin  necesidad  este  trabajo,  pero  citaré  una 
contestación  que  se  hizo  al  señor  Granel,  el  más  entusias- 
ta y  convencido  defensor  de  la  interpretación  estricta  del 
artículo  67,  inciso  11". 

Señor  Araoz.  — «  ...  la  constitución  ha  querido  atraer  á  los  ciu- 
dadanos de  otros  países,  y  á  esto  es  á  lo  que  responde  el  espíritu 
liberal  tanto  de  este  artículo  como  de  toda  la  ley. 

El  principio  que  sostiene  el  señor  senador  responde  á  una  idea 
diametralmente  opuesta,  puesto  que  quiere  llevar  la  tirantez  del 
principio  déla  ciudadanía  aun  más  allá  de  lo  que  la  ha  llevado  la 
Inglaterra.  » 

El  señor  Araoz  tenía  razón. 

Escuchen  esas  palabras  los  que  creyendo  interpretar  el 
verdadero  espíritu  de  la  constitución,  vienen  en  realidad 
á  contrariarlo,  dando  á  una  de  sus  disposiciones  una  in- 
tención que  no  puede  tener  porque  se  opone  al  fin  que  se 
pensó  alcanzar  al  adoptarla. 

x\ntes  de  terminar  con  este  asunto  quiero  contestar  á 
los  que  piensan  que  la  cuestión  se  puede  resolver  decla- 
rando extranjeros  á  los  hijos  de  argentinos  nacidos  fuera 
del  país,  y  estableciendo  en  favor  de  ellos  esta  excepción  : 
serán  los  únicos  nacionalizados  que  puedan  llegar  á  la  presi- 
dencia de  la  república. 

Si  es  cierto  que  el  artículo  76  de  la  constitución  no 
bastaría  para  sostener  la  constitucionalidad  de  una  ley 
dictada  con  sujeción  al  principio  general  del  jussangainis, 
es  cierto  también  que  dicha  disposición  basta  por  sí,  para 
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impedir  que  se  niegue  á  los  hijos  de  argentinos  nativos, 
el  derecho  de  opción. 

En  efecto,  los  que  proponen  aquella  solución,  olvidan 
un  pequeño  detalle,  que  tiene,  sin  embargo,  su  impor- 
tancia y  es,  que  las  facultades  del  congreso  son  legislati- 
vas, no  constituyentes,  y  que,  por  consiguiente,  no  le 
dan  atribuciones  para  modificar  un  artículo  constituclo- 


na 


I,   aofreofando  un  nuevo  reauisito  á  los  exiefidos 


igreganao  un  nuevo  requisito  a  ios  exigíaos  para 
poder  ser  presidente:  obtener  la  nacionalización. 

Ahora  bien,  si  los  argentinos  de  origen  son  extranje- 
ros, ó  se  agrega  una  nueva  condición  alas  exigidas  por 
el  artículo  76 — lo  que  es  imposible  —  ó  se  llega  á  la 
consecuencia  absurda  de  admitir  que  un  extranjero  puede 
ser  presidente  de  la  república. 

No  se  si  me  habré  exphcado  con  suficiente  claridad,  en 
todo  caso,  para  mayor  ilustración,  véanselas  opiniones 
de  Quintana  en  el  debate  de  i863. 

Consecuencia  de  todo  lo  dicho  en  este  capítulo  :  nues- 
tro artículo  i",  inciso  2**,  es  una  excelente  disposición 
que  está  bien  como  está  y  que  será  preciso  mantener  en  sus 
términos  actuales  en  cualquier  ley  que  venga  á  reem- 
plazar á  la  que  rige  ahora. 


III 


Decir  suspensión  de  la  ciudadanía  es  siempre  una  impro- 
piedad. 

Ya  sea  que  se  entienda  la  palabra  como  sinónima  de 
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nacionalidad  ó  que  se  la  comprenda  en  el  sentido  que  le 
han  dado  Estrada  y  Montes  de  Oca. 

Siempre  la  ciudadanía  es  inseparable  del  individuo  :  es 
una  condición  que  una  vez  adquirida  puede  perderse  en 
los  casos  que  la  ley  debe  prever,  pero  nunca  suspenderse 
durante  un  plazo  dado. 

Pero  si  alguna  vez  se  dice  que  la  ciudadanía  se  suspen- 
de esto  sólo  significa  que  se  priva  por  un  tiempo  al  ciuda- 
dano del  ejercicio  de  aquellos  derechos  que  le  correspon- 
den en  calidad  de  tal. 

Por  eso  con  más  frecuencia  y  propiedad  se  habla  de 
suspensión  de  los  derechos  del  ciudadano,  esto  es,  de  los 
derechos  políticos. 

Ahora  bien  :  la  suspensión  del  ejercicio  de  estos  dere- 
chos no* implica  en  manera  alguna  la  suspensión  déla 
ciudadanía. 

Esto  es  lo  que  no  se  ha  comprendido  alguna  vez  y  que 
por  eso  trataré  de  aclarar  en  este  capítulo. 

Los  partidarios  de  la  doctrina  norteamericana  han 
encontrado  un  argumento  contra  sus  opositores  precisa- 
mente en  ésto:  creyendo  que  según  la  teoría  argentina 
hay  casos  de  pérdida  temporal  de  la  ciudadanía. 

Y  han  dicho  —  sisólo  son  ciudadanos  los  que  votan, 
aquellos  que  por  cualquier  razón  se  vean  privados  de  este 
derecho  no  serán  ciudadanos  y  así  tendremos  que  no  lo 
serán  los  soldados,  cabos  y  sargentos  del  ejército  permanen- 
te (i).  ¿No  es  esto  una  injusticia.^^^íNo  es  un  contrasentido 

(i)  Articulo  i",  inciso  a"  6,  Ley  de  elecciones  nacionales. 
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pretender  que  no  sean  ciudadanos  aquellos  mismos  que 
velan  por  la  patria,  que  constituyen  nuestra  fuerza  y  que 
tendrán  acaso  que  derramar  su  sangre  para  asegurarnos 
la  paz  y  el  bienestar? 

He  aquí  la  confusión. 

La  ciudadanía  no  está  en  el  hecho  de  votar,  es  lacapacidad 
para  ejercer  ese  derecho. 

Los  soldados,  cabos  y  sargentos  argentinos  mayores  de 
diez  y  ocho  años  son  ciudadanos,  aunque  no  voten. 

Se  les  quita  transitoriamente  la  facultad  de  concurrir  á 
los  comicios  por  una  razón  de  orden  público,  por  una 
causa  de  interés  general. 

Importa  que  el  ejército  sea  disciplinado,  que  forme 
como  un  cuerpo  obediente  á  las  órdenes  de  una  sola  inte- 
ligencia, guiado  por  una  sola  inspiración. 

A  eso  tienden  las  leyes  militares  con  sus  disposiciones 
severísimas,  para  eso  se  establecen  las  jerarquías,  por  eso 
existen  esas  diferencias  de  grado  que  traen  aparejados 
deberes  de  obediencia  y  de  respeto  como  nunca  existieron 
en  la  vida  civil. 

Pues  bien,  no  hay  disciplina  posible  cuando  las  opinio- 
nes libremente  manifestadas  se  oponen,  se  chocan  y  com- 
baten; no  existiría  nunca  allí  donde  después  de  una 
elección  pudiera  haber,  entre  hombres  que  deben  ser 
iguales,  la  diferencia  enorme  que  hay  entre  vencedores  y 
vencidos. 

((La  intervención  del  soldado  en  la  política  desorganiza 
el  ejército  y  corrompe  la  vida  republicana.  En  un  país 
como  el  nuestro  salvado  por  fortuna  de  ese  peligro,  debe 
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ser  preocupación  dominante  de  sus  estadistas,  mantener 
clara  y  rígida  la  línea  divisoria»  (i). 

Estas  son  las  razones  que  alejan  al  militar  de  los  comi- 
cios. Pero  el  soldado  es  ciudadano. 

Yo  no  acepto  la  teoría,  indudablemente  ingeniosa,  que 
sirve  á  los  que  no  admiten  la  pérdida  de  la  nacionalidad  y 
que  hubiera  podido  servirme  en  este  caso.  Ellos  dicen : 
cuando  un  nacional  de  un  país  se  nacionaliza  en  otro,  no 
por  eso  corta  el  vínculo  que  lo  une  á  su  primera  patria  :  la 
antigua  nacionalidad  subsiste  en  poienciay  mientras  está  la 
nueva  en  ejercicio,  por  un  plazo  indefinido  que  dura  hasta 
que  el  hombre  vuelve  á  su  país  de  origen  ó  por  toda  su 
vida  si  no  vuelve.  Hubiera  podido  decir  que  durante  el  ser- 
vicio en  el  ejército,  la  ciudadanía  se  mantiene  en  potencia. 

Pero  no  quiero  valerme  de  este  argumento  ajeno  por- 
que creo  que  la  ciudadanía  y  lo  mismo  la  nacionalidad, 
son  situaciones  que  no  admiten  grados  ni  modalidades 
especiales:  se  tiene  ó  no  se  tiene  una  nacionalidad,  se  es 
ó  no  ciudadano,  no  hay  término  medio. 

El  hombre  que  se  incorpora  aun  regimiento  llega  con 
sus  opiniones,  sus  ideas  y  sus  creencias;  tiene  su  carácter 
y  su  voluntad;  y  bien,  todo  esto  que  él  ha  manifestado 
libremente  en  la  vida  civil  debe  dejarlo  al  entrar,  al  mismo 
tiempo  que  su  libreta  de  enrolamiento.  El  soldado  es  una 
parte  de  ese  todo  que  será  su  batería  ó  su  escuadrón  y  no 
es  tomado  en  cuenta  individualmente,  sino  en  el  conjunto 
de  la  unidad. 

(i)  Carlos  Uoijíiíüi  kz   l.\i;iur\,    I-'.srritns   v    discursos. 
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Él  no  puede  manifestar  sus  ideas,  no  por  eso  piensa 
menos  ;  no  dejará  de  obedecer  á  las  voces  de  mando  aun  á 
pesar  suyo  y  tiene  voluntad:  deberá  guardar  silencio  y 
esto  no  significa  que  sea  mudo :  le  faltará,  en  fin,  la  liber- 
tad de  exteriorizar  todo  aquello  que  siente  y  sin  embargo, 
tiene  un  alma,  y  es  un  hombre.  No  vota  y  es  ciudadano. 

La  ciudadanía,  pues,  no  es  el  hecho,  es  la  capacidad. 

Es  la  situación  del  nacional  que  reúne  determinadas 
condiciones  de  sexo,  de  edad,  etc.,  que  una  vez  alcanzadas 
no  se  pueden  suspender  porque  son  inseparables  del  in- 
dividuo. 

Sólo  podrá  perderse  la  condición  de  ciudadano  en  el 
caso  que  ahora  vamos  á  estudiar. 

Pérdida  de  la  ciudadanía.  — ((La  ciudadanía  se  pierde  de 
hecho  cuando  se  ha  perdido  la  nacionalidad. »  (Constitu- 
ción de  la  República  de  Colombia,  tít.  II,  art.  i6.) 

Si  la  ciudadanía  es  una  calidad  inseparable  del  indivi- 
duo que  no  pueda  suspenderse  ^jcómo  es  posible  que  se 
admita  su  pérdida?  Y  si  esto  se  admitiera  (jpor  qué  en  un 
solo  caso? 

La  ciudadanía  supone  un  conjunto  de  condiciones, 
tres,  especialmente:  nacionalidad,  edad  y  sexo. 

Cuando  las  tres  concurren,  ella  existe:  si  falta  alguna, 
no  puede  existir,  si  una  se  pierde,  ciesaparece. 

El  varón,  nacional  de  un  país,  llegado  á  cierta  edad,  es 
ciudadano.  Esta  condición  no  puede  suspenderse  porque 
ninguno  de  los  tres  elementos  de  la  ciudadanía  es  suscepti- 
ble de  ser  suspendido.  Pero  tendrá  forzosamente  que 
perderse,  al  faltar,  aquélla  única  de  las  condiciones,  de 
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que  pueda  privarse  al  ciudadano  y  que  á  éste  sea  dado 
renunciar.  Nada  más. 

Pérdida  de  la  nacionalidad.  —  El  derecho  á  la  expatria- 
ción es  innegable,  deriva  de  la  libertad  misma  del  individuo 
y  sólo  una  razón  de  conveniencia  pudo  influir  sobre  el 
ánimo  délos  legisladores  que  tanto  en  1 863  como  en  i86(^ 
se  negaron  á  reconocerlo. 

Como  en  otros  capítulos  de  este  estudio  he  dicho  que 
siempre  en  materia  de  principios  debe  tenerse  en  cuenta 
cuál  es  el  ventajoso  para  determinar  cuál  es  el  verdadero, 
voy  á  estudiar  esta  parte  con  el  mismo  criterio  y  á  demos- 
trar  que  las  razones  de  conveniencia  no  se  oponen  á  que 
adopte  la  solución  que  la  equidad  aconseja. 

Q Cuáles  serían  los  efectos,  cuáles  los  beneficios  que 
produciría  la  ley  que  no  reconociera  el  derecho  de  renun- 
ciar á  la  nacionalidad  ? 

Evitar  la  diminución  del  número  de  los  nacionales, 
tener  la  mayor  cantidad  posible  de  ellos. 

Pero  la  práctica  de  muchos  años  y  la  experiencia  de 
varios  estados  han  venido  á  demostrar  que  no  se  llega  á 
este  fin  por  ese  medio. 

El  problema  de  la  pérdida  de  la  nacionalidad  por  na- 
cionalización ha  sido  bien  estudiado  y  ahora  está  resuel- 
to :  sobre  este  punto  no  he  de  extenderme  en  considera- 
ciones que  serían  superfinas. 

Se  ha  reconocido  la  inutilidad  de  mantener  la  rigidez 
de  los  principios.  La  nacionahzación  en  el  extranjero  no 
se  impide  por  mucho  que  se  prohiba  y  por  más  que  no  se 
reconozca  su  validez. 
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De  esto  resulta  que  conviene  admitir  que  la  nacionali- 
dad es  renunciablc  y  con  eso  se  evitarán  numerosos  con- 
flictos que  se  originan  siempre  en  los  casos  de  doble  na- 
cionalidad. 

La  ley,  en  esta  situación,  viene,  pues,  á  reconocer  un 
hecho  inevitable  ;  autoriza  lo  que  no  puede  prohibir,  de 
una  contravención  para  la  cual  no  había  sanción  posible, 
hace  un  acto  legal  y  cumple  así  con  los  principios  de  la 
equidad  y  la  justicia. 

((  La  nacionalidad  se  pierde  por  nacionahzación  en  país 
extranjero.  » 

Es  preciso  determinar  exactamente  que  se  entiende  por 
nacionalización  á  los  efectos  de  este  artículo.  ^í  Bastará, 
por  acaso,  la  renuncia  al  derecho  de  optar  de  que  ya  he- 
mos hablado  ? 

La  cuestión  vale  la  pena  de  ser  estudiada. 

Sírvanos  el  mismo  ejemplo  de  la  Francia  que  citamos 
otra  vez  :  (( Si  el  legislador,  en  efecto,  decide  que  la  nacio- 
nalización del  menor  francés  es  inmutable,  permite  al  re- 
presentante legal  de  un  menor  extranjero,  hijo  de  un  ex 
francés,  ó  nacido  en  Francia,  que  le  asegure  de  una  ma- 
nera definitiva  la  calidad  de  francés  aun  contra  la  voluntad 
ó  el  interés  de  su  pupilo  y  le  acuerda  este  poder  exorbitan- 
te aun  cuando  le  sea  negado  por  la  ley  personal  del  me- 
nor, única  ley  que  debiera  aplicarse  en  materia  de  tu- 
tela (i). 

Yo  considero  que  sería  injusto  aceptar  que  una  renun- 

(i)  Octave  Stemler,  estudio  citado,  página  386. 
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cía  hecha  en  forma  semejante  pueda  determinar  definiti- 
vamente la  nacionalidad  de  un  menor. 

Un  tutor  puede  obligar  de  este  modo  á  su  pupilo  á  op- 
tar por  la  nacionalidad  francesa,  por  consiguiente,  des- 
pués de  esta  opción  el  hijo  de  argentino  nativo,  nacido  en 
Francia,  será  francés  y  si  llegado  á  ser  mayor  de  edad 
quiere  ser  argentuio,  tendrá  que  nacionalizarse  como  cual- 
quier extranjero,  aun  cuando  él  lo  sea  á  pesar  suyo. 

Conviene  evitar  este  peligro  de  las  nacionalizaciones 
forzadas  y  este  fin  se  obtendría  agregando  al  artículo  que 
trata  de  pérdida  de  la  nacionalidad  esa  cláusula  suplemen- 
taria . 

((La  nacionalización  de  un  menor  en  el  extranjero,  direc- 
tamente ó  por  intermedio  de  su  representante  legal,  no  se- 
rá válida  si  no  fuese  confirmada  por  el  interesado  durante 
el  año  siguiente  al  día  en  que  llegare  ala  mayor  edad. 
Hasta  entonces  conserva  plenamente  el  derecho  de  opción 
que  le  acuerda  la  ley.  » 

La  pérdida  de  la  nacionalidad  por  los  extranjeros  nacio- 
nalizados argentinos  y  por  la  mujer  argentina  casada  con 
extranjero  puede  ser  reglamentada  fácilmente  con  sólo 
adoptar  disposiciones  parecidas  ó  iguales  á  las  que  rigen 
en  los  Estados  Unidos. 

Allí,  para  los  primeros,  la  nacionalidad  se  pierde  por 
residir  cinco  años  fuera  del  país  ó  dos  años  en  su  antigua 
patria.  Esto  con  las  modificaciones  que  pueda  traer  una 
declaración  en  la  forma  exigida. 

Las  mujeres  tienen  la  nacionalidad  de  su  marido  tanta 
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sea  para  perderla  si  se  casan  con  extranjeros,  como  para 
obtenerla  si  es  una  extranjera  que  se  casa  con  un  nacio- 
nal (i). 

Estas  ideas  concretadas  en  forma  de  artículos  legales 
vendrían  á  consagrar  el  uso  ya  establecido  entre  nosotros 
para  tales  situaciones  (2).  Conviene  que  esto  se  haga. 

Las  mejores  leyes  no  son  las  que  se  inventan,  son  las 
que  vienen  á  reconocer  y  á  expresar  un  hecho  ya  existen- 
te, una  costumbre  establecida. 

Ahora,  para  terminar  con  lo  relativo  á  esta  cuestión, 
quiero  decir  dos  palabras  sobre  algo  que  está  íntimamen- 
te ligado  con  ella  :  la  forma  de  recuperar  la  nacionalidad. 

No  creo  que  deba  darse  una  regla  única  para  obtener 
de  nuevo  la  condición  de  nacional  que  de  tan  varios  mo- 
dos se  puede  haber  perdido. 

Me  parecería  poco  razonable  que  se  exigiera  llenar  las 
mismas  formalidades  al  que  perdió  la  nacionalidad,  por 
traidor  y  á  la  mujer  que  la  perdió  por  matrimionio. 

A  objeto  de  establecer  estas  justas  diferencias,  pueden 
ser  clasificados  los  casos  de  perdida  de  nacionalidad  en 
tres  grupos  :  i"  pérdida  forzosa,  impuesta  ;  2°  volunta- 
ria ;  3"  involuntaria. 

En  la  primera  categoría  estarían  comprendidos  los  trai- 
dores y  los  desertores  en  tiempo  de  guerra. 

A  la  segunda  correspondería  el  caso  de  la  nacionaliza- 

(i)  Expatriation  Law,   1907.  Véase  Lincoln,  ob.   cit.  página  210. 

(2)  Véase,  Jarisprudencia  de  los  tribunales  y  tratado  con  Svecia-Noruega,  citados  por  Ze- 
ballos  (Weiss-Zeb,  Manual,  t.  I,  pág.    1/Í7). 
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ción  en  el  extranjero  ó  el  de  los  que  toman  el  servicio  de 
las  armas  en  otro  país  sin  permiso  del  presidente  de  la 
nación. 

El  tercer  caso  sería  el  déla  mujer  casada  con  extranjero. 

La  forma  en  que  esto  se  reglamente  será  ó  no  será  es- 
tudiada, yo  me  limito  á  exponer  esa  idea  ;  su  desarrollo 
no  puede  entrar  en  el  plan  de  este  trabajo. 


IV 


Conclusiones.  —  He  querido  juntar  en  un  solo  capítulo 
las  ideas  generales  contenidas  en  mi  estudio,  libres  del 
acompañamiento  de  razones  y  de  datos  indispensables  en 
casos  como  este  para  probar  su  exactitud,  pero  incómodos 
siempre  para  descubrir  entre  ellos  la  tendencia  común 
de  la  argumentación  y  el  objeto  final  que  se  persigue. 

La  cuestión  de  la  ciudadanía  sólo  es  teórica,  doctrina- 
ria, en  la  práctica  está  resuelta,  pero  es  preciso  que  esta 
solución  de  hecho  se  reconozca  y  se  acepte  para  evitar  los 
posibles  efectos  de  confusiones  ulteriores. 

En  cuanto  á  la  cuestión  en  sí,  existe  por  una  sola  causa  ; 
porque  los  parlidarios  de  cada  doctrina  se  preocupan  de 
mostrar  la  verdad  de  sus  afirmaciones  sin  refutar  las  opi- 
niones del  contrario. 

¿  Por  qué  no  lo  hacen?  Simplemente  porque  los  argu- 
mentos de  unos  y  otros  tomados  cada  cual  en  su  terreno 
y  aisladamente  son  irrefutables. 

La  exactitud  de  la  doctrina  americana  es  evidente  ;  por 
otra  parte,  la  tradición  argentina  ha  establecido  entre  nos- 
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otros  una  teoría  distinta  ;  son  dos  hechos  que  no  se  pue- 
den negar. 

Entonces  se  argumenta  en  esta  forma  :  los  americanistas 
dicen  que  es  erróneo,  aunque  aceptado  por  los  más,  el 
concepto  argentino  de  la  ciudadanía,  puesto  que  se  reconoce 
verdadero  el  concepto  americano  que  es  contrario.  Los  argén- 
iinistas,  fuertes  de  los  antecedentes  nacionales,  no  pueden, 
sin  embargo,  contestar  al  último  argumento. 

O  por  lo  menos  no  pueden  refutarlo  y  ésto  sencilla- 
mente porque  la  forma  del  debate  es  defectuosa  :  hay  dos 
argumentaciones  desencontradas  ó  mejor  dicho  paralelas 
destinadas  á  no  encontrarse  nunca  ;  así  no  se  puede  llegar 
á  la  solución,  la  resultante  que  dige  al  principio  de  mi  es- 
tudio. 

La  cuestión  se  sostiene  porque  está  mal  planteada. 

^  Cómo  debe  plantearse  ?  Tráyendola  á  nuestra  tierra  y 
no  discutiéndola  en  los  Estados  Unidos. 

Y  entonces  se  dirá  :  es  preciso  saber  qué  es  ciudadanía, 
busquemos  qué  significa  esta  palabra  en  nuestro  idioma 
y  que  los  australianos,  si  quieren,  busquen  su  significa- 
do en  diccionarios  ingleses.  Pero  una  misma  palabra  cam- 
bió á  las  veces  su  sentido  al  producirse  alguna  diferencia 
notable  de  régimen  ó  de  situación  :  veamos  si  la  palabra 
ciudadanía  vale  tanto  entre  nosotros  como  en  México.  El 
estudio  de  nuestros  antecedentes  ha  de  darnos  el  concepto 
verdadero. 

La  teoría  argentina  de  la  ciudadanía  es  la  que  debemos 
aceptar. 

Hice  bien  en  darle  este  nombre,  teoría  argentina;  no  es 
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una  simple  forma  inventada  para  evitar  confusiones ;  es 
la  expresión  de  algo  nuestro,  que  existe. 

Ella  no  ha  sido  creada  por  ningún  hombre  de  nuestro 
país,  no  es  la  teoría  de  un  argentino,  por  eso,  justamen- 
te, es  la  más  argentina  de  las  teorías. 

Se  ha  ido  formando  lentamente  á  través  délas  leyes  su- 
cesivas de  la  patria  en  formación  ;  se  afirmaba  poco  á  po- 
co, calladamente,  como  se  extienden  las  ideas  colectivas 
y  como  nace  el  sentimiento  nacional. 

Es  algo  nuestro,  aunque  también  sea  de  otros,  coma 
es  nuestro  el  idioma  que  hablamos  y  que  hablan  otros 
pueblos.  No  importa  que  la  idea  no  haya  nacido  aquí: 
la  semilla  vino  de  cualquier  parte,  pero  la  planta  echó 
raíces  en  nuestro  suelo  y  de  él  creció  y  en  él  ha  flore- 
cido. 

En  el  capítulo  II  he  defendido  la  constitucionalidad  del 
derecho  de  optar. 

Es  la  primera  vez  que  se  discute  sobre  la  disposición 
del  artículo  i",  inciso  2°,  de  nuestra  ley  de  nacionalidad  ; 
no  debiera  haberse  discutido  nunca  esta  cuestión. 

He  defendido  este  inciso,  en  el  terreno  constitucional, 
porque  allí  se  ha  planteado  la  discusión,  pero  tengo  otra 
razón  para  haberlo  sostenido  :  es  mi  opinión  sobre  lo  que 
deben  ser  las  leyes  de  ciudadanía. 

Hay  que  tener  en  cuenta  que  de  estas  leyes  depende  en 
gran  parte  la  solución  del  problema  de  la  nacionahdad, 
primordial  para  los  estados  en  formación  ó  en  crecimien- 
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to,  tierras  de  inmigración  pobladas  en  gran  parte  por  ele- 
mentos extraños  sin  arraigo. 

Es  peligroso  conceder  la  nacionalidad  á  todos  los  ex- 
tranjeros con  liberalidad  exagerada  y  sería  también  incon- 
veniente en  un  país  como  el  nuestro  poner  dificultades  ex- 
cesivas para  esta  concesión. 

No  basta  con  declarar  que  los  anarquistas,  polígamos, 
etc.,  no  pueden  nacionalizarse;  hay  otros  hombres  que 
no  siendo  particularmente  peligrosos  por  sus  ideas  ni  por 
sus  tendencias  serían,  sin  embargo,  malos  nacionales  :  así, 
hay  muchos  que  después  de  dos  años  de  residencia  entre 
nosotros  son  todavía  tan  extranjeros  de  alma  y  tan  poco 
argentinos  que  ni  siquiera  conocen  nuestro  idioma.  A  és- 
tos no  debe  dárseles  carta  de  nacionalidad. 

Por  eso  creo  que  debe  negarse  la  nacionalización  no  só- 
lo á  los  que  puedan  ser  un  mal  elemento  dentro  del  país- 
sino  también  álos  inadaptados,  y  que,  en  cambio,  no  ha  de 
ponerse  traba  ninguna  á  los  asimilados ,  álos  que  estén  uni- 
dos al  núcleo  nacional  por  vínculos  de  familia,  de  interés 
y  de  afecto. 

Es  preciso  que  se  dicten  disposiciones  dirigidas  á  alcan- 
zar este  fin. 

La  exigencia  de  conocer  nuestra  lengua  contenida  en  el 
último  proyecto  de  ley  de  ciudadanía  es,  en  este  sentido ^ 
la  medida  más  justificada  y  conveniente  (i). 

Se  ha  pretendido  algunas  veces  que  podría  llegarse  á  la 


(i)  Ha  sido  tomada  de  la  ley  norteamericana  de  nacionalización.  Sección    8.  Ver  Lin- 
coln, obra  citada,  página  i8/i. 
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asimilación  de  los  extranjeros  por  medio  de  su  nacionali- 
zación. 

Es  un  error.  Se  invierte  el  orden  natural  y  necesario  de 
los  hechos. 

La  adaptación  del  individuo  al  medio  debe  ser  previa. 
La  nacionalización  no  habrá  de  ser  más  que  el  reconoci- 
miento de  este  hecho  por  la  ley. 

Algunos  han  visto  un  peligro  en  la  cantidad  de  los  ex- 
tranjeros residentes  en  nuestro  país  que  viven  alejados  de 
la  vida  política  y  de  toda  participación  en  el  gobierno. 

Y  entonces  se  han  propuesto  diferentes  medios  de  pro- 
mover la  nacionalización,  dándoles  tierras,  exigiendo  la 
calidad  de  ciudadano  para  el  desempeño  de  ciertos  em- 
pleos ó  más  radicalmente  nacionalizando  á  todos  en  masa. 

No  soy  partidario,  en  principio,  de  tales  sistemas  :  ellos 
no  siempre  tienen  en  cuenta  que  por  ese  modo  se  puede 
determinar  la  nacionalización  de  gran  número  de  extran- 
jeros que  ni  conocen  nuestro  idioma  ni  tienen  arraigo  en- 
tre nosotros  ;  tal  es  el  caso  del  artículo  96  de  la  ley  8871 
cuya  derogación  propone  el  señor  Gómez  y  cuyos  efectos 
estudia  en  la  página  1 10  del  informe  de  su  proyecto. 

En  cuanto  á  los  hijos  de  argentinos,  nacidos  en  el  ex- 
tranjero, su  condición  es  muy  especial :  por  su  raza,  por 
sus  ideas,  por  el  idioma  que  hablan,  en  fin,  por  todos  sus 
antecedentes,  ellos  no  pueden  ser  considerados  extranje- 
ros y  aun  no  teniendo  en  cuenta  las  disposiciones  consti- 
tucionales que  imponen  esta  solución,  razones  de  conve- 
niencia aconsejan  que  se  les  considere  argentinos,  desde 
el  momento  en  que  manifiesten  su  voluntad  de  serlo. 
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Toda  ley  de  ciudadanía  debe  ser  tendiente  á  poblar  no 
á  despoblar  el  país. 

De  acuerdo  con  estas  mismas  ideas  he  propuesto  el  ar- 
tículo sobre  nacionalización  de  los  menores. 

Se  ha  comprendido  de  modos  muy  varios  según  las 
épocas  la  utilidad  y  el  fin  de  las  leyes  de  nacionalidad  y 
ciudadanía. 

En  los  primeros  tiempos  de  su  vida  como  nación  orga- 
nizada, quiero  decir,  del  6o  en  adelante,  en  la  República 
Argentina  poblar  era  gobernar,  las  leyes  no  contienen  dis- 
posición que  impida  la  nacionalización  de  ningún  extran- 
jero ;  la  pérdida  de  la  nacionalidad  no  se  concibe. 

Más  tarde,  cuando  el  doctor  M.  M.  Avellaneda  escribía 
sobre  esta  materia  en  1892,  se  iba  más  lejos  :  se  quería 
provocar  la  nacionalización,  no  ya  facilitarla. 

Y  esta  idea  se  ha  mantenido  hasta  hace  poco. 

Hoy  se  ha  producido  la  reacción  ;  ya  no  se  habla  de  na- 
cionalizaciones en  masa  y  al  contrario,  gozan  del  favor 
del  púbhco  las  ideas  opuestas.  * 

Cambios  tan  bruscos  y  tan  completos  sólo  pueden  ex- 
plicarse por  un  milagro  ó  por  un  hecho  extraordinario  ; 
busquemos  primero  el  hecho,  que  si  no  lo  encontramos, 
siempre  quedará  tiempo  para  la  otra  explicación. 

El  hecho  es  el  cambio  completo  sobrevenido  en  la  polí- 
tica desde  que  entró  á  regir  la  nueva  ley  electoral. 

Durante  los  20  años  anteriores  á  191 2  la  indiferencia 
del  pueblo  por  todo  lo  que  era  sufragio,  aquello  que  se 
llamó  el  « indiferentismo  »  y  que  no  era  más  que  un  sen- 
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timiento  un  poco  fatalista,  nacido  del  convencimiento  de 
que  votar  ó  no  votar  daba  el  mismo  resultado,  dejó  de- 
siertos muchas  veces  los  comicios,  y  por  eso  se  quería  te- 
ner nacionalizados,  para  reemplazar  á  los  nativos.  Acaso 
algún  alberdista  creyera  que  los  europeos  nos  enseñarían 
las  buenas  prácticas  electorales  y  estimularían  el  voto  de 
los  hijos  del  país,  pero  el  caso  frecuente  era  la  necesidad 
de  tener  votantes,  que  llevaba  á  conceder  tantas  cartas  de 
ciudadanía  como  fuera  posible. 

Se  produce  el  cambio  de  que  hemos  hablado,  se  decla- 
ra el  voto  obligatorio,  todos  votan. 

El  nacionalizado  no  es  ya  un  reemplazante  del  nacional, 
es  un  aliado  ó  un  adversario.  Los  comicios  se  ven  concu- 
rridos, no  diré  espontáneamente,  pero  en  fin  no  hay  ne- 
cesidad de  llenarlos  de  una  manera,  digamos,  artificial. 

Entonces  nace  el  temor,  ^  si  todos  los  extranjeros  resi- 
dentes se  nacionalizan,  cuál  será  su  poder,  en  qué  sentido, 
harán  pesar  su  influencia  ? 

Esta  es  la  forma  en  que  ha  debido  plantearse  para  lla- 
mar la  atención  de  los  más,  el  problema  de  la  nacionalidad . 

Este  caso  concreto  de  un  pehgro  entrevisto  —  peligro 
de  predominio  de  ideas,  que  por  el  momento  no  existe  — 
ha  venido  á  poner  en  evidencia  ésto  que  muchas  veces  no 
se  había  querido  comprender  :  el  peligro  de  incorporar  á 
la  nacionalidad  masas  de  extranjeros  no  adaptados  que 
vengan  á  debilitar  la  unidad,  la  cohesión  del  grupo  nacio- 
nal que  es,  como  el  núcleo,  alrededor  del  cual  se  forma  la 
nacionalidad. 
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Ayer  se  decía  «poblar  es  gobernar»,  y  después  ((go- 
bernar es  poblar  de  ciudadanos».  Estas  pueden  ser  verda- 
des para  los  pueblos  en  formación. 

En  las  naciones  organizadas  la  tendencia  de  gobierno 
debe  ser  ilustrar,  disciplinar,  consolidar,  propender  á  un 
engrandecimiento  que  no  sea  puramente  material.  El 
progreso,  la  paz,  la  tranquilidad,  la  riqueza,  la  vida  nor- 
malizada permiten  que  los  hombres  levanten  el  espíritu 
y  los  ojos  hacia  algo  mejor  y  más  alto  que  las  preocupa- 
ciones materiales  y  que  las  cosas  de  la  tierra. 

El  idealismo  es  hijo  de  las  civilizaciones  adelantadas  y 
es  como  la  consagración  del  adelanto  de  los  pueblos. 

La  población,  que  cada  día  gana  tierras  al  desierto  va 
reduciendo  el  campo  de  aplicación  de  las  ideas  materialis- 
tas de  Alberdi,  que  dejan  de  ser  verdad,  allí  donde  ella 
llega  y  deben  replegarse  á  otras  regiones.  El  día  en  que 
toda  la  república  tenga  población  bastante  numerosa  y  re- 
partida, la  frase  célebre  délas  tres  palabras,  habrá  vivido. 

Somos  una  nación  organizada  pero  todavía  en  creci- 
miento, por  mucho  tiempo  habremos  de  juntar  á  los  prin- 
cipios de  gobierno  de  los  estados  formados,  aquellos  de 
los  pueblos  en  fornmación. 

Se  debe  admitir  la  nacionalización,  se  la  debe  facilitar 
pero  no  provocar  ni  menos  imponer. 

Este  es  el  principio  que  hoy  es  verdadero. 

^  Cuál  será  la  verdad  de  mañana  ? 

Carlos  Güiraldes  (hijo). 

Julio  27  de  1913. 
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ADMINISTRACIÓN    DE   JUSTICIA 


ANTES  DE  LA  SANCIÓN  DEL  CÓDIGO  DE  COMERCIO 


Confusa,  deficiente,  anacrónica  y  contradictoria  era  la 
legislación  privada  el  día  de  Caseros.  Fué  un  legado  de 
España  y  era  el  resumen  viviente  de  toda  la  historia  de  la 
raza.  Indudablemente  que  á  la  constitución  délas  institu- 
ciones modernas  han  concurrido  todos  los  siglos  anterio- 
res, pero  con  la  necesaria  supresión  de  lo  no  asimilable. 
Cada  país  da  á  este  siibstratam  el  sello  de  su  localidad  y 
de  su  época.  Y  cada  siglo  con  las  circunstancias  que  le  son 
propias,  como  diría  Taine,  produce  sentimientos  é  ideas 
que  también  le  son  propias. 

En  ese  sentido  nuestra  legislación  no  era  un  resumen 
sino  un  mosaico  histórico,  cuyas  más  antiguas  piezas  en- 
tonces en  vigencia  tenían  existencia  milenaria.  Leyes  es- 
critas en  el  latín  bárbaro  de  Chindasvinto,  en  el  romance 
caballeresco  del  tiempo  del  rey  Sabio  y  en  el  castellano  se- 
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vero  de  los  consejeros  de  Indias.  Recopilaciones  que  eran 
un  verdadero  hacinamiento  de  leyes  particulares  amonto- 
nadas unas  sobre  otras  por  los  reyes  de  la  casa  de  Austria 
obsesionados  por  una  sola  idea :  sus  fines  de  dominación 
política  y  religiosa.  Leyes  impregnadas  del  absolutismo 
de  los  reyes  en  amable  consorcio  con  otras  en  que  apare- 
ce siempre  altiva  la  figura  del  justicia  de  Aragón:  leyes 
paternales  dictadas  para  colonos  «del  otro  lado  del  mar 
Océano»  orientadas  en  el  sistema  mercantil  y  el  monopo- 
lio y  leyes  para  hombres  libres  que  legalizaban  costum- 
bres de  mercaderes  de  una  plaza  vascongada,  que  respiran 
fuero  y  privilegio  de  clase.  Y  agregúese  á  todo,  una  enfá- 
tica legislación  revolucionaria,  jacobinismo  romántico  con 
levadura  enciclopédica,  unos  aletazos  orgánicos  prepara- 
dos en  un  intervalo  de  la  anarquía  y  el  simplismo  de  un 
tirano  para  resolver  los  problemas  sociales,  reflejado  en 
mediocres  decretos  casi  todos  de  carácter  fiscal. 

Revuélvase  todo  eso  conservando  todos  los  anacronis- 
mos y  ¡he  aquí  eJ  espíritu  de  la  legislación  patria  el  día  de 
Caseros! 

Pero  el  cuadro  no  está  completo.  Las  legislaciones  se 
rejuvenecen  y  la  aplicación  lima  anacronismos  y  los  adap- 
ta. El  derecho  quiritario  con  su  férrea  solidez  vive  en  los 
códigos  modernos. 

La  confusión  inmensa  producíala  ignorancia  de  las  le- 
yes, la  con  tradición  no  era  rara,  la  deficiencia  de  las  or- 
denanzas comerciales  que  acudían  inútilmente  á  supleto- 
rias mudas  y  la  inaphcabilidad  de  crueles  y  extravagantes 
penas  convertía  en  la  generalidad  de  los  casos  al  juez  en 
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legislador  y  más  de  una  vez  lo  arbitrario  substituía  alo 
justo. 

Figúrense  más  de  cincuenta  mil  leyes  en  vigencia  que 
á  diverso  título  se  invocaban  diariamente,  no  teniendo  en- 
tre ellas  ningún  orden  por  ese  deplorable  sistema  constan- 
temente seguido  por  los  reyes  de  España,  de  publicar 
nuevas  leyes,  dejando  en  todo  su  vigor  las  anteriores,  en- 
contrándose puntos  sobre  los  que  podían  citarse  una  do- 
cena de  leyes  (i). 

Pero  introduzcamos  orden  en  este  laberinto  inextrica- 
ble. ¿  Cuál  primaba  en  caso  de  contradicción?  ¿Cuál  era 
el  orden  seguido  en  la  aplicación  supletoria?  La  pauta  era 
dada  por  la  ley  i''  de  Toro,  pero  no  tan  claramente  desde 
que  en  nuestros  fastos  universitarios  se  conservaba  vivo  el 
recuerdo  de  una  disertación  en  1887,  donde  Tomás  Ma- 
nuel de  Anchorena  demostró  que  hasta  entonces  y  duran- 
te tres  siglos  la  ley  de  Toro  había  sido  erróneamente  com- 
prendida y  peor  aplicada  (2). 

Empezábase,  pues,  discutiendo  sobre  los  códigos  en 
vigencia  y  sobre  el  orden  de  aplicación  de  éstos,  es  de  su- 
poner lo  que  sería  un  alegato  en  ese  estado  de  inseguridad 
del  derecho.  Agrávese  esta  situación  por  disposiciones  le- 
gislativas que  declaraban  no  aplicables  las  leyes  que  no 
fuesen  usadas.  Y  la  controversia  surgía  una  vez  más.  ^rEse 
uso  era  exigido  solamente  para  los  fueros  municipales  ó 
para  todas  las  leyes?  Por  otra  parte,  ¿la  ley  debería  haber 

(i)  E.    Acevedo,    Proyecto  de  un  código  civil  para  el  Estado    Oriental  del  Uruguay.  Ad- 
vertencia,   página  7. 

(2)  E.  QuESADA,  Aliena  revista  de  Buenos  Aires,  tomo  VII,  página  265. 
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sido  usada  entre  nosotros  ó  bastaba  el  uso  español  á  que 
se  refiere  la  ley  ? 

Así  era  negada  la  vigencia  legal  del  Fuero  Juzgo  funda- 
da en  la  enunciación  déla  citada  ley  de  Toro.  Pero  la  ley 
precedente  de  la  Recopilación  Castellana  ordenaba  que  se 
observara  literalmente  todas  las  leyes  del  reino  que  no  hu- 
biesen sido  expresamente  derogadas.  Afirmaban  esta  se- 
gunda opinión  unaley  déla  misma  Recopilación  Castella- 
na y  otra  de  la  Novísima  Recopilación  que  invocaban  dis- 
posiciones del  Fuero  Juzgo  y  una  cédula  de  1 5  de  julio  de 
1788,  que  expresamente  resuelve  en  ese  sentido  la  cues- 
tión... A  veces  también  se  discutía  la  vigencia  del  Fuero 
Real  basados  en  su  no  uso. 

Si  se  admite  que  la  ignorancia  de  la  ley  no  sirve  de  ex- 
cusa, se  observa  la  monstruosidad  de  este  apotegma  en 
una  sociedad  donde  la  ignorancia  era  la  regla.  Las  cédu- 
las reales  que  regían  entre  nosotros  cuando  habían  pa- 
sado por  el  consejo  de  Indias  y  comunicadas  á  nuestra 
audiencia  pretorial  (i)  eran  desconocidas  no  ya  sólo  del 
pueblo  sino  de  los  jurisconsultos  y  aun  de  los  mismos 
magistrados,  porque  grandes  eran  las  dificultades  para 
la  consulta  en  el  archivo  de  los  tribunales  en  que  se  ha- 
llaban. Esta  es  la  situación  práctica  expuesta  en  los  si- 
guientes términos  en  un  periódico  de  la  época  :  «  Mez- 
cladas unas  con  otras  sin  enlace  ni  conexión  y  esparci- 
das en  seis  gruesos  volúmenes,  es  sobremanera  difícil 
por  no  decir  imposible  encontrar  la  que  se  busca  en  me- 

(i)  Vélf.z  Sarsfield,  Anotaciones  d  las  insliluciones  de  Alvarez. 
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dio  del  desorden  que  reina  en  su  colocación.  Y  ni  puede  el 
estudioso  contar  con  el  auxilio  de  un  índice  algo  metódico 
siquiera,  porque  el  que  existe  bajo  este  nombre,  es  un  sim- 
ple apunte  de  las  materias,  dispuesto  en  orden  alfabético, 
incompleto  y  plagado  de  errores»  (i).  Agregúese  que  los 
jueces  comerciales  eran  legos  y  que  regían  á  más  las  mis- 
mas innumerables  y  complicadas  leyes.  Todo  se  reducía  á 
saber  buscar  la  ley  que  á  uno  le  convenía.  En  su  defecto 
reinaba  lo  arbitrario. 

Los  pleitos  eran  así  algo  terrible  en  cuanto  á  duración. 
Lo  peor  del  caso  es  que  dada  la  inseguridad  del  derecho, 
muchas  veces  ambas  partes  entraban  a  ellos  con  la  mejor 
buena  fe. 

Por  regla  general,  al  describir  un  estado  social,  un  he- 
oho  de  esos  que  no  crean  las  leyes  sino  las  conveniencias 
particulares,  demuestran  más  que  todas  las  palabras  y  re- 
tratan la  época.  Uno  solo  de  esos  hechos  basta  para  de- 
mostrar la  poca  confianza  tenida,  á  la  efectividad  de  los 
derechos  particulares,  por  medio  de  la  justicia :  el  dinero 
en  hipoteca  pagaba  intereses  enormes  muy  superiores  á 
los  de  las  letras  de  plaza. 

Pero  reduzcamos  las  proporciones  del  escenario  de  la 
legislación  general  y  hagamos  una  exégesis  de  los  princi- 
pios que  regían  al  comenzarla  segunda  mitad  del  siglo  xix 
á  un  pueblo  que,  como  dijera  Juan  A.  García,  nació  con  el 
instinto  del  negocio. 

^i)  E/  Judicial,  febrero  de  i856. 
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LAS  ORDENANZAS  DE  BILBAO  Y  LA  CÉDULA  ERECCIONAL 
DEL  CONSULADO 

En  los  primeros  tiempos  de  la  colonia  regían  sólo  las 
leyes  de  Indias,  pero  en  los  casos  no  tratados  que  eran  la 
mayoría,  se  acudía  al  Consulado  del  mar  y  las  Ordenanzas 
de  Burgos.  Pero  el  Reglamento  del  comercio  libre  de  1778 
entre  otras  causas,  había  acrecentado  la  importancia  co- 
mercial de  Buenos  Aires.  Así  lo  pensó  el  ministro  Diego 
Gardoqui  y  por  real  cédula  dada  en  Aranjuez  en  3o  de 
enero  de  1791  se  creó  el  Consulado.  Foresta  cédula  erec- 
cional  debía  regirse  la  institución  mientras  no  se  diera  or- 
denanzas propias  y  declarando  al  efecto  en  vigencia  como 
parte  de  su  organismo  á  las  ordenanzas  de  Bilbao,  como 
legislación  primaria  y  privativa  del  comercio.  Pero  sería 
un  error  creer  que  recién  entonces  se  aplicaron  entre  nos- 
otros. Lo  nuevo  era  la  organización  consular  y  la  prela- 
ción  de  las  de  Bilbao  sobre  las  leyes  de  Indias. 

Las  ordenanzas  que  para  gobernarse  en  sus  transaccio- 
nes, se  dieron  los  comerciantes  y  mercaderes  de  la  villa  de 
Bilbao  y  fueron  mandadas  ejecutar  por  Felipe  V  en  1787 
obtuvieron  al  decir  de  Pardessus,  una  especie  de  prioridad 
y  casi  universalidad. 

Inspiradas  en  las  ordenanzas  de  Colbert,  resumían  las 
normas  de  derecho  que  reglaran  el  surgimiento  comer- 
cial del  mundo.  Costumbres  de  las  ciudades  italianas  y 
hanseáticas,  usos  de  las  ferias  medioevales,  experiencia 
de  los  pueblos  mercantiles;  todo  se  sistematizaba  en  una 


ADMINISTRACIÓN  DE  JUSTICIA  271 

completa  legislación  destinada  á  propagarse  por  el  mundo, 
dada  la  tendencia  marcada  del  derecho  comercial  á  la  uni- 
formidad. Sobre  ellos  las  ordenanzas  de  Bilbao  tuvieron 
la  ventaja  de  su  medio  siglo  de  posterioridad,  de  manera 
que  hasta  el  movimiento  codificador  moderno  fué  la  más 
adelantada  legislación  en  la  materia. 

Pero  transplantemos  esta  legislación  á  más  de  siglo,  á 
un  país  en  pleno  desarrollo  y  por  añadidura  republicano 
y  resulta  de  una  deficiencia  lamentable. 

Legisla  sobre  los  comerciantes  y  les  obliga  á  llevar  cua- 
tro libros  con  determinadas  formalidades,  pero  no  nos 
dice  quiénes  son  comerciantes.  De  ahí  que  se  acudía  á  una 
ley  de  partida  para  demostrar  que  para  serlo  basta  el  solo 
ejercicio  del  comercio,  sin  necesidad  de  inscripción  ó  ma- 
trícula. Tampoco  legislaba  sobre  actos  de  comercio  loque 
ocasionó  dificultades  cuando  el  privilegio  y  el  fuero  per- 
dieron su  razón  de  ser  por  las  tendencias  republicanas  de 
la  sociedad. 

Se  ocupaba  entretanto  de  compañías  de  comercio,  obli- 
gando á  hacerlas  en  escritura  pública  é  inscribirlas  en  el 
Consulado,  pero  la  práctica  de  estos  requisitos  no  había 
de  ser  muy  común  desde  que  el  director  supremo  en  i8i5, 
á  requisición  del  tribunal  ordena  la  publicación  en  La  Ga- 
ceta de  estas  exigencias  y  el  Consulado  por  su  parte  lo  hace 
en  los  lugares  más  concurridos  del  pueblo,  para  que  no 
pueda  alegarse  ignorancia  (i).  Esta  legislación   general 


(i)  Prado  y  Rojas,  Recopilación    de    leyes  y    decretos  de  la  provincia    de  Buenos  Aires,. 
tomo  I,  página  820. 
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sobre  compañías  era  deficientísima  en  su  marco  reducido 
no  entraban  las  anónimas.  Jas  en  comandita,  ni  las  socie- 
dades en  participación. 

Trata  después  de  la  compraventa  y  de  la  comisión,  de 
las  letras  de  cambio,  de  los  vales,  las  libranzas  y  las  cartas 
de  crédito  de  una  manera  incompleta.  Legisla  sobre  los 
corredores  elevando  la  profesión  á  cargo  público  y  fija 
su  número  en  ocho;  «deseando  evitar  los  inconvenien- 
tes, daños  y  perjuicios  que  se  han  padecido  en  este 
comercio,  y  en  adelante  se  pudieran  padecer  de  la 
multiplicidad  de  corredores  de  mercaderías,  cambios, 
seguros  y  fletamentos...  por  la  ineptitud  de  algunos 
de  ellos.  »  Este  carácter  de  cargo  oficial  dado  al  corre- 
dor por  los  motivos  locales  expresados  sigue  dominando  la 
legislación  patria,  á  través  de  las  12  resoluciones  oficiales 
entre  leyes  y  decretos  que  reglan  la  materia,  hasta  la  ley 
provincial  de  noviembre  3  de  i854  que  declara  libre  la 
profesión  (i). 

El  capítulo  XVIl  de  las  ordenanzas  regía  la  materia 
de  las  quiebras  de  una  manera  muy  deficiente,  como  lo 
hacía  notar  Vélez  Sarsfield  en  el  senado  nacional  en  18G2. 

Vacíos  enormes  tenía  á  más  esa  legislación  :  no  se  ocu- 
paba sobre  seguros  terrestres  ni  el  contrato  de  transpor- 
te ;  el  préstamo  á  interés  lo  dejaba  regir  por  las  leyes  ci- 
viles ;  ignoraba  de  fianzas,  de  factores,  de  barraqueros  y  de 
rematadores. 

Sobre  todo  estos  últimos  tenían  más  de  un  inconve- 

^i)  Prado  y  Rojas,  fíecopilaciún  de  leyes  y  decretos,  tomo  V,  página   i5o. 
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niente.  Un  ejemplo  mostrará  las  dificultades.  Había  la 
costumbre  entre  los  martilieros  de  adelantar  dinero  sobre 
los  efectos  que  se  les  entregaba.  El  dueño  de  la  confite- 
ría del  teatro  Colón  estaba  por  quebrar;  llama  al  remata- 
dor Silva  y  le  confía  la  venta  de  los  efectos,  pidiéndole 
adelantado  la  suma  de  loo.ooo  pesos  moneda  corriente. 
Estando  realizándose  el  remate,  el  Tribunal  de  comercio 
ordena  el  depósito  del  producto  en  la  Casa  de  moneda. 
Protestas  del  rematador,  exigencia  de  devolución  al  clien- 
te, etc.  Lo  patrocina  el  doctor  Acevedo,  autor  del  código, 
en  ese  entonces  en  discusión,  sostiene  la  identidad  de  la 
situación  del  rematador  con  la  del  comisionista  y  adúcela 
práctica  observada  por  los  que  tienen  martillo  público. 
Esa  teoría  es  aceptada  por  la  sala  del  crimen  del  Superior 
tribunal  de  justicia  ( i ). 

Terminan  las  ordenanzas  dedicando  varios  capítulos  al 
derecho  marítimo  que  hubieron  de  resultar  anacrónicas, 
si  se  tiene  en  cuenta  el  enorme  adelanto  del  comercio  por 
mar. 

Pero  la  cédula  ereccional  del  Consulado  es  la  que  decla- 
ra la  vigencia  de  la  ordenanza  con  las  modificaciones  en 
ella  especificadas,  que  se  refieren  á  la  formación  de  la  ins- 
titución mercantil  y  al  procedimiento  rápido  de  los  jui- 
cios. Como  legislación  subsidiaria  el  artículo  2"  de  la  cédula 
señalaba  las  últimas  reales  órdenes,  las  leyes  de  Indias  y 
las  leyes  de  Castilla. 

.(i)  Archivo  de  los  tribunales,   1857,  letra  C,  legajo   i3,  comercial. 

AWAL.     TAC.     DE    DER.     T.     111     (í*    p.)  1° 
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LAS  REALES  CÉDULAS.  LAS  LEYES  DE  INDIAS 
LA  PALTA  DE  LA  LEY  DE  TORO.  LAS  PARTIDAS  Y  EL  FUERO  REAL 

La  cédula  ereccional  nos  habla  de  las  reales  órdenes 
que  habían  de  ser  pasadas  por  el  Consejo  de  Indias  y  co- 
municadas á  nuestra  Audiencia  pretorial.  Así  la  Novísima 
Recopilación  dictada  en  i8o5,  no  tuvo  vigencia  entre  nos- 
otros. Ya  se  sabe  el  desorden  en  que  se  encontraban  esas 
reales  órdenes  en  las  gruesas  compilaciones  de  los  archi- 
vos. Se  ocupan  de  toda  clase  de  cosas,  hasta  de  las  más 
nimias.  Citaremos  algunas  que  en  algo  se  refieren  al  de- 
recho comercial.  La  real  orden  de  12  de  septiembre  de 
1797  sobre  que  no  se  admitan  excusas  á  los  nombrados 
como  jueces  arbitros  en  las  causas  mercantiles  (i)yla 
Real  Pragmática  de  27  de  mayo  de  1786  por  la  cual  se 
manda  que  (c  no  se  arreste  en  las  cárceles  por  deudas  civi- 
les ó  causas  livianas  á  los  operarios  de  todas  las  fábricas  de 
estos  reinos  y  á  los  que  profesan  artes  y  oficios  cualesquie- 
ra que  sean  ».  Entre  esos  oficios  comprendióse  el  de  co- 
merciante, pero  no  debía  aplicársele  las  disposiciones  de 
la  pragmática  en  caso  de  quiebra,  porque  «  tiene  contra  sí 
la  presunción  de  fraude  »  (2). 

Seguía  el  cuerpo  de  las  leyes  de  Indias,  notable  legis- 
lación en  cuyo  libro  IX  se  ocupa  del  comercio  marítimo. 
Legislando  sobre  seguros  en  el  título  XXXIX.  Se  refieren 


(i)  Archivo  nacional,  acia  del  Consulado  de  i4  de  diciembre  de  1797. 
(a)  Méudez  y  Balcakck,  Instituciones  y  doctrinas  de  comercio. 
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á  los  buques  y  á  la  navegación  en  varios  títulos,  ocupán- 
dose minuciosamente  sobre  construcción,  carga  excesiva, 
ordenando  tres  maneras  de  arqueo  y  detalles  curiosos 
dignos  de  ser  leídos.  Ante  estas  leyes  de  admirable  sabi- 
duría no  se  crea  que  adoptamos  el  criterio  pueril  que  in- 
forma á  muchos  historiadores,  que  tienen  por  ausente  lo 
que  la  ley  prohibe  y  existente  lo  que  prescribe,  y  que  ha- 
ciendo un  resumen  de  las  Leyes  de  Indias,  podríamos  de- 
jar pintado  el  cuadro  de  la  época  (i). 

Después  de  esta  legislación  comercial,  viene  como  su- 
pletorio el  enmarañado  enjambre  de  leyes  civiles  de  Cas- 
tilla, en  que  pretende  introducir  orden  la  famosa  pauta  de 
Toro,  contenida  en  la  ley  3%  título  i°,  libro  2%  de  la 
Recopilación  Castellana.  El  orden  de  aplicación  era  el  si- 
guiente :  i"  la  Nueva  Recopilación  promulgada  con  poste- 
rioridad á  las  Cortes  de  Toro,  por  el  rey  Felipe  II;  2"  las 
dichas  leyes  de  Toro:  3°  las  Ordenanzas  reales  de  Castilla; 
[\  el  Ordenamiento  de  Alcalá ;  5°  el  Fuero  Juzgo ;  6"  el  Fue- 
ro Real;  7°  las  Partidas. 

Vamos  á  dejar  de  lado  las  disposiciones  de  derecho  ci- 
vil que  pudieran  aplicarse  en  los  negocios  mercantiles  pa- 
ra referirnos  á  las  poquísimas  que  de  ellos  se  ocupaban 
especialmente.  Pero  él  grueso  de  la  legislación  común  era 
perjudicial  ó  inaplicable,  por  eso  «el  legislador  antiguo,  tan 
sabio  y  tan  político,  dejó  que  los  mercaderes  y  navieros 
formaran  sus  leyes,  siguiendo  sus  usos  y  costumbres  (2). 


(i)  Groussac,  Anales  de  la  Biblioteca,  tomo  IV,  página  879. 

(2)  Juan  A.  García,  Introducción  d  las  ciencias  sociales,  página  352. 
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En  el  Fuero  Real  sólo  hay  dos  leyes  contenidas  en  el  tí- 
tulo XX\  del  libro  [\,  sobre  naufragios  y  avería  gruesa, 
contenidas  también  en  las  Partidas. 

El  proemio  y  la  ley  i^  del  título  VII  de  la  partida  V, 
definen  minuciosamente  los  mercaderes.  En  el  mismo  tí- 
tulo detallan  los  deberes  de  éstos  y  legislan  sobre  el  con- 
trabando. También  dispone  sobre  ferias  y  mercados. 

En  el  título  8°,  sienta  los  principios  del  contrato  de  fle- 
tamento  (leyes  8  y  i3).  En  el  siguiente  se  ocupa  de  capi- 
tanes y  mayorales  y  determina  el  fuero  de  las  causas  ma- 
rítimas. 

A  más  de  esto,  las  disposiciones  de  la  partida  2*  carac- 
terizan en  general  lo  que  es  un  navio,  pilotos  y  tripula- 
ción (leyes  5  y  sig.  del  tít.  2 4).  Agregúese  una  que  otra 
regla  del  Fuero  Juzgo  sobre  los  mercaderes  que  vienen  de 
ultra  portos  y  no  se  encuentra  en  el  vasto  cuadro  de  la 
legislación  hispana  adonde  acudir;  de  ahí  la  influencia  de 
la  doctrina  de  los  autores,  la  del  Código  Fernandino  y  de 
los  usos  y  costumbres  cuando  no  de  la  arbitrariedad. 

LAS    LEYES    Y    DECRETOS    NACIONALES 

Desde  la  emancipación  política  hasta  la  emancipación 
del  derecho  privado,  los  gobiernos  dictaron  más  de  una 
ordenanza,  pero  es  una  característica  de  todas  ellas,  salvo 
alguna  que  otra  excepción  el  carácter  fiscal  que  conservan 
reglamentando  el  molde  anti<?uo. 

Existen  decretos  sobre  casas  de  martillo  de  1822,  se 
ocupa  de  cabotaje  el  gobierno  de  181 6,  un  motivo  político 
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inspira  ai  presidente  Rivadavia  la  prohibición  de  los  ban- 
cos y  las  compañías  consolidadas  sin  autorización  de  la 
legislatura,  se  legisla  sobre  balanceadores  y  se  organiza  la 
bolsa  mercantil  en  182 1 . 

De  toda  esta  legislación  patria,  una  parte  permanece 
en  aplicación  á  través  de  los  años  hasta  la  sanción  del  Có- 
digo de  comercio,  pero  parte  también  sin  haber  perdido 
su  vigencia  es  á  menudo  olvidada  en  la  práctica  y  aun  en 
su  discusión  judicial.  Nos  ocuparemos  de  tres  resolucio- 
nes gubernativas  que  ejercieron  positiva  influencia  en 
nuestra  vida  jurídica. 

En  lo  demás  los  monumentos  de  la  legislación  hispana 
continuaron  incólumes  y  como  dice  Magnasco :  «el  espíritu 
jurídico  se  apegó  á  ellas,  acaso  convencido  deque  no  eran 
los  de  la  emancipación  y  los  de  la  anarquía  los  días  más 
propicios  para  voltear  recovas».  La  tiranía  no  pudo  tam- 
poco hacer  nada  orgánico,  institucional.  No  fué  más  que 
el  arte  de  administrar  una  estancia  aplicado  al  manejo  de 
los  negocios  públicos. 


LA    LEGISLACIÓN    SOBRE    CORREDORES    DE    COMERCIO 

La  ley  de  los  corredores  de  comercio,  dictada  en  ili  de 
noviembre  de  1821,  siguiendo  la  doctrina  de  las  Orde- 
nanzas de  Bilbao  estableció  los  corredores  en  su  carácter 
oficial.  No  distingue  las  distintas  clases  que  especifican 
aquéllas,  pero  las  prepara  (i).  Exige  á  los  corredores  de 

(i)     Por  decreto  de  7  de  diciembre  de  182  i    se  fija  en  cuatro,  el  número  de  los  corre- 
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número  una  fianza  de  cuatro  mil  pesos  como  garantía  de 
sus  operaciones  (i),  establece  penalidades  para  los  que 
efectúen  las  funciones  exclusivamente  atribuidas  á  ellos  y 
los  obliga  á  llevar  un  libro  con  las  formalidades  del  diario, 
cuyos  asientos  harán  fe  en  juicio,  ordenando  al  efecto  al 
corredor  á  presentarlo  al  tribunal  de  comercio  ó  á  cual- 
quier arbitro  que  lo  exija. 

Prescribe  igualmente  de  acuerdo  con  los  principios  de 
la  materia :  que  ningún  corredor  puede  garantir  la  ejecu- 
ción délos  contratos  en  que  interviene;  que  no  puede 
recibir  ni  pagar  por  cuenta  de  sus  comitentes,  dado  que 
su  función  se  reduce  á  acercar  á  las  partes ;  que  no  puede 
realizar  ninguna  operación  por  su  cuenta  y  aun  formar 
parte  de  sociedad  mercantil.  Por  contravención  á  cual- 
quiera de  estas  prescripciones  la  ley  establece  penalidades 
que  consisten  en  destitución,  multa,  danos  y  perjuicios 
en  su  caso.  Como  consecuencia  lógica  de  lo  dicho,  dispo- 
sición que  también  contiene  nuestro  Código  de  comercio, 
el  corredor  por  el  solo  hecho  de  quebrar  será  perseguido 
como  quebrado  de  mala  fe. 

Esta  ley,  con  reglas  de  fondo  y  fiscales  á  la  vez,  rige  siem- 


dores.  Por  otro  del  gobierno  de  Las  Heras,  de  septiembre  5  de  1826,  atendiendo  «al 
aumento  que  han  tomado  los  negocios  de  comercio,  por  la  reciente  apertura  de  los  puertos 
del  Perú»,  eleva  el  número  á  seis.  La  división  en  corredores  terrestres  y  marítimos  apa- 
rece en  decretos  posteriores:  el  del  gobernador  Viamonte,  de  noviembre  ilt  de  1829, 
los  limita  á  seis  y  uno  respectivamente;  por  un  reglamento  de  3o  de  noviembre,  los 
corredores  marítimos  no  puedan  inmiscuirse  en  los  negocios  de  los  corredores  terrestres 
y  viceversa. 

(i)  Por  un  decreto  del  gobierno  de  Obligado,  de  noviembre  iG  de  i853,  se  aumenta 
el  valor  de  la  fian>:a  á  00.000  pesos  moneda  corriente,  fundado  en  la  notable  variación  de 
la  moneda. 
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pre  recordada  por  aclaraciones  ó  regiamentaciones,  hasta 
que  en  i85/i  la  profesión  es  declarada  libre  y  en  lo  jurídico 
hasta  la  sanción  del  código. 

Debieron  presentarse  dificultades,  tal  vez  por  los  mu- 
chos que  de  ese  tráfico  vivían,  porque  á  los  cuatro  meses 
se  produce  una  representación  de  los  corredores  y  el  mi- 
nistro Rivadavia,  por  decreto  de  26  de  marzo  de  1822 
tiene  que  resolver  la  cuestión  estableciendo  de  acuerdo 
con  el  Tribunal  de  comercio  que,  como  dispone  la  ley  del 
año  anterior,  sólo  los  corredores  de  número  pueden  inter- 
mediar en  las  negociaciones  de  fondos  públicos,  letras  de 
cambio  ó  cualquier  otro  papel  comerciable:  en  las  merca- 
derías, seguros,  fletes  y  especies  metálicas;  pero  no  les  es 
«sin  embargo,  inhibido  á  los  particulares  el  servirse  de 
agentes  privados  ó  dependientes  para  el  solo  hecho  de 
examinar  las  calidades  y  precios  de  los  frutos  del  país, 
donde  los  encuentren  ))   (i). 

Una  ley  de  16  de  diciembre  de  1825  agrega  un  artículo 
adicional  á  la  ley  de  1821 ,  respecto  á  los  requisitos  de  las 
órdenes  de  acuerdo  con  las  cuales  proceden  los  corredores 
para  que  hagan  fe  en  juicio,  disponiendo  que  deben  ser 
firmadas  por  la  parte  ó  en  su  defecto,  dos  testigos,  sea  el 
que  ofrece  ó  el  aceptante.  Pero  sería  error  creer  que  esta 
legislación  retratara  la  época;  quid  legis  sine  moribus,  dice 
la  frase  latina  y  oigamos  relatar  para  el  forastero  por  un 


(i)  También  la  Sala  de  representantes,  en  i3  de  diciembre  de  iSaS,  á  consulta  del 
gobierno  sobre  aclaración  de  los  artículos  70  y  80  de  la  ley  del  21  dispone  que  sólo  están 
obligados  íi  llevar  un  libro;  que  la  foliación  y  rubricación  será  gratis  y  que  los  asientos 
á  que  se  refiere  son  los  del  mencionado  libro. 
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cronista  de  la  época  algunas  de  nuestras  costumbres,  con 
esa  verdad  real  y  estilo  claro  que  el  historiador  no  halla 
muchas  veces  en  el  documento  oficial:  «Las  compras  no 
se  acostumbran  hacer  aquí  con  aquella  exactitud  que  se 
observa  generalmente  en  las  plazas  de  Europa,  porque  los 
corredores  de  número  son  raramente  los  que  concluyen 
los  contratos  ;  su  ministerio  parece  limitarse  á  la  negocia- 
ción de  billetes  públicos  y  letras  de  cambio,  y  á  la  venia 
del  oro  y  plata  en  pasta;  los  negocios  se  arreglan,  pues, 
por  un  convenio  verbal  entre  los  interesados,  y  las  condi- 
ciones del  trato  son  generalmente  cumplidas  con  la  mayor 
puntualidad,  a  pesar  de  que  no  están  revestidas  de  todas 
las  formalidades  requeridas. 

Los  cueros  que  forman  la  principal  rama  de  estas  com- 
pras se  tratan  casi  siempre  al  contado,  y  se  venden  por 
pesadas  de  35  libras  españolas:  hay  algunos  corredores 
sin  título  que  se  ocupan  exclusivamente  de  la  compra  de 
este  artículo.. .  »  (i). 

El  corredor  intruso  que  durante  muchos  años  después 
han  de  estigmatizar  los  reglamentos  y  decretos,  es  algo 
muy  de  costumbre  nacional,  que  alguna  vez,  como  lo  hizo 
Rosasen  i836,  sería  reglamentado  en  parte,  estableciendo 
cuatro  corredores  más  para  los  frutos  y  géneros  del  país, 
«sin  que  se  entiendan  excluidos  los  demás  corredores». 
¿No  era  esto  acaso,  la  legalización  de  la  situación  que  nos 
presenta  Blondel  en  el  final  de  lo  transcripto? 

Los  corredores  intrusos  debieron  llegar  en  1829,  no 

(i)    Blo>del,  a lmana(¡ae  jiolilico  y  comercial,  año   182G,   página  83. 
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digo  á  un  aumento  tal,  pero  sí  á  una  cierta  consolidación 
de  su  situación  porque  un  decreto  de  Viamontc,  de  i4  de 
noviembre  habla  de  que  el  excesivo  número  de  corredores 
perjudicaba  esta  importante  institución  y  de  los  abusos 
que  se  han  introducido  para  eludir  el  cumplimiento  de  la 
ley,  ya  no  los  pena  con  la  sola  multa  de  la  ley  de  i83i, 
y  para  reprimirlos  que  resultaba  ineficaz,  sino  á  más  con 
la  pérdida  de  las  mercaderías  que  contratasen. 

Dicta  Rosas  el  decreto  de  1 2  de  abril  de  1 836  á  que  nos 
hemos  referido,  á  proposición  del  Tribunal  de  comercio, 
pero  más  tarde  tendrá  á  su  vez  que  emprenderla  contra 
los  corredores  intrusos  como  lo  hace  por  la  ley  de  6  de 
febrero  de  i846  que  los  suprime  juntamente  con  los  esta- 
blecimientos de  cambistas  intrusos,  y  que  tiene  como 
apéndice  y  corredores  al  decreto  de  3o  de  enero  de  18/Í7 
en  que  encarga  el  cumplimiento  de  la  ley  al  Jefe  de  po- 
licía . 

Por  fin,  el  Senado  y  la  Cámara  de  representantes  de  la 
provincia  sancionan  la  ley  promulgada  en  3  de  noviembre 
de  i85/i,  declarando  libre  el  ejercicio  de  corredores  marí- 
timos y  terrestres  sin  limitación  de  número  ni  exigencia 
de  fianza,  mediante  el  solo  pago  de  la  patente. 

Pero  las  demás  disposiciones  de  la  ley  de  182 1  conti- 
nuaron en  vigencia  teniendo  como  legislación  subsidiaria 
los  capítulos  i5  y  16  de  las  Ordenanzas  de  Bilbao,  expre- 
samente declarada  por  el  decreto  de  Viamonte  de  1829. 
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EL    DECRETO    SOBRE  ACTOS  DE  COMERCIO  DE   I  82  2 

Al  analizar  las  Ordenanzas  de  Bilbao,  hemos  hecho  no- 
tar que  no  se  ocupaban  de  actos  de  comercio.  Y  no  era  de 
extrañar  dentro  del  espíritu  que  las  inspirara,  que  era  pro- 
pio de  los  tiempos. 

La  especialidad  de  los  actos  había  determinado  la  espe- 
cializaclón  de  las  reglas  que  los  rigieran.  Pero  ellas  eran 
la  legislación  acordada  como  privilegio  á  un  gremio  que 
podía  ampararse  en  el  fuero  consular.  Entonces  la  perso- 
na del  mercader  era  lo  interesante  que,  por  otra  parte,  no 
admitía  discusión  entre  los  componentes  de  la  universi- 
dad. Esta  fué  la  base  de  nuestra  legislación  comercial. 
Producida  la  emancipación,  los  dogmas  de  libertad  como 
consecuencia  no  deberían  admitir  al  gremio  feudal. 

Pero  la  verdadera  revolución  en  el  orden  social  que  va 
á  vaciar  las  instituciones  en  el  molde  republicano  é  igua- 
litario recien  comienza  en  1 82 1,  después  que  conmocio- 
nes violentas  desde  1806  hubieron  sacudido  al  orden  an- 
tiguo en  sus  cimientos. 

Aquel  grande  gobierno  provincial  de  Buenos  Aires  del 
general  Martín  Rodríguez  con  sus  ministros  García  y  Ri- 
vadavia  esbozan  los  preliminares  de  la  revolución  argen- 
tina. Uno  de  sus  planes  fué  la  supresión  del  fuero  y  de 
toda  clase  de  privilegio.  Así  desaparecen  el  universitario, 
el  eclesiástico  y  el  militar. 

En  ese  entonces  el  Tribunal  de  comercio  consulta  al 
crobierno  sobre  si  «las  diferencias  délos  traficantes  cono- 
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cidos  por  el  nombre  de  pulperos  son  de  su  competencia»  : 
Y  al  gobierno  republicano  reformador  le  extraña  que  ocu- 
rra duda  á  este  respecto  ^la  importancia  de  este  tráfico,  y  la 
especie  de  contratos  que  motiva  no  poden  en  evidencia  la 
jurisdicción  á  que  corresponden  ?  Examinemos  la  figura 
nacional  del  pulpero  y  las  particularidades  de  su  negocio, 
que  tiene  en  la  época  más  importancia  que  la  que  un  cri- 
terio moderno  podría  atribuirle.  En  los  registros  de  la 
Contribución  directa  conservados  en  el  \rchivo  nacional 
y  en  los  almanaques  de  Blondel  observamos  que  se  cata- 
logaban como  pulperías  á  los  negocios  que  se  ocupaban 
de  la  venta  de  «  comestibles  y  bebidas  por  menor  » .  Como 
se  ve,  no  son  esos  los  caracteres  con  que  aparece  actual- 
mente en  nuestras  campañas,  la  cual  más  bien  parece  ve- 
nir de  la  fusión  de  esa  pulpería  con  la  tienda  de  la  patria 
vieja  (i). 

Al  lado  de  la  pulpería  florece  el  almacén,  que  no  vende 
((  sino  en  grande  »  y  en  que  se  surte  aquélla.  Pero  lo  que 
era  un  mercado  exclusivo  para  el  minorista  se  fué  convir- 
tiendo con  el  tiempo  para  todo  consumidor  al  realizar  á 
veces  el  expendio  de  bebidas  por  menor.  Por  eso  el  pul- 
pero protesta  ante  esa  competencia  que  no  ha  conocido 
en  otros  tiempos  y  califica  de  mezquino  su  giro  (2). 


(i)  Según  el  Almanaque  Blondel  se  considera  como  tienda  :  (das  casas  que  venden 
toda  clase  de  mercaderías  por  mayor  y  menor  con  excepción  de  los  comestibles  y  bebi- 
das». El  Registro  de  la  Contribución  directa  enumera  hasta  i84  en  el  año  1826.  Agre- 
gúese á  esto  1 45  almacenes  y  i5  catalogados  como  de  comestibles. 

(2)  Representación  de  los  propietarios  de  pulperías  d  la  Honorable  Sala  de  representantes 
de  la  Provincia  reclamando  de  la  adición  de  la  ley  de  patentes  para  el  año  1825.  (Impreso 
original,  junio  de   1825.) 
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En  1826  figuran  496  pulperías.  Si  recorremos  la  lista 
de  los  nombres  de  sus  propietarios  vamos  á  encontrarlos 
Anchorena,  los  Lezica,  etc.  :  lo  más  distinguido  de  la  so- 
ciedad porteña.  Es  que  no  solamente  aparece  al  frente  de 
un  negocio  el  vulgar  pulpero,  que  hace  su  ganancia  con  la 
venta  al  menudeo  sino  que  bajo  el  humilde  rótulo  se  ha 
colocado  el  estanciero  que  sólo  sabe  rascar  la  tierra  y  que 
lucha  á  través  de  las  depredaciones  de  los  indios.  Gomo 
el  campo  no  le  produce  matando  á  chuza  el  ganado,  para 
sólo  sacarle  el  cuero,  teme  el  intermediario  cuya  ganan- 
cia le  impediría  el  sostén  de  su  estancia,  entonces  busca 
el  pretexto  é  instala  la  pulpería  ;  por  eso  vende  también 
bebidas. 

Sóbrela  base  de  ese  comercio  que  quiere  tranquilidad, 
de  esa  burguesía  de  Buenos  Aires,  Rosas  edifica  la  ti- 
ranía. 

Descripto  el  pulpero  volvamos  á  la  consulta  del  Tribu- 
nal de  comercio  de  1822.  En  los  mismos  términos  de  ella 
se  ve  un  resabio  del  predominio  de  la  persona  sóbrela  cosa ; 
habla  de  traficantes,  no  de  tráfico.  Es  ese  punto  de  vista 
el  que  encara  el  decreto  de  Rivadavia  de  1822,  ^:  no  realiza 
el  pulpero  actos  de  comercio  ?  La  duda  está  en  la  perso- 
na más  que  en  el  acto,  según  el  espíritu  de  las  Ordenanzas 
de  Bilbao ;  entonces  el  gobierno  reformador  va  contra  las 
bases  mismas  de  la  legislación  comercial.  Los  restos  del 
privilegio  de  gremio  desaparecen.  Las  leyes  y  tribunales 
propios  los  justifican  y  exigen  la  especialidad  de  los  actos, 
cualquiera  que  sea  el  hombre  que  los  realice.  Las  cosas 
predominan  entonces  sobre  las  personas.  Eso  es  lo  que 
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dispone  el  decreto  de  Rivadavia...  Como  consecuencia 
lógica  tenía  que  determinar  los  actos  de  comercio  :  y  al 
efecto  considera  tales  :  i"  todo  convenio  por  el  cual  se  ha 
comprado  una  casa  para  revenderla  ó  alquilar  el  uso  de 
ella,  bien  sea  en  el  mismo  estado  en  que  se  compró  ó  des- 
pués de  darle  por  el  trabajo,  otra  forma  de  mayor  ó  menor 
valor  ;  2"  toda  operación  sobre  letras  ó  cualquiera  otro  gé- 
nero de  papel  de  comercio,  de  tesorería  ó  fondos  públi- 
cos ;  3"  todo  sueldo,  salario,  compra  de  provisiones, 
útiles  ó  materiales  y  contratos  pertenecientes  á  transpor- 
tes por  agua  y  por  tierra.  Nótese  que  la  caracterización 
del  primer  acto  de  comercio  que  enumerad  decreto,  que 
Rivadavia  toma  del  artículo  682  del  código  francés  es  la 
que  han  de  repetir  más  tarde  el  Código  de  comercio  pro- 
TÍncial  de  Rueños  Aires  y  el  Reglamento  de  justicia  tucu- 
mano  de  1860. 


LA  LEGISLACIÓN  DE  QUIEBRAS  Y  EL  DECRETO   DE   I  836 

Vamos  á  presentar  el  cuadro  de  la  legislación  de  quie- 
bras y  de  su  práctica.  Ella  ha  sido  considerada  como  la 
•cuadratura  del  círculo  del  derecho  comercial.  De  ahí  la 
legislación  inquieta  de  Inglaterra  y  de  la  Francia  y  el  pro- 
ceso á  que  nosotros  no  podíamos  escapar. 

En  la  legislación  de  quiebras  hay  que  conciliar  tres  in- 
tereses :  el  del  deudor,  el  de  los  acreedores  y  el  interés  so- 
cial ;  por  eso  las  legislaciones  oscilan  entre  los  poderíos 
del  juez  y  de  las  juntas  de  acreedores.   Por  lo  mismo  el 
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criterio  antiguo  estigmatizaba  al  quebrado  y  hoy  en  día 
es  más  bien  la  víctima  de  un  desgraciado  accidente. 

Entre  las  medidas  primeras  introducidas  á  favor  del 
deudor  se  encuentran  los  juicios  llamados  de  quitas  y  es- 
peras que  establecía  la  Ordenanza  de  Bilbao.  Un  espécimen 
de  esos  juicios  es  el  concurso  á  los  bienes  del  panadero 
Juan  M.  Ferreyra  por  sus  acreedores  en  188/4,  en  que  el 
tribunal  dispone  el  desembargo  de  los  bienes  «  por  resul- 
tar de  las  actas  que  una  mayoría  legal  en  número  de  per- 
sonas y  cantidad,  le  había  concedido  esperas  »  (i).  Tam- 
bién la  Cámara  de  Apelaciones  concedía  á  veces  morato- 
rias al  deudor. 

Como  siempre  la  mala  i'e  se  introdujo  á  través  de  la 
franquicia,  lo  que  era  un  alivio  para  los  comerciantes 
honrados  que  habían  recibido  un  recio  golpe,  sirvió  mu- 
chas veces  como  objeto  de  un  negocio  mismo,  valiéndose 
de  manejos  fraudulentos  y  de  siniestras  confabulaciones. 
Ya  aparecían  los  dividendos  secretos  para  la  «  caza  de  las 
mayorías».  Rosas  protesta,  entonces,  poreseataqueinútil 
al  derecho  de  propiedad  de  los  acreedores  y  dicta  el  de- 
creto de  29  de  marzo  de  i836.  En  sus  fundamentos  se 
describe  la  situación  jurídica  en  la  materia  y  su  influencia 
en  el  estado  social,  afirma  que  con  esos  juicios  no  se  han 
cumplido  los  grandes  fines  que  las  leyes  se  propusieron 
al  establecerlos,  pinta  la  mala  fe  que  se  propaga  por  todas 
las  clases  de  la  sociedad,  el  tiempo  que  pierden  los  ma- 
gistrados, la  paralización  de  las  relaciones  de  comercio, 

Ci)  Fl  Correo  Judicial,  de  /»  de  octubre  de  i83ii. 
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el  temor  y  la  desconfianza  sobre  el  exacto  cumplimiento 
de  los  contratos.  Para  resolver  la  situación  no  encuentra 
sino  el  medio  más  simple,  cortar  el  nudo  gordiano  supri- 
miendo (dos  concursos  de  acreedores,  llamados  de  espe- 
ras ó  moratorias  y  de  remisión  ó  quita  de  acreedores». 
Eso  es  lo  que  hace  el  decreto  de  i836  de  una  manera  ul- 
tra radical  en  uso  de  la  suma  del  poder  público.  Va  con 
efecto  retroactivo  contra  las  esperas  y  quitas  ya  concedi- 
das para  anularlas  si  un  solo  acreedor  se  opone,  quedan- 
do sin  ((ningún  valor  y  efecto  todo  lo  que  se  hubiese 
obrado  y  resuelto». 

Este  decreto  rigió  hasta  que  fué  derogado  por  otro  del 
gobierno  de  Valentín  Alsina,  de  2/i  de  marzo  de  i858,  en 
vísperas  de  la  sanción  del  Código  de  comercio  previo  in- 
forme favorable  del  Tribunal  del  consulado  y  de  su  ase- 
sor y  no  obstante  los  pareceres  contrarios  del  Fiscal  de 
estado  y  del  Tribunal  superior  de  justicia.  Los  conside- 
randos del  gobierno  dan  por  motivo  primario  el  ocasio- 
nal de  la  repercusión  de  la  crisis  mercantil  europea  sobre 
el  comercio,  que  había  motivado  una  petición  délas  prin- 
cipales casas  introductoras.  Derogando  el  decreto  del  36, 
deja  en  consecuencia  en  vigencia  las  disposiciones  de  las 
Ordenanzas  de  Bilbao  y  las  leyes  generales  relativas  á  la 
materia. 

El  Código  de  comercio  redactado  el  año  anterior  y  san- 
cionado el  siguiente  va  á  sentar  los  mismos  principios  del 
concordato  en  la  quiebra. 

Pasemos  á  otra  de  las  selvas  negras  en  la  legislación  : 
la  administración  de  las  quiebras.   Bajo  el  imperio  de  la 
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ordenanza  dominan  los  síndicos  y  su  administración  es 
desastrosa:  basta  recorrer  cualquiera  de  los  expedien- 
tes para  convencerse  de  ello.  El  acuerdo  del  Tribunal  de 
comercio  de  28  de  agosto  de  i85i  adoptado  como  reso- 
lución gubernativa  por  Urquiza  es  el  toque  de  alarma  del 
desquicio.  El  acuerdo  alude  á  los  bienes  que  se  desmejo- 
ran y  aun  inutilizan  por  el  transcurso  del  tiempo,  y  á  los 
cuantiosos  alquileres  que  gravan  á  los  concursos  y  clama 
contra  la  culpable  morosidad  de  los  síndicos.  Ordena  que 
inmediatamente  que  se  reciban  de  los  bienes  del  concur- 
so deberán  proceder  á  su  venta  y  depósito  del  importe  en 
la  Casa  de  moneda ;  en  las  condiciones  y  con  las  excep- 
ciones que  el  mismo  acuerdo  establece  (i). 

Pero  si  nos  atenemos  á  los  documentos  oficiales,  el  com- 
portamiento de  los  síndicos  no  mejoró  y  á  su  morosidad 
se  agrega  la  de  los  rematadores.  Se  citan  concursos  sin 
solución  de  quince,  veinte  y  treinta  años  de  antigüedad  y 
así  abandonados  los  juicios  las  acciones  contra  los  deudo- 
res personales  del  concurso  se  anulan  «por  prescripción 
ó  por  fallecimiento,  ausencia  ó  desconocimiento  de  las 
personas  deudoras  ». 

El  acuerdo  del  Tribunal  de  comercio  de  20  de  marzo  de 
i858,  distingue  tres  clases  de  esos  concursos  indefinidos  : 
1"  existe  síndico,  pero  el  concurso  está  demorado  ó  aban- 
donado ;  2"  concursos  sin  síndicos,  por  fallecimiento  de 
los  que  fueron  :  3'  expedientes  que  se  hallan  en  poder  de 
rematadores. 

(i^   Jiefjislro  nacional,  lomo  III,   página  3i. 
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El  acuerdo  encuentra  la  causa  de  todos  los  males  en  el 
hecho  (( de  no  haber  en  los  concursos  otra  personería  que 
la  del  síndico,  lo  que  quiere  decir  que  faltando  éste  ó  su 
voluntad,  los  autos  se  detienen  en  su  trannitación ,  causan- 
do una  verdadera  perturbación  en  la  administración  de 
justicia  y  perjuicio  de  gravedad  á  Jos  acreedores  ». 

Y  es  ante  esa  dejadez  de  los  síndicos  que  el  tribunal  se 
cree  facultado  á  obrar  extraordinariamente  de  oficio  :  da 
quince  días  á  los  rematadores  para  exphcar  la  demora  ó 
remitir  los  expedientes ;  treinta  días  á  los  síndicos,  y  á  su 
expiración  destituirlos  y  convocar  al  concurso,  y  á  los 
quince  días  nombra  de  oficio  síndico  al  concurso  que  no 
lo  tenga,  si  es  que  algún  acreedor  no  pide  lo  que  corres- 
ponda. 

¡  No  es  de  extrañar  que  el  Código  de  comercio  de  1857 
diese  esas  grandes  facultades  al  juez  comisario  ante  el  es- 
cándalo descripto  de  la  administración  délos  síndicos  ! 

Finalmente,  presentaremos,  como  ejemplo  déla  aplica- 
"ción  judicial  de  los  principios  de  la  ordenanza  en  la  mate- 
ria, una  de  sus  últimas  interpretaciones  por  el  Tribunal  de 
comercio  que  demuestra  lo  deficiente  de  la  legislación. 
Trátase  del  juicio  de  Emilio  James  Bazón  contra  concur- 
so de  José  Colodro  por  cobro  de  pesos,  incidente  iniciado 
en  marzo  de  1860.  El  concurso  se  había  producido  en 
1857.  Bazón  presenta  su  demanda  por  haberse  negado  los 
síndicos  á  reconocer  con  anterioridad  su  crédito.  Los  deta- 
lles no  vienen  al  caso.  Los  síndicos  sostienen  que  ese  crédi- 
to aunque  existiera  ha  caducado  por  no  haberse  presenta- 
do en  el  término  de  ocho  días  exigido  por  las  ordenanzas 
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que  regían  á  la  época  de  la  formación  del  concurso.  El  le- 
trado Pinedo  que  patrocina  á  Bazón  argumenta  con  crite- 
rio de  justicia  (no  resuelvo  por  mi  parte  si  esa  fuera  la  opi- 
nión legal)  que  «los  términos  fijados  por  la  ordenanza  no 
llevan  en  sí  la  condición  de  perder  sus  créditos  »,  sino  que 
el  acreedor  no  podrá  reclamar  de  la  distribución. 

El  tribunal,  de  acuerdo  con  el  informe  del  asesor,  adop- 
ta la  opinión  de  los  síndicos. 

Un  distinguido  letrado  de  la  época,  Miguel  Navarro 
Viola  comentando  el  enorme  número  de  quiebras,  decía : 
la  impunidad  délas  quiebras  trae  las  quiebras  ;  pero  agre- 
gaba, el  mal  no  está  en  los  hombres  sino  en  las  cosas.  Es 
que  si  se  eligen  los  hombres,  no  se  elige  el  modo  y  forma 
cómo  han  de  juzgar,  (c  Esto  está  ya  elegido  desde  el  siglo  pa- 
sado por  la  Corte  de  Madrid  en  la  cédula  ereccional  de  es- 
te Consulado  »  (i). 

LA  LEGISLACIÓN  COMERCIAL  EN  LAS  PROVINCIAS 

Hasta  ahora  hemos  observado  el  estado  de  la  legisla- 
ción teniendo  como  punto  de  referencia  el  ambiente  por- 
teño progresista  en  pleno  resurgimiento  de  pueblos  que 
para  emplear  una  frase  de  Alberdi  tenían  «vocación  co- 
mercial». Vamos  á  trasladarnos  al  ambiente  provinciano. 
Las  Ordenanzas  de  Bilbao  imperaban  igualmente  como 
ley,  (T  consultaban  acaso  las  necesidades  del  comercio  del 
interior  ?  Habríamos  de  creerlo  si  nos  atenemos  al  testi- 

(i)  El  Piala  cienliftco  y  literario,  lomo  \l,  página   i3/t. 
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monio  de  Urquiza,  pues  Ja  misma  persona  que  firma  en 
Buenos  Aires  los  admirables  considerandos  del  gran  de- 
creto de  1862,  elevado  ala  presidencia  de  la  Confedera- 
ción, nos  habla  de  la  bondad  délas  Ordenanzas  de  Bil- 
bao (i),  (i Era  el  cambio  de  ministro  ó  de  escenario  el  que 
modificaba  su  opinión  ? 

Indudablemente  que  las  provincias,  no  estaban  á  la  al- 
tura del  progreso  comercial  de  Buenos  Aires,  pero  no  es 
menos  cierto  que  las  ordenanzas  les  resultaban  deficien- 
tes y  que  en  varias  de  ellas,  como  nos  dice  un  jurista  cor- 
dobés, estuvo  en  vigencia  el  Código  Fernandino  (2).  Sólo 
lo  hemos  encontrado  reconocido  en  San  Juan  por  un  de- 
creto de  Sarmiento  en  1862,  que  aplica  como  legislación 
supletoria  el  código  vigente  en  Buenos  Aires  (3).  Pero 
sería  error  creer  que  no  se  haya  aplicado  en  otras  pro- 
vincias porque  no  se  encuentre  en  los  registros  oficiales. 
El  código  español  de  1829  gozó  de  gran  prestigio  en  el 
interior ;  se  aplicó  en  muchas  provincias  sin  ninguna  dis- 
posición gubernativa  que  lo  ordenara 

Sería  difícil  decir  al  grado  de  legalidad  ó  consideración 
judicial  á  que  llegó  ;  pero  como  las  Ordenanzas  de  Bil- 
bao legislaran  un  número  tan  reducido  de  materias,  en 
los  puntos  por  ellas  no  tratados,  el  Tribunal  de  comercio 
ó  el  juez  fallaba  fundándose  con  preferencia  en  el  Código 
Fernandino,  de  la  misma  manera  que  hoy  en  día,  en  un 


(i)  Mensaje  del  Presidente  de  la  Confederación  Argentina,  de  octubre  22  de  i854. 

(2)  NicÉFORo  Castellanos,  Lecciones  sobre  el  Código  de  comercio  argentino,  página  106. 

(3)  Registro  oficial  de  San  Juan,   1862. 
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punto  en  que  silenciara  la  legislación  acudiríamos  á  la 
doctrina.  Pero  como  los  vacíos  eran  muchos,  materias 
enteras  á  veces  y  la  autoridad  del  código  español  tanta, 
éste  adquiría,  podríamos  decir,  una  especie  de  vigencia. 

También  en  provincias  repercuten  á  veces  los  decretos 
de  Buenos  Aires  en  momentos  pasajeros  de  unidad  ó  de 
comunicación  nacional.  Así  vemos,  por  ejemplo,  aparecer 
en  un  reglamento  de  justicia  de  Tucumán  en  i85i  la 
misma  supresión  de  los  juicios  de  concursos  sobre  quin- 
tas y  esperas  contenida  en  el  decreto  de  Rosas  de  i83G. 

Pero  en  cuanto  á  modificaciones  de  fondo  que  modifi- 
quen el  derecho  comercial,  son  curiosos  algunos  artículos 
del  Reglamento  de  Justicia  de  Tucumán,  ley  provincial 
dictada  el  i6  de  abril  de  1860  bajo  el  gobierno  de  Marcos 
Paz. 

Ante  todo,  en  cuanto  á  las  bases  del  derecho  comercial 
sienta  los  mismos  principios  del  decreto  de  Rivadavia  : 
«  para  la  clasificación  de  un  acto  comercial  no  debe  tener- 
se en  consideración  la  profesión  ú  oficio  de  los  contratan- 
tes», dispone  en  el  artículo  63,  pero  ^i  cuáles  son  esos 
actos  de  comercio  que,  como  hemos  visto,  las  ordenanzas 
no  los  especifican  ?  El  reglamento  sólo  cree  necesario  ex- 
plicar uno,  el  primero  del  decreto  del  22  y  del  Código  de 
comercio  casi  en  sus  mismos  términos  ;  en  cuanto  á  los 
demás  se  contenta  con  referirse  á  la  ordenanza. 

Deroga  la  disposición  del  anterior  reglamento  que  su- 
primía los  juicios  de  acreedores  sobre  esperas  y  quitas  de 
la  misma  manera  que  en  Buenos  Aires  lo  había  hecho  el 
gobierno  de  Alsina. 
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Finalmente  en  un  capítulo  sobre  el  (( orden  que  ha  de 
guardarse  en  la  observancia  de  los  códigos»  modifícala 
pauta  de  la  ley  de  Toro  suprimiendo  sin  duda  varios  in- 
convenientes. Al  efecto  dispone  que  «  el  tribunal  de  co- 
mercio se  arreglará  en  el  conocimiento  y  decisión  de  las 
causas  que  le  corresponden  :  i°  por  la  Constitución  na- 
cional y  provincial ;  2*"  por  las  leyes  nacionales  y  provincia- 
les ;  3"  según  el  orden  que  establécela  real  cédula  de  erec- 
ción del  Consulado  de  Buenos  Aires  con  la  modificación 
siguiente:  «por  las  cédulas  comunicadas  ala  Audiencia 
de  Buenos  Aires  siempre  que  fuesen  posteriores  á  las  le- 
yes incluidas  en  los  códigos  que  siguen  »  :  [\  por  el  Or- 
denamiento de  Alcalá  ;  5°  por  el  Código  de  las  Partidas  ; 
6°  por  el  Fuero  Beal,  Fuero  Juzgo  y  Fuero  Viejo  de  Cas- 
tilla, sin  que  fuera  necesario  probar  que  fueran  usados  y 
guardados. 

Si  es  indudable  que  esta  legislación  suprimía  varios  in- 
convenientes, también  agravaba  otro  ;  la  modificación  á 
lo  dispuesto  en  la  cédula  ereccional  era  una  mayor  confu- 
sión y  si  agregamos  que  á  cada  cédula  tenían  que  mandar 
preguntar  á  Buenos  Aires  si  había  sido  comunicada  á  la 
Audiencia,  y  revisar  al  efecto  los  archivos  desordenados, 
puede  darse  cuenta  de  las  consecuencias  prácticas  de  la 
reforma. 
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Hemos  descripto  el  cuadro  de  la  legislación  con  que  la 
patria  vieja  había  vivido  su  historia.  En  la  policromía  de 
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SUS  matices  obsérvese  que  no  podía  abarcarlo  el  cerebro 
del  más  sesudo  jurista  délos  tiempos.  Estudiaremos  aho- 
ra la  administración  de  justicia  por  la  cual  se  hacían  efec- 
tivos aquellos  derechos  inseguros  y  confusos. 

En  materia  comercial  desde  la  cédula  ereccional  del 
Consulado,  imperaba  la  justicia  del  gremio. 

En  el  comienzo  de  la  historia  de  las  naciones  modernas 
la  justicia  emanaba  del  rey,  era  como  una  propiedad  suya 
que  concedía  al  magistrado.  Por  razones  políticas,  en 
Francia  el  rey,  en  su  lucha  con  el  feudo,  dio  al  gremio  este 
privilegio.  Por  razones  políticas,  también  en  España  ad- 
ministraron su  justicia  los  comerciantes  de  Burgos.  Así 
nació  el  Tribunal  del  Consulado  que  se  extendió  por  toda 
la  Península  y  hasta  se  crearon  en  Méjico  y  en  Lima.  El 
Reglamento  sobre  el  comercio  libre  acrecentó  el  de  Bue- 
nos Aires  y  en  179/i  fué  creado  el  tribunal  consular. 

Siendo  el  objeto  de  su  institución  la  más  rápida  justi- 
cia sin  trámite  de  derecho,  la  cédula  ereccional  ordena 
una  justicia  ideal.  Se  presenta  el  litigante  en  audiencia 
pública  y  expone  breve  y  sencillamente  su  demanda.  Se 
hace  comparecer  á  la  otra  parte,  por  medio  de  un  portero 
y  en  seguida  se  produce  la  audiencia  verbal  con  los  testi- 
gos y  documentos  que  trajesen.  En  ella  se  propone  :  ar- 
bitradores,  amigables  componedores  ó  transacción.  No 
dando  resultado  :  se  extenderá  acta  y  se  fallará.  Ese  era  el 
caso  general.  En  los  de  excepción,  se  resolverá  «dentro 
de  ocho  días  ó  antes  si  fuere  posible  ». 

El  letrado  está  proscripto,  y  no  sólo  su  persona,  has- 
ta su  estilo  mismo.   «  Se  desechará  todo  lo  que  huela  á 
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sutilezas  y  formalidades  de  derecho  »,  dice  la  cédula,  co- 
mo transgresión  de  la  norma  estricta  de  proceder  á  estilo 
llano,  verdad  sabida  y  buena  fe  guardada. 

La  institución  del  Consulado  con  facultades  judiciales  y 
administrativas,  no  resistió  al  movimiento  reformador  de 
nuestra  segunda  década  de  nación  independiente.  Por  de- 
creto de  10  de  diciembre  de  1821  se  le  quitan  sus  atribu- 
ciones administrativas,  cuyo  desempeño  se  atribuyen  al 
flamante  Departamento  de  ingenieros.  Desde  entonces  el 
Consulado  queda  reducido  á  sus  funciones  de  tribunal  ju- 
dicial. Las  apelaciones  de  sus  resoluciones  se  substancian 
ante  la  Alzada  de  comercio,  desempeñada  por  un  miembro 
del  Tribunal  de  justicia  y  dos  colegas  comerciantes  (i). 

El  Tribunal  del  Consulado  administra  la  justicia  co~ 
mercial  en  Buenos  Aires  hasta  1862,  en  que  se  le  subs- 
tituye por  jueces  de  comercio,  pero  no  es  el  único.  Ro- 
sas en  i836,  por  decreto  de  12  de  abril  crea  los  jueces 
de  mercado  (que  todavía  existen)  « para  que  entien- 
dan en  la  breve  terminación  de  las  cuestiones  que  se  sus- 
citan frecuentemente  en  los  contratos  que  se  celebran  ». 
Entendían  hasta  3ooo  pesos  moneda  corriente,  y  cuatro- 
cientos siendo  metálico,  y  en  todas  las  diferencias  que 
ocurran  sobre  ventas  de  granos  y  frutos,  y  sobre  los  fleta- 
mentos  de  los  transportes  que  los  conduzcan.  Eran  algo 
así  como  jueces  de  paz  con  jurisdicción  en  las  plazas  Lo- 
rea  y  Monserrat. 

(i)  Real  ordénele  8  de  junio  de  1799.  Decreto  de  julio  1°  de  1822. 
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SU  DESNATURALIZACIÓN,  EL  ASESOR  LETRADO 

La  regla  \Ií  de  la  célula  ereccional  después  de  haber 
proscripto  al  abogado,  dispone  que  en  los  casos  que  por 
alguna  grave  dificultad  de  derecho  créanlos  jueces  que  no 
basta  su  conocimiento  y  experiencia  procederán  con  dic- 
tamen de  letrado  que  será  el  asesor  titular  del  consulado. 

¡  He  ahí  el  germen  de  la  desnaturalización  déla  justicia 
del  estilo  llano  y  la  verdad  sabida  1 

El  influjo  del  asesor  es  cada  vez  mayor  y  la  pereza  in- 
telectual del  tribunal  lo  lleva  á  pedir  y  á  adoptar  el  dicta- 
men en  casi  todos  los  casos,  y  no  sólo  ya  en  las  graves  di- 
ficultades de  derecho.  De  no  ser  así  se  reconocerá  que 
esos  tropiezos  insalvables  estaban  ab  iniiio,  en  la  mul- 
titud de  leyes  confusas.  Agreguemos  á  más  un  tribunal 
lego,  juzgando  según  ordenanzas  de  derecho  y  cuyas  do- 
cisiones  se  hallaban  sometidas  á  la  opinión  jurídica  del  le- 
trado que  dominaba  en  la  Alzada.  Un  paso  más  y  el  abo- 
gado se  coló  en  el  tribunal. 

Ante  este  estado,  el  gobierno  provincial  de  Buenos  Ai- 
res optó  por  legalizar  la  situación  en  la  ley  de  1 9  de  oc- 
tubre de  1857  declarando  apelables  los  fallos  comerciales, 
ante  la  sala  del  crimen  del  Superior  tribunal  de  justicia,  y 
en  caso  de  revocación  ante  la  sala  de  lo  civil ;  y  admitien- 
do la  intervención  de  abogados  en  las  causas  de  comercio. 

Antes  ya  se  había  iniciado  una  campaña  para  la  supre- 
sión del  Consulado  y  su  substitución  por  jueces  letrados. 
Barros  Pazos  en  Chile,  en  las  columnas  de  El  Progreso  y 
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había  hecho  un  largo  y  meditado  estudio  en  i8/i3,  de- 
mostrando la  faha  de  fundamento  de  la  justicia  de  los  co- 
merciantes (i),  trabajo  que  reproduce  en  la  revista  de  Na- 
varro Viola,  en  i85/i.  Federico  Pinedo  en  su  artículo 
Reformas  judiciales  adopta  las  mismas  opiniones  (2); 
y  Miguel  Navarro  Viola,  en  esa  época  también,  sostiene  la 
reforma  como  un  principio  de  moralización  y  de  garantía 
para  el  comercio  y  documenta  sus  afirmaciones  con  esta- 
dísticas (3). 


LA  LENTITUD   DE   LA   JUSTICIA   COMERCIAL,    ENORME 
NÚMERO  DE  CAUSAS  PENDIENTES 

La  razón  de  conveniencia  práctica  que  justificaba  la  jus- 
ticia de  los  comerciantes,  es  la  prontitud  en  el  despa- 
cho de  las  causas  ;  máximums  irrisorios  de  ocho  días  daba 
la  cédula  ereccional.  Veamos  esa  misma  organización  de 
justicia  en  la  práctica  porteña  á  la  luz  de  las  estadísticas 
del  cuadro  que  formamos  de  acuerdo  con  los  estados  ge- 
nerales publicados  mensualmente  en  El  Judicial,  periódi- 
co que  dirigieran  los  camaristas  Valentín  Alsinay  Domin- 
go Pica.  Los  datos  provenientes  de  los  mismos  tribuna- 
les eran  pasados  conforme  á  la  acordada  de  la  Cámara  de 
justiciado  5  de  noviembre  de  i853.  Reproducimos  los 
que  sólo  se  refieren  al  numero  de  causas  pendientes  existen- 

(t)  Establecimiento  de  juzíjados  de  letras  de  comercio  (Santiago  de  Chile,  18^9). 

(2)  El  Plata  científico  y  literario,  tomo  II,  página  67. 

(3)  Revista  citada,  tomo  VI,  página  i34. 
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tes  en  el  Tribunal  de  comercio  en  los  distintos  meses  de 
lósanos  i855,  i856y  1857. 

i855  i856  1857 

Enero 842  598  628 

Febrero 862  602  6g8 

Marzo 887  695  628 

Abril 913  734  623 

Mayo 922  732  681 

Junio —  769  726 

Julio —  867  737 

Agosto —  —  728 

Septiembre 11 58  —  788 

Octubre 547  ^^3  789 

Noviembre 589  911  789 

Diciernbre 629  —  — 

Esta  estadística  nos  demuestra  con  la  muda  elocuencia 
de  la  cifras  el  estado  de  la  administración  de  la  justicia  co- 
mercial con  un  retardo  que  rayaba  en  la  casi  paralización. 
Y  la  razón  es  explicable  :  el  desarrollo  notable  de  Buenos 
Aires  después  de  Caseros,  iniciándose  por  todas  partes  las 
grandes  empresas,  las  habilitaciones  de  la  Casa  de  moneda 
primero  y  después  del  Banco  de  la  provincia,  etc.,  el  re- 
surgimiento de  la  sociedad  en  una  palabra,  aumentaban 
las  causas  que  acudían  al  Tribunal  de  comercio.  La  legis- 
lación descripta  dificultaba  la  resolución  de  los  pleitos  ; 
agregúese  la  inevitable  consulta  al  asesor,  y  los  pleitos  du- 
raban años... 


LA  JUSTICIA   COMERCIAL  EN  LAS  PROVINCIAS 

La  erección  del  Consulado  de  Buenos  Aires  con  juris- 
dicción en  todo  el  virreinato  implicaba  el  establecimiento 
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de  diputados  de  comercio  en  las  distintas  localidades.  Con 
el  tiempo  algunas  provincias  erigieron  su  Tribunal  de  co- 
mercio, otras  su  juez  letrado,  si  es  que  había  un  letrado 
en  la  provincia  ó  cualquiera  otra  «  persona  de  letras  »  co- 
me aparecía  autorizado  en  las  leyes  de  Indias,  para  inte- 
grar la  audiencia. 

Las  Partidas  también  preveían  el  caso. .  «  si  el  rey  tantos 
horaes  non  pudiere  haber,  ni  tan  entendidos,  ni  tan  sabi- 
dores,  ha  lo  de  fazer  con  aquellos  que  entendiere  que  mas 
aman  a  Dios,  y  a  el,  ya  la  pro  de  la  tierra  (ley  17,  tít.  i, 
part.  i"").  Ese  juez  de  provincia  entendía  de  todas  las  cau- 
sas, cuando  más  se  separábanlas  criminales.  Razón  tenía 
también  Sarmiento  para  decir  que  la  estatua  de  Themis  se 
hallaba  cubierta  por  un  velo. 

La  organización  de  la  justicia  es  uno  de  los  más  serios 
problemas,  con  que  se  encuentran  los  organizadores  de  la 
república. 

Años  enteros  luchan  Urquiza  y  Derqui  para  estable- 
cer la  justicia  que  había  prometido  afianzarla  constitu- 
ción . 

Los  gobiernos  de  las  provincias  confederadas,  dice  el 
primero  en  iSblí,  hacen  esfuerzos  plausibles  para  regula- 
rizar su  administración  de  justicia  y  con  buen  éxito  en  al- 
gunas de  ellas.  Con  todo,  en  la  mayor  parte  son  inutilizados 
por  la  carencia  de  personas  idóneas  para  desempeñar  las 
magistraturas  judiciales  y  el  presidente  Urquiza  va  al  mé- 
todo primario,  pero  más  lejano  de  la  instrucción,  dicien- 
do :  (( El  gobierno  ha  puesto  en  ejercicio  el  único  medio  á 
su  alcance  de  remediar  este  mal,  tan  generalmente  sentido, 
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dando  á  todas  las  provincias  una  fácil  participación  en  la 
instrucción  universitaria  (i). 

En  cuanto  á  la  justicia  de  la  constitución,  que  había 
encargado  afianzar  al  gobierno  nacional  y  que  podía  haber 
acudido  á  levantar  la  justicia  en  las  provincias,  no  se  esta- 
blece en  los  años  de  la  Confederación.  Los  mensajes  de 
Urquiza  y  Derqui  son  un  eterno  anuncio  de  su  creación. 
Por  decreto  de  26  de  febrero  de  1869  se  establecen 
tribunales  provisorios  para  conocer  en  las  causas  civiles  y 
criminales  de  jurisdicción  marítima. 

Vamos  á  exponer  particularmente  el  estado  de  algu- 
nas provincias  según  las  constancias  de  sus  documen- 
tos oficiales,  para  demostrar  de  una  manera  sinté- 
tica lo  que  hemos  enunciado  en  términos  generales  y 
circunscribiéndonos  en  lo  posible  á  la  justicia  comer- 
cial. 

En  la  provincia  de  Tucumán  existía  un  consulado  de 
comercio,  que  el  reglamento  de  1860  lo  hizo  sujetar  á  la 
misma  tramitación  establecida  para  el  juzgado  de  primera 
instancia  en  lo  civil.  Estaba  compuesto  por  un  prior  y  dos 
cónsules  elegidos  directamente  por  los  comerciantes  y  á 
viva  voz.  En  caso  de  no  haber  número  se  ordenaba  la  asis- 
tencia obligatoria  de  los  votantes.  Establecíase  ocho  con- 
diciones para  poder  ser  electo.  Comprendía  entre  las 
atribuciones  del  Consulado  las  apelaciones  de  los  asuntos 
mercantiles  fallados  por  los  jueces  de  paz.  Juzgaba  ver- 
balmente  hasta  3oo  pesos;  más  de  esa  cantidad  por  escri- 
bí j     Mensaje  del  Presidente  Urqni/a,   i85/i. 
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to.  El  reglamento  de  1860  introduce  á  los  abogados  en 
las  causas  comerciales  (i). 

En  la  de  San  Juan  había  dos  jueces  de  letras  que  enten- 
dían de  los  asuntos  civiles  y  comerciales  con  jurisdicción 
al  norte  y  sud  de  la  provincia.  El  desorden  y  la  demora 
eran  grandes.  Empezando  los  juzgados  por  las  causas  ci- 
viles con  preferencia,  las  comerciales  se  atrasaban,  que- 
dando un  número  notable  de  asuntos  paralizados  y  otros 
abandonados  totalmente  y  lo  que  es  más  grave  algunos 
en  que,  á  falta  de  administración  de  justicia  adecuada,  se 
especulaba  descaradamente  contando  con  la  morosidad  y 
con  la  impunidad  consiguiente  á  tal  estado  de  la  autoridad. 

Sarmiento,  gobernador,  por  decreto  de  1862,  corrige 
este  estado  de  cosas  uniendo  los  dos  juzgados,  atribuyén- 
doles la  jurisdicción  civil  y  creando  un  juzgado  de  letras 
en  lo  comercial  que  se  compondría  de  un  juez  de  letras  y 
dos  colegas.  Creemos  que  Sarmiento  no  encontraría  le- 
trados para  hacer  justicia  porque  el  decreto  dispone  que 
cuando  cualquiera  de  los  tres  se  encontrase  embarazado 
para  resolver:  nombrará  un  asesor  pagado  por  las  partes 
«quien  dictaminará  por  escrito  con  arreglo  á  derecho.  En 
cuanto  á  la  forma  de  nombramiento  es  mixta :  al  juez  lo 
elige  el  Poder  Ejecutivo  y  á  los  colegas  los  comerciantes. 
Durarían  dos  años  en  sus  puestos.  El  juez  resolverá  sólo 
hasta  100  pesos;  en  lo  demás  con  los  colegas.  Apelación 
ante  la  Cámara  de  justicia  (2). 


(i)     Registro  oficial  de  Tucurnán,  1860. 

(2)     Registro  oficial  de  la  provincia  de  San   Juan,   1862. 
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En  la  provincia  de  Mendoza,  la  justicia  no  estaba  á  ma- 
yor altura,  la  ausencia  de  letrados  era  casi  absoluta.  Exis- 
tía un  consulado  de  comercio,  pero  el  asesor  era  el  juez 
del  crimen  con  gran  retardo  de  las  causas  comerciales. 
Recién  en  1860,  por  decreto  de  3o  de  enero,  confirmado 
por  ley  de  mayo  1 1  se  crea  el  puesto  de  asesor  para  des- 
empeñarlo al  licenciado  Amador  Tablas.  Como  signo  de  la 
localidad  y  del  tiempo  hacemos  notar  que  por  decreto  de 
noviembre  26  del  mismo  año  se  nombran  asesores  de  los 
juzgados  de  primera  instancia. 

En  la  provincia  de  Corrientes  hay  también  consulado, 
con  diputados  en  distintas  localidades.  El  Tribunal  está 
compuesto  de  prior  y  cónsules,  y  forma  parte  de  él,  á 
más  un  juez  avenidor,  todos  elegidos  anualmente.  El  go- 
bernador Pujol  dice,  en  iSSg  :  «  Sigue  lamentándose  la 
falta  de  letrados  con  que  dotar  las  magistraturas  judicia- 
les para  que  ellas  sean  desempeñadas  con  toda  la  inteli- 
gencia y  conocimiento  del  derecho  que  la  buena  adminis- 
tración de  justicia  exige.  Esto  causa  en  verdad  perjuicios 
al  público,  pero  perjuicios  que  por  hoy  es  imposible  evi- 
tar del  todo.  Me  he  anhelado  constantemente  por  colocar 
al  frente  de  los  tribunales  á  aquellos  ciudadanos  más  pro- 
bos é  ilustrados,  y  de  este  modo  se  ha  obtenido  hacer  me- 
nos sensible  el  mal»  (1). 

En  la  provincia  de  La  Rioja,  el  reglamento  de  justicia 
de  i856  se  refiere  á  dos  jueces  de  asuntos  civiles  y  crimi- 


(i)  Mensaje  del  Poder  Ejecutivo  de  la  provincia  de  Corrientes  á  la  Honorable  cámara 
legislativa  (iSóg). 
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nales  y  no  se  ocupa  para  nada  de  jueces  ni  asuntos  co- 
merciales. Un  mensaje  del  gobernador  Bustos  habla 
no  ya  de  letrados  sino  de  la  escasez  de  hombres  legos 
en  la  campaña,  capaces  de  desempeñar  los  juzga- 
dos   (i). 

En  Jujuy,  por  la  ley  de  18/Í7,  existe  un  solo  juez  de 
primera  instancia  que,  entre  otros,  conocerá  de  los  asun- 
tos ((de  comercio  con  arreglo  á  la  ley  ereccional  ».  El  re- 
glamento de  administración  de  justicia  de  i85t,  crea  un 
juez  más  para  todos  los  asuntos  y  nombra  asesores  letra- 
dos de  los  juzgados,  pero  con  esta  curiosa  particularidad^ 
que  su  dictamen  obliga  al  juez  (2). 

En  la  provincia  de  Entre  Ríos,  por  la  ley  reglamenta- 
ria de  la  administración  de  justicia  de  1860,  se  establece 
en  cada  distrito  judicial  en  que  divide  la  provincia,  un 
juez  de  primera  instancia  para  lo  civil  y  comercial.  La 
apelación  se  haría  ante  un  tribunal  compuesto  del  juez 
de  alzada  y  de  colegas  nombrados  por  las  partes  (3). 

Finalmente,  en  Santa  Fe,  por  trabajos  del  presidente 
de  la  Confederación,  general  Urquiza,  se  crea  un  consula- 
do en  la  ciudad  del  Rosario  (/i)  y  por  la  ley  de  i855,  otro 
en  la  capital,  suprimiendo  el  juez  de  comercio.  Una 
ley  de  8  de  marzo  del  mismo  año,  substituye  el  sor- 
teo por  la  elección,  por  votación  de  los  miembros  del 

<'i)  Registro  oficial  de  la  provincia  de  La  Rioja,  1857. 

(5)  Registro  oficial  dala  provincia  de  Jujuy,  tomo  I,  páginas  212  y  3oo. 

(3)  Recopilación  de  leyes,  decretos  y  acuerdos  de  la  provincia  de  Entre  Ríos,  tomo  Vil,, 
página  196. 

(h)  Mensaje  del  presidente  Urquiza,  i85/i. 
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tribunal  (i).  Por  último,  el  reglamento  de  justicia  de 
1 86 1,  instituye  un  tribunal  de  comercio  en  la  ciudad, 
cabeza  de  cada  uno  de  los  departamentos.  Que  todos  los 
miembros  del  poder  judicial  duran  en  sus  funciones  un 
ano  y  que  en  los  asuntos  que  no  excedan  de  1 5o  pesos 
los  tribunales  de  comercio  conocerán  según  la  forma  y 
trámites  prescriptosá  los  jueces  de  paz  (2). 


LA  IDEA  DE  LA  REFORMA  JURÍDICA 

Ha  llegado  el  día  de  Caseros.  Queda  por  ejecutar  el  fi- 
deicomiso de  la  generación  de  18 10  en  la  reforma  de  las 
instituciones  privadas.  Era  el  momento  para  dar  el  paso 
del  derecho  tradicional  al  derecho  autónomo.  Cada  na- 
ción lo  realiza  en  el  momento  más  propicio  de  su  histo- 
ria. La  revolución  francesa  lo  hizo  cuando  el  derecho  ro- 
mano y  el  consuetudinario  impregnados  de  castellanía  no 
podían  seguir  rigiendo  á  la  Francia  libertaria.  Alemania 
ha  seguido  el  proceso  en  todo  el  siglo  xix  para  llegar  gra- 
dualmente á  la  unificación  jurídica  del  Imperio.  Inglate- 
rra continúa  aún  con  su  common  laiv,  cuando  no  rigen  sus 
parlaments  ads;  lo  que  dificultaría  su  vida  á  no  ser  por 
razones  de  educación,  no  de  raza.  España  empezóse  á  des- 
prender de  su  derecho  vetusto  desde  principios  del  siglo. 
Nosotros,  entretanto,  seguíamos  velando  las  cenizas  que 
nos  legara,  y  la  idea  del  jurista  patrio  educado  en  la  vieja 

(i)  Registro  oficial  de  la  provincia  de  Santa  Fe,  tomo  I L  página  2/18. 
(2)  Registro  oficial  de  la  provincia  de  Santa  Fe,  tomo  lll,  páirina  21  5. 
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escuela  había  estado  en  aquellas  palabras  que  Alberdi  co- 
locó en  sus  labios  en  1887  :  «  s¡  viviera  Gregorio  López  y 
oyese  decir  :  el  derecho  es  la  vida,  volvería  á  quedar  muer- 
to de  risa  ». 

Y  entonces,  más  que  nunca  el  derecho  era  la  vida.  La 
tiranía  había  mantenido  extática  en  lo  externo  la  vida  na- 
cional, pero  la  sociedad  detenida  por  el  terror  conservaba 
en  potencia  el  fermento  que  forma  los  grandes  pueblos. 
Las  actividades  sociales  como  contenidas  por  un  dique  se 
desbordaron.  La  brillante  generación  proscripta  sentaba 
de  nuevo  sus  lares  en  la  patria.  Como  inevitable  reacción 
eontra  el  pasado  iba  á  dictarse  la  Constitución  nacional 
que  garantiría  los  derechos  individuales,  pero  ellos  que- 
darían como  simples  declaraciones  teóricas  sino  pudieran 
hacerse  efectivos  ante  los  tribunales  y  tal  era  la  conse- 
euencia  inevitable,  por  el  estado  lamentable  de  la  legisla- 
ción privada  y  de  la  administración  de  justicia.  La  estatua 
de  Themis  de  la  frase  de  Sarmiento,  seguía  cubierto  por 
un  velo  esperando  la  reforma  que  lo  descorriera. 

El  ministro  Luis  J.  de  la  Peña  del  gobierno  provisorio 
instalado  á  raíz  de  la  victoria,  comprendió  la  relación  obli- 
gada del  cambio  político  con  la  reforma  privada  y  en  el 
decreto  que  Magnasco  ha  calificado  de  pórtico  de  nuestra 
legislación  orgánica  independiente,  el  gobierno  describe 
la  situación  en  términos  expresivos  y  plantea  la  renova- 
ción del  cuerpo  del  derecho  de  acuerdo  con  el  espíritu  de 
los  tiempos  y  sus  circunstancias.  La  legislación,  se  decía, 
reclama  á  veces  ser  reemplazada  por  códigos  dictados  de 
<íonrormidad  con  la  forma  de  gobierno  que  nos  rige,  y 
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bajo  la  influencia  de  los  tiempos  en  que  vivimos,  ordena- 
dos en  un  plan  ideológico  y  coherente,  escritos  en  un  es- 
tilo preciso,  inteligente  para  todo  el  mundo,  y  compila- 
dos en  uno  ó  muy  pocos  volúmenes  portátiles,  en  donde 
cada  ciudadano  y  cada  habitante  del  Estado  lea  fácilmente 
sus  derechos  y  sus  deberes  para  con  la  sociedad  y  los  in- 
dividuos, y  en  cada  ocurrencia  de  la  vida  encuentre  diri- 
midas las  dudas  que  le  asahen,  acerca  de  la  legalidad  de 
sus  acciones  ó  de  las  de  aquellos  que  con  él  están  en  rela- 
ción. 

El  momento  de  la  destrucción  de  un  régimen  es  el  más 
propicio  para  la  reforma.  Pero  es  digno  de  observarse 
que  fuera  de  la  idea  de  los  estadistas,  á  la  mayoría  impre- 
sionaba más  que  la  adaptación  de  la  legislación  al  molde 
republicano,  la  confusión  que  hería  los  intereses. 

Si  la  Constitución  nacional  al  proponerse  afianzar  la 
justicia  inscribe  en  su  texto  como  una  exigencia  para  con- 
seguirla (( la  reforma  de  la  legislación  actual  en  todos  sus 
ramos  »,  lo  es  también  con  el  fin  principal  del  plan  de  re- 
construcción del  país  y  porque  instalaba  ese  gobierno  de- 
finitivo á  quien  encomendaba  la  reforma  de  la  legislación 
privada  el  reglamento  de  1817. 

¿  Cómo  se  llevaría  á  cabo  esa  obra  de  reforma  legislativa 
y  con  qué  alcances?  La  constitución  adopta  el  sistema  de 
la  codificación'general  apartándose  del  modelo  americano. 
A  favor  y  en  contra  del  carácter  general  y  uniforme  de  la 
legislación,  discuten  los  convencionales  Gorostiaga  y  Za- 
valía  en  i853.  Elizalde  en  la  Convención  de  Buenos  Aires 
en  18C0  quiere  hacer  revivir  el  particularismo  legislativa 
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y  lo  cree  encontrar  facultado  por  el  artículo  io5  de  la  car- 
ta fundamental  (i).  Pero  .el  Redactor  y  el  informe  de  la 
comisión  examinadora  dan  como  indiscutible  la  unifor- 
midad de  la  legislación  común  deducida  de  los  términos 
claros  del  inciso  1 1"  del  artículo  57.  Velez  Sarsíield  y  Al- 
berdi  en  la  polémica  de  1868  declaran  los  códigos  nacio- 
nales provisorios,  destinados  á  ceder  su  lugar  á  códigos 
ulteriores  de  provincia  (2). 

Sin  embargo  el  sistema  elegido  de  la  codificación  era  el 
más  propio  para  la  grande  obra  de  la  unión  nacional.  Pe- 
ro no  fueron  sólo  las  razones  políticas  las  que  lo  justifica- 
ron, sino  el  desorden  legislativo.  Pensaban  tal  vez  los  cons- 
tituyentes, como  Lerminier,  que  «abandonar  perpetua- 
mente la  legalidad  de  un  país  á  los  instintos,  á  los  hábitos 
de  las  costumbres  y  á  las  elucubraciones  de  la  jurispru- 
dencia, es  desconocer  el  oficio  mismo  de  la  ciencia  social ; 
es  dar  el  sitio  á  la  jurisprudencia  sobre  la  legislación,  á  los 
procedimientos  técnicos  sobre  la  vida  misma,  á  la  erudi- 
ción sobre  la  filosofía,  al  pasado  sobre  el  presente,  á  los 
antiguos  usos  y  costumbres  sobre  el  espíritu  nuevo ;  es 
abdicar  la  iniciativa  de  la  razón ;  es,  para  escapar  al  esco- 
llo de  violentar  las  costumbres,  caer  en  la  esclavitud  de  la 
rutina»  (3). 

Alberdi  estableció  en  su  proyecto  de  1 853  los  códigos, 
que  dieciséis  años  después  debía  rechazar;  y  es  sobre  la 
necesidad  de  instituciones  y  sobre  todo  de  códigos,  que 

(i)  Sesión  de  7  de  majo  de  1860. 

(2)  Alberdi,  Escritos  postamos,  tomo  7,  páginas   2/19  y   280. 

(3j  Philosophie  du  droit. 
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ataca  rudamente  á  Sarmiento  diciéndole  que  no  se  ocupa 
más  que  del  obstáculo  :  el  caudillo,  personas,  en  una  pala- 
bra (i),  y  Sarmiento  viene  de  Chile  con  la  obsesión  de 
los  códigos.  En  la  biografía  de  \élez  Sarsfield  relata  las 
conversaciones  que  sobre  el  particular  tuvo,  recomendan- 
do á  los  diputados  Tejedor  y  Elizalde  la  adopción  del  Có- 
digo civil  del  doctor  Acevedo.  Idea  que  también  sostiene 
desde  las  columnas  de  El  Nacional,  en  varios  artículos. 
€n  el  año  i856  (2).  Después  empieza  su  labor  de  incan- 
sable para  la  sanción  del  Código  de  comercio  ((  á  tapa 
cerrada»,  por  razones  de  orden  práctico.  Así  el  boleti- 
nero  de  i852,  ignorante  en  materias  de  derecho,  convir- 
tióse en  paladín  de  la  codificación,  tarea  que  debía  termi- 
nar con  las  palabras  de  su  último  mensaje  presidencial: 
<(Los  códigos  de  comercio  y  civil  popularizados,  ponen  á 
nuestro  pueblo  en  mejores  condiciones  que  á  otros,  para 
desempeñar  las  funciones  de  la  ciudadanía  á  que  vamos 
preparándonos  lenta,  pero  seguramente»  (3). 

En  la  Confederación  también  Urquiza  y  Juan  M.  Gutié- 
rrez ponen  el  cúmplase  el  2  de  diciembre  de  i854  á  la 
ley  que  facultaba  al  poder  ejecutivo  el  nombramiento  de 
comisiones  que  proyectaran  el  plan  legislativo  del  inciso 
1 1°  del  artículo  64  de  la  constitución  (4)  y  que  la  mala  si- 
tuación financiera  impide  realizar  (5). 

(i)  Cartas  sobre  la  prensa  y  política  militante, 
(a)  El  Nacional.  Obras,  tomo  XXIV,  página  laS. 
(3)  MabragaSa,  Los  Mensajes,  lomo  Ilí,  página  376. 
(li)  Registro  Nacional,  tomo  III,   página  179. 
(5)  Mensaje  del  presidente  Urquiza.    i855. 
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La  magnitud  de  la  obra  de  la  codificación,  la  falta  de 
personas  que  á  ella  se  dediquen  hace  que  se  adopte,  mien- 
tras tanto  el  sistema  de  las  reformas  parciales.  Eso  es  lo 
que  hace  y  las  razones  que  da  Federico  Pinedo  en  su  ar- 
tículo sobre  Reformas  judiciales  y  Miguel  Navarro  Viola  al 
proponer  Algunas  ideas  de  aplicación  para  el  estado  de  Bue- 
nos Aires  (i). 

Pero  la  citada  tendencia  como  situación  práctica  inelu- 
dible de  actualidad  está  expuesta  en  el  informe  elevado  á 
la  Asamblea  General  por  el  Supremo  Tribunal  de  Justicia 
en  i"  de  mayo  de  i855.  Ya  á  proponer  al  poder  legislativo 
determinadas  reformas  parciales,  peroanlesde  exponerlas 
muestra  la  razón  oportunista  de  su  criterio  sosteniendo 
que  «cada  día  es  más  sentida  por  todos  la  imperiosa  nece- 
sidad de  nuevos  códigos.  Ese  sería  el  único  medio  de  evi- 
tar el  recurso  á  reformas  parciales  y  desligadas :  recurso 
que  aunque  sujeto  á  inconvenientes,  es  sin  embargo  el 
único  que  se  presenta  en  el  día  ;  pues  la  confección  de  có- 
digos puede  tardar  años,  no  sería  cordura  que  por  espe- 
rar á  su  lejana  terminación,  se  dejase  de  hacer  entre- 
tanto algo  útil.  Así,  pues,  mientras  no  se  realice  una 
completa  codificación,  que  dé  sencillez,  uniformidad 
y  enlace  á  todas  las  partes  de  la  legislación,  parece  ine- 
vitable el  continuar,  como  hasta  aquí  el  sistema  de 
las  Informas  sucesivas».  Y  parece  que  lo  que  con- 
sidera más  intolerable  es  entre  otras  la  larga  tramita- 
ción del  juicio  ejecutivo  y  la  ausencia  de  una  reglamen- 

(i)  El  Plata  científico  y  literario. 
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tación  en  lo  relativo  á  la  prelación  y  clasificación  de  los 
créditos. 


PRIMEROS   TRABAJOS  DE  CODIFICACIÓN   EN  EL    RIO  DE  LA  PLATA 

Si  bien  desde  la  época  de  Rivadavia  aparece  la  idea  de 
la  codificación  en  los  países  del  Plata  :  como  lo  hace  notar 
Navarro  Viola  en  i85/i,  no  había  entre  nosotros  más  que 
un  solo  trabajo  de  esa  clase  (i).  Era  un  proyecto  de  códi- 
go civil  presentado  para  el  Estado  Oriental  del  Uruguay 
por  el  doctor  Eduardo  Acevedo,  en  i85i,  y  que  como  he- 
mos dicho  Sarmiento  y  algunos  diputados  en  la  legislatu- 
ra querían  hacer  sancionar  para  el  estado  de  Buenos  Ai- 
res. Más  tarde,  también  un  decreto  de  la  cámara  legislati- 
va de  la  provincia  de  Entre  Ríos,  dado  en  Uruguay  el  i8 
de  enero  de  1861,  autoriza  al  poder  ejecutivo  para  nom- 
brar una  comisión  que  lo  examine  é  informe  sobre  la  con- 
veniencia de  su  adopción  en  la  provincia  (2). 

El  código  Acevedo  inspirado  en  el  código  Napoleón  y 
los  comentadores  franceses,  funda  sin  embargo  todos  sus 
artículos  en  leyes  patrias,  partidas  y  recopiladas,  para  no 
asustar  al  espíritu  de  rutina  y  demostrar  que  los  principios 
eran  los  mismos.  Sin  embargo  contiene  instituciones  como 
el  matrimonio  civil.  Treinta  títulos  de  ese  proyecto,  van 
á  pasar  íntegros  á   formar  parte  de  la  base  de  legislación 


(1)  El  Plata  científico  y  literario,   prospecto,  página  2. 

(2)  fíecopilación  de  leves,  decretos  y  acuerdos  de  la  provincia    de  Entre  liios,  tomo  VII, 
página  309. 
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común,  sobre  la  que  se  asentarán  las  instituciones  mer- 
cantiles del  Código  de  comercio  de  iSSy. 

De  los  países  americanos  á  quienes  España  legara  sus 
viejas  leyes,  sólo  Bolivia  había  completado  su  legislación. 
El  Brasil  dictaba  en  ese  entonces  su  Código  de  comercio 
y  Chile  sancionaba  el  Código  civil  que  redactara  Andrés 
Bello  en  estilo  literario. 

En  esa  época  de  organización  y  de  lucha,  fué  que  em- 
pezó á  trabajarse  el  Código  de  comercio  en  junio  de  i856, 
y  terminó  en  marzo  de  iSSy.  Veamos  descripto  por  Sar- 
miento en  las  columnas  de  El  Nacional  en  ese  entonces, 
anunciando  la  aparición  del  código,  el  estado  de  la  obra 
legislativa  americana  y  la  necesidad  de  sancionarlo  á  (( ta- 
pa cerrada  »  como  único  medio  de  que  fuera  una  realidad 
á  través  de  las  preocupaciones  políticas  de  la  época  :  ((  En 
medio  de  las  tempestades  de  nuestra  vida  civil  que  ponen 
en  conflicto  hasta  los  fundamentos  de  la,  sociedad  —  dice 
el  inagotable  publicista  —  hay  un  trabajo  permanente  de 
reorganización  que  repara  los  estragos,  y  hace  avanzar  la 
obra  de  civilización.  Nótase  esto  en  la  industria,  en  las 
artes,  en  las  letras,  y  aun  en  la  política  misma»... 

«Chile,  en  medio  de  su  paz  profunda,  marcha  metódi- 
camente en  su  obra  de  reorganización  :  nosotros,  pudiera 
decirse  que  marchamos  á  saltos,  pero  marchamos  siem- 
pre y  á  veces  alcanzamos,  y  en  más  de  un  respecto  nos 
adelantamos,  á  nuestros  precursores. 

((  Hace  anos  que  se  elabora  en  Chile  una  codificación 
de  las  leyes,  que  ha  producido  ya  el  Código  civil  sancio- 
nado. Nuestras  revueltas,  nuestras  tiranías,   nuestras  lu- 
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chas,  lio  han  permitido  á  los  gobiernos  consagrar  una  mi- 
rada á  estos  objetos  de  tanto  interés  ;  pero  he  aquí,  que 
un  solo  individuo,  por  su  propio  contentamiento,  y  de- 
cretando ante  sí  que  haya  códigos,  repara  la  obra  del  go- 
bierno, y  confecciona  leyes  y  prepara  para  el  momento 
oportuno  la  obra  de  los  años. 

c(  El  señor  Acevedo,  en  medio  del  estruendo  de  los  com- 
bates, había  hecho  esta  grande  obra  legislativa  que  pre- 
sentó á  su  país,  cuando  por  un  momento  se  disipaba  la 
humareda,  y  hoy  que  las  pasiones  políticas  se  han  cal- 
mado, aparece  casi  terminada  la  tramitación  constitucio- 
nal que  ha  de  darle  fuerza  de  ley. 

((  El  Código  civil  del  señor  Acevedo  fué  pasado  á  comi- 
sión hace  uno  ó  dos  años,  y  al  parecer  quedaba  olvidado. 
Hace  pocos  días,  que  requiriendo  el  ejecutivo  en  el  men- 
saje resolución  sobre  este  punto,  la  comisión  presente  ha 
aprobado  el  código  y  la  cámara  lo  adoptó,  por  un  voto  de 
confianza... 

(( Igual  sistema  habrá  que  adoptar  luego  con  nuestro 
Código  de  comercio,  obra  de  la  asidua  contracción  del 
mismo  doctor  Acevedo,  ayudado  por  el  actual  ministro 
de  gobierno,  y  que  se  halla  en  prensa  ya,  y  será  probable- 
mente presentado  á  las  nuevas  cámaras  legislativas  en  sus 
próximas  reuniones  »  ( i ). 

Carlos  Alberto  Acevedo. 


(i)  Sarmiento,  Obras  completas.  Tomo  XXIV.  página  12/1.   El  Aacional,   marzo  iG  de 
i857. 
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I.  Evolución  financiera.  —  II.  El  fenómeno  de  la  valorización  social  de  la  pro- 
piedad. Fundamento  económico  del  impuesto,  —  III.  Fundamento  jurídico  y 
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I 


Un  sistema  impositivo  no  es  más  que  una  expresión 
política  superior  de  la  base  económica  de  una  sociedad.  A 
medida  que  evolucionan  las  relaciones  económicas,  la 
estructura  financiera  adquiere  nuevas  modalidades  que  la 
adaptan  á  las  necesidades  colectivas;  manifestadas  en  los 
distintos  aspectos  de  los  fenómenos  déla  vida  social,  en  la 
nueva  superestructura  jurídica  y  política  de  las  relaciones 
de  los  individuos  con  el  Estado  y  de  los  individuos  entre 
sí  y  en  los  nuevos  ideales  que  orientan  los  grupos  compo- 
nentes de  una  colectividad. 
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La  exactitud  de  estas  afirmaciones  se  comprueba  anali- 
zando el  proceso  histórico  de  desenvolvimiento  déla  activi- 
dad financiera  de  los  Estados,  que  experimenta  nuevamen- 
te en  nuestros  días  una  transformación  fundamental,  prin- 
cipalmente en  lo  que  se  refiere  á los  sistemas  de  impuestos. 
Como  consecuencia  la  ciencia  délas  finanzas  modifica  al- 
gunos de  los  principios  que  orientan  su  estudio  (i). 

Dentro  de  esta  evolución  aparece  como  realidad  legis- 
lativa una  nueva  lorma  de  impuesto,  que  consagra  con 
atrevimiento  un  principio  financiero  revolucionario  de  las 
viejas  prácticas  y  sólo  planteado  por  la  teoría  de  econo- 
mistas como  un  ideal. 

Comprobado  que  la  tierra  se  valoriza  por  obra  y  acción 
general  de  la  colectividad  que  habita  sobre  ella  y  aceptada 
indiscutiblemente  la  consecuencia  de  que  los  propietarios 
participan  inmerecidamente  de  una  riqueza  creada  por 
todas  las  clases  sociales;  puesto  que  á  más  del  valor  indi- 
vidual que  pueda  deberse  á  su  acción  personal,  trabajo  ó 
inversión  de  capitales,  benefician  de  un  valor  social  no 
ganado  económicamente  por  ellos ;  justo  es  que  el  Estado 
tome  parte  de  esa  riqueza  para  atender  á  los  múltiples  y 
onerosos  fines  que  tiene  que  satisfacer;  no  sólo  porque  la 
equidad  exige  que  los  recursos  por  concepto  de  impuestos 
sean  obtenidos  en  proporción  á  la  capacidad  económica 
real  de  los  individuos  y  grupos  sociales  que  contribuyen, 
y  en  este  caso  existe  una  capacidad  mayor;  sino  también 


(i)  V.  Skligman,  Essays  in  Taxation,  8»  edición,  if)i.3;  Vaiios,  La  PoUiique  BmlgHairc 
en  Europe,  les  tendances  acluelles,   i  volumen  en  la",  Alean,  París,  1910.  Cf  Gí:ze,  Science 

'I-'--  l''i'}'in''rs.   ">''i  «'(lición.    I^.iri«,    Hfia. 
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porque  el  impuesto  favorece  la  acción  social  del  Estado, 
permitiéndole  un  control  en  las  relaciones  económicas  de 
la  tierra,  que  tanta  influencia  tienen  en  las  demás  relacio- 
nes de  la  vida  colectiva  y  porque  con  su  producto  se  podrá 
beneficiar  indistintamente  á  todas  las  clases  sociales,  satis- 
faciendo así  las  exigencias  de  mayor  justicia  en  las  relacio- 
nes de  distribución  de  la  riqueza. 

Este  es  el  principio  consagrado  por  la  legislación  mo- 
derna, primero  en  las  colonias  y  localidades  municipales 
de  Alemania,  Austria-Hungría  y  Estados  Unidos;  más 
tarde  como  impuesto  de  Estado  en  Inglaterra  y  en  el  Im- 
perio Alemán  (i). 

La  nueva  forma  de  imposición  se  incorpora  á  la  estruc- 
tura financiera  de  los  países  civilizados  con  caracteres  esta- 
bles y  definitivos :  su  aplicación  no  ha  de  tardar  seguramen- 
te en  difundirse;  el  ministro  de  Hacienda  de  la  República 
Francesa,  M.  Klotz,  es  partidario  decidido  del  impuesto  y 
ha  pedido  la  cooperación  del  parlamento  en  el  estudio  del 
problema,  á  lo  que  ha  contribuido  el  diputado  Ajam,  pre- 
parando un  proyecto  de  ley  (2) ;  y  en  los  Estados  Unidos 

(i)  Las  leyes  alemanas  locales  pueden  consultarse  en  el  Bulletin  de  Slatislique  et  de 
Législation  comparé^,  diciembre  de  1906,  página  7G5,  ó  en  la  publicación  oficial  inglesa 
Taxalion  of  land,  etc.  Papers  bearing  on  land  laxes  on  Foreing  Coanlries,  United  States  and 
Colonies,  and  Reports  of  Royal  Commissions,  etc.  (Cd.  475o),  London  1909,  presentada  al 
Parlamento  Inglés  por  iniciativa  de  Lloyd  George.  El  texto  de  la  ley  lederal  alemana  se 
encuentra  en  francés  en  la  Revue  de  r Instituí  de  Droit  Comparée,  191  2,  página  280  ó  en 
el  Bulletin  citado,  números  de  marzo  y  abril  de  191 1  .  La  ley  inglesa  en  el  mismo  boletín, 
números  de  agosto,  septiembre  y  octubre  de  1910,  ó  en  cualquiera  délos  numerosos  li- 
bros aparecidos  comentándola:  T.  B.  Napier,  The  New  Land  Taxes,  2a  edición,  London, 
1912;  E.  M.  KoNSTAM,  The  Law  relating  to  Ihe  Dalles  on  Land  Valúes  and  Mineral  Righls, 
London,  1910,  etc.  Para  Austria,  ve  R.  Pf.rin  Das  Problem  des  Unverdienten  Wertzu- 
wachses,  Viena,  1912. 

(2)  Véase  su  texto  en  la  Reuue  de  Science  et  Législation  Financieres,  tomo  X,  número  3  y 
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de  Norte  América  se  estudia  una  legislación  análoga  para 
el  estado  de  Nueva  York  (i). 

En  nuestro  país  existe  un  ambiente  favorable  al  im- 
puesto en  quienes  comprenden  los  beneficios  que  por  todo 
concepto  reportaría ;  sobre  todo  después  de  la  presentación 
por  el  Poder  Ejecutivo  á  la  Cámara  de  Diputados  del  pro- 
yecto de  ley  de  28  de  junio  de  1 9 1 1 :  á  pesar  de  las  mani- 
festaciones decididamente  contrarias  de  la  opinión,  pro- 
movidas por  aquellos  á  quienes  perjudicaría  una  legislación 
de  esta  naturaleza  y  favorecidas  por  muchos  otros  que  de- 
íienden,  tal  vez  en  su  ignorancia  de  la  finalidad  legal,  un 
derecho  nocomprendido  y  no  atacado,  ó  que  se  oponen  por 
teoría  arbitraria  á  toda  clase  de  adaptación  de  modalidades 
legislativas  ó  sociales  extranjeras. 

Las  conjeturas  que  pueden  hacerse  sobre  el  futuro  de 
esta  nueva  forma  de  obtener  recursos  no  pueden  ser,  pues, 
mejores,  porque  no  es  sólo  por  imitación  precipitada  que 
los  gobiernos  han  de  legislar  imponiendo  el  mayor  valor, 
sino  por  necesidad. 

Ninguna  modalidad  financiera  es  una  expresión  teórica 
de  doctrinas  imaginarias  sino  una  traducción  jurídica  de 
la  realidad  de  las  cosas;  y  el  impuesto  al  mayor  valor  se- 
ñala, desde  este  punto  de  vista,  un  momento  de  progreso 


en  la  publicación  oficial  Chambre  des  Dépulés,  número  1971,  anexo  al  J.  O.,  191a,  también 
un  articulo  del  autor  del  proyecto  titulado  La  Plus  Valué  Socinleen  la  fíevue  Polilique  el 
Parlementaire,  tomo  68,  página  4.  Es  de  notar  un  proyecto  de  impuesto  al  enriqueci- 
miento general  de  la  fortuna  individual,  tanto  mueble  como  inmueble,  del  diputado 
M.  Javal.  V.  Chambre  annexe  a  la  Sceance  du  9  juin  1910  y  Doc,  parí,  número  3i/|6. 
(i)  V.  American  Year  Book,  191 2,  página  S'jo  y  Itevue  de  Science  el  Législnlion  Fi- 
nanciéres,  tomo  XI,  número  a. 
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en  la  evolución  de  los  sistemas  impositivos  de  las  nacio- 
nes civilizadas. 

Toda  la  economía  social  limitada  por  vieja  estructura 
revela  en  sus  relaciones  la  necesidad  de  adaptación  á  nue- 
vas condiciones;  uno  de  los  aspectos  de  este  problema 
fundamental  de  las  sociedades  nciodernas  es  el  que  se  re- 
laciona con  la  tierra  y  su  major  valor;  los  hombres  de  la 
vida  política  al  preocuparse  seriamente  de  las  soluciones 
posibles,  no  hacen  más  que  hacerse  intérpretes  del  empu- 
je irresistible  de  las  democracias,  impulsadas  turbulenta- 
mente con  la  fuerza  que  dan  nuevos  sentimientos  e  idea- 
les; que  exigen  para  el  progreso  de  la  comunidad  nuevas 
condiciones  de  vida  y  que  no  toleran  apropiaciones  de  ri- 
queza no  ganadas  por  el  trabajo,  pidiendo  su  devolución 
á  quienes  deben  con  justicia  beneficiar  de  ella. 

La  reivindicación  económica  proclamada  por  las  demo- 
■cracias  ha  hecho  necesario  el  estudio  del  socialismo  real 
de  los  fenómenos  de  la  vida  social  (i),  que  la  teoría  so- 
ciológica, iniciada  por  Comte  y  terminada  en  Spencery 
Durkeim,  fuera  la  primera  en  demostrar.  Los  sistemas 
socialistas  y  la  acción  política  que  los  propaga,  son  los  que 
más  contribuyen  á  resolver  con  mayor  ó  menor  funda- 
mento las  características  de  la  nueva  organización.  Den- 
tro de  este  movimiento  comienza  á  manifestarse  una  ten- 
•dencia  que  pide  á  las  clases  acomodadas  cuenta  severa  de 


(i)  Esta  idea  ha  sido  bien  estudiada  por  Saverio  Merlino  en  su  libro  Formes  et  Essence 
da  Socialisme,  Paris,  Giard  y  Briére,  1908,  y  por  L.  Stein,  La  Qaestion  Sociale  au  point 
devue  philosophique,  Alean,  1900;  Cf.  Wagner,  Fondéments  de  rEconomie  Politique,  tomo 
IV;  KiRKUP,  Hisiorv  of  Socialism,  íis.  edición.    London.  Adam  y  Black,    1909. 
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SU  patrimonio.  Como  escribe  el  diputado  Ajam:  ((Silafor- 
tuna  se  adquiere  por  la  herencia  ó  por  el  trabajo,  se  perdona 
fácilmente.  Si  no  tiene  más  base  que  el  azar,  se  desprecia. 
Si  aparece  como  resultado  del  esfuerzo  de  otro  ella  provoca 
un  sentimiento  de  odio  que  justifica  su  confiscación». 

Cuando  naciera  la  doctrina  del  mayor  valor,  hace  más 
de  un  siglo  (i),  sólo  fué  aceptada  aisladamente  por  unos 
pocos  y  la  evidencia  de  la  necesidad  de  la  traducción  legal 
sólo  pudo  propagarse  lentamente  en  la  opinión  púbHca  ó 
en  el  interés  estudioso  de  los  estadistas.  La  razón  está  en 
que  el  derecho  de  propiedad,  todavía  feudal  en  muchos 
de  sus  caracteres  y  prerrogativas,  se  consolidaba  con  la 
redacción  de  los  códigos,  como  también  se  fortalecía  la 
noción  del  derecho  individual,  intangible  y  casi  sagrado : 
irrisorio  hubiera  sido  pretender  desconocerlo.  El  concep- 
to moderno  de  la  sociedad  no  había  nacido  todavía;  no 
existía  ni  remotamente  la  noción  de  una  necesaria  y  for- 
zosa subordinación  del  individuo  á  la  colectividad  en  que 
vive  :  el  individuo  y  sus  derechos  estaban  por  encima  de 
ella.  En  el  orden  financiero  el  concepto  individual  exigía 
una  imposición  indirecta  que  lesionara  lo  menos  posible 
esos  derechos  individuales,  sobre  todo  los  de  la  nobleza 
ó  clase  dominante ;  que  favorecida  por  su  predominio  eco- 
nómico y  político  consagraba  sus  privilegios  con  la  estruc- 
tura respetable  de  la  legislación. 


(i)  Toda  esta  evolución  de  la  doctrina,  asi  como  las  condiciones  económicas  y  sociales 
que  favorecieron  el  ílorecimiento  de  asociaciones  y  ligas  que  contribuyeron  poderosa- 
mente á  la  legislación  del  impuesto,  han  sido  estudiadas  en  mi  tesis  doctoral  Impuestos 
al  mayor  valor  de  la  propiedad  (ifji3). 
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Hoy  en  día  las  condiciones  han  cambiado.  La  ciencia 
social  nace,  defiende  su  independencia  y  modifica  profun- 
damente los  anticuados  conceptos  éticos,  políticos,  eco- 
nómicos. Ya  no  hay  agregados  de  individuos  sino  masas 
sociales,  grupos  sociales  mutuamente  relacionados;  la  so- 
lidaridad de  los  diversos  fenómenos  de  la  vida  social  es 
un  hecho  indiscutible  que  la  conducta  individual  tiene 
que  aceptar;  á  tal  punto  que  el  derecho  que  más  afirma- 
ra la  personalidad  del  individuo,  el  derecho  de  propiedad 
inmueble,  sólo  se  tolera  como  un  hecho  producido  por 
circunstancias  históricas  ó  como  resultado  de  actividad 
legítima  y  concordante  con  la  utilidad  social  del  momento. 

El  concepto  social  modifica  de  una  manera  análoga  la 
actividad  económica  de  los  Estados  :  los  impuestos  no  se 
pagan  porque  así  se  consienta  en  ello,  ni  por  retribuir  ser- 
vicios determinados,  sino  porque  es  necesario  que  un  in- 
dividuo que  integra  un  medio  social  dado,  aporte  para 
satisfacer  los  fines  de  ese  medio  social,  una  cantidad  de 
riqueza  que  esté  en  proporción  con  la  capacidad  econó- 
mica que  tenga  para  satisfacer  sus  fines  individuales. 

Revelada  la  injusticia  délos  impuestos  á los  consumos, 
que  gravan  desigualmente  la  riqueza  limitada  de  clases 
económicas  inferiores;  notados  los  perjuicios  de  los  im- 
puestos á  la  producción  y  circulación  de  la  riqueza,  que 
obstaculizaban  el  libre  desenvolvimiento  de  las  relaciones 
económicas;  la  ciencia  de  las  finanzas,  sin  abandonar  to- 
tahiiente  sus  antiguos  principios,  estudia  la  necesidad  de 
obtener  también  los  recursos  del  Estado  de  quienes  han 
beneficiado  realmente  de  los  resultados  de  la  producción,. 
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es  decir  de  aquellos  individuos  y  grupos  sociales  que  se  han 
distribuido  la  riqueza.  La  importancia  fiscal  adquirida  en 
la  mayor  parte  de  los  presupuestos  de  las  naciones  civiliza- 
das, por  los  impuestos  á  las  transmisiones  gratuitas  y  el 
impuesto  general  sobre  la  renta,  prueban  la  tendencia. 
El  impuesto  al  mayor  valor  de  la  propiedad  también  inci- 
de con  justicia  sobre  un  grupo  social,  que  amparado  has- 
ta hoy  en  día  por  las  condiciones  económicas  y  sociales, 
se  distribuye  parte  de  una  riqueza  á  cuya  producción  no 
ha  contribuido. 

Y  así  la  imposición  del  mayor  valor  de  la  propiedad 
tendrá  que  aceptarse,  no  como  una  adopción  arbitraria 
de  doctrinas  más  ó  menos  extremas,  sino  como  un  expo- 
nente natural,  —  casi  podría  decirse  necesario,  — de  he- 
chos económicos,  estudiados  profunda  y  detenidamente 
por  los  hombres  de  la  política  y  de  la  ciencia,  á  través  de 
nuevos  conceptos  sobre  las  necesidades  de  la  vida  social. 

Las  reglas  de  derecho  se  transforman :  la  actividad  po- 
lítica de  los  grupos  sociales  reforma  sus  tendencias;  el 
Estado,  que  ya  no  es  una  representación  limitada  de  gru- 
po, se  modela  de  acuerdo  con  las  exigencias  del  progreso 
y  la  ciencia  entrega  los  resultados  de  su  estudio,  procla- 
mando nuevos  ideales. 

Foresto,  la  legislación  que  impone  el  mayor  valor 
sanciona  una  medida  de  progreso  para  la  vida  colectiva  : 
porque  es  una  expresión  financiera  de  nuevas  exigencias 
de  la  economía,  del  derecho  y  de  la  política. 
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II 


La  propiedad  inmueble  tiene  un  valor  individual  que 
se  debe  al  trabajo,  inversión  de  capitales  y  acción  de  su 
dueño  manifestada  en  cualquier  forma  que  fuera  y  un  va- 
lor social  que  aumenta  por  causas  complejas,  progresiva- 
mente y  en  la  medida  del  adelanto  general  de  una  colecti- 
vidad y  de  la  mayor  demanda  de  las  tierras  imprescindi- 
bles á  su  economía. 

Ese  valor  ajeno  á  la  actividad  de  los  propietarios  be- 
neficia sin  embargo  á  éstos  en  la  actual  organización  de 
las  relaciones  sociales  :  todos  los  economistas  modernos  lo 
reconocen,  se  pronuncian  con  mayor  ó  menor  decisión 
sobre  las  buenas  ó  malas  consecuencias  que  el  fenómeno 
importa  para  la  economía  colectiva,  pero  renuncian  con 
habilidad  al  estudio  de  las  causas  que  lo  producen. 

Wagner,  resuelto  á  encarar  el  problema  ( i ),  generaliza 
la  teoría  y  expone  en  conjunto  los  casos  en  que  la  riqueza 
económica  aumenta  ó  disminuye  de  valor,  por  causas  in- 
dependientes de  la  actividad  y  voluntad  del  sujeto  econó- 
mico dueño  de  ella.  Pero  sólo  estudia  los  términos  del 
asunto  de  una  manera  general  y  comprensiva  ;  porque 
ese  factor  de  conjondure,  es  decir  el  conjunto  de  circuns- 
tancias de  la  vida  social  técnicas,  económicas  y  jurídicas 
que  influyen  en  la  demanda,  y  oferta  de  los  bienes  aumen- 


(i)   Traite  de  la  science  des  ftnances,  tomo  II,  página  34o  y  siguientes  ;    Fondements   de 
Véconomie  polilique,  tomo  II,  página  63  y  siguientes,  ed.  Giard  y  Briére,  París. 
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tando  ó  disminuyendo  su  valor  de  cambio,  es  tan  com- 
plejo y  tantas  son  las  múltiples  influencias  que  modelan 
su  mayor  ó  menor  intervención  en  las  relaciones  de  la  vi- 
da colectiva,  que  apenas  —  según  concluye  dicho  autor — 
si  pueden  enumerarse  las  causas  para  una  especie  de  ri- 
queza, en  una  época  y  en  un  lugar  determinado. 

Tratando  solamente  de  la  tierra,  única  riqueza  — casi 
puede  decirse —  que  la  actividad  humana  no  puede  pro- 
ducir, el  problema  se  simplifica,  porque  uno  de  los  tér- 
minos que  condicionan  su  valor  de  cambio  —  la  oferta  — 
no  puede  aumentar,  mientras  que  el  otro  — la  demanda 
—  siempre  ha  de  tomar  mayor  incremento  á  medida  que 
progrese  cualitativa  y  cuantitativamente  una  sociedad. 
No  sucede  lo  mismo  con  otras  clases  de  riqueza,  cuya  de- 
manda está  condicionada  en  gran  parte  por  el  grado  de 
deseabilidad  humana,  lo  que  á  su  vez  implica  que  puedan 
ser  producidas  ;  y  por  esta  razón  la  mayor  parte  de  las  ri- 
quezas económicas  nunca  podrán  adquirir  un  valor  social 
mucho  mayor  que  el  límite  natural  que  establece  la  con- 
currencia, mientras  que  la  tierra  está  destinada  siempre  é 
imprescindiblemente  á  mayor  utilización  social  y  por  con- 
siguiente á  mayor  valor  ;  que  seha  de  adherir  al  capital  que 
ya  poseen  los  propietarios  que  la  monopolizan. 

El  valor  potencial  de  cambio  de  la  propiedad  inmueble 
aumenta  á  medida  que  crece  la  renta  que  produce  y  siem- 
pre en  proporción  al  tipo  de  interés  dominante. 

Cuando  el  mayor  rendimiento  rural  ó  urbano,  se  pro- 
duce en  forma  estable  y  aparentemente  definitiva,  el  va- 
lor de  la  riqueza  á  que  se  deben  dichos  productos  aumen- 
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ta  también  ;  lo  que  quiere  decir  que  la  mayor  renta  — real 
ó  posible —  es  la  que  mide  el  precio  á  pagar  por  el  cam- 
bio de  la  propiedad. 

En  la  renta  una  parte  corresponde  al  individuo  por  su 
acción  y  otra  es  el  resultado  de  un  monopolio  evidente, 
que  aumenta  en  las  extensiones  más  fértiles  y  mejor 
situadas  con  relación  á  los  mercados  que  demandan  et 
consumo  de  los  productos  y  á  medida  que  se  extiende  el 
apoderamiento  individual  de  la  superficie  social  necesa- 
ria. En  los  comienzos  de  la  ciencia  económica  Ricardo- 
fué  el  primero  que  fox^muló  la  teoría  del  fenómeno,  aun- 
que deficientemente. 

Donde  más  puede  notarse  es  en  los  países  nuevos  como 
el  nuestro,  en  el  que  sólo  la  mitad  de  su  extensión  puede 
considerarse  utilizada.  En  él,  á  medida  que  se  extienda  la 
construcción  de  líneas  férreas,  que  progrese  la  cons- 
trucción de  caminos,  que  aumente  la  facilidad  de  nues- 
tras comunicaciones  marítimas  ó  fluviales  y  que  se  difun- 
dan los  conocimientos  necesarios  (hasta  hoy  en  día  des- 
conocidos), que  permitan  una  cultura  científica  y  orde- 
nada de  nuestras  tierras,  ha  de  aumentar  la  renta  econó- 
mica délas  mismas. 

El  mayor  valor  de  la  tierra  producido  por  el  progreso 
social  no  sólo  beneficia  por  estas  causas  á  nuestros  pro- 
pietarios. Su  rentano  ganada  aumentará  á  medida  que  au- 
mente la  demanda  de  los  productos  de  la  agricultura  ó 
ganadería,  cuyo  precio  mayor  no  es  debido  á  la  iniciativa 
individual  en  la  mayor  parte  de  los  casos,  sino  á  que  nues- 
tro gobierno  favorece  ampliamente  su  exportación  ;  ó  ala 
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destrucción  ó  limitación  de  las  producciones  análogas  en 
los  países  extranjeros  ;  ó  á  razones  de  orden  político  ó 
económico  en  los  mismos,  que  han  permitido  la  apertura 
de  sus  puertos  á  nuestras  importaciones. 

Esa  mayor  demanda  mundial  ha  aumentado  en  gran- 
des proporciones  los  precios  de  nuestra  producción  (agrí- 
cola, ganadera,  florestal).  Así  lo  prueban  las  estadísticas 
de  pocos  años  á  esta  parte,  que  hubieran  acusado  mayo- 
res cifras  todavía  si  el  gobierno  hubiera  prevenido  el  mo- 
nopolio en  su  compra  y  exportación. 

Contribuyen  también  al  incremento  cada  vez  mayor  de 
ia  demanda  colectiva  por  nuestras  tierras  la  importación 
de  capitales  extranjeros,  que  ingresan  al  país  para  especu- 
lar con  sus  valores  en  muchos  casos  :  las  mayores  facili- 
dades de  crédito  concedidas  por  los  establecimientos  ban- 
carios,  sobre  todo  después  de  1 907  ( i )  y  también  el  aumen- 
to extraordinario  de  la  circulación  de  papel  moneda  en  los 
últimos  años  (2);  debido  á  que  los  saldos  favorables  de 
nuestra  balanza  comercial  —  que  ingresan  amonedados  y 
se  convierten  á  papel —  son  empleados  en  la  compra  de 
tierras,  cuya  valorización  prevista  rinde  ganancias  mucho 
mayores  que  la  colocación  de  capitales  en  industrias  ú 


(i)  López  Mañ.vn,  El  actual  problema  agrario,  páginas  A7  y  5o,  Buenos  Aires,  De  Marti- 
no,  191 2.  Facilidades  que  ahora  se  restringen  en  forma  inconsulta  con  las  necesidades  eco- 
nómicas del  momento  y  en  detrimento  de  los  clientes  habituales,  lo  que  contribuye  en  mu- 
cho á  la  difícil  situación  general  del  país.  Los  descuentos  y  adelantos  sumaban  788. 635. 000 
pesos  en  igoG  y  i  .33  i  .909.000  en  1912,  lo  que  da  una  relación  per  cdpila  de  i2~  pe- 
sos y  238  pesos,  respectivamente. 

(2)  La  circulación  fiduciaria  en  1908  era  de  292.605. 235  pesos,  per  cdpila  09  pe- 
sos; en  1912  alcanzó  a  786.369.171  millones,  per  cdpila  120  pesos,  para  llegar  en  ju- 
nio del  corriente  año  á  885.196.592  millones. 
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otras  actividades  económicas  de  rendimiento  normal  y  es- 
table (las  que,  por  otra  parte,  sólo  comienzan  á  desenvol- 
verse en  nuestro  país  y  con  lentitud,  precisamente  porque 
el  poco  capital  disponible,  producto  de  nuestra  economía, 
ni  siquiera  se  destina  á  la  explotación  agrícola  (i),  se  in- 
vierte casi  siempre  en  tierras  para  especular  con  su  valor). 

El  fenómeno  del  aumento  de  valor  de  la  tierra  inde- 
pendiente de  la  acción  délos  propietarios  se  nota  con  más 
intensidad  en  las  ciudades.  En  la  capital  federal,  por  ejem- 
plo, el  incremento  extraordinario  de  la  población  y  la  ac- 
ción progresiva  de  mejora,  en  todos  los  órdenes,  realizada 
por  la  Municipalidad,  ha  traído  como  consecuencia  el  ma- 
yor valor  de  las  propiedades  más  centrales  y  mejor  situa- 
das y  el  de  aquellos  terrenos  que  han  participado  de  los 
beneficios  que  repórtala  extensión  de  las  obras  y  servicios 
municipales. 

Por  último,  son  factores  de  una  mayor  demanda  de  las 
tierras,  el  aumento  de  población — tanto  vegetativo  co- 
mo inmigratorio  — ,  la  acción  gubernativa  presente  y  fu- 
tura en  los  territorios  nacionales  y  toda  la  garantía  que 
resulta  para  el  comercio  y  la  industria  por  el  progreso  de 
nuestra  organización  jurídica  y  el  afianzamiento  de  nues- 
tra estabilidad  política. 

Pero  el  mayor  valor  en  la  propiedad  á  más  de  ser  un 
fenómeno  producido  directamente  por  el  progreso  y  tra- 

(i)  «El  comercio,  la  banca,  las  industrias,  el  capital  privado,  las  profesiones  libera- 
les ;  todos  tienen  algún  punto  de  contacto  con  la  especulación  agrícola  y  entre  los  capi- 
tales que  alimentan  estos  negocios  hay  bastantes,  nacionales  y  extranjeros,  que  no  están 
propiamente  incorporados  á  la  industria  agrícola.  ;)  (Lahitte,  Informe  al  ministerio  de  Agri- 
caltara,  1907.) 
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bajo  general  de  la  colectividad,  puede  producirse  también 
Independientemente  de  la  actividad  personal  de  los  pro- 
pietarios, por  la  construcción  de  una  obra  pública  (enten- 
diendo por  tal  la  que  responde  á  necesidades  comunes), 
que  mejora  especialmente  las  condiciones  económicas  de 
una  finca  cualquiera. 

Esta  segunda  manifestación  del  fenómeno  del  mayor 
valor,  es  provocada  por  causas  análogasá  lasanteriormente 
analizadas,  es  decir  por  causas  sociales.  En  efecto,  el  Esta- 
do no  es  más  que  una  abstracción,  sus  intereses  no  son  más 
que  la  resultante  de  los  modos  de  vida  común  :  su  acción 
es  una  expresión  de  los  intereses  sociales  y  sus  fines  son 
los  fines  sociales  (il  napas  de  buts  a  luí,  como  dice  Nitti). 
De  manera  que  tanto  el  Estado  ó  como  las  entidades  políti- 
cas menores,  al  beneficiar  con  un  mayor  valor  no  ganado 
ala  propiedad  individual,  ejercen  una  actividad  social,  por- 
que la  sociedad  necesita  la  mediación  inevitable  de  esas 
organizaciones  políticas  para  la  realización  de  sus  fines. 

El  fenómeno  del  mayor  valor  de  la  tierra  que  acrece  el 
patrimonio  del  individuo  independientemente  de  su  acti- 
vidad, aunque  aparece  en  ocasión  y  forma  distinta,  es 
entonces  un  mismo  fenómeno  ;  en  un  caso  se  manifies- 
ta de  inmediato  después  de  la  terminación  de  la  obra 
pública  ;  en  otro  el  mayor  valor  es  adquirido  lentamente 
y  sólo  apreciable  dentro  de  determinados  períodos  de 
tiempo,  pero  siempre  es  el  progreso  social  que  directa  ó 
indirectamente  beneficia  al  individuo.  Justificada  que  sea 
la  imposición  del  mayor  valor,  la  forma  de  realizarla  tiene 
que  ser  forzosamente  diferente,  debido  al  distinto  aspecto 
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que  presenta  la  riqueza  imponible  ;  en  un  caso  por  medio 
de  una  contribución  especial  y  única,  cuya  facultad  de  le- 
vantarla debe  atribuirse  á  las  localidades,  que  directamen- 
te han  construido  la  obra  pública,  y  en  otro  por  medio  de 
un  impuesto  general  y  periódico,  atribuido  sólo  al  Estado, 
que  en  representación  de  la  sociedad  ha  de  tomar  una 
parte  de  la  riqueza  que  ella  misma  ha  creado. 

Estas  son.  pues,  algunas  de  las  causas  de  la  valorización 
social  déla  propiedad  en  nuestro  país.  El  fenómeno  se  ha 
manifestado  indiscutiblemente  y  con  intensidad  extraor- 
dinaria desde  pocos  años  á  esta  parte.  Todos  lo  conocen; 
los  propietarios  se  han  apresurado  á  realizar  su  riqueza  ; 
otros  que  no  poseian  capital  han  tratado  de  enriquecerse 
á  costa  social,  especulando  con  la  facilidad  de  crédito  con- 
cedida para  comprar  y  vender  tierras,  provocando  artifi- 
cialmente mayor  valor  todavía  (que  la  insensatez  de  algu- 
nos ha  creído  real),  todo  en  perjuicio  del  desenvolvimiento 
ya  rápido  y  desordenado  de  nuestra  economía  y  por  último 
el  Estado  también  ha  querido  participar  del  mayor  valor, 
pero  en  forma  muy  discutible,  dictandoleyes  como  la  de  Fo- 
mento de  los  territorios  nacionales  ó  la  Ley  de  apertura  de 
las  avenidas  diagonales  en  la  capital  federal,  para  resarcir- 
se después  de  parte  de  los  gastos  realizados  en  la  construc- 
ción de  obras  públicas,  especulando  con  la  venta  de  las 
tierras  y  parcelas  de  terrenos  valorizados  por  las  mismas. 

Una  idea  concreta  del  fenómeno  puede  expresarse  con 
las  siguientes  cifras  estadísticas,  las  pocas  que  haya  podi- 
do conseguir  dada  la  deficiencia  de  una  actividad  que  no 
preocupa  á  nuestro  gobierno  todavía. 
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CUADRO   A 


Precios  de  venta,  término  medio  por  hectárea,  en  las  propiedades  rurales 


Provincias 
y   Territorios 

1902 

1903 

1904 

1905 

1906 

1907 

,908 

'909 

1910 

1911 

1913 

Buenos  Aires  . ,  . 

33 

/Í2 

4o 

56 

63 

125 

82 

io4 

1 38 

121 

i5o 

Santa  Fe. 

18 

19 

II 

i5 

4i 

37 

44 

53 

52 

63 

55 

Córdoba 

i3 

i5 

24 

28 

3i 

37 

48 

29 

60 

60 

53 

Entre  Ríos  ..... 

20 

23 

21 

28 

28 

38 

52 

54 

46 

63 

5o 

Pampa 

6 

8 

II 

i4 

i5 

7 

12 

3o 

27 

32 

37 

Río  Negro 

3 

2 

4 

4 

8 

5 

5 

10 

i4 

i5 

i5 

Chaco 

^ 

2 

3 

3 

6 

10 

1 1 

12 

10 

28 

i5 

Formosa 

En  todalaRepúb. 

3 

i4,6 

4 
i4 

5 
i3 

5 
i4 

2 
19 

0,38 

5 

7 

7 

24 

5 
43 

23 

29,6 

3o,4 

26 

35 

Podría  objetarse  el  valor  progresivo  acusado  por  este 
cuadro  en  la  totalidad  de  las  tierras  de  la  República,  por 
la  variación  necesaria  en  cantidad  y  calidad,  del  mercado 
de  un  año  á  otro  año.  Puede  tomarse  entonces  para  mayor 
veracidad  el  termino  medio  de  los  valores  en  toda  la  Re- 
pública durante  cuatro  años,  lo  que  daría  para 

Pesos 
por  hectárea 

1902-5. 13,90 

1906-9. 22, 5o 

19^0-2- 33,77 

De  todas  maneras  en  el  cuadro  no  se  expresa  el  valor 
social  délas  tierras  ;  en  cambio  en  los  territorios  naciona- 
les puede  conocerse  aproximadamente  el  mayor  valor  por 
las  siguientes  cifras  de  las  avaluaciones  para  la  contribu- 
ción territorial,  en  1907  y  1912. 

La  administración  de  dicho  impuesto  no  ha  calculado 
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más  que  los  valores  correspondientes  a  las  tierras,  sin  to- 
mar en  cuenta  el  valor  que  corresponde  á  edificios,  cerca- 
dos, plantaciones,  etc. 

CUADRO   B 

Contribución  territorial  para  los  territorios  nacionales 


Año 

Avaluación 

Cuota 

1906 

75. 5i 1.207 

453.067,28 

1907 

2o4.64i.25o 

1.227.847,50 

1911  (O--. 

207.83o.oi5 

1.246.980,88 

1912 

472.459.200 

2.884.755,20 

El  mayor  valor  adquirido  por  los  propietarios  en  la  ca- 
pital federal  puede  calcularse  en  la  siguiente  forma.  El  se- 
ñor administrador  general  de  la  oficina  de  contribución 
territorial  de  la  nación  ,  doctor  José  A.  Pefaure  avaluó  las 
circunscripciones  i''(VéIez  Sarsíield),  7'*  (San  Carlos  Nor- 
te) y  i^^  (San  Nicolás),  de  acuerdo  con  los  precios,  tér- 
mino medio,  de  las  ventas  realizadas  durante  los  seis  pri- 
meros meses  del  año  1 9 1  2 . 

Los  valores  de  dichas  circunscripciones  á  principios  del 
año  1907,  época  en  que  se  efectuó  la  última  valuación  ge- 
neral de  la  capital  federal,  comparados  con  los  totales  en- 
contrados en  junio  de  191 2,  estaban  en  una  proporción 


(1)  La  diferencia  que  se  nota  mayor  entre  las  avaluaciones  de  191 1  y  1907,  en  la 
cantidad  de  3.188.765  pesos,  corresponde  al  aumento  de  3. 065.822  hectáreas  en  la  ex- 
tensión de  las  propiedades  que  pasaron  del  dominio  fiscal  al  dominio  privado  individual, 
por  venta  que  el  gobierno  efectuó  de  acuerdo  con  los  términos  de  la  Ley  de  tierras,  en- 
tre los  años  de  referencia.  Esa  cantidad  mayor  de  extensión  territorial  que  se  ha  ava- 
luado á  los  efectos  impositivos,  ha  sufrido  á  su  vez  diminuciones  debido  á  la  creación 
de  pueblos  y  extensión  de  las  jurisdicciones  impositivas  de  las  municipalidades,  á  las 
que  la  Administración  general  transfiere  la  administración  y  recaudación  del  impuesto 
que  les  corresponde. 
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respectiva  de  2  3, 1 0  por  cien  tola  i' circunscripción,  27,41 
por  ciento  la  7%  y  2/1, 17  por  ciento  la  i/i\  Como  los  valo- 
res fueron  calculados  expresamente  en  circunscripciones 
apartadas  una  de  otra,  puede  establecerse  un  término  me- 
dio de  2  5  por  ciento  de  relación,  entre  el  valor  total  de  la 
capital  federal  á  principios  de  1907  y  el  valor  de  la  misma 
en  1912:  si  al  valor  total  (1.769.997.700  millones) re- 
velado por  la  valuación  de  1907  se  agregara  un  25  por 
ciento,  dado  que  la  ley  5o62  ordenó  calcularla  propiedad 
á  los  efectos  impositivos  en  un  75  por  ciento  del  valor 
venal,  se  obtendría  entonces  solamente  una  relación  de  32 
por  ciento  entre  el  valor  venal  de  la  capital  federal  en  1 907 
comparado  con  el  mismo  valor  en  el  año  1 9 1 2 ,  que  podría 
calcularse  en  la  suma  5. 53i. 2/12. 812  millones  de  pesos. 
La  diferencia  de  3.761.244.912  millones  de  pesos  sólo 
expresa  el  mayor  valor,  tanto  individual  como  social,  ha- 
bido entre  los  dos  años  nombrados.  Para  apreciar  este  úl- 
timo puede  disminuirse  esa  cantidad  en  34 1.843. 55o  mi- 
llones, que  corresponden  al  valor  de  los  capitales  de  edi- 
ficación, que  el  fisco  avalúa  á  los  efectos  impositivos  á  me- 
dida que  se  invierten,  más  otra  suma  igual  que  puede  to- 
lerarse y  atribuirse  á  la  acción  ó  merecimiento  individual 
por  concepto  de  intereses,  impuestos,  etc. ,  y  entonces  de- 
cir, sin  temor  á  equivocarse,  que  el  mayor  valor  social  que 
ha  beneficiado  á  los  propietarios  en  la  ciudad  de  Buenos 
Aires,  en  6  años,  puede  ser  calculado  en  2.897.557.812 
millones  de  pesos  ;  lo  que  autoriza  á  afirmar,  que  el  pro- 
greso y  trabajo  de  nuestra  sociedad  produce  ;  en  término 
medio,  la  cantidad  de  482. 259.635  millones  por  año,  que 
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los  propietarios  déla  capital  federal  adhieren  á  su  ya  cuan- 
tiosa riqueza,  sin  acción  económica  alguna  de  su  parte. 

En  la  ordenación  actual  de  las  relaciones  económicas 
del  mundo  entero,  se  realiza,  pues,  un  fenómeno  económi- 
co indiscutible,  este  es:  la  producción  colectiva  de  una 
cantidad  mayor  ó  menor  de  riqueza  que  adhiere  al  valor 
de  la  propiedad  inmueble  individual,  beneficiando  inevi- 
tablemente á  unos  pocos  individuos  que  la  monopo- 
lizan. 

El  fenómeno  ya  no  se  defiende  como  benéfico  para  una 
economía  nacional;  sus  efectos  perjudiciales  son  natural- 
mente diversos  en  los  distintos  medios  económicos,  sesfún 
la  composición  y  ordenación  de  los  múltiples  factores  que 
intervienen  en  la  producción,  circulación  y  distribución 
de  la  riqueza:  su  mayor  ó  menor  influencia  por  su  can- 
tidad ó  calidad  en  las  relaciones  económicas  :  el  distinto 
régimen  jurídico  general  que  intervenga  en  la  distribución 
de  lo  producido,  etc. 

El  mayor  valor  no  ganado  violéntala  distribución  natu- 
ral y  equitativa  de  la  riqueza,  que  exige  por  lo  menos  en 
teoría  que  cada  uno  aproveche  lo  que  se  debe  á  su  trabajo 
personal :  los  propietarios  benefician  de  una  riqueza  que 
no  mereren  económicamente,  puesto  que  es  el  resultado 
del  trabajo  y  acción  general  de  todas  las  clases  sociales. 

El  desequilibrio  económico-social  que  produce  esta 
distribución  desigual  de  la  riqueza  es  causa  de  una  ines- 
tabilidad en  las  relaciones  de  la  vida  colectiva,  porque  be- 
neficia á  una  sola  clase  social,  pero  perjudica  á  todas  las 
demás,  que  se  ven  subordinadas  á  esa  clase  propietaria 


332  ANALES  DE  LA  FACULTAD  DE  DERECHO 

para  satisfacer  sus  necesidades  económicas.  El  hecho 
plantea  de  inmediato  un  problema  que  no  puede  resolver- 
se en  una  forma  radical  y  absoluta,  como  lo  pretenden 
ciertas  doctrinas  económicas  y  ciertos  partidos  políticos  y 
que  no  puede  considerarse  en  este  estudio. 

Los  perjuicios  del  fenómeno  que  analizo  pueden  notar- 
se no  sólo  en  la  distribución  de  la  riqueza  sino  también 
en  la  producción  de  la  misma.  La  indolencia  de  los  pro- 
pietarios será  favorecida  directamente  ;  el  precio  de  los 
arrendamientos  que  cada  vez  exigen  en  mayor  cantidad, 
permite  la  independencia  de  la  vida  económica  del  mo- 
mento y  el  major  valor  que  la  sociedad  producirá  con  el 
tiempo,  ha  de  satisfacer  las  ambiciones  de  mayor  ri- 
queza. 

Por  estas  razones,  por  ejemplo  en  nuestro  país,  pue- 
de conocérsela  existencia  del  latifundio  en  las  regiones 
más  centrales  y  pobladas  ;  por  esta  causa  la  producción 
económica  se  realiza  en  condiciones  deficientes  é  incon- 
sultas con  nuestras  necesidades  sociales. 

La  mayor  demanda  por  bienes  de  agricultura,  ha  favo- 
recido la  elevación  paulatina  de  los  precios  de  los  arren- 
damientos, á  los  que  no  ha  podido  responder  el  cultivo 
vandálico,  desordenado  y  á  crédito  de  nuestros  agriculto- 
res y  por  esto  podría  atribuirse  al  fenómeno  del  mayor  va- 
lor una  influencia  directa  en  la  presente  desorganización 
agrícola  de  nuestro  país.  Por  razones  análogas  puede  afir- 
marse que  una  de  las  causas  del  encarecimiento  déla  vida 
y  de  las  pésimas  condiciones  de  habitación  de  las  clases 
obreras  en  la  ciudad  de  Buenos  Aires,  está  en  la  elevación 
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paulatina  del  precio  de  los  alquileres  (i)  que  los  propie- 
tarios ni  aun  en  la  difícil  situación  del  momento  consien- 
ten en  disminuir. 

Pero  donde  más  pueden  notarse  las  consecuencias  de- 
sastrosas del  mayor  valor  es  en  el  fenómeno  de  especula- 
ción. La  especulación,  tanto  en  tierras  rurales  como  ur- 
banas, se  debe  directamente  al  progreso  social,  que  pro- 
duciendo un  mayor  valor  en  la  propiedad  inmueble  pre- 
para admirablemente  la  situación  para  que  algunos  que 
tienen  mucha  audacia  y  poca  reflexión,  jueguen  con  los 
valores  inmuebles,  especulando  sobre  una  demanda  futu- 
ra, que  les  ha  de  devolver  por  pedazos  de  tierra,  que  por 
el  momento  substraen  á  la  producción  ó  uso  económico, 
un  valor  que  ha  de  ser  pagado  con  el  producto  trabajado 
por  otras  clases  sociales.  En  esta  forma  se  adquieren 
grandes  fortunas,  basadas  en  valores  ficticios,  que  fomen- 
tan el  orgullo  de  los  advenedizos  y  el  lujo  extraordinario  ; 
todo  á  costa  de  la  producción  nacional,  manteniendo  tie- 
rras incultas  ó  terrenos  baldíos  que  impiden  el  progreso 
urbano  ;  cuando  no  es  en  perjuicio  directo  de  clases  eco- 
nómicamente inferiores,  en  los  casos  en  que  el  espíritu 
especulativo  contamina  otros  aspectos  de  la  economía  y 
provoca  el  alza  y  baja  de  los  precios  á  las  mercaderías, 
animales  ó  acciones. 


(i)  Una  estadística  iateresante  (inédita)  ha  sido  preparada  por  el  segundo  jefe  de  le- 
gislación y  estadística  del  Departamento  nacional  del  trabajo,  doctor  Francisco  Stach, 
sobre  la  elevación  del  precio  de  alquiler  de  las  habitaciones  obreras  en  la  ciudad  de 
Buenos  Aires  entre  los  años  igoi  á  191 2  ;  comparando  los  precios  en  las  mismas  ha- 
bitaciones y  en  distintos  barrios  de  la  ciudad.  Las  proporciones  varían  entre  3o  y  180 
¡por  ciento  ;  en  la  mayor  parte  de  los  casos  son  superiores  á  100  por  ciento. 
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Las  consecuencias  del  fenómeno  de  especulación  son 
conocidas  por  nuestra  experiencia  social,  en  épocas  pa- 
sadas y  en  el  momento  presente.  A  poco  la  demanda  no 
puede  mantener  precios  fabulosos,  que  no  responden  ala 
productividad  real  de  la  tierra  :  entonces  todo  el  edificio 
de  riqueza  ideal  se  derrumba,  se  quieren  realizarlos  valo- 
res y  se  ve  que  no  existen  ;  la  crisis  se  produce,  arrastran- 
do en  su  caída  tanto  á  los  que  produjeron  una  riqueza 
ficticia  como  á  los  que  la  produjeron  de  verdad. 

Desarrollado  el  problema  del  mayor  valor  bajo  este 
punto  de  vista  esencialmente  económico,  una  conclusión 
se  impone  como  ideal  y  es  la  reintegración  de  todo  el  va- 
lor producido  por  la  sociedad  á  la  economía  colectiva,  es 
decir  al  Estado,  que  recuperaría  una  riqueza  para  aprove- 
charla colectiva  y  económicamente. 

Pero  este  ideal  no  dejará  de  serlo  nunca  y  los  proyec- 
tos del  Impuesto  único  de  George  ó  los  de  nacionalización 
de  la  tierra  de  Wallace,  Gossen  ó  Walras  y  con  mayor  ra- 
zón las  doctrinas  de  los  socialistas  agrarios  y  socialistas 
extremos,  han  de  quedar  olvidados  probablemente,  por- 
que su  realización  es  imposible. 

Los  sistemas  económicos  ideados  (más  ó  menos  cientí- 
ficos) proclaman  transformaciones  sociales  demasiado  ra- 
dicales y  absolutas  para  ser  tenidos  sensatamente  en  cuen- 
ta en  el  presente  momento  bistórico-económico  :  los  re- 
gímenes económico  y  jurídico  imperantes  en  la  sociedad 
actual,  profundamente  arraigados,  han  modelado  las  rela- 
ciones sociales  desde  tiempo  atrás  en  forma  tal,  que  ex- 
cluyen la  posibilidad  de  suponer  un  cambio  tan  funda- 
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mental :  fuera  éste  pretendido  por  el  Estado,  como  dicen 
unos,  ó  por  la  reivindicación  social  y  revolucionaria  que 
imaginan  otros. 

Pero  lo  que  no  puede  negarse  en  la  época  actual  es  la 
participación  del  Estado  en  el  desarrollo  progresivo  de  las 
sociedades.  Su  actividad  en  todas  los  órdenes  es  cada  vez 
mayor  y  también  mayores  son  los  recursos  que  necesita 
para  su  realización.  La  acción  social  del  Estado  es  princi- 
palmente una  acción  de  futuro  ó  cuando  menos  de  inicia- 
tiva y  progreso,  que  modela  el  desarrollo  de  las  relacio- 
nes sociales,  anticipándose  á  su  exteriorización  ó  partici- 
pando en  sus  manifestaciones. 

Una  de  las  formas  necesarias  déla  nueva  tendencia  ten- 
drá forzosamente  que  considerar  el  fenómeno  del  mayor 
valor.  ((  El  preciso  penetrarse  de  un  principio  fundamen- 
tal en  la  actividad  legislativa  de  los  Estados,  dice  Mcn- 
ger(i),  y  es  que  deben  evitarse  todas  las  modalidades  que 
puedan  crear  una  renta  sin  trabajo  ó  aumentar  la  que 
existe  ya.  Se  puede  afirmar  sin  exageración,  que  todo  au- 
mento en  grandes  proporciones  de  la  renta  sin  trabajo  de 
las  clases  pudientes,  contribuye  á  empujar  al  abismo  nues- 
tra organización  social  actual.  » 

Algunas  naciones  han  dado  ya  el  ejemplo  legislando  el 
impuesto  al  mayor  valor,  que  sin  violentar  en  forma  al- 
guna la  organización  social  actual,  interviene  en  el  des- 
arrollo natural  de  las  relaciones  económicas,  tomando 
para  la  sociedad  parte  de  una  riqueza  que  ella  ha  produci- 

(i)  Droil  au  produit  integral  du  travail,  página  2  36,  Giard  y  Briere,  París,   1900. 
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do  ;  que  beneficia  por  distintos  conceptos  á  su  misma  eco 
nomía  y  que  proporciona  á  los  Eslados  una  fuerte  entra- 
da de  recursos. 


III 


Las  razones  jurídicas  que  conducen  á  aceptar  el  princi- 
pio de  la  imposición  del  mayor  valor  de  la  propiedad  tie- 
nen, pues,  un  fundamento  económico  principal. 

Como  decía  Quesnay,  «una  parte  de  la  propiedad  in- 
mueble no  es  adquirida  por  los  propietarios,  es  el  resultado 
de  los  esfuerzos  de  otros,  del  trabajo  social,  por  consi- 
guiente no  les  pertenece».  Por  esta  razón  bien  puede 
decirse  con  Stuart  Mili  que,  «tomando  ese  mayor  valor, 
no  se  despojaría  de  su  propiedad  á  nadie,  sino  que  sería 
simplemente  destinar  á  la  sociedad  un  acrecentamiento  do 
riqueza  creada  por  las  circunstancias,  en  vez  de  dejar  que 
se  convierta  en  una  parte  no  ganada  de  la  riqueza  de  una 
clase  determinada». 

En  las  relaciones  jurídicas  individuales  existe  un  prin- 
cipio imperioso  de  equidad,  conocido  ya  en  el  derecho 
romano,  que  tiene  por  objeto  impedir  el  enriquecimiento 
injusto  en  detrimento  de  otros.  Guando  la  actividad  indi- 
vidual lo  ha  causado,  sobre  todo  involuntariamente,  una 
udio  de  in  rem  verso  es  reconocida  con  el  fin  de  restablecer 
el  equilibrio  de  intereses  económicos  destruido.  La  justi- 
cia de  la  regla  jurídica  no  creo  que  pueda  discutirse.  La 
jurisprudencia  francesa,  basándose  en  ella,  reconoce  á  las 
comunas  ú  otras  entidades  políticas  una  acción  de  esta 
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naturaleza,  en  los  casos,  en  que  debido  á  la  ejecución  de 
obras  públicas  resulta  un  mayor  valor  para  las  propieda- 
des circunvecinas. 

En  genera],  la  aplicación  extensiva  de  la  regla  jurídica 
se  justiíica  perfectamente;  existe  un  enriquecimiento  no 
merecido  de  los  propietarios  y  una  perdida  del  autor  de 
ese  eiu'iquecimiento:  que  es  la  persona  de  derecho  públi- 
co, Estado,  Provincia  ó  Comuna,  de  cuyos  presupuestos 
se  ha  destinado  una  suma  á  la  realización  de  las  obras. 

Una  entidad  política  llena  su  fm  en  este  orden  de  rela- 
ciones, cuando  una  obra  cualquiera  aprovecha  á  todos  los 
habitantes  indistintamente;  pero  si  en  ocasión  de  la  eje- 
cución de  trabajos  púbhcos,  cierta  clase  de  personas  reci- 
be, sin  que  se  lo  pueda  evitar,  un  beneficio  económico 
especial,  no  hay  razón  aceptable,  en  contra  de  la  legisla- 
ción que  disponga  la  contribución  particular  á  la  realiza- 
ción de  los  trabajos.  Si  el  Estado,  cuando  por  razones  de 
utilidad  pública,  al  tomar  la  propiedad  individual  satisfa- 
ce el  perjuicio  económico  que  causa,  es  justo  también, 
que  cuando  en  circunstacias  análogas  beneficia  especial- 
mente á  los  propietarios,  éstos  compensen  ásu  vez  parte 
del  detrimento  causado  al  patrimonio  público,  que  debe 
ser  aprovechado  públicamente  como  su  palabra  lo  dice,  y 
no  privadamente. 

Estas  razones  bastan  por  sí  solas  para  aceptar  un  im- 
puesto especial,  cuando  un  mayor  valor  inmediato  acrece 
á  la  propiedad  en  ocasión  de  la  actividad  administrativa 
del  Estado. 

Hemos  visto  que  esta  forma  de  producción  del  mayor 
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valor  es  análoga,  en  sus  causas,  sus  condiciones  esencia- 
les y  sus  efectos  al  mayor  valor  mediato  en  la  propiedad 
inmueble.  Ya  no  es  una  entidad  más  ó  menos  visible  quien 
lo  causa,  sino  la  sociedad  toda,  cuya  vida  económica  y 
social  en  general,  está  organizada  en  tal  forma,  que  la  ma- 
yor riqueza  producida  por  circunstancias  ocasionales  pro- 
gresivas, económicas,  jurídicas,  etc.,  es  aprovechada  por 
los  dueños  de  la  tierra  especialmente. 

El  principio  jurídico  del  enriquecimiento  á  costa  de 
otro,  puede  aplicarse  perfectamente  alas  relaciones  socia- 
les en  conjunto.  Todos  los  grupos  sociales  producen  un 
mayor  valor  que  es  aprovechado  por  uno  de  ellos:  el  de 
los  propietarios.  Un  principio  equitativo  cuya  realización 
contribuiría  á  una  mejor  ordenación  de  las  relaciones  del 
derecho  social,  se  impone  al  criterio  de  quienes  impar- 
cialmente  consideran  la  cuestión.  Las  demás  clases  socia- 
les pueden  exigir  perfectamente  la  reintegración  á  la  eco- 
nomía colectiva  del  mayor  valor  que  inmerecidamente 
apropian  los  dueños  de  la  tierra,  porque  éstos  se  han 
enriquecido  á  costa  ajena,  en  detrimento  de  todas  las 
otms  clases  sociales.  La  base  de  los  derechos  de  cada  una 
en  la  repartición  de  la  riqueza  es  la  participación  activa 
que  se  haya  tomado  en  la  producción  de  la  misma  y  en 
este  caso  existe  una  perfecta  pasividad  económica  de  esta 
clase  social,  en  lo  que  se  refíere  naturalmente,  al  mayor 
valor  no  ganado  estrictamente. 

Bueno  será  decir  que  no  trato  en  estas  líneas  de  favo- 
recer aquellos  partidarios  de  tendencias  económicas  ex- 
tremas, que  pretenden  suprimir  la  propiedad  individual 
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y  con  esto  resolver  la  cuestión.  La  propiedad  tendrá  que 
respetarse  siempre,  aun  teniendo  en  cuenta  la  transfor- 
mación actual  que  sufre  el  derecho  que  la  rige;  pero  esto 
no  obsta  á  que  una  parte  de  la  riqueza  injustamente  ad- 
quirida se  devuelva  á  la  vida  económica  social  en  forma  de 
impuesto. 

Precisando  el  concepto,  para  no  ser  mal  interpretado 
puedo  decir  que  el  Estado  no  trata  de  modificar  comple- 
tamente la  organización  económica,  atacando  una  de  las 
formas  de  renta  que  produce  la  riqueza,  sin  trabajo  por 
parte  de  sus  dueños :  esto  sería  no  solamente  ir  en  contra 
de  la  base  esencial  en  que  reposa  la  economía  actual,  — la 
propiedad  individual  —  sino  también  una  injusticia,  pues- 
to que  se  trataría  de  suprimir  esta  forma  de  producto  y  no 
otras  análogas  como  el  interés  del  capital.  El  Estado  ob- 
tiene la  riqueza  de  indispensable  para  su  existencia,  en 
proporción  con  la  facultad  para  pagar  que  tengan  los  ha- 
bitantes, es  decir,  de  acuerdo  con  la  capacidad  económica 
de  cada  uno ;  riqueza  que  ha  de  ser  entregada  no  á  cambio 
de  algún  beneficio  especial,  sino  por  el  provecho  general 
que  resulta  de  la  vida  social  y  política.  Esta  contribución 
forzosa  la  toma,  pues,  el  Estado,  de  donde  encuentre  ma- 
yor riqueza  y  de  todos  los  subditos  indistintamente. 

Si  cada  uno  de  los  ciudadanos  contribuye  en  propor- 
ción á  su  capacidad  económica,  cada  una  de  las  clases 
sociales —  económicamente  consideradas  —  también  de- 
be contribuir  de  acuerdo  con  la  facultad  que  tenga  para 
hacerlo. 

Tratándose  en  este  caso,  de  un  fenómeno  que  acrece  la 
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riqueza  ya  cuantiosa  de  una  clase  social,  cuya  situación 
económica,  política  y  civil  resulta  favorecida  particular- 
mente, el  Estado  considera  que  ese  grupo  social  puede 
contribuir  especialmente  á  sus  necesidades,  por  dos  razo- 
nes: porque  tiene  mayor  capacidad  económica  para  ha- 
cerlo, y  porque  al  tomar  parte  de  una  mayor  riqueza  que 
no  le  pertenece  y  que  ha  sido  adquirida  indebidamente, 
no  solamente  no  lo  perjudica  dado  que  siempre  ha  de  par- 
ticipar de  esa  situación  privilegiada,  sino  también  porque 
esa  riqueza  y  el  hecho  de  tomarla  servirá  para  que  el  Esta- 
do intervenga  en  la  mejor  organización  de  la  economía,  y 
por  ende,  en  la  mejor  ordenación  de  las  relaciones  socia- 
les que  derivan. 

Por  esto  ya  dijo  Andrés  Lamas  «nadie  puede  tener 
derecho  para  apropiarse  de  lo  que  no  produce  su  capi- 
tal ni  su  trabajo  ;  y  el  Estado,  representante  de  la  socie- 
dad, que  crea  en  su  máxima  parte  del  valor  y  renta  de  la 
tierra,  es  el  que  tiene  la  potestad  y  los  medios  legales  pa- 
ra que  se  establezca  en  justicia  lo  que  en  ese  valor  co- 
rresponde proporcionalmente,  al  capital  y  trabajo  del  in- 
dividuo, y  de  la  comunidad,  dando  á  cada  uno  lo  que  es 
suyo»  (i). 

El  Estado,  pues,  no  hace  masque  ejercer  un  derecho 
fiscal  indiscutible,  obrando  en  representación  de  todas  las 
clases  sociales,  que  reclaman  para  ellas  parte  délo  que  les 
pertenece.  Probado  como  lo  está  en  párrafos  anteriores, 
que  una  parte  del  mayor  valor  de  la  propiedad  se  debe  al 

^i)  Estudios  sobre  la  Legislación   agraria  de   fíivadavia.  Revista  de  Buenos  Aires,   i883. 
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trabajo  y  progreso  social,  el  impuesto  al  tomarlo,  es  san- 
cionado por  la  opinión  de  todos,  por  la  justicia  necesaria 
en  la  economía  y  por  la  equidad  que  resulta  para  las  rela- 
ciones jurídicas  de  la  repartición  social  de  la  riqueza. 

Planteado  el  problema  en  estos  términos  y  en  princi- 
pio, algunas  objeciones  se  le  han  hecho  que  merecen  con- 
testación, porque  parecen  valederas ;  la  crítica  que  las  des- 
truya contribuirá  á  robustecer  la  solidez  de  argumenta- 
ción que  va  desarrollándose. 

El  impuesto  al  mayor  valor  de  la  propiedad  inmueble 
es  atentatorio  al  derecho  de  propiedad ;  es  antieconómico 
porque  perjudica  la  producción,  tomando  parte  de  uno 
de  sus  elementos  indispensables:  el  capital,  y  es  injusto 
porque  los  beneficios  del  progreso  social acrecenindistin- 
tamente  á  todas  las  formas  de  los  productos,  aun  de  los 
valores  muebles  y  hasta  los  de  la  actividad  personal.  Tam- 
bién se  dice  que  es  arbitrario,  porque  si  el  Estado  tema 
parte  del  mayor  valor,  debe  compensar  el  menor  valor  de 
la  propiedad,  cuando  resulte  ;  y  por  último,  otra  objeción 
se  formula,  aunque  de  menor  importancia,  y  es  que  en  la 
práctica  no  solamente  es  imposible  delimitar  con  perfec- 
ción el  valor  que  corresponde  á  la  actividad  individual  del 
propietario,  del  valor  que  se  debe  al  progreso  social,  sino 
que,  tomándose  una  parte  de  él,  se  destruye  por  comple- 
to todo  interés  individual  y  la  actividad  de  los  propietarios , 
quienes  cuentan  siempre  con  el  rendimiento  futuro  desús 
empresas. 

Tanto  Bastiat,  quien  dijo  en  sus  Armonías  económicas 
que  el  valor  de  la  tierra  se  debe  enteramente  á  los  capita- 
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les  Ó  trabajo  incorporados  á  ella,  como  los  individualistas 
de  la  escuela  liberal,  que  pretenden  dejar  la  evolución 
económica  librada  á  sus  leyes  naturales,  tratando  de  re- 
chazar en  esta  forma  la  intervención  del  Estado,  necesaria 
en  el  desarrollo  social ;  y  de  la  misma  manera  los  juristas, 
sostenedores  anacrónicos  de  un  derecho  individual  absur- 
do, se  equivocan  en  el  concepto  atrasado  de  un  derecho 
individual,  absoluto  é  incontrolable,  sobre  las  cosas,  en 
lo  que  se  refiere  principalmente  á  los  inmuebles. 

Aunque  tal  vez  pareciera  innecesario  decirlo,  el  concep- 
to del  derecho  de  propiedad  se  transforma  por  completo 
en  el  mundo  civilizado.  La  tierra  es  una  riqueza  econó- 
mica que  no  puede  aumentar  en  cantidad  por  la  actividad 
humana  é  indispensable  á  la  estabilidad  de  los  grupos  so- 
ciales radicados  en  alguna  parte  de  su  extensión.  Por  este 
motivo,  la  propiedad  de  la  tierra,  á  más  de  responderá 
las  necesidades  económicas  individuales,  es  absolutamen- 
te necesaria  á  la  economía  social.  La  tierra  existe  tanto 
para  el  individuo  como  para  la  sociedad,  pero  ésta  es  la 
más  interesada  en  que  el  suelo  produzca,  porque  su  exis- 
tencia coíijunta  depende  de  él :  por  esta  razón,  cuando  el 
individuo  detentador  de  la  riqueza  no  usa  de  ella  de  acuer- 
do con  los  fines  sociales,  el  derecho  social  no  solamente 
no  protege  esa  propiedad,  sino  que  interviene  en  las  ma- 
nifestaciones jurídicas  de  los  derechos  individuales,  para 
que  su  ejercicio  esté  de  acuerdo  con  los  fines  sociales,  in- 
dudablemente superiores. 

El  profesor  Duguit  en  una  de  sus  conferencias  pronun- 
ciadas en  el  año  191 1  en  la  Facultad  de  derecho  de  Bue- 
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nos  Aires  (i),  desarrolló  claramente  este  punto,  explican- 
do cómo  la  propiedad  ja  no  es  un  derecho  subjetivo, 
librado  á  la  arbitraria  voluntad  individual,  sino  que  es 
una  función  social.  Ihering  dice  con  razón,  que  el  con- 
cepto absoluto  déla  propiedad  es  el  último  eco  de  la  teo- 
ría viciosa  del  derecho  natural,  que  aislaba  al  individuo 
de  todos  los  elementos  sociales  en  medio  de  los  cuales  se 
mueve. 

Es  curioso  notar  que  la  doctrina  de  los  sociólogos  cris- 
tianos apoya  la  argumentación  del  texto.  Desde  Santo 
Tomás  (ó  tal  vez  anteriormente)  hasta  León  XIII,  todos 
los  grandes  escritores  de  la  Iglesia  han  fundado  y  sosleni- 
dola  función  social  de  la  propiedad  (2),  que  definen  como 
un  jus  perfede  disponendi  de  re  corporali  nisi  lege  prohi- 
heatiir. 

Las  ideas  que  tienen  al  respecto  pueden  concretarse 
citando  una  resolución  tomada  últimamente  en  un  con- 
greso de  Asociaciones  católicas  alemanas.  Dice  así :  «  La 
asamblea  es  de  opinión  que  el  orden  social  debe  pedir  una 
participación  directa  y  gratuita  —  necesaria  —  de  los  pro- 
pietarios á  las  cargas  y  funciones  de  interés  público  :  esta 
participación  tendría  por  objeto  :  i"  justificar  con  relación 
al  proletariado  la  evidente  superioridad  social  que  confie- 
re la  propiedad ;  2"  disminuir  en  proporción  de  impor- 
tancia las  cargas  financieras  que  pesan  actualmente  sobre 


(i)  Ver  estos  Anales,  lomo  II  (2'  serie),  año  1912,  página  692. 

(2)  Ver  TARBOURiEcn,  Essai  sur  la  propriélé,  página  2  03    y    passim,    Giard    y    Briére, 
París,  1904;  Gf.  Ch.  Antoise,  Économie  sociale,  página  oaS,     4"  edición,    Alean,    París, 

1908. 
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todos  y  3"  suscitar  en  las  personas  ricas  un  interés  al  bien 
general.  » 

El  concepto  del  derecho  de  propiedad  como  una  fun- 
ción del  individuo  en  la  sociedad,  que  no  es  en  substan- 
cia más  que  un  poder  que  la  misma  le  acuerda,  es  sos- 
tenido^ pues,  por  la  generalidad  de  los  economistas  y 
sociólogos  modernos,  unos  apoyándose  en  la  ciencia  (so- 
cial, histórica,  económica),  otros  en  la  religión  :  pero  to- 
dos admitiendo  la  transformación  real  y  profunda  que 
sufren  las  relaciones  económicas  que  fundamentan  Ja  ins- 
titución. 

Concluyendo  puedo  decir  con  el  gran  civilista  Pla- 
niol  (i),  que  ((  si  la  propiedad  es  el  más  completo  de  los 
derechos  reales,  es  falso  afirmar,  como  lo  hace  el  derecho 
civil  codificado,  que  sea  un  derecho  absoluto.  En  la  prác- 
tica las  costumbres  modernas  y  las  tradiciones  políticas 
solamente  protegen  la  propiedad  contra  los  abusos  del  po- 
der ;  límite  legislativo  á  la  estructura  legal  que  lo  rige,  no 
existe )). 

Creado,  pues,  por  necesidad  social,  el  derecho  de  pro- 
piedad es  esencialmente  relativo  y  sujeto  en  su  ejercicio 
á  la  evolución  que  le  imprima  la  transformación  paulati- 
na de  esas  necesidades  délas  cuales  depende.  La  ley  es  la 
que  da  la  expresión  de  esas  transformaciones,  y  siempre 
inspirándose  en  la  utilidad  general. 

Descartado  el  concepto  absoluto  del  derecho  individual 
de  la  propiedad,  queda  destruida  la  argumentación  pobre 

(i)  iJroil  civil,  párrafo  2333,  lomo  L  5"  edición,    igo8. 
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que  pretendía  basarse  en  él  para  atacar  la  imposición  al 
mayor  valor.  El  derecho  á  la  propiedad  déla  tierra  se  jus- 
tifica por  el  esfuerzo  que  se  haya  hecho  en  valorizar  sus 
condiciones  naturales,  ó  por  la  incorporación  real  de  ca- 
pitales ;  todo  el  mayor  valor  que  resulte  pertenece  á  la  so- 
ciedad y  si  esta  decide  tomar  esa  riqueza,  no  hay  consi- 
deración alguna  que  pueda  oponerse  á  los  intereses  socia- 
les. No  hay  derecho  atacado,  puesto  que  la  riqueza  que  se 
toma  no  es  individual  sino  social:  y  la  base  de  la  imposi- 
ción está  precisamente  en  la  necesidad  de  impedir  un  abu- 
so del  derecho  individual. 

La  objeción  de  que  el  impuesto  es  antieconómico,  por- 
que grava  el  capital,  se  ha  formulado  tan  arbitrariamente 
y  sin  conocimiento  de  causa  que  tal  vez  no  mereciera  ser 
contestada.  Lo  que  más  justifica  el  impuesto  es,  precisa- 
mente, su  fundamento  económico  y  las  consecuencias 
favorables  que  tendría  para  la  producción  y  distribución 
de  la  riqueza ;  lo  expuesto  en  líneas  anteriores  lo  demues- 
tra suficientemente. 

Por  otra  parte,  el  principio  fundamental,  reconocido 
ya  por  los  fisiócratas,  de  que  los  impuestos  no  deben  gra- 
var el  capital  nacional  necesario  á  la  producción,  y  sí  sólo 
la  renta  del  mismo,  no  es  violado  en  este  caso,  porque  el 
capital  que  se  toma  no  es  nacional  sino  individual,  é  in- 
útil por  su  poca  productividad  económica.  La  regla  enun- 
ciada tiene  numerosas  excepciones  para  los  casos  (guerras, 
etc.)  en  que  el  Estado  tiene  forzosamente  que  atender  á 
sus  necesidades  financieras,  tomando  riqueza  donde  la 
encuentre  ;  de  manera  que  puede  decirse  que  el  impuesto 
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debe  obtenerlo  un  Estado,  de  la  renta  nacional  preferen- 
temente, pero  no  siennpre.  Estableciendo  un  impuesto  al 
mayor  valor  no  se  atacaría  en  lo  más  mínimo  el  capital 
nacional,  sino  el  individual,  que  no  es  tan  sagrado  como 
se  pretende,  sobre  todo  cuando  hemos  visto  que  no  es  del 
individuo  y  que  éste  debe  reintegrarlo á  la  sociedad. 

Puedo  decir  entonces,  que  en  ningún  caso  mejor  que 
en  este  sería  aceptable  una  imposición  al  capital  indivi- 
dual, por  varias  razones  :  i"  porque  en  su  formación  no 
es  merecido  económicamente  :  2"  porque  deja  intacto  el 
capital  nacional  y  la  imposición  sólo  tendría  efecto  en  la 
repartición  del  mismo,  lo  que  sería  equitativo  provocar, 
y  3"  porque  sería  destinado  á  las  necesidades  crecientes 
de  reforma  social  que  el  Estado  tiene  que  atender,  espe- 
cialmente en  lo  que  se  refiere  á  mejorar  la  condición  de 
las  clases  inferiores  de  la  población. 

El  impuesto  no  tendría  otro  efecto  que  tomar  un  capi- 
tal innecesario  casi  y  no  merecido  por  quienes  ya  poseen 
riqueza  en  cantidad,  para  emplearlo  en  una  actividad  que 
se  recomienda  por  sí  sola  ;  quiere  decir,  entonces,  que  en 
realidad  lo  que  el  impuesto  produciría,  sería  sólo  una 
traslación  de  capital. 

La  objeción  ataca  sin  que  pueda  destruirlo,  el  funda- 
mento más  sólido  de  la  nueva  imposición. 

Otros  sostienen  que  el  impuesto  al  mayor  valor  es  in- 
justo, porque  los  casos  en  que  la  fortuna  individual  au- 
menta de  valor  por  causas  sociales  son  complejos  y  gene- 
rales; no  es  solamente  la  tierra,  sino  también  los  valores 
mobiliarios,  las  remuneraciones  del  trabajo  ó  cualquiera 
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de  las  formas  de  riqueza,  las  que  aprovechan  de  la  mayor 
demanda,  aumento  de  población  ó  progreso  social.  En 
este  sentido  se  dice  que  imponer  especialmente  la  tierra, 
que  puede  ó  no  aumentar  de  valor,  y  exceptuar  de  una 
imposición  análoga  los  mayores  valores  en  la  riqueza 
mueble,  acciones  industriales,  etc.,  es  un  error  funda- 
mental que  altera  los  principios  equitativos  que  deben 
regir  toda  imposición.  ¿Por  qué  se  han  de  imponer,  es- 
cribe Seligman,  los  mayores  valores  de  la  tierra  y  no  los 
mayores  valores  de  las  acciones  de  una  compañía  de  fe- 
rrocarriles ?  (jPor  que  no  se  ha  de  imponer  el  mayor  valor 
en  la  propiedad  mueble  y  por  qué  se  han  de  hacer  dife- 
rencias entre  la  tierra  y  otras  formas  de  propiedad  ?,  decía 
el  diputado  Bridgeman,  atacando  el  presupuesto  histó- 
rico que  presentara  Lloyd  George  ante  la  Cámara  de  los 
Comunes  en  1909-1910  (i). 

El  hecho  de  imponer  el  mayor  valor  déla  tierra,  basado 
en  el  concepto  fundamental  que  dice  que  el  Estado  debe 
buscar  la  riqueza  necesaria  para  los  fines  que  está  llamado 
á  satisfacer,  donde  ella  sea  mayor,  donde  ocasione  menos 
perjuicios  económicos  al  tomarla  y  donde  exista  una  ma- 
yor capacidad  económica  individual  para  pagarla,  no 
quiere  decir  que  los  valores  mayores  en  otras  especies  de 
riqueza  que  no  sean  tierra,  no  puedan  ser  ocasión  de  mayor 
imposición  también.  Al  contrario,   siempre  que  la  facul- 


(i)  Seligman,  Essays  in  Taxation,  capítulo  III,  The  Single  Tax,  8'  edición,  1910, 
Mac  Millan  ;  Parliamentary  Debáis,  año  igog,  volumen  G°,  columa  2^/1  ;  Cf.  también  el 
discurso  del  diputado  Cripps,  misma  publicación,  5'  serie,  volumen  16,  sesión  de  abril 
ig  de  1910. 
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tad  para  pagar  los  impuestos  sea  mayor,  el  Estado  puede 
aumentar  ó  crear  uno  de  ellos,  si  verdaderamente  necesita 
la  riqueza. 

Las  diversas  formas  específicas  en  que  se  exterioriza  la 
riqueza  económica  requieren  una  imposición  distinta,  de 
acuerdo  con  la  diferente  naturaleza  intrínseca  que  las 
constituye.  Me  parece,  pues,  un  error  establecer  una  se- 
mejanza para  la  imposición  entre  la  tierra  y  otras  riquezas, 
por  razones  fundamentales. 

Ante  todo,  el  mayor  valor  acrece  especialmente  á  la 
tierra  más  que  á  otros  bienes,  por  la  sencilla  razón  que  la 
demanda  por  aquella  siempre  ha  de  aumentar  (ó  disminuir 
en  cantidades  ínfimas)  mientras  que  la  oferta  permanece 
siendo  la  misma  ;  no  sucede  lo  propio  con  otras  clases  de 
riqueza  que  siempre  se  deben  al  trabajo  humano  y  que 
por  consiguiente  han  de  tener  un  valor,  que  no  ha  de  pa- 
sar en  mucho  la  nivelación  natural  que  establece  la  única 
de  las  leyes  económicas  no  destruida  todavía  :  la  ley  de  la 
oferta  y  de  la  demanda  (excepto  casos  de  monopolios). 

Por  otra  parte,  deslindar  el  mayor  valor  en  los  produc- 
tos de  la  industria  humana,  aunque  estuvieran  transfor- 
mados en  papeles  al  portador,  es  sumamente  difícil  ó  casi 
imposible;  en  su  valor  siempre  hay  un  incremento  gana- 
do verdaderamente,  porque  ha  habido  trabajo  y  acción 
individual  para  producir  las  mercaderías  ú  objetos  que 
por  momentos  valen  más,  debido  á  las  fluctuaciones  déla 
conjonciure.  No  se  puede  negar  el  hecho  que  si  las  acciones 
de  una  compañía  de  ferrocarriles,  por  ejemplo,  aumentan 
de  valor,  es  debido  á  la  mayor  demanda  que  está  en  reía- 
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ción  siempre  con  el  rendimiento  que  se  obtenga  y  con  el 
tipo  de  interés  dominante;  pero  ese  rendimiento  ^á  quién 
se  debe  sino  al  trabajo  y  buena  administración  de  la  em- 
presa? Ha  habido  pues  mayor  acción  individual  produc- 
tora de  un  mayor  valor.  Se  contestará  que  no  son  los  ca- 
pitalistas los  que  han  trabajado,  sino  otras  personas;  en- 
tonces tendría  que  suprimirse  el  capital,  de  acuerdo  con  la 
teoría  marxista  de  la  plus  valué .  La  discusión  penetraría 
así  en  lo  más  abstruso  y  también  en  lo  más  discutido  del 
sociabsmo  científico.  La  índole  de  este  trabajo  lo  impide; 
sólo  quiero  hacer  notar  la  imposibilidad  de  deslindar  en 
los  capitales  mobiliarios,  lo  que  es  debido  al  trabajo  de  sus 
dueños  del  aumento  que  se  debe  al  progreso  social. 

En  la  tierra  no  sucede  lo  mismo;  el  mayor  valor  acrece 
en  forma  tan  evidente  y  en  tan  poco  tiempo,  mientras  los 
propietarios  duermen,  no  trabajan,  y  no  arriesgan  nada, 
-como  dijera  Stuart  Mili,  que  no  solamente  no  puede  ser 
negado,  sino  cjue  puede  determinarse  con  toda  facilidad, 
cuanto  ha  sido  el  capital  cjue  costó  y  cuánto  ha  sido  el 
mayor  valor  no  merecido.  La  tierra  se  apodera,  pues,  de 
la  mayor  riqueza  debida  al  trabajo  social  en  mayor  pro- 
porción que  otros  bienes.  El  mayor  valor  producido  por 
el  trabajo  colectivo  flota  en  el  ambiente  social  y  á  la  ma- 
nera de  las  substancias  químicas,  cristaliza  y  deposita  en 
la  tierra  que  es  la  que  lo  acapara  con  más  facilidad,  por- 
que es  limitada,  porque  es  un  monopolio  y  porque  es  la 
única  riqueza  á  la  que  tiene  que  recurrir  la  demanda  co- 
lectiva para  producir  todas  las  demás. 

Esta  razón  y  la  apuntada  de  la  mayor  facilidad  en  dis- 
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tinguir  el  mayor  valor  con  Ja  tierra  que  en  otros  bienes 
económicos,  justifican  la  imposición  especial  que  se  esta- 
blezca :  lo  que  no  quiere  decir  que  cuando  las  otras  clases 
sociales,  que  no  poseen  tierras,  se  enriquezcan  y  aumen- 
ten en  su  capacidad  económica  para  contribuir  á  los  gas- 
tos del  Estado,  no  se  les  imponga  también,  pero,  vuelvo 
á  repetirlo,  en  otra  forma  (impuesto  progresivo  á  la  renta, 
impuesto  á  los  valores  mobiliarios,  impuesto  á  los  capi- 
tales hipotecarios,  etc.).  Por  otra  parte,  los  valores  mue- 
bles en  acciones,  por  ejemplo,  representan  en  muchos 
casos,  valores  inmuebles,  de  manera  que  el  impuesto  al 
mayor  valor  de  la  tierra  incidiría  también  sobre  ellos.  Las 
legislaciones  alemana  é  inglesa,  consideran  la  transmi- 
sión de  acciones  de  compañías  cuyo  capital  real  consista 
en  Inmuebles,  como  transmisiones  de  inmuebles  efecti- 
vas y  sujetas  por  lo  tanto,  al  pago  del  impuesto. 

Otra  consideración  última  é  importante  es  que  un  im- 
puesto sobre  el  suelo,  no  tiene  los  mismos  efectos  que  un 
impuesto  sobre  una  riqueza  que  es  fabricada,  destruida  y 
reproducida  por  los  esfuerzos  humanos.  Un  impuesto  so- 
bre esta  última  clase  de  riqueza  podría  perjudicar  los  es- 
fuerzos é  iniciativas  individuales,  y  por  consiguiente,  re- 
ducir la  oferta,  mientras  que  un  impuesto  sobre  la  tierra 
no  afecta  su  oferta,  en  tanto  dado  que  no  puede  desapa- 
recer y  que  siempre  ha  de  ser  necesaria  á  la  existencia  eco- 
nómica de  las  sociedades. 

Por  estas  razones,  creo  que  el  mayor  valor  de  la  tierra 
exige  una  imposición  especial,  establecida  en  forma  que 
tome  parte  del  capital  mayor  no  ganado  ;  que  seráperfec- 
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lamente  justa  y  equitativa,  los  propietarios  contribuirán 
en  esta  forma,  los  dueños  de  otras  clases  de  bienes  en 
otra. 

Algunos  sostienen  que  es  legítimo  que  el  propietario 
aproveche  actualmente  del  mayor  valor,  porque  también 
soporta  los  perjuicios  del  menor  valor  de  la  propiedad; 
si  el  Estado  toma  parte  del  mayor  valor,  la  relación  exige 
que  cuando  ocurra  un  menor  valor,  el  particular  tenga 
derecho  á  una  retribución  equitativa. 

La  objeción  no  es  exacta,  sino  bajo  un  punto  de  vista 
teórico-abstracto  y  de  criterio  individualista.  En  la  prác- 
tica las  cosas  ocurren  de  otra  manera,  y  los  perjuicios  mí- 
nimos sufridos  á  veces  por  los  individuos,  son  consecuen- 
cia inevitable  de  la  vida  social,  que  demasiados  beneficios 
proporciona. 

El  aumento  de  valor  de  la  propiedad  es,  por  otra  parte^ 
un  hecho  conocido  y  permanente  en  las  grandes  ciudades  ; 
los  casos  de  menor  valor  injustamente  merecido  son  ex- 
cepcionales, mientras  que  el  mayor  valor  es  un  fenómeno 
previsto  y  seguro. 

Es  cierto  que  en  la  propiedad  inmueble  existen  fluctua- 
ciones de  valores,  debidas  sobre  todo  ala  especulación, 
pero  no  se  puede  pretender  que  el  estado  Argentino,  ni 
ningún  otro,  habrá  de  compensar  las  pérdidas  sufridas  en 
la  riqueza  individual  por  falta  de  previsión  y  hasta  por 
culpa  negligente ;  porque  si  un  particular  arriesga  su  for- 
tuna sin  conciencia,  pagando  por  una  propiedad  más  de  lo 
que  en  realidad  vale,  especulando  al  azar  sobre  un  mayor 
valor  futuro,  es  lógico  suponer  que  cuando  quiera  realizar 
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SU  pretendida  riqueza,  encuentre  que  no  es  tal.  Las  pér- 
didas en  la  riqueza  económica  inmueble  individual  no 
se  deben,  en  este  caso,  á  causas  sociales,  sino  al  juego 
peligroso  por  parte  de  unos  pocos,  cuya  sola  intención  es 
precisamente,  enriquecerse  á  costa  social  y  en  perjuicio 
social,  como  dije  en  otra  parte. 

Los  casos  de  menor  valor  de  la  propiedad  pueden  exis- 
tir, pero  son  momentáneos  y  nunca  muy  perjudiciales  á 
la  economía  individual  ó  social,  cuando  son  naturales  (no 
artificialmente  producidos  por  especuladores).  Cuando  el 
menor  valor  sea  debido  á  la  construcción  de  una  obra  pú- 
blica ó  á  la  acción  de  alguna  entidad  política,  puede  esta- 
blecerse una  compensación  especial;  esto  estaría  compren- 
dido dentro  del  orden  jurídico  actual  y  la  relación  jurídica 
que  naciera  sería  delerminable  con  toda  exactitud. 

¿  Podrá  precisarse  la  parte  que  corresponde  al  Estado 
en  el  menor  valor  de  la  propiedad,  y  aun,  para  ser  más 
general,  la  que  corresponde  á  la  sociedad,  en  caso  en  que 
realmente  se  hubiera  producido  un  perjuicio  á  la  propie- 
dad inmueble,  por  causas  sociales?  Me  parece  que  no:  y 
si  no  se  determina  exactamente  el  perjuicio,  ¿puede  exis- 
tir un  derecho  que  lo  reclame,  cuando  no  se  sabe  á  cien- 
cia cierta,  cuál  es  el  interés  económico  á  proteger.'^ 

La  objeción  no  me  parece  sostenible;  pretender  lo  con- 
trario, sería  exigir  á  la  colectividad  que  se  hiciera  respon- 
sable de  la  fortuna  de  unos  pocos,  garantiendo  su  conser- 
vación á  perpetuidad ;  valdría  lo  mismo  decir  que  el  dere- 
cho de  propiedad  es  superior  al  derecho  social  en  general 
y  á  los  fines  sociales;  cuando  la  filosofía  jurídica  del  mo- 
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Tíiento  nos  dice  precisamente  lo  contrario  :  el  derecho  de 
propiedad  está  subordinado  á  los  fnies  y  a  la  utilidad  so- 
cial; la  sociedad  garante  el  goce  tranquilo  de  ese  derecho, 
tal  como  es,  con  sus  ventajas  ó  desventajas;  el  individuo 
al  tomarlo,  lo  acepta  en  esas  condiciones  y  con  las  restric- 
ciones que  tuviera  que  sufrir. 

El  gobierno  de  la  colonia  alemana  de  Kiau-Chauen  los 
fundamentos  de  la  ley  que  dictara,  imponiendo  el  mayor 
valor  de  la  propiedad,  decía  con  mucho  sentido  práctico  ; 
<(  si  el  valor  del  suelo  no  aumenta  en  el  año,  el  gobierno 
no  toma  ninguna  parte,  si  aumenta  por  circunstancias  que 
no  son  obra  del  propietario,  y  que  resultan  del  progreso 
de  la  ciudad  ó  de  la  colectividad,  el  gobierno  ó  la  colecti- 
vidad deben  reservarse  una  parte  del  mayor  valor».  La 
razón  es  muy  simple,  el  Estado  toma  la  riqueza  que  nece- 
sita, de  donde  le  parece  más  conveniente,  siempre  que 
respete  el  principio  de  la  universalidad  y  justicia  del  im- 
puesto; aumenta  el  progreso  colectivo,  y  en  especial,  el 
bienestar  económico  de  unos  pocos  propietarios  de  la  tie- 
rra, entonces  el  Estado  exige  una  participación  en  esos 
beneficios,  que  todos  no  han  podido  obtener;  los  propie- 
tarios se  desprenden  de  una  parte  de  la  riqueza  que  han 
obtenido  por  obra  de  todos  y  contribuyen  á  la  vida  colec- 
tiva, que  volverá  nuevamente  á  beneficiarlos. 

En  resumen,  el  Estado  exige  una  contribución  al  pro- 
greso, cuando  no  haya  progreso  no  exige  nada  ;  ¿será  éste 
un  motivo  para  fundar  la  justicia  de  una  tutela  económica 
i  una  clase  social?  La  idea  no  merece  rebatirse  más  por  la 
absoluta  carencia  de  base  en  que  apoyarse. 

AWAI,.     TA.C.     DE    DER.     T.     III     (2*    p.)  .     sS 
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Otros  argumentos  contrarios  á  la  imposición  del  mayor 
valor,  no  afectan  al  fondo  económico  ó  jurídico  del  mismo 
sino  más  bien  á  su  forma  práctica  en  el  momento  de  apli- 
carse una  legislación  posible.  Por  esta  razón  serán  de  tener- 
se menos  en  cuenta;  aceptado  en  principio  elnuevo  impues- 
to, la  aplicación  defectuosa  que  pueda  hacerse  de  él  á  tal 
punto  que  fuera  contraproducente  con  los  fines  persegui- 
dos, no  destruye  su  esencia  misma  :  todas  las  formas  po- 
sibles de  imposición  pueden  viciarse  en  su  efectividad. 

El  mayor  valor  no  ha  ganado  estrictamente  puede  de- 
terminarse con  bastante  exactitud,  como  se  ha  hecho  ya 
en  las  legislaciones  alemana  é  inglesa;  no  habrá  lesión  al 
derecho  ni  trabas  á  las  iniciativas  individuales,  porque  la 
legislación  habrá  de  tener  en  cuenta  toda  causa  individual 
del  mayor  valor  déla  propiedad,  concediendo  con  toda 
amplitud  las  compensaciones  al  esfuerzo  y  al  trabajo ;  aun 
así,  después  de  aceptado  el  mayor  valor,  que  casi  siempre 
resulta  menor  que  el  que  realmente  se  ha  producido,  la 
legislación  podrá  exigir  un  /io  ó  5o  por  ciento,  nunca  más, 
dejando  el  resto  del  beneficio  al  propietario.  Es  de  notar 
que  la  legislación  actualmente  en  aplicación  en  los  casos 
en  que  es  más  severa,  tiene  una  cuota  progresiva  y  nunca 
toma  más  del  33  por  ciento  del  mayor  valor. 

Otras  razones  de  orden  social  demuestran  también  la 
conveniencia  de  la  aplicación  del  impuesto.  El  Estado 
adquiere  una  nueva  arma  fiscal  que  le  permite  intervenir 
en  el  desenvolvimiento  de  las  relaciones  sociales  en  gene- 
ral, á  consecuencia  de  la  modificación  necesaria  que  el 
impuesto  causará  en  las  relaciones  de  la  distribución  de  la 
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riqueza  y  de  la  producción  (principalmente  agrícola)  de 
un  país. 

Los  efectos  del  impuesto  no  pueden  conocerse  sino  de 
una  manera  general,  primero  porque  su  aplicación  es 
reciente,  después  porque  ellos  dependen  de  la  estructura 
particular  de  la  economía  de  un  medio  social.  Sin  embar- 
go, puede  afirmarse,  por  la  experiencia  de  otras  naciones, 
que  el  impuesto  concluiría  con  el  latifundio  y  atacaría  el 
fenómeno  desastroso  de  la  especulación  sobre  tierras, 
moderando  sus  efectos.  El  fracaso  de  la  ley  alemana  á  este 
último  respecto  es  debido  en  mucho  á  la  debilidad  de  las 
disposiciones  legales  que  contienen  numerosas  excepcio- 
nes; la  experiencia  aconsejará  las  nuevas  modalidades 
necesarias  en  la  legislación,  la  técnica  financiera  estudia- 
rá las  reglas  para  su  rigurosa  y  efectiva  administración  (i) 
y  en  el  futuro  podrán  conocerse  con  mayor  intensidad 
todavía,  los  buenos  resultados  de  esta  nueva  forma  de  la 
actividad  económica  de  los  estados. 


IV 


Definida  en  líneas  anteriores  la  cuestión  teórica  princi- 
pal de  este  estudio  y  aceptada  en  principio  y  en  general  la 
conveniencia  de  una  legislación  que  establezca  en  la  Re- 
pública Argentina  un  impuesto  al  mayor  valor  de  la  pro- 
piedad, siguiendo  el  ejemplo  de  otras  naciones,  queda 


(i)     Este  último  punto  ha  sido  tratado  con  todo  detalle  en  la  tesis  doctoral  del  autor. 
Impuestos  al  mayor  valor  de  la  propiedad,  capítulo  V,  Buenos  Aires,   1918. 


356  ANALES  DE  LA  FACULTAD  DE  DERECHO 

por  resolverla  forma  adaptable  á  la  estructura  social,  eco- 
nómica y  financiera  de  nuestro  país. 

Ninguna  actividad  del  Estado  de  mayor  dificultad  en  su 
realización  efectiva  que  el  establecimiento  de  un  nuevo 
impuesto  :  problema  que  implica  un  estudio  profundo  de 
laz  condiciones  económicas,  sociales  y  éticas  de  un  medio 
social  dado.  Un  impuesto,  implantado  aun  en  sólo  inte- 
rés fiscal,  siempre  modifica  é  influencia,  más  ó  menos,  el 
desenvolvimiento  de  las  relaciones  de  una  economía  y  por 
consiguiente  el  desarrollo  de  la  estructura  social  supe- 
rior. Nuevos  vínculos  se  establecen  en  las  relaciones  del 
Estado  con  el  individuo,  creándose  así  modalidades  de 
política  fiscal,  tan  importantes  á  su  existencia  misma 
—  porque  el  impuesto  es  la  base  de  su  vida  —  como  á  la 
existencia  del  individuo,  dado  que  ataca  en  ésto  lo  más 
principal  de  su  persona:  su  economía. 

Todo  esto  para  decir  sobre  la  dificultad  de  la  cuestión 
que  trataré  de  analizar,  que  es  mayor  todavía  si  se  tiene 
en  cuenta  que  los  problemas  de  esta  naturaleza  sólo  han 
sido  resueltos,  hasta  la  época  presenteen  forma  casi  intui- 
tiva por  nuestros  hombres  de  gobierno.  En  nuestro  país, 
ha  faltado  casi  por  completo  un  criterio  científico  y  estu- 
diado de  orientación  en  la  actividad  económica  y  finan- 
ciera del  Estado.  Esta  deficiencia  directriz  puede  notarse 
en  los  problemas  financieros  generales  que  se  relacionan 
con  nuestra  deuda  ó  en  la  construcción  de  obras  públicas, 
sino  también  en  lo  que  se  refiere  á  la  política  impositiva, 
agraria,  bancaria  ó  á  otras  cuestiones  que  no  corresponde 
tratar  en  estas  líneas. 
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Una  legislación  futura  sobre  el  mayor  valor  de  la  pro- 
piedad plantea  necesariamente  problemas  de  teoría  y  prác- 
tica de  la  más  grande  importancia. 

(jEstá  preparado  el  contribuyente  argentino  para  un 
impuesto  de  esta  clase?  ¿La  misma  administración  será 
capaz  de  hacer  efectivas  las  disposiciones  legales  que  se 
dictaran?  ^j  Sería  justo  gravar  los  mayores  valores  de  la 
tierra  en  nuestro  país,  cuando,  aunque  no  con  tanta  inten- 
sidad y  extensión,  vemos  otras  clases  de  riquezas  que  se 
multiplican  por  sí  mismas,  en  proporción  creciente  y  á 
costa  social  también?  Y  sino  se  han  establecido  todavía 
en  nuestro  régimen  impositivo  contribuciones  de  cierta 
naturaleza,  que  son  necesarias  para  la  efecúva  reintegra- 
ción parcial  de  los  mayores  valores  sociales  en  toda  su 
causación  amplia  ¿habrá  que  reformar  ese  régimen?  ¿Qué 
efecto  tendría  la  imposición  en  los  valores  de  las  tierras, 
en  la  producción  agrícola,  en  las  transmisiones  de  inmue- 
bles, etc.? 

Por  de  pronto  habrá  que  tener  presente  un  principio 
general  dictado  por  la  misma  experiencia  y  es,  que  un 
impuesto  no  puede  establecerse  en  un  país  incorporán- 
dose á  su  régimen  impositivo  extemporáneamente  ó  por 
disposiciones  independientes  y  aisladas  de  la  estructura 
legal  general,  ó  de  la  estructura  del  régimen  complejo  de 
imposición  que  se  haya  adoptado. 

En  consecuencia,  al  pretender  implantar  el  impuesto 
al  mayor  valor  social  de  la  propiedad  en  la  República  Ar- 
gentina, hay  que  relacionar  de  inmediato  la  teoría  y  la 
práctica  de  nuestra  contribución  territorial  ó  de  otros  im- 
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puestos  que  afecten  las  transacciones  de  inmuebles,  y 
considerar  también  la  situación  del  resto  de  la  población 
que  se  enriquece  por  medios  sociales,  otros  que  por  la 
propiedad  de  tierras  ;  para  que  la  exigencia  de  los  mayo- 
res que  haga  el  Estado  por  razones  sociales  superiores, 
estén  sancionadas  por  la  uniformidad  y  la  generalidad  que 
deben  regir  toda  imposición  ;  porque  la  riqueza  individual 
tomada  en  forma  que  no  respete  en  absoluto  los  princi- 
pios de  la  equidad,  destruye  la  buena  armonía  de  las  rela- 
ciones del  individuo  con  el  Estado  y  de  los  grupos  sociales 
entre  sí. 

En  esta  forma  la  cuestión  se  complica  y  exige  una  solu- 
ción que  no  puede  sino  indicarse  en  este  estudio. 

Toda  la  historia  financiera  de  nuestro  país  acusa,  como 
bien  lo  demuestra  Terry  en  su  libro  (i),  una  serie  de 
errores  en  la  forma  con  que  se  han  obtenido  los  recursos 
necesarios  á  las  exigencias  cada  vez  más  crecidas  de  nues- 
tros presupuestos. 

Los  recursos  que  obtiene  hoy  en  día  el  estado  Argenti- 
no por  concepto  de  imposición ,  no  solamente  no  consultan 
las  exigencias  equitativas  de  una  teoría  general  y  admiti- 
da en  la  prática  por  todos  los  Estados  civilizados,  sino  que 
no  se  relacionan  tampoco  con  la  naturaleza  de  nuestra 
economía  nacional  y  sus  necesidades.  Establecido  este 
renglón  en  nuestros  presupuestos  paulatinamente  y  á  me- 
dida que  las  necesidades  financieras  siempre  apremiantes 
lo  exigían,  no  siempre  se  consultaron  principios  de  todo 

(i;  Finanzas,   a*  edición. 
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orden,  constitucionales,  económicos,  financieros,  comer- 
cionales,  etc.  ;  que  debieron  haberse  respetado  en  favor 
de  un  mejor  desarrollo  de  nuestra  vida  nacional. 

Nuestro  sistema  impositivo  no  solamente  no  responde 
al  estado  social  actual  por  esas  razones  circunstanciales 
—  de  medio  ó  de  inaptitud  en  los  que  cuidaron  de  él  — 
sino  también,  porque  siendo  todo  régimen  de  esa  natura- 
leza, una  expresión  social-política  superior,  que  lleva  la 
impresión  inevitable  de  una  base  económica  y  social  infe- 
rior pero  inquebrantable,  la  base  evolutiva  de  las  exigen- 
cias sociales  de  nuestro  desarrollo  asombroso  en  todos  los 
órdenes,  ha  dejado  muy  atrás  las  relaciones  financieras 
del  Estado  con  el  individuo  :  en  forma  tal,  que  nuestro 
sistema  bien  pudo  servir  á  épocas  pasadas  cuando  nues- 
tra nacionalidad  se  formaba,  pero  no  al  momento  presen- 
te en  que  nuestro  desenvolvimiento  se  realiza  hasta  en  el 
orden  político,  dando  intervención  en  el  manejo  del  Esta- 
do á  expresiones  de  conciencia  social  no  tenidas  en  cuenta 
hasta  hoy  en  día.  Expresiones  que  exigen  con  mayor  vehe- 
mencia, si  cabe,  una  transformación  profunda  en  materia 
impositiva,  porque  responden  á  una  democracia  que  se 
organiza  y  que  comienza  á  participar  en  los  asuntos  pú- 
blicos, pidiendo  la  democratización  de  ese  régimen  impo- 
sitivo y  la  organización  de  la  política  económica  del  Es- 
tado. 

Estas  ideas  no  son  nuevas,  están  en  la  conciencia  de  to- 
dos desde  hace  tiempo.  Últimamente  la  Comisión  de  Pre- 
supuesto de  la  Cámara  de  Diputados,  en  su  informe  para 
1 91 3,  se  manifiesta  en  este  sentido  :  «era  ya  tiempo  de 
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plantear  la  reforma  de  nuestro  régimen  Impositivo  ;  no 
se  puede  afirmar  que  repose  sobre  bases  científicas,  ni  que 
el  conjunto  de  sus  disposiciones  revele  una  tendencia  á 
consultar  la  capacidad  contributiva  del  individuo  ó  la 
equivalencia  del  sacrificio,  por  el  contrario  sólo  responde 
á  necesidades  del  tesoro,  sin  cuidarse  mucho  de  la  equi- 
dad de  su  gravitación  » . 

Del  cálculo  de  recursos  sancionado  por  la  H.  C.  para 
19 1 3  pueden  establecerse  las  siguientes  proporciones: 
60,76  por  ciento  corresponde  por  concepto  de  aduanas 
solamente  ;  68,07  por  ciento  por  impuestos  indirectos  en 
general  y  un  poco  menos  del  10  por  ciento  por  impues- 
tos directos  :  el  resto  de  las  entradas  se  completa  con  re- 
cursos provenientes  del  dominio  del  Estado,  ó  de  servicios 
públicos  y  en  su  mayoría  con  negociaciones  de  títulos  y 
empréstitos,  como  siempre  fué  de  práctica. 

Imagínese  el  descalabro  financiero  que  produciría  un 
bloqueo  de  los  canales  de  nuestro  puerto,  quitándole  al 
Estado  la  mitad  de  los  recursos.  Considérese  lo  enorme- 
mente gravosa  que  es  la  entrada  de  280.000.000  de  pesos, 
más  ó  menos,  que  indirectamente  obtiene  el  Estado  de 
sus  subditos  y  principalmente  de  las  clases  sociales  eco- 
nómicamente inferiores.  Nuestra  riqueza  territorial,  la 
base  de  nuestra  economía  nacional  y  la  base  de  todas  las 
grandes  fortunas  de  nuestro  país  sólo  aporta  17.000.000 
por  año  !  El  equilibrio  ó  por  lo  menos  el  aumento  consi- 
derable de  los  impuestos  directos,  no  sólo  es  exigido  por 
la  justicia  general  de  la  evolución  social  moderna  sino 
también  por  las  mismas  necesidades  del  país. 
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¿  Porqué  no  se  ha  de  tener  en  cuenta  para  el  caso,  el 
ejemplo  que  nos  proporcionan  los  sistemas  impositivos 
de  las  naciones  más  adelantadas  en  la  evolución  social  i^ 
En  Francia,  /i8  por  ciento  corresponden  á  impuestos  di- 
rectos y  5i  por  ciento  á  los  indirectos  ;  en  Bélgica  la  pro- 
porción es  de  77  por  ciento  y  21  por  ciento  ;  en  Italia,  es 
equivalente  y  en  Inglaterra  mayor.  La  situación  actual  en 
Estados  Unidos  de  Norte  América,  apoya  inmejorable- 
mente la  argumentación  que  desarrollo.  Gran  porcentaje 
de  sus  entradas  (70-90  "/o)  lo  ha  obtenido  el  presupuesto 
federal  de  los  impuestos  aduaneros  :  el  régimen  político 
análogo  al  nuestro  hizo  necesaria  una  repartición  de  las 
facultades  impositivas  entre  el  Estado  Federal  y  los  Esta- 
dos locales,  dejando  á  éstos  la  mayor  parte  de  las  que  so 
refieren  á  impuestos  directos.  El  gobierno  de  la  Unión 
penetrado  perfectamente  del  peligro  que  importaba  la  si- 
tuación de  un  presupuesto  librado  al  azar  del  comercio 
internacional  ó  de  la  producción  nacional  siempre  varia- 
bles, prepara  en  estos  momentos  la  reforma  y  transfor- 
mación de  su  régimen  financiero,  bajo  la  base  de  una  di- 
minución de  los  recursos  que  lo  apoyan  por  concepto  de 
entradas  aduaneras,  que  serán  compensados  con  un  nue- 
vo impuesto  general  sobre  la  renta,  análogo  al  income  tax 
y  al  recientemente  sancionado  en  Francia  debido  á  la  ini- 
ciativa del  ministro  Caillaux. 

En  este  sentido,  la  reforma  de  nuestro  régimen  imposi- 
tivo es  necesaria  por  razones  generales  de  justicia  y  espe- 
ciales á  nuestra  economía  yá  nuestro  régimen  fiscal  ana- 
crónico ;  sólo  falta  para  su  realización  la  energía  de  un 
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ministro  de  hacienda,  que  encare  decididamente  la  dificul- 
tad del  problema  y  la  labor  orgánica  y  estudiosa  de  la 
Legislatura. 

Pero  no  sólo  es  necesaria  una  reforma  que  opere  una 
traslación  de  la  incidencia  de  las  cargas  impositivas,  de 
manera  que  no  pese  tanto  sobre  los  consumos,  artículos 
de  primera  necesidad,  impuestos  indirectos,  etc.,  y  que 
en  cambio  trate  de  aumentarlas  entradas  por  concepto  de 
patentes  ó  contribución  territorial,  —  modificando  esta 
última  de  manera  que  al  mismo  tiempo  que  exija  mayor 
aporte  con  una  cuota  progresiva,  tenga  en  cuenta  tam- 
bién la  situación  personal  de  los  propietarios — ;  sino 
también  creo  llegado  el  momento  de  una  transformación 
de  los  impuestos  de  la  República,  en  el  sentido  de  supri- 
mir algunos  gravosos  y  perjudiciales  y  crear  otros  nuevos, 
que  son  necesarios  dado  el  aspecto  que  toma  el  desen- 
volvimiento de  nuestra  riqueza  nacional. 

En  este  punto  el  temperamento  adoptado  por  la  Comi- 
sión de  Presupuesto  de  la  Cámara  de  Diputados,  en  su 
informe  para  191 3,  es  precauciona!  y  tímido  ;  dice  que  : 
(( abordará  la  reforma  de  nuestro  sistema  tributario  con 
prudencia  y  paulatinamente,  sin  pretender  ensayos  que 
pueden  conducir  á  trastornos  graves  ». 

En  principio  este  criterio  parece  ser  el  mejor,  pero 
bueno  sería  no  extremar  la  tendencia,  porque  entonces  la 
reforma  sería  tan  lenta  que  se  desvirtuaría  por  su  misma 
ineficacia.  El  régimen  impositivo  argentino  exige  imperiosa- 
mente una  revisión  total,  no  solamente  en  su  fondo  sino  también 
en  su  forma,  en  lo  que  respecta  su  repartición  entre  el  Es- 
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tado  de  la  Nación  y  la  Municipalidad  de  la  capital  federal 
y  los  gobiernos  de  provincia. 

Si  el  gobierno  nacional  creyera  llegado  el  momento  de 
crear  un  nuevo  impuesto  como  el  general  sobre  la  renta  ó 
impuesto  sobre  los  capitales  mobiliarios  ó  reformar  por 
completo  nuestra  contribución  territorial,  ^-podría  dete- 
nerse en  su  acción  so  pretexto  que  pudiera  conducir  á 
trastornos  orraves  e  imas^inarios? 

El  estado  Argentino  puede  y  debe  legislar  creando  nue- 
vas modalidades  impositivas.  Silos  impuestos  aduaneros 
son  en  parte  perjudiciales  á  la  economía  nacional  y  anti- 
jurídicos por  lo  onerosos  á  cierta  clase  de  la  población, 
habrá  que  suprimirlos.  Si  el  desarrollo  de  nuestro  comer- 
cio é  industria  descubre  existencias  de  riqueza  que  no 
aportan  su  cuota  á  la  vida  colectiva,  ¿por  qué  no  se  han  de 
crear  nuevos  impuestos,  pidiendo  una  participación  que 
el  Estado  necesita  urgentemente  y  por  qué  no  se  han  de 
satisfacer  las  exigencias  de  la  justicia  en  el  caso,  que  nos 
dicen  que  los  subditos  han  de  contribuir  todos  á  las  nece- 
sidades del  Estado  y  en  proporción  á  su  capacidad  econó- 
mica individual  ?  La  no  intervención  del  Estado  en  el  he- 
cho sería  una  negligencia  culpable. 

¿Es  admisible  estrictaraiente  que  la  tierra,  base  y  fuente 
de  casi  toda  nuestra  riqueza  y  producción  nacional  y  con- 
tenido de  las  grandes  fortunas,  contribuya  con  la  cantidad 
que  hasta  hoy  en  día  lo  ha  hecho  ?  Si  existe  en  esa  clase  de 
riqueza  una  fuente  importante  de  recursos  para  el  Estado 
y  mayor  capacidad  para  contribuir,  es  bajo  todo  punto  de 
vista  necesario  reorganizar  la  legislación  que  la  impone. 
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No  caben  en  estas  líneas  extensas  consideraciones  sobre 
la  deficiencia  conocida  de  nuestra  contribución  territoriaL 
La  base  ú  objeto  del  impuesto,  que  es  el  valor  total  de  la 
propiedad,  es  inadecuada  en  el  sentido  de  que  se  la  consi- 
dera de  una  manera  general,  sin  limitaciones  ni  distincio- 
nes. El  impuesto  á  más  de  ser  real  tiene  forzosamente  que 
tener  en  cuenta  la  situación  personal  del  contribuyente, 
con  relación  á  la  riqueza  que  se  impone.  Un  terreno  bal- 
dío pagará  más  que  uno  edificado  :  un  campo  cultivado 
por  su  dueño,  menos  que  otros  incultos  ó  arrendados  ;  la 
propiedad  pequeña  deberá  ser  exceptuada  y  las  grandes 
extensiones  recargadas  en  su  cuota,  etc. 

También  es  defectuosa  nuestra  contribución  territorial 
porque  impone  sin  distinción  los  valores  territoriales  de- 
bidos á  los  capitales,  empresa  ó  acción  individual  y  los 
valores  que  corresponden  exclusivamente  á  la  tierra,  que 
en  muchos  casos  son  puramente  sociales,  como  hemos 
visto.  Ningún  criterio  fiscal  más  equivocado  que  éste,  bajo 
un  punto  de  vista  económico.  El  impuesto  conspira,  como 
dice  Lobos,  contra  el  cultivo  y  la  población  de  la  tierra, 
que  continúa  en  manos  del  propietario  sin  estímulos  que 
la  hagan  producir,  porque  se  recarga  con  gravamen  toda 
clase  de  mejoramiento  llevado  por  la  acción  individual. 

Por  estas  razones  puede  decirse  que  la  ley  número 
5062  sobre  Contribución  Territorial,  es  contraria  á  los 
intereses  más  fundamentales  del  país,  en  su  estructura 
general  y  sobre  todo  en  su  artículo  3%  cuando  dice : 
«en  los  casos  de  nuevas  construcciones,  modificaciones 
y   refacciones  que  alteren   el   valor  de  la  propiedad   se 
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procederá  anualmente  á  valuaciones  especiales,  etc.  » 
En  la  capital  federal  el  valor  de  la  tierra  que  pagaba  el 
impuesto  en  el  año  1907  era  de  1.061 .6/Í9.618  pesos  y 
el  de  las  construcciones  y  edificios  708.3/Í8.082  pesos. 
En  el  año  191 2  la  tierra  continúa  avaluada  en  la  misma 
cantidad  á  los  efectos  impositivos,  mientras  que  el  valor 
de  las  construcciones  gravadas,  es  decir  el  valor  de  los 
•capitales  individuales  que  han  contribuido  á  la  mejora  de 
aquélla  y  al  progreso  general  es  de  i.o5i.  191.632  millo- 
nes de  pesos. 

El  impuesto  ataca  principalmente  la  acción  individual 
en  vez  de  favorecerla.  Es  necesario,  pues,  transformar 
por  completo  nuestra  contribución  territorial  hasta  llegar 
á  exceptuar  de  todo  impuesto  á  las  mejoras,  que  son  tra- 
bajo, y  aumentar  el  que  grava  la  tierra,  á  fin  de  combatir 
la  existencia  de  terrenos  baldíos  en  las  ciudades  y  obhgar 
al  propietario  de  los  campos  á  subdividir  y  deshacerse  de 
Ja  tierra  que  no  pueda  utilizar  económicamente. 

En  este  sentido  se  dictan  las  nuevas  leyes  que  imponen 
el  valor  social  de  la  tierra  en  la  mayor  parte  de  los  países 
•civilizados.  La  reforma  comenzó  en  Australia  y  Nueva 
Zelandia,  para  continuar  en  Estados  Unidos,  Canadá,  Di- 
namarca, Inglaterra,  Alemania,  etc.  Los  efectos  de  la  nue- 
va modalidad  financiera  han  superado  á  las  previsiones, 
tanto  por  las  consecuencias  económicas  del  impuesto  en  la 
explotación  y  población  de  las  tierras,  como  por  las  impor- 
tantes entradas  que  proporciona  á  los  presupuestos  (i). 

(1)  \.  Seligman,   op.  cit.;  Amic,    L'impót  sur  la    rente  fonciére,  Giard  y  Briérc,  Paris, 
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Pero  la  reforma  de  nuestro  sistema  impositivo  es  nece- 
saria no  sólo  en  estos  puntos  más  fundamentales,  sino 
también  en  lo  que  se  refiere  al  asunto  principal  de  este 
trabajo.  En  el  párrafo  que  continúa,  veremos  por  qué  me 
parece  aceptable  por  muchos  conceptos  el  principio  fiscal 
que  reintegra  á  la  economía  colectiva  de  los  mayores  va- 
lores sociales  déla  propiedad. 

Algunos  consideran  que  nuestro  régimen  financiero- 
económico  no  está  preparado  para  semejantes  transfor- 
maciones. 

La  Comisión  de  Presupuesto  dice  en  el  informe  citado 
que  :  «la  iniciación  del  proyecto  presentado  por  el  ejecu- 
tivo en  junio  de  1912,  se  ha  anticipado  á  su  aumento  y 
que  no  estando  normalizado  el  régimen  á  que  se  debe  so- 
meter el  instrumento  más  importante  de  la  riqueza  pú- 
bHca,  el  proyecto  indicado  puede  ser  una  poderosa  causa 
de  perturbaciones  en  vez  de  un  medio  de  conquistar  los 
fines  con  que  fué  concebido»,  y  por  esto,  «considera  con- 
veniente no  juzgarlo  hasta  que  se  le  pueda  implantar  por 
el  prestigio  de  su  justicia  y  su  eficacia». 

A  mi  juicio  la  comisión  citada  pudo  haberse  pronun- 
ciado en  forma  más  categórica  sobre  la  cuestión;  un  pro- 
yecto inspirado  en  fundamentos  tan  aceptables,  que  trata 

1918  ;  M.  Herrera  y  Reissig,  La  reforma  del  impueslo  territorial,  artículos  aparecidos  en 
el  Diario  del  Plata,  en  enero  y  febrero  de  1918,  Montevideo  (más  tarde  en  folleto,  Ba- 
rreiro  y  Ramos,  editor) ;  Cf.  Cuoiiley  andOcthwaite,  Land  valúes  laxalion,  London,  1909; 
documento  o&cial  Taxalion  of  land,  papers  and  reports  presented  lo  bolh  Hoases  of  Parlia- 
menl  (Cd.  465o),  London,  1909;  etc.  En  este  sentido  se  inicia  la  política  impositiva 
territorial  en  la  provincia  de  Buenos  Aires  ;  V.  Memoria  de  la  Dirección  de  fíenlas  por 
Stuntz,  La  Plata,  1918  ;  Memoria  de  la  valuración  territorial  en  19Í2  de  la  provincia  de 
Buenos  Aires:     Oficial,  Leyes  de  impuestos  para  1913,  La  Plata,    1918. 
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de  realizar  fines  tan  necesarios  y  benéficos  por  todo  con- 
cepto á  nuestra  economía,  no  puede  dejarse  de  lado  so 
pretexto  imaginario  de  las  perturbaciones  posibles  que 
causaría  la  traducción  legal ;  ni  los  antecedentes  conoci- 
dos de  las  legislaciones  análogas,  ni  la  estructura  general 
de  la  proposición  del  poder  ejecutivo,  autorizan  previsio- 
nes de  esa  naturaleza. 

Tampoco  es  aceptable  el  criterio  que  adopta  en  lo  que 
se  relaciona  con  la  acción  del  estado  Argentino,  frente 
á  los  numerosos  problemas  de  presente  y  futuro  cuyo 
estudio  y  resolución  son  imprescindibles. 

No  es  ciertamente  el  Estado  quien  ha  de  reformar  la 
sociedad  de  una  manera  total,  pero  su  participación  en  el 
desarrollo  de  las  relaciones  sociales  es  necesaria  y  casi 
podría  decir  indiscutible.  Su  actividad  no  debe  tener  lími- 
te cuando  se  trate  de  un  interés  social ;  debe  llevarse  á 
cabo  rápidamente  y  con  decisión. 

En  la  República,  la  acción  social  del  Estado  se  justifica 
por  razones  múltiples.  La  expresión  confusa  de  nuestra 
nacionalidad  que  se  forma,  requiere  la  fuerza  de  una 
acción  central  inteligente  y  estudiada  ;  de  otra  manera  la 
ordenación  —  hasta  hace  poco  amorfa  y  caótica  —  de 
nuestras  relaciones  sociales,  sería  imposible  ;  bien  lo  dice 
la  experiencia  de  nuestra  historia. 

Mayor  razón  se  encontrará  á  la  tendencia  que  expongo, 
si  se  tiene  en  cuenta  el  ingreso  tumultuoso  del  elemento 
extranjero  —  verdadero  desecho  de  viejas  sociedades  eu- 
ropeas en  muchos  casos  —  que  se  incorpora  material- 
mente á  nuestro  suelo  y  su  economía,  pero  que  atenta 
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gravemente  contra  la  formación  de  nuestra  nacionalidad, 
porque  su  agregado  deforma  las  características  superio- 
res de  nuestra  estructura  social :  cuando  no  perjudica  su 
existencia  misma,  destruyendo  nuestras  modalidades  so- 
ciales y  encauzando  nuestra  evolución  en  un  desarrollo 
que  sería  desastroso  para  su  futuro  si  el  Estado  no  inter- 
viniera decididamente  en  él. 

No  cabe  en  estas  líneas  un  estudio  detenido  de  la  orien- 
tación planteada,  en  los  diversos  aspectos  en  que  ésta  se 
justifica. 

Donde  puede  notarse  con  más  evidencia  la  necesidad 
de  la  acción  inteligente  y  previsora  de  nuestro  Estado  es 
en  el  desarrollo  vertiginoso  y  desordenado  de  las  relacio- 
nes de  nuestra  economía;  el  problema  más  importante  en 
el  presente  estado  de  nuestra  evolución  social,  cuya  reso- 
lución es  exigida  por  todos  los  aspectos  de  nuestra  vida 
colectiva,  que  en  su  avidez  de  progreso  carecen  de  la  esta- 
bilidad básica,  económica,  necesaria  para  la  ordenación 
de  sus  relaciones  superiores. 

En  las  sociedades  que  se  forman  es  donde  más  puede 
notarse  la  influencia  poderosa  que  ejerce  la  actividad  eco- 
nómica en  el  desarrollo  de  las  demás  manifestaciones  de 
su  vida.  Nuestra  sociedad  se  forma  en  este  momento  y 
su  vida  es  económica  esencialmente  (tal  vez  pudiera  de- 
cirse exclusivamente). 

Todas  nuestras  relaciones  sociales  superiores  dependen 
de  nuestra  tierra,  de  nuestra  producción  y  consumo,  de 
nuestro  comercio,  de  nuestra  inmigración  atraída  por 
causas  económicas,  de  nuestros  ferrocarriles  construidos 
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por  causas  económicas,  y  de  nuestro  espíritu  especulativo 
ávido  de  riquezas,  que  juega  con  los  valores  territoriales, 
creyendo  que  la  riqueza  está  en  comprar  y  vender  la  tierra 
y  no  en  hacerla  producir. 

El  estado  Argentino  no  se  ha  preocupado,  á  mi  juicio, 
de  nuestra  economía,  como  lo  exige  su  importancia  funda- 
mental. Es  de  creer  que  en  elhiturolohará  y  que  dentro  de 
osa  actividad  por  desarrollarse  tomará  resueltamente  la  ini- 
ciativa, dictará  leyes  que  modelen  en  algo  nuestra  estruc- 
tura social  e  impondrá  las  riquezas  que  deban  contribuir 
á  sus  necesidades  creando  nuevas  contribuciones,  como 
la  del  mayor  valor  de  la  propiedad,  cuando  así  lo  exijan 
los  fines  económicos  y  financieros  que  pueden  satisfacer. 

Con  las  líneas  finales  del  período  anterior,  justifico  la 
digresión,  que  pudo  aparecer  incongruente  con  los  límites 
naturales  de  este  trabajo. 

El  impuesto  al  mayor  valor  social  de  la  propiedad  en 
caso  de  legislarse  en  nuestro  país,  debe  serlo  por  un  Estado 
ó  gobierno  que  inicie  una  tendencia  política  netamente 
social,  implantando  la  preponderancia  de  su  acción  en  la 
vida  colectiva.  Un  impuesto  de  esta  naturaleza  no  puede 
concebirse  en  aplicación  en  un  país,  donde  se  legislara  al 
mismo  tiempo  favorablemente  á  alguna  concentración 
económico-comercial  ó  trust,  por  ejemplo.  Si  el  estado 
Argentino  atacara  los  mayores  valores  territoriales,  no 
podría  favorecer,  á  no  ser  que  fuera  incongruente  en  su 
misma  actividad,  la  explotación  y  adquisición  de  mayores 
valores  sociales  en  sociedades  de  esa  naturaleza  ú  otros 
cualesquiera. 

ANAL.     TAC.     DE     UER.     T.     III     (s*    p.)  2í4 
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Al  delinear,  pues,  la  causación  posible  y  futura  de 
nuestra  vida  política,  no  he  querido  sino  aplicar  un  prin- 
cipio general  de  filosofía  política,  que  exige  una  coordi- 
nación en  las  diversas  manifestaciones  de  la  acción  guber- 
nativa. Un  Estado  individualista  que  amparara  la  creación 
de  mayores  valores  de  toda  clase  de  riquezas,  descuidando 
los  intereses  sociales  generales,  no  podría  atraído  por  la 
novedad  del  ensayo,  aplicar  un  impuesto  al  mayor  valor 
de  la  propiedad,  porque  el  hecho  sería  injusto  evidente- 
mente. En  cambio,  iniciada  la  acción  social  del  estado 
Argentino  en  una  intervención  principalmente  económica, 
que  le  debiera  corresponder,  no  solamente  podría  legislar 
imponiendo  el  mayor  valor  de  la  propiedad,  sino  también 
organizar  y  dictarla  legislación  general,  principalmente 
impositiva,  de  manera  que  fuera  congruente  con  los  fines 
generales  que  se  propusiera  en  su  acción,  porque  sólo  así 
sería  equitativa  y  procedente.  Tomaría  riquezas  para  sus 
necesidades  no  solamente  y  en  especial  de  un  grupo  social 
dado,  sino  también  de  todos  los  grupos  y  de  todas  las 
formas  que  tomara  la  capacidad  económica  individual 
para  contribuir. 

En  consecuencia  de  lo  expuesto  me  parece  necesario 
decir,  que  un  impuesto  al  mayor  valor  de  la  propiedad  no 
puede  ser  incorporado  actualmente  á  nuestro  régimen 
impositivo ;  sólo  se  consultarían  las  exigencias  de  la  equi- 
dad, del  derecho  social  y  de  nuestra  economía,  cuando 
una  innovación  de  esa  naturaleza  fuera  concomitante  con 
la  reforma  casi  completa  de  ese  régimen.  El  impuesto  no 
provocaría  esa  transformación  sino  que  habiendo  llegado 
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el  momento  sentido  de  efectuarla,  podría  ser  incorporado 
á  nuestro  sistema  financiero,  contribuyendo  en  mucho  á 
su  perfeccionamiento. 

La  reforma  tendría  que  llegar  bástala  misma  Constitu- 
ción Nacional,  que  no  permite  por  lo  menos  en  teoría  pu- 
ra, la  legislación  de  un  impuesto  directo  como  el  que  se 
estudia,  con  carácter  general  para  toda  la  República. 

La  implantación  en  nuestro  país  del  impuesto  que  nos 
ocupa  requiere  entonces  la  adopción  ó  creación  de  im- 
puestos no  conocidos  en  el  régimen  financiero  de  nuestro 
Estado,  porque  serían  concomitantes  con  los  fines  que 
persiguiera  el  impuesto  al  mayor  valor. 

Los  capitales  mobiliarios  no  contribuyen  á  las  necesi- 
dades de  nuestro  Estado,  de  manera  que  una  imposición 
análoga  á  la  conocida  en  Italia,  es  necesaria  en  cualquiera 
de  las  formas  que  afectaren  :  acciones,  títulos,  depósitos 
en  los  bancos,  capitales  hipotecarios,  etc.,  con  medidas 
que  tendieran  á  gravar  especialmente  los  mayores  valores 
sociales. 

También  podría  ser  materia  de  estudio  y  considera- 
ción un  impuesto  á  la  exportación  de  capitales ;  los  to- 
tales que  egresan  del  país  anualmente,  representan  con 
seguridad  sumas  enormes  é  incalculables;  producto  de 
nuestra  vida  y  nuestro  trabajo,  que  en  la  indolencia  que 
comunica  un  medio  ambiente  fácil,  no  se  ha  preocupada 
de  formar  un  capital,  para  no  tener  que  pedirlo  al  extran- 
jero y  ni  siquiera  conoce  con  certeza  cuál  es  el  precio 
verdadero  que  se  le  exige  por  semejante  favor.  Con  un 
impuesto  á  los  giros,  por  ejemplo,  que  exceptuaría  aque- 
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líos  casos  en  que  pudiera  perjudicarse  nuestro  comercio, 
obtendría  el  Estado  una  fuente  importante  de  recursos  de 
un  capital  que  no  es  nacional,  sin  perjudicar  á  nuestra 
economía  más  que  en  la  restricción  sobreviviente  á  la  im- 
portación del  mismo ;  que  muchos  creen  indispensable 
por  anticuada  idea,  que  hoy  es  necesario  substituir  en 
favor  de  nuestra  autonomía  económica. 

De  otros  impuestos  sería  prematuro  hablar,  porque  se 
violentaría  la  capacidad  económica  é  intelectual  de  nuestro 
contribuyente:  que  ya  ha  de  levantar  seria  oposición  si  el 
Estado  le  pide  parte  del  mayor  valor  que  no  es  suyo,  por- 
que nuestro  contribuyente  no  comprende  que  no  sea  suyo. 

Nuestra  sociedad  no  se  ha  penetrado  bien  todavía  de  las 
nuevas  formas  de  vida,  que  son  la  base  de  las  nuevas 
orientaciones  del  derecho  social. 


Estudiada  la  cuestión  de  una  manera  general  y  enun- 
ciados algunos  de  los  problemas  que  se  relacionan  con  la 
imposición  posible  del  mayor  valor  de  la  propiedad  en 
nuestro  país,  la  mayor  parte  de  los  cuales  requieren  una 
solución  aunque  esta  legislación  no  se  hiciera  efectiva, 
veamos  algunas  de  las  razones  principales  que  demues- 
tran la  necesidad  de  esta  nueva  forma  de  impuesto  y  ios 
beneficios  que  ella  reportaría  para  la  economía  nacional. 

Ante  todo  tendré  que  hacer  notar  que  el  impuesto  no 
puede  recomendarse  por  el  momento  como  fuente  de 
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gruesas  entradas  para  el  presupuesto.  En  otra  ocasión  he 
manifestado  que  en  este  caso  los  fines  fiscales  están  subor- 
dinados á  las  ventajas  económicas  que  la  imposición  puede 
reportar;  la  finalidad  económica  ha  sido  la  base  de  la  le- 
gislación moderna  y  los  presupuestos  inglés  ó  alemán 
—  con  déficits  enormes  —  no  se  han  equilibrado  segura- 
mente con  las  entradas  por  este  concepto. 

En  la  República  sólo  podría  pronosticarse  la  importan- 
cia fiscal  de  la  imposición  para  dentro  de  algLinos  años, 
cuando  hubiera  arraigado  en  la  población  ;  cuando  se  en- 
contraren medios  no  sólo  de  evitar  los  fraudes  sino  tam- 
bién de  penarlos  fuertemente  y  cuando  la  administración 
encargada  de  su  efectividad,  se  distinguiera  por  lo  inflexi- 
ble de  su  actitud  y  la  imparcialidad  de  su  conducta  (idea- 
les de  reaHzación  tal  vez  muy  lejana). 

El  fenómeno  base  de  la  imposición,  es  decir,  el  mayor 
valor  mediato  de  la  propiedad  —  creado  por  la  actividad 
colectiva  y  progreso  general  del  Estado  y  otras  causas  so- 
ciales ajenas  á  los  propietarios  de  la  tierra  —  se  manifiesta 
en  la  República  con  fuerza  incontrastable  y  se  evidencia  en 
todos  los  momentos  y  lugares  desde  hace  años. 

He  probado  en  párrafos  anteriores  cómo  la  acción  gu- 
bernativa había  tenido  su  parte  en  ese  desarrollo.  En  cuan- 
to al  mayor  valor  producido  indirectamente  por  causas 
sociales,  no  solamente  ha  sido  un  hecho  cierto  en  el  pasa- 
do sino  también  lo  será  en  el  futuro. 

Veamos  algunas  cifras.  De  los  2. 962. 55o  kilómetros 
cuadrados  de  superficie  que  tiene  la  República,  solamente 
1 .  33 1 .  469  son  de  propiedad  privada.  Puede  agregarse á  es- 
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ta  cantidad  la  de  Soo.ooo  kilómetros  cuadrados  corres- 
pondientes á  la  superficie  de  los  centros  urbanos,  ríos, 
caminos,  etc.,  para  obtener  un  total  perteneciente  al  do- 
minio individual  de  i.GSi./jGg  kilómetros  cuadrados.  El 
resto,  oséala  superficie  de  i.32i.o8i  kilómetros  cuadra- 
dos, forma  parte  del  dominio  privado  del  Estado  de  la  Na- 
ción ó  de  las  provincias  ó  es  propiedad  desierta  (476.08 1 
kilómetros  cuadrados).  De  manera  que  hay  todavía  en  dis- 
ponibilidad parala  agricultura,  industria  ó  utilización  eco- 
nómica de  la  nación,  una  superficie  casi  igual  á  la  que  en 
este  momento  se  aprovecha.  Calcúlese  si  cabrán  muchos 
millones  más  que  los  escasos  7.800.000  habitantes  de 
la  actualidad;  si  se  podrán  ampliar  los  cultivos  en  exten- 
siones enormes,  masque  lasque  son  aprovechadas  actual- 
mente y  si  se  elevarán  ó  no  los  valores  sociales  de  la  tierra 
por  las  causas  enumeradas  anteriormente. 

A  mayor  abundamiento  puede  entreverse  la  capacidad 
económica  futura  de  la  Nación  con  los  dalos  siguientes. 
La  región  de  los  cereales  que  comprende  las  provincias  de 
Buenos  Aires,  Santa  Fe,  Córdoba,  parte  de  Entre  Ríos  y 
y  el  territorio  de  la  Pampa,  abarca  una  extensión  de 
83. 1 5 1. 3oo  hectáreas  cuadradas.  De  esta  cantidad  sólo 
han  sido  entregadas  al  cultivo  12. 6 6 3. 000  ó  sea  un  i5,83 
por  ciento,  lo  que  representa  sin  embargo  un  porcentaje 
de  90,50  por  ciento  con  relación  á  toda  la  extensión 
cultivada  en  país.  En  la  superficie  de  esta  zona  la  po- 
blación contenida  es  de  72,7  por  ciento  del  total  de  habi- 
tantes de  la  República;  la  ganadería  70.  t  por  ciento  y  los 
ferrocarriles  73  por  ciento. 
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Comparando  las  cifras  dadas  para  estos  factores  de  la 
producción  nacional  y  sabiendo  que  la  superficie  dicha 
sólo  es  un  27,7  por  ciento  de  la  superficie  total  de  la  Re- 
pública, puede  decirse  que  los  3/4  de  la  economía  nacional 
están  contenidos  en  la  cuarta  parte  de  su  territorio  (i).  Ima- 
gínese el  porvenir  grandioso  que  le  está  reservado  ;  y  eso 
sin  haber  tenido  en  cuenta  para  los  datos  que  anteceden, 
el  hecho  de  que  á  ninguno  de  esos  factores  se  le  ha  exigi- 
do todavía  su  máxinmm  de  utilidad. 

El  desarrollo  extraordinario  de  todas  las  manifestacio- 
nes de  actividad  económica  en  los  diez  últimos  años  (2) 
ha  sido  hasta  el  presente  la  causa  directa  del  aumento  del 
valor  social  de  las  tierras,  porque  la  extensión  de  los  cul- 
tivos ha  aumentado  en  ese  período  en  un  i/i5  por  ciento, 
porque  la  extensión  de  los  ferrocarriles  es  85  por  ciento 
mayor,  lo  que  ha  facilitado  la  exportación  de  los  pro- 
ductos y  en  resumen  porque  el  aumento  de  la  población 
y  el  bienestar  económico  se  han  traducido  en  una  mayor 
demanda  de  tierras,  lo  que  ha  beneficiado  á  los  propieta- 
rios en  grandes  cantidades. 

Con  estos  antecedentes  puede  afirmarse  la  seguridad 
futura  de  un  mayor  valor  social  en  nuestra  propiedad  in- 
mueble. Por  otra  parte,  la  acción  reservada  al  estado  Ar- 
gentino en  la  evolución  social,  ha  de  ser  cada  vez  mayor 
porque,  como  dije,  así  lo  exige  el  buen  desarrollo  de  la 


(i)  VArgenline  agricole,  19 12,  folleto  publicado  por  la  Dirección  General  de  Estadís- 
tica Agrícola  del  Ministerio  de  Agricultura.  igiS. 

(2)  La  producción  nacional,  informe  del  director  general  de  Estadística  señor  E,  Labitte, 
Buenos  Aires,  agosto  de   1918 . 
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nación  que   se  forma  y  la  orientación  de  su  progreso. 

Conociéndose  entonces  la  participación  actual  y  futura 
de  la  acción  colectiva  de  nuestra  sociedad  en  el  mayor  va- 
lor de  la  tierra  ¿porqué  razón  el  estado  Argentino  que  tie- 
ne no  solamente  el  interés  sino  el  deber  de  velar  por  los 
intereses  sociales,  habrá  de  dejar  librado  el  fenómeno  á  su 
exteriorización  natural,  para  que  aumente  la  fortuna  de 
unos  pocos  y  perjudique  en  grandes  cantidades  la  econo- 
mía colectiva? 

Consideraciones  jurídicas  y  económicas,  sociales  y  financie- 
ras recomiendan  el  impuesto.  La  producción  misma  del  fe- 
nómeno del  mayor  valor,  ha  de  plantear  en  nuestro  país, 
problemas  de  distribución  económica  de  riqueza  de  la  im- 
portancia más  fundamental ;  que  ya  comienzan  á  conocer- 
se en  la  actualidad  desastrosa  de  las  condiciones  de  nues- 
tra agricultura  ;  cuyo  pasado  de  prosperidad  benefició  el 
valor  de  las  tierras,  las  ganancias  de  los  intermediarios  de 
todo  género  y  las  utilidades  de  los  capitaHstas  que  mono- 
polizan la  compra  de  los  productos,  pero  no  mejoró  las 
condiciones  del  colono  que  se  ve  explotado  por  aquellos, 
sin  que  pueda  desligarse  de  su  difícil  situación  :  no  sólo 
porque  carece  de  condiciones  personales,  sino  también 
porque  el  medio  social  y  económico  limita  su  libre  desen- 
volvimiento tomando  una  riqueza  que  él  ha  creado. 

Las  relaciones  de  nuestra  economía,  principalmente  en 
lo  que  se  refieren  á  la  repartición,  tanto  de  la  riqueza  agrí- 
cola como  de  cualquiera  otra,  requieren  una  orientación 
futura  impregnada  de  mayor  espíritu  de  justicia.  El  im- 
puesto al  mayor  valor  contribuiría  á  ello,  interviniendo 
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en  un  fenómeno  cuya  exteriorización  no  puede  ser  con- 
templada indolentemente  por  nuestro  espíritu  democrá- 
tico y  no  puede  dejar  de  llamar  la  atención  del  estadista, 
que  conoce  perfectamente  sus  consecuencias  para  la  esta- 
bilidad futura  de  nuestra  organización  social. 

El  impuesto  al  mayor  valor  debe  tener  en  nuestro  país 
relación  íntima  con  el  modo  de  disposición  de  la  extensa 
área  de  tierra  fiscal,  existente  en  la  actualidad.  Los  mayo- 
res valores  que  se  producen  en  tierras  vendidas  por  el  go- 
bierno á  precios  ín limos,  crecen  muchas  veces  en  pro- 
porciones tan  extraordinarias,  que  es  necesario  alguna 
medida  que  los  reintegre  á  la  economía  colectiva,  por  ra- 
zones cuya  justicia  es  evidente. 

Mientras  no  se  modifique  nuestra  política  agraria,  en 
el  sentido  de  que  el  Estado  se  desprenda  lo  menos  posible 
de  su  dominio  privado  (la  intuición  genial  de  Rivadavia), 
la  imposición  del  mayor  valor  social  es  una  legislación  im- 
prescindible, porque  ejercería  una  función  reguladora  de 
la  economía  de  esas  tierras  ;  que  ha  sido  hasta  hoy  en  día 
tan  desastrosa  y  perjudicialá  los  intereses  nacionales,  aun 
cuando  las  apariencias  pudieran  presentar  otros  resulta- 
dos. 

Gran  parte  de  nuestra  tierra  pública  ha  pasado  al  do- 
minio individual  poco  menos  que  gratuitamente,  con  gra- 
ve perjuicio  económico,  porque  nuestras  leyes  de  tierras 
dictadas  con  criterio  equivocado  y  sin  conocimiento  de  la 
realidad  de  las  cosas  y  de  las  necesidades  del  país,  no  han 
servido  más  que  para  el  enriquecimiento  de  unos  pocos 
capitalistas  especuladores.  El  Estado  creyó  inocentemente 
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que  nuestros  territorios  se  poblarían  y  cultivarían,  y  los 
resultados  fueron  diametralmen te  opuestos  á  las  esperan- 
zas. He  aquí  la  prueba  : 


CUADRO   C 


Estadística  para  los  territorios 


des 


Tierra  fiscal  enajenada 

en  millones 

de  hectáreas 

Años 

Por  ventas 
y  remates 

Concedida   en    a- 
rrendamicnto  ó 
para  creación  de 
pueblos,      colo- 
nias, etc. 

Superficie 
cultivada 
(hectáreas) 

Población 

para 

los  Territorios 

Población 

de  toda 

la    República 

1869 

)) 

n 

(nula) 

93.444 

1.886.498 

1895 

28.164.713 

)> 

59.607 

108.369 

3. 894. 911 

I9IO 

35.288.903 

20. 486. 853 

1.826.849 

?  270.000 

? 7. 100.000 

I912 

35.798.870 

23.923.595 

2 .027.896 

349.000 

? 7. 800. 000 

También  se  ha  considerado  en  nuestro  país  desde  tiem- 
po atrás,  que  los  ingresos  por  venta  de  tierra  pública  pue- 
den formar  un  renglón  ordinario  de  entradas  en  el  presu- 
puesto ;  ninguna  medida  financiera  más  errónea  y  ningún 
criterio  de  estadista  más  equivocado,  que  el  que  considere 
oportuna  la  evaporación  paulatina  de  nuestro  futuro  ca- 
pital en  esas  enormes  extensiones  de  tierra,  las  más  ricas 
que  poseyera  ningún  país.  Todavía  quedan  muchos  mi- 
llones de  hectáreas  de  propiedad  fiscal  y  aunque  algo  tarde, 
el  Estado  está  en  tiempo  de  conocer  el  error  de  esa  políti- 
ca económica  preocupándose  seriamente  de  su  reorgani- 
zación. 

Esta  situación  es  conocida,  mucho  se  ha  escrito  y  poco 
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se  ha  hecho  ;  sus  consecuencias  gravísimas  para  nuestro 
desarrollo  comienzan  á  sentirse.  El  economista  uruguayo 
Manuel  Herrera  y  Reissig  ha  escrito  con  acierto  al  respec- 
to :  ((  El  problema  de  la  población  y  colonización  es  inso- 
luble  sin  la  base  y  el  intrumento  indispensable  de  la  tie- 
rra, gratuita  ó  poco  menos,  brindaba  al  inmigrante  para  su 
establecimiento  y  arraigo.  »  ((Nuestros  vecinos  parecen 
no  haber  percibido  aún  esa  verdad,  á  pesar  de  las  adver- 
tencias oportunas  de  algunos  de  sus  más  esclarecidos  pu- 
blicistas, como  el  doctor  Lobos  y  de  nuestro  ilustre  com- 
patriota don  Andrés  Lamas.  Continúan  en  tren  de  derro- 
che de  la  tierra  nacional  y  aplauden  alborozados  el  creci- 
miento fabuloso  del  valor  de  la  tierra  en  las  regiones  más 
apartadas  de  su  país,  distantes  centenares  de  leguas  de  la 
capital !  No  ven  que  encarecer  la  tierra  es  alejarla  del  inmi- 
grante;  es  paralizar  la  inmigración,  el  crecimiento  de  la  po- 
blación y  la  riqueza  argentina  ;  es  esterilizar  prematuramente 
todas  susjuentes  de  producción  ;  es  condenar  á  la  desolación 
del  desierto  y  del  latifundio  sus  dilatadas  y  feraces  llanu- 
ras ;  es  prepararla  más  grande  y  formidable  crisis  que  ha- 
ya afrontado  jamás  ninguna  nación  de  la  tierra  en  los  pri- 
meros pasos  de  su  desenvolvimiento  »  (i). 

La  participación  del  dominio  individual  actual  y  futuro 
sujeto  á  la  jurisdicción  financiera  de  la  nación,  en  el  pro- 
greso colectivo  y  al  fondo  común  necesario  al  Estado  para 
la  realización  de  su  actividad,  es  pues  una  política  fiscal 


(i)  Artículos    publicados  en  el  Diario  del  Plata    bajo  el  título  de    La  Reforma  del  im- 
pueslo  territorial,  número  4,  Montevideo,  enero  de  191 3. 
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exigida  imperiosamente  por  la  justicia  que  debe  reinar  en 
las  relaciones  sociales  y  por  la  economía  nacional,  que  in- 
dudablemente está  por  encima  de  los  estrechos  intereses 
de  las  economías  individuales  particulares. 

Otro  fenómeno  que  ocurre  en  nuestro  país,  perjudican- 
do su  economía  y  reclamando  la  intervención  del  Estado, 
es  la  especulación.  El  espíritu  de  juego  parece  ser  una  de 
las  características  de  nuestra  idiosincrasia.  Sus  manifes- 
taciones son  destructoras  de  nuestra  vida  social  en  muchos 
casos,  pero  en  ninguna  forma  aparecen  sus  perjuicios  con 
más  notoriedad  y  peores  resultados  para  nuestra  econo- 
mía, que  en  la  especulación  sobre  las  tierras. 

La  experiencia  de  épocas  pasadas  en  que  el  desastre  re- 
percutiera á  todas  las  formas  de  vida  social  y  los  momen- 
tos actuales  mismos  de  completa  paralización  económica, 
parece  que  no  hubieran  sido  demostración  de  las  ideas  que 
expongo. 

El  fenómeno  tiene  también  su  origen  natural  en  la  es- 
tructura peculiar  de  nuestra  economía.  Cuando  ocurren 
años  de  producción  abundante  el  ahorro  es  invertido  en 
tierras,  porque  el  negocio  especulativo  de  ellas  es  casi  el 
único  empleo  productivo  para  los  capitales  sobrantes.  La 
gente  compra  por  comprar,  porque  sobra  el  dinero  que 
no  puede  emplearse  en  títulos,  industrias  ó  en  tantas  otras 
formas,  como  se  lo  hace  en  Europa,  porque  aquí  no  son 
negocio  todavía. 

Aumentados  poco  á  poco  los  ])recios  de  la  tierra,  tiene 
que  llegar  un  límite  forzosamente  peligroso  para  la  esta- 
bilidad de  la  economía  nacional.  Por  un  lado  la  fortuna 
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individual  reposando  en  los  valores  ficticios,  en  la  ilusión 
y  por  otro  el  sobrante  de  los  capitales  producidos  por  las 
cosechas,  que  ya  no  tienen  el  empleo  de  antes,  ni  ningún 
otro. 

.  El  doctor  Lobos,  una  de  las  pocas  personas  que  entien- 
den de  estas  cuestiones  en  nuestro  país,  se  expresa  en  esta 
forma  sobre  la  especulación  :  «  Hay  en  estas  repúblicas 
sudamericanas  un  viejo  y  prestigioso  enemigo  de  la  pe- 
quena  propiedad  rural,  que  ha  triunfado  de  las  leyes  agra- 
rias vigentes,  que  contribuye  á  detener  la  población  de 
nuestras  tierras  incultas,  que  prepara  las  más  graves  con- 
vulsiones para  el  futuro  y  que  sigue  triunfando  en  los  cen- 
tros más  influyentes  de  la  actividad  nacional :  es  la  especu- 
lación . 

((  La  despoblación  de  los  centros  agrícolas  de  la  nación 
se  debe  á  la  falta  de  división  de  las  tierras  y  en  lasdificul- 
tades  para  adquirirlas  en  pequeñas  extensiones,  que  soná 
su  vez  obra  de  la  especulación  ó  del  capitalismo,  que  con- 
templa impasible  la  ruina  nacional  desde  sus  comodidades 
lati fu n diales  »  (i). 

Este  fenómeno  característico  del  progreso  rápido  y  des- 
ordenado de  nuestro  país  perjudica  seriamente  su  des- 
arrollo estable  y  normal,  es  necesario  que  el  Estado  inter- 
venga en  bien  colectivo,  controlando  sus  manifestaciones 
para  tratar  de  moderaren  algo  sus  consecuencias. 

Uno  de  los  medios  á  disposición  sería  el  impuesto  que 
.nos  ocupa.  Con  este  fin  se  dictaron  la  mayor  parte  de  las 

.(i)  Lejislación  de  tierras,  página  i4^,   Coni,     1900. 
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legislaciones  conocidas.  Si  bien  es  cierto  que  los  resulta- 
dos á  este  respecto  en  Alemania  no  han  sido  del  todo  sa- 
tisfactorios, puede  decirse  que  no  por  eso  ha  de  ser  im- 
posible para  una  imposición  del  mayor  valor  combatirlo 
seriamente  :  toda  la  solución  estaría  en  encontrar  una  fór- 
mula severa  que  atacara  el  mayor  valor  en  el  momento 
en  que  se  exterioriza,  tratando  de  que  el  fraude  no  lo  hi- 
ciera desaparecer. 

El  impuesto  podría  intervenir  también  en  ciertas  mo- 
dalidades propias  de  nuestra  economía,  que  indudable- 
mente no  favorecen  su  desarrollo.  Es  conocida  la  indolen- 
cia del  propietario  argentino  en  lo  que  se  refiere  á  la  ex- 
plotación de  la  propiedad  rural,  que  deja  abandonada  en 
manos  de  arrendatarios  ó  medieros  (sobre  todo  en  las  úl- 
timas décadas  en  que  la  inmigración  ha  entrado  al  país  en 
grandes  proporciones).  La  estadística  dice: 


Modos  de  explotación  rural  (1909-19  JO) 


Provincias 


Buenos  Aires  .  . 

Santa  Fe 

Córdoba  

Entre  Ríos  .  .  .  . 
Pampa 

Totales 
Porcentaje  ( i ).  . 


Propietarios 


8. OH 
5.914 
3.767 
3.095 
500 


21.337 
31,90 


Arrendatarios 

Medieros 

16.4/14 

3.246 

8.060 

1 .621 

7.523 

1.829 

3.075 

1. 119 

1.367 

275 

37.469 

8.090 

56, 01 

12,09 

Chací 


27.701 
16.595 

i3. 109 
7.269 
2 .  202 


06. 896 


(i)  V.n    iSa'i  .1  porcentaje  era  re.sju'clivaiiu'nle  do  ()o.7  ;  3ü.O  y  8.7  por  ciento. 
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El  porcentaje  de  estas  cifras  revela  una  situación  que 
es  necesario  modificar  ;  si  el  impuesto  al  mayor  valor  de 
la  propiedad  se  estableciera  incidiendo  fuertemente  no  só- 
lo en  las  propiedades  rurales  incultas  sino  en  aquellas  que 
no  fueran  cultivadas  por  los  propietarios,  contribuiría  á 
no  dudarlo  al  mayor  desenvolvimiento  de  nuestra  econo- 
mía ;  con  el  resultado  de  aumentar  el  número  de  propie- 
tarios cultivadores  y  hasta  las  mismas  cifras  de  la  produc- 
ción. 

Respecto  de  las  propiedades  rurales  incultas,  habrá  que 
distinguir  necesariamente,  y  bueno  es  hacerlo  notar,  las 
que  no  se  cultivan  por  indolencia,  especulación  ú  otra 
causa  pudiendo  cultivarse  con  provecho,  de  las  que  no  se 
cultivan  por  imposibilidad  de  comunicaciones  ó  de  ele- 
mentos indispensables  al  buen  rendimiento  de  un  fundo. 
Muchas  veces  sucede  que  un  propietario  no  aprovecha 
convenientemente  su  propiedad  por  falta  de  caminos,  fe- 
rrocarriles, riego  y  hasta  de  población.  Esta  clase  de  pro- 
piedades no  pueden  sufrir  una  imposición  al  mayor  valor 
tan  elevada,  como  la  que  debieran  pagar  otras,  que  se  en- 
cuentran situadas  en  un  medio  ampliamente  favorable  á 
su  explotación. 

En  cuanto  al  latifundio  puede  decirse  que  el  impuesta 
sería  una  medida  de  conveniencia  para  deshacerlo,  pero 
sólo  donde  las  circunstancias  exigen  que  desaparezca. 

En  efecto,  no  se  puede  afirmar  sobre  la  existencia  del 
latifundio  en  la  República,  como  un  fenómeno  general 
que  perjudique  seriamente  á  nuestra  economía  :  las  gran- 
des extensiones  han  sido  en  nuestro  país  un  estado  nece- 
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sano  en  la  explotación  económica  de  nuestras  tierras  ;  el 
latifundio  existió  en  el  pasado  y  tendrá  todavía  que  existir 
en  el  futuro. 

La  palabra  latifundio  tiene  á  mi  juicio  un  significado 
puramente  relativo,  condicionado  por  el  medio  y  las  cir- 
cunstancias. Varias  hectáreas  de  extensión  acaparadas  en 
una  sola  mano  en  un  barrio  edificado  de  una  ciudad  ó 
quinientas  hectáreas  indivisas  adyacentes  á  un  centro  ru- 
ral, deteniendo  su  progreso,  pueden  calificarse  de  latifun- 
dios, porque  sus  efectos  económicos  y  sociales  son  más 
perjudiciales  todavia  que  los  que  pudiera  causar  una  ex- 
tensión de  cincuenta  ó  más  leguas  pertenecientes  á  un 
mismo  dueño  en  el  territorio  del  Chaco  ó  en  Santa  Cruz. 
Una  superficie  de  esta  misma  naturaleza  no  puede  divi- 
dirse en  el  momento  actual,  mientras  que  en  los  otros  dos 
casos  citados  la  subdivisión  sería  necesaria  y  exigida  por 
la  vida  social. 

Para  dividirla  propiedad  es  necesario  que  haya  alguien 
que  la  cultive.  Nuestro  país,  despoblado,  no  podrá  pro- 
vocar artificialmente  la  parcelación  de  la  propiedad  hasta 
que  no  haya  aumentado  su  población  en  grandes  canti- 
dades, para  que  fuera  distribuida  en  su  superficie. 

Hay  un  dividendo  que  es  la  extensión  enorme  de  nues- 
tra tierra,  pero  falta  el  divisor  que  es  la  población  que  de- 
biera habitar  sobre  ella.  El  desequilibrio  entre  el  aumento 
de  la  población  y  la  extensión  de  los  cultivos  y  el  aumento 
ele  la  zona  cultivable  es  cada  vez  mayor.  En  iSgS  la  po- 
blación era  de  S.gB/i.gii  millones,  el  área  cultivada 
V800.000  hectáreas  y  la  zona  de  inlluencia  de  los  ferro- 
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carriles  78.000.000  de  hectáreas;  en  1910  la  población 
alcanzó  á  7.000.000,  el  área  cultivada  á  21.000.000  y  la 
cultivable  á  i/i5.ooo.ooo  de  hectáreas  (i). 

Por  otra  parte,  la  propiedad  se  subdivide  naturalmente 
por  efecto  de  nuestras  leyes  civiles,  de  la  especulación  y 
de  las  mismas  necesidades  de  la  economía.  Las  estadísti- 
cas son  conocidas;  en  los  últimos  diez  años  el  número  de 
propietarios  de  veinticinco  á  trescientas  hectáreas  ha  au- 
mentado en  un  66  por  ciento  en  la  provincia  de  Buenos 
Aires,  88  por  ciento  en  Santa  Fe,  65  por  ciento  en  Cór- 
doba y  917  por  ciento  en  la  Pampa,  que  es  donde  se  han 
sentido  las  mayores  fracasos  agrícolas  (2).  En  cambio  en 
esas  mismas  regiones  el  número  de  propiedades  con  una 
extensión  de  2600  hectáreas  ó  más,  ha  disminuido  consi- 
derablemente. 

Todo  esto  no  quiere  decir  que  la  existencia  de  grandes 
extensiones  acaparadas  en  una  sola  mano  no  sean  perju- 
diciales á  nuestro  desarrollo  económico.  La  imposición 
directa,  anual  y  progresiva  al  valor  de  dichas  tierras,  con- 
cluiría con  ellas  rápidamente  y  el  impuesto  al  mayor  va- 
lor tomaría  en  el  momento  oportuno  una  parte  de  los  va- 
lores que  se  debieran  al  progreso  y  trabajo  general  de 
nuestra  sociedad. 

Puede  apuntarse  también  la  conveniencia  y  casi  podré 
decir  necesidad  de  la  imposición  para  el  futuro,  en  la  ac- 
ción delEstado  por  desarrollarse  en  nuestros  territorios  na- 

(ij  López  Mañán,  op.  cíí.,  página  lo. 

(2)  UArgentine    agricole,  1912,  página  3i;  La  Argentina  agrícola,   igii-igia,    página 
100  y  el  informe  citado  del  señor  Lahitte  sobre  la  producción  nacional  en   igi2. 
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cionales.  Grandes  zonas  de  esos  territorios  sólo  podrán 
estar  en  condiciones  de  ser  utilizadas  económicamente 
después  que  se  hayan  realizado  obras  de  riego,  canales, 
construido  ferrocarriles  y  caminos.  La  aridez,  desolación 
y  despoblación  de  esas  tierras,  impide  su  aprovechamien- 
to en  condiciones  favorables  por  el  momento  y  sólo  sería 
posible  hacerlo,  después  que  el  Estado  se  hubiera  preo- 
cupado seriamente  de  mejorar  esa  situación. 

Esas  obras  públicas  sólo  podrá  llevarlas  á  cabo  el  Esta- 
do, con  un  impuesto  que  reintegre  á  la  sociedad  el  mayor 
valor  que  proporcionarían  á  los  particulares. 

El  doctor  Juan  B.  Justo,  en  la  sesión  del  1 9  de  junio  de 
1918  de  la  Cámara  de  Diputados,  refiriéndose  á  la  cons- 
trucción de  ferrocarriles  por  el  Estado  sostuvo  esta  necesi- 
dad. Dijo  así :  (( las  líneas  férreas  improductivas,  las  líneas 
férreas  que  producen  menos  entradas  por  fletes  y  pasajes 
son  las  líneas  que  producea  mayor  aumento  del  valor  del 
suelo,  son  las  líneas  que  más  valorizan  la  propiedad,  y 
por  consiguiente,  son  sólo  fomento  de  la  clase  terrate- 
niente del  interior  » .  En  este  orden  de  ideas  tratándose 
de  votar  partidas  incluidas  en  el  Presupuesto  de  191 3^ 
para  la  construcción  de  líneas  férreas,  dijo  con  toda  ra- 
zón :  (( que  la  representación  socialista  esperaría  á  que  se 
estableciera  una  contribución  nacional  sobre  el  mayor  va  • 
lor  del  suelo,  para  entonces  creerse  autorizada  á  votar  la- 
construcción  de  nuevas  líneas » ,  porque  «  sólo  deben 
construirse  las  necesarias  y  pagarse  con  el  aumento  de 
valor  de  las  tierras  beneficiadas  » . 

La  cuestión  se  relaciona  en  esta  parte  con  el  problema 
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referente  á  las  obras  públicas  en  las  ciudades  y  ai  mejor 
sistema  que  puedan  disponer  las  municipalidades,  para 
ejecutarlas  con  el  menor  costo  posible,  resarciéndose  de 
parte  de  los  gastos  incurridos,  con  la  contribución  de  los 
propietarios  particularmente  beneficiados  con  el  mayor 
valor  de  sus  propiedades. 

No  cabe  en  estas  líneas  un  estudio  detenido  sobre  el 
problema  planteado  últimamente  ante  el  Congreso  Nacio- 
nal, con  motivo  de  la  apertura  de  las  nuevas  avenidas  en 
la  ciudad  de  Buenos  Aires:  que  quedó  resuelto,  como  se 
sabe,  por  la  adopción  del  principio  de  la  expropiación  por 
zonas  ó  franjas  laterales  (leyes  8854  y  8855). 

Si  bien  es  cierto  que  puede  decirse  que  el  principio  de 
recuperar  el  mayor  valor  que  proporcionan  obras  pú- 
blicas por  medio  de  la  expropiación  por  zonas,  no  es 
discutible  mayormente  bajo  un  punto  de  vista  consti- 
tucional, dado  el  criterio  científico  que  aconseja  la  in- 
terpretación de  los  artículos  de  nuestra  carta  fundamen- 
tal, con  toda  amplitud;  en  cambio  no  sucede  lo  misma 
si  se  lo  considera  bajo  un  punto  de  vista  económico  y 
financiero. 

Las  leyes  nombradas  tienen  una  base  que  no  puede  ser 
más  incierta  é  inestable ;  el  mayor  valor  que  resulta  en 
las  parcelas  de  terrenos  sobrantes,  puede  resarcir  á  la  Mu- 
nicipalidad parte  de  las  expensas  incurridas,  pero  nunca 
podría  saberse  hasta  qué  cantidad,  porque  los  resultados 
de  la  venta  dependen  de  las  condiciones  económicas  del 
momento  en  que  la  Municipalidad  especule;  porque  la 
verdad  es  que  no  se  hace  más  que  especular  con  el  valor 
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de  los  terrenos,  previendo  una  ganancia  segura,   pero 
nunca  determinada. 

Estas  afirmaciones  se  prueban  en  el  caso  particular  de 
la  apertura  de  la  avenidas  diagonales;  la  Municipalidad 
pagó  por  las  primeras  expropiaciones  sumas  enormes, 
valores  ficticios,  de  especulación,  producto  del  momento 
económico  del  país,  que  hoy  en  día  no  podrá  obtener  con 
toda  seguridad,  aun  teniendo  en  cuenta  el  mayor  valor 
que  la  avenida  ha  producido.  Los  resultados  finales  de  la 
construcción  de  esas  obras  públicas  han  de  proporcionar 
grandes  enseñanzas  á  este  respecto. 

Pero  si  este  principio,  aunque  discutido  fuera  aceptado 
en  la  construcción  de  obras  públicas  en  las  ciudades,  no 
sería  conveniente  adoptarlo  trasladándose  á  otro  medio 
distinto  como  es  el  campo. 

El  Estado  nunca  podrá  llevar  á  cabo  grandes  obras  de 
utilidad  pública  como  ferrocarriles,  canales,  etc.,  expro- 
piándola zona  de  influencia  de  valorización,  porque  la  fi- 
nanciación de  empresas  de  esa  naturaleza  sería  evidente- 
mente  imposible,  dada  el  capital  enorme  de  que  habría 
que  disponer. 

Por  otra  parte,  tendría  que  discutirse  mucho  hasta  qué 
punto  sería  conveniente  á  nuestra  economía  el  hecho  de 
que  el  Estado  estuviera  continuamente  expropiando  gran- 
des extensiones  de  tierras,  proporcionando  beneficios  no 
ganados  á  los  propietarios,  ó  que  substrajera  á  la  utiliza- 
ción económica  nacional  ó  individual  las  zonas  influen- 
ciadas por  las  obras  públicas,  como  ocurre  con  la  Ley  de 
fomento  de  los  territorios,  número  5559:  para  vender- 
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las  más  tarde,  no  á  colonos  ó  pequeños  agricultores  co- 
mo correspondería,  porque  éstos  no  pagarán  el  enorme 
aumento  de  valor  con  que  el  Estado  pretende  reembolsar 
sus  gastos,  sino  á  grandes  capitalistas  y  especuladores, 
que  esperarán  el  momento  de  realizar  su  negocio  sin 
preocuparse  del  progreso,  población  ó  cultivo  de  la  región. 

El  principio  de  recuperar  el  mayor  valor  que  las  obra? 
públicas  proporcionan  á  ciertas  y  determinadas  propieda- 
des, por  medio  del  impuesto,  es,  pues,  no  solamente  el 
único  aplicable  en  las  tierras  rurales  de  nuestro  país,  sino 
también  el  que  debiera  ser  establecido  por  la  actividad 
económica  de  las  municipalidades. 

Los  fines  á  conseguirse  en  la  expropiación  por  zonas 
pueden  ser  alcanzados  también  por  medio  de  la  contribu- 
ción especial,  que  es  mucho  más  equitativa  y  justa,  porque 
toma  el  mayor  valor  de  quienes  han  beneficiado  directa- 
mente de  él  y  no  de  los  nuevos  compradores  como  sucede 
en  aquel  caso.  Los  motivos  que  fundamentan  la  retención 
de  las  zonas  por  las  municipalidades  para  reintegrarse  de 
las  expensas  incurridas  ó  para  la  estética  de  las  nuevas 
construcciones  pueden  ser  cumplidos  con  mayor  seguri- 
dad, por  medio  del  impuesto  ó  contribución  especial  y 
por  ordenanzas  de  estructura  conocida  y  aceptada  por  el 
derecho  moderno.  Esta  forma  de  reintegración  del  valor 
social  de  la  propiedad  producido  por  las  obras  públicas 
está  en. práctica  en  la  mayor  parte  de  las  naciones  civiliza- 
das y  sus  resultados  no  han  podido  ser  mejores  (i). 

(i)  V.    Mater,    Le    socialisme    conservateur   ;    Glerin,    Les     plus    valúes   inmobiliéres  ; 
Page    and    Joxes,    a    trealise  on  the  laiu    of   taxation    by    special  and    local    assessments  ; 
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La  posibilidad  y  aun  la  necesidad  de  un  impuesto  al 
mayor  valor  de  la  propiedad  en  la  República  Argentina, 
es  pues  una  medida  fiscal  que  surge  necesariamente  á  la 
consideración  del  Estado,  por  razones  múltiples  y  conve- 
nientes por  sus  buenos  efectos  económicos  y  por  motivos 
de  política  agraria  á  reformarse.  No  se  dejan  de  lado  las 
necesidades  de  nuestro  sistema  impositivo,  que  al  mismo 
tiempo  que  ésta,  adoptaría  otras  modalidades,  exigidas 
por  la  transformación  de  las  relaciones  sociales,  que  lo  in- 
corporarían á  la  evolución  de  los  sistemas  análogos  de 
otras  naciones.  Por  último,  podría  agregarse  un  argu- 
mento futuro  pero  de  importancia  y  es  la  cantidad  posible- 
mente de  consideración  que  aumentaría  los  recursos  nece- 
sarios al  Estado,  con  lo  que  facilitaría  grandemente  la  sa- 
tisfacción de  necesidades  colectivas  generales. 


VI 


He  analizado  someramente  la  orientación  de  la  activi- 
dad económica  y  financiera  de  los  estados  modernos  y 
fundado  en  sus  aspectos  económico,  jurídico  y  social  la 
nueva  forma  de  impuesto,  que  habrá  de  considerarse  en 
adelante  como  definitivamente  incorporada  á  la  estructu- 
ra financiera  de  algunas  naciones. 


Cu.  Hamilto»,  Trealise  on  the  law  of  laxallon  by  special  assessmenls  ;  Seligmaji,  op.  cit  ; 
Meucci,  DíViíío  amminislralivo  :  Berthélkmy,  Droit  adminislralif,  París,  igiS  ;  Sáekz 
Peña,  Derecho  público  americano,  pás:ina  aSy  ;  Castilo,  Relribación  de  mejoras,  proyecto 
de  ley  presentado  á  la  Honorable  Cámara  de  DipuUidos  en  julio  17  de  ujia  y  otro 
provecto  análogo  que  prepara  para  la  Municipalidad  de  Buenos  Aires. 
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Sólo  pretendo  haber  presentado  las  características  ge- 
nerales de  la  cuestión  en  una  forma  clara  y  comprensiva, 
tratando  de  interesará  su  estudio,  tan  difícil  y  complicado; 
por  esto,  algunos  de  los  aspectos  planteados  por  la  impo- 
sición del  mayor  valor  han  sido  sólo  enunciados  ;  el  poco 
tiempo  transcurrido  desde  que  el  impuesto  habido  esta- 
blecido como  nacional  y  con  carácter  general,  no  permite 
conclusiones  de  otra  naturaleza  ó  consideraciones  que  pu- 
dieran resultar  aventuradas.  La  ciencia  déla  economía  del 
Estado  nace  posteriormente  á  la  actividad  del  mismo,  y 
los  principios  teóricos  ó  prácticos  que  esa  actividad  sugie- 
ra, sólo  son  científicos  verdaderamente,  cuando  los  he- 
chos han  permitido  á  los  estadistas  su  estudio  detenido. 

Por  lo  que  se  refiere  á  nuestro  país  la  consideración  del 
problema  de  su  aplicación  ha  tenido  forzosamente  que 
desviarse  para  tratar  cuestiones  conexas  y  generales,  poco 
estudiadas  hasta  el  momento  presente.  Nuestra  economía 
se  ha  desenvuelto  naturalmente,  el  Estado  no  ha  interve- 
nido casi  en  sus  manifestaciones,  de  ahí  su  ordenación  de- 
sastrosa y  perjudicial  á  nuestra  sociedad ;  sus  elementos 
primarios  tenían  forzosamente  que  producir  ese  resul- 
tado. 

La  razón  está  en  que  nuestro  Estado  nunca  tuvo  una 
orientación  económica  y  financiera,  que  si  no  fue  necesa- 
ria en  épocas  pasadas  es  imprescindible  hoy  en  día,  dada 
la  influencia  principal  de  las  relaciones  de  nuestra  econo- 
mía en  la  formación  de  los  diversos  aspectos  de  nuestra 
vida  colectiva,  actual  y  de  futuro. 

Nuestra  vida  que  se  transforma  en  este  momento,  plan- 
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tea,  pues,  problemas  de  importancia  fundamental,  en  lo 
que  se  refiere  á  la  actividad  social  del  Estado  en  todos  los 
órdenes  de  relaciones;  uno  de  ellos  es  la  reforma  de  nues- 
tro régimen  impositivo,  necesaria  debido  á  la  transfor- 
mación de  nuestra  economía,  á  la  que  debe  adaptarse. 

Puede  decirse  de  nuestro  país  lo  que  dijera  el  presi- 
dente Wilson  refiriéndose  á  los  Estados  Unidos,  en  uno 
de  los  discursos  de  su  última  campaña  política:  «Nos- 
otros estamos  en  presencia  de  una  nueva  organización  de 
la  sociedad.  La  vida  de  América  no  es  la  vida  de  hace  veinte 
anos,  no  es  la  vida  de  hace  diez  años.  Nuestras  relaciones 
se  han  transformado  completamente,  desde  su  base  hasta 
su  superestructura;  y  con  nuestra  sociedad,  la  organiza- 
ción de  nuestra  vida.  Las  viejas  fórmulas  políticas  ya  no 
cuadran  á  los  problemas  presentes;  pueden  leerse  ahora 
como  documentos  de  épocas  pasadas.  La  vida  de  la  nación 
adquiere  múltiples  y  nuevos  aspectos.  Ya  no  se  relaciona 
á  cuestiones  de  la  estructura  del  gobierno  ó  sobre  la  dis- 
tribución de  los  poderes.  Se  basa  en  problemas  de  la  es- 
tructura y  evolución  de  nuestra  misma  sociedad,  en  las 
que  el  gobierno  no  es  más  que  un  instrumento.  » 

Nuestros  hombres  de  gobierno  han  de  penetrarse  á  no 
dudarlo  de  los  nuevos  aspectos  sociales  políticos  de  nues- 
tra vida  colectiva  y  han  de  estudiar  detenidamente  la  nue- 
va estructura  legal  que  ella  exige,  y  dentro  de  ésta  las 
nuevas  formas  impositivas  necesarias,  entre  las  que  pu- 
diera ser  incluida  la  reintegración  de  parte  del  mayor  va- 
lor de  la  propiedad,  que  nuestra  sociedad  produce.  A  este 
último  respecto  ya  se  conoce  la  realidad  profunda  y  vivi- 
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da  de  las  siguientes  palabras  de  Lecky :  (( Las  naciones  no 
comprenden  sino  muy  tarde,  cuánta  es  la  importancia 
fundamental  que  tiene  un  buen  sistema  financiero  parala 
estabilidad  de  la  vida  nacional  y  su  bienestar,  y  cuan  ex- 
tensa y  seriamente  se  afecta  le  felicidad  humana  con  la 
caída  ó  perturbación  del  crédito  nacional  ó  con  impuestos 
excesivos,  inconvenientes  ó  injustos.  » 

El  impuesto  al  mayor  valor  de  la  propiedad  por  obra 
y  acción  general  de  la  colectividad  puede  aplicarse  en 
nuestro  país,  de  acuerdo  con  los  términos  generales  del 
siguiente 

Proyecto  de  ley 

El  Senado  y  la  Cámara  de  Diputados  de  la  nación  Argentina,   rea- 
nidos  en  Congreso,  etc.,  sancionan  con  fuerza  de 


LEY 


IMPUESTO  AL  MAYOR  VALOR  DE    LA  PROPIEDAD 

Art.  I". — Queda  establecida  una  contribución  especial  de  las 
tierras  situadas  en  la  Capital  Federal  y  en  los  Territorios  Nacionales, 
por  el  aumento  de  valor  que  adquieran  debido  al  progreso  y  trabajo 
general  de  la  colectividad. 

Art.  2".  — El  impuesto  será  pagado  toda  vez  que  se  realice  un 
acto  jurídico,  entre  vivos  ó  por  causa  de  muerte,  que  importe  la 
transmisión  total  ó  parcial  de  un  derecho  sobre  propiedad  inmueble, 
ó  de  su  ejercicio  efectivo. 

Art.  3^.  — Las  sociedades  anónimas,  asociaciones,  congregacio- 
nes y  todas  las  personas  jurídicas  y  morales  pagarán  el  impuesto 
cada  diez  años,  sobre  la  base  de  valuaciones  oficiales,  á  cuyo  efecto 
denunciarán  ante  la  respectiva  autoridad  las  propiedades  que  tuvie- 
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ren.  En  este  caso  el  impuesto  se  pagará  en  anualidades  como  adi- 
cional al  de  contribución  directa  y  su  importe  será  deducido  del 
que  establece  el  artículo  2°,  si  hubiere  enajenación. 

Art.  4°.  — El  impuesto  recaerá  exclusivamente  sobre  el  valor  de 
las  tierras  transmitidas  en  ocasión  de  los  actos  jurídicos  á  que  se  re- 
fiere el  artículo  2°,  realizados  con  posterioridad  á  la  valuación  ge- 
neral que  prescribe  esta  ley  y  á  la  vigencia  de  la  misma. 

Art.  5°.  —  Será  objeto  del  impuesto  la  diferencia  mayor  encon- 
trada entre  el  valor  de  la  tierra  en  el  momento  en  que  se  transmite, 
calculado  según  lo  prescribe  el  artículo  i5  y  el  valor  de  la  misma 
extensión,  determinado  en  la  misma  forma  en  el  último  acto  jurídi- 
co que  fué  ocasión  de  pago  del  impuesto  ó  por  la  valuación  general 
ordenada  en  el  artículo  i3. 

Art.  6°.  — La  cuota  del  impuesto  queda  fijada  en  : 

Pesos  Pesos 

5  ° /q  para  un  mayor  valor  do lo.ooo  á       3o. 000 

7                —              —                 3o.  000  á       00.000 

9                —             —                5o.  000  á       75.000 

II                —              —                 75.000  á  100.000 

i5               —             —               100.000  á  1 5o.  000 

20                —             —                1 5o.  000  á  200.000 

25               —             —                200.000  á  Soo.ooo 

3o  ■            —            —               Soo.ooo  á  ¿i5o.ooo 

4o               —             —                400.000  á  600.000 

5o               —             —                600.000  ó  más 

EXCEPCIONES 

Art.  7°.  —  Se  exceptúan  del  impuesto  : 

a)  Las  propiedades  pertenecientes  al  dominio  privado  del  estado 
de  la  Nación,  de  cada  uno  de  los  estados  federales  ó  de  las  muni- 
cipalidades ; 

b)  Las  propiedades  pertenecientes  á  los  Estados  extranjeros  para 
residencia  de  sus  legaciones  ú  otras  análogas  ; 

c)  Las  propiedades  pertenecientes  á  las  personas  de  existencia 
visible  é  ideal,  que  no  persigan  fin  de  lucro  ó  que  desempeñaren 
una  actividad  que  interese  al  orden  público  ó  al  progreso  social ; 
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d)  Las  propiedades  urbanas  cuyo  valor  de  la  tierra,  en  la  prime- 
ra valuación  general  ó  en  el  último  acto  jurídico  imponible,  no  sea 
mayor  de  10.000  pesos  moneda  nacional ; 

e)  Las  propiedades  urbanas  edificadas  y  ocupadas  por  sus  due- 
ños, con  un  año  de  anterioridad  por  lo  menos,  y  siempre  que  jus- 
tificaren debidamente  no  poseer  otras  riquezas  ; 

f)  Las  tierras  rurales,  ocupadas  y  cultivadas  por  sus  dueños, 
hasta  3oo  hectáreas  de  extensión. 

Art.  8".  —  Se  exceptúan  también  las  propiedades  que  se  trans- 
miten por  causa  de  muerte,  entre  ascendientes  á  descendientes  ó 
cónyuges  entre  sí ;  así  como  también  las  que  se  transmiten  por 
actos  entre  vivos  entre  cónyuges  ;  debiendo  pagar  el  impuesto  pos- 
teriormente, con  arreglo  á  loque  prescriben  los  artículos  2°  y  4°- 

Art.  9°.  —  Se  exceptúan  parcialmente  del  impuesto  las  propieda- 
des que  han  permanecido  más  de  cinco  años  en  poder  de  sus  due- 
ños, á  razón  del  uno  por  ciento  del  monto  total  á  pagar,  por  cada 
año  de  posesión,  continua  utilización  ó  cultivo,  hasta  un  /io  por 
ciento. 

Art.  10.  —  Se  exceptúan  en  un  3o  por  ciento  del  total  del  im- 
puesto á  pagar,  las  propiedades  situadas  á  una  distancia  mayor  de 
25  kilómetros  de  una  línea  férrea  ó  centro  poblado,  y  siempre  que 
hubieran  sido  utilizadas,  pobladas  ó  cultivadas. 

Art.  II.  —  Se  exceptúan  parcialmente  del  impuesto  las  propie- 
dades cuyos  dueños  hayan  pagado  cierta  cantidad  por  contribución 
especial  á  mejoras  proporcionadas  por  obras  públicas  y  hasta  esa 
cantidad. 

Art.  12.  —  Se  exceptúan  parcialmente  del  impuesto  las  propie- 
dades rurales,  cuya  utilidad  total  durante  los  últimos  cinco  años 
no  alcanzare  al  6  por  ciento  de  interés  anual  del  capital  de  ad- 
quisición y  del  que  hubiere  sido  incorporado  posteriormente  de 
una  manera  definitiva  ;  repartiendo  el  monto  total  de  las  utilidades 
proporcional  mente  el  número  de  años  transcurridos,  y  siempre  que 
se  probare  rigurosamente  el  hecho  ;  lo  mismo  que  haber  cultivado, 
poblado  ó  aprovechado  su  superficie  ó  subsuelo  en  cualquiera 
forma. 
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La  deducción  alcanzará  en  este  caso  hasta  la  diferencia  encontra- 
da entre  el  monto  total  de  las  utilidades  percibidas  y  las  que  nor- 
malmente pudieron  haberse  obtenido,  de  acuerdo  con  los  términos 
del  párrafo  anterior. 

VALUACIONES 

/Vrt.  i3.  — A  los  efectos  de  esta  ley  se  procederá  á  valuar  todas 
las  propiedades  inmuebles  situadas  en  la  Capital  Federal  y  Territo- 
rios Nacionales,  que  pertenecieren  al  dominio  privado  individual. 

Tanto  en  la  propiedad  urbana  como  en  la  rural,  se  establecerá 
por  separado  el  valor  término  medio  corriente  de  la  tierra,  durante 
los  tres  últimos  años  y  el  valor  de  venta  que  corresponda  á  los  edi- 
ficios, cercados  ó  plantaciones. 

Art.  1 4.  —  La  valuación  se  practicará  en  la  época  que  señale  el 
poder  ejecutivo,  por  empleados  de  la  oficina  especial  á  crearse  para 
los  efectos  de  esta  ley  ó  de  sus  sucursales  en  los  territorios  ;  los  que 
entregarán  á  cada  propietario  las  boletas  de  valuación,  expresando 
el  valor  de  tasación. 

El  hecho  de  no  recibirlas  no  excusa  el  deber  de  sujetarse  á  los  tér- 
minos de  vencimiento  para  reclamo  y  pago  del  impuesto,  debiendo 
los  interesados  solicitará  tiempo  dichas  boletas  á  los  fines  indicados. 

Art.  i5.  —  Toda  vez  que  se  realice  algunos  de  los  actos  juridicos 
á  que  se  refiere  el  artículo  2°,  la  parte  que  transmite  sus  derechos 
ocurrirá  ante  la  oficina  especial  creada  por  esta  ley. 

Se  procederá  dentro  del  más  breve  plazo  posible  á  valuar  la  pro- 
piedad que  se  transmite,  calculando  por  separado  el  valor  corrien- 
te de  la  tierra  y  el  valor  de  venta  de  los  edificios,  cercados  ó  plan- 
taciones. 

En  el  caso  en  que  de  la  valuación  resultare  un  precio  menor  que 
el  fijado  por  las  partes  para  la  transmisión  del  derecho,  la  oficina 
tendrá  en  cuenta  esta  cantidad. 

Se  deducirá  del  monto  calculado  para  el  valor  de  la  tierra,  el  va- 
lor de  los  capitales  que  su  dueño  demuestre  haberle  incorporado  de 
una  manera  definitiva,  sea  en  su  superficie  ó  en  su  subsuelo  ;  ó 
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mayor  cantidad  en  el  caso  comprobado  que  las  mejoras  permanen- 
tes que  su  dueño  haya  efectuado,  han  proporcionado  á  la  tierra  un 
valor  de  utilización  mayor  que  el  costo  total  de  las  mejoras  y  hasta 
•esa  cantidad. 

De  la  misma  manera  la  oficina  avaluadora  tendrá  facultad  para 
deducir  del  total  calculado  para  el  valor  de  la  tierra,  el  mayor  va- 
lor que  corresponde  á  la  acción  ó  trabajo  personal  de  su  propieta- 
rio y  siempre  que  el  hecho  fuere  comprobado  rigurosamente. 

En  seguida  se  procederá  á  fijar  el  monto  del  impuesto,  de  acuer- 
do con  los  artículos  5°  y  6" ;  resolución  apelable  según  los  térmi- 
nos del  artículo  19. 

Art.  16.  — De  una  manera  análoga  á  la  establecida  en  el  artícu- 
lo anterior,  se  procederá  cada  diez  años  respecto  de  las  propie- 
dades á  que  se  refiere  el  artículo  3°. 

Art.  17.  — En  los  casos  de  transmisiones  parciales  de  una  pro- 
piedad ó  del  ejercicio  efectivo  de  ese  derecho,  se  procederá  á  valuar 
la  parte  correspondiente  que  se  transmite  ó  grava  por  el  acto  jurí- 
dico, de  acuerdo  con  lo  prescripto  en  el  artículo  i5. 

Art.  18. — A  pedido  de  partes  ó  cuando  lo  considerase  conve- 
niente, la  oficina  podrá  proceder  rápidamente  á  la  liquidación  del 
impuesto  debido  en  el  caso  :  y  siempre  que  no  fuera  posible  deter- 
minar las  valuaciones  exactas  y  definitivas. 

Satisfecho  el  impuesto  las  partes  quedarán  responsables  según 
los  términos  de  esta  ley,  de  la  liquidación  final  y  rectificada  de  la 
cantidad  imponible,  y  la  oficina  tendrá  en  cuenta  la  situación  pre- 
vista en  el  artículo  28. 

RECLAMOS 

Art.  19. — Los  reclamos  sobre  valuaciones  se  presentarán  por 
escrito  y  en  papel  común,  ante  una  junta  compuesta  por  el  Admi- 
nistrador general  de  Contribución  Territorial  como  presidente,  el 
jefe  déla  oficida  creada  por  el  artículo  21,  el  inspector  de  valuado- 
res  de  la  misma  repartición,  un  empleado  superior  de  la  Dirección 
de  Obras  de  Salubridad,  otro  de  la  Municipalidad  y  tres  propietarios 
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mayores  contribuyentes  del  impuesto  de  contribución  territorial, 
nombrados  por  el  poder  ejecutivo.  Las  resoluciones  de  la  junta  se- 
rán inapelables  y  el  cargo  obligatorio  y  gratuito. 

Los  propietarios  cuyas  propiedades  estén  situadas  en  los  Territo- 
rios nacionales,  podrán  presentar  sus  reclamos  en  las  sucursales  de 
la  oficina  creada  por  esta  ley  ó  en  su  defecto  en  las  secretarías  de  las 
gobernaciones  respectivas,  dentro  del  plazo  que  al  efecto  señalare  el 
poder  ejecutivo.  Dichos  reclamos  se  remitirán  con  sus  antecedentes 
á  la  Junta  que  funcionará  en  esta  Capital,  para  la  resolución  que  co- 
rresponda. 

Art.  20.  — Las  excepciones  que  acuerda  esta  ley,  respecto  de  las 
propiedades  del  dominio  privado  individual,  prescriptas  en  los  ar- 
tículos 7",  8",  9°,  10,  II  y  12,  deberán  acordarse  previa  presen- 
tación de  los  interesados  ante  la  junta  á  que  se  refiere  el  artículo  an- 
terior ;  que  resolverá  sin  apelación  y  con  toda  estrictez  sobre  los 
extremos  invocados. 

Los  propietarios  á  los  efectos  de  este  artículo  presentarán  dentro 
del  plazo  que  se  señalare,  todos  los  documentos  y  antecedentes  pro- 
bados que  puedan  informar  á  la  junta  para  dictar  la  resolución  que 
corresponda. 

PROCEDIMIENTO 

Art  21.  —  Créase  una  oficina  especial  subordinada  á  la  adminis- 
tración de  Contribución  Territorial,  con  sus  dependencias  en  los  Te- 
rritorios nacionales,  en  los  lugares  que  el  poder  ejecutivo  designe; 
que  tendrá  á  su  cargo  toda  la  actividad  necesaria  para  la  aplicación 
rápida,  rigurosa  y  efectiva  de  las  prescripciones  de  esta  ley. 

Art.  22. — ^1  o  podrá  extenderse  escritura  de  venta,  división  de 
condominio  ú  otras,  que  importen  transmisión  de  dominio  ó  que 
establezcan  gravamen  sobre  la  propiedad,  sin  el  certificado  de  la 
oficina  á  que  se  refiere  el  artículo  anterior,  de  haberse  pagado  el  im- 
puesto ó  de  no  tener  efecto  esta  ley  en  el  caso  particular. 

Art.  23.  —  Habrá  ocasión  de  devolución  del  monto  del  impuesta 
pagado,  siempre  que  se  probare  que  el  acto  jurídico  que  dio  origen 
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al  cobro  no  tuvo  lugar,  fué  anulado  ó  fué  rescindido  dentro  de  un 
plazo  de  tres  meses.  La  administración  retendrá  para  sí  en  estos  ca- 
sos tres  por  ciento  de  la  cantidad  que  se  devuelve  . 

También  se  devolverá  parte  del  impuesto  pagado  provisoriamen- 
te de  acuerdo  con  los  términos  del  artículo  18,  si  de  la  valuación  rec- 
tificada resultare  una  cantidad  menor  y  hasta  la  diferencia. 

Art.  24.  — La  oficina  no  expedirá  el  certificado  de  que  habla  el 
artículo  22,  sin  que  previamente  el  escribano  manifieste  por  escri- 
to la  ubicación,  extensión,  linderos,  valor  por  el  cual  se  transfiere 
la  propiedad  ó  la  obligación  que  sobre  ella  quiera  establecerse  y  el 
nombre  y  la  nacionalidad  de  los  contratantes ;  si  la  venta  es  condi- 
cional, cuál  es  la  condición. 

Si  la  escritura  quedase  sin  efecto,  después  de  haberse  extendida 
el  certificado  ó  se  alterase  alguna  de  las  condiciones  manifestadas, 
el  escribano  deberá  dar  aviso  á  la  oficina. 

Art.  26.  — Los  jueces  no  harán  declaratoria  de  herederos,  ni  or- 
denarán transferencia  de  fondos  pertenecientes  á  una  sucesión,  ini- 
ciada dentro  ó  fuera  de  la  jurisdicción  nacional,  sin  que  previamen- 
te se  haya  garantido  ó  abonado  el  impuesto  por  mayor  valor,  que 
corresponde  á  las  transmisiones  totales  ó  parciales  por  causa  de 
muerte,  según  los  términos  de  los  artículos  2°,  4"  y  8°. 

El  actuario  ó  escribano  no  expedirá  copia  de  la  declaratoria,  de 
las  hijuelas  y  de  las  escrituras  de  donación,  sin  que  previamente  se 
haya  satisfecho  el  impuesto. 

El  jefe  del  Registro  de  Propiedad  no  inscribirá  la  declaratoria  de 
herederos  sino  se  ha  abonado  el  impuesto  que  por  esta  ley  corres- 
ponde á  las  tierras  pertenecientes  ala  sucesión.  Tampoco  podrá  ha- 
cer inscripción  de  títulos  de  dominio  provenientes  de  una  sucesión,, 
sino  se  acompaña  el  certificado  expedido  por  la  oficina  avaluadora, 
á  que  se  refiere  el  artículo  22. 

Los  escribanos  de  registro  no  podrán  hacer  valer  ó  invocar  co- 
mo título  la  declaratoria  de  herederos  ó  adjudicatarios,  mientras  se 
adeude  el  impuesto  que  esta  ley  establece ;  y  en  condiciones  análo- 
gas, el  Archivo  de  los  Tribunales  no  recibirá  los  expedientes  para 
su  archivo. 
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Art.  26.  — El  Registro  de  la  Propiedad  remitirá  diariamente  á  la 
oficina  encargada  de  la  administración  de  este  impuesto,  una  nómi- 
na de  las  inscripciones  que  se  verifiquen  por  transmisión,  división  y 
declaración  de  dominio,  la  que  contendrá  los  datos  mencionados  en 
el  artículo  24. 

Asimismo  proporcionará  á  la  repartición  citada  cualquier  dato 
que  le  solicite,  siempre  que  tuviese  relación  con  la  aplicación  de  la 
presente  ley. 

Art.  27.  —  Las  partes  que  celebren  actos  jurídicos  que  sean  oca- 
sión del  pago  del  impuesto  por  mayor  valor,  de  acuerdo  con  los 
términos  de  la  presente  ley,  que  no  consideren  conveniente  á  sus 
intereses  sujetarse  á  los  trámites  ordinarios  de  la  misma,  podrán  ce- 
lebrar dichos  actos  jurídicos  sin  intervención  previa  de  la  oficina 
avaluadora  y  de  la  Administración  General  de  Contribución  Territo- 
rial, quedando  obligadas  á  notificar  á  dicha  oficina  la  realización 
del  acto  jurídico,  en  el  término  de  quince  días 

La  oficina  procederá  dentro  del  más  breve  plazo  á  la  liquidación 
del  impuesto,  de  acuerdo  con  los  trámites  ordinarios  prescriptos  y 
cobrará  su  monto;  del  que  quedarán  solidariamente  responsables 
las  partes  que  han  intervenido  en  el  acto  jurídico. 

Al  efecto  iniciará  el  cobro  ejecutivo  procediendo  con  apremio,  se- 
gún lo  prescriben  los  artículos  16,  17,  18,  19,  21  y  22  de  la  ley 
número  6062,  que  quedan  incorporados  á  la  presente. 


PENALIDADES 

Art.  28.  —  Toda  persona  que  trate  de  eludir  los  efectos  de  la  pre- 
sente ley  ó  de  su  reglamentación  incurrirá  en  una  multa  equivalen- 
te al  doble  del  monto  total  del  impuesto  que  debió  haber  pagado. 

La  misma  penalidad  sufrirán  los  funcionarios  que  violaren  las 
disposiciones  del  artículo  25. 

Art,  29.  —  Incurrirán  en  una  multa  de  igual  monto  al  impuesto 
en  el  caso,  todas  y  cada  una  de  las  personas  encargadas  de  la  admi- 
nistración de  esta  ley,  que  hubieran  sido  cómplices  de  quien  pre- 
Aendiera  evadir  sus  prescripciones  ó  su  reglamentación. 
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Los  esciibanos  que  no  cumplieren  con  lo  prescripto  en  el  artículo 
-2^.  incurrirán  en  la  pérdida  del  registro  y  una  multa  equivalente 
Á  la  cuarta  parte  del  impuesto  á  pagar. 

Art.  3o.  — Las  tierras  incultas  ó  sin  edificar  que  se  transmiten 
dentro  de  un  período  menor  de  cinco  años,  pagarán  un  impuesto 
adicional  de  5o  por  ciento  del  monto  calculado,  según  las  disposi- 
<:iones  de  esta  lev,  si  la  finca  se  transmite  antes  de  transcurrido  un 
año ;  /jo  por  ciento  si  se  transmite  antes  dedos  años;  3o  por  ciento 
si  antes  de  tres  años;  20  por  ciento  si  antes  de  cuatro  años  y  10  por 
ciento  si  antes  de  cinco  años. 

Art.  3i.  —  Los  terrenos  baldíos  ó  insuficientemente  edificados, 
situados  en  la  capital  federal  dentro  del  radio  comprendido  por  las 
calles  Independencia,. Entre  Ríos,  Callao  y  río  de  la  Plata,  paga- 
rán el  impuesto  con  un  recargo  de  5o  por  ciento  adicional  del  total 
que  les  corresponda. 

Se  considerarán  en  situación  de  pago  de  este  impuesto  adicional, 
los  terrenos  que  no  tuvieren  una  edificación  cuyo  valor  de  construc- 
ción alcanzare  al  5o  por  ciento  por  lo  menos  del  valor  de  la  tierra. 

Art.  32.  — Las  personas  de  existencia  visible  ausentes  ó  radica- 
das en  el  extranjero,  lo  mismo  que  las  personas  de  existencia  ideal 
cuya  mayoría  de  accionistas  no  residiera  en  el  país,  pagarán  un  5o 
por  ciento  más  del  monto  del  impuesto  que  corresponda  á  la  pro- 
piedad según  los  términos  de  esta  ley,  y  siempre  que  la  transmisión 
que  efectúen  se  realizara  con  tres  años  de  posterioridad  ala  existen- 
cia de  las  circunstancias  previstas  en  este  artículo. 


DISPOSICIONES  GExNERALES 

Art.  33.  —  El  producido  del  impuesto  por  mayor  valor  que  ad- 
quiera la  propiedad  inmueble,  será  destinado  á  mejoras  de  carácter 
social  tanto  de  orden  moral  é  intelectual,  como  material. 

Art.  34-  — La  parte  del  total  general  anual,  que  ingrese  á  teso- 
rería por  este  impuesto  y  que  correspondiera  á  la  superficie  ocupa- 
da por  la  capital  federal  olas  ciudades  y  pueblos  délos  Territorios 
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Nacionales,  será  destinada  íntegramente  á  esas  municipalidades  y 
empleados  en  forma  análoga  á  la  prescripta  en  el  artículo  anterior. 

Art.  35. — El  poder  ejecutivo  gestionará  oficiosamente  de  los 
poderes  iguales  de  los  gobiernos  federales,  la  aprobación  de  esta  ley 
ú  otra  análoga,  hasta  tanto  sea  reformada  la  Constitución  nacional 
y  sea  posible  dictar  una  ley  general  para  toda  la  República. 

Art.  36.  —  Se  autoriza  al  poder  ejecutivo  para  invertir  hasta 
200.000  pesos  moneda  nacional  en  la  valuación  general  ordenada 
en  el  artículo  i3 ;  suma  que  se  pagará  de  rentas  generales  con  im- 
putación á  la  presente  ley. 

Art.  37.  — Comuniqúese  al  poder  ejecutivo,  etc. 

Teodoro  Becu. 


LA   ENSEÑANZA 

DE    LAS 

CIENCIAS  JURÍDICAS   Y   SOCIALES 

EN  LA  UNIVERSIDAD  DE  BUENOS  AIRES 
DESDE  SU  FUNDACIÓN  HASTA  LA  CAÍDA  DE  ROZAS  (i) 


I 


La  historia  de  la  erección  de  la  Universidad  de  Buenos 
Aires  bien  puede  calificarse  de  accidentada.  De  todo  el 
conjunto  de  aspiraciones,  iniciativas  y  esfuerzos  que  mo- 
vió á  la  colonia  á  fines  del  siglo  xvni  en  el  sentido  de  al- 
canzar la  fundación  de  una  casa  de  estudios  superiores 
sólo  quedó  como  resultado  concreto  el  colegio  de  San 
Carlos.  De  los  trabajos  de  Pueyrredón  para  elevar  nues- 
tra cultura  con  aulas  universitarias  no  quedó  tampoco 
otra  cosa  que  la  refundición  del  colegio  de  San  Carlos  en 
el  de  la  Unión  del  Sur.  El  ambiente  no  era  propicio.  El 
congreso,  á  pedido  del  mismo  Pueyrredón,  había  resuelto 


(i)  Ea  el  presente  fragmento  se  incluye  casi  íntegra  la  segunda  parte  de  Historia  de 
la  enseñanza  de  las  ciencias  jurídicas  y  sociales  en  la  Universidad  de  Buenos  Aires. 
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autorizarlo  para  erigir  la  universidad,  siempre  que  las 
formas  que  se  le  diesen  provisionalmente  se  remitieran, 
como  lo  prometía  el  director  supremo,  á  la  primera  le- 
gislatura para  su  aprobación :  con  todo,  la  idea  no  pasó  del 
estado  de  proyecto. 

No  tarda,  sin  embargo,  en  llegar  el  momento  necesario. 
La  fecunda  administración  de  Rodríguez  pudo  por  fin  dar 
vida  á  ese  deseo.  El  i3de  febrero  de  182 1  el  doctor  Anto- 
nio Sáenz  dirigió  al  gobernador  Rodríguez  el  siguiente  ofi- 
cio :  (( Excelentísimo  señor :  Con  fecha  6  de  febrero  de  1 8 1 6 
recibí  un  diploma  del  director  supremo,  confiriéndome  las 
facultades  y  poderes  necesarios  para  ajustar  un  concordato 
con  el  señor  provisor  y  gobernador  de  este  obispado  so- 
bre los  puntos  así  de  jurisdicción  como  de  rentas  ecle- 
siásticas, que  exigían  la  accesión  del  prelado  diocesano,  á 
fin  de  realizar  el  establecimiento  de  ía  universidad.  Pri- 
vadamente se  me  había  ya  encargado  formase  un  regla- 
mento provisional  para  ésta,  y  otro  para  el  establecimiento 
del  colegio.  Cumplí  primero  como  era  preciso  con  estos 
encargos,  y,  formados  los  reglamentos,   los  entregué  al 
secretario  de   gobierno.  Procedí  luego  á  tratar  sobre  el 
concordato,  y  conseguí  ajustarlo  según  aparece  del  acta 
original  que  tengo  el  honor  de  acompañar  á  vuestra  seño- 
ría. Ella  había  quedado  en  mi  poder  por  las  ocurrencias 
tan  notables  del  año  último.  »  Tres  días  después  el  doctor 
Sáenz  recibió  del  gobernador  esta  contestación :  «  Se  ha  re- 
cibido el  concordato  que  ajustó  usted  con  el  señor  provisor 
y  gobernador  del  obispado  sobre  las  materias  que  exigían 
su  acción  para  el  establecimiento  de  la  universidad  y  por 
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cuanto  este  gobierno  se  halla  animado  de  los  mismos  be- 
néficos deseos  que  el  director  supremo,  he  resuelto  pro- 
pender igualmente  al  establecimiento  de  aquélla.    Con 
este  objeto  confiero  á  usted  todas  las  facultades  necesarias 
para  que  proceda  inmediatamente  á  fundarla,  en  clase  de 
encargado  ó  comisionado  especial  del  gobierno,  hasta  de- 
jar puestos  y  arreglados  todos  los  departamentos  que 
debe  abrazar  el  establecimiento,  según  el  reglamento  pro- 
visional que  formó  usted  y  que  comunicará  el  gobierno 
con  su  aprobación,  luego  que  se  haya  formado  la  corpo- 
ración principal ;  previniéndole,  que  cuando  estén  pues- 
tos y  arreglados  los  departamentos,  lo  avise,  para  que  el 
gobierno  resuelva  si  es  tiempo  ya  de  proceder  al  nombra- 
miento de  rector  de  la  universidad,  debiendo  entretanto 
hacer  usted  sus  veces  desde  que  se  haya  constituido  la 
cámara  ó  sala  de  doctores.  »  Para  constituir  de  inmediato 
la  sala  de  doctores  se  publicó  en  la  Gaceta  del  4  de  abril 
de  ese  año  de  1821  un  aviso  dirigido  á  los  literatos,  redac- 
tado por  el  doctor  Castro.  En  él,  á  renglón  seguido  de 
algunas  consideraciones  sobre  la  importancia  de  la  ilus- 
tración para  el  estado,  se  hacía  notar  que,  acercándose  el 
día  de  la  apertura  del  estudio  general  y  universidad  pú- 
bHca  de  Buenos  Aires  y  siendo  necesario  desde  luego  for- 
malizar la  matrícula  del  ilustre  claustro,  era  indispensa- 
ble que  los  señores  doctores  y  licenciados,  hijos  de  esa 
provincia,  vecinos  ó  con  residencia  en  ella,   y  destinados 
á  componerlo,  presentaran  sus  títulos  respectivos  al  co- 
misionado del  gobierno,  doctor  Antonio  Sáenz,  en  el  tér- 
mino de  veinte  días  contados  desde  la  fecha  de  la  publica- 
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ción.  Los  que  por  emigraciones  ó  viajes  repentinos  ú  otros 
acaecimientos  no  los  tuvieran,  acreditarían  su  grado  con 
una  justificación  competente.  Los  demás  señores  doctores 
ó  licenciados  que  quisieran  incorporarse  á  la  universidad , 
lo  solicitarían  en  la  forma  de  estilo  (i). 

El  plan  provisional  del  doctor  Sáenz  dividía  en  depar- 
tamentos el  claustro  ó  congregación  de  doctores,  dirigido 
cada  uno  de  aquéllos  por  un  prefecto.  Reunidos  los  pre- 
fectos conjuntamente  con  los  decanos  de  cada  facultad,  ó 
sean  los  doctores  más  antiguos  de  ellas,  formarían  el  tri- 
bunal literario,  cuyo  presidente  debía  ser  el  mismo  rector 
y  cancelario  de  la  universidad.  Un  oíicio  del  doctor  Sáenz 
dirigido  el  7  de  junio  de  1821,  recordó  al  gobierno  del 
general  Rodríguez  la  necesidad  de  dar  rápida  realización 
á  ese  plan,  nombrando  los  prefectos,  designación  que 
sólo  por  una  vez  liaría  el  poder  ejecutivo,  pues  en  adelan- 
te le  correspondería  á  la  universidad.  No  se  hizo  esperar 
la  resolución.  Pocos  días  después  un  decreto  anexó  la 
prefectura  del  departamento  de  la  academia  de  jurispru- 
dencia al  cargo  del  director  de  la  misma  corporación,  ha- 
ciendo una  cosa  análoga  con  la  prefectura  de  medicina, 
que  fué  anexada  á  la  dirección  del  instituto  médico  (2). 


(i)  Para  los  documentos  transcriptos  y  el  aviso  citado  véase:  Jlan  María  Gitikrrez, 
Aoticias  sobre  el  origen  y  desarrollo  de  la  enseñanza  pública  superior  en  Buenos  Aires 
desde  la  época  de  la  extinción  de  la  compañía  de  Jesús  en  el  año  1767  hasta  poco  des- 
pués de  fundada  la  universidad  en  Í82Í,  con  notas,  biografías,  datos  estadísticos  y  do- 
cumentos curiosos,  inéditos  ó  poco  conocidos  ;  segunda  edición  añadida  y  aumentada  por 
su  autor,  tomo  I  de  los  Anales    de  la    universidad   de    Buenos    Aires.   1877,    páginas  385 

y  290- 

(2)  En  la  primera  paite  de  mi  trabajo  me  ocupo  de  la  fundación  y  organización  de 
la  academia  de  jurisprudencia  y   del    origen    del    instituto    médico.  La  fundación    do  la 
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El  mismo  decreto  confirió  los  cargos  de  prefectos  de  los 
departamentos  de  ciencias  sagradas,  de  derecho,  de  ma- 
temáticas y  de  estudios  preparatorios  á  José  Valentín  Gó- 
mez, Vicente  Anastasio  de  Echeverría,  Felipe  Senillosa  y 
Bernardino  Rivadavia,  respectivamente. 

A  la  Universidad  le  correspondió,  pues,  reconcentrar 
los  estudios  que  hasta  entonces  estuvieron  á  cargo  de  es- 
tablecimientos y  corporaciones  desvinculados  entre  sí, 
y  con  los  cuales  se  celebraron  concordatos  y  convenciones 
para  poder  llegar  á  su  concentración  efectiva.  Y  ya  pre- 
parados y  ordenados  Jos  elementos  que  exigía  la  instala- 
ción de  la  Universidad,  se  expidió  el  9  de  agosto  de  1821 
el  edicto  ereccional  que  lleva  á  su  pie  las  firmas  de  Ro- 
dríguez y  Rivadavia.  Por  él  se  erigía  é  instituía  una  Uni- 
versidad mayor  con  fuero  y  jurisdicción  académica,  otor- 
gando al  mismo  tiempo  á  ella  y  á  los  individuos  que  la 
componían  todos  los  derechos  y  prerrogativas  de  que 
gozaban  las  universidades  mayores  más  privilegiadas. 

Llegó  por  fin  el  ansiado  día  déla  inauguración.  El  doc- 
tor Gutiérrez  nos  ha  suministrado  detalles  precisos  de  esa 
ceremonia  que  se  llevó  á  cabo  el  1 2  de  agosto  de  ese  me- 


academia  de  jurispi-udencia  quedó  definitivamente  autorizada  por  un  decreto  de  16  de 
enero  de  181 5.  Los  que  desearan  ingresar  á  ella  debían  presentar  sus  diplomas  de  doc- 
tor, licenciado  ó  bachiller  en  derecho  civil  y  rendir  un  examen.  Después  de  ésto  el 
nuevo  académico  efectuaba  durante  tres  años  ejercicios  teóricos  y  prácticos  :  los  pri- 
meros versaban  sobre  la  explicación  de  las  leyes,  de  sus  mejores  glosadores  y  de  las 
cuestiones  de  derecho  que  podían  proponerse  ;  los  segundos  trataban  de  la  forma,  orde- 
nación y  trámite  de  los  juicios  y  de  la  substanciación  de  las  causas  civiles  y  ci-iminales 
promovidos  en  la  misma  academia.  El  director  de  ésta  designaba  entre  los  académicos 
los  que  debían  desempeñar  en  las  causas  los  papeles  de  jueces,  fiscales,  actor,  reo,  escri- 
bano, etc.  Vencido  el  término  reglamentario  de  los  tres  años,  los  académicos  rendían 
dos  exámenes  :  uno  de  teórica  y  otro    de   práctica    forense.    Obtenida    la    aprobación  el 


Ao8  ANALES  DE  LA  FACULTAD  DE  DEUECHO 

morable  año  de    182 1,    en   el  templo  de   San  Ignacio, 
(( luchar  tradicional  de  las  grandes  fiestas  de  la  inlelio^en- 

o  c  c 

cia»,  según  las  mismas  palabras  del  célebre  rector.  El 
pueblo,  dice  un  testigo  ocular,  se  hallaba  verdaderamente 
encantado  de  alegría  :  ((jamás  un  establecimiento  ni  una 
función  pública  ha  tenido  un  séquito  tan  interesante  y 
numeroso.  »  A  las  cuatro  y  media  de  la  tarde  una  comi- 
sión de  miembros  de  la  sala  de  doctores  recibía  en  la 
puerta  del  templo  al  gobernador  que  llegaba  acompañado 
de  sus  cinco  ministros,  del  cuerpo  diplomático  y  de  todas 
las  autoridades  eclesiásticas,  civiles  y  militares.  Poco  des- 
pués, mientras  otra  comisión  se  acercaba  al  asiento  de 
S.  E.  llevando  sobre  «almohadón  de  tela  de  damasco  y 
de  oro  »,  el  original  del  edicto  de  la  erección  de  la  Uni- 
versidad, entraban  en  la  iglesia  ((  formados  en  dos  alas  » 
y  presididos  por  el  rector  y  el  tribunal  literario,  los  treinta 
y  seis  miembros  presentes  del  claustro,  ((brillando  á  la 
luz  reflejada  por  las  lentejuelas  y  abalorios  de  capirotes 
y  bonetes.  »  Precedían  á  la  comitiva  doctoral  un  guión 
con  un  gran  escudo  de  plata  y  dos  maceros  vestidos  con 


examinando  solicitaba  de  inmediato  su  recepción  de  abogado.  La  academia  de  jurispru- 
dencia fué  suprimida  en  1872  ;  al  extinguirse  se  mantenía  aún,  en  términos  generales, 
bajo  el  mismo  régimen  que  se  le  dio  al  organizarse. 

Los  estudios  de  medicina  se  iniciaron  entre  nosotros  con  el  protomedicato,  instituido 
por  Vertiz  en  1780,  pero  erigido  en  realidad  por  una  real  orden  expedida  en  1799.  El 
protomedicato  fué  á  la  vez  que  un  tribunal  de  medicina  un  instituto  de  enseñanza  de 
esa  misma  ciencia.  En  i8iíi  se  desprendió  de  la  tarea  docente,  y  se  bizo  cargo  de  ella 
el  instituto  médico,  recién  creado,  al  que  se  imprimió  «  el  carácter  de  un  cuerpo  mili- 
tar para  proveer  el  mejor  servicio  de  los  ejércitos  de  la  patria.»  Véanse:  J.  M.  Gitik- 
RREZ,  op.  cil.  ;  NoRncRTO  PiWERO  v  EüUARDO  L.  BiuAU,  IUstoriii  de  la  üniversf'-!-'  /•■ 
Buenos  Aires,  en  Anales  de  la  universidad  de  Buenos  Aires,  tomo,  III,  i889. 
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capas  cortas  de  grana  y  ostentando  en  sus  grandes  mazas, 
también  de  plata,  «  relieves  alusivos  »  (i). 

Instalada  la  concurrencia,  el  prosecretario  de  la  Uni- 
versidad, por  ausencia  del  escribano  de  gobierno,  leyó  el 
edicto;  en  seguida  el  gobernador  pasó  á  recibir  el  jura- 
mento de  incorporación  al  rector  y  doctores  presentes, 
de  acuerdo  con  la  siguiente  fórmula:  (( ^^  Juráis  á  Dios, 
Nuestro  Señor,  y  á  estos  Santos  Evangelios  y  prometéis 
tá  la  patria  defender  la  libertad  é  independencia  del  país, 
bajo  el  orden  representativo  y  el  único  imperio  de  la  ley  ? 
¿juráis  y  prometéis  conservar  y  sostener  todos  los  fueros 
y  privilegios  de  la  Universidad  ?  ^:  juráis  y  prometéis  obe- 
decer al  cancelario  y  rector  de  la  Universidad,  al  tribunal 
literario  y  á  la  muy  ilustre  sala  de  doctores  ?  »  a  Después 
de  esta  larga  formalidad,  escribe  Gutiérrez,  tomó  la  pala- 
bra el  señor  carcelario  y  pronunció  una  oración  inaugural, 
sóliday  elocuente,  según  el  testimonio  de  la  prensa  oficial.  El 
ministro  de  gobierno,  don  Bernardino  Rivadavia,  diri- 
giéndose á  su  turno,  á  la  sala  de  doctores,  hízola  presente 
en  una  corta  y  enérgica  arenga,  el  gran  empeño  que  aca- 
baba de  contraer  para  con  la  patria,  asegurándola  que 
para  cumplirlo  y  llenarlo  dignamente  podía  contar  con  el 


(i)  En  la  Gacela  del  21  de  julio  de  1821  se  publicó  el  siguiente  aviso  oficial  :  «  con 
esta  fecha  se  ha  servido  S.  E.  el  goljernador  y  capitán  general  de  la  provincia  aprobar 
el  diseño  que  el  rector  de  la  universidad  le  ha  presentado  de  la  mácela  que  debe  usar  la 
sala  de  doctores  sin  bolsa  ni  capuz,  con  la  prevención  de  que  se  toleren  los  que  algunos 
doctores  hubiesen  hecho  en  la  forma  antigua  y  no  pueden  uniformarse  sin  deterioro  ». 

Recordaremos,  además,  que  siempre  que  la  universidad  se  presentaba  en  público  como 
corporación  lo  hacia  con  el  guión  y  los  dos  maceros  de  que  hemos  hablado.  Gutiérrez 
hace  notar  que  probablemente  en  las  grandes  mazas  de  plata  debían  estar  grabadas  las 
armas  de  la  universidad.   (Véase  Gutiérrez,  op.  cit.,  t.  I,  pág.  298  y  294.) 
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apoyo  de  la  primera  autoridad  de  la  provincia.  Acto  con- 
tinuo y  para  cerrar  esta  ceremonia  con  un  rasgo  digno  de 
caballeros  togados,  los  doctores,  á  invitación  del  cance- 
lario, pusieron  á  disposición  del  gobierno  un  grado  de 
indulto,  en  señal  de  agradecimiento  como  á  fundador  de 
aquel  establecimiento.  Así  terminó  la  parte  oficial  de  la 
función  ereccional »  (i). 


II 


La  obra  de  la  Universidad  en  los  primeros  días  se  redu- 
jo á  mantener,  bajo  su  dirección  exclusiva,  una  serie  de 
establecimientos  educacionales  antes  desvinculados,  co- 
mo ya  hiciéramos  notar.  Esta  situación,  sin  embargo,  no 
se  prolongó  mucho.  El  8  de  febrero  de  1822  se  dictó  un 
decreto  que  organizó  en  forma  estable  la  enseñanza  y  el 
régimen  administrativo  de  la  Universidad,  siempre  de 
acuerdo  con  el  concepto  que  de  ella  se  tenía  y  que  Juan  Ma- 
ría Gutiérrez  ha  sintetizado  con  toda  precisión  en  estas 
palabras  :  ((  Era  la  Universidad  á  la  vez  un  cuerpo  docente 
y  directivo  :  un  verdadero  poder  público  al  cual  estaba 
sometida  la  dirección  de  la  inteliorencia  ars^entina  en  sus 
relaciones  con  el  estudio  de  las  ciencias  y  de  las  artes,  y 
cuyos  inmediatos  subordinados  eran  los  profesores  y  los 
jóvenes  desde  que  comenzaban  á  asistir  á  las  escuelas  pri- 


(i)  Y  agrega  el  doctor  Gutiérrez  :  «Al  día  siguiente  hizo  la  Universidad  su  primer 
ensayo  jurisdiccional,  confiriendo  cinco  grados  de  medicina  y  uno  de  derecho.  Los  gra- 
duados fueron  :  don  Francisco  Rivero,  don  Cosme  Argcrich,  don  Juan  Antonio  Fer- 
nández,   don  Juan    Madero,    don  Pedro  Rojas  y  don    llanKMi  Díaz  y  Salgado.  »    (\éase 

J.    M.    OtTItRIlEZ,    Op.    cil.,    t.    I,    p.'lg.    2()3    á    2(j5.) 
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marias  hasta  que  vestían  las  insignias  de  graduados  en  fa- 
cultades mayores»  (i).  De  ahí  que  el  mencionado  decre- 
to dividiera  la  Universidad  en  seis  departamentos,  agre- 
gando á  los  ya  creaidos  Se  estadios  preparatorios ,  de  ciencias 
exactas,  de  medicina,  de  jurisprudencia,  de  ciencias  sagra- 
das, uno  de  primeras  letras ,  para  lo  cual  se  incorporaron  á 
ella  todas  las  escuelas  existentes  en  la  capital  y  en  la  cam- 
paña. La  organización  universitaria  abarcó  de  esta  mane- 
ra todos  los  grados  de  la  enseñanza,  desde  la  primaria 
hasta  la  superior.  Rivadavia  cumplía  así  el  propósito  que 
se  había  impuesto,  y  formuló,  poco  antes,  en  el  edicto 
ereccional :  promover  la  educación  pública  por  un  sistema 
general. 

El  departamento  de  jurisprudencia  comprendía  dos 
cursos,  uno  de  derecho  natural  y  de  gentes  y  otro  de  de- 
recho civil,  que  comenzaron  á  dictarse  en  1822.  La  eco- 
nomía política  figuraba  en  el  plan  del  departamento  de 
estudios  preparatorios,  que  no  se  enseñó  en  seguida.  Re- 
cién después  del  decreto  de  28  de  noviembre  de  1828,  — 
que  reorganizando  su  enseñanza  la  dividió  en  dos  cursos, 
dedicando  el  primero  á  la  teoría  y  el  segundo  á  la  aplica- 
ción de  los  principios  teóricos  á  la  economía  doméstica  y 
comercial  y  á  la  estadística  y  administración  de  la  hacien- 
da pública ,  —  se  dictó  esa  asignatura .  Suprimida  poco  des- 
pués, fué  restablecida  luego  por  una  disposición  gubernati- 
va de  26  de  abril  de  1826.  Finalmente  un  decreto  del  9  de 
mayo  del  mismo  año  le  quitó  el  carácter  de  materia  pre- 

(i)  J.  M.  Gutiérrez,  op.  cit.,  tomo  i",  página  2 98. 
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paratoria  y  su  estudio  se  declaró  obligatorio  únicamente 
para  los  estudiantes  de  jurisprudencia.  Al  mismo  tiempo 
se  dio  aún  mayor  amplitud  al  plan  de  estudios  de  la  facul- 
tad jurídica  creándose  en  ella  la  cátedra  de  derecho  públi- 
co eclesiástico. 

Cursadas  las  asignaturas  del  departamento  y  rendidas 
todas  las  pruebas  reglamentarias  se  obtenía  el  título  de 
doctor  en  jurisprudencia.  Para  recibir  el  de  abogado  era 
necesario  que  el  nuevo  doctor  ingresara  en  la  academia, 
de  que  nos  ocupamos  antes  en  una  nota,  é  hiciera  en  ella 
la  práctica  de  tres  añcs,  también  ya  referida.  Sólo  recor- 
daremos aquí  una  disposición  tomada  en  182^  por  la  Cá- 
mara de  justicia,  de  acuerdo  con  la  cual  se  obligó  á  los 
practicantes  á  asistir,  dos  veces  por  semana,  á  la  relación 
de  las  causas  é  informes  de  derecho  y  á  las  audiencias  pú- 
blicas, bajo  apercibimiento  de  que,  en  su  defecto,  no  se 
les  contaría  ni  aprobaría  el  tiempo  de  su  práctica. 

En  182/i  se  designó  una  comisión  para  revisar  un  pro- 
yecto de  reglamento  general  universitario.  Su  personal 
fué  modificado  varias  veces,  pero  en  ninguna  ocasión  se 
expidió.  Transcurridos  algunos  años,  dicen  los  doctores 
Pinero  y  Bidau,  otra  comisión,  nombrada  el  i[\  de  no- 
viembre de  i833  y  compuesta  por  Diego  Estanislao  Za- 
valeta,  Valentín  Gómez  y  Vicente  López  presentó  al  go- 
bierno, en  el  mes  siguiente,  un  plan  de  organización  cien- 
tífica y  administrativa  del  establecimiento.  Constituían 
este  plan  diversos  proyectos,  algunos  de  los  cuales  eran  la 
mera  reproducción  de  decretos  anteriores,  en  vigencia  ó 
derogados.  El  gobierno  por  un  decreto  de  1 7  de  diciembre 
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del  mismo  año,  aprobó  sin  alteración  alguna  los  trabajos 
de  la  comisión  y  ordenó  su  publicación,  bajo  el  título  de 
Manual  de  la  Universidad. 

Esta  nueva  organización  no  introdujo  ninguna  varia- 
ción en  el  plan  de  estudios  del  Departamento  de  jurispru- 
dencia. Sus  asignaturas  seguían  siendo  el  derecho  civil, 
el  derecho  natural  y  público  de  gentes,  el  derecho  púbhco 
y  privado  eclesiástico  (concordado  con  el  civil)  y  los  ele- 
mentos de  economía  política.  Por  desgracia  la  realidad 
nos  enseña  otra  cosa  :  ni  antes  ni  después  del  manual  se 
cumplieron  acabadamente  los  planes  del  Departamento. 
La  cátedra  de  economía  política  se  suprimió  en  i83o  y  no 
se  restableció  hasta  después  de  la  caída  de  Rozas.  En  i832 
fueron  refundidas  en  una  sola  cátedra  la  de  derecho  natu- 
ral y  público  de  gentes  y  la  de  derecho  civil :  separadas  en 
1834,  se  confundieron  de  nuevo  al  ano  siguiente  para 
continuar  en  ese  estado  durante  toda  la  dictadura  y  algu- 
nos años  más.  La  única  que  no  sufrió  alteraciones  de  esta 
especie  fué  la  de  derecho  canónico. 

Resumiendo,  tenemos  que  en  la  época  de  Rozas  el  De- 
partamento de  jurisprudencia  se  vio  reducido  á  enseñar, 
por  medio  de  dos  cátedras,  derecho  natural  y  público  de 
gentes,  derecho  civil  y  derecho  canónico.  Semejante  es- 
tado de  cosas  se  explica  por  la  dictadura  misma,  que  sólo 
reservó  para  la  Universidad  días  obscuros.  Basta  recordar 
para  evocarlos  la  resolución  de  27  de  abril  de  i836  según 
la  cual  el  gobierno  después  de  hacer  presente  que  no  po- 
día c(  abonar  los  sueldos  de  las  personas  empleadas  en  la 
Universidad  ni  los  demás  gastos  de  este  establecimiento  » 
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dispuso  :  ((  i"  que  el  señor  rector  prevenga  á  todos  los 
catedráticos  y  á  los  preceptores  de  latinidad  que  exijan  á 
los  padres  ó  deudos  de  cada  uno  de  los  estudiantes  la  cuo- 
ta que  corresponde  para  subvenir  al  pago  del  catedrático 
ó  preceptor  que  se  halle  á  cargo  de  las  aulas  y  cátedras  de 
la  Universidad.  Por  ejemplo,  el  maestro  de  latinidad  tie- 
ne doscientos  pesos  de  sueldo  asignados  y  veinticinco  pa- 
ra útiles  de  la  aula,  que  hacen  un  total  de  doscientos  vein- 
ticinco  pesos,  y  si  existen  cincuenta  alumnos  en  ella  co- 
rresponde á  cuatro  pesos  y  un  real  á  cada  uno  y  así  por 
este  orden,  asignando  á  cada  estudiante  la  más  ó  menos- 
cantidad  que  corresponda,  según  el  número  que  hubiere: 
2"  que  á  más  de  satisfacer  cada  estudiante  la  cuota  que  le 
cupiese  con  arreglo  al  número  de  los  que  existiesen  en  la 
aula  á  que  pertenezca,  debe  también  entre  todos  repartir- 
se la  cantidad  que  importa  el  pago  del  rector,  bedel  y  por- 
tero ;  3"  que  el  que  no  entregase  la  suma  que  le  fué  asig- 
nada sea  despedido ;  4"  que  si  no  reúne  la  cantidad  nece- 
saria cese  la  Universidad,  hasta  que,  triunfante  la  repú- 
blica del  tirano  que  intenta  esclavizarla,  y  libre  del  blo- 
queo que  hoy  sufre  injustamente,  pueda  el  erario  volver  á 
costear  un  establecimiento  tan  útil  ala  ilustración»  (i). 


III 

Al  iniciar  su  vida  la  Universidad  de  Buenos  Aires,  el 
movimiento  de  ideas  jurídicas  estaba  representado  entre^ 

(i)  Véase  N.  Pinero  y  E.  L.  Bidal,  op.  cit..  páginas  [\'j  y  siguientes. 
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nosotros  por  dos  tendencias.  Una  veía  en  el  derecho  dos 
fases:  la  terrena  y  la  supraterrena,  es  decir  abajo  el  dere- 
cho positivo,  considerado  «como  el  conjunto  de  leyes  es- 
critas», y  arriba  el  derecho  natural,  núcleo  de  principios 
inmutables  surgidos  en  un  solo  instante  de  la  mente  del 
Supremo  Creador.  La  otra  derivaba  sus  principios  de  la 
doctrina  utilitaria  de  Bentham,  que  empezaba  á  difundir» 
se  en  el  país. 

El  departamento  de  jurisprudencia,  al  organizarse,  re- 
presentó, en  sus  únicas  dos  cátedras,  ambas  orientaciones. 
La  tradicional  estaba  encarnada  en  el  doctor  Antonio 
Sáenz,  profesor  de  derecho  natural  y  de  gentes;  la  utili- 
taria en  eldoctor  Pedro  Somellera,  catedrático  de  derecho 
civil.  El  doctor  Sáenz  concebía  la  existencia  de  leyes  natu- 
rales «generales  é  inmutables  como  su  Autor»  (i)  que  se 


(i)  Antonio  Sáenz,  Instituciones  elementales  sobre  el  derecho  natural  y  de  gentes,  forma- 
das para  el  estadio  y  enseñanza  de  los  alumnos  de  la  Universidad  de  Buenos  Aires,  manuscrito- 
existente  en  la  biblioteca  de  la  Facultad  de  derecho  y  ciencias  sociales  de  la  Universidad 
de  Buenos  Aires,  página  2.  «Esta  obra,  dice  Gutiérrez,  que  debía  componerse  de  más  de- 
un  volumen,  no  se  ha  impreso;  pero  en  1828  se  publicó  un  informe  sobre  ella,  firmado 
por  los  seiiores  doctores  Manuel  Antonio  Castro  y  Francisco  Acosta.  En  este  informa 
hay  un  análisis  de  las  materias  contenidas  en  el  primer  tomo  de  ese  curso. »  Este  curso, 
según  el  autor  citado,  se  dictó  el  año  1822.  La  parte  relativa  á  los  duelos  (desafíos)  s& 
publicó  en  la  Abeja  Argentina,  numero  12  y  siguientes.  Y  agrega  el  doctor  Gutiérrez: 
«  En  la  biblioteca  de  la  Universidad  existe  una  copia  de  la  primera  parte  de  este  curso  becba 
á  expensas  del  establecimiento  sobre  el  original  autógralb  del  doctor  Sáenz.»  En  esto  me 
parece  que  hay  un  error,  qui^iá  de  imprenta.  En  efecto  el  manuscrito  á  que  se  refiere- 
Gutiérrez  es  indudablemente  el  que  existe  en  la  biblioteca  de  nuestra  Facultad  y  ya  he  ci- 
tado. Pues  bien  :  ese  manuscrito,  que  be  tenido  ocasión  de  revisar  y  de  donde  he  tomado 
los  párrafos  que  transcribo,  contiene  no  la  primera  parte  sino  la  segunda  del  curso  del 
doctor  Sáenz,  ó  sea  trata  del  derecho  de  gentes,  y  justamente  en  él  se  hace  referencia  á 
una  primera  parte  en  que  se  debió  tratar  del  derecho  natural.  Debo  hacer  presente  pa- 
ra terminar  con  esto  que  no  he  podido  encontrar  en  la  biblioteca  de  la  Facultad  ese  in- 
forme á  que  se  refiere  el  doctor  Gutiérrez  y  del  cual  nos  da  además  el  título  y  datos  de 
sil  impresión:   Informe    de  la  comisión    para  examinar  el  curso  de    derecho  natuial,    dictado^ 
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«acomodan  á  la  esencia  y  constitución  de  los  sujetos  á 
quienes  se  dirigen».  Estos  sujetos  eran  por  un  lado  las 
naciones  ó  los  estados  soberanos  y  por  otro  los  individuos 
particulares:  «Las  naciones  y  los  estados  soberanos,  de- 
cía, siendo  personas  notoriamente  morales  son  de  unana- 
turaleza  y  organización,  aunque  análoga,  distinta  de  cada 
individuo  particular  y  asi  también  los  efectos  que  en  ella 
produce  la  ley  natural,  no  son  los  mismos,  ni  guardan 
muchas  veces  semejanza.  »  Pero  no  había  que  olvidar  que 
toda  diversidad  resultaba  de  la  aplicación,  nada  más  que 
<le  la  aplicación,  «la  cual  no  produce  jamás  contradicción, 
antes  por  el  contrario  descubre  siempre  la  identidad  de  la 
norma  para  expedirse.  Así  es  que  en  cualquier  acto,  ya 
sea  de  las  naciones  entre  sí,  ya  délos  particulares  unos 
€on  otros,  las  máximas  fundamentales  de  justicia  natural 
deben  ser  siempre  inviolables,  y  causan  la  misma  respon- 
sabilidad al  poderoso  que  al  miserable  que  se  atreve  á 
profanarlas»  (i).  Por  eso  el  doctor  Sáenz  entendía  que  el 
derecho  de  gentes  «es  el  mismo  derecho  natural  aplicado 
<S  tomado  en  la  parte  que  regla  la  vida  social  del  hombre 
€n  común  ó  los  negocios  y  actos  de  las  sociedades»  (2). 
Hasta  aquí  el  doctor  Sáenz  nos  ha  hablado  de  un  dere- 


por  el  doctor  don  Antonio  Sáenz  v  acuerdo  de  la  mav  ilustrada  sala  de  doctores  de  esta  Uni- 
versidad. Buenos  Aires,  imprenta  de  la  Independencia,  iSaS,  20  páginas  en  8°.  (Para 
todas  las  citas  que  hemos  hecho  de  Gutiérrez,  véase  op.  cit.,  t.  II,  pág.  5oh  y  5o5). 
La  Universidad  de  La  Plata  ha  ordenado  la  publicación  de  un  tratado  del  jesuíta  Mo- 
relli,  que  según  tengo  entendido,  es  de  suma  importancia  para  el  conocimiento  de  las 
ideas  que  sobre  derecho  de  gentes  se  tenía  en  la  época  colonial. 

(i)  A.  Sáejiz,  op.  cit.,  página  3. 

■(2)  A.  Sáemz,  op.  cit.,  página  i. 
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cho  de  procedencia  divina.  Pero  no  tarda  en  ocuparse  del 
que  es  obra  del  hombre.  (( Algunos  escritores  con  poca  exac- 
titud en  su  concepto  no  hacen  distinción  entre  el  derecho 
de  gentes  y  el  derecho  público,  y  bien  á  menudo  lla- 
man á  aquel  derecho  público  universal.  Esta  es  una  confu- 
sión de  concepto  que  debemos  evitar.  El  derecho  de  gentes 
<3S universal,  sale  déla  naturaleza,  dándose  á conocer sola- 
menteporla  recta  razón.  Suelen  también  algunos  llamar- 
los derecho  natural  de  las  gentes  originario  y  primitivo. 
El  ha  obligado  y  obligará  siempre  á  todas  las  naciones,  y  á 
todos  los  gobiernos  y  durará  tanto  como  el  mundo.  No  su- 
cede así  con  el  derecho  público,  al  menos  en  una  gran  par- 
te de  los  ramos  que  comprende,  porque  esta  denominación 
se  extiende  al  derecho  que  regla  el  régimen  interior  de  los 
estados ;  así  es  que  se  dice  hablando  facultativamente  el  de- 
recho público  ingles,  alemán  ó  germánico,  francés,  y  tam- 
bién se  aplica  la  misma  voz  á  las  relaciones,  tratados  y  usos 
que  han  establecido  recíprocamente  las  naciones  unas  con 
otras.  Nos  consta  de  notoriedad  que  estos  tratados  y  usos 
son  variables  por  el  mutuo  convenio  de  los  contratantes, 
y  que  alguna  vez  han  llegado  á  modificar  el  derecho  pú- 
blico que  de  todos  estos  actos  resulta,  ni  tiene  reglas  fijas 
é  inmutables,  ni  mucho  menos  universales,  porque  se 
funda  sobre  las  convenciones  libres  y  espontáneas,  entre- 
tanto que  el  derecho  de  gentes  es  inalterable,  tiendas  ba- 
ses de  eterna  justicia  y  obliga  á  todos,  porque  en  él  habla 
la  naturaleza  y  su  Autor,  cuyos  preceptos  no  imponen  me- 
nos obediencia  y  deber  á  cada  hombre  en  particular  que  á 
todos  juntos  en  reunión  de  sociedad.  Como  las  convencio- 
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nes  de  las  naciones  proceden  las  más  veces  de  circunstancias 
particulares,  de  los  intereses  del  momento,  de  pura  con- 
veniencia de  sólo  los  contratantes  y  también  acaso  de  un 
error,  no  pueden  formar  un  derecho  permanente,  y  por 
lo  mismo  pueden  revocarse  por  mutuo  consentimiento,  y 
aun  resistirse  por  una  tecera  nación  que  no  habiendo 
prestado  su  avenimiento  resulte  damnificado.  Esto  con- 
cluye á  no  poderse  dudar,  que  semejante  derecho  no  per- 
tenece al  primitivo  y  originario  de  gentes,  y  que  sólo  se 
le  podrá  llamar  tal,  con  la  adición  ó  clasificación  de  secun- 
dario, ó  derivativo  del  primero  ó  convencional.  Sea,  pues, 
una  prevención  á  que  debe  estar  atento  el  joven  estudioso 
del  derecho  de  gentes ;  que  este  en  su  rigor  y  pureza  com- 
prende todas  las  reglas  del  derecho  natural  que  no  es  dado 
violará  ninguna  nación  ni  potentado  por  más  poderoso 
que  sea,  y  que  las  inferencias  y  derivaciones  que  se  hacen  de 
ellas,  y  sirven  para  todo  lo  que  es  puramente  espontáneo, 
convencional  y  variable  entre  los  estados,  es  derecho  públi- 
co, ó  secundario  de  gentes.  Algunosle  dan  también  al  dere- 
cho originario  de  gentes  el  nombre  de  interno  y  necesario, 
y  el  derivativo  el  de  externo  y  voluntario.  No  debemos  de- 
tenernos en  cuestiones  sóbrelas  palabras,  siempre  quena 
tengan  objeto  alterar  la  substancia  de  las  cosas.  Con  tal 
que  el  primero  contenga  leyes  razonables  inviolables. 
y  el  segundo  las  reglas  que  el  bien  y  la  salud  común  re- 
claman en  los  negocios  públicos,  no  tenemos  inconve- 
niente en  recibir  estos  nombres,  como  ni  tampoco  el  de 
derecho  arbitrario,  que  no  se  diferencia  del  voluntario; 
y  dice  respecto  al  estado  ó  circunstancias  particulares 
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en  que  se  suelen  las  naciones  hallar  unas  con  otras»  (i). 

Esa  era  la  concepción  jurídica  más  general  en  la  época. 
El  pueblo  aparecía  desvinculado  déla  formación  del  dere- 
cho :  este  nos  llegaba  directamente  de  Dios  ó  del  legisla- 
dor. Es  cierto  que  el  doctor  Sáenz  reconocía  cdo  que  suele 
llamarse  derecho  de  costumbre,  el  cual  derecho  mera- 
mente convencional  sólo  produce  obligación  entre  las 
naciones  que  le  han  adoptado  ó  permitido»  (2)  pero  tam- 
bién es  verdad  c|ue  este  derecho  de  costumbre,  muy  poca 
relación  tiene  con  el  concepto  que  de  la  costumbre  como 
fuente  del  derecho  nos  dio  la  escuela  histórica.  El  derecho 
de  costumibre  á  que  se  refería  el  doctor  Sáenz,  no  era  otra 
cosa,  según  sus  mismas  palabras,  que  «el  consentimiento 
tácito,  libre  aquiescencia  de  las  naciones  en  ordena  ciertos 
usos  y  ejercicios»  (3).  Derivaba  su  fuerza  «del  principio 
natural  que  prescribe  la  observancia  de  toda  obhgación, 
ya  expresa  ó  ya  tácita»  (4). 

El  curso  de  derecho  civil  del  doctor  Pedro  Somellera, 
siguió  en  cuanto  á  su  plan  el  trazado  antiguo:  personas, 
cosas  y  acciones,  pero  en  materia  de  doctrina  se  apartó 
bastante  de  los  preceptos  clásicos.  Es  que  el  doctor  Some- 
llera fué  un  franco  representante  de  la  escuela  utilitaria,  lo 
que  le  permitió  aportar  á  su  cátedra  junto  con  los  nuevos 
principios  algo  que  era  inseparable  de  ellos  mismos :  un 
nuevo  método.  No  creo  que  sea  necesario  insistir:  es  bien 

(i)  a,  Sáenz,  op.  cil.,  página  3. 
(a)  Ibid,  página  6. 

(3)  Ibid,  página  6. 

(4)  Ibid,  página  6. 
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sabido  que  la  filosofía  de  Bentham  se  impuso  como  punto 
de  partida  la  experiencia :  debe  serla  experiencia,  y  no  otra 
cosa,  la  que  suministre  los  elementos  que  determinarán 
la  utilidad  ó  la  inutilidad  de  una  acción  ó  una  institución. 
Todo  eso,  naturalmente,  no  quiere  decir  que  el  doctor 
Somellera  nos  haya  dado,  en  aquellos  días,  un  curso  ne- 
tamente positivo.  Era  imposible  y  aun  hoy  mismo  resulta 
difícil  esa  empresa.  Pero  no  hay  duda  que  el  nuevo  méto- 
do contribuyó  á  darle  valor  para  independizarse  en  más 
de  un  caso  de  los  postulados  y  de  las  clasificaciones  tra- 
dicionales. Además,  el  curso  del  doctor  Somellera  ofrece 
todavía,  otro  aspecto  igualmente  interesante  me  refiero 
al  influjo  que  se  nota  en  él  de  las  ideas  precursoras  del  orga- 
nicismo  en  materia  social.  Claro  está  que  eso  era  natural  y 
lógico  en  un  discípulo  de  Bentham ,  desde  que  las  ideas  que 
auguraban  el  organicismo,  estaban  unidas  por  estrecho 
vínculo  al  sistema  utilitario.  Ya  en  1887  lo  hizo  notar 
Alberdi :  ((Bentham,  como  lo  declara  el  mismo,  debe  á 
la  filosofía  sensualista  los  principios  de  su  sistema.  Esta 
filosofía,  esencialmente  patológica  y  medical,  hace  de  la 
psicología  una  rama  fisiológica.  La  medicina  hace  de  la 
organización  material,  la  causa  inmediata  de  los  fenóme- 
nos déla  sensibilidad  física,  en  el  dominio  de  la  cual, 
encierra  los  hechos  de  inteligencia  y  voluntad  :  es  el  cere- 
bro quien  piensa  y  quiere,  como  el  estómago  quien  di- 
giere. La  filosofía  moral  de  este  sistema,  si  puede  tener 
filosofía  moral,  subordina  todas  las  acciones  humanas  de 
placer  y  de  dolor  físicos,  cuyo  amor  y  odio  constituye  el 
interés.   Es  imposible  que  esta  filosofía  tenga  id'^í  dr  I 


LA  ENSEÑANZA  DE  LAS  CJENCL\S  JURÍDICAS  Y  SOCIALES  A21 

hombre  moral.  No  nos  pondremos  á  demostrarlo  aquí. 
Bástenos  notar  que  desde  su  origen  la  historia  del  hom- 
bre nos  está  diciendo  que  la  inteligencia  difiere  de  los  sen- 
tidos, lo  moral  de  lo  físico,  el  bien  de  lo  agradable,  lo 
justo  délo  útil:  como  el  alma  del  cuerpo.  No  es  estola 
identidad.  El  alma  obedece  al  cuerpo  pero  el  alma  no  es 
el  cuerpo.  Las  relaciones  de  lo  físico  con  lo  moral  son  evi- 
dentes pero  lo  moral  no  es  lo  físico  »  (i). 

Tratemos  ahora  de  dar  por  lo  menos  algunas  pruebas 
de  lo  dicho  acerca  de  las  tendencias  del  curso  del  doctor 
Somellera.  Léanse,  por  ejemplo,  [estos  interesantes  pá- 
rrafos del  discurso  preliminar  de  sus  Principios  de  de- 
recho civil  :  ((  El  objeto  de  este  trabajo  será  presentar 
los  verdaderos  principios  de  utilidad  y  conveniencia, 
que  sirvan  para  la  formación  de  nuestras  leyes,  para  su 
inteligencia  y  aplicación.  Ello  serviría  también  por  ahora 
para  entender  y  aplicar  las  que  supletoriamente  tenemos 
adoptadas.  Para  el  logro  de  este  objeto  llevamos  una  ven- 
taja á  todos  los  pueblos  del  mundo  antiguo.  Ellos  han 
debido  sus  leyes  á  ocurrentes  necesidades,  nacidas  muchas 
veces  de  la  ignorancia  :  así  han  aplicado  sin  tino  los  prin- 
cipios, y  han  formado  muchas  leyes,  que  debiendo  ser 


(1)  Juan  Bautista  Alberdi,  Fragmento  preliminar  al  estudio  del  derecho,  acompañado 
de  una  serie  numerosa  de  consideraciones  formando  una  especie  de  programa  de  los  trabajos 
futuros  de  la  inteligencia  argentina,  en  Obras  completas,  Buenos  Aires,  1886,  tomo  I, 
página  2  4o. 

Por  su  parte,  el  doctor  Antonio  Dellepiane,  actual  profesor  de  filosofía  del  derecho  en 
nuestra  Universidad,  escribe  en  una  nota  de  sus  Esludios  de  filosofía  jurídica  y  social, 
Buenos  Aires,  1907,  página  100:  «  El  curso  de  derecho  civil  que  dictó  en  la  Universidad 
de  Buenos  Aires  (182 2-1 85o)  el  doctor  Pedro  Somellera,  inspirando  su  enseñanza  en 
las  dotrinas  del  «incomparable  Bentham»,  hace  ya  frecuente  uso  de  la  metáfora  biológica.  » 
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pactos  meditados  de  hombres  libres,  han  sido  pactos  ca- 
suales de  una  necesidad,  cuando  no  instrumentos  de  las 
pasiones  de  un  tirano.  Nuestra  legislatura  formará  lasque 
han  de  regirnos,  no  solo  iluminada  por  aquellos  princi- 
pios, sino  también  por  todas  las  luces  del  presente  siglo. 
La  jurisprudencia  debe  hoy  quedar  sujeta  á  un  método 
científico.  Han  errado  los  que  han  creído  á  esta  ciencia 
incapaz  de  demostración  matemática.  Si  los  demás  han 
recibido  modelos  de  método,  ^- por  qué  no  ha  de  ser  capaz 
de  recibirlos  la  jurisprudencia?  La  clasificación  de  los 
males,  y  de  los  remedios  físicos  ha  metodizado  la  ciencia 
médica;  pues  la  clasificación  de  males  y  remedios  políti- 
cos, debe  metodizar  la  ciencia  legal.  El  orden  que  aquélla 
guarda,  es  transportable  á  ésta.  El  cuerpo  político  puedo 
también  tener  su  anatomía,  su  fisiología,  su  patología,  su 
noxología  y  su  terapéutica,  dice  el  incomparable  Ben- 
tham,  posibilidad  que  ha  demostrado  este  jurisconsulto 
reduciéndola  ahecho.  \ono  respondo  de  que  podamos 
en  este  primer  ensayo  conseguir  del  todo  nuestro  intento, 
pero  debemos  tratar  de  ello.  Los  que  empiezan  el  estudio 
del  derecho  tienen  andado  más  camino  hacia  su  logro, 
que  yo,  necesitando  de  olvidar  mucho  de  loque  los  juris- 
tas han  honrado  con  el  nombre  de  jurisprudencia);  (i). 


(i)  Pedro  Somellera  :  Principios  de  derecho  civil,  dictados  en  ¡a  Universidad  de  Buenos 
Aires.  Buenos  Aires,  182^,  tomo  I,  página  /i.  uLa  publicación  de  los  textos  explicados 
por  los  catedráticos  en  sus  respectivas  aulas,  escribe  el  doctor  Gutiérrez,  op.  cil  . 
tomo  I,  página  3o4,  fué  reglamentada  cuidadosamente  en  varios  clecretos,  comenzando 
por  ordenar  con  fecha  3  de  marzo  de  1828  que  todos  los  profesores  de  la  Universidad 
«preparasen  sus  trabajosa  fin  de  que  sus  cursos  fuesen  oporlunamentc  impresos».  Esto 
trabajo  impuesto  á  los  profesores  debía  constar  de  dos  parles  :  la  primera  contraída  cxprc- 
sainrnlc  .il  Icxlr)  de  la  dniliin.i  o  c'n'níM;»  di>  cada  asÍ!.'nalma.  v   la  si'L'unda  á   la  redacción 
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Partiendo  del  principio  de  que  toda  ley  restrictiva  es 
contraria  á  la  libertad,  sostenía  el  doctor  Sáenz  que  el  ob- 
jeto primario  de  la  ley  debe  ser  la  mayor  felicidad  posible 
de  la  comunidad,  y  que  la  felicidad  de  un  individuo  es 
tanto  mayor  cuanto  sus  sufrimientos  son  más  ligeros,  y 
en  menor  número,  y  cuanto  sus  goces  son  mayores  y  en 
mayor  número.  El  principal  cuidado  de  la  ley  es  proteger 
al  hombre  contra  las  incomodidades  ;  la  ley  llena  este  cui- 
dado creando  derechos  que  confiere  á  los  individuos  :  de- 
rechos de  seguridad  personal,  derechos  de  propiedad,  de- 
rechos de  recibir  socorros  en  caso  de  necesidad.  A  estos 
derechos  corresponden  los  delitos  de  todas  clases,  porque 
la  ley  no  puede  crear  derechos  sino  creando  las  obligacio- 
nes correspondientes;  y  no  puede  crear  derechos  y  obli- 
gaciones sin  crear  delitos  :  luego  la  ley  nada  puede  man- 
dar ni  prohibir  sino  restringiendo  la  libertad  de  los  indi- 
viduos (i). 

El  doctor  Somellera,  por  otra  parte  ha  expuesto  clara- 
mente su  concepto  de  la  felicidad.  Era,   para  él,  la  conti- 


con  criterio  y  precisión,  de  la  historia  de  su  respectiva  facultad  desde  su  origen  conocido  hasta 
el  presente.  Esta  disposición  no  sólo  se  refería  á  las  ciencias  sino  también  á  los  idiomas. 
Los  catedráticos  de  latín,  el  de  mayores  y  menores,  de  común  acuerdo  debían  componer 
una  gramática  para  someterla  á  la  aprobación  superior.  Deducidos  los  gastos  de  la  im- 
presión de  estas  obras,  inclusa  la  gramática  latina,  todo  el  excedente  que  resultase  de 
su  renta  quedaba  á  beneficio  y  como  propiedad  de  los  autores,  es  decir,  de  los  catedráticos. 
Estas  disposiciones  fueron  cumplidas  y  en  consecuencia  se  imprimieron  las  lecciones  de 
físico-matemáticas  redactadas  por  don  Avelino  Díaz.  El  curso  de  filosofía  dictado  por  don 
José  Manuel  Agüero.  El  de  derecho  civil,  por  el  doctor  don  Pedro  Somellera.  Otros 
catedráticos  prepararon  también  sus  lecciones  parala  prensa,  como  por  ejemplo  el  doctor 
Sáenz  que  ha  dejado  manuscrito  un  curso  de  derecho  natural  y  de  gentes,  que  fué  exa- 
minado y  aprobado  por  una  comisión  especial. 

(i)  Véase  P.    Somellera,  op.  cil.,   página   12. 
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imación  de  placeres,  es  decir,  de  sensaciones  agradables 
que  el  hombre  persigue  naturalmente  ;  así  tomada  no  es 
más  que  un  placer  continuado,  una  situación,  cuya  dura- 
ción se  desea:  y  como  todo  placer  es  el  resultado  de  una 
necesidad  satisfecha,  es  indudable  que  sin  necesidades  no 
hay  placeres  ni  puede  haber  felicidad.  El  que  tiene  ham- 
bre tendrá  un  placer  en  comer  ;  pero  el  que  está  bario, 
lejos  de  gozar  un  placer,  sentirá  una  pena  comiendo.  En 
fm,  nuestros  placeres  serán  siempre  precedidos  de  nece- 
sidad, y  como  cuanto  más  viva  es  la  necesidad,  tanto  más 
fuerte  es  la  pena  que  produce,  así  también  será  tanto  ma- 
yor el  placer  que  resulte  de  satisfacerle  (i). 

De  acuerdo  con  esos  principios  fundamentales  de  su 
sistema  el  doctor  Somellera  estudió  y  analizó  el  derecho 
civil.  Habla  del  matrimonio  y  dice  :  «  bajo  cualquier  pun- 
to de  visla  que  miremos  á  este  notable  contrato  hace  im- 
presión su  utilidad)).  Examina  las  causas  que  se  oponen 
al  matrimonio  entre  los  parientes  inmediatos,  y  escribe: 
((  Sin  una  barrera  intraspasable  entre  los  parientes  inme- 
diatos llamados  por  el  orden  social  á  vivir  juntos,  y  en  la 
mayor  intimidad,  su  inmediación,  las  ocasiones  conti- 
nuas,  la  amistad,  las  inocentes  caricias,  serían  un  pábulo 
á  pasiones  funestas.  El  propio  domicilio,  esos  retiros  don- 
de el  hombre  debe  encontrar  el  reposo,  y  donde  deben 
calmarse  los  movimientos  del  alma  agitada  por  las  esce- 
nas del  mundo,  el  seno  de  las  familias,  serían  lo  más  ex- 
puesto á  todas  las  inquietudes,  á  todas  las  rivalidades,  á 

(i)  \  ¿ase  P.  Somellera,   op.   cit.,  página  20. 
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todos  los  furores  de  amor.  Las  sospechas  desterrarían  la 
confianza,  los  sentimientos  más  dulces  se  apagarían  en 
los  corazones,  ó  tendrían  un  premio  acibarado  :  estos  se- 
rían los  resultados  de  una  esperanza,  que  la  ley  fundada 
en  la  utilidad,  ha  debido  hacer  que  no  existía.  A  esto  se 
agrega  que  ese  poderoso  atractivo,  que  nos  conduce  al 
matrimonio,  la  opinión  de  la  castidad  de  los  jóvenes,  no 
tendrían  un  garante,  y  serían  sus  más  peligrosos  lazos  el 
mismo  asilo  destinado  á  evitarlos  »  (i). 

La  propiedad  encuentra  también  sus  fundamentos  en 
los  mismos  principios:  ((es  tan  útil  y  necesaria,  que 
ella,  religiosamente  garantida,  es  la  que  produce  la  tran- 
quihdad  y  sosiego  del  hombre  :  ella  hace  progresar  las 
ciencias  y  las  artes,  y  forma  la  prosperidad  de  los  indivi- 
duos y  la  de  la  sociedad.  Su  primitivo  fundamento  es  el 
trabajo  del  hombre,  que  añade  á  las  cosas  un  valor  parti- 
cular, ó  una  calidad  que  no  recibieron  de  la  naturaleza. 
Todas  las  cosas  que  pueden  ser  conservadas,  multiplica- 
das, transmutadas  á  nuevo  ser  y  forma,  mejoradas  por  el 
hombre,  ó  al  contrario,  son  objeto  de  la  propiedad.  En 
todas  ellas  puede  recaer  el  tuyo  y  mío,  que  quitando  la 
confusión  de  las  cosas,  y  separando  los  bienes,  pone  á  los 
hombres  en  paz,  y  contribuye  á  la  perfección  física  y  mo- 
ral de  sus  facultades.  Este  sagrado  e  inviolable  don  de  la 
ley,  jamás  debe  ser  atropellado,  ni  usurpado.  El  pretexto 
de  bien  general  ó  común,  con  el  dorado  de  indemnización, 
no  debe  bastar  á  dejar  frustradas  las  esperanzas,   que  la 

(i)  P.    Somf-llera,  op.  cit.,  página  G7 . 
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ley  ha  hecho  nacer  en  el  propietario.  No  contrariándolas. 
hará  el  legislador  lo  que  debe  para  la  felicidad  de  la  socie- 
dad :  si  se  opone  á  ellas,  hará  producir  un  mal,  propor- 
cionado á  su  oposición»  (i). 

Lo  propio  ocurre  con  todas  las  cuestiones.  La  sucesión 
ab  iniestaio  y  la  testamentaria,  con  las  trabas  que  impone 
el  reconocimiento  de  ciertas  legítimas,  lo  mismo  que  los 
medios  de  adquirir  derechos  sobre  servicios  se  explican 
perfectamente  por  el  principio  de  utilidad.  Reviste  espe- 
cial interés  el  capítulo  que  trata  de  aquella  última  mate- 
ria, cerrado  con  estas  significativas  palabras  :  ((  Por  lo  di- 
cho se  ve  que  hemos  fundado  toda  la  teoria  de  las  obliga- 
ciones sobre  la  base  de  la  utilidad,  y  hemos  cimentado  es- 
ta nueva  obra  en  los  tres  principios,  necesidad  superior, 
servicio  anterior,  pacto  ó  convención,  j  Quién  creyera  que 
para  arribar  á  unas  nociones  tan  sencillas  y  familiares, 
nos  ha  sido  preciso  abrirnos  un  camino  nuevo !  Hasta  los 
últimos  anos  se  había  creído  necesario  para  descubrir  el 
orií^en  de  las  oblio:aciones  echarse  á  nadar  en  el  inmenso 
piélago  de  derecho  natural,  de  ley  preexistente  al  hombre, 
de  conciencia  íntima,  de  tácitos  contratos,  de  .pactos  so- 
ciales. Consúltese  á  los  maestros  Locke,  Rousseau  y  Pu- 
fendorf,  Bourlamaque,  Watel,  y  se  encontrará,  que  ellos 
no  han  hecho  otra  cosa.  Sea,  pues,  para  nosotros  la  base  de 
toda  obligación  la  utilidad:  no  nos  cansemos  de  repetirlo. 
El  contrato  no  produce  obhgación  porque  es  contrato  :  si 
tal  fuera,   todos  los  contratos  serían  obhgatorios,   y  es 

(i)  P.  Somellkra,  op.    (•('/.,   paiiina   iiCi. 


constante  que  algunos  no  lo  son.  Esa  obligación  nace  de 
que  el  contrato  es  sancionado  por  la  ley,  y  la  ley  no  lo 
sanciona  sino  por  la  utilidad  que  resulta  dé  él.  El  pacto 
sirve  para  manifestar  la  existencia  de  la  mutua  utilidad  de 
las  partes  contratantes.  Esta  razón  de  utilidad  es  la  pri- 
mera, y  es  independiente  de  la  convención  :  ella  hace  su 
fuerza,  y  por  ella  se  distinguen  los  casos  en  que  el  contra- 
to debe  ser  confirmado  ó  anulado.  Si  el  contrato  fuera  por 
sí  una  razón,  siempre  produciría  el  mismo  efecto,  pero  su 
tendencia  perniciosa  le  hace  nulo,  luego  su  tendencia  útil, 
es  la  que  lo  hace  válido,  á  la  utilidad  está  reducido  todo  : 
aquellos  tres  motivos  de  que  hemos  hablado  se  refunden 
en  ella  »  (i). 


IV 


Las  ideas  y  la  enseñanza  académica  señaladas  siguieron 
constituyendo  por  bastantes  años  el  contenido  de  la  cien- 
cia jurídica  argentina  y  el  aporte  déla  universidad  á  esa 
misma  ciencia. 

El  mencionado  Manual  de  i833  prescribió  como  textos 
de  derecho  civil,  público  y  de  gentes,  público  y  privado 
eclesiástico  y  economía  política  las.obras  de  Álvarez,  Ray- 
neval,  Gmeiner  y  Mili,  respectivamente.  Con  el  libro  del 
doctor  José  María  Álvarez  (2)  nuestra  cátedra  de  derecho 
civil  dejaba  de  lado  decididamente  la  tendencia  filosófica 


(i)  P.    SoMELLERA,  op .  c'ú.,  página  18G. 

(2)  José  María  Álvarez,  Instilaciones  de  derecho  real  de  España,  adicionadas  con  varios 
apóndices,  párrafos,  etc.,  por  Dalmacio  Vélez.  Buenos  Aires,  i834- 
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que  representaban  los  principios  adoptados  por  Somelle- 
ra :  en  cambio  se  apoderaba  de  ella  la  escuela  del  doctor 
Sáenz.  En  efecto,  Alvarez,  — según  nos  lo  dice  su  mismo 
editor  argentino,  el  doctor  Yelez  Sarsíield  (i),^ — tomó  por 
modelo  las  Recitaciones  de  Heinecio,  sin  aspirar  á  origina- 
lidad alguna,  que,  según  ellos  era  imposible  alcanzar  des- 
pués de  este  último  jurisconsulto.  \  bien,  es  harto  sabido 
que  Heinecio  está  incorporado  á  esa  corriente  del  pensa- 
miento humano  que  cuenta  entre  sus  términos  represen- 
tativos á  Grocio  y  Pufendorf,  á  Leibnitz  y  Wolíl'  y  que 
nos  ha  dado  el  derecho  natural  en  concepciones  progresi- 
vas que,  por  fuerza,  se  han  ido  acercando  cada  vez  más  al 
movimiento  jurídico  del  siglo  xix,  porque  resultaría  pue- 
ril desconocer  lo  que  á  esos  sistemas  del  derecho  natural 
les  corresponde  en  la  formación  y  en  el  contenido  de  las 
ideas  de  la  escuela  histórica  y  de  las  que  con  tendencia 
positiva  procedieron  Inmediatamente  á  ésta.  No  olvide- 
mos que  con  toda  razón  se  ha  dicho  de  Leibnitz  que,  con- 
siderando el  bien  universal  ó  la  fehcidad  como  fin  del 
derecho  y  la  moral  se  antidató  al  utilitarismo. 

Con  todo  no  hay  duda  que  para  los  pensadores  del  de- 
recho natural  la  fuente  última  del  derecho  está  en  el  man- 
dato de  Dios,  aun  cuando  no  sostuvieran  que  todo  el  de- 
recho y  toda  la  moral  tienen  por  base  la  prescripción  ar- 
bitraria de  la  divinidad.  Era  el  mismo  Leibnitz  quien 
sostenía  que  las  leyes  del  derecho  y  las  de  la  moral,  como 
leyes  supremas  que  son,  dimanan  en  último  término  del 

(i)  Véase   ^'KL^:z,  Prólogo  á  la  citada  obra  de  Alvarez. 
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pensamiento  divino  y  son  mantenidas  por  la  voluntad  di- 
vina. La  verdad  es  que  las  escuelas  del  derecho  natural, 
ya  fuera  que  indicaran  á  la  divinidad  como  productora 
directa  ó  como  causa  mediata  del  derecho,  desconocieron 
en  buena  parte  la  importancia  que  tiene  la  vida  en  la  for- 
mación del  derecho.  Se  comprenderá,  pues,  lo  que  signi- 
ficaba para  nuestra  orientación  jurídica  la  adopción  del 
texto  de  Álvarez. 

Conocida  así  la  filiación  filosófica  de  las  Instituciones  se 
puede  claramente  entrever  su  contenido  específico.  El 
doctor  Vélez  Sarsfield  lo  ha  expuesto  con  toda  nitidez  en 
su  citado  prólogo.  ((Sin  embargo  de  regir  por  muchos  si- 
glos el  derecho  de  Justiniano  en  la  mayor  parte  de  la  Eu- 
ropa y  de  ser  una  materia  principal  de  enseñanza  en  las 
más  célebres  universidades,  no  había  hasta  Heinecio  una 
obra  elemental  de  la  jurisprudencia  romana.  El  nos  dio 
sus  famosas  Recitaciones,  y  se  vio  entonces  lo  que  la  cien- 
cia exigía  en  el  escritor  de  unas  instituciones.  No  fueron 
más  felices  las  escuelas  de  derecho  español;  pues  había 
siempre  que  poner  en  manos  de  los  jóvenes,  autores  sin 
juicio,  sin  ciencia,  y  aun  sin  idioma.  Un  catedrático  de 
Guatemala,  sin  aspirar  á  una  originalidad  que  era  impo- 
sible alcanzar  después  de  Heinecio,  se  propuso  dar  la 
obra  que  aun  nos  faltaba.  Tomó  por  modelo  las  Recita- 
ciones de  aquel  grande  hombre,  sabiendo  que  los  princi- 
pios del  derecho  romano  son  en  su  mayor  parte  princi- 
pios del  derecho  de  España,  las  siguió  exactamente,  y  aun 
puede  decirse  que  las  tradujo,  pero  siempre  fundado  en 
la  ley   española.  Dejó  sólo  lo  que  no  era  conforme  con 
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nuestra  legislación,  y  le  agregó  todo  aquello  que  no  podía 
haber  en  unas  instituciones  de  derecho  romano.  De  este 
modo  nos  dio  una  obra  elemental  déla  jurisprudencia  de  Es- 
paña de  igual  mérito  que  las  Recitaciones  de  Heinecio  »  ( i ). 
Reimpreso  el  libro  en  Madrid,  sus  editores  españoles 
lo  único  que  hicieron,  según  Vélez,  fué  suprimirle  las 
disposiciones  peculiares  de  la  legislación  de  Indias  y  agre- 
garle un  título  sobre  mayorazgos.  El  futuro  autor  de 
nuestro  Código  civil,  conoció  en  esa  forma  la  obra  del 
doctor  Álvarez  y  en  presencia  de  esa  edición  resolvió  ha- 
cer otra.  Su  primer  cuidado,  según  confesión  propia, 
consistió  en  verificar  todas  las  citas  de  leyes  y  autores, 
corrigiéndolas,  ordenándolas  y  ampliándolas  en  numero- 
sos casos.  Después,  y  aun  cuando  carecía  de  la  edición  de 
Guatemala,  trató  de  restituir  lo  que  el  autor  era  probable 
que  dijese  ó  lo  que  debía  decir  en  algunas  materias  sobre 
el  derecho  de  Indias,  que  fué  suprimido  por  los  editores 
madrileños.  Además  completó  y  explicó  diversas  cuestio- 
nes con  párrafos  y  notas;  indicó  ó  insertó,  según  los  ca- 
sos, las  leyes  nacionales  ó  de  la  provincia  de  Buenos 
Aires  que  introdujeron  modificaciones  en  el  derecho  es- 
pañol vigente,  y  agregó,  por  tratarse  de  importantes  ma- 
terias de  uso  diario  en  el  foro,  los  siguientes  apéndices: 
sobre  el  estado  actual  de  la  esclavitud  en  esta  república  y  prin- 
cipalmente en  Buenos  Aires;  de  la  restitución  in  integrum 
de  los  menores;  de  los  diversos  intereses  de  los  menores;  de  las 
obligaciones dividuas  é  individuas;  de  las  dotes  y  bienes para- 

(í)    \  MI/,    Prólo^fr,  -:•■..!- 
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fernales.  «Habría  sido  conveniente,  escribe  Vález,  agre- 
ofarle  algunos  tratados  más,  pero  rodeado  de  otras  aten- 
ciones, sólo  he  tenido  para  el  trabajo  de  esta  edición  el 
tiempo  necesario  para  la  prensa.  Sin  embargo,  me  per- 
suado que  en  la  forma  en  que  sale  la  obra  es  el  curso  más 
completo  de  derecho  cjue  hasta  el  día  se  ha  publicado,  y 
sin  duda  alguna  el  más  científico  de  cuantos  se  han  escri- 
to sobre  jurisprudencia  española;  teniendo  también  el 
mérito,  sino  me  engaño,  de  estar  arreglado  al  derecho  de 
Indias,  y  al  de  nuestra  república  en  todos  los  momentos 
en  que  ha  habido  algunas  innovaciones  desde  1810  hasta 
el  presente»  (i). 

La  obra  resultaba,  como  se  ve,  un  tratado  completo  en 
su  género,  de  acuerdo  con  la  vieja  concepción  jurídica, 
que  aun  hoy  mismo  se  mantiene  triunfante  en  muchos 
espíritus.  La  ley  es  interpretada  mecánicamente,  á  la  luz 
de  sus  propios  términos  ó  de  raciocinios  abstractos  :  la 
la  vida  presente,  la  pasada  y  las  necesidades  futuras  del 
pueblo  al  cual  ella  rige,  muy  poco  se  tienen  en  cuenta. 
Ese  ha  sido  el  sistema  que  nos  ha  dominado  casi  por  com- 
pleto durante  largos  años,  que  sigue  todavía  encadenán- 
donos bastante  á  sus  dogmatismos  y  que  ha  tenido  á  su 
servicio,  justo  también  es  decirlo,  grandes  maestros. 

Con  Santiago  Mili  la  Universidad  sólo  aparentemente 
daba  un  nuevo  paso  en  favor  del  utilitarismo,  porque  si 
bien  es  cierto  que  los  Elementos  de  economía  política  de 
aquél,  traducidos  y  publicados  en  Buenos  Aires  en  1828 

(i)  Vklez,  Prólogo  citado. 
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debieron  usarse  como  texto  del  curso  respectivo  desde 
que  éste  se  inauguró,  también  es  verdad  que  al  aparecer 
el  Af a  mía/ de  i833  ya  se  había  suprimido  la  cátedra  de 
economía  política,  que  recién  volvió  á  funcionar  después 
de  Caseros.  De  manera  entonces  que  la  prescripción  del 
Manual  sólo  vale  como  una  revelación  de  tendencias  y  lo 
único  real  y  verdadero  es  la  enseñanza  durante  los  años 
anteriores  de  la  economía  política  según  los  principios 
de  Mili. 

Es  bien  sabido  que  Santiago  Mili  fué  uno  de  los  más 
ilustres  maestros  de  la  escuela  utilitaria.  Prestó  á  los  he- 
chos más  atención  que  Bentham,  aun  cuando  adoptara 
igualmente  el  método  deductivo,  y  de  él  se  ha  dicho  con 
razón  que  tenía  un  profundo  conocimiento  de  la  vida  po- 
lítica, económica  y  social  de  su  tiempo,  como  lo  demues- 
tran no  sólo  sus  escritos  sino  también  la  parte  que  le  co- 
rresponde de  las  reformas  parlamentarias  de  entonces  y 
la  influencia  que  ejerciera  en  la  lucha  de  clases  que  trans- 
formó la  política  inglesa  de  esos  días.  Ahora  bien,  es  in- 
dudable que  para  la  resolución  de  nuestros  problemas 
políticos  y  morales,  sociales  y  económicos  pudo  ser  de 
suma  transcendencia  el  conocimiento  de  las  ideas  y  del 
método  de  Santiago  Mili :  ^  lo  fué  en  realidad  ?  ^  nos  acos- 
tumbramos á  observar  los  hechos  propios  y  á  utilizar, 
guiados  por  los  principios  generales,  los  resultados  de 
ella  ?  Podemos  asegurar  que  no  :  el  estudio  de  Mili  como 
el  de  Bentham  apasionó  á  algunos  argentinos  de  esa  época , 
pero  no  produjo  ninguna  orientación  común  realmente 
positiva.  \  fuera  de  las  íjenerales  v  universales  muchas 
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son  las  causas  locales  que  explican  ese  resultado.  Por  de 
pronto  debemos  recordar  que  el  estado  de  las  ideas  y  de 
la  vida  en  aquellas  circunstancias  era  de  completa  anar- 
quía :  entremezcladas  las  nuevas  y  las  viejas  nociones,  las 
inteligencias  no  hacían  otra  cosa  que  flotar  indecisas,  y 
aun  en  los  pocos  casos  en  que  un  principio  se  sostenía 
con  firmeza  se  notaba  en  él  la  acción  de  la  turbulencia  del 
ambiente.  Por  otra  part«,  el  estudio  de  los  nuevos  pen- 
sadores europeos  se  hacía  fuera  .de  la  realidad  argentina  : 
en  muy  pocos  casos  se  aplicaron  sus  sistemas  para  apre- 
ciar nuestros  fenómenos. 

El  curso  de  derecho  canónico  tampoco  sirvió  mucho 
para  nuestro  progreso  jurídico.  Se  usaba  como  texto  la 
obra  de  Gmeiner,  un  tratado  europeo  que  poca  utilidad 
podía  dejarnos,  desde  que,  como  decía  Vélez  Sarsfield, 
(( las  obras  de  derecho  público  eclesiástico  escritas  para 
Europa,  las  leyes  mismas  por  las  que  se  gobiernan  aque- 
llas iglesias,  nada  pueden  enseñarnos  porque  ninguna 
semejanza  tienen  con  el  derecho  pontificio  ó  con  el  de- 
recho administrativo  que  ha  gobernado  las  iglesias  de 
América  »  (i).  Bien  es  cierto  que  estas  deficiencias  eran 
en  buena  parte  irremediables.  Yélez  mismo  en  el  prólogo 
de  su  estudio  sobre  el  derecho  publico  eclesiástico  de 
América  escribía  :  «  No  conozco  libro  alguno  que  apoyán- 
dose en  la  autoridad  de  la  ley  civil  determine  y  fije  las 
relaciones  del  Estado  con  la  lo^lesia  en  la  antio^ua  América 


(i)  Dalmacio  Vélez  Sarsfield,    Derecho  público  eclesiástico:    Relaciones  del  Estado  con 
la  Iglesia  en  la  antigua  América  española.  Buenos  Aires,    i85G,  en  el  Prólogo. 
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española  (i ).  »  Además  faltaba  entusiasmo  por  esta  asig- 
natura, lo  cual  esterilizaba  el  saber  y  la  contracción  del 
catedrático.  El  doctor  José  Francisco  López,  que  fué 
alumno  del  curso  de  José  León  Banegas,  profesor  de  de- 
recho canónico  durante  veinte  años  (i83/i-i85/i),  dice 
en  sus  Memorias  :  a  La  tercera  clase  (la  de  derecho  canó- 
nico) era  dada  por  el  presbítero  Banegas,  varón  santo  y 
ejemplar,  cuya  erudición  canónica  era  casi  un  sermón  en 
el  desierto  de  un  auditorio  refractario  á  la  materia  »  (2). 
Y  según  el  mismo  testimonio,  el  estudio  del  libro  de 
Gmeiner  no  imponía  á  la  juventud  duras  vigilias  :  ((  era 
repasado  en  los  claustros  una  hora  antes  de  entrar  á  clase 
entre  varios  grupos  de  estudiantes  alrededor  del  más 
fuerte  en  latín  »  (3). 

Entretanto  la  escuela  histórica,  que  ya  iniciaba  en  Euro- 
pa su  marcha  enérgica,  se  acercó  también  á  nuestro  me- 
dio intelectual.  (( Yo  ensayaba,  dice  Alberdi,  una  exposi- 
ción elemental  de  nuestra  legislación  civil,  conforme  á  un 
plan  que  el  público  ha  visto  enunciado  en  su  proyecto,  y 
no  podía  dar  un  solo  paso,  sin  sentir  la  necesidad  de  una 
concepción  neta  de  la  naturaleza  filosófica  del  derecho,  de 
los  hechos  morales  que  debían  sostenerle,  de  su  constitu- 

(i)  D.  Vélez  Sarskield,  op.  cit.,  siempre  en  el  Prólogo. 

(2)  José  Francisco  López,  Memorias  de  mi  tiempo,  página  i3. 

(3)  J.  F.  Lói'Ez,  op.  cit.,  página  i/i. 

No  he  encontrado  en  la  biljliotcca  de  nuestra  Facultad  las  Instituciones  de  derecho  pú- 
blico eclesiástico  por  el  doctor  Eusebio  de  Agüero,  primer  catedrático  de  derecho  canó- 
nico en  la  Universidad  de  Buenos  Aires.  De  esas  Instituciones  hace  mención  <  ;,,i;,..-.,./ 
op.  cil.,  tomo  II,  página  5o8. 

EIn  la  biblioteca  de  la  Facultad  pueden  verse  el  libro  de  Gmeiner  y  los  I-:i,-nienh'S  úv 
Mili. 


LA  ENSEÑANZA  DE  LAS  CIENCL\S  JURÍDICAS  Y  SOCL\LES  435 

ción  positiva  y  científica.  Me  fué  preciso  interrumpir  aquel 
primer  estudio,  para  entregarme  enteramente  á  este  últi- 
mo. Abrí  á  Lerminier  y  sus  ardientes  páginas,  hicieron 
en  mis  ideas,  el  mismo  cambio  que  en  las  suyas  había  ope- 
rado el  libro  de  Savigny.  Dejé  de  concebir  el  derecho  co- 
mo una  colección  de  leyes  escritas.  Encontré  que  era  nada 
menos  que  la  ley  moral  del  desarrollo  armónico  de  los  se- 
res sociales  ;  la  constitución  misma  de  la  sociedad,  el  or- 
den obligatorio  en  que  se  desenvuelven  las  individualida- 
des que  la  constituyen.  Concebí  el  derecho  como  un  fenó- 
meno vivo  que  era  menester  estudiar  en  la  economía  or- 
gánica del  Estado.  De  esta  manera  la  ciencia  del  derecho 
como  la  física ,  debía  volverse  experimental ;  y  cobrar  así 
un  interés  y  una  animación  que  no  tenía  en  los  textos  es- 
critos, ni  en  las  doctrinas  abstractas.  El  derecho  tomó  en- 
tonces para  mí  un  atractivo  igual  al  de  los  fenómenos  más 
picantes  de  la  naturaleza.  Así  es  como  el  derecho  quiere 
ser  concebido  por  nosotros  ;  así  escomo  su  estudio  honra 
á  la  mejor  cabeza.  Así  es  como  Savigny,  esta  grande  cele- 
bridad contemporánea  de  la  jurisprudencia  alemana,  lo 
hace  comprender  á  su  nación,  y  como  el  elocuente  Ler- 
minier lo  enseña  á  la  Francia.  Así  es  sobre  todo  cómo  su 
estudio  es  una  exigencia  viva  de  toda  sociedad.  Una  vez 
concebido  de  este  modo,  queda  todavía  que  estudiarla 
ley,  que  sigue  en  su  desarrollo,  es  decir,  la  teoría  de  la 
vida  de  un  pueblo  :  lo  que  constituye  la  filosofía  de  la  his- 
toria. Otra  ciencia  nueva  que  nos  es  desconocida,  y  cuya 
inteligencia  nos  es  tanto  más  precisa,  cuanto  que  su  falta 
ha  sido  y  es  la  fuente  de  los  infinitos  obstáculos  que  ha 
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encontrado  nuestro  desarrollo  político,  desde  la  caída  del 
antiguo  régimen.  Guando  esta  ciencia  haya  llegado  á  ser- 
nos un  poco  familiar,  nos  hará  ver  que  el  derecho  sigue 
un  desenvolvimiento  perfectamente  armónico,  con  el  del 
sistema  general  de  los  otros  elementos  de  la  vida  social, 
es  decir,  que  el  elemento  jurídico  de  un  pueblo,  se  desen- 
vuelve en  un  paralelismo  fatal  con  el  elemento  económi- 
co, religioso,  artístico,  filosófico  de  este  pueblo  ;  de  suer- 
te que  cual  fuere  la  altura  de  su  estado  religioso,  econó- 
mico, artístico  y  filosófico  tal  será  la  altura  de  su  estado 
jurídico.  Así,  pues,  esta  ciencia  deberá  decirnos,  si  el  esta- 
do jurídico  de  una  sociedad,  en  un  momento  dado,  es  fe- 
nomenal, efímero,  ó  está  en  la  naturaleza  necesaria  de  las 
cosas,  y  es  el  resultado  normal  de  las  condiciones  de  exis- 
tencia de  este  momento  dado.  Porque  por  no  haber  com- 
prendido bien  estas  leyes  que  nosotros  hemos  querido 
poner  en  presencia  y  armonía,  un  derecho  tomado  en  la 
altura  que  no  había  podido  soportar  la  Europa,  y  que  la 
confederación  de  Norte  América  sostiene,  merced  á  un 
concurso  prodigioso  de  ocurrencias  felices,  con  una  po- 
blación, una  riqueza,  una  ilustración  que  acababan  de  na- 
cer. Se  trata,  pues,  de  considerar  el  derecho  de  una  manera 
nueva  y  fecunda:  como  un  elemento  vivo  y  continuamen- 
te progresivo  de  la  vida  social ;  y  de  estudiarle  en  el  ejer- 
cicio mismo  de  esta  vida  social.   Esto  es  verdaderamente 
conocer  el  derecho,  conocer  su  genio,  su  misión,  su  rol. 
Es  así  que  las  leyes  mismas  nos  mandan  comprenderle 
porque  es  el  alma,  la  vida,  el  espíritu  de  las  leyes.  Saber, 
pues,  leyes  no  es  saber  derecho  :  porque  las  leyes  no  son 
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más  que  la  imagen  imperfecta  y  frecuentemente  desleal 
del  derecho,  que  vive  en  la  armonía  viva  del  organismo 
social.  Pero  este  estudio  constituye  la  filosofía  del  dere- 
cho. La  filosofía,  pues,  es  el  primer  elemento  de  la  juris- 
prudencia, la  más  interesante  mitad  de  la  legislación  :  ella 
constituye  el  espíritu  de  las  leyes  »  (i). 

Alberdi  expresó  así  la  condenación  de  las  ideas  tradicio- 
nales del  derecho  natural,  pero  haciendo  notar  desde  el  pri- 
mer momento  que  para  él  existia  una  decidida  divergencia 
entre  la  nueva  concepción  y  el  utilitarismo.  C(  Lo  útil,  es- 
cribía, produce  pues  el  bien,  pero  no  es  el  bien  :  lo  útil  es 
un  medio  no  un  fin .  Pero  Bentham  ha  hecho  un  fin  de  este 
medio.  ¿  Por  que  }  Hay  en  esta  substitución  alguna  ventaja 
de  claridad  ó  precisión  sobre  la  doctrina  moral,  que  la 
justifique  "^  Ninguna,  por  más  que  Bentham  y  su  escuela 
pretendan  lo  contrario.  La  idea  de  la  utilidad  es  tan  vaga, 
como  lo  notan  Gonstant  y  Jouífroy,  tan  relativa,  tan  in- 
cierta como  cualquier  otra  noción  vaga.  Sin  embargo,  los 
sansimonismos  declarando  también  este  defecto  de  la  es- 
cuela egoísta,  han  pretendido  repararla,  por  una  noción 
de  la  utilidad  clara,  inequívoca,  general,  infalible,  según 
ellos  :  la  producción,  tal  es  el  fin  de  la  legislación  como 
de  la  sociabilidad,  tal  es  la  utilidad  en  toda  su  precisión, 
en  todo  su  rigor.  Mientras  no  se  comprenda  en  la  idea  de 
utilidad  sino  bienes  materiales  no  hay  duda  que  la  pro- 
ducción nos  dará  la  utilidad.  Pero  la  utilidad  que  el  hom- 


(i)  JtAN  Baltista  Albf.rdi,  FraQmeiüo  preliminar  al  estudio  del  derecho,  en  Obras  com^ 
píelas,  tomo  I,  página  io3.  Este  trabajo,  que  ya  citamos  precedentemente,  lo  publicó 
su  autor  en  1887. 
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bre  busca  no  es  toda  material :  es  también  intelectual  v 

■j 

moral,  y  esta  utilidad  no  es  hija  de  la  economía  política. 
A  menos  que  no  se  pretenda  hacer  parte  del  arte  de  pro- 
ducir, el  arte  de  conservar,  de  garantir  el  producto.  Pero 
este  arte  es  el  derecho,  la  moral,  la  religión  ;  ¿y  no  sería 
absurdo  decir  que  el  derecho,  la  moral,  la  religión  son 
partes  déla  economía  política  }  La  producción  no  es,  pues, 
la  utilidad,  porque  la  utilidad  no  es  toda  material.  La  eco- 
nomía política  llena  por  su  misión,  las  exigencias  mate- 
riales, que  son  la  condición  de  la  vida  de  la  sociedad,  co- 
mo del  individuo  ;  por  eso  es  la  base  de  la  ciencia  social : 
pero  ni  el  hombre  ni  la  sociedad  se  mantienen  de  pura 
materialidad.  Por  tanto  la  economía  política  que  no  pue- 
de alcanzar  más,  no  es  toda  la  ciencia  social,  porque  la 
producción  económica,  no  es  todo  el  fin  de  la  socie- 
dad ))  (i). 

Se  inició  así  el  ataque  de  las  nuevas  fórmulas  contra  la 
concepción  clásica  del  derecho  natural.  Por  desgracia  se 
ha  necesitado  mucho  tiempo  para  remover  integralmente 
las  ideas,  á  tal  punto  que  cuando  comenzó  á  sentirse  en 
Yerdad  entre  nosotros  la  influencia  de  la  escuela  histórica, 
nuevos  sistemas  y  conceptos  la  habían  reemplazado  en  la 
evolución  de  las  ideas,  que  han  mantenido  algunos  de 
sus  grandes  principios,  pero  limitándolos  en  sus  alcances, 
que  no  conocieron  límites  en  los  primeros  momentos. 

Ha  ocurrido  sin  embargo  entre  nosotros  una  cosa  sin- 
gular :  nosotros  no  hemos  pensado  pero  sí  hemos  vivido 
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las  ideas  de  la  escuela  histórica.  No  las  sostuvimos  doctri- 
nariamente pero  las  pusimos  bastante  en  práctica  :  por  re- 
gla general  con  nobleza  y  eficacia  ;  algunas  veces  quizás  en 
forma  demasiado  materialista.  De  ahí  que  mientras 
nuestros  pensadores  y  hombres  de  gobierno  se  mantenían, 
con  muy  pocas  excepciones,  en  la  región  de  las  concepcio- 
nes abstractas  ó  délas  frases  románticas.  Ja  sociedad  argen- 
tina obraba  de  acuerdo  con  las  normas  impuestas  por  sus 
mismas  necesidades.  La  inteligencia  argentina,  pues,  des- 
terró por  bastante  tiempo  la  nueva  teoría.  Los  mismos 
innovadores  no  pudieron  desembarazarse  del  todo  de  las 
imposiciones  del  medio  y  de  la  de  su  educación  anterior. 
El  doctor  Juan  Agustín  García  ha  podido  decir  con  ra- 
zón: ((Alberdi  se  nos  presenta  francamente  partidario  de 
la  escuela  histórica,  pero  era  difícil  que  su  educación  clá- 
sica no  influenciara  sus  nuevas  ideas:  alguna  entidad  me- 
tafísica debía  aparecer,  que  suavizara  las  asperezas  de  la 
observación  pura,  tan  antipática  á  los  que  se  han  habitua- 
do á  las  comodidades  de  la  deducción,  á  los  principios 
fijos  e  inmutables,  á  ordenar  todas  las  cosas  de  este  mun- 
do claro  y  metódicamente»  (i).  Y  apoya  su  afirmación 
con  las  siguientes  palabras  del  autor  de  Las  bases:  «¿Cuál 
es  el  espíritu  de  todas  las  leyes  escritas  de  la  tierra  ?  La  ra- 
zón, ley  de  leyes,  ley  suprema  divina,  es  traducida  por 
todos  los  códigos  del  mundo.  Una  y  eterna  como  el  sol, 
es  móvil  como  él,  siempre  luminosa  á  nuestros  ojos,  pero 


(i)  Juan  Agustín  García,  Introducción  al  estadio  de  las  ciencias  sociales  argentinas,  cuar- 
ta edición.   Buenos  Aires,   1907,  página  i3i. 
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SU  luz  siempre  diversamente  colorida.  Estos  colores  di- 
versos, estas  fases  distintas  de  una  misma  antorcha,  son 
Jas  condiciones  de  los  diferentes  pueblos  de  la  lierra  :  caen 
los  códigos,  pasan  las  leyes  para  dar  paso  á  los  rayos  de  la 
eterna  antorcha»  (i). 

Muchos  otros  pasajes  de  Alberdi  podríamos  citar  para 
ratificar  las  afirmaciones  de  García.  De  entre  ellos  elegi- 
mos uno  realmente  expresivo  :  ((Conocer  y  aplicar  la  ra- 
zón á  los  hechos  morales  ocurrentes,  es  pues  conocer  y 
aplicar  las  leyes,  como  quieren  las  leyes.  Y  como  esto  es 
también  filosofar,  la  jurisprudencia  y  la  filosofía  no  vienen 
á  diferir,  sino  en  que  la  filosofía  es  la  ciencia  de  la  ra- 
zón, en  general,  mientras  que  la  jurisprudencia  es  sola- 
mente la  ciencia  de  la  razón  jurídica.  El  jurisconsulto  dig- 
no de  este  nombre,  será  pues  aquel  sujeto  hábil  y  diestro 
en  el  conocimiento  especulativo,  y  la  aplicación  práctica 
de  la  razón  jurídica.  De  modo  que  el  primer  estudio  del 
jurisconsulto  será  siempre  la  incesante  indagación  de  los 
principios  racionales  del  derecho,  y  el  ejercicio  constante 
de  su  aplicación  práctica  »  (2). 

En  esta  tarea  de  arraigar  los  principios  de  la  escuela 
histórica  también  estuvo  presente  Esteban  Echeverría. 
Fué  de  los  primeros  que  comprendió  la  transcendencia 
que  tenía  el  estudio  de  los  factores  y  elementos  naciona- 
les. ((  Todo  el  saber  é  ilustración  que  posemos  no  nos  per- 
tenece, decía  en  1887  :  es  un  fondo  si  se  quiere,  pero  no 

(i)  Véase   J.  A.  García,  op.  cil.,  página    iSa.   El  pasaje  de  Allicrdi  que  se    cita  per- 
tenece al  Fragmenlo,  pá^'ina    loG. 

(2)  J.  B.  Aluekui.  op.  cil.,  página  io(». 
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constituye  una  riqueza  real,  adquirida  con  el  sudor  de 
nuestro  rostro,  sino  debido  á  la  generosidad  extranjera. 
Es  una  vestidura  hecha  de  pedazos  diferentes  y  de  distin- 
to color,  con  la  cual  apenas  podemos  cubrir  nuestra  mi- 
serable desnudez  »  (i).  Y  en  el  Dogma  socialista  ha  dejado 
escritas  estas  palabras  :  «  El  punto  de  arranque  para  el  des- 
linde de  estas  cuestiones  deben  ser  nuestras  leyes,  nues- 
tras costumbres,  nuestro  estado  social;  determinar  pri- 
mero lo  que  somos,  y  aplicando  los  principios,  buscar  lo 
que  debenios  ser,  hacia  qué  punto  debemos  gradualmen- 
te encaminarnos.  Mostrar  en  seguida  la  práctica  de  las 
naciones  cultas,  cuyo  estado  social  sea  más  análogo  al 
nuestro  y  confrontar  siempre  los  hechos  con  la  teoría  ó  la 
doctrina  de  los  publicistas  más  adelantados.  No  salir  del 
terreno  práctico,  no  perderse  en  abstracciones ;  tener  siem- 
pre clavado  el  ojo  de  la  inteligencia  en  las  entrañas  de 
nuestra  sociedad  »  (2). 

Como  se  ve  en  el  seno  mismo  de  la  dictadura,  á  la  qne 
nos  condujo  también,  aunado  á  otras  causas,  nuestro  es- 
tado intelectual,  comenzaban  á  surgirías  ideas  que,  mi- 
nando poco  á  poco,  en  compañía  de  otros  factores,  ese 


(i)  Esteban  Echeverría,  Discurso  de  introducción  d  una  serie  de  lecturas  pronunciadas  en 
el  Salón  literario  en  septiembre  de  1837,  en  Obras  completas.  Buenos  Aires,  187/4,  tomo  V 
y  último,  página  129. 

(2)  Esteban  Echeverría,  Dogma  socialista  de  la  Asociación  de  Mayo,  precedido  de  una 
ojeada  retrospectiva  sobre  el  movimiento  intelectual  en  el  Plata  desde  el  37,  en  Obras  comple- 
tas, tomo  IV,  página  17. 

Juan  Agustín  García,  en  su  citada  Introducción  al  estudio  de  las  ciencias  sociales  argen- 
tinas, recuerda  que  Echeverría  trazó  incidentalmente  un  programa  de  un  estudio  de  eco- 
nomía nacional,  citando  con  objeto  de  comprobarlo  varios  párrafos  tomados  del  mencio- 
nado tomo  V  de  las  Obras  completas,  página  S!^C). 
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régimen,  traerían  junto  con  su  abolición  la  era  llena  de 
dificultades  pero  gloriosa  de  la  organización  nacional,  aun 
no  terminada  por  cierto.  La  Universidad,  naturalmente, 
no  pudo  permanecer  ajena  á  esta  influencia,  pero  la  ins- 
tió  sólo  en  una  forma  limitada.  Caído  Rozas  y  vigorizado 
el  organismo  de  aquélla,  el  departamento  de  jurispruden- 
cia amplió  sus  planes  de  estudio,  mostrándose,  sin  em- 
bargo, adversario  decidido  de  las  nuevas  orientaciones 
del  pensamiento. 

Agustín  Pestalardo. 


IMPRESIONES  DE  LA  VIDA  COLONIAL 

fCAPÍTL'LOS     DE    UN    LIBRO    EN    PREI'AR ACIÚn) 


EL  MISTICISMO 

Del  punto  de  vista  histórico  el  estudio  del  fenómeno 
religioso  es  de  los  más  interesantes  y  sugerentes,  porque 
revela  los  hilos  más  finos  y  ocultos  del  alma  humana.  Así 
para  precisar  un  poco  la  psicología  de  nuestros  antepasa- 
dos, buscaba  con  afán  en  los  archivos  alguna  huella  que 
hubiera  dejado  al  pasar  el  misticismo.  Desgraciadamente 
es  más  fácil  tropezar  con  el  Demonio  que  encontrará  Dios, 
aun  en  la  vida  del  historiador  y  en  el  ambiente  apergami- 
nado que  lo  envuelve.  Con  razón  los  santos  padres  nos 
previenen  tanto  ;  y  en  épocas  muy  remotas  reservaban  el 
cuidado  de  las  bibliotecas  para  los  hermanos  ingenuos  y 
mansos,  sensibles  y  algo  artistas,  como  para  iluminar  con 
amor  una  página  de  pergamino  de  blancura  virginal  y  di- 
bujar en  oro  todas  las  fantasías  délas  horas  que  pasan. 

Para  la  historia  del  Diablo  los  documentos  abundan  y 
son  entretenidos.  Todos  los  misioneros  se  consagran  á 
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celebrar  sus  hechos  y  se  conocen  en  detalle  las  transfor- 
maciones que  sufre  en  el  medio  americano  su  vida  y  aven- 
turas. No  es  improbable  que  algún  erudito  se  deje  tentar 
por  el  interesante  tema,  que  implica  cuestiones  muy  se- 
rias y  graves  de  psicología  y  moral  positivas.  De  un  pun- 
to de  vista  concreto  y  estético  la  historia  seria  pintoresca 
y  variada.  Los  diablos  africanos  é  indios  actúan  con  brillo 
en  la  sociedad  americano-europea.  Unos  escupen  fuego, 
asustan  á  los  niños,  esparcen  el  terror  y  la  angustia  en  las 
familias.  Otros  como  Mandinga  pertenecen  al  género  chi- 
co, más  bien  alegran  la  vida,  porque  son  ocurrentes  y  se 
entretienen  en  tejer  las  intrigas  de  amor  ;  algunos  son  trá- 
gicos y  matan... 

Todas  estas  figuras  extraordinarias  son  cosas  sumamen- 
te serias  y  dignas  de  la  más  grave  atención  ;  símbolos  de 
los  sentimientos  de  los  hombres,  de  sus  preocupaciones, 
de  sus  angustias,  de  sus  amores  y  de  sus  oídos.  Así  la  co- 
media diabólica  tiene  toda  la  profundidad  y  el  relieve  del 
repertorio  de  Colombina  y  Arlequín,  y  nos  permite  lle- 
gar á  parajes  muy  profundos  y  obscuros  del  alma  huma- 
na, presentados  en  una  forma  simple,  infantil,  algo  burda 
y  sin  habilidades  de  dramaturgo,   pero  muy  interesante. 

Desgraciadamente,  las  relaciones  con  Dios  no  han  de- 
jado una  documentación  tan  copiosa.  Casi  podría  decirse 
que  en  el  cielo  colonial  Dios  se  obscurece  en  el  brillo  de 
sus  santos.  Nuestras  señoras  del  Rosario,  de  la  Merced, 
del  Carmen,  San  Antonio,  San  Benito,  San  Francisco, 
San  Cosme,  San  Damián...  son  las  estrellas  de  primera 
magnitud.    Aquellos  hombres  «  creían  á  puño  cerrado  en 
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las  verdades  de  nuestra  Santa  Religión  »,  pero  pensaron 
poco  en  su  propia  fe  religiosa.  Eran  rutineros,  habituados 
á  seguirla  vieja  senda,  con  su  zahumerio  de  incienso,  y 
las  dos  famosas  espadas  bien  dispuestas  para  encarrilar  á 
los  caracteres  originales. 

En  unos  apuntes  prolijos  de  un  cura  párroco  se  obser- 
va el  funcionamiento  oculto  de  estos  resortes  eclesiásti- 
cos. El  padre  llevaba  cuenta  á  sus  feligreses  de  cómo  cum- 
plían con  los  preceptos  de  la  Iglesia  : 

Concepción,  la  niña  mayor  de  los  X. . .  vino  ayer  sin  el 
rosario,  se  la  vio  en  la  iglesia  contando  los  aves  con  los 
dedos!...  que  forme  escrúpulo  pidiendo  perdón  de  ese 
descuido  á  la  reina  del  cielo.  |  A  pesar  de  sus  manos  tan 
tiernas  y  moldeadas  y  de  que  sus  plegarias  iban  cargadas 
de  amores  y  ternuras  ociosas  !  La  familia. . .  llega  tarde  a 
las  oraciones,  faltó  á  la  novena  del  Rosario,  la  madre  se 
alza  del  confesonario  :  ¡  es  grave  que  las  madres  se  alcen 
del  confesonario  !  Es  tan  angustioso  referir,  aun  al  mis- 
mo Dios,  todas  las  miserias  de  la  vida.  Otras  veces  las  fal- 
tas son  más  graves,  rozan  la  herejía,  el  judaismo...  y  la 
letra  del  párroco  se  ennegrece,  nítida  y  bien  asentada  so- 
bre el  papel. 

Es  curioso  el  desarrollo  del  misticismo  femenino,  des- 
de los  primeros  años  de  la  fundación  de  la  ciudad.  Muy  a 
menudo  se  quejan  los  vecinos  de  la  falta  de  conventos  de 
monjas,  y  exponen  en  detalle  todas  las  razones  que  justi- 
ficarían el  establecimiento  de  clarisas  ó  capuchinas.  Razo- 
nes de  todo  orden  :  religiosas,  económicas,  sociales.  A 
veces  hablan  de  la  lucida  nobleza  de  las  familias  que  re- 
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claman  una  casa  de  recogimiento  donde  puedan  sus  hijas 
darse  á  la  contemplación  a  desplegando  las  velas  á  la  na- 
tural virtud  con  que  nacen  las  más»,  otras  se  refieren  á 
intereses  prosaicos  «  porque  para  casar  su  hija  con  media- 
na decencia  es  necesario  mucho  más  caudal  que  para  que 
entren  dos  en  religión  »  ;  ó  á  necesidades  sociales  porque 
hay  muchas  señoras  de  esa  clase  lucida  en  la  pobreza,  é 
infinidad  de  niñas  y  huérfanas  miserables. 

La  iniciativa  privada  se  apresuraba  á  satisfacer  estos  de- 
seos premiosos.  A  falta  de  conventos  oficiales  se  creaban 
pequeños  claustros  alrededor  de  alguna  señora  virtuosa  é 
inspirada.  Así  en  1692,  doña  Juana  de  Saavedra  «que  por 
su  virtud,  prudencia  y  gobierno  pudiera  ser  fundadora 
del  más  austero  convento  de  carmelitas  descalzas  »,  seguía 
en  su  casa,  acompañada  de  algunas  amigas,  la  dura  regla 
de  Santa  Clara.  Era  una  época  de  salud  moral  perfecta. 
Los  sentimientos  más  puros  y  desinteresados  brotaban  en 
profusión  y  espontáneamente  :  «las  mujeres,  dice  un  do- 
cumento de  1699,  han  sido  dotadas  por  Dios  de  un  natu- 
ral tan  piadoso  y  caritativo  con  los  pobres  enfermos  que  á 
ninguno  niegan  el  hospicio  en  sus  casas  curándolos  y  re- 
galándolos con  toda  caridad  y  asistencia  ». 

A  principios  del  siglo  xvm  el  misticismo  entra  en  un  pe- 
ríodo de  crisis  aguda,  con  motivo  del  tránsito  de  un  gru- 
po de  religiosas  capuchinas  de  viaje  á  Chile.  La  ciudad 
sentía  el  deseo  fervoroso  de  una  casa  de  plegarias  y  duras 
penitencias,  y  reitera  las  solicitudes  para  que  se  autoricen 
las  clarisas.  La  razón  de  esta  preferencia  no  viene,  coma 
podría  suponerse,  de  una  mayor  simpatía  por  la  dehciosa 
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santa  y  compañera  espiritual  de  San  Francisco.  Es  de  un 
orden  más  inferior  :  «  porque  los  hábitos  no  sólo  son  menos 
costosos  que  otros,  sino  que  con  la  abundancia  que  hay  de 
lana  en  esta  tierra,  podrían  hilarlos  y  tejerlos  las  mismas 
monjas». 

En  ly/lgse  establecen  las  capuchinas  en  la  iglesia  de 
San  Nicolás.  Un  local  inadecuado  para  convento,  «cuatro 
cuartitos  bajos  y  otros  tantos  altos  »,  y  falta  la  pieza  prin- 
cipal y  más  necesaria  que  es  el  coro  bajo.  Además  quedan 
expuestas  á  los  insultos  de  los  que  temen  poco  á  Dios.  En 
1745  se  instalan  las  madres  catalinas  en  un  convento  si- 
tuado en  la  actual  calle  de  San  Martín. 

Era  un  misticismo  aristocrático.  Deseaban  amar  á  nues- 
tro Señor  en  buena  compañía,  en  un  ambiente  de  abolen- 
go y  distinción,  en  número  limitado.  Las  capuchinas  se 
amotinaron  porque  la  madre  priora,  menos  escrupulosa, 
había  admitido  una  novicia  de  poca  clase.  Así  su  misticis- 
mo se  matizaba  con  los  prejuicios  mundanos,  y  obtenían 
la  doble  satisfacción  de  ser  preferidas  de  Dios  sin  perder 
sus  privilegios  terrestres.  El  místico  es  egoísta  y  absorben- 
te. En  su  ideahsmo  lleno  de  símbolos  se  destacan  dos  fi- 
guras con  un  realce  tan  extraordinario  que  apagan  el  resto 
del  universo  :  Dios  y  su  devoto  ;  y  algo  envueltos  en  la 
penumbra  crepuscular,  como  una  legión  de  fantasmas  que 
se  desvanecen  al  resto  de  los  humanos.  En  su  creencia  ín- 
tima el  temperamento  místico  y  el  artista  son  idénticos. 
En  ambos  predomina  el  idealismo  y  conciben  el  mundo 
como  un  sistema  dé  símbolos.  El  uno  penetra  el  alma 
oculta  de  las  cosas  por  clamor  divino,  el  otro  por  el  amor 
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humano  en  su  forma  más  pura,  que  le  revela  en  el  éxtasis 
de  la  adoración  de  la  belleza  la  misteriosa  ciencia  de  la 
vida. 

La  gente  menuda  tenía  que  contentarse  con  una  satis- 
facción más  modesta  de  sus  angustias  religiosas.  Las  co- 
fradías y  la  democrática  orden  tercera  de  San  Francisco 
servían  admirablemente  estos  fines.  Con  su  hábito,  la 
cuerda  y  el  cilicio  interior  se  entregaban  á  las  expansiones 
místicas  en  su  humilde  rancho,  privadas  del  ansiado  es- 
cenario del  claustro  que  multiplica  las  emociones,  del  pla- 
cer de  adorar  en  coro  con  las  compañeras.  Pedestremen- 
te, sin  altares,  ni  incienso,  ni  órgano,  luchaban  á  brazo 
partido  con  Mandinga  la  formidable  batalla  de  los  desti- 
nos eternos,  solas  y  sin  otro  apoyo  que  el  de  su  propia 
entereza.  La  sombra  del  convento  las  sostenía  ;  pensarían 
en  las  madres  que  en  esas  horas  desiertas  también  pelea- 
ban la  sublime  batalla...  con  diablos  más  elegantes,  el 
tradicional  Satanás  bíblico.  Tenían  el  supremo  consuelo 
de  dormir  el  sueño  del  Señor  en  el  enterratorio  del  con- 
vento, y  de  ser  recordadas  dentro  del  grupo  anónimo  en 
las  misas  por  los  pobres  difuntos  y  el  día  de  la  fiesta  del 
santo  patrono. 

LA  FAMILIA  ARISTOCRÁTICA 

Existen  en  el  archivo  unos  pocos  catastros  de  la  época 
colonial,  bastante  incompletos,  pero  muy  útiles  para  el 
mejor  conocimiento  de  la  organización  de  la  familia.  Co- 
pio ni  nzar  uno  de  esos  cuadros,  pnra  que  el  lector  tenga 
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la  impresión  directa  de  la  forma  de  una  familia  acaudala- 
da del  siglo  xvni : 

Don  Manuel  Barquín,  35  años,  casado,  blanco. 

Dona  Ana  de  Yelazco,  su  mujer,  2 /i  años. 

Doña  Bárbara,  hija  de  dichos,  [\  años. 

Doña  Manuela,  hija  de  dichos,  2  años. 

Don  Benedicto  Velazco,  21  años,  soltero. 

Don  Pedro  A.  Cervino,  20  años. 

Esclavos:  Juana,  Manuel,  su  marido,  Juanita,  Mario, 
Diego,  Andrea,  Antonio,  Petrona,  Felicia... 

En  los  cuadros  de  otro  catastro  del  primer  cuarto  de 
siglo,  figuran  en  la  rúbrica  final,  además  de  los  esclavos, 
los  indios  y  los  agregados.  Todas  esas  personas  formaban 
parte  de  la  familia,  porque  viven  permanentemente  bajo 
el  mismo  techo,  unidas  por  los  vínculos  de  la  sangre,  los 
legales,  políticos  y  económicos. 

Así  la  célula  social  no  es  en  esas  épocas  la  familia  legis- 
lada por  las  leyes  de  Partida,  que  sólo  comprende  á  los 
parientes  dentro  del  sexto  grado;  sino  un  grupo  hetero- 
géneo de  hombres  de  diversas  razas,  sólidamente  organi- 
zado por  las  fuerzas  económicas,  y  sometido  á  la  autori- 
dad despótica  del  padre. 

En  el  norte  de  la  república  los  caracteres  patriarcales 
de  esta  organización  se  acentúan,  por  la  especialidad  de 
sus  trabajos  rurales,  las  condiciones  geográficas,  el  clima 
j  las  cualidades  de  las  razas  conquistadas.  Bajo  las  formas 
del  matrimonio  católico  viven  en  discreta  poligamia,  pa- 
recida á  la  BiUia,  pero  más  disimulada.  De  los  cañavera- 
les y  viñedos  brotan  como  las  frutas  los  muía  ti  tos,  los  in- 
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diecilos  europeizados,  que  son  ricos  productos  del  sol 
ardiente  de  la  tierra  de  los  trópicos. 

Es  una  familia  taller.  En  su  seno  se  fabrican  todos  los 
artículos  necesarios  para  la  vida,  empezando  por  el  pan, 
el  ((pan  de  mujer»,  como  lo  llamaban  los  antiguos,  de 
una  masa  más  tierna  y  limpia,  amasado  con  amor,  cum- 
pliendo un  deber  desinteresado,  porque  la  esclava  lo  fa- 
brica bajo  la  vigilancia  de  la  señora,  que  le  da  la  harina 
elegida,  muy  blanca,  y  observa  la  temperatura  del  horno. 

No  sólo  se  lava,  se  plancha,  se  amasa  y  cocina ;  tam- 
bién se  tejen  los  géneros  de  lana  para  abrigarse  en  invier- 
no :  se  preparan  cueros  para  las  rudas  y  tradicionales 
botas  de  potro,  los  recados,  riendas  y  lazos  ;  se  carpintea. 
De  vez  en  cuando  se  fabrican  unos  miles  de  ladrillos  en  la 
quinta  lejana,  porque  la 'familia  construye  con  los  planos 
de  un  padre  jesuíta  servicial,  y  bajo  la  dirección  inmedia- 
ta de  un  buen  negro  de  Angola,  parlanchín  y  movedizo. 

Así  el  grupo  familiar  atiende  todas  sus  necesidades  con 
sus  propios  medios,  es  autónomo:  apenas  depende  de  la 
ciudad  por  ciertos  servicios  de  orden  administrativo,  y 
por  las  necesidades  morales,  que  la  ignorancia  del  jefe  no 
puede  satisfacer. 

Si  se  observan  esos  cuadros  catastrales  con  un  poco  de 
atención,  surgen  poco  á  poco  los  aspectos  físicos  y  mora- 
les del  grupo.  El  núcleo  dirigente  y  alma  de  la  familia  está 
formado  por  los  primeros  nombres,  las  personas  unidas 
por  los  vínculos  de  la  sangre.  En  esa  época  son  siempre 
numerosos.  Es  raro  el  cuadro  que  sólo  enumera  á  los  pa- 
dres y  los  hijos.  Siempre  viven  bajo  el  mismo  techo  y 


IMPRESIONES  DE  LA  VIDA  COLONIAL  /,5i 

disciplina  los  antepasados  y  colaterales.  De  este  punto  de 
vista  la  vida  real  es  más  amplia  que  los  textos  legales.  Los 
parientes  sienten  con  fuerza  sus  respectivos  vínculos.  La 
sangre  y  el  nombre  conservan  ua^gran  poder  de  atracción 
y  la  solidaridad  se  extiende  al  través  de  todas  las  ramas 
del  árbol  genealógico. 

Esta  manera  de  ser  viene  impuesta  por  las  circunstan- 
cias sociales.  Fuera  de  la  familia  no  hay  otros  grupos  que 
cobijen  á  los  hombres  de  esta  clase,  ni  otros  caminos, 
carreras  ú  oficios  que  den  la  autonomía  de  la  vida.  La 
economía  peculiar  del  país,  su  género  de  riqueza  que  re- 
clama el  mantenimiento  del  latifundio  para  que  prospe- 
ren los  ganados,  favorecen  esa  organización  de  una  oli- 
garquía cerrada,  que  monopoliza  la  tierra,  única  fuente 
de  la  fortuna.  En  1776  se  ordena  por  bando  del  goberna- 
dor Salas  que  «  ninguno  pueda  tener  estancias  ni  tenerse 
por  criador  que  no  posea  tres  mil  varas  de  terreno  por 
frente  y  legua  y  media  de  fondo».  Y  en  el  mismo  bando 
se  resuelve  prohibir  «  que  las  tierras  de  suertes  completas 
de  estancia  puedan  dividirse  en  partes,  ni  por  título  de 
herencia,  venta  ú  otro  modo  de  enajenación;  y  que  cuan- 
do por  razón  de  ser  muchos  los  herederos  de  una  sola 
suerte  de  estancia,  sea  preciso  repartirla  entre  ellos,  no  se 
divida  sino  que  se  adjudique  á  uno  solo,  con  cargo  de  que 
éste  subsane  á  los  demás  en  dinero». 

Así  en  el  seno  de  esas  familias  tan  sólidamente  consti- 
tuidas, se  forma  el  alma  de  la  ohgarquía  famosa,  tema  de 
interesantes  discursos  y  apasionamientos,  que  todavía 
gobierna  al  país,  deteniendo  el  avance  de  una  democracia 
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nueva,  ansiosa  de  figuración,  de  gloria  y  de  placeres. 
Bandín  calcula  en  cuatrocientos  el  número  de  nuestras 
familias  dirigentes.  Cualquiera  que  sea  su  número,  la 
realidad  del  hecho  político  se  prueba  de  una  manera  ma- 
temática, recorriendo  en  los  almanaques  las  listas  civiles 
y  militares  desde  1810  hasta  la  fecha.  Si  aparecen  nom- 
bres nuevos  en  los  altos  puestos,  es  porque  entroncaron 
con  las  familias  de  vieja  cepa  argentina.  No  es  improba- 
ble que  el  futuro  historiador  de  estos  tiempos  nuestros, 
sea  amigo  de  las  síntesis,  y  busque  alguna  clave  de  los 
fenómenos.  Tal  vez  piense:  esa  historia  argentina  desde 
1890  hasta  1920  se  caracteriza  por  la  lucha  entre  la  oH- 
garquía  tradicional  y  la  nueva  burguesía  resultante  de  la 
agricultura,  la  industria,  los  colegios  y  las  universidades. 
Esa  clase  de  origen  cosmopolita,  enriquecida,  ilustrada, 
llegaba  con  bríos  á  la  vida,  deseosa  de  incribir  su  nombre 
en  la  historia ;  de  gobernar  y  tener  influencia  social  y  po- 
lítica: de  que  sus  apellidos  se  cotizaran  á  la  par  de  los 
coloniales. 

Si  ese  historiador  imaginario  es  más  filósofo,  le  gusta- 
rá ahondar  su  meditación,  meter  toda  una  época  dentro 
de  un  concepto,  un  elegante  estuche  de  líneas  armoniosas 
y  continuará  :  el  factor  económico  que  rige  á  veces  la  tra- 
ma de  la  historia  habrá  modificado  la  estructura  de  la 
sociedad  argentina.  La  familia  se  simplifica  y  aligera, 
pierde  su  carácter  religioso  y  conserva  un  resto  de  disci- 
plina, lo  indispensable  para  que  los  hombres  se  formen  á 
medias.  Así  triunfa  un  individualismo  acentuado:  cada 
uno  para  sí  y  Dios  para  todos.  La  nueva  estructura  social 
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dirá  para  terminar  nuestro  filósofo,  reclama  nuevas  insti- 
tuciones ó  una  diversa  aplicación  de  las  viejas. 

En  ese  medio,  rodeado  de  esclavos,  indios  y  agregados 
sumisos,  el  místico  orgullo  español  encuentra  el  ambien- 
te más  propio  y  favorable.  El  mismo  poder  religioso  con- 
tribuye á  la  formación  de  esa  clase  cerrada.  Las  cofradías 
se  dividen  en  aristocráticas,  como  la  del  Santísimo  Sacra- 
mento, y  democráticas  como  la  orden  tercera  de  San 
Francisco,  la  de  Nuestra  Señora  del  Rosario.  Las  almas  y 
las  situaciones  sociales  de  los  creyentes  se  reflejan  en  las 
cualidades  de  los  santos  de  su  predilección,  y  secretas  afi- 
nidades electivas  los  llevan  á  preferir  á  Santa  Clara,  San- 
to Domingo  ó  San  Ignacio.  Podría  decirse,  parodiando 
al  refrán,  dime  qué  santo  adoras  y  te  diré  quién  eres. 

Así  su  misticismo,  formado  en  ese  hogar,  era  aristo- 
crático y  muy  orgulloso.  Las  buenas  monjitas  renuncia- 
ban al  mundo,  sus  pompas  y  vanidades,  á  condición  de 
adorar  á  Dios  en  buena  compañía,  en  un  ambiente  de 
abolengo  y  de  distinción,  en  número  limitado.  Las  difi- 
cultades del  ingreso,  las  condiciones  complicadas  de  san- 
gre limpia,  de  buen  linaje,  realzaban  el  prestigio  y  el  de- 
coro del  convento  v  de  las  relis^iosas. 

Las  capuchinas  se  amotinaron  porque  una  madre  priora 
poco  escrupulosa  admitió  una  novicia  de  clase  inferior. 
La  cualidad  dominante  de  esa  oligarquia  cerrada  y  orgu- 
Uosa  actuaba  en  todas  las  manifestaciones  de  la  vida  so- 
cial, y  la  misma  humildad  cristiana  se  matizaba  con  esos 
colores  demoníacos. 

Casi  todas  las  famihas  «decentes»  tenían  algún  deudo 
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en  el  convento.  No  podían  mirar  con  indiferencia  la  vida 
religiosa.  Los  dos  mundos,  el  laico  y  el  místico,  inter- 
cambian ideas,  sentimientos  y  prejuicios.  La  política  de 
las  monjas  en  todo  el  desarrollo  de  su  orden  interno  era 
seguido  con  vivo  interés.  Y  á  veces  ocurrían  conflictos 
graves.  Así  las  Catalinas  introdujeron  unas  esquelas  bajo 
los  guantes  que  llevaba  monseñor  en  el  sombrero,  pidién- 
dole confesores  extraordinarios.  Alguna,  más  enérgica  y 
audaz,  lo  cita  ante  el  tribunal  de  Dios,  si  no  socorre  su 
extrema  necesidad,  convencida  en  su  escrupulosa  concien- 
cia de  que  comulga  y  confiesa  sacrilegamente.  Y  el  asunto 
se  comentaba  de  sobremesa,  con  espíritu  discreto. 

Además  cada  familia  tiene  su  santo,  su  altar,  un  detalle 
de  la  iglesia  que  corre  por  su  cuenta.  Las  niñas  cortan  y 
cosen  el  traje  de  Nuestra  Señora,  bordan  el  manto  y  si- 
guen con  hilos  de  oro  las  líneas  del  modelo.  Así  pasan  las 
horas  que  vienen  cargadas  de  fantasías,  de  emociones,  de 
sueños  y  recuerdos.  Van  á  la  iglesia  cuando  los  claustros 
se  cierran,  porque  tienen  sus  entradas  de  privilegios  para 
arreglar  el  altar,  poner  flores  á  la  santa  de  su  devoción, 
la  patrona  tradicional  de  la  familia,  que  recibió  los  votos 
y  oyó  las  plegarias  ancestrales,  y  cuya  imagen  besaron  en 
las  últimas  angustias  los  padres  y  los  abuelos.  Y  mientras 
limpian  y  anudan  las  cintas  con  elegancia,  asoman  las 
madres  y  algunas  novicias  consagradas  al  aseo  del  tem- 
plo. Y  entablan  diálogos  muy  interesantes,  disquisiciones 
de  una  filosofía  muy  optimista  y  segura,  basada  en  una 
fe  cerrada  y  firme,  con  sus  raíces  en  la  intimidad  del  alma. 
Así  sumergen  sus  espíritus  en  esa  atmósfera  mística,  en 
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la  media  luz  de  la  nave  que  calma  los  nervios,  en  un  am- 
biente de  incienso,  en  el  dulce  reposo  de  las  meditaciones 
divinas.  Alcaerla  tardey  en  la  luz  indecisa  del  crepúsculo, 
las  imágenes  délos  santos  se  animan,  sus  fisonomías  ascé- 
ticas se  suavizan,  y  la  misma  Virgen  de  los  Dolores  son- 
ríe ante  esa  humanidad  de  juventud,  belleza  y  gracia,  que 
le  dice  con  un  acento  que  ensancha  el  corazón  :  ¡  Dios  te 
salve,  señora,  salve! 

Así  esa  capa  superior  de  la  familia  aristocrática  está 
impregnada  de  religión,  vive  en  un  contacto  íntimo  con 
el  mundo  sobrenatural,  familiarizada  con  Dios,  los  san- 
tos y  los  demonios.  El  «espíritu  del  mal»  tiene  un 
papel  muy  serio,  y  á  cada  momento  interviene  en  las 
acciones  y  en  los  destinos  de  los  hombres  ;  vive  en  el  am- 
biente. Las  ninas  se  persignan  al  bostezar,  porque  puede 
meterse  en  el  alma  dentro  de  un  suspiro.  Complica  los 
amores,  sugiere  las  malas  ideas,  separa  con  sus  intrigas 
las  parejas  felices.  Las  madres  cuentan  historias  inacaba- 
bles. Su  vida  es  una  perpetua  lucha  con  diablos  de  todas 
clases  que  acudían  al  convento.  A  veces  es  un  murciélago 
que  se  posa  en  los  vitrales  de  la  nave  y  proyecta  su  som- 
bra. Es  la  luciérnaga  que  las  distrae  en  sus  oraciones  du- 
rante las  noches  de  verano.  Son  los  naranjales  que  se 
llenan  de  azahares,  las  camelias  y  las  magnolias  que  se 
abren,  é  impregnan  la  atmósfera  con  una  robusta  brisa  de 
vida  mundana.  Es  ia  luna  que  las  mira  y  las  baña  en  su 
luz  muy  tierna,  sugerente  de  cosas  horribles... 

No  se  puede  negar  que  un  poco  de  confianza  en  las  re- 
giones translunares  es  cómodo  y  benéfico  en  el  viaje  déla 
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vida.  Los  hombres  se  sienten  apoyados  y  dirigidos,  y 
saben  que  el  destino  en  vez  de  ser  inexorable,  y  la  conse- 
cuencia precisa  de  nuestros  actos,  es  un  padre  bondadoso 
que  enmienda  y  repara  nuestros  errores.  En  el  momento 
de  morir  el  hombre  debe  sentirse  absolutaniente  solo,  en 
medio  de  un  universo  hostil  é  inmenso.  Esa  emoción  y 
esa  angustia  se  calman,  y  en  ciertos  casos  se  cambian  en  es- 
tados apacibles,  y  mediante  un  simple  esfuerzo  de  la  volun- 
tad se  duerme  en  la  paz  del  Señor.  En  ese  instante  supre- 
mo se  manifiesta  nuestra  naturaleza  divina,  porque  crea- 
mos la  luz,  el  cielo  ó  el  infierno,  para  toda  la  eternidad. 

La  disciplina  de  la  educación  se  armonizaba  con  las 
características  del  hogar.  El  colegio  era  un  noviciado,  con 
sus  reglas  severas.  Se  parte  de  un  concepto  simple  y  muy 
claro:  el  hombre  es  un  ser  corrompido  por  el  pecado  ori- 
ginal, lleno  de  pasiones,  insubordinado  :  con  un  espíritu 
levantisco  y  razonador.  El  maestro  debe  reprimir  todas 
estas  tendencias,  inclusive  las  intelectuales:  sofocar  los 
rasgos  peculiares,  la  originalidad,  imponer  un  estilo,  un 
molde  común,  tipo  de  belleza,  modos  de  razonar  idénti- 
cos, de  una  impecable  uniformidad. 

Desde  su  primer  contacto  con  el  colegio,  el  joven  se 
daba  cuenta  de  la  seriedad  transcendental  de  esa  ciencia  ya 
hecha,  acabada,  perfecta:  tanto  que  en  el  siglo  xx  des- 
pués de  Kant,  Hegel,  Schopenhauer,  Spencer  y  Darwin, 
se  insiste  en  Santo  Tomás.  La  verdad  es  algo  grave,  terri- 
ble, una  religión.  He  ahí  todo  el  ceremonial  que  se  sigue 
para  entrar  al  colegio.  El  neófito  es  recibido  en  la  capilla, 
en  asamblea  de  profesores  y  alumnos.  De  rodillas  ento- 
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naba  el  Veni-creator,  que  repetían  todos  encoró.  Después 
se  le  despojaba  de  su  vestido  seglar,  y  el  rector  le  ponía  el 
traje  de  colegial,  la  beca  y  el  bonete,  rociándolo  con  agua 
bendita,  mientras  el  alumno  decía  la  fórmula  del  jura- 
mento, política,  social,  filosófica  y  religiosa:  «con  todas 
mis  fuerzas  defenderé  el  misterio  de  la  Inmiaculada  Con- 
cepción de  María  Santísima,  y  procuraré  la  honra,  liber- 
tad  y  preeminencia  de  este  real   consistorio». 

Desde  ese  día,  con  su  ropa  de  colores  honestos,  porque 
«según  San  Bernardo  la  descompostura  en  el  vestido  ar- 
guye deformidad  en  el  entendimiento»,  era  un  esclavo  de 
la  disciplina.  Saldrá  «el  día  del  cumpleaños  de  su  majes- 
tad, en  que  el  rector  y  los  colegiales  irán  á  palacio  para 
felicitar  al  virrey».  Los  días  festivos  y  jueves,  acompaña- 
dos por  el  rector  ú  otro  sacerdote  ejemplar.  Y  de  vez  en 
cuando  puede  salir  con  dos  colegiales  á  visitar  personas 
distinguidas,  para  que  «así  se  ejerciten  é  instruyan  en  el 
trato  civil,  con  tal  modo  que  no  parezca  artificial,  ni  me- 
nos se  hagan  fastidiosos  á  la  sociedad». 

Los  viernes  eran  los  días  de  los  teólogos,  y  los  jueves 
de  los  filósofos.  El  «maestro  de  sentencias»  indicaba  con 
anticipación  los  casos  que  debían  discutirse  en  el  pulpito 
del  refectorio,  mientras  cenaban.  Los  filósofos  se  alter- 
nan: un  jueves  los  metafísicos  y  otro  los  lógicos. 

El  hogar  era  una  prolongación  del  colegio.  A  Mariano 
Moreno  lepermitían  sus  padres:  «visitar  por  las  mañanas 
á  las  personas  que  lo  favorecían...  eclesiásticos  de  repu- 
tación por  sus  talentos  y  virtudes,  los  cuales  le  pagaban 
benignamente  sus  visitas,  y  al  mismo  tiempo  no  dejaban 
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de  informar  al  padre  de  los  pasos  más  mínimos  de  su 
hijo...  ó  pasaba  sus  mañanas  en  ejercicios  piadosos  do 
iglesia,  después  de  lo  cual  volvía  á  casa  á  entretenerse  en 
la  lectura.  La  conversación  á  que  tenía  permiso  de  asistir, 
rodaba  sobre  puntos  curiosos  é  instructivos,  de  viajes  é 
historia,  hasta  las  once  en  verano  y  las  diez  en  invierno, 
á  cuyas  horas  se  preparaba  la  cena  y  media  hora  después 
de  ésta  se  recogía  la  familia  a  la  cama». 

Así,  la  carrera  de  intelectual  era  penosa.  Nuestra  cien- 
cia es  más  amable,  más  libre  y  viva,  irrespetuosa  y  llena 
de  sorpresas.  Las  verdades  cambian  cada  lustro  con  los 
nuevos  hombres,  las  nuevas  épocas  y  circunstancias.  No 
se  requieren  concilios,  ni  mayores  formaHdades  para  en- 
terrar un  sistema  filosófico.  Todo  hombre  de  talento  y  de 
una  sensibilidad  superior,  puede  crear  un  sistema  é  im- 
ponérselo á  una  ó  más  generaciones,  como  Schopen- 
hauer.  Domina  un  cierto  indiferentismo  sobre  el  fondo  de 
las  cosas.  Nos  atrae  el  ejercicio  intelectual  como  un  noble 
y  delicado  deporte.  De  ahí  el  concepto  de  una  verdad 
fugitiva,  momentánea.  Volvemos  al  viejo  Protágoras  di- 
ciendo: el  hombre  es  la  medida  de  todas  las  cosas. 

La  base  de  esa  estructura  social  era  religiosa.  Como 
dice  un  contemporáneo,  creían  á  puño  cerrado.  Las  lu- 
chas de  la  reconquista,  tan  heroicas  y  entusiastas,  «que 
el  anciano,  el  joven,  el  rico,  el  pobre  y  aun  el  infeliz  es- 
clavo ansiaban  por  tener  parte  en  la  defensa»,  fueron  de 
rehgión.  El  inglés  representaba  al  tradicional  hereje,  era 
el  símbolo  del  diablo  para  nuestro  pueblo.  Esa  expedición 
libertadora  de  uno  de  los  yugos  más  odiosos  que  haya  su- 
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frido  país  alguno,  fué  preparada  de  acuerdo  con  persona- 
jes criollos,  que  desde  hacía  varios  años  estaban á  sueldo 
de  Inglaterra,  entre  otros  Rodríguez  Pena.  J)esgraciada- 
mente  no  pensaron  á  tiempo  en  ese  factor  formidable,  el 
fanatismo  religioso  que  levantó  como  un  solo  hombre  á 
la  masa  popular. 

Esa  familia  estaba  sometida  á  la  doble  vigilancia  del 
estado  y  de  la  iglesia.  No  era  indiferente  al  bienestar  so- 
cial que  los  hombres  fueran  viciosos,  y  no  cumplieran 
con  relativo  rigor  los  mandamientos  de  la  iglesia.  Es  pro- 
bable que  en  ese  pasado  colonial  los  hombres  vivieran 
para  sus  pasiones,  en  un  camino  de  la  perfección  lleno  de 
escollos,  perturbados  por  las  diversas  Venus,  la  Venus 
blanca,  la  Venus  negra  y  la  Venus  india,  que  obscurecen 
los  problemas  de  nuestra  historia  y  complicaron  los  ana- 
les argentinos.  Así  se  explica  el  celo  con  que  desempeña- 
ban las  autoridades  sus  funciones  de  censoras.  Cada  cura 
párroco  llevaba  una  prolija  estadística  de  su  feligresía :  si 
las  familias  comulgaban  y  se  confesaban,  si  asistían  á  la 
misa  y  demás  ejercicios  piadosos.  Y  se  anotaban  bástalos 
simples  escrúpulos,  la  hgera  culpa:  contar  los  aves  con 
los  dedos,  distraerse  en  la  plática  sagrada.  Se  observa  que 
al  caer  la  tarde  los  jóvenes  sofrenan  sus  caballos  delante 
de  una  ventana.  Y  se  previene  á  la  madre  para  que  guar- 
den compostura  y  tengan  mucho  cuidado  :  el  amor  en- 
cierra un  terrible  misterio,  orilla  abismos  prodigiosos.  La 
vieja  y  prudente  educación  española  de  los  niños  nobles  se 
ha  perdido  por  falta  de  conventos.  Las  niñas  viven  en  me- 
dio de  esos  jardines  transparentes,  en  una  atmósfera  de 
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cristal  que  destaca  con  un  relieve  endemoniado  los  colores 
y  las  formas,  las  rosas,  los  jazmines  y  los  azahares:  toda 
esa  fauna  perfumada  y  deslumbradora,  que  adormece  con 
sus  sensaciones  y  distrae  de  las  sanas  ideas  de  ultratumba. 

El  pobre  cura  lucha  con  paciencia  contra  esas  fuerzas 
demoníacas.  Los  domingos  en  la  misa  mayor  sube  al  pul- 
pito y  denuncia  los  pecados,  los  escamotamientos  de  pan 
y  manteles,  poniendo  los  nombres  propios  donde  es  ne- 
cesario, provocando  el  escándalo  público.  Censura  los 
perfumes,  los  colores,  los  trajes,  los  bailes.  Cierra  los 
ojos  á  ese  cielo  infernal  translúcido;  á esaluna  corruptora 
que  baña  el  escenario  con  sus  reflejos  suaves,  llenos  de 
ilusiones;  y  muestra  la  tragedia  de  la  cruz,  la  tempestad 
de  la  agonía,  de  la  muerte,  del  infierno.  Todo  es  inútil, 
la  brisa  fresca  de  vida  y  sensualidad  deshace  todos  los 
símbolos  en  este  nuevo  jardín  de  Epicuro. 

Sin  embargo,  el  religioso  ó  el  cura  continuaron  siendo 
los  consejeros,  filósofos,  moralistas,  abogados  y  médicos 
de  las  familias.  Unen  al  prestigio  de  sus  investiduras  el 
de  superioridad  moral,  de  su  jerarquía,  de  su  poder  eficaz 
y  positivo.  Disponen  de  los  destinos,  hacen  y  deshacen 
esponsales,  distribuyen  el  respeto  social  según  su  buen 
saber  y  entender.  Por  eso  son  las  personalidades  más 
cuidadas.  Para  ellos  las  primicias  déla  industria  casera, 
los  mejores  dulces,  las  aves  más  sabrosas.  Ocupan  los 
asientos  de  honor  y  presiden  con  justa  razón  los  dos  actos 
más  transcendentales  de  la  vida  humana  :  el  matrimonio 
y  la  muerte. 

Juan  Agustín  García. 


LOS   CRONISTAS   JURÍDICOS   Y  RELIGIOSOS 

DE    LA    CONQUISTA 


El  grupo  más  interesante  y  digno  de  estudio  de  los 
cronistas  é  historiadores  españoles  que  se  han  ocupa- 
do de  la  conquista  y  de  todo  lo  á  ella  concerniente,  está 
formado  por  los  licenciados  y  gente  de  derecho  que 
actuaron  en  el  Perú.  Presentan  todos  ellos  modalida- 
des típicas  y  características ;  puede  decirse  que  todo 
lo  ven  á  través  de  las  fórmulas  curialescas  ó  de  los 
procedimientos  leguleyos,  y  quizá  sea  por  esto  que  su 
testimonio  es  tan  fehaciente,  tan  digno  de  tenerse  en 
cuenta,  tan  verdadero,  en  fin,  porque  con  el  cuidadoso 
empeño  de  rodear  á  todas  y  á  cada  una  de  las  manifesta- 
ciones y  noticias  que  recibían  de  la  mayor  verdad  posible, 
realizaban  verdaderas  encuestas,  cuidadosamente  detalla- 
das, que  tenían  por  resultado  final  allegar  noticias  y  datos 
de  una  importancia  capitalísima. 

Observada  por  ellos,  la  organización  del  imperio  incá- 
sico se  nos  presenta  de  una  manera  totalmente  distinta  á 
como  la  comprendieron  los  cronistas  e  historiadores  mi- 
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litares;  éstos,  ante  todo  y  sobre  todo,  preocupados  déla 
importancia  de  la  conquista  en  sí,  nos  dan  todos  los  deta- 
lles posibles  e  imaginables  sobre  la  realización  de  los  he- 
chos de  armas  que  dieron  por  resultado  el  triunfo  de  los 
españoles :  preocupándose  muy  poco  de  la  fase  sociológica 
del  fenómeno  é  indicando  de  paso  y  casi  siempre  en  for- 
ma incompleta  las  características  de  la  organización  políti- 
ca y  social,  que  no  comprendieronni  apreciaron.  Si  los  li- 
cenciados y  gente  de  derecho  que  observaron  las  moda- 
lidades de  la  conquista  del  Perú  no  pusieron  especial  em- 
peño y  cuidado  en  relatarnos  la  historia  militar  y  las 
formas  especiales  de  esos  acontecimientos,  en  cambio 
fueron  hábiles  observadores  de  todo  cuanto  pudiera  inte- 
resar á  la  vida  y  á  la  organización  política  y  social  de  los 
pueblos  sometidos.  No  es  menos  cierto  que  aprovecharon 
para  escribir  sus  notas,  observaciones  y  relaciones  de  los 
manuscritos  y  de  las  informaciones  que  hicieron  los  capi- 
tanes y  guerreros,  y  si  bien  es  verdad  que  éstos  se  caracte- 
rizan por  el  narrar  vigoroso  y  sencillo,  tan  claro  y  tan  ex- 
presivo de  lo  que  quieren  decir,  casi  siempre  sin  emibara- 
zarse  con  retóricas  ni  atildamientos  de  lenguaje,  trasunto 
del  habla  suelta  y  pintoresca  y  reflejo  de  la  enérgica  acción 
de  los  que  dieron,  al  conquistar  y  ennoblecer  un  mundo, 
el  timbre  de  honor  más  grande  de  que  pueda  enorgulle- 
cerse nación  alguna  en  la  historia,  en  cambio,  aquellos 
que  por  sus  cargos  de  secretarios,  jueces  ú  oidores  tuvie- 
ron por  vocación  ó  por  oHcio,  el  deber  de  consignar 
religiosamente  la  verdad  en  los  libros  que  escribían,  pues- 
to que  estaban  destinados  á  guardar,  como  depósito  sa- 
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grado,  la  vida  y  el  alma  entera  de  los  pueblos  conquista- 
dos, sus  vicios  y  sus  virtudes,  sus  alegrías  y  dolores,  sus 
realidades  y  sus  sueños,  sus  esplendores  y  miserias,  no 
supieron  ó  mejor  dicho  no  quisieron  dar  la  nota  de  la 
imparcialidad  y  de  la  justicia,  relatando  los  hechos  que 
de  las  informaciones  y  de  los  testimonios  que  recibían  se 
desprendían,  con  toda  la  buena  fe  y  con  toda  la  verdad 
que  hubiera  sido  de  desear. 

Casi  nunca  se  nota  en  las  relaciones  é  historias  que  es- 
cribieron los  licenciados  y  gentes  de  derecho,  el  deseo, 
único  y  exclusivo,  de  relatar  la  verdad  de  los  hechos: 
cuando  uno  menos  lo  espera,  muchas  veces  escondido 
entre  la  descripción  de  hechos  interesantes  y  cautivadores 
surge  la  acusación  insidiosa,  velada  muchas  veces,  casi 
siempre  artera  y  mal  intencionada,  que  lleva  en  sí  el  deseo 
de  disminuir  la  gloria  de  alguno  de  los  protagonistas  de 
la  conquista  ó  de  acusar  casi  siempre  al  elemento  militar 
de  falta  de  valor  y  de  heroísmo. 

Zarate.  — Agustín  de  Zarate  fue  el  primero  que  en  su 
calidad  de  secretario  y  contador  de  mercedes  y  cuentas  de 
los  reinos  y  provincias  del  Perú  y  Tierra  Firme  escribió 
sobre  las  cosas  de  los  incas  y  su  organización  política  y 
social. 

Cuando  el  emperador  Carlos  V  envió  al  Perú  en  i5/i3 
al  primer  virrey  Blasco  Núñez  de  Vela,  con  los  oidores  de 
la  audiencia  que  mandó  establecer  en  Lima,  ordenó  que 
viniese  con  ellos  Agustín  de  Zarate,  que  era  contador  de 
mercedes  en  Castilla,  para  que  examinase  el  estado  de  la 
hacienda  colonial,  desorganizada  á  consecuencia  de  los 
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disturbios  civiles  y  tomase  cuentas  á  todos  los  tesoreros 
oficiales  de  hacienda,  que  no  las  habían  rendido  desde  el 
descubrimiento  del  territorio.  Encerrado  en  el  laberinto 
de  las  discordias  civiles  y  en  Jas  disenciones  entre  el  virrey 
y  Gonzalo  Pizarro,  mal  pudo  cumplir  como  hubiera  de- 
seado el  mándalo  que  le  diera  Carlos  \ ,  quien,  á  pesar  de 
todo,  á  su  vuelta  del  Perú  le  encargó  el  gobierno  de  la 
hacienda  de  Flandes,  donde  se  hallaba  en  loGo,  enten- 
diendo en  averiguar  las  cosas  relativas  al  impuesto  deno- 
minado diezmo  de  la  mar. 

Zarate,  en  medio  de  sus  ocupaciones  y  de  las  turbulen- 
cias, pudo  contraerse  á  recoger  datos  é  informaciones 
para  escribir  la  ((historia  del  descubrimiento  y  conquista 
de  la  provincia  del  Perú  y  de  las  guerras  y  cosas  señala- 
das de  ella,  acaecidas  hasta  el  vencimiento  de  Gonzalo 
Pizarro  y  de  sus  secuaces». 

Prescott,  al  estudiar  la  personalidad  del  Contador,  nos 
dice  que  recién  á  su  vuelta  á  Castilla  escribió  su  obra : 
porque  como  el  mismo  Zarate  lo  declara  :  ((haber  empe- 
zado la  historia  en  el  Perú,  habría  sido  lo  bastante  para 
poner  mi  vida  en  peligro»,  y  así  fue  en  efecto.  Corrió 
Zarate  no  pequeños  azares  mientras  trabajaba  en  reunir 
los  datos  para  su  historia  á  pesar  del  recato  y  reserva  con 
que  lo  hacía:  porque  muchos  de  los  militares  estaban  in- 
teresados en  que  se  ignorasen  tantos  hechos  atroces  per- 
petrados durante  la  conquista  y  con  posterioridad  :  espe- 
cialmente Francisco  Carbajal,  tan  afamado  por  sus  cruel- 
dades, el  cual  amenazaba  con  su  venganza  al  que  tuviese 
la  temeridad  de  encomendar  al  papel  la  relación  de  sucesos 
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cuyo  silencio  convenía  á  ciertas  personas.  El  mismo  Za- 
rate da  cuenta  de  la  persecución  que  sufrió,  cuando  dice : 
«porque  cierto  capitán  llamado  Francisco  de  Garbajal 
amenazaba  que  se  vengaría  del  que  fuese,  bastante  teme- 
rario para  intentar  la  relación  de  sus  hazañas,  las  cuales 
más  que  recordarse  y  escribirse,  merecían  condenarse  á 
eterno  olvido». 

La  obra  de  Agustín  de  Zarate  ha  sido  publicada  en  la 
biblioteca  de  autores  españoles,  tomo  XXYI,  entre  los 
Historiadores  primitivos  de  Indias.  En  la  habilísima  dedica- 
toria al  príncipe  don  Felipe,  en  la  cual  el  autor  declara 
dónde  y  cuándo  la  ha  escrito,  y  pone  de  relieve  con  ma- 
gistrales fórmulas  el  aprecio  en  que  debe  tenérsela  :  se  ve 
que  primero  pensó  limitarse  á  hacer  una  narración  de  los 
acontecimientos  que  siguieron  á  la  llegada  de  Blasco  Nú- 
ñez  de  Vela,  pero  comprendiendo  que  para  que  éstos  fue- 
sen inteligibles  tenía  que  remontarse  hasta  su  origen, 
extendió  su  plan  y  empezando  por  el  descubrimiento  del. 
Perú,  presentó  un  cuadro  completo  de  la  conquista  y  sub- 
siguiente ocupación  del  país,  siguiendo  los  sucesos  hasta 
la  pacificación  que  consiguió  el  gobernador  licenciado 
Pedro  de  la  Gasea. 

La  intención  de  Zarate  fué  conservar  su  obra  inédita 
hasta  después  de  su  fallecimiento,  puesto  que  él  muy  bien 
sabía  que  personalizando  como  lo  hacía  las  responsabili- 
dades de  los  actores  de  los  hechos  que  relataba  y  estando 
éstos  todavía  presentes,  se  hubieran  vengado  de  él  en 
todas  las  formas  posibles.  Por  eso  en  su  dedicatoria  él 
jmismo  dice :   «El  celoso  caballero  castellano  mira  con  in- 
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dignación  la  censura  por  más  leve  que  sea  y  aun  la  ala- 
banza raras  veces  le  parece  bastante  paralo  que  él  merece. 
Y  por  esto  convencido  estoy  de  que  obran  sabiamente 
aquellos  que  conservan  en  manuscrito  las  historias  de  su 
tiempo,  hasta  que  haya  pasado  la  generación  cuya  suscep- 
tibilidad puede  afectarse  con  ellas.  » 

A  pesar  de  todo,  Agustín  de  Zarate  no  pudo  dejar  de 
acceder  al  pedido  que  le  hiciera  el  príncipe  don  Felipe,  al 
cual  había  sido  presentado  el  manuscrito  y  quien  le  orde- 
nó lo  diera  á  luz.  Apareció  la  primera  edición  en  Ambe- 
res  en  i555  y  se  hizo  una  segunda  en  Sevilla  en  1577. 

Prescott,  al  juzgar  la  obra  de  Zarate,  dice:  «Cualquie- 
ra que  fuese  la  indignación  ó  desagrado  que  exitase  entre 
sus  contemporáneos,  ya  porque  se  viesen  censurados,  ya 
porque  no  hallasen  en  sus  páginas  los  elogios  que  creye- 
ran merecer,  es  lo  cierto  que  la  obra  de  Zarate  ocupa  un 
lugar  prominente  entre  las  más  respetables  autoridades 
para  la  historia  de  aquellos  tiempos.  »  Y  el  erudito  don  En- 
rique de  Vedia  dice :  «No  vacilemos  en  decir:  que  después 
de  ser  uno  délos  monumentos  históricos  más  bellos  (qui- 
zá el  primero)  de  nuestra  lengua,  es  una  autoridad  respeta- 
ble respecto  á  los  sucesos  de  que  trata.  »  Esta  última  aseve- 
ración no  nos  parece  exacta.  Al  leer  la  obra  del  Contador 
se  ve  que  escribió  bajo  la  influencia  del  espíritu  de  partida 
que  necesariamente  separa  al  historiador  de  la  justicia  y 
de  la  rectitud  en  sus  juicios,  puesto  que  al  referir  las  rela- 
ciones de  los  que  figuraron  más  principalmente  en  los 
sucesos,  es  á  un  tiempo  actor,  espectador  y  juez,  y  aun- 
que no  aparezca  en  él  intención  de  desfigurar  la  verdad 
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por  favorecer  su  causa,  sin  sentirlo  se  inclina  en  favor  de 
los  que  fueron  sus  amigos  y  de  los  que  le  ayudaron  y 
protegieron . 

El  licenciado  don  Fernando  de  Montesinos,  en  el  capí- 
tulo Vil  del  libro  primero  de  las  Memorias  antiguas  é  histo- 
riales del  Pera,  deque  luego  nos  ocuparemos,  juzgando 
la  obra  de  Zarate,  dice :  «Agustín  de  Zarate,  contador  de 
mercedes  de  su  majestad,  escribió  la  historia  del  Perú 
y  se  guió,  según  dice,  de  la  relación  que  le  dio  Rodri- 
go Lozano  :  erró  en  la  salida  primera  que  don  Francisco 
Pizarro  hizo  ;  omitió  la  compañía  de  don  Fernando  de 
Luque  y  de  Almagro,  no  trató  de  cosas  eclesiásticas  y 
acabó  llanamente,  siguiendo  toda  su  historia  así  en  el 
suceso  de  Gasea  con  los  Contreras,  imprimióse  en  Ambe- 
res  año  de  1 555  y  en  Sevilla  año  de  1 57 1  » . 

Garcilaso  se  refiere  varias  veces  en  sus  Comentarios  rea- 
les á  la  obra  de  Zarate  de  la  que  dice  que  contiene  comen- 
tos y  reflexiones  muy  curiosas.  Los  cita  varias  veces,  y 
aun  cuando  no  nos  da  noticias  completas  de  su  personali- 
dad ni  del  papel  que  desempeñara  en  los  tiempos  de  la 
conquista,  tiene  por  él  verdadero  aprecio  y  estimación, 
que  se  revela  en  la  satisfacción  de  la  cita,  pues  en  pasajes 
dudosos  lo  prefiere  á  Gomara,  diciendo  que  éste  no  vino 
al  Perú,  mientras  que  aquél  atestiguó  no  pocos  sucesos 
importantes  y  tuvo  motivos  para  conocerlos. 

Jiménez  de  la  Espada,  al  juzgar  la  obra  de  Zarate  hace 
la  siguiente  declaración  que  transcribimos  íntegra  por  su 
importancia:  «  Zarate  no  es  el  padre  de  su  obra,  sino  á 
medias.  Ya  él  manifiesta  al  fin  de  la  Declaración  que  va 
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después  de  la  dedicatoria,  que  ala  principal  relación  de  su 
libro,  en  cuanto  al  descubrimiento  de  la  tierra,   se  tomó 
de  Rodrigo  Lozano,  vecino  de  Trujillo,  que  es  en  el  Perú 
y  de  otros  que  lo  vieron»,  pero  no  declara  que  los  libros 
5",  6""  y  7"  están  tomados  de  otra  relación  que  no  es  suya, 
y  que  siguió  —  cosa  que  no  me  explico  —  hasta  en  aque- 
llos acontecimientos  que  hubo  de  presenciar,  no  obstante 
los  errores  que  contiene,  en  alguno  de  los  cuales  es  im- 
posible que  incurriera  persona  de  su  talento  y  perspica- 
cia. La  respetable  autoridad  que  en  alto  grado  comunica 
á  su  historia  la  circunstancia  de  haber  sido  testigo  de  los 
sucesos  que  comprende,   queda   también  bastante  que- 
brantada con  la  averiguación  del  tiempo  que  pudo  residir 
en  el  Perú.  La  cuenta  es  clara :  Zarate  entraba  en  ese  rei- 
no por  enero  ó  por  marzo  de   lo/i/i  con  el  virrey  Blasco 
Núñez  de  Vela,  y  salía  de  él  á  principios  de  i5/i5:  luego 
sólo  presenció  los  sucesos  referidos  en  el  libro  5"  hasta  el 
capítulo  XXI  ó  XXII  inclusive.  \  he  aquí  porqué  don  An- 
tonio de  Alcedo  le  califica  con  razón  de  historiador  de 
gran  mérito,  pero  de  poca  exactitud,  aunque  sin  aducir 
las  pruebas  que  yo  aduzco». 

Fernández.  —  Contemporáneo  de  Zarate  fué  don  Diego 
F'ernández,  que  por  ser  natural  de  Palencia  se  le  conoce  en- 
tre los  cronistas  é  historiadores  con  el  nombre  de  El  Palen- 
tino. Si  bien  es  cierto  que  en  su  obra  no  se  ocupa  en  abso- 
luto de  la  organización  del  imperio  incásico  ni  de  la  monar- 
quía, sino  que  relata  hechos  posteriores  ala  conquista, 
daremos  una  sucinta  idea  de  su  personalidad  y  de  su  obra, 
porque  siempre  se  le  nombra  y  cita  á  la  par  de  Zarate. 
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El  Contador  y  El  Palentino  son  dos  tipos  de  cronistas 
muy  semejantes  y  parecidos.  Y  si  bien  el  primero  descri- 
be más  cuidadosa  y  detalladamente  las  características 
principales  del  imperio  de  los  Incas  y  de  su  organización, 
el  segundo  estudia  muy  detenidamente  en  los  dos  libros 
de  su  primera  y  segunda  parte  de  la  Historia  del  Perú  los 
hechos  que  tuvieron  por  escenario  los  virreinatos  de  Nue- 
va España  y  el  Perú,  desde  la  llegada  de  sus  primeros 
virreyes  Francisco  Tello  de  Sandoval  y  Blanco  Núñez  de 
Vela.  La  historia  de  las  disputas  entre  el  nuevo  virrey  y 
Vaca  de  Castro,  así  como  el  alzamiento  de  Gonzalo  Piza- 
rro  y  sus  secuaces  y  los  hechos  principales  á  que  estos 
sucesos  dieron  lugar,  están  referidos  en  la  obra  de  El  Pa- 
lentino con  cuidadosa  minuciosidad  y  detalle. 

Recibió  Diego  Fernández  título  de  cronista  del  Perú 
por  el  virrey  don  Andrés  Hurtado  de  Mendoza,  marqués 
de  Cañete,  quien  le  ordenó  escribiera  los  sucesos  ocurri- 
dos desde  la  partida  del  presidente  Gasea  para  España 
hasta  la  caída  de  Gonzalo  Pizarro.  El  Palentino  investigó 
y  recogió  todos  los  datos  necesarios  para  escribir  su  obra, 
y  con  el  fruto  de  sus  investigaciones  y  en  posesión  de 
abundantes  materiales  y  documentos,  volvió  á  España  y 
escribió  allí  su  relación,  que  fué  publicada  en  Sevilla  en 
1 57 1 ,  en  casa  de  Hernando  Díaz,  bajo  el  título  de  oí  Prime- 
ra y  segunda  parte  de  la  historia  del  Perú,  que  se  mandó 
escribirá  Diego  Fernández,  vecino  de  la  ciudad  de  Pa- 
lencia.  Contiene  la  primera  parte  lo  sucedido  en  la  Nueva 
España  y  en  el  Perú,  sobre  la  ejecución  de  las  nuevas 
leyes  y  el  allanamiento  y  castigo  que  hizo  el  presidente 
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Gasea,  de  Gonzalo  Pizarro  y  sus  secuaces.  La  segunda 
contiene  la  tiranía  y  alzamiento  de  los  Contreras,  y  de 
Sebastián  de  Castilla,  y  de  Francisco  Hernández  Girón, 
con  otros  muchos  acaecimientos  y  sucesos.  Dirigido  á  la 
C.  R.  M.  del  rey  don  Philippe  nuestro  señor». 

A  pesar  de  haber  sido  impresa  la  obra  con  privilegio 
real  de  Castilla,  de  Aragón  y  de  las  Indias,  el  consejo 
prohibió  su  venta,  por  no  creer  conveniente  circulasen  en 
América  algunas  ideas  y  relatos,  que  en  aquel  tiempo 
quisieron  ocultarse,  de  la  famosa  rebelión  de  Gonza- 
lo Pizarro  y  más  tarde  de  la  de  Francisco  Hernández 
Girón . 

Durante  dos  siglos  no  se  permitió  que  viniese  un  solo 
ejemplar  de  la  obra  de  El  Palentino  á  las  Indias,  pero  no 
obstante  la  prohibición  regia,  dice  don  Manuel  de  Odri- 
zola  en  el  prólogo  de  la  reimpresión  hecha  en  Lima  en 
1876  y  que  forma  el  tomo  VIH  de  los  Documentos  litera- 
ríos  del  Perú;  los  jesuítas  tenían  dos  copias  en  su  biblio- 
teca de  Lima  y  otra  hallábase  en  el  colegio  de  San  Ilde- 
fonso de  los  padres  agustinos  y  es  fama  que  don  Pedro  de 
Peralta,  el  poeta  de  Lima  fundada,  poseía  una  en  su  rica 
librería . 

También  puede  decirse  de  la  obra  de  Fernández  que  es 
apasionada  y  parcial.  Garcilaso  tiene  á  El  Palentino  por 
autor  apasionado,  ó  cuando  menos  por  instrumento  de 
ajenas  miras ;  cree  que  recibió  relaciones  falsas  ó  equivo- 
cadas de  muchos  hechos  y  particularidades;  y  que  en  esas 
circunstancias  el  escritor  se  ve  á  veces  precisado  á  sepa- 
rarse de  la  verdad  al  tratar  de  diferentes  asuntos:  sin  em- 
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bargo  lo  cita  con  frecuencia  j  se  rige  por  muchos  de  sus 
asertos. 

La  opinión  de  Montesinos  es  terminante  al  juzgar  la 
primera  y  segunda  parte  de  la  Historia  del  Perú.  Dice  así: 
(( Diego  Fernández  Palentino  escribió  las  guerras  civiles 
de  los  Castellanos,  desde  la  publicación  de  las  ordenanzas 
hasta  la  vuelta  del  presidente  Gasea  á  Panamá  y  suceso 
de  los  Contreras.  Es  asustadísimo  en  los  sucesos  v  cómpu- 
tos de  años,  pero  por  mordaz  conti^a  casi  todos  los  del 
Perú,  no  tiene  la  estimación  que  debiera.  Esto  fué  el  mo- 
tivo por  que  salió  cédula  del  consejo  prohibiendo  el  paso 
de  este  libro  á  Indias.  Omitió  los  sucesos  ejemplares  ecle- 
siásticos é  imprimióse  en  Sevilla  año  187 1  :  es  i"  y  2° 
parte  en  un  cuerpo.» 

El  último  acápite  de  la  Conquista  del  Perú,  de  Prescott, 
está  Consagrado  por  este  ilustre  historiador  á  juzgar  la 
obra  de  El  Palentino,  y  dice  :  «Ninguna  historia  de  aquella 
época  puede  compararse  con  esta  en  la  abundancia  de  por- 
menores; y  á  ella  han  acudido  los  historiadores  más  mo- 
dernos como  fuente  inagotable  para  llenar  sus  páginas, 
circunstancia  que  es  por  sí  sola  bastante  testimonio  de  la 
general  fidelidad  del  acopio  de  detalles  de  la  narración». 

Esta  opinión  es  sin  embargo  rebatida  de  una  manera 
formidable  por  don  Marcos  Jiménez  de  la  Espada,  quien 
en  su  prólogo  á  la  Guerra  de  Quito ,  de  Cieza  de  León, 
juzga  con  estas  palabras  al  cronista  que  venimos  estu- 
diando :  ((Diego  Fernández  de  Palencia  escribe  con  origi- 
nalidad, culta  frase  y  riqueza  de  interesantes  pormenores 
la  segunda  parte  de  su  Historia  del  Perú ;  mas  la  prime- 
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ra  —  redactada  después  de  la  segunda  —  la  copia  letra  á 
letra  —  salvo  las  correcciones  necesarias  en  el  tiempo  y 
persona  de  los  verbos  y  trastornando  los  períodos  —  de 
otra  historia  ó  relación  histórica  que  compuso,  ú  ordenó 
cuando  menos,  el  licenciado  Pedro  de  La  Gasea,  valién- 
dose de  las  comunicaciones  y  cartas  de  oficio  que  él  mismo 
había  dirigido  desde  América,  durante  su  gobierno  y  jor- 
nada contra  Gonzalo  Pizarro,  al  emperador,  á  los  prínci- 
pes y  al  consejo  de  las  Indias.  Entre  los  papeles  que  este 
político  y  clérigo  sin  tacha,  legó  ai  colegio  de  San  Barto- 
lomé de  Cuenca,  hállase  el  trozo  de  la  antedicha  relación, 
el  cual  he  sometido  á  minuciosa  compulsa  en  el  texto  de 
Fernández,  y  no  hay  dudas,  el  plagio  es  manifiesto  y  tan 
descarado,  que  hasta  puede  marcarse  en  el  último,  con 
exactitud  en  el  libro  2",  capítulo  /¡y,  folio  100  vuelta, 
columna  2%  línea  34,  la  primera  palabra  del  manuscrito 
de  La  Gasea :  procuraríamos.  » 

La  opinión  del  eminente  americanista  espaíiol,  como 
se  ve,  es  terminante,  y  si  bien  es  cierto  que  la  acusación 
lanzada  perjudica  la  seriedad  del  autor,  no  es  menos  inte- 
resante el  saber  que  las  apuntaciones  y  relaciones  del  li- 
cenciado La  Gasea,  cuya  fuerza  probatoria  en  la  historia 
de  las  guerras  civiles  de  la  conquista  del  Perú,  nadie 
puede  poner  en  duda,  por  su  autoridad  y  su  competencia, 
sirvieron  á  El  Palentino  para  componer  su  obra,  que  será 
siempre  consultada  con  respeto  al  tratarse  de  estudiar  el 
periodo  más  turbulento  y  típico  de  la  conquista. 

Polo  de  Ondegardo.  —  De  todos  los  historiadores  y  cro- 
nistas que  pertenecen  al  grupo  de  licenciados  y  gente  de 
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derecho,  el  que  á  mi  modo  de  ver  ocupa  el  puesto  de  ma- 
yor importancia  como  modelo  de  investigación  y  de  crí- 
tica, obedeciendo  á  un  espíritu  imparcial  e  independiente, 
es  el  licenciado  Polo  de  Ondegardo. 

Jurisconsulto  noiable,  acreditado  por  su  recto  juicio  é 
instrucción,  la  personalidad  de  Polo  merece  ser  deteni- 
damente estudiada.  No  hemos  conseguido  descubrir  el 
lugar  de  su  nacimiento  ni  el  ano  en  que  fué  al  Perú. 
Nació  en  Valladolid  ó  Salamanca;  lo  primero  lo  dice  Pe- 
dro de  La  Gasea  en  una  de  sus  cartas  al  consejo  de  Indias ; 
lo  segundo  el  inca  Garcilaso  déla  Vega.  Fueron  sus  pa- 
dres Diego  López  de  León  y  doña  Jerónima  de  Zarate,  y 
uno  de  sus  abuelos,  el  secretario  del  consejo  de  la  Inqui- 
sición Lope  Diaz  de  Zarate,  y  contaba  entre  sus  parientes 
á  Diego  de  Zarate  y  al  doctor  Ondegardo,  que  figuraba 
en  Madrid  entre  los  jurisconsultos  de  renombre. 

Prescott  advierte  al  ocuparse  del  licenciado  Ondegar- 
do, que  se  hallaba  ya  en  el  Perú  cuando  llegó  el  gober- 
nador La  Gasea,  y  que  estuvo  en  Lima  á  tiempo  que  tenía 
usurpado  el  poder  Gonzalo  Pizarro.  Gozaba  de  gran  re- 
putación y  prestigio  como  letrado  y  hombre  de  derecho, 
y  él  supo  hacer  valer  con  tanta  habilidad  este  renombre, 
que  durante  los  difíciles  tiempos  de  la  sublevación  de 
Gonzalo  Pizarro  y  la  venida  del  Gobernador  nombrado 
por  el  rey  para  someterlo,  licenciado  don  Pedro  de  La 
Gasea,  leales  y  rebeldes  le  consultaban  y  buscaban,  y  él  á 
todos  servía  con  el  mismo  celo  y  de  todos  aceptaba  mer- 
cedes, procurando,  como  dice  Jiménez  de  la  Espada  al 
ocuparse  rápidamente  de  nuestro  autor,  no  extremar  am- 
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bas  cosas  sino  en  los  momentos  más  señalados  de  triunfo 
de  una  ú  otra  parte.  Y  ello  es  que  consiguió  que  Pizarro 
le  estimase  por  uno  de  sus  más  adictos  partidarios,  que 
el  gobernador  Gasea,  después  de  la  batalla  de  Sacsahua- 
na  (9  de  abril  de  i5/i8),  batalla  desgraciada  para  Gonza- 
lo Pizarra,  que  acto  continuo  pereció  en  un  cadalso,  en- 
viara á  Ondegardo  de  gobernador  á  Charcas. 

El  virrey  marqués  de  Cañete,  colocó  después  á  Onde- 
gardo de  gobernador  del  Cuzco  en  reemplazo  del  licencia- 
do Bautista  Muñoz.  Fué  en  esta  época  que  se  consagró  á 
buscar  antecedentes  relativos  á  las  leyes  y  á  la  administra- 
ción de  los  Incas  y  se  ve  en  las  relaciones  que  de  él  se  con- 
servan, que  por  encima  de  todas  sus  habilidades  políticas, 
ponía  su  amor  al  estudio  de  las  cosas  antiguas  de  aquella 
tierra  ;  y  aunque  con  él  tratara  de  lucrarse,  acaparando 
los  pleitos  de  los  indios,  y  sonsacándoles  los  escondrijos 
de  sus  tesoros,  es  imposible  explicar,  por  solo  esa  codicia, 
la  inmensa  suma  de  conocimientos  que  adquirió,  en  ma- 
terias que  no  tenían  que  ver  ni  remotamente  con  sus  fun- 
ciones públicas  y  que  en  sus  escritos  nos  lo  demuestran 
como  un  estudioso  y  observador  agudo  y  penetrante. 

Fué  Polo  de  Ondegardo  quien  descubrió  los  mallquis, 
momias  ó  cuerpos  embalsamados  de  la  mayor  parte  de  los 
Incas,  que  como  él  mismo  lo  dice,  casi  todos  ellos  estaban 
encerrados  en  jaulas  de  cobre.  Las  momias  se  hallaban 
perfectamente  conservadas  y  las  de  Huaina  Capac,  Amaru 
Tupaclnca,  Pachacuti  Inca,  Yupanqui  Inca,  Mama  Ocllo, 
madre  de  Huaina  Capac  y  Maniu  Runtu,  mujer  de  éste, 
tan  frescas  como  si  estuvieran  vivos:  y  la  de  Tupac  Inca 
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Yupanqui,  que  años  atrás  había  quemado  Juan  Pizarro, 
la  encontró  hecha  cenizas  y  encerrada  en  una  tinajuela. 
El  marqués  de  Cañete  recibió  las  momias  en  Lima  y  las 
mandó  depositar  en  el  hospital  de  San  Andrés  :  pero 
más  tarde  fueron  enterradas  en  uno  de  los  corrales  de 
dicha  casa. 

No  se  conoce  claramente  la  actuación  de  Polo  de  On- 
degardo  en  el  espacio  que  media  entre  el  final  del  virrei- 
nato del  marqués  de  Cañete  y  el  de  don  Francisco  de  To- 
ledo. Es  en  el  gobierno  de  este  último  que  vuelve  á  ocu- 
par un  lugar  prominente  entre  los  cronistas  é  historiado- 
res de  la  época.  Cuéntasele  entre  los  hombres  de  ciencia 
con  quienes  se  consultó  este  virrey  legislador  y  que  le  sir- 
vieron en  la  formación  de  las  muchas  ordenanzas  que  dic- 
tó para  el  gobierno  del  Perú,  acompañándolo  junto  con 
Sarmiento  de  Gamboa  en  la  detenida  visita  que  hiciera  á 
las  provincias  del  virreinato.  Y  en  las  informaciones 
acerca  del  señorío  y  gobierno  de  los  Ingas,  que  mandó 
hacer  el  virrey  Toledo,  está  citado  Polo  de  Ondegardo  co- 
mo persona  de  mucha  autoridad  y  respeto. 

Don  Marcos  Jiménez  de  la  Espada  indica  las  siguientes 
obras  que  él  conoce,  escritas  por  el  licenciado  Polo  de  On- 
degardo :  Una  relación  ó  informe  sobre  el  verdadero  valor 
de  las  encomiendas,  dirigido  al  comisario  Bribiesca  en  i  2 
de  diciembre  de  i  56i ,  modelo  de  investigación  y  de  críti- 
ca ;  los  informes  que  dio  á  petición  del  virrey  don  Fran- 
cisco de  Toledo  en  iSyi,  uno  de  los  cuales  anda  mala- 
mente impreso  en  el  tomo  XVII  de  la  colección  del  señor 
Torres  de  Mendoza,  anónimo  y  con  este  extraño  título  : 
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Relación  de  los  fundamentos  acerca  del  notable  daño  que  resul- 
ta de  no  guardar  á  los  indios  sus  fueros.  Escribió  también 
el  Tratado  de  los  ritos  é  idolatría  de  los  indios  del  Perú,  pro- 
bablemente en  1 570  y  dado  á  luz  en  i58/icon  la  Doctrina 
cristiana  y  catecismo  para  instrucción  de  los  indios,  etc. ,  libro 
primogénito  de  la  prensa  peruana,  y  publicado  también 
al  año  siguiente  con  el  Confesionario  para  los  curas  de  indios, 
en  el  cual  es  muy  posible  que  fuera  comprendido  el  trata- 
dito  que  escribió,  á  ruego  del  arzobispo  de  Lima  don  Je- 
rónimo de  Loaysa,  sobre  el  matrimonio  de  los  indios:  y 
en  este  caso,  solo  faltaría  para  juzgarle  por  todos  su  escri- 
tos (de  que  hay  noticia,  se  entiende),  la  carta  de  los  ado- 
ratorios  y  zeques  del  Cuzco,  que  levantó  y  distribuyó  por 
los  monasterios  de  dicha  ciudad,  para  conocimiento  de  los 
religiosos. 

Prescott  adquirió  copia  de  algunas  de  las  relaciones  é 
informes  escritos  por  Polo  de  Ondegardo  y  le  sirvieron 
mucho  para  su  Historiadela  conquista  del  Perú.  Desgracia- 
damente, hasta  hoy  no  han  sido  impresas  en  una  forma 
correcta  las  obras  de  este  cronista  :  ellas  se  conservan  ma- 
nuscritas en  el  archivo  de  Simancas,  en  el  Escorial  y  en  la 
biblioteca  nacional  de  Madrid,  esperando  el  momento  de 
que  se  las  presente  á  los  estudiosos  en  una  forma  fácil  y 
accesible  para  todos,  lo  que  esperamos  se  realizará  muy 
en  breve,  porque  son,  con  toda  seguridad,  elementos  de 
primer  orden  para  conocer  y  estudiar  la  organización  del 
imperio  Incásico  dentro  de  las  características  de  sus  cos- 
tumbres y  de  su  vida  popular. 

Por  lo  que  hasta  ahora  se  conoce  de  su  obra,  se  ve  que 
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Ondegardo  era  un  profundo  investigador  de  antigüedades 
peruanas,  y  se  advierte  claramente  que  á  nadie  cedía  en 
laboriosidad  y  criterio,  como  lo  acreditan  los  prolijos  de- 
talles que  agotan  las  materias  que  se  propuso  dilucidar. 
Recogió  con  incansable  afán  infinitos  datos  y  tradiciones 
populares  y  los  revistió  de  la  autenticidad  necesaria  mer- 
ced á  indagaciones  esmeradas  y  al  reflexivo  examen  que  le 
guiaba  en  sus  tareas.  Se  había  captado  la  voluntad  de  los 
indios  entendidos,  á  quienes  halagaba  con  dulzura,  y  así 
pudo  penetrar  en  sus  interioridades  y  comprender  el  ca- 
rácter y  las  costumbres  de  las  diversas  épocas  del  antiguo 
imperio.  Estudió  formalmente  su  historia,  su  religión,  su 
espíritu  de  gobierno  y  todo  cuanto  se  refería  á  la  organi- 
zación social  y  política.  Nada  escapó  á  la  curiosa  é  ilustrada 
consagración  de  Ondegardo :  las  prácticas  de  la  agricultu- 
ra, el  progreso  de  sus  manifestaciones  artísticas,  la  admi- 
nistración económica  de  los  indios:  todo,  en  fin,  fué  ob- 
jeto de  su  asidua  y  perseverante  observación.  Lo  demues- 
tra así,  no  solamente  el  contenido  de  sus  obras,  sino  el 
alto  aprecio  y  la  estimación  que  le  tuviera  un  virrey  como 
don  Francisco  de  Toledo,  autoridad  eminente  en  materias 
de  antiguallas  peruanas,  en  el  cual  encontró  siempre  Polo 
de  Ondegardo  un  apoyo  seguro  y  un  amigo  eficaz. 

Ondegardo  falleció  en  Cochabamba,  dejando  á  su  viu- 
da doña  María  de  Ondegardo,  hecha  un  grande  y  codicia- 
do partido,  que  logró  por  influencias  ó  galanteos  don 
Alonso  de  Loaysa,  hermano  del  oidor  Juan  Caldera  de 
Loaysa.  Fué  esta  dama  su  segunda  esposa,  siendo  la  pri- 
mera doña  Jerónima  Contreras  y  Peñaloza,  hermana  del 


478  AÓJALES  DE  LA  FACULTAD  DE  DERECHO 

padre  Francisco  Contreras,  provincial  de  la  compañía  de 
Jesús  en  el  Perú. 

Maüenzo.  —  Contemporáneo  de  Polo  fué  el  licenciado 
Juan  de  Matienzo  de  Peralta,  cuya  obra  Gobierno  del  Perú 
fué  publicada  en  1910,  después  de  haber  permanecida 
inédita  por  más  de  tres  siglos,  por  la  Facultad  de  filosofía 
y  letras  de  Buenos  Aires,  á  quien  correspondió  el  insigne 
honor  de  hacer  conocer  esta  obra,  cuyo  manuscristo  se 
guarda  en  el  Museo  británico  de  Londres  bajo  el  número. 
5469,  y  que  fuera  descripto  por  don  Pascual  de  Gayangos 
en  su  catálogo  de  manuscritos  españoles  del  museo  britá- 
nico. 

Redactor  de  la  cancillería  de  \alladolid,  pasó  Matienzo 
por  el  año  de  i56o  á  América,  con  el  nombramiento  de 
oidor  de  la  audiencia  de  Charcas.  Ocupó  el  mismo  cargo 
en  la  audiencia  de  Lima,  y  después  fué  presidente  déla 
de  Charcas. 

Sea  por  encargo  del  virrey  Francisco  de  Toledo,  sea 
por  su  propio  placer  y  pensamiento,  el  hecho  es  que  su 
obra  Gobierno  del  Perú,  escrita  cuando  desempeñaba  el 
cargo  de  oidor  de  la  audiencia  de  Charcas  y  cuya  conclu- 
sión es  anterior  al  año  iSyS,  pues  está  mencionada  en  una 
comunicación  que  el  mismo  licenciado  dirige  al  Consejo 
de  Indias  en  18  de  octubre  de  ese  año  y  que  se  halla  publi- 
cado en  la  Bibliografía  hispano -americana  de  don  José  Tori- 
bio  Medina ;  se  caracteriza  por  el  cuidadoso  empeño  en  po- 
ner de  relieve  todos  los  detalles  relativos  á  la  organización 
sociológica  de  los  indios  y  á  lodo  lo  relacionado  con  el  ré- 
gimen económico  y  jurídico  propio  de  aquellos  pueblos. 
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Según  lo  dice  Nicolás  Antonio  en  su  biblioteca  Hispana 
nova  y  Mendiburu  en  su  Diccionario  histórico  biográfico 
del  Perú,  la  obra  que  escribiera  el  licenciado  Matienzo 
constaba  de  cuatro  libros.  Los  manuscritos  estuvieron  al 
principio  en  poder  de  don  Lorenzo  Ramírez  de  Prado, 
miembro  del  consejo  de  Castilla,  y  luego  se  extraviaron. 
El  Museo  británico  sólo  ha  conseguido  los  dos  primeros 
libros,  que  son  los  que  nos  ha  hecho  conocer  la  Facultad 
de  filosofía  y  letras. 

La  parte,  primera  y  en  especial  los  dos  primeros  acápi- 
tes, está  consagrada  á  probar  a  cómo  no  eran  los  Incas  re- 
yes naturales  del  Perú  y  cómo  fué  iustamente  ganado  y 
tiene  su  majestad  título  á  él».  Es  siempre  la  influencia  del 
virrey  Toledo,  cuyo  pensamiento  político  sirve  Matienzo 
como  sirviera  Sarmiento  de  Gamboa,  y  si  bien  el  licen- 
ciado es  mucho  más  hábil  y  diestro  para  presentar  las 
pruebas  del  derecho  que  tenía  el  monarca  español  para 
ocupar  el  trono  de  Manco  Capac,  en  cambio  incurre  en  el 
mismo  error  colocando  siete  incas  en  un  espacio  aproxi- 
mativo  de  mil  años,  como  el  que  debió  mediar  entre  el 
reinado  de  Manco  Capac  y  el  de  Atahualpa. 

Hace  Matienzo  los  mismos  argumentos  que  Sarmiento 
de  Gamboa  para  demotrar  lo  que  indiscutiblemente  fué 
más  que  un  deseo,  un  pensamiento  político  del  Virrey 
Toledo,  y  es  así  como  podemos  explicarnos  el  principio 
del  acápite  segundo,  cuando  dice:  «Las  Indias  fueron 
justamente  ganadas.  Por  la  concesión  del  sumo  pontífice 
ó  porque  aquellos  reinos  se  hallaron  desiertos  por  los 
españoles.  O  porque  los  indios  no  quisieron  recibir  la  fe. 


68o  ANALES  DE  LA  FACULTAD  DE  DERECHO 

O  porque  sus  abominables  pecados  contra  natura.  O  por 
razón  de  la  Infidelidad  y  aunque  esta  basta,  y  cada  cosa, 
por  sí  sola,  bastaría  para  fundar  que  el  reino  del  Perú  fué 
justamente  ganado  y  tiene  á  él  su  majestad  muy  justo 
título,  la  tiranía  de  los  Ingas  que  está  dicha.  » 

En  los  demás  acápites  ó  capítulos  de  esta  primera  parte 
como  en  los  treinta  y  dos  de  la  segunda,  aparece  en  todas 
sus  manifestaciones  el  perito  en  derecho,  el  oidor  de  la  Real 
audiencia,  el  hombre  frío  y  desapasionado,  que  juzga  con 
severidad,  buscando  ante  todo  y  sobre  todo  la  rectitud  del 
procedimiento  y  el  leal  servicio  del  Rey.  Es  quizá  Matienzo 
el  único  de  los  historiadores  y  cronistas  del  grupo  de  li- 
cenciados ó  gente  de  derecho,  que  en  su  obra  aparece 
siempre  como  un  jurisconsulto  que  indica  de  manera  clara 
y  precisa  los  errores  y  los  inconvenientes  de  un  sistema  y 
la  manera  de  remediarlos  ó  modificarlos,  cuando  no  de 
substituirlos  por  regímenes  más  fáciles  de  adaptar  á  las 
modalidades  típicas  del  pueblo  indígena. 

Y  es  que  era  difícil  para  el  autor  desprenderse  de  su 
forma  intelectual,  que  érala  de  un  jurisconsulto.  Tuvo 
como  tal,  gran  reputación,  y  no  debemos  olvidar  que  es 
el  autor  de  los  Dialogiim  relatoris  ei  advocati  Pinciani 
Semitas  y  el  padre  de  los  Commentaria  in  lihrum  qain- 
tiim  recollecüonis  legum  Hispanix,  tratado  que  todavía  ci- 
tan con  frecuencia  los  comentadores  de  las  leyes  espa- 
ñolas, el  que  escribe  la  primera  y  la  segunda  parte  d(»l 
Gobierno  del  Perú. 

Saniillán.  —  Uno  de  los  letrados  más  bulliciosos  é  intri- 
gantes de  aquel  reino,  dice  Jiménez  de  la  Espada  en  su 
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prólogo  á  las  Tres  relaciones  de  antigüedades  peruanas ^ 
fué  el  licenciado  Fernando  de  San  tillan,  á  quien  pertenece 
la  Relación  del  origen  y  descendencia,  política  y  gobierno  de 
los  Incas,  que  constituye  la  primera  de  las  tres  publi- 
cadas por  el  eminente  americanista  espanal.  Este  la  juzga 
diciendo:  ((Hermana en  ideas,  en  crítica  y  doctrina  de  los 
escritos  de  Polo  de  Ondegardo,  yo  creo  que  los  excede  en 
intención  y  en  elegancia  y  viveza  de  leguaje,  que  toca  en 
apasionado,  con  su  cuenta  y  razón,  cuando  habla  de  los 
abusos  e  injusticias  de  sus  colegas  y  otros  gobernantes  en  el 
trato  de  los  indios  :  ^r  ignoraría  Santillán,  por  ven  tura,  que 
otro  tanto  y  más  decían  de  él  sus  compañeros,  los  oidores 
Bravo  de  Saravia  y  Salazar  de  Yillasanle  y  el  íntegro  virrey 
don  Francisco  de  Toledo?  Pero  á  bien  que  las  mudanzas  y 
vaivenes  de  su  vida  dieron  para  todo,  bueno  y  malo.  Tras- 
ladóse al  Perú,  no  sé  si  de  la  Corte  ó  de  Sevilla,  su  patria, 
por  los  años  de  i55o,  á  servir  una  plaza  de  magistrado  en  la 
audiencia  de  Lima,  donde  permaneció  hasta  los  de  i56/i, 
en  que  su  majestad  por  cédula  de  i563,  le  encargó  que 
fundase  y  presidiese  la  audiencia  de  Quito,  lo  cual  llevó  á 
efecto  en  el  mes  de  septiembre  del  siguiente  año.  Durante 
su  magistratura  délos  reyes,  tuvo  que  presidir  y  gobernar 
en  interim,  las  provincias  peruanas,  por  muerte  del  virrey 
don  Antonio  de  Mendoza,  y  en  atención  á  su  categoría  de 
oidor  más  antiguo  y  como  entonces  surgiera  el  alzamiento 
de  Francisco  Hernández,  abandonó  el  estrado  de  la  justi- 
cia para  tomar  el  mando  del  ejército  que  en  las  campañas 
de  Pachacamac  y  Pucará,  redujo,  aunque  con  lentitud,  á 
los  rebeldes,  suscitando  rivalidades  y  competencias  de  su 
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colega  Bravo  de  Saravia  y  del  arzobispo  don  Jerónimo 
de  Loaysa.  En  calidad  de  consejero  militante  pasó  á  Chile 
con  don  García  Hurtado  de  Mendoza,  hijo  del  virrey  mar- 
qués de  Cañete  el  Viejo,  y  de  Chile  á  la  presidencia  de 
Quito,  como  dijimos,  de  cuyo  oficio  salió  privado  y  con- 
denado. Restituido  á  España,  aquí  hubo  de  justificarse, 
sin  duda,  plenamente  ó  alcanzar,  por  lo  menos,  indulgen- 
cia mediante  servicios  y  trabajos  tales  como  el  Informe  ó 
relación  que  damos  á  luz,  escrita  hacia  los  años  de  167  2, 
para  el  todo  poderoso  licenciada  don  Juan  de  Ovando, 
presidente  del  consejo  de  las  Indias;  y  como  á  la  sazón  se 
hallase  viudo,  y  quizá  ya  dentro  de  la  iglesia,  en  vez  de  la 
presidencia  de  Chancillería  del  nuevo  reino  de  Granada, 
para  la  cual  estuvo  indicado,  solicitó  la  mitra  de  La  Plata, 
vacante  por  muerte  del  padre  fray  Domingo  de  Santo  To- 
más, y  fué  propuesto  para  ella  en  19  de  enero  de  lO-S  : 
pero  no  la  gozó,  porque  hubo  de  fallecer  hallándose  en 
Lima,  camino  de  su  obispado,  el  año  t575ó  lOyO-  — 
Quedan  de  nuestro  oidor  algunos  rasgos  que  pintan  á 
maravilla  su  carácter.  Uno  de  ellos  lo  recogió  Diego  Dá- 
valos  en  el  coloquio  XXIII  de  su  Miscelánea >  y  lo  refiere 
de  esta  manera:  (cY  porque  viene  á  cuento,  servirá  de 
paréntesis  un  caso  que  sucedió  á  don  Fernando  de  San  ti- 
llan viniendo  á  este  obispado  de  los  Charcas  (que  es  el  de 
La  Plata,  uno  de  los  mejores  obispados  ó  el  mejor  de  este 
reino),  donde  él  había  servido  á  su  majestad  en  plaza  de 
oidor,  de  general  y  de  presidente.  Y  fué,  que  estándole 
abriendo  la  corona  un  barbero,  pareciéndole  no  le  trataba 
como  le  era  debido  en  decirle  vos  (según  lo  que  en  osli^ 
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reino  se  usa)  le  dijo:  suplico  á  V.  S.  me  trate  bien,  que 
por  eso  pasé  dos  mares.  A  lo  cual  reprimiendo  su  mucha 
cólera,  el  obispo  respondió  muy  reportado  :  pues  decidme, 
pasásteslos  vos  para  ganar  y  yo  para  perder?  Y  no  consin- 
tiendo pasase  adelante  con  lo  comenzado,  embio  á  llamar 
otro  barbero  que  lo  acabase».  —  Otras  genialidades  su- 
yas conocenmos,  gracias  á  las  sesenta  y  ocho  objeciones 
que  puso  Santillán,  probablemente  de  oficio  á  La  Historia 
del  Perú,  de  Diego  Fernández  de  Falencia,  pues  éste,, 
tratando  de  sacudirse  los  cargos,  fuesen  justos  ó  no,  re- 
vuelve sobre  el  futuro  obispo  de  los  Charcas  y  le  llama  de 
perezoso,  dormilón  y  amigo  de  estarse  echado,  y  dice  que 
las  operaciones  militares  contra  Francisco  Hernández  en 
Pachacamac  y  Pucará  y  en  otras  partes,  no  iban  con  la 
diligencia  y  acierto  que  se  necesitaba  (el  Palentino  miHtó 
en  aquella  guerra)  :  y  que  esto  era  público  y  notorio  en  el 
Perú,  «y  hasta  hoy  día  dura  en  esa  tierra  el  chiste  que 
siempre  cantaban  los  soldados»  : 

El  uno  jugar  y  el  otro  dormir 

Oh  que  gentil ! 

No  comer  y  apercibir. 

Oh  que  gentil ! 

El  uno  duerme  y  el  otro  juega 

Así  va  la  guerra  ! 

((  Bueno  es  saber  que  el  jugador  era  el  arzobispo. . .  pe- 
ro, jugador  de  ajedi^ez  ». 

La  relación  de  Santillán  existe  en  la  biblioteca  del  Esco- 
rial. Ella  fué  pubhcada  por  don  Marcos  Jiménez  de  la 
Espada,  quien  la  precedió  de  la  pequeña  introducción  que 


'iS^  ANALES  DE  LA  FACULTAD  DE  DERECHO 

acabamos  de  leer,  en  1879,  con  motivo  del  Congreso  In- 
ternacional de  americanistas  que  se  celebró  en  Bruselas 
ese  mismo  año. 

El  licenciado  Santillán  comienza  su  relación  con  una 
dedicatoria  dirigida  á  don  Juan  de  Ovando,  presidente  del 
consejo  de  Indias,  en  la  que  explica  el  porqué  de  haberla 
escrito:   «Aiendo  la  gran  caída  y  extrema  necesidad  en 
que  ha  venido  y  está  la  República  de  aquel  nuevo  mundo 
y  reino  tan  afamado  del  Perú,  al  cual  por  lo  que  en  él  a 
su  majestad  es  servido  y  sido  sustentado  y  por  lo  que  en 
ejecución  del  gobierno  que  su  majestad  en  él  mandó  para 
poner  su  conservación,  yo  he  ayudado  á  edificar  y  plantar, 
me  obliga á  sentirla  caída  del  ediíicioque  tan  en  aumento 
iba,  como  si  propia  patria  y  naturaleza  fuese,  porque  ha 
venido  á  tan  miserable  estado  por  estar  tan  lejos  de  la 
fuente  de  donde  ha  de  proceder  el  remedio  de  las  afliccio- 
nes que  ha  padecido  y  padece.  »  Después  de  citar  algunos 
versículos  de  las  lamentaciones  de  Job  y  de  Jeremías,   el 
licenciado  continúa  :  « todas  las  veces  que  la  compasión  de 
ver  tantas  miserias  y  calamidades  me  instiga  é  inclina  á 
desear  y  procurar  remedio  de  ellas,  descansa  mi  imagina- 
ción con  considerar  que  Y.  S.  tiene  la  mano  y  veces  de  su 
majestad,  para  remediarlo  y  así  me  pareció  siempre  que 
el  remedio  consistía  en  representar  en  el  acatamiento  de 
V.  S.  en  dichas  necesidades...  y  como  es  necesario  tenga 
noticia  de  ellas  determiné  por  esta  relación  darlas,  corres- 
pondiendo á  ciertos  capítulos  que  su  majestad  por  una  su 
real  cédula  mandó  á  la  audiencia  real  de  la  Ciudad  de  los 
Reyes,  le  formase  y  enviase  su  parecer:  y  á  mi  juicio,  en 
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los  dichos  capítulos  se  contiene  y  encierra  todo  aquello 
que  conviene  entenderse  para  que  en  el  gobierno  de  aque- 
lla tierra,  haya  estabilidad  ;  y  así  responderé  á  cada  uno 
por  sí,  según  la  pobreza  de  mi  ingenio  bastare,  confiado 
en  el  generoso  ánimo  de  V.  S.  que  mediante  él  será  este 
pequeño  servicio  admitido  y  favorecido».  Como  se  ve  la 
relación  de  Santillán  no  es  otra  cosa  que  las  respuestas  á 
un  interrogatorio  de  i6  preguntas  enviadas  por  el  rey 
Carlos  en  una  real  cédula  fechada  en  \alladolid  en  diciem- 
bre de  1 553  y  por  el  cual  se  deseaba  saber  no  solamente 
cuál  era  el  origen  y  descendencia  de  los  Incas,  sino  muy 
especialmente  su  sistema  de  impuestos  y  tributos,  los  ser- 
vicios que  ellos  hacían,  el  reparto  de  las  tierras,  la  división 
de  las  castas  y  la  forma  en  que  éstas  pagaban  los  impues- 
tos :  cuáles  eran  las  características  económicas  del  régimen 
de  los  conquistadores  y  los  tributos  que  éstos  impusie- 
ron, etc. 

En  virtud  de  estas  consideraciones,  la  relación  de  San- 
tillán tiene  una  marcada  tendencia  á  estudiar  lo  que  en 
lenguaje  moderno  podríamos  llamar  la  economía  política 
del  imperio  Incásico,  caracterizando  todo  lo  relativo  á  los 
sistemas  impositivos,  á  la  percepción  de  la  renta  y  á  las 
fuentes  de  riqueza  y  producción.  Dedica  el  licenciado  San- 
tillán muchas  y  muy  nutridas  páginas  á  estudiar  el  pago 
del  tributo  y  sus  formas,  así  como  la  posibilidad  que  había 
de  que,  siendo  el  tributo  igual  para  todos,  los  empleados 
de  la  recaudación  lo  percibirían  con  mayor  facilidad  y 
rapidez. 

Los  primeros  acápites  están  consagrados,  como  en  las 


486  ANALES  DK  LA  FACULTAD  DE  DERECHO 

obras  de  Polo  de  Ondegardo  y  Sarmiento,  á  estudiar 
el  origen  y  la  descendencia  de  los  Incas  :  pero  lo 
peor  del  caso  es  que  Santillán  solamente  señala  siete 
incas  en  ese  largo  período  de  mil  anos  que  existió  entre 
Manco  Capac  y  Atahualpa,  y  no  trata  de  explicar,  como 
lo  hace  Sarmiento,  tan  pequeño  número  de  sucesores, 
sino  que  tampoco  responde  el  espíritu  de  su  obraá  probar 
el  derecho  que  los  reyes  de  España  tenían  para  suceder 
como  legítimos  y  únicos  herederos  á  los  incas  y  á  sus 
descendientes.  No  hay  tampoco  en  la  relación  de  Fernando 
de  Santillán,  ese  deseo  de  presentar  á  la  monarquía  Incá- 
sica como  una  tiranía,  sino  más  bien  se  manifiestan  en 
todos  los  capítulos  sentimientos  de  conmiseración  para  el 
indio  conquistado. 

Sin  tener  la  autoridad  ni  la  fuerza  vigorosa  y  convin- 
cente de  las  relaciones  de  Ondegardo  y  Sarmiento,  la  obra 
de  Santillán  tiene  el  mérito  de  la  claridad  de  las  noticias 
que  encierra,  desprovistas  de  todo  comentario  filosófico  ó 
político,  reducidas  á  no  tener  otra  misión  que  aclarar  y 
dar  una  noción  lo  más  completa  posible  sobre  la  organi- 
zación política  general  del  imperio  Incásico  y  de  lascarac 
terísticas  más  que  todo  económicas  que  merecían  ser 
señaladas  por  su  novedad  ó  su  importancia,  ó  bien  ser' 
parangonadas  con  un  régimen  impositivo  tan  atrasado  y 
pernicioso  como  el  de  la  España  en  esa  época,  comparado 
con  el  cual,  el  régimen  de  impuestos  pensado  y  aphcado 
por  los  Incas  adquiría  un  valor  de  real  y  positiva  impor- 
tancia. 

No  tiene  nuestro  licenciado  el  valor  suficiente  para  ata- 
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car  á  los  encomenderos  y  á  los  encargados  del  reparti- 
miento de  indios,  de  quienes  se  ocupa  en  los  capítulos 
finales  de  su  obra  ;  pero  aconseja  que  el  patrimonio  Real 
no  abandone  esos  repartimientos  ni  los  enajene,  pues 
serían  muchos  los  inconvenientes  que  tendrían  origen  en 
esas  disposiciones,  y  aconseja  también  que  no  se  den  á 
perpetuidad,  y  que  esa  perpetuidad,  en  los  que  la  tuvieran 
fuera  substituida,  haciendo  merced  sólo  de  la  renta,  con 
lo  que  cesarían  los  inconvenientes  observados  no  sola- 
mente por  nuestro  autor,  sino  también  por  Polo  de  On- 
degardo,  quien  como  ya  hemos  visto,  aconsejaba  al  empe- 
rador, obedeciendo  á  un  espíritu  imparcial  é  independiente, 
que  no  acordara  la  perpetuidad  de  las  encomiendas  ni  aun 
mediante  un  llamado  voluntario  servicio  ó  fuerte  prinna, 
en  los  que  las  tenían  por  mercedes  de  su  majestad,  de  los 
Pizarros  y  de  los  virreyes  y  gobernadores  sucesivos. 

La  relación  de  Santillán  merece  ser  consultada  por 
todos  aquellos  que  deseen  conocer  la  orientación  político- 
económica  de  los  Incas  y  que  encontrarán  en  ella  noticias 
de  importancia  aunque  desprovistas  de  todo  comentario 
y  filosofía. 

Montesinos.  —  Cierra  la  serie  de  los  historiadores  y  cro- 
nistas del  grupo  de  licenciados  y  gentes  de  derecho,  el 
licenciado  don  Fernando  Montesinos,  aunque  en  realidad 
de  verdad,  hubiéramos  debido  de  ocuparnos  de  él  al  es- 
tudiar el  grupo  de  historiadores  y  cronistas  sacerdotes  y 
eclesiásticos,  que  luego  trataremos. 

Pocas  figuras  en  los  anales  de  la  historia  del  descubri- 
miento y  conquista  del  Perú  han  sido  tan  discutidas  como 
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la  suya.  Nacido  en  Osuna,  pasó  al  Perú  en  la  misma  flola 
.[ue  conducía  al  virrey  don  Jerónimo  Fernández  de  Ca- 
brera, conde  de  Chinchón,  el  cual  después  de  tocaren 
Cartagena  Indiana  el  día  19  de  junio  de  1628  y  en  Porto- 
Bello  el  1 5  de  julio  inmediato,  entraba  solemnemente  en 
Lima  el  i/i  de  enero  de  1629.  En  su  séquito  venía  Mon- 
tesinos, cuya  edad  no  se  ha  podido  averiguar,  pues  se 
ignora  la  fecha  de  su  nacimiento,  y  aun  se  discute  si  fué 
Cuenca  ú  Osuna  la  cuna  de  este  historiador.  Residió  i5 
años  en  el  virreynato,  teniendo  su  casa  en  Lima,  y  llegó 
á  desempeñar  el  cargo  de  visitador  de  la  audiencia,  que 
ejerció  dos  veces,  lo  que  unido  á  sus  aficiones  favoritas, 
lo  llevaba  con  frecuencia  de  un  lado  para  otro,  de  Quito 
hasta  Potosí.  Mil  y  quinientas  leguas  dice  que  anduvo, 
consultando  sobre  antiguallas,  registrando  libros  de  Ca- 
bildo, copiando  documentos  históricos  y  haciendo  ensa- 
yos metalúrgicos,  particularmente  en  Potosí,  donde  vivió 
algún  tiempo,  asistiendo  en  calidad  de  vicepárroco  en  la 
parroquia  de  Santa  Bárbara. 

En  I G 39  se  hallaba  nuevamente  en  Lima,  puesto  que 
fué  encargado  de  escribir  la  Relación  circunstanciada  del 
auto  de  fe  más  notable  que  hubo  en  aquella  ciudad,  en  el 
que  aparecieron  ochenta  individuos  sentenciados,  de  los 
que  doce  fueron  quemados,  por  sentencia  del  tribunal  de 
la  inquisición.  Parece  ser  que  permaneció  en  el  Perú 
hasta  i6l[2 ;  después  de  esta  fecha  regresó  á  España,  des- 
empeñando en  los  últimos  años  de  su  vida  las  funciones 
de  cura  en  una  aldea  cercana  á  Sevilla,  en  donde  se  le 
encuentra  en   i6/i4,  fecha  en  que  envía  un  memorial  al 
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rey,  recordándole  sus  servicios  prestados  en  el  Perú  y  so- 
licitando una  dignidad  en  el  cabildo  eclesiástico.  No  se 
conocen  mayores  detalles  de  la  vida  de  Montesinos,  y  se 
cree  que  murió  después  de  1602,  aunque  se  ignora  con 
precisióü  el  año  y  la  fecha. 

Es  realmente  curiosa  la  personalidad  del  licenciado  oso- 
nense.  Mezcla  rara  de  condiciones  características;  histo- 
riador diligentísimo  que  peregrinó  muchas  leguas  por 
averiguar  sucesos,  saber  de  antiguallas  y  descubrir  pape- 
les originales,  espíritu  aventurero  preocupado  con  el  des- 
cubrimiento de  minas,  con  el  estudio  de  los  metales  y  la 
manera  de  beneficiarlos :  con  el  deseo  y  aun  con  la  reali- 
dad de  enviar  expediciones  para  que  descubrieran  las  re- 
o^iones  misteriosas  del  fantástico  Paitití:  Montesinos,  es- 
cribiendo  después  la  relación  del  auto  de  fe  y  terminando 
su  vida  en  un  pobre  villorrio  cercano  á  Sevilla ;  es  el  pro- 
totipo de  una  época  y  el  representante  más  caracterizado 
de  esa  mezcla  incomprensible,  en  cualquier  otro  país  que 
no  fuera  España,  del  sentimiento  religioso,  del  espíritu 
aventurero  y  de  conquista,  con  los  deseos  de  riqueza  y 
libertad. 

La  primera  obra  que  de  él  se  conoce  es  su  Directorio  de 
henejiciador^es  de  metales  y  arte  de  ellos,  en  cuya  tercera  par- 
te trató  (da  descripción  de  todos  los  asientos  de  minas  del 
Perú  y  sucesos  particulares  de  acjuellos  tiempos»,  obra 
que  completó  con  un  estudio  sobre  Ja  «conservación  del 
azogue  que  se  pierde  sobreaguado  entre  lamas  y  relaves». 
Estos  estudios  le  dieron  reputación  de  experto  y  muy  en- 
tendido metalurgista,  y  como  él  mismo  lo  dice,   fué  en- 
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cargado  por  el  virrey  para  realizar  ensayos  de  metales  en 
Potosí,  en  los  que  obtuvo  un  gran  éxito. 

Pero  donde  realmente  la  personalidad  de  Montesinos 
adquiere  un  relieve  de  interés  especial  es  al  considerársele 
como  historiador,  autor  de  las  Memorias  antiguas  historia- 
les y  políticas  del  Perú,  que  pasamos  á  estudiar. 

La  primera  noticia  que  se  tuvo  de  esta  obra,  fué  la  tra- 
ducción francesa  publicada  en  i8l[0  por  monsieur  Ter- 
naux-Compans,  con  el  título  de  Mémoires  Jiistoriques  sur 
r  anden  Pérou.  Esta  traducción  no  era  otra  sino  la  tra- 
ducción del  libro  segundo  de  las  Memorias  antiguas  histo- 
riales y  políticas  del  Perú,  escritas  por  el  licenciado  don 
Fernando  Montesinos  y  encontradas  por  don  Juan  Bau- 
tista Muñoz  en  la  biblioteca  del  convento  de  San  José  de 
Mercedarios,  de  Sevilla. 

Se  debe  una  vez  más  á  don  Marcos  Jiménez  déla  Espa- 
da, cuya  dedicación  y  cuja  competencia  en  materias  de 
crónicas  del  descubrimiento  es  realmente  asombrosa,  el 
saber  y  conocer  en  todos  sus  detalles  la  historia  de  este 
manuscrito  y  de  las  modificaciones  que  sufriera.  La  dedi- 
catoria que  hace  el  distinguido  americanista  español  en  la 
Colección  de  libros  españoles  raros  y  curiosos,  tomo  XVI,  en 
el  que  se  halla  impreso  el  libro  II  de  las  Memorias  antiguas 
historiales  y  políticas  del  Perú,  nos  dice  que  la  obra  de  Mon- 
tesinos fué  encontrada  por  fray  José  de  San  Antonio, 
quien  la  envió  al  ministro  Gálvez  en  1786,  copiadas  y 
aderezadas  por  él  y  mejoradas  en  el  estilo  y  claridad:  y 
en  este  estado  pasaron  á  formar  parte  de  la  colección  de 
don  Juan  Bautista  Muñoz,  que  se  encontraba  registrando 
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las  bibliotecas  de  Sevilla  en  busca  de  documentos  para  su 
historia  del  Nuevo  Mundo,  que  debía  escribir  en  su  calidad 
de  cosmógrafo  y  en  cumplimiento  de  los  deberes  inheren- 
tes á  la  misión  que  se  le  encomendara  de  relatar  la  histo- 
ria de  América,  como  último  cronista  de  Indias. 

En  vista  de  las  alteraciones  y  modificaciones  funda- 
mentales que  hacían  realmente  sospechoso  el  texto  que 
déla  obra  de  Montesinos  se  tenía,  don  Marcos  Jiménez 
de  la  Espada,  después  de  minuciosas  y  detalladas  com- 
pulsas, encontró  en  la  biblioteca  universitaria  de  Sevilla 
un  tomo  cuyo  título  es  el  siguiente:  Ophir  de  España  — 
Memorias  historiales  y  políticas  del  Perú —  Vaticinios  de  su 
descubrimiento  y  conversión  por  los  reyes  católicos  y  singulares 
epítetos  que  por  ello  se  les  da  en  la  Sagrada  Escritura  —  Al 
rey  nuestro  señor  Felipe  IV  el  Grande  —  Monarca  de  ambos 
mundos  —  autor  el  licenciado  don  Fernando  de  Montesinos, 
presbítero,  natural  de  Osuna  —  Primera  parte.  Estudiando 
este  manuscrito,  dice  Jiménez  de  la  Espada  :  La  portada 
grabada  en  cobre,  ofrece  bastante  complicación  y  es  de 
pésimo  gusto.  Un  arco  abierto  por  arriba  y  dividido  ho- 
rizontalmente  en  dos  regiones :  la  superior  representa  á 
la  santísima  Trinidad  sobre  nubes,  teniendo  en  su  parte 
más  baja  el  globo  terráqueo,  que  muestra  el  hemisferio 
Hamericano,  hacia  el  cual  dirigen  respectivamente  el  Pa- 
dre, el  Espíritu  Santo  y  el  Hijo  estas  tres  leyendas:  Deus 
Hispanix  regibus  dedit ;  Amoris  divini  zelus  dilatat,  Xptus 
per  suum  vicarium  benedixit.  En  lo  más  bajo  del  comparti- 
mento, á  la  derecha,  los  Reyes  Católicos,  y  á  la  izquier- 
da el  papa  Alejandro  VI  con  la  célebre  Bula  en  la  mano 
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siniestra  y  bendiciendo  con  1»  diestra.  En  el  comparti- 
mento inferior  un  marco  ovalado  con  el  título  ya  dicho, 
sostenido  á  la  derecha  por  la  Justicia  y  á  la  izquierda  por 
la  fortaleza,  descansando  la  primera  en  un  escalón  á  modo 
de  basa  con  esta  letra  :  Conservat;  y  la  segunda  de  igual 
modo  con  esta  letra,  Sustinet.  Debajo  del  marco  ovalado 
otro  globo  con  el  hemisferio  americano  dentro  de  una 
corona  ducal,  timbre  del  escudo  del  consejo  de  Indias, 
con  esta  leyenda  alrededor  del  globo  :  Sapremiis  Indiariim 
Senatas;  y  á  un  lado  y  á  otro  del  escudo,  sobre  el  escalón 
que  sostiene  á  la  Justicia  y  á  la  Fortaleza :  Portal:  Non 
cadet.  Sobre  el  marco  del  título  una  cinta  con  este  lema  : 
Jas  dívinum  est  a  posterior e  —  Altiorem  titalum  ne  queras. 
Por  último,  en  el  ángulo  derecho  de  la  portada,  debajo 
del  escalón  de  la  Justicia,  la  cifra  del  grabador  y  el  año 

1644. 

La  dedicatoria  —  que  yo  no  puedo  leer  con  la  seriedad 
que  quisiera  —  dice  á  la  letra : 

((Señor  —  Es  la  Hamerica  el  tesoro  de  Dios  que  reser- 
vó su  poder  para  desempeño  de  sus  obras.  Depositóla  en 
el  rey  de  Tiro  por  poco  tiempo  y  fué  el  Ofir  que  lo  hizo 
famoso  en  todo  el  mundo.  Pasó  su  señorío  á  los  reyes  de 
Hierusalem  con  sus  riquezas,  pudo  David  sustentar  gue- 
rras y  Salomón  hacer  el  celebrado  templo  de  su  nombre. 
Cortóse  el  hilo  á  este  favor  en  losafad  por  tratar  compa- 
ñía en  tan  divino  empleo  con  un  rey  idolatra.  Al  cabo  de 
dos  mil  quinientos  y  cuarenta  y  dos  años  de  silencio,  ó 
de  litigio,  determinó  Dios  se  continuase  esta  gracia  para 
el  mayor  lucimiento  de  su  iglesia,  en  los  Reyes  Católicos, 
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quinto-abuelos  de  V.  M. ;  derecho  de  la  divina  justicia 
volver  post  limitum  temporis,   después  de   largos    siglos 
á  Y.    M.    por  rey  de   Hierusalem  celoso;  lo  que  quitó 
por  tibio  á  losafad;   Reservó,  pues,  en  sí  Dios  el  dar  la 
sentencia  como  esta  rica  tierra  en  su  tesoro,  por  ser  el 
descubrimiento  y  conversión  su  más  grande  obra,  des^ 
pues  de  la  Creación  y  Redempción  del  mundo,  y  V.  M., 
mayor  monarca  del,  la  parte  interesada.  Secretario  desta 
causa  es  el  Espíritu  Santo;  los  que  han  dado  testimo- 
nio della,   los  Profetas.    Declaran  sus  vaticinios  el  su- 
ceso, y  el  Libro  tercero  desta  parte  contiene  los  singula- 
res epítetos  que  á  V.  M.  dan  por  esta  admirable  conversión. 
Mi  deseo  los  engastó  en  esta  Historia;   su  novedad  ase- 
gura mi  desvelo,  y  el  ajustamiento  á  las  divinas  letras, 
como  desempeña  mi  afecto;  desvanecerá  los  efectos  de  la 
envidia,  dejando  admirados  émulos  los  que  antes  eran 
ponzoñosos  contrarios  al  misterioso  derecho  de  la  po- 
sesión que  Y.  M.  tiene  de  los  imperios.   Guarde  Dios 
su  católica  persona  para  tomarla  de  todos  los  del  mundo.  » 
Es  este  original  el  que  publicó  Jiménez  de  la  Espada 
en  la  parte  que  comprende  el  segundo  libro,  puesto  que 
como  él  dice:  «siempre  resultará  que  aventaja  al  del  Pa- 
dre José,  en  la  pureza  de  los  nombres  de  personas  y  lu- 
gares, mal  leídos  por  el  buen  reverendo,  no  muy  ducho 
en  materia  de  antiguallas  peruanas;  mérito  muy  precioso 
si  consideramos  las  deducciones  á  que  suelen  entregarse 
y  los  sistemas  que  se  atreven  á  levantar  sobre  aquella 
clase  de  nombres,  algunos  filólogos  y  etimologistas  ex- 
tranjeros, sin  cerciorarse  antes  de  la  autenticidad  del  vo- 
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cabio,  aveces  sabiendo  menos  de  castellano  que  de  lenguas 
americanas  y  con  frecuencia  conociendo  apenas  la  anti- 
gua ortografía  española». 

La  primera  parte  de  la  obra  de  Montesinos,  ó  sea  el 
Libro  primero  de  las  memorias  antiguas  ¿historiales  y  políticas 
del  Peni,  fué  publicada  por  don  Vicente  Fidel  López  en 
los  tomos  XX  y  XXI  de  la  Revista  de  Buenos  Aires.  Es  la 
única  edición  moderna  que  conozco,  y  es  lástima  que  ella 
no  haya  sido  presentada  todavía  en  libro  aparte,  para 
poder  compulsarla  en  la  misma  forma  que  la  segunda 
parte,  dada  á  luz  en  Madrid  en  1882  en  la  colección  arri- 
ba mencionada. 

Montesinos  tiene  como  historiador,  á  mi  modo  de  ver 
una  serie  de  errores  realmente  inexplicables,  que  lo  indi- 
can ó  bien  respondiendo  de  una  manera  directa  á  su  deseo- 
de  demostrar  cómo  el  Perú  y  la  región  fantástica  de  Ophir 
son  una  misma  cosa,  ó  bien  preocupado  con  llamar  la 
atención  por  medio  de  una  teoría  que  hasta  entonces  á 
nadie  se  le  había  ocurrido,  y  que  dado  los  gustos  y  I0& 
sentimientos  de  aquella  época,  necesariamente  habían  de 
provocar  el  curioso  comentario. 

Y  esta  mi  opinión  se  confirma  con  sólo  pensar  que 
tuvo  el  licenciado  osonense  á  su  disposición  y  para  escri- 
bir su  obra,  los  trabajos  realizados  por  Garcilaso,  por 
Cieza  de  León,  por  Zarate,  por  el  Palentino,  por  Fran- 
cisco de  Xerez,  por  Gomara  y  por  el  cronista  Antonia 
Herrera,  fuentes  todas  de  primera  importancia  y  á  las 
cuales  él  mismo  juzga  casi  siempre  con  una  severidad  de 
criterio  verdaderamente  inexplicable,  como  ya  lo  hemos. 
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visto,  pues  al  considerar  estos  distintos  autores  he  tenido 
buen  cuidado  en  copiar  el  juicio  que  á  Montesinos  le  me- 
recieron (i). 

Todo  el  libro  primero  está  destinado  á  estudiar  y  expli- 
car el  origen  de  los  nombres  de  las  Indias  y  sobre  todo  de 
América.  En  cuanto  á  este  último  es  curiosísima  y  real- 
mente fantástica  é  inexplicable  la  teoría  que  Montesinos 
defiende.  Para  él  el  nombre  Hamerica  (Montesinos  siem- 
pre escribió  así  este  nombre)  es  el  anagrama  de  «  Hec  Ma- 
ría» y  dice  que  este  misterioso  símbolo  de  la  madre  de 
Cristo,  demuestra  el  particular  afecto  y  devoción  que  la 
virgen  María  tenía  al  nuevo  mundo.  Y  añade  haciendo  su- 
ya la  opinión  del  autor  de  la  historia  de  nuestra  señora  de 
Copacabana  que  «  pues  á  que  podremos  atribuir  los  bie- 
nes y  dichosa  entrada  del  evangelio  en  este  reino  del  Perú 
sino  á  la  santísima  virgen  María,  quien  quiso  tomar  á  su 
cargo  este  occidente,  y  así  como  dijo  el  príncipe  de  los 
poetas:  divisam  imperium  cum  Jove,  Csesar  habet ;  Cris- 
to y  su  madre  tienen  partido  el  mundo,  y  entre  los 
dos  —  como  en  dos  polos  ártico  y  antartico  se  sostie- 
nen, —  Cristo  en  el  oriente  y  María  en  el  occidente  ». 

Ejemplo  es  éste  que  nos  demuestra  ó  bien  la  ingenuidad 
de  Montesinos  ó  bien  su  absoluta  falta  de  discernimiento  y 
de  crítica  histórica.  Y  no  vaya  á  creerse  que  esta  es  úni- 
camente una  opinión.  A  renglón  seguido  da  la  curiosa  ex- 
plicación del  nombre  de  América  :  da  siete  pruebas  acce- 


(i)    Véase    mi    obni    La    monarquía    peruana.    Buenos  Aires,     iQíS.     i    voL    de    45o 
pjginas. 
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sorias  que  satisfarán,  dice,  la  curiosidad  del  más  ilustrado 
vulgo  y  que  yo  no  puedo  menos  de  dejar  de  reproducir 
aquí.  Son  las  siguientes  :  «  Primera  que  la  capitana  en 
que  iba  Colón  cuando  descubrióla  primera  tierra  de  in- 
dios se  llamó  Santa  María.  Segundo  que  habiéndose  visto 
la  tierra  el  viernes  por  la  mañana  ( 1 2  de  octubre  de  1492) 
se  tomó  posesión  de  ella  el  día  siguiente  que  era  sábado 
dedicado  á  la  Virgen.  Tercera,  la  primera  iglesia  que  se 
fundó  en  tierra  firme  se  llamó  de  nuestra  señora  y  estaba 
dedicada  á  la  Virgen.  Cuarta,  el  capitán  Alonso  de  Ojeda, 
uno  de  los  principales  descubridores,  trajo  siempre  consi- 
go una  imagen  de  María  santísima  que  lo  favoreció  en  to- 
das las  aflicciones  que  tuvo  por  mar  y  por  tierra.  Quinta, 
la  iglesia  mayor  de  Lima,  la  más  grande  de  América,  se 
comenzó  á  fabricar  con  título  de  la  Asunción  de  María. 
Sexta,  el  mar  del  sur  se  llamó  de  la  Concepción  de  María 
y  casi  todas  las  iglesias  de  estos  reinos  han  tenido  la  ad- 
vocación de  la  reina  de  los  ángeles  con  diversos  nombres  : 
y  última,  que  en  oposición  de  las  otras  tres  partes  del 
mundo  :  Asia,  África  y  Europa  se  llamaron  así  de  tres  mu- 
jeres profanas,  mientras  esta  cuarta  parte  tomó  el  nom- 
bre de  una  virgen  casada,  dechado  de  honestidad  y  de  to- 
do lo  bueno. 

Mal  dicen  estos  párrafos  de  la  seriedad  y  circunspección 
de  Montesinos  como  cronista  é  historiador  del  Perú  :  pero 
la  opinión  que  del  licenciado  osonense  tengo  formada, 
se  confirma  al  leer  el  capítulo  VI  del  libro  primero  de  su 
obra  en  el  que  trata  de  los  primeros  pobladores  del  Perú 
y  de  sus  progresos.    i(  Bien  consideradas,  dice,  las  cosas 
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del  Perú,  consultadas  con  indios  antiguos  y  personas 
prácticas  en  provincias  y  lenguas  y  habiéndome  asimismo 
valido  de  papeles  de  todo  crédito  é  inspeccionándolo  todo 
con  atención  curiosa,  hablando  con  la  modestia  que  debo 
en  materia  que  la  Santa  Escritura  ocultó  y  que  hasta 
nuestro  siglo  estuvo  desconocida,  digo  :  Que  el  Perú  y  los 
demás  de  las  Haméricaslo  poblaron  Ophir,  nieto  de  Noé  y 
sus  descendientes.  Estos  vinieron  desde  el  oriente  hacien- 
do sus  poblaciones  hasta  el  Perú  última  tierra  del  mundo, 
respecto. del  viaje  que  traían  y  aquí  viendo  sus  riquezas  de 
oro,  plata,  piedras  preciosas,  perlas,  maderas,  animales 
y  aves  hermosas  que  había,  atendiendo  la  memoria  de  su 
padre  Ophir,  le  dieron  su  nombre  y  fundaron  sus  mayo- 
res ciudades.  Los  sucesos  de  los  tiempos  llevaron  después 
allá  otras  varias  gentes  :  Tiros,  Fenicios,  y  otras  diversas 
naciones  que  ellos  llevaban  en  sus  armadas,  poblaron  ca- 
si del  todo  aquellas  extendidas  provincias.  »  Prueba  des- 
pués Montesinos,  en  el  capítulo  siguiente,  por  medio  de 
una  gerigonza  incomprensible,  cómo  el  nombre  Perú  y  el 
de  Ophir  son  una  misma  cosa,  y  declare  que  tanto  vale 
Ophir  que  Pirú,  Piro  ó  Perú.  Hace  luego  una  curiosísima 
disertación  para  demostrar  que  David  y  Salomón  gozaron 
las  riquezas  del  Perú  y  que  este  último  las  santificó  en  su 
templo.  Lo  peor  del  caso  es  que  Montesinos  trae  en  apoyo 
de  sus  estrafalarias  doctrinas  las  citas  de  autores  como 
Fernández  de  Oviedo,  Herrera  y  Gomara.  Los  capítulos 
siguientes  de  esta  primera  parte  están  todos  consagrados 
á  demostrar  la  equivalencia  de  nombres  que  se  hallan  en 
la  historia  sagrada  y  en  las  escrituras  santas,  así  como  en 
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los  escritores  de  la  época,  Josefo,  San  Jerónimo,  los  pro- 
fetas y  evangelistas,  con  los  nómbresele  las  ciudades  prin- 
cipales, ríos  y  montañas  del  Perú.  Verdaderamente  es  in- 
comprensible el  por  qué  Montesinos  quiere  hacer  esta  obra 
curiosísima,  verdaderamente  singular,  que  la  constituye 
en  una  especie  de  antiguo  testamento  peruano.  No  existe, 
á  mi  modo  de  ver,  sino  una  sola  razón  que  explique  en  lo 
posible  tan  peregrino  objeto  :  deseaba  llamar  la  atención 
y  ello  era  muy  difícil  cuando  existía  la  serie  casi  completa 
de  cronistas  é  historiadores  militares,  religiosos  y  juris- 
consultos que  se  habían  ocupado  délas  cosas  del  Perú,  en 
una  forma  comprensible  para  todo  el  mundo  y  que  lleva- 
ba consigo  el  sello  de  la  verdad,  puesto  que  la  mayoría  de 
los  autores  ó  habían  estado  como  testigos  de  vista  y  de 
hecho  en  los  episodios  de  la  conquista,  actuando  muchos 
de  ellos  como  partes  interesadas  en  ella  y  otros  habían  te- 
nido á  su  disposición  todos  los  medios  posibles  é  imagi- 
nables para  dar  á  sus  relatos  é  informaciones  la  autentici- 
dad necesaria  para  consagrarlos  como  testimonios  irrefu- 
tables. 

El  noticioso  analista  de  Osuna  no  tuvo  nada  de  esto  ;  y 
si  bien  su  cargo  de  visitador  le  dio  oportunidad  para  visi- 
tar y  conocer  las  regiones  geográficas  más  importantes 
del  virreinato,  en  cambio  no  tenía  suficiente  personalidad 
para  que  sus  testimonios  fueran  aceptados  y  recibidos  co- 
mo digno  de  fe  y  de  sinceridad.  La  falta  de  estos  dos  ele- 
mentos fundamentales  en  todo  cronista  é  historiador,  la 
suple  con  su  desbordante  imaginación  ;  y  conociendo  co- 
mo conocía  las  características  de  su  época,  trama  esa  fá- 
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bula  que  es  necesario  reconocer  como  prueba  de  ingenio 
verdaderamente  asombroso,  puesto  que  ella  respondía 
ampliamente  á  la  idea  que  de  las  riquezas,  de  la  magnifi- 
cencia, del  poderío  de  los  incas  y  de  todo  lo  que  al  Perú 
se  refería,  se  tenía  en  toda  Europa  y  muy  especialmente 
en  España.  Es  necesario  tener  muy  presente  esta  conside- 
ración, para  comprender  que  Montesinos  al  crear  esa 
equivalencia  entre  el  Ophir,  región  fabulosa  en  la  cual 
creían  con  toda  sinceridad  aun  los  hombres  más  ilustra- 
dos y  los  ingenios  más  preclaros  de  su  época,  y  el  Perú, 
visión  fantástica  de  un  territorio  en  el  que  se  creía  que  el 
oro  formaba  los  ríos  y  las  dilatadas  llanuras  ;  no  hace  otra 
cosa  sino  responder  de  una  manera  fiel  y  precisa  á  las  ideas 
que  caracterizaban  el  medio  ambiente  en  que  su  espíritu 
investigador  y  su  pensamiento  espiritual  se  desarrollaban. 
Pero  no  es  ésta,  explicación  que  justifique  los  engendros 
fantásticos  de  nuestro  licenciado.  Estaba  éste  convencido 
de  que  todo  cuanto  aseguraba  era  falso  :  él  mismo  había 
visto  en  todas  y  en  cada  una  de  las  manifestaciones  de  la 
raza  conquistada  la  imposibilidad  de  reconstruir  un  pasa- 
do tan  remoto  que  confinaba  con  las  épocas  más  antiguas 
de  la  humanidad  ;  empresa  en  la  que  habían  fracasado  to- 
dos los  cronistas  é  historiadores  interesados  en  ella,  algu- 
nos como  Garcilaso  déla  Vega,  que  tuvieron  á  su  alcance 
el  testimonio  más  real  y  fehaciente,  como  era  el  de  los  in- 
dividuos de  su  familia,  interesados  masque  nadie  en  dejar 
de  una  manera  clara  y  terminante  establecido  el  origen  y 
descendencia  de  los  incas  ;  otros,  como  Sarmiento  de 
Gamboa,  que  ocupaba  una  posición  oficial  que  hacía  real- 


5oo  A-NALi:6  DE  LA  FACULTAD  DE  DERECHO 

mente  fácil  que  hasta  él  llegaran  las  tradiciones  y  los  an- 
tiguos recuerdos  que  sobre  el  particular  conservarían  los 
indios,  porque  en  su  calidad  de  amigo  y  consejero  del 
virrey  Toledo,  era  posible  y  perfectamente  justificado  que 
los  indios  y  los  naturales  del  país  tuvieran  interés  en  fa- 
cilitarle todo  cuanto  respecto  al  particular  supieran  para 
congraciarse  con  él  y  conquistar  su  buena  voluntad  y  fa- 
vores. 

Sabido  es  que  los  cronistas  é  historiadores  del  Perú 
fracasaron  completamente  al  querer  establecer  el  origen 
de  los  Incas,  y  todos  ellos  nos  han  legado  como  tradición 
principal  para  explicar  su  origen,  la  leyenda  de  que  Manco 
Capac  con  sus  hermanos  y  hermanas,  mandados  por  el 
sol,  del  lago  Titicaca  según  unos,  de  una  cueva  cerca  de 
Paruro  según  otros,  llegaron  al  valle  del  Cuzco  para  ini- 
ciar de  allí,  entre  salvajes,  ese  grandioso  desarrollo  déla 
civilización  que  admiraron  los  españoles  de  Francisco  Pi- 
zarro  en  cada  paso  que  en  el  Perú  dieron  desde  Tumbes. 
^  Por  qué  había  de  ser  Montesinos,  que  no  tenía  ni  las  re- 
laciones de  familia  de  Garcilaso  ni  la  importancia  oíicial  y 
política  de  Sarmiento  de  Gamboa,  el  autor  que  realmente 
nos  diera  la  versión  exacta,  real  y  positiva  del  origen  de 
los  Incas  ?  La  contestación  á  esta  pregunta  es  más  que  di- 
fícil, imposible.  Así  también  lo  comprendió  nuestro  autor 
cuando  en  el  capítulo  I  del  libro  II  de  sus  memorias  An- 
liguas  historiales  y  políticas  del  Perú,  trata  de  explicar  cómo 
los  hijos  de  Ophir  fueron  substituidos  por  Pirua  Pacari 
Manco,  quien  haciéndose  pasar  por  hijo  del  Sol  había  de 
ser  como  Dios  de  la  tierra . 
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Este  libro  segundo  de  la  obra  de  Montesinos  es  real- 
mente interesante  y  novedoso.  Después  de  haber  hecho 
en  el  capítulo  primero  los  más  grandes  esfuerzos  de  ima- 
ginación para  explicar  el  entroncamiento  de  los  Incas  con 
los  hijos  y  nietos  de  Ophir,  estudia  la  personaHdad  de  to- 
dos y  de  cada  uno  de  los  Incas  á  partir  de  Manco  Capac,  á 
quien  hace  hijo  de  Pirua  Pacari  Manco.  Da  noticia  de  los 
hechos  principales  ocurridos  en  el  reinado  de  cada  uno 
de  los  Incas  ;  de  los  sucesos  más  importantes  realizados 
en  el  Cuzco,  de  los  usos  y  costumbres  y  de  las  conquistas 
realizadas,  y  dedica  dos  capítulos  á  explicar  el  orige*!  de 
los  reyes  Incas  y  el  modo  cómo  se  introdujeron  en  el  go- 
bierno. 

En  esta  parte  de  su  obra,  Montesinos  se  revela  como 
observador  agudo  y  perspicaz.  Su  estilo  elegante  nos 
muestra  el  deseo  que  tenía  de  que  su  obra  fuera  conside- 
rada á  la  par  que  la  de  otros  cronistas  é  historiadores  de 
fama  y  nombradía.  Y  por  la  lectura  de  sus  28  capítulos  se 
ve  que  puso  especial  cuidado  en  el  relato  de  los  hechos, 
observándolos  todos  y  cada  uno  de  ellos  en  sus  detalles  y 
particularidades  más  importantes,  pero  sin  hacerlos  servir 
ni  para  justificar  el  hecho  de  la  conquista  ni  para  probar 
el  derecho  que  tenían  los  monarcas  españoles  para  suce- 
der en  el  trono  á  los  descendientes  de  Manco  Capac. 

Parece  ser  que  estas  materias  las  trata  en  las  segundas 
partes  de  las  memorias,  que  son  los  anales,  desde  que  se 
descubrió  el  Perú,  puesto  que  como  el  mismo  lo  dice  «he 
de  ir  hablando  por  sus  años  de  los  hechos  de  los  españo- 
les, y  contaré  entre  ellos  los  de  los  Incas  que  entonces  vi- 


5o2  ANALES  DE  LA  FACULTAD  DE  DERECHO 

vían  :  dejo  para  aquel  lugar  los  demás  hechos  de  Guaina- 
capac,  adonde  se  podrán  ver  y  en  el  libro  siguiente  los 
títulos  misteriosos  por  donde  los  reyes  católicos  tienen  las 
Indias,  sacados  de  la  sagrada  escritura». 

Desgraciadamente  estos  anales  ó  memorias  nuevas  del 
Perú,  cuyo  manuscrito  ológrafo  se  conserva  en  la  biblio- 
teca nacional  de  Madrid,  no  han  sido  aún  publicados,  pe- 
ro según  la  opinión  de  Jiménez  de  la  Espada,  constituyen 
la  parte  más  importante  de  la  obra  de  Montesinos,  porque 
allí  constan  puramente  los  datos  fidedignos  que  iba  co- 
piando ó  extractando  el  autor,  ordenados  por  años,  sin 
meterse  en  las  apreciaciones,  comentarios  ó  reflexiones  de 
propia  cosecha,  en  que  no  siempre  discernía  con  la  cor- 
dura y  acierto  de  un  historiador  imparcial  y  despreocu- 
pado y  que  caracterizan  su  obra,  especialmente  el  libro 
primero  de  las  Memorias  antígaas  historiales  y  políticas  del 
Perú. 

Los  cronistas  religiosos .  — La  influencia  que  la  Iglesia  tuvo 
en  el  descubrimiento  y  en  la  conquista  del  Perú  es  de  todos 
conocida.  Sinentrarádiscutirlaimportanciadesu  función, 
sólo  diremos  aquí  que  los  historiadores  y  cronistas  de  ca- 
rácter sacerdotal  y  religioso,  son  los  que  con  mayor  dili- 
gencia han  inquirido  noticias  relacionadas  con  las  ceremo- 
nias, los  ritos  y  la  rehgión  de  los  naturales.  Las  órdenes 
religiosas  de  ambos  sexos  adquieren  desde  el  primer  mo- 
mento enorme  y  preponderante  influencia.  Para  el  fiero 
conquistador  el  sacerdote  tenía  todos  los  prestigios  de  un 
ser  superior  y  temible.  La  colonia  adopta  como  ideal  de 
vida,  la  vida  conventual:  se  modela  y  se  impregna  en  ella. 
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Los  frailes  tienen,  desde  el  instante  de  su  aparición  al  la- 
do de  Pizarro,  en  el  Perú,  plena  conciencia  del  poderío 
que  alcanzan  y  por  eso  comprenden  perfectamente,  desde 
el  primer  momento,  que  constituyen  el  centro  de  la  exis- 
tencia social.  El  alma  de  la  vida  colonial  es  un  alma  con- 
ventual. Es  por  eso  que  los  conquistadores  tuvieron  siem- 
pre la  visión  del  triunfo  de  la  causa  déla  Iglesia.  Y  vieron 
en  ella,  no  solamente  á  la  madre  misericordiosa  que  per- 
donaba y  hasta  justificaba  las  más  inexplicables  de  sus 
aventuras,  sino  también  la  palanca  poderosa  que  había  de 
ayudarlos  en  el  ánimo  de  los  pueblos,  y  más  aún  en  el  áni- 
mo del  monarca,  para  conseguir  y  obtener  los  honores  y 
las  riquezas  que  deseaban  y  apetecían. 

Especializáronse  los  cronistas  é  historiadores  religiosos 
de  la  conquista,  en  estudiar  los  ritos,  las  ceremonias  y  la 
religión  de  los  primeros  pobladores.  No  puede  negarse  que 
acumularon  tesoros  riquísimos  de  materiales  para  la  his- 
toria del  Tahuantinsuyoydela  América  entera.  Pero  mu- 
cho se  ha  discutido  si  la  acción  destructora  que  ejercieron 
los  religiosos  y  misioneros  católicos,  destruyéndolos  ído- 
los y  adoratorios  indianos,  los  vasos,  vestidos,  útiles  é  in- 
signias del  culto  gentílico,  fué  nefasta  para  el  conocimien- 
to de  infinidad  de  monumentos  interesantísimos  é  indis- 
pensables para  conocer  la  historia  de  aquellos  pueblos. 
Jiménez  de  la  Espada,  al  ocuparse  de  esta  cuestión,  dice: 
«parece  que  les  asiste  enteramente  la  razón  cuando  se  lee, 
verbi  gracia,  en  la  memoria  dirigida  al  rey  por  el  príncipe 
don  Francisco  de  Borja,  en  8  de  abril  de  1619,  que  sola- 
mente en  los  años  que  median  del   i6i5,  en  que  empezó 
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á  gobernar  el  Perú,  hasla  el  de  la  fecha  referida,  seles  ha- 
bían quitado  á  los  indios:  Diez  mil  cuatrocientos  veinte  y 
dos  ídolos,  entre  ellos  mil  trescientos  sesenta  y  cinco  mo- 
mias de  sus  antepasados,  y  algunas  de  cabezas  de  sus  li- 
najes primitivos  y  fundadores  de  sus  pueblos.  Pero  la  in- 
dignación que  esa  ruina  pudiera  excitar,  se  atenúa  bastan- 
te considerando  que  la  mayor  parte  de  aquellos  adorados 
objetos,  eran  simples  piedras  del  campo  ó  del  camino, 
que  los  infieles  tenían  por  divinas  y  milagrosas  á  fuerza 
de  empeñarse  en  que  lo  eran.  Los  objetos  de  verdadero 
valor  y  curiosidad,  en  cualquier  sentido  que  fuera,  estaba 
mandado  expresamente  por  el  virrey  y  el  arzobispo  que  se 
remitiesen  á  Lima,  y  que  antes  de  quemar  ó  destruir  los 
otros,  se  hiciese  de  todo  descripción  é  inventario  miinu- 
cioso.  Si  el  objeto  desaparecía,  quedaba  su  historia  como 
quedaban  también  las  declaraciones  de  los  curacas  y  sacer- 
dotes en  documentos  que  para  el  caso  se  escribían  :  y  en 
cambio  de  la  obscuridad  de  que  puede  haber  sido  causa  la 
pérdida  de  algunos  elementos  materiales  en  el  estudio  de 
los  antiguos  cultos  peruanos,  ¡que  luz  no  arrojan  en  las 
primitivas  edades  de  aquellas  gentes,  la  averiguación  de 
los  nombres  de  los  fundadores  de  sus  linajes  y  las  deriva- 
ciones y  diferencias  de  sus  familias  ;  y  que  sello  de  remota 
vetutez  no  pone  á  sus  creencias,  ritos  y  costumbres  (casi 
todas  eran  supersticiosas  páralos  visitadores),  la  repetida 
comprobación,  de  que,  á  principios  del  siglo  xvii  subsis- 
tían aún  diversas,  originales,  apoderadas  en  su  alma,  me- 
tidas en  su  conciencia,  invariables  é  incólumes,  después 
de  haber  sufrido  largos  años  la  imposición  del  poético  cul- 
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to  del  sol  por  los  Incas  y  del  suave  yugo  de  la  cruz  por 
nosotros! » 

Razón  tiene  el  distinguido  americanista  español  para 
hablar  así.  La  obra  de  la  conquista  religiosa  fué  una  obra 
de  penetración  pacífica,  pero  para  realizarla  era  necesario 
preparar  el  terreno  con  anticipación,  desarraigar  en  el  es- 
píritu del  indio  todo  sentimiento,  todo  contacto  con  el 
culto  religioso  á  que  se  encontraba  ligado,  para  luego  yus- 
taponer  suavemente,  sin  transiciones  violentas,  sin  impo- 
siciones categóricas,  la  doctrina  de  Jesús,  más  dulce,  más 
poética,  mucho  más  en  armonía  con  los  sentimientos  de 
la  raza  conquistada  que  con  la  forma  y  con  los  actos  délos 
conquistadores. 

Valverde.  —  El  primero  de  los  cronistas  religiosos  de 
que  se  tiene  noticias  fué  el  religioso  dominico  fray  Vicen- 
te de  Valverde,  primer  obispo  del  Perú.  Companero  de 
Pizarro  en  la  conquista,  su  pariente  por  línea  paterna, 
acompañó  al  conquistadora  Cajamarca,  en  cuya  ciudad 
erigió  la  segunda  iglesia  que  tuvo  el  Perú.  Actor  princi- 
pal en  todos  los  hechos  más  importantes  de  la  conquista, 
su  actuación  en  ella  ha  sido  duramente  criticada  por  los 
historiadores.  Se  le  acusa  de  haber  sido  causa  de  la  muer- 
te de  Atahualpa,  de  ser  un  fanático  y  de  tratar  á  los  indí- 
genas despiadadamente  ;  pero  son  éstas  imputaciones  que 
no  tienen  un  fundamento  real  y  positivo.  Después  de 
acompañar  á  Pizarro  en  sus  expediciones  por  el  interior, 
en  la  cual  hizo  destruir  todos  los  ídolos  que  los  indios  te- 
nían en  el  valle  de  Jauja,  en  un  templo  que  se  conocía  con 
el  nombre  de  Huarivilca,    se  embarcó   para  España  en 
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i53/i.  Propuesto  por  la  reina  gobernadora  al  Papa  para 
obispo  de  todo  el  Perú,  señalando  por  silla  la  metrópoli 
del  Cuzco,  regresó  á  Lima  en  abril  de  i538,  consagrado 
como  príncipe  de  la  Iglesia. 

Por  su  mucha  amistad  con  Pizarro,  fray  \ Ícente  de 
Valverde  tuvo  gran  influencia  en  el  ánimo  del  marqués,  y 
muerto  este  en  Lima  por  asesinos  del  bando  de  x\lmagro, 
tuvo  miedo  el  obispo  de  correr  igual  suerte,  por  lo  que 
huyó  de  la  población,  embarcándose  ocultamente  en  un 
pequeño  buque,  dirigiéndose  á  Tumbes  y  de  allí  á  la  isla 
de  Puna,  donde  el  3i  de  octubre  de  i5/ii,  en  momentos 
en  que  iba  á  celebrar  misa  en  una  capilla  que  él  mismo 
había  dispuesto  de  cañas  y  ramas  de  árboles,  al  acercase 
al  altar  lo  mataron  los  indios  á  golpes  y  en  seguida  sacaron 
arrastrando  el  cadáver,  atado  por  los  pies  con  una  soga, 
lo  descuartizaron  y  comieron. 

La  obra  histórica  que  de  Valverde  se  conserva  es  una 
corta  relación  de  los  asuntos  del  Perú  y  varias  cartas  diri- 
gidas á  Carlos  V,  que  contienen  detalles  interesantes  re- 
lativos á  las  costumbres  de  los  indios  y  que  desgraciada- 
mente no  han  sido  publicadas  en  su  totalidad. 

El  P.  Acosta.  — De  todos  los  historiadores  y  cronistas 
religiosos,  el  padre  José  de  Acosta  es  el  que  tiene  el  pues- 
to de  honor.  No  solamente  porque  en  la  historia  de  la  cien- 
cia española  descuella  como  figura  cuya  magnitud  no  fué 
superada  por  los  más  eminentes  de  sus  contemporáneos 
extranjeros,  sino  porque  su  obra  Historia  natural  y  moral 
de  las  Indias  es  la  más  completa  y  la  más  perfecta  de  todas 
cuantas  se  han  escrito  sobre  un  sujeto  semejante.  La  re- 
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putación  de  este  libro  no  sólo  no  se  marchitó  al  través  de 
los  siglos,  sino  que  en  la  época  moderna  adquirió  nuevo 
verdor  y  lozanía  por  la  generosa  y  honrada  erudición  de 
Alejandro  Humboldt,  quien  en  su  Co5mo.9  coloca  al  autor 
de  aquel  monumento  de  literatura  científica,  en  el  vene- 
rable sitial  de  maestro  de  la  edad  moderna  en  lo  relativo 
á  la  historia  física  del  globo. 

Medina  del  Campo  fué  su  cuna,  y  parece  que  nació  en 
ella  el  año  de  i  oSg.  Entró  en  la  compañía  de  Jesús  el  año 
de  1 55/1.  Sobresalió  desde  muy  joven  el  padre  Acosta  por 
su  copiosa  erudición  y  doctrina,  y  en  1671  fué  enviado 
al  Perú,  donde  fué  nombrado  visitador  de  los  principales 
colegios.  En  el  desempeño  de  este  cargo  visitó  las  princi- 
pales ciudades  del  virreinato,  recogiendo  en  todas  ellas 
una  serie  de  observaciones  y  datos  que  más  tarde  empleara 
para  escribir  su  notable  y  conocida  obra. 

Nombrado  provincial  de  su  orden  en  el  Perú,  cargo  en 
el  que  tuvo  una  relevante  actuación  ayudando  al  arzobis- 
po Mogrobejo  á  organizar  el  concilio  limense,  el  más  im- 
portante de  los  que  se  han  realizado  en  el  nuevo  mundo : 
regresó  á  España,  pasando  antes  por  México  y  llegando  á 
Madrid  en  1077.  Fué  visitador  de  Aragón  y  Andalucía  y 
murió  de  rector  en  Salamanca  el  1 5  de  febrero  de  1600, 
después  de  haber  ocupado  por  su  talento,  por  su  ilustra- 
ción y  virtud  los  puestos  más  importantes  de  la  compañía. 

La  obra  hteraria  del  padre  Acosta  es  extensa  y  en  ex- 
tremo curiosa  é  interesante.  De  los  libros  que  escribió  en 
latín,  el  más  conocido  es  su  estudio  De  procuranda  in- 
dorum  sálate,  consagrado  por  completo  á  estudiar  la  per- 
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sonalidad  moral  de  los  indios.  Encaminada  al  fin  catequis- 
ta, la  obra  encierra  copiosísimas  noticias  referentes  acos- 
tumbres, ritos,  modos  de  sentir  y  de  pensar  de  los  indios, 
revelando  el  autor  en  sus  observaciones  la  profunda  saga- 
cidad de  un  psicólogo  práctico  que  apoyándose  en  el  esta- 
do actual  de  las  almas  que  intenta  conquistar,  las  va 
convirtiendo  paulatinamente  á  sus  propósitos,  los  cuales 
no  eran  otros  que  el  acrecentamiento  de  la  fe  y  del  espíri- 
tu cristiano. 

Sabido  es  que  desde  los  primeros  tiempos  de  la  con- 
quista surgió  el  disentimiento  en  la  acción  colonizadora 
de  los  españoles,  oponiéndose  el  sentido  místico  de  los 
que  sólo  aspiraban  á  propalar  la  fe  por  el  ejercicio  de  la 
caridad  y  de  las  prácticas  religiosas,  á  la  ambición  del  po- 
derío y  riquezas  que  sin  el  hierro  y  el  castigo  no  podían 
satisfacerse  ni  aumentarse.  Los  acentos  de  protesta,  vi- 
brantes e  impetuosos,  sonaron  siempre  ante  la  severidad 
del  guerrero  y  la  codicia  del  mercader,  emitidos  casi  siem- 
pre por  los  religiosos,  que  tenían  á  su  cargo  la  parte  espi- 
ritual de  la  conquista.  Uno  de  ellos,  fué  el  padre  Acosta, 
que  en  la  obra  de  que  nos  venimos  ocupando,  hace  la  más 
completa  reseña  de  la  situación  moral  de  los  indios,  á 
quienes  defiende,  pues  según  su  sentir,  la  decantada  bar- 
barie de  la  raza  conquistada  no  tanto  provenía  de  su  inep- 
titud cuanto  de  la  incuria  y  desacierto  de  sus  primeros 
maestros  y  conquistadores. 

Fué  también  el  padre  Acosta  autor  de  un  catecismo  y 
doctrina  cristiana  para  [instrucción  de  los  indios,  que  fué 
mandado  componer  por  autoridad  del  Concibo  provincial 
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que  se  celebró  en  la  ciudad  de  los  reyes  en  i583  y  tradu- 
cido á  las  lenguas  quichua  y  aimará,  así  como  también  de 
un  arte  y  vocabulario  en  la  lengua  general  del  Perú  lla- 
mada quichua,  que  según  Mendiburu  es  posible  que  fuera 
compuesto  por  el  padre,  en  razón  de  habérsele  confiado 
por  el  concilio  límense  la  misión  de  corregir  y  según  pa- 
rece componer  por  entero  las  obras  iTiencionadas.  Pero 
de  todas  ellas,  la  más  importante  es  sin  duda  alguna,  la 
Historia  natural  y  moral  de  las  Indias  ;  en  que  se  tratan  las 
cosas  notables  del  cielo,  elementos,  metales,  plantas  y 
animales  de  ellas  y  los  ritos  y  ceremonias,  leyes  y  go- 
bierno y  guerras  de  los  indios. 

De  los  siete  libros  en  que  la  obra  se  divide,  los  dos  pri- 
meros fueron  escritos  en  latín  con  el  título  de  Natura 
noviorbis,  é incorporados  traducidos  ala  Historia  natural 
y  moral  de  las  Indias,  cuya  primera  edición  se  hizo  en 
Sevilla  en  iSgo,  dirigida  á  la  serenísima  infanta  doña 
Isabel  Clara  Eugenia  de  Austria.  Es  curioso  recordar  aquí 
<jue  el  insigne  maestro  fray  Luis  de  León  fué  quien  como 
censor  opina  de  la  obra  del  padre  Acosta  que  era  «digna 
de  las  muchas  letras  y  prudencia  del  autor  y  de  que  todos 
la  lean  para  que  alaben  á  Dios,  que  tan  maravilloso  es  en 
sus  obras». 

Acaece  siempre  en  la  historia  de  los  grandes  éxitos  ver 
á  la  envidia  propalar  rumores  despectivos  encaminados  á 
sofocar  el  merecimiento  literario  y  científico  de  un  autor. 
Tal  aconteció  con  el  libro  del  padre  Acosta,  de  quien  el 
célebre  Antonio  de  León  Pinelo  dice  que  fué  compuesto 
aprovechando  los  manuscritos  de  un  fraile  llamado  Diego 
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Duran,  natural  de  México  titulados //í^/ona  de  los  Indios  de 
Nueva  España  y  Antiguallas  de  los  mismos  Indios,  los  cuales 
fueron  entregados  al  padre  Acosta  por  el  jesuíta  Juan  de 
Tovar.  Parece  ser  que  nuestro  autor  no  conoció  la  exis- 
tencia del  padre  Duran  como  autor  de  los  manuscritos 
mencionados,  sino  que  Jos  creyó  fuesen  originales  del 
padre  Tovar,  puesto  que  en  el  libro  sexto,  capítulo  I,  de 
su  obra  dice:  ((Esa  Polo  Ondegardo,  á  quien  común- 
mente sigo  en  las  cosas  del  Perú;  y  en  las  materias  de 
México  á  Juan  de  Tobar,  prebendado  que  fué  de  la  iglesia 
de  México,  y  ahora  religioso  de  nuestra  compañía,  el  cual 
por  orden  del  virrey  Martín  Enríquez,  hizo  diligentes  y 
copiosas  averiguaciones  de  las  historias  antiguas  de  aque- 
lla nación,  sin  otros  autores  graves,  que  por  escrito  ó  de 
palabra  me  han  bastantemente  informado  de  todo  lo  que 
voy  refiriendo  » . 

El  famoso  padre  Feijóo  juzgando  la  obra  de  Acosta, 
dice:  ((Inglaterra  y  Francia,  ya  por  la  aphcación  de  sus 
academias,  ya  por  la  curiosidad  de  sus  viajeros,  han  hecho 
de  algún  tiempo  á  esta  parte,  no  leves  progresos  en  la 
Historia  natural  de  la  América;  pero  no  nos  mostrarán 
obra  alguna,  trabajo  de  un  hombre  solo,  que  sea  compa- 
rable á  la  Historia  natural  de  la  América,  compuesta  por 
el  padre  Joseph  de  Acosta,  y  celebrada  por  los  eruditos  de 
todas  las  naciones.  He  dicho  trabajo  de  un  hombre  solo, 
porque  en  esta  materia  hay  algunas  colecciones. que  abul- 
tan mucho  y  en  que  el  que  se  llama  autor,  tuvo  que  hacer 
poco  ó  nada,  salvo  el  aunar  en  un  cuerpo  materiales  que 
estaban  divididos  en  varios  autores.  El  padre  Acosta  es 
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original  en  su  género  y  se  le  pudiera  llamar  el  Plinio  del 
Nuevo  Mundo.  En  cierto  modo  más  hizo  que  Plinio,  pues 
éste  se  valió  de  las  especies  de  muchos  escritores  que  le 
precedieron,  como  él  mismo  confiesa.  Añádese  á  favor  del 
historiador  español,  el  tiento  en  creer  y  circunspección 
al  escribir,  que  faltó  al  romano.  » 

Siete  libros  hemos  dicho  que  forman  la  obra  del  padre 
Acosta.  Es  curioso  observar  la  habilidad  y  el  orden  con 
que  han  sido  separadas  las  materias.  Los  cuatro  pri- 
meros libros  están  consagrados  á  estudiar  lo  que  á  la 
historia  natural  de  Indias  pertenece  y  en  los  tres  últimos, 
estudia  las  costumbres  y  hechos  de  los  indios.  Es  esta 
parte  la  que  más  interesa  á  nuestros  estudios  y  hay  que 
hacer  notar  aquí,  el  concepto  filosófico  con  que  el  padre 
Acosta  la  escribe.  El  mismo  lo  confiesa  así,  cuando  en  el 
proemio  dice  :  «aunque  el  Nuevo  mundo  ya  no  es  nuevo, 
sino  viejo,  según  hay  mucho  dicho  y  escrito  de  él,  todavía 
me  parece  que  en  alguna  manera  se  podrá  tener  esta  his- 
toria por  nueva,  por  ser  juntamente  historia,  y  en  parte 
filosofía,  y  por  ser  no  sólo  de  las  obras  de  naturaleza,  sino 
también  de  las  del  libre  albedrío,  que  son  los  hechos  y 
costumbres  de  los  hombres». 

La  serenidad  de  juicio  que  guía  al  padre  Acosta  en  todo 
lo  relativo  al  estudio  de  la  organización  y  del  origen  de  los 
incas,  es  tan  grande,  que  Garcilaso  lo  tiene  como  al  autor 
de  mayor  valer  é  importancia,  puesto  que  lo  cita  más  de 
veintisiete  veces,  considerándolo  siempre  como  fuente 
prudente  y  segura. 

Sobrada  razón  tenía  Garcilaso  al  considerar  la  Historia 
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natural  y  moral  de  las  Indias  como  una  obra  digna  de  la 
mayor  atención.  La  altura  de  la  personalidad  intelectual 
de  su  autor,  sólo  puede  medirse  exactamente  cotejando  su 
doctrina  con  la  recibida  y  practicada  por  sus  contempo- 
ráneos y  ésta  en  materia  geográfica  era  sobrado  pobre  y 
limitada.  Antes  délos  viajes  de  exploración  realizados  á 
fines  del  siglo  xv  era  objeto  de  la  geografía,  aceptado  por 
el  común  de  las  gentes  (Geografía  tejida  con  mitos  y  fi'ibu- 
las,  y  cuyos  esbozos  cartográficos  eran  en  gran  parte  ima- 
ginarios) la  descripción  del  disco  terrestre,  formado  por 
las  regiones  que  tienen  su  asiento  en  derredor  del  Medi- 
terráneo, limitándolo  por  el  oeste  las  pavorosas  aguas  del 
mar  tenebroso,  en  cuyo  seno  se  sustentaba  aquella  espan- 
tosa reunión  de  monstruos  de  las  leyendas  medioevales  : 
que  desde  el  dragón  y  otros  terroríficos  engendros,  inven- 
tados por  la  fantasía  oriental,  llegaba  hasta  la  creencia  de 
las  formas  humanas  en  sirenas  y  danaides.  Las  expedicio- 
nes de  Magallanes  y  Elcano,  las  publicaciones  de  Copér- 
nico,  hicieron  que  el  hombre  no  sólo  por  las  elucubracio- 
nes del  pensamiento  sino  por  el  testimonio  de  los  sentidos, 
se  diera  cuenta  de  que  el  planeta  era  una  mole  esférica 
suspendida  en  el  espacio  sobre  la  cual  se  extendían  las 
aguas  de  los  mares  y  que  giraba  alrededor  del  sol.  El 
sistema  heliocéntrico  entrañaba  una  revolución  muy  vio- 
lenta délas  ideas  secularmente  profesadas,  y  fué  necesario 
un  proceso  de  adaptación  y  preparación,  que  las  colecti- 
vidades todas  necesitan  incuestionablemente,  para  obsoí - 
var  y  comprender  las  modificaciones  consecutivas  á  los 
cambios  de  criterio. 
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En  el  último  tercio  del  siglo  xvi  estas  ideas  eran  ya  to- 
talmente admitidas  y  profesadas.  Puede  decirse  que  este 
período  constituye  el  renacimiento  de  las  ciencias  físicas 
y  naturales.  El  padre  Acosta  debe  considerarse  como  uno 
de  los  representantes  típicos  ante  la  cultura  científica  de 
su  tiempo.  El  elogio  que  de  él  hace  un  naturalista  de  la 
talla  de  Humboldt,  prueban  la  originalidad  y  el  alcance  de 
su  preparación  y  de  su  talento. 

Es  curioso  observar  que  se  separa  totalmente  de  las 
doctrinas  de  los  antioruos filósofos  y  también  délos  santos 
padres  de  la  iglesia,  al  estudiar  el  origen  del  continente  y 
de  sus  habitantes;  y  esta  independencia  de  criterio  la  de- 
clara el  mismo  padre  cuando  dice:  (cno  hemos  de  seguir 
la  letra  que  mata  sino  el  espíritu  que  da  vida,  como  dice 
San  Pablo».  Y  es  con  este  criterio  que  estudia  las  cosas 
naturales  de  las  Indias  y  en  especial  en  los  libros  segundo 
y  tercero,  los  más  arduos  problemas  de  la  geografía  física 
evocando  el  ideal  de  las  entrañas  de  la  naturaleza  misma 
y  descartando  todo  linaje  de  sugestiones  por  grandes  que 
fuesen  sus  prestigios. 

Y  si  grande  es  el  valor  de  esta  parte  de  la  obra  del  padre 
Acosta,  no  lo  es  menos  el  de  los  tres  últimos  libros  consa- 
grados por  completo  á  servir  de  noticia,  en  lo  natural  y 
moral  de  los  indios,  para  que  lo  espiritual  y  cristiano  se 
plante  y  acreciente,  como  él  mismo  lo  dice.  Tuvo  siempre 
nuestro  autor  especial  cuidado  en  poner  de  manifiesto  la 
imparcialidad  y  la  severidad  crítica  que  son  sus  caracterís- 
ticas especialísimas  como  historiador  y  como  filósofo. 
Así  lo  hace  entender  cuando  en  el  prólogo  del  libro  V  de- 
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clara:  «si  alguno  se  maravillare  de  algunos  ritos  y  cos- 
tumbres de  los  indios,  y  los  despreciare  por  incipientes  y 
necios,  ó  los  detestare  por  inhumanos  ó  diabólicos,  mire 
que  en  los  griegos  y  romanos  que  mandaron  el  mundo, 
se  hallan  ó  los  mismos,  ú  otros  semejantes,  y  á  veces 
peores,  como  podrá  entenderse  fácilmente  de  nuestros 
autores,  sino  también  de  los  mismos  suyos,  como  son, 
Plinio,  Dionisio  de  Alicarnaso  y  Plutarco». 

El  sentimiento  de  justicia  y  sobre  todo  el  convenci- 
miento que  tenia  el  padre  Acosta  del  papel  y  de  la  impor- 
tancia de  las  razas  que  poblaban  el  Nuevo  Mundo  en  el 
momento  de  su  descubrimiento,  se  pone  más  de  una  vez 
de  relieve  en  el  trascurso  de  su  obra.  «No  hay,  dice,  gente 
tan  bárbara  que  no  tenga  algo  bueno  que  alabar,  ni  la  hay 
tan  política  y  humana  que  no  tenga  algo  que  enmendar  : 
pues  aun  cuando  la  relación  ó  la  historia  de  los  hechos 
de  los  indios,  no  tuviese  otro  fruto  más  de  este  común  de 
ser  historia  y  relación  de  cosas  que  en  efecto  de  verdad 
pasaron,  merece  ser  recibida  por  cosa  útil;  y  por  ser  in- 
dios, no  es  de  desechar  la  noticia  de  sus  cosas». 

Si  bien  es  cierto  que  el  padre  Acosta  estudia  al  mismo 
tiempo  las  costumbres  y  las  características  principales  de 
los  indios  del  Perú  y  México,  es  indudable  que  en  el  libro 
sexto  se  dedicó  á  estudiar  con  particular  atención  el  go- 
bierno y  la  organización  de  los  Incas  del  Perú,  y  es  evi- 
dente la  influencia  que  sobre  el  sabio  jesuíta  tuvieron  las 
informaciones  mandadas  levantar  por  Toledo,  puesto  que 
en  los  capítulos  que  dedica  á  estudiar  el  origen  de  los 
Incas  y  la  forma  de  su  sucesión,  se  nota  las  mismas  ca- 
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racterísticas  que  en  la  obra  de  Sarmiento  de  Gamboa. 

A  pesar  de  estos  pequeños  puntitos,  la  Historia  naiiiral 
y  moral  de  las  Indias  es  una  gran  obra  y  ella  representa  por 
la  época  en  que  fué  escrita,  por. la  minuciosidad  de  deta- 
lles que  contiene  y  sobre  todo  por  la  claridad  de  su  plan 
y  desarrollo,  un  verdadero  monumento  de  la  literatura 
científica  é  histórica  de  la  España  del  siglo  xvi. 

El  padre  Molina. — El  padre  Cristóbal  de  Molina  es 
considerado  como  uno  de  los  cronistas  religiosos  más  in- 
teresantes y  verídicos,  puesto  que  consagró  toda  su  vida 
á  investigar  la  historia,  costumbres  y  religión  de  los  anti- 
guos peruanos.  Compañero  de  Ahuagro  en  el  primer  des- 
cubrimiento de  Chile,  es  autor  de  una  colección  de  pin- 
turas que  enviaba  al  emperador  Carlos  V  desde  la  Ciudad 
de  los  Reyes  con  una  carta  á  la  fecha  1 2  de  julio  de  i  SSg, 
en  la  que  decía :  (( He  ido  con  Almagro  el  viejo  en  sus  des- 
cubrimientos, y  para  que  V.  M.  sea  bien  informado,  en- 
vío con  Henao,  criado  del  comendador  mayor  Cobos,  por 
dibujo,  todo  el  camino  que  anduvo  y  descubrió,  que  es 
desde  Tumbes,  que  está  en  3%  hasta  el  río  Maule  que  está 
en  39°  que  hay  por  tierra  102^  leguas,  sin  lo  que  desde 
Panamá  hasta  Tumbes  descubrió ;  y  más  figuradas  las 
naciones  y  gentes,  trajes,  propiedades,  ritos  y  ceremo- 
nias, cada  cual  en  su  manera  de  vivir,  con  otras  muchas 
cosas  á  estas  anexas».  Y  añade:  «Lo  sucedido  entre  Her- 
nando Pizarro  y  Almagro  no  lo  digo  porque  soy  sacerdo- 
te y  á  nadie  quiero  perjudicar  sin  mandado  de  mi  prínci- 
pe. Soy  ya  en  días  y  cansado  de  trabajos  que  en  servicio  de 
V.  M.  he  pasado  con  Almagro  » . 
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A  pesar  de  sus  achaques  y  de  su  edad,  el  padre  Cristó- 
bal de  Molina  vivió  todavía  lo  bastante  para  escribir,  sien- 
do cura  de  la  parroquia  de  Nuestra  Señora  de  los  Reme- 
dios del  hospital  de  los  naturales  de  la  ciudad  del  Cuzco, 
una  Relación  de  las  fábulas  y  ritos  de  los  Incas,  dedicada 
á  don  Sebastián  de  Lartaun,  del  consejo  de  su  majestad 
y  obispo  de  aquella  ciudad. 

Tuvo  Molina  muchas  y  muy  buenas  oportunidades 
para  recoger  y  acumular  las  noticias  y  detalles  de  que 
luego  se  valió  para  escribir  su  información.  Fue  un  con- 
sumado maestro  de  la  lengua  quechua,  y  pudo,  por  con- 
siguiente, conversar  y  examinar  detenidamente  á  los  jefes 
V  hombres  letrados,  que  tenían  todavía  el  recuerdo  del 
imperio  incaico  en  los  días  de  su  prosperidad.  Su  posición 
de  cura  del  hospital  del  Cuzco  le  dio  facilidades  para  pe- 
netrar íntimamente  en  el  carácter  de  los  indígenas,  cuyo 
conocimiento  dominó  perfectamente,  vinculándose  á  ellos 
por  el  más  fuerte  de  los  vínculos:  el  dolor. 

La  obra  del  padre  Molina  contiene  muchas  y  muy  in- 
teresantes descripciones  de  las  fiestas  religiosas  realizadas 
por  los  Incas.  Sus  títulos  son:  Del  origen,  vida  y  costum- 
bres de  los  Ingas,  señores  que  fueron  desta  tierra  y  cuantos 
fueron  y  quienes  fueron  sus  mujeres,  y  las  leyes  que  tuvieron 
y  gentes  y  naciones  que  conquistaron ;  y  De  las  fábulas  y  ri- 
tos de  los  Ingas.  Jiménez  de  la  Espada  cree  que  el  padre 
Molina  es  el  autor  de  una  relación  coetánea  de  la  de  Be- 
tanzos  y  que  Prescott  cita,  titulándola  Conquista  y  pobla- 
ción del  Perú,  y  que  se  escribió  después  de  la  muerte  del 
virrey  Mendoza,  durante  el  gobierno  de  la  audiencia  has- 
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ta  la  llegada  del  marqués  de  Cañete  en  i555.  Pero  este 
no  es  un  hecho  histórico  confirmado,  aunque  es  posible 
que  tal  sea  el  origen  de  la  relación  indicada. 

Desgraciadamente,  la  parte  más  interesante  de  la  obra 
de  Molina,  que  serían  los  paños  ó  pinturas  que  dijo  había 
enviado  al  monarca  español,  se  han  perdido,  como  la 
mayor  parte  de  la  documentación  iconográfica  de  la  con- 
quista. 

Balboa. — A  la  misma  época  del  padre  Molina,  perte- 
nece don  Miguel  Cabello  de  Balboa,  natural  de  Archido- 
na,  que  fué  soldado  en  su  juventud,  pero  que  después  se 
hizo  presbítero  y  vino  al  Perú  en  i566,  dedicándose  á  la 
preparación  de  su  obra.  Esta,  cuyo  título  es  Miscelánea 
aniártica  y  origen  de  los  indios  y  de  los  incas  del  Perú,  fué 
citada  por  don  Antonio  de  León  Pinelo  en  su  Biblioteca 
indiana.  Parece  ser  que  fué  escrita  en  Quito  de  1576a 
1 586.  El  texto  original  en  español  no  es  muy  conocido,  y 
se  conserva  una  traducción  francesa  publicada  en  i8/io 
por  Ternaux-Compans. 

Markham,  ocupándose  de  la  obra  de  Cabello  de  Balboa 
dice  que  su  historia  está  basada  en  los  interesantes  escri- 
tos del  padre  Cristóbal  de  Molina,  y  que  es  nuestro  autor 
la  única  autoridad  que  da  alguna  tradición  respecto  del 
origen  de  los  pueblos  de  la  costa :  y  que  ha  escrito  una 
bellísima  narración  de  la  guerra  entre  Huáscar  y  Atahual- 
pa.  La  Miscelánea  de  Cabello  Balboa,  es  una  verdadera 
novela  en  lo  que  al  origen  de  los  incas  se  refiere,  y  ella  no 
tiene,  históricamente,  sino  un  valor  muy  relativo  y  harto 
discutido. 


5i8  ANALES  DE  LA  FACULTAD  DE  DERECHO 

Murua. — Pertenece  también  á  esta  época  la  Historia 
general  del  Perú,  origen  y  descendencia  de  los  incas,  pueblos, 
ciudades,  etc.,  escrita  por  el  padre  fray  Martín  de  Murua, 
arcediano,  comendador  y  cura  de  Huata,  copiada  por  don 
Juan  Bautista  Muñoz,  como  último  cronista  de  Indias, 
para  su  colección,  y  que  Pinelo  cita  con  fecha  incierta  y 
añadiendo  que  la  ilustraban  los  retratos  de  los  Incas  y 
pinturas  de  insignias  y  vestidos  de  estos  reyes.  E^ta  obra, 
que  no  ha  sido  publicada,  conservándose  el  manuscrito 
en  los  archivos  de  Loyola,  contiene,  según  la  opinión  de 
Markharn,  numerosas  y  excelentes  informaciones. 

La  obra  del  padre  Martín  de  Murua  fué  concluida  en 
1616,  según  la  opinión  de  Jiménez  de  la  Espada,  y  en 
logo,  según  la  opinión  de  Markharn. 

Lizárraga.  —  En  la  Revista  histórica,  de  Lima,  se  publi- 
có en  1907  la  obra  del  religioso  dominico  fray  Reginaldo 
de  Lizárraga,  cuyo  título  es  Descripción  de  las  Indias,  y 
que  se  halla  citada  por  don  Antonio  de  León  Pinelo  en  su 
Bibiioteca  occidental. 

Su  autor  nació  en  Vizcaya,  y  llegó  joven  al  Perú  con 
sus  padres,  que  fueron  de  los  primeros  pobladores  de  la 
ciudad  de  Quito  y  que  en  seguida  se  avecindaron  en  Lima. 
Tomó  en  esta  ciudad  el  hábito  de  Santo  Domingo  en 
i5Go,  de  manos  del  prior  fray  Tomás  de  Argomedo, 
quien  según  la  costumbre  de  mudar  á  los  novicios  los 
nombres,  le  dio  el  de  Reginaldo,  y  con  esta  dejó  de  lla- 
marse Baltasar,  que  era  en  realidad  el  suyo,  como  dice 
Mendiburu,  de  quien  tomo  estos  datos. 

El  padre  Lizárraga  ocupó  muchos  cargos  de  importan- 
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cía  en  SU  oi'den :  y  en  su  calidad  de  visitador  provincial 
visitó  las  regiones  de  Cuzco,  Chuquisaca  y  la  parte  norte 
de  Chile,  desempeñando  allí  el  cargo  de  provincial.  Suel- 
to á  Lima,  fué  propuesto  por  el  marqués  de  Cañete  para 
obispo,  y  Felipe  II  lo  presentó  al  papa,  consagrándole  el 
arzobispo  Santo  Toribio  en  iSgG. 

Trasladósele  al  obispado  del  Paraguay,  y  falleció  en  la 
capital  de  la  Asunción  en  t6i5,  siendo  sepultado  en  su 
catedral. 

La  obra  del  obispo  Lizárraga  contiene  dos  partes :  una 
geográfica  y  descriptiva  propiamente  dicha,  y  la  otra  so- 
bre todo  biográfica.  La  parte  geográfica  tiene  mucho  pa- 
recido con  la  obra  de  Cieza  de  León,  y  es  muy  poco  sim- 
pático y  equitativo  al  referirse  á  los  Incas  y  á  la  condición 
infortunada  de  los  indios. 

La  segunda  parte  está  ocupada  por  breves  noticias  de  los 
hechos,  vidas  y  actos  más  importantes  de  la  administra- 
ción de  los  prelados  y  virreyes  que  estuvieron  en  el  Perú 
hasta  1607,  y  no  tiene  mayor  importancia  ni  novedad. 

El  padre  Cobo.  —  Cabe  á  la  compañía  de  Jesús  la  honra 
de  tener  entre  sus  hijos  á  los  dos  más  ilustres  historia- 
dores-naturalistas que  hayan  estudiado  el  nuevo  mundo. 
La  personalidad  del  padre  José  de  Acosta  ha  sido  ya  con- 
siderada. Debemos  ocuparnos  ahora  de  la  obra  del  padre 
Bernabé  Cobo,  autor  de  la  Historia  del  nuevo  mundo. 

Una  vez  más  se  debe  al  incansable  mérito  y  á  la  labor 
extraordinaria  de  don  Marcos  Jiménez  déla  Espada  la  pu- 
blicación de  una  de  las  obras  más  honrosas  déla  literatura 
hispano-americana,  realizada  por  él  á  pedido  de  la  Socie- 
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dad  de  bibliófilos  andaluces,  comenzada  en   1890  y  con- 
cluida en  1895. 

Fué  el  padre  Cobo  natural  de  Lopera,  reino  de  Jaén, 
y  nació  el  año  de  1672.  Entró  en  la  compañía  de  Jesús 
y  fué  enviado  á  Méjico  en  calidad  de  misionero  en  1696. 
Fué  su  residencia  en  Indias  tan  á  los  principios  de  su  po- 
blación, que  pudo  decir  c(  baber  entrado  en  ella  en  el  pri- 
mer siglo  de  la  fundación  de  esta  república.  »  Estuvo  en 
Méjico  varios  años,  pasando  al  Perú  á  los  68  años  de  su 
conquista,  por  lo  cual  tuvo  ocasión  de  alcanzar  á  conocer 
á  algunos  de  sus  primeros  pobladores  y  casi  á  todos  los 
hijos  de  los  conquistadores  de  él  y  á  no  pocos  de  otras 
provincias  y  gran  número  de  indios  que  se  acordaban  de 
cuando  los  españoles  entraron  en  esta  tierra :  «con  quien 
he  conversado,  dice,  largo  tiempo,  y  me  pudieron  in- 
formar mucho  de  lo  que  ellos  vieron  :  y  lo  que  no  alcan- 
zaron, supieron  á  boca  de  los  primeros  españoles  que 
vinieron  á  esta  tierra  » . 

Tuvo  siempre  el  padre  Cobo  natural  inclinación  de 
saber  y  escudriñar  los  secretos  de  las  tierras  donde  había 
residido,  especialmente  habiendo  experimentado,  como 
lo  declara,  « los  diversos  climas  que  se  comprenden  en 
ambos  hemisferios  de  este  nuevo  mundo,  pues  en  el  uno 
y  en  el  otro  he  residido  mucho  tiempo,  conque  he  tenido 
lugar  de  inquirir  y  contemplar  despacio  la  naturaleza  de 
estas  regiones  y  los  frutos  peregrinos  que  produce  ». 

En  el  prólogo  al  lector,  el  padre  Cobo  declara  :  ((  que 
ha  hallado  mucha  luz  de  cosas  antiguas  en  papeles  ma- 
nuscritos, como  son  diarios  y  relaciones  que  hicieron  al- 


LOS  CRONISTAS  DE  LA  CONQUISTA  5^i 

gunos  conquistadores  y  guardan  ahora  sus  descendientes, 
entre  las  cuales  son  muy  dignas  de  todo  crédito,  dice, 
una  breve  relación  que  hizo  de  la  conquista  de  la  Nueva 
España,  uno  de  los  principales  conquistadores,  llannado 
el  capitán  Bernardino  Vázquez  de  Tapia  y  la  presentó  á 
don  Antonio  de  Mendoza,  primer  virrey  de  ella,  la  cual 
original,  escrita  por  el  mismo  Bernardino  Vázquez  me 
comunicó  un  nieto  suyo,  y  la  que  escribió  de  la  conquista 
del  reino  del  Perú,  uno  de  los  primeros  conquistadores, 
que  se  decía  Pedro  Pizarro,  vecino  de  la  ciudad  de  Are- 
quipa, que  me  dio  un  descendiente  suyo  y  tengo  en  mi 
poder )) . 

Dice  luego  que  además  de  escrituras  auténticas,  se  ha 
valido  de  muchas  informaciones  antiguas  que  hicieron 
los  conquistadores  para  calificar  sus  servicios,  con  testi- 
gos de  los  mismos  conquistadores,  en  que  se  hallan  par- 
ticulares circunstancias  que  no  llegaron  á  noticia  de  los 
primeros  cronistas.  «  Otros  sí  de  cédulas  y  provisiones 
reales,  y  cartas  de  virreyes  y  gobernadores,  que  muchas 
se  guardan  en  los  archivos  públicos  y  otras  están  insertas 
en  informaciones  autorizadas  por  la  justicia  ;  y  finalmente 
he  visto  y  sacado  muchas  cosas  de  los  archivos  eclesiás- 
ticos y  seglares,  en  las  partes  donde  he  estado,  que  por 
ser  argumentos  irrefragables  de  lo  que  se  escribe,  va  sem- 
brada esta  historia  de  muchos  autos  y  textos  copiados  por 
mi  mano  de  los  dichos  archivos  :  que  en  el  discurso  de  la 
obra  sirven  de  guía  á  semejanza  de  los  padrones  que  se 
levantan  en  los  caminos  que  suelen  cubrirse  de  nieve, 
para  que  enderecen  á  los  caminantes.  » 
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Con  tales  elementos  la  obra  del  padre  Cobo  tenía  ne- 
cesariamente que  caracterizarse  por  la  importancia  y  la 
verdad  de  su  contenido.  Así  es,  en  efecto.  Cuarenta  años 
tardó  en  escribirla,  concluyéndola  en  julio  de  i653  en  la 
ciudad  de  Lima,  cuatro  años  antes  de  su  muerte,  pues 
falleció  en  esa  capital  el  9  de  septiembre  de  iGSy. 

Desgraciadamente,  la  obra  del  jesuíta  sienense  no  ha 
llegado  completa  hasta  nosotros.  Solamente  se  conserva 
la  primera  parte,  habiéndose  perdido  la  segunda  y  la  ter- 
cera. Tuvo  el  autor  verdadera  coquetería  al  declarar, 
siempre  que  puede,  a  haber  escrito  de  cada  región  al 
tiempo  que  residía  en  ella,  para  mejor  verificación  de  lo 
que  relata,  como  quien  tenía  la  cosa  presente  ». 

La  primera  parte  contiene  catorce  libros  y  trata  de  la 
naturaleza  del  nuevo  mundo,  y  muy  especialmente  de 
todo  lo  que  en  él  se  cría  y  produce.  El  libro  primero  está 
consagrado  á  dar  una  idea  cosmográfica  del  universo,  con 
una  breve  descripción  de  sus  partes  y  regiones  ;  de  los 
cuatro  elementos  y  de  las  distintas  divisiones  de  la  tierra. 
El  libro  segundo  comprende  un  estudio  detenido  sobre 
los  linderos,  magnitud  y  sitio  de  la  América  :  el  estudio 
délas  zonas  en  que  se  puede  dividir  el  Perú,  refiriendo 
también  los  distintos  volcanes,  ríos  y  accidentes  geográfi- 
cos que  en  él  se  encuentran.  Todos  los  demás  libros,  hasta 
el  undécimo,  puede  decirse  que  constituyen  el  tratado 
de  historia  natural  más  completo  y  detallado  que  se  haya 
escrito  sobre  el  nuevo  mundo. 

El  reino  mineral  ocupa  todo  el  libro  tercero,  y  en  él  se 
relata  con  lujo  de  minuciosidad  todo  lo  concerniente  á  la 
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mineralogía,  á  la  manera  de  hacer  el  descubrimiento  de 
las  minas,  á  la  forma  cómo  han  de  beneficiarse  y  explo- 
tarse. Los  libros  cuarto  y  quinto  constituyen  un  verda- 
dero catálogo  de  botánica  americana,  en  el  que  se  hallan 
cuidadosamente  descriptas  todas  las  plantas  naturales  del 
nuevo  mundo,  así  como  las  que  se  han  traído  á  él  de  Es- 
pana,  como  de  otras  regiones.  El  lector  no  sabe  qué  ad- 
mirar más,  si  la  paciencia  del  ilustrado  loyolista  ó  si  su 
admirable  preparación  científica,  y  cabe  confesar  aquí  que 
aun  en  la  época  contemporánea  no  se  ha  realizado  un 
trabajo  tan  minucioso  y  detallado  como  el  del  padre  Cobo. 

Los  cuatro  libros  últimos  son  los  que  verdaderamente 
nos  interesan.  Ellos  están  consagrados  á  estudiar  las  cos- 
tumbres más  generales  de  los  indios  y  sus  características 
principales,  así  como  también  el  origen  de  las  gentes  de 
la  América,  en  cuya  parte  su  opinión  dista  mucho  de  ser 
la  fantástica  creación  del  licenciado  Montesinos. 

Opina  el  padre  Cobo  que  los  americanos  ((descienden 
de  un  linaje,  quedando  desecha  la  opinión  que  llevaba 
proceder  estas  gentes  de  muchas  naciones  del  viejo  mun- 
do» (lib.  IL  cap.  II).  Trae  en  apoyo  de  su  tesis  argu- 
mentos interesantes  y  del  mayor  valor,  y  claramente 
rechaza  la  opinión  délos  que  hacen  descenderá  los  indios 
de  la  nación  de  los  judíos  y  de  otra  cualquiera  de  las  de 
Europa,  y  consiguientemente  añade:  ((Se  concluye  que 
no  vinieron  sus  progenitores  en  navegación  larga  por  el 
océano  hecha  de  propósito,  porque  jamás  se  tuvo  allá  no- 
ticia de  estas  Indias».  Prueba  luego  el  padre  Cobo  que 
los  primeros  habitantes  de  América  vinieron  del  Asia, 
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atravesando  el  hoy  llamado  Estrecho  de  Bering,  y  sus  ar- 
gumentos son  tan  claros,  necesarios  y  convincentes,  que 
hacen  en  extremo  interesante  y  bien  fundada  su  compro- 
bación. 

Los  seis  últimos  capítulos  del  libro  undécimo  están  con- 
sagrados á  rebatir  las  opiniones  de  los  que  ponen  en  las 
Indias  Occidentales  la  región  llamada  en  las  divinas  letras, 
Ophir,  adonde  navegaban  las  flotas  de  Salomón. 

Con  toda  seguridad  puede  afirmarse  que  el  padre  Cobo 
conoció  las  Memorias  historiales  y  políticas  del  Perú,  de  las 
que  fuera  autor  el  licenciado  Montesinos.  A  él  parece  re- 
ferirse cuando  al  dar  la  razón  del  porqué  escribió  su  obra 
dice  :  «  La  diversidad  de  opiniones  que  he  hallado  en  las 
crónicas  de  este  nuevo  mundo  y  el  deseo  de  inquirir  y 
apurar  la  verdad  de  las  cosas  que  en  ellas  se  escriben,  fué 
el  principal  motivo  que  tuve  para  determinarme  á  tomar 
este  trabajo.  Porque  cualquiera  que  leyere  atentamente 
los  varios  escritores  que  han  impreso  historias  de  estas 
Indias  occidentales,  experimentará  lo  que  digo  y  en  aque- 
llos que  más  conforman  entre  sí  en  sus  escritos,  se  echa 
de  ver  que  unos  han  tomado  de  otros  lo  que  dicen  :  si- 
guiendo á  los  primeros  los  que  después  de  ellos  escribie- 
ron, fiados  en  su  fe  y  autoridad  sin  ponerse  á  examinarla 
verdad  de  lo  que  hallaron  en  ellos.  De  manera  que  si  los 
primeros  se  engañaron  en  algunas  cosas,  el  mismo  enga- 
ño fué  cundiendo  por  los  que  los  siguieron  (culpa  que  no 
se  puede  presumir  estuvo  en  los  historiadores  que  en  Eu- 
ropa escribieron,  cuya  intención  fué  de  acertar,  sino  de 
los  que  el  nuevo  mundo  les  enviaron  las  relaciones  de  que 
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compusieron  sus  historias)  :  que  por  la  experiencia  que  yo 
tengo  en  tantos  años  de  Indias,  de  nnuchas  relaciones  que 
se  han  hecho  de  nuevos  sucesos  y  descubrimientos  de  tie- 
rras acaecidos  en  mi  tiempo  hallo  que  ellas  pocas  veces 
van  tan  heles  como  convenía,  ni  hechas  tan  sinceramente 
que  no  se  ingiera  en  ellas  alguna  pasión,  lisonja  ó  ambi- 
ción :  pretendiendo  los  que  las  envían  á  España  engran- 
decer y  acreditar  sus  hechos  ó  empresas  ó  los  de  los  capi- 
tanes y  gobernadores,  en  cuya  gracia  las  escriben  sus  au- 
tores ;  y  cuando  ninguno  de  estos  respetos  tengan  lugar 
en  las  tales  relaciones,  lo  suele  tener  el  riesgo  de  partir 
con  la  primera  nueva ;  que  siempre  es  tenida  por  sospe- 
chosa la  noticia  que  ella  lleva,  como  nos  enseña  la  expe- 
riencia». 

La  forma  en  que  el  padre  Cobo  combate  los  argumen- 
tos empleados  para  sostener  que  la  región  llamada  Ophir, 
tan  celebrada  por  su  riqueza  en  las  letras  sagradas,  á 
donde  navegaban  las  flotas  del  rey  Salomón  y  volvían  car- 
gadas de  oro  y  piedras  preciosas,  fuera  el  reino  del  Perú, 
prueba  suficientemente  la  atención  cuidadosa  y  detenida 
con  que  estudió  la  cuestión  y  el  empeño  que  tuvo  en  re- 
batirla. 

Minuciosamente  refuta  los  fundamentos  con  que  se  pro- 
crura  establecer  esta  equivalencia.  Pruébala  imposibili- 
dad de  la  transformación  de  la  palabra  Ophir  en  Perú, 
opinión  tan  cara  á  Montesinos,  y  dice  que  «á  los  que  por 
experiencia  larga  hemos  alcanzado  mediano  conocimiento 
y  práctica  de  la  naturaleza  y  disposición  de  la  tierra  de  es- 
te orbe  nuevo  y  penetrado  con  la  especulación  de  muchos 
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años  los  secretos  de  ella  y  la  condición  y  costumbres  de 
sus  moradores,  nos  admira  sobremanera  el  ver  á  muchos 
hombres  graves  é  insignes  en  letras,  tan  empeñados  en 
llevar  adelante  porfiadamente  su  pretensión  de  reforzar  y 
querer  hacer  probable  lo  que  imaginaron,  fundados  en  su 
parecer  y  en  el  deseo  de  llamar  la  atención,  sin  otros  in- 
dicios ciertos  ni  aun  conjeturas,  dignas  de  que  hombres 
prudentes  hicieran  caso  de  ellas». 

Después  de  presentar  muchos  argumentos  de  carácter 
geográfico  y  astronómico  que  ponen  de  relieve  su  prepa- 
ración y  vastísima  ciencia,  el  padre  Cobo  se  pregunta  có- 
mo es  posible  que  dada  la  grande  barbarie  y  dureza  de  las 
gentes  del  nuevo  mundo,  que  en  todos  tiempos  ha  sido  la 
misma,  se  hubieran  entendido  los  hebreos  ó  fenicios  en 
sus  negociaciones  y  comercio  con  los  indios.  Luego  aduce 
la  prueba  de  que  si  los  descendientes  de  Ophir  hubieran 
estado  en  el  Perú,  no  dejáramos,  dice,  «de  hallar  grandes 
señales  en  esta  tierra  de  su  estadía  en  ella,  si  hubiera  sido 
verdadera ;  pues  no  era  posible  venirse  á  borrar  tan  de  raíz 
su  memoria,  que  ni  siquiera  de  los  nombres  y  ruinas  de 
sus  colonias  y  estancias  no  quedara  algún  rastro  :  como 
no  puede  ser  de  que  las  nuestras  se  venga  á  acabar  la  no- 
ticia, en  caso  que  desde  ahora  nos  volviésemos  á  España 
cuantos  acá  estamos  de  nuestra  nación.  Porque  aun  la  me- 
moria de  los  nombres  solos  de  las  provincias  y  pueblos 
que  en  este  nuevo  mundo  hemos  fundado,  soy  de  parecer 
dice,  que  no  se  podrá  extinguir  ni  borrar  de  aquí  á  la  fin 
del  mundo  » .  Da  luego  una  minuciosa  y  razonada  descrip- 
ción de  la  mayor  parte  de  los  nombres  de  las  ciudades  de 
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la  América,  haciendo  ver  su  origen:  ó  bien  en  los  apelli- 
dos de  los  fundadores,  en  los  nombres  de  los  santos  ó  en 
muestras  de  devoción  á  la  virgen  María  y  de  los  reinos, 
regiones  y  ciudades  principales  de  España.  Aduce  luego 
una  serie  de  pruebas  basadas  en  las  formas  especiales  de 
las  construcciones  y  la  arquitectura,  así  como  el  no  haber- 
se nunca  encontrado  ni  obra  de  yeso  ni  de  ladrillos,  para 
deducir  como  conclución  manifiesta  que:  «ni  los  hebreos 
tuvieron  jamás  comercio  en  esta  tierra  ni  pusieron  jamás 
sus  pies  en  ella». 

Lo  tres  últimos  libros  déla  Historia  del  nuevo  mundo  los 
consagra  el  padre  Cobo  á  estudiar  detenidamente  la  orga- 
nización del  imperio  incásico;  la  naturaleza,  condición  y 
costumbres  de  los  indios  y  el  gobierno  que  sus  reyes  te- 
nían, así  en  lo  tocante  á  la  administración  temporal  como 
á  las  cosas  de  su  falsa  religión,  por  haber  sido,  dice,  esta 
república  de  los  reyes  Incas,  la  más  concertada  en  su  ma- 
nera de  gobierno  de  cuantas  hubo  en  esta  tierra.  Los  ca- 
pítulos que  dedica  á  los  habitadores  antiguos  del  Perú  an- 
tes que  reinasen  los  Incas  y  á  estudiar  el  origen  fabuloso 
de  los  antiguos  reyes  del  Perú,  son  de  gran  importancia. 
Aquí  debemos  examinar  como  lo  merece  el  capítulo  II  del 
libro  duodécimo,  cuyo  título  es  :  De  las  diligencias  que 
varias  veces  se  han  hecho  para  averiguar  la  verdadera  his- 
toria de  los  incas  y  de  los  ritos  y  costumbres  de  su  repú- 
blica. 

Quiso  el  padre  Cobo,  antes  de  entrar  á  estudiar  el  go- 
bierno, la  religión  y  las  costumbres  de  los  Incas,  dar  á 
sus  lectores,  para  mayor  crédito  y  autoridad  de  lo  que  di- 
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jcre,  los  fundamentos  en  que  basaba  sus  opiniones  y  la 
importancia  que  daba  á  los  historiadores  y  cronistas  que 
antes  le  precedieron  en  igual  tarea.  El  mismo  lo  coníiesa 
así  cuando  dice:  «  quiero  poner  en  este  capítulo  los  fun- 
damentos en  que  la  verdad  de  esta  historia  estriba;  para 
que,  si  alguno  intentase  contradecirla,  movido  por  el  di- 
cho de  algún  indio  viejo  ó  por  no  hallar  ahora  tan  viva  la 
memoria  de  muchas  de  las  cosas  que  aquí  se  tratan  ó  por 
otro  cualquier  respeto,  sepa  que  á  cuanto  se  escriba  en 
ella  procedió  muy  diligente  pesquisa  y  examen  en  tiempo 
y  con  personas,  que  no  se  pudo  dejar  de  alcanzar  la  ver- 
dad. Lo  que  me  mueve  á  prevenir  esto,  es  el  haber  venido 
á  mis  manos  algunas  relaciones  y  papeles  de  hombres  cu- 
riosos y  en  opinión  de  versados  en  las  antigüedades  de  los 
indios,  que  acerca  de  estas  materias  sienten  diferentemen- 
te que  los  autores  que  de  ellas  han  impreso  y  de  lo  que  de 
todos  está  recibido ;  los  cuales,  á  lo  que  principalmente 
tiran  es  á  persuadirnos,  lo  primero  que  los  reyes  incas  co- 
menzaron mucho  tiempo  antes  del  que  los  historiadores 
ponen  y  que  fueron  muchos  más  en  número  :  y  lo  segun- 
do, que  no  adoraron  tanta  diversidad  de  dioses  como  les 
señalamos. 

«Ante  todas  cosas  conviene  advertir  una  muy  substan- 
cial en  este  negocio,  y  es  que  no  todos  los  indios  supieron 
ni  pudieron  al  principio  y  mucho  menos  ahora  dar  razón 
de  estas  materias.  Por  lo  cual,  como  en  sola  la  ciudad  del 
Cuzco  residían  todos  los  que  trataban  del  gobierno  y  re- 
ligión, solo  ellos  pudieron  entender  y  dar  razón  de  lo  que 
acerca  de  esto  se  les  preguntaba,  y  los  demás,  para  este 
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efecto,  son  de  todo  punto  incapaces,  porque  tenían  muy 
poca  cuenta  con  más  de  lo  que  se  les  mandaba;  y  aun  afir- 
man que  muy  pocos  de  ellos  entendían  el  propósito  de 
aquello  en  que  los  ocupaban  ni  aun  tenían  licencia  de  pre- 
guntarlo. Lo  cual  es  en  tanto  grado  verdad,  que  yo  mis- 
mo he  hecho  experiencia  de  ello  hartas  veces,  y  cualquie- 
ra que  lo  hiciera  hallará  ser  así,  que  si  preguntamos  ahora 
cualquiera  cosa  de  este  género  á  un  indio  de  los  hatunru- 
nas,  que  son,  como  si  dijésemos,  los  rústicos,  no  saben 
responder  ni  aun  si  hubo  reyes  incas  en  esta  tierra ;  y  pre- 
guntando lo  mismo  á  cualquiera  de  los  que  del  linaje  de 
los  incas  moran  en  el  Cuzco,  al  punto  da  muy  cumplida 
razón  de  todo,  del  número  de  reyes  que  hubo,  de  su  de- 
cendencia  y  concjuista,  y  de  las  familias  y  linajes  que  de 
ellos  han  quedado  ;  y  así  no  hay  que  hacer  caso  más  que 
de  las  informaciones  que  de  esta  materia  se  han  hecho  en 
la  dicha  ciudad  del  Cuzco:  de  las  cuales  no  me  aparté  yo 
en  toda  esta  escritura,  en  especial  de  la  que  por  mandado 
del  virrey  don  Andrés  Hurtado  de  Mendoza,  marqués  de 
Cañete,  y  del  primer  arzobispo  de  Lima,  don  Francisco 
Jerónimo  de  Loaysa,  hizo  el  licenciado  Polo  Ondegardo 
el  año  iBSg,  siendo  corregidor  de  aquella  ciudad,  hacien- 
do junta  para  ella  de  todos  los  indios  viejos  que  habían 
quedado  del  tiempo  de  su  gentilidad,  así  de  los  Incas  prin- 
cipales, como  de  los  sacerdotes  y  quipucamayos  ó  histo- 
riadores de  los  incas.  Los  cuales  no  podían  ignorar  lo  to- 
cante al  gobierno,  ritos  y  costumbres  de  los  suyos,  por  ha- 
ber alcanzado  el  tiempo  de  los  reyes  Licas  y  ejercitado  en 
él  todo  aquello  sobre  que  fueron  examinados,  y  por  los 
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memoriales  de  sus  quipus  y  pinturas  que  aun  estaban  de 
pie. 

((  Particularmente  la  que  tenían  en  un  templo  del  sol, 
junto  á  la  ciudad  del  Cuzco,  de  la  cual  historia  tengo  para 
mí  se  debió  de  sacar  una  que  yo  vi  en  aquella  ciudad  di- 
bujada en  una  tapicería  de  cumbre,  no  menos  curiosa  y 
bien  pintada  que  si  fuera  de  muy  fino  paño  de  corte.  Por 
lo  cual  ha  tenido  siempre  tanta  autoridad  la  relación  que 
por  la  averiguación  de  aquella  junta,  hizo  el  sobredicho 
licenciado  Polo,  que  en  los  concilios  provinciales  que  se 
han  celebrado  en  este  reino,  se  abrazó  cuanto  ella  contie- 
ne, así  para  la  instrucción  que  se  da  á  los  curas  de  indios, 
de  sus  ritos  y  supersticiones  antiguas,  en  orden  á  que 
pongan  toda  diligencia  y  cuidado  en  estirparlas,  como  para 
resolver  las  dudas  y  dificultades  que  á  cada  paso  se  ofre- 
cían á  los  principios  sobre  los  matrimonios  de  los  que  se 
convertían  á  nuestra  santa  fe  ;  y  esta  relación  tengo  yo  en 
mi  poder,  la  misma  que,  firmada  de  su  nombre,  envió  el 
licenciado  Polo  al  arzobispo  don  Jerónimo  Loaysa.  » 

Indudablemente,  el  padre  Cobo,  sufre  aquí  una  equi- 
vocación. Se  sabe  ya  que  fué  el  virrey  don  Francisco  de 
Toledo,  quien  deseando  dar  á  Felipe  II  acabada  mues- 
tra del  progreso  y  de  la  civilización  de  los  Incas,  ordenó  á 
Sarmiento  de  Gamboa  que  hiciera  pintar  y  dirigiese  la 
ol)ra  de  los  paños  que  se  mandaron  Juego  á  España  para 
que  allí  se  hicieran  con  ellos  tapices  ó  gobelinos  en  algu- 
nas de  las  reales  fábricas  de  Flandes.  Indudablemente  debe 
ser  resultante  de  un  olvido  el  hecho  de  no  nombrar  á  Sar- 
miento de  Gamboa,  puesto  quemas  adelante  y  ocupan- 
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dose  de  la  misma  materia,  nuestro  autor  añade  :  «  Algu- 
nos años  más  tarde,  el  virrey  don  Francisco  de  Toledo  puso 
gran  diligencia  en  sacar  una  verdadera  historia  del  origen 
y  manera  de  gobierno  délos  reyes  incas,  y  para  este  efec- 
to, hallándose  en  la  ciudad  del  Cuzco,  mandó  juntar  todos 
los  viejos  incas  que  quedaban  del  tiempo  de  sus  reyes  in- 
cas, y  para  que  se  procediese  con  menos  riesgo  de  engaño 
en  negocio  cuya  averiguación  tanto  se  deseaba,  fueron 
examinados  cada  uno  de  por  sí,  sin  darles  lugar  á  que  se 
comunicasen  :  y  la  persona  á  quien  encargó  el  virrey  hi- 
ciese esta  información,  que  era  uno  de  los  que  en  la  visi- 
ta general  iba  en  su  servicio,  hizo  esta  misma  diligencia  y 
examen  con  cuantos  incas  viejos  halló  en  las  provincias 
de  los  Charcas  y  de  Arequipa,  y  con  los  españoles,  anti- 
guos conquistadores  que  había  en  la  tierra,  que  no  eran 
pocos  los  que  vivían  en  aquel  tiempo.  » 

Sabemos  que  la  persona  á  quien  encargó  don  Francisco 
de  Toledo  realizar  estas  informaciones  fué  Sarmiento  de 
Gamboa,  el  cual  se  ayudó  también  de  Polo  de  Ondegar- 
do.  Extraña  el  olvido  en  un  autor  tan  prolijo  y  seguro  co- 
mo el  padre  Cobo,  pero  extraña  más  aun  que  no  cite  á 
Cieza  de  León  ni  á  Montesinos,  ya  que  da  tanta  importan- 
cia á  relaciones  de  menor  cuantía,  como  él  mismo  lo  de- 
clara, cuando  dice  :  ((  Y  poco  después,  en  otra  junta  ge- 
geral  de  los  indios  viejos  que  habían  alcanzado  el  reinado 
del  inca  Guayna  Capac,  que  hizo  en  la  misma  ciudad  del 
Cuzco,  Cristóbal  de  Molina,  cura  de  la  parroquia  de  Nues- 
tra Señora  de  los  Remedios  del  Hospital  de  los  naturales, 
por  mandado  del  obispo  don  Sebastián  de  Lartaum,  se 
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averiguó  lo  mismo,  resultando  de  ella  una  copiosa  rela- 
ción, de  los  ritos  y  fábula  que  en  su  gentilidad  tenían  los 
indios  peruanos.  La  cual  conforma  en  todo  lo  substancial 
con  la  del  licenciado  Polo  de  Ondegardo  y  con  la  que  se 
hizo  por  orden  de  don  Francisco  Toledo,  que  ambas  vinie- 
ron á  mi  poder  y  parece  haberlas  seguido  el  padre  Joseph 
de  Acosta  en  lo  que  escribió  del  gobierno  de  los  Incas  y 
de  sus  sus  idolatrías,  en  los  libros  V  y  VI  de  su  historia  de 
Indias.  Últimamente  Garcilaso  de  la  Vega,  inca,  en  la  pri- 
mera parte  que  sacó  á  la  luz  de  la  república  de  los  Incas, 
no  se  aparta  casi  en  nada  de  las  sobredichas  relaciones.  » 
Las  fuentes  en  que  bebió,  pues,  su  información,  nues- 
tro autor,  fueron  de  grande  y  sólida  veracidad  ;  y  á  pesar 
de  ello,  el  padre  Cobo  no  tuvo  confianza  suficiente  en  los 
datos  y  noticias  que  autores  tan  serios  y  fundamentales 
pudieran  proporcionarle.  A  este  respecto  dice  :  «  Bien  pu- 
diera irme  yo  por  los  pasos  de  autores  tan  graves  y  dignos 
de  toda  fe,  sin  tratar  de  hacer  nueva  pesquisa  sobre  esta 
materia  ;  más,  por  haber  residido  en  la  ciudad  del  Cuzco 
algún  tiempo,  y  éste  tan  cercano  á  el  de  los  reyes  Incas, 
que  alcancé  no  pocos  indios  que  gozaron  de  su  gobierno,  y 
muchos  de  ellos  descendientes  suyos,  en  quienes  hallé 
muy  fresca  la  memoria  de  sus  cosas  ;  aprovechándome  de 
la  ocasión,  me  informé  de  ellos  cuanto  desee  saber  en  este 
particular,  y  no  hallé  cosa  en  contra  de  lo  averiguado 
por  el  licenciado  Polo.  Porque,  primeramente,  conocí  y 
comuniqué  mucho  á  un  indio  principal  de  la  sangre  real 
de  los  Incas,  que  para  cierta  pretensión  que  con  el  virrey 
tenía,  hizo  información  de  su  ascendencia,   la  cual  me  le- 
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yó  él  mismo  y  hallé  la  misma  línea  y  número  de  Incas  re- 
yes que  pone  en  su  relación  el  licenciado  Polo.» 

A  pesar  de  esto,  la  cronología  de  los  Incas  que  el  padre 
Cobo  sostiene,  cae  en  el  mismo  error  de  Sarmiento  de 
Gamboa  y  otros  cronistas,  cuando  solamente  colocan  en 
un  espacio  de  más  de  mil  años  once  Incas,  dando  así  una 
extraordinaria  longitud  á  sus  reinados.  En  cuanto  á  los 
deiPiás  detalles  de  organización  política,  social  y  religiosa 
del  imperio,  las  informaciones  de  nuestro  autor  son  lo 
más  completas  y  verídicas,  distinguiéndose  sobre  todo 
por  la  claridad  con  que  están  agrupados  los  datos  que  nos 
ofrece  y  por  las  formas  de  exposición  de  cada  uno  de  sus 
capítulos. 

Su  estudio  de  la  religión  incásica  es  de  lo  más  comple- 
to y  seguro  que  se  conoce  :  la  descripción  de  los  distintos 
templos  y  sacrificios  que  hacían,  así  como  las  curiosas  no- 
ticias que  da  sobre  la  manera  como  confesaban  y  las  peni- 
tencias y  ayunos  que  tenían,  así  como  la  descripción  que 
hace  de  los  actos  exteriores  con  que  adoraban  y  hacían 
reverencia  á  sus  dioses  y  la  transcripción  de  algunas  délas 
oraciones  que  decían  mientras  les  ofrecíanlos  sacrificios  ; 
prueban  la  diligencia  y  el  cuidado  que  puso  nuestro  au- 
tor en  informar  á  los  pueblos  del  viejo  continente,  y  en 
especial  á  España,  délas  curiosas  y  desconocidas  mani- 
festaciones religiosas  de  los  Incas.  Sabido  es  que  éstos  tu- 
vieron fiestas  y  sacrificios  especiales  que  ofrecían  con  so- 
lemnidades y  ritos  característicos,  según  los  meses  del 
año.  El  padre  Cobo  pone  especial  atención  al  describir 
todas  y  cada  una  de  estas  manifestaciones  de  carácter  so- 
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cial  y  religioso  :  subrayando  cada  una  de  ellas  con  minu- 
ciosidades de  detalles,  en  los  distintos  capítulos  que  les 
consagra. 

Los  sacerdotes,  hechiceros,  médicos,  adivinos  y  curan- 
deros tienen  también  dedicados  á  ellos  capítulos  especia- 
les, siendo  de  notar  el  muy  interesante  y  bien  fundado 
estudio  que  dedica  á  los  recogimientos  ó  monasterios  de 
doncellas,  consagradas  al  culto  de  los  dioses,  en  los  que 
estudia  las  distintas  formas  de  la  vida  religiosa  incásica 
y  sus  manifestaciones  más  importantes  ;  capítulo  con  el 
cual  termina  el  libro  XIII. 

El  último  libro  que  se  conserva  de  la  obra  del  padre 
Cobo,  está  destinado  al  estudio  de  las  costumbres  de  los 
ndios  peruanos,  y  su  capítulo  más  importante  es  el  que 
consagra  al  valor  déla  lengua  quechua  y  sus  modalidades 
filológicas.  Vienen  luego  pequeñas,  pero  muy  nutridas 
de  noticias,  distintas  monografías  sobre  las  casas,  comi- 
das, bebidas,  educación  de  los  hijos,  organización  inte- 
rior de  las  habitaciones  y  de  la  familia,  así  como  detalles 
curiosos  y  muy  importantes  sobre  el  conocimiento  y  uso 
que  tuvieron  de  la  medicina,  de  la  ropa  y  tela  que  hilaban 
y  tejían,  de  las  industrias  en  plata  y  en  oro,  así  como  de 
las  diferentes  maneras  que  tenían  de  realizar  sus  sepultu- 
ras y  los  ritos  y  ceremonias  que  usaban  en  sus  enterra- 
mientos. 

Como  se  ve,  la  claridad  y  el  método  cuidadoso  con  que 
están  expuestas  todas  las  manifestaciones  de  la  vida  indí- 
gena, hacen  altamente  recomendable  el  estudio  que  hi- 
ciera el  distinguido  jesuíta  ;  y  no  ha  de  tachársele  aquí  de 
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falta  de  previsión  y  de  originalidad,  pues  las  páginas  de 
su  Historia  del  nuevo  mando,  ondulan  como  un  campo  de 
trigo  antes  de  la  siega  y  también  como  el  campo  de  tri- 
go llevan  el  germen  misterioso  que  hace  crecer  la  belle- 
za. Seguramente  los  detalles  y  las  informaciones  que  el 
padre  Cobo  nos  ha  dejado,  serán  aprovechados  con  ver- 
dadera fruición  por  los  aficionados  á  escudrinar  la  his- 
toria natural  de  América,  sobre  todo  en  sus  primeros  orí- 
genes ;  y  más  de  una  vez,  al  escribirlas  largas Hstas  délas 
flores,  de  las  plantas  y  de  la  fauna  americana,  el  sabio  je- 
suíta ha  de  haber  sentido  un  orgullo  semejante  al  del  la- 
brador que  mira  silenciosamente,  antes  de  volver  á  su 
choza  invadida  por  la  sombra,  los  surcos  que  acaba  de 
trazar. 

Perdida  se  halla  hasta  hoy,  desgraciadamente,  la  parte 
ñnal  de  la  obra  del  padre  Cobo,  que  con  toda  seguridad 
fué  escrita  por  éste,  pues  al  concluir  el  capítulo  XIII  del 
último  libro,  dice :  «que  ha  de  describir  muchas  cosas  en 
la  segunda  parte  de  esta  historia»  y  en  el  prólogo  al  lector 
anunciaba  dos  partes  complementarias,  cuando  añade: 
(( La  segunda  parte  consta  de  quince  libros :  los  dos  prime- 
ros tratan  del  descubrimiento  y  pacificación  de  las  prime- 
ras provincias  de  Indias  y  deste  reino  del  Perú,  y  el  tercero 
del  discurso  de  los  gobernadores  y  virreyes  que  lo  han 
gobernado :  donde  brevemente  se  da  cuenta  de  las  cosas 
más  dignas  de  memoria  que  en  él  han  sucedido  desde  su 
principio  hasta  el  tiempo  presente.  En  el  cuarto  y  quinto 
se  dice  la  forma  cómo  se  ha  plantado  y  establecido  en  estas 
Indias  la  república  de  los  españoles  y  de  los  indios,  des- 
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pues  qucástos  se  hicieron  cristianos,  y  el  modo  de  gobier- 
no que  se  guarda  en  ellas,  señalada  mente  en  este  reino 
del  Perú.  En  los  nueve  siguientes  va  una  descripción 
general  del  mismo  reino  del  Perú  por  sus  obispados  y 
provincias,  y  muy  por  extenso  la  de  esta  ciudad  de  los 
reyes.  Y  en  el  último  va  la  descripción  de  las  demás  pro- 
vincias de  la  América  austral  que  caen  fueía  de  los  térmi- 
nos del  Perú,  con  todo  lo  demás  que  pertenece  á  lo  que 
deste  nuevo  mundo  cae  en  este  hemisferio  antartico». 

Terminaba  la  obra  del  sapiente  loyolisla  una  tercera 
parte  que,  como  él  dice,  contenía  catorce  libros:  (dos  dos 
primeros  tratan  de  las  calidades  de  la  Nueva  España  y  su 
descubrimiento  y  conquista  ;  el  tercero  de  los  gobernado- 
res y  virreyes  que  ha  tenido:  desde  el  CLiarto  se  comienza 
la  descripción  de  sus  provincias  y  de  todas  las  otras  de  la 
América  septentrional,  y  se  da  razón  de  la  fundación  y 
estado  presente  de  la  ciudad  de  México  y  de  sus  poblado- 
res y  familias  que  dellos  descienden  :  y  en  el  decimocuarto 
y  último  se  describen  las  islas  de  ambos  mares  del  norte  y 
del  sur  hasta  las  Filipinas  y  Malucas,  y  se  pone  un  breve 
tratado  de  las  navegaciones  de  todas  estas  Indias  v  Nuevo 
Mundo». 

Por  la  rápida  noticia  que  hemos  dado,  puede  colegirse 
el  interés  y  la  magnitud  de  la  producción  del  humilde 
religioso  de  la  compañía  de  Jesús  y  viene  aquí  al  caso  uníi. 
observación  oportuna  y  necesaria.  Mucho  se  ha  discutido 
la  importancia  de  la  obra  científica  realizada  por  los  jesuí- 
tas en  el  período  de  la  conquista ;  refiriéndose  á  ella  uno 
de  los  profesores  más  distinguidos  de  la  Facultad  de  íllo- 
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sofía  y  letras  de  Buenos  Aires,  el  doctor  Alejandro  Korn, 
maestro  respetado  y  querido  de  la  juventud,  en  un  artículo 
publicado  en  la  Revista  de  la  Universidad  de  Buenos  Aires 
dice:  «Realizaron  los  jesuítas  un  trabajo  inapreciable. 
Fueron  los  primeros  exploradores  y  cronistas  de  nuestro 
territorio  y  sin  Jos  datos  geográficos,  etnológicos  e  histó- 
ricos que  nos  han  legado,  careceríamos  del  material  más 
importante  para  reconstituir  nuestro  pasado  y  estudiar 
nuestros  orígenes.  Si  exceptuamos  á  Schmidel  y  á  Ruy 
Díaz,  es  á  miembros  de  la  orden  que  debemos  los  infor- 
mes más  abundantes  sobre  esta  primera  época  de  nuestra 
historia.  Pastor,  Techo,  Lozano  y  Guevara,  fueron  los 
historiadores  de  la  Compañía  y  conjuntamente  de  la  con- 
quista y  de  la  colonización.  Lozano  y  Machioni  exploraron 
el  Chaco,  Falkner  la  Patagonia,  Montenegro  catalogólas 
plantas  medicinales,  Ruíz  de  Montoya  estudió  el  guaraní 
y  un  número  crecido  de  colaboradores  anónimos  contri- 
buyó con  sus  datos  á  estos  trabajos  de  investigación  y 
observación. 

((Pero  las  producciones  tan  meritorias  délos  padres, 
en  general  carecen  de  carácter  científico  por  falta  de  siste- 
matización y  luego  se  hallan  plagadas  de  referencias  fabu- 
losas, de  patrañas  burdas  y  de  supersticiones  inconcebibles. 
La  creencia  de  los  hechizos  y  en  el  comercio  con  el  demo- 
nio, es  corriente.  Las  vetas  de  ixietales  en  el  Famatina,  han 
sido  encantadas  de  modo  que  no  se  les  puede  explotar  por 
los  españoles;  el  oso  hormiguero  mata  á  su  presa  aferrán- 
dose á  las  quijadas,  así  sea  un  tigre;  el  anta  se  practica 
sangrías;  el  quirquincho  mata  al  ciervo,  hay  culebras  que 
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tragan  á  un  hombre  y  violan  á  mujeres,  y  otras  después 
deservir  de  pasto  á  las  aves  y  quedar  reducidas  á  esque- 
leto, resucitan.  » 

La  observación  del  doctor  Korn  puede  justificarse  y  se 
justifica  en  relación  á  los  autores  que  se  ocuparon  de  las 
cosas  del  Río  de  la  Plata,  y  el  mismo  autor  da  más  abajo 
del  párrafo  citado,  los  fundamentos  que  podrían  explicar 
sus  afirmaciones,  cuando  dice:  «esta  falta  de  criterio  halla 
su  razón  en  la  fe  y  en  la  doctrina  que  arraigada  desde  la 
niñez  en  los  espíritus,  difundida  desde  el  pulpito  y  desde 
la  cátedra,  inducía  á  considerar  el  milagro,  el  misterio  y 
la  maravilla  como  algo  tan  frecuente  que  acababa  por  ser 
común  y  familiar...  Estos  hombres,  instrumentos  desper- 
sonalizados de  un  concepto  abstracto,  á  cada  paso  experi- 
mentan —  en  su  conciencia  ó  en  su  ambiente  —  la  acción 
de  agentes  sobrenaturales  y  las  invenciones  más  extrava- 
gantes no  les  parecen  impropias  de  la  omnipotencia  divina. 
Quizás  á  fuerza  de  señalar  á  sus  neófitos  de  continuo,  esta 
intervención  del  más  allá,  concluyen  por  verla  ellos  mis- 
mos en  toda  ocasión  » . 

Esta  observación  que,  vuelvo  á  repetirlo,  se  justifica  en 
relación  á  los  autores  que  se  ocuparon  de  las  cosas  del  Río 
de  la  Plata,  me  parece  imposible  de  sostener  y  aplicar 
cuando  se  trata  de  los  cronistas  é  historiadores  déla  com- 
pañía de  Jesús,  que  trataron  de  las  cosas  del  Perú.  La 
razón  es  sencilla  :  tuvo  la  compañía  especial  cuidado  en  la 
elección  de  los  sujetos  que  mandaba  á  ese  virreinato.  La 
importancia  que  significaba,  las  personalidades  que  esco- 
gidas por  el  monarca  con  cuidadoso  empeño,  eran  envia- 
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das  á  la  Ciudad  de  los  Reyes  para  actuar  en  los  negocios 
públicos,  la  cultura  social  y  el  interés  que  tenían  ios 
padres  en  presentarse  siempre  dentro  de  un  rango  de  su- 
perioridad muy  marcado  en  cuanto  á  todas  las  demás 
órdenes  religiosas  se  refiere;  eran  causas  masque  sufi- 
cientes para  que  los  religiosos  enviados  á  los  colegios  de 
la  compañía  fueran  sujetos  admirablemente  dotados  de 
condiciones  de  carácter  extraordinarias,  de  relevantes 
prendas  personales  é  intelectuales,  que  se  impusieran  y 
que  triunfaran  desde  el  primer  momento  en  la  sociedad 
limeña  y  en  el  virreinato  todo. 

Claramente  prueban  estas  consideraciones,  los  nom- 
bres, la  vida  y  los  hechos  de  algunos  religiosos  que  actua- 
ron en  el  Perú.  ¿No  fué  por  ventura  el  padre  José  de 
Acosta  nombrado  por  Felipe  II  y  por  los  jesuítas  españo- 
les, para  pedir  al  Papa  reuniera  la  congregación  general 
de  la  compañía  ante  la  cual  debía  de  estudiarse  la  actuación 
del  general  P.  Aquaviva?  ^iNo  fué  el  mismo  padre  gratísi- 
mo á  Felipe  H^  ^ No  fué  por  ventura,  prepósito  de  la  casa 
profesa  de  Valladolid  y  rector  del  colegio  salmantino  déla 
Compañía,  cargos  todos  de  grandísima  importancia  y  res- 
ponsabilidad así  moral  como  intelectual?  (^\  el  padre  Cobo 
no  ocupó  el  cargo  de  provincial  del  Perú  y  sobre  todo  no 
fué  escogido  como  confesor  de  santa  Rosa  de  Lima?... 

Bien  á  las  claras  se  ve  la  diferencia  que  existía  y  que 
existió  siempre  entre  los  padres  que  se  mandaron  al  Perú 
y  los  que  vinieron  al  Río  de  la  Plata.  Estos  últimos  no 
tuvieron  otra  misión  sino  el  bienestar  y  la  salvación  délas 
almas  por  medio  de  misiones  y  de  excursiones  catequísti- 
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cas.  íSin  ejercer  influjo  político  ó  social,  objetivo  de  su  tarea 
era  fundamentalmente  religioso  y  sencillo.  Por  eso  mismo 
sus  almas  candidas  y  puras  no  se  hallaban  preparadas  para 
la  lucha  ni  mucho  menos  para  seguirlas  habilidosas  nego- 
ciaciones entre  nobles  y  personajes  de  majestuosa  y  elevada 
categoría.  Los  jesuítas  del  Río  de  la  Plata  fueron  funda- 
mentalmente sencillos:  esa  fué  la  característica  de  su  mi- 
sión :  y  esa  sencillez  constituye  el  sello  típico  de  las  obras  y 
de  las  relaciones  que  nos  legaran.  El  candor  y  la  buena  fe 
con  que  nos  cuentan  las  expediciones  indígenas,  la  vida  de 
las  misiones,  ó  las  incursiones  de  las  tribus  autóctonas, 
cuan  lejos  están  de  la  elegancia  meticulosa  y  perfumada, 
con  el  giro  cuidado  y  artificioso  de  la  frase  y  con  la  docu- 
mentación comprobada  y  apoyada  hasta  el  extremo  en 
informaciones  é  investigaciones  precisas,  que  son,  por 
decirlo  así,  la  fuerza  que  inspira  y  señala  las  obras  de  los 
cronistas  é  historiadores  de  la  compañía  de  Jesús  en  el 
Perú. 

La  obra  del  padre  Cobo  merece  y  debe  ser  considerada 
como  el  exponente  de  esa  tendencia  y  de  esos  caracteres. 
No  podríamos  declararla  superior  á  la  obra  del  padre 
Acosta,  pero  ella  tiene  rasgos  que  la  señalan,  desde  el 
primer  momento,  como  una  producción  rica  en  noveda- 
des y  noticias  de  orden  natural  y  político,  completa,  en 
todo  cuanto  á  esa  época  fuera  posible  exigir,  en  la  relación 
y  en  la  descripción  de  la  fauna,  de  la  flora  y  de  la  gea  del 
virreinato  peruano.  Y  si  con  un  criterio  sereno  y  justo 
contemplamos  la  obra  de  los  dos  historiadores-natura- 
listas jesuítas —  complementándose  la  una  á  la  otra  mu- 
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tuamente  —  podremos  declarar  sin  temor  á  equivocarnos, 
cjue  es  el  esfuerzo  más  extraordinario  que  se  haya  reali- 
zado, teniendo  en  cuenta  el  momento  histórico  y  los  cono- 
cimientos de  aquellos  tiempos,  en  favor  del  progreso,  del 
engrandecimiento  y  sobre  todo  de  la  divulgación  del  cono- 
cimiento científico  del  continente  americano. 

Jorge   Cabral. 
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TRIBUNALES   CIVILES   DE    LA    CAPITAL 

Juez  de  primera  instancia  :  doctor  Roberto  Bepetlo 

Antonio  F.  Pinero  v.  su  señoría  el  señor  arzobispo  de  Buenos  Aires 

Derechos  reales  constituidos  con  anterioridad  á  la  vigencia  del  Código  civil  :  Enfiteusis. 
Irretroactividad  de  la  ley.  Capellanía.  Sus  diferencias  con  la  fundación  de  Iglesias,  ca- 
pillas ú  oratorios.  El  enfiteuta  no  puede  redimir  la  capellanía  constituida  sobre  el  in- 
mueble en  el  que  ejerce  su  derecho  de  eníiteusis. 

Son  cada  día  más  raros  los  casos  judiciales  en  que  se  ventilan  cues- 
tiones regidas  por  las  leyes  vigentes,  en  la  época  anterior  al  Código  ci- 
vil y,  en  especial,  las  referentes  á  capellanías. 

La  sentencia  dql  juez  doctor  Repetto  cuyos  considerandos  se  transcri- 
ben, trata  y  resuelve  con  erudición  varios  puntos  de  derecho  sumamen- 
te interesantes. 

El  titular  de  un  derecho  de  enfiteusis  constituido  el  año  i84o,  cuyo 
canon  ó  renta  se  destinaba  al  sostenimiento  de  la  Capilla  del  Carmen, 
pretendía  pagar  por  consignación  dicho  canon,  prescindiendo  de  las 
condiciones  en  que  debía  hacerse,  en  cuanto  al  monto  de  la  suma  á  pa- 
gar y  porque  la  curia  eclesiástica  sostenía  que  habiendo  suprimido 
el  Código  civil  el  derecho  real  de  enfiteusis,  debía  de  conceptuarse  como 
un  arrendamiento  aquel  derecho. 

La  sentencia  resuelve  que  el  actor  es  enfiteuta  de  la  propiedad;  que 
la  naturaleza  del  derecho   no  se  altera  por  haberse  establecido  que  el 
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monto  del  canon  se  fijaría  de  nuevo  cada  diez  años;  y,  por  último,  que 
el  Código  civil  no  ha  suprimido  el  derecho  de  enfiteusis  sino  para  el  fu- 
turo, dejándolo  subsistente  cuando  se  ha  constituido  con  anterioridad  á 
su  vigencia. 

La  demanda  tenía  por  objeto  además  conseguir  que  se  redimiera  lo 
que  el  actor  denominaba  capellanía  y  la  sentencia  resuelve  que  el  canon 
á  cargo  del  enfiteuta  no  ha  tenido  por  objeto  fundar  una  capellanía  y 
que,  en  todo  caso,  no  puede  redimirlo  dicho  enliteuta. 

Y  considerando:  la  demanda  contra  la  curia  eclesiástica,  en  el  carác- 
ter de  Patrono  de  la  Capilla  del  Carmen,  comprende  dos  acciones  dis- 
tintas por  su  naturaleza  y  por  sus  resultados,  que  es  menester  resolver 
separadamente.  La  una  se  refiere  al  pago  por  consignación  judicial  del 
canon  que  como  enfiteuta  de  la  propiedad  calle  Córdoba,  número  1698 
al  1699,  con  frente  á  las  de  Rodríguez  Peña  y  Paraguay,  números  1694 
y  1695,  le  corresponde  abonar  por  el  año  1910,  que  la  Curia  sólo  ha 
querido  recibir  á  título  de  arrendamiento,  y  la  otra  ala  redención  déla 
Capellanía,  que,  según  afirma,  grava  esa  propiedad. 

El  pronunciamiento  sobre  la  primera  cuestión,  atenta  la  forma  en 
que  ha  quedado  trabada  la  litis  por  demanda  y  contestación  involucra 
en  sí,  el  análisis  y  solución  de  las  siguientes  subcuestiones : 

a)  ¿Es  el  doctor...  como  continuador  délos  Oneto,  enfiteuta  de  la  pro- 
piedad mencionada? 

h)  Q  Concurren  en  el  caso  siih  jiidice,  los  demás  requisitos  del  artícu- 
lo 7-58  del  Código  civil,  para  que  el  pago  por  consignación  sea  válido? 

Respecto  á  la  primera  subcuestión,  el  testimonio  de  escritura  pública, 
corriente  á  foja  58,  demuestra  que  el  actor  adquirió  de  doña  Catalina 
Rocca  de  Oneto,  de  don  Francisco  Oneto,  y  doña  Emilia  Onelo  de  Mo- 
li,  por  intermedio  de  don  Pedro  Condeunes,  el  derecho  de  enfiteusis 
que  aquellos  tenían  sobre  un  terreno  situado  en  esta  capital,  en  la  cual 
se  encuentra  edificada  la  casa  calle  Córdoba,  números  1698  al  1O99, 
con  frente  también  á  las  calles  Rodriguez  Peña  y  Paraguay,  números 
1694  y  1690,  con  los  linderos  y  en  las  condiciones  que  allí  se  indican. 
Aunque  la  cuestión  no  haya  sido  planteada  por  la  Curia,  sino  de  un 
modo  indirecto,  tratándose  en  el  caso  suh  jadice,  de  la  existencia  de  un 
contrato  de  enfiteusis,  tiene  el  carácter  de  previa,  la  relativa  á  determi- 
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liar  en  qué  forma  debía  constituirse  la  enfiteusis  en  derecho  español,  y 
cuál  el  medio  de  probar  el  contrato.  A  este  respecto  el  fiscal  eclesiástico 
en  su  escrito  de  contestación  á  la  demanda,  no  obstante  negar  el  carácter 
de  eníiteuta  invocado  por  el  doctor  P...  ha  manifestado  qué,  parte  de 
los  terrenos,  con  que  el  señor  Rodríguez  dotó  á  la  capilla  del  Carmen 
para  el  sostenimiento  del  culto,  estaban  dados  en  enfiteusis,  debiendo  re- 
novarse cada  diez  años  los  respectivos  contratos,  á  fin  de  establecer  el  ca- 
non que  los  enfiteutas  debían  pagar,  que  era  el  seis  por  ciento  del  valor 
de  los  terrenos.  Tal  manifestación  de  la  curia  implica  el  reconocimiento 
de  que  á  la  época  de  la  fundación  de  la  capilla  del  Carmen,  algunos  de  los 
terrenos  de  su  dotación  estaban  dados  en  enfiteusis,  si  bien  con  carácter 
decenal,  y  agrega  c|ue  esos  contratos  fueron  renovados  á  su  vencimien- 
to, conservándoles  ese  nombre  por  entender  los  patronos  que  podían 
cumplir  los  deseos  del  fundador  sobre  ese  particular.  Ahora  bien,  según 
el  derecho  civil  español,  vigente  en  la  república  el  año  i84o,  la  enfiteu- 
sis, debía  constituirse  por  carta  de  escribano  público  ó  del  señor  que  la 
da  (ley  S",  tít.  i4,  part.  i'),  y  debe  ser  hecho  con  placer  de  ambas  par- 
les y  por  escrito.  Ca  de  otra  guisa  non  valdría  (ley  28,  tít.  8,  part. 
5*^).  Pero,  Gregorio  López,  comentando  las  leyes  citadas  manifiesta, 
que  ella  puede  también  darse  por  constituida  cuando  resulte  del  cum- 
plimiento de  los  deberes  y  derechos  recíprocos  del  censualista  y  del  en- 
fiteuta;  y  Gutiérrez  Fernández,  en  sus  Estadios  del  derecho  civil  espa- 
ñol^ página  6Zi4,  tomo  II,  piensa  cjue  si  bien  lo  escritura  es  necesaria 
para  la  existencia  del  contrato,  como  lo  tiene  resuelto  la  jurisprudencia 
española,  ésta  es  también  uniforme  en  el  sentido  de  reconocer  que  cuan- 
do ella  haya  desaparecido  ó  no  se  encuentre,  puede  acreditarse  su  exis- 
tencia por  otro  medio  legítimo  de  justificación,  y  hace  suyo  un  fallo  en 
el  cual  se  declaraba  que  ninguna  ley  se  opone  á  que  se  justifique  su  exis- 
tencia por  la  posesión  inmemorial  que,  según  las  leyes  y  la  doctrina, 
equivale  á  título. 

En  el  caso  sub  jadice,  el  actor,  como  continuador  de  los  Oneto,  para 
justificar  la  existencia  en  su  origen  del  derecho  de  enfiteusis,  tendría 
independientemente  de  la  confesión  de  la  curia  que,  como  queda  dicho, 
lo  reconoce  existente  al  tiempo  de  la  fundación  de  la  capilla,  sin  perjui- 
cio de  desconocer  el  carácter  de  perpetuidad : 
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a)  El  contrato  de  venta  de  la  enfileusis  hecho  por  don  Miguel  Bara- 
bino  y  su  esposa,  á  don  Francisco  Oneto,  con  intervención  del  patrono 
de  la  capilla,  don  Juan  Manuel  Rodríguez,  el  2^  de  lebrero  de  1867, 
con  anterioridad  á  la  vigencia  del  Código  civil,  foja  4G: 

b)  Los  sucesivos  convenios  sobre  las  tasaciones  del  inmueble  á  los 
efectos  del  pago  del  canon  y  corrientes  á  fojas  47,  A8.  ^9»  5i,  53  y  9:2, 
los  cuales  independientemente  del  reconocimiento  formal,  que  contie- 
nen, reconocimientos  renovados  durante  el  largo  concurso  de  cuarenta 
y  tres  años,  denotan  el  cumplimiento  durante  ese  tiempo  de  los  dere- 
chos y  obligaciones  recíprocas  del  enfiteuta  y  del  caso  contrario,  como 
asimismo  la  posesión  inmemorial  del  derecho  real  de  enfiteusis,  que,  de 
acuerdo  con  los  autores  citados,  acreditaría  la  existencia  del  derecho 
enfitéutico.  Todo  sin  contar  con  que  las  manifestaciones  del  fundador 
de  la  capilla  del  Carmen,  don  Juan  Antonio  Rodríguez,  de  que  los  te- 
rrenos se  hallaban  dados  en  enfiteusis,  aparte  de  constituir  un  recono- 
cimiento formal,  vendría  en  presencia  de  la  conducta  posterior  de  su 
hijo,  á  demostrar  que  esa  posesión  inmemorial  y  ese  cumplimiento  re- 
cíproco de  obligaciones  de  que  beneficia  como  continuador  de  los 
Oneto,  remonta  al  año  4o,  siendo  verisímil,  como  lo  dejan  presumir 
los  convenios  de  fojas  46  y  47,  que  existiera  carta  del  que  instituyó  la 
enfiteusis  conteniendo  instrucciones  sobre  ella,  y  de  acuerdo  con  las 
cuales  procedió  el  primer  patrono. 

El  demandado,  no  obstante  el  reconocimiento  de  que  se  ha  hecho 
mérito  y  los  términos  expresos  de  la  escritura  de  fundación,  alegando 
de  bien  probado,  sostiene  que  no  hubo  enfiteusis,  sino  simplemente 
arrendamiento,  con  el  cual  aquel  contrato  se  confundía  á  menudo.  Se 
funda : 

a)  En  que  la  enfiteusis  era  casi  siempre  perpetua,  mientras  que  el 
arrendamiento  sólo  duraba  diez  años,  como  los  contratos  délos  Barabi- 
no  y  de  los  Oneto : 

b)  En  que  ni  Barabino  ni  Oneto,  al  enajenar  ^us  (](M('rlio>í  de  enfi- 
teusis, han   pagado  el  laudemio  ; 

c)  Que  el  comiso  por  falta  de  pago,  hacía  adquirir  al  señor  directo, 
las  construcciones  y  mejoras  del  inmueble  enfitéutico,  y  á  su  vez  el  en- 
fiteuta  no  estaba  obligado  con  todos  sus  bienes,  sino  únicamente  con  el 


CRÓNICA  DE  LOS  TRIBUNALES  549 


inmueble,  sus  mejoras  y  sus  construcciones,  cosas  que  en  el  caso  moti- 
vo de  este  juicio,  ocurren  de  manera  distinta,  según  resulta  de  las  es- 
crituras acompañadas  por  el  actor. 

Aun  cuando  el  censo  eníitéutico,  por  su  naturaleza,  sea  perpetuo,  la 
ley  no  prohibe  fijar  un  plazo  á  su  duración,  siempre  que  él  no  sea  me- 
nor de  diez  años,  de  modo  que  se  concibe  según  eso,  una  enñteusis,  por 
ese  término,  sin  que  por  ello  se  la  confunda  con  el  arriendo,  al  cual  se 
asemeja.  Esto  independientemente  de  que  queda  aún  por  resolver,  si 
como  lo  dice  el  demandado,  el  censo  enfitéutico  fué  constituido  por  diez 
años  solamente  ó  si  tenía  carácter  de  perpetuidad.  Respecto  ala  segun- 
da observación,  relativa  al  laudemio  ó  sea  el  tanto  por  ciento  que 
cobraba  el  señor  directo  sobre  el  valor  de  las  enajenaciones  de  una  co- 
sa censida,  si  bien  es  cierto,  á  estar  á  los  convenios  de  venta  agregados 
á  fojas  46  y  92,  que  ni  Oneto  al  comprarle  á  Barabino,  ni  al  ha- 
cerlo al  primero,  han  abonado  suma  alguna  en  ese  concepto,  lo  es  tam- 
bién, que  en  uno  y  otro  caso,  las  transferencias  se  han  realizado  con  in- 
tervención del  patrono  don  Juan  Antonio  Piodríguez  en  1867  y  de 
monseñor  Duprat  en  1909,  por  imposición  de  los  propios  contratos  de 
enfiteusis.  El  laudemio  es  un  derecho  del  censualista,  y  como  tal,  queda 
á  su  arbitrio  hacerlo  valer  ó  no,  pero,  sin  que  de  su  ejercicio  pueda  de- 
rivarse una  consecuencia  como  la  que  se  pretende. 

Por  último,  la  observación  respecto  de  los  efectos  del  comiso,  es  con 
la  indicada  de  la  responsabilidad,  una  modalidad  particular,  que  si  pue- 
de atenuar  los  caracteres  del  contrato,  no  los  borra,  ni  lo  afectan  en  su 
esencia.  El  comiso,  se  encuentra  consignado  en  ellos  y  á  pesar  de  los 
efectos  distintos  de  que  se  hace  mérito,  al  leer  el  siguiente  párrafo  «en 
el  caso  de  no  pagar  el  canon  enfitéutico  en  el  tiempo  establecido  y  de 
demorar  más  de  un  mes  el  pago,  se  tenga  por  disuelto  este  contrato  y 
pueda  ser  expelido  del  terreno,  sin  ocurrir  á  la  autoridad  judicial »,  en 
cualquiera  de  los  documentos  acompañados,  fojas  ^7  y  48.  viene  á  la 
memoria  la  ley  28,  título  8,  partida  S"*  y  las  célebres  discusiones  produ- 
cidas con  el  fin  de  determinar  si  impago  el  canon,  era  necesaria  ó  no  la 
decisión  judicial. 

En  nuestro  caso,  claramente  se  dice  que  puede  ser  expelido  del  terre- 
no sin  intervención  judicial.  Por  lo  demás,  nada  se  oponía,  en  el  de  re- 
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cho  español,  para  que  los  interesados,  conservando  los  elementos  funda- 
mentales y  característicos  de  la  institución,  convinieran  modificaciones 
impuestas  por  los  tiempos  ó  por  circunstancias  particulares.  Febrero, 
ocupándose  del  comiso,  tal  como  lo  legislan  las  leyes  de  partidas,  ma- 
nifiesta que  se  tiene  por  injusto  y  por  lo  mismo  no  está  en  uso.  Gutié- 
rrez Fernández,  refiriéndose  á  los  deberes  del  eníiteuta,  dice,  página 
G70,  tomo  II:  unos  son  esenciales,  por  ejemplo,  el  pago  del  censo  y  el 
requerimiento  en  caso  de  enajenación  de  la  finca;  otros  provienen  de 
la  voluntad  de  los  contrayentes,  pues  la  ley  28  citada,  dice:  «deben  ser 
guardadas  todas  las  convenciones  cjue  fueren  escritas  ó  puestas  en  él». 

2°  Colocada  en  este  terreno  la  cuestión  relativa  á  la  demostración  de 
la  existencia  de  un  contrato  enfitéutico,  virtualmente  comprendida  en 
la  litis,  llega  el  momento  de  examinar  si  como  lo  sostiene  la  curia,  él 
se  constituyó  sólo  por  diez  años  ó  si  el  contrato  tuvo  carácter  de  perpe- 
tuidad. 

Tanto  en  derecho  romano  como  en  derecho  español,  como  lo  dice 
Molina,  citado  en  el  Sala  novísimo,  página  229,  y  lo  repiten  todos  los 
autores,  si  en  la  concesión  de  la  enfiteusis  no  se  expresa  tiempo,  se  en- 
tiende que  es  perpetua,  por  ser  ésta  su  naturaleza  ordinaria. 

La  ley,  como  antes  se  dijo,  no  prohibe  fijar  término  á  su  duración, 
siempre  que  no  baje  de  diez  años,  ni  tampoco  que  convengan  los  inte- 
resados en  imponerlo  por  una  ó  más  generaciones  ó  vidas.  Gutiérrez 
Fernández,  página  679,  tomo  II;  Gómez  de  la  Serna,  página  126. 

En  presencia  de  los  antecedentes  que  resultan  de  la  escritura  de  fun- 
dación otorgada  por  don  Juan  Antonio  Rodríguez,  corriente  de  fojas  9 
á  18  y  de  los  documentos  públicos  y  privados  extendidos  por  el  primer 
patrono  don  Juan  x\ntonio  Rodríguez  y  de  los  subsiguientes,  ¿cuál  debe 
pensarse  que  fué,  en  lo  referente  á  la  duración,  el  carácter  de  la  enfiteu- 
sis constituida  sobre  los  terrenos  que  formaban  la  dotación  de  la  capi- 
lla del  Carmen? 

Desde  luego,  la  simple  lectura  de  la  escritura  de  fundación  permite 
afirmar  que,  cuando  ella  se  hizo,  los  terrenos  se  hallaban  dados  en  enfi- 
teusis. Así  lo  declara  Rodríguez  en  distintos  momentos  del  acto  que 
realizaba  ante  el  oficial  público.  Pero,  es  que  además,  la  naturaleza  per- 
petua de  la  fundación  y  la  intervención  del  instituyenle,  que  sólo  dotó 
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ala  capilla  con  la  renta  ó  canon  de  los  terrenos  de  referencia,  inducen 
á  su  vez,  el  carácter  de  perpetuidad  de  la  enfiteusis  á  que  correspondía 
ese  canon,  y  tanto,  que  después  de  imponer  á  los  sucesivos  patronos  la 
obligación  de  cobrar  el  canon  á  los  enfiteutas,  haciendo  pensar  en  la 
existencia  para  siempre  de  la  misma,  agrega,  que  si  por  cualquier  acon- 
tecimiento imprevisto,  la  capilla  no  llenase  los  objetos  á  que  la  destina 
los  bienes  de  su  dotación,  pasarán  á  poder  de  sus  herederos,  pero  «con 
especial  prohibición  de  enajenar  por  venta  ni  de  otra  manera  alguna, 
los  terrenos  y  las  posesiones  eníitéuticas,  pues  unos  y  otros  serán  como 
un  vínculo  usufructuario  c[ue  se  transmitirá  en  lo  sucesivo  en  el  orden 
que  queda  establecido».  Es  cierto  que  esta  última  cláusula,  objetada  por 
el  gobierno,  consideróse  como  no  puesta,  en  virtud  de  la  prohibición  de 
la  asamblea  del  año  í3,  respecto  á  la  constitución  de  vinculaciones  y 
mayorazgos ;  pero  ello,  no  por  eso,  denota  menos  la  existencia  de  una 
enfiteusis  perpetua  en  la  intención  de  don  Juan  Antonio  Rodríguez. 

La  conducta  ulterior  de  los  patronos,  en  lo  que  atañe  á  la  duración 
de  la  enfiteusis,  concuerda  con  las  consecuencias  anteriormente  deduci- 
das, confirmándolas. 

Si  ante  la  redacción  del  documento  de  venta  de  la  enfiteusis  hecha 
por  los  Barabino  á  Oneto  con  la  intervención  del  patrono  don  Juan  An- 
drés Rodríguez,  el  año  1867,  foja  l\6,  quedara  alguna  duda,  atenta  la 
declaración  de  Oneto,  de  cjue  «está  instruido  de  que  el  contrato  enfi- 
téutico  debe  renovarse  el  1°  de  enero  de  1870,  el  firmado  por  Oneto  y 
el  patrono  don  Juan  Andrés  Rodríguez  en  la  misma  fecha,  foja  47,  la 
disipa  en  absoluto,  al  expresar  que  debiéndolos  eníiteutas  de  los  terre- 
nos afectos  á  esta  fundación  (da  por  establecida  la  enfiteusis),  pagar  al 
patrono  de  ella,  el  día  último  del  año,  por  canon  anual,  el  seis  por  cien- 
to del  valor  del  terreno,  por  valuación  jurada  que  hará  un  maestro  ma- 
yor, en  la  inteligencia  de  que  la  valuación  deberá  repetirse  cada  diez 
años». 

Gomo  se  ve,  se  tiene  por  establecida  la  enfiteusis,  y  claramente  se 
dice,  que  los  diez  años  se  refieren  á  la  valuación  de  los  terrenos  afectos 
á  la  fundación,  no  á  la  duración  del  derecho.  La  misma  causa  se  re- 
produce en  los  decenios  posteriores,  y  á  medida  que  se  van  cumpliendo 
se  dice  en  el  respectivo   instrumento,  que  la  tasación   corresponde  al 
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cuarto,  quinto  ó  al  sexto  decenio,  indicándose  una  vez  más,  que  ellos 
no  tienen  por  objeto  el  contrato  de  la  enfiteusis,  que  presuponen,  sino 
la  tasación. 

Hasta  1870,  última  tasación  verificada  antes  de  la  sanción  del  Código 
civil,  y  en  plena  vigencia  las  leyes  españolas,  tal  era  la  situación  res- 
pectiva de  patronos  y  enfiteutas. 

Aunque  no  mediaran  esos  antecedentes,  estando  justificada  la  rela- 
ción enfitéutica,  y  no  habiéndose  dicho  expresamente  que  ella  fuera 
por  diez  años,  es  indudable  que  siendo  la  perpetuidad  de  la  naturaleza 
de  la  enfiteusis,  en  ese  carácter  debe  admitírsele.  Con  posterioridad  á 
1870,  cada  diez  años  ha  sido  renovada  la  tasación  del  inmueble,  no 
sólo  por  el  primer  patrono  Rodríguez,  foja  49,  sino  también  por  doña 
Benita  Arias,  foja  5i  y  por  el  vicario  capitular  en  sede  vacante,  doctor 
don  Luis  Duprat,  foja  53. 

La  mejor  regla  de  interpretación  del  contrato  eníitéutico,  se  encuen- 
tra en  la  aplicación  que  los  titulares  del  dominio  directo  y  del  dominio 
útil  le  han  dado  sucesivamente,  durante  el  larí^o  transcurso  de  más  de 
media  centuria,  y  el  reconocimiento  posterior  de  la  curia,  respecto  de 
los  derechos  de  los  enfiteutas,  resulta  no  sólo  de  la  renovación  de  las 
tasaciones  decenales,  sino  también  de  la  adquisición  del  dominio  útil 
hecho  por  ella  del  inmueble  sito  en  la  calle  Córdoba,  números  1751  al 
1767  y  parte  integrante  de  la  dotación  de  la  capilla,  según  lo  declara  el 
colector  de  rentas  de  la  demandada,  contestando  la  7^  pregunta  del  in- 
terrogatorio de  foja  78. 

La  obligación  impuesta  á  los  enfiteutas,  en  el  instrumento  corriente 
á  foja  5 1,  de  abonar  los  impuestos  de  todo  género  y  de  construir  las 
obras  de  salubridad,  obligación  que,  aunque  no  constara  por  escrito  en 
los  contratos  anteriores,  debía  existir  en  el  hecho,  en  virtud  de  que 
ellas  son  cargas  de  goce  que  pesan  en  consecuencia  sobre  el  dominio 
útil,  no  puede  modificar  la  situación  del  enfiteuta,  en  cuanto  atañe  á 
la  duración  y  existencia  de  su  derecho  real,  y  menos  en  presencia  de  la 
cláusula  tercera  de  esa  escritura,  que  dice  así:  (dos  derechos  enfitéuticos, 
constituidos  sobre  el  terreno  deslindado,  corresponden  hoy  á  los  compa- 
recientes, doña  Catalina  Rocca  de  Oneto,  don  Francisco  y  don  Emilio 
Onrto,   ou  virdid  (h  transmisiones  sucesivas  que  reconoce  la  patrona». 
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El  derecho  adquirido  por  el  actor  de  los  Oneto,  según  escritura  de  5 
de  noviembre  de  1909,  foja  58,  con  el  consentimiento  de  la  curia,  es 
pues,  ese  mismo  derecho  de  eníiteusis  de  que  habla  el  fundador  de  la 
capilla,  reconocido  por  todos  los  patronos  sucesivos,  anteriores  y  poste- 
riores á  la  vigencia  del  Código  civil,  derecho  perpetuo,  real  por  su  na- 
turaleza, cuyo  canon  debe  determinarse  cada  diez  años,  mediante  la 
tasación  del  bien.  Lo  convenido  en  esa  escritura  no  ha  modificado  la 
situación  anteriormente  creada  y  la  interpretación  que  adelanta  la  curia, 
de  que  el  señor  P...  compró  un  derecho  que  vencía  el  3i  de  diciembre 
de  1910,  aparte  de  no  guardar  armonía  con  otras  cláusulas  déla  misma, 
y  no  hallarse  de  acuerdo  con  todos  los  antecedentes  referidos,  no  es 
tampoco  la  que  surgiría  de  los  términos  empleados  en  el  párrafo  de 
que  se  hace  mérito,  ya  que  la  manifestación  que  contiene,  puede  igual- 
mente referirse  á  la  duración  del  canon,  con  prescindencia  del  derecho 
mismo. 

3°  Háse  sostenido  por  el  fiscal  eclesiástico,  c|ue  desde  la  vigencia  del 
Código  civil,  desapareció  entre  nosotros  la  enfiteusis,  al  menos  como 
derecho  real.  Invoca  al  hacerlo,  los  artículos  2002  á  25o5  del  Código 
civil  y  sus  notas,  y  artículo  2Ci4- 

Aunque  la  defensa  ha  sido  formulada  sólo  con  respecto  á  convenios 
referentes  á  las  tasaciones  posteriores  á  1880  y  partiendo  de  la  base  de 
que  la  enfiteusis  fué  puramente  decenal,  no  obstante  haber  quedado 
demostrado  que  ella  fué  perpetua,  conviene  hacerse  cargo  de  la  obser- 
vación, por  ser  implicante  y  verificar  su  examen  aun  en  relación  á  la 
situación  creada  por  la  sanción  del  código  á  las  enfiteusis  constituidas 
con  anterioridad. 

El  artículo  2002,  dice:  a  Los  derechos  reales  sólo  pueden  ser  creados 
por  la  ley)).  Todo  contrato  ó  disposición  de  última  voluntad  que  cons- 
tituyese otros  derechos  reales  ó  modificase  los  cjue  el  código  reconoce, 
valdrá  como  constitución  de  derechos  personales,  si  como  tal,  pudiesen 
valer  ;  el  25o3  enumera  los  derechos  reales,  y  el  2614  preceptúa  que 
los  propietarios  de  bienes  raíces  no  pueden  constituir  sobre  ellos,  de- 
rechos enfitéuticos  ni  de  superficie,  ni  imponerles  censo,  ni  rentas  que 
se  extiendan  á  mayor  término  cjue  el  de  cinco  años,  cualquiera  que  sea 
el  fin  de  la  imposición,  ni  hacer  en  ellos  vinculación  alguna.  Es  efecti- 
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vaniente  cierto  que  el  derecho  real  de  enfiteusis,  no  ha  sido  compren- 
dido entre  los  derechos  reales  del  artículo  25o3,  por  las  razones  que  el 
autor  del  código  da  en  la  nota  al  mismo,  pero  es  también  indudable 
que  el  2614  permite  su  existencia  con  todos  los  caracteres  de  un  dere- 
cho real,  durante  el  término  de  cinco  años. 

No  puede,  pues,  decirse  en  absoluto  que  la  enfiteusis  haya  sido  radi- 
calmente suprimida  ni  que  baya  desaparecido  con  la  sanción  del  código: 
limitada,  reducida  al  término  de  cinco  años,  existe  para  el  porvenir. 

Las  enfiteusis  perpetuas,  como  la  de  que  aquí  se  trata,  constituidas 
antes  de  la  vigencia  del  Código  civil,  ¿desaparecieron  con  él?  Se  vincula 
con  esta  cuestión,  la  teoría  de  la  retroactividad  de  las  leyes,  y  menester 
será  para  resolverla,  tener  muy  en  cuenta  lo  dispuesto  por  los  artículos 
3°  y  4o44  del  Código  civil. 

Cualquiera  que  sea  el  valor  científico  de  la  teoria  de  la  retroactividad 
de  la  ley,  que,  como  es  sabido,  tiene  su  punto  de  partida  en  la  distin- 
ción clásica  de  derechos  adquiridos  y  de  simples  expectativas,  ya  que 
como  lo  ha  demostrado  monsieur  de  Yareilles  Sommieres  (Revue  an- 
tíque,  de  1898),  es  absolutamente  imposible  dar  del  derecho  adquirido 
y  de  las  simples  expectativas,  definiciones  que  no  resulten  defectuosas 
en  relación  á  un  gran  número  de  situaciones  que  las  mismas  nos  pre- 
sentan, ó  como  siendo  derechos  adquiridos  ó  como  simples  expectativas, 
sea  cual  fuere  su  valor  científico,  es  lo  cierto,  que  la  distinción  entre 
derechos  adquiridos  y  simples  expectativas,  se  halla  incorporada  al 
Código  civil,  en  virtud  del  citado  artículo  4o44. 

Su  nota  tomada  de  Demolombe,  después  de  distinguir  entre  el  inte- 
rés privado  y  el  público  á  los  efectos  de  la  retroactividad,  llama  dere- 
chos adquiridos  á  aquellos  que  se  hallaban  adquiridos  antes  del  hecho 
del  acto  ó  de  la  ley  que  se  les  quiera  oponer  para  impedir  su  pleno  y 
entero  goce.  «  Los  derechos  adquiridos,  son.  al  fin  de  cuentas,  derechos 
que  el  legislador  debe  respetar  porque  no  los  hemos  recibido  de  él, 
sino  de  Dios,  de  la  naturaleza:  el  derecho  de  propiedad  en  todas  sus 
formas.  »  (Vareilles  Sommieres,  artículo  citado.) 

En  el  caso  sub  juclice,  se  trata  de  un  derecho  real,  que  la  ley  actual 
no  ha  borrado  en  absoluto,  pues  lo  autoriza  por  cinco  años,  constituido 
con  mucha  antelación  á  la  promulgación  del  Código  civil,  bajo  la  pro- 
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lección  de  las  leyes  especiales  entonces  en  vigor.  ¿No  es  éste  un  dcreclio 
adquirido,  de  la  categoría  á  que  se  refiere  el  artículo  4o44  y  su  nota? 

Plantearla  cuestión  es  resolverla. 

Es  indudable  que  los  artículos  2002  á  2000  se  refieren  á  los  dere- 
chos reales  constituidos  con  posterioridad  á  la  vigencia  del  código,  y 
esos  son  los  que  valdrán  como  derechos  personales  si  como  tales  pudie- 
ran valer.  Disposición  justa,  desde  que,  debiendo  todo  el  mundo  cono- 
cer la  ley,  cúlpese  á  sí  mismo  aquél  que  no  obstante  la  prohibición,  creyó 
poder  adquirir  un  derecho  real  y  se  halla  luego  que  sólo  tiene  uno 
personal. 

Bien  distinta  es  la  situación  de  los  derechos  reales,  nacidos  antes  de 
1871 ;  fueron  constituidos  también  bajo  la  protección  de  leyes  del  Es- 
tado y  sus  titulares  no  podrían  verse  despojados  de  ellos,  en  virtud  do 
otras  leyes  que  los  destruyan  ó  cambien,  sin  manifiesta  injusticia. 

Los  antecedentes  nacionales  al  respecto,  son  concluyentes 

El  artículo  respectivo  de  la  constitución,  al  establecer  que  todos  los 
esclavos  quedan  libres,  expresa  que  una  ley  reglará  las  indemnizaciones 
á  que  su  cumplimiento  dé  lugar.  Es  la  libertad  individual  la  que  se 
encuentra  en  juego,  y  sin  embargo,  el  derecho  adquirido  de  propiedad 
sobre  las  personas,  no  se  destruye,  se  indemniza.  El  mismo  congreso 
nacional,  al  dictar  la  ley  de  redención  de  capellanías,  ha  reconocido  la 
existencia  de  las  constituidas  con  anterioridad  á  la  ley  del  77. 

El  propio  artículo  io48  del  Código  civil,  da  una  prueba  indirecta  de 
la  subsistencia  de  los  derechos  reales  anteriores  al  código  y  no  enume- 
rados por  el  mismo.  Se  suprimen  por  él  las  hipotecas  tácitas  constitui- 
das por  los  maridos  y  tutores  en  garantía  de  buena  administración, 
antes  de  su  promulgación. 

Aquí  nos  encontramos  en  presencia  de  un  derecho  real,  que  desapa- 
rece, pero  en  virtud  de  un  texto  expreso  que  sancionad  efecto  retroac- 
tivo y  nadie  le  ha  negado  á  las  leyes  el  derecho  de  hacerlo  cuando  las 
necesidades  lo  impongan. 

Y  bien,  la  supresión,  como  lo  expresa  la  nota,  tiene  su  razón  de  ser 
en  la  misma  teoría  de  los  derechos  adquiridos  y  se  funda  en  que  «  esos 
derechos  hipotecarios  no  pueden  llamarse  exactamente  derechos  adqui- 
ridos, hasta  que  abiertos,  no  hubiese  llegado  el  caso  de  ponerlos  judi- 
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cialmente  en  ejercicio  y  darles  aplicación  sobre  determinados  bienes  ». 

Así,  cuando  el  legislador  (el  principio  de  la  no  retroactividad  de  la 
ley,  no  obliga  al  poder  legislativo,  que  puede  desconocerlo  mediante 
una  ley,  obligatoria  para  el  juez),  por  razones  especiales,  ha  creído  con- 
veniente dar  efecto  retroactivo  á  la  ley  civil,  respecto  á  un  derecho  real 
existente  en  la  época  de  la  promulgación,  lo  ha  dicho  expresamente, 
como  ocurre  en  el  caso  citado  de  las  hipotecas  legales. 

La  opinión  de  los  autores  es  también  decisiva,  en  el  sentido  de  que 
los  derechos  reales  constituidos  de  conformidad  con  la  legislación  espa- 
ñola, eran  derechos  adquiridos.  Segovia,  anotando  el  artículo  261  A, 
dice:  «admítase  que  el  código  no  puede  suprimir  ó  modificar  los  dere- 
chos reales  que  él  no  reconoce,  pero  que  al  tiempo  de  su  sanción  exis- 
tían ya»;  de  igual  modo  piensan  los  doctores  Llerena  y  Machado.  El 
doctor  Cortés,  en  la  visita  fiscal  cjue  se  registra  en  el  tomo  II  de  la  co- 
lección de  fallos  de  la  excelentísima  cámara,  se  expresa  así:  «También 
ha  suprimido  el  Código  civil,  el  dominio  útil,  el  derecho  de  superficie, 
la  propiedad  mancomunada  en  los  edificios  divididos  por  pisos,  la  enfi- 
teusis  y  los  censos  en  general»  ;  ¿los  dueños  de  tales  derechos,  los  ha- 
brían perdido  y  no  podrían  ya  transmitirlos?  De  ninguna  suerte,  por- 
que las  leyes  no  tienen  efecto  retroactivo,  ni  alcanzan  á  alterar  derechos 
adquiridos. 

4°  Demostrado  como  queda,  el  carácter  de  enfiteuta  del  doctor  P... 
respecto  á  los  inmuebles  de  que  se  trata,  es  innegable  que  la  cu- 
ria no  ha  podido,  por  su  sola  voluntad,  cambiar  la  naturaleza  del  de- 
recho existente  entre  el  inmueble  de  la  calle  Córdoba  y  el  actor,  convir- 
tiéndolo de  real  en  meramente  personal,  hecho  éste,  perfectamente 
acreditado  con  las  declaraciones  de  los  testigos  Antonio  Solari,  foja  83 
y  Vicente  Rodríguez,  foja  80,  y  con  las  propias  manifestaciones  de  la 
demanda.  No  es  exacto,  pues,  como  se  afirma,  que  el  doctor  P... 
no  tenga  relaciones  jurídicas  con  el  patrono  de  la  capilla  del  Carmen. 

Que  la  presente  consignación  se  halla  encuadrada  dentro  de  los  tér- 
minos del  inciso  1°,  del  artículo  707  del  Código  civil,  resulta  verosímil- 
mente del  propio  hecho  de  que  el  actor  pretenda  abonar  en  concepto 
de  enfiteuta  lo  que  la  curia  sólo  quiere  recibir  á  título  de  arrenda- 
miento. 
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¿  Concurren  los  requisitos  exigidos  por  el  artículo  758,  para  que  la 
consignación  tenga  fuerza  de  pago  ?  Desde  luego,  con  respecto  al  modo 
en  que  el  pago  debió  hacerse,  es  decir,  en  cuanto  al  monto  que  debió 
pagarse,  cabe  observar  ; 

a)  Que  el  actor  en  su  escrito  de  iniciación  foja  5  vuelta,  expresa  que 
((  vencido  el  término  de  diez  años  »,  recibió  una  comunicación  del  ar- 
zobispo por  la  cual  se  le  hacía  saber  c|ue  se  había  fijado  en  1800  pesos 
el  alquiler  anual  del  terreno,  y  seguramente  en  virtud  de  ella,  realizó 
el  depósito  de  que  instruye  el  recibo  de  foja  3 ; 

b)  Que,  según  se  infiere  de  los  antecedentes  enfitéuticos,  el  canon  de- 
bía pagarse  con  referencia  á  una  tasación  verificada  cada  diez  años  por 
un  maestro  mayor  nombrado  por  el  Patrono; 

c)  Que  con  ese  fin,  el  Patrono,  nombró  al  ingeniero  Ayerza,  testimo- 
nio de  foja  88,  quien  fijó  en  77.228  pesos  moneda  nacional  el  valor 
del  terreno,  ascendiendo  á  pesos  4.033.68  el  importe  del  canon  corres- 
pondiente al  decenio  de  1909  al  1919,  tasación  conocida  por  el  actor, 
según  resulta  de  su  primera  contestación  al  pliego  de  foja  i32  ; 

dj  Que  el  actor  solicitó  del  canónigo  Duprat  una  rebaja  de  la  ante- 
rior tasación,  obteniéndola  hasta  la  suma  de  1800  pesos  y  fracción, 
hecho  cjue  le  fué  comunicado  y  después  del  cual  volvió  á  ver  al  señor 
Duprat,  haciéndole  presente  que,  ante  la  renta  que  la  propiedad  daba, 
resultaba  todavía  elevada  la  tasación,  contestación  á  la  primera  pregun- 
ta y  á  la  séptima  del  interrogatorio  de  foja  i32  ; 

ej  Que  tal  rebaja  fué  concedida  por  resolución  del  arzobispado  de  21 
de  marzo  de  19 10,  transcripta  á  foja  21  vuelta.  Gomo  claramente  re- 
sulta de  su  texto,  se  verificó  bajóla  condición  de  que  el  solicitante  acep- 
tara la  calidad  de  arrendatario  ; 

fj  Que  el  actor  ha  manifestado  al  contestar  la  pregunta  tercera  cjue 
((  recién  tiene  conocimiento  de  la  resolución  que  se  lee  ».  Ahora  bien  : 
Aunque  al  actor  le  incumbía  la  prueba  délos  hechos,  afirmados  por  él, 
respecto  de  la  consignación,  ley  I,  título  IV,  partida  3'^,  ella  no  ha 
ocurrido  ni  siquiera  respecto  de  la  categórica  manifestación  de  la  de- 
manda, de  haber  recibido  de  la  curia  una  comunicación  con  la  indica- 
ción de  la  suma  c[ue  el  doctor  P...  debía  pagar  en  concepto  de  alcjui- 
1er.  Por  otra  parte,  si  según  las   sucesivas  escrituras  de  renovación  de 
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canon  presentadas  por  el  doctor  P...  la  tasación  debía  operarse  por 
un  maestro  mayor  «  nombrado  por  el  Patrono  ó  por  quien  tuviera  de- 
recho á  percibir  la  renta  »,  es  indudable  que  la  rebaja  solicitada  por  él, 
era  facultativa  de  la  curia,  y  ésta  se  hallaba  en  su  perfecto  derecho  al 
darle  el  carácter  condicional  que  resulta  de  la  redacción  del  decreto  con- 
cediéndola. La  mejor  prueba  de  que  el  actor  no  aceptó  la  condición  im- 
puesta es  este  juicio.  Ha  manifestado  el  actor  que  no  tenía  conocimien- 
to del  decreto  y  aparte  de  que  contestando  la  primera  pregunta,  dice 
que  se  le  comunicó  poco  tiempo  después  que  se  había  disminuido  la  ta- 
sación y  pidió  todavía  rebaja  de  ella,  es  lo  cierto  que,  en  todo  caso,  él 
debió  concurrir  á  notificarse  de  la  resolución  de  la  curia,  con  el  fin  de 
conocer  sus  términos.  Como  queda  dicho,  el  actor  no  ha  producido 
prueba  alguna  que  permita  concluir  que  la  curia  oficialmente  le  comu- 
nicara la  rebaja,  sin  transmitirle  la  condición. 

En  mérito  de  las  anteriores  razones  declaro,  que  no  concurriendo  en 
cuanto  al  monto  de  la  suma  consignada,  las  condiciones  para  que  el  pa- 
go sea  válido,  se  impone  el  rechazo  de  la  acción,  con  costas,  atento  lo 
prescripto  por  los  artículos  768  y  7C0  del  Código  civil. 

5°  Considerando,  en  cuanto  á  la  acción  de  redención  de  Capellanía: 
que,  según  las  respectivas  pretensiones  de  las  partes,  la  primer  cuestión 
á  resolver  es  la  relativa  á  determinar  si  la  fundación  hecha  por  don 
Juan  Antonio  Rodríguez,  y  de  que  instruye  el  testimonio  corriente  de 
fojas  10  á  28,  tiene  los  caracteres  de  una  capellanía,  redimible  en  los  tér- 
minos de  la  ley  4 124,  ó  si  se  trata  simplemente  de  la  fundación  de  una 
capilla  y  oratorio  público,  extraña  á  sus  disposiciones.  Como  ambos  li- 
tigantes han  basado  sus  afirmaciones,  primero,  en  las  enunciaciones  y 
palabras  empleadas  por  Rodríguez  en  la  escritura  mencionada  y  luego 
en  los  elementos  y  condiciones  que  caracterizan  las  capellanías,  según 
los  principios  generales  del  derecho,  razones  de  método  imponen  des- 
envolvimientos separados,  en  igual  orden. 

6°  En  el  testimonio  de  escritura  pública  corriente  de  fojas  10  á  26, 
cuyo  contenido  hace  prueba  en  mérito  de  lo  preceptuado  por  el  artículo 
979,  inciso  1°,  del  Código  civil,  se  lee  :  Que  hallándose  (don  Juan 
Antonio  Rodríguez)  por  la  divina  misericordia  de  Dios  Nuestro  Señor, 
con  abundantes  bienes  de  fortuna  adquiridos  con  su  industria  y  traba- 
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jo  personal,  deseando  corresponder  á  su  divina  majestad  por  tales  fa- 
vores y  beneficios,  trató  de  fundar  una  capilla  y  oratorio  público  que 
debe  denominarse  de  nuestra  señora  del  Carmen,  y  en  efecto,  la  ha  he- 
cho edificar  en  el  ejido  de  esta  ciudad  en  terreno  de  su  propiedad  que 
está  situado  en  las  calles  Montevideo,  Callao,  Córdoba  y  Paraguay, 
y  cuva  extensión  se  compone  de  un  solo  cuerpo  que  comprende  dos 
cuadras  de  largo  de  este  á  oeste...  y  agrega  «  y  contiene  el  expresado 
terreno  en  donde  se  halla  construida  la  capilla,  una  plaza  en  medio  para 
el  mayor  desahogo  y  decencia  del  templo,  con  un  pozo  de  baldear  agua 
en  el  centro  para  las  reparaciones  y  demás  usos  del  oratorio,  como  tam- 
bién para  que  de  él  se  sirvan  los  individuos  que  se  hallan  poblados  en 
los  diversos  solares  de  que  se  compone  dicho  terreno  y  que  están  dados 
en  enfiteusis  para  que  su  canon  se  aplique  al  sostén  y  ornato  de  la  ca- 
pilla y  con  el  mismo  se  atienda  á  la  congrua  del  capellán  que  debe  ser- 
virla... siendo  su  objeto,  aparte  de  rendir  homenaje  de  gratitud  á  Dios 
Nuestro  Señor,  propender  al  aumento  de  su  divino  culto  y  proporcionar 
al  vecindario  el  medio  de  desahogar  sus  piadosos  sentimientos  y  asistir 
al  santo  sacrificio  de  la  misa  en  los  días  de  precepto  en  que  se  privan 
muchos  de  ellos,  especialmente  en  tiempo  de  invierno,  por  no  poder 
concurrir  á  ninguna  de  las  parroquias  más  inmediatas,  á  causa  de  la 
distancia  en  que  se  encuentran  y  por  lo  intransitable  de  los  caminos, 
efecto  de  las  lluvias  ». 

Como  se  ve,  al  expresar  Rodríguez  su  deseo  de  instituir  la  fundación 
y  las  razones  que  lo  mueven,  revela  claramente  la  intención  de  erigir 
una  capilla  y  oratorio  público,  con  fines  religiosos  y  en  beneficio  del 
vecindario.  Al  solicitar  la  correspondiente  venia  del  gobernador  del 
obispado  lo  hace  en  los  siguientes  términos  :  Que  habiendo  erigido  un 
oratorio  público  en  el  terreno  parroquial  de  la  Piedad,  quiere  hacer  la 
escritura  de  fundación,  c(  á  lo  que  aquél  proveyó  como  se  pide  ». 

La  incripción  hecha  en  el  registro  de  hipotecas,  el  dos  del  mes  de 
América  de  i84o,  lo  fué  á  nombre  de  la  capilla  y  oratorio  público  de 
nuestra  señora  del  Carmen.  El  expediente  elevado  al  gobernador  de  la 
provincia  don  Juan  Manuel  de  Rosas  por  el  vicario  general,  lo  fué  en 
concepto  de  que  se  permitiera  á  Rodríguez  erigir  un  oratorio  público 
en  la  parroquia  de  la  Piedad  y  en  la  solicitud   posterior  de  Rodríguez 
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tendiente  á  subsanar  la  cláusula  de  la  fundación  objetada  por  el  gobier- 
no y  por  la  cual  éste  vinculaba  los  bienes  con  respecto  á  sus  herederos 
en  el  supuesto  de  que  la  capilla  dejara  de  existir,  dice  textualmente  así  : 
Don  Juan  Antonio  Rodríguez  en  el  expediente  que  ha  promovido  para 
obtener  la  venia  á  \.  S.  y  su  competente  aprobación  sobre  la  fundación 
y  dotación  que  ha  hecho  de  un  oratorio  publico,  bajo  el  título  de  la 
virgen  del  Carmen,  etc. 

La  autorización  del  gobierno  se  da  en  la  forma  que  pide  el  fiscal  y 
dictamina  el  asesor,  y  el  primero  expresa  :  «  Que  por  parte  de  la  supre- 
ma autoridad  del  país,  no  hay  inconveniente  para  la  fundación  solicita- 
da por  don  Juan  Antonio  Rodríguez  ».  Finalmente  el  auto  de  erección 
canónica,  refrendado  por  el  obispo  diocesano,  doctor  Mariano  Medrano, 
en  su  parte  pertinente  y  después  de  aludir  á  la  solicitud  de  licencia  he- 
cha por  Rodríguez  para  erigir  y  fundar  un  oratorio  público,  expresa  : 
((  Y  habiéndonos  puesto  de  acuerdo  con  el  excelentísimo  señor  goberna- 
dor delegado  de  la  provincia,  hemos  venido  en  conceder,  como  concede- 
mos por  este  nuestro  auto,  el  permiso  que  solicita  el  nominado  Ro- 
dríguez para  el  establecimiento  y  fundación  de  dicho  oratorio  público.  » 

Las  transcripciones  anteriores  ponen  de  manifiesto  que  en  cada  uno 
de  los  diversos  requisitos  jurídicos  que  era  menester  llenar  de  acuerdo 
con  la  legislación  canónica  y  civil  vigente,  para  llegar  ala  erección,  tan- 
to el  fundador,  como  los  que  por  esas  leyes  debían  intervenir,  negando 
ó  concediendo,  dijeron  que  lo  erigido  era  una  capilla  y  oratorio  públi- 
co. Sólo  una  vez  en  todo  el  decurso  de  la  larga  tramitación,  foja  i3 
vuelta,  se  ve  empleada  por  el  fundador  la  palabra  capellanía.  El  párra- 
fo que  la  contiene,  dice  así :  u  Y  para  que  lo  referido  tenga  efecto  en  la 
mejor  vía  y  forma  que  por  derecho  haya  lugar,  cerciorado  del  que  le 
compete,  otorga  :  que  instituye,  erige  y  hace  la  tal  fundación  de  la  ca- 
pellanía indicada,  bajo  las  condiciones  que  designan  los  artículos  si- 
guientes )).  Gomo  lo  referido  á  que  alude  el  encabezamiento  del  párrafo 
es  una  capilla  ú  oratorio  público  y  como  no  se  ha  hablado  de  ninguna 
capellanía,  surge  nítidamente  que  la  «  indicada  »,  sólo  puede  ser  aquélla. 

7°  Como  quiera  que  la  existencia  de  una  institución  jurídica,  es  in- 
dependiente del  nombre  que  las  partes  le  hayan  dado,  siempre  que  con- 
curran los  elementos  esenciales  que  sirven  para  definirla,  preciso  sería 
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investigar  cuál  es  el  concepto  y  los  caracteres  que  determinan  :  i°  una 
capellanía,  y  2°  una  capilla  d  oratorio  público,  mediante  el  análisis  de  la 
doctrina  y  de  la  legislación  vigente  á  su  respecto. 

Por  capellanía  se  entiende  :  «  la  fundación  perpetua  hecha  con  la 
obligación  anexa  de  cierto  número  de  misas  ú  otras  cargas  espirituales, 
en  iglesia  determinada  que  debe  cumplir  el  obtentor  en  la  forma  y  lu- 
gar prescriptos  por  el  instituyente,  percibiendo  por  su  propio  derecho 
las  rentas  que  constituyen  su  dotación  ».  (Definición  de  don  Mariano 
Alvarez  y  Gómez,  citada  y  ampliada  por  Campos  y  Pulido,  Las  cape- 
llanías colativas  en  España,  1910.) 

Es  en  general  una  carga  y  una  obligación  de  celebrar  ó  hacer  cele- 
Í3rar  misas  en  cierto  altar,  capilla  ó  iglesia,  impuesta  al  poseedor  de  los 
bienes  vinculados.  Dióseles  este  nombre,  aunque  el  punto  es  discutido, 
por  la  obligación  que  llevan  anexa  de  celebrar  el  santo  sacrificio  de  la 
misa  en  la  capilla  ó  altar  designado  en  la  fundación.  (Gómez  de  Sala- 
jzar.  Instituciones  de  derecho  canónico,  pág.  538.)  Campos  y  Pulido, 
obra  citada,  las  divide  en  eclesiásticas  y  laicales,  según  requieran  ó  no 
Autorización  eclesiástica,  aunque  los  canonistas  como  el  abate  André  y 
^l  mismo  Gómez  de  Salazar  distinguen  tres  clases  :  eclesiásticas,  laica- 
les y  colativas  ;  estas  últimas  se  comprenden  entre  las  eclesiásticas  déla 
primera  división,  de  cuyos  caracteres  participan. 

En  el  caso  sub  judice,  se  ha  sostenido  por  el  actor  que  don  Juan  An- 
tonio Rodríguez  fundó  una  capellanía  colativa  :  veamos  cuáles  son  los 
elementos  cjue  sirven  para  caracterizarla  : 

a)  Aprobación  de  la  autoridad  eclesiástica,  sumo  pontífice  ú  obispo 
■diocesano  respectivo,  mediante  el  auto  de  erección  ó  canónica  institu- 
ción ; 

b)  Autorización  de  la  autoridad  civil  en  virtud  de  lo  dispuesto  por 
real  orden  de  1795,  prohibiendo  hacer  capellanías  ú  otras  fundaciones 
perpetuas  sin  licencia  real ; 

cj  Posibilidad, de  ordenarse  á  su  título,  ya  que  en  general  la  capella- 
nía se  propone  el  sostén  de  ac[uellos  de  los  descendientes  del  fundador  ó 
de  un  extraño  designado  por  él,  en  el  caso  délas  gentilicias  que  quisieran 
.abrazar  la  carrera  sacerdotal  ; 

d)  Perpetuidad  de  la  duración  ; 
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e)  Espiritualización  de  los  bienes,  como  consecuencia  de  la  aproba- 
ción ó  erección  canónica  ; 

f)  Subordinación  de  la  institución  á  la  autoridad  inspeccionativa  del 
obispo,  con  el  fin  de  vigilar  el  cumplimiento  de  las  cargas.  No  todos 
estos  elementos  son  esenciales,  salvo  los  tres  primeros,  por  lo  cual  la 
carencia  de  algunos  de  ellos  no  obstaría  á  la  existencia  de  una  capella- 
nía colativa.  La  primera  condición  tiene  su  origen  en  la  prohibición  im- 
puesta á  los  particulares  por  los  decretos  de  Urbano  IV,  de  constituir 
en  espiritual  una  cosa  sin  que  la  autoridad  eclesiástica  lo  ordenara,  ca- 
pítulo /4,  título  36,  libro  3  de  las  decretales.  (C.  Caries,  Tesis  sobre  re- 
dención de  censos  capellánicos.)  La  segunda,  en  que  los  particulares,  sin 
autorización  del  gobierno,  carecen  por  sí  mismos  del  privilegio  de  que 
los  bienes  de  una  fundación  se  espiritualicen,  se  hagan  de  la  iglesia,, 
cambiando  la  naturaleza  de  ellos.  (Vélez  Sarsíield,  Derecho  público 
eclesiástico,  página  191.) 

El  vocablo  ((capilla»,  tiene  en  derecho  canónico  dos  acepciones  diver- 
sas, netamente  destacadas  en  el  diccionario  de  derecho  canónico  traduci- 
do del  francés  por  don  Isidro  de  la  Pastora.  O  es  sinónimo  de  capellanía 
en  cuyo  sentido  se  la  emplea,  véase  palabra  capilla,  capellanía,  ó  tiene, 
cuando  se  la  usa  conjuntamente  con  el  término  oratorio  su  significa 
ción  propia,  distinta  de  la  primera:  lugar  ó  edificio  pequeño  destinado- 
al  culto  que  está  dentro  de  alguna  Iglesia  ó  fuera  de  ella.  «  Si  estas  ca- 
pillas son  altares  ó  iglesias  particulares  separadas  de  cualquier  otra 
iglesia,  entonces  se  las  llama  verdaderamente  capillas  para  distinguirlas- 
de  aquellas  que  están  contenidas  en  el  recinto  de  una  iglesia»,  y  rela- 
tando antecedentes  expresa  :  Que  San  Juan  Crisóstomo  exhortaba  á  las. 
familias  opulentas  á  que  construyeran  capillas  en  sus  posesiones  rurales 
con  la  intención  de  hacer  más  tarde  iglesias  parroquiales,  y  es  necesario^ 
reconocer  que  un  gran  número  de  estas  últimas,  no  tienen  otro  origen 
que  el  de  oratorios  particulares.  Las  capillas  ú  oratorios  podían  ser 
públicos  ó  privados.  Las  primeras  tienen  campanas  que  convocan  al 
pueblo  á  los  actos  religiosos  y  puerta  y  libre  entrada  y  salida  al  camino 
común  ó  público.  En  los  oratorios,  no  sólo  se  ejercitan  los  fieles  en  la 
oración,  sino  que  en  ellos  se  celebra  el  santo  sacrificio,  en  altar  consagrado 
debidamente.  (Devct,  Instituciones  de  derecho  canónico,  pág.  197.) 
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Para  la  fundación  de  una  capilla  ú  oratorio  público,  se  requieren  los 
mismos  requisitos  que  para  fundar  una  iglesia  á  saber : 
1°  Consentimiento  del  obispo  del  lugar; 

2°  Licencia  previa  del  gobierno,  cédula  del  25  de  abril  de  1787,  cita- 
da en  la  nota  II,  del  título  VI,  libro  I,  Recopilación  de  Indias  de  la 
edición  de  Bois  (véase  Vélez  Sarsfield,  Derecho  público  eclesiástico, 
pág.  112); 

3°  Que  se  le  asigne  dote  suíiciente  para  su  conservación,  culto  y 
ministros  necesarios,  siendo  de  advertir  que  si  se  construyó  sin  asigna- 
ción de  dote,  puede  ser  compelido  á  asignarle  el  que  la  edificó  y  no 
pudiendo  hacerlo  éste,  recae  la  obligación  en  el  obispo  que  dio  el  con- 
sentimiento. (Diccionario  citado  de  derecho  canónico.)  A  este  respecto, 
Golmayo,  Instituciones  de  derecho  canónico,  ocupándose  del  patronato, 
expresa  que  en  la  fundación  se  ha  de  distinguir,  si  es  fundación  de 
iglesia  ó  fundación  de  beneficio. 

Si  es  fundación  de  beneficio  (y  las  capellanías  eclesiásticas  lo  son  aun- 
que impropios),  basta  el  acto  del  fundador  de  destinar  los  bienes  que 
sean  necesarios  para  el  sostenimiento  de  un  clérigo  que  ha  de  desem- 
peñar cierto  oficio  en  la  iglesia.  Si  es  fundación  de  iglesia,  son  necesa- 
rias tres  cosas  : 

a)  Donación  de  un  fondo  en  que  se  edifique ; 
bj  La  construcción  del  templo ; 

c)  La  dotación,  comprendiéndose  en  lo  último,  no  sólo  lo  necesario 
para  la  conservación  del  templo  y  sostenimiento  del  culto,  sino  también 
la  subsistencia  del  personal  para  todo  el  servicio. 

4°  Que  la  nueva  iglesia  no  se  construya  ert  perjuicio  de  otra,  princi- 
palmente parroquial,  pudiéndose  denunciar  el  hecho  de  la  construcción  ; 
5°  Espiritualización   de  la    fundación,   mediante   la  consagración  y 
bendición  por  la  cual  queda  la  iglesia  fuera   del  comercio  y  afectada 
perpetuamente  al  culto  divino. 

Precisados  como  quedan  los  elementos  esenciales  que  deben  concu- 
rrir en  la  fundación,  tanto  de  una  capellanía  como  de  una  capilla,  vol- 
vamos nuevamente  al  testimonio  de  escritura  otorgada  por  don  Juan 
Antonio  Rodríguez.  Concurren  en  él  desde  el  primero  hasta  el  último, 
todos  las  requisitos  enumerados  y  que,  de  acuerdo  con  los  canonistas. 


5G4  ANALES  DE  LA  FACULTAD  DE  DERECHO 

son  necesarios  para  la  creación  y  fundación  de  una  capilla  lí  oratorio 
público,  y  si  bien  es  verdad  que  algunos  de  ellos  son  comunes  á  las 
capellanías  y  á  las  capillas,  como  ser  autorización  del  obispo,  licencia 
del  gobierno,  perpetuidad  de  la  institución,  el  fm  perseguido  por  el 
instituyente,  determina  más  que  nada  á  mi  juicio,  el  carácter  de  la 
institución.  ¿  Cuál  es  ese  fm  ?  Aparte  del  deseo  de  satisfacer  finalidades 
de  orden  religioso,  Rodríguez  se  propone,  como  claramente  lo  expresa, 
«propender  al  aumento  del  divino  culto  y  proporcionar  al  vecindario 
el  medio  de  desabogar  sus  piadosos  sentimientos  y  asistir  al  santo 
sacrificio  de  la  misa  en  los  días  festivos».  No  tiene  por  objeto  el  fun- 
dador establecer  para  uno  ó  más  ministros  del  culto,  parientes  ó  no, 
una  renta  por  razón  de  su  oficio,  como  sería  en  el  caso  de  las  capella- 
nías, que  grava  á  un  inmueble  con  el  carácter  de  un  derecbo  real,  sino 
erigir  un  establecimiento  con  fines  espirituales  y  de  pública  conveniencia. 

Es  cierto  que  la  cláusula  tercera,  dispone  que  podrá  ordenarse  alguno 
de  sacerdote  á  título  de  capellán  de  la  virgen,  cuya  congrua  será  acor- 
dada con  el  patrono  y  el  diocesano  ó  el  vicario  capitular,  sacándose  del 
producido  del  censo  y  que  el  sacerdote  que  desee  bacerlo  deberá  ser 
((descendiente  legítimo  suyo»,  pero  ella  es  una  cláusula  accesoria  acci- 
dental, resultado  del  derecho  de  patronato  que  nace  para  todo  aquel 
que  funda,  edifica  y  dota  una  iglesia. 

8°  Si  la  fundación  de  que  aquí  se  trata  no  reúne  los  caracteres  de 
una  capellanía  colativa,  ¿podría  sostenerse,  en  cambio,  que  los  bienes 
que  constituyen  su  dotación,  reconocen  un  gravamen  que  los  afecta 
perpetuamente  al  cumplimiento  de  los  fines  que  con  ella  se  persiguen? 

La  curia  ha  sostenido  que  el  inmueble  cuya  redención  se  solicita, 
pertenece  en  propiedad  á  la  capilla  del  Carmen,  á  la  iglesia  en  los  mis- 
mos términos  que  puede  corresponder  á  un  particular.  Se  apoya  al 
hacerlo  en  las  cláusulas  de  la  escritura,  que  literalmente  transcriptas  en 
su  parte  pertinente  dicen  así : 

a)  Y  para  la  mayor  estabilidad,  desistiííndose  como  se  desiste,  quita, 
y  aparta  de  sus  bienes,  el  mencionado  terreno  y  todo  lo  en  él  edificado, 
de  que  hace  especial  hipoteca  de  todos  sus  proventos  en  beneficio  y  favor 
del  predicho  piadoso  establecimiento  : 

bj  Que  el  valor  invertido  en  todo  el  edificio   de  la  capilla  \    la  wuln 


CRÓNICA  DE  LOS  TRIBUNALES  5G5 

de  los  eníiteutas  no  alcanza  al  quinto  de  sus  bienes,  que  es  lo  que  las 
leves  permiten  donar.  Por  lo  tanto,  se  desiste  y  separa  á  sus  herederos 
y  sucesores  del  derecho  que  habían  y  tenían  á  los  referidos  bienes, 
traspasándolos  en  favor  del  piadoso  establecimiento,  del  mismo  modo 
y  en  los  términos  cjue  quedan  mencionados. 

La  justa  interpretación  de  esas  disposiciones,  sólo  puede  realizarse 
refiriéndolas,  armonizándolas,  con  las  demás  contenidas  en  la  misma 
escritura,  y  en  ese  sentido  no  es  posible  dejar  de  tener  presente,  desde 
luego,  que  según  otra  cláusula,  los  bienes  y  las  rentas  enfitéuticas,  de- 
ben volverse  á  los  descendientes  legítimos  del  instituyente  en  cualquier 
distancia  de  grado,  asi  por  algún  acontecimiento  imprevisto,  sea  de  la 
clase  y  naturaleza  que  fuere,  esta  fundación  no  llenase  los  objetos  á  que 
la  destina  el  otorgante  ». 

El  pretendido  dominio  de  los  bienes  de  la  dotación  de  la  capilla, 
vendría  á  ser  una  perpetuidad  relativa,  desde  cjue  en  el  caso  improbable 
pero  factible  del  ((acontecimiento  imprevisto))  estaría  obligado  á  entre- 
gar los  bienes  de  la  dotación,  lo  cuíd  induce  á  la  vez  la  afectación  per- 
manente de  los  mismos  á'la  fundación  piadosa. 

Es  cierto  que  podría  argüirse,  desde  el  momento  que  la  iglesia  tiene 
el  dominio  directo  del  inmueble  (no  otra  cosa  importa  la  percepción 
del  canon  enfitéutico  que  parala  misma  hace  el  patrono),  tiene  virtual- 
mentc  ó  en  potencia  también  el  dominio  útil.  En  efecto,  corresponde 
al  censualista,  como  señor  del  dominio  directo,  el  ejercicio  de  los  dere- 
chos tendientes  al  cumplimiento  de  las  obligaciones  delenfiteuta,  entre 
cuyos  derechos  se  halla  el  de  comiso  expresamente  pactado  en  los  con- 
venios de  renovación  de  canon  y  por  acción  del  cual,  aquél  consolida 
en  sí  el  dominio  útil  desmembrado,  resultado  que  ciertamente  debió 
entrar  en  las  previsiones  del  instituyente,  desde  cjue  ella  es  necesaria  y 
esencial  en  la  relación  enfitéutica. 

Pero,  es  que  aun  en  el  supuesto  de  que  la  enfiteusis  se  consolidara  en 
poder  de  la  iglesia  por  la  causa  apuntada,  el  producido  civil  de  los 
bienes  c¡ue  la  reconocían  continuarían  afectados  al  sostenimiento  del 
culto  y  demás  gastos  de  la  misma,  debiendo  los  sobrantes,  deducido  el 
seis  por  ciento  de  lo  recaudado  que  pertenece  al  patrono,  foja  5  vuelta, 
destinarse  á  la  función  de  la  virgen,  cláusula  6*. 
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Lo  único  que  puede  desprenderse  de  las  cláusulas  anles  transcriptas, 
es  el  que  el  fundador  se  aparta  y  quita  de  esos  bienes,  él  y  sus  herederos 
no  porque  ellos  pasen  al  dominio  de  la  iglesia,  y  ésta  pueda  disponer 
libremente  de  ellos,  sino  para  que  quedaran  vinculados  á  responder 
perpetuamente  por  las  cargas,  de  las  cuales  esos  mismos  bienes  consti- 
tuían la  garantía,  y  como  cargas  y  como  garantía,  se  inscribieron  en  el 
registro  de  la  propiedad,  según  el  propio  testimonio  tantas  veces  citado. 

En  suma,  la  intención  del  fundador,  en  cuanto  á  la  naturaleza  de  las 
relaciones  entre  la  iglesia  y  los  bienes,  podría  resumirse  así: 

1°  Mantener  dos  derechos  reales,  el  del  señor  del  dominio  directo,  la 
capilla,  y  el  del  entiteuta,  desenvolviéndose,  cada  uno,  dentro  de  su 
órbita  respectiva,  paralela  y  perpetuamente  : 

2°  Que  los  bienes  de  la  dotación  de  la  capilla  del  Carmen,  pertenez- 
can á  ella  mientras  subsista  la  fundación  piadosa; 

3°  Que  así  como  actualmente  la  renta  enfitéutica  está  afectada  al  culto 
y  demás  cargas,  si  la  enfiteusis  termina  por  cualquier  causa,  el  dominio 
se  consolida  en  manos  del  censualista,  la  iglesia,  pero  continuando  el 
gravamen  sobre  los  bienes  de  la  dotación  por"  el  importe  de  las  necesi- 
dades de  la  capilla  y  la  congrua  del  capellán  de  la  virgen. 

De  acuerdo,  pues,  con  lo  que  precede,  los  bienes  que  constituyen  la 
dotación  de  la  capilladel  Carmen,  vinculados  perpetuamente  al  cumpli- 
miento de  las  cargas  que  impone  la  fundación  piadosa,  vendrían  á  que- 
dar comprendidas  dentro  de  las  prescripciones  del  artículo  i°  de  la  ley 
4 1 24,  que  se  refiere  no  sólo  á  los  gravámenes  capellánicos,  sino  á  aquellos 
que  tengan  su  origen  en  la  existencia  de  una  fundación  piadosa. 

El  actor,  ¿tiene  derecho  para  redimir  el  gravamen  que  afecta  el  in- 
mueble de  que  es  enfiteuta,  comprendido  entre  los  bienes  de  la  dotación 
de  la  capilla  del  Carmen  ? 

Dos  condiciones  generales  son  necesarias  dentro  de  la  economía  de  la 
ley  4 1 24,  para  que  la  redención  pueda  prosperar  : 

a)  Que  se  trate  de  un  gravamen  impuesto  sobre  bienes  raíces,  con 
carácter  de  capellanía,  memoria  pía,  censo  enfitéutico  ó  fundación  pia- 
dosa (art.  r  de  la  ley  4i34);  y 

h)  Que  ella  se  demande  por  el  propietario  del  inmueble  ó  por  los 
censuarios  ó  patronos  legales  que  tengan  la  posesión  del  bien  raíz. 
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Por  lo  que  respeta  á  la  primera  condición,  ha  quedado  resuelto  que 
el  inmueble  de  la  dotación  de  la  capilla  del  Carmen,  de  que  aquí  se 
trata,  reconoce  en  favor  de  la  fundación  piadosa,  un  gravamen  de  aque- 
llos á  que  se  refiere  el  artículo  1°  de  la  ley  4124.  Gravamen  por  cierto, 
de  naturaleza  distinta  de  la  enfiteusis,  que  es  más  bien  una  desmem- 
bración del  dominio  en  dos  derechos  reales  independientes,  paralelos  y 
perpetuos. 

La  enfiteusis,  por  sí  misma  como  causa  de  redención,  se  hallaría 
excluida  del  artículo  1°  de  la  ley.  Es  cierto,  que  el  doctor  Pellegrini, 
fundando  su  voto  en  el  senado,  expresó  que  la  ley  de  redención  de 
capellanía,  «trata  sólo  de  suprimir  gravámenes  perpetuos  sobre  la  pro- 
piedad raíz  y  no  tiene  más  objeto  que  volver  todas  estas  propiedades  al 
comercio  y  al  movimiento  general,  haciéndolas  entrar  en  las  corrientes 
del  progreso  que  exigen  las  transformaciones  constantes»,  pero,  es 
indudable  que  él,  tan  solo  entendía  referirse  á  aquellas  á  que  la  ley 
alude  en  su  artículo  1°,  pues,  que  de  no  ser  así,  tal  manifestación  ven- 
dría á  encontrarse  en  oposición  con  la  ley  si  se  le  diera  la  interpretación 
que  se  pretende. 

La  redención,  importa  librar  el  inmueble  del  gravamen  y  éste  no 
puede  ser  otro  que  alguno  de  los  enumerados  en  el  artículo  primero  de 
la  ley  4 124,  entre  los  cuales  no  se  ha  consignado  el  censo  enfitéutico,  y 
se  explica,  por  cuanto  carece  del  carácter  religioso  ó  espiritual  de  las 
cargas  á  que  se  refiere  la  ley.  En  España  á  pesar  de  las  diversas  leyes  de 
amortización  eclesiástica,  nunca  se  ha  entendido  que  los  censos  enlitéu- 
ticos  quedaban  comprendidos  en  aquéllas,  de  tal  modo  que,  apercibidos 
los  inconvenientes  de  orden  económico  que  resultaban  para  la  circula- 
ción y  aprovechamiento  de  los  inmuebles,  de  la  existencia  de  censos 
eníitéuticos  perpetuos,  se  dieron  con  posterioridad  al  año  de  la  indepen- 
dencia argentina,  leyes  de  redención,  confiriendo  el  derecho  de  solici- 
tarlo, tanto  al  señor  del  dominio  directo,  como  al  señor  del  dominio 
útil,  leyes  que  no  alcanzaron  nunca  á  regir  en  el  territorio  del  virrei- 
nato. Si,  pues,  sólo  se  considera  la  calidad  de  enfiteuta  del  actor,  no 
podría,  fundado  en  ella,  y  de  acuerdo  con  la  ley  4 124,  pedir  la  reden- 
ción del  censo.  Existirían  sobre  el  inmueble  de  la  calle  Córdoba,  dos 
derechos  reales,  destinados  á  perpetuarse  indefinidamente,  mientras  el 
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poder  legislativo   no  dicte  una    ley    especial   de    redención    de    censos 
enfitéu  ticos. 

¿Podría  el  actor,  como  titular  de  un  derecho  real  en  la  cosa,  pedir  la 
redención  del  gravamen  que  vincula  perpetuamente  los  bienes  de  la 
dotación  ala  fundación  piadosa?  Desde  luego,  el  enfiteuta  no  es  propie- 
tario del  bien,  es  simplemente  propietario  de  su  derecho  real  de  eníi- 
teusis  y  no  caería  entre  los  que  pueden  pedir  la  liberación,  de  acuerdo 
con  el  citado  artículo  3°  de  la  ley  l\i2^,  que  dice  claramente,  «propie- 
tario del  inmueble»,  dando  á  la  palabra  propietario,  la  significación  de 
señor  absoluto,  puesto  que  agrega  «del  inmueble »,  precisando  más 
la  idea.  Tampoco  lo  podría  como  censuario.  Censuario  ó  censualista, 
es  la  persona  á  cuyo  favor  se  impone  ó  está  impuesto  un  censo,  ó  la 
c|ue  tiene  derecho  á  percibir  sus  réditos  (Diccionario  de  Escriche)  y 
en  el  mismo  sentido  lo  emplea  Felipe  Sánchez  Román,  aunque  al- 
gunos autores  llaman  censuario  al  que  paga  los  réditos  del  censo.  El 
artículo  3°  de  la  ley  fué  sancionado  en  general  y  particular  sin  obser- 
vación alguna,  de  modo  que  la  única  interpretación  que  debe  darse  á 
esa  palabra,  es  la  corriente,  la  común  indicada  no  sólo  por  Escriche, 
sino  también  por  el  diccionario  enciclopédico.  El  enfiteuta,  no  podría 
redimir  el  gravamen,  y  se  explica,  porque  redimido  éste,  que  nace  de 
la  afectación  total  del  bien  á  la  fundación  piadosa,  aquél  nada  habría 
ganado,  por  cuanto  la  separación  ó  desmembración  en  dos  derechos, 
continuaría  existiendo. 

Por  estos  fundamentos,  fallo  este  juicio,  declarando  mal  hecha  la 
consignación  de  que  instruye  el  recibo  de  foja  3,  y  no  haciendo  lugar 
á  la  acción  de  redención  de  capellanía. 

Y  definitivamente  juzgando,  así  lo  pronuncio,  mando  y  firmo,  en 
Buenos  Aires,  á  primero  de  septiembre  de  mil  novecientos  once.  Repón- 
ganse las  fojas. 

Roberto  fíepetto. 

Ante  mí : 

M.  Mackinlay  Zapiola. 
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TRIBUNALES  DE  COMERCIO  DE  LA  CAPITAL 

Tribunal  de  apelación  :  Doctores  Méndez,  Pérez,  Estévez  y  Casares 
Jaez  de  primera  instancia  :  Doctor  Juan  B.  Estrada 

Cartiera  italiana  v.  Maucci,  Restelli  y  Archinti  (su  concurso) 

El  vendedor  goza  del  privilegio  de  dominio  establecido  por  el  inciso  3°  del  artículo  92 
de  la  ley  de  quiebras,  aun  cuando  el  comprador  haya  celebrado  concórdalo  con  sus 
acreedores,  y  aquél  no  liubiera  hecho  valer  su  privilegio  en  la  junta  respectiva. 


SENTENCIA  DE  PRIMERA  INSTANCIA 


Buenos  Aires,  noviembre  23  de 


1912. 


Y  YÍstos  :  Resulta:  á  foja  i  se  presentó  don  D.  A.  Pittaluga  en  repre- 
sentación de  la  sociedad  «  La  Cartiera  Italiana  »  demandando  á  los  se- 
ñores Maucci,  Ristelli  y  Archinti  ó  su  concurso,  por  reivindicación  de 
una  partida  de  mercaderías  (cincuenta  y  seis  cajones  de  papel  y  sobres) 
vendida  por  sus  mandantes  al  precio  de  francos  10.658,95,  cuyo  precio 
no  ha  sido  abonado.  Por  estar  los  demandados  en  convocatoria  es  de 
aplicación  el  artículo  98  (ley  de  quiebras),  pues  aunque  los  conocimien- 
tos fueron  retirados,  la  mercadería  no  se  ha  confundido,  por  existir  en 
la  iVduana.  Pide  las  costas.  A  foja  8  el  actor  reformó  la  demanda  por 
haberse  aprobado  la  adjudicación  de  bienes  propuesta  por  los  demanda- 
dos y  en  consecuencia  dirige  la  acción  contra  los  adjudicatarios,  exi- 
giendo la  entrega  de  las  mercaderías  ó  el  pago  íntegro  del  importe,  pe- 
sos 4844,97  moneda  nacional.  Funda  su  acción  en  la  jurisprudencia  sen- 
tada en  el  caso  Hanneman  y  compañía  contra  Muñoz  González  y  com- 
pañía, quienes  celebraron  un  concordato  ;  y  por  su  analogía  con  la 
adjudicación  de  bienes  sostiene  le  corresponde  el  privilegio  del  artículo 
92,  inciso  3",  de  la  ley  de  quiebras,  porque  las  mercaderías  están  em- 
bargadas en  la  aduana.  A  foja  11  contestó  la  demanda  don  A.  Lozano, 
liquidador  de  los  adjudicatarios,  pidiendo  el  rechazo  de  la  acción,  con 
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costas.  Manifiesta  que  los  actores  oportunamente  aceptaron  en  pago, 
pagarés  subscriptos  por  los  compradores,  produciéndose  novación  y  ha- 
ciendo imposible  la  reivindicación  (art.  io3,  ley  de  quiebras).  Además 
el  actor  concurrió  á  la  junta  de  verificación  de  créditos  y  asintió  sin 
observación  el  carácter  quirografario  con  que  fué  verificado.  A  foja  1 1 
vuelta  se  recibió  la  causa  á  prueba,  produciéndose  la  que  informa  el 
certificado  de  foja  25,  y  habiendo  alegado  ambas  partes,  á  foja  33  vuel- 
ta sedictóla  pro\idencia  de  autos  para  sentencia. 

Y  considerando  :  Que  el  actor  plantea  dos  cuestiones  :  i"  reivindica- 
ción de  mercaderías  que  expresa  ;  2"  reconocimiento  de  privilegio  so- 
bre el  importe  de  factura.  En  la  demanda  reformada  substituye  la  perso- 
na del  deudor  pero  mantiene  la  primera  cuestión  con  distintas  palabras 
y  agrega  la  segunda,  omitida  antes.  Si  bien  las  partes  manifiestan  estar 
en  desacuerdo  respecto  de  los  hechos,  no  es  así  en  realidad,  puesto  que 
los  puntos  esenciales  están  por  ambos  reconocidos.  Hay  acuerdo  sobre 
los  contratos  pendientes,  calidad,  cantidad  y  precio  de  las  mercaderías, 
retiro  de  los  conocimientos,  firma  de  documentos  por  el  precio,  verifi- 
cación del  crédito  en  carácter  quirografario  en  la  convocatoria,  retiro 
parcial  de  mercaderías  y  especificación  del  saldo,  retenido  en  los  depó- 
sitos fiscales.  Si  bien  la  cuestión  es  mixta,  puede  casi  considerarse  como 
de  puro  derecho  por  existir  acuerdo  sobre  todas  las  circunstancias  esen- 
ciales de  la  causa  y  la  principal  divergencia  estriba  en  la  aplicación  del 
derecho  y  la  interpretación  del  mismo.  Así,  pues,  la  defensa  plantea 
otras  dos  cuestiones  :  i*  pago  por  documentos  ;  2*  alcance  y  carácter 
de  la  verificación  de  créditos. 

Y  considerando  :  Respecto  de  la  reivindicación :  consta  por  propia 
manifestación  del  actor,  que  la  sociedad  demandada,  ni  sus  cesionarios 
de  hoy,  no  han  estado  ni  están  en  quiebra.  La  convocatoria  terminó 
por  adjudicación  de  bienes  aprobada  judicialmente.  La  masa  y  el  mis- 
mo actor  han  substituido  al  deudor  en  todas  sus  acciones,  derechos  y 
obligaciones  (art.  36,  ley  4i56).  Este  último  recibió  carta  de  pago  y 
goza  de  la  plenitud  de  su  capacidad  comercial  y  la  masa,  su  ccsionaria 
ó  adjudicataria,  goza  de  los  mismos  plenos  derechos.  El  artículo  98  de 
la  ley  de  quiebras,  citado  como  fundamento,  establece  una  reivindica- 
cación  especial  y  muy  de  excepción,   cxclusivamonle  para  casos  de  fa- 


CRÓNICA  DE  LOS  TRIBUNALES  671 

lencia,  según  sus  términos  concluyentes,  y  por  tanto  no  puede  aplicarse 
sino  al  caso  expreso  que  determina.  Una  excepción  única  que  se  funda 
en  un  derecho  que  no  existe  (puesto  que  la  propiedad  se  trasmite  por 
tradición  simbólica,  art.  463,  G.  de  Gom.)  no  puede  aplicarse  nunca  ni 
por  analogía  sino  en  el  caso  extremo  que  se  ha  establecido.  Más  aun, 
analogía  no  existe  porque  la  adjudicación  de  bienes  de  nuestra  legisla- 
ción comercial  es  un  medio  preventivo  para  evitar  la  quiebra.  Los  más 
reputados  tratadistas  que  estudian  el  punto  (y  considerándolo  como 
una  solución  posterior  á  la  quiebra)  están  contestes  en  que  siendo  un 
principio  de  excepción,  una  medida  extrema,  una  reivindicación  sui  ge- 
neris,  no  hay  derecho  para  sacarla  de  sus  justos  límites,  ni  para  apli- 
carla por  analogía.  (Vidari,  Delamarre  y  Lepoitvin,  Locré,  Bédarride). 
Este  último  dice  :  «  El  derecho  de  intentar  la  reivindicación  nace  de  la 
falencia  y  se  abre  en  el  momento  que  ella  estalla  ».  Tal  es  exactamente 
el  principio  de  nuestra  ley  según  el  artículo  98;  por  tanto,  faltando  la 
condición  esencial  el  derecho  no  existe  ni  puede  recibir  sanción.  Por 
otra  parte,  la  aplicación  analógica  que  se  pretende,  constata  precisamen- 
te que  el  caso  es  dudoso  y  cuando  hay  conflicto  de  intereses  debe  pro- 
tegerse el  más  general.  En  el  presente  caso  es  el  interés  de  la  masa  que 
debe  primar  sobre  el  de  acreedores  aislados  íJoubert,  Rousseau  y  De- 
fert). 

Hace  más  de  un  siglo  se  discute,  sin  haberse  dicho  la  última  palabra, 
la  justicia  de  esta  excepción  extraordinaria  en  las  Cjuiebras,  que  pugna 
con  todos  los  principios  legales  y  aun  con  su  propia  esencia,  porque 
autoriza  una  acción  emerírente  del  derecho  de  dominio,  sin  existir  éste. 
Transmitida  la  propiedad  con  la  tradición,  el  vendedor  ha  perdido  el 
dominio,  y  tan  es  así,  c|ue  la  ley  faculta  al  comprador  á  venderla  mer- 
cadería en  viaje,  y  en  consecuencia  á  efectuar  cualquier  operación  so- 
bre la  misma.  Si  ésta  se  hubiera  quemado  ó  perdido  en  la  Aduana,  el 
vendedor  reclamaría  su  precio,  alegando  con  razón  que  se  perdía  para 
el  comprador  y  reconociendo  que  su  derecho  de  propiedad  ha  desapa- 
recido. No  hay  duda  que  la  mercadería  pertenece  al  comprador,  aun- 
que esté  impago  el  precio,  y  en  este  caso  pertenece  á  la  masa  que  con- 
tinúa la  persona  comercial  del  deudor  común,  quien  le  ha  transmitido 
todos  sus  derechos.  Si  todos  los  acreedores  han  suministrado  mercade- 
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rías  ó  dinero  y  están  impagos,  vale  decir  están  en  el  mismo  caso  y  con- 
dición: c  en  virtud  de  qué  principio  legal  ni  moral,  ni  de  equidad  puede 
gozar  de  la  privilegiada  posición  que  lia  creado  la  ley  para  el  caso  único 
(jue  aquí  no  existe?  La  masa  es  tan  respetable  y  más  aun,  para  la  ley, 
que  el  acreedor  singular,  de  modo  que  no  es  admisible  acordarle  á  éste 
más  derechos  contra  sus  iguales  que  han  corrido  los  mismos  riesgos. 
Todos  los  acreedores  deberían  concurrir  con  su  aporte  común  á  satisía 
cer  el  precio  de  las  mercaderías  á  este  acreedor  singular  en  caso  de  pér- 
dida y  es  equitativo  que  si  ha  de  aprovechar  de  los  bienes  ajenos  con- 
curra con  los  propios  para  aliviar  la  desgracia  común  de  quienes  co- 
rrieron iguales  riesgos  y  gozando  los  mismos  derechos.  Si  la  ley  rechaza 
ó  reprueba  estos  contratos  leoninos  que  conceden  participación  en  las 
ganancias  sociales  á  una  parte  cuando  no  concurren  á  las  pérdidas,  en 
los  contratos  privados  y  voluntarios,  no  es  admisible  que  la  misma  ley 
imponga  tales  cláusulas  en  una  sociedad  forzosa.  Ello  significaría  un 
derecho  torcido,  desigual,  abusivo,  un  verdadero  sarcasmo  de  la  justi- 
cia ;  sería  la  más  perfecta  expresión  de  la  vulgarmente  llamada  ley  del 
embudo  porque  significa  acordar  á  un  condómino  ó  asociado,  contra  los 
demás,  todas  las  ventajas  y  derechos,  sin  obligaciones  ni  riesgos,  y  asi, 
lejos  de  sancionar  una  acción  de  dominio,  sanciona  una  de  injustificado 
despojo.  De  modo,  pues,  que  una  disposición  tan  excepcional  como  esta 
reivindicación  no  puede  ni  debe  admitirse  sino  en  el  único  y  grave  ca- 
so, y  con  todas  las  modalidades  que  se  ha  establecido  en  la  ley.  En  ese 
caso  extremo  hay  que  aplicarla  porque  la  ley  dice  solamente,  pero  sin 
otro  fundamento  legal  ni  de  equidad  que  lo  sustente. 

Por  otra  parte,  quiebra  y  adjudicación  de  bienes  son  términos  ex- 
cluventes  para  nuestro  derecho  y  no  existe  la  analogía  que  se  pretende. 
Las  situaciones  son  diversas.  En  la  adjudicación  el  convocalario  no  ha 
perdido  nunca,  ni  pierde  después,  el  pleno  ejercicio  de  sus  derechos.  Las 
obligaciones  se  extinguen  por  confusión  (art.  862,  Gód.  civ.)  y  el  deu- 
dor queda  liberado  y  desligado  de  sus  acreedores  mediante  la  transmi- 
sión de  todos  sus  bienes.  La  masa  es  una  sociedad  siii  (jenerió  que  ad- 
quiere por  el  precio  de  sus  créditos  el  activo  y  pasivo  del  deudor  cedi- 
do ;  puede  liquidar  ó  continuar  el  giro  comercial.  En  realidad  es  un 
negocio  que  cambia  do  hrma  y  de  administración.  El  deudor  desaparc- 
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ce,  no  incurre  en  responsabilidades  ulteriores,  no  hay  liquidación  for- 
zosa, no  hay  créditos  por  saldos.  No  habiendo,  pues,  falencia  no  ha  na- 
cido el  derecho  de  reivindicación  y  por  tanto  no  puede  recibir  sanción 
legal.  Actores  y  demandados  están  contestes  en  que  no  hubo  nunca 
quiebra,  que  la  propiedad  de  las  mercaderías  se  transmitió  por  tradi- 
ción simbólica  (art.  463  G.  de  Gom.)  puesto  que  el  retiro  de  conocimien- 
tos, lirma  de  letras  y  retiro  parcial  de  las  mercaderías,  se  operó  dos 
meses  antes  del  pedido  de  convocatoria.  Este  juicio,  terminado  por  adju- 
dicación de  bienes  aprobada  judicialmente,  según  resulta  de  los  certifi- 
cados de  fojas  17  y  19  y  de  los  autos  originarios  que  el  subscripto  ha  teni- 
do á  la  vista,  no  ha  cambiado  la  situación  legal  del  actor  ni  demanda- 
do (hoy  sus  cesionarios)  y  por  tanto  el  ejercicio  de  un  derecho  de 
dominio,  perdido  mucho  antes  del  juicio,  no  puede  ser  en  modo  algu- 
no ejercido  ni  autorizado  judicialmente.  Si  bien  en  su  alegato  el  actor 
manifiesta  haber  desistido  de  la  acción  de  reivindicación  y  ello  bastara 
por  tanto  para  desestimarla,  el  punto  debía  tratarse  por  cuanto  al  re- 
formar la  acción  á  foja  8  el  actor  intenta  la  entrega  de  las  mercaderías 
embargadas  (son  sus  términos),  que  no  otra  cosa  significa  la  reivindi- 
cación y  por  hallarse  el  punto  íntimamente  ligado  á  la  segunda  cues- 
tión planteada  ó  sea  el  privilegio  sobre  el  precio  de  factura. 

Y  considerando,  respecto  del  privilegio:  que  el  actor  lo  funda  en  el 
artículo  92,  inciso  3°,  de  la  ley  de  quiebras,  cjue  concede  privilegio  de 
dominio  al  vendedor,  en  el  caso  del  artículo  98  y  siguientes,  ó  sea  cla- 
ramente, en  caso  de  quiebra  y  siendo  procedente  la  reivindicación.  Si 
bienes  cierto  que  la  ley  4ió6  legisla  en  el  título  undécimo  las  diferentes 
clases  de  créditos  y  sn  graduación  y  que  las  disposiciones  son  generales, 
como  que  legisla  conjuntamente,  por  sus  puntos  de  contacto,  para 
quiebras  y  convocatorias  ;  no  es  menos  cierto  que  al  establecer  una 
exclusión  determinada  no  pueden  hacerse  extensivas  sus  disposiciones 
á  casos  no  comprendidos.  Si  la  situación  del  quebrado  y  del  convocata- 
rio  no  son  iguales  sino  opuestas,  como  se  ha  dicho  antes,  nada  extraño 
es  que  haya  consignado  disposiciones  expresas  y  privativas  de  ciertos 
casos,  en  que  varía  substancialmente  la  situación  de  acreedor  ó  deudor. 
Si  están  consignadas  en  el  mismo  artículo  es  porque  allí  se  comprende, 
para  mejor  inteligencia  y  orden  de  la  ley,    todo  la   referente  á   privile- 
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gios  dentro  de  las  diversas  situaciones  que  pueden  presentarse.  La  cita- 
da ley  4 1 56  legisla  para  quiebras  y  convocatorias,  en  fondo  y  forma, 
derogando  principios  del  derecho  común,  en  cuanto  á  la  materia  se  re- 
fiere, como  los  intereses  comerciales  lo  exigen.  Los  privilegios  constitu- 
yen por  sí  mismos,  excepciones  exclusivas  y  por  tanto  las  establecidas 
bajo  los  principios  comerciales  excluyen  toda  otra  porque  implican  ex- 
cepciones dentro  de  un  derecho  de  excepción  también,  siéndolo  en  con- 
secuencia por  triple  concepto.  Así,  pues,  dentro  del  imperio  de  la  ley 
4i56  no  son  admisibles  más  privilegios  que  los  determinados  por  ella  y 
en  las  condiciones  estrictas  que  expresa.  Al  requerir  la  ley  (art.  92, 
inc.  3°)  para  reconocer  el  privilegio  que  se  persigue  en  este  juicio,  los 
casos  del  artículo  98,  que  se  refieren  exclusivamente  á  la  reivindicación 
y  en  caso  de  quiebra,  no  es  posible  salir  de  sus  límites  porque  faltan 
precisamente  las  condiciones  esenciales  exigidas  y  menos  aun  si  se  con- 
sidera que  dicta  reglas  para  dos  casos  extraordinarios,  pero  esencial- 
mente opuestos.  Ambas  disposiciones  (art.  92  y  98)  deben  considerar- 
se estrictamente  ligadas  porque  aisladamente  independientes  resultan 
ilógicas.  Así,  pues,  si  no  hay  quiebra  ó  no  es  caso  de  reivindicación,  no 
existe  privilegio  reconocido.  No  puede  ser  de  otro  modo.  Ambos  dere- 
chos envuelven  la  misma  idea,  y  reposan  en  el  mismo  fundamento, 
y  el  privilegio  concede  mayores  derechos  y  aun  más  injustificados.  Ne- 
gar la  reivindicación  y  conceder  el  privilegio,  importaría  escribir  una 
cláusula  con  la  mano  para  borrarla  con  el  codo,  sería  burlar  una  dis- 
posición con  otra  que  acuerda  el  mismo  derecho  cuando  no  mayor, 
dentro  de  una  misma  ley.  Si,  como  se  ha  dicho  antes,  la  reivindicación 
sale  de  toda  norma,  legalizando  un  derecho  de  dominio  que  no  existe, 
por  circunstancias  graves  y  excepcionales,  no  es  posible  admitir  que  sin 
mediar  esas  circunstancias  extremas  y  en  caso  normal  se  constituya  un 
más  amplio  derecho  por  la  propia  ley.  Importaría  una  contradicción 
grave  y  enorme  dentro  del  cuerpo  y  espíritu  de  una  ley,  lo  que  no  es 
admisible,  ni  puede  suponerse.  Debe  estudiarse  toda  en  conjunto  para 
armonizar  lógicamente  sus  preceptos  y  en  tal  sentido  no  puede  arribarse 
á  otra  solución  y  más  aun  si  se  tiene  en  cuenta  el  principio  de  igualdad 
que  inspira  nuestra  ley  de  la  materia.  La  humanidad  reclama  el  mismo 
interés  por  todas  las  víctimas  de  la  desgracia  común.  La  equidad  exige 
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que  todos  los  que  corrieron  iguales  riesgos  en  la  contribución  común 
del  negocio,  gocen  los  mismos  derechos  y  sufran  iguales  cargas.  La  ley 
manda  solo  admitir  las  excepciones  que  ella  establece,  procurando  la 
igualdad.  La  razón  impone  que  si  el  derecho  á  reivindicar  desaparece, 
debe  desaparecer  con  él  todo  privilegio  porque  lo  contrario  sería  dejar- 
la subsistente  en  otra  forma  y  suponer  que  la  ley  ha  consagrado  una 
burla  de  sí  misma.  Significaría  acordar  enormes  ventajas  á  un  solo 
acreedor  por  una  circunstancia  casual  y  ajena,  sin  correr  ningún  riesgo 
y  permitirle  participar  en  las  ganancias  de  la  contribución  común  sin 
aportar  nada  y  sin  arriesgar  nada  en  las  pérdidas.  Esto  sería  sencilla- 
mente monstruoso  y  la  ley  no  ha  podido  ni  querido  establecerlo. 

El  privilegio  de  dominio  deriva  únicamente  del  derecho  de  propie- 
dad. Si  ésta  se  transmitió,  con  la  causa  desapareció  el  efecto  y  por  tan- 
to no  puede  ejercerse  sino  en  el  único  caso  que  la  ley  ha  fijado,  que  no 
es  el  presente,  imponiendo  el  rechazo. 

Y  considerando,  respecto  de  las  cuestiones  planteadas  por  la  defen- 
sa, pago  por  documentos  :  que  el  demandado  alega  que  habiendo  fir- 
mado documentos  por  el  precio,  se  ha  producido  novación  fundándose 
en  el  artículo  io3  de  la  ley  de  quiebras.  Ahora  bien,  ni  hubo  nova- 
ción, ni  es  aplicable  al  caso  de  autos  el  artículo  citado.  No  hay  nova- 
ción porque  no  ha  existido  cambio  alguno  de  obligación  :  sólo  se  ha 
documentado  una  deuda  que  no  ha  sido  extinguida  y  por  tanto  la  le- 
tra, lejos  de  borrar  ó  anular  la  obligación  primera,  ha  venido  á  refren- 
darla. La  firma  de  documentos  no  puede  surtir  efecto  de  pago  sino  en 
las  condiciones  expresas  del  artículo  io3  citado;  pero  en  el  presente 
juicio  no  se  ha  probado  el  otorgamiento  de  recibo  simple  ó  anotación 
de  pago  por  el  vendedor,  ni  se  ha  alegado  siquiera  tal  extremo,  indis- 
pensable por  la  ley  para  hacer  efectivo  su  precepto.  Además,  siendo  la 
disposición  referente  á  casos  de  quiebra,  no  puede  recibir  aplicación  en 
este  juicio  que  no  hay  falencia. 

Y  considerando,  respecto  del  alcance  y  carácter  de  la  verificación  de 
créditos  :  la  defensa  alega  que  el  actor  asistió  á  la  junta  verificandcv 
conscientemente  su  crédito  y  sin  observación  como  quirografario,  reco- 
nociéndole ese  carácter.  ¿Es  revocable  en  tales  condiciones  la  verifica- 
ción y  resolución  de  la  junta?  La  ley  no  contiene  ninguna  disposición 
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•expresa  y  legisla  sólo  respecto  de  verificación  provisoria.  Sin  embargo, 
no  es  posible  admitir  que  ese  carácter  sea  permanente,  porque  si  así 
fuera  toda  vez  que  la  ley  no  establece  oportunidad  ni  forma  para  efec- 
tuar la  verificación  defmitiva,  toda  liquidación,  votación  ó  convenio 
emergente  de  diclia  asamblea,  carecería  de  valor  por  el  dudoso  carácter 
<le  las  partes  votantes  ó  contratantes,  fulminando  de  nulidad  el  cum- 
plimiento de  sus  propias  disposiciones.  Si  resultara  concordato,  el  cum- 
plimiento se  haría  muy  dificultoso  porcjue  sobre  una  verificación  inse- 
gura no  podrían  establecerse  los  porcentajes  respectivos  de  las  quitas 
ofrecidas  y  aceptadas  sobre  una  base  determinada.  Por  otra  parte,  la 
mayoría  de  acreedores  no  podría  imponer  la  aceptación  de  un  conve- 
nio, obligatorio  á  todos,  si  no  se  les  reconociera  un  carácter  estable.  En 
caso  de  adjudicación  de  bienes  ó  quiebra,  nunca  podría  arribarse  á  la 
liquidación  que  debe  ser  definitiva  y  concluyente,  partiendo  de  una  base 
insegura  y  propiamente  fantástica.  La  distribución  se  haría  á  supuestos 
acreedores.  En  todos  los  casos,  sin  derechos  irrevocables,  carecerían  los 
acreedores  de  personería,  no  tendrían  facultad  de  celebrar  pacto  alguno, 
jamás  habría  solución,  puesto  que  la  mayoría  aceptante,  desconocida 
mañana,  podría  reducirse  á  gran  minoría. 

En  nuestro  sentir,  no  hay  omisión  en  el  contexto  de  la  ley.  El  artícu- 
lo iG  de  la  ley  de  quiebras  establece  que  «  el  crédito  aprobado  quedará 
reconocido  »  adquiriendo  así  carácter  firme,  como  que  reúne  el  con- 
denso de  todos  los  interesados  y  es  afirmado  por  el  auto  aprobatorio 
judicial  del  concordato  ó  adjudicación  ó  decreto  de  quiebra,  en  su  ca- 
so; salvo  las  excepciones  que  expresamente  la  misma  ley  consigna.  En 
el  mismo  artículo  se  agrega  el  caso  de  impugnación  ú  observación  y 
sólo  á  éste  puede  referirse  el  carácter  provisorio  de  la  verificación,  sea 
cual  fuere  la  resolución  de  la  junta  ó  del  juez.  Claramente  se  deduce 
que  no  cabe  discusión  posterior  sino  sobre  los  créditos  observados  ó  mi- 
pugnados.  Los  reconocidos  han  recibido  sanción  legal  y  hacen  ejecuto- 
ria, salvo  caso  de  dolo  ó  fraude  que  se  compruebe  debidamente,  según 
lo  establecen  contestes  los  más  reputados  tratadistas.  (Riviere,  Thallcr, 
Camberlin,  Rénouard,  Alauzet,  Bédarride,  Lyon-Gaen  y  Renault.)  Es- 
pecialmente los  dos  últimos  manifiestan  (|ue  la  verificación  lija  irrevo- 
■cablemente  las  relaciones  del  acreedor  con  el  deudor  y  la  masa,  pues  de 
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otro  modo  las  relaciones  serían  inciertas  y  la  liquidación  insegura.  Se 
ha  establecido  un  contrato  judicial  que  las  partes  no  pueden  eludir. 

Si  el  interesado  presente  en  la  junta  ha  admitido  sin  objeción  la  veri- 
ficación de  su  crédito  en  la  forma  que  se  haya  hecho,  no  puede  impug- 
nar más  tarde  un  acto  consciente  que  ha  ejecutado,  salvo  prueba  de 
que  han  mediado  algunas  de  las  causas  legales  que  vician  el  consenti- 
miento y  que  él  ha  tenido  conocimiento  de  ellas  con  posterioridad.  La 
verificación  descansa  en  el  acuerdo  común  de  voluntades  de  todos  los 
interesados  y  por  tanto  importa  un  reconocimiento  irrevocable. 

La  admisión,  dice  el  doctor  Moreno,  surte  los  electos  de  la  sentencia 
ejecutoriada...  cierra  la  puerta  á  toda  discusión.  La  Corte  de  casación 
francesa,  estudiando  el  mismo  punto,  ha  declarado  que  la  verificación 
produce  efectos  irrevocables  y  definitivos  en  favor  del  concurso  ó  del 
acreedor. 

Consta  de  autos  por  manifestación  expresa  del  actor,  por  los  certifi- 
cados de  fojas  17  y  19,  por  la  pericia  de  foja  21  y  por  los  autos  de  la 
convocatoria  tenidos  á  la  vista,  que  la  ((  Cartiera italiana»  fuéverificadaen 
la  junta  de  Maucci,  Restelli  y  Archinti,  como  acreedor  por  las  sumas 
que  hoy  reclama,  con  el  carácter  de  quirografario,  y  que  estando  pre- 
sente el  actor  no  hizo  objeción  ni  manifestación  alguna  reclamando  del 
carácter  con  que  era  verificado,  ni  salvando  sus  derechos.  Se  alega  por 
el  actor  no  haber  subscripto  el  acta,  sin  desconocer  su  presencia  en  el 
acto  y  su  asentimiento  silencioso,  pero  ello  no  cambia  en  modo  alguno 
su  situación.  Constatado  el  becho,  el  acta  firmada  por  el  juez  tiene  la 
fuerza  legal  de  instrumento  público  y  la  falta  de  firma  de  este  acreedor 
no  implica  reclamo  ni  desconocimiento  alguno,  que  debió  ser  expreso, 
de  acuerdo  con  la  ley  civil,  que  es  general,  sobre  la  expresión  de  la  vo- 
luntad. La  falta  de  firma  sólo  constata  una  omisión  abusiva  y  frecuente 
€ntre  los  acreedores.  Admitir  este  hecho  simplemente  incorrecto  como 
base  de  acción  ;  seria  abrir  la  puerta  á  toda  clase  de  abusos  y  quizás  de 
fraudes. 

Reconocido,  pues,  que  la  ((  Cartiera  italiana»  estuvo  presente  al  acto 
de  la  verificación  y  otorgó  su  consentimiento  tácito  á  la  forma  en  cjue 
fué  verificado,  hay  para  ella  cosa  juzgada  y  procede  por  tanto  el  recha- 
zo de  su  acción.  Se  ha  alegado  finalmente  por  la  defensa  c|ue  ya  se  ha- 
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bía  lomado  la  posesión  efectiva  de  la  cosa  vendida,  por  haberse  retirado 
con  anterioridad  una  parte  de  los  efectos  reclamados,  según  resulta  del 
oficio  de  la  aduana  (f.  7).  Pero  esta  defensa  no  merece  estudiarse  por 
no  ser  procedente  la  reivindicación,  ni  tratarse  de  quiebra  y  porque 
siendo  factible  la  división  de  la  partida  de  mercaderías  y  estando  bien 
singularizada,  se  operaría  parcialmente.  Por  tales  fundamentos  y  pre- 
ceptos legales  citados,  no  se  hace  lugar  á  la  reivindicación,  ni  ala  entre- 
ga de  las  mercaderías  pedidas,  ni  se  reconoce  el  privilegio  de  dominio 
invocado  ni  se  concede,  en  consecuencia,  el  pago  en  la  forma  pedida,  de- 
biendo ajustarse  á  las  particiones  de  los  acreedores  quirografarios,  sin  im- 
poner costas  por  no  hallar  mérito  para  hacerlo  (art.  221 ,  Gód.  de  proc). 


SENTENCIA  DEL  TRIBUNAL  DE  APELACIÓN 


En  Buenos  Aires  á  28  de  agosto  de  iqi3,  reunidos  los  señores  voca- 


les en  la  sala  de  acuerdos  y  traídos  para  resolver  los  autos  seguidos  por 
la  sociedad  anónima  a  Gartiera  italiana  »  contra  los  señores  Maucci,  Reste- 
lli  y  Archinti,  se  practicó  la  insaculación  que  ordena  el  artículo  256  del 
Código  de  procedimientos,  resultando  de  ella  que  debían  votar  en  el 
orden  siguiente  :   doctores  Esteves,  Méndez,  Casares,  Pérez. 

Estudiados  los  autos,  la  cámara  planteó  la  siguiente  cuestión  á  resol- 
ver :  ¿Es  arreglada  á  derecho  la  sentencia  apelada  ? 

El  doctor  Esteves  dijo  :  Aunque  la  acción  deducida  á  foja  i  por  la 
sociedad  «Cartiera  Italiana»  contra  los  señores  Maucci,  Restelli  y  Ar- 
chinti, fué  la  reivindicación  de  una  cantidad  de  cajones  de  papel  y  sobres 
estimados  en  francos  10. 658, 96  antes  de  ser  contestada  la  demanda, 
y  por  las  razones  expresadas  en  el  escrito  de  foja  8,  la  dirigió  contra 
los  acreedores  adjudicatarios  de  los  demandantes  cambiándola  por  la  de 
cobro  de  su  crédito,  que  considera  privilegiado,  con  arreglo  al  artículo 
92,  inciso  3°,  de  la  ley  de  quiebras,  y  jurisprudencia  de  esta  cámara  en 
la  causa  deHanneinan  y  compañía  limitada,  contra  Muñoz,  González  y 
compañía,  reconociendo  en  el  alegato,  que  no  existe  acción  reivindica- 
toria,  por  cuanto  se  ha  desistido  de  ella  antes  de  trabarse  la  litis  contes- 
tatio  y  que  hoy  sólo  se  halla  en  tela  de  juicio  una  acción  por  cobro  ín- 
tegro de  un  crédito  privilegiado. 
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No  hay  pues,  por  qué  ocuparse  de  aquella  acción  ni  de  la  parte  de  la 
sentencia  que  á  ella  se  refiere,  y  la  cámara  sólo  está  llamada  á  pronun- 
ciarse sobre  el  privilegio  del  crédito  que  invoca  la  demandante,  ya  que 
el  importe  del  mismo  le  fué  reconocido  como  simple  ó  quirografario 
(f.  17  y  19  V.).  El  representante  de  los  acreedores  adjudicatarios  pi- 
dió el  rechazo  de  la  demanda,  fundado  en  dos  consideraciones  :  i^  en 
que  la  sociedad  «  Cartiera  italiana  »  aceptó  en  pago  de  las  mercaderías  pa- 
garés subscriptos  por  los  compradores,  y  2^  cjue  concurrió  á  la  junta  de 
verificación  de  créditos  sin  formular  observación,  aun  cuando  á  su  crédi- 
to, importe  de  las  mercaderías  vendidas  no  le  fué  reconocido  privilegio. 

En  una  causa  análoga  á  la  presente,  Simón  Israel  y  compañía  contra 
Escribano  Medina  y  compañía,  sostuve  que  el  acreedor  que  se  encuen- 
tra en  situación  semejante  á  la  de  la  sociedad  demandante  en  esta  cau- 
sa, no  goza  de  privilegio  para  el  cobro  de  su  crédito.  Los  mismos  fun- 
damentos que  aduje  en  dicha  causa  me  servirán,  pues,  para  votar  afir- 
mativamente la  cuestión  planteada. 

(( El  vendedor  que  se  ha  desprendido  de  la  mercadería  vendida,  dije 
en  la  citada  causa,  embarcándola  y  remitiéndola  por  cuenta  y  riesgo 
del  comprador,  enviándole  á  la  vez  los  conocimientos  á  la  orden  endo- 
sados por  él,  pierde  el  dominio  de  ella  y  sólo  conserva  un  derecho  per- 
sonal como  acreedor  simple  ó  quirografario  para  el  cobro  de  su  precio 
(art.  677,  i323,  i4i6,  1417  y  2888,  Cód.  civil,  461  y  463,  inc.  4°, 
Gód.  de  com.). 

«  La  disposición  del  artículo  98  de  la  ley  de  quiebras,  es  una  des- 
viación de  esa  regla  cjue  permite  al  vendedor  reivindicar  la  cosa  ó  el 
precio  que  la  ha  substituido  (art.  122)  no  por  continuar  siendo  dueño 
de  ella,  sino  por  razones  de  equidad.  (Obarrio,  Estudio  sobre  las  quie- 
bras, núm.  288.) 

((  En  la  causa  que  citan  los  actores  en  apoyo  de  sus  pretensiones  (la 
misma  invocada  en  el  escrito  f.  8  de  estos  autos),  sostuve  que  la  acción 
reivindicatoría  acordada  por  el  artículo  98  de  la  ley  de  quiebras,  era 
procedente  en  el  juicio  de  convocatoria  de  acreedores  como  en  el  de 
quiebras,  pero  la  mayoría  de  la  cámara  resolvió  lo  contrario  y  los  ac- 
tores en  conocimiento  de  ese  precedente,  han  desistido  de  aquella  acción 
antes  de  cjuedar  trabado  el  pleito. 


58o  ANALES  DE  LA  FACULTAD  DE  DERECHO 

((  Si,  pues,  la  acción  reivindicatoría  es  improcedente,  el  vendedor  no 
puede  invocar  otro  privilegio  en  favor  de  su  crédito,  porque  cuando  ha 
mediado  tradición  simbólica  de  la  cosa  vendida,  como  ha  mediado  en 
este  caso,  el  único  privilegio  que  le  confiere  la  ley  en  caso  de  quiebra  es 
esa  acción  para  reclamar  la  cosa  en  la  misma  especie  en  que  hubiese 
sido  entregada  ó  en  la  que  se  hubiese  subrogado  (art.  92,  inciso  3",  y 
98  y  siguientes,  Gód.  de  com.). 

«Si  no  hubiese  mediado  tradición,  es  decir,  si  los  efectos  vendidos 
continuaran  en  poder  del  vendedor,  aunque  sea  por  vía  de  depósito 
(art.  465,  li66,  Gód.  de  com.,  y  96,  inc.  2",  de  la  ley  de  quiebras»  el 
vendedor  goza  del  privilegio  especial  sobre  ellos,  para  el  pago  del  pre- 
cio c  intereses  de  la  demora,  pero  los  actores  no  se  hallan  en  este  caso, 
porque  como  lo  han  reconocido  y  resulta  de  las  constancias  de  la  causa, 
ellos  los  habían  remitido  á  los  compradores,  embarcándolos  por  cuenta 
y  riesgo  de  éstos.  » 

De  lo  expuesto  resulta  que  los  demandantes  no  pueden  ser  califica- 
dos como  acreedores  de  dominio  porque  no  ha  mediado  declaración  de 
quiebra,  y  tampoco  como  acreedores  con  privilegio  especial,  porque  la 
mercadería  vendida  no  se  halla  en  su  poder ;  y  como  los  privilegios  só- 
lo nacen  de  la  ley  (art.  8876,  Gód.  civ.)  y  las  leyes  que  los  conceden 
son  de  interpretación  restrictiva,  no  pudiendo  extenderse  á  casos  no 
comprendidos  en  sus  términos,  la  consecuencia  de  ello  es  que  los  acto- 
res son  simples  acreedores  quirografarios  por  el  importe  del  precio  de 
las  mercaderías  á  que  se  refiere  la  demanda,  y  que,  como  tales,  tienen 
que  someterse  al  concordato  preventivo  (en  el  caso  siib  judice  á  la  adju- 
dicación de  bienes)  celebrado  por  los  demandados  con  sus  acreedores 
(art.  32  de  la  ley  de  quiebras;.  En  el  presente  caso  artículo  36  do  la 
misma. 

Las  precedentes  consideraciones  me  deciden  á  votar  afirmativamente 
y  por  la  confirmación  déla  sentencia  apelada. 

El  doctor  Méndez  dijo:  Descartada  del  debate  la  cuestión  relativa  a 
la  acción  reivindicatoria  que  autoriza  el  capítulo  XII  de  la  ley  4i56,  la 
decisión  del  tribunal  debe  recaer  sóbrelos  siguientes  puntos  : 

a)  Derecho  del  acreedor  demandante  para  invocar  el  privilegio  que 
acuerda  el  artículo  92,  inciso  3°  de  la  mencionada  ley  ; 
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bj  Si  la  circunstancia  de  haber  aceptado  el  vendedor  letras  de  cambio 
en  pago  del  precio,  lo  inhabilita  para  ejercitar  el  privilegio  ; 

c)  Carácter  de  la  verificación  de  crédito  recaída  en  el  juicio  de  convo- 
catoria del  demandado. 

Respecto  del  primer  punto,  repetiré  lo  que  dije  para  fundar  la  exis- 
tencia del  privilegio  en  la  causa  de  Israel  y  compañía  contra  Escribano, 
Medina  y  compañía,  con  fecha  26  de  diciembre  de  191 2  :  «Si  he  soste- 
nido en  la  causa  Hanneman  y  compañía  versus  Muñoz  González  y  com- 
pañía que  la  reivindicación  acordada  por  los  artículos  98  y  siguientes  de 
la  ley  4  íó6  sólo  puede  hacerse  valer  en  caso  de  quiebra,  también  he 
dicho  que  el  acreedor  que  se  encontraba  en  la  situación  de  los  deman- 
dantes no  necesitaba  ejercitar  la  acción  real,  desde  que  por  su  carácter 
de  acreedor  privilegiado  no  podía  oponérsele  el  concordato  celebrado 
por  el  comprador. )) 

Y  continúo  creyendo  que  es  acreedor  privilegiado  á  los  efectos  del 
concordato,  no  obstante  la  autorizada  opinión  del  señor  vocal  que  me 
ha  precedido  al  fundar  el  voto,  porque  tanto  en  este  caso  como  en 
todos  los  demás  casos  de  privilegio,  no  es  necesaria  la  declaración  de 
quiebra  para  que  el  crédito  sea  considerado  de  preferente  pago. 

Es  verdad  que  en  principio  los  privilegios  sólo  se  ejercitan  en  caso  de 
liquidación  de  la  masa  por  razón  del  procedimiento  de  quiebra ;  pero 
por  razones  que  por  muy  sabidas  no  considero  indispensable  exponer, 
la  ley  autoriza  á  invocar  las  mismas  causas  de  preferencia  en  los  casos 
de  concordato  ó  de  adjudicación  de  bienes.  Es  decir,  que  en  virtud  de 
una  verdadera  ficción,  los  acreedores  que  en  caso  de  quiebra  habrían 
sido  colocados  en  grado  preferente  á  los  efectos  de  la  distribución  del 
activo,  gozan,  en  el  caso  de  concordato  ó  de  adjudicación,  del  derecho 
de  cobrar  sus  créditos  como  si  el  deudor  no  hubiera  celebrado  ningún 
convenio  con  los  quirografarios. 

Así  pues,  de  la  misma  manera  que  el  acreedor  ó  el  locador  prendario, 
quienes  en  caso  de  quiebra  habrían  tenido  privilegio  especial  sobre  deter- 
minados bienes,  no  quedan  afectados  por  el  concordato,  tampoco  lo  será 
el  acreedor  que  en  caso  de  falencia  hubiera  gozado  del  privilegio  de  do- 
minio. La  misma  razón  existe  en  ambos  casos  para  librar  á  los  acreedores 
de  los  efectos  del  concordato,  desde  que  la  ley  los  considera  privilegiados. 
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Ahora  bien :  si  en  vez  de  haber  solicitado  concordato  y  de  haberlo 
obtenido,  los  demandados  hubieran  sido  declarados  en  quiebra,  nadie 
hubiera  puesto  en  duda  el  derecho  de  los  actores  para  invocar  la  calidad 
de  acreedores  privilegiados  que  les  reconoce  el  artículo  92,  inciso  3°.  de 
la  ley  respectiva,  desde  que  los  fallidos  no  habían  entrado  en  la  efectiva 
posesión  de  los  efectos  comprados  en  el  momento  de  la  quiebra. 

C  Por  qué,  entonces,  desconocerles  ese  privilegio  á  los  efectos  de  li- 
brarse del  concordato? 

Porque  no  hay  quiebra  en  el  caso,  argumenta  el  demandado.  Pero 
ya  hemos  contestado  anticipadamente  la  objeción,  demostrando  que  si 
bien  ningún  privigilegio  ha  sido  creado  sino  para  ejercitársele  en  caso 
de  concurso,  pueden  sin  embargo  ser  invocados  como  excepción  respec- 
to de  cualquier  convenio  que  limite  los  derechos  de  acreedor  (concor- 
dato ó  adjudicación  de  bienes). 

Porc[ue  el  acreedor  de  dominio,  se  agrega,  sólo  tiene  derecho  á  que 
se  le  entregue  en  especie  el  bien  afectado.  Pero  se  olvida  que  si  eso 
ocurriría  en  el  caso  de  quiebra  en  que  por  razón  de  equidad  la  ley  hace 
cesar  los  efectos  del  contrato  de  venta,  en  el  caso  actual,  en  que  no  ha 
mediado  esa  circunstancia,  los  efectos  del  contrato  de  venta  subsisten  y 
la  calificación  de  privilegios  no  confiere  otro  derecho  que  el  de  librarse 
de  las  restricciones  impuestas  por  el  concordato. 

Los  demandantes,  que  habrían  sido  privilegiados  en  caso  de  falencia, 
pueden  proceder  en  el  caso  de  autos,  como  si  no  hubiere  mediado  con- 
venio entre  el  deudor  y  sus  acreedores  quirografarios;  es  decir,  que 
tiene  acción  expedita  para  reclamar  el  precio  de  lo  vendido. 

Pasando  ahora  á  ocuparme  de  los  puntos  6  y  c,  me  limitaré  á 
recordar  respecto  del  primero,  que  no  se  ha  probado  en  forma  alguna 
que,  al  recibir  los  documentos  de  obligación,  el  vendedor  otorgase  reci- 
bo simple  ó  anotase  el  pago  en  sus  libros,  sin  referirse  á  los  billetes  en- 
tregados por  razón  del  precio,  circunstancias  indispensables  para  que 
sea  improcedente  la  acción  reivindicatoria  ó  el  reconocimiento  de  pri- 
vilegio en  su  caso,  de  acuerdo  con  lo  dispuesto  por  el  mlÚMilo  io3  de 
la  ley  de  quiebras. 

En  cuanto  al  punto  c  no  creo  necesario  hacer  esfuerzos  de  dialéctica 
para  demostrar  que,  en  caso  de  convocatoria  de  acreedores,  la  verifica- 
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ción  de  los  créditos  sólo  tiene  un  carácter  provisional  y  que  los  perju- 
dicados tienen  derecho  á  ulterior  reclamación,  desde  que  el  artículo  i6 
in  fine  de  \a  ley  l^lb6  lo  dispone  expresamente.  El  hecho  de  que  el 
acreedor  no  recurriese  de  la  resolución  de  la  junta  que  le  desconoció  el 
privilegio,  no  puede  ser  interpretado  como  manifestación  de  conformi- 
dad con  lo  resuelto,  desde  que  el  carácter  provisorio  de  la  decisión  qui- 
taba al  hecho  toda  transcendencia,  y  que  la  demanda  de  foja  i,  presen- 
tada con  varios  días  de  anticipación  y  proseguida  con  todo  empeño, 
demuestra  elocuentemente  una  intención  contraria  á  la  que  deduce  el 
inferior. 

Por  ello,  y  reproduciendo  las  consideraciones  aducidas  en  el  escrito 
de  expresión  de  agravios,  votopor  la  negativa  ó  sea  porque  se  reconozca 
al  crédito  del  demandante  el  privilegio  que  reclama. 

El  doctor  Casares  dijo :  Adhiero  al  voto  del  señor  vocal  doctor  Mén- 
dez reproduciendo  sus  consideraciones  y  las  que  aduje  al  fundar  el  que 
he  emitido  en  acuerdo  de  la  fecha  al  fallar  la  causa  William  E.  Peck  y 
compañía,  contra  Trifone  hermanos,  tratando  especialmente  de  la 
procedencia  del  privilegio  que  invoca  el  demandante. 

Por  análogas  razones  á  las  aducidas  por  el  señor  vocal  doctor  Mén- 
dez, el  doctor  Pérez  se  adhirió  á  su  voto. 

Con  lo  que  terminó  este  acuerdo  que  firmaron  los  señores  vocales 
doctores  Méndez,  Pérez,  Esteves,  Casares. 

Ante  mí: 

Horacio  Bouquet. 

Es  copia  del  original  que  corre  á  fojas  5oo  del  libro  21  de  acuerdos. 

Horacio  Bouquet. 


Buenos  Aires,  agosto  28  de    iQíS. 

Y  vistos :  Por  el  mérito  que  ofrece  el  acuerdo  que  precede  se  revoca 
la  sentencia  apelada  de  foja  34,  declarándose  que  el  crédito  reclamado 
goza  del  privilegio  establecido  por  el  inciso  3°  del  artículo  92  de  la  ley 
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de  quiebras,  y  se  condena  en  consecuencia  á  los  demandados  á  pagar  á 
los  actores  el  precio  délas  mercaderías  motivo  del  pleito,  más  sus  inte- 
reses legales,  debiendo  abonarse  las  costas  del  juicio  eu  el  orden  causado. 


TRIBUNALES  DE  COMERCIO  DE  LA  CAPITAL 

Tribunal  de  apelación  :  doctores  Méndez,   Estévez,  Pérez  y  Casares 
Juez  de  primera  instancia  :  doctor  Juan  B.  Estrada 

"William  E.  Peck  y  compañía  v.  Trifone  Hermanos 

La  reivindicación  no  es  pi'ocedente  dentro  del  procedimiento  de  convocatoria  de  acreedo- 
res, ppro  el  vendedor  de  mercaderías  remitidas  por  cuenta  y  riesgo  del  comprador, 
goza  del  privilegio  de  dominio  establecido  por  el  inciso  3°  del  articulo  92  de  la  ley 
de  quiebras. 


SENTENCIA    DE    PRIMERA   INSTANCIA 

Buenos  Aires,  noviembre  9  de  1912. 

Y  vistos  :  resultando  :  Que  á  foja  3  se  presenta  el  doctor  José  M.  Au- 
bone  en  representación  de  los  señores  William  E.  Peck  y  compañía  de- 
duciendo demanda  contra  Trifone  hermanos  por  reivindicación  de  una 
partida  de  madera,  treinta  y  cinco  mil  trescientos  veinte  y  cuatro  pies 
de  roble  liso,  que  les  fué  vendida  por  sus  mandantes  al  precio  de  seis  mil 
novecientos  treinta  y  cinco  pesos  sesenta  y  un  centavos  moneda  nacio- 
nal, cuyo  precio  no  ha  sido  abonado.  Agregan  que  al  llegar  las  merca- 
derías de  jNueva  York,  con  los  conocimientos,  vino  la  letra  por  su  im- 
porte al  Banco  Anglo  Sudamericano,  intermediario  en  la  operación, 
y  los  demandados  se  apresuraron  á  retirar  los  conocimientos  aceptando 
y  firmando  la  letra  correspondiente.  Pocos  días  después  los  comprado- 
res solicitaron  convocatoria  de  acreedores  celebrando  un  concordato. 
Los  actores  no  tomaron  parte  en  la  junta  para  no  renunciar  á  los  pri- 
vilegios que  consideraban  corresponderles.  ISo  siendo  las  letras  sino 
promesa  de  pago  y  estando  las  mercaderías  depositadas  é  identificadas 
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en  la  Aduana,  y  no  habiendo  tenido  Trifone  hermanos  la  posesión  efec- 
tiva do  la  mercadería  en  el  momenlo  del  concordato,  piden  se  declare  la 
procedencia  de  la  acción  instaurada,  de  acuerdo  con  los  artículos  92  y 
98  de  la  ley  de  quiebras  y  la  jurisprudencia  de  la  excelentísima  Cámara 
en  el  caso  Font  Batalle  contra  el  concurso  Urizar  y  Gasanovas.  Pide 
condenación  en  costas. 

Que  á  foja  i3  el  señor  Bonifacio  Cruse,  representante  de  los  deman- 
dados, contestó  el  traslado  pidiendo  su  rechazo  con  costas.  Reconoce  los 
hechos  aducidos  por  lo  que  respecta  al  contrato,  calidad,  cantidad,  pre- 
cio délas  mercaderías,  retiro  del  conocimiento  y  firma  de  letra  por  su 
importe.  Desconoce  el  derecho  invocado,  por  considerar  de  aplicación  el 
artículo  io3  de  la  ley  lnb6,  considerando  que  su  verdadero  carácter  es 
de  acreedores  quirografarios,  como  han  sido  verificados. 

A  foja  i4  A'uelta  se  recibió  la  causa  á  prueba  produciéndose  laque  in- 
forma el  certificado  de  foja  33,  y  habiendo  alegado  ambas  partes  á  foja 
39  se  llamó  autos  para  sentencia. 

Y  considerando  :  Que  reconocidos  los  hechos  fundamentales  de  la  ac- 
ción referentes  al  contrato  y  entrega  y  que  las  probanzas  de  autos  se  re- 
fieren á  los  mismos  hechos  que  no  han  sido  controvertidos,  solo  queda 
en  pie  y  á  resolver  la  siguiente  cuestión  de  derecho  :  ¿Procede la  reivin- 
dicación de  mercaderías  en  el  caso  de  autos  ?  Consta  por  propia  mani- 
festación de  la  demanda  y  de  los  autos  agregados  «  Trifone  hermanos, 
convocatoria  »,  que  esta  razón  social  no  está  ni  fué  declarada  en  quiebra 
y  que  el  expresado  juicio  que  origina  el  presente  concluyó  por  un  con- 
cordato aceptado  por  los  acreedores  y  aprobado  judicialmente.  La  parte 
actora  funda  su  derecho  en  el  artículo  98  de  la  ley  de  quiebras,  pero 
esa  disposición  dictada  exclusivamente  según  resulta  de  sus  propios  tér- 
minos, para  caso  de  falencia  no  puede  hacerse  extensiva  en  modo  algu- 
no á  casos  que  no  están  explícitamente  comprendidos  y  máxime  cuando 
en  nuestro  derecho  el  concordato  y  la  quiebra  son  términos  antagóni- 
cos y  excluyentes.  El  concordato  es  el  medio  sancionado  por  nuestra  ley 
para  eludir  ó  evitar  la  falencia.  No  es,  pues,  admisible  la  argumentación 
del  actor  quien  sostiene  que  el  concordato  es  un  medio  de  solucionar  la 
quiebra,  cuando  por  el  contrario,  es  un  medio  de  prevenirla  ó  impedir- 
la. La  reivindicación    estatuida  para  la  falencia  que  deroga  todos  los 
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principios  generales  de  derecho  por  las  circunstancias  especiales  y  anor- 
males del  caso  y  que  después  de  un  siglo  de  discutida  sigue  mantenién- 
dose en  ese  caso  extremo,  únicamente  por  razones  de  conveniencia  é 
interés  del  comercio,  pero  contra  toda  equidad  y  todo  derecho,  no  pue 
de  ser  aplicada  sino  restrictivamente,  por  tratarse  de  una  excepción  sui 
generis,  de  una  reinvidicación  especial  que  escapa  á  toda  norma,  de  una 
medida  extrema  que  no  habilita  para  sacarla  de  sus  justos  límites  ni 
para  aplicarla  por  analogía.  (Vidari,  Bédarride,  Delamalle  y  Lepoitvin, 
Locré). 

Es  de  observar  que  todos  los  tratadistas  y  legisladores  que  han  dis- 
cutido el  punto  y  aun  el  derecho  de  mantener  esta  reivindicación  espe- 
cial dentrodela  quiebra,  han  entendido  y  tratado  siempre  sobre  labasc 
de  la  falencia  declarada,  sin  establecer  distingos  por  cuanto  el  concor- 
dato en  las  demás  legislaciones  es  posterior  á  la  quiebra  sancionada.  En 
nuestra  ley  el  concordatario  no  ha  perdido  nunca  ni  pierde  por  ello  el 
pleno  ejercicio  de  todos  sus  derechos,  y  por  tanto,  cada  acreedor  queda, 
respecto  del  deudor,  en  la  situación  normal  y  personal  de  las  prescrip- 
ciones del  derecho  común  de  la  materia,  puesto  que  la  situación  de  am- 
bos no  ha  variado.  No  hay  masa,  no  hay  liquidación  forzosa,  no  hay 
relaciones  ni  derechos  de  conjunto,  no  hay  entidades  nuevas.  La  rei- 
vindicación que  se  basa  y  deriva  exclusivamente  del  derecho  de  propie- 
dad, es  permitida  en  la  quiebra  al  que  dejó  de  ser  propietario,  vale  de- 
cir, ataca  su  propia  esencia  y  por  tanto  sólo  puede  aplicarse  con  la  más 
severa  restricción,  porque  carece  de  sentido,  carece  de  razón  y  carece  de 
justicia.  Sólo  es  aplicable  y  hay  que  hacerlo  en  el  caso  único  que  la  ley 
establece,  pero  es  necesario  que  se  hallen  reunidas  y  satisfechas  todas 
las  condiciones  que  impone.  Una  sola  que  falte,  dice  Locré,  la  hace 
inaplicable.  Y  aquí  falta  la  quiebra  que  es  la  primordial.  Carece  de  sen- 
tido porque  ataca  su  idea  generadora  y  lejos  de  ser  una  verdadera  rei- 
vindicación es  propiamente  un  despojo.  Carece  de  razón  porque  ningún 
principio  jurídico  la  sustenta,  pugna  con  todos  y  hasta  con  el  mismo 
que  sanciona ;  confiere  abusivos  derechos  sobre  propiedad  ajena  ;  reco- 
noce dos  derechos  de  propiedad  distintos  sobre  la  misma  cosa.  Carece 
de  justicia  porque  establece  una  desigualdad  odiosa  en  favor  de  un 
acreedor  determinado  que  en  igualdad  de  condiciones  con  los  demás 
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debe  compartir  el  desastre  ó  la  desgracia  común.  Según  la  expresión  de 
Berlier,  en  la  quiebra  lo  habitual  es  que  los  acreedores  lo  sean  por  su- 
ministros de  mercaderías  impagas  ó  de  dinero  no  reembolsado  y  ambos 
son  igualmente  respetables  á  los  ojos  de  la  ley,  sin  embargo  se  crea  solo 
el  privilegio  para  los  primeros.  Más  aun,  los  vendedores  de  mercaderías 
sufren  una  pérdida  menor  puesto  que  en  el  precio  van  incluidas  pin- 
gües ganancias  :  los  que  han  prestado  dinero  pierden  totalmente  capi- 
tal efectivamente  aportado.  Se  dice  que  el  contratono  queda  terminado 
porque  no  se  ha  cumplido  la  condición  del  pago,  pero  esta  condición 
implícita  es  común,  pues  que  nadie  ha  prestado  ó  vendido  sino  bajo 
la  misma  condición.  Napoleón,  empeñado  en  la  supresión  de  este  pri- 
vilegio extraordinario  decía  «  que  en  nombre  de  la  justicia  debía  supri- 
mirse por  establecer  una  desigualdad  que  pugna  con  su  propio  fm», 
agregando  :  «  Si  es  una  medida  conveniente  al  comercio  y  á  las  manu- 
facturas, que  se  mantenga  pero  que  se  haga  extensiva  también  á  todas 
las  ventas,  á  todos  los  objetos,  al  dinero,  á  los  documentos  de  crédito, 
etc.,  para  que  realmente  pueda  servir  á  los  intereses  comerciales.  Be- 
renguer  manifiesta  que  el  principio  comercial  de  la  materia  es  que  todos 
los  que  han  corrido  los  mismos  riesgos  sigan  la  misma  suerte.  No  es  po- 
sible librar  á  un  hecho  puramente  casual  ó  fraudulento  una  diferencia- 
ción total  y  legal  entre  personas  cuya  situación  de  derecho  es  la  misma. 
Se  hace  argumento  también  que  es  menester  proteger  los  derechos  del 
vendedor  que  ha  hecho  fe  y  crédito  al  comprador,  pero  la  objeción  ca- 
rece de  base,  puesto  que  todos  los  acreedores  lo  han  hecho  igualmente, 
y  los  anteriores  (excluidos  del  privilegio)  con  más  razón  y  mayor  per- 
juicio, 

Saubert  establece  que  en  el  conflicto  de  intereses  debe  atenerse  al  in- 
terés más  general,  y  bajo  este  punto  de  vista  necesariamente  debe  pre- 
ferirse el  interés  de  la  masa  al  de  algunos  acreedores  aislados.  Rousseau 
y  Defert  sostienen  idéntico  principio.  Gannero,  antiguo  presidente  del 
tribunal  de  comercio  del  Sena,  afirma  que  debe  eliminarse  esta  reivin- 
dicación especial  porque  no  hay  punto  en  la  ley  que  dé  lugar  á  más 
procesos  y  abusos.  Las  cámaras  de  comercio  francesas  consultadas  repe- 
tidas veces  á  través  de  largos  años,  han  coincidido,  por  gran  mayoría,  en 
rechazar  la  reivindicación  como  una  fuente  de  abusos,  de  fraudes  y  de 
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injusticias.  Napoleón  sintetiza  la  verdadera  situación  en  los  siguientes 
términos  :  a  No  se  trata  de  un  negocio  aislado  y  único  ;  aquí  existe  una 
mezcla  de  negocios,  una  corriente  común,  un  conjunto  de  consecutivas 
operaciones  en  las  cuales  el  dinero,  las  mercaderías,  el  pasado,  el  pre- 
sente, los  créditos  y  las  deudas,  los  tiempos  y  las  cosas  se  ligan  para  for- 
mar extrañamente  un  todo  y  vienen  á  confundirse.  Si  un  paquete  de 
mercaderías  existe  aun  en  los  almacenes  es  porque  otro  ha  sido  ya  ven- 
dido y  que  su  precio  ha  servido  para  saldar  otros  compromisos.  La  na- 
turaleza y  la  marcha  del  comercio  no  comprenden  ni  reclaman  la  rei- 
vindicación ».  Si  bien  es  cierto  que  varios  autores  y  el  doctor  Obarrio 
entre  ellos,  atribuyen  razones  de  equidad  para  sostener  la  reivindica- 
ción, resulta  un  verdadero  error,  como  se  ha  demostrado,  porque  cons- 
tituye realmente  una  inequidad  é  inequidad  jurídica.  Han  primado 
ciertamente  razones  de  interés  más  ó  menos  bien  entendido,  pero  ello 
no  debe  confundirse  con  la  equidad. 

Todos  esos  antecedentes  demuestran  palmariamente  el  grave  carácter 
de  esta  cláusula  legal  é  impiden  á  la  justicia  excederse  una  línea  de  los 
límites  que  la  ley  le  ha  trazado  y  más  aun  si  se  considera  que  siempre 
ha  sido  debatido  el  punto  bajo  la  base  de  la  quiebra,  que  constituye 
por  cierto  la  condición  esencial.  Así,  dice  Bédarride  :  «El  derecho  de  in- 
tentar la  reivindicación  nace  de  la  falencia  y  se  abre  en  el  momento 
que  ella  estalla.  » 

Así,  pues,  no  habiendo  falencia,  la  reivindicación  en  el  presente  caso  es 
nonata  y  un  derecho  inexistente  no  puede  tener  sanción  legal.  Recono- 
ce el  actor  y  consta  de  autos  que  se  hizo  la  entrega  de  los  conocimien- 
tos de  las  mercaderías  á  los  demandados,  mediante  la  firma  de  las  letras 
respectivas,  aun  con  anterioridad  á  la  convocatoria,  habiéndose  operado 
la  transmisión  de  la  propiedad  por  tradición  simbólica  de  acuerdo  con  el 
artículo  463  del  código  comercial.  El  juicio  de  convocatoria  terminado 
en  concordato  no  ha  cambiado  la  situación  legal  de  las  partes,  y  por  tan- 
to el  ejercicio  de  un  derecho  de  dominio  perdido  con  anterioridad,  no 
puede  ser  ejercido  ni  autorizado,  siendo  por  tanto  improcedente  la 
acción  instaurada.  Por  lo  ((ue  respecta  á  la  jurisprudencia  el  actor  pre- 
tende aplicar  el  caso  Font  Batalle  contra  concurso  Urizar  y  Casano- 
vas,  antípoda  del  presente,  porque  se  trataba  de  quiebra   declarada  y 
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liquidada.  En  cambio  si  hubiese  buscado  prolijamente  hubiera  encontra- 
do el  caso  exacto  y  bien  aplicable  u  Hanneman  y  compañía  v.  Muñoz 
González  y  compañía  (registrado  en  el  libro  18  de  acuerdos,  pág,  497) 
en  que  la  excelentísima  cámara,  conílrmando  el  fallo  inferior,  rechazóla 
reivindicación  por  tratarse  de  concordato  y  no  de  quiebra.  En  cuanto  al 
privilegio  que  subsidiariamente  reclama  el  actor,  la  sola  circunstancia 
de  hacerlo  derivar  de  la  reivindicación  que  es  abiertamente  improceden- 
te, bastaría  para  rechazarlo  ;  pero  en  concepto  del  proveyente,  tampoco 
es  aceptable  ni  procede  como  acción  independiente. 

La  ley  4i56  que  legisla  en  fondo  y  forma  todo  lo  referente  á  quiebra 
y  convocatoria  de  acreedores,  derógalos  principios  civiles  en  lo  que  ala 
materia  se  refiere,  como  los  intereses  comerciales,  diversos  de  aquellos, 
lo  exigen.  Los  privilegios  constituyen  por  sí  mismos  excepciones  exclu- 
sivas en  ambas  legislaciones  y  por  tanto  las  establecidas  por  la  ley  co- 
mercial excluyen  totalmente  las  del  derecho  común,  como  que  significan 
excepciones  dentro  de  un  derecho  de  excepción  también.  Son,  pues,  prin- 
cipios excepcionales  por  triple  concepto.  Lo  son  dentro  de  la  quiebra  y 
concordato,  que  es  ley  á  su  vez  de  excepciones  en  el  código  comercial, 
c|ue  excepciona  por  su  parte  el  derecho  común.  De  modo  cjue,  dentro  de 
la  ley  4ióG  no  son  admisibles  más  privilegios  que  los  que  determina  ex- 
presamente. El  actor  funda  su  derecho  en  el  artículo  92,  inciso  3",  de  dicha 
ley  que  concede  privilegio  de  dominio  en  los  casos  del  artículo  98 ;  es  de- 
cir, en  caso  de  quiebra  y  siendo  procedente  la  reivindicación.  Son  dos  dis- 
posiciones bien  lógicas  y  encadenadas  insolublemente,  puesto  que  las 
-vincula  en  forma  terminante  y  lo  expresa  así  porque  como  sus  principios 
rigen  también  para  casos  de  concordato  ó  adjudicación,  ha  querido  evi- 
tarla confusión  que,  ajuicio  del  subscripto,  sufre  el  actor  junto  con  otras 
opiniones  no  menos  autorizadas.  Es  lógica  la  ley  puesto  que  tiene  mu- 
chas prescripciones  comunes  para  ambos  casos  cjue,  si  bien  extremos,  son 
diametralmente  opuestos.  Por  tanto,  cualquier  elemento  que  falte,  hace 
i  naplicable  la  cláusula :  si  no  hay  quiebra  (que  no  hay)  ó  no  es  caso  de  rei- 
vindicación (que  no  es),  no  existe  privilegio  reconocido.  No  puede  ser  de 
otro  modo  si  se  considera  que  reivindicación  y  privilegio  de  dominio  im- 
plican la  misma  idea  y  reconocen  igual  origen  y  que  el  último  concede 
aun  mayores  y  más  justilicados   derechos.    Si,  como  se  ha  demostrado 
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antes,  la  reivindicación  sale  de  toda  jnorma,  legalizando  un  derecho  de 
dominio  que  no  existe  en  realidad,  ¿cómo  es  posible  que  sin  obligación 
legal  se  constituya  un  mas  amplio  derecho  cuando  no  concurra  el  caso  ex- 
tremo que  motivó  el  anterior?  La  ley  no  ha  podido  ni  querido  sin  duda, 
conceder  más  amplios  derechos  en  los  casos  normales  que  en  los  graves 
que  inspiraron  la  excepción.  Importaría  una  contradicción  flagrante 
dentro  del  texto  y  cuerpo  de  la  misma  ley,  lo  que  no  es  admisible.  Ade- 
más pugnaría  con  el  principio  que  inspira  nuestra  ley  como  todas  las 
similares.  Importaría  una  iniquidad  en  favor  de  un  acreedor  singular 
en  perjuicio  del  deudor  y  de  la  masa,  concediéndole  abusivas  ventajas 
sin  obligaciones  ni  riesgos.  Gozaría  del  derecho  de  reivindicación  sin 
ser  propietario,  de  privilegio  de  precio  con  exclusión  de  los  demás  que 
se  hallan  en  el  mismo  caso  y  condición  y  además,  en  caso  de  pérdida  de 
las  mercaderías  toda  vez  que  se  ha  transmitido  la  propiedad,  derecho  al 
cobro  del  dinero  en  la  condición  de  los  demás  acreedores  comunes.  El 
privilegio  de  dominio  se  funda  exclusivamente  en  el  derecho  de  propie- 
dad; si  éste  se  transmitió,  desapareció  el  privilegio  (que  es  la  consecuen- 
cia) con  la  causa  que  le  dio  origen  (la  propiedad). 

No  puede,  pues,  admitirse  sino  el  caso  único  y  exclusivo  que  fija  la 
ley,  que  no  es  de  autos.  M.  Tarrible  estudiando  este  punto  dice:  «Si 
una  sola  de  las  condiciones  requeridas  para  la  reivindicación  llega  á  fal- 
tar, este  derecho  se  desvanece  y  sin  duda  con  él  se  desvanece  todo  pri- 
vilegio. Si  fuera  de  otro  modo,  el  fin  que  se  propone  al  restringir  la 
reivindicación  sería  fracasado,  puesto  que  el  vendedor,  al  cual  se  rehusa- 
ría la  restitución  de  su  mercadería,  en  especie,  obtendría  el  equivalente 
con  el  cobro  exclusivo  del  precio».  «La  reivindicación  subsistiría  en 
cierto  modo  después  de  su  abolición  y  no  haría  sino  cambiar  de  objeto. 
Estas  disposiciones  están  basadas  sobre  los  principios  que  quieren  que 
la  venta  seguida  de  tradición  transfiere  la  propiedad ;  sobre  la  equidad 
que  no  sufre  que  el  vendedor  y  el  prestamista  que  han  confiado  uno  su 
mercadería  y  otro  su  dinero  para  hacer  el  alimento  del  comercio  del  fa- 
llido, sean  sometidos  á  suerte  diferente  y  finalmente  sobre  la  humanidad 
que  en  el  naufragio  común  de  la  íalcncia  reclama  para  todos  el  mismo 
interés.  ) 

Por  estos  lutídamentos  y  de  acuerdo  con  las  prescripciones  legales  ci- 
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tadas,  no  se  hace  lugar  á  la  acción  de  reivindicación  deducida  ni  al  pri- 
vilegio subsidiariamente  solicitado,  sin  costas,  por  no  encontrar  mérito 
para  imponerlas  (art.  221,  Cód.  de  proced.).  Repóngase  las  fojas. 

Juan  B.  Estrada. 
Ante  mí: 

Alberto  Conil  Paz. 


En  Buenos  Aires,  á  28  de  agosto  de  191 3,  reunidos  los  señores  voca- 
les en  la  sala  de  acuerdos  y  traídos  para  conocer  los  autos  seguidos  por 
los  señores  Williain  E.  Peck  y  compañía  contra  los  señores  Trifone  her- 
manos, por  reivindicación  de  mercaderías,  se  practicó  la  insaculación 
que  ordena  el  artículo  256  del  Código  de  procedimientos,  resultando  de 
ella  que  debían  votar  en  el  orden  siguiente:  Doctores  Casares,  Esteves, 
Méndez,  Pérez. 

Estudiados  los  autos  la  cámara  estableció  la  siguiente  cuestión  á  re- 
solver. 

¿Es  arreglada  á  derechos  la  sentencia  recurrida? 

El  doctor  Casares  dijo :  En  presencia  de  los  términos  en  que  cjuedó 
trabada  la  controversia  sometida  al  juicio  del  tribunal  (escritos  de  f. 
I  y  i3);  de  la  extensión  del  fallo  pronunciado  en  primera  instancia  (f. 
4o)  y  déla  actitud  de  las  partes  litigantes  después  de  él  (f.  48,  55  y  60) 
los  puntos  á  resolver  para  la  solución  definitiva  de  este  litigio,  se  redu- 
cen á  los  siguientes: 

1°  ¿Procede  la  acción  reivindicatoria  que  dedujo  la  razón  social  de- 
mandante ? 

2"  ¿Alcanzan  al  crédito  que  se  demanda  las  estipulaciones  del  concor- 
dato de  que  instruye  el  expediente  agregado.^ 

La  primera  interrogación  debe  tener  en  mi  concepto  una  solución 
negativa  porque  las  razones  que  expuso  la  mayoría  del  tribunal  al  juz- 
gar la  causa  caratulada  Hanneman  y  compañía  v.  Muñoz,  González  y 
compañía  y  los  que  aduje  al  subscribir  el  fallo  de  primera  instancia, 
que  en  ella  recayó  —  razones  que  reproduzco  á  fin  de  evitar  repeticio- 
nes—  demuestra  que  la  prescripción  excepcional  del  artículo  98  de  la 
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ley  de  quiebras,  invocada  como  fundamento  exclusivo  de  la  acciíSn  rei- 
vindicatoria,  no  es  de  aplicación  dentro  del  procedimiento  de  convoca- 
toria de  acreedores. 

Respecto  de  la  segunda  cuestión  pienso  que  se  impone  una  solución 
en  idéntico  sentido. 

Los  actores  aducen,  que  no  habiendo  entrado  el  demandado  en  po- 
sesión efectiva  de  la  cosa  vendida,  cuyo  precio  adeuda,  el  crédito  que 
presentaron  á  la  verificación, ,  dentro  del  juicio  de  convocatoria  que 
aquél  promovió,  tiene  carácter  privilegiado  y  es  extraño,  por  consi- 
guiente, alas  estipulaciones  del  convenio,  calidad  que  le  desconoce  la 
sentencia  recurrida,  estableciendo  que  se  trata  de  un  crédito  quirogra- 
fario. 

Mo  comparto  estas  últimas  conclusiones,  porque  la  ley  4i5G  en  suar- 
iículo  1 5,  al  lijar  el  procedimiento  de  la  convocatoria  de  acreedores,  de- 
termina que  á  los  efectos  de  la  verificación,  el  contador  y  los  interven- 
tores presentarán  á  la  junta  una  lista  de  acreedores,  haciendo  en  su  caso 
constar  el  privilegio  de  cada  uno...  y  es  indudable  que  para  cumplir 
este  deber,  de  importancia  capital  para  las  soluciones  futuras,  uno  y 
otro  tendrán  que  referirse  á  las  disposiciones  que  rigen  la  materia  y  que 
la  ley  ha  previsto  siempre,  según  puede  verse  analizando  el  título  de  las 
«diferentes  clases  de  crédito  y  su  graduación»  contemplando  el  estado 
de  quiebra  del  deudor  común,  porque  es  en  esa  situación  en  la  que  se 
produce  concurrencia  de  acreedores  y  para  lo  que  es  necesario  determi- 
nar el  orden  de  preferencias. 

El  carácter  legal  de  los  distintos  créditos,  desde  el  punto  de  vista  que 
me  ocupa  debe,  pues,  fijarse  de  conformidad  con  los  artículos  que  le- 
gislan los  privilegios  y  para  ello  es  necesario  establecerlo  en  la  ficción  de 
que  el  convocatario  estuviera  en  estado  de  quiebra,  ya  que  la  ley,  repi- 
to, contempla  exclusivamente  dicho  estado  y  esa  determinación  conser- 
va todos  sus  efectos,  sea  cual  fuere  la  solución  á  que  llegare  el  procedi- 
miento: el  concordato,  la  adjudicación  de  bienes  ó  la  quiebra  misma, 
porque  para  todos  ellos  ha  sido  establecida  y  para  todos  tiene  fines  pri- 
mordiales, relativos,  ya  al  orden  en  que  deben  ser  pagados  los  créditos 
ya  á  los  mismos  derechos  de  que  gozan  dentro  de  la  junta,  los  respecti- 
vos titulares  fart.  2",  inc.  2°,  ley  de  quiebras).  Sentados  estos  princi- 
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pios  ;  no  habiendo  desconocido  la  casa  demandada  las  aüimacioncs  de  la 
demanda  en  cuanto  se  refiere  á  la  falta  de  posesión  efectiva  de  las  mer- 
caderías Y  de  pago  de  su  precio  y  no  siendo  el  caso  de  excepción  que 
prevé  el  artículo  io3  de  la  ley,  desde  que  no  ha  existido  recibo  simple 
ó  anotación  de  pago  (f.  Gi)  resulta  para  mí  indudable  que  cuando  se 
votó  el  concordato,  el  crédito  del  demandante  gozaba  del  privilegio  del 
artículo  ()2,  inciso  3°,  y  que,  por  consiguiente,  las  estipulaciones  de  aquél 
no  pueden  afectarle,  desde  que  sólo  alcanzan  y  son  obligatorias  para  los 
acreedores  quirografarios  (art.  Sa). 

Fundado  en  estas  breves  consideraciones  y  reproduciendo  las  que 
adujo  la  mayoría  del  tribunal  en  la  causa  de  Hanneman  y  compañía 
contra  Muñoz,  González  y  compañía,  acuerdo  de  fecha  3o  de  abril  de 
1908,  voto  negativamente. 

El  doctor  Esteves,  dijo  :  En  la  causa  seguida  por  Hanneman  y  com- 
pañía contra  los  señores  Muñoz,  González  y  compañía,  fallada  en  3o  de 
abril  de  1908,  sostuve  al  fundar  mi  voto,  que  la  acción  reivindicatoría 
autorizada  por  el' artículo  98  de  la  ley  de  quiebras  es  procedente  en  el 
caso  de  convocatoria  de  acreedores,  como  en  el  caso  de  quiebra,  pero  la 
cámara  resolvió  lo  contrario,  y  su  jurisprudencia  ha  sido  ratificada  en 
casos  posteriores. 

Partiendo,  pues,  de  esa  base,  es  decir,  de  que  la  acción  reivindicatoría 
es  improcedente  cuando  no  ha  mediado  declaración  de  quiebra,  entien- 
do que  el  vendedor  de  mercaderías  no  pagadas,  pero  de  las  que  se  ha  he- 
cho tradición  real  ó  simbólica  al  comprador,  no  goza  de  privilegio  para 
el  pago  del  precio,  porque  el  único  privilegio  que  le  confiere  el  artículo 
62 ,  inciso  3°  de  la  ley  de  quiebras,  es  el  reivindicar  las  mercaderías  u  en  la 
misma  especie  que  hubiese  sido  entregada  ó  en  la  que  se  hubiese  subro- 
gado »  artículo  122;  y  como  la  reivindicación  no  procede  según  la 
jurisprudencia  prevaleciente,  no  puede,  á  mi  juicio,  reconocerse  privi- 
legio. 

Por  ello  y  reproduciendo  las  consideraciones  que  sobre  este  particu- 
lar aduje  más  extensamente  en  la  causa  seguida  por  Israel  y  compañía 
versusEscribano,  Medina  y  compañía, fallada  en  26  de  diciembre  de  1912, 
voto  afirmativamente  y  por  la  confirmaciónn  de  la    sentencia   apelada. 

El  doctor  Méndez  dijo  :  Por  las  razones  aducidas  por  el   señor  vocal 
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doctor  Casares  y  las  que  tuve  ocasión  de  exponer  en  la  causa  de  Israel  y 
compañía  y  otros  contra  Escribano  Medina  y  compañía,  voto  también 
por  la  negativa. 

El  señor  vocal  doctor  Pérez,  se  adhirió  á  los  votos  de  los  doctores 
Casares  y  Méndez. 

Con  lo  que  terminó  este  acuerdo  que  íirmaron  los  señores  vocales 
doctores  Méndez,  Pérez,  Esteves,  Casares. 

Ante  mí: 

Horacio  Bouqiiet. 

Es  copia  del  original  que  corre  á  foja  490  del   libro  21  de  acuerdos. 

Horacio  Bouquet. 

Buenos  Aires,  28  de  agosto  de  igiS. 

Y  vistos:  Por  el  mérito  que  ofrece  el  acuerdo  que  precede,  se  refor- 
ma la  sentencia  apelada  de  foja  4o,  declarándose  que  el  crédito  re- 
clamado goza  del  privilegio  establecido  por  el  inciso  3°,  artículo  92  de  la 
ley  de  quiebras  y  condenándose,  en  consecuencia,  á  los  demandados  á 
pagar  á  los  actores  el  precio  de  las  mercaderías  motivo  del  pleito  más  sus 
intereses  legales,  y  se  confirma  en  lo  demás  que  decide,  sin  costas.  Re- 
póngase los  sellos  y  devuélvanse. 
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Juez  (le  primera  instancia:   Doctor  Trisldn  M.   Avellaneda 

J.  Carlos  RÍOS  v.  Royal  Insurance  Company 

Ejecucióa  de  sentencia  dictada  en  el  extranjero 
contra  la  sucursal  de  una  Compañía  de  seguros  establecida  en  el  país 

Buenos  Aires,  agosto  5  de  19 13. 

Visto:  Para  resolver  la  demanda  de  autorización  entablada  por  Meli- 
tón  y   Emiliano  liucno,   como   represcnlanlcs  de  J.  Carlos    Ríos,  para 
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ejecutar  en  esta  capital  la  sentencia  de  los  tribunales  del  Paraguay  con- 
denando á  la  agencia  de  la  compañía  de  seguros  la  Royal  insurance 
company,  establecida  en  aquel  país,  á  pagar  al  asegurado  sesenta  mil 
pesos  oro ; 

Y  considerando  :  i°  Que  las  sentencias  de  tribunales  extranjeros,  en 
rigor  de  principio,  no  tienen  efectos  extraterritoriales  sino  en  los  casos 
determinados  por  los  tratados; 

2°  Que  solicitándose  autorización  para  ejecutar  el  fallo  dado  por  los 
tribunales  del  Paraguay  en  contra  de  la  agencia  de  seguros  la  Royal 
establecida  en  aquel  país,  corresponde  investigar  si  dicha  autorización 
puede  concederse  de  acuerdo  con  las  cláusulas  de  los  tratados  vigentes, 
para  que  se  ejecute  la  agencia  establecida  en  esta  capital : 

3°  Que  existiendo  el  tratado  de  derecho  comercial  internacional,  san- 
cionado por  el  Congreso  sudamericano,  reunido  en  Montevideo,  sus 
disposiciones  pertinentes  son  obligatorias  para  los  países  signatarios  del 
mismo.  Dicho  tratado  ha  establecido  en  los  artículos  6°,  8°  y  ii,  dispo- 
siciones relativas  á  las  compañías  extranjeras  de  seguros  que  son  aplica- 
bles al  sübjudice.  Que  según  estas  disposiciones,  los  fallos  procedentes 
de  tribunales  de  los  países  signatarios  del  tratado  mencionado,  relativo 
á  compañías  de  seguros  y  sus  agencias,  carecen  de  fuerza  extraterritorial 
y  no  puede  pedirse  su  ejecución  en  contra  de  las  agencias  radicadas  en 
dichos  países,  aunque  ellas  sean  dependientes  de  una  misma  casa  matriz 
domiciliada  en  el  extranjero.  En  efecto,  el  artículo  6°  del  expresado 
tratado  establece :  «  Las  sucursales  ó  agencias  constituidas  en  un  estado 
por  una  sociedad  radicada  en  otro,  se  considerarán  domiciliadas  en  el 
lugar  en  que  funcionan  y  sujetas  á  la  jurisdicción  de  las  autoridades 
locales  en  lo  concerniente  á  las  operaciones  que  practiquen  » ,  adoptando 
el  domicilio  para  determinar  la  jurisdicción  y  competencia  déla  autori- 
dad pública  que  ha  de  conocer  de  las  demandas  entabladas  en  contra  de 
las  sociedades  de  seguros  y  sus  agencias,  y  restringiendo  aquella  juris- 
dicción á  los  límites  locales  donde  ellas  funcionen  ó  practiquen  sus  ope- 
raciones, para  mejor  garantir  los  derechos  de  los  acreedores  respectivos. 
4°  Que  esta  doctrina  está  corroborada  por  el  artículo  8°  del  mismo 
tratado,  al  establecer:  a  Que  las  operaciones  que  una  sociedad  domici- 
liada en  un  estado  practique  en  territorio  de  otro,  están  sujetas  á  la 
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jurisdicción  del  tribunal  del  último.  Esto  no  obstante,  el  demandante 
podrá  dirigir  su  acción  ante  los  tribunales  del  domicilio  de  la  socie- 
dad. »  Y  en  el  artículo  1 1 ,  se  fija  la  competencia  para  conocer  de  las 
reclamaciones  que  se  deduzcan  contra  las  sociedades  de  seguros,  los 
tribunales  del  país,  en  que  dicbas  sociedades  tienen  su  domicilio  legal, 
y  si  esas  sociedades  tienen  constituidas  sucursales  en  otros  estados,  ellas 
se  rigen  por  el  artículo  6°  del  tratado  mencionado. 

5°  Que  nuestro  Código  civil  concuerda  con  la  regla  de  derecho  inter- 
nacional privado  establecida  por  el  Congreso  sudamericano  é  incorpo- 
rada al  tratado,  en  los  artículos  90,  inciso  4°»  y  100,  al  fijar  que  las 
compañías  que  tengan  muchos  establecimientos  ó  sucursales,  tienen  su 
domicilio  especial  en  el  lugar  de  dichos  establecimientos  para  sólo  la 
ejecución  de  las  obligaciones  allí  contraídas  por  los  agentes  locales  de  la 
sociedad,  determinando  este  domicilio  legal  la  competencia  de  las 
autoridades  públicas. 

6°  Que  la  Suprema  corte  de  justicia  nacional  resolviendo  el  caso  lle- 
vado á  su  decisión  de  la  compañía  de  seguros  sobre  la  vida  New-York 
Life  insurance  company,  no  hizo  lugar  á  la  ejecutoria  del  exhorto 
librado  por  las  autoridades  de  Montevideo,  para  que  con  arreglo  á  lo 
dispuesto  en  el  tratado  de  derecho  comercial  é  internacional  invocado, 
se  hicieran  efectivas  medidas  de  seguridad  sobre  bienes  situados  en  la 
República,  pertenecientes  á  la  agencia  establecida  en  esta  capital,  por 
haber  sido  declarada  en  quiebra  la  agencia  de  Montevideo,  estableciendo 
que  dichas  agencias  están  sujetas  á  la  competencia  y  jurisdicción  de  los 
jueces  donde  están  radicadas,  y  que  ello  responde  á  la  regla  de  que  en 
tales  casos  se  trata  de  una  competencia  especial  creada  en  favor  de  los 
acreedores  locales  solamente  (t.  98,  pág.  169). 

7«  Que  en  el  memorial  del  presidente  de  la  comisión  nombrada  para 
la  formación  de  un  proyecto  uniformando  las  legislaciones  comerciales 
en  las  repúblicas  americanas  en  algunas  materias  de  derecho  interna- 
cional privado,  está  explicado  prolijamente  el  alcance  de  aquella  regla 
en  cuanto  concierne  á  las  sociedades  extranjeras,  con  las  salvedades  de 
que  la  ley  adoptará  únicamente  estas  dos  precauciones:  i'  las  factorías 
ó  sucursales  existentes  en  las  repúblicas  estarán  obligadas  á  cumplir  las 
leyes  relativas  á  la  publicidad  de  los  actos  sociales  ;  2"  esas  factorías  ó 
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sucursales  quedarán  sujetas  á  las  autoridades  del  país  en  lo  concerniente 
á  los  negocios  que  realicen  en  él  Actas  de  las  sesiones  del  congreso  sud- 
americano de  derecho  internacional  privado,  pág.Sg. 

8°  Que  tratándose  en  el  presente  caso  de  una  agencia  de  la  sociedad 
de  seguros  sobre  incendio,  domiciliada  en  Liverpool  (Inglaterra),  como 
lo  está  establecida  en  esta  capital,  contra  la  cual  se  pretende  ejecutar  la 
sentencia  de  los  tribunales  del  Paraguay,  dictada  en  contra  de  otra 
agencia  establecida  en  ese  país,  ella  está  sujeta  á  la  jurisdicción  local 
respecto  de  las  obligaciones  contraídas  con  los  asegurados  dentro  del 
país  donde  está  domiciliada  y  en  manera  alguna,  puede  autorizarse  la 
ejecución  de  dicha  sentencia,  en  contra  de  la  de  esta  capital,  á  la  luz  de 
las  disposiciones  del  tratado  mencionado,  aprobado  por  ley  8192,  sin 
comprometer  principios  de  orden  público  y  de  garantía  de  los  derechos 
de  los  asegurados  que  se  tuvieron  en  vista  para  su  sanción. 

Dada  la  organización  y  economía  de  estas  sociedades  que  operan  con 
capitales  suministrados  por  los  mismos  asegurados,  se  verían  privados 
de  los  fondos  que  ellos  mismos  aportasen  y  de  sus  beneficios  cuando  lle- 
gare el  caso  de  que  tuvieran  que  conseguir  el  cumplimiento  de  sus 
pólizas,  si  se  permitiera  que  acreedores  de  otras  agencias  ó  sucursales 
establecidas  en  el  extranjero,  pudieran  dirigir  sus  acciones  en  contra  de 
las  establecidas  en  este  país  para  ejecutar  sus  bienes  en  perjuicio  de  los 
acreedores  locales. 

Es  precisamente  lo  que  ha  evitado  el  tratado  vigente  fijando  la  regla 
deque  las  agencias  ó  sucursales  de  las  sociedades  extranjeras  establecidas 
en  los  países  signatarios,  quedan  sujetas  á  la  jurisdicción  de  las  autori- 
dades locales  en  lo  concerniente  á  las  operaciones  que  practiquen  (ar- 
tículos 5°  y  6°  del  tratado). 

Por  estos  fundamentos,  sus  concordantes  y  lo  dictaminado  por  el 
señor  asiente  fiscal,  no  se  hace  luo;ar  á  la  autorización  solicitada,  sin 
costas,  dada  la  naturaleza  del  derecho  que  se  discute  y  la  forma  en  que 
se  ha  resuelto.  Repónganse  las  fojas 

Tristón  M.  Avellaneda. 
Ante  mí : 

Hugo  Bunge  Guerrico. 
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TRIBUNAL   DE   COMERCIO  DE   LA  CAPITAL 

Juez  de  primera  instancia  :  Doctor  Trisidn  M.  Avellaneda 

Julio  Maucci  y  Giovanacci  v.  Maucci  hermanos  é  hijos 
Existencia  de  una  sociedad  de  hecho  y  constitución  de  tribunal  arbitral 

Buenos  Aires,  febrero  ii  de  191 1. 

Vistos  los  presentes  autos  de  los  que  resulta : 

I"  Que  á  foja  7  se  presenta  don  Félix  S.  Borré  en  representación  de 
don  Julio  Maucci  y  Giovanacci  pidiendo  la  disolución  y  liquidación  de 
la  sociedad  comercial  Maucci  hermanos  é  hijos,  establecida  en  la  calle 
Rivadavia,  i435,  en  el  ramo  de  librería  y  donde  deberá  notificársele  la 
demanda  en  la  persona  de  don  Garlos  Maucci,  socio  colectivo  á  cargo 
de  la  casa  de  comercio  en  Buenos  Aires  y  apoderado  del  consocio  Ale- 
jandro Maucci  y  expone  :  Que  la  sociedad  de  la  referencia  existe  desde 
su  iniciación,  sin  contrato  social,  entre  su  mandante  don  Julio  Maucci 
y  sus  hermanos  Garlos  y  Alejandro  Maucci,  estando  este  último  á  cargo 
de  la  casa  que  la  sociedad  tiene  en  la  ciudad  de  Méjico  ;  que  su  man- 
dante ha  atendido  las  compras  de  las  mercaderías  para  las  casas  en  Bar- 
celona desde  que  se  ausentó  de  Buenos  Aires,  y  don  Garlos  Maucci 
atiéndela  casa  de  esta  capital ;  que  hace  algún  tiempo  los  señores  Alejan- 
dro y  Garlos  Maucci  propusieron  por  correspondencia  epistolar  á  su 
hermano  Julio,  la  disolución  parcial  de  la  sociedad,  á  base  de  la  sepa- 
ración amistosa  de  este  último  y  entrega  al  mismo  de  veinte  mil  fran- 
cos, como  se  manifiesta  en  la  carta  letra  A  que  se  acompaña,  lo  que  no 
fué  aceptado;  que  á  raíz  de  esto  su  mandante  recibió  otras  cartas  más 
de  sus  hermanos,  algunas  redactadas  en  forma  tal  que  no  es  posible  el 
acuerdo  de  caracteres  y  voluntades  necesarios  para  la  buena  marcha  de 
toda  sociedad.  Que  esta  circunstancia  unida  á  la  de  no  tener  plazo  la 
sociedad,  pone  á  su  mandante  en  el  caso  de  solicitar  la  disolución  de  la 
misma  y  la  liquidación  de  los  negocios  sociales,  de  acuerdo  con  la  doc- 
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trina  y  con  el  artículo  422,  inciso  5°,  del  Código  de  comercio  y  no  á  ba- 
se de  la  propuesta  de  sus  hermanos  consocios,  sino  con  arreglo  á  la  ley ; 
que  como  la  disolución  de  la  sociedad  podía  ser  aceptada  á  raíz  de  esta 
demanda  y  la  liquidación  de  los  negocios  no  podrá  hacerse  á  base  del 
acuerdo  de  caracteres  y  voluntades  que  ya,  sin  haberse  producido  la 
disolución,  no  existe,  deberá  el  juzgado  en  oportunidad,  convocar  á  jui- 
cio verbal  para  que  se  constituya  el  tribunal  arbitral  que  ha  de  resolver 
no  solo  cómo  y  por  quien  ó  quienes  ha  de  hacerse  la  liquidación  de 
sociedad,  sino  también  cuanto  se  relacione  con  las  diferencias  que  se 
susciten  con  motivo  de  los  negocios  sociales  anteriores  y  posteriores  á 
esta  demanda  (art.  448  del  Gód.  de  comercio)  ;  que  no  cree,  que  sea 
desconocida  por  los  consocios  la  existencia  de  la  sociedad  entre  los  nom- 
brados Julio,  Alejandro  y  Garlos  Maucci  y  si  lo  fuera  tocará  al  tribu- 
nal declarar  su  existencia  y  cuáles  son  las  personas  que  la  compo- 
nen ;  que  para  este  caso,  se  refiere  desde  ya  á  toda  la  correspondencia 
cambiada  entre  los  citados  hermanos  y  especialmente  á  las  cartas  de 
abril  9  de  1906,  abril  21  de  1906,  julio  17  de  1907,  diciembre  22  de 
1906,  abril  3  de  1907,  mayo  27  de  1907,  agosto  21  de  1907,  octubre  22 
de  1907,  enero  2  de  1908,  enero  24  de  1908  ;  Que  en  su  oportunidad 
presentará  y  se  hallan  subscriptas  una  por  don  Garlos,  otras  por  don 
Alejandro,  otras  por  Maucci  hermanos  é  hijos,  otras  por  Maucci  her- 
manos, etc.  ;  que  como  la  sociedad  de  Julio  con  sus  hermanos,  to- 
cante ala  casa  de  comercio  que  tienen  en  Méjico,  gira  allí  bajo  la 
razón  social  Maucci  hermanos  y  están  radicados  en  dicha  ciudad  los 
negocios  de  la  misma,  su  mandante  sólo  pide  por  ahora  la  liquidación 
de  los  negocios  de  la  casa  de  Buenos  Aires,  bajo  la  razón  social  Maucci 
hermanos  é  hijos,  y  se  reserva  las  acciones  que  pueda  corresponderle 
respecto  á  la  casa  de  Méjico. 

Termina  solicitando  se  haga  lugar  á  la  acción  entablada,  con  espe- 
cial condenación  en  costas. 

2°  Á  foja  48  en  rebeldía  de  don  Garlos  Maucci  se  le  da  por  contes- 
tado el  traslado  déla  demanda  ; 

3°  Que  á  foja  96  don  Miguel  Odesa,  en  representación  de  don  Ale- 
jandro Maucci,  evacuando  el  traslado  de  la  demanda,  dice:  Que,  des- 
lindado, como  ha  quedado  el  antecedente  de  que  la  sociedad  Maucci 
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hermanos  ó  hijos,  nada  tiene  que  ver  eon  la  presente  demanda,  es  el 
caso  de  contestarla  en  nombre  parlicular,  á  cuyo  efecto  se  hace  necesa- 
rio recordar  un  poco  la  vida  de  don  Julio  Maucci,  cuando  estuvo  al 
lado  de  sus  representados,  para  de  este  modo  explicarse  el  por  qué  de  la 
carta  acompañada  por  el  actor  á  su  demanda  :  que  sus  representados, 
desde  sus  primeros  años,  se  dedicaron  al  trabajo  que  su  cortedad  le 
permitía,  ó  sea  á  la  venta  de  libros  á  que  se  dedicaron  primero,  en  su 
país  de  origen  (Italia),  más  tarde  en  París  y  unos  años  después  en 
América,  formando  así  un  pequeño  capital  con  lo  que  constituyeron 
sociedades  para  seguir  explotando  el  negocio  en  mayor  escala,  primero 
en  la  república  de  Méjico  y  después  en  aquel  mismo  país  y  esta  Repú- 
blica :  que  después  de  algunos  años  de  trabajo,  don  Carlos  Maucci  h'zo 
un  viaje  á  su  ciudad  natal  con  el  objeto  de  visitar  á  sus  padres,  y  llegado 
que  fué  el  momento  de  regresar  á  la  república  de  Méjico  para  prose- 
guir sus  trabajos  en  compañía  con  su  hermano  Alejandro,  sus  padres 
le  pidieron  trajera  consigo  á  su  hermano  Julio  á  fin  de  encaminarlo  y 
enseñarlo  á  trabajar  ;  que  fué  así  que  el  actor  se  incorporó  á  sus  her- 
manos en  aquel  país,  siendo  ocupado  de  cobranzas  de  la  casa  que  sus 
hermanos  tenían  establecida,  asignándole  un  sueldo  mensual  por  sus 
protectores  ;  que  en  desempeño  de  estos  quehaceres,  don  Julio  Maucci 
no  tuvo  suficiente  carácter  para  substraerse  á  la  tentación  de  quedarse 
con  lo  ajeno,  llegando  por  repetidas  veces,  á  distraer  dinero  que  perci- 
bía como  consecuencia  de  sus  cobranzas,  invocando  después  pretextos 
fútiles  con  pretensiones  de  justificar  sus  actos  ilícitos  :  que  fué  á  causa 
de  esta  infidelidad  que  sus  hermanos  Alejandro  y  Carlos  Maucci  lo  ex- 
pulsaran de  su  lado,  no  quedándole  otro  camino  que  trabajar  como 
peón  en  la  explotación  de  algunas  minas  :  que  conocedores  de  la  reso- 
lución tomada  por  sus  instituyentes.  sus  padres  les  escribieron  rogándo- 
les recogieran  á  su  hermano  y  tuvieran  paciencia  hasta  verlo  encami- 
nado por  la  senda  del  bien  y  de  la  honestidad ;  que  este  nuevo  pedido 
obtuvo  la  obediencia  de  hijos  cariñosos  y  don  Julio  Maucci  volvió  al 
lado  de  sus  hermanos,  observando  durante  poco  tiempo  buena  con- 
ducta, para  volver  más  tarde  á  sus  vicios  conocidos  ;  que  en  dicha  épo- 
ca los  socios  Alejandro  y  Carlos  Maucci  pensaban  establecer  una  nueva 
casa  de  comerciíi  on  í'sta  capital,  á  cuyo  frente  debía  quedar  don  Carlos 
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y  la  de  Méjico  á  cargo  de  don  Alejandro  :  que  fué  así  y  no  queriendo 
tener  más  á  su  lado  don  Alejandro  Maucci  á  su  hermano  Julio,  que  su 
socio  Garlos  le  manifestó  que  él  lo  traería  á  Buenos  Aires  para  ver  si 
aquí  se  enmendaba  y  para  que  en  caso  negativo,  convendrían  en  darle 
una  suma  en  efectivo  para  que  ese  hermano  incorregible,  se  fuera  á 
trabajar  por  su  cuenta,  haciendo  de  este  modo  el  último  sacrificio  en 
favor  de  quien  no  lo  merecía  ;  que  en  efecto,  don  Carlos  Maucci  se 
trasladó  á  esta  capital  estableciéndose  con  casa  de  negocio  en  la  calle 
Rivadavia  i435,  teniendo  como  empleado  de  la  misma  á  su  hermano 
Julio,  á  quien  aconsejaba  diariamente  fuera  trabajador,  activo  y  se 
preocupara  de  sus  deberes,  porque  así  llegaría  más  tarde  á  hacerse  acree- 
dor á  un  interés  ó  parte  de  las  utilidades  que  les  dejara  su  comercio  ; 
que  don  Julio  siguió  otra  vez  no  sólo  en  el  mal  camino  tomado  con 
anterioridad,  sino  que  aun  agravó  su  situación  contrayendo  matrimo- 
nio, no  obstante  los  consejos  que  en  contrario  se  le  dieron  ;  que  muy 
poco  tiempo  después  de  contraer  matrimonio,  su  esposa  cayó  grave- 
mente enferma,  teniendo  que  hacer  frente  á  todos  los  gastos  que  origi- 
naron dicha  enfermedad  su  hermano  Carlos  con  su  peculio  particular  ; 
que  viendo,  pues,  que  toda  buena  intención  era  frustrada  por  la  conducta 
incorregible  de  don  Julio,  su  hermano  Carlos  escribió  á  su  socio  y  her- 
mano Alejandro  á  Méjico,  proponiéndole  hacerle  una  donación  en 
efectivo  para  que  trabajase  por  su  cuenta  en  lo  sucesivo,  á  cuyo  efecto, 
según  lo  había  manifestado  el  actor,  se  iría  á  España  ;  que  convenido 
entre  ambos  hermanos  esa  última  ayuda,  don  Carlos  Maucci  pagó  el 
pasaje  á  su  hermano  Julio  y  su  esposa  hasta  Europa  prometiéndole  re- 
mitirle al  país  á  que  se  dirigía  los  fondos  que  se  había  acordado  dársele  ; 
que  esta  es  la  causa  que  explica  la  remisión  de  los  fondos  de  que  ha- 
bla la  carta  acompañada  por  el  actor  :  como  igualmente  el  hecho  de 
hablarse  por  mis  intituyentes  de  balance,  desde  que  según  resultare  de 
esto  sería  la  cantidad  que  en  definitiva  se  acordaría  á  Julio  Maucci  : 
y  que,  en  definitiva,  niega  en  absoluto  los  hechos  que  se  invocan  en 
cuanto  puedan  hacerse  servir  para  establecer  la  existencia  de  la  su- 
puesta sociedad  que  se  pretende  y  pide  el  rechazo  de  la  demanda,  con 
costas. 

[\°  Que  abierta  la  causa  á  prueba  se  ha  producido  la  que  da  cuenta  el 
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certificado  del  actuario  de  foja  192,  y  agregados  los  alegatos  de  fojas 
339  y  349  quedaron  los  autos  para  ser  resueltos. 

Y  considerando  :  1°  Que  el  actor  ha  deducido  acción  por  disolución 
y  liquidación  de  la  sociedad  comercial  Maucci  hermanos  é  hijos,  á  la 
vez  que  demanda  la  constitución  del  tribunal  arbitral,  en  caso  fuere 
negada  la  existencia  de  aquélla  para  que  dirima  las  cuestiones  que  se 
suscitaren  entre  los  socios,  sociedad  que  según  se  expresa,  se  formó  sin 
contrato  escrito  entre  el  actor  y  los  demandados  Garlos  y  Alejandro 
Maucci  en  esta  ciudad  y  Méjico,  para  explotar  el  negocio  de  la  venta 
de  libros,  presentándose  dos  cuestiones  á  resolver  : 

i"  La  existencia  de  la  sociedad  y  el  carácter  de  socio  que  invoca  el 
demandante  :  y 

2*  Si  procede  ó  no  la  formación  del  tribunal  arbitral  que  se  solicita 
en  el  escrito  de  demanda. 

2°  Que  en  cuanto  á  lo  primero,  la  no  contestación  á  la  demanda  de 
foja  48  vuelta  produce,  respecto  á  don  Carlos  Maucci,  los  efectos  que  le 
atribuye  el  articulo  100,  inciso  1°,  del  Código  de  procedimientos,  es  de- 
cir, un  reconocimiento  de  la  verdad  de  los  hechos  á  que  aquélla  se  re- 
fiere :  y  aun  cuando  ha  sido  contestada  á  foja  96  por  la  otra  parte  de- 
mandada, de  esta  más  bien  se  desprende,  en  su  conjunto,  que  la  socie- 
dad referida  ha  existido  con  el  fm  y  objeto  que  se  determina  en  el  escri- 
to de  demanda  puesto  que  no  niega  la  cooperación  en  común,  en  el 
negocio  de  la  venta  de  libros  que  prestó  el  actor,  con  cuyo  objeto  fué 
traído  de  Italia  de  la  casa  paterna  por  su  hermano  Carlos  Maucci, 
quien  le  incorporó  á  la  casa  de  Méjico,  y  á  la  que  establecieron  en  esta 
ciudad,  con  lo  que  se  patentiza  la  comunidad  en  el  trabajo,  elemento 
que  determina  la  asociación  en  uno  de  sus  caracteres  esenciales  de  mu- 
tuo consentimiento  ó  acuerdo  recíproco  de  voluntad  (art.  282  del  Cód. 
de  com.  y  1648  del  Cód.  civ.).  La  manifestación  de  que  le  ocu- 
paron en  la  cobranza,  pagándole  un  sueldo  mensual,  negándole  el  ca- 
rácter de  socio,  es  inverisímil  dada  la  estrecha  vinculación  de  familia 
que  los  une  ;  además,  aquélla  queda  desvirtuada  por  el  contenido  del 
documento  de  foja  O,  acompañado  á  la  demanda,  en  el  que  al  explicar 
el  motivo  por  el  que  remitían  diez  mil  francos,  con  la  promesa  de  re- 
petir esta  cantidad  en  el  plazo  de  un  año  por  la  casa  de  Méjico,   como 


CRÓNICA  DE  LOS  TRIBUNALES  6o3 

saldo  de  sus  haberes,  si  bien  se  alega  la  donación  que  quería  hacerle  en 
compensación  de  su  retiro  del  negocio,  es  una  liberalidad  impropia  en 
las  relaciones  del  comercio  de  este  género,  y  más  bien  se  impone  la 
convicción  de  que  habiendo  trabajado  en  sociedad,  al  hacerle  aquella 
proposición,  implícitamente  le  reconocían  como  socio  y  en  su  carácter 
■de  tal,  le  hacían  la  oferta  de  veinte  mil  francos  por  su  retiro. 

3°  Por  otra  parte,  del  documento  expresado  se  desprende,  que  don 
Julio  Maucci  trabajó  en  comunidad  con  los  demandados,  pues  si  así  no 
fuera,  no  habrían  dicho  éstos  en  el  mismo:  «Durante  la  vuestra  per- 
manencia en  Buenos  Aires,  no  puede  arrepentirse  haber  trabajado 
mucho...)),  haciendo  alusión  al  concurso  ó  cooperación  que  el  actor 
prestaba  en  el  negocio.  Se  sirven,  además,  de  los  pronombres  «  nos», 
«nosotros»  en  el  mismo  documento,  lo  que  hace  presumir  la  existen- 
cia de  la  sociedad,  por  referirse  á  hechos  y  negocios  de  la  misma, 
como  también  se  lee:  «Nonos  sorprende»,  «ahora  preguntamos  noso- 
tros » ,  « esperamos  que  tomarás  lo  que  te  damos  » .  Estas  expresiones 
acusan  la  existencia  de  la  sociedad  de  un  modo  terminante,  pues  ellas 
se  refieren  á  una  pluralidad  de  personas  que  tienen  sus  intereses  en 
común,  y  se  afirma  esta  convicción,  al  leer  la  conclusión  de  aquel  docu- 
mento en  el  que  recomiendan  al  actor  haga  conocer  á  la  familia  el 
motivo  de  «la  presente  liquidación  »,  lo  que  no  tendría  importancia  si 
«lia  no  fuera  concordante  con  lo  declarado  por  el  padre  de  los  deman- 
dados á  fojas  817  y  3i8,  respecto  al  carácter  de  socio  del  actor  y  de  la 
■existencia  de  la  sociedad  entre  los  hermanos  Maucci. 

4"  Que  la  objeción  que  se  hace  al  documento  expresado  por  no  ha- 
berse ordenado  la  traducción  por  el  juzgado,  no  enerva  su  fuerza  pro- 
batoria, por  cuanto  ha  quedado  debidamente  reconocido  y  constatado 
por  la  contestación  de  foja  96,  y  por  la  confesión  de  foja  243,  8^  po- 
ción, en  las  que  se  confirma  el  contenido  de  aquél. 

5°  Que  por  otra  parte,  la  prueba  testimonial  de  foja  193,  producida 
por  el  actor,  como  la  confesional  é  instrumental,  son  concluyentes  en 
el  sentido  que  con  ellas  se  acredita  la  existencia  de  la  sociedad  formada 
entre  los  hermanos  Maucci,  como  el  carácter  de  socio  que  invoca  el 
actor.  El  testigo  Juan  Tommasi  (fojas  190  á  197)  declara  que  con  mo- 
tivo de  un  negocio  que  le  propusieron  Garlos  y  Julio  Maucci,  supo,  por 
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la  manifestación  de  dichos  señores,  que  eran  socios;  Juan  Bautista  Res- 
telli  (foja  198),  lo  sabe,  igualmente,  por  una  circular  que  recibió  de  la 
casa  Maucci  hermanos  é  hijos,  y  más  concluyente  aun  es  el  testimo- 
nio de  don  Luis  Maucci,  á  fojas  017  vuelta  y3i8,  que  afirma  que  Julio 
Maucci  es  socio  de  sus  hermanos  Alejandro  y  Carlos  en  la  casa  de 
comercio  de  papelería  y  librería  que  gira  en  Buenos  Aires  con  el  nombre 
de  «  Maucci  hermanóse  hijos»  y  en  la  ciudad  de  Méjico  bajo  el  de 
«Maucci  hermanos»,  agregando  que  hacía  esta  afirmación,  porque 
cuando  sus  tres  hijos  antedichos  partieron  para  la  América  juntos, 
comenzaran  sus  negocios  con  un  pequeño  capital  ([ue  el  declarante  les 
había  confiado  en  común  para  que  comerciaran  en  sociedad  y  en  parles 
iguales  y  como  buenos  hermanos.  Ante  esta  manifestación  categórica  y 
concordante,  emanada  de  fuente  tan  insospechable  en  sentimientos  de 
verdad  y  honradez,  con  las  precedentes  y  la  de  don  Manuel  Maucci,  de 
foja  260  vuelta,  de  las  que  consta  el  establecimiento  en  Méjico,  en  1892, 
de  los  tres  hermanos  con  el  negocio  de  librería  y  en  esta  ciudad,  bajo  la 
denominación  de  a  Maucci  hermanos  é  hijos»,  se  llega  lógicamente  á  la 
conclusión  de  que  el  actor  prestó  su  cooperación  en  la  forma  que  expresa 
el  declarante  al  suministrarles  el  pequeño  capital  con  el  cual  empezaron 
el  giro  del  negocio  en  esta  capital  y  en  Méjico. 

6°  Estas  dos  últimas  declaraciones  no  han  sido  impugnadas  ni  ta- 
chados los  testigos ,  y  encontrándose  éstos  en  igualdad  de  grado  de 
parentesco  respecto  del  demandante  y  de  los  demandados,  por  esa  sola 
circunstancia  queda  descartada  la  presunción  de  parcialidad  en  la  decla- 
ración prestada. 

7°  La  prueba  instrumental,  de  foja?.  202  á  282  vuelta,  consistentes 
en  cartas  escritas  por  Garlos  y  Alejandro  Maucci  al  actor,  reconocidas  á 
fojas  2^1  y  2^1  vuelta,  corrobora  en  gran  parte  la  testimonial  producida 
V  demuestra  la  comunidad  de  intereses  de  los  hermanos  Maucci  en  el 
negocio  de  librería,  las  que  hacen  fe  en  juicio,  según  lo  dispuesto  por 
los  artículos  1026  y  1028  del  Código  civil,  pues  en  la  mayor  parte  de 
ellas,  se  usa  del  pronombre  «  nosotros»,  «nuestra»  (véase  carta  de  foja 
2o3,  traducción  de  foja  20^,  la  de  foja  210  y  especialmente  la  de  foja 
!\,  traducción  de  foja  G),  y  en  las  que  se  deja  constatada  la  sociedad 
que  la  ley  presume  su  existencia  cuando  en  la  correspondencia,  libros, 
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facturas,  cuentas  ú  otros  papeles  comerciales  se  usan  de  aquellas  palabras 
que  importan  ejercitar  actos  propios  de  sociedad  (artículo  998,  inciso  5°, 
del  código  de  comercio)  y  más  terminante  aun,  es  la  carta  de  foja  2  ly, 
traducción  de  foja  2i3,  que  don  Carlos  Maucci  dirigió  al  actor  con 
fecha  22  de  diciembre  de  igo6,  en  la  que  le  expresa  que  hará  un  balan- 
ce, el  cual  se  refiere  indudablemente  al  negocio  y  á  la  participación  que 
corresponderia  á  don  Julio  Maucci,  si  éste  persistiera  en  la  firmeza  de 
sus  propósitos  de  emancipación,  proposición  ú  oferta  que  no  hubieran 
hecho,  si  no  reconocieran  el  derecho  de  socio  al  actor;  y  finalmente,  la 
correspondencia  de  foja  216,  traducción  de  foja  221,  ratifica  la  oferta 
de  20.000  francos  para  que  se  retire  de  los  negocios,  y  tanto  las  que  se 
dirigen  de  Méjico  como  las  de  Buenos  Aires,  llevan  en  el  membrete 
impreso  del  papel  la  razón  social  u  Maucci  hermanos  »  «  Maucci  herma- 
nos é  hijos»  (foja  2o3,  foja  216),  lo  que  importa  decir  que  con  ello 
queda  acreditada  la  sociedad,  cuya  existencia  y  liquidación  se  demanda, 
puesto  que  los  demandados  no  han  demostrado  haya  sido  constituida 
con  otras  personas,  ya  que  la  escritura  de  foja  1 1,  tiene  fecha  posterior 
á  la  de  la  correspondencia  ofrecida  como  prueba. 

8°  La  confesión  de  fojas  243  á  2/1 5  de  don  Garlos  jVlaucci,  prueba  la 
fecha  en  que  comienza  el  giro  del  negocio,  en  agosto  de  1902  (posición 
primera  de  foja  245)  en  esta  capital;  el  dictamen  pericial  de  fojas  248 
á  25i.  determina  igual  fecha  según  el  copiador  de  cartas;  es  decir,  el 
primero  de  agosto  de  1902,  y  siguen  las  operaciones  hasta  íines  de  1906, 
y  aun  cuando  se  expresa  C|ue  los  pronombres  a  nosotros  ))  y  «  nuestro  » 
los  empleaba  como  escribiente  el  actor,  de  la  prueba  cjue  consta  en  autos 
y  de  que  se  hace  mérito  en  los  precedentes  considerandos,  se  desprende 
una  convicción  contraria  á  la  que  afirmad  perito  en  su  dictamen,  vale 
decir,  c|ue  el  actor  no  subscribió  aquella  correspondencia  como  escri- 
biente al  firmar  «Maucci  hermanos  é  hijos»  y  sí  como  socio,  puesto 
cjue  aquél  ha  constatado  por  el  cotejo  de  la  letra  de  otras  cartas  presen- 
tadas por  don  Carlos  Maucci  que  las  que  figuran  en  el  libro  copiador, 
en  los  folios  70,  76  y  78,  son  de  puño  y  letra  de  don  Julio  Maucci,  por 
cuanto  la  firma  social  solo  es  de  uso  de  los  socios,  ó  cuando  éstos  auto- 
rizan legalmente  á  usarla  por  otia  persona.  Los  empleados,  dependien- 
tes, administradores  extraños  á  la  sociedad,  cuando  firman  la   cenes- 
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pendencia  de  la  casa  á  que  pertenecen,  expresan  que  lo  hacen  á  nombre 
de  la  razón  social  que  los  autoriza,  lo  que  no  sucede  en  el  sub  judice 
en  que  el  actor  contesta  ó  dirige  cartas  comerciales  firmando  MauccL 
hermanos  é  hijos,  acto  que  presume  la  existencia  de  la  sociedad,  según, 
lo  preceptuado  por  el  artículo  298,  incisos  6"  y  7°  del  Código  de  comer- 
cio, y  que  seguramente,  á  no  revestir  carácter  de  socio,  habría  cometido 
un  abuso  al  usar  la  firma  social  reservada  únicamente  á  los  socios,  ni 
éstos  lo  habrían  permitido  si  no  reconocieran  en  aquél  el  ejercicio  de  un 
derecho  fundado  en  la  más  absoluta  confianza  que  importa  actos  de- 
administración (art.  4 1 1  del  Cód.  de  com.)  en  su  carácter  de  socio. 

9°  Que  la  tacha  producida  por  los  demandados  á  foja  270,  para  neu- 
tralizar el  testimonio  de  don  Juan  Tommasi,  es  insuficiente,  por  ser 
singular  en  sus  dichos  los  testigos  Antonio  Verges,  que  conoce  de  refe- 
rencias  que  le  hicieron  don  Garlos  y  don  Julio,  de  sus  malas  relaciones, 
con  Tommasi,  y  el  testigo  Tomás  Golzane,  foja  271,  sólo  conoce  á  uno. 
de  los  demandados  y  no  al  actor,  de  manera  que  su  dicho,  se  refiere 
exclusivamente  á  una  de  las  partes  y  no  concuerda  con  el  de  Verges,. 
por  cuyo  motivo  se  le  desestima ;  además  no  se  concreta  la  causa  de  la 
enemistad  del  testigo  tachado. 

10"  Que  la  prueba  producida  por  los  demandados  á  foja  278  de  los. 
testigos  José  Yorio,  Rafael  Ruíz  López,  fojas  278  vuelta  á  276,  la  de 
Manuel  Maucci,  Antonio  Recchi,  de  fojas  277  á  279,  la  de  Vicente  Ma~ 
tera,  Tomás  Pórtela,  Juan  Giachino,  Miguel  Toledano,  á  fojas  280  á 
284  vuelta,  no  es  suficiente  para  destruir  la  de  actor  en  cuanto  con 
ella  se  acepta  la  existencia  déla  sociedad,  si  bien  algunos  de  ellos  decla- 
ran que  en  la  casa  Maucci  hermanos  é  hijos,  lo  tenían  al  demandante 
como  empleado;  estas  declaraciones  incompletas  no  constituyen  prueba 
plena  del  hecho,  ni  de  la  situación  creada  al  actor  en  la  sociedad  en 
cuanto  las  relaciones  de  derecho  entre  los  asociados,  entre  el  actor  y  los. 
demandados  quedan  constatados  por  otros  medios  probatorios,  que  no. 
han  sido  destruidos  por  aquéllos. 

1 1"  Que  tratándose  de  acreditar  los  derechos  respecto  del  pasado,  pue- 
den los  socios  entre  sí  recurrir  á  la  prueba  testimonial  y  á  todos  los. 
demás  medios  de  prueba  admitidos  en  materia  comercial  (art.  298  del 
Gód,  de  com.),  así  como  para   acreditar  la  existencia  de  la  sociedad 
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cuando  no  se  presenta  escritura,  puede  ésta  probarse  por  todos  los 
géneros  de  prueba  admitidos  en  el  comercio  (art.  297  del  Gód.  de 
com.),  lo  que  ha  sucedido  en  el  presente  caso  sometido  á  la  decisión 
del  juzgado. 

12°  Que  según  consta  de  la  confesión  de  don  Carlos  Maucci,  á  foja 
245  vuelta,  preguntas  5^  y  6",  la  sociedad  estaba  formada  por  aquél  y  su 
hermano  Alejandro,  afirmación  antedicha  por  la  declaración  de  don 
Manuel  Maucci,  foja  262  vuelta,  y  demás  prueba  producida  de  que  se 
hace  mérito  en  los  considerandos  precedentes,  per  lo  que  debe  tenerse 
como  constituida  por  el  actor  y  los  demandados. 

i'ó^  Que  ha  quedado  acreditada  la  sociedad,  la  fecha  en  que  ella 
comienza  su  existencia  con  el  capital  paterno  proporcionado  á  los  tres 
hermanos  en  la  que  aportan,  además,  el  trabajo  de  cada  uno  de  ellos,  el 
objeto  de  la  misma,  que  es  la  venta  de  libros  y  el  tiempo  de  su  dura- 
ción determinada  por  el  objeto  mismo  de  su  constitución  sin  contrato 
escrito,  formando  una  comunidad  colectiva  en  que  cada  uno  tiene  el 
uso  de  la  firma  social,  por  lo  que  debe  declararse  la  existencia  de  la 
misma. 

Por  estos  fundamentos,  de  acuerdo  á  lo  dispuesto  por  el  artículo  4^8 
del  Código  de  comercio  y  preceptos  legales  citados,  fallo  declarando  la 
existencia  de  la  sociedad  colectiva  «  Maucci  hermanos  é  hijos»  formada 
por  don  Julio  Maucci,  Carlos  y  Alejandro  Maucci ;  debiendo  en  conse- 
cuencia, concurrir  las  partes  á  juicio  verbal  el  día  25  del  corriente,  á 
las  2  pasado  meridiano,  á  objeto  de  la  designación  de  los  jueces  arbi- 
tradores  y  otorgar  el  compromiso  respectivo,  según  lo  dispuesto  por  el 
artículo  449  del  código  citado;  con  costas. 
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TRIBUNALES  DE  COMERCIO  DE  LA  CAPITAL 

Tribunal  de  segunda  instancia  :     doctores  Méndez,  Pérez,  Saavedra,  Esleves    v  Casares 
Juez  de  primera  instancia:    doctor  Félix  Martin  v  Herrera 


V,  Pérez  Criado  v.  Jorge  Béduchaud 

Existencia  de    una  sociedad    de  liecho.     Interpretación    del  artículo  29G  del  Código 
de  comercio  y  forma  de  su  liquidación 


CONSIDERANDOS  DE   LA  SENTENCIA  DE    PRIMERA   INSTANCIA 

Quedaron  planteadas  las  siguientes  cuestiones:  i"*  si  el  actor  ha  pro- 
bado su  carácter  de  socio  respecto  del  demandado  ;  2^  en  caso  de  resol- 
verse afirmalivaniente  la  primera  cuestión,  si  debe  declararse  disuelta 
la  sociedad  J.  Béduchaud  y  compañía  y  ordenarse  que  se  proceda  á  su 
liquidación  y  en  qué  forma. 

1°  La  parte  actora  ha  demostrado  en  contra  que  en  agosto  16  de  1900 
compró  al  socio  comanditario  Ghiozzi  (cuyos  derechos  y  obligaciones  re- 
sultan del  testimonio  de  escritura  pública  agregado  á  foja  9)  toda  su 
parte  en  la  sociedad  y  que  esta  operación  se  realizó  con  la  ausencia  del 
demandado  Béduchaud,  según  resulta  de  la  hrma  puesta  en  el  docu- 
mento de  foja  100,  reconocido  en  juicio  y  de  los  términos  explícitos 
que  el  demandado  emplea  en  una  carta  agregada  á  foja  i .  Tratándose 
de  la  prueba  de  existencia  de  una  sociedad,  entre  las  partes  que  la  com- 
ponen y  no  respecto  de  terceros,  son  inaplicables  las  disposiciones  del 
Código  de  comercio  que  declaran  su  inexistencia  con  relación  á  extra- 
ños (art.  294,  290.  296,  I""  parte);  la  prueba  presentada  en  autos 
demuestra  acabadamente  la  existencia  de  una  sociedad  de  hecho  entre 
actor  y  demandado,  resultando  esa  sociedad  del  documento  de  foja 
100,  contra  el  cual  no  puede  admitirse  el  argumento  del  demandado, 
basado  en  el  principio  que  enuncia  el  artículo  1021  del  Código  civil, 
desde  que  por  otras  pruebas  y  muy  especialmente  por  la  carta  de  foja  ¡ 
y  tarjeta  agregada  á  foja  loi    se  demuestra  acabadamente  que  el  acto 
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fué  concluido  de  una  manera  definitiva  y  que  la  sociedad  existió  du- 
rante el  tiempo  previsto  y  convenido  por  las  partes  (art.  ioií3,  Cód. 
civ.  ;  art.  298,  n°3,  Cód.  decom.).  El  documento  de  foja  100,  al  hacer 
referencia  al  contrato  celebrado  por  escritura  pública  entre  el  deman- 
dado y  Ghiozzi  (f.  9)  y  conteniendo  como  en  realidad  contiene  la 
aquiescencia  del  único  socio  solidario,  tuvo  por  efecto,  en  las  relacio- 
nes entre  partes  y  de  acuerdo  con  lo  dispuesto  por  el  artículo  liiS  del 
Código  de  comercio,  substituir  á  Ghiozzi  por  el  actor  Pérez  Criado  y 
darle  á  éste  el  carácter  de  socio,  con  los  mismos  derechos  y  obligacio- 
nes que  competían  al  comanditario  citado.  La  escritura  cuyo  testimo- 
nio corre  agregado  á  foja  9,  no  puede  ni  debe  considerarse  como  el 
instrumento  probatorio  del  contrato  celebrado  entre  actor  y  demanda- 
do, pero  debe  admitirse  como  parte  del  contrato  privado  de  foja  100 
(dada  la  referencia  que  ésta  contiene)  á  los  efectos  de  reglar  las  relacio- 
nes entre  socios  y  las  demás  condiciones  de  la  sociedad  de  hecho.  La 
intención  de  las  partes  sobre  el  particular,  no  puede  discutirse  y  sus 
relaciones  de  derecho  se  deben  regir  por  la  escritura  de  foja  9  y  en  la 
forma  señalada  por  la  segunda  parte  del  artículo  296  del  Código  de 
comercio. 

2°  El  actor  limitó  su  demanda  á  la  declaración  de  disolución  y  li- 
quidación, y  en  consecuencia  debe  decidirse  el  caso  de  acuerdo  con  los 
términos  en  que  inició  su  acción.  Se  ha  dernostrado  la  existencia  de 
una  sociedad  de  hecho  entre  actor  y  demandado  y  es  innegable  por  lo 
tanto  el  derecho  de  cada  uno  de  los  socios  de  separarse  de  ella  cuando 
les  parezca  (art.  296,  Cód.  decom.);  al  tiempo  de  presentarse  la  demanda 
se  había  cumplido  el  plazo  por  el  cual  fué  contratada  (carta  de  f.  i  y 
contrato  de  f.  9),  y,  por  consiguiente,  debe  declarársela  disuelta  y 
ordenar  que  el  demandado  dé  cuenta  al  actor,  según  las  reglas  del  de- 
recho común,  de  las  operaciones  que  hayan  hecho  y  de  las  ganancias  ó 
pérdidas  que  hubieran  resultado  hasta  el  3i  de  mayo  de  1910,  habien- 
do el  actor  limitado  en  esa  forma  su  demanda  y  resultando  del  contrato 
(art.  296,  Cód.  de  com.).  Desde  que  la  acción  instaurada  debe  considerar- 
se como  de  disolución  y  sólo  de  nulidad  ó  de  inexistencia  para  lo  futu- 
ro, nada  obsta  á  C|ue  la  liquidación  se  ordene  y  se  realice  en  la  forma 
indicada  por  el   Código  de  comercio   para  las  sociedades  de  comercio 
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regulares,  como  lo  sostienen  acertadaniente  entre  nosotros,  J.  B.  Si- 
hurn,  tomo  III,  página  ^83,  y  entre  los  autores  franceses,  Thallcr,  nú- 
mero 3-0,  página  220,  cuarta  edición,  y  Lyon-Caen  y  Renault,  lomo 
II,  número  230.  En  contra  de  este  principio,  se  manitiesta  Segovia  en. 
su  nota  número  1071,  tomo  I,  página  337,  cuya  doctrina  no  debe  ad- 
mitirse en  el  presente  caso  y  en  nuestra  legislación,  desde  que  la  única 
sanción  es  la  nulidad  para  lo  futuro  y  respecto  de  lo  pasado  la  única 
nulidad  del  contrato  se  refiere  á  las  cláusulas  que  establezcan  un  tér- 
mino, las  cuales  carecen  de  valor,  en  presencia  del  derecho  de  separa- 
ción que  acuerda  el  artículo  296  del  Código  de  comercio.  El  resto  de 
las  cláusulas  dol  contrato  deben  reputarse  válidas  para  la  disolución  y 
para  la  liquidación.  La  sentencia  resuelve  declarar  disuelta  la  sociedad 
de  hecho  que  existió  entre  actor  y  demandado,  el  día  3o  de  mayo  de 
1 910  y  ordenar  la  liquidación  de  la  misma  de  acuerdo  con  los  precep- 
tos de  la  legislación  comercial  para  las  sociedades  regulares  y  según 
los  términos  del  convenio  celebrado  entre  las  partes  contenidos  en  la 
escritura  de  foja  9,  en  virtud  de  la  referencia  de  foja  too,  y  condenar 
al  demandado  al  pago  de  las  costas. 
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Buenos  Aires,  á  29  de  julio  de  1913,  reunidos  los  señores  vocales  en 
la  sala  de  acuerdos  y  traídos  para  conocerlos  autos  seguidos  por  don  Vi- 
cente Pérez  Criado  contra  don  Jorge  Béducliaud,  por  liquidación  so- 
cial, se  practicó  la  insaculación  que  ordena  el  artículo  aóG  del  Código 
de  procedimientos  resultando  de  ella  que  debían  votar  en  el  orden  si- 
guiente:  doctores  Esteves,  Saavedra,  Casares,  Méndez,  Pérez. 

Estudiados  los  autos,  la  cámara  estableció  las  siguientes  cuestiones  á 
resolver  ; 

i^  (j  Corresponde  abrir  la  causa  á  prueba  en  esta  instancia  ? 

2'  ¿Es  nula  la  sentencia  recurrida  ? 

3*  Q  Es  ella  justa  ? 

Á  la  primera  cuestión  el  doctor  Esteves  dijo  :  Para  demostrar  la  im- 
proredonria  del  pedido  que  se  hace  á  foja  287,  pidiendo  que  la  cansa  se 
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abra  á  prueba  en  esta  instancia,  me  bastará  recordar  que  dicho  pedido 
no  se  formula  por  la  parte  que  alega  los  hechos  sobre  que  debiera  re- 
caer aquélla,  sino  por  su  contrario,  que  en  el  curso  de  su  exposición  los 
desconoce. 

Voto,  pues,  negativamente.  • 

Por  análogas  razones  los  doctores  Saavedra,  Casares,  Méndez  y  Pérez 
se  adhirieron  al  voto  anterior. 

Á  la  segunda  cuestión  el  doctor  Es  te  ves  dijo  :  El  demandado  ha  de- 
ducido el  recurso  de  nulidad  contra  la  sentencia,  foja  2 3o,  sosteniendo  al 
fundarlo  que  ella  ha  sido  pronunciada  con  violación  de  las  formas  y  so- 
lemnidades legales  :  i^  porque  lo  que  el  actor  pide  en  su  demanda,  es 
que  se  declare  disuelta,  en  3i  do  mayo  de  19 10  la  sociedad  J.  Béduchaud 
y  compañía,  que  el  demandado  celebró  con  Ángel  Antonio Ghiorzi  en  3i 
de  Mayo  de  1900  según  la  escritura  de  foja  9,  y  se  ordene  su  liquidación 
en  la  forma  que  corresponde  en  derecho,  mientras  que  locjue  el  juez  ha 
resuelto  es  declarar  disuelta  y  mandar  liquidar  la  sociedad  de  hecho  que 
declara  haber  existido  entre  Pérez  Criado  y  Béduchaud  ;  2°  porque  el 
juez  no  se  ha  pronunciado  sobre  la  defensa  invocada  al  contestar  la  de- 
manda, relativa  á  lo  que  la  forma  de  la  liquidación  quedó  convenida 
por  las  partes  en  sus  cartas  de  22  y  28  de  noviembre  de  1909  (f.  17  y 
i),  y  3°  porque  ha  apreciado  con  fuerza  legal  y  probatoria  el  documen- 
to foja  100,  contra  los  conceptos  vertidos  en  el  auto  de  17  de  mayo  de 
191 1  (í.  125),  pues  la  sentencia  conceptúa  dicho  documento  como  fun- 
damento del  derecho  del  actor. 

El  primer  fundamento  es  cierto  en  apariencia,  pero  no  lo  es  en  rea- 
lidad. Me  expreso  así,  porque  si  bien  es  verdad  que  el  juez  declara  di- 
suelta la  sociedad  de  hecho  que  existió  entre  demandante  y  demandado, 
no  lo  es  menos  que  esa  sociedad  es  la  misma  que  en  su  origen  fué  cele- 
brada con  don  Ángel  Antonio  Ghiorzi,  éste  en  calidad  de  socio  coman- 
ditario, y  cuya  parte  ó  interés  en  la  comandita  transfirió  al  actor  con 
expreso  consentimiento  del  demandado  ;  más  como  la  escritura  de  trans- 
ferencia no  llegó  á  otorgarse  ni  pudo  por  ello  mediar  la  inscripción  de- 
bida en  el  registro  público  de  comercio,  de  ahí  que  la  sociedad  consti- 
tuida en  forma  con  el  primer  comanditario,  continuase  como  sociedad 
de  hecho  con  su  cesionario  ó  substituto,  cuya  calidad  ha  reconocido  el 
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demandado,  al  dirigirle  la  carta  foja  i,  al  subscribir  la  tarjeta  foja  io:í 
(véase  f.  i5o)  al  presentar  el  escrito  foja  19,  y  al  contestar  la  demanda 
foja  3/4.  {(  En  estas  condiciones  han  transcurrido  los  cinco  años  que 
estipulaba  como  plazo  de  la  sociedad  primitiva  el  contrato  menciona- 
do »  etc.  (Véase  también  interrogatorio  f.  i84,  preguntas  IX,  X  y  XI). 

Por  consiguiente,  el  juez  ha  fallado  con  arreglo  á  la  acción  deduci- 
da, teniendo  á  la  vez  en  cuenta  para  la  apreciación  de  los  hechos  y  su 
acertada  caliücación  la  defensa  opuesta  por  el  demandado,  sobre  la  falta 
de  las  formalidades  prescriptas  por  los  artículos  290  y  296  Código  de 
comercio,  en  lo  relativo  á  la  substitución  del  comanditario. 

Por  lo  que  se  refiere  á  los  otros  dos  fundamentos  del  recurso,  de  que 
me  ocupo,  ninguno  de  ellos  puede  autorizarlo.  Si  el  juez  ha  omitido 
pronunciarse  sobre  una  de  las  defensas  del  demandado,  la  reparación 
del  agravio  debe  buscarse  en  tal  caso  por  vía  de  apelación  y  lo  mismo 
ocurre  con  ios  errores  en  que  pueda  haber  incurrido  en  la  apreciación 
de  la  prueba. 

Por  lo  demás,  después  de  reformado  el  artículo  2^0  del  Código  de  pro- 
cedimientos, por  el  25  déla  ley  4128,  el  recurso  de  nulidad  derivado  de 
la  violación  de  las  formas  y  solemnidades  de  la  sentencia,  no  conduce  á 
ningún  resultado  práctico,  puesto  que  el  mismo  tribunal  que  declara 
la  nulidad,  debe  entrar  á  resolver  sobre  el  fondo  del  litigio. 

Las  precedentes  consideraciones  me  deciden  á  votar  negativamente  . 

Por  análogas  razones  los  doctores  Saavedra,  Casares,  Méndez  y  Pérez 
se  adhirieron  al  voto  anterior. 

A  la  tercera  cuestión  el  doctor  Esteves  dijo  :  Antes  de  entrar  á  ocu- 
parme de  los  recursos  de  apelación  deducidos  por  actor  y  demandado, 
doy  por  reproducida  la  relación  de  los  antecedentes  del  juicio  y  térmi- 
nos en  que  quedó  trabada  la  litis  contestatio,  referidos  en  la  sentencia 
apelada. 

El  demandado,  reconoce  el  derecho  del  actor,  á  reclamarle  el  capital 
que  aportó  á  la  sociedad  el  socio  comanditario  Ghiorzi,  á  quien  se  lo 
restituvó  el  actor  ;  así  como  las  utilidades  asignadas  á  éste  en  el  balan- 
ce del3i  de  mayo  de  19 10,  pero  pide  la  revocación  de  la  sentencia  en 
cuanto  declara  disuelta  y  manda  liquidar  una  sociedad  que  niega  haber 
existido  entre  ambos. 
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Las  constancias  de  autos  á  que  me  he  referido  al  fundar  mi  voto  en 
la  cuestión  precedente  y  los  propios  términos  del  artículo  296  del  Códi- 
go de  comercio,  en  queBéduchaud  funda  su  defensa,  no  dejan  lugar  á 
duda  que  :  1°  don  Ángel  Antonio  Ghiorzi,  se  separó  en  agosto  de  1906 
de  la  sociedad  en  comandita  que  había  constituido  con  el  demandado 
por  el  término  de  cinco  años,  dos  meses  antes  según  la  escritura  públi- 
ca foja  9,  transfiriendo  al  actor  don  Vicente  Pérez  Criado,  con  el  con- 
sentimiento del  otro  socio,  Béduchaud,  como  lo  requiere  el  artículo 
4x8  del  Código  de  comercio,  el  interés  c|uc  tenía  en  la  sociedad,  me- 
diante haber  recibido  de  aquél  el  importe  del  capital  que  aportó  en 
la  comandita,  \  segundo  que  como  substituto  ó  sucesor  singular  de 
Ghiorzi  lo  admitió  el  demandado  y  continuó  con  él  las  operaciones  so- 
ciales hasta  el  3i  de  mayo  de  1910,  fecha  lijada  en  la  escritura  citada 
foja  9,  para  el  término  de  la  sociedad,  siempre  que  alguno  de  los  socios 
manifestara  con  seis  meses  de  anticipación  su  voluntad  de  separarse, 
como  lo  manifestó  Pérez  Criado  en  la  carta  foja  17,  á  la  que  contestó 
Béduchaud  con  la  de  foja  i . 

La  circunstancia  de  no  haberse  cumplido  con  las  formalidades  pros- 
criptas por  los  artículos  296  y  296  del  Código  de  comercio,  no  puede 
destruir  los  hechos  consumados,  ni  ha  podido  surtir  otro  efecto,  que 
habilitar  á  cualquiera  de  las  partes  para  dar  por  terminado  el  contrato 
antes  del  3i  de  mayo  de  19x0,  pero  no  habiéndolo  hecho  así,  y,  por  el 
contrario,  habiendo  continuado  en  las  mismas  condiciones  hasta  esa  fe- 
cha, el  contrato  ha  regido  de  hecho,  y  con  arreglo  á  sus  cláusulas  deben 
reglarse  las  relaciones  de  derecho  entre  ambos  socios,  por  el  tiempo 
transcurrido  hasta  entonces  :  «  la  sociedad  será  nula  para  lo  futuro  en 
el  sentido  de  que  cualquiera  de  los  socios  puede  separarse  cuando  le 
parezca,  pero  producirá  efecto  respecto  de  lo  pasado,  en  cuanto  á  que  los 
socios  se  deberán  dar  cuenta  respectivamente,  según  las  reglas  del  dere- 
cho común,  de  las  operaciones  que  hayan  hecho  y  de  las  ganancias  ó 
pérdidas  que  hayan  resultado  »  (art.  296,  Código  de  comercio).  Tal  es 
la  ley  y  la  doctrina  generalmente  admitida,  según  puede  verse  en  los 
autores  citados  en  el  segundo  considerando  de  la  sentencia  apelada  y  en 
Obarrio,  tomo  í°,  número  289;  y  como  la  ley  misma  reconoce  la  exis- 
tencia del  contrato  en  lo  pasado,  es  con  arreglo  á  las  cláusulas  del  mis- 
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mo  que  deben  definirse  los  derechos  de  los  contratantes,  porque  según 
las  ligias  del  derecho  común,  las  convenciones  hechas  en  los  contratos 
forman  para  las  partes  una  regla  á  la  cual  deben  someterse  como  á  la 
ley  misma  (art.  1197,  Cód.  civ,,  véase  también  el  1778). 

Segúnlo  expuesto  y  dados  los  términos  de  las  cartas  fojas  i  >  17,  la 
situación  legal  de  actor  y  demandado,  y  sus  respectivos  derechos  como 
socios  deben  fijarse  con  sujeción  á  la  que  haya  tenido  la  sociedad  el  día 
3i  de  mayo  de  rgio,  y  sólo  con  relación  á  las  operaciones  realizadas  ó 
pendientes  en  esa  fecha. 

Así  lo  ha  entendido  el  inferior,  y  el  actor  ha  apelado  por  considerar 
que  no  habiéndose  efectuado  la  liquidación  de  la  sociedad  por  culpa  del 
demandado,  ésta  ha  continuado  y  debe  considerarse  subsistente  hasta 
que  ella  se  realice  y  repartirse  las  utilidades  y  pérdidas  producidas  hasta 
entonces. 

Tal  pretensión  e^  inadmisible,  porque  durante  el  período  de  liquida- 
ción la  sociedad  sólo  se  reputa  subsistente  para  terminar  las  operacio- 
nes pendientes  y  liquidar  las  concluidas  (art.  /i35  del  Cód.  de  com.),  y 
si  eso  ocurre  tratándose  de  sociedades  regularmente  constituidas,  no 
podría  ser  de  otro  modo  cuando  la  sociedad  á  liquidarse  hubiera  exis- 
tido de  hecho  como  en  el  presente  caso. 

La  sociedad  quedó  disuelta  el  3i  de  mayo  de  1910,  porque  el  actor 
manifestó  su  voluntad  de  no  continuar  en  ella;  por  consiguiente,  nin- 
guna responsabilidad  podría  atribuírsele  por  razón  de  las  pérdidas  que 
se  hubieran  producido  con  posterioridad  á  esa  fecha  en  la  explotación 
del  negocio,  y  en  consecuencia,  ninguna  parte  de  las  utilidades  puede 
él  pretender  que  se  le  asigne. 

Las  precedentes  consideraciones  y  las  concordantes  de  la  sentencia 
apelada  que  reproduzco  me  deciden  á  votar  afirmativamente  y  por  su 
confirmación  en  todas  suspartes,  debiendo  abonarse  por  su  orden  las  cos- 
tas de  esta  instancia,  si  mi  opinión  prevaleciera,  en  razón  de  que  el 
resultado  de  los  recursos  deducidos  sería  adverso  para  ambos  apelantes. 

Por  análogas  razones  el  doctor  Saavedra  se  adhirió  al  voto  anterior. 

El  doctor  Casares  dijo  :  Estoy  de  completo  acuerdo  con  las  conclu- 
siones de  los  señores  vocales  preopinantes  y  del  señor  juez  inferior  en 
cuanto  reconocen  la  existencia  de  una   sociedad  irreirular  entre  actor  v 
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demandado  y  en  cuanto  estabiecen  que  ella  debe  liquidarse  de  confor- 
midad con  las  prescripciones  de  la  escritura  de  foja  9,  base  de  su  vin- 
culación y  con  los  preceptos  legales  que  rigen  las  sociedades  bien  cons- 
tituidas, lo  primero  porque  resulta  evidente  ante  los  propios  reconoci- 
mientos intergiversables  que  contienen  los  escritos  y  documentos  que 
lia  citado  el  señor  vocal  doctor  Esteves  y  lo  segundo  porque  ese  es  el  al- 
cance del  artículo  296  del  Código  de  comercio  al  reglar  los  efectos  de  la 
sociedad  irregular  con  relación  á  sus  miembros  y  respecto  del  pasa- 
do, ya  que  la  comunidad  de  interés,  lícita  en  sí  misma  que  creó  la  libre 
Toluntad  de  las  partes,  debe  liquidarse  tomando  como  base  su  común 
intervención,  que  no  ba  podido  ser  otra  que  la  expresada  en  pacto  so- 
cial, de  que  la  comunidad  de  la  referencia  no  ha  sido  en  definitiva  sino 
la  ejecución  pura  y  simple  (Gulllery,  Des  sociétés  en  Belgíque,  tomo  3°, 
núm.  1 1 18),  y  desde  que  la  solución  de  los  casos  que  no  han  sido  pre- 
vistos en  la  convención  debe  buscarse  en  los  principios  legales  que  go- 
biernan materias  similares. 

Disiento,  sin  embargo,  con  relación  á  la  época  que  fijan  como  límite 
de  la  liquidación,  pensando  que  sobre  el  particular  se  impone  el  pro- 
greso del  recurso  de  apelación  interpuesto  por  el  demandante. 

Creo  en  efecto,  que  si  bien  la  manifestación  que  éste  formuló  en  el  sen- 
tido de  que  la  sociedad  terminara  el  día  Si  de  mayo  de  1910,  de  acuerdo 
con  lo  que  se  había  establecido  en  la  escritura  de  foja  9,  al  respecto, 
fué  susceptible  de  producir  la  disolución  de  la  sociedad,  ya  que  la  existen- 
cia de  ésta,  poi-  ser  irregular,  dependía  de  la  sola  voluntad  de  cualquiera 
de  los  asociados,  la  liquidación  no  comenzó  en  esa  época,  ni  se  produ- 
cirá en  tanto  que  esta  controversia  no  sea  definitivamente  dirimida. 

La  liquidación  de  una  sociedad  en  su  concepto  real  y  legal,  supone 
la  solución  de  todas  las  operaciones  en  trámite  y  envuelve  la  idea  de  la 
inejecución  de  nuevos  negocios  (doctrina  del  art.  435  del  Cód.  de  com. ) 
y  en  el  caso  de  autos  dada  la  actitud  del  demandado,  han  continuado 
las  negociaciones  de  este  último  carácter,  desde  que  la  comunidad  si- 
guió su  desenvolvimiento  bajo  el  gobierno  de  un  administrador  judi- 
cial, cuya  intervención  era  indispensable  hasta  que  se  resolviera  el  pun- 
to controvertido,  que  se  vinculaba  con  la  liquidación  demandada  y  re- 
jsistida  (f.  5  y  34). 
/ 
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La  sociedad  de  hecho  existente  entre  actor  y  demandado  ha  seguido, 
pues,  operando  con  el  capital  común,  y  no  es  dable  entonces  decir  que 
ella  entró  en  liquidación  por  el  simple  concurso  de  la  voluntad  de  uno 
de  sus  miembros,  expresada  en  el  sentido  de  su  separación,  cuando  tal 
antecedente,  sólo  importa  una  manera  de  disolución  y  cuando  con  pos- 
terioridad á  él,  la  sociedad  ha  continuado  su  j^iro,  realizando  actos  que 
son  cxcluyentes  de  un  estado  de  liquidación. 

Si,  pues,  la  sociedad  ha  mantenido  y  mantiene  en  realidad  su  exis- 
tencia, porque  no  existió  acuerdo  entre  los  asociados  en  cuanto  á  su 
liquidación,  y  si  esto  sólo  puede  imponerse  en  el  terreno  de  los  hechos 
desde  el  momento  en  que  la  resolución  judicial  pronunciada  en  estos 
autos  tenga  fuerza  de  ejecutoria,  la  rendición  de  cuentas,  que  es  con- 
secuencia de  aquélla,  debe  hacerse  extensiva  hasta  el  momento  en  que 
terminan  las  operaciones  sociales,  en  que  la  sociedad  deja  de  lado  ne- 
gocios nuevos,  porque  sólo  entonces  puede  afirmarse  que  se  inicia  su 
período  de  legislación. 

Las  conclusiones  á  que  llego  dentro  del  razonamiento  precedente, 
son,  á  mi  juicio,  las  que  consultan  el  espíritu  del  artículo  296  del  Códi- 
go de  comercio  que  domina  esta  cuestión,  porque  ellas  tienden  á  im- 
pedir cj[ue  el  producido  del  capital  común  pueda  favorecer  á  un  asocia- 
do en  detrimento  de  los  intereses  de  otro,  intereses  que  dicho  precepto 
ha  c[uerido  salvaguardar  al  establecer  que  los  socios  «  se  deberán  dar 
respectivamente  cuenta  de  las  operaciones  que  hayan  hecho  y  de  las 
ganancias  ó  pérdidas  que  hayan  resultado  »  y  también  las  que  mejor  se 
adaptan  al  propósito  de  las  partes  que  suscribieron  el  contrato  de  fo- 
ja 9,  sobre  cuyas  bases  entró  á  la  sociedad  el  demandante,  porque  su 
voluntad  indudable  cuando  se  pusieron  de  acuerdo  para  negociar  con- 
juntamente, inspirados  ambos  por  la  buena  fe  de  que  hacen  mérito  en 
una  de  sus  cláusulas  y  con  la  armonía  que  supone  un  acuerdo  de  ese 
orden,  debió  ser  la  de  que  las  utilidades  conseguidas  en  cualquier  mo- 
mento por  la  acción  de  los  factores,  personal  y  pecuniaria  que  fundían 
para  servir  un  mismo  objetivo,  se  partiera  en  la  forma  que  habían  de- 
terminado consultando  la  importancia  de  los  aportes  y  de  los  esfuerzos 
respectivos. 

Por  estas  consideraciones,  y  teniendo  en  cuenta  que  la  circunstancia 
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de  que  el  demandante  pudiera  no  estar  afectado  por  las  pérdidas  posi- 
bles, cuestión  que  no  hay  que  resolver  en  esta  oportunidad,  y  que  ad- 
mito en  hipótesis,  no  podría  ser  un  óbice  para  la  solución  á  que  me 
inclino,  porque  la  ley  admite  situaciones  semejantes  (art,  4i^^  y  4i5 
del  Gód.  de  com.)y  no  siendo  admisible  la  defensa  opuesta  á  foja  286 
vuelta,  invocándose  la  cosa  juzgada  sobre  el  particular,  pues  la  resolu- 
ción que  se  cita  para  fundarla,  foja  iSg,  no  tuvo  más  alcance  que  re- 
chazar una  diligencia  de  prueba,  sin  prejuzgar  sobre  un  punto  c|ue  era 
materia  de  la  sentencia  definitiva ;  voto  porque  se  reforme  la  sentencia 
apelada  estableciéndose  que  la  liquidación  debe  hacerse  hasta  el  mo- 
mento de  la  terminación  real  de  la  sociedad,  é  imponiéndose  al  deman- 
dado las  costas  del  recurso. 

El  doctor  Méndez  dijo:  Si  bien  es  cierto  cjue  el  demandante  mani- 
festó por  medio  del  documento  corriente  á  foja  17  su  voluntad  de  di- 
solver la  sociedad  en  la  fecha  de  3i  de  mayo  de  19 10,  no  lo  es  menos, 
que  no  le  fué  posible  realizar  sus  propósitos,  debido  á  la  resistencia  del 
demandado.  Ha  sido,  pues,  necesario  que  el  primero  promoviese  este 
juicio  para  que  después  de  tres  años  transcurridos  en  incidencias,  arti- 
culaciones y  recursos,  llegue  á  obtenerse  con  la  tenaz  oposición  del  so- 
cio solidario,  que  la  sociedad  entre  en  liquidación. 

En  este  intervalo  la  sociedad  ha  existido,  y  no  sólo  á  los  efectos  de- 
su  liquidación,  como  lo  preceptúa  el  artículo  296  del  Código  de  comer- 
cio, ya  que  no  se  había  llegado  á  ese  estado  y  por  el  contrario  se  había 
estado  gestionando  que  se  la  declarase  disuelta,  sino  en  la  plenitud  de 
su  actividad,  y  para  demostrarlo  de  una  sola  vez,  me  bastará  recordar 
c|ue  hasta  este  momento  se  encuentra  gobernada  por  una  administra- 
ción provisional,  y  no  por  un  liquidador,  como  se  declaró  por  auto  eje- 
cutoriado de  foja  4- 

Las  gestiones  y  actos  del  administrador  judicial  no  han  sido  reali- 
zados ni  en  beneficio  ni  en  perjuicio  exclusivo  del  socio  Béduchaud. 
Lo  han  sido  por  la  sociedad  misma,  y  todos  los  socios  tienen  el 
derecho  de  recoger  las  ganancias  que  hayan  resultado,  como  ha- 
brían tenido  cjue  soportar  las  pérdidas  que  pudieran  haberse  pro- 
ducido. 

Por  ello,  y  por  las  consideraciones  aducidas   por  el  señor  vocal  doc- 
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lor  Casares,  voto  también  porque  se  reforme  la  sentencia  apelada  en  el 
sentido  del  recurso  interpuesto  por  el  demandante. 

Por  razones  análogas  á  las  expuestas  por  el  señor  vocal  doctor  Este- 
ves,  el  doctor  Pérez  se  adhirió  á  su  voto. 

Con  lo  que  terminó  este  acuerdo  que  firmaron  los  señores  vocales 
doctores  Méndez,  Pérez,  Esteves,  Saavedra,  Casares. 

Ante  mí  : 

Alfredo  Fox. 

Es  copia  del  original  que  corre  á  tojas  899  del  libro  2r  de  acuerdos. 

Alfredo  Fox. 


Buenos  Aires,  julio  ag  de  lyiS. 

Y  vistos  :  Por  el  mérito  que  ofrece  el  acuerdo  que  precede  se  confir- 
ma en  todas  sus  partes  la  sentencia  apelada  de  foja  280:  debiendo  pa- 
garse las  costas  de  esta  instancia  en  el  orden  en  que  han  sido  causadas. 
Repónganse  los  sellos  y  devuélvanse. 

Ramón  Méndez.  Carlos  M.   Pérez.    Miguel   Esteves.    Diego 
Saavedra.  Ángel  M.  Casares. 
Ante  mí : 


Alfredo  Fox. 


Nota  dirigida  al  poder  ejecutivo  por  el  doctor  Ricardo  Seeber, 
presidente  de  la  excelentísima  cámara  de  apelaciones  en  lo 
criminal  y  correccional. 

Buenos  Aires,  agosto  31  de  1918. 

A  su  excelencia  el  señor  ministro  de  justicia  é  instrucción  pública  doctor 
Carlos  Ibarguren. 

Tengo  el  honor  de  dirigirme  á   vuestra  excelencia  poniendo  en  su 
conocimiento   algunas  de  las  observaciones  que  me  ha   sugerido   una 
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reciente  visita  á  la  colonia  nacional  de  menores  de  Marcos  Paz.  Cum- 
plo así  con  mi  deber  como  presidente  de  la  cámara  de  apelaciones  en  lo 
criminal  y  correccional  y  entiendo  también  contribuir  á  los  propósitos 
del  poder  ejecutivo  manifestados  por  vuestra  excelencia  respecto  al  me- 
joramiento de  la  situación  de  los  menores  encausados  y  delincuentes 
los  cuales  ya  han  comenzado  á  cumplirse. 

La  colonia  nacional  de  menores  de  Marcos  Paz,  c[ue  posee  alrededor 
de  mil  hectáreas  do  tierra,  se  halla  destinada  á  la  reclusión  de  los  me- 
nores condenados  de  menos  de  i8  años  y  al  internado  de  aquellos  que 
remiten  los  señores  defensores  de  menores  ó  los  padres  de  los  mismos, 
por  orden  délos  jueces  civiles. 

He  podido  constatar  que  no  llena  ni  uno  ni  otro  fin.  Los  menores 
condenados,  actualmente  55,  más  ó  menos,  se  encuentran  alojados  en 
una  antigua  cochera.  El  edificio  provisorio  es  vetusto,  con  piso  de  la- 
drillo y  se  halla  atestado  de  camas.  Los  menores  sólo  tienen  un  traje  y 
carecen  do  toballas  y  otros  objetos  necesarios.  La  única  enseñanza  que 
reciben,  consiste  ea  trabajos  agrícolas  rudimentarios  y  algunas  nociones 
de  lectura  y  escritura.  Los  talleres,  uno  de  zapatería,  que  sólo  tiene 
material  escaso  instalado  en  una  pieza  de  2  X  4.  una  sastrería,  otro 
de  carpintería,  no  merecen  el  nombre  de  tales,  y,  con  excepción  de 
la  zapatería,  no  pueden  ser  aprovechados  por  los  penados,  pues  éstos 
no  se  ponen  en  contacto  con  los  otros  menores.  Sin  embargo,  la  sepa- 
ración es  relativa,  pues  unos  y  otros  están  á  la  vista. 

Sólo  hay  en  el  establecimiento  tres  maestros  de  escuela,  para  dar 
instrucción  á  260  menores,  y  un  medico  que  vive  en  Marcos  Paz,  á  dos 
leguas  de  distancia.  No  hay  enfermería  por  falta  de  local. 

Los  menores  no  delincuentes,  fuera  del  trabajo  rudimentario  en  los 
talleres,  reciben  la  misma  enseñanza  agrícola.  Se  hallan  alojados  en 
pabellones  bien  aereados  pero  muy  deficientes,  inclusive  el  pabellón 
Alberdi  inaugurado  hace  poco,  que  se  llueve  copiosamente  y  que  care- 
ce de  obras  de  desagüe  así  como  de  lavatorios  y  baños  apropiados.  En 
ellos  hay  doble  número  de  pupilos  del  que  corresponde.  Se  construye, 
sí,  una  gran  lechería  con  maquinaria  suficiente  para  elaborar  3o. 000 
litros  de  leche  diarios. 

He  podido  notar  que  han  sido  enviados  varios  menores  idiotas  y  de- 
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generados  que  hacen  vida  común  con  los  otros,  con  grave  daño  para  la 
salud  moral  de  éstos.  Los  menores  remitidos  de  Buenos  Aires  por  in- 
termedio de  las  autoridades  competentes,  llegan  al  establecimiento  en- 
fermos en  su  casi  totalidad.  Desde  julio  del  año  anterior  hasta  mayo 
del  corriente  ingresaron  io6  menores  atacados  de  sarna,  varios  de  sífi- 
lis y  muchos  de  blenorragia.  Todos  han  sido  curados  allí. 

El  orden  que  reina  en  el  establecimiento  me  ha  parecido  perfecto  y 
tanto  el  director  señor  Cortés,  como  el  subdirector  señor  Mujica,  tie- 
nen verdadero  empeño  en  realizar  obra  buena  y  humana,  pero  luchan 
con  la  falta  de  local  y  de  recursos. 

En  resumen:  fuera  del  buen  aire  qiie  respiran  y  el  desarrollo  físico 
por  medio  del  trabajo  en  el  campo,  no  puede  considerarse  ese  estable- 
cimiento ni  como  un  reformatorio  de  menores  ni  una  colonia  agrícola 
industrial  para  los  que  no  son  delincuentes.  El  reformatorio  debe  ha- 
llarse separado  completamente  del  resto  de  la  colonia  y  ser  un  edificio 
adecuado  de  sistema  celular,  con  gimnasio,  escuela  y  talleres.  La  base 
de  la  relbrma  reside  en  los  médicos  que  deben  ser  especialistas  y  por 
maestros,  también  especialistas  y,  por  lo  tanto,  seleccionados  y  bien 
rentados.  La  higiene  y  el  aseo  con  trajes  de  repuesto  y  baños  frecuen- 
tes; la  gimnasia  y  los  juegos  forman  parte  esencial  del  régimen.  Todo 
ello  con  más  recursos  que  los  actuales. 

En  cuanto  á  los  demás  menores,  las  observaciones  son  del  mismo 
género,  dada  su  edad  y  condición  social. 

Este  estado  de  cosas,  el  que  he  denunciado  anteriormente  respecto  á 
los  encausados  ó  contraventores  detenidos  en  la  policía  y  el  número 
crecido  de  menores  que  se  hallan  en  peligro  moral,  demuestra  que  es 
necesario  abordar  en  conjunto  la  cuestión  de  la  delincuencia  infantil, 
hoy,  en  mi  entender,  un  problema  social  gravísimo,  cpie  se  plantea  en- 
tre nosotros  con  caracteres  de  urgencia. 

Porque  esa  multitud  lamentable  de  niños  que  recorren  las  calles; 
(|ue  so  pretexto  de  ganarse  la  vida,  cuando  sólo  ganan  las  de  sus  pa- 
dres, tiritan  las  noches  de  frío  en  los  umbrales  délas  casas;  que  apren- 
den todas  las  turpitudes  y  adquieren  todos  los  vicios  y  los  más  repug- 
nantes ;  (|ue  pasan  por  los  calabozos  de  la  policía,  donde  en  rebaño 
perfeccionan  sus  vicios  y  agravan  sus  enfermedades,  las  más  repugnan- 
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tes  también  y  que  sólo  una  aberración  social  hace  posible  en  criaturas 
de  diez  ó  doce  años ;  mil  por  año  como  encausados  ;  más  de  tres  mil 
como  contraventores;  muchos  más,  no  se  sabe  cuantos  yes  menester 
saberlo,  que  vagabundean  como  vendedores  de  diarios  ó  mendigos  dis- 
frazados, formarán  inevitablemente,  por  la  fuerza  de  una  fatalidad 
inexorable  de  que  responde  la  sociedad  toda  entera,  en  cifras  que  ate- 
rran, el  ejército  del  delito :  la  horda  de  los  degenerados,  de  los  delin- 
cuentes de  oficio  y  de  los  asesinos  de  mañana. 

Felizmente,  el  problema  se  reduce  á  sumas  de  dinero  yá  unificación 
de  esfuerzos  entre  las  autoridades  y  las  instituciones  particulares,  cuyo 
celo  es  indudable.  Lo  cjue  puede  y  debe  hacerse  en  la  legislación,  es 
simple  y  conocido  y  no  ofrece  dificultades  de  doctrina  ó  de  experimenta- 
ción necesaria. 

El  tiempo  ha  hecho  justicia  de  muchas  aspiraciones  generosas  y  de 
otras  tantas  ilusiones  respecto  á  la  reforma  de  los  delincuentes  adultos 
y  á  sistemas  penales  más  ó  menos  humanitarios.  Se  sabe  hoy  que  los 
criminales  atroces  no  se  corrigen  y  que  sólo  puede  detenerlos  en  el 
camino  del  delito,  el  temor  á  las  penas  implacables.  No  se  ignora  que 
hay  además  una  multitud  de  delincuentes  menos  peligrosos,  pero  in- 
corregibles, para  quienes  también  la  severidad  de  la  represión  es  el 
medio  preventivo  más  eficaz.  Los  otros  —  que  los  hay  —  si  no  refor- 
mables en  el  sentido  estricto  y  moral  de  la  palabra,  pero  susceptibles  de 
concebirlas  ventajas  de  una  conducta  honesta,  pueden  ser  sometidos  á 
sistemas  especiales  de  represión,  de  trabajo  y  de  liberación,  pero  siem- 
pre á  base  de  una  severidad  represiva  que  reside  en  la  reclusión  celular 
por  un  tiempo  prudencial.  Queda  también  establecido  que  es  menester 
no  castigar,  ó  castigar  en  forma  distinta,  ciertos  hechos  que  no  revelan 
criminalidad,  y  que  muchos  delincuentes  dependen  más  del  sanatorio 
que  de  la  cárcel.  Todo  ello  mientras  el  estado  no  cumpla  con  el  deber 
complejo  de  suprimir  la  miseria  y  el  alcoholismo,  y  llevar  á  su  máxi- 
mum posible  la  profilaxis  de  las  enfermedades  de  la  niñez,  de  la  avario- 
sis  y  de  la  tuberculosis.  En  el  estado  actual  el  saldo  á  favor  del  humani- 
tarismo es  en  definitiva  reducido,  ante  las  esperanzas  concebidas  ó  las 
declamación  es  literarias  ;  porque  hay  que  tener  en  cuenta  la  reacción  be- 
néfica de  la  represión  severa  sobre  el  resorte    moral  de  la  sociedad  y 
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porque  aun  la  reforma  donde  es  posible,  sólo  se  obtiene  á  base  de  ésa 
misma  severidad.  Por  último,  el  problema  resulta  complejo  porque  no 
es  sólo  un  problema  legislativo,  sino  también  psicológico  en  cada  caso, 
y  ante  todo  carcelario,  que  exige  una  gran  especialización  de  funciones. 

En  cambio,  sobre  la  delincuencia  infantil  no  bay  discrepancia  hoy 
apreciable  de  doctrina.  Los  menores  basta  cierta  edad  —  i^  ó  i6  años  — 
son,  ó  absolutamente  irresponsables  ó  con  muy  pocas  excepciones,  sus- 
ceptibles de  enseñanza  ó  de  reforma.  Como  lo  be  dicho  en  otra  ocasión, 
considerarlos  delincuentes  y  someterlos  á  las  mismas  penas  v  procedi- 
mientos judiciales  que  á  los  adultos,  importa  un  absurdo. 

Legislativamente  no  cabe  otra  cosa  que  imitar  el  ejemplo  de  los  Es- 
tados Unidos,  como  se  lia  hecho  en  Inglaterra,  en  Bélgica  y  en  Fran- 
cia, donde,  por  otra  parte,  desde  hace  varios  años,  la  jurisprudencia 
con  ayuda  de  las  sociedades  de  patronato,  ha  tratado  de  remediar  los 
inconvenientes  de  leyes  arcaicas  ó  de  falta  de  disposiciones  convenien- 
tes. Es  decir  :  crear  á  base  de  la  supresión  absoluta  del  discernimiento 
hasta  los  i6  años,  tribunales  juveniles,  unipersonales,  que  entienden 
en  todos  los  casos  de  delitos  cometidos  por  menores  de  i6  años  y  en 
todos  los  de  aquellos  no  delincuentes,  pero  en  peligro  moral  por  aban- 
dono ó  negligencia.  Esos  tribunales  sin  forma  de  juicio  y  sin  apelación, 
disponen  del  menor  que  les  es  llevado  por  delitos  ó  mala  conducta  ; 
pueden  admitir  la  presencia  de  médicos  ó  de  delegados  de  sociedades  de 
beneficencia  y  tienen  amplias  facultades,  sea  para  devolver  al  menor  á 
su  familia  bajo  vigilancia,  ó  colocarlo  en  familia  honesta,  ó  remitirlo  cí 
escuelas  industriales,  públicas  ó  privadas,  ó  á  asilos,  ó,  por  último,  al 
reformatorio.  Todo  ello  hasta  cumplir  la  mayor  edad  y  sin  perjuicio  de 
la  facultad  de  liberarlos. 

El  sistema  reposa  sobre  todo  en  la  competencia  del  juez  que  dirige 
sus  pupilos  como  un  padre  de  familia  avisado,  y  sobre  lo  que  los  nor- 
teamericanos llaman /)ro6aíio/i  q/Ticers,  delegados  de  barrio  rentados  ó 
suministrados  por  las  sociedades  de  beneficencia,  que  denuncian  los  ca- 
sos interesantes,  que  investigan  los  denunciados  y  que  ejercen  la  vigi- 
lancia ordenada  por  el  juez.  El  resultado  de  una  institución  que  cuen- 
ta pocos  años  de  ensayo  y  que  se  inició  en  el  estado  de  Illinois,  ha  sido 
tan  benéfico  y  rápido,  que  todos  los  estados  lian  seguido  el  ejemplo  y 
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que  no  se  discute  el  sistema,  por  lo  menos  en  sus  líneas  generales.  Ca- 
be observar  que  en  la  mayor  parte  de  los  casos  el  juez  usa  en  grande 
escala  de  su  derecho  para  devolver  el  menor  bajo  vigilancia  y  que  á  ello 
tiende  lo  que  podría  llamarse  la  jurisprudencia  de  los  tribunales  juve- 
niles. 

Entre  nosotros  no  es  posible  esperar  que  se  pueda  usar  desde  ya  con 
amplitud  de  la  libertad  bajo  vigilancia,  por  falta  de  delegados,  pero  sí 
que  se  instituya  el  tribunal  juvenil  con  todas  esas  facultades,  sin  el  uso 
de  formas  judiciales  que  atemorizan  y  luego  hacen  perder  la  vergüenza 
al  menor  y  que  aquél  pueda  remitir  hasta  la  edad  de  21  años  á  escuelas 
y  patronatos,  ó  industriales  y  agrícolas  del  estado,  ó  al  reformatorio,  los 
menores  delincuentes  ó  en  peligro  moral,  sin  perjuicio  de  su  coloca- 
ción cuando  se  presenten  personas  honestas  que  deseen  educarlos  y  de 
las  funciones  concurrentes  de  los  defensores  actuales  de  menores.  Todo 
ello  á  base  de  la  supresión  de  la  prisión  preventiva,  ó  en  los  pocos  ca- 
sos en  que  ella  sea  necesaria,  de  cjue  se  cumpla  no  en  comisarías  ó  pri- 
siones sino  en  una  escuela  cárcel.  También  sería  necesario  dictar  dispo- 
siciones que  autoricen  al  tribunal  juvenil  á  imponer  multas  á  los  pa- 
dres ó  guardadores  negligentes,  bajo  el  principio  de  la  condena  condi- 
cional y  otras  que  restrinjan  la  patria  potestad  y  que  amplíen  los  casos 
de  pérdida  de  la  misma.  Asimismo  por  circunstancias  propias  de  nues- 
tro ambiente  es  indispensable  prohibir  á  los  menores  de  16  años  el 
ejerció  de  oficios  ambulatorios  cjue  los  arruinan  física  y  moralmente, 
como  ya  ha  sido  propuesto  por  el  diputado  doctor  Agote. 

Esta  sería  en  «lobo  la  tarea  leoislatlva.  Administrativamente  es  nece- 
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sario  fundar  el  mayor  número  de  escuelas  industriales  y  agrícolas  á 
base  de  internados,  con  personal  competente  y  un  reformatorio  mode- 
lo, todo  lo  cual  podría  construirse  en  la  espléndida  posesión  de  Marcos 
Paz  :  así  como  una  escuela  cárcel  en  la  capital. 

Por  su  parte,  las  sociedades  de  beneficencia,  que  realizan  una  obra 
digna  de  elogio,  pueden  coadyuvar  en  esta  tarea  y  todo  lo  que  han  me- 
nester es  que  el  estado  y  el  público  contribuyan  á  aumentar  sus  recur- 
sos. El  patronato  de  la  infancia  ha  colocado  este  año  á  pedido  especial 
de  S.  E.  el  señor  presidente  de  la  nación,  más  de  100  de  esos  menores 
contraventores,  quizá  delincuentes,  y  entiendo  que  con  buen  resultado. 
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Pero  sólo  tiene  recursos  para  alojar  alrededor  de  3oo  niños  de  estas 
edades  en  la  colonia  agrícola  y  otros  tantos  en  una  escuela  de  artes  y 
oficios. 

Los  delegados  de  sociedades  como  el  Patronato  de  la  infancia  y  otras 
análogas,  hombres  ó  mujeres,  si  ellas  se  resolvieran  á  ocuparse  también 
de  la  infancia  delincuente,  prestarían  al  estado  y  á  los  jueces  de  meno- 
res un  servicio  inapreciable,  y  han  probado  que  no  necesitan  ser  esti- 
mulados en  la  obra  de  regeneración  social  que  tienen  emprendida. 

Si  agrego  que  respecto  á  los  menores  de  más  de  i6  años  convendría 
establecer  un  reformatorio  parecido  al  de  Elmira  en  el  estado  de  Nueva 
York  V  los  de  sistema  Borstal,  existentes  en  Inglaterra,  en  que  el  régi- 
men es  distinto  al  de  las  cárceles  comunes  ven  que  se  usa  ampliamen- 
de  la  liberación  condicional  á  base  de  la  intervención  del  directorio  de 
la  cárcel,  creo  que  habré  señalado  en  conjunto  todo  aquello  que  en  mi 
opinión,  puede  ensayarse  y  que  es  necesario  y  urgente  que  se  ensaye. 

Asegurando  á  Y.  E.  que  en  todas  estas  cuestiones  puede  contar  con 
el  concurso  de  la  cámara  que  presido  y  con  el  mío  particular  que  me 
complazco  en  ofrecer,  ruego  al  señor  ministro  quiera  aceptar  lae  segu- 
ridades de  mi  más  alta  consideración  y  respeto. 

Ricardo  Seeber. 
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Discurso  de  apertura  de  los  cursos  de  [1913  por  el  decano 
doctor  Eduardo  L.  Bidau  (S4  de  marzo  de  1913) 

Señores  : 

Esta  ceremonia  inaugural,  que  nos  congrega  anualmente,  tiene  su 
fase  característica,  que  la  distingue  de  las  análogas  de  ciertas  facultades 
europeas,  y  traza,  si  no  el  tema,  los  límites  dentro  de  los  cuales  debe 
circunscribirse  la  palabra  oficial  de  quien  la  preside.  En  aquéllas  eJ 
discurso  inaugural  no  está  obligatoriamente  á  cargo,  como  aquí,  del 
presidente,  rector  ó  decano  :  lo  pronuncia  el  académico  ó  profesor  de- 
signado de  antemano,  y  el  orador  diserta  libremente  sobre  temas  ge- 
nerales ó  sobre  tópicos  de  la  especialidad  que  profesa. 

El  discurso  inaugural  se  asemeja  así  á  la  conferencia  del  catedrático. 

La  ordenanza  de  la  Facultad,  en  cuyo  cumplimiento  os  he  convoca- 
do, por  tercera  vez,  al  disponer  que  quien  hable  sea  el  decano  ó  el  vice- 
decano,  ha  perseguido  otro  propósito.  Ha  querido  preceder  el  comienzo 
de  las  tareas  del  año  con  su  programa,  con  la  iniciativa  de  reformas  ó 
con  el  señalamiento  de  nuevos  rumbos. 

Todo,  unido  á  veces,  como  me  propongo  hacerlo  en  esta  ocasión,  á 
una  franca  y  sincera  rendición  de  cuentas,  oportuna  en  vísperas  de  la 
expiración  de  mi  mandato  trienal. 

La  obra  meritoria  de  la  academia  que  dirigió  esta  facultad  desde  que^ 
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federalizada  la  ciudad  de  Buenos  Aires,  se  nacionalizó  su  Universidad, 
puede  sintetizarse  en  dos  grandes  reformas  :  la  creación  de  nuevas  cá- 
tedras y  del  profesorado  suplente. 

Justo  es  agregar  que  también  se  inició  por  maestros  ilustres  :  Estra- 
da, López,  Alcorta,  Cortés,  Montes  de  Oca,  Malaver,  Martínez,  Martín 
y  Herrera,  para  no  nombrar  á  los  que  aun  viven,  la  tendencia  naciona- 
lista, tan  notablemente  acentuada  en  la  última  década. 

Los  abogados  y  doctores  en  jurisprudencia  de  mi  generación  han 
asistido  como  estudiantes  y  algunos,  más  tarde,  como  profesores  su- 
plentes, á  este  movimiento  progresivo  desarrollado  durante  un  cuarto 
de  siglo. 

La  división  de  las  cátedras  era  una  exigencia  ineludible  de  los  tiem- 
pos que  la  impusieron  entre  nosotros,  siguiendo  el  ejemplo  de  países 
como  la  Francia,  donde  los  cuadros  de  la  .enseñanza  superior  no  se  en- 
sancharon hasta  después  de  la  catástrofe,  en  las  reconstrucciones  de  la 
tercera  república. 

El  derecho  comercial,  que  con  el  penal  constituían  una  sola  cátedra 
bajo  la  dirección  del  doctor  Obarrio,  el  patriarca  de  esta  casa,  á  la  cual 
continúa  prestando  en  su  vigorosa  ancianidad  el  concurso  de  su  ciencia 
y  de  su  experiencia,  rodeado  por  el  respetuoso  afecto  de  maestros  y 
alumnos,  se  divide;  lo  propio  se  hace  con  las  dos  ramas  del  derecho 
internacional,  única  forma  de  dar  al  privado,  reducido  en  el  reparto, 
á  menos  quizá  que  los  cuadros  sinópticos  con  que  sabiamente  iniciara 
esta  enseñanza  el  doctor  Pinedo,  el  lugar  y  el  desenvolvimiento  que  su 
importancia  requería  y  supo  acordarles  su  primer  titular,  el  doctor 
Alcorta:  del  derecho  constitucional  se  desprende  el  administrativo, 
convertido  por  la  misma  causa  que  el  internacional  privado,  en  un 
breve  apéndice  del  primero,  no  obstante  la  ilustración  y  el  talento  de 
don  José  Manuel  Estrada;  de  la  economía  política  nace  el  curso  indo- 
pendiente  de  íinanzas  :  y  se  crean  los  de  filosofía  del  derecho,  derecho 
rural  y  de  minas.  Y  no  siempre  estas  divisiones  y  nuevas  creaciones  se 
realizaron  amplia  y  firmemente. 

Recuerdo,  por  ejemplo,  que  para  obviar  dificultades  de  orden  íinau- 
ciero,  opuestas  en  el  seno  del  Consejo  superior  para  votar  algunos  au- 
mentos gestionados  por  la  Facultad,  se  propuso  dividir  el  año  escolar 
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en  dos  semestres  y  dedicar  uno  al  derecho  administrativo  y  otro  á  las 
finanzas,  cuyo  estudio,  se  decía,  podía  efectuarse  satisfactoriamente  en 
ese  breve  tiempo. 

Es  que,  reducido  el  uno,  hasta  entonces,  á  su  mínima  expresión  y 
nuevo  el  otro  como  entidad  independiente,  no  se  abarcaba  su  vasta 
extensión  y  se  desconocían  los  múltiples  y  graves  asuntos  en  ellos  com- 
prendidos. 

Pero  la  marcha  hacia  adelante  continuó  y  el  necesario  ensanche  se 
hizo  irrevocablemente,  y  junto  con  él  ó  poco  después,  el  cuerpo  docen- 
te aumentó  por  el  nombramiento  de  profesores  suplentes.  Se  les  de- 
signó por  dos  sistemas  :  la  elección  directa  y  una  forma  atenuada  del 
concurso. 

La  oportuna  y  bien  inspirada  innovación  no  llenó,  sin  embargo,  du- 
rante más  de  tres  lustros,  sino  por  excepción,  el  propósito  fundamen- 
tal que  implicaba. 

Las  mesas  de  exámenes  recibieron  el  contingente  de  los  profesores 
suplentes,  jóvenes  abogados,  en  su  mayor  parte  ;  pero,  nada  ó  poquísi- 
mo ganó  la  formación  del  profesorado. 

Visitábamos  la  casa,  dos  veces  por  año,  en  diciembre  y  en  marzo, 
es  decir,  en  las  épocas  de  exámenes. 

Eramos  examinadores,  simplemente,  y  cumplíamos  nuestro  deber 
con  la  natural  inseguridad  de  quien  interroga  al  tenor  de  las  preguntas 
de  programas  nunca  enseñados,  temerosos  de  avanzar  demasiado  en  la 
exploración  ó  de  detenernos  en  las  cosas  elementales.  Sólo  se  llegaba  á 
la  cátedra  por  licencia  del  titular  ;  el  suplente  no  tenía  función  docente 
propia. 

Era  necesario  dársela,  porque  el  profesor  universitario  no  se  forma 
en  la  soledad  del  gabinete.  Allí  se  adquieren  y  se  metodizan  conoci- 
mientos, pero  no  se  aprende  á  transmitirlos.  Es  menester  el  auditorio, 
la  comunión  espiritual  con  los  alumnos,  que  enseña  á-medir  el  esfuer- 
zo, á  elegir  los  medios  de  interesar  la  atención,  de  inculcar  las  ideas, 
transmitirlas  del  profesor  al  alumno  ;  el  tacto  y  la  discreción  en  las  re- 
laciones de  maestro  y  discípulo,  el  ejercicio  y  desarrollo,  en  una  pala- 
bra, de  esas  múltiples  cualidades  que,  con  el  dominio  de  su  materia, 
hacen  al  buen  profesor. 
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A.  la  par  de  esta  necesidad,  otras  se  hacen  sentir,  directa  ó  indirec- 
tamente relacionadas  con  el  progreso  de  la  institución  y  la  buena  rea- 
lización de  sus  altos  fines  sociales:  el  activo  fomento  de  su  biblioteca, 
instrumento  irreemplazable  por  su  costo  para  las  consultas  é  investiga- 
ciones de  los  estudiantes ;  un  nuevo  local  amplio  y  dotado  de  todas  las 
instalaciones  requeridas  para  los  diversos  servicios  de  un  instituto  de 
estudios  superiores  de  una  gran  ciudad,  y,  sobre  todo,  agregar  á  la  en- 
señanza integral  y  sus  viejos  métodos,  disciplinas  más  severas,  es- 
tudios especializados,  y,  por  ende,  más  intensos,  más  hondos  y  com- 
pletos. 

Estos  eran,  señores,  someramente  expuestos,  los  principales  proble- 
mas que  esperaban  solución  cuando  á  fines  de  1906  los  estatutos  refor- 
mados entregaron  al  consejo  directivo,  elegido  por  el  cuerpo  de  profe- 
sores, la  tarea  y  la  responsabilidad  de  dirigir  la  Facultad. 

Ahí  estaban,  cerrando  el  camino,  al  avance  impostergable  ;  y  todos 
se  abordaron  y  con  mayor  ó  menor  acierto  se  han  resuelto  ó  están  en 
vías  de  serlo.  Otros  se  acercan  ó  van  llegando,  y  á  nosotros  ó  á  los  que 
nos  sucedan,  tocará  afrontarlos.  Es  la  ley  de  la  vida  :  la  vie,  c'est  de 
marcher  toiíjoiirs,  decía  uno  de  los  más  grandes  pensadores  contempo- 
ráneos. 

Permitidme  ahora,  puesto  que  os  hablo  en  representación  de  la  Fa- 
cultad y,  por  tanto,  en  carácter  de  mandatario,  que  rinda  cuenta  do- 
cumentada de  su  gestión  ;  permitidme  que,  brevemente,  para  no  abu- 
sar de  vuestra  atención,  trace  el  cuadro  de  la  situación  actual. 

La  colaboración  permanente  de  los  profesores  suplentes  en  la  ense- 
ñanza ha  quedado  asegurada  por  dos  medios  concordantes  y  eficaces  : 
la  división  de  los  cursos  en  integrales  é  intensivos,  en  virtud  de  la  or- 
denanza de  octubre  de  1909;  y  las  conferencias  complementarias  y 
obligatorias. 

Por  el  primero  de  estos  medios,  el  profesor  suplente  adjunto  dicta 
un  curso  durante  todo  el  año:  y  por  el  segundo,  colabora  en  el  del  ti- 
tular y  lo  complementa. 

Y  por  ambos  se  obtiene  la  formación  de  mesas,  compuestas  de  miem- 
bros especialistas  en  cada  materia,  conocedores  de  los  programas  en 
todos  sus  detalles  y  peculiaridades,  y  de  los  alumnos  :   ofreciendo  las 


ACTOS  OFICIALES  63i 

mayores  garantías  posibles  de  acierto  y  justicia  en  la  apreciación  de  las 
pruebas. 

Por  encima  de  estas  ventajas,  se  logra,  se  ha  logrado  ya,  para  los 
casos  de  licencias  ó  de  vacancias,  el  reemplazante  competente,  pronto 
para  ocupar  la  cátedra  y  regentearla,  sin  las  vacilaciones  y  tanteos  de 
los  profesores  improvisados,  que  no  han  pasado  por  los  preparativos 
de  los  ensayos. 

La  intensificación  de  los  estudios,  verdadera  imposibilidad  en  todas 
partes  comprobada  por  el  sistema  de  las  conferencias,  exclusivo  ó,  por 
lo  menos,  dominante  en  los  cursos  muy  concurridos  de  la  abogacía, 
se  ha  procurado  alcanzarla  por  medio  de  los  cursos  llamados  «  intensi- 
vos )) ,  cuyo  carácter  no  se  interpreta  uniformemente  y  cuya  utilidad  y 
eficacia  muchos  desconocen,  porque,  impacientes,  no  esperan  la  madu- 
rez del  fruto. 

He  dicho  en  mi  discurso  de  191 1,  que  estos  cursos  no  deben  confun- 
dirse con  el  seminario;  y  añadiré  ahora  que,  en  sí  mismos,  no  consti- 
tuyen un  método  de  enseñanza.  Pero,  en  la  reglamentación  de  la  orde- 
nanza vigente,  correctamente  aplicada,  importa  el  establecimiento  de 
cursos  monográficos,  limitados,  por  consiguiente,  en  su  extensión,  lo 
que  permite  ahondar  la  investigación,  mostrar  las  fibras  íntimas  del 
tema,  las  ramificaciones,  las  conexiones,  el  conjunto  y  los  detalles,  en- 
sanchando horizontes,  despertando  curiosidades  y  mostrando  las  com- 
plejidades ocultas  bajo  las  apariencias  simples.  «  No  es  el  método  de 
enseñanza  lo  que  es  intensivo,  ha  escrito  con  perfecta  exactitud  el  señor 
consejero  Dellepiane,  sino  la  calidad  ó  clase  de  la  enseñanza  misma, 
que  resulta  intensiva  ó  intensificada  por  el  mero  hecho  de  haber  sido 
limitada  en  su  extensión  ;  y  á  ese  resultado  será  posible  llegar  por  la 
aplicación  de  métodos  diversos.  » 

Pero,  aparte  de  las  consecuencias  directas  ya  señaladas  del  curso  in- 
tensivo ó  monográfico,. que  favorece  la  consecución  del  objetivo,  la  or- 
denanza compele  al  profesor  y  al  alumno  á  abandonar  la  exclusividad 
de  la  conferencia  y  á  seguir  un  método  nuevo,  en  cuanto  exige  la  mo- 
nografía y  la  colaboración  del  estudiante. 

No  se  ha  implantado,  ciertamente,  el  seminario  :  pero  conservando 
la  antigua  vía  recorrida  por  tantas  generaciones,   se  ha  abierto  otra. 
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áspera  é  inconclusa  todavía,  porque  so  corta  en  la  dura  roca  do  los  há- 
bitos inveterados. 

Y  por  ambos  caminos  paralelos  nuestros  alumnos  irán  más  lejos, 
verán  más  alto  y  pensarán  más  hondo. 

Cabe,  desde  luego,  afirmar  que,  desde  su  implantación  y  malgrado 
los  tropiezos  y  las  imperfecciones  que  se  irán  suprimiendo  y  corrigien- 
do, los  dos  cursos  intensivos  por  cada  año  y  la  monografía  obligatoria 
han  dado  resultados  benéficos  apreciables. 

A  la  necesidad  de  consultar  libros  para  preparar  las  monografías  se 
debe,  en  buena  parte,  la  afluencia  creciente  de  lectores  á  la  biblioteca, 
circunstancia  muy  halagüeña  que  compensa  los  esfuerzos  realizados  en 
estos  últimos  años  para  darle,  con  los  recursos  ordinarios  y  algunos 
extraordinarios  de  importancia,  considerable  incremento.  En  la  última 
memoria  del  señor  consejero  Orma,  director  de  la  biblioteca,  se  leen, 
en  efecto,  estas  cifras  elocuentes:  obras  consultadas  19.496,  número 
de  lectores  i5.545.  Aumento  de  lectores  en  un  año  58  por  ciento,  y 
de  obras  consultadas  45  por  ciento. 

Bien  sabemos,  sin  embargo,  cjue  la  acción  benéfica  á  que  me  refiero 
sólo  se  extiende  á  los  jóvenes  cjue  disponen  de  tiempo  y  voluntad  para 
llenar  laboriosamente  su  deber.  No  alcanza  ni  alcanzará,  salvo  conta- 
das excepciones,  á  la  legión  de  los  que,  al  amparo  de  la  libérrima  ley 
de  1890  usan  y  abusan  de  la  libertad  de  rendir  examen  en  las  épocas 
de  marzo  y  diciembre. 

El  fenómeno  y  el  mal  no  nos  son  peculiares.  Refiriéndose  á  los  nu- 
merosos estudiantes  dispensados  de  asidua  asistencia  en  razón  de  ejer- 
cer funciones  públicas,  M.  Liard  en  su  último  libro,  La  universidad  de 
Paris,  dice  :  «  Todos  estos  estudian  en  libros,  en  cuadernos  redactados 
con  arreglo  á  los  cursos  de  los  catedráticos,  detestable  método  heredado 
de  la  vieja  Facultad  de  París.  Resulta  de  ello  que  la  Facultad  toma 
exámenes  á  nmchos  estudiantes  que  no  ha  formado,  y  otorga,  como  en 
otros  tiempos,  certificados  de  licenciatura  á  candidatos  que  no  ve  sino 
una  vez  al  año  en  el  día  del  examen.  » 

Aquí  no  concurren  á  las  aulas  porque  la  ley  los  autoriza  á  estudiar 
sin  maestros  ;  y  los  libros  y  cuadernos  de  M.  Liard  suelen  ser,  muy 
frecuentemente,  los  tradicionales  y  funestos  Apuntes  hojeados  rápida- 
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mente,  en  la  nerviosidad  del  examen  próximo,  sin  darse  tiempo  á  ve- 
ces para  notar  que,  desde  la  fecha  de  las  ediciones,  nuevos  hechos, 
nuevas  leyes,  nuevas  doctrinas  han  envejecido  las  nociones  con  que  re- 
cargan su  memoria  en  el  mayor  olvido  de  las  reglas  de  la  higiene  men- 
tal que  ya  enunciaba  el  viejo  Montaigne,  comparando  las  funciones 
mentales  con  las  del  estómago. 

Para  este  mal  que  conspira  contra  el  valer  de  nuestros  diplomas  no 
conozco  por  ahora,  sino  un  remedio  de  mediocres  efectos  :  la  severidad 
en  la  apreciación  de  las  pruebas,  reemplazando  la  generalizada  y  nociva 
benignidad. 

La  nueva  casa  es  una  necesidad  estrictamente  ligada  al  desarrollo  de 
la  enseñanza. 

En  la  ceremonia  de  la  colocación  de  la  piedra  fundamental,  el  año 
pasado,  tuve  oportunidad  de  indicarlo.  Dije  entonces  :  «  Debe  ser  yes, 
sin  duda,  centro  de  estudios  superiores  ;  pero  también  laboratorio  y 
gabinete  de  experimentaciones  científicas  —  exteriorizadas  en  publica- 
ciones propias,  —  de  sus  profesores,  de  sus  alumnos  y  de  cuantos  quie- 
ran, en  el  interior  ó  en  el  extranjero,  traer  su  aporte  á  la  obra  inter- 
minable. Y  en  este  sentido,  la  biblioteca  copiosa,  completa,  al  día  es  el 
taller  indispensable,  con  sus  vastas  salas  de  lectura  y  las  celdas  cómo- 
das, bañadas  de  aire  y  de  luz,  para  el  trabajo  individual  y  la  medita- 
ción solitaria. 

{(  Los  Anales  y  los  Estudios,  que  son  ya  una  realidad,  destinados  los 
unos  á  los  trabajos  del  año  y  los  otros  á  formar  una  vasta  compilación 
de  obras  más  extensas,  con  las  proporciones  del  libro,  á  la  manera  de 
sus  similares  de  Norte  América,  reclaman  á  su  vez,  para  sus  oficinas 
de  dirección  y  administración,  un  poco  de  espacio  en  la  casa  común. 

((  Luego  las  asociaciones  de  estudiantes,  propiciadas  por  los  estatutos, 
constituidas  y  en  pleno  desenvolvimiento,  propenderán,  á  mi  entender, 
en  su  próxima  evolución,  á  la  ayuda  mutua,  que  es  una  de  las  manifes- 
taciones más  útiles  de  la  solidaridad  ;  y  formarán  de  todos  modos,  por 
su  composición,  el  grupo  más  numeroso  é  interesante  de  la  familia 
universitaria  :  y  á  tal  título  justo  será  admitirlo  á  celebrar  aquí  sus 
reuniones,  propagar  sus  ideas,  llenar,  en  una  palabra,  la  parte  que  le 
corresponde  en  la  división  del  trabajo.  » 
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Es  que,  en  efecto,  el  horario  único  matinal,  la  instalación  de  la  bi- 
blioteca que  crece  rápidamente  en  libros  y  en  concurrencia,  la  implan- 
tación del  seminario,  método  vinculado  a  la  inauguración  délos  cursos 
del  doctorado :  los  trabajos  prácticos  del  notariado,  carrera  especial 
que,  con  la  diplomática  y  consular  y  la  administrativa,  han  ensancha- 
do la  acción  de  la  Facultad ;  las  conferencias  de  profesores  extranjeros, 
y  otras  muchas  cosas  no  pueden  realizarse  en  esta  casa  estrecha,  inade- 
cuada, visiblemente  insuficiente  para  albergar  este  instituto  de  estudios 
superiores. 

Arbitrar  los  medios  para  terminarla,  en  el  más  breve  plazo  posible, 
es  lo  que  falta,  una  vez  resueltos  como  están,  la  ubicación,  los  planos 
y  el  contrato  de  ejecución. 

Esto  y  la  solución  del  doctorado,  he  ahí  el  programa  del  año  pre- 
sente. 

Una  suerte  adversa  parece  postergar  siempre,  cuando  se  cree  lograda, 
esta  reforma  fundamental,  anunciada  desde  la  reorganización  univer- 
sitaria de  1874.  Hemos  tenido  el  doctorado  previo  al  título  de  abogado 
y,  en  seguida,  el  doble  título,  conjuntamente  ó  separado  por  la  prueba 
de  la  tesis  ;  pero  continúa  en  el  estado  de  promesa  el  doctorado,  arriba 
de  la  abogacía,  distanciado  de  ella  por  estudios  especiales,  según  se 
practica  en  todas  las  grandes  universidades  del  mundo  civilizado. 

Este  año  debían  abrirse  los  nuevos  cursos  ;  pero,  la  incorporación 
del  histórico  Colegio  nacional  de  Buenos  Aires  á  la  Universidad  y  su 
plan  de  estudios  de  seis  años,  por  una  parte,  y  la  conveniencia  de  re- 
ver, antes  de  ponerlo  en  práctica,  el  plan  de  1908,   lo   han  impedido. 

El  asunto  está  á  la  orden  del  día.  La  discusión  ha  comenzado  y  las 
disidencias  han  aparecido  en  lo  que  respecta  á  métodos  de  enseñanza, 
al  régimen  de  la  opción  ó  al  plan  cerrado,  á  las  asignaturas  enciclopé- 
dicas ó  especializadas  y  á  la  elección  de  las  materias  mismas. 

No  es  la  oportunidad  de  avanzar  opiniones  sobre  estas  cuestiones 
delicadas,  de  cuya  acertada  solución  depende  bastante  el  éxito  del  doc- 
torado. 

En  el  próximo  y  amplio  debate  la  luz  se  hará  y  podrán  defender  sus 
ideas  y  sus  puntos  de  vista  los  que  tienen  voz  en  el  capítulo.  Acaso  en 
algunos  puntos,  me  inclino  á  pensarlo  y  lo  anticipo,   sean  conciliables 
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las  disidencias,  porque  no  son  esenciales.  Así,  por  ejemplo,  nadie  re- 
pudia el  método  pedagógico  del  seminario  ni  desconoce  su  bondad  para 
formar  la  selecta  pléyade  intelectual  que  el  país  reclama.  La  discrepan- 
cia reside  solamente  en  que  unos  lo  quieren  obligatorio  para  todos  los 
profesores  y  para  todos  los  cursos,  y  los  otros  se  reducen  á  prescribir, 
simplemente,  la  enseñanza  intensiva. 

Y  como  el  seminario  no  es  adaptable  á  los  cursos  numerosos,  y  la 
concurrencia  á  las  futuras  clases  del  doctorado  es,  por  ahora,  un  enig- 
ma, no  será  difícil,  en  mi  concepto,  encontrar  la  fórmula  feliz  que 
concilie  el  conflicto  en  apariencia  irreductible. 

Me  detengo,  pues  no  debo  excursionar  en  terreno  extraño  á  este  acto. 

Señores  : 

La  Facultad  marcha  tranquila,  llenando  cada  uno  su  deber  en  el 
puesto  que  su  situación  le  marca,  en  feliz  armonía,  afirmada  en  el  res- 
peto mutuo,  en  un  espíritu  invariable  de  justicia  que  las  autoridades 
directivas  administran,  oyendo  á  todos  por  igual,  sin  distinciones  jerár- 
quicas irritantes,  cuando  se  trata  de  dar  á  cada  uno  lo  que  es  suyo. 

La  entidad  colectiva  de  los  estudiantes  tiene  su  representación  reco- 
nocida en  el  centro  por  ellos  formado;  y  su  presidente  trae  al  decano, 
por  escrito  ó  verbalmente,  las  quejas  ó  las  aspiraciones  de  sus  repre- 
sentados, y  no  recibe  jamás  respuestas  autoritarias,  sino  resoluciones 
apoyadas  en  buenas  razones. 

La  disciplina  no  se  afianza  en  nuestros  tiempos  en  los  institutos  su- 
periores de  enseñanza  con  ceños  adustos  y  el  principio  absoluto  de 
acatamiento  á  la  orden  superior. 

Infunde  mayor  respeto  á  jóvenes  universitarios,  en  la  edad  viril,  el 
mandato  emanado  de  la  ley  ó  de  los  reglamentos  y  correctamente  eje- 
cutado por  la  legítima  autoridad.  Así  lo  entendemos  y  practicamos  y 
me  complazco  en  declarar  que,  en  el  año  transcurrido,  no  me  he  visto 
en  el  caso  de  reprimir  ningún  acto  de  indisciplina,  ni  la  menor  irres- 
petuosidad. 

La  Facultad  marcha  tranquila  y  lleva  vida  activa,  movida  por  ansias 
patrióticas  de  mejoramiento  y  de  progreso. 
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Que  prosiga  en  la  buena  vía,  laboriosamente,  plena  de  energías,  son 
mis  votos  al  declarar  inaugurados  los  cursos  de  191 3. 


II 

Discurso  de  presentación  del  señor  Leopoldo  Mabilleau 
por  el  doctor  Antonio  Dellepiane 

Señores  : 

En  un  barrio  apartado  del  París  mundanal  y  rumoroso  tiene  su  sede 
una  institución,  francesa,  por  su  origen,  pero,  como  todo  lo  que  brota 
del  genio  expansivo  y  civilizador  de  Francia,  universal,  por  el  alcance 
de  sus  beneficios.  El  título  de  «  Museo  social  »,  con  que  se  decora,  no 
dice  con  exactitud  suficiente  los  múltiples  fines  del  instituto  :  archivo, 
biblioteca,  consultorio  y  escuela  social,  todo  á  la  vez,  su  misión  es  re- 
colectar datos,  de  toda  clase  y  procedencia,  para  ofrecerlos  después 
graciosamente  á  quienquiera  se  proponga  utilizarlos  en  mejorar,  ma- 
terial ó  moral  mente,  á  los  trabajadores. 

Esta  institución,  que  ha  proliferado  ya  en  multitud  de  asociaciones 
filiales,  una  de  ellas  recién  nacida  en  Buenos  Aires,  posee  la  envidiable 
fortuna  de  contar,  como  director  administrativo,  al  señor  Leopoldo 
Mabilleau,  quien,  á  las  dotes  eminentes  de  autorizado  sociólogo  y  de  vi- 
brante conferencista  reúne  la  inapreciable  ventaja  de  ser  un  verdadero 
((  profesor  de  energía  )),  un  fervoroso  apóstol  y  predicador  laico,  un 
intrépido  cruzado  del  pacifismo  social;  circunstancias  que  han  induci- 
do al  consejo  directivo  de  la  Facultad  á  brindar  al  distinguido  huésped 
esta  tribuna  universitaria,  para  que,  desde  ella,  esparza  en  el  espíritu 
selecto  de  nuestras  nobles  matronas  y  en  el  alma  sana  de  la  juventud 
argentina,  y  en  todos  cuantos  acudan  al  reclamo  de  sus  lecciones,  es- 
parza, digo,  su  benéfica  siembra  de  ideas  útiles  y  de  viriles  incitaciones 
á  la  acción. 

Su  arribo  es  oportuno.  Llega  cuando  apagados  los  ecos  de  pasadas 
violencias,  la  rebeldía  y  la  represión  han  distendido  sus  resortes  y  flota 
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en  el  ambiente  un  contagioso  anhelo  de  crear  instituciones  y  de  com- 
pletar, con  tacto  y  sin  apresuramiento,  nuestra  incipiente  legislación 
social. 

El  mutualismo  y  la  cooperación,  fecundos  generadores,  en  otros 
países,  de  bienestar  y  solidaridad  social,  asumen  en  el  nuestro  propor- 
ciones mezquinas  y  adolecen  de  vicios  y  taras  de  constitución.  La  coope- 
ración se  nutre  del  ahorro,  que  hasta  ahora  no  ha  sido  virtud  nacio- 
nal, y  al  que  lejos  de  estimular,  propendemos  á  contener,  erigiendo  el 
juego  en  institución  legal  y  difundiendo  la  lotería,  que,  al  par  de  los 
hospitales  y  hospicios,  hace  los  menesterosos  destinados  á  llenarlos. 
Peca  también  el  Estado  por  deficiencia  de  contralor,  hallándose  toda- 
vía incapacitado  para  impedir  que,  ala  sombra  de  la  simpática  bandera 
de  la  mutualidad,  surquen  nuestros  mares  comerciales,  esos  bajeles 
piratas  cuya  industria  es  hacer  presa  en  el  fruto  de  las  fatigas  y  priva- 
ciones del  pobre.  Pueda,  la  propaganda  del  señor  Mabilleau,  darnos 
una  más  clara  visión  de  nuestros  deberes  sociales.  Pueda  su  prédica 
acabar  de  persuadirnos  de  que,  para  disminuir  la  miseria  y  labrar  la 
concordia  entre  los  hombres  existen  ciertos  arbitrios,  singularmente 
eficaces,  que  no  excluyen  sino  completa  la  acción  de  la  caridad,  ante  la 
cual,  días  pasados  se  inclinaba  justamente  con  admiración  y  respeto,  el 
ilustre  mutualista,  considerándola,  sin  duda,  inmortal  é  irreemplaza- 
ble, porque  ofrece  el  socorro  en  la  envoltura  de  la  simpatía,  porque  im- 
pregna la  dádiva  con  el  perfume  del  amor. 

Señores :  El  arte  del  ingeniero  emplea  dos  modos  distintos  para  ni- 
velar :  el  desmonte  y  el  terraplenamiento.  Los  ediles  de  Roma,  en  su 
incesante  labor  de  reedificación  urbana,  usaron,  de  preferencia,  el  se- 
gundo procedimiento.  Cuando  elevaban  un  edificio,  en  el  sitio  ocupado 
por  otro,  solían  no  demoler  por  completo  el  antiguo  ;  dejando  en  pie 
los  muros,  hasta  cierta  altura,  rellenaban  el  interior  con  tierra  y 
escombros,  y,  sobre  la  especie  de  meseta  así  formada,  erigían  luego  la 
nueva  construcción.  Por  tal  modo,  las  modestas  viviendas  situadas  al 
pie  de  las  históricas  colinas,  fueron  ascendiendo  á  sitios  más  elevados  y 
acercándose  á  las  moradas  suntuosas  erguidas  en  lo  alto  de  los  montí- 
culos ;  lo  que  daba  por  resultado  que  el  goce  inestimable  del  aire  y  la 
luz  solar,  dejaran  de  ser  privilegio  de  los  ricos. 
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Señores  :  Imitemos  en  lo  social,  á  nuestros  padres  latinos,  y,  para 
ello,  oigamos  al  señor  Mabilleau  exponer  y  preconizar  con  su  verba 
cautivante  los  medios  que  conoce  de  nivelar  a  por  arriba  ». 


III 

Discurso  de  presentación  del  doctor  Mariano  de  Vedia  y  Mitre 
por  el  doctor  Eduardo  L.  Bidau 

Señores  : 

La  Facultad  os  ha  invitado  para  oir  al  doctor  Mariano  de  Vedia  y 
Mitre,  rector  del  Colegio  nacional  sud  y  profesor  de  la  Facultad  de  filo- 
sofía y  letras,  que  nos  trae  el  resultado  de  sus  estudios  é  investigacio- 
nes acerca  de  la  acción  de  un  hombre  de  Estado,  cuya  alta  y  noble  figu- 
ra, no  apreciada  aún  en  su  justa  medida,  descolló  en  la  primera  década 
de  nuestra  vida  independiente. 

El  consejo  directivo  ha  cedido  gustoso  para  ese  objeto  la  cátedra, 
honrada  en  los  últimos  tiempos  por  ilustres  pensadores  y  profesores 
extranjeros,  al  joven  universitario  formado  en  las  aulas  de  esta  casa, 
no  sólo  porque  aprecia  los  meritorios  trabajos  de  historiador  que  lleva 
publicados,  sino  porque  en  la  conferencia  de  hoy,  aporta  su  contribu- 
ción á  la  historia  diplomática  argentina,  un  fragmento  más  á  los  que 
se  hallan  dispersos,  en  páginas  incidentales  de  obras  históricas  genera- 
les ó  en  monografías  sobre  episodios  determinados,  no  muy  abundan- 
tes, no  siempre  inspiradas  en  espíritu  científico  ni  basadas  en  una  do- 
cumentación seria. 

La  contribución  del  doctor  Vedia  y  Mitre  encuadra  bien,  por  otra 
parte,  en  el  programa  que  la  Facultad  procura  empeñosamente  reali- 
zar por  todos  los  medios  á  su  alcance,  de  reunir  cuanto  antecedente 
útil  encierra  nuestro  pasado  para  la  organización  y  desenvolvimiento 
social,  jurídico  y  político  del  país. 

Y  no  cabe  dudar  que  mucha  luz  falta  todavía  hacer  sobre  las  múlti- 
ples misiones  diplomáticas  que,  durante  el  gobierno  de  Pueyrredón» 
desenvolvieron  su  acción  en  Europa  y  en  América. 
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Q-Guál  fué  en  ellas  el  papel  del  director  supremo,  qué  ideas  tuvo  en 
este  sentido  el  gobernante  que  tan  eficazmente  secundó  la  empresa  li- 
bertadora del  gran  capitán  ? 

Es  lo  que  va  á  decirnos  el  estudioso  conferencista,  á  quien  cedo  la 
palabra,  muy  complacido  de  brindarle  esta  nueva  oportunidad  de  pro- 
bar que  no  entiende  llevar  sus  dos  apellidos  ilustres,  por  simple  dere- 
cho hereditario. 


IV 

Pueyrreddn  y  la  diplomacia  de  su  tiempo 

CONFERENCIA   PRONUNCIADA  EN   LA   FACULTAD  DE    DERECHO    Y  CIENCIAS   SOCIALES 

El  régimen  colonial,  que  cayó  con  la  revolución,  no  constituía  una 
herencia  aprovechable  para  el  ejercicio  del  gobierno  propio.  Los  hom- 
bres que  tomaron  sobre  sí  la  responsabilidad  del  movimiento,  habían 
recibido  una  defectuosa  educación  política,  y  se  hallaban  imperfecta- 
mente preparados  para  la  fundación  de  un  sistema  de  libertad.  El  pue- 
blo, á  su  vez,  mantenido  sistemáticamente  en  la  ignorancia,  no  poseía 
capacidad  bastante  para  usar  de  su  soberanía  recién  conquistada.  Y  así 
hubo,  empero,  de  fundarse  el  nuevo  régimen,  á  base  de  los  conoci- 
mientos teóricos  de  algunos  espíritus  cultivados,  de  la  acción  genial  de 
un  iluminado,  que  tal  aparece  para  mí  la  figura  extraordinaria  de  Ma- 
riano Moreno,  símbolo  viviente  déla  obra  revolucionaria,  y  del  abne- 
gado patriotismo  de  quienes  se  improvisaron  generales  como  Belgrano, 
ó  subieron  como  Saavedra  de  la  comandancia  de  patricios  á  la  cabeza 
del  gobierno,  ó  fueron  ambas  cosas  á  la  vez  como  Pueyrredón,  ó  se 
vieron  ungidos  diplomáticos  ante  las  primeras  potencias  del  mundo  y 
encaminados  á  lucha  desigual  con  los  políticos  consagrados  de  las  entes 
de  Europa,  como  Rivadavia;  y  así  salvaron  aquellos  hombres  la  inde- 
pendencia de  su  país,  y  así  fundaron  esta  patria,  ya  libre  y  organizada, 
cuando  los  que  nos  alzamos  para  juzgarlos  abrimos  los  ojos  á  la  luz. 

Nuestro  criterio  sobre  sus  hechos,  no  puede  formarse  sin  olvido  de 
las  circunstancias  en  que  actuaron  y  del  medio  en    que   se  desenvolvie- 
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ron.  No  es  lícito  tampoco,  ante  las  soluciones  alcanzadas,  pretender 
que  quienes  no  las  preconizaron  desde  el  primer  instante,  carecieron 
de  la  visión  del  bien  público  y  constituyeron  fuerzas  regresivas.  Nece- 
sario es  convenir  en  que  la  vida  actual  de  todos  los  pueblos  se  ha  for- 
mado tras  lenta  evolución,  y  que  por  grande  que  fuera  el  patriotismo 
de  nuestros  mayores  y  su  consagración  á  la  causa  déla  felicidad  común, 
no  era  dable  cimentar  en  un  día  la  independencia  y  la  libertad,  v  edi- 
ficar la  organización  nacional  sobre  bases  deleznables.  En  nuestro  pro- 
pio cuerpo  llevábamos  el  mal  que  nos  detenía  en  la  carrera  ascendente, 
y  los  hombres  de  gobierno  fueron  cjuienes  de  mas  cerca  lo  palparon, 
pues  su  esfuerzo  escollaba  ante  la  anarquía  interior,  tan  enemiga  su- 
ya como  la  misma  metrópoli,  aun  en  armas.  De  ahí  que  sus  pasos  no 
coincidieran  con  la  ruta  que  es  fácil  señalar  hoy  al  contemplar  el  espa- 
cio recorrido.  El  choque  de  las  fuerzas  sociales  trae  las  únicas  solucio- 
nes verdaderas.  Pretender  la  supresión  de  esa  lucha  fatal  importa  pa- 
rarse en  medio  de  los  hechos  para  intentar  dirigirlos  como  una  partida 
de  ajedrez  en  que  se  (|ueda  sin  contrincante,  de  modo  que  no  resulta 
dudosa  la  victoria. 

Y  sin  embargo,  á  cada  paso  advertimos  que  falta  ponderación,  falta 
verdadero  criterio  histórico  para  juzgar  la  iniciación  de  la  nacionalidad 
argentina,  en  muchos  de  los  escritores  cjue  han  estudiado  la  época. 
Vinculados  á  las  enconadas  pasiones  de  partido,  no  se  despojaron  en 
todos  los  casos  de  una  parcialidad  que  los  domina,  por  eso  sus  escritos 
si  dan  á  veces  una  verdadera  impresión  de  ambiente,  nos  muestran  al 
propio  tiempo  que  ello  es  menos  porque  el  autor  supiera  sobreponerse 
áél,  que  porque  cedió  á  influjos  fatales.  Y  en  general,  ante  el  progreso 
actual  de  las  ideas  políticas,  toda  iniciativa  que  en  tiempos  pasados  ten- 
diera á  hallar  resultados  diversos  á  los  que  hoy  aparecen  consagrados 
por  el  tiempo,  ha  sido  purgada  como  la  ilusión  ingenua  de  espíritus 
superficiales,  que  terrizaban  por  arriba  de  la  realidad,  y  que  se  esforza- 
ban obcecadamente  por  contrariar  las  corrientes  sanas  de  la  opinión 
pública.  Así  se  ha  fulminado  con  un  piadoso  menosprecio  á  todo  el  nú- 
cleo de  hombres  que,  en  un  momento  asaz  difícil  para  la  suerte  de  la 
revolución,  difícil  por  la  reconstrucción  de  la  monarquía  española,  por 
el  avance  de  sus  tropas,  por  el  anuncio  de  nuevas  y  poderosas  invasio- 
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nes,  y  difícil  también  por  la  energía  y  la  fuerza  que  restaban  á  la  causa 
independiente  los  elementos  anárquicos  del  litoral  argentino  y  de  la 
Banda  Oriental  del  Plata,  se  ha  fulminado,  decía,  á  los  hombres  direc- 
tivos que  en  tal  momento  creyeron  que  la  fundación  de  una  monar- 
quía constitucional  desarmaría  á  la  metrópoli  y  traería  consigo  la  sim- 
patía y  el  apoyo  de  las  potencias  del  viejo  mundo,  y  lo  creyeron  en 
circunstancias  en  que  había  caído  la  república  de  la  revolución  france- 
sa que  conmovió  con  sus  excesos  la  paz  y  la  existencia  misma  de  la 
Europa,  en  que  ninguna  de  las  grandes  potencias  consideraba  compa- 
tibles la  tranquilidad  y  el  orden  con  el  régimen  republicano  de  gobier- 
no, y  en  momentos,  en  fin,  en  que  lo  ilusorio  precisamente  era  pensar 
que  nuestro  pueblo  tenía  capacidad  política  para  gobernarse  á  sí  mis- 
mo, como  lo  demostró  con  cruel  elocuencia  la  tormentosa  tiranía  de 
Uosas,  que  no  respondió  al  capricho  de  un  hombre  ni  á  una  circuns- 
tancia momentánea,  sino  á  la  presencia  de  factores  mórbidos  que  el 
esfuerzo  perseverante  de  los  mejores  deslerró  por  fin. 

Y  en  cambio,  las  solidaridades  de  partido  á  las  vinculaciones  de  fa- 
milia han  llevado  á  esos  mismos  escritores  á  justificar  la  acción  pública 
del  único  jiobernante  argentino  cjue  sin  fe  en  la  resolución,  sin  espe- 
ranzas de  alcanzar  la  independencia  y  hasta  sin  la  conciencia  de  su  res- 
ponsabilidad, subscribió  aquella  nota  siniestra  dirigida  al  embajador  de 
la  Gran  Bretaña  en  Río  Janeiro  en  que  dijo  :  ((  solamente  la  generosa 
nación  británica  puede  poner  un  remedio  á  tantos  males  acogiendo  en 
sus  brazos  á  estas  provincias  que  obedecerán  á  su  gobierno  y  recibirán 
sus  leyes  ».  Por  mucho  que  hayan  hecho  los  esfuerzos  dialécticos,  no 
llegarán  nunca  á  torcer  el  sentido  de  ese  documento  en  que  textual- 
mente se  ofrece  á  Inglaterra  «  la  posesión  exclusiva  »  de  nuestro  terri- 
torio. 

Y  no  se  piense  que  sustento  la  absurda  pretensión  de  ser  depositario 
de  la  verdad  histórica,  y  ni  aun  siquiera  de  dilucidar  en  esta  conferen- 
cia, todas  las  cuestiones  que  con  el  tema  central  se  relacionan.  Es  tarea 
que  requiere  otro  desarrollo  y  otro  plan.  Quedarán,  pues,  seguramen- 
te algunas  lagunas  inevitables.  No  por  falta  de  fundamento  en  la  ex- 
posición, así  lo  pretendo  cuando  menos,  sino  por  la  imposibilidad  de 
salir  de  los  términos  lógicos  en  un  trabajo  de  esta  índole. 
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Recordemos  ante  todo,  en  qué  circunstancias  llega  Pueyrredón  al 
ejercicio  del  mando.  El  país  está  conmovido  por  la  anarquía  interior. 
Artigas  ha  conseguido  extender  su  influencia  al  litoral  y  aun  á  Córdo- 
ba. Los  realistas  han  gustado  la  victoria  y  se  hallan  á  las  puertas  del 
territorio  nacional.  Fernando  VII,  restaurado  al  trono  resuelve  enviar 
al  Plata  la  expedición  de  Morilo,  constituida  por  fuerzas  poderosas. 
El  gobierno  portugués  está  sobre  la  provincia  Oriental.  En  Río  repre- 
senta al  país  don  Manuel  García  que  da  alas  á  la  invasión.  Su  antece- 
sor en  el  mando  supremo,  Alvear,  ha  dejado  iniciada  la  gestión  antes 
aludida  con  el  gobierno  inglés,  aunque  los  plenipotenciarios  que  nom- 
bró y  las  circunstancias  del  momento,  contribuyeron  por  fortuna  á 
desnaturalizarla  en  parte.  El  general  San  Martín  prepara  en  Mendoza 
con  grandes  tropiezos  la  organización  del  ejército  libertador  de  Chile. 
La  autoridad  nacional  es  resistida  en  la  mitad  del  territorio.  Dentro  y 
fuera  de  él,  la  acción  gubernativa  y  diplomática  se  han  desenvuelto  en 
sentido  contrario  á  las  inspiraciones  que  Pueyrredón  lleva  al  gobierno. 

El  congreso  de  Tucumán  que  lo  eligió  vio  reunidos  en  él  atributos 
sobresalientes.  Desde  la  primera  invasión  inglesa  su  nombre  figura 
constantemente  vinculado  á  la  conquista  de  la  libertad  argentina.  Sus 
prestigios  militares  ya  ganados  en  aquella  ocasión,  se  afianzaron  justa- 
mente cuando  después  de  Huaqui  emprendió  su  famosa  retirada  sal- 
vando les  caudales  y  el  armamento  al  frente  de  un  puñado  de  bravos  y 
protegiendo  á  la  vez  al  grueso  del  ejército.  Como  gobernador  intenden- 
te de  Córdoba  y  de  Salta  se  había  ensayado  ya  con  éxito  en  las  tareas 
ubernativas  y  servido  lealmente  la  causa  de  la  revolución.  En  el  triun- 
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virato  había  sido  luego  un  eficaz  colaborador  de  Rivadavia,  el  grande 
hombre  de  aquellos  días  y  con  él  sufrió  las  consecuencias  del  movi- 
miento del  8  de  octubre  que  dejó  justificadas  las  conmociones  intesti- 
nas en  nuestro  país.  Se  hallaba  algún  tiempo  después  en  San  Luis 
cuando  fué  elegido  representante  de  esa  provincia  al  congreso  que  lo 
nombró  luego  director  supremo.  Durante  su  estadía  allí,  hubo  de  ven- 
tilar una  cuestión  personal  con  Monteagudo,  cambiándose  con  él  dos 
cartas  que  muestran  el  temple  de  su  espíritu  y  que  acaban  de  ser  pu- 
blicadas por  don  Alejandro  Rosa,  director  del  musco  Mitre,  en  la  co- 
lección de  los  documentos  de  su  archivo.  Era  todo  un  hombre. 
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En  las  funciones  del  gobierno  supremo,  habrá  de  mostrarse  también 
un  hombre  de  estado.  Conservaría  íntegramente  la  conciencia  de  su 
deber.  No  cedería  un  punto  en  sus  convicciones.  Pero  tendría  la  con- 
dición superior  del  verdadero  estadista  :  la  de  saber  transigir  con  las 
ideas  opuestas  cuando  no  desnaturalizan  las  propias  y  siempre  que  una 
altitud  extrema  hubiera  acarreado  males  mayores  dando  el  triunfo  á 
sus  enemigos.  El  mérito  de  un  gobernante  no  está  sólo  en  realizar  ín- 
tegro su  pensamiento  sin  obstáculos  al  frente.  Reside  también  en  des- 
viarlos antes  de  escollar  en  ellos,  en  el  abandono  absoluto  de  toda  con- 
sideración de  amor  propio,  en  la  consumación  de  la  obra  posible  atento 
los  tiempos  y  los  hombres.  Tal  fué  Pueyrredón.  Ello  no  importa  en 
manera  alguna  la  adopción  de  una  conducta  pasiva  ni  que  se  dejara 
llevar  por  los  sucesos,  como  una  masa  inerte.  Cuando  el  caso  llegó,  y 
llegó  bien  pronto,  supo  adoptar  la  actitud  radical  que  las  circunstan- 
cias imponían  y  salvó  merced  á  ello,  y  de  un  solo  golpe,  la  suerte  déla 
revolución . 

Su  primer  paso  al  ser  nombrado,  consiste  en  apoyar  decididamente 
la  expedición  libertadora  de  San  Martín.  Demora  la  asunción  del  man- 
do hasta  convenir  con  el  gran  capitán  los  medios  de  realizar  su  plan 
táctico  de  cuyo  éxito  dependía  en  gran  parte  la  independencia  de  Amé- 
rica. Las  piezas  de  correspondencia  oficial  y  particular  cambiada  entre 
estos  dos  hombres  y  que  el  historiador  de  San  Martín  publicó,  mues- 
tran hasta  qué  punto  se  entregó  Pueyrredón  á  esa  idea  y  cuál  fué  su 
colaboración  en  la  empresa.  Sin  él  quizá  no  se  hubiera  consumado  en- 
tonces la  libertad  de  Chile,  sin  él  los  ejércitos  de  la  patria  no  hubieran 
recibido  el  hálito  vital  que  los  empujó  á  la  victoria,  sin  él  la  espada  de 
San  Martín  no  hubiera  tal  vez  aventado  las  tropas  reales  marcándoles 
límites  que  no  traspasarían,  quizás  entonces  no  hubiera  sido  posible 
siquiera    la  realización  de  aquella  campaña  legendaria. 

Los  laureles  que  en  ella  conquistó  el  vencedor,  alcanzan  á  cubrir  las 
sienes  del  director  supremo,  que  la  alentó  con  entusiasmo  de  patriota, 
la  propulsó  con  visión  de  estadista  y  la  quiso  con  espíritu  de  argen- 
tino. 

Instalado  luego  Pueyrredón  en  el  asiento  del  gobierno,  abordó  las 
cuestiones  diplomáticas  ya  planteadas  por  sus  antecesores.    Se  sabe  que 
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SO  pretexto  de  combatir  á  Artigas,  el  enviado  argentino  en  Hío,  justifi- 
caba la  invasión  lusitana  al  territorio  Oriental.  Ella  se  había  producido 
ya  cuando  Pueyrredón  llegó  al  gobierno  y  el  hecho  basta  por  sí  solo 
para  desautorizar  la  especie  de  que  él  apoyaba  esa  política,  que  por  otra 
parte  combatió  en  la  medida  de  sus  fuerzas,  pues  como  es  notorio  y  só- 
lo lo  repito  para  fijar  la  filiación  de  los  sucesos,  el  congreso  tenía  re- 
suelto reservarse  la  dirección  de  las  relaciones  exteriores.  La  acción  de 
Pueyrredón,  fué,  pues,  de  resultados  parciales  y  ya  he  dicho  que  en 
mi  opinión  ahí  reside  su  grandeza:  en  haber  realizado  la  obra  posible, 
y  en  no  haber  abandonado  el  campo  á  los  ineptos  ó  á  los  mal  inspira- 
dos, cada  vez  que  su  esfuerzo  se  vio  detenido,  ó  que  no  le  fué  dable 
consumar  íntegro  su  pensamiento. 

Las  gestiones  de  García  contaban  con  el  apoyo  del  congreso.  Ésle 
creía  como  aquél  que  los  intereses  argentinos  y  portugueses  eran  cohe- 
rentes y  que  nada  importaba  la  pérdida  de  la  provincia  Oriental  y  aún 
la  pérdida  de  la  nacionalidad  argentina  con  tal  de  concluir  con  la  anar- 
quía de  Artigas.  Y  como  el  aserto  es  grave,  quiero  justificarlo  renovan- 
do el  recuerdo  de  documentos  históricos  de  valor  irrecusable.  Embarca- 
rlo en  la  corriente  de  García,  el  congreso  resolvió  el  envío  de  dos  comi- 
sionados ante  el  Brasil  con  instrucciones  que  dividió  en  «  reservadas  » 
y  ((  reservadísimas  ».  Las  que  destinaban  al  que  debía  trasladarse  á  la 
costa  de  Río  de  Janeiro,  pues  el  otro  enviado  se  acreditaba  ante  el  ba- 
rón de  la  Laguna  que  comandaba  el  ejército  invasor,  contenían  esta 
cláusula  :  «  si  se  le  exigiese  al  comisionado  que  las  provincias  unidas 
se  incorporen  á  las  del  Brasil  se  opondrá  abiertamente;  pero  si  después 
de  apurados  todos  los  recursos  de  la  política  insistiesen,  les  indicará 
(como  una  cosa  que  nace  de  él  y  que  es  lo  más  tal  vez  á  que  pueden 
prestarse  las  provincias)  que  formando  un  colorado  distinto  al  del  Bra- 
sil reconocerán  por  su  monarca  el  de  aquel,  mientras  mantenga  su 
corte  en  este  continente,  pero  bajo  una  constitución  que  la  presentará 
el  congreso  ». 

Esto  era  derechamente  incorporarse  al  Brasil.  No  otra  cosa  importa- 
ba ofrecer  vasallaje  á  su  monarca.  Pueyrredón  no  podía,  pues,  hacerse 
cómplice  de  tales  desvíos  y  retuvo  las  instrucciones  protestando  clara- 
mente su  concepto  de  aquel  momento  tan  difícil  para  la  vida  de  la 
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nación.  En  la  comunicación  que  dirigió  al  congreso  dijo :  «El  honor,  la 
justicia,  la  libertad  y  la  seguridad  individual  y  pública  exigen  otra  ener- 
gía y  otra  dignidad  en  los  pasos  que  hayan  de  darse  para  que  el  éxito 
de  una  negociación  con  la  potencia  limítrofe  no  aventure  la  pérdida  de 
unos  bienes  que  podemos  conservar  á  pesar  de  tantos  obstáculos,  sin 
necesidad  de  encomendar  á  otras  manos  nuestro  destino.  El  rey  de 
Portugal  antes  de  entrar  en  cualquier  tratado  con  estas  provincias  debe 
reconocer  nuestra  independencia  y  nosotros  debemos  exigirlo  como 
preliminar  en  término  que  se  haga  público  á  todos  los  pueblos.  Cuando 
estos  hubieran  recibido  una  tal  prueba  de  amistad  del  rey  de  los  Bra- 
siles, entonces  recién  deben  tener  lugar  las  negociaciones,  y  entonces 
entraremos  en  ellas  con  el  carácter  que  corresponde  á  la  declaración 
solemne  y  jurada  de  nuestra  emancipación  política.  Cualquiera  otro 
rumbo  que  se  dé  á  este  negocio,  lo  considero  impolítico,  ignominioso, 
contrario  á  nuestros  intereses,  á  la  voluntad  del  pueblo  y  á  nuestros 
propios  juramentos.  Si  razones  superiores  dictasen  al  congreso  que  debe 
insistir  en  otros  planes,  yo  le  suplico  que  me  exima  delinear  parte  en 
ellos,  constituyendo  otra  persona  que  juzgue  compatible  con  sus  deberes 
el  desempeño  de  un  encargo  que  comprometería  inútilmente  mi  segu- 
ridad, mi  conciencia  y  mi  reputación.  » 

No  hay  por  que  repetir  que  el  acoquinado  congreso,  que  como  se  ha 
dicho  con  justicia  «no  tenía  conciencia  de  que  había  declarado  á  la  faz 
del  mundo  la  independencia  de  una  nación  soberana  y  libre»,  volvió  á 
la  realidad  ante  esa  comunicación  de  Pueyrf edón  que  le  hace  gran  honor 
y  que  muestra  con  elocuencia,  cómo  de  su  actitud  decidida  dependió  el 
cambio  de  orientación  de  nuestra  política  internacional.  Pero  aun  llevó 
más  allá  su  disidencia.  Pueyrredón  comisionó  á  un  jefe  del  ejército  cuya 
sangre  corre  por  mis  venas,  para  que  marchara  al  encuentro  del  Barón 
de  la  Laguna,  lo  interpelara  sobre  el  avance  del  ejército  y  tratara  de 
enterarse  de  sus  verdaderas  intenciones.  Era  aquella  una  comisión  mi- 
litar y  no  es  dable  negar  que  todo  puede  imputarse  á  Pueyrredón  por 
esta  actitud  menos  falta  de  entereza  y  patriotismo.  Ante  los  informes 
transmitidos  por  el  coronel  mayor  don  Nicolás  de  Vedia,  el  director 
reunió  las  corporaciones  del  estado  y  les  sometió  estas  proposiciones : 
I''  si  debía  exigirse  del  Brasil  el  reconocimiento  de  la  independencia 
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argentina  y  pedir  explicaciones  públicas  sobre  la  invasión;  2"  si  debía 
declararse  la  guerra  al  imperio.  Habiendo  resultado  de  la  pluralidad, 
dice  el  acta,  que  se  esperase  para  esta  declaración  de  guerra  la  resolu- 
ción soberana,  el  supremo  director  protestó  pública  y  solemnemente 
que  no  respondía  de  los  males  que  podían  sobrevenir  al  orden  y  al 
estado  por  la  inacción  en  que  constituía  la  decisión  expresada  al  supre- 
mo gobierno  de  su  cargo,  manifestando  al  mismo  tiempo  que  si  no 
procedía  por  sí  á  declarar  la  guerra  era  por  conocer  que  no  estaba  en 
sus  facultades,  cuya  protesta,  termina  el  acta,  a  la  presenciaron  y  oyeron 
las  autoridades  concurrentes  » . 

Una  actitud  semejante  exigía  soluciones  radicales.  Se  produjeron  sin 
embargo,  dos  hechos  que  modificaron  sensiblemente  la  situación.  El 
director  c|ue  trató  de  cooperar  á  la  resistencia  de  los  orientales  contra  el 
invasor,  con  el  envío  de  auxilios  y  que  logró  que  los  comisionados  orien- 
tales Duran  y  Giró  subscribieran  un  tratado  en  cuya  virtud  esa  provin- 
cia acató  su  autoridad  y  la  del  congreso,  tuvo  empero  que  reconocer 
que  era  imposible  mantenerse  en  el  terreno  en  que  se  había  colocado, 
pues  pocos  días  después  el  Cabildo  de  Montevideo  enviaba  delegados  á 
Río  Janeiro  á  solicitar  la  anexión  al  Brasil  de  aquella  provincia  argen- 
tina. Por  su  parte  el  congreso  desistió  de  su  extraviada  política,  modi- 
ficando totalmente  sus  sanciones.  Con  respecto  á  la  corte  del  Brasil,  el 
comisionado  argentino,  que  obraba  por  cuenta  propia  y  que  tenía  sin 
duda  una  gran  autoridad  ante  sus  contemporáneos,  pues  el  congreso 
encargaba  al  director  en  sus  comunicaciones  que  tratara  de  influir  en 
su  ánimo  para  que  modificara  sus  actitudes,  tramitó  allí  un  tratado  que 
no  llegó  á  tener  efecto,  por  razones  circunstanciales,  pero  que  imputaba 
el  desenvolvimiento  en  lo  fundamental  de  la  soberanía  argentina.  De 
todas  maneras,  merced  á  la  política  del  directorio  de  Pueyrredón,  el 
rhinistro  de  relaciones  exteriores  del  Brasil  le  declaró  en  nota  oficial: 
«Ninguno  más  que  S.  M.  aborrece  la  guerra.  Países  á los  cuales  la  natu- 
raleza ha  dotado  de  los  más  ricos  dones,  merecen  que  sus  habitantes 
puedan  gozar  de  los  bienes  que  poseen ;  y  por  su  parte,  habiendo  con- 
vencionado  el  armisticio  de  26  de  mayo  de  i8f  í,  hade  sostenerlo,  pues 
para  S.  M.  es  inviolable  su  real  palabra.  En  la  presente  guerra  ha  de 
conservar  la  neutralidad ;  pero  no  ha  de  cesar  de  apurar  todos  sus  esfuer- 
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zos,  para  que  las  desgracias  de  la  guerra  se  acaben,  para  que  se  consiga 
la  pacificación,  y  vuelvan  sus  vecinos,  que  cordialmente  estima,  á  gozar 
del  bien  inestimable  de  la  paz.  La  ocupación  del  territorio  de  Monte- 
video (es  decir  la  Banda  Oriental)  fué  una  medida  provisoria  para  pro- 
curar este  fin  aquietando  lo  que  le  quedaba  contiguo  y  que  la  inquietud 
de  José  Artigas  y  sus  proyectos,  no  permitían  demorarlo  por  más  tiem- 
po; y  por  lo  tanto,  el  general  Barón  de  la  Laguna  tiene  orden  de  dete- 
nerse en  la  línea  del  Uruguay ;  y  él  con  toda  seguridad  siempre  ha 
respetado  á  V.  E.,  y  con  los  pueblos  ha  conservado  la  armonía  y 
guardado  las  consideraciones  que  se  le  recomendó  y  ordenó  positiva- 
mente. )) 

Las  tramitaciones  que  se  siguieron  luego  con  aquella  carta,  son  pos- 
teriores al  gobierno  de  Pueyrredón.  En  lo  que  á  él  respecta,  considero 
que  estuvo  siempre  rectamente  inspirado  y  que  luchó  con  el  éxito  po- 
sible contra  las  desorientaciones  y  los  errores  del  congreso,  y  contra  los 
prejuicios  de  don  Manuel  García  que  nunca  sintió  inquietudes  por  con- 
sentir la  incorporación  de  la  Banda  Oriental  al  Brasil,  como  que  diez 
años  después  la  subscribió  graciosamente,  cuando  á  raíz  de  la  victoria 
de  Ituzaingo  fué  comisionado  por  Rivadavia  para  ajustar  una  paz  hon- 
rosa que  salvara  la  integridad  nacional  é  hiciera  factible  la  implanta- 
ción del  orden  y  de  un  régimen  orgánico  de  gobierno.  Pasó  entonces 
sobre  sus  instrucciones  expresas,  y  provocó  la  desautorización  y  la  caída 
del  presidente  al  conceder  por  su  cuenta  al  gabinete  de  Río  lo  que  no 
le  había  negado  tampoco  durante  el  directorio  de  Pueyrredón,  si  no 
hubiera  estado  contenido  por  la  firmeza  de  su  actitud  y  por  la  orienta- 
ción nacional  de  su  política. 

A  través  del  tiempo,  tal  vez  no  se  aquilate  en  todo  su  mérito  el  he- 
cho constante  de  que  en  aquellos  momentos  de  crisis  revolucionaria, 
de  falta  de  fe  en  los  destinos  del  país,  de  desfallecimientos  é  incerti- 
dumbres,  no  exista  una  línea  subscripta  ó  autorizada  por  Pueyrredón, 
contraria  al  principio  de  la  independencia  argentina.  Pero  se  advertirá 
fácihiiente  su  significado,  si  se  recuerda  que  son  muchos  los  hombres 
importantes  de  la  época  que  perdieron  el  rumbo,  que  el  congreso  de 
Tucumán  se  sintió  arrastrado  por  la  adversidad  y  contramarchó  mu- 
cho camino  de  la  declaración  solemne  del  9  de  julio,  y  que  su  gravita- 
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cióii  y  su  prestigio  de  buena  ley  evitaron  males  al  país  que  pudieron 
ser  irreparables. 

Así,  al  tiempo  que  solicitaba  su  atención  la  cuestión  portuguesa  se 
ocupó  también  decididamente  de  obtener  el  apoyo  de  las  grandes  na- 
ciones en  favor  de  su  patria.  Más  adelante  me  referiré  á  las  misiones 
en  Europa,  de  Rivadavia  y  Gómez.  Antes  me  corresponde  hablar  de  la 
comisión  coniiada  á  don  Manuel  Aguirre  ante  el  gobierno  de  los  Estados 
Unidos. 

En  el  breve  término  del  directorio  de  don  Ignacio  Alonso,  éste  desig- 
nó representante  argentino  al  coronel  don  Martín  Thompson  y  lo  mu- 
nió  de  credenciales  ante  el  presidente  Madison  que  no  carecen  de  ori- 
ginalidad. En  ellas  se  establecía  previamente  que  el  nombramiento 
respondía  al  propósito  «  de  implorar  la  protección  y  ayuda  que  necesi- 
tamos para  la  defensa  de  una  causa  justa  y  sagrada  en  sus  principios, 
lo  que  está  además  ennoblecido  por  el  ejemplo  heroico  de  los  Estados 
Unidos  que  V.  E.  tiene  la  gloria  de  presidir  ».  Luego  decían  :  «  nues- 
tro diputado  cerca  de  V.  E.  no  estará  investido  con  un  carácter  públi- 
co ni  estará  autorizado  á  exceder  el  objeto  de  su  misión  sin  entenderse 
con  V.  E.  y  sus  ministros.  Para  que  estos  propósitos  sean  exactamente 
llenados,  he  elegido  á  un  caballero  que,  por  sus  condiciones  personales, 
no  excitará  sospecha  de  que  es  enviado  por  el  gobierno  é  investido  con 
tan  seria  é  importante  comisión  ». 

El  coronel  Thompson  no  supo  observar  en  el  desempeño  de  ella  la 
actitud  seria  y  circunspecta  que  las  circunstancias  imponían.  Por  el  con- 
trario, olvidando  su  carácter,  se  complicó  aturdidamente  en  la  expedi- 
ción Mac  Gregor  á  las  Floridas,  sobre  cuyo  territorio  los  Estados  Uni- 
dos sustentaban  propósitos  que  pronto  realizaron  y  que  explican  su 
actitud  frente  á  España  y  con  respecto  á  la  emancipación  sudameri- 
cana. 

Pueyrredón  se  apresuró  por  su  parte  á  retirarle  su  investidura.  En 
su  nota  oficial  de  i"  de  enero  de  1817  al  presidente  de  los  Estados  Uni- 
dos, se  lo  cumunicó  diciéndole  :  w  ha  sido  con  mucho  sentimiento  que 
he  sabi.lo  por  las  propias  comunicaciones  de  nuestro  agente  que  arbi- 
trariamente se  ha  separado  de  la  línea  de  los  deberes  que  le  fueron  mar- 
cados, y  que  no  habiendo  estimado  debidamente  el  honor  de  su  misión 
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ante  V.  E.  se  ha  tomado  licencias  que  están  en  completa  contradicción 
con  las  mencionadas  instrucciones.  Mi  predecesor  depositó  toda  la  es- 
peranza del  favorable  éxito  de  la  comisión  conliada  al  señor  Thompson, 
en  la  generosidad  y  magnanimidad  de  V.  E.;  y  yo  que  experimentólos 
mismos  sentimientos  me  atrevo  á  esperar  que  al  suspender  por  el  mo- 
mento el  nombramiento  de  un  agente,  no  obstante,  recibiremos  prue- 
bas de  sus  disposiciones  amistosas  hacia  estos  pueblos.  Pero  si  V.  E. 
considerara  necesario  que  un  agente  formal  se  nombre,  á  su  sola  indi- 
cación tendré  un  particular  placer  en  elegir  una  persona  digna  de  la 
consideración  del  ilustrado  magistrado  ante  quien  se  enviará )). 

No  conozco  constancia  de  que  esta  comunicación  obtuviera  respuesta. 
Y  no  puede  negarse  que  resulta  un  tanto  ingenua  la  consulta  al  presi- 
dente americano  sobre  la  conveniencia  de  que  este  gobierno  enviara  ó 
no  un  nuevo  representante  diplomático.  El  hecho  es  que  algún  tiempo 
después  nombra  con  ese  carácter  á  don  Manuel  Aguirre,  cuyas  instruc- 
ciones se  reducían  á  obtener  el  reconocimiento  de  nuestra  independen- 
cia y  el  apoyo  de  los  Estados  Unidos  en  favor  de  nuestros  intereses. 

Á  mediados  de  julio  de  1817  llegó  á  su  destino  el  señor  Aguirre.  Al 
poco  tiempo  de  su  arribo  inició  su  gestión,  y  en  nota  oficial  dirigida  á 
Mr.  Adams,  ministro  de  estado  del  presidente  Monroe,  exaltó  el  signi- 
ficado de  nuestro  movimiento  revolucionario  y  el  hecho  de  que  la  de- 
claración del  congreso  de  Tucumán  se  produjera  después  de  seis  años 
de  luchas  en  los  cuales  el  pueblo  de  las  provincias  unidas  no  sólo  pudo 
conservar  por  sí  mismo  los  preciosos  bienes  de  su  libertad,  sino  darla 
sin  auxilio  extranjero  á  Chile  y  hacer  retirar  del  Perú  las  tropas  del  rey 
que  alentadas  con  nuevos  refuerzos  osaron  introducirse  en  nuestro  te- 
rritorio. 

Son  conocidas  las  causas  locales  que  demoraron  el  éxito  inmediato 
de  las  gestiones  del  comisionado  argentino,  y  á  que  he  aludido  hace  un 
instante.  Plantecdo  el  asunto  en  el  congreso  de  la  Unión,  se  postergó 
toda  resolución  en  el  momento,  pero  no  sin  que  se  dejara  oír  la  voz 
prestigiosa  de  Henry  Glay  á  quien  el  pueblo  argentino  no  le  ha  rendido 
aún  el  homenaje  á  que  tantos  títulos  tiene  ciertamente.  Pidió  el  nom- 
bramiento de  un  ministro  diplomático  en  el  Río  del  Plata  y  sostuvo 
que  estos  pueblos  tenían  derecho  á  gozar  de  su  independencia.    Repitió 
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con  Washinü;lon  :  c  nacido  en  una  tierra  de  libertad,  mis  fervientes  vo- 
tos  y  cálidos  anhelos  se  excitan  irresistiblemente  doquiera  veo  una  na- 
ción oprimida  romper  las  barreras  que  la  separan  de  la  libertad».  Se 
refirió  á  la  obra  gubernativa  de  Pueyrredón  leyendo  párrafos  de  sus 
mensajes  y  manifiestos,  y  concluyó  diciendo  como  era  exacto  que  no 
quedaba  «  una  sola  bayoneta  española  en  la  inmensa  extensión  de  los 
territorios  del  Plata,  para  contrarrestar  la  autoridad  de  su  gobierno  ». 

Guando  poco  tiempo  después  el  mismo  presidente  Monroe  pidió  que 
se  hiciera  efectivo  el  reconocimiento  de  nuestra  independencia,  fueron 
ciertamente  las  gestiones  pacientes  de  nuestro  enviado,  el  informe  de 
sus  comisionados  al  Plata,  y  especialmente  los  términos  en  que  estos 
se  expresaron  respecto  al  estado  del  país  bajo  el  gobierno  de  Pueyrre- 
dón, lo  que  contribuyó  á  formar  definitivamente  su  criterio  en  favor 
de  las  aspiraciones  de  los  pueblos  argentinos,  que  entonces  se  vieron 
ampliamente  satisfechas  por  la  memorable  sanción  del  congreso  ame- 
ricano. 

Grande  había  sido  el  significado  de  que  ese  reconocimiento  se  obtu- 
viera al  arribo  de  la  misión  Aguirre  y  que  las  causas  anotadas  no  hu- 
bieran impedido  el  éxito  inmediato  de  la  moción  Glay.  Las  gestiones 
desamparadas  de  Rivadavia  en  Europa  habrían  merecido  entonces  el 
respeto  rendido  de  los  gabinetes  y  no  nos  habríamos  encontrado  colo- 
cados en  la  situación  torturante  de  impeíiir  á  toda  costa  el  envío  de 
aquella  expedición  de  Gádiz,  que  era  una  amenaza  de  muerte  para  la 
revolución  argentina. 

Recordemos  ahora  las  circunstancias  en  que  actuó  el  grande  hombre, 
pues  cuando  se  le  imputa  falta  de  concepto  político  y  de  ideales  repu- 
blicanos, se  olvidan  los  objetivos  reales  de  su  misión,  el  estado  de  la 
Europa  en  la  época,  y  la  necesidad  imperiosa  en  que  él  se  hallaba  de 
salvar  la  independencia  por  los  medios  que  lograra  arbitrar.  Recorde- 
mos que  no  era  dable  pensar  en  conseguir  el  apoyo  de  las  grandes  po- 
tencias, asumiendo  una  actitud  de  resistencia  obstinada  á  toda  solución 
pacífica  con  España ;  que  era  mucho  más  probable  que  las  naciones 
europeas  dieran  su  contribución  á  la  metrópoli  que  no  á  los  pueblos 
sudamericanos:  que  era  ilusorio  presumir  (|ue  patrocinaran  el  afianza- 
miento.de  la  república,  cuando  todo  el  continente  se  hallaba  aún  con- 
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movido  por  los  frutos  de  la  revolución  del  89  ;  que  no  cabía  otro  ca- 
nJno  que  el  de  disimular  nuestras  verdaderas  intenciones  como  las 
disimuló  el  cabildo  abierto  del  22  de  mayo  y  el  pueblo  que  impuso  su 
voluntad  el  26  ;  y  que  se  requería  mayor  entereza  y  abnegación  para 
ello,  que  para  juzgarlo  con  desdén  como  á  un  iluso  y  un  ingenuo. 

El  fondo  de  su  pensamiento  está  revelado  en  sus  propias  comunica- 
ciones oficiales  sobre  las  que  la  crítica  ba  pasado  sin  penetrar  la  super- 
ficie muchas  veces.  Al  prepararse  á  pasar  á  Madrid,  para  conferenciar 
con  Gevallos,  ministro  de  Fernando  Vil,  le  decía  al  director  del  Esta- 
do á  la  sazón  el  general  Alvear  :  u  Yo  creo  que  no  debemos  reparar  en 
voces  y  ceremonias,  que  al  paso  que  á  nosotros  nada  nos  cuestan,  nos 
servirán  á  los  sólidos  objetos  que  nos  proponemos».  ¿Qué  importa, 
pues,  para  el  juicio  de  la  historia,  que  luego  le  hablara  á  Gevallos  de 
((nuestro  amado  monarca»  y  de  «los  sentimientos  de  lealtad  de  sus 
vasallos  »  ? 

Esas  gestiones  en  Espaíía,  terminaron  como  se  sabe  porque  al  tiem- 
po que  Rivadavia  conferenciaba  con  el  ministro  del  rey,  un  corsario 
argentino  hacía  presas  frente  al  puerto  de  Cádiz  en  una  actitud  no  tan 
amistosa  ciertamente. 

Y  allí  quedó  Rivadavia  en  Europa,  no  en  la  tarea  de  buscar  un  prín- 
cipe como  se  ha  dicho  por  empañar  su  gloria,  sino  para  impedir,  como 
le  fuera  dable,  y  siempre  sobre  la  base  de  la  independencia,  que  la  re- 
volución fuera  aniquilada  por  España  y  sus  aliados. 

En  una  larga  carta  confidencial  que  le  dirigió  á  Pueyrredón  desde 
París  en  6  de  noviembre  de  1816,  y  que  se  publicó  por  primera  vez  en 
el  tomo  XIV  de  la  Revista  de  Buenos  Aires,  exalta  las  dificultades  prác- 
ticas de  su  situación,  de  las  cuales  no  era  la  menor  la  interrupción  por 
largo  tiempo  del  envío  de  correspondencia  de  su  gobierno :  «  No  extra- 
ñes, le  dice,  que  sobre  el  punto  de  no  recibir  instrucciones  de  ese  go- 
bierno inculque  hasta  el  enfado,  pues  son  muchos  y  no  pequeños,  los 
males  que  esto  produce  á  la  causa  de  ese  país,  y  es  demasiado  triste  el 
papel  que  por  dicha  causa  hago  con  frecuencia.  Y  á  más  de  esto,  es  un 
mal  contra  el  que  estoy  luchando  desde  que  salí  de  ésa  y  que  hasta 
ahora  no  he  podido  ni  aun  minorarlo». 

Más  adelante  dice,   respecto  á  sus  gestiones  y  á  la  cuestión  forma  de 
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gobierno  :  «  Aunque  lu viera  medios  de  emprender  algo  de  importan- 
cia, no  podría  ni  debería  hacerlo  :  lo  primero  porque  es  preciso  empe- 
zar por  hacer  constar  de  un  modo  oficial  la  declaración  de  la  indepen- 
dencia, de  lo  que  me  hallo  hasta  ahora  imposibilitado  ;  sin  embargo 
de  que  hace  tiempo  que  es  pública  en  toda  la  Europa  y  aun  lo  es  tam- 
bién que  ha  llegado  el  parte  oficial  de  dicha  declaración  al  gobierno  de 
los  Estados  Unidos  de  Norte  América,  comunicada  por  su  cónsul  resi- 
dente en  ésta. 

((  Lo  segundo  porque  las  cartas  que  he  recibido  en  la  misma  ocasión 
en  que  arribó  la  comunicación  que  á  tu  nombre  me  ha  hecho  don  José 
Sanz,  me  instruyen  de  que  el  congreso,  en  seguida  de  la  declaración 
de  la  independencia,  había  entrado  á  tratar  sobre  la  forma  de  gobierno 
que  convenía  al  país  para  fijarla  ;  que  la  opinión  general  estaba  por  la 
monárquica,  pero  que  se  dividía  respecto  á  la  dinastía  ó  príncipe  que 
debía  ó  convenía  proclamar ;  de  esto  mismo  había  recibido  mucho 
antes  bien  claras  indicaciones.  A  esto  se  agrega  que  en  Londres  se 
han  publicado  refiriéndose  á  cartas  é  impresos  de  Buenos  Aires,  ideas 
muy  opuestas  á  éstas  con  respecto  al  congreso,  atribuyéndole  un  par- 
tido dominante  no  sólo  á  favor  de  la  casa  de  Braganza,  sino  para  hacer 
á  todo  ese  país  provincia  del  reino  del  Brasil,  diciendo  expresamente 
que  la  citada  declaración  no  era  más  que  un  preliminar.  Claro  es  que 
todo  esto  me  pone  en  la  obligación  de  empezar  cualquier  plan  que  em- 
prendiera, por  destruir  ideas  tan  contrarias  entre  sí.  Fuera  de  esto, 
mientras  no  esté  autorizado  conforme  á  la  nueva  situación  política  de 
ese  Estado  é  instruido  oficialmente  de  tan  importantes  declaraciones 
^  á  qué  no  me  expondría  procediendo  á  empresa  alguna  de  momento  ?  » 

Al  cabo  de  algunos  meses  el  gobierno  le  envió  nuevas  credenciales  y 
una  nota  subscripta  por  el  ministro  Tagle  que  decía  :  «  La  precipita- 
ción con  que  deben  despacharse  estos  pliegos  no  permite  detenerse  en 
instrucciones  prolijas  y  parecen  por  otra  parte  excusadas,  atendiendo 
que  cualesquiera  pactos  deben  sujetarse  á  la  base  de  la  independencia 
de  estas  Provincias  y  esperarse  por  lo  demás  la  ralifiración  de  estas 
autoridades.  » 

El  gobierno  se  confiaba  así  plenamente  á  su  acción,  y  esto,  en  lugar 
de  facilitársela,  la  dificultaba  sin  duda,  pues  vivía  en   la  ignorancia  de 
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los  sucesos  de  su  país  en  razón  de  la  dificultad  de  las  comunicaciones. 
La  responsabilidad  era  muy  grande  y  todo  debía  obrarlo,  aun  sin  saber 
si  sus  gestiones  eran  ó  no  concordes  con  los  sentimientos  de  sus  con- 
ciudadanos y  de  su  gobierno. 

Antes  de  que  le  llegara  esa  ñola  y  las  nuevas  instrucciones  del  con- 
greso, tuvo  noticia  de  que  el  embajador  de  la  Gran  Bretaña  en  Madrid 
había  iniciado  una  negociación  tendiente  á  que  su  gobierno  intervinie- 
ra como  mediador  en  la  guerra  de  la  independencia  de  América.  Se 
dirigió  entonces  al  gabinete  inglés  pidiéndole  se  le  oyese,  en  el  caso  de 
que  se  pensara  en  realizar  la  mediación.  En  su  comunicación  decía  : 
«  La  independencia  del  Río  de  la  Plata  no  es  efecto  de  circunstancias, 
ni  menos  de  ideas  y  doctrinas.  Es  el  producto  de  la  conveniencia  na- 
tural de  las  cosas,  así  es  c|ue  ha  existido  antes  de  que  la  Europa  se  aper- 
cibiese de  ello.  La  España  hace  mucho  tiempo  que  no  es  capaz  de  ser 
metrópoli  de  esas  provincias.  Ella  lo  ha  confesado  solemnemente,  des- 
de que  ha  exigido  de  los  demás  poderes  todo  género  de  recursos  para 
restablecer  su  antigua  dominación.  » 

Fuera  prolijo  extenderse  en  el  estudio  del  negociado  con  el  duque 
de  San  Carlos  cjue  Rivadavia  siguió  luego  con  los  mismos  propósitos 
levantados  de  sus  gestiones  anteriores.  Pero  no  estará  demás  cierta- 
mente recordar  su  presentación  al  congreso  de  Aix-la-Chapelle,  intere- 
sando la  atención  de  las  grandes  potencias  en  favor  de  su  patria.  El 
lenguaje  que  emplea,  las  insinuaciones  que  formula  y  los  medios  que 
pone  en  juego,  muestran  que  el  neófito  de  ultramar  como  él  se  llama 
á  sí  mismo  en  la  carta  á  Pucyrredón  á  que  antes  me  he  referido,  no 
perdonaba  recursos  para  lograr  los  objetivos  directos  ó  indirectos  de  su 
misión. 

Podrá  decirse  y  se  ha  dicho  ciertamente  que  todo  ello  no  conducía  á 
nada  práctico.  Así  es  lógico  que  se  expresen  los  que  no  sospechan  si- 
quiera, que  nada  se  pierde  en  el  campo  de  las  ideas,  los  que  carecen 
de  fe  en  el  esfuerzo  cuando  el  éxito  no  es  su  consecuencia  inmediata, 
los  que  se  sienten  inducidos  á  hacer  el  panegírico  de  Rosas  porque 
triunfó  veinte  años  sobre  los  pueblos  sometidos  á  su  capricho,  sobre 
las  conciencias  dormidas  de  sus  adeptos,  sobre  la  civilización  y  la  li- 
bertad- 
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Rivadavia  poniendo  diques  á  la  acción  de  la  política  española,  aun- 
que aquellos  no  fueran  de  material  sólido  puesto  que  carecía  de  él,  y 
debatiéndose  denodadamente  en  medio  de  la  escasez  y  la  poquedad  con 
las  primeras  cancillerías  del  mundo,  presenta  un  ejemplo  de  patriotis- 
tismo  que  no  es  sin  duda  el  más  considerable  que  dio  á  su  patria,  pero 
que  es  sí  uno  de  los  más  hermosos,  del  más  grande  hombre  civil  de  la 
tierra  de  los  argentinos,  como  lo  llamó  el  que  yo  también  puedo  reco- 
nocer públicamente  como  el  más  grande  de  los  historiadores  nacio- 
nales. 

Las  disposiciones  del  gabinete  francés  con  el  que  fué  puesto  en  rela- 
ción por  Lafayette,  quien  declaró  con  su  autoridad  indiscutible  al  mi- 
nistro de  negocios  extranjeros  M.  Dessolles  ((  que  toda  oposición  que 
se  hiciese  á  la  independencia  del  nuevo  mundo  podría  afligir  á  la 
humanidad,  pero  no  poner  á  aquella  en  peligro  »,  indujeron  á  Riva- 
davia á  aconsejar  en  su  correspondencia  con  Pueyrredón,  que  se  acre- 
ditara un  enviado  especial  ante  la  corte  de  Luis  XVIIL 

Con  ese  objeto  fué  designado  don  José  Valentín  Gómez,  personaje 
de  larga  y  honrosa  actuación,  á  quien  se  munió  de  instrucciones  espe- 
ciales, en  las  que  no  faltó  ni  podía  faltar  la  cláusula  expresa  de  que 
todo  negociado  tendría  por  base  el  reconocimiento  de  la  independencia. 

Ün  escritor  extranjero  don  Garlos  Yillanueva,  en  uno  de  sus  libros 
sobre  la  monarquía  en  América  se  ha  extendido  sobre  la  misión  de 
Gómez  con  bastante  detención.  Ha  extraído  copias  de  las  constancias 
que  contiene  el  archivo  diplomático  del  gobierno  francés  y  expuesto 
con  lujo  de  detalles  las  gestiones  del  comisionado  argentino. 

Entre  sus  hallazgos  figura  la  documentación  referente  al  viaje  al  Río 
de  la  Plata  del  coronel  francés  Lemoine  por  iniciativa  del  embajador 
en  Londres  marqués  d'Ancond,  el  cual  coronel  hace  á  su  vez  una  serie 
de  descubrimientos,  y  entre  ellos  el  de  que  Pueyrredón  era  su  conna- 
cional, y  por  amor  á  su  patria  la  Francia  estaba  dispuesta  á  contribuir 
á  colocar  estas  provincias  bajo  la  corona  del  duque  de  Orléans,  el  futuro 
rey  Luis  Felipe. 

Esa  documentación  es  interesante,  sin  duda  Resulta  un  elemento 
de  juicio  que  no  puede  hacerse  á  un  lado  cuando  se  estudia  la  época. 
Pero  es  el  caso  que  nos  era  ya  conocida,  y  que  por  otra  par!o.  no  hace 
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variar  en  lo  mínimo  el  concepto  que  aquella  merece,  puesto  que  tam- 
poco muestra  un  cambio  en  la  orientación  de  la  política  internacional 
de  esos  días  inciertos.  El  doctor  Miguel  Gané  la  publicó  íntegramente 
hace  dieciséis  años  en  la  revista  La  biblioteca,  que  dirigía  Groussac. 
Es  más  :  con  su  gran  talento  indiscutible  comentó  esos  papeles,  fiján- 
doles su  importancia,  y  su  juicio  es  de  los  que  merecen  recordarse  cier- 
tamente. Dice,  por  ejemplo  :  «  En  aquellos  años  de  reconstitución 
ficticia  de  todo  el  vetusto  aparato  que  la  robusta  mano  de  Napoleón 
había  destruido  para  la  eternidad,  los  aventureros,  los  hombres  de 
empresa,  casi  diríamos  los  inventores,  daban  rienda  suelta  á  su  imagi- 
nación excitada  por  la  perspectiva  de  que  sus  planes  aprobados  por  el 
congreso  que  en  nombre  de  la  Santa  Alianza  rehacía  la  historia,  se 
convirtieran  en  hechos.  Los  Gabarrus  y  los  Lemoine  pululaban  en 
las  cortes  europeas  :  pero  si  los  primeros  encontraban  á  veces  ingenui- 
dades como  las  de  Belgrano,  fantasías  como  las  de  Rivadavia  —  que 
por  mi  parte  no  creo  que  fueran  tales  —  ó  cinismos  como  el  de  Sarra- 
tea,  los  últimos  sabían  encontrar  la  horma  de  sus  zapatos  en  hombres 
como  Pueyrredón  y  Tagle,  que  exprimían  de  ellos  todo  el  jugo  que 
podían  dar  y  les  echaba  luego  á  un  lado  como  un  limón  que  ha  ser- 
vido. )) 

Gané  nos  suministra  también  la  explicación  única  del  fracaso  de  la 
negociación  sobre  el  duque  de  Luca  que  el  libro  de  Villanueva  calla, 
y  que  resulta  ignorada  también  por  alguno  de  los  escritores  argentinos 
que  con  mala  información  juzgan  la  época  y  que  no  han  sido,  sin  em- 
bargo, remisos  en  formular  apreciaciones  extremas. 

No  es  de  extrañar,  pues,  que  sobre  tan  débiles  cimientos  se  coloque 
luego  presentándolo  como  ejemplo,  el  espíritu  demócrata  de  Bolívar 
que  no  le  impidió  empero  practicar  la  autocracia,  cuyo  ideal  hubiera 
sido  la  confederación  sudamericana  que  la  inspiración  genial  de  Riva- 
davia ahogó  con  firmeza  y  patriótica  decisión. 

Es  verdad  también  que  frente  á  la  obra  de  nuestros  grandes  hom- 
bres se  ha  pretendido  levantar  la  acción  inorgánica  de  los  caudillos, 
conjunto  de  ambiciosos  sin  conciencia  mayor  de  sus  actos,  pero  que 
con  sed  de  mando  se  oponían  ciegamente  á  todo  lo  que  constituyera 
un  límite  á  su  poder. 
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Por  mi  parte,  me  inclino  en  cambio  y  decididamente  al  juicio  de 
Sarmiento  que  estudiando  el  origen  de  nuestras  guerras  civiles  nacidas 
con  el  levantamiento  de  las  campiñas  orientales,  sometidas  á  la  férrea 
voluntad  de  Artigas,  siempre  en  armas  contra  las  autoridades  de  Bue- 
nos Aires,  dijo  gráficamente,  magistralmentc  :  «  Suponer  que  Artigas, 
el  Coriolano  de  la  raza  blanca,  tuviese  desde  su  primer  arranque  de 
tomar  el  monte  en  país  de  indiadas  abyectas,  ganados  y  caballos  derra- 
mados sobre  el  haz  de  la  tierra  como  res  imllias,  y  dada  su  educación 
y  su  vida  anterior  de  ouílaiv,  tuviese  previsto  que  sería  el  Rómulo  de 
una  nación  :  que  de  sus  insurrecciones  contra  los  porteños  saliese  un 
estado,  es  hacer  mucho  honor  á  las  fuerzas  animales,  puestas  en  acción 
como  las  avalanchas  que  se  desploman  de  las  montañas  nevadas  y  se- 
pultan aldeas  pacíficas  é  inocentes  en  las  llanuras.  » 

Esas  fueron  las  fuerzas  contra  las  que  Pueyrredón  luchó.  Guando 
sus  esfuerzos  fueron  estériles  resignó  el  mando.  Le  faltó  la  colabora- 
ció  del  ejército  que  San  Martín  resolvió,  á  pesar  de  todo,  llevar  al 
Perú.  No  es  este  el  momento  de  juzgar  la  conducta  del  gran  capitán 
al  desamparar  al  director  supremo  y  dejar  que  la  anarquía  hiciera 
carne  en  Buenos  Aires.  Séame  lícito,  sin  embargo,  reproducir  las  pa- 
labras de  Gané  en  ese  estudio,  que  algún  día  será  apreciado  en  todo 
su  valor  :  «  El  director  Pueyrredón  que  en  tres  años  de  un  gobierno 
firme,  prudente  y  previsor  había  detenido  al  país  en  la  pendiente  de 
la  anarquía  á  la  que  marchaba  como  en  un  vértigo  cuando  él  asumió 
el  poder,  se  veía  obligado  á  abandonarlo,  traicionado  precisamente  por 
aquellos  que  debieron  serle  íicles  hasta  el  último  día,  porque  merced 
á  los  esfuerzos  del  director  se  habían  cubierto  de  gloria  y  agigantado 
su  personalidad.  El  general  San  Mantín  fué  el  único  autor  de  la  renun- 
cia de  Pueyrredón,  y  el  día  en  que  en  nuestro  país  la  justicia  de  la 
historia  distribuya,  con  la  serena  imparcialidad  que  sólo  trae  el  tiempo, 
los  premios  y  los  castigos,  no  ha  de  levantarse,  por  cierto,  la  ligura 
del  general  vencedor  sobre  la  del  abnegado  patriota  vencido.  Puey- 
rredón con  la  generosidad  de  su  alma  y  la  claridad  de  su  visión  ahogó 
sus  resentimientos  é  indicó  á  San  Martín  como  al  único  hombre  que 
podía  sucedería  y  salvar  la  obra  á  que  había  consagrado  su  vida.  » 
Y  para  juzgar  de  todo  el  signilicado  de  esa  obra,  recordemos  que  la 
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sublevación  de  Riego  en  las  Cabezas  de  San  Juan  tuvo  por  eficaces 
propulsores  á  sus  agentes  don  Tomás  Lezica  y  don  Andrés  Arguibel, 
naturales  de  Buenos  Aires,  quienes  en  su  nombre  le  facilitaron  auxilios 
para  la  sublevación  del  ejército  constitucional  contra  la  autoridad  de 
Fernando  VII  y  contribuyeron  así  á  desbaratar  la  expedición  de  Cádiz, 
amenaza  permanente  contra  los  independientes  de  América. 

Nada  importa  que  las  pasiones  de  partido  se  cebaran  en  la  repu- 
tación de  aquellos  varones  ilustres  que  fueron  Pueyrredón  y  Rivadavia. 
Ellos  triunfaron  en  el  tiempo.  Ellos  dejaron  incorporado  su  esfuerzo 
á  la  vida  institucional  de  la  nación.  Y  si  algún  testimonio  más  fuera 
necesario  ofrecer  de  la  amplitud  de  su  pensamiento,  de  la  extensión 
de  sus  servicios  y  de  la  intensidad  de  su  vida,  recordemos  que  fueron 
ellos  quienes  en  momentos  de  desorganización  interna  y  de  transcen- 
dentales complicaciones  exteriores,  fundaron  esta  Universidad  de  Bue- 
nos Aires,  monumento  que  basta  sin  duda  para  asentar  eternamente 
su  gloria  I 

M.  DE  Vedi  A  y  Mitre. 


Discurso  de  presentación  del  señor  Leopoldo  Mabilleau 
por  Juan  José  Diaz  Arana 

Señor  Decano, 
Señor  ministro  de  Francia, 
Señores  consejeros  y  profesores. 
Señoras,  señores  : 

El  consejo  directivo  de  la  Facultad  ha  aprovechado  esta  segunda  vi- 
■sita  á  nuestro  país  del  eminente  sociólogo,  señor  Leopoldo  Mabilleau, 
para  encargarle  un  curso  extraordinario  sobre  u  la  organización  social 
de  la  colonización.  » 

Ni  el  profesor  ni  el  asunto  exigen,  en  verdad,  que  se  les  señale  es- 
pecialmente, para  significar  la  importancia  del  breve  curso  que  hoy  se 
inicia. 


1.NAL.      FAC.     DE     DEa. 
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El  señor  Mabilleau  honró  esla  misma  cátedra,  el  año  pasado,  expo- 
niendo en  tres  conferencias  elocuentes  el  principio  de  la  solidaridad 
social  y  sus  aplicaciones  en  leyes  é  instituciones  francesas. 

Los  que  le  escucharon  pudieron  fácilmente  advertir  que  junto  con 
los  prestigios  de  la  erudición  y  del  pensamiento  filosófico  traía  nuestro 
ilustre  colaborador  los  de  una  acción  social  intensa  y  fecunda. 

Lanzado,  en  efecto,  á  la  lucha,  hace  un  cuarto  de  siglo,  en  pos  de  un 
principio,  hoy  triunfante,  de  mejoramiento  social  y  económico,  sin  sub- 
vertir las  bases  fundamentales  del  actual  régimen,  el  señor  Mabilleau 
habla  de  los  hombres,  de  los  hechos  y  de  las  instituciones  con  la  con- 
fianza, la  vivacidad  y  la  singular  información  de  quien  ha  intervenido 
como  dirigente  en  el  proceso  mismo  de  la  organización  social  y  es,  á  la 
vez,  un  sociólogo  que  ha  formado  y  confirmado,  en  el  contacto  con  la 
realidad,  la  doctrina  de  su  infatigable  propaganda. 

Fuera  entonces  impropio  decir  de  él  que  es  un  poeta  desviado  hacia 
la  sociología,  como  pudiera  juzgarlo  quien  á  través  de  un  estrecho  con- 
cepto del  hombre  de  ciencia  sólo  viera  generosas  fantasías  en  los  amplios 
ideales  que  encienden  su  sano  optimismo  >'  sus  nobles  entusiasmos.  Di- 
gamos, más  vale,  que  realiza  un  tipo  interesante  de  hombre  moderno, 
en  el  que  se  conjugan,  en  feliz  y  fecunda  armonía,  el  pensamiento  y  la 
acción. 

El  admirable  espectáculo  de  la  mutualidad  francesa,  con  sus  6. 260.000 
adherentes,  congregados  en  aS.ooo  asociaciones,  es,  en  cierto  modo,  un 
testimonio  vivo  de  su  obra  inteligente,  perseverante  y  eficaz,  como  pro- 
pagandista y  como  organizador,  desde  la  presidencia  de  la  Federación 
nacional.  Sus  ideales  tienen,  pues,  la  autoridad  de  los  hechos  consu- 
mados, que  le  dan  plena  razón. 

En  nuestro  país,  su  prédica  no  ha  sido  estéril.  Ha  provocado  indis- 
cutiblemente, una  orientación  saludable  hacia  la  práctica  y  el  fomento- 
del  mutualismo,  cuyo  sencillo  principio  no  presenta  como  novedad  ni 
erige  en  panacea,  pues  sabe  que  Inevitables  conflictos  plantearán  per- 
petuamente á  los  hombres  el  problema  de  la  felicidad  futura.  Entiende, 
sin  embargo,  y  ello  es  evidente,  que  las  numerosas  aplicaciones  de 
aquel  sistema  podrían  subsanar  sensibles  deficiencias  en  un  país  en  que 
el  aislamiento  y  la  dispersión  de  los  individuos  como  productores,  co- 
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ino  consumidores,  y  aun  como  hombres,  denuncian  un  estado  de  eco- 
nomía inorgánica. 

No  es  difícil  imaginar  bajo  qué  aspecto  examinará,  principalmente, 
éste  para  nosotros  vital  problema  de  la  colonización  quien  aspira  á  la 
armonía,  integración  y  solidaridad  de  los  intereses  individuales  por  la 
cooperación  y  la  mutualidad. 

Gomo  quiera  que  sea,  su  palabra  llega  en  hora  propicia.  Numerosos 
y  recientes  proyectos  reflejan  en  forma  diversa,  el  anhelo  patriótico  y 
la  perentoria  necesidad  de  promover  una  más  activa  ocupación  y  explo- 
tación de  nuestro  suelo  por  hombres  que  se  incorporen  material  y  mo- 
ralmenle  al  país  como  factores  de  trabajo,  de  orden  y  de  cultura.  Es 
este,  sin  duda,  el  gran  problema  argentino  que  ha  preocupado  en  todo 
momento  á  nuestros  estadistas,  fuera  injusto  olvidarlo,  pero  que  espe- 
ra aun  la  realización  del  plan  integral  de  política  económica  que  lo 
contemple  en  la  complejidad  de  los  elementos  que  lo  constituyen. 

Bien  merece  el  asunto  que  se  le  ilustre  desde  la  alta  cátedra  univer- 
sitaria :  y  la  Facultad  confía  en  que  no  ha  de  ser  escaso  el  aporte  de 
información,  de  doctrina,  de  puntos  de  vista  interesantes  y  novedosos, 
que  representará  el  curso  que  ha  de  desarrollar  el  señor  Mabilleau  con 
su  admirable  elocuencia. 


/ 
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I 

Memoria  de  la  Facultad  de  derecho  y  ciencias  sociales 

Buenos  Aires,  agosto  de   icjiS. 

Señor  rector  de  la  Lnirersidad  doctor  Eufemio  Uballes. 

En  cumplimiento  con  lo  dispuesto  por  el  artículo  02,  inciso  31",  de 
los  estatutos  universitarios,  doy  cuenta  al  honorable  Consejo  superior, 
por  su  intermedio,  de  la  marcha  de  esta  Facultad,  durante  el  pasado 
año  escolar. 

Exámenes  de  ingreso 

No  obstante  el  buen  resultado  délas  reformas  llevadas  á  cabo  en  el 
ejercicio  anterior,  en  lo  referente  á  las  pruebas  de  ingreso,  la  comisión 
de  enseñanza  se  ocupa  actualmente  de  preparar  un  programa  más  en 
armonía  con  las  necesidades  de  ésta  y  fundado  en  las  observaciones  que 
la  experiencia  ha  sugerido. 

Planes  de  estudios.  El  doctorado 

La  reforma  del  plan  de  estudios  de  los  colegios  nacionales,  que  dis- 
tribuye nuevamente  la  enseñanza  secundaria  en  seis  años ;  la  misma 
duración  establecida  en  el  plan  para  el  Colegio  nacional  de  Buenos  Ai- 
res incorporado  á  la  Universidad  para  convertirlo  especialmente  en 
instituto  universitario  ;  y,  por  otra  parte,  la  revisión  que  antes  de  po- 
nerlo en  práctica  tenía  el  Consejo  decidido  efectuar  en  el  plan  para  el 
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doctorado,  determinaron  someter  al  estudio  de  la  comisión  de  ense- 
ñanza, integrada  con  los  señores  consejeros  Bermejo  y  Tczanos  Pinto, 
tanto  ese  plan  con  el  de  la  abogacía  para  relacionarlos  y  disminuir  la 
duración  de  esta  carrera,  ya  que  se  aumentaba  la  de  la  enseñanza  se- 
cundaria y  se  agregaba,  para  los  jóvenes  que  no  limitaran  sus  aspira- 
ciones y  esfuerzos  á  la  adquisición  del  título  profesional  los  cursos  su- 
periores del  doctorado. 

El  estudio  de  ambos  planes  ofrece  dificultades  diversas  y  debe  hacer- 
se cuidadosamente,  contemplando  sus  variados  aspectos,  con  los  mode- 
los de  las  viejas  universidades  á  la  vista,  pero,  sobre  todo,  sin  olvidar 
en  ningún  momento  las  pecularidades  de  nuestro  medio  social,  las  exi- 
gencias de  nuestro  desarrollo  y  los  problemas  nacionales  de  un  país 
nuevo,  que  crece  por  aluvión  y  reclama  en  las  clases  dirigentes,  aptitu- 
des y  conocimientos  que  los  capaciten  para  las  soluciones  acertadas. 

El  problema  del  doctorado,  en  sus  diversas  fases,  ha  sido  ya  objeto 
de  opiniones  distintas,  publicadas  en  folleto  y  en  la  Revista  de  la  uni- 
versidad, en  cuanto  al  método  de  enseñanza,  seminario  exclusivo  ó 
cursos  intensivos,  con  ó  sin  seminario  ;  en  cuanto  al  plan  de  materias, 
todas  obligatorias  ó  el  régimen  de  la  opción  ;  en  cuanto  á  las  asignatu- 
ras, enciclopédicas  ó  especializadas;  y,  por  íin,  en  cuanto  á  la  finalidad 
misma  del  doctorado. 

El  examen  desapasionado  y  reflexivo  de  estas  opiniones,  una  encues- 
ta entre  los  profesores  y  la  consulta  á  la  Academia,  precederán  segura- 
mente, la  madura  solución  que  la  importancia  extraordinaria  de  la 
cuestión  reclama  del  Consejo  de  la  Facultad. 

Monografías 

Ha  respondido  este  práctico  sistema  á  los  propósitos  que  se  tuvieron 
en  vista  al  crearlo  :  los  alumnos  se  habitúan  á  la  investigación  perso- 
nal y  á  metodizar  sus  trabajos,  notándose  últimamente  un  mejora- 
miento en  las  tesis  doctorales  sobre  las  que  directamente  influye. 

El  número  de  las  presentadas  alcanza  á  672,  repartidas  en  la  siguien- 
te forma  : 
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Primer  año 
Introducción  . i38 


Segundo  año 
Derecho  romano,  2"  parte i43 


Tercer  año 

Derecho  penal 5o 

Derecho  constitucional 35 


Cuarto  año 

Derecho  comercial,  i"  parte. 3i 

Derecho  administrativo. 75 


Quinto  año 

Derecho  comercial,  2"  parte 35 

Derecho  civil,  libro  IV 54 


Sexto  año 

Filosofía  del  derecho,  2'  parte 8 

Derecho  administrativo. io3 

Total. 672 

Los  temas  de  estos  trabajos  constan  en  el  Anexo  A,  siendo  los  cursos 
intensivos  dictados,  los  siguientes:  doctor  Garlos  O.  Bunge,  de  intro- 
ducción al  derecho ;  doctor  Garlos  Ibarguren,  de  derecho  romano  (a** 
parte) ;  doctor  Osvaldo  M.  Pinero,  de  derecho  penal ;  doctor  Tomás  R. 
Gullen,  de  derecho  constitucional ;  doctor  Juan  Garlos  Gruz,  de  dere- 
cho comercial,  primera  parte  ;  doctor  Adolfo  F.  Orma,  de  derecho  ad- 
ministrativo ;  doctor  Ramón  S.  Gastillo,  de  derecho  comercial,  segunda 
parte  ;  doctor  Baldomcro  Llerena,  de  derecho  civil  (Lib.  IV)  :  doctor 
Garlos  F.  Meló,  de  filosofía  del  derecho,  segunda  parte  ;  doctor  Estanis- 
lao S.  Zeballos,  de  derecho  internacional  privado  (Anexo  A). 
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Edificio 

Una  vez  demolida  la  parte  de  las  antiguas  construcciones  que  exis- 
tían en  el  terreno  donde  se  levanta  el  nuevo  edificio,  los  señores  Vinent, 
Maupas  y  Jauregui,  constructores  de  la  obra,  comenzaron  los  primeros 
trabajos  en  el  mes  de  febrero  de  1 9 1 2 . 

El  28  de  junio  del  mismo  año  se  colocó  la  piedra  fundamental  del 
edificio,  dándose  al  acto  toda  la  solemnidad  que  requería  (Anexo  B). 

Los  trabajos  de  la  obra  se  han  ejecutado  sin  interrupción  alguna.  El 
1°  de  marzo  de  191 8  el  muro  de  la  fachada  principal  de  las  calle  Las 
Heras  y  el  de  la  ochava  de  las  calles  Las  Heras  y  Cantilo,  alcanzaba  en 
altura  hasta  la  base  de  los  arcos  mayores  de  las  ventanas  ;  se  preparaba 
el  terreno  para  nuevas  fundaciones  ;  se  levantaban  los  adoquines  exis- 
tentes hacia  las  calles  Las  Heras  y  Azcuénaga,  que  pertenecían  á  la  mu- 
nicipalidad ;  se  hacían  excavaciones  para  cimientos  de  manipostería  y 
plataformas  de  hormigón  armado,  en  el  frente  principal;  y  se  terra- 
plenaba y  apisonaba  la  tierra,  haciéndose  también  el  empotrado  de  \a> 
columnas,  en  la  ochava  y  frente  principal  (Las  Heras  y  Cantilo). 

Durante  el  año  191 2  se  han  fundado  48  plataformas  de  hormigón  y 
1 4  de  ladrillos  á  máquina  :  se  han  colocado  5o  columnas  con  altura  al 
primer  piso  ;  se  han  construido  bovedillas  en  el  entrepiso,  entre  el  pri- 
mero y  segundo  muro  del  sótano ;  los  muros  han  alcanzado  en  algunas 
partes  hasta  10  metros  4o  de  altura,  siendo  el  personal  empleado  de  60 
á  70  hombres.  Y  así  continuarán  los  trabajos  dentro  del  contrato  cele- 
brado para  lo  cual  alcanzan  los  recursos  reunidos  por  la  Facultad  duran- 
te largos  años.  Lo  que  faltaba  quedará  cubierto  con  la  suma  de  cien  mil 
pesos,  votada  por  el  Consejo  superior  y  por  entregarse  en  1918  y  1914. 

Pero,  según  los  cálculos  más  aproximados,  se  necesitará  una  suma 
no  menor  de  la  reunida  hasta  ahora  para  terminar  la  parlo  del  edificio 
en  construcción  destinada  á  la  administración,  aulas  v  dopondoncias 
accesorias. 

Una  partida  anual  en  el  presupuesto  durante  pocos  años  permitiría 
efectuar  para  181 G  la  translación  de  la  Facultad  á  su  nuevo  edificio 
dejando  para  más  adelante  su  terminaricHi  ó  sen  la  ejeniri«M)  do  la  jvir- 
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te  situada  sobre  la  calle  Meló  que  contendrá  principalmente  la  bibliote- 
ca, sala  de  conferencias  y  salón  de  actos  públicos. 


Reválida  de  diplomas  de  escribanos 

Gomo  se  anunciaba  en  la  anterior  memoria  se  ha  resuelto  la  cues- 
tión planteada  á  la  Facultad,  admitiéndose  la  reválida  de  los  diplomas 
expedidos  por  tribunales  de  provincia  antes  de  la  promulgación  de  la 
ley  7048,  porque  se  ha  encontrado  justo  no  privar  á  los  diplomados  de 
un  derecho  que  antes  tenían.  Por  lo  demás,  los  aspirantes  á  la  reválida 
quedarán  sujetos  á  dos  condiciones  suficientes  para  garantir  su  prepa- 
ración, el  certificado  de  estudios  secundarios  completos  y  un  examen 
general  de  todas  las  materias  que  comprende  el  plan  de  estudios  de  la 
carrera  notarial. 

Conferencias  y  actos  públicos 

Por  invitación  de  esta  Facultad,  el  eminente  mutualista  Leopoldo 
Mabilleau  dio  tres  interesantes  conferencias  sobre  : 

1°  Orígenes  filosóficos  de  la  idea  «Solidaridad  social  ».  Proudhon, 
Fouillé,  Izoulet,  Diirheim,  Renouvier  ; 

2°  Constitución  del  sistema  solidarista  en  oposición  al  sistema  co- 
lectivista. Proudhon,  Fournicie,  K.  Marx,  y  su  escuela.  Oposición  de 
las  dos  escuelas  á  pesar  de  la  ((Unidad  socialista  ». 

3"  Aplicaciones  sociales  del  sistema  solidarista  en  las  leyes  y  en  los 
hechos.  Las  leyes  sociales  en  Francia.  Los  hechos  sociales  :  mutualismo 
y  sus  diversas  formas.  La  crítica  del  socialismo. 

De  su  importancia  da  testimonio  la  numerosa  y  distinguida  concu- 
rrencia formada  no  sólo  de  profesores  y  alumnos  de  la  casa  sino  tam- 
bién de  personas  ajenas  á  ella,  lo  que  revela  el  interés  que  despiertan 
estos  actos,  y  el  arraigo  de  la  institución  en  el  pueblo. 

Biblioteca 

Transcribo,  á  su  respecto,  el  informe  del  director  de  la  Biblioteca, 
doctor  Orma. 
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Por  ella,  podrá  darse  cuenta  el  señor  rector  de  la  importancia  siem- 
pre creciente  de  aquella  : 

HtK'nos  Aires,   25  de  ;ibril  de  i(ii3. 

Señor  decano  : 

Acompaño  los  cuadros  demostrativos  del  movimiento  de  la  Bibliote- 
ca, durante  el  año  191 2. 

En  ellos  se  vé  que  los  volúmenes  adquiridos  han  sido  2901,  es  decir, 
casi  tanto  como  en  los  dos  años  anteriores  :  i3o4  en  1910  y  1671  en 
1911. 

El  número  de  lectores  ha  aumentado  de  i5.545  en  191 1  á  16.784  y 
las  obras  consultadas  han  sido  21.295,  lo  que  significa  también  un  au- 
mento sobre  el  año  anterior,  en  que  lo  fueron  19.496. 

Desde  1909,  las  obras  consultadas  siguen  aumentando,  en  gran  pro- 
porción, á  saber  : 

1909 8.338 

1910 13.^07 

1911 19-^9^' 

1912 21 .295 

Gomo  se  ha  manifestado  anteriormente,  el  mayor  número  de  lecto- 
res debe  atribuirse  principalmente  á  la  consulta  necesaria  para  las  mo- 
nografías, influye  también  en  este  progreso,  el  enriquecimiento  de  la 
biblioteca,  que  atrae  lectores,  no  sólo  en  los  profesores  y  alumnos  de 
la  casa  sino,  como  lo  he  hecho  notar  en  otras  ocasiones,  en  personas 
extrañas  que  encuentran  en  ella  obras  no  existentes  en  las  demás  bi- 
bliotecas de  la  ciudad. 

Los  recursos,  más  importantes  que  en  otras  épocas,  con  que  se  ha 
contado  en  1912,  han  permitido  adquirir  colecciones  fundamentales  y 
obras  caras,  que  no  podría:)  faltar.  Han  permitido  también  aumentar 
el  fondo  americano,  consiguiendo  libros  de  países  cuya  literatura  jurí- 
dica ó  social  no  tenía  representación  alguna.  Espera  completar  estos 
propósitos  en  el  presente  año,  con  los  nuevos  recursos  con  que,  defini- 
tivamente, cuenta  la  biblioteca. 

Saludo  al  señor  decano  con  toda  consideración. 

A.  F.  Orma. 


CRÓNICA  DE  LA  FACULTAD  DE  DERECHO  669 


Anales 

El  totno  II  (de  la  segunda  serie)  de  los  Anales  de  la  Facultad  de  de- 
recho y  ciencias  sociales,  correspondiente  al  año  191 2,  ha  asegurado 
definitivamente  el  éxito  de.  la  publicación  ;  exponente  de  alta  cultura 
intelectual  de  nuestro  medio  jurídico. 

Nota  interesante  es,  sin  duda,  la  colaboración  prestada  por  profeso- 
res de  universidades  europeas,  entre  los  que  figuran  el  eminente  pro- 
fesor de  la  universidad  de  Erlangen,  Paul  Oertman  que  ha  escrito  so- 
bre la  formación  del  Código  civil  alemán. 

La  distribución  de  esta  publicación  ha  sido  hecha  entre  las  corpora- 
ciones científicas  del  país  y  las  que  se  dedican  á  esta  clase  de  estudios 
<?n  el  extranjero,  como  á  los  centros  estudiantiles  para  su  mayor  di- 
fusión. 

Estudios 

La  ordenanza  de  1 1  de  octubre  de  191 1,  relativa  á  la  publicación  de 
estudios  sobre  derecho  y  ciencias  sociales,  á  cargo  de  personas  vincula- 
das á  la  Facultad,  ha  empezado  á  cumplirse. 

Se  ha  publicado  el  primer  tomo  de  la  Historia  del  derecho  argentino 
del  profesor  doctor  Carlos  Octavio  Bunge.  Se  ha  terminado  la  impre- 
sión de  la  obra  sobre  derecho  penal  de  la  Colonia,  del  profesor  doctor 
Tomás  Jofré.  Está  en  prensa  el  segundo  tomo  de  la  obra  del  doctor 
Bunge  y  están  listos  para  la  impresión  otros  trabajos  igualmente  inte- 
resantes. 

]\omhr amiento  de  profesores  suplentes 

El  Consejo  directivo  ha  nombrado  profesores  suplentes  á  los  siguien- 
tes doctores  :  Aurelio  F.  Acuña  y  Ricardo  Levene,  de  introducción  al 
derecho  ;  Enrique  Ruíz  Guiñazú,  de  economía  política  ;  Daniel  Anto- 
koletz,  de  derecho  diplomático  ;  Uladislao  Padilla,  de  derecho  civil  ; 
Enrique  Uriburu,  de  economía,  finanzas  y  estadística  (carrera  especial); 
Tristán  Avellaneda,  de  derecho  comercial  (curso  especial)  ;  Maximilia- 
no Aguilar,  de  derecho  civil  (curso  especial);   Guillermo  Leguizamón, 
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de  derecho  romano  segunda  parle;  Juan  R.  Mantilla,  de  derecho  admi- 
nistrativo ;  Isidoro  Rui/  Moreno,  de  derecho  internacional  público  ; 
Horacio  P.  Areco,  de  psicología. 

La  colación  de  grados  se  celebró  el  12  de  agosto  con  la  solemnidad 
acostumbrada. 

En  nombre  de  la  Facultad,  pronunció  el  discurso  el  consejero  doctor 
Garlos  Ibarguren  ;  y  en  representación  de  los  egresados  el  doctor  Pedro 
Ignacio  Imaz  Apphatie. 

Tesis  premiadas 

Régimen  municipal  de  la  ciudad  de  Buenos  Aires,  su  organización  y  fun- 
cionamiento desde  1810,  por  José  Maria  Sáenz  Valiente  (medalla  de  oro). 

Naturaleza  jurídica  del  contrato  del  trabajo,  nuevas  formas  de  este  con- 
trato :  doctrinar  legislación,  por  Luis  Méndez  Calzada  y  Eduardo  x\ce- 
vedo  Díaz  (diploma). 

Las  finanzas  de  Buenos  Aires,  contribución  para  su  historia  y  crítica, 
por  Juan  Carlos  Rébora  (diploma). 

Exposición  de  la  doctrina  Drago,  su  importancia  en  el  derecho  interna- 
cional americano,  por  x\lfredo  Narciso  Vivot  (diploma). 

El  Consejo  ha  celebrado  26  sesiones  durante  el  año  próximo  pasado. 
Los  asuntos  en  ellas  discutidos  y  de  que  no  me  ocupo  especialmente  en 
esta  memoria,  son  ya  conocidos  del  señor  rector,  por  las  copias  de  las 
actas  que  mensualmente  se  remiten. 

Durante  el  año  próximo  pasado,  se  recibieron  io3  abogados  y  97 
doctores  en  jurisprudencia. 

Los  resultados  de  los  exámenes  de  los  alumnos  regulares  y  libres  de 
diciembre  de  1 9 1 2 ,  constan  en  los  cuadros  que  envié  al  rectorado  con 
mi  nota  de  fecha  3  de  enero  de  191 3. 

Saludo  al  señor  rector  con  mi  consideración  más  distinguida. 

E.  L.  BiDAu. 

Hilarión  Larguia. 
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ANEXO  A 


TiiMAS  di:  monografías 


Introducción 

El  derecho  en  la  España  romana. 

El  colonato  romano. 

La  familia  en  el  fuero  juzgo. 

La  soberanía  y  la  justicia  en  el  fuero  juzgo. 

La  familia  en  el  código  de  las  partidas. 

La  soberanía  y  la  justicia  en  el  código  de  las  partidas. 

El  sistema  económico  colonial  en  las  leyes  de  indias. 

Autoridades  coloniales. 

Los  cabildos. 

Derecho  romano,  2"  parte 

Definición,  concepto  y  elementos  de  la  obligación. 

Objeto  de  la  obligación  y  significado  de  los  términos  daré,  faceré, 
praestare. 

Capacidad  para  ser  acreedor  ó  deudor. 

Naturaleza  y  caracteres  de  los  derechos  de  crédito  y  sus  diferencias 
con  los  derechos  reales. 

Fuentes  de  las  obligaciones  :  Texto  de  la  Instituía  de  Cayo,  III,  pá- 
rrafos 88  y  89;  otros  textos  de  Cayo  conservados  en  el  Digesto:  XLIV, 
VII,  fragmentos  I,  IV  y  V ;  Texto  de  Modestino:  División  XLIV,  VII, 
fragmento  52;  Texto  de  la  Instituía  de  Justiniano ;  III,  XIII,  párra- 
fo 2. 

División  de  las  obligaciones  según  la  autoridad  que  las  ha  sanciona- 
do :  civiles  y  pretorianas. 

Evolución  histórica  de  las  obligaciones  en  el  derecho  romano. 

Obligaciones  naturales,  sus  caracteres,  causas  y  efectos. 

Obligaciones  consideradas  del  punto  de  vista  de  la  prestación :  deter- 
minación é  indeterminación  en  las  prestaciones;  obligaciones  de  espe- 
cie; obligaciones  indeterminadas;  alternativas,  sus  caracteres,  princi- 
pios que  las  rigen  y  sus  diferencias  con  las  llamadas  facultades ;  obli- 
gaciones de  género  y  de  cantidad,  principios  que  las  rigen. 

Divisibilidad  é  indivisibilidad  de  las  obligaciones,  teoría  de  las  obli- 
gaciones indivisibles.  Principios  que  rigen  esta  materia. 
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Pluralidad  de  acreedores  ó  deudores  :  obligaciones  solidarlas,  rarác- 
teres  y  efectos. 

Derecho  penal 
Cualquier  punió  de  la  faz  sociológica. 

Derecho  constitucional 

La  influencia  de  la  suprema  corte  en  la  vida  constitucional  de  los 
Estados  Unidos. 

Orígenes  de  la  jurisdicción  de  la  suprema  corte  de  los  Estados  Uni- 
dos, 1787,  1801. 

La  suprema  corte  durante  la  presidencia  de  Marshall,  1801-1 836. 

La  suprema  corte  durante  la  presidencia  del  juez  Taney,  i835-i86i. 

La  suprema  corte  durante  la  guerra  de  Secesión  y  la  época  de  la  Re- 
construcción, 1861-1870. 

Influencia  de  las  enmiendas  XIII,  XIV  y  XV  en  la  jurisprudencia 
constitucional  de  los  Estados  Unidos. 

Ultimo  período  de  la  suprema  corte:  orientación  de  su  jurispruden- 
cia, 1870-1912. 

Derecho  comercial,  I ^  parte 

Constitución  de  sociedades  anónimas  según  el  código  de  comercio 
alemán;  su  comparación  con  el  sistema  argentino. 

La  sociedad  de  hecho  ó  irregular  (art.  296,  2"  parte  del  Cód.  de 
com.). 

Diferencias  entre  la  sociedad  y  la  locación  de  servicios  con  participa- 
ción en  los  beneficios. 

Las  operaciones  diferenciales  de  bolsa  :  alcance  de  la  prohibición  le- 
gal (art.  80  del  Cód.  de  com.). 

Modificaciones  que  deben  introducirse  en  la  legislación  de  cheque 
cruzado  (libro  II,  tít.  III,  cap.  II.  Cod.  de  com.). 

Crítica  del  proyecto  de  ley  á  estudio  del  congreso  que  suprime  la  pu- 
blicación de  los  estatutos  de  las  sociedades  anónimas. 

Crítica  del  proyecto  de  ley  á  estudio  del  congreso,  que  reconoce  fuer- 
za ejecutiva  á  la  letra  ó  pagaré  protestados  ante  la  municipalidad,  sin 
necesidad  del  reconocimiento  previo  de  las  firmas. 

Si  en  todos  los  casos  debe  juzgarse  defraudación  el  hecho  de  girar  un 
•cheque  sin  depósito. 
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Derecho  administrativo 

El  presidente  jefe  de  la  administración  general.  Facultades  regla- 
mentarias. Nombramiento  de  empleados.  Recaudación  é  inversión  de 
las  rentas  (inc.  i%  -.i",  -¡\  lo",  \'6\  20°  y  22°  del  art.  80). 

El  presidente  director  de  las  relaciones  exteriores  (inc.  i4°). 

El  presidente  y  el  patronato  nacional  (inc.  8°  y  9°). 

El  presidente  y  la  fuerza  armada  (inc.  i5",  16'',  17"  y  18"). 


Derecho  comercial,  2"  parte 

Evolución  del  concepto  de  la  quiebra  en  nuestra  legislación. 

La  sindicatura  en  el  derecho  argentino. 

La  calificación  de  la  quiebra  como  cuestión  perjudicial  y  sus  conse- 
cuencias. 

La  moratoria  en  el  derecho  argentino. 

El  concordato  preventivo  y  sus  antecedentes  en  las  prácticas  del  co- 
mercio. 

Trabajos  preparatorios  de  la  actual  ley  de  quiebras. 

Exposición  y  critica  de  la  organización  del  procedimiento  para  el  con- 
cordato preventivo. 

Vicios  del  sistema  adoptado  para  la  constitución  de  la  junta. 

Del  procedimiento  de  verificación  de  créditos  :  sus  fuentes  y  concor- 
dancias. 

Exposición  y  crítica  del  proyecto  de  reformas  sometido  al  congreso 
por  el  poder  ejecutivo. 

De  los  medios  de  prevenir  el  fraude  en  los  concordatos  preventivos. 

Personalidad  de  la  masa  en  la  quiebra  y  en  el  concordato  preventivo. 

La  fijación  de  un  mínimun  en  el  concordato  preventivo. 

Del  plazo  fijado  para  el  pedido  de  reunión  de  acreedores. 

De  la  exclusión  de  los  comerciantes  no  matriculados  en  el  concorda- 
to preventivo. 

La  adjudicación  de  bienes  en  la  legislación  argentina. 

Efectos  de  la  admisión  del  pedido  de  convocación  de  acreedores. 

Del  concordato  de  la  sociedad  colectiva  y  sus  efectos  respecto  de  los 
<icreedores  particulares  de  los  socios. 

Derecho  civil,  libro  IV 
a)  Definición  y  naturaleza  de  los  privilegios  en  derecho  civil  argen- 

AHAL.     PAC.     DE     DER.     T.     III     (s*    p.)  43 


i)-¡k  ANALES  DE  LA  FACL'l/rAD  DE  DEUECHO 

tino:  b)  extensión  de  los  mismos  sobre  la  generalidad  de  los  muebles  y 
de  los  inmuebles  : 

aj  Época  del  nacimiento  de  los  privilegios;  bj  duración  de  los  mis- 
mos; cj  causas  por  las  cuales  se  extinguen  ; 

aj  Graduación  de  los  créditos  privilegiados;  bj  reglas  generales  para 
determinar  esta  íjraduación. 


Filosofía  del  derecho,  2^  parte 

Estudio  especial  acerca  de  la  organización  de  la  Casa  de  contratación 
de  Indias  y  su  acción  en  la  vida  comercial  de  las  colonias  españolas  de 
América. 

La  vida  económica  y  la  evolución  del  derecho  comercial  en  las  pro- 
vincias del  Río  de  la  Plata  desde  principios  del  siglo  xviii  hasta   1810. 

Los  cabildos  abiertos  y  su  función  en  las  Provincias  Unidas  del  Río 
de  la  Plata. 

El  gobierno  municipal  romano.  En  España,  y  el  gobierno  municipal 
de  León  y  Castilla  en  la  edad  media. 

La  vida  de  una  ciudad  argentina  bajo  la  colonia  :  Santa  Fe. 

El  gobierno  representativo  en  las  monarquías  españolas  de  la  edad 
media. 

ANEXO  B 

DISCURSO  PRONUNCIADO  EN  LA  CEREMONIA  DE  LA  COLOCACIÓN  DE  LA  PIEDRA 
FUNDAMENTAL  DEL  NUEVO  EDIFICIO,  POR  EL  DECANO,  DOCTOR  EDUARDO  L. 
BIDAU   (28   DE  JUNIO   DE   I912). 

Señor  ministro. 
Señor  rector, 
Señores  : 

La  sencilla  ceremonia  á  que  asistimos,  marcará  en  los  tiempos  labo- 
ro inicial  del  futuro  edilicio  de  la  Facultad  de  derecho  y  ciencias  socia- 
les de  la  Universidad  de  Buenos  Aires,  y  señalará  en  la  historia  de 
nuestra  institución  la  colocación  de  la  piedra  fundamental  de  su  segun- 
da casa  deilnitiva. 

Es  un  paso  más  en  la  marcha  progresiva,  pero  menos  acelerada  que 
la  de  la  gran  ciudad  que  la  alberga,  que  le  dio  vida  y  cuyas  necesidades 
de  cultura  superior  sirve  noblemente,  ahora  como  en  las  épocas  más 
azarosas  de  la  vida  nacional. 
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Fundada,  en  efecto,  en  los  días  auspiciosos  del  memorable  gobierno 
de  Rodríguez,  sobre  la  base  del  edicto  erección  al  de  Pueyrredón  y  por 
el  potente  inilujo  de  Rivadavia,  emprendió  y  siguió  su  camino,  sujeta 
á  todos  los  vaivenes  que  le  imprimían  las  vicisitudes  políticas;  y  sub- 
sistió, vegetando  agonizando,  privada  de  todo  auxilio  oficial,  durante 
los  tres  lustros  sombríos  de  la  tiranía.  Resurgió  á  la  caída  de  Rosas,  se 
organizó  otra  vez  y  logró,  durante  el  largo  y  fecundo  rectorado  de  Juan 
María  Gutiérrez,  aumentar  el  cuadro  de  sus  enseñanzas,  con  la  crea- 
ción de  la  Facultad  de  matemáticas. 

Quedó  constituida  por  la  Facultad  de  humanidades,  que  era  su  de- 
partamento preparatorio,  la  nueva  Facultad,  la  de  ciencias  médicas  y 
la  de  derecho  y  ciencias  sociales :  y  con  ellas  se  nacionalizó  después  de 
la  federal ización  de  Buenos  Aires,  y  con  ellas  mismas,  menos  la  prime- 
ra, refundida  en  el  colegio  nacional,  subsistió  hasta  las  recientes  crea- 
ciones de  la  Facultad  de  filosofía  y  letras  y  de  la  de  agronomía  y  vete- 
rinaria. 

Pero,  mientras,  para  responder  á  sus  fines,  se  creaban  cátedras,  se 
fundaban  gabinetes  y  laboratorios,  se  fomentaban  bibliotecas,  se  abrían 
nuevos  rumbos  á  las  actividades  de  la  juventud,  con  las  escasas  contri- 
buciones de  los  estudiantes  y  las  partidas  del  presupuesto  provincial, 
todas  las  facultades,  excepto  la  de  medicina,  funcionaron  bajo  las  bóve- 
das coloniales  de  la  casa  de  la  calle  Perú,  hasta  el  año  mismo  de  la  fe- 
deralizaclón.  Precisamente  en  vísperas  del  doloroso  alumbramiento  de 
la  capital,  se  inauguraba  el  edificio  de  la  calle  Moreno,  levantado  por 
la  academia  de  entonces  y,  especialmente,  por  el  empeño  entusiasta  del 
austero  ciudadano  y  maestro  inolvidable,  cuya  estatua  muestra,  en  la 
entrada  de  la  casa,  á  los  estudiantes  de  las  nuevas  generaciones,  su  no- 
ble y  varonil  figura,  y  les  dice,  con  sugerente  elocuencia  :  hic  dociiit, 
aquí  enseñó  José  María  Moreno. 

La  Facultad  de  derecho  tenía  su  casa  propia  :  y,  en  ella  salón  de  gra- 
dos, cuatro  aulas  amplias,  un  salón  para  la  academia  y  los  profesores, 
otro  para  la  secretaría,  biblioteca  y  jardines.  Buen  aire,  buena  luz,  ba- 
rrio tranquilo  y  silencioso.  Pero  el  problema  no  estaba  resuelto,  y  ha- 
bía de  plantearse  otra  vez  y  en  breve  plazo. 

El  fenómeno  del  urbanismo  contemporáneo  ha  ofrecido  caracteres 
extraordinarios  en  el  rapidísimo  desarrollo  de  Buenos  Aires,  transfor- 
mando en  pocos  años  la  gran  aldea  en  gran  ciudad,  y  obligando  á  su- 
plir en  condiciones  insuficientes  y  precarias,  la  falta  de  edificios  ade- 
cuados para  el  funcionamiento  de  los  poderes  del  estado  y  para  todos 
los  servicios  públicos. 

La  universidad  y  sus  facultades  componentes,  que  no  gozaron  jamás, 
ni  parecen  próximas  á  gozar,  de  los  beneficios  de  la   magnificencia  pri- 
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vada,  no  escaparon  á  los  efectos  de  prodigioso  crecinilenlo,  ni  el  estado 
tuvo  los  medios  de  proveer  á  las  múltiples  exigencias  que  aquel  imponía. 

Salvo  la  Facultad  de  ciencias  médicas,  las  demás  continuaron  donde 
estaban. 

Así,  habían  transcurrido  apenas  quince  años  de  la  instalación  en  la 
casa  de  la  calle  Moreno,  cuando  la  academia,  apremiada  por  el  aumento 
considerable  de  los  estudiantes  y  por  el  mayor  número  de  las  cátedras, 
procuró  primero  el  ensanche  del  local,  e  intentó  en  seguida,  levantar 
un  amplio  edificio,  de  belleza  arquitecl<Hiira.  rpie  salisncltMn  hts  nece- 
sidades del  presente  y  del  porvenir. 

En  i8()6  comenzó  sus  empeñosas  gestiones  para  trasladar  la  Facultad 
á  la  manzana  formada  por  las  calles  Lorea,  Gevallos,  \ictoria  y  Aveni- 
da de  Mayo,  adquiriendo  por  compra  un  terreno  sobre  las  tres  prime- 
ras calles  y  obteniéndose  la  promesa  de  cesión  de  la  fracción  sobre  la 
avenida,  de  propiedad  de  la  nación. 

Se  encargó  planos  :  se  discutieron  y  se  aprobaron  ;  se  allegaron  algu- 
nos recursos  para  empezar  la  obra,  pero  dificultades  invencibles  malo- 
graron la  iniciativa.  Fué  menester  buscar  por  otro  lado  la  solución  que 
al  lin  se  encontró,  merced  á  la  cooperación  altamente  inspirada  de  las 
autoridades  conninales  que,  al  convenir  la  permuta  del  actual  edilicio 
de  la  Facultad  por  el  terreno  en  que  nos  hallamos,  consultaron  su  des- 
tino, la  vinculación  familiar,  diré  así,  de  la  común  con  la  Universidad, 
antes  que  la  fase  financiera  de  la  operación. 

Sobre  esta  base  segura,  pudo  el  consejo  desenvolver  su  acción  pru- 
dente y  eficazmente.  Pidió  proyectos  á  arquitectos  de  reputación,  eligió 
director  técnico  de  la  obra  á  uno  de  ellos,  al  ingeniero-arquitecto  don 
Arturo  Prins,  y  le  dio  bases  é  indicaciones  para  la  preparación  de  pla- 
nos cuidadosamente  estudiados  en  su  estilo  arquitectónico,  en  los  deta- 
lles de  distribución,  en  el  objeto  de  cada  una  de  las  partes   del  edificio. 

Y  dentro  de  este  plan,  laboriosa  y  gradualmente  cumplido,  iniciamos 
liov  en  el  lejano  suburbio  porteño  de  ayer,  la  construcción  de  la  casa 
de  la  Facultad  de  derecho  y  ciencias  sociales. 

La  queremos  grande  y  bella,  digna  de  nuestra  gran  ciudad  y  ade- 
cuada para  llenar  sus  fines  de  alta  cultura  intelectual  por  la  difusión 
de  las  ciencias  jurídicas  y  sociales.  Bella,  porque  en  el  cuadro  de  las 
armonías  de  este  mundo,  la  ciencia  y  el  arte  se  complementan  :  y  gran- 
de, en  lo  posible,  para  que  perdure  en  los  tiempos  y  no  diga  á  los  ve- 
nideros (|ue  pusimos  en  duda,  (|ue  no  vimos,  la  visible  í^randeza  futu- 
ra de  la  república  y  su  capital. 

Aspiramos,  señores,  á  que  la  Facnllad  pueda  ser  lo  (pie  di-be  ser,  no 
la  concebimos  couio  un  simple  centro  de  enseñanza  (|ue  actúa  solamen- 
te por  sus  alumnos  y  por  la  acción   directa   del    profesor  en    las  aulas. 
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porque  ello  sería  desconocer  el  espíritu  de  nuestros  tiempos  y,  sobre 
todo,  notorias  exigencias  nacionales,  derivadas  del  crecimiento  anormal 
de  la  población. 

Debe  ser,  sin  duda,  centro  de  estudios  superiores;  pero  también 
laboratorio  y  gabinete  de  investigaciones  científicas,  exteriorizadas  en 
publicaciones  prontas,  de  sus  profesores,  de  sus  alumnos  y  de  cuantos 
([uieran,  en  el  interior  ó  en  el  extranjero,  traer  su  aporte  á  la  obra  in- 
terminable. Y,  en  este  sentido,  la  biblioteca  copiosa,  completa,  al  día, 
es  el  taller  indispensable,  con  sus  vastas  salas  de  lectura  y  las  celdas  có- 
modas, bañadas  de  aire  y  de  luz,  para  el  trabajo  individual  y  la  medi- 
tación solidaria. 

Los  Anales  y  los  Estudios,  que  son  ya  una  realidad,  destinados  los 
unos  á  los  trabajos  del  año  y  los  otros  á  formar  una  vasta  compilación 
de  obras  más  extensas,  con  las  proporciones  del  libro,  á  la  manera  de 
sus  similares  de  Norte  América,  reclaman  á  su  vez,  para  sus  oficinas  de 
dirección  y  administración,  un  poco  de  espacio  en  la  casa  común. 

Luego,  las  asociaciones  de  estudiantes,  propiciadas  por  los  estatutos, 
constituidas  y  en  pleno  desenvolvimiento,  propenderán  á  mi  entender, 
en  su  próxima  evolución,  á  la  ayuda  mutua,  que  es  una  délas  manifes- 
taciones más  útiles  de  la  solidaridad  :  y  formarán  de  todos  modos,  por 
su  composición,  el  grupo  más  numeroso  é  interesante  de  la  familia  uni- 
versitaria :  y  á  tal  título  justo  será  admitirlo  á  celebrar  acjuí  sus  reu- 
niones, propagar  sus  ideas,  llenar  en  una  palabra,  la  parte  que  le  co- 
rresponde en  la  división  del  trabajo. 

No  menos  conveniente  será  conservar  entre  los  que,  al  término  de 
los  estudios,  egresan  de  la  Facultad  y  se  esparcen  por  todos  los  ámbitos 
del  territorio,  esos  lazos  de  amistad  y  de  compañerismo  cjue  se  atan  en 
las  aulas,  á  fin  que  el  alejamiento  y  el  tiempo  no  los  borren  ó  debili- 
ten, como  asimismo  impedir  cjue  se  rompan  sus  vínculos  con  la  insti- 
tución. La  mayor  parle  la  abandonan  para  110  volver,  porque  en  ella 
nada  ni  nadie  los  llama,  ni  les  brinda  función  alguna.  Y  bien,  sino  la 
sala  de  doctores  con  facultades  electivas,  por  lo  menos  déseles  fácil  ac- 
ceso, la  oportunidad  de  trabajar  en  la  biblioteca,  de  colaborar  en  nues- 
tras publicaciones,  de  dictar  cursos  libres  ó  dar  conferencias  públicas, 
de  asistir  á  las  ceremonias  y  fiestas  de  la  universidad. 

Bajo  el  patrocinio  oücial,  ó  sin  él.  la  sala  de  conferencias  c[ue  con- 
tendrá el  nuevo  edificio  será  nuestra  Sorbona  para  ellos  y  también  para 
los  extranjeros  distinguidos  profesores,  publicistas,  hombres  públicos, 
(pie  abandonarían  la  costumbre  casi  establecida  de  hacerse  oir  desde  el 
escenario  de  los  teatros. 

He  ahí,  señores,  las  razones  justificativas  de  la  casa  bella  y  grande 
(jue  queremos  y  esperamos  ver  levantada  dentro  de  pocos  años. 
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Señores  : 

Pcrniiüdiiie,  antes  de  proceder  al  acto  que  nos  congrega  en  este  sitio 
que,  en  nombre  del  Consejo  que  presido  y  á  quien  corresponde  el  ho- 
nor y  la  responsabilidad  de  este  obra,  por  él  preparada  ó  iniciada,  per- 
mitidme formular  mis  votos  más  fervientes,  porque  los  que  quedan  y 
los  que  vengan,  realicen  en  la  casa  futura  trabajos  fecundos  y  consigan 
irradiar  lejos,  muy  lejos,  el  renombre  de  la  Facultad,  nuestra  madre 
intelectual,  para  mayor  bien  de  la  república  y  mayor  gloria  de  la  Uni- 
versidad de  Buenos  Aires. 


ANEXO  C 

l'UOGUAMAS  DE   LOS   CURSOS   INTENSIVOS,    ANO    ICjl'i 


Derecho  internacional  privado 

1°  Cuestiones  prejudiciales  relativas  á  la  nacionalidad  del  niño  y  de 
la  mujer  ; 

2°  Adquisición,  pérdida  y  cambio  de  la  nacionalidad  del  niño  en  el 
derecho  extranjero  comparado  ; 

3°  En  el  derecho  americano  : 

4°  Adquisición,  pérdida  y  cambio  de  la  nacionalidad  de  la  mujer  en 
el  derecho  extranjero  comparado  : 

5°  En  el  derecho  americano  : 

6"  Adquisición,  pérdida  y  cambio  de  la  nacionalidad  del  niño  y  de 
la  mujer  en  el  derecho  positivo  y  en  la  jurisprudencia  de  la  República 
Argentina. 

Estanislao  S.  /'ehnllos. 


Derecho  penal 

I"  El  delito  como  hecho  social.  Las  influencias  sociales  generadoras 
de  la  criminalidad.  El  estado  económico  y  el  movimiento  de  la  crimi- 
nalidad. La  educación  común,  la  instrucción  y  la  alta  cultura  inte- 
lectual y  el  delito.  La  edad  y  el  delito.  La  precocidad  criminal  de  los 
menores  :  estudio  de  sus  causas,  relacionándolo  con  la  anlicipación  de 
edad  con  que  los  jóvenes  se  incorporan  á  los  instituios  de  enseñanza 
superior  y  profesional.   El  sexo  y  el  delito.    Causas  de  la  menor  delin- 
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cuencia  femenina.  La  prostitución  y  el  delito.   Su  verdadera  influencia 
en  la  criminalidad. 

2"  El  delito  y  las  profesiones.  Causas  del  aumento  ó  diminución 
del  índice  criminal  de  las  diversas  actividades  profesionales.  La  in- 
fluencia del  clima,  de  la  temperatura  y  de  las  estaciones  sobre  el  movi- 
miento criminal.  Las  fuerzas  sociales  preventivas  de  la  criminalidad. 
El  poder  ejemplarizador  é  intimidatario  de  la  pesca.  La  eficacia  pre- 
ventiva de  nuestras  instituciones  jurídico-penales,  tanto  del  punto  de 
vista  procesal  como  de  nuestro  régimen  penal.  El  poder  preventivo  de 
la  conciencia  social.  Estado  contemporáneo  de  la  opinión  pública  y  el 
delito  social.  Condiciones  para  que  el  freno  de  la  opinión  pública  surta 
toda  su  eficacia  preventiva, 

Osvaldo  M.  Pinero. 


Derecho  romano,  2"  parte 

I"  Definición,  concepto  y  elementos  de  la  obligación.  Objeto  de  la 
obligación  y  significado  de  los  términos  daré,  faceré,  praestare.  Capa- 
cidad para  ser  acreedor  ó  deudor.  Naturaleza  y  caracteres  de  los  dere- 
chos de  crédito  y  sus  diferencias  con  los  derechos  reales. 

Fuentes  de  las  obligaciones.  Texto  de  la  Institiita  de  Gayo,  IIl,  pá- 
rrafos 88  y  89.  Otros  textos  de  Gayo,  conservados  en  el  digesto,  XLIV- 
Vn,  fragmentos  I,  IV  y  V.  Texto  de  Modestino,  D.  XLIV-VII,  frag- 
mento 52.  Texto  de  la  Instituía  de  Justiniano,  III-XIII,  párrafo  2. 

2°  División  de  las  obligaciones  según  la  autoridad  que  las  ha  san- 
cionado :  civiles  y  pretorianas.  Evolución  histórica  de  las  obligaciones 
en  el  derecho  romano.  Obligaciones  naturales,  sus  caracteres,  causas 
y  efectos. 

3°  Obligaciones  consideradas  del  punto  de  vista  de  la  naturaleza  de 
la  prestación  :  determinación  é  indeterminación  en  las  prestaciones. 
Obligaciones  de  especie.  Obligaciones  indeterminadas.  Alternativas,  sus 
caracteres,  principios  cjue  la  rigen  y  sus  diferencias  con  las  llamadas 
facultades.  Obligaciones  de  género  y  de  cantidad,  principios  que  la  rigen. 

4°  Divisibilidad  é  indivisibilidad  en  las  obligaciones,  teorías  de  las 
obligaciones  indivisibles.  Principios  que  rigen  esta  materia.  Pluralidad 
de  acreedores  ó  deudores  :   obligaciones  solidarias,  caracteres  y  efectos. 


Carlos  Ibar 


gw 


r,8o  ANALES  DE  LA  FACUETAI)  DE  DERECHO 


Derecho  comercial,  2"  parte 

1°  Síntesis  histórica  de  la  (juiobra.  Derecho  romano  :  los  estatutos 
italianos  y  su  influencia  en  el  derecho  europeo.  Especialización  del 
juicio  de  quiebras  para  los  comerciantes.  Antecedentes  en  la  legislación 
de  origen  latino,  germánico  y  anglosajón. 

2°  La  quiebra  en  el  derecho  argentino.  Época  colonial.  Las  orde- 
nanzas de  Bilbao.  Exposición  comparada  de  la  organización  de  los  di- 
versos períodos  del  juicio  con  los  de  esta  institución  en  el  derecho 
actual.  Moratoria  y  cesión  de  bienes. 

3°  El  Código  de  comercio  de  18G2.  Condiciones  esenciales  para  la 
apertura  del  juicio.  Electos  respecto  del  deudor  y  sus  consecuencias  de 
orden  económico.  Medios  de  prevenir  y  extinguir  la  quiebra.  Mora- 
toria :  condiciones  esenciales  para  poder  formular  el  pedido  de  mora- 
toria. Derecho  del  acreedor.  Facultades  del  juez  de  comercio.  Concor- 
dato :  requisitos  esenciales  para  celebrarlo.  Consecuencias  de  la  califi- 
cación de  la  quiebra  en  el  juicio  civil  para  los  derechos  de  los  acreedores 
y  para  el  ejercicio  de  la  acción  pública. 

4"  Ley  de  reforma  del  Código  de  comercio.  Keglament ación  de  la 
moratoria  y  del  concordato,  considerado  como  un  beneficio  del  deudor. 
La  adjudicación  de  bienes  :  sus  antecedentes.  Facultad  conferida  á  los 
acreedores  por  la  ley  anterior  para  continuar  el  giro  del  deudor.  Fra- 
caso de  la  moratoria  como  recurso  para  prevenir  la  quiebra.  Ineficacia 
del  concordato  después  de  la  quiebra  para  consolidar  la  situación  del 
deudor.  Inconvenientes  de  la  adjudicación  de  los  bienes  á  los  fines  de 
la  liquidación  de  la  quiebra.  La  práctica  del  arreglo  privado  y  sus  con- 
secuencias. Reformas  exii^idas. 

5°  Trabajos  preparatorios  de  la  actual  ley  de  quiebras  :  Los  pro- 
yectos Daract  y  Bermejo.  Sus  fuentes  y  concordancias.  Proyecto  redac- 
tado por  los  doctores  Beracochea,  Obarrio  y  Segovia.  Bases  del  pro- 
yecto formulado  por  la  comisión  de  la  honorable  Cámara  de  diputados. 
Modificaciones  introducidas  por  la  comisión  del  honorable  Senado, 
cambiando  fundamentalmente  el  plan  de  aquéllos. 

(]"  Ueglainentación  del  procedimiento  :  Condiciones  requeridas  para 
pedir  convocatoria  de  acreedores.  Plazo  para  la  presentación.  Calidad 
de  comerciante.  Inscripción  en  la  matrícula.  ^  Conviene  la  fijación  de 
un  mininmni  ?  Kesullados  prácticos  de  esta  exigencia  por  la  lev  de  con- 
cordato preventivo  italiano. 

7"  Forma  del  pedido  de  convocación  de  acreedores  :  (^)uienes  pueden 
formularlo.  Jurisdicción  conq)etenle.  Efectos  de  la  apertura  del  juicio 
comparado  con   los   electos  de  la  quiebra  respecto  del  deudor,   de  la 
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generalidad   de  los   acreedores  v  de  los  que  tuvieren  el  derecho  de  rei 


vindicación.  Período  informativo  del  juicio  :  tacullades  del  contador, 
de  los  interventores,  derecho  de  los  acreedores.  Comparación  de  este 
período  del  juicio  con  el  de  la  ley  inglesa  y  el  de  la  ley  de  liquidación 
de  Francia. 

8"  Constitución  de  la  junta  :  Acreedores  que  pueden  concurrir  á  la 
asamblea.  Forma  de  comparescencia  de  los  mismos.  Casos  en  que  el 
deudor  puede  hacerse  representar  por  apoderados.  Derecho  de  voto  en 
la  verilicación  de  créditos,  q  Cuando  se  considera  constituida  la  junta 
de  acreedores  ? 

cy  Formación  del  concordato  :  Forma  y  plazo  en  que  debe  formular 
el  deudor  su  proposición  de  concordato.  Derecho  de  voto.  Fundamento 
de  la  exclusión  de  los  acreedores  privilegiados,  de  los  parientes  del 
deudor  y  los  cesionarios  de  éstos.  Consecuencias  para  los  acreedores 
privilegiados  Cjue  concurren  y  votan  á  favor  ó  en  contra  del  concor- 
dato. Fundamento  de  la  doble  mayoría  exigida.  Cómputo  de  los  votos 
personales  y  de  capital.  Comparación  del  sistema  de  nuestra  ley  con 
el  de  las  principales  naciones  europeas.  ¿  Cómo  debe  computarse  el 
voto  de  los  obligacionistas  ? 

lO"  Homologación  del  concordato  :  Objeciones  al  concordato  apro- 
bado por  la  mayoría.  Causas  en  que  debe  fundarse.  Tramitación  y  re- 
soluc'ón  del  incidente.  Facultades  del  juez  de  comercio.  Crítica  de 
nuestra  ley  á  este  respecto. 

11"  Naturaleza  jurídica  del  concordato:  Fundamento  de  la  perso- 
nalidad de  la  masa  de  nuestro  derecho.  Efectos  del  concordato  homo- 
logado respecto  de  la  generalidad  de  los  acreedores,  de  los  co-obligados 
y  fiadores  del  deudor.  Causas  y  efectos  de  la  rescisión  y  nulidad  del 
concordato.  ¿El  deudor  (|ue  no  ha  cumplido  las  obligaciones  de  un  con- 
cordato puede  pedir  reunión  de  acreedores  y  celebrar  nuevo  concordato  ? 

12°  Adjudicación  de  bienes:  Su  reglamentación  como  procedimiento 
preventivo  de  la  quiebra.  Sus  efectos  para  el  deudor  y  para  los  acreedo- 
res, (i  Procede  la  acción  de  nulidad  de  la  adjudicación  de  bienes  en  los 
casos  en  c[ue  procede  la  nulidad  del  concordato  ? 

Ramón  S.  Castillo. 


Derecho  constitucional 

1°  Influencia  de  la  suprema  corte.  La  vida  constitucional  de  los  Es- 
tados Unidos.  Orígenes  de  la  jurisdicción  de  la  suprema  corte  de  los 
Estados  Unidos,  1080-177/1: 
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2"  Establecimiento  \  oríjanización  de  In  suprema  corle  de  los  Estados 


Unidos,  1 787- 1 8o  I  : 

3°  La  suprema  corte  durante  la  presidencia  de  Marsball,  nSoi-iNoa; 

4°  La  suprema  corte  durante  la  presidencia  del  juez  Taney,    i835- 
1861  : 

5°  La  suprema  corte  durante  la  guerra  de  secesión   y  la  época  de 
reconstrucción ,  1 86 1  - 1 870  : 

6"  Influencia  de  las  enmiendas  XIII,  XIV^  y  W  en  la  jurisprudencia 
constitucional  de  los  Estados  Unidos  ; 

7°  Ultimo  período  de  la  suprema  corte  ;  orientación  de  su  jurispru- 
dencia, 1870-1912. 

Tomás  B.  Callen. 


Derecho  administrativo 

i^  El  presidente  jefe  de  la  administración  general.  Facultades  regla- 
mentarias. Nombramiento  de  empleados.  Recaudación  é  inversión  de 
las  rentas  (inc.  i",  2",  7°,  10°,  i3°,  20"  y  22°  del  art.  85)  ; 

2°  El  presidente,  director  de  las  relaciones  exteriores  (inc.  i4°) ; 

3°  El  presidente  y  el  patronato  nacional  (inc.  8°  y  9°)  ; 

4"  El  presidente  y  la  fuerza  armada  (inc.  i5°,  16",  17°  y  18)  ; 


Adolfo  F.  Orma. 


Derecho  comercial,  í'  parte 

Sociedades  comerciales  (á  incorporar  al  programa  en  vez  de  las  si- 
ííuientes  :  Antecedentes  históricos  :  La  sociedad  en  Roma  v  en  la  Edad 
media.  Las  sociedades  por  acciones  en  los  siglos  xvii  y  xvni,  origen  de 
la  autorización  del  Estado.  Evolución  legislativa  hasta  nuestros  días. 
Sus  tendencias)  : 

La  sociedad  sujeto  de  derechos  :  Distintas  clases  de  personas  jurí- 
dicas en  la  legislación  argentina.  Personalidad  de  las  sociedades  comer- 
ciales :  diferencias  entre  la  legislación  civil  y  la  comercial.  Teorías  di- 
versas sobre  la  personalidad  de  las  sociedades.  La  sociedad  y  la  aso- 
ciación. 

La  sociedad  como  contrato.  Caracteres  especíiicos  de  la  sociedad. 

I"  Constitución  del  capital  social  por  medio  de  aportes  :  Noción  del 
aporte  :  sus  diversas  clases  ;  aportes  en  propiedad  ó  en  uso  ;  especia- 
lidad del  aporte  consistente  en  la  industria  personal  :  crédito  comer- 
cial y  crédito  político  ; 
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2°  Vocación  simultánea  á  las  ganancias  ó  las  pérdidas.  Conexidad 
y  simultaneidad.  Sociedades  leoninas.  Cláusulas  permitidas  y  cláusulas 
prohibidas  ; 

3°  Affeclio  societatis.  Distinción  de  la  sociedad  y  la  comunidad.  Dis- 
tinción entre  la  sociedad  y  el  préstamo  con  participación  en  los  bene- 
ficios. Distinción  entre  la  sociedad  y  la  locación  de  servicios  con  parti- 
cipación en  los  beneticios. 

Las  sociedades  civiles  y  las  sociedades  comerciales.  Diferentes  cri- 
terios para  distinguirlas  :  el  criterio  formal  y  el  objetivo.  Dificultades 
que  originan  las  sociedades  mixtas  :  casos.  Legislación  argentina  y  le- 
gislaciones extranjeras.  Consecuencias  de  la  distinción. 

Sociedades  extranjeras.  Existencia  internacional  de  las  sociedades 
comerciales  :  su  vincuUición  con  la  teoría  de  la  realidad  de  las  personas 
jurídicas.  Distintas  clases  de  sociedades  extranjeras  según  el  Código  de 
comercio  :  crítica  de  las  reformas  introducidas  al  texto  primitivo. 

Bolilla  VI.  Forma  del  contrato  de  sociedad  comercial.  Sociedades 
verbales  y  por  escrito.  Prueba  del  contrato.  Estipulaciones  de  la  escri- 
tura. Publicidad  :  la  inscripción  y  las  publicaciones  periódicas.  Las 
relbrinas  del  contrato  primitivo.  Efectos  de  la  publicidad.  Requisitos 
con  que  deben  entablarse  las  acciones  sociales. 

Sanciones  que  rigen  por  inobservancia  de  las  formas.  La  sociedad 
de  hecho  ó  irregular.  Análisis  del  artículo  296,  segunda  parte  del  Có- 
digo de  comercio.  La  teoría  de  Vivante  sobre  la  sociedad  irregular. 
Socios  ocultos  y  socios  aparentes. 

Diversas  clases  de  sociedades  comerciales.  La  responsabilidad  de  los 
socios  :  sociedades  limitadas  é  ilimitadas.  La  clasificación  jurídica  y  la 
clasificación  económica.  Crítica  del  Código  de  comercio  argentino. 

La  sociedad  colectiva.  Caracteres  comunes  y  diferenciales  con  la  co- 
mandita. La  responsabilidad  de  los  socios.  La  razón  social.  La  admi- 
nistración. El  género  de  comercio. 

La  sociedad  en  comandita  :  su  origen  histórico.  La  ingerencia  del 
comanditario  en  la  administración  ;  sistemas  y  sanciones.  La  coman- 
dita por  acciones. 

La  sociedad  de  capital  é  industria  en  el  Código  de  comercio  argen- 
tino :  su  crítica. 

Las  sociedades  accidentales  ó  en  participación  :  observaciones  que 
sugieren. 

Las  sociedades  cooperativas.  Lnportancia  del  movimiento  coopera- 
tivo ó  mutualista.  Diversos  tipos  de  sociedades  cooperativas.  Carácter 
comercial.  La  variabilidad  del  capital. 

Bolilla  VIL  La  sociedad  anónima.  Consideraciones  económicas,  des- 
arrollo de  estas  sociedades  en  la  actualidad.    Movilidad  de  la  legislación 
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(juc  rige  las  sociedades  anónimas.  Congresos  internacionales.  Carácter 
general  de  la  nueva  legislación.  Origen  histórico  de  la  sociedad  por 
acciones. 

Caracteres  de  la  sociedad  anónima  en  la  legislación  argentina.  Defi- 
nición del  Código  de  comercio  :  su  crítica.  Nombre  y  objeto.  Bienes 
sociales.  Si  el  capital  debe  ser  siempre  en  acciones. 

Autorización  gubernativa.  Distintos  sistemas  empleados  para  im- 
pedir los  abusos  de  la  forma  anónima.  Escuelas  liberal  y  socialista.  Las 
dos  formas  de  investigación  del  Estado  :  la  reglamentación  y  la  auto- 
rización. Sistema  seguido  por  el  Código  civil  argentino  :  sus  defectos. 
La  intervención  gubernativa  entre  nosotros  :  su  crítica. 

De  las  acciones  :  su  importancia  económica,  ventajas  6  inconvenien- 
tes. Comparación  con  el  interés  del  comanditario.  Signos  distintivos 
de  la  acción  :  su  examen.  La  negociabilidad.  Doctrina  de  Haller  sobre 
la  delegación  :  ejemplos.  Carácter  jurídico  de  la  acción.  Distintas  clases 
de  acciones.  Partes  beneficiarlas  ó  de  fundador  :  noción,  su  desarrollo 
en  Francia,  sus  ventajas.  Crítica  de  las  disposiciones  de  nuestro  código 
referentes  á  los  derechos  que  se  reservan  los  fundadores.  Contenido  de 
las  acciones,  integración  y  negociabilidad  según  nuestro  código.  Libro 
de  registro  de  acciones. 

Obligaciones,  bonos  ó  debentures.  Comparación  de  las  obligaciones 
con  las  acciones.  Carácter  jurídico  de  las  obligaciones.  Amortización, 
formas.  El  sistema  seguido  por  el  código,  ventajas  é  inconvenientes. 
La  nueva  ley  de  debentures  :  su  mecanismo.  Ventajas  económicas  é  in- 
convenientes jurídicos.  Funciones  del  fideicomisario  :  sus  atribuciones. 
Distintas  clases  de  debentures.  Noción  de  la  garantía  flotante,  manera 
de  hacerla  efectiva.  El  prospecto.  Debentures  emitidos  en  el  extranjero. 
Sanciones.  Crítica  general  de  la  ley. 

Bolilla  VIH.  Constitución  de  la  sociedad  anónima.  Examen  del  ar- 
tículo 1 38  del  Código  de  comercio  :  su  crítica.  Distintas  formas  de 
constitución.  Constitución  inmediata  ó  simultánea  :  su  crítica.  Cons- 
titución escalonada  ó  por  subscripción  pública  :  su  mecanismo.  La 
constitución  provisoria,  el  programa  de  subscripción,  la  asamblea  cons- 
lituyente,  los  estatutos.  Ventajas  de  los  fundadores.  Deficiencias  de 
nuestro  Código.  La  legislación  extranjera  sobre  la  materia  :  Francia 
é  Italia,  sus  ventajas.  La  constitución  de  sociedades  anónimas  en  el 
Código  de  comercio  alemán.  Constitución  simple  :  simultánea  y  suce- 
siva. Constitución  calificada  :  casos.  Los  estatutos  segiín  el  código 
alemán  :  cláusulas  esenciales  y  no  esenciales.  Las  asambleas  constitu- 
yentes alemanas  :  garantías  (|ue  ofrecen.  La  infervenci(')n  de  los  admi- 
nistradores, los  síndicos  y  los  expertos  revisores.  La  jmblicidad. 

Administración  y  fiscalización  de  las  sociedades  anónimas.   Nombra- 
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niieiito  de  los  directores.  GarácLer  jurídico.  Responsabilidad  de  los 
directores  :  casos.  Prohibiciones  legales.  Caución.  Nonibramiento  de 
los  síndicos  :  sus  funciones.  Deberes  y  responsabilidades.  Sociedades 
concesionarias.  Gerentes  :  su  carácter  y  atribuciones.  De  las  cuen- 
tas de  administración.  Balances.  Repartición  de  utilidades  :  restric- 
ciones de  nuestro  código.  Dividendos  reales  ó  licticios.  Abusos  co- 
munes de  las  sociedades  anónimas  oriíjinados  por  su  mala  administra- 


por 


cíon. 

Asambleas  generales.  Sus  atribuciones  y  facultades.  Distintas  clases  de 
asambleas.  Gonvocatoria,  orden  del  día,  quoram,  mayoría,  actas.  iNuli- 
dady  suspensión  de  las  resoluciones.  Asambleas  extraordinarias:  noción 
según  el  código  argentino  y  según  las  legislaciones  extranjeras.  Oaorain 
y  mayoría  ex^traordinarios,  casos  :  su  examen.  Derechos  de  los  disi- 
dentes. Observaciones  que  sugiere  la  fusión  de  sociedades.  Accionistas 
residentes  en  el  extranjero  :  sus  derechos  según  el  código.  Abusos  de 
las  asambleas. 

Disolución  y  liquidación  de  las  sociedades  anónimas.  Distintas  causas 
de  disolución.  Efectos.  Observaciones  sobre  la  quiebra  délas  sociedades 
anónimas.  Liquidación. 

Juan  Carlos  Cruz. 


II 

El  doctorado 

I 

PROYECTO    DE  LA  COMISIÓN   DE   ENSEÑANZA 

Art.  1°.  — El  curso  del  doctorado  en  derecho  y  ciencias  sociales,  será 
de  un  año  y  comprenderá  las  materias  siguientes  :  Derecho  público 
comparado.  Estudios  económicos.  Historia  del  derecho  argentino.  Evo- 
lución de  las  instituciones  jurídicas. 

Art.  2°. — El  grado  de  doctor  será  discernido  al  abogado  previa 
aprobación  de  las  asignaturas  enunciadas  en  el  artículo  anterior  y  de 
la  tesis,  conforme  á  la  reglamentación  vigente. 

Art.  3°.  —  Suprímese  del  sexto  año  de  la  abogacía  la  Filosofía  del 
derecho,  segunda  parte  :  materia  que  pasa  al  doctorado  con  el  nombre 
de  Evolución  de  las  instituciones  jurídicas,  y  créase  en  dicho  sexto  año 
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una  cátedra  de  Derecho  civil  profundizado  y  comparado  que  se  incor- 
pora al  plan  de  estudios  de  aquella  carrera. 

Art.  A".  —  La  enseñanza  del  doctorado  será  intensiva  y  se  dará  en 
dos  clases  por  semana  para  cada  materia,  debiendo  los  profesores  so- 
meter á  la  aprobación  del  consejo  directivo  antes  del  i°  de  noviembre 
de  cada  año,  los  puntos  que  se  investigarán  en  el  siguiente. 

Art.  5°.  —  El  presente  plan  entrará  en  vigencia  el  año  191/1  y  para 
los  que  en  191 3  cursen  el  sexto  de  abogacía. 

Honorable  consejo  : 

La  comisión  de  enseñanza  somete  á  vuestra  consideración,  en  cum- 
plimiento de  lo  resuelto  por  el  honorable  consejo  en  su  sesión  de  ...  el 
proyecto  de  plan  de  estudios  para  el  doctorado. 

La  comisión  no  se  detiene  en  este  dictamen  á  demostrar  las  deficien- 
cias del  plan  vigente,  no  experimentado  aún,  por  cuanto  el  consejo  ya 
se  ha  pronunciado  al  respecto,  resolviendo  su  reforma.  Pero  hace  notar 
que  tal  resolución  ha  sido  tanto  más  atinada  cuanto  que  aparecen  san- 
cionadas por  el  consejo  superior  universitario,  materias  como  la  Orga- 
nización y  funcionamiento  de  la  instrucción  pública  que  no  fueron  vo- 
tadas por  esta  Facultad. 

El  proyecto  reposa  en  las  siguientes  bases  : 

1°  El  curso  para  el  doctorado  en  derecho  y  ciencias  sociales,  será  de 
un  año,  con  cuatro  materias; 

3°  La  enseñanza  de  cada  asignatura  deberá  darse  en  cursos  intensi- 
vos de  dos  clases  por  semana  y  versar  sobre  uno  ó  más  puntos  funda- 
mentales de  ella,  previamente  aprobados  por  el  consejo  y  que  serán 
investigados  durante  el  año  ; 

3°  Pasar  de  la  abogacía  al  doctorado  la  Filosofía  del  derecho  segunda 
parte,  que  es  un  estudio  de  antropología  en  sus  relaciones  con  el  derecho 
.y  evolución  de  las  instituciones  en  los  pueblos  y  razas  humanas,  substi- 
tuyéndola por  un  curso  de  Derecho  civil  profundizado  y  comparado  ; 

4°  Mantener  la  monografía-tesis  doctoral  como  prueba  final  para 
obtener  el  título,  conforme  lo  reglamenta  la  respectiva  ordenanza  vi- 
gente. 
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No  ha  llegado  todavía  en  este  país  la  oportunidad  de  dividir  el  doc- 
torado. Nuestra  actividad  científica,  en  el  orden  social,  es  embrionaria. 
Nuestro  medio  no  está  preparado  aún  para  que  pueda  desenvolverse 
con  eíkacia,  como  en  Europa,  el  doctorado  en  ciencias  jurídicas,  diver- 
so del  relativo  á  las  ciencias  sociales  ó  á  las  políticas.  Muy  difícil  sería 
encontrar  aquí  profesores  especialistas  para  tantas  ramas.  Debemos  to- 
mar, pues,  lo  que  tradicionalmente  lia  existido  hasta  hoy:  un  sólo 
grado  general  para  el  derecho  y  ciencias  sociales,  y  mejorar  su  apren- 
dizaje, sin  frondosidad,  con  algunos  altos  estudios.  Más  tarde,  las  ne- 
cesidades de  elevada  cultura  intelectual  prepararán  el  ambiente  reque- 
rido para  magnificar  los  cursos,  bifnrcarlos  y  especializar  los  grados 
universitarios. 

Tal  criterio  ha  informado  las  bases  del  proyecto. 

La  comisión  no  ha  titubeado  en  fijar  sólo  un  año  de  duración  á  los 
estudios,  pues,  extenderlos  á  dos  ó  más.  sería  alargarlos  excesivamente 
sin  ventaja,  á  menos  de  reducir  el  término  de  la  abogacía,  cambio  que 
juzgamos  inconveniente  por  las  razones  fundamentales  que  el  consejo 
tuvo  en  cuenta  al  sancionar  en  la  forma  actual  esta  carrera,  y  por  los 
serios  trastornos  que  sufre  la  enseñanza  con  las  frecuentes  modificacio- 
nes de  los  planes  de  estudio  en  aplicación. 

Se  han  reducido  á  cuatro  las  asignaturas.  No  es  posible  recargar  al 
estudiante  con  mayor  número  de  materias  en  un  año;  de  lo  contrario 
propenderíamos  á  fomentar  la  superficialidad  que  dará  la  apariencia 
del  saber,  más  perjudicial  que  la  ignorancia  misma. 

La  comisión  no  cree  oportuno  —  ni  bifurcándose  el  doctorado  y  dada 
la  idiosincrasia  de  nuestros  estudiantes  —  abrir  seis  ó  más  cursos  de 
entre  los  cuales  se  podría  elegir  cuatro  para  graduarse.  Tendríamos, 
con  este  sistema,  algunas  cátedras  sin  alumnos,  ó  éstos  se  inscribirían 
en  unas  y  pasarían  después  á  otras  durante  el  año,  sin  seguir  asidua- 
mente ninguna.  Sólo  una  parte  mínima  concurriría  desde  el  comienzo 
hasta  el  fin  de  cada  materia.  Por  esta  razón  nos  hemos  apartado  del 
criterio  que  informó  el  plan  sancionado  en  1909,  que  el  consejo  ha  re- 
suelto modificar. 

Las  materias  que  proponemos  son  :  Derecho  público  comparado.  Es- 
tudios económicos.  Historia  del  derecho  argentino,   Evolución   de  las 
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¡nstiliiciones  jurídicas.  Hemos  consullado  en  esta  clasificación  las  lases 
[uiinordiales  del  orden  jurídico  \  social  ([ue  no  pueden  ser  investiga- 
dos con  profundidad  en  la  abogacía.  Así,  si  bien  los  abogados  conocen 
el  derecho  público  en  programas  generales,  no  han  esludiado  el  fun- 
cionamiento de  sus  instituciones  en  los  diversos  países,  sea  se  trate  del 
derecho  administrativo,  de  la  instrucción  pública  ó  del  derecho  consti- 
tucional. Lo  mismo  ocurre  con  los  estudios  económicos;  el  curso  de 
Economía  política  es  forzosamente  elemental  en  la  abogacía:  allí  se 
explican  únicamenle  las  nociones  fundamentales  de  la  organización 
económica,  pero  es  menester,  en  el  doctorado,  detenerse  en  el  examen 
intensivo  de  los  problemas  que  agitan  á  la  sociedad  contemporánea  y 
de  los  fenómenos  económicos  de  nuestro  país  que  reclaman  un  análisis 
científico.  Con  tales  propósitos  proponemos  el  Derecho  público  compa- 
rado Y  los  Estudios  económicos. 

La  Historia  del  derecho  argentino,  cuya  investigación  detenida  es 
indispensable  en  un  curso  superior,  supone  el  conocimiento  anterior 
por  parte  del  estudiante,  de  todo  el  organismo  jurídico,  para  poder 
apreciar  provechosamente  sus  fuentes,  su  desenvolvimiento  v  evolu- 
ción. Esta  asignatura  abarcará  no  sólo  el  estudio  de  los  antecedentes 
del  derecho  público  y  privado  argentino,  sino  también  la  interpreta- 
ción que  le  ha  dado  la  jurisprudencia  y  las  fuerzas  sociales  que  han  in- 
iluenciado  su  desarrollo. 

El  curso  de  Evolución  general  de  las  instituciones  jurídicas,  no  es 
otro  que  el  llamado  actualmente  Filosofía  del  derecho,  H  parte,  del  sexto 
año,  materia  que  proyectamos  trasladar  al  doctorado,  por  su  misma 
índole  y  porque  la  abogacía  está  recargada  de  estudios  filosóficos  y  so- 
ciológicos, y  así,  en  esa  carrera,  figuran  :  Psicología.  Introducción  al 
derecho  encarada  como  filosofía.  Sociología,  y  además,  dos  años  de  Fi- 
losofía del  derecho.  El  segundo  año  de  la  Filosofía  del  derecho,  que  es 
antro[)ología  en  sus  relaciones  con  el  derecho  y  evolución  del  derecho 
en  los  pueblos  y  razas  humanas,  pasará  al  curso  para  doctorado  y  será 
substituido  con  la  enseñanza  del  Derecho  civil  comparado.  Este  cambio 
mejorará  la  preparación  profesional  y  evitará  recargar  al  doctorado  con 
estudios  de  derecho  privado  que  se  harán  muy  completos  en  la  aboga- 
cía con  Insílo^  ciirsds  (le  DcnM'lio  lom.iiio.  los  cii.-it  to  d»'  civil  v  además. 
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el  profundizado  y  comparado  que  proponemos  en  reemplazo  de  la  Filo- 
sofía de  sexto  año. 

En  cuanta  á  la  forma  en  que  se  dictará  la  enseñanza,  es  indudable 
que  ella  deberá  ser  intensiva  y  en  dos  clases  semanales  para  cada  cáte- 
dra. En  tal  concepto,  los  profesores  someterán  ala  aprobación  del  con- 
sejo, con  la  debida  anticipación,  los  temas  de  cada  materia  que  inves- 
tigarán durante  el  período  escolar.  En  los  estudios  económicos,  por 
ejemplo,  un  año  se  tratará  la  política  económica  argentina,  ó  nuestras 
industrias  agrarias,  en  otro,  el  estado  actual  de  la  organización  del 
trabajo,  etc. ;  en  el  Dcrecbo  público  moderno,  se  estudiará  durante  un 
curso  la  organización  y  funciones  de  la  Instrucción  pública,  en  otro,  el 
Derecho  administrativo  ó  Derecho  político  comparado,  etc.  ;  la  Histo- 
ria del  derecho  argentino  versará  unas  veces  sobre  nuestra  historia 
constitucional  y  otras,  sobre  la  de  diversas  ramas  de  nuestro  derecho 
público  ó  privado  y  su  jurisprudencia.  En  íin,  en  lo  que  se  refiere  á  la 
evolución  de  las  instituciones  jurídicas,  el  profesor  desarrollará  en  un 
período  un  curso  de  antropología  en  sus  relaciones  con  el  derecho  y  en 
otros,  in\est¡gará  una  institución  jurídica  y  social  á  través  del  tiempo 
en  los  pueblos  y  razas  humanas. 

Por  último,  la  comisión  propone  el  mantenimiento  de  las  tesis  con 
la  reglamentación  vigente,  trabajo  final  que  reputa  necesario  y  que,  en 
la  experiencia  de  estos  últimos  años,  ha  dado  resultado  satisfactorio, 
como  lo  demuestra  el  número  de  tesis  recomendadas  para  premios  ó 
menciones  por  las  mesas  examinadoras. 

Por   las   razones  expuestas,    aconsejamos  la  aprobación  del  proyecto 

adjunto. 

,  Carlos  Ibarguren.  —  Leopoldo  Meló.  —  J.  A. 

García. 


II 

CONTRAPROYECTO   DEL  CONSEJERO   DELLEPIANE 

No  se  reforma  á  mi  juicio,  de  cuajo,  diré  así,  un  plan  estudiado  y 
discutido  ampliamente  por  un  consejo  directivo  formado  en  su  mayo- 
ría de  las  mismas  personas  que  el  actual  consejo,   plan  que,   á  mayor 
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abundamiento,  no  lia  sido  aplicado  aún,  sin  mediar  fuertes  razones 
que  induzcan  á  llevar  á  cabo  un  acto  cuya  realización  envuelve,  en 
cierto  modo,  una  autodescalificación  científica  y  un  nuevo  ejemplo  de 
ese  alan  de  la  reforma  por  la  reforma,  cada  vez  más  acentuado  en  el 
país,  que  nuestra  Facultad  debiera  ser  la  primera  en  proscribir. 

¿Cuáles  pueden  ser  esos  poderosos  motivos  que  impongan  esta  refor- 
ma radical  del  plan  de  i()o8,  en  su  espíritu  y  tendencias,  que  la  comi- 
sión de  enseñanza  nos  propone?  La  comisión  los  silencia,  escudándose, 
para  ello,  en  una  resolución  del  consejo,  el  cual,  á  raíz  de  opiniones 
personales  vertidas  por  alguno  de  sus  miembros,  resolvió  rever  el  plan 
de  estudios  para  el  doctorado,  sin  abrir  juicio  corporativamente  acerca 
del  sentido  de  las  modificaciones,  que  podían  ser  de  mero  detalle,  de 
supresión,  substitución  ó  agregado  de  materias  al  plan  vigente,  pero 
sin  desnaturalizarlo  en  su  espíritu  y  finalidad. 

Entretanto,  la  comisión  de  enseñanza  echa  por  tierra  la  obra  del  con- 
sejo de  1908,  al  cual  exhibe  en  su  dictamen  como  autor  de  un  plan 
rumboso,  que  ha  desconocido  las  condiciones  de  nuestro  país  «  de  acti- 
vidad cientííica  embrionaria»,  «sin  profesores  especialistas»,  incu- 
rriendo, así,  en  el  grave  error  de  haber  preparado  la  bifurcación  futura 
del  doctorado  en  dos  especialidades  distintas  :  el  doctorado  en  ciencias 
jurídicas  y  el  doctorado  en  ciencias  políticas  y  económicas. 

No  hay  tales  «magnificaciones»,  sin  embargo.  Como  la  comisión 
actual  de  enseñanza,  el  consejo  de  1908  fijó  también  en  un  año  la  dura- 
ción de  los  estudios  de  doctorado,  ó,  mejor  dicho,  determinó  serían  4 
las  materias  que  debía  cursarse  para  optar  al  grado  de  doctor  A  este 
respecto,  la  comisión  no  introduce,  pues,  otra  novedad  que  la  poccK 
feliz  consistente  en  reducir  á  4  las  asignaturas  del  doctorado,  en  lugar 
de  G,  que  el  consejo  de  1908  estableció,  á  fin  de  que,  de  entre  ellas, 
escogiera  cada  estudiante  las  4  que  necesitaba  aprobar  para  graduarse 
de  doctor. 

Nada  más  acertado  que  esta  resolución  del  consejo,  debido  á  una 
proposición  del  que  habla.  Ella  tendía  á  facilitar  la  creación  de  asigna- 
turas cuya  ausencia  constituía  un  verdadero  vacío  en  nuestra  enseñanza 
universitaria  ;  ella  tendía  á  fomentar  vocaciones  :  ella  tendía  á  orientar 
en  rumbos  diversos  la  actividad  de  los  futuros  doctores:  ella  tendía,  cu 


CRÓNICA  DE  LA  FACULTAD  DE  DERECHO  691 

fin,  á  hacer  viable,  en  el  porvenir,  la  bifurcación  del  doctorado, 
como  lo  tienen  ya  realizado  otras  facultades  de  derecho  en  el  viejo 
mundo. 

Gomo  única  razón  valedera  para  justificar  su  poda  de  lo  que  consi- 
dera frondoso,  la  comisión  alega  el  temor  de  que  los  (i  cursos  que  se 
establezcan  sean  poco  concurridos  y  hasta,  alguno  de  ellos,  pueda  llegar 
á  carecer  de  alumnos. 

El  argumento  entraña  un  raciocinio  erróneo,  en  cuanto  parte  de  una 
falsa  premisa.  La  comisión  supone  que,  cualquiera  sea  el  plan  de  estu- 
dios que  se  adopte,  existe  siempre  un  número  predeterminado  de  aspi- 
rantes al  título  de  doctor,  digamos  diez,  para  fijar  las  ideas,  y  saca  de 
aquí  la  consecuencia  de  que,  obligando  á  esos  diez  á  ceñirse  á  un  plan 
rígido  de  4  materias,  cada  curso  contará  con  esos  10  alumnos  inscrip- 
tos, mientras  que,  si  las  materias  del  plan  son  6  en  lugar  de  4»  se  dis- 
minuirá el  número  de  inscriptos  en  cada  curso  y  hasta  se  correrá  el 
peligro  de  que  alguno  de  ellos  quede  sin  alumnos. 

Digo  que  la  premisa  es  falsa,  porque  es  evidente  que  la  afluencia  á 
los  cursos  del  doctorado,  dependerá  esencialmente,  —  supuesta  la  com- 
petencia y  prestigio  de  los  profesores  que  se  nombre,  lo  cual  es  inde- 
pendiente de  todo  plan  —  de  la  acertada  elección  de  las  asignaturas  y 
de  la  variedad  de  las  mismas.  Guando  más  importantes  é  interesantes 
sean  ellas  y  cuanto  mayor  sea  su  número,  tanto  mayor  será,  al  propio 
tiempo,  el  de  aquellas  personas  que  se  inscriban  como  aspirantes  al 
grado  de  doctor  ó  concurran  como  alumnos  de  cursos  sueltos  ó  como 
meros  oyentes  :  de  lo  cual  la  Facultad  no  tendrá  sino  motivos  para  con- 
gratularse, por  más  que  la  cantidad  no  sea  siempre  el  mejor  coeficiente 
para  valorar  la  eficacia  de  una  enseñanza  magistral  y  el  resultado  bene- 
ficioso de  una  institución  de  altos  estudios. 

Y  ya  que  aludo  á  la  elección  de  las  disciplinas  que  deben  ser  incluidas 
en  el  cuadro  de  estudios  para  el  doctorado,  agregaré  que  no  me  parece 
feliz  la  efectuada  por  la  comisión  reformadora,  como  tampoco  encuen- 
tro conveniente  la  designación  de  algunas  de  ellas,  concordante  con  el 
método  aconsejado  para  dictarlas. 

En  efecto,  si  hay  algo  que  debemos  evitar  como  la  mayor  de  las  ca- 
lamidades conocidas,  es  el  caer  en  el  diletantismo  científico,  es  el  dejar- 
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nos  impresionar  por  esa  perniciosa  debilidad  nacional  de  creernos  todos 
aptos  para  todo  :  perturbadora  sugestión  de  nuestro  ambiente,  que  lia 
ofuscado  el  ilustrado  criterio  de  los  distinguidos  miembros  de  la  comi- 
sión de  enseñanza  y  los  lia  inducido  á  pensar  que  en  un  país  «  de  acti- 
vidad científica  embrionaria  »,  donde  u  es  tan  difícil  encontrar  profeso- 
res especialistas  »  sea  más  fácil  realizar  el  milagro  de  bailar  un  profesor 
de  derecho  público  comparado,  en  condiciones  de  enseñar  intensivamen  le 
cambiando  asunto  todos  los  años,  «  el  funcionamiento  de  las  institu- 
ciones en  los  diversos  países,  sea  se  trate  del  derecho  administrativo, 
sea  de  la  instrucción  pública  ó  del  derecho  constitucional»,  y  que 
resulte  igualmente  posible  encontrar  un  maestro,  tan  versado  en  Estu- 
dios económicos,  como  para  hacer  cada  año  una  enseñanza  profundizada 
distinta,  « acerca  de  los  problemas  que  agitan  á  la  sociedad  con- 
temporánea y  de  los  fenómenos  de  nuestro  país  que  reclaman  un  aná- 
lisis científico  ». 

Mi  desconformidad  de  ideas  con  el  plan  proyectado  y  la  exposición  de 
motivos  que  lo  funda,  es,  á  este  respecto,  irreductible.  Lejos  de  creer 
que  en  nuestro  país  no  ha  sonado  todavía  la  hora  de  la  especialización 
científica,  opino  que  sucede  todo  lo  contrario.  Pienso  que  la  estructura 
y  funciones  de  nuestro  organismo  colectivo  han  cobrado,  en  las  últimas 
décadas,  un  desarrollo  y  complicación  tan  considerables,  que  la  ley  de 
la  división  del  trabajo  se  impone  con  toda  urgencia  en  el  dominio  inte- 
lectual, como  ha  surgido  ya  espontáneamente  y  ha  prevalecido,  por  la 
fuerza  de  las  cosas,  en  la  economía  nacional.  Pasaron  para  no  volver 
aquellos  tiempos  felices  en  que  se  impresionaba  á  las  cámaras  y  al  país 
con  discursos  vacuos  de  doctrina,  declamados  enfáticamente  por  legis- 
ladores ((  de  ignorancia  enciclopédica  »,  según  la  cáustica  expresión  de 
un  escritor, 

Y  en  esta  campaña  contra  el  enciclopedismo  simplista,  la  fácil  eru- 
dición y  las  preparaciones  de  circunstancias,  la  primera  institución 
docente  argentina  en  iniciar  la  reacción,  en  la  esfera  de  los  estudios 
jurídico-sociales,  no  puede  ser  otra  (jue  la  Facultad  de  derecho  de  la 
Universidad  de  Buenos  Aires.  ¿O  querrá  que  sea  el  departamento 
similar  de  alguna  otra  universidad  nacional,  ó  de  alguna  institución 
privada,  el  que  se  ponga  á  la  cabeza  de  un   movImiiMilíí  (pie.  por  sitn- 
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pie  cuidado  del  decoro  y  del  nombre  adquirido,  corresponde  promover 
á  la  Facultad  bonaerense  ? 

El  momento  es  crítico  y  la  actitud  que  se  adopte  será  decisiva  para 
acrecentar  ó  para  amenguar  sin  remedio  el  renombre  de  la  Facultad 
de  derecho  de  Buenos  Aires.  Graves  y  delicados  problemas  jurídico-so- 
ciales  plantea  la  actualidad  á  los  hombres  de  gobierno  del  país,  recla- 
mando soluciones  apremiantes.  El  fomento  racional  déla  inmigración, 
la  adopción  de  sistemas  adecuados  de  colonización,  la  legislación  obre- 
ra, la  legislación  industrial,  la  legislación  rural,  promueven,  todos  los 
días,  iníinidad  de  cuestiones,  cuyo  estudio  es  impostergable  y  exige, 
con  toda  urgencia,  la  creación  de  cátedras  universitarias  consagradas 
exclusivamente  á  esclarecer  tales  problemas  y  á  encontrarles  solución. 

Y  no  se  arguya  que  las  necesidades  apuntadas  se  satisfacen  con  la 
creación  de  un  curso  de  Estadios  económicos,  en  el  cual  podrían  ir  estu- 
diándose sucesivamente,  y  en  un  cierto  número  de  años,  las  diversas 
cuestiones  que  acabo  de  indicar.  Ni  es  serio  presumir  en  un  profesor 
la  preparación  requerida  para  abordar  cada  año  con  provecho  el  examen 
profundizado  de  uno  de  los  temas  antedichos,  ni  aunque  ello  fuera 
posible,  sería  dable  estar  esperando  durante  tres,  cuatro  ó  más  años 
hasta  que  al  referido  profesor  se  le  ocurriera  investigar  alguno  de  esos 
tópicos,  cuando,  como  he  dicho,  todos  ellos  están  clamando  por  un 
análisis  científico  inmediato,  profundo  y  continuado  hora  por  hora. 

Las  consideraciones  apuntadas,  que  ampliaré  y  reforzaré  en  el  curso 
del  debate,  me  inducen  á  presentar  el  siguiente  contraproyecto  de  or- 
denanza sobre  el  plan  de  estudios  para  el  doctorado  en  ciencias  jurídi- 
co-sociales. 

Art.  1°.  —  El  plan  de  estudios  para  el  doctorado  en  ciencias  jurídico- 
sociales  comprenderá  las  materias  siguientes  :  Derecho  civil  profundi- 
zado y  comparado  :  Inmigración  y  colonización  ;  Legislación  y  economía 
industrial  ;  Legislación  y  economía  rural  ;  Legislación  obrera  ;  Historia 
diplomática  y  política  económica  argentina  ;  Historia  del  derecho  ar- 
gentino. 

Art.  2°.  —  Para  optar  al  grado  de  doctor  en  ciencias  jurídico-sociales, 
se  requiere  :  el  título  de  abogado  de  la  Facultad  de  derecho  de  Buenos 
Aires  ú  otro  equivalente  á  juicio  del  consejo  directivo,  haber  aprobado 
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4  de  las  asignaturas  enunciadas  en  el  artículo  anterior,  á  elección  del 
estudiante,  y  la  tesis,  conFornie  á  la  reglamentación  vigente. 

Art.  3°.  —  En  la  enseñanza  del  doctorado  se  aplicará  el  método  del 
seminario,  con  dos  clases  semanales  por  cada  materia,  debiendo  los 
profesores  someter  á  la  aprobación  del  consejo  directivo,  antes  del  i**  de 
noviembre  de  cada  año,  los  puntos  que  investigarán  en  el  siguiente. 

Art.  li°.  —  Los  cursos  del  doctorado  se  inaugurarán  en  el  año  uni- 
versitario de  ioi3. 

La  simple  confrontación  del  plan  que  proyecto  con  el  presentado  por 
la  comisión  de  enseñanza,  deja  de  percibir  en  seguida  las  evidentes  ven- 
tajas del  primero  que  me  permitiré  resumir  : 

I"  El  plan  de  la  comisión  no  responde  á  ningún  concepto  científico, 
político  ó  educativo.  Se  litnita  á  agregar  un  apéndice  á  la  carrera  de  la 
abogacía,  á  crear  un  séptimo  año  de  esta  carrera,  dado  que  los  cursos 
que  establece  son  de  parecida  naturaleza  y  carácter  á  los  que  ya  funcio- 
nan en  ella.  No  se  percibe,  en  efecto,  qué  diferencia  fundamental 
pueda  existir  entre  los  cursos  intensivos  de  Derecho  administrativo  ó  de 
Economía  política  de  la  abogacía  y  los  cursos  de  Derecho  público  compa- 
rado y  de  Estudios  económicos  del  proyecto  de  la  comisión.  El  plan  que 
propongo,  en  cambio,  responde  á  una  definida  orientación  técnica  y 
nacional,  como  quiera  que  propende  á  especializar  y  profundizar  el 
examen  de  los  más  grandes  problemas  del  momento  presente  argentino, 
de  aquellas  cuestiones  cuya  investigación  inmediata  interesa  en  grado 
máximo  al  desenvolvimiento  del  país. 

2"  El  plan  de  la  comisión  estimula  la  superficialidad  y  fomenta  el 
diletantismo  científico.  Da  por  sentada  la  existencia  de  un  profesor  de 
tan  vasta  preparación  en  Derecho  público  comparado  (derecbo  interna- 
cional público  y  privado,  derecho  constitucional,  derecho  administra- 
tivo y  derecho  penal  de  los  estados  antiguos  y  modernos)  que  esté  en 
aptitud  de  pasearse  por  todos  estos  dilatados  dominios,  tratando  cada 
año  profundamente  un  tema  transcendental :  lo  que  importa  un  ver- 
dadero imposible  científico.  El  proyecto  que  presento,  por  el  contrario, 
tiende  á  canalizar  y  á  poner  vallas  á  la  actividad  estudiosa  de  los  profe- 
sores, limitando  el  campo  de  acción  de  sus  exploraciones,  condición  sine 
qua  non  para  todo  cultivo  intensivo,  en  lo  intelectual  coír.o  en  lo  agrario. 
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3"  El  plan  de  la  comisión  desconoce  las  exigencias  actuales  de  la  re- 
pública ó  las  llena  en  íoraia  tan  imperfecta  y  retardada,  que  la  im- 
plantación del  mismo  sería  de  escasa  ó  de  ninguna  importancia  para 
la  dilucidación  de  las  dificultades  y  conflictos  que  nos  salen  al  paso 
todos  los  días  y  arreciarán  cada  vez  más  en  lo  sucesivo.  El  plan  que 
propongo  satisface  plenamente  las  necesidades  más  perentorias  que  ex- 
perimenta el  país,  anheloso  de  respuestas  claras  y  concretas  á  sus  arduos 
problemas  de  organización  jurídica  y  económica  ;  respuestas  que  pro- 
vocarán y  facilitarán  la  formación  de  partidos  políticos  de  principios,  á 
cuyo  esfuerzo  incumbirá  la  tarea  de  traducirlos  en  resoluciones  legis- 
lativas. 

4^  El  plan  de  la  comisión  mutila  sin  ventajas  el  estudio  de  la  Filoso- 
fía jurídica,  al  desplazar  el  examen  del  proceso  evolutivo  del  derecho, 
que  es  parte  inamputable  de  su  estudio  filosófico  integral,  y,  á  objeto 
de  evitar  lo  que,  á  juicio  de  ella,  es  un  exceso  de  materias  filosóficas, 
en  el  ciclo  de  la  abogacía,  incurre  en  otro  exceso,  al  añadir  á  esta  un 
quinto  año  de  derecho  civil.  El  plan  que  proyecto  deja  el  curso  ác  Evo- 
lución de  las  instituciones  jurídicas  donde  siempre  estuvo  desde  su  crea- 
ción, y  donde  pedagógicamente  debe  estar,  y  coloca  el  de  Derecho  civil 
profundizado  y  comparado  en  su  lugar  más  propio,  y  hasta  más  conve- 
niente, por  el  incentivo  que  comporta,  para  atraer  alumnos  al  docto- 
rado. 

5"  El  plan  de  la  comisión  vacia  todos  los  alumnos  de  un  mismo  cur- 
so en  igual  molde  inflexible.  El  que  presento,  propende  á  despertar 
originalidades,  á  alentar  vocaciones  y  á  desarrollar  la  individualidad, 
todo  lo  cual  constituye  uno  de  los  más  altos  desiderata  de  la  instrucción 
superior. 

6"  El  plan  de  la  comisión  no  tiene  antecedente  parecido  en  ningún 
plan  extranjero  para  el  doctorado.  El  que  propongo  se  modela  en  los 
de  las  grandes  naciones  intelectuales,  con  retoques  que  lo  adaptan  alas 
necesidades  de  la  república.  Así,  las  cátedras  de  Legislación  y  economía 
industrial,  de  Legislación  y  economía  rural,  de  Derecho  civil  profundizado 
y  comparado,  de  Historia  del  derecho  nacional,  figuran  en  el  plan  para  el 
doctorado  en  la  Facultad  de  derecho  de  la  Universidad  de  París  :  las 
cátedras  de  Inmigración  y  colonización  y  de  Historia  diplomática  y  política 
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económica  argentina,  reproducen,  con  variantes  explicables  por  exigen- 
cias nacionales  ya  justiíicadas,  los  cursos  de  Legislación  y  economía  co- 
loniales y  de  Historia  de  los  tratados  del  plan  citado  de  la  Facultad  pa- 
risiense ;  la  cátedra  de  Legislación  obrera  ha  sido  tomada  del  plan  de 
estudios  de  la  Escuela  libre  de  ciencias  políticas  de  París,  pero  es  de 
observar  que  la  materia  se  enseña  en  esa  ciudad,  bajo  rúbricas  ó  etique- 
tas diferentes,  en  la  Facultad  de  derecbo,  en  el  Colegio  de  Francia  y  en 
otros  instituios  de  esludios  superiores  de  aquel  gran  centro  científico. 
7"  La  comisión  establece,  eii  su  proyecto,  que  la  enseñanza  en  los 
cursos  del  doctorado  será  intensiva.  La  indicación  es  vaga  y  expuesta  á 
corroborar  la  confusión  entre  los  cursos  intensivos  de  la  abogacía  y  los 
del  doctorado.  Los  primeros,  en  razón  del  número  crecido  de  alumnos 
de  que  constan,  no  lian  podido  basta  abora,  y  sin  duda  no  podrán  ja- 
más revestir  en  nuestra  Facultad  el  tipo  del  seminario.  Serán  simples 
cursos  monográficos,  en  los  que  la  conferencia  y  la  investigación  per- 
sonal del  profesor,  constituirán  el  eje  central  alrededor  del  cual  girará 
toda  la  enseñanza  y  la  labor  del  aula.  Pero  los  cursos  del  doctorado, 
dado  el  reducido  contigente  de  alumnos  deque  verisímilmente  consta- 
rán, pueden  ser  algo  más  que  meros  cursos  intensivos,  y  deberán  serlo, 
si  se  quiere  poner  á  nuestra  Facultad  á  la  altura  de  los  progresos  ac- 
tuales en  materia  de  enseñanza  superior.  En  los  cursos  del  doctorado, 
como  lo  expreso  en  mi  proyecto,  deberá  aplicarse  el  método  del  semi- 
nario, es  decir,  la  institución  de  la  sala  de  trabajo,  con  biblioteca  y  ar- 
chivo especial,  en  la  que  profesor  y  discípulos  se  entregan  á  la  labor 
científica,  realizando,  los  segundos,  investigaciones  personales,  bajo  la 
dirección  y  con  el  auxilio  del  primero,  que  mostrará  el  método,  indi- 
cará la  bibliografía  y  hará  la  crítica  de  los  estudios  verificados. 

Antonio  Dellepiane. 

Buenos   Aires,  agosto  aG  de  1912. 

De  acuerdo  con  lo  resuello  por  el  consejo  directivo  en  su  sesión  déla 
fecha,  pasa  á  la  comisión  de  enseñanza. 

BiDAU. 

//.  Lar  guía. 
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III 

RÉPLICA    DE    LA    COMISIÓN"    DE    ENSEÑANZA 

Honorable  consejo : 

La  comisión  de  enseñanza  lia  tomado  en  cuenta  el  memorial  y  pro- 
yecto con  que  el  señor  consejero  doctor  Dellepiane  lia  querido  contri- 
buir al  estudio  y  resolución  de  la  delicada  cuestión  que  ocupa  la  aten- 
ción del  consejo,  de  fijar  el  plan  de  estudios  y  método  para  los  cursos 
del  doctorado,  y  estimando,  en  lo  que  vale,  tan  plausible  iniciativa, 
insiste  en  su  anterior  despacho,  por  las  consideraciones  siguientes  : 

Si  se  compara  el  proyecto  de  ordenanza  en  que  el  consejero  doctor 
Dellepiane  ha  sintetizado  sus  juicios,  con  el  de  la  comisión,  se  advierte 
que  las  diferencias  fundamentales  consisten  :  en  el  método  á  seguir  en 
los  estudios,  que  la  comisión  indica  será  el  intensivo  —  artículo  4°  — 
mientras  que  el  proyecto  Dellepiane  dice  (art.  3°)  :  que  se  aplicará  al 
seminario  ;  en  que  éste,  por  el  artículo  1°,  propone  como  materias  á 
cursar,  siete  (de  las  cuales  la  comisión  comprendía  cinco  bajo  el  enun- 
ciado general  de  Estudios  económicos),  y  la  comisión  establece  cuatro 
coincidiendo  en  dos  :  Derecho  civil  profundizado  é  Historia  del  derecho 
argentino  ;  y  en  que,  en  el  proyecto  Dellepiane,  se  vincula  el  número 
de  materias  á  la  bifurcación  del  doctorado,  que  sostiene  como  de  nece- 
sidad actual. 

El  método  de  la  enseñanza  aparece,  pues,  como  una  de  las  diferen- 
cias capitales  entre  ambos  proyectos,  y  en  cuanto  á  esto,  la  com.'sión  no 
puede  admitir  el  del  seminario  con  que  el  doctor  Dellepiane  quiere 
substituir  el  más  amplio  y  completo  que  ella  prestigia. 

El  seminario,  es,  en  todas  las  universidades  en  que  se  aplica,  un  pro- 
cedimiento complementario  y  preparatorio,  y  nunca  un  procedimiento 
exclusivo. 

El  seminario,  en  las  universidades  alemanas,  supone  sienqDre  la  con- 
ferencia y  el  curso  general  ó  monográfico,  y  sólo  tienen  acceso  á  él  — 
no  tratándose  de  materias  codificadas,  en  las  que  la  concurrencia  es 
obligatoria  para  el  examen  de  estado  —  laa  personas  que,  habiendo  es- 
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tudiado  la  materia,  se  hayan  distinguido  en  ella,  y  se  propongan  con- 
tinuar investigaciones  ulteriores. 

El  profesor  es  quien,  sin  apelación,  después  de  cambiar  ideas  en  una 
entrevista  con  el  pretendiente  y  apreciar  la  preparación,  acuerda  ó  no 
el  ingreso  al  seminario,  obedeciendo  al  exclusivo  propósito  de  asegu- 
rarse una  cooperación  eficiente  en  la  tarea  á  emprender. 

El  artículo  i°  del  estatuto  del  seminario  jurídico  de  Berlín  dice  :  ((  El 
seminarlo  jurídico  tiene  por  fin  iniciar  á  los  estudiantes  en  el  trabajo 
científico  personal,  por  medio  de  ejercicios  históricos,  exegéticos  y  dog- 
máticos, y  prepararlos  para  investigaciones  originales  »  ;  de  modo  que, 
la  investigación  en  el  seminario,  que  no  puede  á  la  vez  comprender  si- 
no una  de  las  orientaciones  referidas,  es  siempre  parcial,  y,  por  lo  tan- 
to, no  cabe  consagrarla  como  exclusiva. 

Y  si  esto  ocurre  en  Alemania,  cuna  del  seminario,  y  donde  la  ense- 
ñanza universitaria  se  encamina  más  á  investigar  y  descubrir,  que  á  di- 
vulgar, otro  tanto  sucede  en  sus  aplicaciones  en  Francia,  en  la  Sorbona 
y  Escuela  de  altos  estudios,  y  sólo  cuando  en  esa  nación  el  seminario  se 
conocía  incompletamente,  algunos  reformadores  teóricos  lo  preconiza- 
ban como  método  exclusivo  encaminado  á  producir  cambios  radicales. 

Todos  los  discursos  sobre  métodos  de  enseñanza  universitaria,  así 
como  los  tratados  en  que  se  ha  dilucidado  este  tema,  abundan  en  se- 
veras críticas  contra  los  parleurs  que  confunden  la  cátedra  con  la  tri- 
buna y  reemplazan  la  lección  universitaria,  fruto  del  trabajo  de  gabi- 
nete, con  la  declamación,  por  la  que,  en  el  mejor  de  los  casos,  sólo  se 
alcanza  á  cursos  de  vulgarizaciones  :  pero  no  hay  justicia  en  repetir  esa 
crítica  frente  al  proyecto  de  la  comisión,  cuando  precisamente  ella 
aconseja  que  la  enseñanza  se  haga  intensivamente  sin  apegarse  á  un 
procedimiento  único,  sino  dando  lugar  á  todos  los  procedimientos  de 
investigación,  incluso  el  seminario. 

Gomo  antecedente  que  confirma  el  juicio  que  la  comisi<)n  ibrmula 
sobre  el  seminario,  considera  oportuno  recordar  palabras  del  profesor 
de  esta  casa,  doctor  Oliver,  tomadas  del  libro  informativo  sobre  el  fun- 
cionamiento délas  universidades  en  Alemania:  o  No  conozco  —  dice 
Oliver  —  nada  más  feliz  en  la  enseñanza  superior,  que  esta  combina- 
ción de  la  cátedra  y  el  seminario,  que  se  complementan  on  sus  fiucs  de 
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una  manera  tan  armónica  é  indispensable,  que  no  se  alcanza  á  percibir 
cómo  ba  podido  perdurar  por  años  y  siglos  una  enseñanza  meramente 
verbal  y  mucbas  veces  declamatoria,  á  pesar  del  viejo  aforismo  deque  : 
verba  volant. )) 

Dentro,  pues,  del  proyecto  de  la  comisión,  cabe  esa  combinación  fe- 
liz implantada  en  las  universidades  alemanas  de  ia  cátedra  y  los  cursos 
monográficos  y  el  seminario  como  procedimientos  de  investigación  y 
enseñanza  intensiva,  insistiendo  por  ello  la  comisión  en  su  despacho, 
sin  poder  aceptar  el  seminario  como  método  ó  forma  única. 

Pasando  á examinar  la  observación  relativa  á  la  determinación  délas 
materias  á  comprenderse  en  el  plan  de  estudios  y  á  su  número  de  4  en 
vez  de  6,  y  lo  relativo  á  bifurcación  del  doctorado,  la  comisión  se  ve  en 
el  caso  de  expresar  y  demostrar  que  ba  ajustado  su  despacito  á  antece- 
dentes experimentales  ofrecidos  por  el  desenvolvimiento  de  la  enseñan- 
za en  otras  universidades  y  que  no  ha  procedido  arbitrariamente,  des- 
oyendo exigencias  nacionales,  y  por  tanteos,  como  se  supone. 

La  reforma  implantada  por  el  ministro  Lockroy,  en  la  Facultad  de 
París,  en  1889,  impuso  la  solución  que  prestigia  el  consejero  doctor 
Dellepiane,  de  sancionar  un  plan  de  estudios  con  un  número  mayor  de 
materias  que  el  mínimum  obligatorio  para  adquirir  el  diploma,  como 
ocurriría  dejando  en  el  plan  6  y  exigiendo  4,  con  facultad  de  opción 
entre  ellas,  pero,  á  los  quince  años  de  regir  esa  reforma,  según  el  jui- 
cio que  el  doctor  Ernesto  Quesada  repite  en  su  mforme,  como  recogido 
de  labios  de  los  profesores  de  la  Facultad  de  París,  la  opción  sólo  babía 
influido  para  que  los  estudiantes  eligieran  las  materias  más  fáciles,  ó 
aquellas  en  que  los  profesores  eran  notoriamente  más  benignos  para  el 
examen,  de  modo  que,  no  babía  despertado  ó  acentuado  móviles  de  es- 
pecialización  en  investigaciones  científicas  determinadas,  ni  daba  una 
medida  satisfactoria  del  criterio  de  la  juventud. 

La  comisión  no  condena  ni  desecha  los  cursos  optativos,  como  tam- 
poco repudia  la  bifurcación  del  doctorado,  que  es  su  finalidad,  pero 
piensa  que  no  es  el  momento  de  llegar  á  esto,  porque  para  asegurar 
éxito  al  plan,  lo  prudente  es  comenzar  á  ensayarlo  en  la  forma  más 
simple  y  adaptable,  y  no  exponerlo  á  fracasos,  tanto  más  probables  y 
posibles,  cuanto  mayor  sea  su  complejidad. 
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Llegará  esa  hora  en  que,  por  haber  aumentado  el  número  de  alum- 
nos que  desean  entregarse  á  investigaciones  científicas  de  orden  espe- 
cial, \  ser  posible  contar  con  un  plantel  más  numeroso  de  \crdaderos 
profesores  que  los  guíen,  necesidades  reales  y  no  teóricas,  reclamen  la 
ampliación  del  plan  de  estudios  con  los  cursos  optativos  y  la  bifurcación 
del  doctorado,  pero,  no  hay  motivo  para  querer  anticipar  artificialmen- 
te una  evolución  que  los  hechos  producirán  á  su  tiempo. 

Esperemos,  pues,  que  los  cuadros  estadísticos  nos  hagan  conocer  los 
aspirantes  al  doctorado  único,  y  tendremos  recién  una  base  segura  de 
criterio,  para  apreciar  la  conveniencia  de  aumentar  los  cursos  y  adop- 
tar la  bifurcación. 

Y  en  cuanto  al  detalle  de  la»  materias,  ya  hemos  indicado  que  5  de 
las  que  señala  el  proyecto  Dellepiane  como  especiales,  ó  sean  :  Inmi- 
gración y  colonización,  Economía  industrial.  Legislación  y  economía 
rural.  Legislación  obrera.  Historia  diplomática  y  política  económica  ar- 
gentina, la  comisión  los  comprendía  en  el  enunciado  de  Estudios  eco- 
nómicos, dejando  al  profesor  la  elección  de  cada  uno  de  los  asuntos 
indicados  por  el  doctor  Dellepiane,  como  la  de  muchos  otros  igualmen- 
te interesantes  y  haciendo  parte  de  los  problemas  económicos,  como  te- 
mas á  investigar  y  desarrollar  en  la  labor  universitaria  del  año,  pero 
sin  darles  la  categoría  de  asignaturas  especiales,  para  que,  año  por  año, 
se  repitiera  la  investigación,  porque  se  terminaría  así  en  los  cursos  de 
divulgación  de  lo  investigado  con  anterioridad,  que  con  tanta  vehe- 
mencia condona  el  memorial. 

El  estudio  de  la  Historia  del  derecho  argentino,  figura  en  el  contra- 
proyecto, y  en  el  plan  de  la  comisión,  como  asignatura  para  el  docto- 
rado, de  modo  que,  en  esto,  hay  coincidencia. 

La  discrepancia  aparece  de  nuevo  en  lo  que  toca  al  Derecho  pi'i- 
blico  comparado  y  á  la  Evolución  de  las  instituciones  jurídicas,  en 
razón  de  'que  el  contra-proyecto  considera  imposible  encontrar  pro- 
fesor con  la  preparación  necesaria  «  para  pasearse  por  los  dilatados 
dominios  de  esta  materia  »,  y  sostiene  que  el  estudio  de  la  Evolución 
de  las  evoluciones  jurídicas,  debe  hacerse  en  el  iiltinjo  año  de  la  abo- 
gacía, para  no  mutilar  en  ese  plan  informaciones  filosóficas  que,  á 
su  juicio,    so  complementan,   dejando  entonces   en  el  doctorado,   en 
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lugar  de  esta   materia,  el  Derecho  civil   profundizado  y  comparado. 

Desde  luego,  se  advierte  por  esta  substitución  que  prestigia  el  con- 
traproyecto de  un  curso  de  Derecho  civil  profundizado  y  comparado, 
adonde  declara  imposible  el  iuncionamienlo  de  un  curso  de  Derecho 
público  comparado,  que  sus  propias  soluciones  se  encargan  de  desauto- 
rizar el  argumento  relativo  á  la  imposibilidad  de  emprender  un  estu- 
dio científico  y  serio  del  Derecho  público  comparado,  desde  que  admite 
esa  posibilidad  respecto  del  Derecho  privado. 

La  comisión  debe  agregar  que  al  indicar  como  materia  el  Derecho 
público  comparado,  no  ha  entendido  que  el  profesor  deba  en  cada  año 
hacer  una  exposición  que  comprenda  todo  el  derecho  público,  ó  sea  re- 
correr los  dilatados  dominios  de  esa  materia,  según  parece  suponerlo  la 
impugnación  y  contra-proyecto,  al  afirmar  que  se  quiere  estimular  la 
superficialidad  y  el  diletantismo,  sino  que,  se  ha  limitado  á  señalar  lí- 
neas generales,  lo  propio  que  respecto  de  los  Estudios  económicos,  para 
que  la  investigación  de  cada  año,  se  dirija  al  estudio  intensivo  de  ins- 
tituciones ó  problemas  determinados. 

Por  otra  parte,  la  crítica  á  la  comisión,  porque  considera  posible  que 
un  solo  profesor  tenga  la  preparación  necesaria  para  ocupar  la  cátedra 
j  dirigir  investigaciones  con  el  criterio  cjue  debe  presidir  los  estudios 
del  doctorado,  no  le  alcanza  solainente  á  ella  sino  también  alas  princi- 
pales universidades  europeas.  Y  así,  en  la  Facultad  de  París,  en  loque 
concierne  á  la  calidad  de  los  profesores  agregados,  titulares  en  prepara- 
ción, no  se  les  designa  para  una  materia,  sino  para  secciones  de  grupos 
de  materias,  que  son  4  ¡Derecho  privado  y  criminal.  Derecho  público, 
Historia  del  derecho  y  Ciencias  económicas  :  y  en  las  universidades  ale- 
manas, en  la  de  Berlín  por  ejemplo,  el  profesor  Kohler,  en  el  semestre 
de  1 9 10,  dirigiendo  un  seminario,  dictó,  en  la  Facultad  de  derecho, 
cursos  sobre  Filosofía  del  derecho  comparado.  Derecho  civil.  Derecho 
internacional  y  Procedimientos,  esto  es,  gran  parte  del  Derecho  públi- 
co ;  y  Gosack,  en  la  de  Bona.  enseñó  :  Derecho  civil.  Derecho  comer- 
cial. Introducción  á  la  ciencia  del  derecho.  Quiebras,  Seguros  y  Cam- 
bios, ó  sea,  gran  parte  del  Derecho  privado,  teniendo  igualmente  la  di- 
rección de  un  seminario. 

La  comisión   no  se  ha  colocado,   pues,    fuera  de  lo  real  y  posible  al 
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adinifir  que  el  curso  de  Derecho  piíblico  comparado  se  pueda  dictar  y 
encontrarse  el  profesor,  figurando  según  queda  establecido  ese  curscv 
entre  las  enseñanzas  que  se  dan  en  institutos  universitarios  europeos. 

El  estudio  del  Derecho  civil  profundizado,  és  manifiestamente  más 
necesario  á  un  abogado,  que  el  de  la  Evolución  de  las  instituciones  ju- 
rídicas, y  habría  por  ello  una  mutilación  más  perjudicial  si  se  sacara  de 
la  abogacía  y  se  dejara  sin  esa  enseñanza  complementaria  é  indispen- 
sable á  los  magistrados  y  abogados,  para  interpretar  las  leyes  con  crite- 
rio científico,  que  la  que  se  cree  encontrar  en  el  traslado  al  plan  del 
doctorado  del  Estudio  de  la  evolución  de  las  instituciones  jurídicas, 
siendo  este  el  lugar  que  ocupa  en  universidades  europeas,  figurando  en 
los  programas  anuales  ó  semestrales  bajo  enunciados  que  corresponden 
á  cursos  monográficos. 

Consideramos  que  lo  expuesto  justifica  la  insistencia  de  la  comisión 
en  su  despacho,  y  descubre  lo  infundado  del  anatema  que  el  memorial 
explicativo  del  contraproyecto  dirige  á  la  comisión,  al  expresar  :  «  que 
su  plan  no  responde  á  criterio  ó  concepto  científico,  que  estimula  su- 
perficialidades, que  desconoce  necesidades  nacionales  y  no  tiene  prece- 
dentes en  instituciones  similares». 

Y  á  esa  calidad  de  infundado  que  reviste  el  reproche,  se  añade  la  cié 
inexplicable,  cuando  el  autor  del  proyecto,  en  20  de  octubre  de  1904, 
respondiendo  á  la  encuesta  abierta  ese  año  sobre  el  plan  de  estudios, 
prestigió  la  incorporación  de  materias  que  hoy  repudia,  y  cuando,  lo. 
mismo  que,  actualmente,  proyecta  como  solución  salvadora,  sólo  difie- 
re del  plan  de  la  comisión,  en  cuanto  limita  los  métodos  de  enseñanza 
\  en  la  eliminación  de  una  materia  y  el  traslado  de  otra,  de  lo  que  no. 
puede  razonablemente  hacer  derivar  un  menoscabo  y  desprestigio  paia 
la  enseñanza,  como  el  de  que  se  tacha  al  plan  de  la  comisión,  el  que 
tampoco  ha  presentado  reformas  fundamentales,  ni  en  silencio. 

Antes  de  terminar,  la  comisión  considera  oportuno  recordar  que  los. 
cursos  de  la  abogacía  y  del  doctorado,  como  coronamiento  de  otros  es- 
tudios previos  y  obligatorios  para  el  acceso  á  ellos,  lienen  que  guardar 
relación  de  continuidad  con  los  planes  de  éstos  y  que.  en  consecuencia 
si  tales  planes  fueran  ampliados,  sería  el  caso  de  proceder  á  una  revi- 
ejo,, (]•>  l->c,|,.lf.  <.i,.c<.M;nr/;i  nniversif.nin  parn  ovilar  la  repetición  de  es~ 


CRÓNICA  DE  LA  FACULTAD  DE  DERECHO  708 

ludios  que  si  antes  se  incorporaron  á  los  cursos  universitarios,  fué  con 
el  propósito  de  llenar  claros  notados  en  la  enseñanza  secundaria. 

Finalmente,  la  comisión  coincide  en  la  conveniencia  de  frecuentes 
reformas  en  los  planes  de  estudios,  cuando  ellos  no  son  aconsejados  por 
motivos  de  evidencia,  pero,  en  el  caso  de  que  se  trata,  la  idea  del  con- 
sejo, que  la  comisión  ha  recogido,  es  la  de  anticiparse  á  prevenir  esos 
inconvenientes  antes  de  que  el  plan  reciba  aplicación. 

¡Sala  de  la  comisión,  septiembre  12  de  1912. 

Leopoldo  Meló.  —  Juan  A.  García.  — 
Carlos  Ibarguren. 


IV 


CONTRARRÉPLICA  DEL  CONSEJERO  DELLEPIANE 

Al  presentar  el  contraproyecto  de  plan  de  estudios  para  el  doctorado 
y  la  exposición  de  motivos  que  lo  fundamenta  no  me  forjaba  muchas 
ilusiones  sobre  la  accesibilidad  de  la  comisión  de  enseñanza  á  ideas  é 
iniciativas  que  contrariaban  las  de  su  dictamen.  Es  ley  de  humana  na- 
turaleza, adherirse  con  excesiva  tenacidad  á  las  propias  producciones 
espirituales.  La  actitud  de  la  comisión  supera,  en  todo,  mis  previsiones 
más  pesimistas.  A  juicio  de  sus  distinguidos  miembros,  ninguno  de 
mis  reparos  es  atendible,  ninguna  de  mis  indicaciones  es  digna  de 
tomarse  en  cuenta.  La  obra  que  han  realizado  es  insusceptible  de  me- 
joramiento, por  impregnación  de  las  objeciones  y  sugestiones  de  mi 
memorial  :  y  la  comisión  estima  oportuno  mantener,  en  todas  sus  par- 
tes, la  integridad  de  su  despacho. 

Me  he  preguntado,  desde  luego,  cuál  puede  ser  la  causa  de  esta  im- 
penetrabilidad de  la  comisión  á  mis  observaciones  y  raciocinios;  y  la 
lectura  de  su  alegato  me  ha  sugerido  la  sospecha  de  que  esa  causa  ha 
podido  quizás  consistir  en  el  hecho  de  no  haberme  explicado  yo  con 
claridad  suficiente,  dado  que  la  comisión  ha  atendido  una  porción  de 
cosas  que  no  he  dicho  ni  pensado  jamás  decir.  La  comisión  me  hace 
afirmar,  por  ejemplo,  que  yo   sostengo  como  de  necesidad  actual  la  b¡- 
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furcacióii  del  doctorado  :  (jue  \o  alribuvo  al  profesor  de  derecho  públi- 
co comparado,  de  su  proyecto,  el  deber  de  hacer  todos  los  años  cursos 
integrales  sobre  la  materia,  etc.,  etc.  No  puedo  ni  quiero  creer  que  la 
comisión  ha  tergiversado  á  designio  mis  opiniones  para  darse  el  placer 
de  rebatirlas  con  facilidad.  Debo  y  quiero  no  más  suponer  que,  á  des- 
pecho de  la  claiidad  que  intenté  poner  en  mi  exposición,  no  he  tenido 
la  fortuna  de  lograr  hacerme  entender.  Tal  circunstancia,  lejos  de 
desalentarme,  antes  bien  me  reanima,  pues  me  infunde  la  esperanza 
de  que,  insistiendo  en  mi  demostración,  podré  quizás  conseguir  que  la 
comisión  abandone,  á  lo  menos  en  parte,  la  actitud  c!e  irreductible 
intransigencia  en  que  se  ha  colocado. 


i.  El 


seminario 


Ateniéndome  estrictamente  al  orden  de  exposición  de  la  réplica, 
comenzaré  por  ocuparme  en  el  seminario,  respecto  del  cual  la  comisión 
de  enseñanza  no  puede  en  verdad  mostrarse  más  ambigua  y  contradic- 
toria de  lo  que  aparece.  Por  un  lado  reconoce  la  bondad  del  método, 
llegando  hasta  citar  opiniones  que  la  abonan,  en  lo  cual  se  revela  más 
oficiosa  que  el  mismo  abogado  del  seminario  ;  pero,  por  el  otro,  no 
adopta  medida  alguna  para  que  el  procedimiento  se  aplique,  ó,  mejor 
dicho,  hace  todo  lo  posible,  ó  para  que  se  le  aplique  imperfectamente, 
ó  para  que  no  se  le  aplique  en  modo  alguno.  Se  ve  que  la  comisión  ha 
titubeado  sobre  el  particular.  En  la  imposibilidad  de  rechazar  el  semi- 
nario, tan  inexplicablemente  olvidado  en  su  proyecto,  cuando  se  le 
ofrecía  una  oportunidad  única  de  arraigar,  en  nuestra  universidad  y  en 
el  país,  el  más  poderoso  instrumento  de  trabajo  intelectual  ideado  por 
la  moderna  pedagogía,  pero  no  deseando,  al  propio  tiempo,  reconocer 
la  preterición,  ha  optado  por  arrebatar  la  bandera  al  autor  del  contra- 
proyecto y  por  declararse  seminarista  convencido,  sin  perjuicio  de  cons- 
pirar contra  la  implantación  del  seminario,  manteniendo  una  fórmula 
por  la  cual  deja  enteramente  librada  la  aplicación  de  ese  método  al  ar- 
bitrio de  los  profesores,  que,  en  buena  parte,  lo  desconocen  aún  en 
nuestro  país,  y,  por  lo  tanto,  le  son  hostiles. 

En  efecto,  aunque  ello  parezca  increíble,  es  lo  cierto  que  á  la  fecha 
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en  que  estamos,  cuando  el  seminario  lia  licclio  sus  pruebas  y  triunfado 
en  todos  los  países  intelectuales,  imponiéndose  como  la  forma  más 
perfecta  de  la  enseñanza  superior,  combinada  con  la  investigación  cien- 
tífica, todavía  se  le  discute  en  Buenos  Aires  y  hay  quien  niega  su  utili- 
dad ó  desconoce  su  naturaleza.  Ello  resulla,  por  ejemplo,  de  la  crítica 
caricatural  del  método  hecha  por  uno  de  los  profesores  más  ilustrados 
de  la  Facultad,  segiín  el  cual  el  seminario  es  un  procedimiento  «de 
saltante  similitud  con  el  que  se  emplea  en  los  jardines  de  infantes»... 
((incompatible  con  la  alta  enseñanza  universitaria»...  todo  lo  cual  ((in- 
fluye de  modo  decisivo  para  eliminarlo  absolutamente  de  toda  ense- 
ñanza suministrada  á  jóvenes  de  inteligencia  nutrida  ya  de  conocimien- 
tos y  con  el  natural  vuelo  espiritual  que  la  edad  ha  conseguido». 

El  seminario  no  es  ese  procedimiento  infantil  descripto  por  el  eminente 
profesor  aludido.  Es  el  método  más  difícil  de  enseñanza  y  el  que  supone 
más  vasta  y  sólida  preparación  al  par  que  más  excelsas  cualidades  en  el 
catedrático.  Supone,  desde  luego,  el  completo  dominio  de  la  materia 
profesada,  unido  al  conocimiento  bastante  amplio  de  las  aficiones  é 
instrumentales.  Supone,  en  seguida,  condiciones  de  originalidad  sin 
las  cjue  se  corre  el  riesgo  de  revelar  incapacidad  para  marcar  rumbos  y 
señalar  puntos  nuevos  de  vista  con  relación  á  los  problemas  que  se 
investiga.  Supone,  por  último,  una  superioridad  mental  nada  común 
y  muy  especialmente  facultades  críticas  penetrantes,  en  ausencia  de  las 
cuales  se  estaría  inhabilitado  para  juzgar  y  rectificar  los  trabajos  de  los 
alumnos.  El  director  de  seminario  necesita  ser,  en  suma,  un  verdadero 
maestro  doblado  de  un  hombre  de  ciencia,  si  no  quiere  exponerse  á 
hacer  ante  sus  discípulos  la  más  desairada  figura,  exhibiéndose  como 
insuficientemente  preparado  ó  como  intelectualmente  inferior. 

Entrando  de  lleno  á  ocuparme  en  las  objeciones  de  la  comisión  á  la 
fórmula  por  mi  propuesta  en  reemplazo  de  la  suya,  debe  ante  todo  ob- 
servarse (jue  no  existe,  propiamente,  un  método  pedagógico  que  pueda 
denominarse  intensivo  y  se  distinga,  por  caracteres  peculiares,  de  los 
otros  métodos  didácticos,  como  ocurre  con  el  llamado  del  seminario. 
Basta  decir  seminario,  para  que  se  sepa,  en  seguida,  cuales  han  de  ser 
los  procedimientos  que  se  apliquen  en  la  transmisión  del  saber  ó  en  la 
ijusca  de  la  verdad.  Esos  procedimientos  consisten,  como  es  sabido,  en 
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tomar  como  tema  un  asunto  más  ó  menos  restringido  en  sus  límites  y 
en  aplicarse  á  conocerlo  bien  y  profundamente,  en  todos  sus  menores 
detalles,  merced  á  una  serie  de  investigaciones  originales  realizadas  por 
el  profesor  y  por  los  alumnos  dirigidos  por  el  profesor,  que  constitu- 
yen algo  así  como  el  equipaje  de  un  navio  en  descubierta,  ó  como  una 
pequeíia  misión  de  exploradores  en  busca  de  la  verdad.  En  el  semina- 
rio, no  sólo  la  tarea  de  profesores  y  alumnos  está  definida  de  antemano, 
sino  que  hasta  el  aula  misma  experimenta  una  transformación  mate- 
rial :  de  simple  salón  de  conferencias,  se  transforma  en  una  sala  de 
trabajo,  con  mobiliario  ad  hoc  y  con  una  pequeña  biblioteca  propia, 
especial,  en  la  cual  algunas  de  las  obras  de  más  necesaria  y  frecuente 
consulta,  están  representadas,  tal  como  ocurre  con  las  herramientas 
repetidas  en  un  taller  industrial,  por  varios  ejemplares,  para  facilitar 
la  tarea. 

Nada  parecido  ocurre  con  el  titulado  método  intensivo  por  la  comi- 
sión de  enseñanza,  y  mal  podría  ocurrir  desde  el  momento  que,  como 
dejo  dicho,  no  existe  propiamente  un  método  de  enseñanza  que  pueda 
llamarse  intensÍNO,  dado  que  no  es  posible  señalar  ningún  procedi- 
miento nuevo  de  inculcar  ó  descubrir  verdades,  á  que  convenga  la  indi- 
cada denominación.  La  intensificación  es  una  finalidad  que  nos  propo- 
nemos y  la  intensidad  un  resultado  á  que  llegamos.  ¿Cómo.^  c'P^^'  4"^' 
medio .^  ¿En  virtud  de  algún  artificio  especial  para  transmitir  ó  para 
inquirir  verdades?  En  modo  alguno.  Simplemente  por  el  hecho  de 
haber  tomado  como  tema  de  estudio  uno  especial,  restringido  en  sus 
límites,  y  de  habernos  aplicado  á  esclarecerlo,  empleando  en  ello  cual- 
quiera de  los  métodos  didácticos  ó  lógicos  conocidos. 

No  es  el  método  de  enseñanza  lo  que  es  intensivo,  sino  la  calidad  ó 
clase  de  la  enseñanza  misma,  que  resulta  intensiva  ó  intensificada  por 
el  mero  hecho  de  haber  sido  limitada  en  su  extensión:  y,  á  ese  resul- 
tado, será  posible  llegar  por  la  aplicación  de  métodos  diversos.  Sólo  poi- 
una  sensible  confusión  de  ideas  se  puede  hablar  de  método  inlensivo, 
cuando  en  realidad  lo  que  hay  es  método  activo  ó  pasivo,  monologando 
ó  dialogando,  de  conferencia  ó  de  interrogación,  socrático,  de  semina- 
rio, etc.,  aplicables,  todos  ellos,  así  á  la  enseñanza  intensiva  ó  mono- 
gráfica, como  á  la  enseñanza  extensiva  ó  integral. 
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Decir,  pues,  simplemente,  enseñanza  intensiva,  es  emplear  nna 
expresión  insuficiente  y  expuesta  á  los  más  grandes  peligros.  Se  puede 
hacer  enseñanza  intensiva  y  á  la  vez  enseñanza  superíicial,  libresca, 
memorista,  y  por  todos  estos  conceptos,  detestable.  Ello  ocurriría  si  el 
profesor,  tomando  un  punto  para  ahondarlo,  se  limitara  á  exponer,  en 
clase,  en  forma  de  conferencias,  los  resultados  de  sus  investigaciones 
personales.  El  profesor  que  tal  hiciera,  estaría  perfectamente  dentro  de 
los  términos  del  proyecto  de  ordenanza  propuesto  por  la  comisión,  que 
ni  siquiera  impone  á  los  alumnos  el  deber  de  realizar  trabajos  persona- 
les. Su  enseñanza,  no  por  ser  intensiva,  dejaría  de  ser  al  propio  tiem- 
po, ó  de  tener  todos  los  caracteres  que  he  apuntado  y  que  la  hacen, 
como  decía,  inaceptable.  La  expresión  no  puede,  pues,  subsistir,  por 
su  ec[uivocidad. 

¿  Cómo  no  ven  los  distinguidos  miembros  de  la  comisión  de  ense- 
ñanza, los  serios  inconvenientes  del  ((  método  más  amplio  y  completo 
que  ella  prestigia»  ?  ¿Cómo  no  ven  cjue  con  la  fórmula  de  su  proyecto 
la  elección  del  método  de  enseñanza  queda  enteramente  librada  al  ca- 
pricho de  los  profesores,  que  podrían  adoptar  aquél  á  que  están  habi- 
tuados por  la  rutina  y  rechazar  el  seminario,  ó  porque  no  simpatizan 
con  él,  ó  porque  no  se  han  tomado  el  trabajo  de  conocerlo,  ó  no  se 
consideran  capaces  de  aplicarlo? 

(?  Cómo  no  comprenden  que  esta  latitud  dejada  á  los  profesores  en 
materia  de  métodos  envuelve,  precisamente,  el  mayor  de  los  peligros? 
Y  si  algún  profesor  adoptara  uno  de  esos  métodos  anticuados  y  vicio- 
sos, que  perduran  hasta  ahora  en  las  facultades  universitarias,  ¿con 
qué  derecho,  en  virtud  de  c}ue  disposición,  estaría  el  consejo  habilitado 
para  llamarlo  al  orden  y  encarrilarlo?  ¿No  podría  el  profesor  á  quien 
se  le  hicieran  observaciones  ó  advertencias  de  esta  naturaleza,  escudarse 
en  el  principio  de  la  libertad  absoluta  en  la  elección  de  métodos,  que  la 
comisión  proclama  en  su  réplica  al  contraproyecto? 

Para  rechazar  la  fórmula  propuesta  por  el  contraproyecto  en  su  artí- 
culo 3",  la  comisión  recuerda  que...  ((El  seminario  en  las  universidades 
alemanas  supone  siempre  la  conferencia  y  el  curso  general  ó  monográ- 
fico)). Es  exacto;  tan  exacto,  que,  dándolo  por  sabido  y  considerando 
innecesario  explicarlo,  el  contra-proyecto  ha  omitido  imponer  expre- 
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saínenle  á  los  profesores  la  obligación  de  dar  conferencias  y  de  combi- 
nar estas  con  los  trabajos  especiales  de  seminario.  ¿Y  cómo  habría 
podido  el  contraproyecto  prescindir  de  las  conferencias,  cuándo  ellas 
están  perfectamente  indicadas,  cuando  no  son  absolutamente  indispen- 
sables para  señalar  ruuibos,  exponer  ideas  generales  ó  teorías  cientííicas, 
dar  continuidad  y  enlace  á  las  cuestiones  especiales  investigadas? 

La  comisión  de  enseñanza  se  ha  encontrado  con  esta  falta  de  explica- 
ción detallada  de  la  manera  cómo  debía  desenvolverse  la  enseñanza, 
couibinando  la  lección  oral  con  la  labor  de  seminario,  y  ha  creído  que 
la  falta  de  mención  délas  conferencias,  implicaba  la  supresión  completti 
de  las  mismas.  Léase,  sin  embargo,  el  artículo  correspondiente  del  con- 
tra-proyecto y  se  verá  C[ue,  ni  de  su  letra,  ni  de  su  espíritu,  puede 
desprenderse  la  idea  de  imponer  los  trabajos  de  seminario,  como  proce- 
dimiento único,  exclusivo  de  todo  otro  para  la  enseñanza.  Dice  el  con- 
tra-proyecto:  ((En  la  enseñanza  del  doctorado  se  aplicará  el  método  del 
seminario,  con  dos  clases  semanales  por  materia.  »  La  mente  del  artículo 
es  clara :  Establecer  el  seuiinario  como  procedimiento  de  enseñanza 
obligatorio,  de  que  no  podrá  prescindirse  en  el  doctorado,  pero  no  im- 
ponerlo como  procedimiento  exclusivo,  y  mucho  menos  de  aquellos 
otros,  como  la  coaferencia,  con  los  cuales  se  combina  é  integra,  por 
necesidad. 

El  contra-proyecto  ha  dado  ex  profeso,  una  redacción  amplia  é  inde- 
terminada en  cierto  sentido,  al  artículo  sobre  el  método  de  enseñanza, 
para  no  cohibir  la  libertad  de  acción  de  los  profesores  sobre  el  particu- 
lar. Lo  único  que  indefectiblemente  se  les  exige,  es  que  organicen  un 
seminario  de  su  materia  y  que,  en  él,  apliquen  los  principios  y  verifi- 
quen ejercicios  propios  de  tal  sistema.  Cumplido  este  requisito,  cada 
profesor  es  dueño  de  emplear  como  método  complementario,  lodos  los 
demás  medios  que  estime  conducentes  á  los  fines  de  su  triple  misicn: 
I"  enseñar,  2'  investigar  y  3'  enseñar  á  investigar.  De  modo  que 
estará  dentro  del  precepto  de  la  ordenanza,  así  el  profesor  que  dedique 
á  trabajos  de  seminario  las  ties  cuartas  partes  de  las  clases  de  su  curso 
y  ocupe  las  restantes  en  disertaciones  orales  sobre  ideas  de  conjunto, 
como  aqtiel  invierta  la  proporción  ó  como  el  que  resuelva  dedicar  una 
de  las  dos  horas  semannics  á  la  lección  oral  v  la  otra  al  seminarjo. 


CRÓNICA  DE  LA  FACULTAD  DE  DERECHO  709 

Esta  libertad  de  movimiento  dejada  á  los  pioíbsores  en  la  combina- 
ción del  seminario  con  los  otros  procedimientos  para  enseñaré  inquirir 
verdades,  concilia,  en  la  mejor  forma  posible,  las  aspiraciones,  todavía 
no  uniformes,  de  los  catedráticos,  con  relación  al  procedimiento  im- 
puesto, y,  consulta,  al  propio  tiempo,  los  intereses  déla  Facultad,  cuyo 
ideal  está  en  hacer  primar  en  definitiva  el  método  del  seminario  sobre 
todo  otro,  en  el  ciclo  de  estudios  del  doctorado,  de  acuerdo  con  la  últi- 
ma palabra  de  la  ciencia  y  de  la  experiencia  sobre  el  particular,  como 
puede  verse  en  el  párrafo  de  la  obra  de  Quesada  sobre  Enseñanza  de 
la  historia  en  Alemania,  que  copio  á  continuación  :  «En  esta  universi- 
dad (la  badense  de  Freiburg),  observé,  ala  par  de  las  otras,  la  tenden- 
cia del  profesorado  á  considerar  la  forma  de  conferencias,  en  los  cursos 
históricos,  como  la  fase  menos  eíicaz  de  la  enseñanza,  estando  de  acuerdo 
en  que,  lentamente,  es  el  curso  de  seminario  lo  que  constituye  el  ner- 
vio de  aquella:  se  prevé  un  futuro  no  lejano,  en  el  cual  a  el  gran  curso  n 
de  cuatro  conferencias  semanales  desaparezca  para  no  subsistir  sino  el 
((pequeño»  de  una  á  dos,  modificando,  en  cambio,  la  organización  del 
seminario,  en  el  sentido  de  substituir  su  hora  semanal  actual  por  dos 
ó  más»... 

Volviendo  á  las  cosas  del  país  y  á  la  necesidad  de  aclimatar  en  su 
suelo  la  útil  planta  del  seminario,  cabe  recordar  que  hasta  ahora  no 
hemos  tenido  en  la  república  sino  ensayos  imperfectos  de  aplicación  del 
método.  En  Facultad  alguna  de  una  universidad  argentina  se  le  ha 
practicado,  que  yo  sepa  con  toda  su  amplitud  y  benéficos  resultados. 

No  ha  habido  hasta  aquí,  entre  nosotros  sino  parodias  de  seminario, 
siendo  ello  debido  á  que  este  eficaz  artificio  pedagógico,  supone  la  exis- 
tencia de  cuatro  condiciones  que  deben  estar  indisolublemente  reunidas 
para  que  pueda  experimentarse  en  su  completa  integridad.  Esas  condi- 
ciones son:  I"  local  y  material  apropiado;  a"*  profesor  con  dominio  de 
la  materia  y  dotes  de  investigador:  3"  número  reducido  de  alumnos,  si 
posible  fuera  que  no  excediera  la  decena,  y  en  caso  alguno  pasara  de 
veinte:  4"  preparación  y  tiempo  disponible  en  estos  alumnos.  Ahora 
bien,  si  entre  nosotros  ha  fracasado  el  seminario,  ó,  por  mejor  decir, 
no  ha  sido  hasta  ahora  posible  ensayarlo  en  todo  su  alcance,  débese  á 
\ñ  ausencia.de   una  de  estas  dos  últimas  condiciones:  ó  el  número  de 
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alumnos  era  excesivo,  como  sucede  en  los  cursos  intensivos  de  nuestra 
Facultad  de  derecho,  ó  los  alumnos  carecían  de  preparación,  y,  sobre 
todo,  del  tiempo  indispensable,  como  ocurre  en  la  Facultad  de  filosofía 
y  letras  de  la  Universidad  de  Buenos  Aires,  cuya  clientela  se  forma  de 
maestros  normales,  abrumados  de  quehaceres,  que  los  incapacitan  para 
otros  trabajos  que  no  sea  el  pasivo  y  receptivo  del  aprendizaje  á  base 
casi  exclusiva  de  la  conferencia  del  profesor. 

Pues  bien,  la  organización  del  doctorado  brinda  ahora  á  nuestra 
Facultad  una  oportunidad  envidiable  y  como  no  volverá  jamás  á  pre- 
sentarse, de  introducir  y  naturalizar  en  el  país  un  método  didáctico 
reconocido  hoy  como  la  más  alta  y  acabada  expresión  para  la  enseñanza 
y  á  la  vez  la  pesquisa  de  verdades.  Si  los  cursos  del  doctorado  han  de 
revestir  este  doble  carácter,  como  la  misma  comisión  de  enseñanza  pa- 
rece admitirlo  y  buscarlo  en  su  proyecto,  no  puede  dejar  de  instituirse 
en  ellos  el  seminario,  para  que  no  caigan  en  una  esterilidad  absoluta, 
ó,  á  lo  sumo,  limitada  á  la  producción  del  profesor.  Sería  una  incom- 
prensible contradicción  iniciar  cursos  del  carácter  apuntado  y  no  impo- 
ner en  ellos,  como  lógica  consecuencia,  el  único  medio  activo,  capaz, 
eficiente,  de  obtener  el  objeto  que  se  anhela. 

Por  mi  parte  estoy  profundamente  persuadido  de  que  si  no  hubiera, 
como  hay  otras  importantes  razones  que  abogan  por  la  creación  del 
doctorado,  sería  ya  un  poderosísimo  y  suficiente  motivo  para  estable- 
cerlo, el  incentivo  de  nacionalizar  en  la  república  la  gran  institución 
pedagógica  del  seminario.  Posible  es  que  este  mi  fervoros(í  entusiasmo 
sea  también  imputado  á  vehemencia  de  sentimientos,  por  lo  cual  ha  de 
permitírseme  afianzar  mis  opiniones  con  las  del  maestro  de  maestros  en 
cuestiones  de  enseñanza  superior,  el  ilustre  M.  Liard,  que  copio  de  su 
último  y  reciente  libro  La  universidad  de  París:  ((Numerosos  estudian- 
tes que  ejercen  funciones  públicas,  supernumerarios  del  registro,  cni- 
pleados  de  la  administración,  están  portales  circunstancias,  dispensados 
de  asidua  asistencia.  Otros  dispénsanse  por  sí  mismos,  aprovechándose 
de  la  imposibilidad  en  que  se  hallan  los  profesores  de  proceder  á  inte- 
rrogar á  sus  alumnos.  Todos  estos  estudian  en  libros,  en  cuadernos 
redactados  con  arrc^glo  á  los  cursos  de  los  catedráticos,  detestable  méto- 
do lienidado   de  la    vieja  Facultad.    Resulta  de   ello   que   la  instilucicm 
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toma  examen  á  numerosos  estudiantes  que  no  ha  formado,  y  otorga, 
como  en  otros  tiempos,  diplomas  de  licenciados  a  candidatos  que  no 
ve  sino  una  vez  al  año,  en  el  día  del  examen.  Con  tal  legión  de  estu- 
diantes este  mal  es  inevitable.  Pero  el  número  de  los  verdaderos  estu- 
diantes, délos  estudiantes  laboriosos,  que  siguen  los  cursos  asiduamente, 
es  todavía  considerable.  Todos  los  días,  la  vasta  biblioteca  de  la  Facultad 
está  repleta  de  la  mañana  á  la  tarde:  todos  los  días,  los  anfiteatros  y 
aulas  de  cursos  se  llenan  á  rebosar.  De  donde,  para  los  profesores,  la 
imposibilidad  de  entrar  en  relación  con  cada  estudiante  en  particular  y 
la  necesidad  de  dirigirse  á  todos  desde  lo  alto  de  sus  cátedras. 

Ahora  bien,  no  es  esta  la  mejor  manera  de  formar  los  espíritus.  La 
verdadera  disciplina  de  la  enseñanza  superior  es  el  compañerismo  del 
maestro  y  del  discípulo.  Ello  es  imposible  en  la  Facultad  de  derecho  en 
el  grado  déla  licenciatura;  ello  se  vuelve  factible,  felizmente,  en  el 
ffrado  del  doctorado.  En  este  orado,  una  selección  se  ha  hecho,  no  de- 
jando  sino  una  élite  menos  numerosa.  Para  esta  élite  la  enseñanza  llega 
á  ser  más  esotérica;  el  maestro  conoce  á  sus  aprendices,  los  dirige,  los 
inspira,  sigue  su  esfuerzo  personal;  y,  de  esta  colaboración  han  salido 
ya  trabajos  colectivos,  obra  común  de  maestros  y  de  estudiantes.  Desde 
hace  algunos  años,  esta  manera  de  trabajar  en  común,  que  es  la  buena 
y  fecunda  manera,  se  generaliza.  Hánse  formado  para  equipajes  distin- 
tos, seminarios  de  derecho  romano,  de  derecho  penal,  de  derecho  pú- 
blico, de  economía  social,  de  derecho  internacional,  de  derecho  civil. 
Por  arriba  del  rumor  de  los  grandes  cursos  públicos  dj  la  licenciatura, 
abiertos  á  todo  el  mundo,  existen  los  alvéolos  discretos  en  los  cuales  se 
realiza  el  buen  trabajo  de  la  investigación  científica.  » 

2.   El  régimen  de  la  opción 

La  comisión  ratifica  en  la  réplica  su  repudio  del  sistema  déla  opción 
que  adoptó  el  consejo  directivo,  no  sólo  un  medio  de  ir  preparando, 
para  un  futuro,  que  desde  ya  puede  preverse  como  no  muy  lejano,  la 
la  bifurcación  del  doctorado,  sino  también  con  el  propósito  de  ensan- 
char el  cuadro  de  las  enseñanzas  de  la 'Facultad,  dando  en  ella  cabida 
al  estudio  de  especialidades  reclamadas  con  urgencia  por  las  necesidades 
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actuales  del  país.  Y  para  íundar  dicha  raliíícación,  la  comisión  alega 
las  siguientes  razones:  i''  la  inconveniencia  del  régimen  de  la  opción, 
demostrada  en  su  aplicación  por  la  Facultad  de  derecho  de  París:  2'  el 
lemor  de  que  tornándose  con  él,  por  demás  complejo,  el  doctorado, 
fracase  éste  en  su  iniciación. 

Apoyándose  en  el  informe  de  Quesada  sohre  la  enseñanza  del  derecho 
en  la  Facultad  de  París,  la  comisión  atribuye  á  los  catedráticos  de  dicho 
instituto  una  opinión  desfavorable  al  régimen  de  la  opción,  vigente  en 
el  mismo.  Quesada,  sin  embargo,  no  es  tan  terminante  como  la  comi- 
sión de  enseñanza,  en  cuanto  sólo  pone  en  labios  de  alguno  ó  algunos 
profesores  y  no  de  los  profesores,  como  dice  el  alegato,  la  opinión  ante- 
dicha.   Y  el   hecho,  así  recliücado,    cambia   sin   duda  de  importancia. 

¿Quién  podría  asegurar  que  esa  ó  esas  opiniones  personales  represen- 
tan las  de  la  mayoría  del  personal  enseñante?  ¿Quién  podría  aseverar 
(jue  ellas  no  emanan  de  alguno  de  esos  profesores  sin  el  don  de  cautivar 
oyentes  y  de  atraer  alumnos,  como  existen  en  toda  la  universidad,  que 
interpretan  la  deserción  á  sus  clases  como  una  consecuencia  de  la  difi- 
cultad de  su  asignatura  ó  de  su  severidad  en  los  exámenes.^ 

Por  otra  parte,  aun  dando  por  sentado  que  el  régimen  de  la  o[)c¡ón 
hubiera  dado  en  París  los  resultados  cjue  la  comisión  cree,  tampoco  sería 
ese  ejemplo  aplicable  á  nuestro  caso,  por  tratarse  de  cosas  que  no  son 
del  todo  análogas.  La  opción  á  que  la  comisión  alude,  se  refiere  á  mate- 
rias del  plan  para  la  licenciatura,  no  para  el  doctorado.  Esto  equivale  á 
decir  que  esa  facultad  debe  ser  ejercitada  por  personas  ansiosas  de  llegar 
rápidamente,  de  obtener  el  diploma  en  el  más  breve  plazo,  para  salir 
lo  más  pronto  posible  á  engrosar  el  formidable  ejército  de  Zjoo.ooo  li- 
cenciados que  en  Francia  ocupa  ó  aspira  á  ocupar  alguna  cómoda  posi- 
ción burocrática.  No  es  inverisímil  suponer  ([ue  en  esa  falange  de 
futuros  candidatos  pueda  existir  cierto  número  de  apresurados  que  de- 
terminen su  elección  de  asignaturas  por  móviles  interesados,  escogiendo 
aquellas  materias  más  socorridas  para  la  lucha  por  la  vida,  y  no  diré  las 
más  fáciles  ó  las  desempeñadas  por  profesores  niás  benignos  en  los  exá- 
menes, porque  ello  inq)ortaría  entrar  en  el  terreno  escabroso  de  las 
apreciaciones  subjetivas  y  de  los  díceres  de  universidad,  algunas  veces 
inspirados  por  el  simple  despecho  ola  áspera  rivalidad  profesional. 
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Abandonando  el  terreno  peligroso  de  los  díceres  y  de  las  conjeturas, 
basándonos  en  hecbos  reales  y  bien  comprobados,  encontramos  dos  que 
deponen  elocuentemente  á  favor  de  la  conveniencia  del  sistema.  Es  el 
primero,  la  circunstancia  de  que,  lejos  de  reaccionar  contra  él,  la  Uni- 
versidad de  París,  no  ha  hecho  otra  cosa,  durante  los  últimos  años,  que 
multiplicar  los  casos  de  opción,  extendiéndolos  cada  vez  á  mayor  núme- 
ro de  materias.  Si  el  sistema  fuera  verdaderamente  nocivo  y  hubiera 
dado  en  la  práctica  los  resultados  que  la  comisión  le  atribuye,  no  se 
explica  de  modo  satisfactorio  que  la  universidad  no  sólo  lo  mantenga, 
sino  que  todavía  se  empeñe  en  radicarlo  para  siempre  en  la  institución. 
El  segundo  hecho  favorable  está  dado  por  el  examen  de  la  estadística 
de  las  opciones,  del  cual  resulta  que  estas  se  distribuyen,  proporcional 
y  equitativamente,  entre  todas  las  materias  ó  grupos  de  materias.  Según 
el  último  Rapport  de  la  Facultad  de  derecho  de  París,  correspondiente 
al  año  universitario  de  1910-1911:  «En  la  licenciatura  la  primera 
opción  (tercer  año),  se  ha  verificado  en  esta  forma:  1 162  por  la  legis- 
lación industrial,  se  subdividen  entre  los  grupos  A  y  B  de  la  manera 
siguiente:  6/io  por  el  grupo  A,  5i2  por  el  grupo  B.  Las  91  opciones  en 
favor  de  la  legislación  colonial,  corresponden  /ii  al  grupo  A  y  5o  al 
grupo  B  »,  etc. 

Se  ve  cjue  no  es  necesario  prescindir  de  antecedentes  latinos  y  presti- 
giar el  sistema  de  la  opción  con  ejemplos  como  el  de  Alemania  donde 
el  régimen  se  lleva  á  tal  extremo,  que  los  estudiantes  universitarios 
están  ampliamente  facultados  para  elegir  con  entera  libertad  las  mate- 
rias de  su  carrera,  formándose  un  plan  de  estudios  personal  con  inde- 
pendencia de  estatutos  y  hasta  de  simples  sugestiones  de  la  Facultad. 
No  se  trata,  pues,  como  lo  pretende  la  comisión,  de  un  régimen  perju- 
dicial, ocasionado  á  suscitar  en  los  estudiantes  móviles  mezquinos  é  in- 
tereses subalternos  ;  y  el  consejo  directivo  no  cometió  un  error  de  que 
deba  arrepentirse  y  rectificarse,  sino  antes  bien  adoptó  una  medida  pre- 
visora y  progresista,  al  incorporar  á  nuestra  organización  y  á  nuestros 
hábitos  un  principio  benéfico  sancionado  por  la  experiencia  de  naciones 
que  podemos  tomar  confiadamente  de  modelos. 

Persiste  asimismo  la  comisión  en  manifestar  sus  recelos  por  el  fraca- 
so del  doctorado,  c|ue  presiente  poco  menos  que  infalible,  sólo  por  ini- 
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ciar  esos  estudios  con  un  plan  de  6  ó  -■  materias  en  lugar  de  4  ;  )  si 
bien  la  comisión  no  explica  con  suficiente  claridad  en  qué  ha  de  con- 
sistir y  por  dónde  ha  de  venir  el  temido  fracaso,  échase  de  ver  en  algu- 
nas alusiones  de  su  réplica  que,  para  ella,  éxito  es  sinónimo  de  super- 
abundancia de  alumnos,  de  cuadros  estadísticos  provistos  de  totales  ele- 
vados, y  fracaso  equivale  á  número  reducido  de  candidatos  al  docto- 
rado. 

Guéstame  comprender  cómo  los  ilustrados  miembros  de  la  comisión 
de  enseñanza  no  han  conseguido  todavía  emanciparse,  en  asuntos  como 
el  que  consideramos,  de  una  de  las  obsesiones  ambientes  :  el  culto  de 
la  cifra.  Por  mi  parle,  convencido  como  estoy  de  que  el  título  que  in- 
tentamos crear  no  es  un  diploma  habilitante  para  el  ejercicio  de  una 
profesión  lucrativa,  sino  un  grado  exclusivamente  científico  :  de  que, 
la  sociedad  no  está  en  manera  alguna  interesada  en  que  se  le  prodigue, 
sino  antes  bien,  en  c[ue  se  otorgue  con  parsimonia,  reservándolo  para 
aquellos  que  sean  capaces  de  llevarlo  con  honor  y  con  autoridad  cientí- 
fica ;  deque  nunca,  y  por  motivo  alguno,  debe  él  servir  de  patente  para 
encubrir  una  ciencia  falsa,  conocimientos  á  flor  de  piel,  saber  prestado 
y  libresco,  lo  contrario,  en  suma,  del  verdadero  saber  ;  persuadido  de 
todo  esto,  entiendo  que,  lejos  de  constituir  un  mal,  será,  por  el  con- 
trario, un  gran  bien,  que  los  cursos  del  doctorado  se  vean  concurridos 
por  un  grupo  poco  numeroso,  aunque  escogido,  de  alumnos  prepara- 
dos y  firmemente  dispuestos  al  estudio  intenso  y  á  la  investigación  la- 
boriosa y  encarnizada. 

Por  lo  demás,  puede  la  comisión  permanecer  tranquila  á  este  res- 
pecto, caso  que  el  consejo  resolviera  mantener  sus  ideas  relativamente 
al  régimen  de  la  opción.  Hay  una  circunstancia  que  vuelve  innocuo  ó 
á  lo  menos  atenúa  los  efectos  estadísticos,  para  la  comisión  irrepara- 
bles, del  mencionado  sistema.  Acaso  la  comisión  no  ha  observado  que 
él  conduce  á  disminuir  sólo  el  total  de  inscriptos  en  cada  curso,  lo 
cual,  como  sabemos,  es  una  inapreciable  ventaja  del  punto  de  vista  pe- 
dagógico, en  cuanto  permite  la  correcta  aplicación  del  seminario  con 
sus  provechosos  resultados  conocidos,  pero  que,  en  definitiva,  el  núme- 
ro total  de  aspirantes  al  doctorado,  como  también  el  de  graduados, 
queda  siempro  el  inlsnio     hinfn  como  el  plan    ríírido   como   ron   el  de 
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materias  facultativas,  pudiendo  todavía  decirse,  á  favor  del  último, 
que  la  mayor  cantidad  y  variedad  de  sus  materias  y  la  facultad  de  elec- 
ción acordada  á  los  aspirantes,  daría  por  resultado  una  matrícula  ma- 
yor que  la  que  se  obtuviera  con  las  cuatro  asignaturas  obligatorias  del 
plan  de  la  comisión. 


3.  Asignaturas  enciclopédicas  y  asignaturas  especializadas 

Insiste  la  comisión  en  incluir  en  el  plan  de  estudios  del  doctorado 
asignaturas  de  carácter  enciclopédico  :  y  sin  hacerse  cargo  de  la  incon- 
gruencia de  la  medida,  ni  de  los  inconvenientes  que  trae  aparejados,  en 
cuanto  obstaculiza  el  estudio  inmediato  de  importantes  cuestiones  del 
momento  y  en  cuanto  crea  en  la  Universidad  una  nueva  especie  de 
maestros,  eternos  desfloradores  de  asuntos  científicos,  verdaderos  cate- 
dráticos picaflores,  la  comisión  se  opone  á  las  materias  especializadas, 
alegando  que  ello  daría  por  resultado  que,  repitiéndose  la  misma  in- 
vestigación todos  los  años,  se  acabaría  por  caer  «  en  los  cursos  de  divul- 
gación de  lo  investigado  con  anterioridad,  que  con  tanta  vehemencia 
condena  el  memorial  ». 

Cumple  ante  todo  notar  que  el  memorial  no  ha  condenado  con  vehe- 
mencia los  cursos  de  divulgación  referidos  ;  y  no  los  ha  condenado  con 
vehemencia,  sencillamente  porque  nos  lo  ha  condenado  en  forma  alguna, 
porque  no  los  ha  mencionado  para  nada,  ni  directa  ni  indirectamente. 

Los  cursos  de  divulgación,  en  el  sentido  dado  á  estos  términos  por  la 
comisión  de  enseñanza-,  esto  es,  como  enseñanza  universitaria  de  ver- 
dades comprobadas,  tienen  sin  duda  su  lugar  más  propio  en  el  plan  de 
estudios  de  la  abogacía.  Pero,  en  los  estudios  del  doctorado,  tampoco 
están  proscriptos  en  absoluto,  supuesto  que  en  materia  alguna  se  toma 
como  punto  de  partida  una  tabula  rasa  y  dado  que  la  investigación  de 
todo  problema  se  apoya  invariablemente  en  principios  ó  teorías  cuyo 
recuerdo  es  siempre  útil  refrescar  por  medio  de  conferencias  sintéticas 
y  de  exposición  de  generalidades.  Fuera  de  esto,  es  indudable  que  una 
materia  ó  rama  cientííica  perfectamente  conocida  en  todos  sus  detalles 
en  forma  que  no  ofreciera  incógnita  alguna  que  despejar,  podría  toda- 
vía tener  títulos  suficientes  como  para  figurar  en  el  curriculum  docto- 
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ral,  en  calidad  de  asignatura  útil  ó  indispensable  para  completar  la  cul- 
tura de  un  doctor.  Lejos  estoy,  pues,  de  abrigar,  respecto  de  la  ciencia 
becha,  las  opiniones  que  la  comisión  me  supone. 

Refiriéndome,  ahora,  al  argumento  encontrado  por  la  comisión  para 
repeler  el  principio  de  la  especialización  de  las  materias,  observaré  que 
la  objeción  í'ué  prevista  y  contestada  sintéticamente  en  los  fundamen- 
los  del  contra-proyecto,  cuando  se  decía,  que  los  problemas  comprendi- 
dos en  las  asignaturas  propuestas,  están  clamando  por  ((  un  análisis  in- 
mediato, profundo  y  continuado  hora  por  hora  ».  Y  continuado  hora 
por  hora,  decía,  aludiendo  precisamente  al  carácter,  en  modo  alguno 
quiescente,  de  los  fenómenos  sociales,  cuya  constante  evolución  da  lu- 
gar á  que  las  cuestiones  de  hoy  se  presenten  mañana  en  forma  á  veces 
hasta  diametralmente  opuesta  á  la  anterior,  exigiendo,  así,  nuevas  in- 
vestigaciones al  estudioso  y  soluciones  nuevas  al  gobernante,  y  dando 
motivo  á  que  las  ciencias  sociales  y  políticas  concretas,  se  formen  y 
transformen  incesantemente. 

Por  lo  demás,  y  para  cualquiera  que  se  detenga  un  instante  á  refle- 
xionar en  la  anchurosa  extensión  y  en  las  iníinitas  ramificaciones  y  co- 
nexiones que  presentan  hoy  las  disciplinas  especializadas  en  las  cuales 
es  menester  conünarse,  por  la  ineludible  ley  de  la  división  del  trabajo 

V  como  necesaria  condición  del  progreso  científico,  está  fuera  de  discu- 
sión, la  imposibilidad  de  agotar,  en  breves  años,  como  lo  piensa  la  co- 
misión, el  estudio  detallado  y  profundizado  de  las  asignaturas  que  fi- 
guran en  el  plan  del  contra-proyecto. 

Tan  sólo  uno  de  los  problemas  conexos  con  la  cátedra  de  Inmigración 

Y  colonización,  el  estudio  del  encarecimiento  de  la  vida  en  la  Argentina, 
¡)or  ejemplo,  ha  podido  ser  tema  suficientemente  vasto  para  un  curso 
anual,  planteando  infinidad  de  cuestiones,  á  cual  más  difícil  é  impor- 
tante. Este  carácter  proteico,  diremos,  es  común  á  todos  los  tópicos  co- 
rrespondientes á  las  otras  cátedras  del  plan,  dado  que  es  rasgo  peculiar 
á  todas  las  cuestiones  sociales.  Y  son  sin  duda  estas  razones  que  acabo 
de  exponer,  las  que  han  movido  á  la  Universidad  de  París  á  incorporar 
á  su  plan  de  estudios  del  doctorado,  como  materias  autónomas  y  per- 
manentes, las  que  la  comisión  de  enseñanza,  olvidando  la  alta  trans- 
cendencia V  la  uriícncia  extrema  de  las  mismas  en  nuestro  país,  insiste 
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en  rechazar,  por  el  infundado  temor  de  que,  en  corlo  plazo,  los  prole- 
sores  no  tengan  ya  nada  que  hacer  como  no  sea  repetirse  lastimosa- 
mente. 

//.  Los  profesores  enciclopédicos 


ion 


Para  defender  su  (esis  délos  profesores  enciclopédicos,  —  cuesLi( 
ligada  sin  duda  á  la  antecedente  pero  que  es  necesario  tratar  por  sepa- 
rado —  dice  la  comisión  que  mi  crítica  no  le  alcanza  á  ella,  tan  sólo, 
sino  á  reputadas  universidades  europeas,  como  la  de  París,  por  ejem- 
plo, que  otorga  diplomas  de  profesor  agregado,  no  con  relación  á  una 
materia  determinada  sino  á  grupos  de  materias,  que  son  cuatro.  Sen- 
sible es  cjue  esta  información,  tomada  por  la  réplica  al  informe  de  Que- 
sada  sobre  la  enseñanza  en  la  Facultad  de  derecho  de  París,  no  haya 
sido  esclarecida  con  los  comentarios  que  la  acompañan  y  de  los  cuales 
resulta,  que  esta  preparación  por  grupos  fué  una  reforma  tímida  y 
parcial  del  antiguo  y  absurdo  sistema  que  exigía  una  preparación  aun 
más  general,  sobre  todas  las  materias  de  la  carrera  ;  reforma  incomple- 
tísima, como  queda  dicho,  á  la  cual  atribuye  el  informe,  en  buena  par- 
te, la  inferioridad  del  profesorado  francés  con  relación  al  germánico. 
((  Posiblemente,  dice,  la  razón  de  esta  extraordinaria  diferencia  estriba 
en  que  el  profesor  alemán  se  especializa  y  el  francés  trata  de  mantener- 
se siempre  á  igual  nivel  en  las  diversas  disciplinas,  porque  con  frecuen- 
cia pasa  de  una  asignatura  á  otra  ;  hasta  hace  poco  la  agregación  era 
única,  obedeciendo  á  ese  prejuicio  :  el  horror  de  la  especialización... 
La  errónea  predilección  por  la  preparación  general  —  igualmente  sólida 
en  cualquier  ramo  —  es,  cjuizá,  criterio  conveniente  para  proveer  de 
maestros  á  los  liceos  secundarios,  pero  de  resultados  funestos,  por  lo 
menos  estériles,  cuando  se  aplica  el  profesorado  universitario  ». 

Ni  el  mal  ejemplo  de  la  agregación  francesa,  ni  el  otro  caso,  también 
citado  por  la  comisión  en  su  apoyo,  de  profesores  alemanes  que  dictan 
á  la  vez  dos  ó  más  asignaturas  en  la  Universidad,  á  lo  cual  son  impeli- 
dos, como  lo  hace  notar  el  mismo  autor  citado,  «  por  el  acicate  del  ho- 
norario estudiantil  en  los  cursos  privados,  c¡ue  aumenta  considerable- 
mente sus  entradas  de  profesor  »,  son  argumentos  decisivos  para  jusli- 
iicar  la  conveniencia,  en  el  doctorado,   de  los  profesores  enciclopédicos 
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ó  la  pluralidad  de  cátedras  á  cargo  de  un  solo  profesor,  lieclio  que,  di- 
cho sea  de  paso,  no  era  tampoco  necesario  ir  á  buscar  tan  lejos  y  en  la 
docta  Alemania,  dado  que  el  fenómeno  ocurre  igualmente  en  nuestro 
país,  donde  nos  ha  sido  dable  contemplar  así  sus  buenos  como  sus  ma- 
los efectos. 

Por  observación  déla  realidad  nacional  y  por  experiencia  propia,  no 
soy,  en  principio,  adversario  de  la  pluralidad  dé  cátedras  desempeñadas 
por  un  profesor.  Lejos  de  serlo,  considero  que  cuando  el  catedrático  no 
es,  como  á  veces  ocurre,  un  simple  acumulador  de  sueldos,  la  ciencia 
y  la  enseñanza  misma  se  aventajan  con  esa  circunstancia  que  permite 
estudios  comparativos,  vistas  de  conjunto,  descubrimientos  de  relacio- 
nes, y,  en  definitiva,  progreso  del  saber,  sobre  todo  cuando  el  que  ha 
recorrido,  con  la  superficialidad  inevitable  del  caso,  los  dominios  de 
varias  disciplinas,  se  resuelve  á  cavar  hondo  surco  yá  sembrar  concien- 
zudamente en  el  limitado  terreno  de  su  predilección.  Pero  estas  consi- 
deraciones no  pueden  llevarnos  á  concluir  que,  cuando  se  trata  de  or- 
ganizar estudios  de  alta  intensidad  y  cuando  un  instituto  se  propone, 
como  en  nuestro  caso,  tender  á  la  especialización  en  maestros  y  en 
alumnos,  sea  provechoso  crear  cátedras  con  títulos  genéricos,  más  pro- 
pios para  esos  libros  en  que  se  recopilan  trabajos  sobre  los  temas  más 
variados,  y,  como  si  esto  no  bastara  todavía,  se  estimule  á  la  superfi- 
cialidad y  al  diletantismo  científico,  señalando  á  esas  cátedras  los  pro- 
gramas de  estudio  más  frondosos  que  imaginarse  pueda. 

No  pienso  ni  he  dicho  en  ninguna  parte  que  «  es  colocarse  fuera  de 
lo  real  y  de  lo  posible,  admitir  que  el  curso  de  derecho  público  compa- 
rado se  pueda  dictar  y  encontrarse  el  profesor  competente».  No  sólo 
acepto  esa  posibilidad  sinc  que  convengo  en  la  de  otros  cursos  sobre 
temas  todavía  más  generales.  Yo  mismo  tengo  á  mi  cargo,  en  la  Fa- 
cultad, uno  que  reviste  esta  naturaleza.  No  es,  pues,  en  el  terreno  de 
la  posibilidad  donde  la  cuestión  necesita  plantearse,  sino  en  la  de  la 
utilidad  eminente  é  inmediata  de  las  asignaturas  á  incluirse  en  el  plan, 
así  como  en  el  de  su  educación,  á  los  fines  y  á  la  índole  de  los  estudios 
del  doctorado. 

Y  puesta  la  cuestión  en  este  terreno,  ella  no  podría  ser  resuella  en 
la  forma  aconsejada  por  la  comis¡(')n.   sino  eouio   lo  ha  sido  en  las  uní- 
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versidades  aludidas  en  la  réplica  y  donde  existen  cátedras  análogas  alas 
propuestas. 

¿Sabe  la  comisión  cómo  entiende  el  titular  de  la  cátedra  de  derecho 
público  de  la  Universidad  de  París  su  misión  de  profesor  en  el  ciclo  del 
doctorado?  Permítaseme  que  copie  aquí  varios  párrafos  de  la  lección 
en  que  ha  dilucidado  el  punto  que  me  ocupa.  «  El  derecho  público  ge- 
neral :  vasto  asunto,  que  algunos  hallarán  desmesurado,  en  cuanto 
abarca  la  mayoría  de  nuestros  códigos  y  nuestras  leyes...  Convengamos 
en  que,  si  el  curso  de  derecho  público  comprendiera  este  conjunto  en- 
ciclopédico, casi  no  merecería  el  título  de  enseñanza  superior.  No  sería 
aún  enseñanza  profesional,  apenas  si  sería  enseñanza  primaria...  Pero, 
permítaseme  que  diga  cómo  han  considerado  estos  estudios  el  ministro 
de  1890  y  el  primer  titular  de  la  asignatura...  Una  teoría  general  del 
Estado,  he  ahí  lo  que  se  ha  querido  instituir  sobre  todo  en  1890,  al 
crear  en  la  Facultad  de  derecho  de  París,  la  primera  cátedra  de  derecho 
público  general.  » 

Una  teoría  general  del  Estado,  es  decir,  un  capítulo  apenas  del  dere- 
cho público  :  he  ahí  todo  lo  que  la  probidad  científica  de  M.  Larnaude 
y  de  los  fundadores  de  la  cátedra,  entienden  que  debe  ser  el  contenido 
razonable  de  un  curso  de  doctorado  sobre  derecho  público  general, 
para  no  desnaturalizar  estudios  de  índole  profundizada  y  especializada, 
cosa  que  infaliblemente  ocurriría  si  se  asignara  á  las  materias  límites 
desmedidos  y  se  permitiera' á  los  profesores  pasearse  todos  los  años  con 
incontenida  libertad  por  su  vastedad  inconmensurable. 

5.  La  finalidad  del  doctorado 

Debo  suponer  á  los  miembros  de  la  comisión  de  enseñanza  tan  per- 
suadidos como  yo  lo  estoy,  de  que  no  es  prudente  ni  racional  lan- 
zarse en  busca  de  asignaturas  para  llenar  el  plan  de  estudios  de  una 
nueva  carrera,  sin  antes  preocuparse  de  poner  en  claro  la  finalidad  y  la 
oportunidad,  tanto  de  una  como  de  las  otras. 

No  es  el  caso  de  crear  un  doctorado  porque  sí,  ó  por  mero  espíritu 
de  ostentación,  ó  para  servir  intereses  de  determinadas  personas.  Si  no 
hubiera  necesidades  generales,  permanentes,  importantes,  imposterga- 
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Lies,  que  reclamaran  y  justificaran  la  creación  del  doctorado  ;  si  no 
hubiera  fines  para  perseguir  al  establecerlo,  no  habría  por  qué  ni  para 
([ué  instituirlo.  Y  si  los  hay,  como  yo  lo  creo  y  la  comisión  debe  tam- 
bién pensarlo,  ¿cuáles  son  esos  intereses?  ¿A  qué  finalidad  responde  la 
organización  de  este  nuevo  orden  de  enseñanzas?  Tales  son  las  cuestio- 
nes que  es  menester  plantearse  y  resolver,  como  artículos  de  previo  y 
especial  pronunciamiento,  dado  que  á  ellas  están  subordinadas  así  la 
elección  de  las  asignaturas  como  el  carácter  de  la  enseñanza. 

o 

Afirma  la  comisión  que  mi  crítica  es  infundada,  cuando  he  dicho  que 
en  su  plan  no  se  percibe  una  orientación  definida  y  que  con  él  no  se 
satisface,  en  la  medida  indispensable,  las  actuales  exigencias  del  país, 
pero  de  su  réplica  no  resulta  demostrado  que  esas  necesidades  son  lle- 
nadas con  la  prontitud  y  en  el  grado  deseables,  ni  se  explica  cuál  es  el 
criterio  y  el  arquetipo  á  que  responde  su  plan.  Todo  lo  que  al  respecto 
se  ofrece  es  una  prueba  que  podría  denominarse  ((  por  insinuación  ». 
Para  demostrar  el  abolengo  universitario  y  el  carácter  finalista  de  su 
plan,  la  comisión  asevera  que  éste  coincide  con  el  mío,  dado  que  am- 
bos tienen  dos  materias  comunes  y  cuatro  de  las  asignaturas  del  contra- 
proyecto (Legislación  y  economía  industrial,  legislación  y  economía  rural, 
legislación  obrera,  historia  diplomática  y  política  económica  argentina),  están 
comprendidas  en  una  de  su  proyecto,  la  titulada  Estadios  económicos. 
Esta  última  observación  importa  un  modo  curioso,  si  bien  no  del 
todo  conveniente  de  argumentar.  Por  tal  manera,  podría  fácilmente 
llegarse  á  demostrar  la  similitud  del  plan  de  la  comisión,  no  sólo  con 
el  del  contra-proyecto,  sino  con  todos  los  planes  de  doctorado,  existen- 
tes y  hasta  concebibles.  Pero,  ¿cómo  no  ve  la  comisión,  que  se  está 
aquí  en  presencia  del  parecido  que  guarda  un  esquema  cualquiera  con 
las  cosas  ó  seres  por  él  representados?  Y  ¿cómo  no  se  da  cuenta  deque 
es  precisamente  ese  carácter  esquemático,  borroso,  indefinido,  lo  que 
([uita  á  su  plan  toda  orientación  tendenciosa,  toda  finalidad  científica, 
política  ó  pedagógica? 

Si  se  compara  el  plan  de  la  comisión,  no  ya  con  el  del  contraproyec- 
to, sino  con  el  que  vino  á  quedar  en  vigor,  después  de  un  largo  y  la- 
borioso proceso  (|ue  culminó  en  la  sanción  de  1908,  se  echa  de  ver  que 
el   primero  ¡nq)lica,  en  cierto  modo,  un  retroceso,    con  relación   al   se- 


CRÓNICA  DE  LA  FACULTAD  DE  DERECHO  721 

gundo.  Eli  efecto,  se  puede  disentir  con  este  último  á  propósito  de  la 
inclusión  ó  exclusión  de  tal  ó  cual  asignatura.  Sin  embargo,  no  sería 
justo  desconocer  que  hay  en  él  lo  que  no  se  percibe  en  el  plan  de  la 
comisión:  un  concepto,  más  ó  menos  bien  realizado,  pero  encomiable ; 
y  esa  idea  estriba  en  tender  á  la  especializacíón  de  la  abogacía  y  en 
tratar  de  orientarlos  hacia  la  satisfacción  inmediata  de  las  grandes  ne- 
cesidades de  la  Nación. 

Fué  este  pensamiento  informativo  del  proyecto  del  plan  para  el  doc- 
torado, preparado  por  la  comisión  especial  de  1900,  lo  que  me  deter- 
minó á  prestarle  mi  voto,  en  general,  por  más  que  divergiera  con  el 
plan  mismo  sobre  determinadas  cuestiones  de  detalle.  Tal  fué  el  sentido 
de  ini  opinión,  favorable  á  las  vistas  de  la  comisión  de  1900,  constitui- 
da por  los  doctores  Escalante,  Tezanos  Pinto,  Llerena  y  Bibiloni,  quie- 
nes aconsejaban  incluir  en  el  plan  del  doctorado  aquellas  materias  ((de 
más  importancia  como  complemento  científico  de  los  estudios  ordina- 
rios (los  de  abogacía)  y  como  base  de  aplicación  á  la  solución  de  nues- 
tros problemas  nacionales».  A  lo  cual  yo  adherí  en  estos  lacónicos 
términos:  ((Por  mi  parte  conceptúo  acertado  el  criterio  de  la  comisión 
y  aceptable,  en  su  mayor  parte,  la  elección  de  las  materias  que  deben 
constituir  este  curso  superior  para  agregar  al  título  de  abogado,  el  de 
doctor  en  derecho  y  ciencias  sociales.  » 

No  hay,  como  se  ve,  contradicción  alguna  entre  mi  actitud  actual  y 
la  de  hace  ocho  años,  época  en  que  escribí  las  palabras  transcriptas. 
Hoy,  como  entonces,  no  hago  mayor  hincapié  sobre  asignaturas  deter- 
minadas, sino  sobre  el  principio  ó  criterio  de  su  elección  y  sobre  la  ín- 
dole de  estos  estudios  superiores.  Hoy,  como  ayer,  creo  que  la  enseñanza 
del  doctorado  debe  tener  un  carácter  eminentemente  científico,  espe- 
cializado y  nacional ;  y  es  esta  creencia  lo  que  me  induce  á  comba- 
tir el  proyecto  de  la  comisión,  por  considerarlo  deficiente  en  cuanto 
al  método  preconizado  para  los  estudios,  por  considerar  que  conspira 
contra  la  especialización  de  los  mismos,  y  por  considerar,  —  como 
lo  dije  y  demostré,  en  forma  irrebatida,  al  fundar  el  contra-pro- 
yecto —  que  ellos  no  satisfacen  las  necesidades  de  nuestro  presente 
vcstado  social  ó  las  llenan  de  un  modo  por  demás  imperfecto  y  retardado. 

La  falta  de  un  criterio  claro  y  definido,   que  le  sirviera  de  hilo  con- 
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ductor  para  la  busca  y  determinación  de  las  asignaturas,  es  causa  de 
que  la  comisión  no  haya  percibido  la  inferioridad  de  su  plan  con  rela- 
ción al  vigente,  respecto  del  cual  implica  un  retroceso,  como  antes  he 
dicho.  En  efecto,  el  progreso,  en  este  orden  de  hechos,  se  caracteriza 
por  la  marcha  de  lo  abstracto  y  general  á  lo  concreto  y  especializado. 
Así,  hubo  tiempo  en  que,  en  nuestra  Facultad  se  estudiaban  en  un  solo 
curso  el  derecho  internacional  público  y  privado.  La  cátedra  se  desdo- 
bló en  dos  cursos  independientes  y  el  hecho  importó  un  progreso,  como 
fueron  otros  tantos  hechos  de  carácter  progresivo  los  nombramientos 
de  un  profesor  de  finanzas,  de  un  profesor  de  derecho  penal,  de  un 
profesor  de  derecho  administrativo,  para  dictar  estas  materias  que  an- 
teriormenle  estaban  á  cargo  de  los  profesores  de  economía  política,  de 
derecho  comercial,  de  derecho  constitucional,  respectivamente,  y,  como 
ha  sido  también  un  progreso,  tener  cuatro  profesores  de  derecho  civil 
y  dos  de  procedimientos,  en  lugar  de  uno  para  cada  ramo,  dado  que 
tales  desdoblamientos,  aseguran  una  mayor  competencia  en  los  cate- 
dráticos y  una  más  completa  preparación  en  losalunnios. 

Desde  este  punto  de  vista  el  plan  de  la  comisión,  no  sólo  retrograda 
relativamente  al  que  rige  sino  que,  al  propio  tiempo,  entraña  un  ver- 
dadero contrasentido,  con  respecto  del  plan  de  estudios  de  la  abogacía. 
Guando  se  la  compara  con  este  último  se  nota  una  inconcebible  ano- 
malía. Los  estudios  económicos  de  la  abogacía,  están  hoy  á  cargo  de 
tres  profesores  titulares  :  el  de  economía  política,  el  de  finanzas,  y  el  de 
minas  y  rural ;  entretanto,  en  el  doctorado  que  la  comisión  proyecta, 
estos  estudios  serán  verificados  por  un  solo  maestro.  La  enseñanza  del 
derecho  público,  en  la  abogacía,  corre  á  cargo  de  cinco  catedráticos  ti- 
tulares, uno  por  cada  ramo  ;  en  el  doctorado  de  la  comisión,  toda  esta 
inmensa  mole  científica  gravitaría  sobre  los  débiles  hombros  de  un  sola 
profesor.  ¿Cómo  no  comprende  la  comisión  que  esto  importa  hacer  la 
espccialización  al  revés?  ¿Cómo  no  ve  que  esto  es  conspirar  contra  la 
preparación  especializada  de  los  maestros  ;  que  es  estimular  el  enciclo- 
pedismo superficial;  que  es  desvirtuar  los  estudios  doctorales,  cuya 
característica  es  la  acentuación  en  la  especialidad,  así  en  las  disciplinas 
como  en  los  docentes  ? 
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0.  Importancia  del  doctorado 

No  he  de  pormenorizar  el  examen  de  la  réplica  porque  anlielo  no 
apartar  la  controversia  del  terreno  de  las  magnas  cuestiones  de  organi- 
zación \  de  orientación  universitaria.  No  obstante  la  transcendencia  de 
los  temas,  deseo,  asitnismo,  no  prolongar  esta  exposición,  que  si  ha 
resultado  un  tanto  dialéctica  y  documentada,  ha  sido  por  el  temor  de 
que  se  vean  nuevamente  «  reproches  infundados  »  y  ((  anatemas  »  fui- 
minadores  en  lo  que  no  son,  y  no  deben  ser  nunca,  sino  afirmaciones 
comprobadas  y  demostraciones  concluyentes.  Malgrado  las  divergencias 
que  nos  separan,  hay  sin  embargo  un  punto  en  que  la  comisión  y  yo 
coincidimos  ;  el  atribuir  á  este  asunto  carácter  de  «  delicado  ».  Delicado 
é  importante,  puede  sin  duda  agregarse,  para  acabar  de  justificar  cum- 
plidamente la  atención  y  el  interés  que  el  consejo  directivo  de  la  Fa- 
cultad, de  varios  años  atrás,  le  ha  venido  dedicando. 

Gomo  la  comisión  lo  reconoce  y  aplaude,  he  querido  aportar  al  estu- 
dio del  asunto  mi  modesto  caudal  de  observaciones  é  indicaciones, 
esforzándome,  sobre  todo,  en  aclarar  conceptos  y  en  señalar  rumbos, 
tanto  más  provechosos  ó  indispensables,  cuanto  más  arduo  y  fructifi- 
cante en  resultados  fuere  el  caso  que  se  trata  de  resolver.  Ahora  bien, 
tres  cuestiones  de  real  transcendencia  para  la  alta  enseñanza  de  las 
ciencias  jurídicas  y  sociales  y  para  el  progreso  intelectual  de  la  repú- 
blica, se  han  presentado  y  ofrecido  á  nuestro  estudio  en  el  transcurso 
de  los  últimos  años  :  la  iniciación  de  la  enseñanza  intensiva,  la  organi- 
zación de  la  academia,  la  institución  del  doctorado. 

De  estas  tres  cuestiones,  verdaderamente  capitales,  la  primera  ha 
quedado  resuelta  en  forma  que,  si  no  es  aún  la  definitiva  y  admite 
retoques  que  habrán  de  perfeccionarla,  produce,  desde  ya,  beneficios 
apreciables,  en  cuanto  ha  inaugurado,  en  la  Facultad,  la  investigación 
científica  y  ha  puesto  en  ejercicio  á  los  profesores  suplentes,  llamándo- 
los de  inmediato,  al  desempeño  de  cátedras  que  habrían  tardado  varios 
años  en  regentear  ;  lo  que,  fuera  de  duda,  influirá  de  manera  decisiva 
en  su  acabada  formación  como  docentes. 

La  segunda  de  estas  cuestiones  apuntadas,  la  que  consiste  en  organi- 
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zar  é  iinjDrlinir  actividad  funcional  i'itil  á  una  corporación  acadóinica, 
que  sea  en  el  orden  de  las  ciencias  jurídicas  y  sociales,  á  la  vez  que  un 
órgano  superior  consultivo  un  centro  propulsor  de  investigaciones  y  de 
estudios,  es  asunto  cuya  solución  sólo  en  forma  muy  insignificante  ó 
indirecta  depende  del  consejo  directivo  de  la  Facultad. 

No  ocurre  lo  mismo  con  la  institución  del  doctorado.  Como  quiera 
que  es  el  consejo  directivo  de  la  Facultad  el  único  poder  encargado  de 
llamarlo  á  la  vida  y  de  ponerlo  en  movimiento,  sobre  él  ha  de  recaer 
toda  la  responsabilidad  por  el  acierto  ó  el  desbarro  en  la  creación.  Tra- 
temos, pues,  de  ponernos  á  la  altura  de  la  tarea,  reorganizando  el  doc- 
torado sobre  bases  científicas  y  de  manera  que  colme  los  vitales  intere- 
ses del  país.  Dignifiquemos  el  título  de  doctor  para  que  se  halle 
aureolado  de  los  mayores  prestigios  y  para  que  sea  ungido  del  respeto 
y  la  consideración  social.  Selección  escrupulosa  de  los  discípulos,  elimi- 
minación  de  los  ineptos  para  la  labor  investigadora,  seriedad  en  la 
justificación  de  la  preparación  científica,  tales  deben  ser  las  normas  á 
que  deberá  ser  sometida  la  élite  de  los  iniciados  en  estos  cultivos  de  la 
alta  intensidad  para  que  en  ellos  veamos  ílorecer  una  selecta  pléyade 
intelectual,  dentro  de  la  cual,  sea  posible,  en  adelante,  como  en  el  gru- 
po más  indicado,  ir  á  buscar  los  profesores  de  la  Facultad,  los  rniem- 
blos    de  la    magistratura   y  los  candidatos  á  las  altas   funciones  de  la 

administración  pública. 

Antonio  Dellepiane. 

III 

La  cuestión  de  la  Universidad  católica 

Buenos  Airos,   ■>.  de  ai^o>.f()  de   i()i2. 

Excelentísimo  señor  : 

La  universidad  católica  fundada  á  principios  de  njio,  como  acto  con- 
memorativo del  centenario  patrio,  funciona  con  toda  regularidad  desde 
entonces,  en  su  Facultad  de  derecho  y  ciencias  sociales,  dispone  de  los 
recursos  necesarios  para  subsistir  y  cuenta  con  el  personal  docente  ilus- 
trado y  estudioso  expresado  en  la  planilla  adjunta,  (pw  di(  t;»  '^■t^  1.<.<mo- 
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nes  sobro  todos  los  punios  comprendidos  en  los  programas  de  la 
enseñanza  oíicial;  pero  ella  necesita  para  sus  alumnos  las  prerrogativas 
de  que  go/an  los  estudiantes  de  los  establecimientos  particulares,  y  con 
este  propósito  me  ha  encomendado  recabar  del  superior  gobierno  las 
disposiciones  correspondientes  á  la  libertad  de  enseñanza  que  la  consti- 
tución garante  y  que  la  legislación  acuerda. 

La  ley  984  sobre  libertad  de  enseñanza,  determina  los  requisitos  que 
ios  colegios  particulares  de  enseñanza  secundaria  deben  reunir,  para  que 
sus  discípulos  puedan  presentarse  á  examen  parcial  ó  general  ante  cual- 
quier colegio  nacional,  dispone  que  las  mesas  examinadoras  sean  mixtas 
formadas  por  profesores  de  ambos  establecimientos,  declara  la  eficacia 
de  los  certificados  de  esos  exámenes,  y  en  cuanto  á  los  estudios  superio- 
res prevé  lo  siguiente:  u  Artículo  G"  :  Los  alumnos  de  los  institutos  de 
enseñanza  superior  ó  profesional  fundados  por  particulares  ó  por  gobier- 
nos de  provincia,  que  existan  en  las  condiciones  requeridas  en  el  artí- 
culo I",  podrán  igualmente  incorporarse  en  las  facultades  universitarias 
en  el  curso  correspondiente,  previo  examen  de  las  materias  que  hubiesen 
cursado  en  la  forma  que  lo  dispongan  los  estatutos  universitarios.  )) 

Es  claro  que  corresponde  á  la  universidad  dictar  los  estatutos  univer- 
sitarios: lo  dispone  también  el  artículo  1°  de  la  ley  15-9  relativa  á  las 
reglas  fundamentales  de  las  universidades  de  Córdoba  y  Buenos  Aires, 
y  en  su  artículo  :í°  agrega  que  los  estatutos  serán  sometidos  á  la  apro- 
bación del  poder  ejecutivo. 

La  universidad  católica  pide  esa  reglamentación  que  no  ha  sido  dic- 
tada todavía,  y  no  la  solicita  para  su  caso  concreto  sino  en  los  términos 
amplios  y  generales  previstos  en  la  ley,  que  se  refiere  tanto  á  los  insti- 
tutos particulares,  como  á  los  fundados  por  los  gobiernos  de  provincia. 

La  solución  es  fácil  porque  el  criterio  legal  para  garantir  la  libertad 
de  enseñanza  está  bien  definido  en  la  citada  ley  984,  en  sus  artículos 
relativos  á  los  estudios  secundarios  y  sería  ilógico  contrariarlo  al  dictar 
los  estatutos  reglamentarios  de  los  estudios  profesionales.  Esta  ha  sido 
complementada  por  la  ley  8261,  que  declara  incorporado  á  ésta  el  artí- 
culo siguiente:  u  Las  facultades  recibirán  exámenes  en  las  épocas  oficia- 
les que  fijan  sus  reglamentos,  á  los  estudiantes  regulares  ó  libres  que 
lo  soliciten  y  del  número  de  materias  sobre  que  pretendan  someterse  á 
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prueba,  debiendo  observarse  para  estas  pruebas  el  orden   indicado  en 
los  reglamentos  respectivos  o. 

Todo  estudiante  puede,  pues,  rendir  examen  en  las  universidades 
nacionales,  y  tanto  los  institutos  provinciales  como  los  particulares  que 
cumplen  los  requisitos  de  la  ley  de  libertad  de  enseñanza,  tienen  título 
para  que  la  reglamentación  los  considere  incorporados  á  aquellas  y  para 
que  sus  alumnos  sean  examinados  por  mesas  mixtas,  como  estudiantes 
regulares. 

Este  derecho  de  asimilación  ó  incorporación  ha  sido  reconocido  sobre 
las  escuelas  primarias  en  la  ley  general  de  educación  :  el  decreto  nacio- 
nal del  I  o  de  julio  de  189-  lo  extendió  á  las  escuelas  normales  fundadas 
y  sostenidas  por  iniciativa  particular,  declarando:  uque  es  conveniente 
fomentar  la  creación  y  mejorar  la  marcha  de  estos  establecimientos, 
para  que  ayuden  á  la  nación  en  la  tarea  de  formar  el  personal  docente 
para  las  escuelas  primarlas)):  la  ley  984  ya  invocada,  sanciona  la  mis- 
ma prerrogativa  en  favor  de  los  colegios  particulares  de  enseñanza 
secundaria.  Pero  este  desarrollo  de  la  libertad  constitucional  de  enseñar 
y  aprender,  iniciado  en  la  escuela  primaria,  se  encuentra  detenido  en 
los  dinteles  de  los  estudios  superiores,  no  ciertamente  porque  hayan 
surgido  remoras,  sino  porque  no  había  llegado  el  caso  de  hacerla  efec- 
tiva, no  se  había  producido  la  Instancia,  y  la  universidad  católica  tiene 
á  honra  el  Instar  al  superior  gobierno  en  favor  de  la  libertad  de  la 
enseñanza  universitaria. 

No  sería  lógico  que  los  poderes  públicos  rehusaran  á  los  institutos 
argentinos  algo  de  lo  mucho  que  ha  sido  concedido  á  los  establecimien- 
tos extranjeros  en  el  convenio  celebrado  en  Montevideo  el  4  de  febrero 
de  1889  con  las  repúblicas  de  Bolivia,  Oriental  del  Uruguay,  del  Para- 
guay y  del  Perú  y  aprobado  en  la  ley  3192.  En  virtud  de  ella  los  nacio- 
nales ó  extranjeros  que  en  cualquiera  de  los  estados  que  expresados 
hubiesen  obtenido  título  ó  diploma  expedido  por  la  autoridad  nacional 
competente,  para  ejercer  profesiones  liberales,  se  tendrán  por  habilitados 
para  ejercerlas  en  este  país,  sin  más  requisito  (jue  la  exhibición  del  título 
debidamente  legalizado.  Admitiendo  que  los  establecimientos  de  esos 
países  estén  también  constituidos  como  la  universidad  católica,  tienen 
desde  luego  esta   gran  desventaja  :  (|ue  en  ellos  no  se  enseña  la  leirlsla- 
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ción  argentina  de  fondo,  ni  de  forma  \  sin  embargo,  sus  abogados,  que 
no  la  han  estudiado,  tienen  título  para  discutirla  y  ejercer  la  profesión 
ante  los  tribunales  argentinos  ;  mientras  que  los  alumnos  de  aquella 
institución  nacional  no  tienen  todavía  ni  siquiera  el  dereclio  de  dar 
exámenes  como  estudiantes  reuulares. 

En  nombre  de  la  universidad  que  presido  y  de  la  libertad  constitu- 
cional que  invoco  y  que  al  poder  ejecutivo  corresponde  reconocer,  pido 
á  y.  E.  se  sirva  disponer  que  el  H.  Consejo  superior  de  la  Universidad 
de  Buenos  Aires  formule  la  reglamentación  ordenada  en  el  artículo  6° 
de  la  ley  984  y  la  eleve  á  la  aprobación  de  \  .  E. 

Dios  guarde  á  V.  E. 

Joaquín  A.  Callen. 

Buenos  Aires,    lo  de  Octubre  de   1912. 

Pase  á  la  Universidad  nacional  de  Buenos  Aires  para  que   se  sirva 

informar. 

Garro. 

Octubre   19  de   1912. 

Pase  á  la   Comisión   de  interpretación   y  reglamentación  para  que  se 

sirva  dictaminar. 

Uballes. 

M.  Nirenstein. 
Señor  Rector : 

La  comisión  que  subscribe  entiende  que  de  acuerdo  con  la  ley  sobre 
libertad  de  estudios  del  año  1878  los  alumnos  de  la  Universidad  católica 
tienen  derecho  á  presentarse  á  examen  ante  las  mesas  respectivas  de 
esta  Universidad  como  alumnos  regulares. 

Al  mismo  tiempo  cree  que  corresponde  al  Consejo  superior  la  regla- 
mentación del  caso. 

Si  así  se  resolviera  habría  llegado  la  oportunidad  de  lijar  los  porme- 
nores de  dicha  reglamentación. 

Noviembre    12   de    1912. 

Juan  F.  Sarhy. — D.  de  Tezanos  Pinto. 
A.  F.  Ornia. 
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Noviembre  j.'j  de  i()i:í. 

En  virtud  de  lo  resuelto  por  el  Consejo  superior,  en  su  sesión  de  la 

fecha,  pase  á  la   Facultad  de  derecho  y  ciencias   sociales,  para  que  se 

sirva  informar. 

Uballes. 

.]/.  Nirenstein. 

Al  tratarse  el  dictamen  en  el  Consejo  superior  el  señor  rector  mani- 
festó que,  de  acuerdo  con  lo  resuelto  por  el  Consejo  superior  en  su  se- 
sión del  día  i6,  ha  visitado  al  señor  ministro  de  Instrucción  pública 
para  pedirle  que  someta  á  la  resolución  del  mismo  Consejo  superior  la 
solicitud  que  la  universidad  católica  le  ha  presentado  y  que  éste  ha  re- 
mitido á  la  universidad  para  que  informe.  El  señor  ministro  piensa  que 
no  hay  para  qué  modificar  la  primitiva  resolución  y  que  el  Consejo  su- 
perior puede  determinar  en  la  forma  que  considere  mejor. 

Como  se  ha  dicho  en  oportunidad,  la  universidad  católica  pide  que 
se  reglamente  el  artículo  7"  de  la  ley  de  libertad  de  estudios  de  1878,  á 
íin  de  que  los  alumnos  de  su  facultad  de  derecho  puedan  rendir  prue- 
bas ante  comisiones  examinadoras  mixtas,  constituidas  por  profesores 
oliciales  de  la  universidad  y  los  de  la  mencionada  facultad  particular. 

El  señor  consejero  Pinero  dice  que  la  resolución  de  este  asunto  im- 
cumbe  á  la  Facultad  de  derecho. 

La  petición  invoca  el  artículo  6"  de  la  ley  de  1878  para  obtener  una 
franquicia  igual  á  la  que  concede  el  artículo  i"  de  la  misma  á  los  esta- 
blecimientos particulares  de  segunda  enseñanza. 

Dice  el  artículo  0°:  los  alumnos  de  los  mstitutos  de  enseñan/a  supe- 
rior ó  profesional,  fundados  por  particulares  ó  por  gobiernos  de  pro- 
vincia, que  existan  en  las  condiciones  requeridas  por  el  artículo  i". 
podrán  igualmente  incorporarse  en  las  facultades  universitarias,  en  el 
curso  correspondiente,  previo  examen  de  las  materias  c|ue  hubiesen 
cursado,  en  la  forma  que  lo  dispongan  los  estatutos  universitarios. 

Gomo  se  ve,  sólo  se  refiere  á  la  incorporación  de  alumnos  en  las  facul- 
tades previo  examen,  y  como  con  arreglo  al  artículo  3:í,  inciso  i/j",  de 
los  est.it  n  los.  son  los  coiiscios   directivos  (juienes  deben  ((determinarla 
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época,  el  niímcro,  orden  y  íbrma  de  las  pruebas  de  suficiencia»,  corres- 
ponde á  la  facultad  de  derecho  como  ha  manifestado  la  decisión  sobre 
el  particular. 

Esto  por  una  parte.  Por  otra,  debe  tenerse  presente  que  la  situación 
de  los  alumnos  á  que  se  refiere  el  artículo  i"  no  es  la  misma  que  la 
situación  de  los  alumnos  á  que  se  refiere  el  artículo  G°.  Aquéllos  aten- 
drán derecho  á  presentarse  á  examen  parcial  ó  general  de  las  materias 
que  comprende  la  enseñanza  secundaria  de  los  colegios  nacionales  (art.  i"j 
ante  una  comisión  mixta  nombrada  por  el  colegio  de  que  procedan  y 
por  el  respectivo  colegio  nacional  »  (art.  3°).  Estos  sólo  podrán  mediante 
examen  incorporarse  en  el  curso  correspondiente,  es  decir,  ingresar  en 
una  de  las  facultades  oficiales  para  continuar  en  ella  sus  estudios. 

En  el  primer  caso  se  establece  cómo  estará  constituida  la  mesa  que 
recibe  las  pruebas.  En  el  segundo,  nada  se  dice,  librándose  á  los  esta- 
tutos universitarios  el  establecer  la  forma  de  comprobar  la  preparación 
de  los  estudiantes. 

Si  no  fuera  suficiente  la  simple  lectura  de  las  disposiciones  recorda- 
das, para  demostrar  la  rectitud  de  esta  interpelación,  bastaría  para 
evidenciarla,  el  recuerdo  de  los  antecedentes  de  la  ley. 

El  proyecto  del  senador  Cortés,  que  la  inició,  no  menciona  la  incor- 
poración en  la  universidad:  sólo  se  refiere  á  la  admisión  á  examen  en 
los  colegios  nacionales  de  alumnos  de  colegios  particulores  ó  provinciales. 

Los  artículos  1''  y  3"  del  proyecto  de  la  comisión  de  legislación  del 
Senado  divide  á  los  alumnos  en  dos  categorías : 

Los  que  proceden  de  colegios  particulares  que  deberán  rendir  examen 
ante  una  comisión  examinadora  formada  únicamente  por  profesores  del 
colegio  nacional. 

Los  que  proceden  de  colegios  é  institutos  de  enseíianza  provinciales, 
que  podrán  ingresar  á  la  universidad  ó  á  cualquiera  de  los  colegios  na- 
cionales en  el  curso  que  les  corresponda  sin  más  formalidades  que  la 
presentación  de  los  certificados. 

Sancionadas  estas  disposiciones  por  la  cámara  de  senadores,  y  pasada 
la  ley  en  revisión  á  la  cámara  de  diputados,  ésta  estableció  un  tribunal 
mixto  parala  primera  categoría  de  alumnos. 

En  cuanto  á  la  segunda  categoría  como  les  términos  «colegios  é  iris- 
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titules  de  enseñanza»  eran  poco  claros  creyó  necesario  dejar  establecido 
que  se  refería  primero  á  alumnos  de  institutos  de  enseñanza  secundaria 
establecidos  por  autoridad  de  los  gobiernos  de  provincia  y  segundo  á  los 
alumnos  de  enseñanza  superior  ó  profesional  fundados  por  particulares 
ó  gobiernos  de  provincia.  Y  no  pareciéndole  oportuno  si  convenía  á  la 
universidad  la  admisión  de  estudiantes  sin  previo  examen,  así  lo  dis- 
puso en  el  artículo  6°,  que  es  el  mismo  de  la  ley  vigente. 

De  lo  dicho  se  desprende  lo  que  acaba  de  afirmar,  esto  es,  que  el 
artículo  2°  de  la  ley  que  habla  de  la  formación  de  las  mesas  examina- 
doras sólo  puede  referirse  á  los  alumnos  de  que  se  ocupa  el  artículo  i°  y 
no  de  los  estudiantes  que  menciona  el  artículo  6". 

Termina  haciendo  moción  para  que  se  comunique  al  ministerio  de 
Instrucción  pública  que  es  la  Facultad  de  derecho  la  que  debe  pronun- 
ciarse en  este  asunto. 

El  señor  consejero  Arce  dice  que  no  se  opone  á  la  moción  del  señor 
consejero  Pinero,  porque  la  Universidad  católica  pide  que  la  Lniversi- 
dad  nacional  dicte  una  reglamentación  y  porque  el  Consejo  superior 
está  habilitado  para  pronunciarse  en  la  cuestión  de  fondo  ya  que  lo 
solicitado  no  se  ampara  en  ninguna  ley  y  puesto  que  la  ley  de  i885  y  los 
estatutos  dicen  á  quién  corresponde  la  atribución  de  lijar  las  condicio- 
nes de  admisibilidad  de  los  alumnos. 

El  señor  consejero  Benedit  piensa  que  dada  la  complejidad  y  la  gra- 
vedad de  lo  que  se  está  tratando,  quizás  conviniera  aplazar  esta  discu- 
sión para  las  sesiones  del  año  próximo. 

Finalmente,  y  á  moción  del  señor  consejero  Tezanos  Pinto  el  consejo 
resuelve  que  el  expediente  pase  á  informe  de  la  Facultad  de  derecho  y 
ciencias  sociales. 


Huellos  Aires,  novieml 


jre  Aií  no 


De  acuerdo  con  lo  resuelto  por  el  Consejo  directivo  en  su  sesión  de  la 
fí'cha,  pase  á  las  Comisiones  de  enseñanza  y  reglamento. 

BiHAi.       If.   Larqnld. 

Las  comisiones  de  enseñanza  y  reglamento,   presentaron  el  siguiente 
dictamen  : 
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Honorable  consejo  : 

Dada  la  economía  de  nuestra  organización  universitaria,  el  poder 
ejecutivo  no  debió  dar  curso  á  una  solicitud  sobre  asuntos  que  están 
í'uera  de  su  jurisdicción. 

La  universidad  de  Buenos  Aires  tiene  amplia  autonomía  en  todo  lo 
que  se  relaciona  con  su  enseñanza  y  régimen.  Ningún  otra  entidad, 
salvo  el  Congreso  de  la  nación,  puede  inmiscuirse  en  esta  clase  de  asun- 
tos. Basta  leer  el  artículo  i4  de  los  estatutos  que  enumera  en  detalle 
todas  sus  facultades  para  convencerse  de  que  el  espíritu  y  práctica  de 
la  ley  ha  sido  cerrar  toda  rendija  por  la  que  pudieran  correrse  influen- 
cias extrañas.  El  inciso  7"  del  citado  artículo  le  reserva  el  derecho  de 
fomentar  ó  fundar  museos  é  institutos  para  la  extensión  universitaria  : 
el  inciso  1 1"  es  de  crear  nuevas  facultades  y  el  6°  dictar  nuevos  regla- 
mentos para  el  régimen  común  de  los  estudiantes.  Esto  en  lo  que  se 
refiere  á  las  facultades  ó  institutos  dependientes  de  la  universidad  que, 
en  cuanto  á  los  independientes  ó  libres,  sólo  pueden  obtener  persone- 
ría propia  mediante  una  ley  especial  del  congreso.  El  caso  actual  es  de 
resorte  universitario  y  su  resolución  corresponde  á  la  facultad  respecti- 
va, de  acuerdo  con  los  preceptos  legales  en  vigor. 

La  ley  1079  al  fijar  las  reglas  á  que  deban  subordinarse  los  eslatutos 
de  la  Universidad  nacional  de  Buenos  Aires,  establece  en  su  artículo 
4°  que  ((  cada  facultad  fijará  las  condiciones  de  admisibilidad  para  los 
estudiantes  que  ingresen  á  sus  aulas  »  y  el  estatuto  universitario  sancio- 
nado con  esta  ley,  dispone  en  su  artículo  82,  inciso  14",  que  corresponde 
al  consejo  directivo  de  las  facultades  determinar  las  ((  épocas,  el  núme- 
ro, orden  y  forma  de  las  pruebas  de  suficiencia  »,  derecho  que  á  su  vez 
consigna  el  artículo  11,  inciso  i5°  del  reglamento  de  esta  facultad  y  el 
inciso  19"  que  se  refiere  á  las  condiciones  de  admisibilidad  en  las  aulas. 

Siendo  esto  así,  la  petición  de  la  Univervisad  católica,  que  tiene  por 
objeto  ((  fijar  la  norma  de  las  pruebas  de  suficiencia  »  de  sus  alumnos 
ante  la  Facultad  de  derecho,  debe  ser  resuelta  por  esta  facultad,  con 
prescindencia  de  toda  otra  autoridad  y  vuestra  comisión  os  aconseja  así 
declararlo  al  evacuar  el  informe  que  se  solicita. 

La  Universidad  católica  pide  que  sus  alumnos  sean  considerados  co- 
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ino  estudiantes  regulares  de  esta  facultad  \  examinados  por  mesas  mix- 
tas, invoca  en  apoyo  de  su  tesis  el  principio  que  rige  la  incorporación 
de  los  institutos  particulares  a  los  establecimientos  de  enseñanza  secun- 
daria de  la  nación  y  lo  dispuesto  en  el  artículo  ()"  de  la  ley  de  septiem- 
bre de  1878  sobre  libertad  de  enseñanza. 

A  juicio  de  esta  comisión,  ni  el  principio  ni  el  precepto  legal  son 
aplicables. 

Un  concepto  universal  mente  aceptado  ba  separado  siempre  la  ense- 
ñanza primaria  y  secundaria  del  régimen  de  la  enseñanza  profesional  ó 
superior.  Su  diferente  objetivo,  los  diversos  intereses  que  afectan,  de- 
terminan la  necesidad  de  la  acción  común  de  los  particulares  y  del  Es- 
tado en  los  primeros  y  el  contralor  exclusivo  de  éste  en  el  segundo.  De 
ahí  que  sea  una  condición  para  garantizar  á  las  provincias  el  goce  y 
ejercicio  de  sus  instituciones  que  aquellas  aseguren  la  educación  pri- 
maria, exigencia  que  no  existe  respecto  á  la  instrucción  superior  regi- 
da, como  antes  liemos  dicho,  por  distintos  principios  y  tendiendo  á  fines 
diametralmente  diversos. 

La  misma  discusión  de  la  ley  de  1878  sobre  libertad  de  enseñanza 
dejó  perfectamente  establecido  por  común  acuerdo  de  los  que  encarna- 
ban las  tendencias  más  opuestas  en  ese  gran  debate  que  no  eran  apli- 
cables á  la  enseñanza  universitaria  las  reglas  de  incorporación  que  se 
establecían  en  la  ley  para  la  instrucción  secundaria. 

El  doctor  Quintana,  en  su  notable  discurso  en  la  sección  9  de  agosto 
de  1S78,  decía,  retiriéndose  á  la  amplia  libertad  de  enseñanza  consagra- 
da en  los  Estados  Unidos  :  a  Las  célebres  universidades  de  Harward  y 
de  Yale  no  admiten  á  examen,  ni  mucho  menos  expiden  diplomas  en 
favor  de  personas  que  hayan  hecho  privadamente  sus  esludios,  sino 
ajust«índose  á  todos  los  reglamentos  de  la  casa,  en  cuanto  á  sus  planes, 
en  cuanto  á  sus  métodos,  en  cuanto  á  sus  exámenes  y  en  cuanto  al  per- 
sonal de  sus  mesas  examinadoras».  Este  principio  quedó  firme  al  san- 
cionarse la  ley  respecto  á  la  instrucción  superior  y  de  ahí  que,  el  mis- 
mo miembro  informante  de  la  comisión  asentía  con  sus  opositores  á 
que  el  artículo  3"  de  esa  ley  que  decía  ((  establecimientos  de  enseñan- 
za secundaria  ó  profesional»,  se  les  suprimiera  esta  lillima  expre- 
sión   «  porque,    agregaba,    cía     necesario    separar    completamente    la 
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enseñanza  superior»,  quedando  entonces  sancionado  el  artículo  en  la 
forma  actual  y  suprimiéndose  además  el  artículo  5"  del  proyecto  cjuc 
establecía:  ((  Los  alumnos  de  los  institutos  particulares  de  enseñanza 
podrán  igualmente  incorporarse  en  las  facultades  universitarias  en  el 
curso  que  les  corresponde  sin  otra  formalidad  que  la  presentación  de 
los  certificados  de  examen,  n 

No  cabe,  pues,  la  menor  duda  cjue,  la  incorporación  de  los  institu- 
tos secundarios  es  totalmonte  extraña  á  los  establecimientos  universita- 
rios, y,  por  consiguiente,  no  puede  invocarse  como  fundamento  en  el 
caso  que  nos  ocupa. 

El  artículo  G"  de  la  ley  citada,  tampoco  acuerda  el  derecho  que  se 
invoca.  Este  artículo  reemplazó  al  artículo  5°  á  que  antes  nos  referimos 
y  es  evidente  que  el  rechazo  de  aquél,  que  acordaba  la  incorporación, 
es  la  prueba  mejor  de  que  el  actual  se  la  niega  y,  hasta  su  lectura,  para 
comprenderlo  así,  admite  la  incorporación  u  previo  examen  de  las  ma- 
terias que  bubiesen  cursado  en  la  forma  que  lo  dispongan  los  estatutos 
universitarios  ».  Y  estos  estatutos  no  admiten  otra  forma  cjue  la  cjuc 
establezcan  las  respectivas  facultades,  de  las  cuales  tiene  una  sola  forma 
aplicable  por  igual  á  todos  los  que,  estando  en  condiciones,  se  presen- 
ten á  rendir  examen  ante  sus  propias  mesas  :  de  acuerdo  asimismo 
con  lo  dispuesto  ulteriormente  con  la  ley  de  septiembre  de  1890,  cuan- 
do en  su  artículo  i"  establece  :  «  las  facultades  recibirán  exámenes  en 
las  épocas  oficiales  c|ue  fijen  sus  reglamentos  á  los  estudiantes  regula- 
res ó  libres  f¡uc  lo  soliciten  y  del  número  de  materias  cjue  pretenden 
someterse  á  la  prueba,  debiendo  observarse  para  estas  pruebas  el  orden 
indicado  en  los  reglamentos  respectivos. 

Por  otra  parte,  los  términos  del  artículo  revelan  su  carácter  transi- 
torio, y  así  dice  :  «  Institutos  de  enseñanza  superior  fundados  por  par- 
ticulares ó  por  gobiernos  de  provincia  «  que  existan  »  en  las  condicio- 
nes requeridas  por  el  artículo  1°.  Esta  expresión  tiene  un  sentido  ex- 
clusivo y  por  sí  sola  da  carácter  actual  á  la  ley.  «  Que  existan  »  quiere 
decir,  los  existentes  al  tiempo  de  dictarse  la  ley  que,  así  se  refería  á  los 
conocidos  establecimientos  de  esa  época  en  Entre  Ríos  y  otras  provin- 
cias donde  se  hacían  estudios  superiores  y  se  expedían  diplomas  profesio- 
nales, cuya  situación  se  quería  regularizar  :    pero,    en    modo  alguno  se 
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quiso  comprender  á  los  que  en  adelante  se  establecieran,  que  como  sa- 
bemos, han  necesitado  leyes  especiales  para  su  creación  ó  han  quedado 
como  la  Universidad  de  Santa  Fe,  sin  personería  propia. 

De  tal  manera,  esta  es  la  única  interpelación  lógica  que  el  último 
decreto  reglamentario  de  la  ley,  dictado  en  i886,  se  refiere  exclusiva- 
mente á  los  establecimientos  de  educación  secundaria,  sin  hacer  la  me- 
nor mención  á  los  universitarios,  y  como  no  es  concebible  pensar  que 
esto  fué  una  omisión  involuntaria,  debe  comprenderse  que  se  procedió 
así  porque  había  pasado  ya  la  oportunidad  ;  en  una  palabra,  porque  no 
refiriéndose  el  artículo  á  nuevos  establecimientos,  no  había  nada  que 
reglamentar. 

En  apoyo  de  este  pedido  se  invoca  también  el  hecho  de  enseñar  y 
aprender,  que  acuerda  nuestra  constitución.  No  creemos  que  en  mane- 
ra alguna  la  facultad  reservada  al  estado  de  juzgar  por  sí  las  pruebas  de 
suficiencia  para  otorgar  títulos  profesionales,  menoscabe  en  lo  más  mí- 
nimo ese  derecho  fundamental. 

El  derecho  de  enseñar  ó  de  aprender  no  supone  el  derecho  á  que  se 
apruebe  lo  que  se  enseña  ó  lo  que  se  aprende. 

No  podemos  tampoco  aceptar  como  conclusión  lógica  que,  admiti- 
dos los  títulos  profesionales  en  virtud  de  los  tratados  celebrados,  se 
juzgen  de  igual  manera  los  establecimientos  particulares  del  país,  pues 
las  necesidades  internacionales  son  nmchas  veces  distintas  de  las  que 
rigen  análogas  instituciones  dentro  de  la  república,  y  porque  una  se 
refiere  á  la  simple  admisión  individual  de  profesionales  y  la  otra  á  la 
orientación  general  de  la  enseñanza. 

En  virtud  de  lo  expuesto,  y  no  existiendo  por  las  leves  que  gobier- 
nan la  Universidad  nacional  otra  calificación  de  estudiantes  que  la  de 
regulares  ó  libres,  según  que  concurran  regularmente  á  las  aulas  de 
sus  facultades  ó  que  estudien  fuera  de  ellas,  los  alumnos  de  la  univer- 
sidad católica  podrán  rendir  sus  exámenes  en  calidad  de  estudiantes 
libres,  si  reúnen  las  condiciones  de  éstos,  sin  que  sea  necesario,  por  lo 
tanto,  dictar  ninguna  reglamentación  especial  al  respecto. 

Juan  A.   García. — //.    Paeyrredón.  —  Osvaldo   M. 
Pinero.  — Juan  Carlos  Cruz. 
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Reservando  mi  opinión  sobre  el  fondo  del  asunto,  dado  que  no  soy 
en  modo  alguno  opuesto  á  la  incorporación  de  la  universidad  católica 
á  la  Universidad  de  Buenos  Aires  y  á  la  estimación  del  saber  de  los 
alumnos  formados  en  la  primera  por  tribunales  mixtos,  compuestos  de 
profesores  de  una  \  otra  universidad,  lo  que,  á  mi  juicio,  no  menos- 
caba el  derecho  que  el  estado  se  reserva  de  juzgar  por  sí  las  pruebas  de 
suficiencia  para  otorgar  los  títulos  profesionales. 

Antonio  Dellepinne. 

Al  discutirse  el  dictamen,  el  consejero  García  manifestó  que  creía 
que  el  dictamen  de  las  comisiones  debía  discutirse  por  partes,  porque 
en  su  concepto  cjuizá  era  más  conveniente  limitarse  á  insistir  que  el 
asunto  no  era  del  resorte  del  gobierno  y  en  consecuencia  para  aclarar 
las  votaciones  que  iban  á  producirse  indicaba  como  primera  la  si- 
guiente : 

Ha  tenido  derecho  el  ministerio  de  Instrucción  pública  para  pedir 
informe  á  la  universidad  en  un  asunto  de  competencia  exclusiva  de 
ésta,  debe  ó  no  dársele  trámite. 

El  señor  decano  dijo  :  que  ya  el  Consejo  superior  encomendó  al  rec- 
tor de  la  universidad  se  apersonara  al  señor  ministro  de  Instrucción 
pública  y  le  expresara  que  en  concepto  del  Consejo  superior  ese  asunto 
debía  pasarse  á  la  universidad  para  su  resolución  y  no  á  informe  como 
se  ha  hecho,  porque  eso  importaba  reservarse  el  ministro  atribuciones 
que  no  eran  de  su  competencia.  El  ministro  respondió  verbalmenle 
que  su  propósito  al  poner  u  Informe  la  universidad))  era  para  que  ésta 
resolviera. 

El  consejero  Tezanos  Pinto  expresó  que  era  exacta  la  información 
que  daba  el  señor  decano  porque  él  en  su  carácter  de  delegado  de  la 
Facultad  ante  el  Consejo  superior,  había  oído  las  manifestaciones  del 
rector  y  que  creía  que  la  Facultad  debía  limitarse  á  informar  sobre  la 
primera  cuestión  de  jurisdicción,  sin  discutir  el  fondo  del  asunto,  por- 
que teme  que  la  Facultad  se  coloque  en  una  situación  desairada  opi- 
nando sobre  cuestiones  que  no  se  le  preguntan. 

El  consejero  doctor  Dellepiane,  expuso  que  lo   manifestado  por  los 
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doctores  García  y  Tozanos  Pinto  excluía  el  í'undaiuento  que  iba  á  dar 
de  su  voto  en  disidencia  y  aprovechar  la  oportunidad  de  agregar  á  con- 
linuación  de  la  frase  u  otra  universidad  »  la  palabra  ((  siempre  que  vi- 
nieran por  vías  legales  »,  pues  está  conforme  en  cuanto  á  que  no  rige 
para  la  incorporación  de  estudios  superiores  la  ley  del  1878,  interpre- 
tación claramente  explicada  por  el  informe  déla  comisión,  el  consejero 
Pinero  hizo  una  recapitulación  completa  de  los  anlecedentes  de  este 
asunto  é  insistió  sobre  la  conveniencia  de  que  la  facultad  informe  en 
la  manera  como  se  ha  expedido  la  comisión,  no  sólo  poique  está  en  lo 
exacto  al  afirmar  que  este  asunto  es  de  la  competencia  exclusiva  de  la 
Facultad  de  derecho,  sino  que  también  el  Consejo  directivo  debe  abor- 
dar el  estudio  en  todas  sus  fases  en  el  asunto  en  que  se  le  pide  informe, 
pues  venga  más  tarde  ó  más  temprano  á  su  resolución,  no  debe  eludir 
temerse  las  opiniones  de  sus  miembros  que  siempre  las  dan  después  de 
maduro  examen. 

El  estudio  que  el  doctor  Pueyrredón  ha  hecho  sobre  esa  ley  de  li- 
bertad de  enseñanza  que  se  invoca  es  concluyente  y  se  refiere  única  y 
exclusivamente  á  los  estudios  secundarios  y  en  manera  alguna  á  los  su- 
periores , 

No  encuentra  razón  para  deferir  el  debate  de  la  cuestión  de  fondo, 
puesto  que  debe  de  saberse  de  una  vez  por  todas  que  no  hay  estudian- 
tes de  universidades  incorporadas  y  que  lo  único  que  existe  es  que 
ellos  puedan  ser  alumnos  regulares  ó  libres  de  la  facultad. 

Los  doctores  Dellepiane  y  Tezanos  Pinto  insistieron  en  la  convenien- 
cia de  expedirse  exclusivamente  sobre  la  jurisdicción. 

El  consejero  Cruz  afirmó  que  no  se  daban  las  razones  para  postergar 
la  cuestión  de  fondo  y  creía  que  debía  votarse  el  dictamen  de  las  comi- 
siones en  todas  sus  partes. 

El  consejero  Ibarguren  indicó  que  la  universidad  pedía  á  la  facul- 
tad su  opinión  sobre  el  fondo  del  asunto  y  que  para  convencerse  de 
ello  bastaba  leer  el  decreto  firmado  por  el  señor  rector  que  venía  al 
pie  del  dictamen  de  la  comisión  de  interpretación  del  Consejo  superior. 

Que  lo  que  en  realidad  existía  y  se  daba  como  cuestión  previa  era  de 
la  competencia  propuesta  por  la  propia  Facultad  y  sobre  la  que  el  rec- 
torado nada  había  dicho. 
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El  decano  dijo  que  pasado  este  asunto  por  el  señor  rector  á  la  comi- 
sión de  interpretación  del  Consejo  superior,  ésta  se  había  expedido 
aconsejando  la  incorporación  y  encontrándose  en  discusión  este  dicta- 
men en  el  seno  del  Consejo,  el  decano  de  la  Facultad  de  letras,  doctor 
Norberto  Pinero,  fundó  su  voto  con  erudición  y  competencia  sostenien- 
do que  esc  asunto  era  atribución  exclusiva  de  la  Facultad  de  derecho  y 
al  mismo  tiempo,  estudió  á  la  luz  de  sus  antecedentes  de  la  discusión 
legislativa  la  ley  de  18-8,  arribando  á  la  conclusión  de  que  ella  no  au- 
torizaba la  petición  de  la  universidad  católica.  Con  motivo  del  debate 
que  esta  opinión  suscitó,  el  Consejo  superior  resolvió  pasar  el  expe- 
diente, es  decir  todas  las  cuestiones  que  él  comprendía  á  informe  de  la 
Facultad  de  derecho. 

Entendía,  por  lo  tanto,  de  acuerdo  con  los  señores  consejeros  que  le 
habían  precedido  en  el  uso  de  la  palabra  y  habían  defendido  el  dicta- 
men de  las  comisiones,  que  las  cuestiones  eran  inseparables  y  el  infor- 
me no  podía  limitarse  á  la  de  competencia. 

Después  de  un  debate  en  que  lodos  los  consejeros  fundaron  su  voto, 
e\  decano  propuso  la  siguiente  votación  : 

I"  Si  se  vota  por  parles.  Resultó  negativo,  contra  el. voto  délos  con- 
sejeros García,  Tezanos  Pinto  y  Dellepiane. 

2°  Si  se  aprueba  el  dictamen  de  las  comisiones.  Resultó  afirmativo, 
contra  el  voto  de  los  doctores  Tezanos  Pinto  y  Dellepiane. 

Buenos  Aires,  26  de  abril  de  igiS. 

Con  arreglo  á  lo  resuelto  por  el  Consejo  directivo  en  su  sesión  de  la 

fecha,  adóptase  como  informe  el  presente  dictamen  y  elévase  con  la 

nota  acordada  al  honorable  Consejo  superior. 

BmAU. 

Hilarión  Larguía. 

Buenos  Aires,  2G  de  abril  de  igiS. 

SeTior  rector  de  la  Universidad  doctor  Eufemio  Uballes. 

Tengo  el  honor  de  elevar  al  señor  rector  el  informe   de  las  comisio- 

AW*L.      KAC.     DE     DER.     T.     III     (s*    p.)  Í'J 
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lies  de  enseñanza  y  reglamento  en  la  solicitud  de  la  Universidad  cató- 
lica, que  el  Consejo  directivo  ha  aprobado  y  hecho  suyo  en  su  sesión 
de  ayer. 

Saludo  al  señor  rector  con  mi  consideración  distinguida. 

E.  L.  BiDAu. 
Hilarión  Lar  guia. 

Buenos  Aires,   3  de  niavo  de  igiS. 

Vuelva  á  dictamen  de  la  comisión  de  interpretación  y  reglamenta- 
ción. 

Übai.les. 

R.  Colón. 
Señor  rector  : 

I"  No  hay  en  la  ley  de  1878,  de  i885,  ni  en  los  estatutos  nada  que 
sea  opuesto  al  pedido  que  la  universidad  católica  hace  para  sus  alum- 
nos. 

2°  El  artículo  C)'^  de  la  ley  de  1878  que  dice  así:  «  Los  alumnos  de 
los  institutos  de  enseñanza  superior  ó  profesional,  fundados  por  parti- 
culares ó  por  gobiernos  de  provincia  que  existan  en  las  condiciones  re- 
queridas por  el  artículo  i",  podrán  igualmente  incorporarse  en  las  fa- 
cultades universitarias  en  el  curso  correspondiente,  previo  examen  de 
las  materias  que  hubiesen  cursado  en  la  forma  que  lo  dispongan  los 
estatutos  universitarios)),  contienen  en  concepto  de  la  comisión,  in  ter- 
minis  la  declaración  de  incorporación  de  los  estudiantes,  especialmente 
relacionándolo  con  el  artículo  i"  y  el  espíritu  general  que  informa 
la  ley. 

3°  No  encuentra  en  la  discusión  de  la  ley  nada  que  sea  opuesto  á  la 
inteligencia  que  da  á  ese  artículo. 

4°  Tampoco  hay  motivos  de  oposición  si  se  consulta  los  beneficios 
de  la  difusión  de  la  enseñanza  universitaria,  ni  f|ue(la  roinpromelida 
la  orientación  de  los  estudios  superiores. 

5°  En  cuanto  á  la  competencia,  entiende  la  comisión,  (juc  la  dicla- 
ración  general  de   incorporación    de  alumnos  corresponde   al  Consejo 
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superior,  y  la  reglamentación  de  aptitudes,  enseñanza  y  exámenes  á  las 
facultades. 

En  consecuencia,  la  comisión  que  subscribe  aconseja  que  se  informe 
al  poder  ejecutivo  en  el  sentido  de  este  dictamen. 

El  miembro  informante  ampliará  las  conclusiones  que  acaban  de 
exponerse. 

Buenos  Aires,    i5  de  ma^o  de  19 13. 

Tezanos  Pinto.  Francisco  P.  Lavalle. 

Señor  rector : 

1°  Las  leyes  de  1878,  i885  y  1896  no  autorizan  el  pedido  formulado 
por  la  universidad  católica  y,  determinar  las  categorías  de  estudiantes, 
entre  los  que  no  se  encuentran  los  de  universidad  particulares,  lo  prohi- 
ben implícitamente. 

2°  El  artículo  6"  de  la  ley  de  1878  fué  una  disposición  transitoria  y 
se  refiere  solamente  á  la  incorporación  de  alumnos  de  institutos  parti- 
culares para  continuar  sus  estudios  en  la  universidad  nacional  de  la 
época. 

3°  La  discusión  de  la  ley  corrobora  las  anteriores  opiniones. 

4°  Los  beneficios  de  la  difusión  de  la  enseñanza  universitaria,  que 
son  indiscutibles,  no  están  comprometidos  con  el  régimen  vigente  de 
completa  libertad. 

5°  En  cuanto  á  la  competencia,  entiéndela  minoría  que,  si  se  pide  lo 
que  impropiamente  se  llama  incorporación  de  institutos  libres  á  la  uni- 
versidad y  así  se  dice  en  la  solicitud  déla  universidad  católica,  ella  no 
puede  emanar  sino  de  la  ley  que  reglamente  la  libertad  de  enseñanza 
superior  y  determine  las  condiciones  de  funcionamiento  de  las  univer- 
sidades particulares  y  Sus  relaciones  con  la  universidad  nacional. 

Por  consiguiente,  es  innecesaria  é  improcedente  la  declaración  gene- 
ral cjue  aconseja  la  mayoría. 

6°  En  cuanto  á  la  reglamentación  de  aptitudes  de  enseñanza  y  exáme- 
nes la  minoría  está  de  acuerdo  con  las  conclusiones  del  dictamen  de  la 
mayoría. 
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Por  todo  lo  cual  la  minoría  aconseja  se  eleve  como  informe,  el  de  la 
Facüllad  de  derecho. 

I  5  de  ina  vo  de   1 9 1  3 . 

A.  F.  Orma. 


En  el  Consejo  superior,  se  discutió  por  segunda  vez  este  asunto,  co- 
menzando por  la  lectura  de  los  dictámenes  de  la  mayoría  y  de  la  mi- 
noría de  la  comisión  de  interpretación  y  reglamentación,  subscripto  el 
primero  por  los  señores  consejeros  Tezanos  Pinto  y  Lavalle,  y  el  segun- 
do por  el  señor  consejero  Orma. 

Ampliando  los  fundamentos  del  dictamen  de  la  mavoría,  hizo  uso  de 
la  palabra  el  doctor  Tezanos  Pinto. 

Tanto  el  doctor  Lavalle  como  yo,  dijo,  uniformando  nuestras  opinio- 
nes, hemos  tenido  un  propósito  común  :  ver,  en  términos  generales,  si 
hay  conveniencia  en  extender  las  enseñanzas  que  se  imparten  en  la 
universidad,  cuando  esta  extensión  se  realiza  en  la  forma  que  prescribe 
la  ley  de  i8~8  á  que,  en  esta  oportunidad,  quiere  acogerse  una  institu- 
ción de  carácter  privado. 

No  hemos  creído  que  constituya  un  mal  actual  ó  futuro  que  el  estado, 
que  no  puede  suministrar  toda  la  enseñanza  que  requiere  el  constante 
progreso  del  país,  admita  la  cooperación  que  quieran  ofrecerle  los  par- 
ticulares. Y  yo  entiendo  que  la  ley  del  78  admite  esa  cooperación, 
siempre  que  se  presente  en  condiciones  de  que  el  estíido  pueda  vigilarla 
y  ofrezca  la  bastante  garantía  de  que  obtendrán  los  que  cursen  en  esos 
institutos  privados  el  certilicado  ó  diploma  que  acredite  su  idoneidad. 

¿Por  qué?  Porque  el  fin  de  la  enseñanza  en  las  facultades  no  es  un 
fin  meramente  abstracto.  Se  aprende  no  sólo  por  aprender,  sino  tam- 
bién para  conquistar  el  privilegio  de  emplear  las  aptitudes  adquiridas 
en  el  ejercicio  profesional. 

Si  se  enseñara  derecho,  por  ejemplo,  y  su  estudio  no  habilitara  para 
la  obtención  de  un  certificado  oficial  de  aptitud,  probablemente  no 
podría  existir  la  institución  donde  se  diera  enseñanza. 

La  ley  de  1878  ha  tratado  de  permitir  (|ue  lleguen  á  ese  objetólos 
que  estudian  sin  más  trabas  que  las  dificultades  del  mismo  aprendizaje. 
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Esta  ley  tiene  dos  partes:  la  primera  trata  de  la  enseñanza  secunda- 
ria, la  segunda  de  la  enseñanza  superior,  y  en  ella  se  hace  uso  de  la 
palabra  ((incorporación»  que  conviene  no  tomar  en  el  sentido  que 
ordinariamente  se  le  da. 

Comunmente  se  entiende,  v.  gr.,  cuando  una  institución  se  incor- 
pora á  otra,  que  deja  de  existir  la  primera  y  se  contunde  en  la  se- 
gunda, que  de  dos  personas  se  hace  una  sola. 

No  es  ese  el  sentido  de  la  ley.  La  ley  no  quiere  decir  cuando  un  cole- 
gio se  incorpora  á  otro,  que  los  dos  colegios  se  juntan,  quiere  expresar, 
simplemente,  que  reconoce  á  los  alumnos  del  colegio  particular  la  mis- 
ma prelación  y  grado  que  reconoce  á  los  estudiantes  del  colegio  oficial. 
La  ley  busca,  como  he  dicho,  la  cooperación  del  otro  instituto. 

—  Interrumpe  el  señor  consejero  Bidau  para  observar  que  la  ley  no 
emplea  el  término  ((incorporarse»  cuando  se  refiere  á  los  institutos  de 
la  segunda  enseñanza;  y  el  señor  consejero  Tezanos  Pinto  replica  que 
ello  no  varía  el  significado  que  da  á  la  palabra. 

—  Ante  todo,  continúa,  leer(í  el  artículo  5°  de  la  ley: 

(( Art.  5°.  —  Los  alumnos  de  los  institutos  de  enseñanza  secundaria, 
establecidos  por  autoridad  de  los  gobiernos  de  provincia,  podrán  incor- 
porarse en  los  colegios  de  la  nación,  en  el  curso  que  les  corresponda, 
sin  más  requisito  que  la  presentación  de  los  certificados  de  exámenes, 
siempre  que  sus  programas  comprendan  las  mismas  materias  que  los 
de  los  colegios  nacionales.  » 

Aquí  hay  equivalencia  de  certificados. 

El  siguiente  dice : 

((Art.  6°.  —  Los  alumnos  délos  institutos  de  enseñanza  superior  ó 
profesional  fundados  por  particulares  ó  por  gobiernos  de  provincia,  que 
existan  en  las  condiciones  requeridas  por  el  artículo  1°,  podrán  igual- 
mente incorporarse  en  las  facultades  universitarias  en  el  curso  corres- 
pondiente, previo  examen  de  las  materias  que  hubiesen  cursado  en  la 
forma  que  lo  dispongan  los  estatutos  universitarios». 

Y  en  el  primer  artículo  citado  se  hallan  las  exigencias  para  que  los 
institutos  privados  puedan  acogerse  á  los  beneficios  de  la  ley. 

Quiere  decir  que  ese  estudiante,  que  ha  empezado  sus  estudios  en  un 
establecimiento  provincial  ó   particular  que  ha  llenado  las  condiciones 
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del  artículo  i'',  tiene  derecho  de  dar  examen  sin  necesidad  de  ninguna 
otra  declaración. 

Supongamos  que  estudia  en  Tucumán  y  que  viene  aquí  á  rendir 
examen  del  primer  año.  ¿Podríamos  decirle  en  presencia  de  la  ley  del 
78,  que  no  le  admitimos  la  prueba.I^  No.  Da  examen,  y  si  es  aprobado, 
pasa  al  curso  superior.  Pero  ¿en  qué  forma  da  examen?  En  la  misma 
preceptuada  por  la  respectiva  facultad  para  sus  propios  alumnos.  ¿Y 
por  qué  ?  Porque  ha  adquirido  ese  derecho  por  haber  estudiado  en  un 
establecimiento  que  reúne  las  condiciones  estatuidas  en  el  artículo  1°; 
pues  para  qué  se  le  daría  esa  libertad  sino  fuese  para  que  se  le  conside- 
rase ala  par  de  los  alumnos  regulares.  ¡Para  rendir  examen  como 
alumno  libre  no  necesita  ampararse  en  la  ley  del  78,  le  basta  presen- 
tarse sin  más  requisito! 

Se  incorporará,  pues,  en  la  facultad  respectiva,  ó  continuará  sus 
estudios  en  el  instituto  de  donde  provenga,  como  lo  hizo  en  el  primero. 
De  lo  contrario,  no  veo  como  podría  concillarse  que  lo  que  puede  hacer 
en  el  primer  año,  no  pueda  repetirlo  en  el  segundo. 

Por  eso  creo,  como  lo  declara  el  despacho  de  la  mayoría  de  la  comi- 
sión, que  se  halla  in  terminis,  en  el  artículo  6°  de  la  ley  de  1878  la 
incorporación  de  los  estudiantes. 

En  cuanto  á  que  está  en  su  espíritu,  no  cabe  la  menor  duda,  porque 
la  ley  de  libertad  de  estudios  busca  evidentemente  la  cooperación  délas 
provincias  y  de  las  personas  privadas  en  la  obra  educacional  del  estado. 

Por  otra  parte,  tampoco  se  oponen  la  ley  ni  los  estatutos.  Los  hemos 
revisado  y  no  hemos  encontrado  ningún  artículo  que  se  oponga  á  esta 
interpretación.  Hubiera  sido  preferible,  es  claro,  que  en  alguna  de  sus 
disposiciones  se  previera  el  caso  que  nos  ocupa,  pero  no  se  ha  hecho, 
probablemente  porque  no  se  le  tuvo  en  cuenta  al  fornmlarlas.  Pero 
puesto  que  la  ocasión  se  presenta,  creo  que  la  universidad,  es  decir,  el 
Consejo  superior  puede  resolver,  y  que  este  asunto  es  de  su  resorte. 

Hemos  entendido,  con  el  señor  consejero  Lavalle,  que  la  declaración 
general  de  incorporación  debe  hacerse  por  el  consejo  superior  y  que  an- 
te él  corresponde  asimismo  que  se  justifiquen  los  extremos  exigidos  en 
el  artículo  1°,  pues  ello  no  podría  librarse  á  las  facultades,  sin  peligro 
de  que  hubieran  resoluciones  opuestas,  incompatibles  con  la  acción  con- 
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junta  del  organismo  congruente  y  no  inconexo  que  es  la  Universidad. 
Pero,  en  lo  que  se  refiere  á  saber  si  el  candidato  reúne  las  aptitudes 
necesarias,  á  la  reglamentación  de  éstas,  á  las  enseñanzas  y  á  los  exá- 
menes, la  comisión  cree  que  todo  ello  es  de  la  competencia  de  cada  una 
de  las  facultades  interesadas.  A  ellas  les  corresponde  averiguar  si  el  can- 
didato ha  sido  admitido  ó  no  en  los  estudios  superiores  en  virtud  de 
certificados  de  la  segunda  enseñanza,  si  ha  realizado  sus  estudios  de 
acuerdo  con  el  plan  y  los  programas  oficiales,  si  ha  llenado  las  exigen- 
cias déla  asistencia  mínima  á  las  clases,  si  se  ha  inscripto  en  oportuni- 
dad. En  el  caso  de  haberse  cumplido  todos  estos  extremos,  la  Facultad 
recibirá  el  examen  en  sus  propios  tribunales  de  prueba.  jNo  hay  porqué 
formar  las  mesas  mixtas  que  menciona  el  pedido  de  la  universidad  ca- 
tólica. La  ley  del  -8  no  las  prescribe,  y  en  cambio,  son  repugnantes  al 
régimen  universitario. 

(i Cómo  proseguirá  sus  estudios  después?  Ya  lo  he  dicho:  ingresando 
á  la  Facultad  oficial  ó  continuando  en  el  instituto  de  donde  provenga. 

Por  más  que  ésto  resulta  claro  del  texto,  se  le  ha  dado  sin  embargo, 
otra  proyección:  se  ha  entendido  que  sólo  se  refiere  á  la  incorporación 
en  la  Facultad  oficial  para  no  volver  al  establecimiento  provincial  ó  pri- 
vado. En  resumen,  piensa  la  comisión  que  la  ley  ha  querido  conferir 
el  carácter  de  alumno  regular  á  la  persona  que,  habiendo  estudiado  en 
un  instituto  que  ofrezca  las  garantías  exigidas  por  la  reglamentación  con- 
tenida en  su  artículo  i°,  se  presente  ante  una  Facultad  á  rendir  las 
pruebas  de  competencia  que  le  imponga  la  correspondiente  autoridad 
universitaria. 

Ello  no  oírece  inconvenientes  en  la  práctica;  por  lo  mes  en  la  Facul- 
tad de  derecho.  Hay  allí  dos  formas  de  examen  para  los  alumnos  regu- 
lares; primera:  la  prueba  escrita,  durante  el  año,  difícilmente  aplicable 
á  alumnos  incorporados,  porque  se  realiza  en  varios  términos,  seguida 
de  la  oral  al  fin  del  curso  ;  y  segunda:  la  prueba  escrita  y  oral  tomadas 
conjuntamente  en  esta  última  época. 

Se  ha  objetado  que  las  incorporaciones  de  universidades  privadas  pue- 
den pcrtubar  la  orientación  de  la  universidad  de  estado.  Ello  tiene  va- 
rias facetas,  y  conviene  examinar  la  que  presenta  en  la  cuestión  que  se 
debate,  para  probar  que  es  infundado  el  temor  de  que  se  modifique  la 
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dirección  que  hoy  se  sigue.  Eso  de  la  orientación  tuvo  gran  importan- 
cia en  las  universidades  medioevales;  significaba  la  profesión  de  un  cre- 
do político,  la  monarquía,  y  de  un  credo  religioso,  el  catolicismo.  Pe- 
ro en  las  universidades  modernas  sólo  consiste  en  la  ordenación  de  las 
asignaturas,  en  la  redacción  de  los  programas,  en  la  adopción  de  los 
métodos.  Es  así,  y  no  j>uede  ser  de  otro  modo.  ¿Qué  orientación  que  no 
sea  esta  última  cabe  cuando  recibimos  exámenes  de  alumnos  libres  que 
estudian  dónde,  cuándo  y  cómo  quieren,  ó  de  revalidantes  que  provie- 
nen de  los  más  diversos  países? 

—  Interrumpe  el  señor  consejero  Rivarola  para  hacer  presente  que 
el  artículo  2°  de  la  carta  orgánica  de  la  universidad  católica  dice  que 
(( su  objeto  es  la  enseñanza  superior  de  las  ciencias  y  letras  con  sujeción 
al  criterio  católico»,  y  en  análogo  sentido  se  expresan  algunos  otros  se- 
ñores consejeros. 

Continúa  el  señor  consejero  Tezanos  Pinto  : 

—  No  debemos  tomar  en  cuenta  las  creencias  religiosas  que  puedan 
profesar  los  catedráticos  ó  alumnos  de  la  universidad  católica.  Ni  el 
despacho  de  la  comisión  se  refiere  á  la  admisión  de  esta  universidad  con 
exclusión  de  otras  que  pudieran  fundarse.  Hoy  es  la  católica,  mañana 
podría  ser  una  protestante  ó  socialista,  y  el  criterio  para  incorporarlas 
sería  el  mismo.  Es  un  título  de  honor  que  reivindico  para  nuestra  uni- 
versidad, el  hecho  que  jamás  se  haya  averiguado  las  creencias  de  las  per- 
sonas que  han  sido  propuestas  para  los  cargos  docentes.  Y  así  en  la  Fa- 
cultad de  derecho  se  ha  podido  escuchar  en  la  misma  época  la  palabra 
de  los  católicos  Estrada  y  Goyena  junto  á  la  de  liberales  como  lo  fue- 
ron del  Valle  y  Lucio  López. 

No  es  admisible,  pues,  el  temor  de  un  cambio  de  orientación,  dado 
que  se  demostrara  que  es  nocivo  estudiar  con  criterio  católico  ó  (pie  es- 
tá prohibido,  ó  (|ue  compromete  el  progreso  de  las  ciencias. 

Por  lo  demás,  y  á  pesar  de  que  no  profeso  el  credo  católico,  no  entro 
en  esta  discusión  porque  su  asunto  está  fuera  del  debate. 

Las  facultades  reconocen  la  existencia  de  dos  clases  de  estudiantes  : 
los  regulares  y  los  Ubres.  Regular  es  el  que  se  atiene  á  los  reglamentos 
sobre  asistencia  á  clase,  y  libre  el  que  no  se  sujeta  á  ninguna  norma,  y 
sólo  concurre  á  la  Facultad  para  dar  examen. 
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Como  respecto  á  los  pri meros  puede  formarse  uiui  presunción  de  sa- 
ber mayor  que  respecto  de  los  segundos,  es  lógico  que  las  pruebas  de 
aquéllos  sean  menos  regu rosas  que  las  de  éstos. 

No  veo  inconveniente  en  que  sean  admitidos  á  examen  como  alum- 
nos regulares  los  que  hayan  estudiado  en  un  establecimiento  privado 
que  ofrezca  todas  las  garantías  que  exige  el  artículo  i"  de  la  ley  del  78 
y  que  se  hayan  sujelado  en  ellos  á  las  mismas  condiciones  que  prescribe 
la  facultad  oficial  á  sus  propios  alumnos  para  conferirles  este  carácter 
de  estudiantes  regulares. 

—  Habló  en  seguida  el  señor  Orma,  y  dijo: 

Antes  de  fundar  el  dictamen  de  la  minoría  de  la  comisión,  deseo  de- 
jar constancia  de  mi  posición  en  el  asunto.  A  muchos  de  los  señores 
conséjales  les  habrá  chocado  la  contradicción  de  que  mi  nombre,  que 
figuraba  al  pie  del  primer  despacho,'  favorable  á  la  solicitud  de  la  uni- 
versidad católica,  aparezca  ahora  subscribiendo  el  segundo,  que  le  es 
conlrario. 

Esto  tiene  una  explicación,  que  no  será  complela,  pero  que  daré, 
porque  existe. 

Cuando  el  asunto  de  que  tratamos  vino  por  primera  vez  á  la  comi- 
sión de  interpretación  y  reglamentación,  era  día  de  mucho  quehacer. 
El  doctor  Tezanos  Pinto  me  manifestó  cjue  lo  pedido  se  encuadraba  en 
las  disposiciones  de  la  ley  de  1878,  y  no  tuve  inconveniente  en  adherir- 
me sin  más  examen  á  la  opinión  del  distinguido  señor  consejero.  Firmé, 
pero  después  de  escuchar  la  impugnación  del  doctor  Norberto  Pinero, 
caí  en  cuenta  de  que  había  obrado  con  precipitación. 

Sin  embargo,  no  me  arrepiento  demasiado  de  esa  ligereza,  porque 
ella  demuestra  que  ni  entonces  ni  ahora  han  pesado  ni  pesan  en  mi  pa- 
recer motivos  confesionales. 

Ahora,  voy  á  exponer  las  razones  por  cjué  afirmo  que  el  despacho  de 
la  mayoría  no  se  ajusta  ni  á  la  letra  ni  al  espíritu  de  las  leyes  de  [878, 
de  1 885  y  de  1895. 

El  señor  consejero  Tezanos  Pinto  no  ha  dado  las  razones  jurídicas 
que  fundamentan  el  pedido  de  la  universidad  católica;  sólo  ha  mani- 
festado qué  medidas  tendrían  efecto,  á  su  juicio,  para  asegurar  la  ma- 
yor difusión  de  la  instrucción  pública.  En  esle  terreno  no  hay  quien  no 
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lo  acompañe.  Bienvenidos  todos  los  que  conlribuyan  á  levantar  el  ni- 
vel délos  estudios.  Personalmente,  he  dado  ó  hecho  dar  dinero  á  insti- 
tuciones de  enseñanza,  lo  mismo,  por  ejemplo,  á  las  protestantes  del 
señor  Morris  como  á  las  católicas  de  la  Propagación  de  la  ie.  Todas  las 
escuelas  son  útiles  y  respetables. 

Pero  una  cosa  es  favorecer  centros  docentes,  y  otra  la  expedición  de 
títulos.  Ahí  está  la  cuestión. 

Examinemos  la  legislación  de  la  materia  en  aquellos  países  donde  las 
universidades  tienen  un  carácter  privado.  En  los  Estados  Unidos  el  otor- 
gamiento de  los  títulos  es  una  función  del  estado.  Nadie  puede  ejercer 
una  profesión  liberal  reglamentada  sin  la  correspondiente  autorización 
oficial.  Igual  cosa  sucede  en  Bélgica,  donde  precisamenle  funciona,  jun- 
to con  las  ohciales,  una  universidad  católica,  la  de  Lovaina.  Allí,  los 
diplomas  que  expiden  esos  institutos  no  autorizan  para  el  ejercicio  pro- 
fesional, mientras  no  se  rinda  el  examen  de  estado.  Otro  tanto  pasa  en 
Alemania,  á  pesar  de  que  en  ese  país  las  universidades  son  institucio- 
nes del  estado,  por  más  que  gocen  de  una  amplísima  libertad  cien- 
tífica. 

La  situación  de  nuestra  universidad,  es  diversa.  La  ley  le  ha  conferi- 
do el  derecho  de  otorgar  los  títulos  que  autorizan  inmediatamente  para 
el  ejercicio  de  las  profesiones  liberales,  pero  le  ha  otorgado  ese  derecho 
tan  sólo  para  sus  propios  alumnos. 

Por  consiguiente,  prescindo  de  estas  cuestiones,  y  voy  á  la  jurídica, 
única  que  se  halla  en  debate. 

La  Universidad  católica  ¿qué  pide? 

En  el  último  párrafo  de  su  solicitud  al  ministro  de  Instrución  públi- 
ca solicita  «  que  el  honorable  Consejo  superior  de  la  Universidad  de 
Buenos  Aires  formule  la  reglamentación  ordenada  en  el  artículo  6"  de 
la  ley  número  984  y  la  eleve  á  la  aprobación  »  del  mismo  misterio. 

¿Qué  reglamentación  es  la  que  solicita  la  universidad  católica?  ¿Cual- 
quiera? 

No,  porque  dice:  «Todo  estudiante  puede,  pues,  rendir  examen  en 
las  universidades  nacionales,  y  tanto  los  institutos  provinciales  como 
los  particulares  (|ue  cumplen  los  requisitos  de  la  ley  de  libertad  de  en- 
señanza, tienen  título  paia  que  la  reglamentación  los  considere  incor- 
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porados  á  aquellas,  y  para  que  sus  alumnos  sean  examinados  por  mesas 
mixtas,  como  estudiantes  regulares.» 

Lo  que  desea  la  universidad  católica,  es  que  la  Universidad  de  Bue- 
nos Aires  reglamente  el  artículo  6°  en  esa  y  no  en  otra  forma. 

Así  lo  repite  en  el  memorial  que  todos  conocemos,  que  figura  en  el 
expediente  sin  agregarse,  como  elemento  ilustrativo. 

«Hemos  pedido  la  incorporación  de  nuestro  instituto  de  enseñanza 
superior  en  el  mismo  sentido  que  existe  la  incorporación  de  los  estudios 
secundarios,  á  saber  que  se  reconociera  á  sus  alumnos  como  regulares, 
y  además,  que  pudieran  rendir  exámenes  ante  tribunales  mixtos.  » 

La  ley  del  "8  ¿dice  que  los  institutos  privados  de  enseñanza  superior 
ó  profesional  envíen  á  sus  alumnos  ante  tribunales  mixtos  de  la  univer- 
sidad para  ser  examinados  como  estudiantes  regulares,  del  mismo  modo 
como  se  examinan  los  estudiantes  de  los  colegios  particulares  en  los  co- 
legios de  segunda  enseñanza  de  la  nación? 

No  lo  dice, 

Hasta  el  artículo  5"  la  ley  se  ocupa  de  enseñanza  secundaria.  El  sexto 
dice: 

((  Art.  6°.  —  Los  alumnos  de  los  institutos  de  enseñanza  superior  ó 
profesional,  fundados  por  particulares  ó  por  gobiernos  de  provincia, 
que  existan  en  las  condiciones  requeridas  en  el  artículo  i",  podrán  igual- 
mente incorporarse  en  las  facultades  universitarias  en  el  curso  corres- 
pondiente, previo  examen  de  las  materias  que  hubiesen  cursado  en  la 
forma  que  lo  dispongan  los  estatutos  universitarios.  » 

Esto  no  es  dar  examen  ante  mesas  mixtas;  es  otra  cosa,  y  veremos  si 
está  en  vigor. 

Si  la  ley  hubiera  querido  dar  á  entender  aquéllo,  le  hubiera  sido  sen- 
cillo decir:  a  Art.  6°.  —  Son  aplicables  á  los  alunmos  de  institutos  par- 
ticulares de  la  enseñanza  superior,  las  mismas  reglas  prescriptas  para 
los  estudiantes  de  colegios  privados  de  la  segunda  enseñanza»,  y  enton- 
ces no  hubiera  habido  nada  qué  hacer.  Me  parece  que  ésto  es  bastante 
claro. 

Pero  desde  el  punto  de  vista  jurídico,  se  puede  decir  más.  Guando  se 
dictó  la  ley  del  78,  no  había  alumnos  libres.  El  estudiante  para  poder 
rendir  examen  al  fin  de  curso,  tenía  que  asistir  á  las  lecciones  durante 
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todo  el  año  escolar.  La  ley  del  78  tuvo  por  objeto  que  pudiera  incor- 
porarse en  una  Facultad  un  alumno  que  huHiera  estudiado  en  otra  par- 
te y  no  estuviera  en  la  situación  de  un  cualquiera,  á  quien  no  se  hu- 
biera tomado  ningún  examen. 

—  El  señor  consejero  Bidau  interrumpe  para  hacer  notar  de  nuevo 
que  el  término  incorporarse  no  está  en  otra  parte  de  la  ley,  y  el  señor 
consejero  Benedit,  á  su  vez,  manifiesta  que  el  de  incorporarse  es  un  de- 
recho mayor  que  el  de  rendir  examen,  simplemente. 

—  Menor,  replica  el  señor  consejero  Bidau,  si  se  refería  á  la  Uni- 
versidad de  Buenos  Aires. 

—  Prosigue  el  señor  consejero  Orma. 

Esta  disposición  ya  no  está  en  vigencia  ó  su  vigencia  se  ha  reducido, 
porque  su  alcance  ha  sido  limitado  por  resoluciones  posteriores. 

La  ley  de  1896  resuelve  la  cuestión,  cuando  establece  que  :  «  Las  fa- 
cultades recibirán  exámenes,  en  las  épocas  oficiales  que  fijen  sus  regla- 
mentos, á  los  estudiantes  regulares  ó  libres  c|ue  lo  soliciten  y  del  nú- 
mero de  materias  sobre  que  pretendan  someterse  á  prueba,  debiendo 
observarse  para  estas  pruebas  el  orden  indicado  en  los  reglamentos  res- 
pectivos. )) 

Resulta  después  de  dictada  esta  ley  que  hay  dos  categorías  de  alum- 
nos :  los  que  asisten  á  las  clases,  y  son  los  regulares,  y  los  que  no  asis- 
ten, y  son  los  libres. 

¿  Pueden  ser  considerados  como  regulares  los  que  concurren  á  clases 
que  no  se  dan  en  la  Facultad  oficial  ?  No, 

^]  Pueden  ser  considerados  como  libres  ?  No  hay  duda. 

¿Qué  necesidad  hay  entonces  de  crear  esta  tercera  categoría  de  alum- 
nos de  universidades  ó  institutos  incorporados  ? 

Y  por  otra  parte,  ^  puede  hacerlo  cuando  la  ley  declara  (pie  110  hay 
más  que  las  dos  categorías  mencionadas  ? 

Sería  preciso  para  ello  que  se  dictara  otra  ley. 

—  El  señor  consejero  Benedit  interrumpe  para  decir  que  en  la  ley 
del  f)5,  no  se  anula  expresamente  ninguna  de  las  leyes  anteriores. 

—  No  hace  falta,  responde  el  señor  consejero  Orma.  Las  leyes  pos- 
teriores anulan  á  las  anteriores  que  se  oponen  á  su  cumplimiento. 

Por  otra  parte,  prosigue,   en   las  dos  presentaciones  (jue  conoce   el 
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consejo  nunca  se  llega  á  una  fórmula  concreta.  Por  ejemplo,  se  cita 
en  apoyo  de  la  presentación  de  la  universidad  católica  las  opiniones  del 
doctor  Dellepiane  ¿Y  á  qué  conclusiones  arriba  el  doctor  Dellepiane? 
A  que  debe  darse  la  ley  que  establezca  la  situación  de  la  universidad 
católica. 

—  Sobre  el  mismo  asunto,  tengo  otra  opinión,  también  muy  auto- 
rizada, corrobora  el  señor  consejero  Rivarola,  la  del  ilustrísimo  señor 
arzobispo. 

El  artículo  2°  de  las  conclusiones  preliminares  aprobadas  por  el  Epis- 
copado argentino  que  figuran  en  la  Guía  del  Estudiante  editada  por  el 
Centro  católico,  dice  :  «  No  existe  en  la  constitución  nacional  ningún 
obstáculo  que  se  oponga  á  la  creación  y  funcionamiento  de  universida- 
des libres.  Falta,  sin  embargo,  la  ley  orgánica  que  las  ampare.  » 

Habla  de  los  diplomas,  replica  el  señor  consejero  Tezanos  Pinto. 

—  Estoy  por  terminar,  continúa  el  señor  consejero  Orma.  Esta  cues- 
tión debe  ser  planteada  en  el  terreno  jurídico  y  me  parece  que  las  ob- 
servaciones becbas  son  ilevantables. 

En  cuanto  á  que  se  tome  examen  á  los  alumnos  de  la  universidad 
católica,  no  bay  inconveniente  ni  peligro.  Y,  por  otra  parte,  ya  se  ba 
hecbo.  Han  ido  esos  estudiantes,  como  otros,  y  ban  sido  tratados  como 
los  demás. 

El  doctor  Tezanos  Pinto  se  ba  referido  á  la  tradición  de  nuestra  uni- 
versidad de  no  bacer  cuestiones  confesionales.  Tampoco  esa  tradición 
está  en  peligro  en  ninguna  facultad,  y  menos  en  la  de  derecbo.  Hemos 
tenido  allá  por  norma  llevar  á  las  cátedras  á  los  bombres  que  bubiesen 
sobresalido  en  el  ejercicio  de  la  profesión  sin  preocuparnos  de  sus  opi- 
niones en  materia  religiosa.  Si  bemos  nombrado  profesor  substituto  al 
doctor  Palacios,  también  bemos  dado  igual  cargo  á  los  doctores  Ruíz 
Guiñazú,  Prack,  Lafaille,  que  son  profesores  de  la  propia  universidad 
solicitante. 

La  consecuencia  de  este  modo  de  proceder  es  que  se  ba  llegado  á  la 
mayor  imparcialidad  en  las  decisiones  de  las  mesas  examinadoras. 

Y  si  es  así,  ^  qué  objeto  bay  en  suscitar  estas  cuestiones  que  no  pue- 
den traer  más  que  inconvenientes  y  perturbaciones  de  todo  género? 

Creo  por  eso,  como  lo  digo  en  mi  dictamen,  que  lo  más  conveniente 
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es  devolver  el  expediente  al  ministerio  de  Instrucción  pública,  eleván- 
vándole  como  informe  el  de  la  Facultad  de  derecho. 

El  señor  consejero  A.rce,  para  fundar  su  voto,  se  expresa  en  los  tér- 
minos siguientes: 

A  semejanza  de  lo  que  han  hecho  mis  distinguidos  colegas,  los  seño- 
res consejeros  Tezanos  Pinto  y  Orina,  miembros  informantes,  respec- 
tivamente, de  la  mayoría  y  minoría  de  la  comisión,  me  veo  en  la  nece- 
sidad de  precisar  mi  situación  personal  en  el  debate,  antes  de  dar  á 
conocer  al  honorable  consejo,  los  fundamentos  de  mi   voto. 

Vinculado  en  el  desarrollo  de  mi  instrucción  secundaria  á  un  cole- 
gio netamente  católico,  con  cuyos  dirigentes  conservo  las  mejores  rela- 
ciones, he  sido  solicitado  últimamente,  con  el  objeto  de  dar  á  conocer 
mi  opinión,  acerca  del  asunto  que  se  discute  y  obtener  por  el  mismo, 
en  el  caso  que  ella  fuese  favorable,  mi  modesto  concurso  en  el  seno  de 
esta  corporación. 

Con  tal  motivo,  he  tenido  oportunidad,  más  de  una  vez,  de  desarro- 
llar ampliamente  el  tema —  entre  otras,  en  una  reciente  entrevista  con 
el  señor  rector  de  la  universidad  católica  —  hasta  el  extremo  de  que 
cuando  agotado  el  dictamen  de  las  distintas  cuestiones  suscitadas  y  que 
han  sido  objeto  del  comentario  público,  he  pedido  que  se  exterioriza- 
ran nuevos  argumentos  que  no  fuesen  los  conocidos  y  consignados  en 
el  primitivo  petitorio  y  en  la  réplica  al  informe  de  la  comisión  que  es-^ 
tudió  el  punto  en  el  seno  de  la  Facultad  de  derecho  y  ciencias  sociales, 
y  se  me  ha  dicho  que  no  era  posible  presentarlos,  he  llegado  al  conven- 
cimiento íntimo  de  que  los  represenlantes  de  la  universidad  católica 
están  á  punto  de  convenir  en  que  el  camino  escogido  no  es  el  más  se- 
guro para  llegar  al  fin  que  se  proponen. 

Hecha  esta  manifestación  y  libre  de  la  influencia  de  lodo  sentimien- 
to de  carácter  personal,  encarando  el  asunto  en  su  fase  estrictamente 
universitaria,  me  propongo  expresar  abiertamente  mi  opinión  y  los  ar- 
gumentos que  la  fundan. 

La  universidad  católica  solicita  para  sus  alumnos  el  derecho  de  ren- 
dir examen  como  regulares,  ante  tribunales  mixtos  designados  por  la 
universidad  oficial,  con  el  objeto  de  que,  una  vez  terminados  sus  estu- 
dios, puedan  obtener  el  diploma  que  los  habilite  para  el  ejercicio  de  su 


CRÓNÍCA  DE  LA  FACULTAD  DE  DERECHO  761 

profesión,  y  la  cuestión  que  se  debate,  planteada  en  la  forma  más  sen- 
cilla, consiste  en  lo  siguiente  :  ¿  Puede  el  Consejo  superior  aconsejar  al 
ministerio  de  Instrucción  pública  que  se  acepte  la  petición  que  la  uni- 
versidad católica  formula  ?  ¿  Si  ó  no  ? 

No  obstante  haber  invocado  la  universidad  peticionante  solamente 
dos  leyes,  en  apoyo  de  la  tesis  f(ue  substenta,  es  posible  analizar  la 
cuestión  á  la  luz  de  tres  leyes  distintas  :  la  de  1878,  llamada  de  liber- 
tad de  enseñanza,  la  de  3  de  julio  de  i885,  llamada  ley  Avellaneda  ó 
ley  orgánica  de  las  universidades  nacionales  de  Buenos  Aires  y  Córdo- 
ba y  la  de  1896,  llamada  ley  Pellegrini  y  que  no  constituye  sino  una 
ampliación  de  la  segunda  de  las  mencionadas. 

Un  estudio  detenido  de  la  ley  del  78  permite  clasificar  los  seis  ar- 
tículos de  que  consta,  de  dos  maneras  substancialmente  distintas.  El 
artículo  1°  establece  que  los  estudiantes  de  colegios  particulares  de  se- 
gunda enseñanza,  que  se  encuentren  en  las  condiciones  que  en  el  mis- 
mo se  estatuyen,  tendrán  derecho  á  rendir  examen  en  los  colegios 
nacionales;  el  artículo  2°  dispone  que  dicho  examen  se  realizará  ante 
tribunales  mixtos  cuya  composición  puntualiza,  y  el  artículo  3°  que, 
terminados  los  estudios  secundarios,  dichos  estudiantes  tendrán  dere- 
cho á  recibir  un  certificado  de  esludios  del  colegio  nacional  en  que  ha- 
yan rendido  examen,  en  cuyo  certificado  se  establecerá  el  colegio  de 
donde  proceden,  y  que  servirá  al  igual  que  el  que  se  otorga  á  los  alum- 
nos de  los  establecimientos  oficiales,  para  el  ingreso  á  las  distintas  fa- 
cultades de  la  universidad. 

El  artículo  4"  establece  que  toda  persona,  todo  habitante  de  la  repú- 
blica, tiene  derecho  á  rendir  examen  en  los  establecimientos  oficiales 
de  enseñanza  secundaria  y  á  recibir  el  certificado  á  que  se  hace  referen- 
cia en  el  artículo  anterior. 

El  artículo  5°  de  la  ley  autoriza  la  incorporación  de  alumnos  proce- 
dentes de  colegios  de  segunda  enseñanza,  fundados  por  autoridad  de 
gobiernos  de  provincia  á  los  institutos  oficiales  del  mismo  carácter  y  en 
el  curso  que  corresponda,  á  la  sola  presentación  del  certificado  de  estu- 
dios. Y,  finalmente,  el  artículo  6°  establece  que  los  estudiantes  prove- 
nientes de  establecimientos  de  enseñanza  superior,  fundados  por  parti- 
culares ó  por  autoridad  de  gobiernos  de  provincia,   que  funcionen   en 
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las  condiciones  establecidas  en  el  artículo  i°  podrán  incorporarse  á  las 
distintas  facultades,  previo  examen  de  las  asignaturas  cursadas,  en  la 
forma  que  á  tal  efecto  establezcan  los  estatutos  universitarios. 

Y  bien  ;  analizada  así  la  ley,  es  fácil  establecer  que  mientras  los  cin- 
co primeros  artículos  se  refieren  única  y  exclusivamente  á  la  enseñanza 
secundaria,  el  último  se  refiere,  también  única  y  exclusivamente  á  la 
enseñanza  superior,  >  que  no  van  equivocados  los  que  afirman,  que  la 
llamada  ley  de  libertad  de  enseñanza,  sólo  por  accidente  ba  preceptua- 
do sobre  materia  ajena  á  la  enseñanza  secundaria.  Y  en  ésto  consiste 
la  primera  clasificación. 

Pero  si  se  analiza  la  ley  más  detenidamente  aún,  es  fácil  observar 
cjue  mientras  los  cuatro  primeros  artículos  legislan  expresamente  sobre 
exámenes,  acordando  los  primeros  tres  á  los  estudiantes  de  determina- 
dos colegios  particulares  de  segunda  enseñanza  un  derecho  que  el  cuar- 
to otorga  á  todas  las  personas,  los  dos  últimos,  legislan  expresamente 
sobre  incorporación  de  alumnos  de  enseñanza  secundaria  y  superior, 
procedentes  de  colegios  particulares  ó  fundados  por  autoridad  de  go- 
biernos de  provincia,  á  los  institutos  oficiales.  Y  en  ésto  consiste  la  se- 
gunda clasificación. 

Es  posible,  pues,  y  á  la  manera  que  se  podría  hacer  con  seis  bolillas  de 
distinto  color  y  previo  análisis  de  los  artículos  de  esta  ley,  efecluar  un  tra- 
bajo de  síntesis,  correlacionando  lo  que  en  ella  existe  de  córrela  cionable, 
hasta  establecer  netamente  las  dos  clasificaciones  á  que  acabo  de  aludir. 

En  resumen,  señor  rector,  mientras  por  un  lado  la  ley  otorga  un 
derecho  de  incorporación  determinado,  indistintamente  para  alumnos 
de  la  enseñanza  secundaria  y  superior,  otorga  por  otro,  un  derecho  de 
examen,  que  no  tiene  absolutamente  ningún  punto  de  contacto  con  el 
anterior,  y  del  t|ue  solo  beneficia  la  enseñanza  secundaria. 

El  señor  consejero  Tezanos  Pinto  ha  dicho  y  con  razón,  que  el  espí- 
ritu que  ha  presidido  la  sanción  de  la  ley,  es  el  de  la  más  amplia  coope- 
ración por  parte  de  los  particulares  y  de  los  gobiernos  de  provincia,  no 
solamente  en  lo  que  respecta  á  la  difusión  de  la  enseñanza  primaria,  á 
que  estos  últimos  están  obligados  por  inq^erio  de  la  Constitución  na- 
cional, sino  que  también  en  lo  referente  á  la  enseñanza  secundaria  y 
superior,  (jue  el  estado  solo  no  puede  realizar. 
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Así  es,  en  efecto:  \o  me  apresuro  á  reconocerlo,  pero  es  indudable 
también,  que  esa  cooperación  debe  realizarse  dentro  de  los  preceptos 
de  las  leves  en  vio-or. 

J  o 

Por  mi  parte,  y  con  esto  no  es  mi  ánimo  expresar  un  reproche,  por 
la  amplitud  con  que  el  señor  consejero  haya  creído  de  su  deber  soste- 
ner el  dictamen  de  la  comisión  en  mayoría,  yo  me  atrevo  á  aíirmar 
que  sus,  argumentos  en  favor  de  la  más  amplia  cooperación  de  los  par- 
ticulares, en  materia  de  enseñanza  y  en  beneficio  del  estado,  estarían 
mejor  expresados  en  el  seno  del  Congreso  argentino,  que  en  el  de  esta 
corporación  universitaria,  la  cual  no  obstante  su  alta  autoridad  y  su 
casi  absoluta  autonomía,  no  puédemenos  que  ajustarse  en  el  ejercicio 
de  sus  funciones,  á  las  normas  expresas  y  bien  claras  que  aquél  fijó  en 
la  ley. 

El  mismo  señor  consejero,  y  dicho  sea  con  el  debido  respecto  que 
me  merecen  sus  opiniones  y  notoria  competencia  en  la  materia,  al  re- 
ferirse á  la  palabra  incorporación,  ha  aceptado  una  interpretación  cuya 
amplitud  no  es  posible  admitir,  si  hemos  de  atenernos  al  texto  claro  y 
expreso  de  la  ley. 

La  palabra  incorporación,  no  puede  significar  como  lo  ha  expresado 
el  áeñor  consejero,  el  derecho  de  los  alumnos  de  una  universidad  libre, 
para  estudiar  en  ella,  rendir  examen  en  la  universidad  oficial,  y  volver 
á  aquella  nuevamente  para  continuar  sus  estudios,  realizando  anual- 
mente la  misma  operación  hasta  terminarlos.  ¡  No  !  Cuando  la  ley  ha- 
bla de  incorporación  no  habla  de  exámenes  y  viceversa,  cuando  se  re- 
fiere á  éstos,  no  menciona  la  palabra  incorporación. 

Incorporarse  á  un  establecimiento  de  enseñanza  secundaria  ó  supe- 
rior, significa  según  la  ley  del  78,  para  quien  proviene  de  un  instituto 
particular  ó  fundado  por  autoridad  de  un  gobierno  de  provincia,  aban- 
donar definitivamente  el  instituto  de  procedencia,  para  ingresar  al  ins- 
tituto oficial  en  que  se  desea  continuar. 

La  ley  ha  querido  prever  el  caso  de  alumnos  que  habiendo  iniciado 
sus  estudios  secundarios  ó  superiores  en  centros  urbanos  distintos  de 
aquellos  que  son  asiento  de  los  colegios  ó  universidades  oficiales,  vinie- 
ran á  radicarse  en  éstos,  ó  por  razones  de  conveniencia  particular,  en- 
tre las  que  se  contará  frecuentemente  la  traslación  de  la  familia,  ó   por 
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razones  de  orden  económico  como  sucederá  en  el  caso  de  obtener  una 
ocupación  remunerada,  ó  por  razones  de  orden  cienlíllco,  para  mejorar 
de  ambiente,  de  medios  do  enseñanza  \  de  maestros,  ó  fmahnentc  por 
imposibilidad  de  seguir  estudios  en  institutos  incompletos,  cuya  orga- 
nización no  comprende  la  totalidad  del  desenvolvimiento  secundario  ó 
superior. 

En  casos  semejantes,  el  alumno  podrá  continuar  sus  estudios  en  el 
instituto  oficial,  ingresando  definitivamente  á  sus  aulas  y  formando 
parte  de  su  núcleo  estudiantil. 

Y  es  tan  neta  la  separación  entre  los  dos  términos  de  la  segunda  cla- 
sificación de  los  artículos  de  la  ley  del  78  á  que  antes  liemos  aludido, 
vale  decir,  entre  el  concepto  incorporación  á  que  se  refieren  sus  dos  úl- 
timos artículos  y  el  concepto  derecho  de  rendir  e.rame/i que  autorizan  los 
cuatro  primeros,  que  no  es  posible  establecer  entre  ellos  vínculo  de  nin- 
guna clase. 

Se  me  ba  observado,  en  apoyo  de  una  tesis  contraria,  la  presencia 
del  vocablo  «  igualmente  »  en  la  redacción  del  artículo  6",  que  pudiera 
constituir  el  vínculo  cuya  existencia  niego,  pero  si  se  tiene  en  cuenta 
que  el  artículo  5°  autoriza  la  incorporación  en  la  enseñanza  secundaria, 
mientras  el  artículo  6°  la  autoriza  en  la  superior,  se  concluirá  fácilmen- 
te que  dicho  vocablo  se  correlaciona  con  el  artículo  5",  pero  en  manera 
alguna  con  los  cuatro  primeros,  únicos  que  se  refieren  al  derecho  de 
rendir  examen. 

El  señor  consejero  Tezanos  Pinto,  ba  observado  también  que  ni  las 
leyes  dictadas  con  posterioridad  á  la  del  78,  ni  los  estatutos,  se  oponen 
á  que  se  conceda  lo  que  la  universidad  católica  solicita,  y  así  es  en  efec- 
to, pero  para  destruir  un  argumento  semejante,  me  bastará  invertirlo, 
haciendo  notar  que  ni  las  leyes  posteriores  á  la  del  78,  ni  los  estatutos 
autorizan  á  concederlo. 

La  cuestión  no  radica,  pues,  en  que  no  exista  prescripción  legal  que 
se  oponga  á  autorizar  la  forma  de  examen  que  la  universidad  católica 
pretende  obtener  para  sus  alumnos,  sino  en  la  circunstancia  de  que  no 
existe  prescripción  legal,  que  autorize  á  concederlo.  Y  si  lo  que  la  Uni- 
versidad católica  pretende,  fuese  solamente  la  reglamentación  del  ar- 
tículo G"  de  la  ley,    cosa  que  se  podría  conceder,   ya  diré  más  adelante 
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los  motivos  por  los  cuales  me  parece  innecesaria  diclia  reglamentación. 

Cómo  se  \e,  pues,  señor  rector,  la  ley  de  libertad  de  enseñanza,  no 
ampara  la  petición  de  la  universidad  católica,  no  obstante  los  esí'uerzos 
realizados  para  demostrar  lo  contrario. 

Veamos,  entonces,  si  ala  luz  de  los  preceptos  déla  ley  de  julio  de  i885, 
no  invocada  en  su  alegato  por  los  peticionantes,  pero  cuyo  análisis  es 
indispensable  hacer,  pues  constituye  la  ley  orgánica  de  nuestra  universi- 
dad, es  posible  encontrar  ajustado  á  derecho  el  petitorio  cjue  se  estudia. 

El  artículo  I"  de  esta  ley,  establece  que  el  poder  ejecutivo  ordenará 
á  los  consejos  superiores  de  las  universidades  de  Córdoba  y  Buenos 
Aires,  que  dicten  sus  estatutos  con  arreglo  á  determinadas  bases,  que 
en  el  mismo  expresa  y  detalladamente  se  consignan  y  entre  las  que  por 
mucho  que  se  investigue,  no  se  encontrará  ninguna  que  autorice  la 
vinculación  que  se  pretende  establecer  entre  los  alumnos  de  la  Univer- 
sidad católica  y  la  universidad  oficial. 

Es  por  eso,  que  hace  un  momento  al  referirme^  á  uno  de  los  argu- 
mentos del  señor  miembro  informante  de  la  mayoría  de  la  comisión, 
he  insistido  sobre  la  necesidad  de  demostrar,  si  es  que  se  desea  com- 
placer á  la  universidad  católica,  no  que  las  leyes  en  vigor  no  se  oponen 
á  su  petición,  sino  que  esas  mismas  leyes  la  autorizan. 

La  ley  de  julio  3  de  i855,  que  fijó  las  bases  á  que  debían  ajustarse 
la  organización  y  funcionamiento  de  las  universidades  nacionales,  ha 
determinado  expresamente  cuáles  son  esas  bases,  y  en  consecuencia,  de- 
be ser  de  interpretación  restringida.  Al  proceder  á  su  sanción,  el  legis- 
lador ha  consignado  lo  que  era  su  voluntad,  en  expresiones  concretas  y 
con  absoluta  prescindencia  de  giros  abstractos  ó  frases  de  comprensión 
general  ;  interpretar  su  texto  con  amplitud,  podría  decirse  con  elastici- 
dad, es  ir  más  allá  y  si  el  consejo  superior  lo  hiciera,  habría  excedido 
las  atribuciones  que  la  ley  le  otorga  y  el  estatuto  reglamenta. 

Y  el  Consejo  superior  no  debe  proceder  así,  pues  está  obligado  á  con- 
servar celosamente  su  tradición,  rodeando  sus  resoluciones  en  la  forma 
y  en  el  fondo,  de  la  seriedad  y  altura  que  mantuvo  siempre  indiscuti- 
ble la  autoridad  de  la  más  alta  corporación  universitaria  del  país,  es- 
cuchada en  todos  los  momentos  con  la  consideración  que  se  merece  por 
el  poder  ejecutivo,  y  por  el  mismo  Congreso  nacional. 
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Pero  hay  más,  sefior  redor:  esta  misma  ley,  en  el  inciso  4"  del  ar- 
tículo I"  atribuye  privativamente  á  las  facultades,  el  derecho  de  fijarlas 
condiciones  de  admisibilidad  en  sus  aulas. 

En  atención  á  esta  circunstancia,  hace  un  instante,  afirmaba  sin  va- 
cilaciones, que  aun  en  el  caso  de  que  la  universidad  católica,  hubiera 
solicitado  la  reglamentación  del  artículo  G°  de  la  ley  del  78,  en  la  inte- 
ligencia de  que  en  él  se  acuerda  la  incorporación  total,  v  no  solamente 
á  los  efectos  de  rendir  examen,  dicha  reglamentación  hubiera  sido  im- 
procedente. En  efecto ,  la  ley  Avellaneda  ha  sido  dictada  siete  años 
después  de  la  de  libertad  de  enseñanza,  y  no  solamente  por  este  hecho, 
sino  que  también  por  el  muy  sugerente  de  que  mientras  esta  última  le- 
gisla sólo  por  accidente  sobre  enseñanza  superior,  aquélla  constiluve  la 
ley  orgánica  de  las  universidades  nacionales,  el  artículo  6°  de  la  ley  del 
78,  ha  sido  derogado  por  el  artículo  i"dela  ley  85,  en  cuanto  atribuye 
al  Consejo  superior  universitario,  la  reglamentación  de  las  condiciones 
de  admisibilidad  ó  incorporación,  en  las  aulas  de  las  respectivas  facul- 
tades. 

La  voluntad  legislativa  expresada  en  la  ley  posterior,  anula  la  volun- 
tad legislativa  expresada  en  la  ley  anterior,  y  en  el  momento  actual, 
bajo  el  régimen  de  la  ley  Avellaneda,  nadie  discute  á  las  facultades  la 
atribución  privativa  de  fijar  las  condiciones  de  incorporación  ó  admisi- 
bilidad en  sus  aulas. 

Demostrado,  pues,  que  la  ley  del  85,  no  solamente  no  autoriza  lo 
que  la  universidad  católica  solicita,  sino  que  por  el  contrariólo  contra- 
ría, sólo  me  resta  analizar  la  ley  Pellegrini  de  i8f)5,  para  agotar  el  es- 
tudio de  las  únicas  leyes  que  rigen  la  cuestión  que  se  debate. 

Y  bien,  la  ley  del  90,  que  por  expresa  disposición  del  preámbulo  de 
su  artículo  único,  constituye  una  ampliación  de  las  bases  consignadas 
en  la  ley  Avellaneda,  obliga  á  las  facultades  á  tornar  examen  á  los  estu- 
diantes regulares  y  libres  que  lo  soliciten,  en  las  épocas  reglamentarias 
v  del  número  de  materias  que  deseen,  siempre  que  se  observe  el  orden 
que  establezcan  los  reglamentos  respectivos.  Esta  disposición,  es  la  que 
en  la  actualidad  ampara  á  los  estudiantes  de  la  Universidad  católica,  los 
cuales  rinden  anualmente  y  como  libres  en  la  Facultad  de  derecho,  los 
exámenes  que  los  habilitan  para  recibir  en  oportunidad  el  diploma  pro- 
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íesional  ;  pero  como  se  desprende  de  su  simple  enunciación  y  de  la  cir- 
cunstancia de  formar  parte  integrante  de  la  ley  orgánica  de  la  Univer- 
sidad, en  nada  puede  amparar  la  solicitud  acerca  de  la  cual  debemos 
producir  información. 

En  otro  orden  de  ideas,  debo  recordar  un  hecho  mencionado  en  su 
alegato  por  la  universidad  católica  y  que  se  refiere  á  la  discusión  parla- 
mentaria de  la  ley  del  liS  ó  de  libertad  de  enseñanza  ;  quiero  referirme 
á  la  ley  orgánica  de  las  universidades  libres,  cuya  sanción  simultánea 
pedía  el  entonces  diputado  Quintana  y  que  desde  aquella  época  hasla  la 
fecha,  no  ha  merecido  la  consideración  del  Congreso. 

Este  hecho  reviste  especial  importancia,  pues  mientras  que  por  un 
lado  demuestra  que  la  ley  del  78  no  preceptuaba  sobre  el  régimen  de 
las  universidades  libres,  por  otro,  como  circunstancia  negativa,  frente 
á  la  existencia  real  de  la  ley  Avellaneda,  orgánica  de  las  universidades 
oficiales,  demuestra  que  en  las  leyes  en  vigor  no  está  previsto  el  caso  ' 
especial,  sometido  á  nuestra  deliberación. 

Y  bien,  si  las  tres  únicas  leyes  en  vigor,  que  pueden  referirse  á  la  so- 
licitud de  la  universidad  católica,  no  abonan  en  su  favor,  sólo  dos  vías 
quedan  expeditas  para  llegar  á  una  solución.  La  primera  de  ellas  con- 
siste en  reformar  los  actuales  estatutos,  incorporándoles  un  nuevo  ca- 
pítulo, que  reglamente  las  relaciones  de  la  universidad  oficial  con  las 
universidades  libres,  reforma  que  como  es  de  ley,  deberá  ser  sometida 
á  la  aprobación  del  poder  ejecutivo. 

La  segunda  consiste  en  ocurrir  al  honorable  Congreso,  para  que  si  lo 
estima  conveniente,  sancione  una  ley  de  universidades  libres,  ó  amplíe 
las  bases  á  que  han  de  ajustarse  los  estatutos  de  las  universidades  nacio- 
nales, para  que  de  esa  manera  esté  en  nuestras  manos,  establecer  las 
relaciones  que  habríamos  de  mantener  con  las  universidades  no  ofi- 
ciales. 

La  primera  de  las  vías  indicadas,  ha  sido  sostenida  por  algunos  y  en 
el  fondo  se  habría  adoptado,  si  se  aceptase  el  pensamiento  de  la  mayo- 
ría de  la  comisión  ;  en  mi  concepto,  no  debe  ser  adoptada,  por  cuanto 
ni  este  Consejo  superior,  ni  el  mismo  poder  ejecutivo  pueden  atribuir- 
se facultades  que  ninguna  ley  otorga. 

Su  adopción  implicaría  extender  aún  más  la  acción   educativa  de  las 
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autoridades  universitarias,  idea  con  la  que  estoy  plenamente  de  acuer- 
do, siempre  que  no  comporte  excesos  ó  avances,  que  en  deünitiva  per- 
judican más  que  loque  benefician. 

Corresponde,  pues,  esperar  la  acción  legislativa  :  si  el  congreso  san- 
ciona una  ley  sobre  universidades  libres  y  establece,  como  existe  en 
otros  países,  el  examen  de  estado,  la  universidad  católica,  como  otra 
cualquiera,  podrá  subsistir  con  absoluta  independencia  de  la  nuestra  : 
si  por  el  contrario  adopta  el  sistema  de  las  universidades  libres,  bajo  el 
contralor  de  las  oficiales,  la  universidad  católica  tendrá  pleno  derecho 
para  gestionar  lo  que  actualmente  pretende,  y  si  por  último,  el  con- 
greso prefiere  no  ocuparse  del  asunto,  deberemos  pensar,  que  el  poder 
que  representa  la  soberanía  nacional  quiere  que  la  enseñanza  superior 
continúe  exclusivamente  en  manos  de  las  universidades  del  estado. 

En  resumen  y  para  concluir,  si  las  leyes  actualmente  en  vigor,  no 
amparan  en  forma  alguna,  la  solicitud  de  la  universidad  católica,  cu- 
yo pedido  de  reglamentación  del  artículo  6°  de  la  ley  de  libertad  de  en- 
señanza, es  por  otra  parle  improcedente,  desde  luego  que  se  lia  demos- 
trado que  esa  reglamentación  ba  sido  sancionada  por  el  mismo  Con- 
greso, al  fijar  una  de  las  bases  que  consigna  el  artículo  i°  de  la  ley  de 
julio  3  de  1 885,  no  queda  otro  recurso  que  informar  en  este  sentido  al 
poder  ejecutivo,  á  cuyo  efecto  y  para  el  caso  que  no  prosperen  los  des- 
pachos de  la  comisión  en  mayoría  y  minoría,  me  permito  solicitar  ol 
voto  de  mis  honorables  colegas  para  el  proyecto  de  resolución  que  voy 
á  leer  y  que  el  señor  consejero  doctor  Schatz,  ba  tenido  la  deferencia  de 
firmar  conmigo. 

El  proyecto  de  resolución  dice  así : 

((  Vista  la  petición  de  la  universidad  católica,  pasada  á  informe  del 
Consejo  superior  universitario  por  el  ministerio  de  Instrucción  pública 
y  oído  el  parecer  de  la  Facultad  de  derecho  y  ciencias  sociales. 

Y  considerando  : 

Que  el  artículo  6"  de  la  ley  del  78  llamada  de  libertad  de  enseñanza, 
no  ampara  la  petición  de  la  universidad  católica,  por  cuanto  en  él  no 
se  concede  derecho  de  incorporación  á  los  institutos  de  enseñanza  supe- 
rior, creados  por  particulares  ó  gobiernos  de  provincia,  ni  tampoco  de- 
recho de  examen  como  regulares  y  ante  mesas  mixtas  á  los  estudiantes 
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de  esos  mismos  institutos,  sino  simplemente  la  incorporación  de  estu- 
diantes que  abandonando  las  aulas  de  estos  últimos,  deseen  ingresar  á 
las  de  las  facultades  oliciales  ; 

Que  la  ley  de  junio  3  de  i885,  que  prescribe  las  bases  de  acuerdo  con 
las  cuales  los  consejos  superiores  de  las  universidades  de  Córdoba  y 
Buenos  Aires  deben  redactar  sus  estatutos,  ni  la  de  1896  sobre  exáme- 
nes regulares  y  libres,  no  autorizan,  ni  en  su  letra  ni  en  su  espíritu,  lo 
que  solicita  la  universidad   católica  ; 

Que  esto  no  obstante,  es  indiscutible  que  el  problema  de  las  univer- 
sidades libres,  deben  merecer  una  opinión  de  parte  del  consejo,  el  Con- 
sejo superior,  resuelve: 

1°  Informar  al  ministerio  de  Instrucción  pública,  que  el  Consejo  su- 
perior entiende  que  no  es  posible  acceder  á  lo  que  la  universidad  cató- 
lica solicita  ; 

2°  Que  ha  llegado  el  momento  de  que  el  honorable  Congreso  se  ocupe 
de  legislar  sobre  universidades  libres.  — José  Arce.  R.  Schatz. 

Y  con  esto  doy  por  terminada  mi  exposición, 

—  El  señor  consejero  Castillo  aplaude  las  ideas  expresadas  por  el  se- 
ñor Arce  y  agrega  como  comprobación  de  que  el  concepto  imperativo 
de  la  ley  vigente  la  definan  de  igual  modo,  los  representantes  de  la 
universidad  católica,  puede  dar  el  dato  de  que  habían  iniciado  gestio- 
nes de  orden  legislativo,  dentro  de  los  conceptos  expresados  en  su  soli- 
citud el  ministerio  de  Instrucción  pública. 

—  El  señor  Susini  manifiesta  que  votará  en  contra  del  dictamen  de 
la  mayoría  de  la  comisión  por  cuanto  además  de  lo  que  la  ley  dispone, 
cree  que  no  se  debe,  con  propósitos  de  difusión  ó  de  extensión  univer- 
sitaria, favorecer  una  enseñanza  de  índole  sectaria  en  que  se  hacen  de- 
claraciones ofensivas  para  la  enseñanza  oficial,  según  el  contenido  de 
algunas  referencias  escritas  de  que  dio  lectura. 

—  El  señor  consejero  Bidau  dijo  que  comparte  las  opiniones  expre- 
sadas por  los  consejeros  Arce  y  Orma,  limitándose  á  esta  declaración 
por  cuanto  la  amplitud  con  que  aquellos  han  tratado  el  tema  hace  in- 
necesario volver  sobre  él.  Solamente  desea  agregar  con  respecto  á  una 
ley  de  universidades  libres  que  el  no  ve  la  necesidad  ó  conveniencia  de 
que  sea  dictada,  por  cuanto  en  nuestra  universidad  oficial   hay  la  más 
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completa  libertad  y  las  puertas  de  este  instituto  están  ampliamente 
abiertas  para  todos,  de  acuerdo  con  lo  preceptuado  en  la  con^liturión 
nacional. 

Sólo  por  una  extraña  confusión  de  ideas,  dijo,  puede  pedirse  la  re- 
glamentación de  la  libertad  de  enseñanza,  que  es  siempre  una  limita- 
ción, cuando  se  goza  de  la  libertad  sin  ninguna  limitación. 

Desde  otro  punto  de  vista,  una  prueba  más  de  que  el  artículo  6"  de 
la  ley  de  1878,  aun  suponiendo  que  tuviera  aplicación  actualmente,  no 
constituye  una  ley  reglamentaria  de  la  libertad  de  enseñanza  superior, 
es  que  no  contiene  ninguna  de  las  disposiciones  usuales  en  esa  clase  de 
leyes,  como  son  las  condiciones  personales  y  científicas  de  los  que  quie- 
ran dedicarse  á  la  enseñanza  privada,  los  requisitos  para  que  un  insti- 
tuto lleve  el  nombre  de  universidades  ó  la  prohibición  de  usarlos  el 
mismo,  época  de  las  inscripciones,  su  carácter  oneroso,  gratuito,  la  for- 
ma de  rendir  los  exámenes  ante  mesas  universitarias  ó  ante  tribunales 
de  estado,  etc. 

Si  esa  ley  existiera  en  la  Kepública,  la  institución  peticionante  no  se 
llamaría  seguramente  universidad  católica,  porque  no  es  ni  la  una  ni 
la  otra. 

La  primera  porque  es  una  escuela  de  derecho  exclusivamente,  y  la 
universidad  exige  \arias  facultades,  tres  por  lo  menos,  como  lo  prescri- 
bió la  ley,  primera  de  18-8  en  que  se  inspiraron  en  buena  parte  nues- 
tros legisladores  del  78.  Lo  segundo,  porque  carece  de  facultad  de  teo- 
logía. 

El  señor  consejero  Benedit,  dijo  : 

Á  mi  juicio,  la  solución  de  este  asunto  está  en  la  verdadera  interpre- 
tación del  artículo  6°  de  la  ley  del  78.  pues  si  sus  disposiciones  se  refie- 
ren solamente  á  «los  alumnos  de  los  institutos  superiores  ó  profesiona- 
les fundados  por  particulares  ó  por  gobiernos  de  provincia»,  que  exis- 
tían en  la  época  en  que  ella  se  dictó,  carecería  la  universidad  católica 
de  todo  fundamento  legal  al  hacer  su  petición.  Por  lo  tanto  reduciré 
mi  exposición  al  análisis  de  dicho  artículo. 

Por  lo  pronto  me  llama  la  atención  que,  refiriéndose  á  ellos,  se  ein- 
plca  en  la  ley  las  palabras  «  que  existan  n,  cuando  si  sólo  se  (|uería  dar- 
le un  carácter  transitorio,  como  lo  sostiene  nuestra  honorable  Facultad 
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de  derecho,  debieron  poner  que  existen  ó  que  existan  actualmente,  para 
no  dar  lugar  á  opuestas  interpretaciones  como  lio\  sucede. 

Además,  el  mismo  artículo  habla  de  institutos  particulares,  y  como 
no  he  oído  decir  á  nadie  que  los  hubiera  en  aquella  época,  deduzco  cjue 
también  en  esa  parte  se  refería  á  los  que  se  fundaran  en  adelante. 

Después,  al  hablar  de  la  incorporación  de  otros  alumnos,  dice  :  «po- 
drán igualmente  incorporarse  (es  decir  como  los  alumnos  de  la  ins- 
trucción secundaria),  en  las  facultades  universitarias  en  el  curso  co- 
rrespondiente previo  examen  (aquí  la  diferencia  con  los  alumnos  de  la 
instrucción  secundaria  á  quienes  sólo  se  exige  el  certificado)  de  las  ma- 
terias que  hubieran  cursado  en  la  forma  que  lo  dispongan  los  estatutos 
universitarios  ». 

Hago  notar  que  aquí  dice  la  ley  «  que  dispongan  »  usando  el  mismo 
tiempo  de  verbo  que  se  emplea  cuando  en  la  primera  parte  dice  «  que 
existan  »  y  que  se  refiere,  no  cabe  duda,  á  disposiciones  que  la  univer- 
sidad debía  dictar  con  posterioridad  á  la  ley  misma. 

Por  estas  consideraciones,  es  para  mí  evidente  que  el  artículo  en 
cuestión,  se  refiere  tanto  á  los  institutos  que  funcionaban  entonces 
como  á  los  que  se  fundaran  después,  y  que  las  disposiciones  de  los  es- 
tatutos universitarios,  debían  dictarse  tanto  para  los  unos  como  para 
los  otros. 

De  lo  contrario,  tendríamos  que  aceptar  que  los  legisladores  del 
78  admitían  el  examen  é  incorporación  de  los  alumnos  de  entonces  y 
no  de  los  de  ahora  y  más  adelante  cometiendo  una  flagrante  injusti- 
cia, de  que  no  podemos  suponer  capaces  á  tan  distinguidas  personali- 
dades. 

Sí,  señor  rector,  para  mí  los  que  se  ocuparon  entonces  de  reglamen- 
tar la  ley  de  enseñanza  libre  han  querido,  sujetándola  á  condiciones 
que  se  establecerían  en  los  estatutos  universitarios,  difundir  la  instruc- 
ción superior,  propendiendo  á  la  fundación  del  mayor  número  posible 
de  universidades  particulares  que  no  gravaran  el  tesoro  público,  para 
que  la  instrucción  se  hiciera  en  todas  las  orientaciones  y  porque  la  emu- 
lación que  se  despertaría  entre  los  profesores  de  las  diversas  facultades, 
contribuiría  poderosamente  á  su  progreso. 

Hay  que  tener  presente  también,  que  por  motivos   diversos,  pueden 
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en  un  momento  dado  no  encontrarse  en  las  facultades  las  personas  más 
ilustradas  y  mejor  preparadas  para  la  enseñanza.  Con  la  disposición  de 
la  ley,  tal  como  yo  la  interpreto,  el  país  no  se  vería  privado  de  su  im- 
portante concurso. 

Por  este  motivo,  votaré  en  favor  del  dictamen  de  la  mayoría  de  la 
comisión  que  da  la  verdadera  interpretación  de  la  ley  v  abre  las  puer- 
tos á  todo  el  mundo. 

El  señor  consejero  Matienzo,  en  cambio,  considera  que  el  tema  eslá 
agotado  y  se  limita  á  manifestar  su  adhesión  al  pensamiento  emitido 
por  el  señor  consejero  Arce.  Pero  añade  que  de  la  discusión  resulta  que 
están  conformes  todos :  en  lo  relativo  á  la  admisibilidad  de  los  alum- 
nos y  no  haber  mesas  mixtas  para  los  exámenes  ;  y  en  este  caso,  como 
en  cualquier  otro,  no  es  la  universidad  la  que  debe  contribuir  —  hoy 
menos  que  nunca  —  á  dividirse  ella  ó  producir  otras  divisiones  por  ra- 
zones de  ideas  religiosas.  Por  otra  parte,  y  esta  es  su  consideración  de- 
finitiva, la  ley  de  1878  no  ha  tenido  nunca  el  significado  que  le  atribu- 
ye la  universidad  católica  ;  no  ha  querido  en  ninguna  forma  equiparar 
la  segunda  enseñanza  y  la  superior.  Para  demostrarlo,  recuerda  el  de- 
bate de  aquella  ley  y  da  lectura  á  la  exposición  del  miembro  informan- 
te —  que  lo  fué  el  actual  ministro  de  Justicia  é  instrucción  pública,  doc- 
tor Garro  —  de  la  que  se  desprende  que  el  espíritu  del  artículo  6°  de 
aquella  ley  es  tal  como  acaba  de  explicarlo,  habiendo  sido  expresamen- 
te fundado  en  la  necesidad  de  establecer  más  garantías  en  la  enseñanza 
superior  que  en  la  secundaria. 

Cerrado  el  debate,  se  puso  á  votación  el  dictamen  de  la  mayoría  de 
la  comisión,  y  resultó  rechazado  por  i3  votos  contra  3. 

En  seguida,  y  en  substitución  del  despacho  de  la  minoría,  se  votó  el 
propuesto  por  el  señor  consejero  Arce  y  fué  aprobado  en  general,  tam- 
bién por  i3  votos  contra  3, 

Al  considerarlo  en  particular,  el  doctor  Matienzo  propuso,  y  se  acep- 
tó, agregar  en  el  artículo  i^las  palabras  «  en  el  estado  actual  de  la  le- 
gislación )) . 

Y  al  llegarse  á  los  considerandos  del  proyecto  de  resolución  que  di- 
ce :  «  Esto  no  obstante,  es  indiscutible  que  el  problema  de  las  univer- 
sidades libres  debe  merecer  una  opinión  de  parte  del  consejo  »,  el  se- 
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ñor  consejero  Rivarola  pidió  la  palabra  para  manifestar  su  disidencia, 
en  esta  parte,  así  como  en  la  dispositiva  correspondiente  que  decía  de 
este  modo  :  Informar...  «  que  ha  llegado  el  momento  de  que  el  hono- 
rable Congreso  se  ocupe  de  legislar  sobre  universidades  libres». 

Dijo  el  señor  consejero  Rivarola  que  en  todas  partes  el  asunto  de  las 
universidades  libres  ha  agitado  la  opinión  no  para  dar  mayor  libertad 
sino  para  procurar  ciertas  ventajas  á  determinados  establecimientos 
confesionales. 

Así  en  Francia.  La  lucha  comenzó  allí  en  1824  bajo  el  reinado  de 
Garlos  X,  y  se  continuó  bajo  Napoleón  III  en  el  ministerio  Duruy. 

Bajo  el  imperio  no  había  existido  la  libertad  de  enseñanza,  ni  tam- 
poco en  los  tiempos  de  la  primera  república,  porque  el  poder  ejecutivo 
tomaba  en  aquel  tiempo  una  intervención  directa  en  el  nombramiento 
de  los  profesores  y  en  la  confección  de  los  planes  de  estudios  y  de  los 
programas. 

Esta  tiranía  ministerial  dio  pretexto  para  la  campaña. 

Entre  nosotros  la  situación  es  diversa.  El  estado  no  tiene  en  materia 
de  instrucción  superior  la  opinión  de  su  ministro  de  Instrucción  públi- 
ca, sino  la  de  una  corporación  organizada  por  ley  como  una  vasta  au- 
tonomía en  el  orden  didáctico. 

La  libertad  de  enseñar  y  aprender  consignada  en  la  constitución  na- 
cional tampoco  está  trabada  en  lo  más  mínimo,  puesto  que  en  las  fa- 
cultades no  se  pregunta  á  nadie  cuáles  son  sus  creencias. 

Por  otra  parle,  no  puede  ocultarse  que  hay  en  nuestra  sociedad  cier- 
tas manifestaciones  de  oposición  ó  lucha  por  sentimientos  religiosos  ; 
estimo  que  lejos  de  ser  oportuno,  no  sería  prudente  que  el  Consejo 
superior  diera  hoy  el  apoyo  de  su  autoridad  á  un  debate  peligroso.  Si 
otros  cjuieren  hacerlo,  sean  responsables  de  su  imprudencia.  Mantenga- 
mos á  la  universidad,  extraña  á  cualquiera  agitación  dañosa. 

Por  esas  razones,  hago  moción  porque  se  supriman  el  considerando 
y  la  disposición  que  acabo  de  impugnar. 

Hubo  asentimiento  general,  y  el  proyecto  de  dictamen  quedó  apro- 
bado sin  el  considerando  ni  el  artículo  3°  impugnados,  por  catorce  vo- 
tos contra  dos. 

El  texto  ditinitivo  dice  así  : 
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Buenos  Aires,  lO  de  nia\o  de    iqíS. 

Vista  la  petición  de  la  universidad  católica  pasada  á  informe  del  Con- 
sejo superior  por  el  ministro  de  Instrucción  pública,  y  oído  el  parecer 
de  la  Facultad  de  dereclio  y  ciencias  sociales. 

Y  considerando:  que  el  artículo  G"  de  la  ley  de  1878  llamada  de  li- 
bertad de  enseñanza  no  ampara  la  petición  de  la  universidad  católica, 
por  cuanto  en  él  no  se  concede  derecho  de  incorporación  á  los  institutos 
de  enseñanza  superior  creados  por  particulares  ó  gobiernos  de  provincia, 
ni  tampoco  derecho  de  examen  como  regulares  y  ante  mesas  mixtas  á 
los  estudiantes  de  esos  mismos  institutos,  sino  simplemente  la  incorpo- 
ración de  estudiantes  que,  abandonando  las  aulas  de  estos  últimos,  de- 
seen ingresar  á  las  de  las  facultades  oficiales. 

Que  la  de  junio  de  i885,  que  prescribe  las  bases  de  acuerdo  con  las 
cuales  los  consejos  superiores  de  las  universidades  de  Buenos  Aires  y 
Córdoba  deben  redactar  sus  estatutos,  ni  la  de  1896  sobre  exámenes  re- 
gulares y  libres  no  autorizan  ni  en  su  letra  ni  en  su  espíritu  lo  que  so- 
licita la  Universidad  católica. 

El  Consejo  superior  resuelve : 

Informar  al  ministerio  de  Instrucción  pública  que  el  Consejo  supe- 
rior entiende  que  en  el  estado  actual  de  la  legislación  no  es  posible  ac- 
ceder á  lo  que  la  universidad  católica  solicita. 

Uballes. 
R.  Colón. 

Excelentísimo  señor: 

Con  la  resolución  del  Consejo  superior  que  precede,  y  la  nota  adjun- 
ta, tengo  el  honor  de  elevar  á  V.  E.  el  expediente  iniciado  ante  ese  mi- 
nisterio por  la  universidad  católica  para  gestionar  una  reglamentación 
del  artículo  G"  de  la  ley  número  984.  llamada  de  libertad  de  enseñanza. 

I  ()   de  iii;i\<i  (le    i  d  i  3. 

Eufemio  Uballes. 
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Buenos  Aires.  3o  de  abril  de   iQíS. 

Señor   rector  de   la   Iniversidad  de  Buenos   Aires,   doctor  don  Eafemio 
Uballes. 

El  rector  de  la  universidad  católica  I  ¡ene  el  honor  de  elevar  al  supe- 
rior consejo  universitario  de  la  Capital,  la  presente  exposición,  que  sus- 
tenta la  solicitud  elevada  al  ministerio  de  Instrucción  pública  sobre  la 
reglamentación  de  la  ley  de  libertad  de  enseñanza  de  1878. 

Motiva  esta  representación  la  necesidad  de  una  aclaración  y  delensa 
determinadas  por  la  resolución  reciente  de  la  Facultad  de  derecho,  dic- 
taminando que  el  Consejo  superior  no  haga  lugar  á  la  ampliación  del 
estatuto  universitario  á  objeto  de  reglamentar  la  incorporación  de  los 
institutos  superiores  libres,  como  quiera  que,  no  obstante  tal  opinión 
lo  prescribe  el  artículo  6°  de  la  ley  de  3o  de  septiembre  de  1878,  llama- 
da de  libertad  de  enseñanza.  Estimaron  las  honorables  comisiones  de- 
s'gnadas  por  aquella  facultad  para  estudiar  el  asunto  á  informe,  que 
ella  se  bastaba  por  sus  reglamentos,  para  decidir  acerca  de  la  admisión 
de  estudiantes  y  recepción  de  exámenes,  por  lo  cual  ni  era  necesaria  si- 
quiera, esta  representación  de  la  Universidad  católica,  y  que,  además, 
importaba  una  invasión  á  la  autonomía  universitaria  el  trámite  dado 
por  el  ministerio  respectivo  á  aquella  solicitud.  La  Facultad  de  derecho 
se  ha  servido  hacer  suyo  el  informe  de  sus  dignos  consejeros  y  ha  de- 
vuelto el  expediente  á  ese  superior  consejo  para  la  resolución  que  corres- 
ponda. 

Desde  luego,  se  alcanza  sin  esfuerzo  que  la  contraposición  de  tales 
juicios  exige  una  perentoria  aclaración  que  disipe  las  confusiones  pro- 
ducidas ante  el  examen  de  los  hechos  legales  y  precise  de  qué  parte  es- 
tá la  razón  y  el  derecho;  y  no  abriga  la  menor  duda  la  corporación  que 
presido,  y  que  ha  considerado  deber  insistir  ante  ese  consejo  superior 
acerca  de  c¡ue  se  concluirá  por  otorgarle  lo  cjue  requiere,  según  paso  á 
demostrarlo. 

Habíamos  pedido  la  incorporación  de  nuestro  instituto  de  enseñanza 
superior  en  el  mismo  sentido  que  existe  la  incoiporación  de  los  estudios 
secundarios,  á  saber,  que  se  reconociera  á  sus  alumnos  como  regulares, 
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y,  además,  que  pudieran  rendir  sus  exámenes  ante  tribunales  mixtos. 

Para  esta  gestión  nos  fundamos  en  que  aquella  ley  del  78,  en  su  ar- 
tículo G°,  deja  librada  esta  reglamentación  á  la  acción  del  Consejo  su- 
perior, y  en  que  esta  autoridad  es  igualmente  la  única  facultad  por  otra 
ley,  la  de  3  de  julio  de  i885,  para  dictar  los  estatutos  universitarios, 
corregirlos  ó  ampliarlos,  y  todo  con  la  debida  intenvención  y  aproba- 
ción del  gobierno.  Por  lo  demás,  sosteníamos  y  sostenemos  que  en  or- 
den á  tal  reglamentación  nada  sería  más  lógico  que  seguir  la  misma 
orientación  de  la  ley  del  78  relativa  á  la  enseñanza  secundaria,  particu- 
larmente los  dos  puntos  principales  á  que  se  acaba  de  bacer  referencia. 

Pues  bien:  á  esta  razonable  y  ajustada  exigencia  observa  la  Facultad 
de  derecho  que  el  ministro  no  ha  debido  darle  curso  por  carecer  de  atri- 
bución respectiva  laque  asiste  exclusivamente  á  la  universidad;  y  obser- 
va también  que  el  reglamento  de  la  Facultad  de  derecho,  conforme  á 
los  estatutos  universitarios,  la  tiene  ya  investida  de  la  atribución  de  ad- 
mitir pedidos  de  inü:reso  ó  de  exámenes  regulares  y  libres,  según  co- 
rresponda, y  que  han  debido  seguir  los  estudiantes  de  la  Universidad 
católica. 

Para  llegar  á  estas  conclusiones  las  comisiones  asesoras  de  la  Facul- 
tad de  derecho  hacen  distintos  razonamientos,  que  es  necesario  calificar: 

a)  Desde  luego  se  recuerda  que  la  garantía  constitucional  de  apren- 
der y  enseñar  no  induce  la  necesidad  de  que  se  ha  de  aprobar  por  la 
autoridad  lo  que  se  enseñe  ó  aprenda. 

La  universidad  católica  podría  replicar,  y  replica,  que  no  es  esta  su 
gestión.  No  ha  pedido  la  aprobación  de  estudios  determinados;  ha  pe- 
dido y  gestiona  la  incorporación  de  su  instituto,  reclamando  la  superior 
reglamentación  al  respecto  prometida  por  el  artículo  G"  de  la  ley  de  li- 
bertad de  enseñanza  de  1878,  y  confiada  por  añadidura,  no  tampoco á 
las  facultades  sino  al  Consejo  superior,  distinción  muy  importante  á 
señalarse,  toda  vez  que  la  reglamentación  por  vía  de  ampliación  de  los 
estatutos  tiene  mayor  firmeza  que  la  que  realizan  las  facultades  respec- 
tivas, fuera  de  que  ofrece  mayor  grado  de  imparcialidad  desde  que  to- 
da disposición  del  estatuto  debe  ser  sometida  á  la  aprobación  del  minis- 
terio de  instrucción  pública  y  del  presidente  de  la  nación. 

b)  Se  dice  que  los  estudiantes  de  la  Universidad  católica  pueden  pre~ 
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sentarse  á  rendir  exámenes  libres,  si  se  encuentran  en  las  condiciones 
reglamentarias  de  la  Facultad,  la  cual  á  su  vez  es  la  única  autoridad  in- 
vestida déla  atribución  necesaria  sobre  el  punto. 

Contestamos  c|uc  tampoco  es  esta  la  cuestión  propuesta.  No  se  trata 
de  los  alumnos  de  la  universidad  católica,  individualmenteconsiderados  ; 
de  lo  que  se  trata  es  de  la  incorporación  universitaria  del  instituto  supe- 
rior donde  están  cursando  sus  estudios.  ¿Se  debe  acordar  ó  negar  tal 
incorporación?  Esta  es  la  única  cuestión  existente:  así  como  si  sus  con- 
diciones deben  ser  las  reclamadas  por  la  universidad  católica,  ó  las  que 
determinan  distinta  orientación  para  tales  institutos  superiores,  según 
lo  estime  el  Consejo  superior  constituido  en  primera  autoridad  al  efecto. 

c)  Se  dice  que  la  citada  ley  no  se  refiere  tampoco  á  la  enseñan/a  su- 
perior sino  á  la  secundaria,  y  que  la  primera  es  totalmente  extraña  á  la 
reglamentación  de  dicha  ley. 

Nos  permitimos  declarar  que  esta  afirmación  de  las  honorables  co- 
misiones, es  un  error  grave.  En  primer  lugar,  está  el  texto  del  artículo 
6°  tantas  veces  recordado,  el  cual  dispone  expresamente  sobre  la  ense- 
ñanza superior  ó  profesional  permitiendo  que  los  alumnos  de  tales  ins- 
titutos formados  por  particulares  ó  por  los  gobiernos  de  provincias  que 
existían  en  las  condiciones  requeridas  por  el  artículo  i",  puedan  igual- 
mente incorporarse  á  las  facultades  universitarias.  En  segundo  lugar, 
la  letra  del  artículo  podemos  agregar  la  autorizada  opinión  del  diputa- 
do doctor  Manuel  Quintana,  quien  en  la  discusión  de  la  ley  replicó  al 
miembro  informante  que,  efectivamente,  interpretaba  restrictivamente 
la  ley,  llamando  su  atención  sobre  la  circunstancia  de  que  sobre  seis 
artículos  del  proyecto,  la  mitad  se  referían  á  los  estudios  superiores. 
Y,  después  de  todo,  la  ley  se  dio  en  el  sentido  indicado,  cuyo  texto  del 
artículo  6°  no  puede  controvertirse  que  estatuye  sobre  enseñanza  uni- 
versitaria y  profesional. 

d)  Se  dice  que  en  la  discusión  de  la  ley  del  78  está  demostrado  que 
ella  no  se  refiere  á  la  enseñanza  superior,  toda  vez  que  su  miembro  in- 
formante consintió  en  la  supresión  de  una  palabra,  la  de  «  profesional  » 
del  artículo  3°  para  cjue  hablara  solamente  de  la  secundaria.  Pero  este 
argumento  ya  está  contestado  en  el  párrafo  anterior.  Compuesta  la  ley 
de  dos  partes,  como  observaba  el  diputado  doctor  Quintana,    no  es  ex- 
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Irano  que  en  la  primera  se  consintiese  la  supresión  dicha,  toda  vez  (|ue 
la  condición  de  los  cursos  superiores  quedó  deíinitivamente  consignada 
en  el  mencionado  artículo  G"; 

e)  Se  dice  que  el  recordado  artículo  6°  de  la  ley  del  78,  se  ha  referido 
exclusivamente  á  los  institutos  que  en  la  fecha  de  la  ley  existían  y  que 
solamente  eran  los  de  Santa  Fe  y  alguna  otra  provincia,  y  en  manera 
alguna  los  que  después  se  fundaran. 

Y  sin  embargo,  contestamos  que  esta  conclusión  tomada  de  los  mo- 
tivos de  la  disposición  y  discusión,  es  infundada.  La  ley  no  puede  ser 
más  clara :  se  refiere  á  los  establecimientos  que  existen  con  arreglo  y  en 
las  condiciones  del  artículo  i<>,  sean  de  creación  particular,  sean  de  ori- 
gen oficial;  y  siendo  así,  no  sabe  interpretar  la  ley  cuando  es  clara  por- 
que entonces,  como  enseña  la  doctrina  jurídica,  la  interpretación  está 
solamente  en  los  términos  de  la  ley  misma. 

Una  autoridad  irrecusable  (Fiori,  Irretroactividad  c  Interpretación  de 
las  leyes,  versión  española  de  1900,  pág.  022  al  535)  enseña  lo  siguien- 
te :  ((  que  no  puede  considerarse  como  máxima  indiscutible  la  de  que 
las  reglas  aplicables  á  la  interpretación  de  los  contratos,  sean  las  mis- 
mas que  deben  regir  la  interpretación  de  las  leyes;  que,  por  consiguien- 
te, no  es  admisible  que  se  pueda  corregir  la  expresión  clara  de  la  ley 
refiriéndose  á  la  intención  y  voluntad  del  legislador,  por  cuanto  sería 
tanto  como  conceder  al  intérprete  la  facultad  de  crear  y  formar  un  de- 
recho diferente  de  aquel  que  se  encuentra  sancionado  y  escrito  ;  que  la 
la  intención  del  legislador  puede  y  debe  tener  gran  importancia  pero 
sólo  considerada  como  complemento  de  la  ley  escrita,  y  recurriendo  á 
ella  cuando  sea  ambiguo  y  dudoso  el  concepto  jurídico;  que  cuando  la 
letra  de  la  ley  sea  clara,  no  es  lícito  recurrir  á  las  palabras  pronuncia- 
das por  tal  ó  cual  orador  en  los  debates  parlamentarios  ó  á  cualquiera 
otras  pronunciadas  por  algún  funcionario  público  (pág.  025);  que  hay 
<jue  tener  presente  que  en  todos  los  casos  en  que  el  texto  de  la  ley  sea 
claro  ó  pueda  ser  aclarado  mediante  la  expresión  empleada  por  el  le- 
gislador, no  puede  consentirse  el  que  se  dé  importancia  principal  para 
transformar  la  disposición  de  la  ley  á  lo  que  hayan  dicho  las  comisio- 
nes en  los  informes  presentados  al  parlamento,  ó  los  oradores  que  ha- 
yan tomado  parte  en  la  discusión  »  (pág.  535). 
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Eíectivaiiicnte,  en  la  especie  de  que  se  trata,  ha  podido  ocurrir  pe- 
feclamente,  que  algunos  diputados  votasen  la  ley  con  la  intención  ó  el 
inotivo  de  amparar  las  universidades  provinciales  de  Santa  Fe  ó  Para- 
ná, y  otros  como  el  doctor  Quintana  y  el  doctor  Quesada,  que  eran 
porteños  y  bregaron  por  una  ley  de  libertad,  queriéndola  Quintana  ab- 
soluta pero  bien  controlada,  para  evitar,  dijo,  el  monopolio  ó  la  anar- 
quía de  estudios  privados  ;  la  votaron  con  la  intención  de  que  reflejase 
la  mayor  liberalidad  posible.  De  aquí  el  texto  amplio  general  é  inequí- 
voco que  tuvo  el  artículo  6°  de  la  ley  discutida;  y  esto  es  tanto  más  in- 
concuso, cuanto  que  el  artículo  no  solamente  se  refiere  á  institutos 
superiores  de  carácter  provisional,  sino  aun  á  los  de  creación  privada, 
institutos  particulares  superiores  que  no  existían  entonces  ninguno  en 
el  país  :  luego  una  vez  más,  la  prescripción  dicha  es  general  en  tanto 
provee  sobre  instituciones  superiores  existentes  y  no  existentes. 

Ahora  bien,  honorable  consejo,  este  es  nuestro  caso  precisamente. 
La  universidad  católica,  instituto  superior  existente  con  mucha  ante- 
rioridad á  esta  gestión,  pues  se  fundó  para  el  centenario  patrio  por  de- 
cisión del  episcopado  nacional,  ha  requerido  su  incorporación  universi- 
taria apoyada  en  la  personería  jurídica  que  le  asiste  y  en  los  serios  ci- 
mientos de  orden  moral  y  material  que  la  sustentan.  Pide  justicia  y 
espera  lograrla  con  la  cooperación  de  esa  asamblea. 

f)  Se  dice  que  ninguna  importancia  tiene  el  hecho  de  que  por  el  tra- 
tado de  Montevideo  se  hayan  reconocido  diplomas  profesionales  á  expe- 
dirse por  institutos  universitarios,  acaso  muy  inferiores  al  de  la  uni- 
versidad católica,  según  reclamación  hecha  por  ésta  en  su  solicitud;  y 
al  efecto,  se  agrega  que  las  conveniencias  internacionales  imponen  tem- 
peramentos ó  arbitrios  excepcionales. 

Pero,  honorable  consejo,  necesito  repetir  una  vez  más,  que  tampoco 
•es  esta  la  cuestión.  La  universidad  católica  no  ha  pretendido  ni  preten- 
de que  por  haberse  concedido  á  instituciones  extranjeras  la  equivalen- 
cia de  estudios  que  ella  solicita  para  sí,  se  le  acuerde  la  prerrogativa  de 
cualquier  modo  por  representar  un  instituto  argentino;  lo  que  ha  di- 
cho y  mantiene  el  argumento,  es  que  dada  la  seriedad  del  estableci- 
miento cuya  incorporación  universitaria  persigue,  seriedad  que  resulta 
^ela  coincidencia  absoluta  de  programas,  de  la  calidad  del  profesorado 
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que  los  explica,  \  además,  de  su  respetable  fuente  de  recursos  para  ga- 
rantizar la  duración  de  su  funcionamiento,  no  sería  justo,  y  sí  hasta 
patriótico  recordarlo,  que  con  menos  merecimientos  gozan  de  las  pre- 
rrogativas hasta  los  institutos  extranjeros.  Ha  sido,  pues,  una  observa- 
ción retrospectiva  y  en  manera  alguna  un  fundamento  especial  de  su 
pedido  ó  gestión. 

Y  sobre  todo,  honorable  consejo,  si  merecen  acatamiento  y  favor  Ios- 
tratados  internacionales,  no  puede  contemplarse  con  distinto  criterio 
la  observancia  de  la  Constitución  nacional.  Nuestra  gestión  encuadra  en 
sus  garantías  y  precisamente  es  ella  la  que  en  el  artículo  3 1  prescribe 
que  la  constitución,  las  leyes  que  en  su  consecuencia  dicte  el  congreso 
y  los  tratados  con  las  potencias  extranjeras,  son  la  ley  suprema  de  la 
nación; 

gj  Se  dice,  por  ultimo,  que  ninguna  autoridad  existe  superior  á  la 
universidad,  cuya  autonomía  ha  desconocido  el  ministerio  al  dar  curso 
á  nuestra  gestión. 

Opinamos  todo  lo  contrario,  y  nos  fundamos  en  dos  consideraciones 
decisivas  :  i*  de  lo  que  se  trata  es  de  la  incorporación  universitaria,  y 
ésta  es  atribución  del  Consejo  superior,  por  cuanto  es  la  autoridad  ca- 
pacitada para  ampliar  los  estatutos  (ley  de  1878  y  ley  de  3  de  julio  de 
1 885).  Luego  ese  Consejo  superior,  el  ministerio  y  el  gobierno  han  cBe- 
bido  intervenir,  por  cuanto  sin  su  anuencia  y  aprobación  no  pueden 
entrar  en  vigencia  las  reformas  estatuarias,  como  no  podría  entrar  en 
vigencia  el  estatuto  mismo  ereccional  de  la  universidad. 

Por  lo  demás  conviene  hacer  una  declaración  particular.  Entiendo 
que  la  Facultad  de  derecho  ha  confundido  la  autonomía  con  la  soberai- 
nía.  La  facultad  tiene  autonomía  para  resolver  por  sí  exclusivamente 
todos  los  asuntos  de  orden  interno  y  reglamentario  en  las  materias- 
confiadas  á  su  gobierno;  pero  con  relación  á  terceros,  que  gestionan 
derechos  relacionados  con  la  enseñanza  misma  y  que  no  estén  compren- 
didos en  el  reglamento  de  la  facultad  respectiva,  escapan  á  su  inter- 
vención, y  entran  en  la  jurisdicción  de  la  universidad  y  del  estado,  que 
ha  aprobado  sus  estatutos  y  debe  aprobar  las  ampliaciones  y  las  refor- 
mas del  mismo. 

La  soberanía  está  entonces  en  manos  del  gobierno,  y  por  delegación^ 
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en  el  consejo  universitario;  en  manera  alguna  está  en  manos  de  una  ni 
de  muclias  facultades  aisladas,  por  cuanto  ello  sería  investirse  del  poder 
de  legislar  sobre  todas  las  universidades  de  la  república,  toda  vez  que, 
en  definitiva,  de  lo  que  se  trata  es  de  la  reglamenl ación  de  una  ley,  y 
esta  función  política  reside  en  el  soberano,  en  el  poder,  y  por  delegación 
singular,  en  el  Consejo  superior  universitario,  jamás  en  la  Facultad  de 
derecho,  ni  en  otras  facultades  correlativas  de  la  universidad. 

Acabamos  de  expresar  que  la  gestión  de  la  universidad  católica  en- 
cuadra en  el  más  absoluto  derecho  consagrado  por  la  constitución ;  y 
esta  afirmación,  es  de  una  claridad  meridiana.  Aspiramos,  entonces,  á 
no  ser  defraudados  en  nuestras  legítimas  esperanzas,  porque  si  los  ar- 
gentinos podemos  disentir,  como  todos  los  hombres  en  la  apreciación 
de  las  leyes,  es  seguro  que  no  nos  dividimos  jamás  en  el  amor  y  en  la 
práctica  de  la  constitución,  que  es  un  pasado  glorioso  y  un  futuro  que 
alienta  todos  nuestros  esfuerzos  por  el  engrandecimiento  colectivo. 

Ese  engrandecimiento,  honorable  consejo,  radica  todo  en  la  cultura 
nacional,  y  la  cultura  científica  no  nace  de  los  gobiernos  ni  de  sus  mo- 
nopolios; nace  de  la  sociedad  y  de  sus  fuerzas  vivas  que  se  congregan 
en  institutos  y  corporaciones.  La  ciencia  no  es  atributo  del  estado,  sino 
derecho  de  la  sociedad,  y  este  axioma  hizo  grande  á  la  Alemania  y  ha 
hecho  feliz  á  la  Inglaterra  y  la  Bélgica. 

La  constitución  consagra  en  su  artículo  i4,  la  garantía  de  la  libertad 
de  aprender  y  enseñar:  y  aun  cuando  la  ley  del  78  no  es  una  ley  com- 
pleta, sino  de  transición,  hasta  que  se  diera  la  ley  orgánica  general  de 
universidades  libres  que  el  diputado  doctor  Manuel  Quintana  quería 
que  se  diese  entonces  mismo,  no  podrá  jamás  ser  reglamentada,  sino 
autorizando  las  universidades  libres,  con  el  debido  control  de  la  auto- 
ridad, que  es  cosa  bien  distinta.  La  función  docente  es  misión  déla 
ciencia,  y  de  consiguiente  atributo  y  derecho  de  los  que  poseen  su  cul- 
tura, sean  individuos,  sean  corporaciones,  y  sean  estas  últimas  priva^ 
das  ú  oficiales.  El  estado,  fuera  de  la  instrucción  primaria,  sólo  inter- 
viene al  objeto  de  fomentar  la  instrucción  pública,  y  su  rol  es  así  mera- 
mente subsidiario  ;  y  también  interviene  para  contralorear  la  instrucción 
superior  á  fin  de  inspeccionar  la  garantía  de  capacidad  á  los  diploma- 
dos. Pero  esta  doble  función  de  fomento  y  de  control  no  induce  la  facul- 
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tad  de  monopolizar  la  enseñanza,  porque  entonces  el  estado  usurparía 
atributos  que  son  de  la  sociedad  y  de  los  que  en  ella  cultivan  la  ciencia. 

Esta  teoría  constitucional  es  la  única  cierta,  y  está  defendida  por  los 
sabios  y  expositores  de  todos  los  matices  y  creencias  ;  y  por  esto  decía 
más  arriba  que  cuando  el  Congreso  dicte  la  ley  general  de  libertad  de 
estudios,  jamás  impondrá  el  monopolio  del  Estado,  desde  que  sería 
burlar  la  garantía  constitucional  y  arrebatar  sus  derechos  reconocidos 
á  los  docentes  particulares,  sean  individuos,  sean  corporaciones. 

Estas  conclusiones  están  abonadas  por  el  juicio  de  estadistas  y  emi- 
nentes profesores  connacionales. 

Ya  he  recordado  la  solemne  discusión  de  nuestro  Congreso  al  discu- 
tirse la  ley  transitoria  de  1878,  y  la  intervención  decidida  y  entusiasta 
del  doctor  Quintana,  no  menos  que  del  doctor  Quesada,  á  lo  que  debe 
agregarse  la  del  ilustre  Sarmiento  en  el  Senado  en  la  misma  ocasión. 

Estas  opiniones  son  compartidas  por  dos  personalidades  de  nuestra 
Universidad  nacional,  los  académicos  doctor  Francisco  J.  Oliver  y  el 
doctor  Dellepiane. 

El  doctor  Oliver  escribió  en  Alemania  hace  poco  tiempo  un  opúsculo 
sobre  la  cuestión  universitaria,  y  se  expresó  así  :  «  Nuestro  país  goza 
de  una  prosperidad  material  que  las  crisis  inevitables  de  todo  desarrollo 
económico  no  podrán  detener,  y  es  necesario  que  nos  preocupemos, 
no  sólo  de  que  el  adelanto  intelectual  no  quede  rezagado,  sino  de  apor- 
tar el  elemento  científico  para  dar  dirección  y  firmeza  á  tal  prosperi- 
dad. Las  universidades  —  agrega  —  y  las  escuelas  técnicas  superiores 
han  sido  aquí  los  focos  de  luz  en  la  constitución  de  la  sociedad  ale- 
mana, en  su  cultura  y  en  su  progreso  económico,  y  el  mismo  impulso 
debemos  pedir  á  nuestros  altos  centros  de  enseñanza,  n  Recuerda  que 
no  existe  en  Alemania  una  ley  universitaria,  lo  que  no  impide,  dice, 
que  haya  en  todo  el  país  veintiuna  universidades,  existiendo  solamente 
en  Prusia  nueve  de  ellas,  y  todas  gozan  de  subvención  oficial,  según 
su  importancia,  la  que  unida  al  patrimonio  propio  de  las  mismas, 
hacen  de  ellas  poderosos  institutos  científicos  y  técnicos  que  rivalizan 
en  sabiduría,  v  que  han  llevado  al  país  al  grado  de  cultura  en  que  se 
encuentra. 

El  otro  académico  de  la  facultad  oficial  de  derecho,  el  doctor  Delle- 
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piarie,  ha  emitido  idéntico  juicio  en  un  reportaje  publicado  en  El  diario 
del  día  26  del  corriente,  nutrido  de  ideas  fecundas  y  justicieras  para 
los  que  aman  la  libertad  verdadera.  Este  caballero  acompaña  también 
á  las  comisiones  asesoras  de  la  facultad  en  cuanto  interpretan  restric- 
tivamente la  ley  de  libertad  de  enseñanza  de  1878,  pero  disiente  en 
muchos  puntos  fundamentales,  é  interesa  al  objeto  de  esta  parte  de  la 
defensa  de  la  tesis  sostenida  por  la  universidad  católica,  hacerlos  co- 
nocer de  ese  honorable  consejo.  No  extractaré,  por  tanto,  sino  lo  per- 
tinente á  la  justicia  de  nuestras  aspiraciones  de  que  se  incorpore  el 
instituto  católico  y  se  considere  á  sus  alunmos  como  regulares,  debiendo 
rendir  sus  exámenes  ante  mesas  mixtas,  tal  como  está  dispuesto  para 
los  estudios  secundarios.  «  No  se  trata  —  dice  —  como  á  primera  vista 
pudiera  creerse,  de  la  solución  de  un  caso  particular  —  el  de  la  univer- 
sidad católica  —  sino  de  la  de  todos  los  casos  análogos  que  puedan  pre- 
sentarse y  que  seguramente  se  presentarán  :  hoy  es  una  universidad 
católica,  mañana  podrá  ser  una  liberal,  la  que  se  presente  buscando 
ampararse  en  la  ley  de  libertad  de  enseñanza  ;  lo  que  está,  pues,  com- 
prometido en  realidad  es  el  principio  de  la  libertad  de  enseñanza  en 
la  esfera  de  los  estudios  superiores.  »  Más  adelante  ha  dicho  también 
lo  siguiente  :  «  Disiento,  asimismo  y  fundamentalmente,  con  el  es- 
píritu que  informa  la  resolución.  A  mi  juicio  —  añade  —  el  verdadero 
liberalismo  es  ampliamente  tolerante  de  todas  las  opiniones,  y  consiste 
en  dejar  que  se  expandan  libremente  todas  las  fuerzas  sociales  para 
que  las  ideas  contrapuestas  choquen  entre  sí  y  se  neutralicen  recíproca- 
mente, condición  indispensable  de  la  vida  y  del  progreso  humanos.  » 
En  otra  parle  agrega  :  «  Soy  partidario  de  que  el  Estado,  reservándose 
naturalmente  el  necesario  contralor,  no  solo  no  trabe  sino  antes  bien 
estimule  la  creación  y  funcionamiento  de  institutos  privados  de  ense- 
ñanza de  todo  orden  ;  en  nuestra  lucha  por  difundir  la  cultura  estamos 
necesitados  de  los  auxilios  que  puedan  ofrecer  los  particulares  ;  por 
desgracia  no  estamos  tan  abundantes  de  recursos  para  desdeñar  la 
cooperación  que  rinden  al  respecto  los  esfuerzos  privados.  »  Por  íin, 
termina  el  inteligente  académico  con  estas  justas  apreciaciones  :  «  No 
existe  el  más  remoto  peligro  en  la  aludida  incorporación  si  en  la  apre- 
ciación del  saber  de  los  alumnos  por  medio  de  tribunales  mixtos,  los 
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cuales  funcionarían  de  acuerdo  con  la  norma  impuesta  por  las  facul- 
tades universitarias,  y  si  mañana  el  Congreso  de  la  nación  dictara  la 
ley  aludida,  la  posición  de  nuestra  Facultad  resultaría  un  tanto  des- 
airada, por  cuanto  ha  prejuzgado  sobre  este  punto  sin  necesidad 
algunna. 

Podríamos  alegar  otras  y  muy  valiosas  opiniones  concordantes  con 
las  expuestas,  pero  no  lo  hacemos  ante  el  recelo  de  aparecer  excesivos. 
Diremos,  empero,  que  enseñan  igual  doctrina  el  eminente  constitu- 
cionalista  Rossi  en  el  tomo  3^,  página  147  ;  los  liberalísimos  Eugenio 
de  Hostos,  Lecciones  de  derecho  constitacional ,  1908,  páginas  201  á  2o4  '• 
Vicente  Santamaría  de  Paredes,  Curso  de  derecho  político,  1909,  pá- 
ginas 2o3,  206  y  3-0  y  las  luminosas  del  gran  constitucionalista  ar- 
gentino José  M.  Estrada,  curso  de  1877,  editado  por  Martínez  y  Hoyo, 
página  1 1 3. 

Las  comisiones  asesoras  de  la  Facultad  de  derecho  terminan  su 
dictamen  insinuando  la  conveniencia  de  que  se  ocurra  al  Congreso 
para  que  dicte  la  ley  general  de  enseñanza  libre.  Agradecemos  el  con- 
sejo y  lo  hemos  de  seguir  si  así  conviniera  á  los  preciados  intereses 
que  buscamos  garantizar  para  la  juventud  católica,  cuyas  familias  cons- 
tituyen la  inmensa  mayoría  del  país  ;  pero  no  podemos  omitir  nuestra 
disconformidad  y  protesta  contra  tal  temperamento. 

Q  Por  qué  la  universidad  católica  ha  de  esperar  para  usar  de  sus 
derechos  á  que  se  dicte  una  ley  general  de  enseñanza,  si  está  vigente 
la  de  1878,  que  nos  permite  requerir  la  incorporación  universitaria? 

¿  Por  qué  se  nos  quiere  obligar  á  aceptar  la  opinión  de  la  facultad 
de  derecho  como  si  fuera  la  expresión  de  la  verdad  legal  ? 

^  Por  qué  hemos  de  renunciar  á  la  intervención  de  ese  superior  Con- 
sejo y  á  la  de:'isión  gubernativa,  únicas  autoridades  que  están  llamadas 
á  interpretar  la  ley  de  1878  y  negarnos  la  incorporación  qne  buscamos  ? 

¿Hay  equidad,  hay  espíritu  liberal  en  el  dictamen  que  equipara  los 
estudiantes  libres  con  los  de  la  universidad  católica,  que  reciben  sus 
lecciones  todo  el  año  con  sujeción  á  los  programas  oficiales  y  dictadas 
por  un  cuerpo  de  profesores  ilustrados  y  celosos  del  cumplimiento  de 
sus  deberes  ? 

Ese  respetable  consejo  se  dignará  considerar  estas  interrogaciones. 
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y  ha  de  servirse  tener  presente,  no  sólo  que  la  universidad  católica 
funciona  hace  ya  varios  años  sin  gozar  de  la  equivalencia  de  estudios, 
sino  también  que  teniendo  derecho  á  aspirar  á  la  independencia  abso- 
luta por  medio  de  la  ley  de  libertad  de  enseñanza  superior  se  conforma, 
por  ahora,  con  la  simple  incorporación  ó  equivalencia  de  estudios  en 
la  forma  permitida  para  los  estudiantes  de  segunda  enseñanza,  esto 
es,  como  regulares,  y  con  exámenes  ante  tribunales  mixtos,  en  cuyo 
mínimum  de  garantías  nos  acompaña  el  propio  consejero  disidente  de  la 
Facultad  oficial,  el  doctor  Dellepiane. 

Recuerde  también  el  honorable  Consejo  superior  que  no  liemos  bus- 
cado, ni  buscamos,  una  reglamentación  de  fayor  :  queremos  la  incor- 
poración reglamentaria  para  todos  los  institutos  superiores.  Pedimos 
solamente  justicia. 


Dios  guarde  al  señor  rector 


Luis  Duprat, 

Rector 


Buenos  Aires,  junio  2  de   igiS. 

Al  señor  ministro  de  Justicia  é  Instrucción  pública. 

El  consejo  de  la  universidad  católica  ha  creído  que  el  dictamen  del 
Consejo  superior  déla  universidad  de  esta  capital  recaído  en  la  solicitud 
de  reglamentación  del  artículo  6°  de  la  ley  984  sobre  libertad  de  estu- 
dios, no  puede  ser  definitivo,  en  el  sentido  de  que  no  basta  él.  para 
poner  término  á  la  gestión  que  la  universidad  católica  ha  promovido 
mediante  la  ya  mencionada  solicitud:  y  teniendo  conocimiento  de  que 
el  expediente  de  la  referencia  ha  sido  elevado  al  ministerio,  ha  resuelto 
proseguir  su  gestión  ante  el  poder  ejecutivo  de  la  nación,  insistiendo 
en  la  fundamental  de  su  pedido  y  aduciendo,  por  vía  de  ampliación  á 
las  consideraciones  ya  presentadas  á  V.  E.  y  á  los  miembros  del  Ilustre 
consejo  de  la  universidad  nacional,  las  razones  que  tiene  que  oponer  al 
dictamen  aprobado  por  la  mayoría  de  ese  alto  cuerpo. 
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JURISDICCIÓN 
¿QUIÉNES  SON   LAS  AUTORIDADES    COMPETENTES  EN    ESTE   ASUNTO? 

Si  se  trata  este  punto  en  primer  término,  es  no  sólo  porque  así 
lo  exige  la  propia  naturaleza  de  la  cuestión  que  envuelve,  sino  para 
levantar  el  cargo  dirigido  á  la  universidad  católica  por  la  mayoría  del 
consejo  directivo  de  la  Facultad  de  derecho,  al  manifestar  que  su  soli- 
citud ha  sido  desde  su  origen  mal  encaminada  y  que  el  poder  ejecutivo 
no  debió  ni  siquiera  darle  curso  por  versar  sobre  un  asunto  que  está 
fuera  de  su  jurisdicción. 

Demostrado  que  la  materia  es  de  la  competencia  del  poder  ejecutivo, 
quedará  demostrado,  además,  que  la  universidad  católica  procede  co- 
rrectamente al  solicitar  nuevamente  ante  V.  E.  la  reglamentación  de 
la  ya  mencionada  ley. 

Aparte  de  la  facultad  constitucional  que  asiste  al  poder  ejecutivo  para 
reglamentar  toda  ley  sancionada  por  el  Congreso  de  la  nación,  su  inter- 
vención en  la  materia  regida  por  ios  artículos  i°  y  6°  de  la  ley  gS/j, 
llamada  de  libertad  de  enseñanza,  es  reclamada  por  la  propia  índole  y 
extensión  de  los  preceptos  contenidos  en  esas  dos  partes  de  la  ley,  en  lo 
atingente  á  la  enseñanza  superior,  del  mismo  modo  que  lo  fué  cuando 
intervino  el  poder  ejecutivo  dictando,  en  el  momento  que  juzgó  opor- 
tuno, el  decreto  reglamentario  de  las  disposiciones  que  esa  misma  ley 
contiene  en  lo  referente  á  la  enseñanza  secundaria. 

En  efecto:  la  ley  prescribe  en  su  artículo  6°,  como  un  requisito  indis- 
pensable para  que  los  alumnos  de  los  institutos  particulares  puedan 
incorporarse  en  los  facultades  universitarias,  que  dichos  institutos  exis- 
tan en  las  condiciones  requeridas  por  el  artículo  i°  de  la  misma  ley, 
tendientes  todas  á  asegurar  la  existencia  de  cursos  regulares  y  la  seriedad 
de  los  estudios.  Así,  pues,  exige  que  aquellos  institutos  pasen  anual- 
mente al  ministerio  de  Instrucción  pública  la  nómina  de  los  alumnos 
matriculados  en  cada  uno  de  los  cursos  y  los  programas  de  los  mismos ; 
que  el  plan  de  estudios  comprenda  las  mismas  materias  que  el  de  los 
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institutos  nacionales;  y  que  sus  directores  suininlstren  al  gobierno  los 
informes  del  caso  y  consientan  que  el  misino  haga  presenciar  los  exá- 
menes, debiendo  además  publicar  el  resultado  de  éstos. 

De  esta  parte  de  la  ley  ya  se  deduce  que  es  del  resorte  exclusivo  del 
poder  ejecutivo  la  reglamentación  de  las  relaciones  que  ella  establece 
entre  los  institutos  y  el  gobierno,  determinándose  con  la  generalidad 
propia  de  toda  ley  el  procedimiento  á  seguirse  para  el  cumplimiento 
de  los  requisitos  fijados  en  la  misma.  Y  entre  las  particularidades  de  lá 
reglamentación  se  presenta  como  característica  de  la  competencia  exclu- 
siva del  poder  ejecutivo  aquella  por  la  cual  se  establezca  si  esos  requisi- 
tos han  de  cumplirse  ó  no  directamrnte  ante  el  ministerio  de  instrucción. 

Surge,  por  otra  parte,  del  caráter  nacional  de  la  ley  su  aplicabilidad 
en  toda  la  nación,  ó  sea,  que  lo  mismo  puede  producir  sus  electos  en 
esta  capital  federal  como  en  cualesquiera  de  las  catorce  provincias,  y  es 
evidente  que  su  reglamentación  debe,  por  consiguiente,  contemplar  no 
sólo  el  caso  de  los  institutos  particulares  cuyos  alumnos  hayan  de  incor- 
porarse á  la  universidad  nacional  de  Buenos  Aires,  sino  también  el  de 
aquellos  institutos  provinciales  ó  particulares  que  á  los  mismos  fines  de 
la  incorporación  de  sus  alumnos  los  presenten  á  examen  en  las  universi- 
dades de  Córdoba  ó  de  La  Plata  ó  en  cualquiera  otra  que  el  gobierno 
de  la  nación  llegare  á  fundar. 

Las  razones  que  quedan  expuestas  demuestran  con  claridad  meridia- 
na, que  al  poder  ejecutivo  corresponde  en  primer  lugar  la  reglamen- 
tación de  la  ley,  lo  cual  no  obsta  á  la  participación  ó  colaboración  que 
ella  asigna  á  los  consejos  directivos  de  las  universidades  en  lo  relativo  á 
la  determinación  de  la  forma  en  que  ha  de  ser  rendida  la  prueba  de 
suficiencia  por  parte  de  los  alumnos,  en  cuyo  favor  se  pida  la  incorpo- 
ración. 

Y  como  este  punto  debe  ser,  según  la  ley,  materia  de  una  ó  más 
disposiciones  de  los  estatutos  universitarios  (el  ya  citado  artículo  9°), 
puede  agregarse  que  aun  á  este  respecto  procede  la  intervención  del 
Poder  ejecutivo  en  virtud  de  su  facultad  legal  de  aprobar  ó  desaprobar 
los  mencionados  estatutos  (art.  2°  de  la  ley  1679). 

En  vista  de  los  términos  absolutos  en  que  ha  sido  desconocida  la 
jurisdicción  del  poder  ejecutivo  por  la  mayoría  del  consejo  directivo  de 
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la  facultad  de  derecho,  según  el  dictamen  publicado  en  la  prensa  diaria, 
es  necesario  agregar  otras  consideraciones  tendientes  á  demostrar  que  la 
ya  mencionada  intervención  del  gobierno  no  implica  por  sí  misma  un 
desconocimiento  de  la  autonomía  universitaria. 

La  independencia  inherente  al  gobierno  autónomo  de  un  intitulo  de 
enseñanza,  no  es  ni  puede  ser  afectada  porque  otra  autoridad,  la  com- 
petente en  el  caso,  díctelas  reglas  á  que  deben  subordinarse  los  alumnos 
de  otros  institutos  mientras  tengan  ese  carácter,  es  decir,  hasta  que 
pasen  por  la  incorporación  á  ser  alumnos  del  primer  instituto. 

Ese  es  el  caso  en  que  se  encuentran  las  universidades  nacionales  y  sus 
diversas  facultades  con  relación  á  la  ley  de  libertad  de  enseñanza,  cuyas 
disposiciones  no  pueden  ser  invalidadas  ó  desvirtuadas  á  título  de  la 
economía  acordada  á  aquellas  ni  tampoco  á  título  de  la  jurisdicción 
que  exclusivamente  les  corresponde  dentro  de  sus  propios  institutos. 

Así,  pues,  la  atribución  de  fijar  las  condiciones  de  ingreso  á  dichas 
facultades,  como  la  de  establecer  las  épocas,  orden  y  forma  de  las  prue- 
bas de  suficiencia  no  pueden  ser  invocadas  como  fundamento  de  una 
jurisdicción  exclusiva  sobre  institutos  de  enseñanza  y  sobre  alumnos 
cuya  situación  está  regida  por  la  ley  especial  que  directamente  los 
comprende. 

Esa  ley  que  es  la  del  78,  no  ha  sido  derogada  ni  modificada  por  la 
ley  orgánica  de  las  universidades  nacionales,  siendo  de  advertir  que  ni 
esta  ley  ni  los  estatutos  calcados  sóbrela  misma,  hacen  mención  ni 
comtemplan  en  modo  alguno  la  situación  de  los  alumnos  de  institutos 
de  enseñanza  superior  á  que  la  ley  del  78  alude. 

El  texto  de  esta  misma  ley,  al  expresar  que  la  forma  del  examen  con 
respecto  á  aquellos  alumnos,  debe  ser  lo  que  los  estatutos  universitarios 
dispongan,  no  admite  la  interpretación  de  que  esa  forma  pueda  ser 
fijada  por  los  reglamentos  de  cada  una  de  las  facultades,  porque  esto 
importaría  admitir  una  delegación  ó  una  absorción  do  la  atribución 
conferida  por  la  ley  á  los  consejos  superiores  de  las  universidades  y  al 
poder  ejecutivo  de  la  nación. 

Tal  interpretación  no  tiene  tampoco  cabida  dentro  del  espíritu  de  la 
ley  del  78,  como  fácilmente  se  advierte  con  sólo  recordar  que  por  ella 
ha  sido  prescripta  la  forma  y  modo  en  que  han  de  ser  compuestas  las 
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comisiones  examinadoras  para  los  alumnos  de  los  institutos  de  segunda 
enseñanza,  garantizándoles  así  la  estabilidad  de  esa  forma  y  la  condi- 
ción de  imparcialidad  en  cuanto  al  modo  de  componer  el  tribunal  exa- 
minador. Por  idénticos  motivos,  esa  ley  ba  prescripto,  al  referirse  á  los 
de  la  enseñanza  superior,  que  la  forma  del  examen  sea  determinada  en 
los  estatutos  universitarios,  que  tienen  más  estabilidad  que  los  regla- 
mentos de  las  facultades  y  que  ofrecen  mayor  grado  de  imparcialidad, 
dado  que  en  toda  disposición  del  estatuto  debe  ser  sometida  á  la  apro- 
bación del  poder  ejecutivo  de  la  nación . 


INCORPORACIÓN,     personería    PARA    SOLICITARLA 

Dilucidado  el  punto  de  la  jurisdicción,  es  el  caso  de  definir  la  posición 
de  la  universidad  católica  en  este  asunto,  ya  que  se  ba  expresado,  como 
uno  de  los  fundamentos  del  dictamen  del  Consejo  superior  universitario 
que  la  ley  del  78  no  concede  derecbos  de  incorporación  á  los  institutos 
creados  por  particulares  ó  gobiernos  de  provincias,  sino  simplemente  la 
incorporación  de  estudiantes  que  abandonando  las  aulas  de  esos  insti- 
tutos deseen  ingresar  á  las  de  las  facultades  oficiales. 

Esta  declaración  obliga  desde  luego  á  presentar  la  siguiente  rectifica- 
ción: lo  que  ha  pedido  la  universidad  católica,  como  puede  verse  en  la 
parte  final  de  su  solicitud,  no  es  que  se  conceda  inmediatamente  á  ella  ó 
á  sus  alumnos  la  incorporación  á  un  determinado  instituto  nacional. 

Los  referidos  derecbos  de  incorporación  requieren  para  ser  efectivos 
que  previamente  sea  reglamentada  la  ley  que  los  declara,  y,  por  tal 
motivo,  la  universidad  católica  se  presentó  ante  V.  E.  pidiendo  se 
sirviera  disponer  que  el  ilustre  consejo  superior  de  la  Universidad  de 
Buenos  Aires  formulase  la  reglamentación  prescripta  en  el  artículo  6° 
de  la  ley  984  y  la  elevara  á  V.  E. 

Es  obvio  que  la  expresada  solicitud,  no  es  más  que  un  acto  prepara- 
torio de  la  que  ha  de  presentarse  una  vez  reglamentada  la  incorpora- 
ción establecida  en  la  ley ;  pero  aun  suponiendo  que  se  tratara  ya  de 
una  petición  concreta  de  incorporación,  no  podría  desconocerse  la  per- 


78o  ANALES  DE  LA  FACULTAD  DE  DERECHO 

sonería  de  la  universidad  católica,  como  la  de  todo  instituto  de  ense- 
ñanza, para  gestionar  y  obtener  para  sus  alumnos  los  derechos  y  bene- 
ficios que  les  correspondan  en  carácter  de  tales:  y  esa  personería  estaría 
por  otro  lado,  sobradamente  abonada  con  la  suya  propia  para  actuar  en 
todo  lo  concerniente  á  las  condiciones  y  requisitos  que  deben  ser  llena- 
dos, según  lo  prescribe  la  ley,  por  los  mismos  institutos  á  que  pertene- 
cen los  alumnos  que  hayan  de  obtener  la  incorporación. 

Y  aquí  es  oportuno  recordar,  sin  desvirtuar  con  esto  la  precedente 
consideración,  que  en  su  primera  solicitud  ya  manifestó  la  universidad 
católica  que  no  pedía  la  reglamentación  para  su  caso  concreto,  sino  en 
los  términos  amplios  y  generales  previstos  en  la  ley. 

Cierto  es  que  en  otro  lugar  de  aquella  solicitud  y  en  la  exposición 
que  posteriormente  presentó  la  universidad  católica  á  los  señores  miem- 
bros del  honorable  Consejo  superior,  se  han  empleado  también  los  tér- 
minos ((  incorporación  universitaria  »  y  algún  otro  equivalente  ;  pero  no 
es  menos  cierto  que  con  ellos  se  ha  querido  expresar  el  mismo  concepto 
que  al  hablar  de  «  asimilación  de  institutos  »  y  c(  equivalencia  de  estu- 
dios )),  siendo  unos  y  otros  de  uso  corriente  para  significar  la  situación 
creada  por  la  ley  de  libertad  de  enseñanza  á  los  institutos  que  pre- 
paran á  los  estudiantes  beneficiados  directamente  con  la  incorpora- 
ción. 

Consignadas  las  precedentes  rectificaciones  que  se  refieren  al  primer 
considerando  del  dictamen  del  honorable  Consejo  superior,  correspon- 
de ya  tratar  la  cuestión  de  fondo,  involucrada  en  la  conclusión  final. 


LA   LEY  DEL   78.    Sü   INTERPRETACIÓN 


En  la  citada  conclusión  se  declara  que  el  honorable  consejo  entiende 
que  no  es  posible  acceder  al  pedido  de  la  universidad  católica  en  el  es- 
tado acfual  de  la  legislación. 

Conviene  á  la  claridad  de  la  exposición  comenzar  por  deslindar  lo 
que  la  universidad  católica  ha  entendido  y  entiende  que  es  un  derecho 
ó  una  franquicia  acordada  expresamente  por  el  texto  de  la  ley,  de  aque- 
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lio  que  ha  expresado  como  una  aspiración  basada  en  los  antecedentes  y 
en  el  espíritu  de  nuestra  legislación  en  materia  de  libertad  de  ense- 
ñanza. 

Del  primer  punto  de  vista  ha  sostenido,  al  fundar  su  pedido  de  re- 
glamentación de  la  ley,  que  ésta  acuerda  el  derecho  de  incorporación  en 
las  facultades  universitarias  á  los  alumnos  de  los  institutos  provincia- 
les ó  particulares  que  cumplan  los  requisitos  de  la  ley  del  78  ;  y  ha 
sostenido,  dentro  del  mismo  concepto,  que  esos  alumnos  deben  ser  con- 
.siderados  como  estudiantes  regulares. 

En  el  segundo  caso  se  encuentra  la  manifestación  referente  á  que 
.aquellos  alumnos  sean  examinados  por  mesas  ó  tribunales  mixtos. 

En  el  dictamen  del  honorable  Consejo  superior  de  la  Universidad 
nacional  se  declara  que  la  ley  acuerda  á  tales  alumnos  el  derecho  de  la 
incorporación,  se  desestima  lo  relativo  á  las  mesas  mixtas  y,  en  cuanto 
al  carácter  de  estudiantes  libres,  sólo  puede  decirse  que  hay  un  pro- 
nunciamento  explícito  sobre  el  punto. 

Con  sujeción  al  criterio  que  informa  el  citado  dictamen  ha  podido 
ser  proyectadada,  por  consiguiente,  la  reglamentación  de  la  ley  en  la 
parte  que  debe  ser  materia  de  disposición  de  los  estatutos  universita- 
rios, puesto  que  ha  sido  reconocido  el  derecho  primordial  de  la  incor- 
poración. 

Este  antecedente  sería  una  razón  bastante  á  fundar  la  insisten- 
cia de  la  universidad  católica  en  su  pedido  de  reglamentación  déla  ley; 
pero  se  considera  con  derecho  y  en  el  deber  de  demostrar  que  las  afir- 
maciones y  conclusiones  que  acompañan  su  petición,  tienen  todas  sóli- 
do fundamento  en  el  estado  actual  de  la  legislación. 

Es  necesario,  por  lo  tanto,  que  esa  demostración  sea  basada  princi- 
palmente en  el  texto  de  la  ley  del  78,  complementada  aquella  con  los 
antecedentes  parlamentarios  que  se  registran  en  los  libros  de  actas  de 
las  sesiones  en  que  esa  ley  fué  elaborada  y  sancionada. 

En  el  orden  lógico  de  las  ideas  corresponde  empezar  con  la  exposi- 
ción de  los  antecedentes  legislativos.  El  primer  proyecto  de  ley  fué  pre- 
sentado y  sancionado  en  el  Senado.  Pasado  á  la  Cámara  de  diputados, 
la  respectiva  comisión  lo  substituyó  con  otro  que  sirvió  de  base  á  la  dis- 
•cusión  y  el  cual  fué  á  su  vez  modificado  en  el  curso  de  ella,  resultando 
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así  una  tercera  forma  que  fué  la  definitiva,  por  cuanto  el  proceso  le- 
gislativo terminó  con  la  sanción  dada  por  el  senado  al  proyecto  modi- 
ficado y  aprobado  por  la  otra  cámara. 

Siguiendo  esa  evolución  de  la  ley  en  los  resultados  definitivos  que 
surgen  sucesivamente  de  la  deliberación  y  discusión  de  los  diversos  pro- 
yectos, se  llega  seguramente  al  conocimiento  exacto  de  la  ley. 

El  senado  arribó  con  su  primera  sanción  al  siguiente  resultado  :  que, 
en  materia  de  enseñanza  universitaria,  solamente  los  alumnos  de  ins- 
titutos establecidos  por  autoridad  de  los  gobiernos  de  provincia  ten- 
drían derecho  á  la  incorporación  en  los  institutos  nacionales  para  seguir 
el  curso  que  les  correspondiera  con  arreglo  á  sus  certificados  y  sin  más 
formalidad  ni  condición  que  la  de  que  goza  el  plan  de  estudios  fuese 
análoga  y  comprendiera  las  mismas  materias  de  enseñanza,  y,  en  cuan- 
to á  la  obtención  de  grados  científicos,  los  solititantes  deberán  desem- 
peñar la  tesis,  rendir  los  exámenes  generales  y  someterse  á  todas  las 
pruebas  y  á  las  demás  formalidades  prescriptas  por  los  estatutos  univer- 
sitarios (art.  3°  y  4°  del  primitivo  proyecto.  Camarade  senadores). 

Conviene  tomar  nota  de  que  en  el  referido  proyecto  del  senado  ya  se 
reconocía  el  carácter  de  estudiantes  regulares  á  los  alumnos  en  cuyo  fa- 
vor se  establecía  la  incorporación,  y  de  un  modo  tan  acentuado  que  se 
les  dispensaba  de  todo  examen  previo,  puesto  que  los  certificados  ema- 
nados de  los  institutos  provinciales  de  donde  procedían  les  hubiera 
bastado  para  seguir  el  curso  correspondiente  á  la  par  de  los  alumnos  de, 
los  institutos  nacionales. 

Es  digno  también  de  ser  señalado  el  antecedente  de  que  en  dicho 
proyecto  no  son  mencionados  para  nada  los  institutos  de  enseñanza  su- 
perior de  fundación  privada  ó  particular,  cuyo  antecedente  y  el  de  no 
haber  existido  en  la  época  del  proyecto  instituto  alguno  de  tal  carácter 
ú  origen,  es  la  mejor  refutación  de  la  afirmación,  excesivamente  aven- 
turada, que  ha  aparecido  publicada  como  uno  de  los  fundamentos  del 
informe  votado  por  la  mayoría  de  las  comisiones  que  estudiaron  este 
asunto  en  el  seno  de  la  facultad  nacional  de  derecho,  afirmación  según 
la  cual  se  atribuye  carácter  transitorio  y  una  caducidad  que  no  se  ha 
producido  á  la  cláusula  por  la  que  fueron  equiparados  los  institutos 
particulares  á  los  provinciales,  cláusula  que  fué  agregada   por  la  cama- 
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ra  de  diputados  y  convertida  después  en  parte  integrante  de  la  ley  en 
Airtud  de  la  última  sanción  del  senado. 

Continuando  el  examen  retrospectivo  del  proceso  legislativo,  corres- 
ponde exponer  ahora  las  conclusiones  á  que  llegó  en  su  estudio  la  res- 
pectiva comisión  de  la  Cámara  de  diputados.  Están  condensadas  en  su 
proyecto  de  ley,  que  en  la  parte  dedicada  á  la  enseñanza  superior,  son 
éstas : 

I"  Incorporación  en  favor  de  los  alumnos  procedentes  de  institutos 
establecidos  por  autoridad  de  los  gobiernos  de  provincia,  en  las  mismas 
condiciones  que  las  formuladas  en  el  primitivo  proyecto  del  senado  y 
con  la  única  variante  de  que  al  tratarse  de  la  opinión  á  grados  científi- 
cos, se  hizo  mención  de  la  tesis  y  de  los  exámenes  generales,  expresán- 
dose simplemente  que  tal  opción  sólo  podría  tener  lugar  con  sujeción  á 
las  prescripciones  de  los  estatutos  universitarios  (art.  4°  y  6°), 

2"  Introducción  por  primera  vez  de  la  franquicia  de  la  incorporación 
como  un  derecho  reconocido  también  á  los  alumnos  de  los  institutos 
particulares  de  enseñanza  profesional  con  la  misma  amplitud  que  la 
acordada  á  los  procedentes  de  los  institutos  provinciales  (art.  5"  y 
6«). 

Quedaban,  pues,  subsistentes  el  carácter  de  estudiantes  regulares  re- 
conocido á  los  expresados  alumnos  en  el  proyecto  originario  y  también 
la  validez  de  los  certificados  de  examen  expedidos  por  los  institutos  de 
donde  egresaran  para  pasar  á  la  universidad  nacional. 

Entrando,  por  fin,  al  último  período  de  la  deliberación  legislativa  se 
llega  al  texto  de  la  ley  vigente,  el  cual  presenta  con  relación  á  los  pro- 
yectos ya  examinados,  las  siguientes  variantes  : 

i^  Se  impuso  como  condición  para  la  incorporación  de  los  alum- 
nos de  los  institutos  provinciales  y  particulares,  que  unos  y  otros  lle- 
naran los  mismas  requisitos  exigidos  á  los  de  enseñanza  secundaria 
(contenidos  en  el  art.  i"  de  la  ley)  á  saber  :  comunicar  anualmente  al 
ministerio  de  Instrucción  pública  la  nómina  de  los  matriculados  y  los 
programas  de  los  cursos  :  dar  la  enseñanza  bajo  un  plan  de  estudios 
que  comprendan  las  mismas  materias  que  el  de  los  institutos  nacionE^- 
les  ;  registrar  y  publicar  las  clasificaciones  resultantes  de  los  exámenes: 
y,  sin  excepción  alguna,  los  demás  enumerados  en  el  citado  artículo  i". 
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Es  de  advertir,  desde  luego,  que  la  expresada  condición  es  precisa- 
mente la  que  ha  sido  impuesta  en  la  parte  que  dice  :  «  que  existen  en 
las  condiciones  requeridas  por  el  artículo  1°  «,  que  equivale  á  decir  «  con 
tal  que  existan  en  dichas  condiciones  »  ó  «  siempre  que  llenen  los  re- 
quisitos establecidos  por  aquel  artículo».  No  tiene,  por  lo  tanto,  asi- 
dero ni  fundamento  alguno  la  antojadiza  afirmación,  también  publica- 
da por  la  prensa  diaria,  de  que  esas  palabras  del  texto  legal  significan 
una  disposición  de  carácter  transitorio,  alusión  á  institutos  que  funcio- 
naban en  la  época  del  debate  parlamentario  : 

2'  Fueron  refundidas  en  el  artículo  6°  todas  las  disposiciones  relati- 
vas á  la  enseñanza  superior  ó  profesional,  las  cuales  figuraban  en  tres 
de  los  artículos  del  provecto  de  la  comisión  déla  Cámara  de  diputados  : 
y,  por  último  se  introdujo  la  modificación  de  fondo,  consistente  en 
que,  además  de  las  aprobaciones  en  los  exámenes  rendidos  por  los 
alumnos  en  sus  respectivos  institutos,  han  de  someterse  á  un  examen 
previo  á  la  incorporación  y  en  la  forma  que  lo  dispongan  los  estatutos 
universitarios. 

Es  el  momento  de  sintetizar  la  exposición  analítica  del  proceso  le- 
gislativo que  terminó  con  la  sanción  de  la  ley  de  libertad  de  estudios 
(núni.  394).  Sus  disposiciones  en  materia  de  enseñanza  superior  están 
consignadas  en  sus  artículos  1°  }  6°  y  han  sido  reproducidas,  aunque 
por  partes,  en  el  curso  de  este  escrito,  correspondiendo  en  consecuen- 
cia, resumir  en  lo  substancial  las  declaraciones  contenidas  en  su  texto, 
qiue  son  las  siguientes  : 

I'  Tienen  derecho  á  la  incorporación  los  alumnos  de  los  institutos 
fundados  por  gobiernos  de  provincia  ó  por  particulares. 

2*  La  incorporación  se  obtiene  previo  examen  de  las  materias  que 
aquellos  hubieren  cursado  en  dichos  institutos  y  los  habilita  á  seguir  el 
correspondiente  curso  en  las  facultades  nacionales. 

3'  Es,  además,  condición  indispensable  para  usar  del  derecho  á  la 
incorporación  que  los  mencionados  institutos  llenen  todos  los  requisitos 
que  la  misma  ley  prescribe  en  lo  relativo  á  matrículas,  programas,  plan 
de  estudios,  informes  sobre  la  enseñanza,  exámenes  y  clasificaciones. 

Ahora  bien  :  todas  estas  declaraciones,  que  son  otras  tantas  disposi- 
ciones de  la  ley,  justifican  plenamente  la  petición  de  la  universidad  ca- 
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tólica,  puesto  que  ninguna  de  ellas  puede  hacerse  efectiva  por  la  Calla 
de  la  correspondiente  reglamentación,  y  justifican  del  mismo  modo  sus 
afirmaciones  referentes  á  la  existencia  y  modalidades  del  derecho  que  la 
ley  acuerda  á  sus  alumnos  y  á  los  de  todo  otro  instituto  congénere,  á 
ser  incorporados  en  los  respectivos  cursos  de  las  universidades  nacionales. 

Justifican,  finalmente,  su  afirmación  de  que  los  mencionados  alum- 
nos deben  ser  considerados  como  estudiantes  regulares.  Esta  es  la  única 
calificación  que  les  corresponde  en  presencia  del  texto  de  los  artículos  i" 
y  6"  ya  citados,  cuyas  disposiciones  han  de  ser  examinadas  conjunta- 
mente, dada  la  estrecha  relación  que  la  misma  ley  ha  establecido  entre 
ellas,  —  para  ser  interpretadas  en  su  verdadero  concepto. 

Más  aun  :  la  calificación  está  contenida  en  la  ley,  pues  las  mismas 
condiciones  y  requisitos  que  impone  á  los  institutos  y  sus  alumnos,  son 
al  mismo  tiempo  elementos  constitutivos  de  la  definición  exacta  de  lo 
que  es  un  estudiante  regular,  á  saber  ;  el  que  sigue  cursos  regulares  se- 
^ún  la  expresión  del  mismo  texto  de  la  ley,  en  institutos  sometidos  á 
reglas  prescriptas  por  ella  como  una  garantía,  no  sólo  de  la  regularidad 
de  los  cursos,  sino  también  de  la  seriedad  y  eficacia  de  su  enseñanza  y 
de  que  ésta  comprenda  específica  é  integralmente  los  mismos  estudios 
establecidos  para  los  alumnos  regulares  de  los  institutos  nacionales  en 
sus  respectivos  planes  de  enseñanza,  y  con  el  aditamento  de  la  obliga- 
ción de  probar  la  suficiencia  de  los  estudiantes  por  medio  de  exámenes 
sometidos  á  la  inspección  del  gobierno. 

¿Qué  más  puede  exigirse  como  demostración  de  la  exactitud  y  fun- 
damento legal  de  la  caliíicación  de  estudiantes  regulares,  que  la  univer- 
sidad católica  ha  afirmado  y  alirma  ser  la  que  corresponde  á  los  alu ni- 
ños en  el  momento  de  su  presentación  al  examen  que  la  ley  prescribe 
como  acto  previo  á  la  incorporación  ? 


IV 

MESAS  EXAMINADORAS   MIXTAS 

La  universidad  católica  ha  manifestado  desde  la  iniciación  de  su  ins- 
tancia en  pro  de  la  efectiva  libertad  de  enseñanza,   la   aspiración  á  que 
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SUS  alumnos,  y  con  ellos  á  todos  los  que  hagan  sus  esludios  en  cual- 
quier otro  instituto  libre,  se  les  examine  por  tribunales  mixtos  forma- 
dos en  manera  análoga  á  la  establecida  con  respecto  á  los  institutos  de 
enseñanza  secundaria. 

Ya  se  ha  declarado  en  otra  parte  de  este  escrito  que  esa  forma  de  me- 
sas examinadoras  no  está  expresamente  prescripta  en  el  texto  de  la  ley 
del  78.  Corresponde,  pues,  en  este  lugar,  demostrar  que  está  anqjara- 
da  por  las  mismas  razones  que  determinaron  su  adopción  para  los  es- 
tablecimientos de  la  secunda  enseñanza  y  por  otros  motivos,  tan  fun- 
dados como  aquellas,  que  tienen  su  causa  en  hechos  posteriores  á  la 
ley. 

Demostrado  lo  primero,  se  habrá  demostrado  que  armoniza  con  el 
espíritu  de  la  ley  :  y,  en  tal  sentido,  es  necesario  empezar  por  dejar 
bien  establecido  que  la  circunstancia  de  no  haber  sido  incluido  en  ella 
el  mencionado  sistema  de  los  tribunales  mixtos  cuando  se  discutió  y 
fueron  votadas  las  disposiciones  referentes  á  la  enseñanza  superior,  — 
no  significa  en  manera  alguna  que  hubo  una  eliminación  deliberada  so- 
bre ese  particular  y  ni  siquiera  que  haya  sido  una  consecuencia,  direc- 
ta ni  indirecta,  de  algunas  modificaciones  ó  mociones  hechas  durante 
la  discusión  parlamentaria. 

Bastará  recordar  para  dejar  sentado  de  un  modo  incontrovertible, 
que  es  completamente  exacta  la  anterior  proporción,  que  por  los  dos. 
proyectos  de  lev  que  sirvieron  de  base  á  la  actualmente  en  vigencia  se 
exonera  por  completo  á  los  alumnos  de  institutos  superiores  ó  de  ense- 
ñanza  profesional,  de  todo  examen  en  los  institutos  nacionales,  pues  se 
declaraba  como  único  título  para  probar  la  suficiencia  de  los  que  ha- 
bían de  incorporarse,  los  propios  certificados  expedidos  por  lo<  institu- 
tos de  donde  procedían. 

El  requisito  del  examen  previo  á  la  incorporación  fué  introducido  en. 
las  antesalas  de  la  Cámara  de  diputados  y  sin  debate  parlamentario  fué 
votado,  como  presentado  por  la  misma  comisión  redactora  del  proyecta 
correspondiente  á  dicha  cámara,  cuando  estaba  por  tocar  á  su  fin  la  vo- 
tación de  dicho  proyecto.  Así  consta  en  el  respectivo  libro  del  Diario 
de  sesiones. 

\o  hubo,  por  consiguiente,  eliminación  ni  oposición  y  ni  siquiera  un 
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pronunciamiento  en  cualquier  sentido,  favorable  o  deslavoraljle,  por  la 
sencilla  razón  de  que  en  ninguna  de  las  dos  cámaras  hubo  oportunidad 
ni  caso  de  ocuparse  de  nuevos  examinadores,  en  lo  que  respecta  á  la 
enseñanza  superior. 

Hay  que  hacer  notar,  por  otro  lado,  que  la  forma  del  examen  previo 
cjuedaba  librada,  según  la  modificación  así  propuesta  y  votada,  á  una 
reglamentación  futura,  por  cuanto  los  estatutos  déla  universidad  de 
Córdoba  (la  única  nacional  que  existía  en  aquella  época)  nada  disponían 
sobre  el  particular. 

Ahora  que,  por  primera  vez,  se  trata  de  esa  reglamentación,  es  el 
momento  de  considerar  si  el  sistema  de  las  mesas  mixtas  es  ó  no  conve- 
niente a  los  elevados  fines  é  intereses  generales  de  la  enseñanza  y  si  esa 
medida  es  en  sí  misma  equitativa,  digna  de  la  cultura  de  nuestro  país 
y  si  encuadra  en  los  conceptos  y  tendencias  fundamentales  de  nuestras 
leyes. 

Esta  cuestión,  de  suyo  tan  vinculada  á  la  garantía  constitucional  de 
la  libertad  de  enseñar  y  de  aprender,  fué  precisamente  la  materia  prin- 
cipal del  célebre  debate  parlamentario  del  78  y  el  punto  que  mayor- 
mente preocupó,  dentro  y  fuera  del  Congreso,  los  espíritus  atentos  á  to- 
do lo  que  atañe  al  progreso  intelectual  del  país  ó  afecte  alguna  de  las 
libertades  declaradas  en  la  constitución. 

Inoficioso  sería  repetir  aquí  lo  que  está  escrito  en  las  actas  de  aque- 
llas memorables  sesiones,  desde  c|ue  ya  constituye  un  serio  fundamento 
de  la  tesis  c|ue  la  Universidad  católica  sostiene,  la  solución  dada  á  la 
cuestión  por  las  dos  cámaras  del  Congreso.  En  ambas  prevaleció  la  len- 
dencia  á  hacer  efectivos  por  medios  prácticos  los  derechos  correlativos  á 
la  libertad  de  estudios,  tendencia  beneficiosa  y  progresista  de  verdad, 
que  no  se  satisface  con  libertades  escritas  y   sin  realidad  en  los  hechos. 

¿  Cómo  dudar,  dada  la  firmeza  de  las  convicciones  que  pusieron  de 
relieve  las  incidencias  del  vivo  y  prolongado  debate  parlamentario,  que 
hubiese  quedado  sin  prevalecer  esa  misma  tendencia  si  al  tratarse  de  la 
enseñanza  superior  hubieran  recaído  la  discusión  y  la  votación  sobre  la 
misma  tesis  que  salió  triunfante  en  la  parte  de  la  ley  referente  á  la  en- 
señanza secundaria  ? 

No  cabe  la  duda,  porque  las  razones  que  decidieron  el  voto  de  la  ma- 
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yoría  do  los  diputados  y  de  los  sonadores  lienon  idénlira  aplicación  y 
eficacia  con  respecto  á  una  y  otra  enseñanza.  Y  puede  decirse  que  son 
aún  más  decisivas  en  el  caso  de  la  enseñanza  profesional,  porque  ade- 
más concurre  este  otro  motivo  :  la  mejor  preparación  y  mayor  capaci- 
dad do  los  esludianles,  c|ue  se  traduce  en  la  mayor  adaptación  de  la  li- 
bertad de  estudios  proporcionalmente  al  mayor  grado  de  cultura  inte- 
lectual; y  por  otro  lado  la  mayor  seriedad  é  importancia  de  los  institu- 
tos de  enseñanza,  acompañadas  con  la  mayor  ilustración  y  responsabi- 
lidad del  cuerpo  docente.  Las  expresadas  gradaciones  tienen,  como  es 
notorio,  su  natural  evolución  y  progresión  ascendente,  desde  la  modes- 
ta escuela  de  campaña  basta  la  más  encumbrada  universidad. 

Y  volviendo  al  debate  parlamentario  es  oportuno  recordar  aquí  (|uc 
la  razón  que  prevaleció  sobre  todas  las  demás,  y  que  es  en  verdad  el  eje 
y  fundamento  principal  del  sistema  de  los  tribunales  mixtos,  —  fué  la 
que  son  éstos  un  preventivo  y  una  seguridad  contra  los  efectos  de  ese 
celo  excesivo,  convertido  mucbas  veces  en  injusta  severidad,  que  es  el 
producto  natural  (como  que  es  inherente  á  la  naturaleza  humana)  dolo 
que  es  llamado  comunmente  «  espíritu  de  cuerpo  ». 

Y  si  es  lógico  suponer  que  esa  razón  fundamental  hubiera  determi- 
nado una  votación  idéntica  en  uno  y  otro  caso,  porque  tanto  es  valede- 
ra con  relación  á  la  enseñanza  superior  como  lo  fué  con  respecto  á  la 
secundaria,  —  es  igualmente  lógico  deducir  de  ese  y  de  los  demás  an- 
tecedentes legislativos  ya  invocados,  que  el  sistema  de  las  mesas  mixtas 
lejos  de  contrariar  el  espíritu  de  la  ley,  tiene  por  el  contrario  sólido 
fundamento  en  los  motivos  que  determinaron  su  sanción. 

Por  lo  que  toca,  ahora,  á  los  hechos  posteriores  á  dicha  sanción, 
enunciados  en  el  comienzo  de  este  capítulo  como  demostrativos  de  la 
conveniencia  y  equidad  del  sistema,  merece  especial  mención  por  haber 
ocurrido  con  ocasión  de  este  mismo  asunto,  el  muy  significativo  de  ha- 
ber bastado  la  solicitud  de  reglamentación  que  la  universidad  católica 
presentó  ante  V.  E.  para  ({ue  inmediatamente  se  hayan  exteriorizado 
y  hecho  sentir  aquel  «  espíritu  de  cuerpo  »  que  nuestros  legisladores 
tuvieron  tan  presente  al  dar  su  voto  en  favor  de  los  tribunales  mixtos 
y  que,  en  el  caso  ocurrente,  ha  conducido  á  inteligencias  cultivadas  y 
notoriamente  ilustradas,  al  extremo  de   sostener  la  caducidad  de  la  lev 
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en  la  parte,  cuya  reglamentación  es  precisamente  el  objeto  de  la  expre- 
sada solicitud. 

Los  otros  antecedentes  de  hecho  surgen  de  la  aplicación  de  la  ley  con 
relación  á  los  alumnos  é  institutos  de  segunda  enseñanza.  La  práctica 
del  sistema  de  las  mesas  mixtas  tiene  hoy  los  caracteres  de  una  experi- 
mentación completa  y  definitiva,  y  la  sola  enumeración  de  sus  resulta- 
dos en  el  largo  período  de  tiempo  que  lleva  de  ejercicio  es  toda  una  de- 
mostración concluyente  de  su  bondad  y  de  la  conveniencia  de  exten- 
derlo á  los  institutos  de  enseñanza  superior. 

Se  trata  de  hechos  de  pública  notoriedad  y  bastará,  por  consiguiente, 
abarcar  en  un  concepto  de  conjunto  los  resultados  finales  ;  y  ese  con- 
cepto lo  dan  el  desarrollo  progresivo  y  la  importancia  siempre  ascen- 
dente, desde  el  78  á  la  fecha,  de  los  establecimientos  particulares  de  en- 
señanza secundaria,  —  tanto  en  lo  referente  á  sus  edificios  como  al  ma- 
terial de  enseñanza  y  al  personal  docente  ;  —  y  por  otro  lado,  el  notable 
aumento  en  el  número  de  los  alumnos  que  llenan  las  aulas,  acompaña- 
do del  innegable  aprovechamiento  de  los  estudios,  comprobado  con  las 
clasificaciones  en  que  intervienen  los  profesores  de  los  institutos  na- 
cionales. 


LA  REGLAMENTACIÓN  SOLICITADA 

Después  de  lo  expuesto  en  los  precedentes  capítulos,  sólo  resta  preci- 
sar concretamente  lo  que  la  universidad  católica  ha  entendido  y  en- 
tiende solicitar  con  su  pedido  de  reglamentación  de  la  ley  de  libertad 
de  enseñanza, 

Solicita,  por  lo  tanto,  en  lo  referente  á  su  propio  instituto,  que  el 
poder  ejecutivo  se  digne  reglamentar  el  artículo  1°  de  dicha  ley,  con  la 
amplitud  y  generosidad  requeridas  tanto  por  la  circunstancia  de  existir 
tres  universidades  nacionales  (Buenos  Aires,  Córdoba  y  La  Plata)  como 
porque  la  reglamentación  debe  comprender  á  cualesquiera  otros  insti- 
tutos que  puedan  encontrarse  en  las  condiciones  de  la  ley. 

Solicita  del  poder  ejecutivo,  que  al  dictar  la  reglamentación,  se  dig- 
ne declarar  el  carácter  de  estudiantes  regulares  en  cuanto  á  los  alumnos 
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de  los  institutos  que  llenen  las  condiciones  del  artículo  i°  de  la  ley  nví- 
mero  ()34,  — y  que  deben  ser  examinados  por  mesas  mixtas  compues- 
tas en  el  modo  prescriplo  en  el  artículo  2°  de  la  misma. 

Y  solicita,  finalmente,  que  el  poder  ejecutivo  se  sirva  disponer  que 
el  decreto  reglamentario  sea  comunicado  á  los  señores  rectores  de  las 
universidades  nacionales  á  fin  de  que  sus  respectivos  consejos  directivos 
proyecten  la  forma  del  examen  prescriplo  en  el  articulo  6°,  y  que  una 
vez  aprobada  sea  incorporada  á  los  estatuios  universitarios. 

Dios  guarde  á  V.  E. 


Luis  Daprat,  Ramón  F.  Parborrell, 

Rector.  Secretario. 


IV 

Cursos  intensivos.  Informes  y  programas 

INFORME  DEL  DOCTOR  ESTANISLAO   S.   ZEBALLOS 

Señor  decano  : 

Me  complazco  en  informar  á  usted  y  á  la  facultad  sobre  el  curso  in- 
tensivo de  Derecho  internacional  privado  que  estuvo  á  mi  cargo  en  el 
año  de  191 2. 

Este  curso  quedó  limitado  á  una  decena  de  conferencias  por  razones 
administrativas  conocidas,  cjue  dieron  lugar  á  su  interrupción  por  al- 
gún tiempo.  No  obstante,  la  materia  fué  tratada  de  una  manera  com- 
pleta, según  el  programa  limitado  del  año. 

He  informado  á  la  facultad  en  diferentes  oportunidades  que  estos 
cursos,  desde  191 1,  tienen  por  objeto  desarrollar  una  enseñanza  uiii- 
Tcrsitaria  y  preparar  el  espíritu  público  para  abordar,  como  corona- 
miento del  trabajo,  un  proyecto  de  ley  de  nacionalidad  y  de  naturali- 
zación de  extranjeros  para  la  República  Argentina,  el  cual  podría  servir 
de  modelo  á  la  América  del  sur  y  aun  á  los  Estados  Unidos,  por  las  ra- 
zones dadas  durante  el  curso. 

La  primera  y  segunda  conferencia  tuvieron  un  carácter  general  y  ju- 
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rídico  para  demostrar  de  cómo  la  determinación  de  la  nacionalidad  de 
la  mujer  y  del  niño  es  un  problema  á  menudo  perjudicial.  Esta  deter- 
minación es  indispensable  en  los  países  que  observan  el  sistema  de  la 
nacionalidad  para  establecer  el  estado  civil  y  la  capacidad  de  las  perso- 
nas, y  lo  es  en  otros  países  para  determinar  los  derecbos  de  la  ciudada- 
nía. De  esta  suerte,  las  cuestiones  prejudiciales  toman  una  importancia 
extraordinaria  en  materia  de  nacionalidad  y  ban  sido  motivo  de  expli- 
caciones especiales  en  el  curso,  considerándolas  del  punto  de  vista  del 
vínculo  político  y  simplemente  de  la  nacionalidad,  de  sus  relaciones 
con  el  domicilio,  de  las  relaciones  jurídicas  nacionales  é  internaciona- 
les, de  las  jurisdicciones  judiciales  y  administrativas,  de  los  fines  que 
persiguen  y,  por  último,  de  la  res  judicata  en  sus  electos  internacio- 
nales. 

Esta  misma  materia  ba  sido  objeto  de  dos  conferencias,  la  tercera  y 
la  cuarta,  por  la  importancia  que  tiene  la  res  judicata  en  el  orden  in- 
ternacional, con  relación  á  los  objetos  que  persigue,  á  la  res  jW ¿caía 
judicial,  simplemente  administrativa,  á  las  fuentes  de  información  de 
la  materia  y  á  la  extraterritorialidad  de  la  cosa  juzgada. 

Entrando  de  lleno  á  la  adquisición  de  la  nacionalidad  del  niño  y,  por 
consiguienle,  de  la  mujer,  be  establecido  la  bibliografía  de  la  materia 
como  base  de  información  de  los  alumnos,  siguiendo  el  «  método  de 
trabajo  teórico-práctico  colectivo  o  c|ue  he  explicado  en  las  conferencias 
de  1 9 10,  impresas  en  un  volumen  bajo  el  título  de  Justicia  positiva  in- 
ternacional. Estas  conferencias  contienen  un  examen  crítico  de  la  mate- 
ria, desde  la  antigüedad  oriental  basta  nuestros  días,  y  la  clasificación 
de  las  relaciones  jurídicas  según  los  autores  contemporáneos. 

En  seguida  se  aborda  el  tema  de  la  determinación  de  la  nacionalidad 
considerando  los  principios  generalmente  establecidos  en  el  derecho  ro- 
mano, en  el  derecho  germánico,  donde  la  tribu  y  el  domicilio  desem- 
peñan funcrones  jurídicas  de  la  mayor  importancia,  hasta  llegar  ala 
edad  media,  en  que  prevalece  el  sistema  del  jus  soli,  atenuado  desde 
el  siglo  XVIII  por  el  jus  samjuinis.  Se  hace  un  estudio  ád  jus  soli  con  re- 
lación á  sus  caracteres,  á  los  sexos,  á  los  estados  civiles,  al  nacimiento, 
al  domicilio  y  á  la  residencia  ;  y  se  analiza  el  derecho  de  opción,  que 
tanta  importancia  ha  adquirido  en  Europa  y  en    América.   En  fin,  se 
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estudia  la  reacclóa  que  se  produce  en  Europa  en  el  siglo  xi\  en  favor 
del  j¿is  soli,  con  motivo  de  los  hijos  de  extranjeros  y  con  el  propósito 
de  conservar  nacionales,  que  es  uno  de  los  fines  de  estas  legislaciones 
en  lodos  los  países. 

Las  conferencias  siguientes  tratan  el  mismo  asunto  del  punto  de  vis- 
ta del  jas  sanguinis,  examinando  las  diferentes  formas  en  que  el  siste- 
ma es  aplicable  á  los  diversos  estados  civiles  de  los  niños,  seguido  de 
una  crítica  de  su  inaplicabilidad  y  de  sus  transacciones  con  el  jiis  soli. 
Trátase  en  seguida  de  los  efectos  de  la  legitimación  en  la  nacionalidad 
y  de  la  situación  del  heiniatholoss  en  el  derecho  público  moderno  é  in- 
ternacional privado. 

En  fin,  termina  el  curso  con  las  conferencias  que  se  refieren  al  dere- 
cho argentino  respecto  de  la  adquisición  de  la  nacionalidad  del  niño  y 
de  la  mujer,  exponiendo  los  orígenes  del  derecho  español,  el  derecho 
en  el  período  revolucionario,  en  nuestros  ensayos  constitucionales,  des- 
de i8i5  á  1 853  ;  se  estudian  las  leyes  impropiamente  llamadas  de  ciu- 
dadania  en  nuestro  país,  de  1867  y  1869,  los  tratados  internacionales, 
desde  la  negociación  Alberdi  en  1 867-1859,  hasta  la  negociación  Paz 
en  España,  en  1889,  y  sus  consecuencias  ;  y,  en  fin,  se  estudian  los  fallos 
de  la  corte  federal,  con  sus  disidencias  y  sus  críticas. 

Aprovecho  esta  oportunidad  para  saludar  al  señor  decano  con  las  se- 


g" 


ridades  de  mi  consideración  más  distinguida 


E.  S.  Zeballos. 


PROGHAMA   DKL  CURSO   INTENSIVO  DE   DERECHO  PENAL 

Buenos  Aires,  nia\o  21)  de  i()i3. 

Señor  Decano : 

Cumplo  con  el  deber  de  poner  en  conocimiento  del  señor  decano  que 
he  adoptado  para  el  curso  intensivo  de  Derecho  penal  del  corriente  año, 
el  siguiente  punto : 

La  responsabilidad  penal,  la  no  iiupiilabilidad ;  las  causas  de  excusa, 
de  atenuaci(jn  ó  de  aííravación  de  la  responsabilidad. 


spc 
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Es  mi  propósito  dedicar  una  atención  [)relercnle  al  csludio  de  la  no 
imputabiüdad  y  de  las  causas  de  excusa,  de  atenuación  ó  de  agravación 
de  la  responsabilidad,  puntos  que  en  curso  intensivo  del  año  i()io  no 
me  fué  posible  estudiar  con  el  detenimiento  que  ellos  reclaman  á  pesar 
de  haberlos  compiendido  en  los  temas  que  entonces  me  propuse  estudiar 
por  haber  requerido  el  estudio  de  la  responsabilidad  penal  la  inversión 
de  la  mayor  parte  del  tiempo  de  que  dispuse  en  el  curso  de  ese  año. 

Espero  que  el  señor  decano,  y  por  su  intermedio  el  honorable  consejo 
directivo  de  la  facultad,  se  dignarán  aprobarlos  puntos  que  me  permito 
determinar  para  el  curso  intensivo  de  Derecho  penal  del  año  en  curso. 

Entretanto,  ruego  al  señor  decano  quiera  aceptarla  expresión  de  mis 

sentimientos  más  distinguidos. 

Osvaldo  J.  Pinero. 


PROGRAMA  DEL  CURSO    INTENSIVO  DE  DERECHO  CIVIL  (lIBRO  i) 

Actos  jurídicos.  Deíinición  de  Savigny.  Definición  del  código.  Noción 
délos  actos  jurídicos.  Rasgos  característicos.  La  voluntad  y  la  ley.  Enu- 
meración sintética  de  los  actos  jurídicos.  Requisitos  para  que  un  hecho 
tenga  carácter  de  acto  jurídico.  Capacidad  de  hecho  y  de  derecho.  Ar- 
tículos 54,  948,  36ii,  36i3,  6"  y  7°  del  código  2í  y  22  de  Freitas. 
Objeto,  modo,  forma,  condición.  ¿Dónde  legisla  el  código  la  condición.^ 
Clasificación  de  los  actos  jurídicos,  positivos  y  negativos,  unilaterales  y 
bilaterales.  La  voluntad  unilateral  como  fuente  de  obligaciones.  Código 
alemán,  actos  á  título  oneroso  y  á  título  gratuito.  iVctos  entre  vivos  á 
producir  efectos  después  de  la  muerte.  Cuando  comien/a  la  existencia 
de  los  diversos  actos  jurídicos.  Vicios  substanciales.  Simulación,  causas 
que  vician  el  acto  jurídico  respecto  de  terceros.  Simulación  absoluta  y 
relativa.  Simulación  permitida  y  fraudulenta.  Formas  comunes  de  la 
simulación.  Análisis  del  artículo  ()55  del  código.  ¿Qué  es  conlradocu- 
mento.^  Acción  es  disimulación.  ¿Cómo  funciona  laacción.^  Los  terceros 
en  la  simulación.  Caso  de  muebles  é  inmuebles.  Segundos  adquirientes. 
Buena  y  mala  fe.  ¿Cómo  se  prueba  la  sinmlación?  Opinión  de  Planiol 
sobre  la  simulación  como  causa  de  nulidad.  Favorece  la  acción  á  todos 
sus  acreedores?  Prescripción.  Disposición  que  la  rige.  Fraude,  derecho 
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de  los  acreedores  de  acatar  los  actos  del  deudor.  Fundamenlo  de  la 
acción.  Su  alcance  respecto  á  la  libertad  de  adiuinislración  del  deudor. 
Origen  de  la  acción  Pauliana.  Su  paso  á  las  legislaciones  modernas. 
¿Cómo  la  establece  el  artículo  961  del  código?  Acreedores  quirografa- 
rios. Código  francés.  Opinión  de  Baudry-Lacanlinerie.  Qué  ley  rige  en 
Alemania.  Estudio  é  interpretación  de  los  artículos  962  y  968  del  códi- 
go. ¿Cómo  se  prueba  el  fraude?  Presunción  legal,  acreedores  á  términos, 
condicionales,  derechos  del  tercero  para  suspender  el  efeclo  de  la  acción. 
Situación  de  los  segundos  adquirentes,  relación  y  acción  del  acreedor 
con  segundos  adquirentes.  Acción  real  ó  personal.  A  quienes  aprovecha 
la  acción  Pauliana.  Idea  de  Laurent  al  respecto.  Perjudica  á  todos  los 
acreedores  si  se  rechaza  la  acción  iniciada  por  uno  ó  algunos?  Efectos 
de  la  revocación.  Prescripción  del  artículo  /|o33.  Diferencias  entre  la 
acción  de  simulación  y  la  acción  revocatoria  Pauliana. 

Forma  de  los  actos  jurídicos.  Qué  se  entiende  por  forma  de  los  actos 
jurídicos.  Antecedentes  del  derecho  romano  y  español.  Von  Ihering. 
La  civilización  simplifica  las  formas.  La  forma  es  la  manifestación  de  la 
voluntad.  Forma  externa  ó  interna.  Actos  no  formales  y  formales.  Las 
formas  necesarias  no  pueden  renunciarse.  Inconvenientes  de  las  formas 
y  utilidades  de  las  formas.  Examen  de  las  disposiciones  pertinentes  del 
código.  Instrumentos  públicos.  Instrumentos  en  general.  Triple  aspecto 
de  la  prueba  literal.  Artículo  12  del  Código  civil.  Aitículo  89  del  tra- 
tado de  derecho  civil  internacional  de  Montevideo.  Clases  de  instrumen- 
tos. Instrumentos  públicos.  Alcances  del  artículo  970.  Clasificacióndel 
código.  Asientos  délos  corredores.  Como  debe  proceder  el  oficial  público 
para  la  validez  del  acto? 

Falta  de  cualidades  en  el  oficial  público.  Aubry  y  Kau.  Juris[)ruden- 
cia  de  la  suprema  corte. 

Artículos  983  y  980.  ¿Cuándo  adquieren  fuerza  de  instrumento  pú- 
blico los  actos  bajo  firma  privada?  Formalidades.  Estudios  de  las  dispo- 
siciones pertinentes  del  código.  Examen  de  los  incapaces  en  su  carácter 
de  testigos.  La  mujer  como  testigo.  Ley  sobre  el  notariado  en  Francia 
en  1902.  Fuerza  probatoria  de  los  instrumentos  públicos.  Fundamentos 
<iue  apoyan  la  presunción  de  dar  fe.  Escrituras  públicas.  Quién  las 
otorga.  Elementos  que  deben  contener.  Protocolo.  Matriz.  Testimonio. 
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Fuerza  probatoria  de  las  escrituras  públicas.  Instrumentos  privados. 
Definición.  Artículo  -3i  de  Freitas.  Firma  de  tercero.  A  ruego.  Firma 
en  blanco.  Discusión  al  respecto.  Forma  especial  ó  idioma  délos  instru- 
mentos privados.  Artículo  102 1  y  su  excepción.  Reconocimiento  de 
firma.  Indivisibilidad  del  reconocimiento.  Obligaciones  del  firmante  al 
sor  llamado.  Soluciones.  Los  sucesores  del  firmante  en  el  mismo  caso. 
Soluciones. 

Teoría  de  las  nulidades.  Clasificación  de  Laurent.  De  Baudry.  De 
Planiol.  Del  Código  civil  argentino.  Nulidad  ó  existencia  de  un  acto. 
Acto  anulable.  Diferencias  de  los  actos  nulos  y  anulables.  ¿Qué  es  con- 
firmación? Artículo  1093.  Condiciones  de  validez  de  la  confirmación. 
Diferencias  entre  confirmación,  novación  y  ratificación.  Confirmación 
de  un  acto  unilateral.  Confirmación  expresa  y  tácita.  Efectos  de  la  con- 
firmación. Prueba  déla  confirmación.  Efectos  déla  nulidad  délos  actos 
jurídicos.  Efectos  respecto  á  terceros.  Enriquecimiento  sin  causa.  Qué 
es.  Origen  de  este  principio.  iVrtículo  812  del  código  alemán.  Criterio 
de  apreciación.  Puede  provenir  directa  ó  indirectamente.  Casos  de  este 
último.  Ejercicio  de  derechos.  Qué  es  un  derecho.  Principio  de  los  de- 
rechos en  la  Constitución  nacional.  Legislación  positiva  derivada  del 
artículo  67,  inciso  11'',  déla  constitución  nacional.  Qué  es  usar  un  dere- 
cho. Ejemplos.  El  principio  del  enriquecimiento  en  el  código  alemán. 
Artículo  22C.  Proceso  de  la  idea  del  abuso  del  derecho  y  en  qué  consiste. 
Ideas  de  Planiol  al  respecto.  El  abuso  del  derecho  en  nuestra  legislación. 
Artículo  1068,  1069  y  1 07 1  del  Código  civil. 


PROGRAMA   DEL  CURSO  INTENSIVO  DE  DERECHO  CIVIL  (lIBRO  Ih) 

I.  Clasificación  délos  derechos  en  la  doctrina  y  en  la  legislación. 
Importancia  de  la  clasificación  de  los  derechos  en  la  legislación  positiva. 
Sistema  adoptado  por  nuestro  código  civil. 

II.  Derechos  reales.  Relación  de  conexión  entre  los  derechos  reales  y 
personales.  Creación  de  los  derechos  reales.  Diversos  sistemas  y  el  adop- 
tado por  nuestro  código  civil.  Derechos  reales  adquiridos  antes  de  la 
sanción  del  código  y  no  reconocidos  por  éste. 
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III.  Publicidad  de  los  derechos  reales  :  sistemas. 

n  .  Publicidad  de  los  derechos  reales  en  nuestro  país  antes  de  la  san- 
ción del  Código  civil. 

Propiedad  de  los  derechos  reales  en  el  Código  civil,  con  exclusión  del 
de  hipoteca.  Antecedentes  históricos  del  sistema' adoptado  por  el  Código 
civil. 

V.  Sistema  Torrens. 

VI.  Publicidad  de  los  derechos  reales  en  Chile  y  en  el  Brasil. 

\II.  Publicidad  de  los  derechos  reales  en  España,  Alemania  y  Fran- 
cia. 

VIII.  Registro  de  la  propiedad,  de  hipotecas  de  embargos  é  inhibi- 
ciones en  la  capital  federal  (título  XIV  de  la  ley  de  organización  de  los 
tribunales  de  la  Capital).  Estudio  comparativo  de  esta  ley  con  su  l'uente 
y  con  el  Código  civil.  Funcionamiento  del  registro. 

IX..  Proyectos  de  ley  presentados  á  la  honorable  cámara  de  diputados 
de  la  nación  por  los  doctores  Lobos  y  Galiano. 

X.  Derechos  reales  de  garantía.  Situación  de  los  acreedores  respecto 
del  patrimonio  de  sus  deudores.  Garantías  personales  y  reales.  Dere- 
chos reales  de  garantía  en  el  Código  civil. 

XI.  Hipoteca.  Régimen  hipotecario  del  Código  civil.  Su  estructura 
general.  Naturaleza,  caracteres  y  elementos  constitutivos  de  la  hipote- 
ca. Movilización  del  crédito  hipotecario. 

XII.  Publicidad  de  la  hipoteca.  Organización  hipotecaria  según  el  sis- 
tema Torrens.  Estado  de  la  legislación  en  España,  Francia  y  Alemania. 

XIII.  Efectos  de  la  hipoteca  :  respecto  de  terceros  y  del  crédito;  entre 
acreedor  y  terceros  poseedores. 

XIV.  Extinción  de  la  hipoteca  y  de  la  inscripción.  Renovación  de  la 
inscripción  ó  de  la  escritura  hipotecaria.  Jurisprudencia  interpretativa 
de  los  tribunales.    Cancelación   de  la  hipoteca  y  de  la  inscripción. 

XV.  Prenda.  Definición  y  caracteres  del  contrato.  La  prenda  sin  des- 
plazamiento. La  prenda  agrícola  en  las  legislaciones  extranjeras. 

Jesús  U.  Paz. 
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PROGWAMA  DE  GUUSO   INTENSIVO  DE  FILOSOFÍA  DEL  DEKECIIO   (i"  parle) 
FILOSOFÍA  DEL  DERECHO   PROCESAL 


Ensayo  de  construcción  de  una  nueva  teoría  de  la  prueba 

I.  El  derecho  procesal  y  la  filosofía. 

II.  Concepto    de  la  prueba. 

III.  Las  ciencias  reconstructivas. 

IV.  El  método  reconstructivo. 
Y.  La  prueba  y  la  verdad. 

VI.  Diversos  aspectos  de  la  prueba. 

VII.  El  criterio  de  la  prueba. 

VIII.  Elementos  y  operaciones  reconstructivas. 

IX.  Clasificación  de  las  pruebas, 

X.  Didáctica  de  la  prueba. 

XI.  La  prueba  indiciaria  en  la  doctrina. 

XII.  Fundamento  racional  de  la  prueba  indiciaria. 

XIII.  Verificación,  precisión  y  valuación  de  los  indicios. 

XIV.  El  principio  de  confirmación, 

XV.  Sospecha,  presunción  é  indicio. 

XVI.  Indicios  y  presunciones  en  materia  civil. 

XVII.  La  prueba  indiciaria  en  la  legislación  y  la  jurisprudencia   ar- 
gentina. 

XVIII.  Aplicación  de  los  principios  de  la  prueba  indiciaria   á  los  de- 
más medios  probatorios. 

XIX.  Aplicación  de  estos  mismos  principios  á  la  teoría  de  la  prueba 
judicial. 

XX    Aplicación  de  los  mismos  principios  á  las  ciencias   reconstruc- 
tivas. 

Antonio  Dellepiane, 
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PROGUAMA    DEL  CURSO  INTENSIVO  DE   DERECHO  COMERCIAL 

I.  Deieclio  que  rige  la  navegación.  Criterio  dominante  en  las  legis- 
laciones de  los  principales  estados  de  la  Europa.  El  Código  de  comercia 
argentino.  Fuentes  del  derecho  marítimo  europeo  y  del  derecho  argen- 
tino. Ley  de  navegación  y  comercio  de  cabotaje. 

II.  Evolución  del  derecho  maritimo.  Tendencias  actuales  hacia  la 
unificación.  Sus  manifestaciones.  Sus  resultados,  en  lo  que  se  refiere- 
á  averías,  choques,  abordajes  y  salvatajes. 

III.  De  los  buques,  como  medios  de  realizar  la  navegación  y  desen- 
volver el  comercio  marítimo.  Carácter  jurídico  del  buque.  Individua- 
lización, nombre,  clasificación,  domicilio,  arqueo,  nacionalidad. 

IV.  Propiedad  de  los  buques  y  medios  de  adquirirla.  Aplicación  dé- 
los medios  ordinarios  del  derecho  civil.  Venta  :  su  forma  y  prueba  en 
las  legislaciones  extranjeras  y  en  la  argentina.  Efectos.  Prescripción. 

V.  Adquisición  de  la  propiedad  por  construcción.  Naturaleza  del  con- 
trato de  construcción  ;  su  prueba.  Principios  y  usos  que  rigen  este  corv- 
trato  en  la  legislación  inglesa.  Reglas  de  la  legislación  nacional. 

VI.  Modos  de  adquisición  del  derecho  marítimo.  Abandono  en  favor 
de  los  acreedores  de  la  nave.  Abandono  en  favor  del  asegurador.  Apre- 
samiento. Salvataje.  El  comiso  en  la  ley  argentina  de  navegación  y  cor- 
mercio  de  cabotaje. 

VII.  Formas  de  explotación  de  los  navios.  Propietario.  Propietario,, 
armador  gerente.  Patrimonio  de  la  nave.  Fortuna  de  mar  y  fortuna  de 
tierra.  Soluciones  prestigiadas  por  el  congreso  de  Genova  de  1892.  For- 
mas actuales  del  armamento.  Las  grandes  sociedades  de  armamento. 

VIII.  Copropiedad  de  los  navios.  Naturaleza  jurídica  de  la  copropie- 
dad. Reglamentación  en  las  legislaciones  extranjeras  y  en  el  Código  de- 
comercio argentino.  Administración  de  la  copropiedad.  Principios  que- 
la  reglan  en  el  código  argentino  y  en  las  leyes  extranjeras. 

I\.  Responsabilidad  de  los  propietarios  de  navios.  Principios  aplica- 
bles. Propietario  ó  copropietario  armadores.  Propietario  ó  copropie- 
tario no  armadores.  Responsabilidad  por  los  hechos  y  obligaciones, 
personales.    Responsabilidad  por  las  obligaciones  contraídas  por  el  ca- 
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pitan  en  ejercicio  de  sus  funciones  y  cuanto  concierne  al  na\ío  y  á 
la  expedición.  Personas  por  quienes  responden  los  propietarios  y  he- 
chos generales  de  tal  responsabiUdad.  Repartición  de  la  responsabilidad 
entre  el  propietario  y  las  personas  que  intervienen  en  la  explotación. 

X.  Limitación  de  la  responsabilidad  de  los  propietarios.  Diversos  sis- 
temas. Limitaciones  derivadas  de  la  ley.  El  abandono  en  la  legislación 
francesa,  italiana,  española  y  argentina.  Sistema  de  las  leyes  inglesa, 
alemana,  belga  y  norteamericana.  Soluciones  discutidas  en  los  congre- 
sos y  conferencias  internacionales.  Limitaciones  convencionales  por 
cláusulas  de  irresponsabilidad. 

XI.  El  transporte  marítimo.  Transporte  de  cosas.  Naturaleza  jurídi- 
ca del  contrato  de  fletamento  en  el  derecho  romano  y  en  la  legislación 
francesa,  belga,  italiana,  española,  inglesa,  alemana  y  argentina.  Con- 
cepto actual  del  contrato,  forma  y  medios  probatorios. 

Xn.  La  póliza  de  fletamento  y  la  póliza  de  carga.  Enunciaciones  in- 
dicadas en  la  ley.  Enunciaciones  de  uso.  La  póliza  de  carga  como  títu- 
lo representativo  de  las  cosas  transportadas.  Trasmisión  y  circulación 
de  la  póliza  de  carga.  Iniciativas  para  llegar  á  la  adopción  de  reglas  y 
pólizas  uniformes.  Soluciones  propuestas  en  el  congreso  de  Sheffield  y 
en  conferencias  internacionales  posteriores. 

XIII.  El  fletante  y  sus  obligaciones  en  la  legislación  de  las  principa- 
les naciones  europeas,  cuyos  buques  se  utilizan  para  el  comercio  nacio- 
nal. Soluciones  prestigiadas  por  los  congresos  internacionales.  Reglas 
del  código  argentino. 

XIV.  El  fletador  ó  consignatario  de  la  carga  y  sus  obligaciones,  se- 
gún las  reglas  de  los  códigos  de  los  principales  estados  europeos.  Discu- 
siones en  los  congresos  internacionales.  Disposiciones  del  código  argen- 
tino. 

XV.  Responsabilidad  del  empresario  de  transporte  marítimo.  Cláu- 
sulas convencionales  de  uso  en  las  pólizas  para  modificar  ó  suprimir  tal 
responsabilidad.  Conclusiones  adoptadas  por  los  congresos  y  conferen- 
cias internacionales. 

XVI.  Rescisión  del  contrato  de  fletamento.  Efectos  con  relación  á  las 
partes,  según  la  causa  que  le  dé  origen. 

XVII.  Principios  de  derecho  internacional  privado  relativos  á  la  ad- 
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quisición  de  la  propiedad  ó  copropiedad  de  los  buques,  á  la  responsa- 
bilidad de  los  propietarios  y  al  contrato  de  íletamento.  Discusiones  y 
soluciones  prestigiadas  en  congresos  y  conferencias  internacionales. 

Leopoldo  Meló. 


PROGRAMA    DKL  CLUSO   l.NTKNSIVO   DE    ECONOMÍA    POLÍTICA 

I.  Importancia  económica  de  la  población  y  el  proceso  de  su  creci- 
miento en  la  república.  Teoría  económica  de  la  inmigración.  La  ley 
del  hogar  en  los  Estados  Unidos  y  la  de  1876  en  la  Argentina.  Natu- 
raleza y  clase  de  la  inmigración  que  recibimos.  Necesidad  de  una  polí- 
tica inmigratoria  y  colonizadora  por  parte  del  gobierno.  El  urbanismo. 
Morfología  de  la  ciudad  moderna.   El  bogar  obrero  :   coste  de  la  vida. 

II.  Estado  actual  de  la  ganadería  argentina.  Exportación  de  ganado 
en  pie  y  de  carnes  enfriadas  y  congeladas.  La  lucha  de  competencia  en 
la  industria  frigorítica.  Asociación  cooperativa  de  hacendados  argen- 
tinos. 

III.  Producción  agrícola  en  la  república.  La  zona  cerealista  y  forra- 
jera. Industrias  derivadas  de  la  agricultura.  Cajas  rurales.  Depósitos. 
Elevadores.  Cooperativas.  Bancos  agrícolas.  Recientes  conflictos  agra- 
rios. El  Instituto  internacional  de  agricultura  establecido  en  Roma. 

IV.  Legislación  protectora  de  los  trabajadores  en  la  República  Ar- 
gentina y  en  otros  países.  Organización  obrera.  Carácter  y  funciones 
de  nuestro  Departamento  nacional  del  trabajo.  El  Museo  social  ar- 
gentino. 

Marro   ^f.  Avrllannla. 


PROGUAMA  SINTÉTICO  DEL   CURSO   INTENSIVO  DE   DERECHO  CONSTITUCIONAL 
SonUE   CIUDADANÍA   Y    NATURALIZACIÓN 

I.   Concepto  histórico  y  legal  de  la  ciudadanía  y  de  la  naturalización 
en  la  constitución  y  en  la  jurisprudencia  norteamericana  y  argentina. 
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II.  La  ciudadanía  y  la  naluralización  en  la  Constitución  norteame- 
ricana de  1787  y  en  la  argentina  de  i853. 

III.  Modificaciones  fundamentales  introducidas  sobre  el  carácter  y 
naturaleza  jui'ídica  de  la  ciudadanía,  por  las  reformas  de  1860,  á  la 
Constitución  argentina  y  por  la  enmienda  XI\  de  la  Constitución 
norteamericana. 

IV.  La  ciudadanía  y  el  derecho  electoral  en  la  Constitución  y  en  las 
leyes  norteamericanas  y  argentinas. 

V.  La  ciudadanía  y  la  naturalización  en  sus  relaciones  con  los  de- 
rechos civiles  y  políticos,  en  las  constituciones  norteamericana  y  ar- 
gentina. 

VI.  Diferencias  esenciales  entre  el  derecho  federal  norteamericano 
y  argentino,  deducidas  del  estudio  comparativo  de  sus  preceptos  cons- 
titucionales y  antecedentes  históricos,  sobre  naturalización  y  ciuda- 
danía. 

Tomás  R    Callen. 


PROGRAMA  DEL  CURSO    INTExXSlVO  DE  DERECHO  INTERNACIONAL  PRIVADO 

I.  El  derecho  de  libre  expatriación  en  la  doctrina,  en  la  legislación 
y  en  los  tratados  de  Ultramar. 

II.  El  derecho  de  libre  expatriación  en  la  doctrina,  en  ia  legislación 
y  en  los  tratados  del  nuevo  mundo  y  de  la  República  Argentina. 

III.  La  naturalización  en  las  instituciones  políticas  y  jurídicas  com- 
paradas de  Ultramar. 

IV.  Condición  especial  de  los  extranjeros  domiciliados  en  la  Repú- 
blica Argentina.  La  doctrina  y  la  pretensión  de  la  doble  nacionalidad. 
Tentativas  para  consagrarlas  diplomáticamente. 

V.  La  Naturalización  en  la  legislación  comparada  de  Europa. 

VI.  La  naturalización  en  las  instituciones  del  nuevo  mundo. 

VII.  La  naturalización  en  el  derecho  constitucional  de  la  República 
Argentina. 

VIII.  La  naturalización  en  la  legislación  y  en  la  jurisprudencia  de 
la  República  Argentina. 
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l\.   Iniciativas  de  refonna  legislativa  en  la  República  Argentina. 

X.  Opiniones  de  los  publicistas  argentinos. 

XI.  Proyecto  de  lev  sobre  nacionalidad  y  naturalización  de  los  ex- 
tranjeros. 

Estanislao  S.  Zeballos. 


Resoluciones  y  ordenanzas  sancionadas  por  el  consejo 
superior  de  la  universidad 


ORDENANZA  ACORDANDO   UN   SUBSIDIO   A   DON   FRANCISCO  VALZORIO 

lü  de  junio  de  191 3. 

El  Consejo  superior 

RESUELVE 

Art.  I".  —  Acuérdase  al  empleado  de  la  Facultad  de  derecho  y  cien- 
cias sociales  don  Francisco  Valzorio,  mientras  dure  la  enfermedad  que 
lo  aqueja,  un  subsidio  mensual  igual  á  la  suma  que  percibía  en  el  des- 
empeño del  cargo  de  olicial  mayor  de  secretaría. 

Art.  2".  — Este  gasto  se  hará  de  rentas  generales,  imputándose  á  la 
presente  resolución. 

Art.  3".  —  Comuniqúese  á  la  Facultad,    tómese  razón  en  contaduría 


hí^ 


V  arcnivese 


Üballes. 
R.  Colón. 


ORDENANZA   SOBRE   INTERCAMBIO  DE    PROFESORES 

I O  de  agosto  de   1 9 1 3 . 
El  (Consejo  superior 

ORDENA 

Art.  1°. — Autorízase  al  rectorado  para  celebrar  m/  referendum  con 
el  Ministerio  de  instrucción  pública  de  Francia  un  convenio  de  inter- 
cambio permanente  de  profesores  entre  la  Universidad  de  Buenos  Ai- 
res y  las  Universidades  francesas,  sobre  las  siguientes  bases  : 
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•    A .  — -  Cursos  dictados  por  profesores  de  las  universidades  francesas 
en  Buenos  A  ires 

i"  La  Universidad  de  Buenos  Aires  indicará  cada  año  al  ministerio 
de  Instrucción  pública  de  Francia,  la  nómina  de  los  profesores  que  de- 
searía llamar  á  Buenos  Aires  para  que  dicten  cursos  en  las  diversas 
facultades ; 

2°  El  ministerio  de  Instrucción  pública  tomará  las  medidas  necesa- 
rias para  el  envío  de  dichos  profesores ; 

3"  El  ministerio  asegurará  á  los  profesores  la  integridad  de  sus  esti- 
pendios, durante  el  tiempo  de  su  traslación  y  permanencia  en  Buenos 
Aires ; 

4"*  Quedarán  á  cargo  de  la  Universidad  de  Buenos  Aires  los  gastos 
de  viaje  de  los  profesores,  así  como  los  de  su  permanencia,  á  razón  de 
dos  mil  francos  mensuales.  Los  gastos  de  viaje  serán  remitidos  al  mi- 
nisterio de  Instrucción  pública  antes  de  la  salida  de  los  profesores  de 
Francia:  la  de  su  permanencia  les  serán  abonados  durante  el  curso  de 
sus  lecciones. 


B.  —  Cursos  dictados  por  profesores  de  la    Universidad  de  Buenos  Aires 

en  Francia 

I"  Los  profesores  argentinos  se  someterán  á  las  disposiciones  gene- 
rales que  tengan  establecidas  las  universidades  francesas  para  los  profe- 
sores extranjeros  que  dicten  cursos  en  sus  aulas; 

2°  No  excederán  de  dos  los  profesores  que  cada  año  dicten  cursos  en 
la  Universidad  de  París : 

Art.  2".  —  El  convenio  á  que  se  rctlcre  esta  ordenanza,  empezará  á 
regir  desde  el  i"  de  enero  de  191 5  ; 

Art.  3".  —  Comuniqúese,  anótese  en  el  registro  de  ordenanzas,  tó- 
mese razón  en  contaduría  y  archívese. 

Uballes. 
Nirenstein. 
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VI 


Resoluciones  y  ordenanzas  sancionadas  por  consejo  directivo 
de  la  Facultad  de  derecho  y  ciencias  sociales 


NOMBRAMIENTOS   DE   PROSECRETARIOS   Y  OFICIAL  MAYOR 


Buenos  Aires,  5  de  agosto  de  igiS. 

Señor  rector  de  la  Universidad,  doctor  Eufemio  Uballes, 

Tengo  el  honor  de  comunicar  al  señor  rector  que  el  Consejo  directi- 
vo de  la  Facultad,  en  su  sesión  de  la  fecha,  ha  elegido  prosecretario  de 
la  misma  con  la  antigüedad  del  20  de  julio  próximo  pasado,  al  doctor 
José  A.  Quirno  Costa,  en  reemplazo  del  doctor  Adrián  Beccar  Várela, 
que  renunció. 

Con  este  motivo,  saludo  al  señor  rector  con  mi  consideración  más 
distinguida. 

E.  L.  BiDAU. 
Hilarión  Lar  guia. 


Buenos  Aires,   19  de  agosto  de  igiS. 

Señor  rector  déla  Universidad,  doctor  Eufemio  Uballes. 

Pongo  en  conocimiento  del  señor  rector  que  el  Consejo  directivo  de 
la  facultad,  en  su  sesión  de  ayer,  ha  nombrado  prosecretario  de  la 
misma  para  llenar  el  nuevo  cargo  creado  por  el  presupuesto  vigente, 
al  doctor  César  de  Tezanos  Pinto. 

Saludo  al  señor  rector  con  toda  consideración. 

E.  L.  BiDAu. 

Hilarión   Lar  guia. 
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Buenos  Aires,   i /|  de  agosto  de    19 13. 


Serior  redor  de  la  Universidad,  doctor  Eufemio  Uballes. 

Tengo  el  honor  de  poner  en  conocimiento  del  señor  rector,  que  ha- 
ciendo uso  de  la  facultad  que  me  acuerda  el  artículo  08,  inciso  8°,  de 
de  los  estatutos  y  de  acuerdo  con  el  nuevo  presupuesto  he  hecho  los 
siguientes  nombramientos  : 

Oficial  I*"  al  auxiliar  archivero  Federico  E.  Boero. 

Auxiliar  archivero  al  escribiente  José  Manuel  Sánchez. 

Con  este  motivo,  saludo  al  señor  rector  con  mi  consideración  más 
distinguida. 

E.  L.  BiDAü. 

Hilarión  Larguía. 


CONMEMOTACION  DEL  CINCUENTENARIO   DEL  CÓDIGO  CIVIL 

Exposición 

El  10  de  septiembre  de  1862,  el  Congreso  argentino  declaró  ley  de 
la  nación  el  Código  de  comercio  que  regía  en  la  provincia  de  Buenos 
Aires,  de  suerte  que  en  igual  fecha  del  presente  mes  ese  código  ha  cum- 
plido medio  siglo  de  existencia  desde  su  sanción  legislativa. 

He  considerado  que  este  instituto  no  puede  dejar  pasar  en  silencio 
dicho  aniversario,  que  señala  el  advenimien*o  de  las  grandes  leyes  or- 
gánicas encaminadas  á  realizar  en  el  terreno  del  derecho  privado  el 
anhelo  de  la  unidad  nacional,  y  marca  el  primer  paso  hacia  el  cum- 
plimiento del  voto  contenido  en  el  inciso  1 1"  del  artículo  67  de  la  Cons- 
titución. 

Como  á  pesar  de  tratarse  del  mayor  en  edad  de  nuestros  códigos,  la 
investigación  no  se  ha  detenido  aun  en  el  esclarecimiento  de  lo  relati- 
vo á  la  formación,  nacimiento  y  etapas  de  su  evolución,  como  proyecto 
primero ;  ley  del  estado  de  Buenos  Aires,  después;  ley  nacional  por 
último  y  fecha  de  la  aplicación  en  las  distintas  provincias,  ni  á  su  in- 
fluencia en  el  desenvolvimiento  nacional,  he  pensado  que  el  recuerdo 
más  en  armonía  con  la  casa  y  con  el  aniversario  sería  estimular  el  es- 
tudio de  este  importante  asunto  y  solicitar  una  contribución  á  la  his- 
toria  de   nuestras   instituciones   jurídicas,    incluyéndolo   como  tema 
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especial  para  tesis  en  el   año    iQiS   y   otorgando   un   premio  al  mejor 
trabajo. 

El  código  al  declararse  nacional,  no  fué  acompañado  de  una  ley  de 
adaptación  ó  de  vigencia  como  los  códigos  alemanes  :  aplazándose  su 
aplicación  en  las  provincias  que  no  lo  tenían  adoptado  liasla  el  trans- 
curso de  un  plazo  de  tres  meses  á  contar  desde  la  fecha  en  que  el  poder 
ejecutivo  nacional  terminara  la  publicación  oficial,  y  autorizándose 
además  á  las  provincias  adietarlas  medidas  del  caso  de  acuerdo  con  la 
composicióki  de  sus  tribunales  para  ponerlo  en  ejecución,  y  si  se  agre- 
ga á  esto  el  hecho  de  que  el  miembro  informante  de  la  comisión  de 
legislación  afirmó  en  el  senado  que  el  estado  de  Buenos  Aires  nunca 
hizo  una  aplicación  oficial  de  ese  código  y  que  en  el  tiempo  que  llevaba 
de  vigencia  su  aplicación  se  había  hecho  por  el  texto  del  proyecto  en- 
viado por  el  gobierno  ala  legislatura,  se  encontrará  que  bajo  distintos 
aspectos  el  estudio  resulta  interesante  y  digno  de  emprenderse. 


Ordenanza 

Art.  1°.  —  La  F" acuitad  de  derecho  y  ciencias  sociales  de  Buenos  Ai- 
res, en  conmemoración  del  cincuentenario  del  Código  de  comercio, 
instituye  un  premio  sobre  la  mejor  tesis  que  se  presente  dentro  de  los 
plazos  reglamentarios  en  el  año  191 3.  estudiando  los  trabajos  prepara- 
torios de  la  redacción  del  Código  de  comercio,  los  relativos  á  su  adop- 
ción y  aplicación  como  ley  en  el  estado  de  Buenos  Aires,  en  la  repúbli- 
ca y  en  las  distintas  provincias,  y  su  influencia  en  el  desenvolvimiento 
nacional. 

Art.  2°.  —  El  premio  consistirá  en  una  medalla  de  oro  con  la  co- 
rrespondiente leyenda  explicativa  y  un  diploma,  y  se  otorgará  en  la  for- 
ma y  previo  los  trámites  del  caso  señalados  por  las  ordenanzas  vigentes. 

Art.  3".  —  Declárase  incluido  en  los  temas  para  el  año  19  f  3  el  que 
indica  la  presente  ordenanza. 

Art.  4*'.  —  Comuniqúese  y  publíquesc. 
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Art.  I".  —  Para  ser  designado  profesor  suplente  de  la  Facultad  de 
derecho  y  ciencias  sociales  se  requiere  : 

1°  Tener  título  de  doctor  ; 

2°  Haber  obtenido  en  sus  estudios  universitarios  la  clasificación  de 
di^illríLMiiíln  ; 
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3"  Haber  transcurrido  tres  años  desde  l.i  <i!ii.>i,r¡(')ii  del  di|)l<)iiia  uni- 
versitario : 

/i"  Ser  ciudadano  argentino. 

A.rt.  2°.  —  La  designación  podrá  recaer  sin  embargo  en  candidato  que 
no  reúna  la  segunda  y  cuarta  condición  del  artículo  anterior,  siempre 
que  sea  considerado  de  reconocida  competencia  á  juicio  del  consejo, 
por  mayoría  de  los  dos  tercios  de  sus  miembros. 

Art.  3".  — Publíquese,  comuniqúese  al  rectorado,  insértese  en  el  li- 
bro de  ordenanzas  y  archivese. 


TEMAS  DE  TESIS 

1"  Justicia  de  menor  cuantía:  sistema  que  conviene  adoptar  en  la 
Kepública  Argentina  : 

•2°  Proyecto  de  registro  de  cargas  impuestas  á  la  propiedad  raíz  por 
el  dueño  de  la  misma; 

3°  Sistema  rentístico  argentino  ;  estudios  histórico  y  crítico  : 

4*^  Aplicabilidad  del  impuesto  progresivo  al  sistema  financiero  ar- 
gentino ; 

5°  El  impuesto  territorial  como  medio  para  corregir  los  males  del 
latifundio,  baldíos  y  despoblación  : 

6°  El  impuesto  á  la  valorización  de  la  tierra  ; 

7°  Reformas  que  la  práctica  aconseja  introducir  en  la  contabilidad 
nacional  ; 

8"  Control  constitucional  de  los  gastos  públicos  por  el  Congreso.  Su 
definición.  Ventajas  de  la  creación  de  un  tribunal  ó  corte  de  cuentas. 
Legislación  comparada  al  respecto  ; 

9"  Puertos  y  zonas  francas  ; 

I  o"  Organización  y  fundamentos  de  un  impuesto  á  los  dividendos 
■de  las  sociedades  anónimas  ; 

1 1°  La  Constitución  nacional  de  i853  á  i86o  ; 

ia°  La  sociedad  argentina,  sus  actuales  caracteres  psico-sociológicos; 

idt°  Carácter  y  acción  del  departamento  nacional  del  trabajo  en  la 
República  Argentina  : 

1 4°  El  contrato  con  el  derecho  romano  como  fuente  del  legislado  en 
el  Código  civil  argentino  ; 

1 5"  Teoría  romana  de  las  obligaciones  en  el  Código  civil  argentino  ; 

16"  Las  manifestaciones  de  voluntad  y  sus  efectos  en  el  Código  civil 
argentino  ; 

17"  La  expropiación  ante  la  constitución  y  la  jurisprudencia  de  la 
<:orte  suprema,  su  análisis  y  comentario  ; 


8o8  ANALES  DE  LA  FACULTAD  DE  DERECHO 

1 8"  El  Código  penal  argentino  ante  el  estado  actual  de  las  ciencias 
en  esta  materia  ; 

19°  El  régimen  legal  de  las  sociedades  anónimas  en  la  República  Ar- 
gentina ; 

30°  Historia  de  la  enseñanza  universitaria  en  las  ciencias  jurídicas  y 
sociales  en  la  Universidad  de  Buenos  Aires  y  su  estado  actual  ; 

31°  Los  ferrocarriles  en  la  República  Argentina,  su  réginim.  •^n'^ 
problemas  y  su  legislación  ; 

32"  La  herencia  psíquica  coino  antecedente  en  el  derecho  penal  ; 

33"  La  prueba  de  presunciones  y  la  jurisprudencia  argentina  sobre 
esta  materia  ; 

34°  El  derecho  internacional  americano  y  las  guerras  civiles  ; 

25°  La  defensa  social,  medios  preventivos  y  represivos; 

36°  La  delincuencia  en  la  República  Argentina  ; 

37°  Las  industries  agrarias  en  la  República  Argentina,  su  evolución, 
su  estado  actual  y  su  legislación. 

38°  La  propiedad  territovial  en  la  República  Argentina  desde  1880  : 
su  valorización  y  subdivisión  ;  sus  impuestos  y  cargas  ;  el  capital  hipo- 
tecario que  la  grava  ; 

39°  Las  ideas  políticas  y  la  organización  del  gobierno  en  las  Provin- 
cias Unidas  del  Río  de  la  Plata  desde  18 19  hasta  i853  ; 

3o°  Las  instituciones  económicas  y  el  derecho  comercial  argentino 
desde  18 10  hasta  i83o  : 

3i°  Historia  é  influencia  del  papel  moneda  en  el  desenvolvimiento 
económico  argentino  ; 

33°  Historia  y  crítica  de  las  finanzas  de  una  provincia  (á  elección)  ; 

33°  El  poder  ejecutivo  en  los  estatutos,  reglamentos  y  constilucio- 
de  la  Nación  y  de  las  provincias,  su  reglamentación  y  funcionamiento  ; 

34°  Estudio  crítico  de  la  bibliografía  jurídica  argentina  ; 

35°  Reforma  de  la  legislación  minera  en  la  República  Argentina  : 

36°  Estudio  sobre  el  mejor  sistema  para  contribuir  al  pago  de  las 
obras  públicas  por  los  beneiiciados  en  ellas  ; 

3"°  La  ley  sobre  navegación  de  cabotaje  referida  á  los  intereses  del 
comercio  nacional  ; 

38°  La  justicia  militar  en  la  Repiíblica  Argentina  ; 

39°  Las  bahías  históricas:  situación  jurídica  internacional  del  Río  de 
la  Plata  ante  el  derecho  internacional  ; 

4o°  La  vida  económica  en  las  provincias  del  Río  de  la  Piala  desde 
principios  del  siglo  xvni  hasta  1810; 

41"  Los  cabildos  abiertos  y  su  función  en  las  Provincias  Unidas  del 
Río  de  la  Plata  ; 

43°  Organización  de  los  gobiernos  de  provincia  ; 
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43"  Responsabilidad  civil  del  estado  ;  jnils|Mudencla  argentina  sobre 
esta  materia  : 

44°  Gontencloso-adminlstrativo  : 

45°  Método  de  Interpretación  jurídica  ; 

46°  Simulación  y  fraude  en  los  actos  jurídicos.  Legislación  y  juris- 
prudencia argentina  ; 

47"  Intcr\enclón  íinanclera  del  gobierno  federal  en  las  provincias. 
(Estudio  de  los  gastos  á  cargo  de  la  Nación  en  cada  provincia  v  su  com- 
paración con  los  gastos  provinciales). 

48°  Elstudio  del  régimen  impositivo  en  la  República  Argentina,  su 
organización  constitucional  y  linanciera,  sus  resultados  financieros, 
económicos  y  sociales,  las  fallas  y  correctivos  posibles; 

49°  Conveniencia  del  juicio  por  jurados  en  nuestro  país  ; 

ao"  Oralidad  del  juicio  ; 

5i°  El  voto  obligatorio  y  su  aplicación  : 

52°  Delincuencia  femenina,  su  represión  ; 

53"  Represión  de  los  delitos  cometidos  por  menores  de  edad  : 

54"  Influencia  en  lo  civil  de  la  cosa  juzgada  en  lo  criminal,  juris- 
prudencia en  la  materia  ; 

55"  Organización  del  crédito  agrícola  en  la  República  Argentina  ; 

56°  Estudio  de  los  tratados  internacionales  vigentes  en  la  República 
Argentina  . 

57°  El  salario  y  la  organización  del  trabajo  en  la  República  Argen- 
tina ; 

58"  Legislación  y  jurisprudencia  argentina  relativos  á  la  prensa; 

59"  Contrato  de  terceros  en  derecho  civil  argentino ;  * 

60"  Régimen  legal  del  carbón,  petróleo  y  otros  combustibles  en  el 
derecho  de  minas  ; 

61°  Medios  más  eficaces  para  fomentar  la  marina  mercante  na- 
cional ; 

62"  Estudio  del  sistema  inglés  del  debenture  y  de  su  adopción  en  la 
legislación  argentina  ; 

63°  Municipalidades  de  León  y  Castilla  : 

64°  La  administración  de  justicia  en  las  colonias  españolas  de  Amé- 
rica ; 

65"  Historia  externa  de  la  legislación  civil  argentina  : 

66"  El  abaratamiento  délos  artículos  de  primera  necesidad  : 

67"  Sistema  de  colonización  de  la  tierra  liscal; 

68°  Reglamentación  protectora  del  trabajo,  garantía  contra  los 
riesgos  : 

69"  Organización  de  la  previsión  social  ; 

70"  Legislación  sobre  huelgas  ; 
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71"  La  mutualidad  ; 

73"  La  explotación  del  trabajo  á  domicilio   (sweating  systeni)  ; 

78°  El  registro  de  los  deeds  que  acredita  el  domicilio  útil  de  la  tierra 
de  Australia  ^  puede  tener  los  efectos  de  la  ley  Torrens  en  el  sistema 
romano  de  la  propiedad,  adoptado  en  los  artículos  i4,  17  y  -^o  de  la 
Constitución  argentina  ? 

7^°  Estudio  de  la  adopción  romana.  ^^•  Sería  conveniente  iiilroducirla 
en  la  legislación  civil  argentina,  en  la  forma  establecida  por  los  prin- 
cipales códigos  modernos  ? 

76°  La  acción  Serviana  en  el  pignus  oppositiim  :  facilidades  de  su  apli- 
cación en  el  régimen  moderno  de  la  publicidad  y  sus  efectos  en  la  nue- 
va legislación  extranjera  sobre  la  prenda  agrícola  ; 

76°  Necesidad  de  una  ley  nacional  complementaria  del  registro  para 
toda  clase  de  constitución  de  derechos  reales,  privilegios  y  contratos  de 
venta  por  mensualidades  y  arrendamientos  : 

77°  Orden  de  privilegios  establecidos  por  el  Código  r¡\il  v  1í>v.'«;  ínu 
que  podrían  complementarse  : 

78°  La  unificación  internacional  de  la  letra  de  cambio  : 

79"  El  concepto  de  la  prenda  y  la  hipoteca  en  las  legislaciones  mo- 
dernas y  conveniencia  de  adoptarlo  en  la  legislación  argentina  : 

80°  La  reglamentación  de  los  procedimientos  preventivos  de  las 
quiebras  contenidos  en  la  ley  de  1902,  referida  á  los  intereses  del  co- 
mercio ;  resultados  de  su  aplicación  y  reformas  necesarias  en  la  ley  de 
quiebras. 


ORDENANZA   SOBRE   LOS  CURSOS   INTENSIVOS   E   INTEGRADOS 

1°  Que  los  cursos  generales  tendrán  tres  horas  de  clase  por  semana. 
Los  integrales  dos  y  los  intensivos  hora  y  media  y  con  un  mínimun 
de  una  hora  ; 

2°  En  los  cursos  generales,  uno  de  los  profesores  suplentes  deberá 
dictar  un  míniínun  de  doce  clases,  de  acuerdo  con  la  distribución  que 
del  horario  haga  el  decano  : 

3"  Los  cursos  intensivos  de  cada  año  se  turnarán  anualmente,  de 
dos  en  dos,  tomándose  como  punto  de  partida  para  establecer  la  rota- 
ción los  de  1913,  salvo  lo  que  considere  oportuno  resolver  el  consejo 
directivo  en  algún  caso  particular  por  motivos  especiales. 
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ORDENANZA  SOBUE  NOMBRAMIENTO  DEL  GRADUADO  QUE  DEBERÁ 
HABLAR  EN  EL  ACTO  DE  LA  COLACIÓN  DE  GRADOS 

Art.  1°.  —  A  partir  del  año  1913  se  seguirá  el  siguiente  procedimien- 
to para  designar  al  alumno  que  ha  de  pronunciar  el  discurso  en  la  ce- 
remonia de  la  colación  de  grados. 

Art.  2°. — En  el  mes  de  marzo,  el  decano  convocará  á  todos  los 
alumnos  del  curso  que  deben  recibir  sus  displomas  ese  año  á  fin  deque 
«lijan  el  orador.  El  decano  presidirá  la  reunión.  Para  que  haya  elección, 
es  necesario  que  el  elegido  sea  un  estudiante  distinguido  y  que  reúna 
los  dos  tercios  de  votos  de  los  asistentes. 

Art.  3°.  —  Si  no  se  obtuviera  la  mayoría  á  que  se  refiere  el  artículo 
anterior,  después  de  tres  votaciones  consecutivas,  el  decano  hará  la  de- 
signación entre  los  dos  que  hubiesen  obtenido  mayor  número  de  votos. 


CONTRATO  CON   EL    SEÑOR  ROBERTO   LEVILLIER  SOBRE 
INVESTIGACIONES   HISTÓRICAS 

De  acuerdo  con  la  resolución  del  Consejo  directivo  de  la  Facultad  de 
derecho,  fecha  29  de  noviembre  de  191 2,  se  conviene  entre  el  señor 
decano  de  la  Facultad  doctor  Eduardo  L.  Bidau,  y  el  señor  Roberto 
Levillier,  lo  siguiente  : 

I"  El  señor  Roberto  Levillier  sé  compromete  á  investigar  en  los  ar- 
chivos europeos,  la  documentación  reierente  á  la  historia  económica 
del  país  en  la  época  colonial,  y  á  correlacionarla  para  formar  con  ella 
una  obra  que  no  constará  de  menos  de  seis  tomos  de  000  páginas,  del 
formato  de  los  estudios  que  publica  la  Facultad; 

2°  Enviará  trimestralmente  las  copias  sacadas  en  los  archivos  y  en- 
tregará la  obra,  comentada,  plegada  y  lista  para  la  impresión,  en  el 
mes  de  mayo  de  1914  ; 

3°  La  Facultad  entregará  al  señor  Roberto  Levillier,  la  suma  de  ocho- 
cientos pesos  (8  800  oro)  oro  curso  legal  para  los  gastos  de  copistas  que 
demanda  la  obra,  en  el  mes  de  abril  de  1913,  y  éste  deberá  rendir  cuen- 
ta de  los  gastos  et"e:;tuados,  al  remitir  las  copias  efectuadas,  ó  sea  tri- 
mestralmente; 

4"  La  Facultad  abonará  al  señor  Roberto  Levillier  la  suma  de  cinco 
mil  pesos  ($  oooo  m/n)  moneda  nacional  en  el  mes    de  septiembre  de 
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191 3,  y  mil  quinientos  pesos  [^  [5oü  m/n)  moneda  nacional  al  entre- 
gar la  obra  lista  para  la  impresión ; 

5°  Este  convenio  queda  subordinado  á  lo  que  sobre  él  resuelva  el 
Consejo  directivo  de  la  Facultad  de  derecho  y  ciencias  sociales. 

Hecho  en  Buenos  Aires  á  21  días  del  mes  de  febrero  de  mil  nove- 
cientos trece,  en  doble  ejemplar. 

E.  L.  Bidau.  Roberto  Levillier. 


NECROLOGÍA 


I.  El  doctor  Sabás  P.  Carreras. 
JI.  Francisco  Valzorio. 


NECROLOGÍA 


I 

El  doctor  Sabás  P.  Carreras 

Al  evocar  la  memoria  del  que  en  vida  se  llamó  el  doctor  Sabás  P. 
Carreras,  tributamos  el  homenaje  de  respeto  al  maestro,  cuyos  nobles 
estímulos  han  dejado  perdurable  huella. 

Profesor  titular  de  práctica  notarial  en  la  Facultad  de  derecho  y  cien- 
cias sociales  de  la  Universidad  de  Buenos  Air'es  y  también  profesor  de 
intrumentos  y  registros  públicos,  en  la  Facultad  de  ciencias  jurídicas  v 
sociales  de  la  Universidad  de  La  Plata,  el  doctor  Sabás  P.  Carreras  ha 
muerto  joven. 

En  medio  de  la  tranquilidad  de  espíritu  que  preporciona  el  pensar, 
el  extinto  consagró  sus  energías  al  estudio —  santa  consagración  de  las 
más  nobles  facultades  del  pensamiento  —  y  á  la  enseñanza,  que  es  el 
más  respetable  de  los  sacerdocios. 

Y  así,  con  la  nobleza  propia  de  las  almas  cuyo  vuelo  alcanza  á  ex- 
pandirse en  esferas  superiores,  recorrió  la  invisible  senda  de  la  vida, 
difundiendo,  á  su  paso,  las  más  puras  enseñanzas  con  la  palabra  y  con 
el  ejemplo. 

Su  bondad  ingénita  revelaba  la  ecuanimidad  de  su  espíritu. 

Supo,  sí,  amar,  con  alma  de  artista,  todo  lo  bueno  y  lo  bello  ;  y  tu- 
vo también  su  ideal :  el  reinado  de  la  paz  y  de  la  justicia,  causa  sim- 
pática y  humanitaria,  á  cuyo  servicio  consagró  su  clara  inteligencia  y 
vasta  ilustración. 

Fué  uij  laborioso,  que  no  sólo  honró  con   sus   talentos  y   servicios  á 
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la  cátedra  y  á  la  enseñanza  superior,  sino  que  asumió  la  ejemplar  ta- 
rea de  vivir  en  paz  :  sin  odios,  sin  mentiras,  sin  pasiones. 

En  un  tiempo  en  que  la  falsa  idea  de  lucha  sobresaltaba  el  espíritu, 
el  doctor  Carreras  tuvo  por  reíala  la  cultura  y  por  religión  el  estudio... 
Su  corazón  parecía  un  tranquilo  huerto,  donde  sonreía  la  calma  del 
límpido  horizonte  azul ;  su  cerebro  era  un  fino  instrumento  que  nunca 
vibró  para  innobles  conceptos  :  su  pluma  no  fué  envenenada  ni  satíri- 
ca, pero  si  corrió  presurosa  á  investigar  el  bien  y  la  verdad,  y  su  pala- 
bra venía  á  sus  oyentes,  en  la  discusión  y  en  la  cátedra,  como  una  blan- 
ca y  serena  mensajera  de  la  equidad  y  de  la  justicia. 

Carácter  sagaz  y  tranquilo,  supo  conciliar  todas  las  contradicciones  y 
asperezas  de  la  vida  y  el  mejor  elogio  que  se  le  debe,  es  decir  c¡ue  fué 
el  hombre  sin  rencores,  el  ciudadano  cumplido,  el  maestro  prestigioso, 
cuyo  espíritu  se  sostuvo  tan  alto  que  no  descendió  jamás  de  su  torreón 
de  caballero  para  ponerse  en  alas  de  pasiones  v  rencillas. 

II 

Francisco  Valzorio 

La  pena  que  causara  el  fallecimiento  de  don  Francisco  Valzorio,  se- 
cretario-administrador de  los  Anales  y  oficial  mayor  de  la  Facultad  de 
■derecho  y  ciencias  sociales,  fué  profunda  y  sentida. 

El  extinto  se  había  confundido  en  tal  forma  con  la  facultad,  que 
profesores  y  alumnos  considerábanlo  como  parte  integrante  de  la  mis- 
ma, elemento  irreemplazable  en  la  vida  familiar  de  aquellos  claustros. 

Administrativamente,  Valzorio  era  un  simple  empleado  de  secreta- 
ría ;  sus  funciones  de  oficial  mayor  parecían  darle  un  papel  secundario 
«n  el  funcionamiento  de  ese  instituto.  Sin  embargo  durante  los  últi- 
mos diez  años,  ocupaba  en  realidad  un  cargo  superior,  haciendo  que 
sus  actividades  se  extendieron  en  todos  los  ámbitos  de  la  facultad. 

Por  lo  mismo  que  su  acción  era  tan  compleja  y  variada,  resulta  di- 
fícil concretarla  en  sus  términos  precisos.  No  obstante,  puede  decirse 
que  Valzorio  era  el  trail  (Funion  entre  la  severidad  de  las  auto- 
ridades   y    la    bullanguera   disciplina  de   los    estudiantes  :   era  el  me- 
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dio  conciliador  de  las  rudas  exli^encias  de  reglamenlos  y  ordenanzas  con 
la  ingénita  rebeldía  de  la  masa  estudiantil,  representaba  ese  elemento 
contemporizador  y  concorde  que  bacía  amables  y  sencillas  las  relacio- 
nes de  maestros  y  discípulos  en  la  ludia  cuotidiana  de  la  vida  común. 
Era  intérprete  de  los  profesores,  para  inspirar  el  orden  y  la  disciplina; 
tenía,  por  derecbo  propio,  el  mandato  de  los  estudiantes  para  peticio- 
nar facilidades  y  obtener  franquicias.  Su  espíritu  bondadoso,  su  activi- 
dad diligente  y  su  carácter  franco  estuvieron  siempre  al  servicio  de  esa 
armonía,  en  la  que  él  gozaba  sinceramente,  por  saberla  obra  suya.  To- 
dos le  tuteaban  ;  en  las  épocas  de  exámenes  multiplicaba  sus  tareas, 
redoblaba  el  esfuerzo  para  satisfacer  á  todo  el  mundo  :  al  alumno  libre 
que  pedía  una  tolerancia,  al  que  llegaba  á  las  mesas  después  de  turno, 
al  examinando  en  desgracia  que  necesitaba  un  aliento  y  una  ilusión. 
Valzorio  era  obsequioso  y  amable  sin  distinciones,  era  el  tutor  natural 
de  las  aspiraciones  estudiantiles,  al  mismo  tiempo  que  guardián  celoso 
de  la  disciplina  universitaria. 

Los  mucbacbos  de  provincia,  que  llegaban  del  interior  desorientados 
Y  perplejos,  tenían  en  él  desde  la  primera  bora  un  factor  de  ayuda,  que 
les  acogía  con  cariño  y  les  acompañaba  con  empeño  en  esos  pequeños 
trámites  iniciales,  que  son  rudos  como  todos  los  principios. 

Y  Valzorio  siempre  estaba  en  su  puesto,  jovial  y  activo,  respetuoso 
con  los  superiores,  familiar  con  los  alumnos  ;  á  todos  suministraba  in- 
formes y  prestaba  datos,  como  que  él  sabía  íntegramente  esos  peque- 
ños detalles  que  reglan  el  funcionamiento  de  aquel  gran  organismo. 
La  noticia  de  su  muerte  ba  repercutido  bondamentc  entre  los  que  le 
conocieron  ;  todos,  unos  más,  otros  menos,  le  debían  un  servicio,  una 
atención,  una  amabilidad.  Se  babían  acostumbrado  á  considerarlo  co- 
mo parte  de  la  Facultad  misma,  como  á  Emilio,  aquel  viejo  bedel  que 
durante  cuarenta  años,  en  la  modestia  de  sus  funciones,  era  el  amigo  y 
el  compañero  de  todos,  en  quien  vibraban  y  repercutían  las  alegrías  y 
las  incertidumbres,  las  expansiones  y  las  zozobras  de  los  estudiantes  de 
derecbo.  Son  los  servidores  modestos  y  leales,  los  más  bumildes  y  sin- 
ceros, los  que  saben  herir  más  profundamente  el  sentimiento  de  una 
comunidad. 

E,  L. 

AWAL.     ÍAC.     DK     DER.     T.     III    (2*    p.)  ''^ 


LEYES   NACIONALES 


I.  Ley  9077   de    1°  de   marzo  de    191 3   agregando  iin   nuevo  inciso  al   articulo  206   del 
Código  penal. 

II.  Ley  9078  de  1°  de  marzo  de  igiS  sobre  reglamentación  y  arancel. 

III.  Ley  9080  de  7  de  marzo  de  1913  declarando  de  propiedad  nacional  las  ruinas  y  ya- 
cimientos arqueológicos. 

IV.  Ley  9098  modificando  los  articulos  1082,  io35  y   1087  del  Código  civil. 


LEYES  NACIONALES 


I 

Ley  9077,  de  ±"  de  marzo  de  1913,  agregando  un  nuevo  inciso 
al  articulo  S06  del  Código  penal 

El  Senado  y  Cámara  de  diputados   de  la  nación  Argentina,  reunidos  en 
congreso,  etc.,  sancionan  con  fuerza  de 

LEY 

Art.  I".  —  Agrégase  al  artículo  2o3  del  Código  penal,  el  siguiente  in- 
•riso  : 

1 5°  Los  que  den  en  pago,  cheques,  sin  tener  provisión  de  fondos  ó 
autorización  para  girar  en  descubierto,  quedarán  igualmente  compren- 
didos en  las  penalidades  prevenidas  por  el  artículo  anterior,  en  los  in- 
cisos 1°  y  2",  siempre  que  dentro  de  las  veinticuatro  horas  del  protesto, 
no  abonaren  su  importe. 

Art.  2".  —  Comuniqúese  al  poder  ejecutivo. 

Dada  en  la  sala  de  sesiones  del  Congreso  argentino,  en  Buenos  Aires  á  veinte 
/  de  febrero  de  mil  novecientos  trece. 


Benito  Vill\nueva.  R.  M.  Fraga, 

B.  Ocampo,  D.  Zambrano   (hijo). 

Secretario  tlel  Senado.  Secretario  de  la  G.  de  DD. 
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Buenos  Aireí.    i°  de  marzo  de   i'jio- 

Tengase  por  ley  de  la  nación;  cúmplase,  comuniqúese,   publíquese  v 


(lese  al  Registro  nacional, 


PLAZA. 
Juan  M.  Garro. 


II 


Ley  9078,  de  i*^  de  marzo  de  1913,  sobre  reglamentación 
y  arancel 

El  Senado  y  Cámara  de  diputados  de  la  nación  Argentina,  reunidos  en  con- 
greso, etc.,  sancionan  con  fuerza  de 


Art.  1°.  —  La  Escribanía  general  de  gobierno,  funcionará  en  adelan- 
te bajo  la  dependencia  inmediata  del  Ministerio  de  justicia  é  instrucción 
pública  é  intervendrá  en  la  escrituración  y  protocolización  de  todos  los 
contratos  entre  el  gobierno  y  los  particulares  y  en  los  demás  actos  que 
corresponda,  con  arreglo  á  las  disposiciones  del  Código  civil,  leyes  es- 
peciales y  decretos  reglamentarios. 

Art.  2°.  — El  Escribano  general  de  gobierno,  será  nombrado  y  re- 
movido por  el  poder  ejecutivo;  y  para  el  desempeño  del  cargo,  se  re- 
quiere las  mismas  condiciones  que  para  el  de  escribano  de  registro  en 
la  capital  de  la  nación. 

Art.  3°.  — La  Escribanía  general  de  gobierno  se  ajustará  al  siguiente 
arancel  : 

a)  Por  el  otorgamiento  de  las  escrituras  y  testimonio  de  trasmisión 
de  doininio  de  inmuebles  ó  derechos  re;i](^s.  cnvo  valor  sea  : 


Hasta  lo.ooo  pesos  m/'n. 

—  5o.ooo . . 

—  lOO.OOO. 

—  a5o.ooo. 
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$  m/a 

Hasta     5oo  .  ooo 5oo 

—  760 .  000 G5o 

—  1  .  000 .  000 800 

Excediendo  de  esta  suma i .  000 

b)  Por  las  escrituras  de  concesiones  ó  contratos  de  ferrocanües,  etc.  : 

$  m/n 

Hasta  5o  kilómetros 100 

—  100 200 

—  aSo 5oo 

—  5oo 800 

—  75o 1 .  000 

—  1 .  000 1 .  200 

Excediendo  de  mil  kilómetros i .  5oo 

c)  Por  las  escrituras  de  contrato  para  construcciones,  provisión  de 
artículos,  etc.  : 

$  m/n 

Hasta   10.000  pesos    m/n 10 

—  3o .  000 , /|0 

—  5o .  000 (jo 

—  100.000 100 

—  200.000 180 

—  5oo  .  000 35o 

—  75o .  000 5oo 

—  1 .  000 .  000 700 

—  2  .  000 .  000 I  •  000 

—  5 .  000 .  000 1  •  200 

Mas  de  cinco  millones i  •  5oo 

d)  Por  las  escrituras  de  concesiones  de  muelles,  puertos,  diques,  fu- 
siones de  ferrocarriles  ú  otras  que  no  estén  comprendidas  en  este  aran- 
cel, se  cobrará  de  acuerdo  con  el  monto  de  los  presupuestos  ó  su  im- 
portancia y  valor  equivalente  : 

.$  m/n 

Hasta  100 .  000  pesos  m/n 200 

—  2  5o .  000 5oo 

—  5oo .  000 800 


700.000. . . 
I .000.000. 


i  .000 


200 


—     5  .  000 .  000 I  •  5oo 

Más  de  cinco  millones 3  .  000 
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e.j  Por  las  escrituras  de  chancelación  de  tierras  ó  saldos  de  precio  : 

$  m/n 

Hasta  20.000  liectáreas  ó  5o. 000  pesos  mn 3o 

—     5o .  000  ó  200 .  000  pesos  m/n Go 

Excediendo  de  estasjcantidades 80 

f)  Por  las  escrituras  de  confirmación,  rectificación,  hipotecas,  cam- 
bio de  ubicación,  protocolización  de  documentos  ó  escrituras,  etc., 
pesos  moneda  nacional  5o  : 

g)  Por  protestas  ó  diligencias  de  notificación,  pesos  moneda  nacio- 
nal 3o ; 

hj  Por  protestas  de  letras  por  tierras  ú  otros,  pesos  moneda  nacio- 
nal 8: 

i)  Por  cada  cargo  en  las  solicitudes  mineras,  pesos  moneda  nacio- 
nal 2  ; 

j)  Por  cada  hoja  de  los  testimonios  solicitados  por  particulares,  pesos 
moneda  nacional  2  ; 

k)  Los  sellos,  derecho  de  certificado,  de  inscripción,  etc.,  serán  de 
cuenta  del  particular,  á  excepción  de  las  escrituras  de  expropiación. 

Art.  4°.  —  Comuniqúese  al  poder  ejecutivo. 

Dada  en  la  sala  de  sesiones  del  Cons^reso  arü:cnfino,  en    Buenos  Aires,  á  veinte 
de  lebrero  de  mil  novecientos  trece. 

BENrro  ViLL.\>üEV.\.  R.  M.  Fraga. 

B.  OcampOf  D.  Zambrano  (hijo). 

Secretario  del  Senado.  Secretario  de  la  G.  de  DD. 

Buenos  Aires,   1°  de  marzo  de  1913. 

Tényase  por  ley  de  la  nación,  cúmplase,  comuniqúese,   publíquese  y 

dése  al  Registro  nacional. 

PLAZA. 
Juan  M.  Garro. 
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III 

Ley  9080,  de  ?  de  marzo  de  1913,  declarando  de  propiedad 
nacional  las  ruinas  y  yacimientos  arqueológicos 

El  Senado  y  Cámara  de  diputados  déla  nación  Argentina,  reunidos  en  con- 
greso, etc.,  sancionan  con  fuerza  de 

LETÍ 

Art.  1°.  —  Se  declara  de  propidad  de  la  nación,  las  ruinas  y  yaci- 
mientos arqueológicos  y  paleontológicos  de  interés  científico. 

Art.  2".  —  Nadie  podrá  utilizar  ó  explotar  ruinas  ó  yacimientos  sin 
permiso  del  ministerio  de  Justicia  é  Instrucción  pública  de  la  nación, 
asesorado  por  la  dirección  del  Museo  nacional  de  historia  nacional  y  del 
Museo  etnográfico  de  la  Facultad  de  filosofía  y  letras. 

Art.  3°.  —  En  caso  de  que  la  conservación  de  las  ruinas  implique 
una  servidumbre  perpetua,  el  listado  indemnizará  á  los  propietarios  del 
terreno  en  que  se  encuentren  las  ruinas. 

Art.  4°-  —  Los  permisos  para  las  exploraciones  sólo  podrán  ser  con- 
cedidos á  intituciones  científicas  del  país  ó  del  extranjero  que  comprue- 
ben que  las  llevarán  á  cabo  con  propósitos  de  estudio  y  sin  fines  de  es- 
peculación comercial. 

Art.  5°.  —  Sólo  será  permitida  la  exportación  de  objetos  duplicados, 
seo:ún  informe  de  la  dirección  del  Museo  nacional  de  historia  natural  v 
del  Museo  etnográfico  de  la  Facultad  de  filosofía  y  letras. 

Art.  G".  —  Todo  objeto  único  no  representado  en  los  museos  nacio- 
nales quedará  á  favor  del  mismo  como  compensación  del  permiso  con- 
cedido, entregándose  al  explorador  un  modelo  del  objeto  único, 

Art.  7°.  — El  Estado  podrá  expropiar  los  objetos  arqueológicos,  an- 
tropológicos y  paleontológicos  que  se  hallen  en  poder  de  particulares  y 
que  estime  necesarios  para  el  enriquecimiento  de  los  museos  naciona- 
les. 

Art.  8°.  —  La  Facultad  de  filosofía  y  letras,  podrá  continuar  las  ex- 
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pediciones  arqueológicas  que  tiene  organizadas  sin  estar  obligada  á  re- 
cabar el  permiso  prescripto  en  el  artículo  2*^. 
Art.  9°.  —  Comuniqúese  al  poder  ejecutivo. 

Dada  en  la  sala  de  sesiones  del  congreso  argentino,  en  Buenos  Aires,  á  veinti- 
séis de  febrero  del  mil  novecientos  trece. 

Benito  \illanüeva.  R.  M.  Fraga. 

Adolfo  J.  Labougle,  D.  Zambrano  (hijo). 

Secretario  del  Senado.  Secretario  de  la  C.  de  DD. 

Buenos  Aires,  7  de  marxo  de  igiS. 

Téngase  por  la  ley  de  la  nación  ;  cúmplase,  comuniqúese,  publíque- 
se  é  insértese  en  el  Registro  nacional  y  previo  acuse  de  recibo,  archí- 
vese. 

PLAZA. 
Juan  M.  Garro. 

IV 

Ley  9098  modificando  los  artículos  103S,  1035  y  1037 
del  Código  civil 

El  senado  y  cámara  de  diputados  de  la  nación  Argentina,   reunidos  en  con- 
greso, etc.,  sancionan  con  fuerza  de 

LEY 

Art.  1°. — Modifícansc  Jos  artículos  1082,  io35  y  1007  del  (^w]¡.r'^ 
civil  en  la  siguiente  forma  : 

((  1082.  Las  escrituras  piíblicas  deben  ser  hechas  en  el  libro  de  regis- 
tros, que  estará  numerado,  rubricado  ó  sellado  según  las  leyesen  vigor. 
Las  escrituras  que  no  estén  en  el  protocolo  no  tienen  valor  alguno. 

«  io35.  La  escritura  pública  debe  expresar  la  naturaleza  del  acto,  su 
objeto,  los  nombres  y  apellidos  de  las  personas  que  la  otorgan,  si  son 
tnayores  de  edad,  su  estado  de  familia,  su  domicilio  ó  vecindad,  el  lu- 
gar, día,  mes  y  año  en  que  fuesen  firmadas,  que  puede  serlo  cualquier 
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día.  aunque  sea  domingo  ó  feriado,  ó  de  fiesta  religiosa.  El  escribano 
debe  dar  fe  de  que  conoce  á  los  otorgantes,  y,  concluida  la  escritura, 
debe  leerla  á  las  partes,  salvando  al  final  de  ella,  de  su  puño  y  letra, 
lo  que  se  haya  escrito  entre  renglones,  y  las  testaduras  que  se  hubiesen 
hecho.  (El  resto  del  artículo  sin  modificación). 

«  1087.  Substituir  el  último  párrafo  del  artículo  por  el  siguiente  :  «  Si 
los  instrumentos  estuviesen  otorgados  ó  protocolizados  en  el  registro 
del  escribano  ó  hubiesen  sido  ya  transcriptos  en  su  protocolo  con  ante- 
rioridad, bastará  que  este  dé  fe  de  hallarse  ellos  en  su  protocolo,  indi- 
cando la  foja  en  que  se  encontraren  y  transcribiendo  solamente  la  par- 
te pertinente  de  lo  mismo  ». 

Art.  2°.  —  Comuniqúese,  etc. 

Dada  en  la  sala  de  sesiones  del  congreso  argentino,  en  Buenos  Aires,  á  veinti- 
siete de  septiembre  de  mil  novecientos  trece. 


YlCTORmO  DE   LA  PlAZA.  R.   M.   FrAGA. 

Adolfo  J.  Labougle,  D.  Zambrano  (hijo). 

Secretario  del  Senado.  Secreíario  de  la  G.  de  DD 
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La  enseñanza    del    derectio  en   la  Universidad   de    Córdoba,  por  el 
doctor  Enrique  Martínez  Paz.  Córdoba  (R.  A.),  1918,  pág.  99, 

El  doctor  Martínez  Paz  ha  publicado  un  discurso  que  leyó  ante  la 
academia  de  la  Facultad  de  derecho  de  la  Universidad  de  Córdoba  en 
la  ocasión  de  su  entrada  á  dicho  cuerpo.  Su  examen  se  dirige  al  pasado 
y  al  presente,  y  su  aprecio  por  la  orientación  de  las  antiguas  enseñan- 
zas contrasta  singularmente  con  el  juicio  que  le  merecen  las  actuales. 

Sostiene  el  autor  que  la  Universidad  teológica  de  Córdoba  ha  for- 
jado el  cerebro  de  la  mayoría  de  los  pensadores  de  la  Revolución  y  que 
se  ha  de  buscar  la  fuente  de  nuestra  historia  en  la  enseñanza  irradiada 
desde  sus  cátedras  y  no  en  las  estériles  contiendas  civiles.  La  filosofía 
católica  del  siglo  xvi,  profesada  en  la  Universidad  hasta  el  siglo  xvni, 
las  doctrinas  de  Tomás  de  Aquino,  de  Suárez,  de  los  boloñeses,  sobre 
la  soberanía  y  la  materia  política  en  general,  eran  propias  para  des- 
pertar en  los  jóvenes  universitarios  una  resistencia  al  absolutismo  im- 
perante, explicándose  de  tal  suerte  que  salieran  á  «  engrosar  el  ejercito 
de  la  patria  y  que  llevaran  á  su  causa,  no  los  ardientes  entusiasmos  de 
la  juventud,  sino  el  sereno  heroísmo  del  apostolado  abrazado  con  ver- 
dadero amor  ». 

En  la  historia  universitaria  posterior  á  la  Revolución  de  mayo,  el 
plan  del  deán  Funes,  merece  al  autor  un  elogio  entusiasta  ;  no  así  el 
actual  estado  de  la  enseñanza  del  derecho  que  es  objeto  de  sus  críticas. 
La  falta  de  toda  idea  directriz  y  de  todo  plan  consciente  son  sus  carac- 
terísticas. Su  organización  no  ha  nacido  de  los  cuerpos  directivos  de  la 
Facultad   y  el  Parlamento  ha  creado  ó  suprimido  cátedras,   algunas 
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veces  por  medio  del  presupuesto  nacional.  Gomo  resultado  de  tal  sis- 
tema, vemos  alternando  en  la  enseñanza  representantes  más  ó  monos 
fieles  de  la  teología,  con  apóstoles  de  la  ciencia  moderna. 

El  esprit  francés  y  su  filosofía  democrática  y  revolucionaria  han  con- 
tribuido á  establecer  un  doctrinarismo  absurdo  de  los  derechos  innatos 
é  inmutables  y  un  derecho  natural  metafísicó  que  cuenta  en  Córdoba 
con  respetables  sostenedores.  Por  otra  parte,  la  filosofía  positiva  y  ex- 
perimental de  los  últimos  tiempos  ha  encontrado  al  derecho  en  ese 
estado  y  a  ha  influido  sobre  él  más  para  ahondar  los  males  que  lo 
aquejan,  que  para  comunicarle  un  soplo  de  realidad  que  tanto  pre- 
cisaba ))  (pág.  4i)- 

Estas  tendencias  han  llevado  la  enseñanza  del  derecho  al  campo  ex- 
clusivo del  derecho  práctico  y  positivo,  sin  enseñarse  otra  cosa  á  la 
juventud  que  la  interpretación  fría  y  descarnada  de  la  ley  escrita.  Para 
remediar  estos  males  debe  buscarse  el  origen  del  derecho  en  la  sociedad 
que  lo  crea,  en  la  acción  recíproca  que  la  vida  colectiva  é  individua! 
produce,  apartándonos  del  origen  que  lo  atribuye  á  la  razón  ó  á  la 
voluntad  de  los  hombres,  y  es  necesario,  por  consiguiente,  aplicar  el 
método  histórico  y  el  estudio  de  la  legislación  comparada. 

En  la  Universidad  de  Córdoba  no  existe  una  sola  cátedra  dedicada 
al  estudio  de  la  legislación  comparada  ;  los  adelantos  de  la  etnografía, 
epigrafía  y  papirología  jurídica  apenas  si  son  conocidos  como  lejanas 
leyendas,  y  la  filosofía  conserva  la  forma  metafísica  é  individualista 
del  pasado.  La  tradición  lejos  de  ser  un  obstáculo  para  la  implantación 
de  estas  normas  es,  por  el  contrario,  un  ejemplo.  Trejo  enseñólas  cien- 
cias de  su  tiempo  en  medio  de  la  barbarie  ;  Funes  adoptó  en  su  plan 
muchas  ideas  modernas  y  Vélez  Sarsfield  redactó  su  código  bajo  el  in- 
flujo de  Savigny  y  de  Freitas,  los  más  profundos  innovadores  de  su 
tiempo. 

F.  M.  H. 

R3habilitación    y   matricula,    por   Ricaudo  Victoriga.    La   Plata,    iQíS. 
iC  páginas. 

El  autor  sostiene  una  tesis  equitativa  y  verisímil  :  la  rehabilitación 
del  fallido  que   ha  realizado  íntegro  pago  á  sus  acreedores,  sancionada 
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por  el  artículo  i4G  de  la  ley  de  quiebras  (n"  fiióC)),  es  una  disposición 
independiente  de  las  reglas  generales  sobre  rehabilitación  ;  el  inciso  V 
del  artículo  2G  del  Código  de  comercio,  que  exige  la  matrícula  para 
conceder  el  derecho  á  solicitar  tal  beneficio,  no  sería  aplicable  al  caso 
de  pago  íntegro.  Esta  doctrina  se  ha  sostenido  entre  nosotros,  aunque 
con  diversos  argumentos  por  Segovia  (n"  119)  y  por  Siburu  flít.  II, 
n°  36^)  de  sus  comentarios  y  dividida  la  opinión  de  los  jueces  de  la 
Capital,  el  tribunal  superior  la  rechazó,  disponiendo  la  aplicación  del 
artículo  26  de  la  ley  de  comercio.  La  ley  inglesa  de  20  de  agosto  de 
i883  (art.  35,  §  I,  tít.  II)  y  el  Código  de  comercio  de  Francia  (art.  Go^i, 
ley  de  3o  de  diciembre  de  r9o3)  consagran  el  principio  de  la  rehabili- 
tación de  oficio  en  el  caso  de  pago  íntegro.  M.  Bérenger,  miembro 
informante  de  la  comisión  del  Senado  de  Francia,  decía  sobre  esta 
materia,  en  la  sesión  de  i5  de  noviembre  de  1901  :  ((  Un  primer  punto 
debe  ponerse  aparte,  y  espero  que  respecto  do  él  no  habrá  ninguna 
contradicción.  Es  el  caso  previsto  actualmente  por  el  Código  de  co- 
mercio como  medio  de  rehabilitación.  Ese  caso  es  el  de  pago  íntegro 
de  las  deudas.  No  hay  distinción  que  hacer  entre  el  quebrado  honorable 
y  el  que  no  lo  ha  sido,  todos  pueden  aprovechar  de  la  rehabilitación. 
^  Por  qué.^  Por  una  razón  bien  simple  ;  habiéndose  pagado  á  todos  los 
acreedores,  la  quiebra  no  existe,  y  no  existiendo  no  puede  haber  fa- 
llido. Si  el  pago  ha  sido  íntegro  la  rehabilitación  es  de  derecho.  Pero 
hemos  hecho  á  las  condiciones  impuestas  dos  ó  tres  innovaciones  que 
seguramente  serán  aprobadas.  El  Código  de  comercio  parece  dejar  aún 
en  ese  caso  un  derecho  de  apreciación  á  los  jueces  ;  por  lo  menos  algu- 
nos documentos  de  jurisprudencia  lo  han  decidido  así.  Declarando  que 
la  rehabilitación  es  de  derecho,  hemos  suprimido  esa  facultad.  Cessante 
causa,  cessat  effectus.  Los  jueces  no  tendrán  sino  un  simple  poder  de 
constatación.  »  (Ch.  Roy,  Rrhabilitation  des  faillis,  pág.  76.  París, 
1904.) 

A-simismo  combate  el  señor  Victorica  la  supuesta  vigencia  del  ar- 
tículo 26  y  lo  reputa  derogado  por  el  conjunto  de  la  ley  de  quiebras, 
y  sobre  todo  porque  cree  que  parte  de  ese  artículo  ha  quedado  eviden- 
temente suprimido  y  ninguna  razón  se  opone  á  considerar  en  iguales 
condiciones  el  inciso  4°,  si  se  atiende  á  los  antecedentes  y  al  espíritu  de 
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la  nueva  legislación.  Sin  desconocer  la  liabiüdad  de  la  argunicntacióti 
del  autor  y  las  circunstancias  que  favorecen  su  tesis,  podría  objetarse 
cjue  el  referido  inciso  4°  del  artículo  2O  forma  parte  de  la  legislación 
de  la  matrícula  de  comercio,  que  aparece  como  una  institución  de 
derecho  necesaria  y  protegida.  La  ley  de  quiebras  ha  podido  suprimir 
tal  ó  cual  instituto  de  la  quiebra  y  de  esc  modo  dejar  sin  efecto  algunos 
incisos  del  artículo  26,  pero  no  habiéndolo  expresado  respecto  de  la 
exigencia  de  la  matrícula,  es  fuerza  considerarla  en  vigencia  al  inter- 
pretar la  ley  por  tratarse  de  una  materia  que  interesa  igualmente  al 
instituto  de  la  matrícula  y  al  de  la  quiebra  y  porque  nada  obsta  á  que 
una  disposición  legal  quede  en  parte  derogada  y  se  mantenga  en  lo- 
que resta.  De  todos  modos  este  interesante  trabajo  pone  de  manitiesto 
una  de  las  tantas  materias  que  requieren  en  la  legislación  de  quiebras 
una  urgente  reforma. 

F.  M.  H. 

Historia  del  derectio  argentino,  por  Carlos  O.   Bunge.  Tomo  I,  un    vo- 
lumen de  S2^  páginas. 

La  obra  del  doctor  Bunge,  inicia  la  publicación  de  los  Estadios  edita- 
dos por  la  Facultad  de  derecho  y  ciencias  sociales  de  la  Universidad  de  Bue- 
nos Aires.  La  personalidad  del  autor,  es  demasiado  conocida  y  aprecia- 
da, Universitaiio  por  excelencia,  ha  sabido  con  verdadero  esfuerzo  y 
méritos  reconocidos,  consagrarse  por  completo  á  la  tarea  docente  y  al 
ejercicio  de  la  alta  magistratura.  Bien  lo  dicen  sus  títulos.  Fiscal  de  la 
Cámara  de  apelaciones  en  lo  criminal;  consejero  y  profesor  de  la  Fa- 
cultad de  filosofía  y  letras;  académico  y  profesor  de  la  Facultad  de 
derecho  y  profesor  de  la  Facultad  de  ciencias  jurídicas  y  sociales  en  la 
Universidad  de  La  Plata.  Su  producción  literaria  y  científica,  en  cons- 
tante perfeccionamiento,  llega  en  esta  obra,  la  más  importantes  de  la& 
que  lleva  publicadas,  por  su  transcendencia  y  su  tema,  á  un  elevado 
exponente  de  intelectualidad  y  de  método. 

El  tomo  primero  de  la  Historia  del  derecho  argentino,  comienza  por 
una  larga  é  interesante  introducción  general,  que  termina  explicanda 
el  objeto  de  la  obra,  que  desea  llenar  un  claro  sensible  de  nuestra  lite- 
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latura  jurídica  é  liistoriográrica.  La  présenle  obra,  tiene  por  objeto,  dice, 
hacer  la  historia  externa  é  interna  del  derecho  argentino,  público  y  pri- 
vado. 

El  derecho  indígena,  esta  estudiado  en  el  libro  primero  de  la  obra. 
Es  el  estudio  más  completo,  claro  y  conciso,  que  sobre  materia  tan  di- 
fícil y  poco  conocida  se  haya  hecho.  Adquiere  en  esta  parte  la  obra  del 
doctor  Bunge  singular  importancia.  Con  admirable  método,  trasunto 
íiel  de  su  larga  educación  clásica  germánica,  el  autor  entra  á  estu- 
diar directamente  las  fuentes,  poniendo  de  relieve  la  insuhciencia  y  fa- 
lacia de  datos  en  las  crónicas  y  en  los  documentos. 

Luego,  pone  los  primeros  jalones  déla  obra,  con  el  estudio  de  la  an- 
tigüedad y  origen  del  hombre  aiiiericano,  la  clasiücación  etnográüca  de 
los  pueblos  indígenas,  la  influencia  incaica  y  aymará  para  poder  dar  así 
una  exacta  impresión  de  conjunto  al  presentar  el  estado  cultural  de  los 
pueblos  indígenas,  en  las  manifestaciones  más  típicas  y  características 
del  derecho  público  y  del  derecho  privado. 

El  material  histórico  de  esta  parte  del  libro,  está  escogido  con  rara 
sagacidad  y  singular  acierto.  No  solamente  ha  tenido  en  vista  el  doctor 
Bunge,  las  obras  fundamentales  de  los  historiadores,  y  cronistas  de  la 
conquista,  sino  las  relaciones  anónimas,  las  informaciones  de"los  oido- 
res, virreyes  y  visitadores  eclesiásticos,  valoradas  en  razón  directa  de  la 
importancia  y  del  grado  de  veracidad  que  inspiran  sus  autores  de  acuer- 
do con  las  reglas  más  precisas  de  la  crítica  histórica. 

Así,  ha  podido  el  autor  dar  una  idea  clara,  completa  del  derecho  in- 
dígena, sillar  fundamental  del  derecho  argentino,  que  ha  de  ser  com- 
plementado y  rehnado  por  el  derecho  español. 

El  libro  II  de  la  obra,  está  consagrado  al  estudio  del  derecho  espa- 
ñol. Con  igual  seguridad  de  método,  con  gran  erudición  bibliográfica 
y  de  las  fuentes  documentales,  el  autor,  después  de  haber  brozado  en 
páginas  netas  y  precisas  el  carácter  del  pueblo  español,  contempla  la 
época  primitiva  y  la  época  romana,  con  sus  elementos  típicos  y  carac- 
terísticos, dejando  claramente  establecidos  los  factores  étnicos,  sociales  y 
jurídicos  que  intervienen  directamente  en  la  formación  básica  del  dere- 
clio  español. 

Hemos  de  alabar  la  claridad  de  la  exposición  y  las  ventajas  del  meto- 
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do  :  la  sólida  disciplina  intelectual  del  autor,  le  permite  ser  sobrio  y 
no  recargar  el  conjunto  de  la  reconsirucción  histórica  con  citas  y  trans- 
cripciones que  harían  pesada  la  lectura, 

El  tomo  II  de  esta  obra,  que  bien  puede  calificarse  del  esl'uerzo  más 
fundamental  que  se  haya  realizado  en  materia  hislórico-jurídico,  entre 
nosotros,  está  en  prensa  y  en  él  estudiaiá  el  doctor  Bunge  el  derecho 
español  durante  la  Reconquisla  y  la  conquista  de  América. 

A  este  propósito  dice  Allamira  : 

((  El  día  en  que  una  generación  de  historiadores  españoles  consagre 
la  existencia  al  estudio  de  esos  dos  grandes  hechos  clásicos,  para  lo  cual 
no  bastaría  la  descripción  de  las  batallas  y  de  las  hazañas,  porque  la 
Reconquista  es  la  lucha  entre  la  cultura  europea  y  q\  Islam  y  su  estu- 
dio supone  el  de  Europa  y  el  del  mahometismo  y  porque  la  conquista 
de  América  es  la  inauguración  de  la  edad  moderna  y  no  tendría  senti- 
do sino  en  su  conexión  con  el  desarrollo  del  industrialismo,  del  capita- 
lismo y  de  los  grandes  estados,  ese  día  señalará  un  verdadero  renaci- 
miento para  España,  porque  será  imposible  estudiar  nuestros  hechos 
clásicos  sin  darnos  conciencia  de  las  substancias  culturales  de  la  his- 
toria. )) 

Así  lo  ha  entendido  el  autor  de  la  Historia  del  derecho  argentino, 
quien  debe  recordar  lo  que  en  sus  Lecciones  sobre  Jilosojía  de  la  histo- 
ria, dijo  Hegel  :  «  Lo  que  son  sus  hechos,  esos  son  los  pueblos.  Cada 
inglés  dirá  :  Nosotros  somos  los  que  navegamos  por  el  océano,  mane- 
jamos el  comercio  del  mundo,  poseemos  el  Indostán  y  sus  rixjuezas, 
tenemos  parlamento  y  juicio  por  jurados.  » 

El  libro  del  doctor  Bunge  al  honrar  á  su  autor,  ha  honrado  á  la  Fa- 
cultad de  derecho  y  á  la  Universidad  de  Buenos  Aires. 

J.  C. 


Causas  instruidas    en    Buenes  A.ires.    durante   los    siglos    XVII    y 
XVIII.  Introducción  do!  doctor  Tomvs  .Iofiu':.  Un   volumen  de  870  páginas. 

La  vida  colonial,  evocada  en  sus  mani (estaciones  más  curiosas,  mer- 
ced á  las  causas  instruidas  en  la  ciudad  de  la  Santísima  Trinidad 
Puerto  de  Buenos  Aires,  durante  los  siglos  wii    y  win,    tal   es  lo  cpie 
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representa  y  significa  el  sogundo  voliinu'ii  de  los  Esludios  editados  por 
la  Facultad  de  derecho  y  ciencias  sociales  de  la  Universidad  de  Buenos 
Aires.  ^ 

El  doctor  Tomas  Joñé,  grave  y  sereno,  corno  aíjnellos  maestros  de 
dereclio  deque  nos  habla  la  ley  VIH  de  la  partida  II,  sutiles  el  entcndu- 
dos,  et  qiie  saben  bien  mostrar  este  saber,  ha  escrito  una  introducción 
histórica,  interesante  y  novedosa,  en  la  (¡ue  se  ha  estudiado  la  evolu- 
ción de  los  procedimientos  en  la  época  colonial  con  gran  acopio  de  da- 
tos y  seguridad  en  la  reconstrucción  histórico-jurídica.  Se  transcriben 
luego  XXI  causas,  siendo  la  primera  los  autos  obrados  en  una  pesqui- 
sa, con  motivo  de  la  fuga  que  hicieron  los  religiosos  jesuítas  y  monse- 
ñor el  arzobispo  de  Sainos  en  i6[y.i,  y  la  líltima  contiene  el  proceso  de 
la  conspiración  de  los  franceses  en  1790. 

La  lectura  de  tan  antiguos  documentos  es  profundamente  evocadora. 
A  través  de  sus  páginas  se  ve  que  ((  hemos  aprendido  muchas  cosas,  en 
ciento  cincuenta  años.  Y  nuestro  universo  de  leyes  y  fuerzas  es  muy 
superior  al  de  esas  generaciones  muertas.  No  obstante,  ambos  son 
igualmente  verdaderos,  por  haber  vivido,  merced  á  la  í'e,  en  las  imagi- 
naciones de  los  hombres. 

«  Reproducir  esas  cosas  es  dil'ícil.  Su  vida  de  ultratumba  es  tan  frágil 
y  delicada  como  una  pálida  luz  de  quinqué  antiguo,  pero  suave,  deli- 
ciosa, llena  de  emociones!  »...  (i). 

J.  G. 

Orígenes  de  la  org-anizacion  nacional,    por  Benjamín  Gahcía  Victorica. 
ün  volumen  de  160  páginas. 

La  monografía  publicada  por  don  Benjamín  García  Victorica,  está 
destinada  á  explicar  la  razón  de  la  existencia  de  la  frase  «en  cum- 
plimiento de  pactos  preexistentes»  en  el  preámbulo  de  la  constitución 
nacional. 

Gomo  obra  de  carácter  histórico  y  constitucional,  ella  merece,  por  su 
método  y  su  sólida  documentación,  un  estudio  detenido.  El  autor  hace 
hablar  á  los  documentos   más  característicos  de  esa  época  de  nuestra 

(i)  J.  a.   García,   Memorias  de  un  sacrisldn. 
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organización  nacional,  con  raro  acierto  y  oportunidad.  Sabido  es  que 
la  hermenéutica  es  la  parte  del  examen  de  los  documentos  para  sacar 
de  ellos  la  verdad  de  lo  que  se  estudia,  tanto  referente  á  un  hombre 
como  á  una  época  cualquiera. 

Es  tan  transcendental  este  estudio,  que  por  él  se  aprecia  la  labor  efec- 
tuada, basta  el  punto  que  Hinsdale  asegura,  que  el  valer  de  cualquier 
trabajo  histórico  basado  en  la  solidez  del  documento,  lleva  hasta  nos- 
otros el  mismo^  convencimiento  que  podría  producirnos,  por  ejemplo, 
cuando  un  zoólogo  describe  la  forma  y  el  tamaño  de  un  músculo,  cuan- 
do un  fisiólogo  presenta  las  gráficas  de  un  movimiento;  se  pueden 
aceptar  en  conjunto  sus  trabajos,  porque  se  sabe  el  método,  los  senti- 
mientos, el  sistema  de  observación,  con  los  que  ha  obtenido  el  éxito  y 
se  cree  en  él. 

Los  Orígenes  de  la  organización  nacional,  están  concebidos  y  escritos 
con  este  método  y  con  esta  rectitud  histórica,  digna  de  elogio  y  consi- 
deración. Respecto  del  problema  constitucional  en  sí,  que  el  autor  estu- 
dia y  explica,  el  doctor  R.  Wilmart,  académico  y  profesor  déla  Facultad 
de  derecho,  escribe: 

((  Dadas  las  afirmaciones,  la  parte  expositiva  del  Acuerdo  de  San 
Nicolás,  se  había  formado  la  creencia  general  de  haber  querido  el  preám- 
bulo afirmar  que  el  congreso  constituyente  se  reúne,  no  solamente  por 
voluntad  y  elección  de  las  provincias,  sino  también  en  cumplimiento 
del  tratado  de  i83[. 

((  Usted  rechaza  totalmente  esa  interpretación,  y  á  pesar  de  todas 
■esas  apariencias,  usted  tiene  plena  razón  y  conceptúo  irrefutable  su 
-demostración  histórico-jurídica.  En  efecto,  «organización  nacional», 
en  el  sentido  del  tema  propuesto  por  la  Facultad  y  desarrollado  por 
usted  significa  «organización  de  1 853  «.Usted  demuestra  que  el  tra- 
tado de  1 83 1  y  otros  de  esos  tiempos  no  contienen  nada  que  se 
parezca  ó  que  conduzca  á  esa  organización  ó  «unión  nacional»,  más 
diferente  de  la  «federación»  que  los  caudillos  de  i83o  se  proponían, 
que  la  constitución  de  1787-17880  «Unión»  délos  Estados  Unidos 
lo  es  de  los  anteriores  y  pronto  abandonados  «  artículos  de  confedera- 
ción», tan  desgraciadamente  imitados  en  cierta  parte  por  la  convención 
de  la  revolución  francesa.  Y  dij^o  más  diferente,  prirr.ero,  porque  núes- 
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tra  constitución  de  r853  es  más  nacional  (jue  la  de  los  Estados  Unidos 
y  no  ocasionaría  nunca  el  escándalo  de  provincias  que  puedan,  aparen- 
temente violar  un  tratado  de  los  Estados  Unidos  como  sucede  en 
California  respecto  del  Japón  :  segundo,  porque  la  u  federación  o  de 
nuestros  caudillos  era  más  laxa  que  la  confederación  norteamericana 
de  1781.  En  su  demostración  usted  recuerda  los  términos  severos 
con  que  nuestro  congreso  constituyente  califica,  á  esos  tratados  y  á  sus 
autores:  y  usted  con  oportunidad  y  citando  á  Eslrada,  recuerda 
í]ue  esos  omnipotentes  gobernadores  caudillos,  no  estaban  ocupados  en 
reunir  estados  legalmentc  independientes  sino  en  romper  la  unión 
nacional  preexistente.  La  constitución  de  iSaG,  buena  ó  mala,  había 
sido  acuchillada  y  lanceada,  pero  no  derogada,  según  entiendo. 

«Para  creer  que  su  demostración  es  irrefutable  y  que  usted  ha 
hecho  bien  en  ir  más  allá  que  del  Valle  y  que  Montes  de  Oca,  me  fundo 
en  que,  por  grande  que  sea  el  poder  de  un  congreso  para  disponer  lo 
que  se  debe  y  deberá  hacer,  las  partes  de  su  redacción  que  meramente 
afirman  ó  consiunan  hechos  no  pueden  modihcar  estos  hechos  que,  si 
no  son  en  sí  exactos,  no  lo  serán  por{|ueel  legislador  los  tenga  por  tales. 
Y  usted  demuestra  que  la  organización  de  i853  no  es  felizmente  el 
cumplimiento  del  tratado  de  i83i  ;  y  me  atrevo  á  decir  que,  si  está 
conforme  con  lo  que  dispone  el  Acuerdo  de  San  Nicolás,  no  lo  está  con 
los  pasajes  de  éste  que  contienen  afirmaciones  ó  exposiciones  sobre  lo 
que  fué  el  tratado,  liga,  alianza  ó  federación  de  i83i. 

((Via  demostración  de  usted,  positiva  é  histórico-político-jurídica, 
podría  yo  agregar  el  adminículo  de  dos  argumentos  de  texto.  El  pri- 
mero es  que  para  dar  cabida  (( liberal»  á  la  antigua  y  entonces  gene- 
ral creencia  recordada,  habría  sido  necesario  ligar  el  segundo  aparte  el 
primero  por  medio  de  la  conjunción  copulativa  y,  sin  esta,  el  segundo 
aparte  (vuelvo  al  estilo  curial)  desempeña  el  papel  de  motivo,  resultan- 
do ó  considerando  del  que  se  prepara  para  disponer  y  otorgar.  El  segun- 
do es  que,  suponiendo  que  existiera  la  copulativa  y  el  preámbulo  afir- 
mar así  que  el  Congreso  constituyente  se  reúne  en  cumplimiento  del 
tratado  de  i83i,  esto  no  sería  una  disposición,  sino  una  afirmación,  que 
la  comparación  de  uno  y  otro  texto  y  de  uno  y  otro  procedimiento  ven- 
dría á  ((desairar»  (sic  amabilis  loquebntur  dominus  Bernardinusj;  para 
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cumplir  el  tratado  de  federación,  liabria  sido  necesario  que  la  comisión 
de  i83i  (q dónde  estaba?),  hubiese  intervenido  y  que  se  hubiese  san- 
cionado una  «Federación  entre  provincias  independientes»  sin  un 
encargado  férrea  manii  de  mantener  la  paz  inter  se  procedía  á  elegir  y 
reunir  á  los  diputados,  diputados  sin  mandato  imperativo  que  iban  á 
dictar  según  su  conciencia,  una  constitución  nacional,  obligatoria  in- 
mediatamente y  sin  previa  ratilicación  de  supuestas  partes  ((indepen- 
dientes». 

{(Ese  mandato  de  imponer  la  paz  desagradó  á  los  hombres  de  Buenos 
Aires.  Pero  el  confesar  que  se  iba  á  proceder  á  otra  cosa  muy  distinta 
de  la  federación  de  1801,  habría  podido  descontentar  á  muchos  gober- 
nadores, y  las  afirmaciones  del  acuerdo  respecto  á  su  vigencia  y  obser- 
vancia, tal  vez  fueron  una  estratagema  para  atraer  á  los  más  «  federales  ». 

J.  C. 


El  contrato  de  trabajo:  su  naturaleza  jurídica  :  doctrina  y  legis- 
lación, por  Luis  Méndez  Calzada. 

La  tradición  intelectual  del  doctor  Luis  Mííndez  Calzada,  está  fun- 
damentada en  su  sólida  preparación  y  en  su  labor  universitaria.  La  tesis 
con  que  corona  sus  estudios  en  la  Facultad  de  derecho,  revela  una  vez 
más  al  estudioso  constante,  al  investigador  seguro,  consciente  de  las 
necesidades  y  de  los  problemas  que  el  porvenir  de  la  república  encierra. 
El  contrato  de  trabajo,  contemplado  de  acuerdo  con  las  teorías  moder- 
nas y  dentro  del  cuadro  de  nuestra  legislación,  ha  permitido  al  autor 
realizar  obra  buena  y  fecunda  que  será  fructífera  y  aprovecliable. 

J.  C. 

El  poder  ejecutivo  en  los  estitatos,  reglamentos  y  constituciones 
de  la  Nación  y.  las  Provincias  Su  reg-lamentación  y  funciona- 
miento desde  1810  á  1853,  por  Juan  P.  Ramos.  Un  volumen  en  8°,  Bue- 
nos Aires,  19 1 2. 

Reaccionando  contra  la  tradicional  tendencia  de  considerar  nuestro 
régimen  constitucional  como  una  transplantación  de  origen  norteame- 
ricano, el  autor  de  esta  obra,  presentada  como   tesis   doctoral  á  1m  Fa- 
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cuitad  de  derecho,  ha  realizado  una  minuciosa  y  detenida  investigación 
de  todos  los  antecedentes  patrios,  tanto  en  lo  nacional  como  en  lo  pro- 
vincial, para  llegar  á  la  conclusión  de^  que  el  poder  ejecutivo,  dentro  del 
engranaje  de  nuestra  carta  fundamental,  es  netamente  argentino  y 
arranca  de  la  copiosa  legislación  de  Indias,  modelándose  en  las  distintas 
tentativas  de  organización  institucional  que  siguen  al  movimiento  de 
Mayo,  por  más  que  las  palabras  de  los  preceptos  vigentes  estén  toma 
das  casi  á  la  letra  de  la  constitución  de  los  Estados  Unidos. 

El  doctor  Ramos  funda  sus  conclusiones  en  los  preceptos  incorpora- 
dos á  la  vida  institucional  argentina  durante  el  período  calamitoso  y 
difícil  de  la  anarquía  y  de  la  organización  nacional,  estudiando  la  cons- 
titución y  funcionamiento  del  poder  ejecutivo  á  través  de  la  abundante 
floración  de  estatutos  y  reglamentos  que,  tanto  en  el  orden  nacional 
como  en  el  provincial,  representan  los  esfuerzos  vigorosos  de  un  pue- 
blo en  formación  para  arrancarse  á  la  desorganización  reinante,  sin 
medir  muchas  veces  la  intensidad  del  sacrificio  ni  aquilatar  la  bondad 
ó  innocuidad  del  procedimiento. 

La  obra  del  doctor  Ramos  representa  una  valiosa  contribución  al  es- 
tudio de  las  instituciones  argentinas,  especialmente  en  la  parte  que  se 
refiere  á  las  constituciones  provinciales,  desconocidas  por  la  totalidad 
de  los  autores  nacionales,  quienes  ó  las  ignoran  en  absoluto  ó  apenas  si 
conocen  su  existencia,  perdidas  como  están  muchas  de  ellas  entre  los 
polvorientos  legajos  de  los  archivos  de  provincia,  á  la  espera  de  los  es- 
tudiosos que,  como  el  doctor  Ramos,  desentrañen  su  contenido  para 
analizar  una  délas  fases  más  interesantes  y  menos  conocidas  de  la  his- 
toria argentina,  completando  así  las  páginas  ya  reconstruidas  con  el 
aporte  de  nuevos  elementos,  que  vendrán  á  perfilar  los  caracteres  de  la 
vida  de  provincia  durante  la  primera  mitad  de  la  pasada  centuria,  ape- 
nas esbozada  actualmente  en  torno  de  la  figura  sangrienta  ó  tragi-cómi- 

ca  de  sus  caudillos. 

S.  V. 

Historia  é  influencia    del    papel  moneda    en  el  desenvolvimiento 
económico  argentino,  por  David  M.  Arias. 

La  tesis  del  doctor  Arias  revela  el  empeíio  de  su  autor  para  dar  con 
gran  acopio  de  datos  y  una    excelen  le    información    histórica,  la  pauta 
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del  proceso  evolutivo  de  nuestro  papel  moneda.  Serena  y  clara  la  ar- 
gumentación, preciso  el  concepto  y  excelente  el  método,  el  autor  ha 
dado  una  vez  más  la  nota  de  su  personalidad,  brillante  y  segura  espe- 
ranza de  nuestra  juventud  universitaria. 

J.  C. 


Apuntes  sobre  la  sociedad  arg-entina,  por  Rodolfo  García.  Arias. 

La  tendencia  nacionalista  en  nuestros  estudios  superiores  debe  ser  es- 
timulada en  todas  formas.  La  tesis  del  doctor  García  Arias,  informada 
en  esta  patriótica  aspiración,  tiene  la  fuerza  de  convicción  suficiente, 
para  explicar  los  caracteres  psico-sociológicos  de  la  familia  argentina. 

El  método  conveniente  para  el  estudio  de  los  factores  principales:  la 
inmigración  y  la  raza,  así  como  la  observación  oportuna  de  las  cualida- 
des y  defectos  de  nuestra  entidad  social,  revelan  en  el  autor  condiciones 

de  observador  sagaz  y  discreto. 

J.  G. 


La  prensa  argentina  ;  antecedentes,  leg-i&lación  y  jurisprudencia, 
por  Francisco  Santa  Coloma. 

Necesaria  y  oportuna  la  tesis  del  doctor  Santa  Coloma,  es  interesante 
por  más  de  un  concepto.  Su  autor,  periodista  militante,  ha  sabido  unir 
en  armónico  consorcio  la  historia  de  la  prensa  argentina,  que  casi 
puede  decirse,  es  la  historia  de  la  nacionalidad,  con  el  proceso  evolu- 
tivo sufrido  por  los  exponentes  del  periodismo  nacional.  Ese  estudio 
y  la  contemplación  exacta  y  segura  del  problema  jurídico,  hacen  de 
esta  obra  una  de  las  manifestaciones  más  interesantes  de  nuestra  pro- 
ducción jurídica  anual. 

J.  C. 

Las  multitudes  de  la  emancipación,   por  José  María  Momxer  Sans. 

La  tarea  de  aportar  materiales  para  que  el  historiador  futuro,  juzgue 
y  comprenda  las  características  principales  de  nuestra  sociedad,  merece 
el  mayor  aplauso.  Tal  es  la  tendencia  que  represéntala  monografía  que 
el  señor  José  María  Monncr  Sans,  ha  publicado. 
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Á  grandes  rasgos  \  merced  al  empleo  de  un  excelente  método  de  ex- 
posición llega  á  dar  la  sensación  precisa  y  exacta  de  lo  que  representan 
y  significan  las  multitudes  argentinas  en  el  largo  proceso  de  nuestra  in- 
dependencia y  en  la  obra  de  la  organización  nacional. 


J.  C. 


La  monarquía  peruana,  por  Jorge  Cahual.    I  m  xolimicn  de  .)-;(i    |iíÍí^¡ii;i>. 

El  doctor  Jorge  Gabral  ha  realizado  con  esta  obra  una  labor  prolija 
de  crítica  histórica.  Su  fundamento  principal  consiste  en  un  análisis 
bibliográiico  cuya  minuciosidad  se  advierte  en  la  comprobación  docu- 
mentada de  sus  opiniones  en  contraposición  con  otras,  no  los  menos 
autorizados,  sobre  el  dominio  incásico  en  el  Perú.  El  doctor  Gabral  ha 
logrado  dar  á  su  trabajo  la  importancia  de  una  contribución  delinitiva 
al  estudio  de  la  materia  y  ha  podido  vencer  la  aridez  propia  del  tema 
con  la  precisión  de  su  método  y  la  lacilidad  elegante  de  sus  recursos 
literarios,  que  no  se  anteponen,  desde  luego,  al  fm  esencial  del  libro, 
que,  como  decimos,  es  de  crítica  histórica.  El  mérito  fundamental  re- 
side en  la  concienzuda  prolijidad  con  que  ha  desarrollado  sus  opinio- 
nes, que  nacen,  no  de  simples  inducciones,  sino  de  la  concordancia  de 
documentos  y  de  una  búsqueda  paciente  de  carácter  arqueológico  é 
historiográíico.  El  autor  no  ha  omitido  el  dato  menor  que  registra 
la  profusa  cronografía  de  la  conquista  y  los  testimonios  investiga- 
dos respecto  á  los  períodos  precolombianos.  Mucho  se  ha  escrito  so- 
bre el  particular  y  son  por  lo  común  muy  tímidas  las  tesis  de  los  tra- 
tadistas, fundándose  las  hipótesis  más  divergentes  en  detalles  más  bien 
nimios.  El  doctor  Gabral  ha  extraído  de  la  abundante  historiografía  lo 
substancial  para  basar  su  hipótesis,  cuya  discusión  interesa  á  los  espe- 
cialistas y  determinará,  con  el  tiempo,  juicios  distintos  á  los  circulan- 
tes sobre  esa  cuestión.  La  monarquía  peruana,  importa  una  obra  de 
transcendencia  en  la  bibliografía  americanista  así  como  tiene  un  valor 
en  la  literatura  histórica.  En  el  critico  y  en  el  estudioso  de  la  historia 
se  nota  al  mismo  tiempo  un  profundo  sentido  literario  y  éste  es  des- 
de luego  un  mérito  cfue  valoriza  á  obras  de  tal  índole. 

A.  G. 
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